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JARDIN BOTÁNICO. Forma parte del 
Museo de ciencias naturales. En el jar- 
din botánico debe cultivarse el mayor 
número posible de plantas, dando prefe- 
rencia á las que ofrezcan mayor interés 
bajo el aspecto científico. Consúltese el 
R. D. de 10 de junio de 1868 principal- 
mente los arts. 2.°, 132 á 137 , 138 y 
139. (Apéndice /, p. 663.J 

JARDIN IOOLÓGICO. Forma como el 
botánico, parte del .Museo de ciencias 
naturales y se rige por el reglamento de 
10 dejun¡o de 1868 inserto en el Apén- 
dice !, p. 663. 

JEFES DE ADMINISTRACION.— V. Em- , 

pleados públicos, y principalmente las 
disposiciones que se citan en la palabra 
Categorías del sumario de la pág. 660 
en dicho artículo — V. Ingenieros. 

JEFES POLÍTICOS. — V. Gobernadores 

DE PROVINCIA. 

_ JEFES POLÍTICOS DE DISTRITO. Por 

**■ ú. de l.° de diciembre de 1847, ha- 
ciendo uso el Gobierno de las faculta- 
des que le concede el art. 10 de la ley 
de 2 abril de 1845, creó 50 jefes políti- I 
eos subalternos con la denominación de 
jefes de distrito , siendo á la vez Aleal 
des corregidores en los pueblos de su 
residencia, y ejerciendo como tales jefes 
de distrito las atribuciones que ailí se 
determinaron. En 9 de noviembre se 


[ dictaron vanas reglas para que empeza- 
| sen á funcionar. En 6 de enero de 1848 
I se cambió su denominación por la de 
i jefes civiles; y en 19 de setiembre de 
1849 fueron suprimidos éstos funciona- 
rios quedando por entonces con el ca- 
rácter de Alcaldes-corregidores. 

JERARQUIA ECLESIASTICA. Véanse en 
Concordato los arts. 13 y siguientes del 
do 1851, y los Reales decretos de 21 de 
julio y 21 de noviembre del mismo año. 

JERUSALEN — V. Patronato de... 

JESUITAS. — Y. Compañía de Jesús. 
Por decreto de 12 de octubre de 1868 
fue suprimida esta orden regular. Véa- 
se Apénd. I, p. 374 y consúltese el artí- 
culo Monasterios y Conventos. 

JORNALEROS. Sobre duración de las 
horas de trabajo, pago de los jornales y 
tasa de estos, pueden verse algunas leyes 
i en Arrendamiento, teniendo presente lo 
que dispone la de 8 de junio de 1813, 
que abolió las tasas y posturas en ias 
obras del trabajo y de la industria. Los 
simples jornaleros han estado exentos de 
! contribuir en los repartimientos de con- 
! sumos. 

JUBILACION DE CURAS. Consúltse so- 
bre este asunto en el artículo Concorda* 
to, tomo ílí, ei R. D. de 3U de abril 
de 1832, y en Curato, Cura párroco el 
arl. 21 del R. D. de 15 de febrero de 
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1 807- — Sobre jubilaciones de prebenda- 
dos , véase en el mismo .articulo la Real 
orden do 8 de maye de lboo. 

JUBILACIONES , CESANTÍAS ORFftN- 
nADES (Pensiones de). Clasifica 
cion de derechos pasivos de los em- 
pleados: Clases pasivas ( 1 ). Se cono- 
ce bajo el nombre genérico de clases pa- 
sivas como dijimos en su lugar todas 
las que sin prestar servicios activos tie- 
nen consignados haberes sobre las cajas 
del Tesoro público por razón de servicios 
contraidos á favor del Estado ó por al- 
gunos de sus parientes. También se com- 
prenden en. esta denominación general 
los cesantes que, ya por no reunirlos 
suficientes años de servicios, ó haber 
obtenido destinos con posterioridad á la 
ley de presupuestos de 184o no tienen 
derecho á haber alguno. Para dar á co- 
nocer la denominación de todas ellas, 
ponemos á continuación la clasificación 
que trae el proyecto de ley de presu- 
puestos presentado por el Ministro de 
Hacienda á las Cortes Constituyentes 
para el ejercicio del presupuesto de 
1869-1870, anotando las cantidades pre- 
supuestas para cada concepto. 


JUBILACIONES 

Vamos pues á insertar la legislación 
vigente sobre el asunto de este articulo 
empezando por el R. D. de 7 de febrero 
de 1827, aunque al fin hacemos indica- 
ciones de otras anteriores, que tendrán 
rarísima aplicación. 

R. D. de 7 febrero de 1827. 


Clasificación de ios empleados de Hacienda: au dere- 
cho á haberes pasivos. 

(Hac.) Divide en cuatro clases á los em- 
pleados de Hacienda: consejeros, intenden- 
tes de provincia, jefes de Administración y 
oficiales de Real Hacienda, subdividiendo esta 
en oficiales primeros, segundos, terceros etc. 
hasta la de undécimos con los sueldos de 

24.000 rs. hasta 6.000 que corresponde á la ; 
clase de octavos y asignando 5.000, 4.000 y 

3.000 respectivamente á los novenos, déci- 
mos y undécimos (arls. l.°. 2.°, 4.° y 5,°) 
y previene que «todos los empleados conte- 
nidos en las clases que quedan expresadas^ ' 
tendrán derecho á gozar de los beneficios, 
del Monte-pío á que pertenezcan y délas dqfy 
tacioues que íes correspondan aunque seair 
jubilados y cesantes.» (art. 8.°) Los que ño 
están comprendidos en las citadas clases ceño . 
tendrán derecho á ningún salario si dejaren 
de servir, cualquiera que sea el motivo» (ai- 
tículo 12.) (CL. t. 13 p. 513.) 


DENOMINACION. 

CANTIDADES 
PRESO PTS. 

Escudos. 

Pensiones remuneratorias, , r . . 

242.503 

— de regulares 

731.185 

— de legiones y cuerpos 


extranjeros disueltos 

33.633 

— de convenidos en Ver- 


gara 

9.850 

Montes píos militares. . r r . . 

2.685.094 

— civiles . 

Mesadas de supervivencia 

1 2.3 X 5.913 
20.000 

Retirados de l.iierra v Marina 

7.057 638 

Jubilados de todos los Ministerios 
Cesantes de id. inclusos ioserni- 

2.110.808 

grados de América. 

1.490.857 

Total 

16.767.418 


y, uu ub.uos ponido variar el juicio c 
respecto de este asunto expusimos en el arti 
lo Clases pasivas , al que nos remitimos, 
como á Empleados públicos, S 5 


R. O. de l.° diciembre de 1828. 

Mesadas de supervivencia. 

(Hac ) Dispone se observen las reglas si- - 
guíenles: i . a «Que a las viudas ó en su de- 
tecto á los huérfanos de empicados de Real 
nombramiento no incorporados á Monte- pió 
que desde i.° de mayo último hayan muer- 
to ó en adelante murieren en activo servicio : " 
se les abonen Jas dos mesadas de supervi- 
vencia 2. a Que a las viudas ó huérfanos 

también de empleados de Real nombramien- 
to que desde dicha fecha hayan muerto ó 
murieren estando cesantes siii derecho á los 
beneficios del Monto pió se les abonen di- 
chas dos mesadas de supervivencia » Por 

la 3. a excluye de dicho beneficio á las viudas 
y huérfanos de los empleados subalterno; 
[CL t. 13, p. 386.) 

R. O. de 26 diciembre de 1831. ' 

Reglas para la declaración de-viudedades y pensiones, 

Extinción de la Junta del Monte-pio de oficinas. 

(Hac.) Se extingue la Real Junta del 
Monte-pio de oficinas, y se aprueba la ins- 
trucción para el señalamiento de pensiones 
con las reglas que han de seguirse para la 
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declaración de su goce y obtención de las li- 
cencias para contraer matrimonio. Las dis- 
posiciones de interés permanente de esta 
mstruccion , son las contenidas en los si- 
guientes artículos: 

Art. 7.° En adelante tendrán derecho á 
pensión la viuda é hijos de todo individuo 
comprendido en la clase de oficial de Real 
Hacienda, según el R. D, de 7 de febrero de 
1827, ora fallezca en activo servicio, ora es- 
tuviese cesante ó jubilado. 

Art. 8.° Conservarán derecho á pensión 
las familias de. los empleados que hubiesen 
perdido sus destinos , ya por haber servido 
en tiempo de la dominación francesa 6 no 
haber obtenido su purificación por la época 
constitucional, ya por otra cualquiera causa 
en el servicio 6 fuera de él , próvia informa- 
ción legal de no haber tenido culpa en los 
delitos de los causantes, y con la obligación 
de satisfacer con la pensión el adeudo de 
descuentos desde que los maridos ó padres, 
por no haber vuelto á disfrutar sueldo ni 
asignación alguna por el Real Erario, les de- 
jaron de abonar hasta su fallecimiento. 

Art. 9.* Cuando la separación del em- 
pleado proceda de quiebras 6 alcance de la 
Real Hacienda , la información expresada en 
el artículo precedente ha de ser una riguro- 
sa y muy probada justificación de no haber 
tenido ninguna parte' ó culpa en los alcances 
los acreedores á la pensión , quedando úni- 
camente exceptuados de cumplir esta obli- 
gación Jos huérfanos que sean de menor 
edad. 

Art. 10. Las actuales viudas y huérfanos 
conservarán las pensiones que les estaban 
señaladas, según Reales órdenes, acuerdos 
de la Junta antes de su extinción , ó á pro- 
puesta de la Comisión encargada al secreta- 
rio-contador del MoBte , á excepción do las 
que han sido concedidas á virtud de lo dis- 
puesto en el R. D. de 7 de febrero de 1827 
por sueldos inferiores al de 6.000 rs. vn., 
las cuales se rebajarán y conformarán desde 
la fecha de esta instrucción á los señalamien- 
tos que determina el art. i 4 ; y todas en ge- 
neral se sujetarán también á las reglas que 
en la mismáse fijan, «uando hayan de recaer 
por sucesión en distintas personas de las que 
actualmente las gozan , aplicándose dichas 
reglas según los casos, en que se hubieren 
hallado los causantes al tiempo de su falleci- 
miento. 

Art. 11. Las viudas . y huérfanos de Ios- 
empleados, que hallándose incorporados en 
el Monte pío hayan sido clasificados con 
sueldo menor que el que tenían disfrutarán 
las pensiones que por reglamento corres- 


ondian á los sueldos que estaban disfrutan- 
o antes de su clasificación, á saber: 7.000 
reales por el sueldo de 30.000 ú otro mayor; 
5.000 desde el de 20.000 inclusive hasta 
30.000; 3.500 desde el de 12.000 inclusivo 
hasta 20.000; 2.5000 desde el de 6.000 in- 
clusive hasta 12.000; 1.500 desde el 3.000 
inclusive hasta 6.000, y 1.100 por los suel- 
dos inferiores al de 3.000. 

Art. 12. Las viudas y huérfanos de los 
empleados que disfrutaban sueldo personal 
sujeto á descuentos del Monte, que hayan 
dejado de disfrutarlo en virtud de la R. (X de 
20 de julio de 1826, gozarán la pensión cor- 
respondiente á dicho sueldo personal, re- 
gulada en los términos que expresa el artí- 
culo precedente. 

Art. 13. También se regularán á tenor 
de las cuotas señaladas en el art. 11 las pen- 
siones de las viudas y huérfanos de los indi- 
viduos mencionados en los arts. 4 .° y 5.*, 
excepto las correspondientes á familias de 
los adíales escribanos de Cámara del Supre- 
mo Consejo de Hacienda, que será la de 4.000 
reales anuales, que les estaba marcada por 
reglamento. 

Art. 14. Las pensiones de las viudas y 
huérfanos de los empleados de nueva entra- 
da, y de los que hayan sido clasificadas con 
igual ó mayor sueldo que el que disfrutaban 
antes, ó tenido ascenso después, se regularán 
en los términos siguientes: 


De 40.000.. 

7.000 

De 12.000.. 

3.000 

35.000.. 

6.500 

10.000.. 

2.500 

30.000.. 

6.000 

8.000.. 

2.000 

24.000.. 

5.000 

6.000.. 

1.500 

20.000.. 

4.500 

5.000.. 

1.250 

16.000.. 

3.500 

4.000.. 

1.000 

1.4.000.. 

3.300 

3.000.. 

750 


■ Art. 15. Las pensiones de las viudas y 
huérfanos de los cesantes, reformados y ju- 
bilados, de quienes trata el art. 3.° y hace 
mención el 7.°, y las de los que perdieron 
sus destinos por cualquiera de los motivos 
ue indica el 8.°, se regularán por los suel- 
os que tenían los causantes en ejercicio, 
aplicándoles exactamente las reglas que para 
los de servicio activo quedan establecidas en 
los artículos anteriores, según sus circuns- 
tancias . 

Art. 16. Gozarán toda la pensión las viu- 
das cuando no quedasen hijos, y asimismo 
las que los tuvieren, pero con la obligación 
de educarlos y sustentarlos. Corresponderá 
á los hijos el todo de la pensión cuando su 
padre falleciese siu dejar viuda. La pensión 
se dividirá dando la mitad á la viuda, y la 
otra mitad á sus hijos propios y políticos, 





JUBILACIONES... 


cuando además de ella quedaren hijos de dos 


ó mas matrimonios. . , 

Art 17 Si la viuda muriese ó lomase 
nuevo estado, pasará la pensión a los hijos; 
v según estos vayan cesando en su & oce, 

" *-* i i. rtia aIvAS 


ira 


recayendo de unos en otros. 
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Art. 18. Los hijos varones solo podrán 


disfrutar la pensión, va sea en su totalidad 


ya como compartícipes, hasta que cumplan 
j a edad de 20 años, entren en sacerdocio, 
profesen en religión, se casen ú obtepgan 
destino con sueldo del Real Erario , igual 
ó mayor que el todo ó parte de la pensión 
que respectivamente les corresponda; pero 
en el caso de que dicho sueldo sea menor, 
tendrán derecho á que se les abone la dife- 
rencia, ínterin que por cualquiera de las 
otras causas no deba cesarles enteramente. 

Art, 19. Como excepción de regla se 
abonará la mitad de Ja pensión, después de 
cumplidos los veinte años, á ios huérfanos de- 
mentes ó imposibilitados, siempre que la de- 
mencia ó imposibilidad para ganar el susten- 
to, notoria ó legalmente calificada, proceda 
de edad anterior á la expresada. 

Art. 20. Las hijas tendrán derecho á la 
pensión en su totalidad , ó como compar- 
tícipes, hasta que profesen en religión ó se 


rázon de ella por la Contaduría general dé 

distribución. 

Art. 23. Las solicitudes para el goce de 
la pensión de viudedad deberán hacerse v 
documentarse como sigue: 1,° Si el emplean- 
do causante dejare viuda é hijos se extenderá 


el memorial á nombre de la viuda, expre 


sando el dia en que murió aquel , los hijos 
que ha dejado de legítimos matrimonios, sus 
nombres, edades y estado; y se acompaña- 
rán la fé de muerto do] causante, ía de su 
casamiento, la licencia para verificarle, ó en ■ 
su defecto la competente habilitación, las fees 
de bautismo de ios hijos , las que certifiquen 
su estado , y el documento bastante que 
acredite la no colocación de los varones se- 
gun lo exige el art. 18. 2. a Si solo quedase ' 
viuda se hará á su nombre la instancia^ 
uniendo á ella la fé de muerto del marido, 
la de casamiento, la licencia para él, ó liabi- 
litación, y el certificado de permanecer viuda.- ■ 

3.° Si el empleado dejare hijos, y no mujer, 
se formará el memorial por quien legítima-*, 
mente los represente, y se documentar!^ 
como en el caso primero...» ( CL . 1 . 16 ,pá- r ■ 
gina 414.) 


Ley de presup. de 26 mayo de 1835. 


casen. 

Art. 21 . Las viudas sin hijos que pasaren 
á otras nupcias, conservarán derecho á vol- 
ver al disfrute, de la pensión cuando fallezcan 
sus nuevos maridos, á menos que por estos 
adquieran derecho á otra igual ó mayor. 
También las huérfanas que por ser únicas al 
fallecimiento de su padre, ó haber recaído 
en ellas los derechos de la viuda ó hermanos 
se hallaren disfrutando toda la pensión, con- 
servarán, aunque se casen, su acción á ella, 
y volverán á cobrarla cuando fallezcan sus 
maridos en los términos que quedan expre- 
sados para las viudas; pero así como caduca 
el derecho de estas si se casan habiendo hi- 
jos que la sucedan, caducará también en 
adelante el de aquellas huérfanas que solo 
fueren compartícipes de la pensión con la 
viuda ó hermanos al tiempo de tomar estado 
de matrimonio. 

Art. 22. Los empleados que no hubieren 
contraído matrimonio antes de entrar en la 
clase que da á sus familias derecho d las pen- 
siones de viudedad, y los que enviudaren 
perteneciendo á dicha clase, deberán para 
casarse solicitar Real licencia, explicando 
en el memorial las circunstancias de la no- 
via, y acreditando con la fé de su bautismo 
legalizada no haber cumplido los sesenta 
anos para tener expedito el derecho á pen- 
sión. Obtenida la Real licencia, se tomará 


Disposiciones generales acerca de clases pasivas: Pen- 
siones por servicios: por motivos inmorales: á de- 

pendientss y criados de Palacio ele : cesantías, viu- 
dedades, orfandades, jubilaciones etc. 

í. a Toda pensión concedida por ei Go- 
bierno por servicius al Estado será incluida 
en el presupuesto de Hacienda, y presentada ■ 
á las Cortes. 

2. a No se consignará pensión alguna so- 
bre presupuestes ni ramos separados, ni en- 
comiendas. Serán todas consideradas coma 
cargas de la Tesorería general, é inscritas- 
en su libro. 

3. a Ninguna pensión será trasmisible en - 
lo sucesivo. Las que actualmente existen, 
fenecerán con la vida del actual poseedor.. 

4. a Cesarán las pensiones dadas por mo- 
tivos inmorales ó como precio de haber ser- 
vido de instrumento de persecución. 

5. a Cesarán desde luego de pagarse por 
el Tesoro público las cencedidas á depen- 
dientes ó criados de Palacio y Real patrimo- 
nio, por servicios hechos á ía Casa Real. 

6. a Las pensiones concedidas á ios hijos, 
viudas j ó hijas solteras de los que hayan 
prestado servicios al Estado cesarán cuando 
los primeros cumpla veinticinco años-, y las 
segundas contraigan matrimonio ó profesen 
en alguna orden religiosa, • 

7. a Las pensiones concedidas por el Go- 
bierno á jóvenes que haya enviado á países 
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extranjeros para adquirir conocimientos personales con la adopción de esta regla* 
científicos ó artísticos, cesarán de hecho 17., . No se concederán jubilaciones sino 
despees de cumplidos los tres años de su á les empleados que pasen de cincuenta años 
concesión; pero el Gobierno podrá prorogar de edad, ó á los que por sus achaques se ba- 
esle plazo en casos muy especiales. En lo lien en absoluta imposibilidad de servir; de- 
sucesivo no se pensionará para este objeto biendo en ambos casos tener á lo menos 
sinoá los que ganen esta gracia por medio yemte años de servicio, 
de oposición en ciencias y bellas artes. 18. A los cesantes que lo sean por sepa- 

8. a No se concederán en adelante pen- ración del destino que desempeñaban, se les 

sion es fuera del reino sino con motivos muy abonará la cuarta parte del sueldo .si cueu- 
graves. tan quince años de servicio, y la mitad sipa- 

9. a Se declaran vigentes las pensiones san de veinte. Pero los que fueron destitui- 
concedidns: l.° por título oneroso: 2.° á las. dos por cansa probada, ni tendrán derecho 
viudas ó hijos, padres ó hermanas soferas á parte algunq de sueldo, ni' á ser reempla- 
de los que iiau muerto en servicio del Esta' zados. 

do, ó han sufrido la pena capital por defen- ! 19. Los cesantes qre se hallan en esta 

der los derechos de la Nación: 3.° las con- clase por. supresión ó reforma del empko ó 
cedidas, aprobadas ó modificadas por las destino que desempeñaban, gozarán dé la 
Córtes en sus tres épocas, en cuanto no se ' cuarta parte de sueldo si-cuentan doce años 
opongan á las reglas generales que ahora se í efectivos de servicio al Estado: la tercera 
adopten: - 4.° las concedidas á las viudas ó ; parte á los diez y seis, y la mitad de! sueldo 
huérfanos de militares que se bailaban sin \ á los veinte años. Pero á los empleados que 
opción al Monte-pio militar: 5.° las concedí- ; quedaron privados de sus destinos á virtud 
das á empleados que hayan quedado inutili- \ de Peal decreto de l.° de octubre de 1S23, y 
zados en actos del servicio: 6.° las concedí- i han sido rehabilitados per el de 30dedic¡em- 
das á establecimientos de beneficencia éins- bre de 1834, y por la amnistía concedida en 
truc cion pública. ' 1832 y sus declaraciones, se les abonará por 

40. En adelante ninguna pensión podrá entero, tanto para la clase de cesantes como 
exceder la suma de 24 000 reales de vellón para la de jubilados el tiempo trascurridos 
que. se fijará como máximum Nadie podrá entre ambas épocas. 

disfrutar sino tina sola pensión. 20. Para fijar la cuarta parte, tercera ó 

11. Las pensiones existentes sufrirán por ¡ mitad de sueldo á los cesantes, servirá dere- 
ahora una reducción desde 3 á 25 por 4 00, ' «la el empleo efectivo del mayor sueldo que 
como se practica con las del ramo de Guerra, hayan desempeñado en propiedad con Real 

12. Ninguna viuda ó huérfano gozará nombramiento ó de las Córtes. 

porelMonleupiode.su ramo de mas viude- | 21. A los cesantes por supresión ó refor- 

dad que la que les corresponda por los res- ma del emffleo ó destino, se les abonará por 
pectivos reglamentos: la parte excedente se- mitad el tiempo que permanezcan en esta 
rá considerada como pensión, y quedará su- clase, para las jubilaciones. Pero á los que 
jeta á las reglas establecidas para esta clase, hayan sido separados no se les hará abono 

■43. En igual caso se considerarán las alguno de tiempo desde 1 0 de enero de es- 
viudedades concedidas en los ramos que no te año. 

tienen MoDte-pio. 22. A los secretarios del despacho y con* 

44. Ninguna viuda ó huérfano que con- sejeros de. Estado que hayan desempeñado 
traiga matrimonio ó profese en órden reli* estos destinos en propiedad, se les abonará 
giosa, podrá bajo ningún pretestn, continuar el sueldo de 30.000 rs. sin sujeción á años 
disfrutando de viudedad, según previeren de servicio; pero si contaren mas de veinte 
las reglamentos. en cualquiera otra carrera, optarán al máxi- 

LH. El máximun de sueldos para jubila- mun de 40.000. 
dos y cesantes será de 40.000 reales vellón 23. Los embajadores, ministros, encar- 
eunlquiera que sea su destino y clase, no pu- ¡ gados de negocios y cónsules generales es- 
diendo acumular dobles sueldos bajo pre- taran su jetos á lo prevenido en las disposicio- 
texto alguno, según lo mandado por Real ór- nes décimaoctava , décima nona, vigésima y 
deD de 13 junio de 1833. vigésimnsexta, respecto á los años de serví* 

16. Los sueldos de jubilados y cesantes ció. Para fijar la cantidad que les correspon* 
serán proporcionados á los que disfrutaron de en clase' de cesaDf.es ó jubilados, se supon- 
corno empleados efectivos , y á los años de drá á los embajadores el sueldo de 90.000 
servicio, con sujeción ál reglamento, que- reales anuales, á los ministros plenipotencia- 
dando desde luego abolidas las excepciones ríos el de 60.000; á los ministros residentes 
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el de 50.000: á los encargados de negocios 
e ] de 36.000; á los cónsules generales que 
disfruten mas de 40.000 rs. desueldo, se 
Graduará la parte del que les corresponda . 
como cesantes ó jubilados, por el mayor que 
hayan disfrutado en clase de efectivos; pero 
á los cónsules generales cuyo sueldo no lle- 
gue á 40.000 rs. se les abonará el mismo 
sueldo que á los encargados de .negocios. 

24. Quedan sujetos á las reglas genera- 
les de jubilaciones los ministros y fiscales de 
Consejos y Tribunales Supremos del Reino. 

25. Igualmente quedan sujetos á las re- 
glas generales de cesantes y jubilados los 
que hayan sido secretarios del Consejo de 
Estado y los subsecretarios del Despacho. 

26. Para graduar el haber de los jubila- 
dos en las clases civiles, servirá de base el 
sueldo del mayor empleo que hayan desem- 
peñado en propiedad con nombramiento Real 
ó de las Cortes, según las reglas siguientes: 

1. a Los que hayan servido veinte años 
efectivos gozarán dos quintaspartesde sueldo. 

2. a Los que pasen de veinticinco años 
gozarán tres quintas partes. 

3. a Los que hayan completado treinta y 
cinco años, gozarán cuatro quintas partes. 

4. a Ningún jubilado percibirá cuota mayor. 

5. a El tiempo de servicio se contará desde 
que los empleados en propiedad hayan toma- 
do posesión de sus destinos con nombra- 
miento Real ó de las Córtes, cumplida la 
edad de diez y seis años, antes de la cual no 
se abonará servicio alguno. 

6. 1 A los jueces y ministros de los Tri- 
bunales se abonarán ocho años para comple- 
tar los veinte que exige el prim»r grado de 
jubilación y sucesivos, atendidos los estudios 
y anticipaciones que exige esta carrera. 


el preciso término de cuatro meses impro- 

rogables . 

28. Las anteriores reglas serán aplicadas 
á todas las clases de pensionistas y viudas, 
cesantes ó jubilados, desde la publicación de 
la ley de presupuestos, sean cuales fueren los 
términos de la concesión. 

29. El Gobierno propondrá á las Córtes 
\ en la próxima legislatura^ los destinos que 
: deban dar derecho de aquí adelante á cesan- 
tías y jubilaciones á los que entren de nuevo 
en ellos. 

30. Queda autorizado el Gobierno para 
el pago del presupuesto de estas clases, con 
sujeción á las reglas que preceden.» (CL. 
t. 20, p. 180.) 

R. O. de 21 diciembre de 1835. 

Edad etc. para la jubilación. 

(Hac.) Declarando «que la circunstancia 
de haber cumplido los empleados cincuenta 
años de edad (1) conforme al art. 17 de las 
disposiciones para clases pasivas contenidas 
en la ley de 26 de mayo último, dá aptitud, 
pero no derecho para las jubilaciones.» 

Ley o D. de las C . de 11-12 mayo de 1837 


Pensiones: 


su reconocimiento y 
existentes. 


clasificación de las 


Las Córtes, usando de la facultad que se 
les concede por la Constitución, han de- 
cretado. 

Artículo l.° E] Gobierno tomará las dis- 
posiciones oportunas á fin de que en el pre- 
ciso término de seis meses desde la fecha del 
presente decreto se haga un exacto deslinde 
v clasificación de todas las pensiones exis- 


7. a A los catedráticos se Ies dará el mismo i {entes en la forma que sigue, 

abono que a los togados. 1 - - - - 

8. a A los militares que hubieren pasado 
ó pasen á las carreras civiles se les hará en 
estas el abono de campañá ú otra cualquiera 
que debidamente justifiquen les correspondía 
en su anterior empleo ó destino con tal que 
cuenten veinticinco años de activo servicio, 
según está prevenido en el reglamento mi- 
litar, y fijando seis- años por máximun de 
abono. 

9. a Los militares que tengan retiro como 
inutilizados en campaña y pasen á las carreras 
civiles, optarán entre este y la jubilación que 
les corresponda según les acomode. 

27. A los cesantes ó jubilado» que estén \ 
ó pasen á países extranjeros, se les aplicará 
la misma regla establecida para pensiones y 
viudedades, no pudiendo disfrutar de sus 
respectivos haberes fuera del reino sino por 


1 . ° Pensiones concedidas ó aprobadas por 
las Córtes. 

2. ° Por título oneroso. 

3. ° Por servicios personales al Estado de 
conocida importancia y utilidad. 

4. ° A las viudas ó hijos, padres ó her- 
manas solteras de los que hubiesen muerto 
violentamente, ó sufrido en sus personas Ó 
intereses por defender los derechos de la 
nación, ó hubiesen prestado notoriamente 
servicios importantes ó extraordinarios á la 
misma. 

5. ° A las viudas y huérfanos de militares 
que se hayan distinguido notablemente en su 
carrera, ó hubiesen muerto en acción de 


(1) Hoy son sesenta años (leyes de 25 julio 
de 1853 y 3 de agosto de t 1866.) 
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guerra , plaza sitiada 6 punto epidemiado, 
estando en servicio activo. 

6. ° A ios empleados que hubiesen que- 
dado inutilizados en actos del servicio. 

7. ° A los jóvenes enviados por el Gobier- 
no á países extranjeros para adquirir cono- 
cimientos artísticos ó científicos. Toda pen- 
sión no comprendida precisamente en alguna 
de estas categorías., se tendrá por caducada, 
cesando inmediatamente su pago desde que 
llegue á declararse así por el Gobierno sin 
perjuicio de que este consulte á su tiempo á 
las Córtes respecto de aquellas pensiones que 
ofrecieren fundadas dudas sobre el origen ó 
motivos de su concesión, y Ja justicia de su 
permanencia. Las que se hallen en este caso 
continuarán satisfaciéndose hasta que las 
Córtes , resolviendo dichas dudas , declaren 
si debe ó no cesar la pensión que fuere ob- ¡ 
jeto de ellasi Las de la clase séptima cesarán 
asimismo de hecho si hubieren trascurrido 
tres años desde su concesión, á menos que 
el Gobierno no haya prorogado ó prorogase 
este plazo por motivos muy particulares. 

Art. 2.° Toda pensión concedida, no por 
servicios propios, sino por los de los padres, 
hijos ó hermanos del agraciado, se entenderá 
generalmente por de ningún valor ni efecto 
si el hijo hubiese cumplido veinticinco años 
de edad, excepto eu el caso de hallarse este 
moral ó físicamente imposibilitado de procu- 
raase su subsistencia , y la hembra pasado al 
estado del matrimonio , reservándose á esta 
su derecho á la pensión para en el caso de 
que quede viuda. Si la concesión se le hu- 
biese hecho hallándose casada, cesará desde 
luego el pago , á reserva también de volver 
al goce de la pensión si quedase viuda. 

Art. 3.° Se fija el máximum de 20.000 
reales anuales desde!. 0 de enero del cor- 
riente año para las pensiones que deban 
quedar subsistentes, á excepción de las eom 
cedidas por título oneroso , sin que nadie 
pueda disfrutar en ningún caso sino de una 
sola pensión. 

Art. 4.° Estas pensiones continuarán 
sufriendo además por ahora una - reducción 
de 3 á 25 por 100 bajo la escala establecida 
al efecto. 

Art.. 5.° No se satisfará pensión alguna 
de fondos particulares , ni por ramos ó esta- 
blecimientos separados, sino que todas han 
de ser consideradas como carga del Tesoro 
público. Las concedidas con este título ó el 
de asignaciones á establecimientos de bene- 
ficencia é instrucción pública , se continua- 
rán satisfaciendo sin embargo en el modo y 
forma que lo hayan sido hasta ahora, ínterin 
que en los próximos presupuestos se fijan 
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las reglas conducentes sobre este punto. 

Art. 6.° Ninguna pensión será trasmisi- 
ble, debiendo por tanto fenecer con la vida 
del actual poseedor las que se hubiesen con- 
cedido con aquella circunstancia, siempre 
que no procediesen de título oneroso. 

Art. 7.° Las reglas aquí establecidas se- 
rán asimismo aplicadas desde luego á las 
pensiones consignadas sobre las cajas dé las 
provincias de Ultramar. 

Art. 8.° Solo á las Córtes competerá 
en lo sucesivo la concesión de nuevas pen- 
siones. 

Art. 9. a Luego que se haya verificado la 
clasificación de que trata el art. l.° la pasará 
el Gobierno á las Córtes , disponiendo al mis- 
mo tiempo que se imprima y publique en los 
papeles oficiales para conocimiento de la 
nación. 

Art. 10. Las presentes disposiciones se 
tendrán por subrogadas á las contenidas so- 
bre el mismo asunto en la ley de 26 de mayo 
de 1835, quedando estas de consiguiente sin 
efecto.-— Palacio de las Córtes á 11 de mayo 
de 1837. (Circulado por R. D. del 12.) 

Convenio de Vergara de 31 agosto de 1839. 

Por los arts. 2.° al 7.° fueron reconoe ido 
los empleos, grados y condecoraciones de los 
convenidos. ( Tomo ÍV, pág. 865.) 

Ley de 22-29 julio de 1837. 

Pensiones de exclaustrados. 

Esta ley sobre extinción general de los 
conventos de ambos sexos, dispuso sobre 
pensiones de exclaustrados lo siguiente : 

«Art. 27. Los regulares exclaustrados y 
los secularizados en las épocas anteriores 
que no lo hubiesen sido á título de patrimo- 
nio ú otra congrua suficiente , ni hayan ob- 
tenido después capellanía ú otra renta, ni 
tengan otros medios para ocurrir á su de- 
cente subsistencia , percibirán una pensión 
! diaria. 

1 Art. 28. Esta pensión será de cuatro 
! reales para los sacerdotes y ordenados in sa- 
' cris, que no pasen de cuarenta años de edad; 
I de cinco reales para los que pasando de cua- 
renta años, no hayan cumplido sesenta, y 
de seis para los que hayan cumplido esta 
edad. Los coristas y legos nue se hallen im- 
pedidos de trabajar ajuicio de las Juntas, per- 
cibirán tres reales diarios hasta la edad de 
sesenta años y cuatro después de esta. No 
estando impedidos, y teniendo la edad de 
cuarenta años, percibirán la misma pensión 
de tres y cuatro reales. Los que_ ni este- 
impedidos ni tengan cuarenta anos , solo 
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percibirán por espacio de dos la pensimi u* 
tres reales diarios. Los hospitalarios, a quie- 
nes prohibía su instituto, ascender a las or- 
denes sagradas se, consideraran como legos 
profesos; pero si hubiesen sido prelados en 
sus conventos, se les reputará corno los sa- 
cerdotes exclaustrados, en cuanto a la pen- 
sión que han de percibir. 

Art, 29. Las religiosas secularizadas en 
las épocas anteriores, y las exclaustradas ac- 
tualmente ó que se exclaustraren en lo_ su- 
cesivo , gozarán de la asignación de cinco 
reales diarios. Las que prefieran la vida mo- 
nástica solo percibirán cuatro reales diarios. 

Art. 30. Todas las pensiones cesarán 
luego que los interesados obtengan renta 
eclesiástica ó del Estado, mayor ó igual á la 
de la asignación. Si fuere menor la renta 
adquirida, continuarán percibiendo la dife- 
rencia. 

Art. 31. Tanto los exclaustrados y secu- 
larizados que obtengan alguna colocación 
civil ó eclesiástica, Como las autoridades, 
corporaciones é individuos que intervengan 
en su concesión, darán parle á la Junta dio- 
cesana en el lérmino de ocho dias para que 
cese la pensión. 

Art. 32. Perderán el derecho á la pen- 
sión respectiva los religiosos de ambos se- 
xos que se hallen en alguno de los casos si- 
guientes: 

1. ü Los que hayan servido en las fac- 
ciones. 

2. ° Los que habiendo sido procesados 
por delitos políticos desunes del decreto de 
amnistía de 1332, no hubiesen obtenido sen- 
tencia absolutoria. 

3T Los que se hayan ausentado del rei- 
no sin licencia de! Gobierno ó pasaporte de 
la autoridad competente. 

Se exceptúan de esta regla aquellos que 
habiéndose ausentado antes de la publica- 
ción dei decreto de 8 de marzo de 18.36, se 
restituyan á la Península y se presenten 
á las autoridades en el término de cuatro 
meses contados desde la promulgación de 
esta ley. 

4 o Los que se ausenten de la residencia 
que se Ies haya designado sin conocimiento 
y anuencia de la Junta diocesana, y sin pa- 
saporte de la autoridad civil. 

Art. 33. La Nación reconoce como car- 
ga y obligación del Tesoro público el pago 
uft las pensiones asignadas á Io¿ regulares de 
de ambos sexos. 

Art. 34. Las comunidades ó particulares 
que tengan derecho á la pensión en el caso 
correspondiente, podrán dirigir sus quejas á 
las Juntas diocesanas, y estas practicarán los 


oficios eme correspondan , dando cuenta ¿ 
S. M. por el Ministerio de Gracia y Justicia 
si no fueren atendidas sus reclamaciones.» 

Ley de pres. de l.° setiembre de 1841. 

Art. 3.° Se suprime el importe de los 
sueldos que percibían los ex-ministros de 
todos Jos ramos por cesantías. 

R. O. de 21 marzo de 1842. 

Cesantías y jubilaciones en la carrera gubernativa. 

Se declara lo siguiente: 

«1 .“ La suspensión del derecho á cesan- 
tía, jubilación y Monte-pío .prevenida en él 
art. 4.° de la R."0. de 29 de abril de 1836 (1) 
hasta que las Cortes determinen lo que juz- 
guen conveniente sobre la concesión otor- 
gada en el art. 1 de la misma Real órden, 
es referente á los emplearlos de nueva en- 
trada en la carrera gubernativa desde la 
creación de las Subdelegaciones de fomento. 

2. ° Los iúncionarios de la propia carre- 
ra gubernativa procedentes de la época cons- 
titucional anterior, que á su ingreso en la 
actual tenían ya adquii ido el derecho con- 
cedido á las clases pasivas, y los que proce- 
diendo de otras carreras le hubiesen tam- 
bién adquirido en ellas, siempre que estos 
hayan servirlo dos años en la gubernativa, 
no están comprendidos en la referida sus- 
pensión; y debe clasificárseles como á los 
demás empleados públicos en su cesan— 
tía y jubilación , así que á sus familias res- 
pecto á la pensión de Monte-pío que las cor- 
resporla por el sueldo del empelo mas consi- 
derado de Real nombramiento que hayan 
desempeñarlo en propiedad , con arregio á 
las disposiciones de la ley de presupuestos 
de 1835 y demás aclaraciones que rigen en 
el particular. 

3. ° Los procedentes de otras carreras 
que ce&en en la gubernativa sin haber ser- 
vido en elia los dos años que se fijan en la 
medida anterior, serán clasificados por los 
empleos que antes desempeñaron según se 
previno en el art. 3.° de la R. O. de 29 de 
abril de 1836.— Madrid 21 de marzo de 1842. 
(CL. t.. 28, p. 136.) 

Ley depresup. de 1." agosto de 1842. 

Supresión del Jlonle-pio de correos y su incorporación 
al Tesoro público. 

Entre las reglas para la ejecución de los 
presupuestos de 1842 se encuentran las si- 
guientes: 


Cl) Esta Real ¿¡riten no está en las coleccio- 
nes oficiales ni en la de El Castellano. 
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«2. a El Monte-pio de correos pasa á ser 
obligación del Tesoro público, cesando en su 
administración la Junta particular que esta- 
blece su reglamento. 

3. a Los empleados á quienes dicho regla- 
mento y órdenes posteriores conceden incor- 
poración al Monte, y cuyos sueldos no estén 
clasificados, continuarán sufriendo los des- 
cuentos que en él se determinan; pero los 
que tengan agregación á dos Montes no con- 
tribuirán sino á uno, á su elección, puesto 
que sus familias solo han de disfrutar una 
pensión. 

4. a Cesarán los abonos que en calidad de 
réditos de Cantidades anticipadas, ó en otro 
concepto, se hacían al Monte de los fondos 
de la renta. 

5. a Las cantidades que existen en la Ca- 
ja particular del Monte, bien sean en metáli 
co 6 en efectos que le representen, pasarán 
al Tesoro público, ingresando en él sucesi- 
vamente los descuentos y mesadas de ingre- 
so que corresponden al Monte. 

6. a Las viudas y huérfanos que disfrutan 
dos pensionesá la vez continuarán percibien- 
do *el importe total de ambas por el Tesoro, 
incorporándose en uDa sola las dos cantida- 
des parciales; pero en'las que en lo sucesivo 
se declaren por fallecer sus causantes deápues 
de la publicación de esta ley, solo disfrutarán 
una pensión que será la correspondiente al 
Monte á que se hayan aplicado los descuen- 
tos, según lo prevenido en la regla 3. a 

7. a Los descuentos que los empleados de 
correos hayan sufrido al tiempo de publicar- 
se esta ley por razón del Monte, cuya pen- 
sión quedará extinguida en lo sucesivo con- 
forme á la regla 3. a , les servirán en cuenta 
de los descuentos que deban sufrir en ade- 
lante , correspondientes al Monte á cuya 
pensión tienen derecho. Y si fallecieren an - 
tes de ser reintegrados en dicha formase les 
liquidará su crédito y será reconocido por el 
Estado.» 

Ley de presup. de 23 mayo de 1845. 

Aboliendo el derecho á cesantía para los empleados 

de nueva entrada: condiciones. Derechos pasivos de 

los magistrados,] ueces, corregidores y Alcaldes ma- 
yores. 

«Art. 3.* Desde la publicación de la pre- 
sente ley, ningún empleado de nueva entrada 
tendrá derecho al goce de sueldo por ce- 
santía. 

Ningún ascenso de los actuales empleados 
ó cesantes dará fierecho á aumento en el ha- 
ber de cesantía si el nuevo empleo se sirve 
menos de dos años, gozando en otro caso del 
que por el anterior destino corresponda, re- 
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guiado según la ley vigente sobre la ma- 
teria.» 

Entre las disposiciones del presupues- 
to del Ministerio de Gracia y Justicia, 
contiene la misma ley la siguiente: 

«8. a Serán aplicables á los jueces de pri- 
mera instancia las leyes y disposiciones vi- 
gentes relativas á la calificación délos dere- 
chos de los magistrados sobre cesantías y ju- 
bilaciones, regulándose la correspondiente 
parte alícuota según los años de servicio al 
respecto de 20.000 rs. á los jueces de tér- 
mino; de 18.000 á Jos de ascenso; y de 
14.000 á los de entrada. Se hacen también 
extensivas en cuanto á la jubilación á los 
corregidores letrados y Alcaldes mayores que 
estén imposibilitados de servir; no así res- 
pecto del derecho de cesantía. 

Estas disposiciones continuarán observán- 
dose ínterin no se determine otra cosa, . 

R. D. de 28 diciembre de 1849. 

Disposiciones sobre clases pasivas. Creación de 
la Juota. 

Artículo. l.° Corresponderá exclusiva- 
mente al Ministerio de Hacienda cuanto ha- 
ga relacioD á las clases pasivas de todas las 
carreras, cuyo presupuesto forma la sección 
décima en los generales de obligaciones del 
Estado. 

Art. 2.° Radicarán de consiguiente en 
dicho Miniáter.o las clasificaciones y de- 
claraciones de haber, pensión ó asignación 
sobre el Tesoro que deban percibir los io- 
oividuos que correspondan á las referidas 
clases, sea cual fuere el Ministerio de que 
procedan, como el único encargado ^ del 
cumplimiento de las leyes respectivas á las 
mismas clases pasivas; debiendo proponerse 
y expedirse por él los decretos, reglamentos 
é instruciones para su ejecución, y quedan- 
do los demás Ministros relevados de todo 
conocimiento en esta parte. 

Se exceptúan únicamente de esta regla, 
por ahora, las clasificaciones de los joles, 
oficiales y tropas del ejército y armada , las 
cuales continuarán á cargo del Tribunal Su- 
premo de Guerra y Marina, bajo la depen- 
dencia do sus respectivos Ministerios, que- 
dando sujetos también al de Hacienda en 
todo lo relativo al pago de los haberes que 
les sean declarados. 

Las Reales licencias para contraer ma- 
trimonio, y los indultos por haberlo contraí- 
do sin aquel permiso, se concederán por los 
Ministerios de que dependan los empleados 
que impetren aquellas gracias. 

Arl. 3." Por ahora, y mientras por una 
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nueva ley general de clases pasivas no se 
dicten nuevas disposicione respecto de ellas, 
regirán para las pensiones llamadas de gra- 
cia y para las clasificaciones de empleados la 
lev de 26 de mayo de 1835, decreto de las 
Córtes de H de mayo de 1837, y el art. 3. 
de la de 23 de mayo de 1845, y las demas 
que desde la primera se han expedido y es- 
tén vigentes sobre la materia, así como las 
que con relación á viudedades de Monte-pio 
subsisten en observancia. 

Art. 4.° Se rectificarán todas las clasifi- 
ciones que se hubiesen hecho síd estar estric- 
tamente arregladas á las leyes de que va he- 
cho mérito en el artículo anterior, y á las 
órdenes generales expedidas por el Ministe- 
rio de Hacienda, con el único objeto de ex- 
plicar su espíritu, ó qu^adolezcan de cual- 
quiera vicio ó defecto que perjudique al Era- 
rio ó á los individuos clasificados, 

Art. 5.° Se crea bajo la inmediata y ex- 
clusiva dependencia del Ministerio de Hacienda 
ima Junta, que se titulará de ciases pasivas, 
quedando suprimida la de calificación de 
derechos de los empleados civiles (1). 

La nueva Junta se compondrá de un pre- 
sidente y de cuatro vocales mas nombrados 
por mí de la categoría de jefes superiores, el 
primero de la administración central , y los 
últimos de la provincial, quienes por órden 
de antigüedad sustituirán al presidente en 
los casos de vacante, ausencia ó enfermedad, 

Habrá además á sus órdenes lina Secreta- 
ría con el número de oficiales y de subalter- 
nos de Hacienda que sea necesario para ei 
desempeño de sus funciones. 

Cada vocal de la Junta tendrá á su cargo 
una de las secciones en que la misma ha de 
subdividirse, y ejercerá además las funcio- 
nes de ponente en los negocios de su respec- 
tiva sección, estando obligados á presentar 
con su examen y parecer razonado al acuer- 
do de la Junta les expedientes de que respec- 
tivamente conozcan (2). 

Art. 6.® Las dotaciones y gastos del per- 
sonal y material de la Junta y de su Secreta- 
ría se señalarán en un reglamento particular 
que aprobaré á propuesta del Ministro de 
Hacienda, no debiendo exceder su total im- 
porte de Jas sumas comprendidas en el pre- 
supuesto vigente para los servicios de quese 


(i) Por decreto de i3 diciembre de 1868 fué 
suprimida la Junta y creado en su lu^ar un 
tribunal en la forma que expresa. (V. Avéniti- 
ce I, p. 606.) 

(4) Por dicho decreto se confieren las atri- 
buciones del ponente al fiscal del Tribunal de 
Cuentas. 


encargará la nueva Junta, que se hallan ac- 
tualmente encomendados á la de calificación 
de derechos de empleados civiles, que se 
suprime, y á otras dependencias de la Admi- 
nistración central de Hacienda, comprendi- 
das todas en los capítulos I y II del presu- 
puesto de dicho Ministerio. 

Art. 7.° La Junta de clases pasivas hará 
por sí la declaración de los- derechos de di- 
chas clases, y entenderá en -el despacho de 
todos los negocios que á las mismas per- 
tenezcan, con las limitaciones que se ex- 
presarán, cesando en su conocimiento las 
demás dependencias de la Administración 
central. 

Art. 8.° Procederá inmediatamente la 
Junta al examen de todos los expedientes de 
cesantías y jubilaciones que se hubieren re- 
suelto desde que tuvo- ejecución la referida 
ley de 26 de mayo de 1835, haciendo desde 
luego la declaración que respecto de cada 
uno proceda, conforme se dispone por el 
art. 7.° precedente. También se ocupará de 
la revisión de los expedientes de Monte- 
píos en que crea no está observado con toda 
exactitud el espíritu de los reglamentos. * 

Respecto de pensiones de gracia^ se ocu- 
pará sin levantar mano de la forrffácion de 
una nota en que se comprendan todas las 
calificadas en concepto de dudosas , para 
que pasada á los Cuerpos Colegisladores, 
puedan acordar su clasificación definitiva al 
tenor de lo dispuesto en la última parte de 
la regla 7. a , art. l.° del citado decreto de 
las Córtes, fecha 1 1 de mayo de 1837. 

Los acuerdos de la Junta, que por efecto 
de esta revisión invaliden ó alteren las clasi- 
ficaciones que estuviesen aprobadas por el 
Gobierno , se someterán antes de llevarse á 
efecto á la aprobación del Ministerio de Ha- 
cienda. 

Art, 9.° Los acuerdos y resoluciones 
que dictare la Junta, y las consultas ó pro- 
puestas que haga en uso de las atribuciones 
que se k confieren y obligaciones que se le 
imponen, se han de fundar necesaria y ex- 
clusivamente: primero, enlas leyes decretos, 
reglamentos é instrucciones qué rijan comu- 
nicadas ó que comunique el Ministerio de 
Hacienda; y segundo, en documentos auto- 
rizados con todas las solemnidades que se 
hallan establecidas. 

Art. 10. Si entre las disposiciones que 
la Junta debe consultar , según lo prescrito 
en el artículo anterior, hallare algunas cuya 
inteligencia y aplicación, Tle conformidad 
con la’ letra y espíritu de las leyes que rijan, 
le ofreciere duda , elevará al Gobierno , por 
el Ministerio de Hacienda , la oportuna con- 
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sulta, con su dictámen razonado para la re- 
solución que corresponda. ' 

Art. H . Son obligaciones y atribuciones 
principales de la Junta: 

1. * Calificar bajo su sola responsabilidad 
los derechos: primero de los empleados ci- 
viles de la clase activa qué pasen á la pasiva, 
dependientes de todos los Ministerios, ex- 
cepto por ahora los de la clase de jefes, ofi- 
ciales y tropa del ejército y armada: segun- 
do, de los individuos que tengan Opción á 
los beneficios del Monte-pio, sea cualquiera 
el Ministerio á que hubieren correspondido 
sus causantes, con la excepción indicada an- 
teriormente; y tercero, de los exclaustrados 
de ambos sexos/ 

2. a " Declarar: primero, el sueldo, pen- 
sión y asignación que á cada individuo cor- 
responda según sus circunstancias particu- 
lares, y con sujeción extricta á las leyes que 
rigen en la actualidad ó en adelante rigieren: 
segundo, el- derecho al percibo de dos mesa- 
das de supervivencia ó de tocas que están 
concedidas á las familias de los empleados 
que fallecen desempeñando destinos sin op- 
ción á los beneficios dei Monte-pío: tercero, 
las rehabilitaciones de los individuos que 
cesan temporalmente en el derecho de perci- , 
bir haberse: cuarto, la parte de pensión que 
corresponde á diferentes interesados por el 
fallecimiento de los causantes ó de las per- 
sonas que las disfrutaban; y quinto, la acu- 
mulación de las partes de las pensiones divi- 
didas entre diferentes interesados cuando 
deba tener lugar. 

3. a Revisar las clasificaciones hechas 
anteriormente cod arreglo á lo dispuesto en 
el art. 8.°, confirmándolas ó invalidándolas 
ó reformándolas según proceda, debiendo 
comenzar el examen de los expedientes por 
ios de los individuos que disfrutan mayores 
haberes, por los de aquellos cuyas clasifica- 
ciones se hayan aprobado particularmente, 
y por los de las pensionistas que hayan acu- 
mulado dos ó mas goces. 

4. a Comunicar á la Dirección del Tesoro 
y á la Contaduría general del Reino, por 
medio de notas quincenales, las clasificacio- 
nes hechas y las revisadas, á fin de que dis- 
pongan lo que corresponda para su pago ó 
para cualquiera otro efecto que haya lugar, se- 
gún la situación particular de cada individuo. 

5. a Resolver por sí y bajo su responsabi- 

lidad las dudas que puedan presentarse por 
las secciones acerca del abono de años de 
servicio que deba, hacerse con arreglo á las 
disposiciones que rijan, ó de cualqniera otra 
circunstancia que pueda afectar a los inte- 
reses del Estado. ■ . ' i. 
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6. a Pedir las noticias y datos que nece- 
site para el desempeño de su encargo al 
Tribunal mayor de Cuentas, y á las oficinas 

¡ generales y. de provincia, de cualquiera cla- 
I se y ramo que sean. 

7. a Proponer á los respectivos Ministe- 
| ríos, dando conocimiento al de Hacienda, la 
¡ concesión de licencias que soliciten los em- 
1 pleados activos y pasivos para contraer ma- 

¡ trimonio, y consultar igualmente los expe- 
|. dientes en solicitud de mi Realjñdulto por 
! haberle contraído sin mi permiso, 

8. a Abrir y llevar al corriente registros, 
por clases y Ministerios, de todos los indivi- 
duos de las clases pasivas, con expresión de 
sus nombres, Ministerios de que proceden, 
haber ó pensión que disfrutan, fecha desde 
su concesión y provincia donde lo cobren, á 
cuyo fin se le facilitarán todos los anteceden- 
tes y noticias necesarias por las respectivas 
dependencias, para qué en la misma Junta 
consten las altas y bajas de dichas clases. 

9. a Remitir al Ministerio de Hacienda en 
fin de cada trimestre un estado de las clasi- 
ficaciones y revisiones hechas en el mismo, 
que exprese con separación: primero el nú- 
mero de las clasificaciones con derecho de 
haber: segundo, el de las en que no se haya 
declarado aquel derecho: tercero, el de las 
revisiones aprobadas: cuarto, el de las recti- 
ficadas con aumento de haber: quinto, el de 
las que lo hayan sido con rebaja; y sexto, el 
de las hechas sin derecho á ningún goce. 

•Y 10. Elevar al referido Ministerio una 
memoria exponiendo los trabajos ejecutados 
en el mismo trimestre, y haciendo las ob- 
servaciones que se juzguen oportunas para 
la mejora de esta parte de la Administración 
bajo todos conceptos. 

Art. 12. Del perjuicio que pueda infe- 
rirse, ya á la Hacienda, ya á cualquier indi- 
viduo por las declaraciones de la Junta, que- 
da á salvo el derecho de reclamación al Mi- 
nisterio de Hacienda, de que deberá hacerse 
uso en el término de un mes, contado desde 
el día en que se haga saber la declaración. 

Tocará en tal caso ejercer este derecho 
á nombre de la Hacienda al vocal de la Junta 
que disienta del acuerdo, quedando, si no 
reclamare, sujeto á la responsabilidad colec- 
tiva que pueda resultar por el mismo acuerdo, 
i Art. 13. Para resolver las reclamacio- 
nes que se promuevan con arreglo al artícu- 
lo precedente, el Ministro de Hacienda oirá 
préviamente el dictámen de la Dirección de 
lo Contencioso oue tengo á bien establecer 
por mi decreto de esta fecha. 

Igual dictámen exigirá el propio Ministro 
I antes de aprobar ó no los acuerdos de la Jun- 
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la que alteren las clasificaciones anterio- 
res nne actualmente rigen, y de q.ie trata el 
'párrafo segundo, art. 10 del presente ae~ 
creto* 

Las invalidaciones ó reformas que se hi- 
cieren de las clasificaciones anteriormente 
aprobadas no tendrán efecto, sea en favor 
sea en contra del individuo respectivo, sino 
desde el día en que por el Ministerio de Ha- 
cienda se dicte la resolución de qae se trata 
en este artículo. 

Art. 14. De las resoluciones que en 
conformidad á los dos- artículos anteriores 
se dictaren por el Ministerio- de Hacienda, 
podrá reclamarse ante el Consejo Real por 
la vía de lo contencioso en el término de dos 
meses desde que fueren notificados. 

Art. 15. Los expedientes de clasificación 
de la Junta estarÚD sujetos á examen y fis- 
calización por medio de nueVo reconoci- 
miento de algunos de ellos que dispondrá el 
Ministro de Hacienda cuando lo tenga por 
conveniente, ó en vista de las notas que en 
fin de cada trimestre le pasará la Junta, ce- 
sando tal facultad sino se hace uso de ella en 
el plazo de tres meses. 

Sobre esta revisión se oirá también el dic- 
tamen de la Dirección de lo Contencioso, y 
la resolución que en su vista recayere se en- 
tiende con la reserva establecida en el ar- 
tículo anterior. 

Art. 10. La Junta, ó sean el presidente 
y los vocales de ella, incurrirán en respon- 
sabilidad colectiva cuando fallen con infrac- 
ción de las leyes vigentes y de los reglamen- 
tos é instrucciones expedidas para su cum- 
plimiento, ya sea enpiimera instancia, ya 
en revisión, los expedientes de clasificación 
de derechos y señalamientos de haberes ó 
asignaciones que causen aumento ó perjuicio 
al Tesoro público. 

Tendrán además responsabilidad indivi- 
dual los vocales de la Junta que como jefes 
de sus respectivas secciones se separen de 
las leyes y reglamentos vigentes en la cen- 
sura y dictamen que debeu dar en los expe- 
dientes que sometan al acuerdo de la Junta, 
según queda establecido en el art. 8.°, y 
los demás vocales que no hicieren uso del 
derecho y obligación que se les impone en 
el art. 12 de reclamar contra cualquiera de- 
claración que perjudique en su concepto los 
intereses del Tesoro. 

Art. 17. En una instrucción particular 
se determinarán Jas atribuciones del presi- 
dente de ia Junta por la parte directiva que 
le pertenece; las obligaciones de los vocales 
por su carácter de jefes de sección y de po- 
nentes en el despacho de los expedientes que 


¡ se les asigne, y las de los oficiales que deben 
¡.instruir los expedientes, las reglas para go- 
I bierno de la Junta y para sus relaciones con 
las dependencias del Estado; todo lo concer- 
niente a la responsabilidad también de lo,s 
individuos de su dependencia, y cuando con- 
duzca para la regularidad, órden y exactitud 
en el desempeño de los cargos que se ponen 
á su cuidado. — Dado en Palacio á 28 de di- 
ciembre de 1849. ( CL . t. 48, p. 666.) 

R. O. de 10 febrero de 1850. 

Instrucción para la dirección y gobierno de la Junta 
de clases pasivas. 

(Hao.) «La Rmua se ha servido aprobar 
la siguiente instrucción: 

CAPITULO I. 

Disposiciones generales, 

Artículo l.° La Junta de clases pasivas 
ejerce la autoridad general directiva en los 
negocios pertenecientes á la calificación y 
declaración de los derechos de las referidas 
clases: la ejecutiva consiguiente á sus decla- 
raciones, corresponde á la Dirección general 
del Tesoro público y á la Contaduría general 
del Reino. 

Art. 2.“ Podrá reclamar la Junta dé to- 
das las dependencias generales de la Admi- 
nistración central , y deben estas facilitarle 
las noticias, antecedentes, comprobaciones y 
compulsas de documentos que necesite para 
cumplimiento de su encargo y el desempe- 
ño de sus atribuciones. 

Art. 3." La Junta tiene autoridad sobre 
las dependencias de provincia de todas cla- 
ses en lo concerniente á las atribuciones 
que le están declaradas, y sus órdenes serán 
por aquellas obedecidas como las de los jefes 
superiores de la Administración central. 

Art. 4.° Los vocales de la Junta tendrán 
su antigüedad y precedencia en ella por el 
órden correspondiente al lugar que ocupen 
desde el 4 ,° al 4.° 

Art. 5.° Para que en los trabajos de la 
Junta haya el orden y concierto debidos, re- 
cibirá, baje inventario, los expedientes y 
cualesquiera otros documentos que deban 
entregarle las oficinas generales en obser- 
vancia del art. 7.° del expresado Reai de- 
creto. 

(Los arts. 6.°, 7.° y 8.° hablan de la 
distribución de la Junta en secciones, 
sobre lo cual debe estarse á las disposi- 
ciones 2. a y 3. a de la Inst, aprobada por 
R- 0. de 18 de diciembre de 1852). 

Art. 9.® Celebrará la Junta tres cesiones 
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semanales para el exámea y Resolución de 
los expedientes, para ia lectura de las órde- 
nes generales y p,.ra los. demás negocios de 
su cargo, sin perjuicio de las extraordinarias 
que fueren precisas para el mejor y mas 
* pronto despacho de los negocios. 

Art. 10. Los acuerdos de ia Junta res- 
pectivos á la declaración definitiva de dere- 
chos, han de extenderse y autorizarse en el 
acto en los expedientes que para este efecto 
se hubieren formado. 

Art. 11. Los expedientes que han de 
instruirse constarán: 

1. ° De los documentos que presentarán 
los interesados, con arreglo á lo que se pres- 
cribe en el art. 45. 

2. u Do un extracto claro y sencillo. 

3. ° De nota razonada del oficial que io i 
prepare, expresando el dereeho' que deba 
declararse, según las leyes y disposiciones 
vigentes. 

Y 4.° De la conformidad ó discordancia 
del jefe de la Sección . 

Los documentos tendrán numeración cor- 
relativa, anotándose todos por su orden ai 
margen de los extractos. 

Art. 12. Siempre que el jefe de Sección 
discordare del dictamen del oficial que hubie- 
se preparado el expediente, deberá fundar 
el suyo, oyendo antes verbalnieute á dicho 
subalterno. 

Art. 13. Se llevará un libro de actas de 
los acuerdos de la Junta, cuyo asiento debe- 
rá ser sencillo y de referencia puramente ai 
resultado del expediente, según el derecho, 
que acrediten los interesados. 

En los casos que ofrezcuu alguna circuns- 
tancia particular digna do mención , el acta 
será explícita, expresándose en ella la espe- 
cialidad que se hubiere tenido en cuenta y 
el motivo y fundamento de la resolución. 

Art. 14. Los acuerdos se tomarán por 
mayoría absoluta de votos, y se autorizarán 
con ¡a media firma de los individuos que 
hubieren asistido al examen y calificación de" 
los expedientes. 

Art 15. Para los acuerdos de la Junta se 
requiere la concurrencia de cuatro vocales 
al menos En el caso de empate ó de no 
reunirse mayoría absoluta para formar el i 
acuerdo, se verá de nuevo el expediente, con 
asistencia de otro ú otros vocales déla Junta, 
si ios hubiere, y en su defecto del suplente o 
suplentes que fueren necesarios, y que lo 
serán para este efecto, el subcontador mas 
antiguo de la Contaduría genera! del Reino y 
el subdirector también mas antiguo de la Di- 
rección general del Tesoro. 

Art. 1G. También se acordarán en Junta 
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y por mayoría de votos las consultas que se 
eleven al Ministerio de Hacienda sobre pun- 
tos generales pertenecientes á derechos de 
las clases pasivas del Estado, y la memoria 
que debe pasársele por üjj de cada trimestre. 

Art. 17. El vocal ó vocales de la Junta 
que disientan del acuerdo de la mayoría, 
extenderán y autorizarán su voto particular, 
que se unirá ai expediente, ó se remitirá al 
Ministerio en su caso, con el dictámen de la 
mayoría. 

El vocid que no lo hiciere así, queda sujeto 
á la responsabilidad colectiva que pueda pro- 
ducir el acuerdo de la Junta. 

Art; 18. Causan estado los acuerdos de 
la Junta, y sus declaraciones no podrán 
vanarse sino por efecto de la revisión de los 
expedientes verificada en la forma que se de- 
termina en el Real decreto mencionado, y se 
expresará mas adelante. 

(Los arls. 19 y 20 versan sobre el go- 
bierno interior de la oficina.) 

Art. 21. Cuando la Dirección general del 
Tesoro y la Contaduría general del Reino, á 
quienes toca expedir las órdenes oportunas 
para el cumplimiento de los acuerdos que Jes 
comuuicare ia Junta, creyeren que en ellos 
se ha cometido algún error ó equivocación, 
se lo manifestarán así suspendiendo su ejecu- 
ción. Si la Junta insisliese en su acuerdo, lo 
llevarán defecto, dando, sin embargo, cuenta 
al Ministerio de Hacienda por si estimase 
oportuno reclamar el expediente y pasarlo á 
la Dire cion general de lo Contencioso. 

Art. 22. La facultad que tiene i a Direc- 
ción general del Tesoro y la Contaduría ge- 
neral del Reino para hacer á la Junta Ja ad- 
vertencia indicada en el artículo precedente, 
no les impone la obligación de entrar en el 
exámen de los acuerdos que la misma Junta 
les comunique. 

(Los capítulos 2.°, 3.°, 4.° y 5.* se 
refieren á las obligaciones, facultades y 
responsabilidad del piesidetite, vocales y 
empleados de la Junta.) 

CAPITULO VI. 

Be las reglas que deben observarse para abrir 

y continuar el registro general de las clases 

pasivas. 

Art. 38. El registro general que debe 
formarse con sujeción á la regla 8.° del ar- 
tículo 11 de! R. D. de 28 de diciembre úl- 
timo, estará subdividido en tantos otros par- 
ticulares como clases pasiv&s hay, y se com- 
prende en les presupuestos del Estado, á 
saber; 
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Pensiones de Monte-pios civiles. 

Pensiones de Monte-píos militares. 

Pensiones de Gracia y Guerra. 

Jubilados de todos los Ministerios- 

Cesantes de los mismos. 

Retirados de Guerra y Marina. 

Convenidos de Vergara con igual proce- 
dencia. 

Pensiones de regulares exclaustrados de 

r» 7Y1 K C CAYOS 

Art. 39. Cada registro particular ha de 
contener tantos otros como Ministerios á cuya 
dependencia hayan pertenecido los individuos 
de que debe constar , y tantas secciones como 
clases correspondan al Ministerio que forma 
el índice. 

El de los exclaustrados debe constar de 
tres secciones: una de los que gocen pensión 
vitalicia; otra de los que la obtengan tem- 
poral, y otra de las monjas que se hallen 
fuera del claustro. , 

Los cesantes sin sueldo se comprenderán 
en un registro especial. 

Art 40. Formados que sean los regis- 
tros generales que debe llevar la Junta, se 
continuarán y completarán sucesivamente 
con el alta y baja que vayan ofreciendo: 

l.° Las clasííicaciones que practique. 

■ 2.° Los estados mensuales de vicisitudes 
de que se hará mención en el artículo si- 
guiente. 

3. ° Los traslados de las Reales órdenes 
que los Ministerios de Guerra y Marina co- 
muniquen al de Hacienda sobre pago de cla- 
ses pasivas de sus ramos respectivos , y los 
de concesión de nuevas pensiones á indivi- 
duos de ambas carreras. 

4. ° Las comunicaciones que los Ministe- 
rios y las dependencias generales hagan á la 
Junta, participando las colocaciones de indi- 
viduos que pertenecían á clases pasivas , en 
las que deben dejar de figurar al volver al 
servicio activo. 

5. 8 Las que por un motivo contrario ha- 
gan también noticiando las cesantías y jubi- 
laciones de los que del servicio activo pasan 
á clases pasivas. 

Art. 41 . Las traslaciones de pago de una 
á otra provincia que haga la Dirección del 
del Tesoro se comunicarán por esta á la Jun- 
ta para que le sirvan de conocimiento en los 
registros que ha de llevar. 

Art, 42. En los diez primeros dias de 
cada mes dirigirán á la Junta la Intervención 
de la Tesorería central y las Secciones de 
Contabilidad de las provincias un estado de 
las vicisitudes que hayan sufrido las clases 
pasivas en el mes anterior al de la fecha del 
estado, manifestando: 


l.° El aumento que haya tenido cada 

clase y su causa. 

Y 2.° Su baja y el motivo que la hubiese 
producido. 

Para la formación del estado se arreglarán 
á los modelos que con oportunidad les co- 
municará la Junta. 

Art. 43. La Junta dirigirá al Ministerio 
de Hacienda en fin de cada mes el extracto 
clasificado de las variaciones que hayan 
ocurrido en el anterior de las ciases pasi- 
vas, y del motivo que las hubiese ocasiona- 
do, según lo dispuesto en R. O. de 9 de oc- 
tubre último. 

CAPITULO Vil. 

De las reglas y formalidades que para in- 
tentar las clasificaciones de que se halla 
encargada la Junta deben observar los in- 
dividuos que las soliciten. 

Art. 44. Las clasificaciones de los indi- 
viduos de las carreras civiles del Estado y de 
las militares no exceptuadas en el art. 2.° 
del R. D. de 28 de diciembre último, se in- 
tentarán ante el jefe de la administración 
económica de la provincia, bajo cuya depen- 
dencia hayan ejercido su último destino ; y 
caso de corresponder este á ramo que se di- 
rija por otro Ministerio, ante el jefe de la con- 
tabilidad provincial de Hacienda, presentán- 
dole instancia para ia Junta de clases pasi- 
vas con los documentos comprobantes' de su 
carrera y servicios, los cuales se expresa- 
rán (1). 

Cuando los empleados que intenten la de- 
claración de su derecho en situación pasiva 
procedieren de las oficinas generales , harán 
sus reclamaciones ante la Junta en los tér- 
minos expresados. 

Art. 45. Los documentos indispensables 
■ para la declaración de haber en las situa- 
ciones pasivas de cesantía ó jubilación serán 
los siguientes : 

Fé de bautismo en forma legal , y á no ser 
posible su adquisición documento que acre- 
dite la edad del empleado al comenzar sus 
servicios. 

Copias literales de todos los nombramien- 
tos para destinos que deban producir abono 
de tiempo al interesado. 

Toma de posesión del primer empleo en 
propiedad, y de los sucesivos, si los nom- 


(i) El decreto de 13 diciembre de 1868 or- 
dena que todas los solicitudes promoviendo 
expedientes sobre clasificación, lleguen al Tri- 
bunal por conducto de las Contadurías de Ha- 
cienda publica de las provincias. 
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bramientos no guardan la debida correlación 
y enlace. 

Documentos que justifiquen la época y 
duración de Tas cesantías, suspensiones ó 
cualquiera otra "vicisitud que haya podido ex- 
perimentar en la carrera. 

Copias á la letra de las hojas de servicio 
expedidas por las inspecciones generales de 
las diversas armas del ejército, ó délas li- 
cencias absolutas, si se trata de servicios 
militares que hayan de agregarse á los ci- 
viles. 

Hojas de servidos, por último, en que se 
comprendan todos ios que hayan de compu- 
tarse para la clasificación, de los interésanos, 
y para la declaración de la parle de haber 
que les corresponda. 

Art. 4b.. Respecto á las declaraciones 
para situación de 'jubilado en los expedientes 
en que se intentaren, deben obrar justificacio- 
nes suficientes par,i acreditar. las circunstun, 
cías prevenidas en la disposición 17 de las 
generales que sobre clases-pasivas establece 
la ley de presupuestos de 2b de mayo de 
1835, y declaraciones posteriores de coníor- 
midad con eba. 

Art. 47. Con relación á viudedades y 
pensiones de Monte-píos y á los expedien- 
tes de revisión y clasificación de exclaustra- 
dos, deben presentarse ios documentos que 
se exigen por ios reglamentos, instruccio- 
nes y órdenes generales expedidas al electo. 

Art. 48. Las copias de los documentos á 
que se contrae el art. 45 se extenderán con 
exactitud , sin tesladuras , raspaduras ni en- 
miendas. El jóle respectivo u quien se en- 
treguen, las cotejara con los originales; y 
hallándolas conloemos, las certificará, ar- 
mará y remitirá ála Junta con la instancia 
del interesado, á quien devolverá ios ori- 
ginales, prévio recibo de este ai pié de las 
copias. 

Art. 49. Cuando los interesados no po- 
seyeren alguno de los documentos que se 
exigen, y sea necesario provocar su expedi- 
ción por las oficinas en que radiquen , ios 
solicitarán de las mismas, y estas ios expe- 
dirán con toda la brevedad para evitar los 
perjuicios consiguientes á la demora. 

Art. 50. Los individuos sujetos á clasifi- 
cación que la hubieren obtenido de Ja Junta 
una ó mas veces antes de Ja nueva ocasión 
en que ia pretendan, están dispensados de 
presentar tos documentos en que se hubie- 
ren fundado aquellas declaraciones ; pero no 
de ios que sean necesarios para acreditar el 
tiempo y los servicios posteriores, quedandu 
además obligados á exhibir todos los que se 
les reclamen para comprobación de servi- 

Tomo VIII. 


cios , aunque estén inclusos en otra clasiü—, 
cacion anterior siempre que.la Junta estime 
oportuno .confrontarlas para resolver cual- 
quier duda que ocurra. 

ArL 51 . Certificada -que sea la documen- 
: tacion de. los expedientes de clasificaciones 
‘ con arreglo ai art. 48, los jefes de Hacienda 
11 respectivos remitirán sin oirá actuación .di- 
chos expedientes á da Junta , á .fin de que 
examinados en un breve término, pueda esta 
hacer la declaración correspondiente .para 
¡ que tenga lugar el abono á que hayan acre- 
: ditado tener derecho, sin perjuicio de la 
mejora que reclamen y justifiquen en lo su- 
cesivo. 

Art. 52. Quedan en su íuerza y vigor las 
disposiciones reglamentarias anteriormente 
expedidas, en cuanto no se opongan a las 
contenidas en la presente instrucción. — De 
Ideal orden, etc. Madrid 10 de febrero de 
1850. [CL. i. 49, p. 257. j 

R. D. de 2í de%iayode 1850. 

Amplia las disposiciones del R. D. de 28 de diciem- 
bre de 1849. 

(Hac.) «A fin de completar el sistema 
consignado en nn R. D. de ¿8 de diciembre 
último, por el cual tuve á bien crear la Jun- 
ta de clases pasiva s, conformándome non lo 
que me ha propuesto el Ministro de Hacien- 
da, y de acuerdo con el parecer del Consejo 
de Ministros, vengo en decretar lo siguiente; 

Art. l.° Todo empleado que, habiendo 
dejado de pertenecer ai servicio activo , se 
crea con derecho á sueldo de cesantia ó ju- 
bilación, presentará su solicitud documenta- 
da al jefe de la dependencia a que hubiese 
pertenecido en el preciso término de cuatro 
meses, coutados desde la lecha de la comu- 
nicación en cuya virtud hubiere cesado en 
sus funciones, cuya solicitud se remitirá in- 
mediatamente a ia Junta de Liases pasivas. 

Art. 2." Dentro del misino término, y 
en la propia forma, se solicitarán también 
i las pensiones de Monte-pío, contándose aquel 
: plazo desde la muerte del empleado que ad- 
quirió el derecho, ó de ia de su viuda , ó 
uesde que este lo perdiere, tratándose de 
pensión de orfandad. 

Art, 3.” Los cesantes y jubilados cuyas 
clasihcaciones deben revisarse por ia Junta, 
en conformidad a lo dispuesto en mi Real de- 
creto de 28 de diciembre último, presentarán 
directamente eu la Secretaría de la misma 
Junta dentro de dos meses, contados desde 
lapidificación del presente decreto en la Ga- 
ceta de Madrid, Jos documentos necesarios 
para acreditar ios anos de servicio que no 

2 
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consten hoy en el expediente, debiendo pa- 
rarles perjuicio si así no lo hicieren. 

Art. 4.° La Junta dictará su decisión 
definitiva en el preciso término de cuatro 
meses , contados desde el día en que cons- 
ten registradas en la Secretaría las solicitu- 
des, cuando se trate de sugetos que sean 
clasificados por primera vez, ó ellos misinos 
soliciten mejora de clasificación. 

Art. 5.° Solo en el caso de ser tal la con- 
fusión y oscuridad de la legi dación, que no 
pueda decidirse absolutamente la cuestión 
ni por el texto de la disposición particular, 
ui por el espíritu de (a misma, ni por el que 
preside al sistema general y conjunto de to- 
da la ley, ni por las reglas convenientes de 
analogía, elevará la Junta la consulta que 
para ios casos de duda se previene en el ar- 
tículo 10 del decreto orgánico. 

Art. 6.° La Junta, y en su caso el Go- 
bierno, fundarán sus decisiones en lo tocan- 
te á la declaración d# derechos y abono de 
años de servicio, en el modo y forma que el 
Consejo Real funda las consultas de lu con- 
tencioso-administrativo. . 

Art, 7. ü Las decisiones de la Junta, y del 
Gobierno en su caso, se comunicarán inte- 
gramente y á la letra á los interesados, de- 
biendo dirigirse la comunicación á donde se 
cobre el haber de cesantía, jubilación ó pen- 
sión, si ya estuviere el interesado en el goce 
de ella, y en otro caso ai pueblo en que esté 
íéehada la instancia en que se haya pedido 
la clasificación. 

Art. 8.“ Se insertará además cada sema- 
na en el Boletín oficial de Hacienda nota de 
las decisiones del Gobierno y de la Junta, en 
la cual conste el nombre y apellido de losin- 
teresados, el último destino que hubieren 
serviuo, si se accedió en un todo á lo que se 
pedia, ó si fue completamente desechada, 
alterada ó modificada la pretensión. 

Art. 9.° La Dirección del Tesoro y la 
Contaduría general del Reino pedirán en el 
preciso término de quince días la revisión 
de que trata el art. 21 de Ja instrucción de 
10 de febrero de este año, perdiendo su de- 
recho en el caso de no obrar su comunica- 
ción en la Secretaría de la Junta dos dias 
después de ia terminación de dicho plazo. 

Art. 10. La .Junta resolverá este recurso 
en el término de un mes, contado desde la 
fecha en que esté anotada en el libro de re- 
gistro de la Secretaría la entrada de la expre- 
sada comunicación. 

Art. 11. Pasado el plazo sin resolver la 
Junta, se entenderá confirmada su primera 
decisión. 

Art. 12. Sin perjuicio de lo prevenido en 


( el art. 21 de la instrucción , el director de] 
Tesoro y el contador general del Reino po- 
drán dirigir al Ministro sus observaciones á 
los fines de que trata el art. 15 del decreto 
orgánico 

Art. 13. El plazo de tres meses concedi- 
do por aquel decreto para que redame el 
Ministerio de Hacienda Jos expedientes á fin 
de revisar la decisión dictada en ellos por la 
Junta, principiará á contarse desde el dia 15 
del mes siguiente al último del trimestre, 
dentro del cual se hubiere dictado aquella 
resolución. 

Art. 14. Pasado dicho plazo sin haberse 
hecho uso de ia referida facultad, se enten- 
derá confirmada la decisión favorable al re- 
damante. 

Art. lo. El plazo concedido dios intere- 
sados, á ios vocales de la Junta, al director 
general del Tesoro y al contador general del 
Reino para redamar contra las decisiones de 
la misma Junta, principiará á contarse des- 
de el dia de ia fecha del Boletín oficial d& 
Hacienda en que se dé conocimiento de la 
resolución respectiva. 

Art. 16. De la misma manera se conta- 
rá el plazo que por el art. 14 se concede á 
los particulares para reclamar contra las de- 
cisiones dictadas por el Gobierno. 

Art. 17. No obstante que se interponga 
recurso por parte de los vocales de la Junta, 
dei director del Tesoro ó del contador gene- 
ral del Reino contra la decisión de la- Junta 
favorable, á los particulares, no dejará de pa- 
garse á estos ei respectivo haber hasta que 
recaiga ia resolución del Gobierno, siempre 
que se hallen en el goce de pensión. 

Art. 18. En otro caso ó dada la resolu- 
ción del Gobierno , se suspenderá el abono 
en todo ó en la parte que corresponda hasta 
que recaiga decisión fume. 

Art. 19. Cuando esta sea favorable á los 
particulares se les abonará lo que hubieren 
dejado de percibir. 

Art. 20. Los recursos contra las decisio- 
nes de la Junta y del Gobierno se introduci- 
rán por simple memorial razonado y docu- 
mentado en su caso, que deberá firmar el 
iuteresado ú otro en su nombre que esté au- 
torizado convenientemente, pero sin exigir- 
se precisamente poder aDte escribano. 

Art. 21. Se presentará el memorial in- 
dicado en la Secretaria de la Junta de clases 
pasivas, si esta hubiere dictado ia resolución 
ó enría Dirección de lo contencioso cuando 
aquella emane dei Gobierno, debiendo dar 
recibo al encargado dei registro, si se le pi- 
diere. 

Art. 22. En ambos casos se remitirá in- 
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mediatamente el expediente á la respectiva 
dependencia para el -cursa que corresponda,' 
acusándose el recibo sin demora. 

Art. 23. El ConsejoReal procurará pres- 
cindir de los trámites que, sin perjuicio de la 
justa y debida defensa de las partes, puedan 
excusarse-, atendida la índole particular de 
los negocios de que se trata. 

Art. 24. Los que recurran al Consejo 
Real contra las decisiones del Gobierno no 
estarán obligados á constituir abogado defen- 
sor; pero tendrán necesidad de elegir domi- 
cilio, indicándolo en el memorial razonado 
de que trata el art. 20 de este decreto; 

Art. 25. El fiscal del mismo Consejo, 
poniéndose de acuerdo con la Dirección de 
lo contencioso de Hacienda, sostendrá las re- 
soluciones de mi Gobierno. 

Art. 26. En el caso de que el fiscal las 
estime improcedentes, lo hará presente con 
oportunidad al Gobierno por la vía reserva- 
da de Hacienda, .á fin de que en su vista se 
pueda autorizarle para que desista ó deter- 
mine lo conveniente. 

Art. 27. El Consejo Real consultará sus 
decisiones definitivas en el preciso término 
de cuatro meses, contados desde el’ dia. en 
que la entrada del negocio se registre en la 
Secretaría del mismo Consejo. 

Art. 28. Cuando por culpa délos intere- 
sados hubieren trascurrido los términos pre- 
fijados para dictar resolución en cualquiera 
de las instancias, no aprovechará á aquellos 
el trascurso del término sin haberse de- 
cidido. 

Art. 29. En las respectivas dependen- 
cias se facilitará gratis á ios interesados siem- ! 
pre que la pidan, certificación que acredite 
el trascurso de los plazos sin haber recaído 
la decisión definitiva. 

Art. 30. El Ministro de Hacienda expedi- 
rá las órdenes convenientes para el puntual 
cumplimiento del presente decreto. — Dado 
en Palacio á 24 de mayo de 1850. ÍCL to- 
mo 50, p. 154.) 

R. O. de 29 diciembre de 1850. 

La renuncia de los destinos envuelve la- de los dere- 
chos pasivos... 

(Hag.) ..í..S. -M. fia tenido ábien man- 
dar por punto general: 

l.° Que los empleados activos que ha- 
gan dejación de sus destinos por convenien- 
cia propia ó por haber obtenido colocación 
en la Real casa y patrimonio, ó en algún es- 
tablecimiento ó empresa particular se en- 
tienda que renuncian sus derechos pasivos. 

Y 2.° Que los empleados cesantes á quie- 
nes por el Gobierno se destine á un empleo 


m 

igual ó mayor a! que anteriormente desem- 
, harón con carácter efectivo, y. no acepten, se 
entienda también que renuncian Ion derechos 
deque están en posesión.» (Bol. of.de Hac.) 

* R. O. de 21 mayo dé 1851 

Sobre el pago de las pensiones tuanáo sor dq3 6 mas 
partióipes. 

(Hac.) «La Reina se ha enterado del ex- 
pediente seguido en esa Dirección general 
y la de contabilidad de Hacienda pública, 
acerca del pago de las pensiones de Montes 
pios y de gracia cuando los perceptores son 
dos ó mas personas, y en su consecuencia 
ha tenido á bien resolver , conforme con el 
parecer de la de lo contencioso, y con lo 
propuesto por V. E.: 

1. ° Que las viudedades y pensiones de 
mas de ua compartícipe son colectivas en 
su dependencia con el Tesoro. 

2. ° Que corresponde el percibo de la 
pensión á la viuda y 1a- obligación de distri- 
buirla con sus hijos de la manera que deter- 
minan los reglamentos. 

3. ° Que si hubiese necesidad de dividir- 
la entre uua y otros, la percibirá íntegra la 
persona que legalmente autorizada designen 
al efecto, sin que pueda pagarse en este 
caso mas que por una sola Tesorería, que 
determinará la Dirección general. del Teroro. 

•í.° Que las pensiones que se señalen á 
los huérfanos por no haber viuda ó por tras- 
misión de ios derechos de aquella, deberán 
satisfacerse al representante de todos como 
á un solo acreedor del Tesoro, aun cuando 
se vayan inhabilitando para el percibo, sien- 
do de su cuenta hacer entre sí efectiva la 
parte que pueda corresponder á cada uno 
por lo devengado hasta el dia en que -cadu- 
que su derecho. 

5.° Que el saldo que resulte de las viu- 
dedades cuando se incapacite la viuda por 
pasar á segundas nupcias, es de abono á 
esta como derechos caducados sin perjuicio 
del pago de la pensión por devengos cor- 
rientes que se hayan trasmitido á los huér- 
fanos, así como cuando la causa de la ia ca- 
pacidad sea su fallecimiento el saldo que 
dejase hasta el dia de la defunción es de 
abono al heredero ó al representante de los 
herederos en concepto de derechos caduca- 
dos, sin perjuicio también del pago de la 
pensión trasmitida al huérfano ó huérfanos. 
— De Real órden etc. Madrid 21 mayo de 
1851.» [CL. t. 53, p. 175.) 

R. D. de junio de 1852. 

Consúltese este decreto en Empleados. 
Concede el art. 5.° derecho á jubilación á 
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os empleados de sueldo de 6.000 rs. arriba 
en caso de impos¡bílid&.d absoluta, de servir, 
aunque hayan principiado la carrera coji 
posterioridad á ley de 23 de mayo de 1845, 
pero do tendrán en este caso derecho a ce- 
santía; y por el 6.° se declara no tener op- 
ción á haberes pasivos los aspirantes y su- 
balternos ó dependientes. 

R. O. de 23 julio de 1852. 

Sobre abono de !ob año» de carrera. 

(Hác.) Declara: l.° que el abono délos 
ocho años de que habla la regla 6. a de la dis- 
posición 26 de las que sobre clases pasivas 
contiene la ley de 26 de mayo de 1835 es ex- 
tensivo á todos los empleados á quienes para ■ 
el desempeño de sus destinos se exija la cua- 
lidad de letrado. Y 2.° que una vez adquiri- 
do este derecho, no se pierde en modo algu- 
no por traslación á nueva colocación en otros 
destinos, aun cuando para su desempeño no 
sea necesaria la mencionada cualidad de le- 
trado. ( CL . t, 56, p. 380.) 

R. O. de 18 noviembre de 1852. 

Justificación de existencia. 
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Alt. 3.° La Junta de clases pasivas for- 
mará y pasará á la Dirección general de) Te- 
soro con la debida anticipación, para su in- 
clusión en tas distribuciones de fondos men- 
suales, presupuestos con distinción de artí- 
culos y provincias, de las obligaciones que 
deba cubrir el Tesoro en cada mes por los 
haberes de dichas clanes, á fin de que la Di- 
rección abra los correspondientes créditos 
en las Tesorerías respectivas. 

Art. 4.° La misma Junta procederá des- 
de luego á la clasificación todos los em- 
píeados activos de las diferentes carreras del 
Estado que sirvan destinos á que por la ley 
y disposiciones vigentes estén declarados 
derechos pasivos. 

Art. 5.° Para que tenga efecto lo dis- 
puesto en el artículo anterior, todas las de- 
pendencias de provincia pasarán á la misma 
Junta copias autorizadas, con arreglo á lo 
dispuesto en el art. 44 de la R. I. de' 10 de 
febrero de 1850, de los documentos que se- 
gún el art. 45 de la misma instrucción deben 
constituir el expediente personal- de cada in- 
teresado. Los jefes superiores, por lo relati- 
vo á las dependencias de la Administración 
central, remitirán los documentos originales 
con sus copias, para que, autorizadas estas 


(Hac.) «Dispone que los individuos de las 
clases pasivas de todos los Ministerios deben 
justificar mensualmente su existencia.» [CL. 
t. 5 1,p. 190.) 

R. D. de 21 noviembre de 1852. 

Pagos: clasificación de toáoslos empleados. 

«De conformidad con lo que me ha pro- 
puesto el Ministro de Hacienda, vengo en 
decretar lo siguiente: 

Artículo l. u Las funciones relativas ala 
consignación y ordenación de pagos de los 
haberes de todas las clases pasivas del Esta- 
do .se ejercerán desde l.° de enero próximo, 
con arreglo á las disposiciones vigentes, por 
la Junta que califica sus derechos, quedando 
relevada de aquel cargo la Dirección gene- 
ral del Tesoro. 

Art. 2.° Las declaraciones de derechos, 
las traslaciones de residencia, las licencias y 
las demás incidencias que hicieren y acorda- 
ren en favor de las jclases de su dependencia 
los Ministerios de la Guerra y Marina ó las 
Inspecciones de las armas y otras autorida- 
des de estos ramos , las comunicarán direc- 
tamente á la Junta de Clases pasivas, á lio de 
que la misma verifique la consignación ú or- 
dene lo que proceda á las respectivas pro- 
vincias. 


en la Secretaría de la Junta y devueltos aque- 
llos á los respectivos interesados, produzcan 
iguales efectos. 

Art.. 6.° Una de las secciones de la Jun- 
ta se dedicará exclusivamente á estas clasifi- 
caciones, practicándolas á medida que reci- 
biere ios expedientes. 

Art. 7.° La Junta dará conocimiento á 
cada interesado del acuerdo que recayere 
en su expediente para que manifieste su 
conformidad ó acuda con Ja reclamación á 
que se crea con derecho, según lo dispuesto 
en el art. 12 del R. D. de 28 de diciembre 
de 1849. 

Art. 8. a El resultado de la clasificación 
de cada empleado activo se consignará cir- 
cunstanciadamente en registros que por Mi- 
nisterios, categorías y clases llevará la misma 
Junta. 

Art. 9.° Cuando un empleado activo ob- 
tuviere su jubilación, ó pagare á la clase de 
cesante, remiLirá Ja dependencia en qué hu- 
biere servido á la Junta, certificación del dia 
de su cesación, y cerrándose en su vista la 
hoja del respectivo interesado, Ja Junta de- 
terminará la parte de haber á que tiene - de- 
recho con arreglo á la ley, y consignará su 
pago en la provincia que corresponda. 

Art. 10. Desde la publicación del pre-^ 

. sente decreto, se comunicarán á la Junta' de 
Clases pasivas por los respectivos Ministe» 
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ríos, todas las órdenes de nombramiento, 
traslación, cesación ó cualquiera otra que 
causare vicisitud y debiere tenerse presen- 
te al verificar el señalamiento de haber en t 
situación pasiva. Las oficinas á que cor- 
respondan darán igualmente conocimiento á 
la Junta do la lecha de posesión y de la cesa- ■ 
cion de cada funcionario en su empleo. Dado 
en Palacio á 21 de noviembre de 1852. 
{CL. t. 57, p. 496.) 

R. O. de IS diciembre de 1852. 
Instrucción adicional á la do 10 do febrero de 18S0. 

(Hac.) «La Reina, conformándose con lo 
que propone esa Junta en 29 de noviembre 
anterior, se ha servido aprobar la adjunta ; 
instrucción adicional á la de 10 do lebrero 
de 1850, expedida para la dirección y go- 
bierno de la Junta de Clases pasivas, áfin de 
que pueda llevarse á efecto cuanto se dispo- 
ne en el R. D. de 21 del citado mes sobre la 
calificación de derechos de los empleados ac- 
tivos, y la ordenación, consignación y tras- 1 
laciones de pagos de. las mismas clases. 
De Real orden etc. — Sr. Presidente de la 
Junta de Clases pasivas. 

Instrucción aprobada por S. M. á que se 
refiere la precedente Real orden. 

1. a La Junta de Ciases pasivas ejerce la 
autoridad directiva y decisiva de todos los 
negocios pertenecientes á dichas clases: la ¡ 
ejecutiva, consiguiente a sus declaraciones 
v á las que se hagan por los Ministerios de 
Guerra y Marina, corresponde ai presidente 
de la misma Junta. 

2. a Las cinco secciones de que consta la 
Junta tendrán á su cargo: 

La primera. La calificación de los em- 
pleados activos de todas las carreras del Es- 
tado, y los registros generales que deben 
abrirse por Ministerios, categorías y clases, 
al tenor de lo dispuesto en el artículo 8.' del 
R. D. de 21 del corriente mes. 

La segunda. La preparación, instrucción 
y terminación de las clasificaciones de todos 
los empleados pasivos de las mismas carreras; 
las propuestas para jubilación, las inciden- 
cias relativas á empleados de Ultramar; las 
de los procedentes del convenio de Yergara 
y de secuestros, y Jos expediente relativos á 
ios que hallándose separados del servicio as- 
piren á obtener la situación legal de cesantes 
ó jubilados. 

La tercera. La revisión general de las 
clasificaciones practicadas con anterioridad 
al R. D. de 28 de diciembre de 1849. 

La cuarta. Monte-pios; Reales licencias 
para contraer matrimonio; indultos por ha- 


berle contraido sin aquel requisito; mesadas 
de supervivencia; pensiones de grada ó re- 
muneratorias; y los expedientes de exclaus- 
trados y secularizados con todos sus inci- 
dentes. 

La quinta, que se denominará sección cen* 
tral. Todos los negocios generales atribui- 
dos á la de la Secretaría en la R. Inst. de 10 
de lebrero de 1850; los registros generales de 
las clases pasivas, y la ordenación, consigna- 
ción y traslaciones de pagos de los individuos 
de las mismas, con las rehabilitaciones de 
aquellos que cesen temporalmente en el de- 
recho de percibir haberes. 

3. a , Las cuatro primeras secciones cor- 
rerán á cargo de los vocales á quienes cor- 
responda, al tenor de lo prevenido en el 
art. 4.° y última parte del 6.° de la Real 
instrucción de 10 de febrero, y la central 
del actual vocal-secretario de la misma 
Junta. 


4. a En los casos de vacante, ausencia ó 
enfermedad, será sustituido el jefe de la sec- 
ción central por el de la segunda , y á falta 
de este por el de la ruarla. 

5. a Parala clasificación de los empleados 

activos, dispuesta en el art. 4.° del Real 
decreto de 21 de noviembre último, se pasa- 
rán á la Junta, por el jefe inmediato de cada 
dependencia, los expedientes de los indivi- 
duos que sirvan en las mismas y estén en el 
caso de obtener su clasificación, instruidos 
con arreglo á lo dispuesto en el art. 45 de 
la R. Inst. de 10 de febrero de 1850. . 

0. a Cuando los empleados que deban 
clasificarse lo hayan sido anteriormente, 
acompañarán como primer justificante del 
nuevo expediente el documento en que se 
acredite aquel extremo, y copias de los que 
prueben sus servicios posteriores. 

7. a Las copias de los documentos se ex- 
tenderán en papel del sello 4.°, sin que pue- 
da comprenderse en cada medio pliego mas 
que la de uno solo de aquellos. Se entiende 
como parte integrante de cada documento 
la certificación de toma de posesión del 


destino á que el mismo documento se con- 
traiga. 

8. a Cuando las copias lo sean de Reales 
despachos ó títulos que lleven la firma de 
S. M. , porque la categoría ó el rango del 
empleo así lo exija, se extenderán en papel 
del sello de ilustres, según se practica en 


el dia. 

9. a Ningún empleado podrá ser clasifica- 
do sin presentar en la forma que va dispuesto 
las copias de los Reales despachos y títulos 
que han debido obtener para los empleos 
que desempeñaban en í.’ de noviembre de 
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1851, y los que se hayan conferido poste- 


riormente. 

10. Solo en el caso de ascenso en clase 
ó categoría será indispensable la presenta- 
ción de nuevo título , bastando la de la cre- 
dencial ó comunicación de la Real orden 
cuando se trate de traslaciones que no pro- 
duzcan aumento de sueldo, y que no varíen 
por consecuencia la posición esencial de em- 
pleado. 

H, Quedan dispensadas las viudas y 
huérfanos^ que soliciten pensión de Monte- 
pío, de acompañar á sus instancias los docu- 
mentos que ya hubiesen presentado los cau- 
santes a( instruirse los expedientes de sus 
respectivas clasificaciones. 

12. En las solicitudes que se dirijan a la 
Junta para la declaración de cualquier dere- 
cho pasivo, se expresará precisamente el 
punto en que los interesados decidieren fijar 
su residencia, para que no experimenten re- 
traso alguno en el percibo de los haberes 
que se les declaren. 

13. ■ Las Contadurías de provincia pasarán 
á la Junta para el 10 de cada mes una nota 
expresiva de Jas cantidades que se conside- 
ren necesarias á cubrir la obligación de cla- 
ses pasivas en el siguiente. En dicha nota se 
fijará con distinción el importe de la men- 
sualidad íntegra, y lo que se reclame para 
la igualación de aquellos individuos á quie- 
nes hayan de abonarse haberes devengados 
con anterioridad, toda vez que resulten com- 
prendidos en los presupuestos que se halla- 
ren en ejercicio. 

14. Las mismas Contadurías enviarán á 
la Junta otra nota, también por clases, en 
que , con referencia á lo que resulte de la 
cuenta del Tesoro, se exprese lo satisfecho 
a aquellas por cada distribución. 

15. Los Gobernadores de provincia con- 
tinuarán como hasta aquí expidiendo los li- 
bramientos por el importe de las nóminas de 
cada una de las clases pasivas, con sujeción 
á las distribuciones mensuales de fondos. 

16. En la sección central de la JuDta se 
llevará la cuenta corriente del presupuesto 
de clases pasivas con la oportuna distinción 
de sus artículos, para pocler dar al Gobierno 
conocimiento de su estado, siempre que lo 
dispusiere , y hacer las reclamaciones nece- 
sarias con la debida oportunidad en el caso 
de ser preciso un suplemento de crédito por 
el aumento que las mismas clases puedan 
experimentar. 

17. Desde l.° de enero de 1853 se co- 
municarán directamente á los interesados las 
declaraciones que la Junta hiciese en favor 
de los mismos , por medio de una certifica- 


ción en que se exprese la razón del derecho, 
la cantidad en que este consista, y el artícu- 
lo de la ley ó reglamento en virtud del cual 
se haga el señalamiento. A estas certificacio- 
nes se unirá el pliego del sello correspon- 
diente á la cantidad que comprendan, 

18. Las Contadurías de las respectivas 
provincias tomarán razón de las referidas 
certificaciones préviamente el primer pago, 
archivando las copias que de los mismos do- 
cumentos deban presentar los interesados 
en el papel del sello 4.° 

La Junta dará conocimiento mensualmen- 
te á las Direcciones generales del Tesoro y 
Contabilidad del importe de las declaracio- 
nes que haga, y del de las consignaciones 
que dispusiere por los señalamientos que 
procedan de los Ministerios de Guerra y 
Marina. 

19. Quedan en su fuerza y vigor las dis- 
posiciones contenidas en la Reai instrucción 
de 10 de febrero de 1850, que no se hallen 
modificadas por las presentes. — Madrid 18 de 
diciembre de 1852. »(GL. t. 57, p. 685.) 

fí, O. de 14 marzo de 1853. 

(Hac.) Eii esta Real órden se declara 
subalternos de Hacienda á los auxiliares de 
estancadas, mandando en consecuencia que 
les sea de abono el tiempo que hayan ser- 
vido y sirvan en dicha clase de auxiliares, 
en los términos y para los efectos que de- 
termina el art. 6.° del R. D. de 18 de ju- 
nio de 1852. [CL. t. 58, p. 256).— V. Em- 
pleados. 

ñ. O. de 1,° obre! de 1853. 

Justificaciones de existencia de clases pasivas de 
Guerra. 

(Guerra.) Que las clases pasivas de 
Guerra continúen en el uso de sus preroga- 
tivas, justificando su existencia en los tér- 
minos que se les tiene concedido sin que 
por parte délas oficinas de Hacienda se pon- 
ga impedimento á lo establecido. ( CL . t. 58, 
pág. 288.) 

R. O. de 14 junio de 1853. 

Copias do hojas de servicios de militares, 

(Hac.) Se dispone que las que se expi- 
dan por el subsecretario y visadas por ei Mi- 
nistro de la Guerra, tienen el mismo valor 
que de las que se habla en el art. 45 de la 
Instr. de 10 de febrero de 1850. ( CL . t, 59, 
pag. 197.) 
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R. f). de \ julio de 3853. 

Descuento: Justificaciones de existencia: Papel sella- 
do; Habilitados; Pagos. 

(Extracto.) — Dispone quesea gradual des- 
de 3.° de enero de 3 854 el descuento sobre 
los haberes délas clases pasivas, y excep- 
tuando del mismo ales pensiones del Monte- 
pío civil y militar y las remuneratorias que 
no excedan de 2.Ó00 rs.: que las justiíica- 
eiones mensuales de existencia no se ex- 
tiendan en papel sellado y sí en impresos 
preparados al efecto, y qne atendido ei in- 
significante trabajo que producirá á los pár- 
rocos, se tomen disposiciones para que ex- 
pidan dichos documentos sin retribución: Y 
que en lo sucesivo no cobren sus haberes 
por habilitados y sí directamente de las Ca- 
jas del Tesoro, descontándoles por razón de 
gastos Vi P or 100. ( CL . t. 59, p. 258.) 

Circ. de 5 julio de 1853. 

(Dir, gen. del Tesoro , etc.) Establece 
reglas para el cumplimiento de! R. D. de 1/ 
del mismo mes, que son en gran parte tran- 
sitorias. La regía 3. a establece que la exen- 
ción del uso de papel sellado para las justi- 
ficaciones mensuales no releva á las clases 
de acreditar también en las nuevas certifi- 
caciones la legitimidad de las firmas median- 
te la legalización de estas en los casos en 
que tal formalidad es necesaria. \(CL. t. 59, 
pág. 268.) 

Circ. de 15 julio de 1353. 

Impresos de. certificaciones : legalizaciones. 

Es una circular mandando distribuir los 
ejemplares impresos de certificaciones para 
la justificación mensual de la existencia y 
estado de los individuos de las clases pasi- 
vas. En ella se manda advertir á los intere- 
sados «que la legalización que antes de aho- 
ra se extendía por los escribanos, sea susti- 
tuida en adelante con el Y.° B.° del Alcalde 
del pueblo, ó del celador de vigilancia en las 
capitales de provincia.» (CL. i. 59, p. 329.) 

R. O. de 24 julio de 1833. 

(Grac. y Just. t Mac.) Por esta Real or- 
den se excita el celo de los RR. Obispos, que 
á su vez lo liaran á los curas párrocos, para 
que no exijan retribución alguna por la au- 
torización de las certificaciones mensuales 
de existencia de los individuos de las clases 
pasivas. (CL. t. 59, p. 386.) 

Rs. Ords. del 1 y 10 enero de 1854. 

Mandan cesarla exacción del % por 100 


dispuesta por el R D. de L® de julio de 
3853. 

Ley de 9 julio de 1855. 

Prohibió la percepción de dos ó mas suel- 
dos, ó el desempeño de dos ó mas destinos, 
comisiones, etc. 

Se halla inserta esta ley en Empleados 
públicos. La prohibición absoluta que 
estableció de desempeñar una persona 
dos ó mas destinos, ó percibir dos ó mas 
sueldos ó emolumentos aun por razón de 
cesantía ó jubilación, se modificó muy 
luego por la ley de 21. de diciembre 
de 1855, que estableció varias excepcio- 
nes á esta regla general. Véase en este 
mismo artículo. 

Ley de presupuestos de 25 julio de 1855. 

Disposiciones sobre clases pasivas; Jubilaciones; Pen- 
siones remuneratorias etc. 

(Mac.) «Art. 14. Los empleados no ob- 
tendrán jubilación sino cuentan 60 años de 
edad cumplidos ó acreditan por medio de 
expediente instruido en forma legal, su ab- 
soluta imposibilidad física para continuar en 
el servicio activo. Para los ascensos que desde 
la publicación de esta ley obtengan los em- 
pleados activos ó cesantes servirá corno suel- 
do regulador de las declaraciones de haber 
de cesantía, jubilación y monte pió el del 
nuevo empleo, siempre que se haya desem- 
peñado en propiedad por espacio de dos años 
con el goce del haber señalado al mismo 
dentro de los presupuestos respectivos. 

Art. 15. Las pensiones remuneratorias 
que subsisten en concepto de dudosas cesa- 
rán desde la promulgación de esta ley. Se 
reserva á los interesados el recurso de apela- 
ción para ante el Tribunal contencioso-ad- 
ministrativo. 

Art. 16. Cesarán igualmente las pen- 
siones remuneratorias concedidas a virtud 
de Reales decretos y que no hayan sido con- 
firmadas por una ley. El Tesoro público será 
reintegrado de las cantidades satisfechas en 
.tal concepto, siempre que se declarase la 
responsabilidad de los Ministros que refren- 
daron dos Reales decretos de concesión.» 

En la misma ley se contienen bajo Ja le- 
tra C, relativamente á clases pasivas, las si- 
guientes disposiciones: 

«1. a El Gobierno de S. M. dirigirá ex- 
citaciones para que con toda preferencia den 
colocación en los economatos y demás cargos 
eclesiásticos á los religiosos exclaustra- 
dos El exclaustrado que no acepte, la 
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colocación,-.- pierde — todo derecho al 
noce de «n pensión 

2. a Cuando el sueldo del mayor o el ul- 
timo empleo para las cesantías, jubilaciones 
ó Monte pió no pueda ser base del señala- 
miento de haber pasivo. . . se acumulará el 
tiempo invertido en dicho empleo al del an- 
terior ó anteriores siendo regulador el sueldo 
de aquel en que los dos años se completen. 

3. a Si las necesidades del servicio público 
ú otras circunstancias especiales exigiesen 
el nuevo ingreso «le empleados en las carreras 

civiles quedarán sujetos para toda clase 

de goces pasivos á lo que se determine en 
la lev general que el Gobierno presentará a 
la resolución de las Córtes. 

4. a Con el fin de precaver ocultaciones 
y fraudes en la percepción de los haberes de 
ias clases pasivas, dispondrá el Gobierno re- 
vistas periódicas de presente que le aseguren 
de la existencia de los individuos de la pro- 
vincia donde radiquen sus pagos, así como 
de no haber sufrido alteración el estado de 
las personas que fundan en él el derecho que 
disfrutan. 

5. a Se declaran caducadas todas las ju- 

bilaciones hechas por Reales órdenes fuera 
de lo establecido en la ley para estos casos, 
pasando á la situación de cesantes los indivi- 
duos que se hallen en aquel 

6. a Las cesantías y jubilaciones de los 
empleados que sirvan en Ultramar se clasifi- 
carán por la Junta de Clases pasivas..... con 
sujeción á las reglas que rigen para ios de la 
Península.» (Ct, t 65, p. 518.] 

Ley de 26 julio de 1855. 

Abono de los once años desde 1845 á 1854. 

(Hac.) Se declaran de abono para los dere- 
chos pasivos, con arreglo á las leyes de presu- 
puestos de 1835 y 1845, los años trascurridos 
desde el 20 de. mayo de 1843 hasta fin de 
agosto de 1854, á los que fueron separados 
del servicio desde el 20 de mayo expresado 
hasta fin de junio de 1844. siempre que en 
los once_ años hayan permanecido en situa- 
ción pasiva' y no hayan solicitado destino, co- 
misión, ó cualquier otro cargo público lu- 
crativo. (CL. t. 65, p. 542.1 

R. D. de 31 julio de 1855. 

Nne^a or|aniiacion de la Junta 

. Se dá á la Junta nueva organización, dis- 
poniendo que la competen (art. 2.°) todas las 
facultades y atribuciones que la están seña- 
ladas por los reglamentos é instrucciones vi- 
gentes; que entienda exclusivamente en los 


expedientes de cesantías y jubilaciones de 
Ultramar con sujeción á las disposiciones de 
la ley de presupuestos del mismo año, y que 
se ocupe en la revisión de las de empleados 
jubilados en virtud de Reales órdenes. 

fí, O. de 5 agosto de 1855. 

Sobre abono de pensiones remuneratorias. 

(Hac.) .-..La Reina se ha servido aprobar 
la consulta que con fecha 4 del corriente ha 
elevado esa Junta, mandando que para cum- 
plir lo prevenido en los arts. 15 y 16 del 
presupuesto de este año, se adopten las dis- 
posiciones siguientes: 

1. a Las Contadurías de provincia, exa- 
minando las órdenes de concesión de las 
pensiones remuneratorias , cuyo pago in- 
tervienen, excluirán de la nómina todas las 

! anteriores á 11 üe mayo de 1837 que no ha- 
1 van obtenido declaración de subsistencia 
por este Ministerio ó por la Comisión esta- 
blecida por el mismo para practicar la cla- 
sificación. 

2. a Excluirán igualmente, y con pre- 
sencia también de las órdenes de concesión, 
todas las clasificadas como dudosas con ar- 
reglo á Jo dispuesto en el art. 1,° del decreto 
de las Córtes de 11 de mayo de 1837, me- 
diante que se satisfacían hasta la resolución 
de las Córtes, y que esta ya ha tenido lugar 
sin perjuicio no obstante de las reservas que 
la misma establece. 

3. a Con vista de las órdenes de conce-- 
sion excluirán también las posteriores á 11 
de mayo de 1C37 que, contra lo prevenido 
en el art. 8.° del decreto de aquella fecha, 
no hayan sido concedidas ó ratificadas por 
las Córtes, cumpliendo asi lo mandado en 
el art. 1 6 de la ley de presupuestos. 

4. a Se entiende que lo dispuesto en di- 
cho art. 16 no afecta á las pensiones que 
disfrutan los individuos de las clases de tro- 
pa del ejército y armada, carabineros de Ha- 
cienda, milicianos nación ales ó paisanos in- 
utilizados en el servicio del Estado, y las fa- 
milias de los que hayan muerto en el .cum- 
plimiento de sus deberes, cuyas concesiones 
cualquiera que sea su fecha, se hayan veri- 
ficado con arreglo á lo establecido por el de- 
creto de las Córtes de 28 de octubre de 1811. 

5. a Si una viuda ó huérfana disfruta ha- 
ber de Monte pió y pensión remuneratoria, 
solo esta es la que debe cesar; y en el caso 
de que reasuma aquel haber, cesará la parte 
que exceda de él, que es la que constituye 
la pensión, y continuará la interesada perci- 
biendo lo que por el Monte la correspon- 
da, siempre que de ello esté en posesión, con 
arreglo á las disposiciones vigentes. 
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6. * Como sucederá que en las' Contadu- 
rías de provincia no consten 'las órdenes de 
concesión de algunas pensiones, porque in- 
tervendrán los pagos en virtud de cesé de 
otras en donde antes se consignaron, para 
que en ningún caso procedan sin tener á la 
vista la orden que ha de ser la base de su 
resolución , la pedirán inmediatamente á 
aquella de donde se hubiere trasladado el 
pago, suspendiendo este hasta que la reciba. 
La Contaduría á que otra pida una de estas 
órdenes, la remitirá con toda urgencia, aten- 
diendo á que ha de producir sus efectos en ' 
el pago de este mes, y que por consiguiente 
tiene plazo fijo en el desempeño de este ser- 
vicio. 

7. a Los contadores de provincia quedan 
personalmente' responsables á reintegrar al 
Tesoro cualquiera cantidad que se abone, 
después de la comunicación de esta órden, á 
pensionistas que según el" contesto de ella : 
hubieran debido dar de baja en la nómina de j 
su clase. 

8. a Las Contadurías remitirán á la Junta 
de clases pasivas en el término de un mes, 
contado desde el traslado de esta órden una 
relación de las pensiones que hayan sido da- 
das de baja por consecuencia de de los ar- 
los 15 y 16 de la ley de presupuestos, con ' 
expresión del nombre de los pensionistas y 
cantidades que percibían anualmente, acom- j 
pañundo copias autorizadas de Jas órdenes : 
de concesión, en virtud de las cuáles se veri- 
ficaba el pago, y que hayan servido por con- 
siguiente para determinar la cesación. — De 
Real órden etc. Madrid 5 de agosto de 1855. ¡ 
(CL. t, 65, p. 609. J 

R. O. de 21 agosto de 1855. 

Se exigió á los individuos de las clases ac- 
tivas y pasivas para percibir sus haberes, la 
declaración de no pereebir otra cantidad de 
fondos generales, provinciales ni municipa- 
les. Se halla en Ehpleados públicos. 

R. O. de 22 de agosto de 1855. 

Revistas de clases pasivas. 

(Hac.) «Con objeto de precaver oculta- 
ciones y fraudes en la percepción de habe- 
res de las clases pasivas..... S. M se ha 

servido mandar qué se observen las reelas 
siguientes: 

1. a Con arreglo á lo determinado en Ja 
disposición cuarta de las estampadas al final 
de la sección quinta de la ley de presupues- 
tos de 25 de julio del presente año, la re vis- j 
ta periódica de que la misma -trata, tendrá t 
lugar dos veces en el año y en los meses de \ 
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enero y julio de cada uno. En el actual se 
verificará en el mes de setiembre la que per- 
tenece al último semestre. 

2. a El término preciso dentro del cual ha 
de quedar terminado este servicio, es de 
diez dias para todas las provincias del reino, 
excepto para la de Madrid, á. la que se seña- 
la el de 20, en atencional mayor número de 
individúes do clases pasivas que en ella re- 
siden. Los 10 y 20 dias empezarán. á contar- 
se respectivamente desde l.° de enero y 1 .* 
de julio. 

3. a Con diez días de anticipación por lo 
menos se estampará el oportuno anuncio en 
los Boletines oficiales de las piovincias y en 
la Gaceta y Diario de Avisos de esta capi- 
tal , para conocimiento de todos los intere- 
sados y para que puedan proveerse de los 
documentos que han de presentar y de que 
se hará mérito mas adelante. Eu este anun- 
cio se insertará literalmente la disposición de 
la ley. 

4. a Dentro de! término que queda seña- 
lado, se presentarán personalmente al con- 
tador de Hacienda pública de la provincia 
donde residan todos los individuos que por 
cualquier concepto perciben haberes pasi- 
vos, ya procedan de la carrera civil, ya de 
la militar. 

5. a En Ies casos en que el contador cen- 
tral intervenga el pago por la clase de las 
personas que tienen derecho por la legisla- 
ción vigente á que se verifique por aquella 
Tesorería , tendrá efecto ante el mismo la 
presentación en la forma indicada. 

6. a Los interesados deberán ir provistos 
de los documentos siguientes: El que acre- 
dite Ja declaración del derecho pasivo en 
euyo goce se hallan; un certificado del Al- 
calde constitucional ó de barrio que justifi- 
que hallarse empadronados en el punto de 
la vecindad. Los retirados de guerra y mari- 
na podrán justificar el último extremo por 
medio del jefe del cantón ó autoridad militar 
inmediata si la hubiese en el pueblo donde 
re encuentren, pues de no existir están su- 
jetos á obtener de la autoridad civil el docu- 
mento, como los individuos de las demás 
clases. Las viudas y huérfanos de los dife- 
rentes Monte- píos, y los que cobran pen- 
sión en concepto de remuneratoria ó de 
gracia , deberán presentar la fé de estado y 
la certificación de residencia estampada pre- 
cisamente á continuación de aquella. Todos 
declararán si perciben alguna asignación, 
sueldo ó retribución de los fondos del Esta- 
do, -de los municipales ó provinciales , aña- 
diendo los religiosos exclaustrados y los se- 
cularizados en épocas anteriores si poseen 
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bienes propios , en qué punto v hasta qué 
valor, de conformidad con io establecido en 
el art. 27 de la ley de 27 de julio de 1837. 

7. a Los Alcaldes constitucionales de los 
pueblos respectivos barón las veces del con- 
tador de Hacienda pública para con los in- 
dividuos de Jas clases pasivas que residan 
dentro del término de su jurisdicción. Esta 
circunstancia no les inhabilita para autorizar 
los certificados que deben expedir. 

8. a Cuando algún interesado no pueda 
cumplir con los requisitos que se previenen 
por hallarse fuera de la provincia donde ten- 
ga consignado el pago de su haber, los lle- 
nará ante el contador ó Alcalde del punto 
donde se encuentre, expresando aquella cir- 
cunstancia y su verdadera vecindad. 

9. a En él caso de imposibilidad física que 
impida la presentación de cualquiera indi- 
viduo, estará este obligado á pasar el opor- 
tuno aviso al contador ó Alcalde que corres- 
ponda, quienes por si ó por medio de per- 
sona debidamente caracterizada para susti- 
tuirle, se asegurarán de la verdad del he- 
cho, concurriendo á domicilio á recoger Jos 
documentos que el individuo deba presentar. 

10. Por el hecho de no asistir ios intere- 
sados á la revista en la forma que se estable- 
ce en las disposiciones anteriores , siempre 
que el motivo no se funde en la absoluta im- 
posibilidad física, procederán las Contadu- 
rías á la suspensión del pago de sus haberes 
pasivos, dando cuenta inmediatamente á la 
superioridad para la definitiva resolución 
que proceda. 

1 i . Dentro de los seis dias siguientes de 
terminada esta operación remitirán los Alcal- 
des al Gobernador de la provincia los docu- 
mentos que le hayan presentado los interesa- 
dos que tienen vecindad en el término de su 
demarcación, con una nota individual y las 
observaciones que consideren convenientes 
respecto de los mismos. 

12. El contador central y los de Hacien- 
da pública procederán con la mayor escru- 
pulosidad y celo al examen de las "operacio- 
nes de ios Alcaldes en este asunto , y por su 
resultado y el que ofrezca la revista en la 
capital, desde luego suspenderán todos aque- 
llos pagos que resulten incompatibles con 
sujeción á la legislación vigeüte, los que de- 
ban caducar por haber perdido su aptitud 
legal el perceptor, y los que suministren, 
por medio de las justificaciones que tendrán 
á la vista ú observaciones que se acompañen, 
sospechas vehementes para creer que por 
suplantaciones ó fraudes está sufriendo el 
Tesoro un gravamen indebido. En el acto de 
acordar la suspensión el Gobernador, se pon- 


drá en conocimiento de la Junta de clases pa- 
sivas, con remisión de los documentos que 
se juzguen necesarios para la- resolución 
oportuna. 

13. Estableciendo la ley el precepto de 
que residan dentro de la provincia donde 
radica el pago todos los que perciben habe- 
res pasivos, solicitarán su traslación, sie.m- 
, pre que muden de ¡domicilio, á la Tesore- 
ría de la respectiva provincia. Los contado- 
res de Hacienda pública, luego que trascur- 
ran seis meses de justificar aquellos sin haber 
gestionado para cumplir lo que se dispone, 
lo pondrán en conocimiento de la Junta de 
clases pasivas para que ordene dicha tras- 
lación. 

Y 14. Los contadores y los Alcaldes en 
su caso desplegarán el mayor celo y una 
preferente atención para que se cumpla el 
espíritu de la ley, que tiende principalmente 
á evitar la satisfacción de ninguna cantidad 
que no descanse extríctamenle en el dere- 
cho que la produce, son responsables de 
cualquiera falta ú omisión que ofrezca entor- 
pecimiento ó perjuicio al Tesoro, y tienen 
además el deber de someter al fallo de la 
superioridad cuantos abusos ó delitos se co- 
metan, á fin de que recaiga el condigno cas- 
tigo por la vía gubernativa ó judicial, según 
proceda. — De Real órden etc. Madrid 22 de 
agosto de 1855 A (CL. t. 65, p. 702.) 

R. O. de 22 agosto de 1855. 

Instancias reclamando derechos pasivos. 

(Hac.) «Enterada la Reina de lo mani- 
festado por esa Junta,.... se ba dignado 
mandar: 

1. ° Que esa Junta no admita nuevas so- 
licitudes para la declaración de ningún dere- 
cho pasivo que proceda de la época mediada 
desde la publicación de la ley de presupues- 
tos de 1835 á la de 1845. 

2. ° Que para la admisión de las que se 
contraigan al período trascurrido desde la 
última hasta 31 de diciembre de 1850, se 
señala el plazo improrogable de un mes, á 
contar desde la fecha de esta Real dispo- 
sición. 

Y 3.° Que se entiendan exceptuados de 
la misma los individuos á quienes compren- 
den las leyes jie 26 de julio y 2 de agosto 
del presente año.— De Real órden etc. Ma- 
drid 22 de agosto do 1855.» ( CL . t. 65, pá- 
gina 705.) 

R. O. de 6 setiembre de 1855. 

(Hac.) «Dispone entre otras cosas que las 
Contadurías de Hacienda pública cuiden 
bajo su responsabilidad de reclamar de las 


JUBILACIONES. . . . i 


oficinas respectivas las órdenes originales de 
aquellos individuos que se hallen percibien- 
do en virtud de ceses expedidos por otras 
. provincias.» (CL. t. 66, p. 39.) 

Ley de 21 diciembre de 1855. 

Sobre sueldos y haberes que son compatibles. 

(Hac.) Doña Isabel II etc. 

Artículo 1 .° Son compatibles con el goce 
de los haberes que, al tenor de las leyes que 
rigen ó rigieren respecto á las clases pasivas 
correspondan á los individuos pertenecien- 
tes á las mismas, las pensiones de gracia ó 
remuneratorias concedidas por leyes espe- 
ciales á los propios individuos. 

Art. 2.° Las pensiones otorgadas por le- 
yes especiales, y en igual concepto que las 
antes expresadas, en favor de empleados en 
activo servicio , son asimismo compatibles 
con los sueldps que estos disfruten por los 
cargos que desempéñen. 

Art. 3.° Son igualmente compatibles con 
los sueldos y haberes, tanto de la clases ac- 
tivas como de las pasivas, las pensiones que 
conforme ai decreto de las Cortes constitu- 
yentes de 42 de mayo de 1837 hayan sido 
declaradas comprendidas én cualquiera de 
las siete categorías que el mismo decreto 
expresa. 

Art. 4.“ También son compatibles Con 
los haberes que gocen los empleados cesan- 
tes, jubilados y retirados las asignaciones que 
sobre dichos haberes concediese- á alguno de 
ellos el Gobierno por razón de los cargos ó 
comisiones temporales que, cuando asi lo 
exigiere la conveniencia del servicio público 
les confiera, siempre que el haber y la asig- 
nación no excedan del sueldo mayor que dis- 
frutó el individuo én situación activa. 

Art. 5.° Se considerarán en el propio 
caso las asignaciones que se concedan á Jos 
mencionados individuos por las corporacio- 
nes provinciales ó municipales por los ser- 
vicios que presten á las mismas. 

Art. 6.° Son' asimismo compatibles con 
los sueldos de empleados activos los premios, 
remuneraciones ó indemnizaciones que en 
determinados casos les conceda la ley de pre- 
supuestos, ó con que el Gobierno estime jus- 
to retribuirles por los servicios especiales y 
extraordinarios que prestaren. 

Art, 7.° Tanto el importe de los expre- 
sados premios, remuneracic ues ó indemni- 
zaciones, como el de las asignaciones de que 
tratan los artículos 5.° y 6.° se cargarán 
cuando no tenga articulo determinado en la 
ley de presupuestos á Ja partida de gastos im- 
previstos ó eventuales, ó á la de material que 
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figuren en los respectivos presupuestos de ios 
diferentes Ministerios , dándose cuenta cir- 
cunstanciada por estos á las Córtes, al presen- 
tarles el presupuesto general del año siguien- 
te; de las cantidades aplicadas á los conceptos 
antes referidos, eon expresión de los indivi- 
duos en quienes se invirtieren, y las razones 
de necesidad ó conveniencia pública que pa- 
ra ello hubiere habido. 

Art. 8.° El Gobierno dispondrá lo con- 
ducente á que tengan debido efecto á la ma- 
yor brevedad lo prevenido en los- arts- l.° 
y 9.° del citado decreto de 42 de mayo de 
4837. 

Art. 9.° Queda derogada la ley de 9 de 
julio último en cuanto no esté conforme con 
la presente. — Por tanto etc. Palacio 21 de 
diciembre de 1855.» (CL. t. 66, p. 525.) 

R. O. de 25 marzo de 1856. 

(Guerra.) Modifica la de 28 de abril de 
1806, relativa á pensiones de Mónte-pío, de- 
clarando que las bijas de matrimonio que se 
hubiesen casado en vida de los padres, pue- 
dan al quedar viudas optar por la pensión de 
orfandad en caso de hallarse esta vacante. 
(CL. t. 67, p. 408.) 

Ley de presupuestos de 16 abril de 1856. 

Sobre el Monte-pio de Jueces: Viudas y huérfanos de 
catedráticos. 

Art.|32. «Desde l.° de enero de 1856 fi- 
gurarán por todo su importe en el presu- 
puesto de clases pasivas las pensiones del 
Monte-pio denominado de Jueces de primera 
instancia que hasta ahora se han satisfecho 
con los descuentos délos interesados, y la 
subvención ó auxilio que le daba el Estado; 
y los descuentos ingresarán directamente en 
las cajas del Tesoro público. 

Art. 33. Las viudas ó huérfanos de los 
catedráticos de establecimientos públicos sos- 
tenidos por el Estado y las de los jueces de 
primera instancia y promotores fiscales cu- 
yos causantes fallecieron desde l.° de enero 
de 1856 , disfrutarán de los beneficios del 
Monte-pio civil al tenor de lo que para los 
empleados dependientes del Ministerio de 
Hacienda se previene en la R. I. de 26 de di- 
ciembre de 1831.» (CL. t. 68, p. 75.) 

Ley de de 25 abril de 1856. 

Importancia del cargo de Ministro: Cesantías. 

(Hac.) «Art. l.° El cargo de Ministro 
de la Corona es el empleo público de mas 
importancia en el Gobierno ae la nación. 

Art. 2.° Tendrán derecho á cesantía 
los ex-ministros que hubiesen desempeñado 
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nos 

su cargo por tiempo de dos años en una ó 
mas veces, ó que cuenten i 5 años de servi- 
cio al Estado con nombramiento real ó de las 
Cóites ó hnvan ejercido el cargo de senado- 
res ó diputados en tres elecciones generales. 

Esta disposición comprende no solo á los 
que en lo sucesivo sean consejeros de la Co- 
rona, sino también á los que lo hayan sido 
desde que se declararon extinguidas las ce- 
santías de todos los empleados públicos. 

Art. 3.° Se declara abolida la acumula- 
ción de áños de servicio establecida por la 
ley de presupuestos de 1835 en virtud de la 
cual los que hahian servido cargos públicos 
disfrutaban la cesantía superior de 40.000 
reales. 

Art. 4.° Los Ministros casantes que ten- 
gan adquirido el derecho á cesantía por razón 
de otros empleos que hayan desempeñado, 
optarán entre ella ó la que les corresponda 
por el solo empleo de consejeros de la Co 
roña.» (CL. t 68, p. 199.) 

R. O. de 30 setiembre de 1856. 

Cobranza en las Depositarías. 

(Hac.) Dispone que pueden cobrarse los 
haberes pasivos en las Depositarías de partido 
y Administraciones subalternas de estancadas, 
además de poderlo hacer en las Tesorerías, 
siempre que los interesados puedan percibir 
por sí sus haberes de aquellas dependencias, 
que desempeñarán este servicio como dele- 
gados de las Tesorerías v Contadurías etc. 
(CL. t. 69, p. 550.) 

R. O. de 11 octubre de 1856, 

Ingenieros de caminos, canales y puertos. 

(Fom.) Por esta disposición se les con- 
cedió derecho al abono de 6 años de servicios, 
por razón de estudios y dispendios de carrera. 
Se halla inserta en el tomo VIL p. 341. 

R. O. de i 4 octubre de 1856. 

Pensionistas del Monte-pio de jueces. 

. (Hác.) Dispone: que «las pensiones del 
Monte-pio de jueces de primera instancia son 
una obligación del Tesoro público desde l.° 
de enero de este año, según lo dispuesto en 
el art. 32 de la ley de presupuestos de 16 de 
abril último,» y que «se satisfarán á los 
acreedores de dicho Monte-pio iguales mesa- 
das que á las demás clases pasivas y con ia 
propia aplicación sea cual fuere el estado de 
pago de cada uno en fin de diciembre de 
1855 .,,..» 


R. O. de 22 octubre de 1856. 

Cesantes por separación: Id. por reforma. 

(Hac..) Declarando que en virtud de las 
disposiciones vigentes el cesante por separa- 
ción solo tiene derecho á la cuarta parte del 
haber, aunque antes hubiera disfrutado la 
tercera por reforma, y prevenir que la re- 
troacción solo debe tener lugar para los em- 
pleados que hayan sido reformados sin contar 
quinte años deservicio y no vuelvan á reunir- 
los al cesar nuevamente.» (CL. t. 70 ,p. 135.) 

R. D. de 27 marzo de 1857. 

Presentación de reclamaciones do derechos pasivos, 

(Hac ) Se previene que: «Se admitirán, 
por ahora, las solicitudes documentadas que 

se presenten por los empleados que se 

consideren con derecho á sueldo de cesantía 
y jubilación; y por las viudas y huérfanos, sí 
se trata de pensiones de Monte-pio, aun cuan- 
do haya transcurrido el plazo de cuatro meses 

que fijaban los arts. l.° v 2.* de mi Real 

decreto de 24 de mayo de 1850.» (CL. t. 71, 

píg, 416.) 

R. O. de 25 junio de 1857. 

Jueces de primera instancia. 

(Hac.) Se resuelve: «que en cumplimiento 
del art. 32 de la ley de 16 de abril de 1856, 
abone la Junta de Ciases pasivas por todo su 
importe con arreglo á los estatutos del incor- 
porado Monte-pio de jueces de primera ins- 
tancia, todas las pensiones que á los partícipes 
deí mismo se venían satisfaciendo en 31 de 
diciembre de 1855, y que para las declara- 
ciones de haber á las viudas ó huérfanas de 
aquellos que fallecieron desde l.° de enero 
de 1856, se atempere estrictamente á lo pre- 
venido en el 33 de la citada ley.» ( Boletín 
oficial de Hacienda.) 

Ley de 17 julio de 1857. 

Derechos pasivos á catedrático». 

(Fom.) Por el art, 179 se conceden dere- 
chos á haberes pasivos á los catedráticos sos- 
tenidos con los fondos del Estado. — Y. Ins- 
tbüccion pública, tomo VII, p. 430. 

R. O. de 20 agosto de 1837. 

Traslados de pagos. 

(Hac.) Se previene que: «Las solicitudes 
para trasladar el percibo de haberes pasivos 
de una provincia á otra, se dirigirán á la 
Junta de Clases pasivas durante los quince 
primeros dias de los meses de abril y octubre 
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de cada año, y las que sola tengan el objeto 
de trasladarse de un punto á otro de lá. misma 
provincia- se harán á los respectivos Gober- 
nadores dentro de iguales términos, y que 
pasados dichos plazostio se admitirá solicitud 
alguna de esta ciase.» (CL. t. 73, p. 201.) 

i : ■ 

R, O. de 28 setiembre de 1857. 

Viudas de individuos de marica. 

Manda que á todas las viudas de 
los individuos de marina que lo sean antes 
del 25 de marzo de 1 856 se les abonen sus 
respectivas pensiones desde entonces, sin que 
puedan reclamar ninguna clase de atrasos y 
á las de los que mueran con posterioridad, 
desde el dia siguiente al en que fallezcan sus 
esposos. (CL. t. 74, p. 344.) 

R, D. de 21 diciembre de 1857. 

Declaraciones do haberes; átono de anos de servicio: 
ídem de estudios.- 

(Hac.) «, — Vengo en decretar lo si- 
guiente: 

Artículo l.° En lo sucesivo no se hará 
abono alguno de años de servicio que no es- 
tén determinados por una ley y no hayan si- 
do ganados en el desempeño de empleos de 
nombramiento Real directo ó por Real dele- 
gación. Tampoco se abonarán ios servicios 
prestados en comisiones ó agregaciones que 
no estén establecidas por una ley, ó cuyas 
dotaciones y empleos no 'estén consignadas 
en los presupuestos. 

2.° Se efectuarán como hasta aquí y con 
los mismo abonos todas las clasificaciones de 
los jefes* oficiales y tropa del' ejército y ar- 
mada. Pero todos los individuos que ejer- 
zan funciones civiles en el ejército y en la 
armada.,,., tendrán necesidad de acreditar 
los mismo años de servicio que en la ley se 
previene para los demás empleados de las 
carreras civiles. 

3. ’ Toda jubilación concedida sin el 

prévio expediente : que acredite hallarse el in- 
teresado comprendido en las condiciones 
que exigen las leyes para obtener la jubila- 
ción quedará sin efecto, si el interesado..,., 
nojusúíica hallarse adornado de ios requisi- 
tos que aquellas establecen. 

4. u No se abonarán años algunos de es- ! 
tudios para jubilaciones délos individuos que 
pertenezcan á alguna prolusión, sino los que 
la ley de 26 de mayo de 1835 previene se 
abonen a los jueces, magistrados y catedrá- 
ticos. Quedan de consiguiente sin efecto los 
seis años de estudios mandados abonar para ¡ 
la jubilación por Reales órdenes á los iuge- 
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nieros de Caminos, Canales y Puertos, á los 
individuos del cuerpo de sanidad del ejército 
y armada, y á todos los que gocen' de este 
beneficio y no estén comprendidos eñ la ci- 
tada ley de presupuestaste 1835. 

5.° En la declaración de pensiones de los 
Montes pios existentes se observarán sus res- 
pectivos reglamentos, y especialmente lo 
dispuesto en el art. 21 de la instrucción del 
Mente pió de oficinas de 26 de diciembre de 
1831, quedando derogadas todas las órdenes 
y aclaraciones contrarias á ellos, que hayan 
sido dadas por diferentes Ministerios. — Dado 
en Palacio á 21 de diciembre de 1857.» 
(CL. t . 74, p. 250). 

R. O. de 11 febrero de 1858. 

(Guerra.) Se dispone que las huérfanas 
de militares que disfruten pensión están obli- 
gadas á mantener á su madre viuda siempre 
que esta no tenga derecho á haber pasivo por 
su segundo matrimonio. (CL. t. 75, p. 184). 

Ley de 30 abril de 1858. 

j Cesantías de los Ministros, 

(Hac.) Se declara sin electo el párrafo 
2.' J del art. 2.“ y el art. 3.° de ley de 25 de 
abril de 1856, que trata de los derechos á 
cesantías de los Ministros de la Corona. — Por 
tanto, etc. — Dado en Aranjuez á30 de abril 
de 1858. (CL. t. 70, p. 172.) 

R. D. de 9 mayo de 1858. 

Nuevas reglas sobre declaraciones de haberes de las 
clases pasivas. 

(Hac.) « Visto lo expuesto por mi Mi- 
nistro de Hacienda sobre dictar reglas 

para la aplicación del R. D. de 21 de di- 
ciembre de 1857 vengo en decretar lo. 

siguiente: 

Articulo 1 Todas las restricciones esta- 
blecidas en el art. l.° del R. D. de 21 de 
diciembre de 1857 se entenderán aplicables 
á los servicios prestados desde la publicación 
del mismo decreto. Podrán sin embargo ser 
de abono desde la publicación del presente 
los años de servicios prestados en Consejos, 
Juntas ó Comisiones, siempre que recaiga 
Real resolución favorable á propuesta de la 
respectiva corporación que haga al individuo 
acreedor á esta recompensa-. 

Art. 2.° No obstante lo dispuesta en el 
mencionado Real decreto...,, queda en su 
fuerza y vigor las ejecutorias del Consejo 
Real y la jurisprudencia fundada en ellas. 

Art. 3. u Se considera como parte inle- 
grante de los reglamentos de Monte-pios las 
incorporaciones y aclaraciones á los mismos 
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que hayan sido hechas por los Ministerios 
hasta la publicación del Real decreto de 28 
de diciembre de 1849, y por el de Hacienda 
desde la misma fecha en adelante. 

Art. 4.° Queda subsistente cuanto se 
dispuso en los arts. 2.°, 3.° y 4. del Real 
decreto de 21 de diciembre de 1857. — Dado 
en Aranjuez á 9 de mayo de 1858. {CL. t. 76, 
pág. 207.) 

R. O. del julio de 1858. 

Pos religiosos exclaustrados tienen derecho A la pen- 
sión que concede la ley do 29 de julio de 1337, si 
recibieron órdenes sagradas antes de la salida desús 
convente». 

(Hac.) Habiendo informado favorable- 
mente en el expediente incoado por D. Tomás 
Marzo, corista exclaustrado del ex-convento 
de Franciscos de Yalladolid, tanto la Aseso- 
ría general de Hacienda como la sección cor- 
respondiente del Consejo Real; que por haber- 
se ordenado aquel de subdiácono con ante- 
rioridad al R. D. de 8 de octubre de 1835, y 
haber sido exclaustrado violentamente en 18 
de agosto del mismo año antes de la publica- 
ción del R- D. de 8 de marzo de 1836 que or- 
denó aquella medida, se dictó la resolución 
siguiente: 

«S. M., de conformidad con Jo informado 
por la Asesoría general de este Ministerio y 
secciones reunidas de Hacienda y Gracia 
y Justicia del Consejo Real, se ha servido 
disponer que accediéndose á la solicitud de 
don Tomás Marzo, se declare que el mismo 
tiene derecho á la pensión vitalicia que la 
ley de 29 de julio de 1837 señala á los orde- 
nados in sacn's; y al propio tiempo se ha 
dignado resolver S. M. que esta disposición 
se haga extensiva á todos los demás intere- 
sados que puedan hallarse en el caso men- 
cionado.— De Real órden etc. Madrid 7 de 
julio de 1858.» {CL. t. 77, p. 26.) 

R. O. de 24 noviembre de 1858. 

Pensiones de Monte-píos. 

(Guerra.) Traslada la de 28 de octubre 
anterior, comunicada por el Ministerio de 
Hacienda, por la cual S. M. tuvo á bien dis- 
poner: 

«1 - ° Que hasta que se proponga á las Cór- 
les la ley general de clases pasivas, y en ella 
se determine lo que corresponda sobre las 
pensiones deMonto-pios, se mantengan y pa- 
guen, no obstante lo dispuesto en el art. 5.° 
del R. D. de 21 de diciembre de 1857 , las 
pensiones reconocidas a consecuencia de 
las Rs. Ords. de 13 de setiembre de '1853 
17 de febrero de 1855 y 25 de marzo 


de 1856 expedidas por este Ministerio,. y de 
la de 29 de mayo de 1855 que lo fué por este 
de Hacienda y se hubieren concedido hasta 
el día. 

2.° Que en lo sucesivo ese Ministerio y 
el do Marina, por lo relativo á los Monte- 
píos del órden militar y este de Hacienda por 
lo relativo al órden civil, hagan el reconoci- 
miento y declaración de las pensiones con 
sujeción á ios reglamentos de los respecti- 
vos Monte-pios y conforme á la práctica se- 
guida é interpretación que se les daba antes 
de dictarse las precitadas Reales órdenes.— De 
la propia etc. Madrid 24 de noviembre 
de \ 858.» {CL. t. 78,/). 165.) 

R. D. de 13 mayo de 1859. 

Empleados de Ultramar. 

(Extracto.) Siendo tan varias, tan in- 
ciertas, tan complicadas , tan confusas las 
reglas establecidas sobre los derechos pa- 
sivos de los empleados de Ultramar creyó el 
Gobierno conveniente considerar aplicables 
á la clasificación de dichos empleados las 
disposiciones que rigen para los de la Penín- 
sula, y esto es lo que dispone este Real de- 
creto expedido por el Ministerio de la Guerra 
y Ultramar, dictando á la vez disposiciones 
para su cumplimiento [CL. t. 80,/?, 17í.) 

Ley de pres. de 22 mayo de 1859. 

Monte-pios á las familias de catedráticos. 

Art. 12. Se hacen extensivos desde la 
publicacion'de esta ley los beneficios de Mon- 
te-pío , concedidos por la de 16 de abril de 
1856, á las viudas y huérfanos de los cate- 
dráticos de establecimientos púbúcos soste- 
nidos por el Estado, que hayan fallecido con 
posterioridad al R. D. de 8 de julio do 1847. 

R. D. de 12 octubre de 1859. 

Clases pasivas do Ultramar. 

(Presid. del C. de M.) Declara que es 
de la competencia del Ministerio encargado 
de los negocio;, de Ultramar todo lo relativo 
al negociado de clases pasivas de aquellas 
provincias. {CL. t. 82,/?. 64.) 

Ley de pres. de 12 enero de 1861. 
Jubilaciones, cesantías, residentes en el extranjero. 

Art. 6,° Los individuos de las clases 
pasivas que permanezcan en el extranjero 
podrán cobrar sus haberes, si obtuviesen la 
correspondiente licencia dei Gobierno para 
residir allí y justificasen su existencia con 
certificaciones de los agentes consula- 
res.» 
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fí. D. de 31 mayo de 1861. 

Registradores de la propiedad, 

(Grac. t Just.) Los arts. 22 al 36 de este 
Real decreto conceden derechos pasivos á 
los registradores de la propiedad. Está in- 
serto en el artículo Hipotecas , tomo. VII, 
pág. 218. 

/i. D. de 22 enero de 1862. 

Peu&iones á médicos, 

(Gob.) Concediendo pensión á los profe- 
sores de Medicina, Cirugía y Farmacia que se 
inutilicen para el ejercicio de sus profesio- 
nes con motivo de su celo y buen comporta- 
miento con los enfermos en época de con- 
tagio ó epidemias. — V. Sanidad. 

Ley depres. de 4 mayo de 1862. 

Abono de años de estudios para, las jubilaciones, 
derecho a Monte pío. 

«Art. 11. El abono de los ocho años que 
concede la ley de 26 de mayo de 1835, para 
completar los de jubilación á los jueces y 
ministros de los Tribunales, es extensivo á 
todos los funcionarios del Ministerio fiscal. 

Art. 12. Los empleados que en el dia no 
disfruten derecho á Monte -pío optarán á él 
según lo. que disponga la ley de clases pa- 
sivas. (CL. í. 87, p. 388). 

Reglamento de 28 octubre de 1863. 

Ingenieros de caminos, canales y puertos. 

(Fom.) Es el orgánico del Cuerpo inserto 
en ei tomo Vil, pág. 344 cuyos artículos, 28 
y 36 prescriben la manera y iorma con que 
adquieren derechos pasivos los funcionarios 
del ramo, 

R. D. de 26 enero de 1864. 

(Guerra.) Es el orgánico del Consejo de 
redención del servicio militar, por el cual se 
conceden derechos pasivos á los empleados 
civiles del mismo.— V. Redención del ser- 
vicio militar. 

R. O. de 19 febrero de 1864, 

Declarando sin derecho á goce da haber pasivo á los 
empleados destituidos por delitos, 

(Hac.) Con vista de la disposición 18 de 
las generales que sobre clases pasivas con- 
tiene ia ley de presupuestos de 26 de mayo 
de 1835, se, desestima una solicitud de don 
Manuel María Fernandez, administrador ce- 
sante del depósito de sal de Sevilla, que en- 
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causado por una sustracion de sal, pretendía 
la declaración y abono de haber pasivo cor- 
respondiente, y se manda que esta resolución 
sirva de regla general. ( CL.t . 91,1305.207.) 

Reglamento de i.° febrero de 1865. 

Ingenieros de minos. 

(Fom.) Por el art. 35 de este reglamento 
inserto en el tomo VII, pág. 381 se hacen 
extensivos á los individuos de este Cuerpo 
facultativo los derechos pasivos concedidos 
á los demás funcionarios públicos. 

Ley de pres. de 25 junio de 1864. 

Derechos pasivos de las viudas y huérfanos de los jue- 
ces de primera instancia — Id. de los funcionario* 

■ no incorporados á Monlo-pio. 

«Art. 14. Los beneficios dispensados por 
el art. 33 de la ley de presupuestos de 16 de 
abril de 1856 á las viudas ó huérfanos de los 
jueces de primera instancia fallecidos desde 
i.° de enero de dicho año, se hacen extensi- 
vos de igual modo y forma á las viudas y 
huérfanos de los que, habiendo servido en 
el periodo de 1852 á 1855, fallecieron con 
anterioridad al l.° de enero de 1856, sin de- 
jar á sus familias derecho á pensión alguna, 
de Monte-pios de jueces en razón á haberse 
suprimido el l.° de enero de 1852 los des- 
cuentos para el mismo. 

Art. 15. Hasta que se publique la ley ge- 
neral de clases pasivas, las viudas y huérfa- 
nos de los funcionarios públicos no incorpo- 
rados actualmente á los Monte-pios, tendrán 
derecho á pensión del Tesoro,, con sujeción 
á lo dispuesto en los arts. 45 al 66, 69 , 70 
y 75 del Proyecto de ley presentado por el 
Gobierno de S. M. al Congreso de los diputa- 
dos en 20 de mayo de 1862. 

Las viudas y huérfanos de los empleados 
que en adelante fallecieren y se hallaren in- 
corporados á los Montes-píos, podrán optar 
á la pensión que por las disposiciones actua- 
les les corresponda, ó á la que tengan de- 
recho con arreglo á-los artículos menciona- 
dos en el párrafo anterior. 

Los derechos á cesantía y jubilación que 
por las disposiciones vigentes están conce- 
didos á los empleados públicos, se declaran 
extensivos en igual forma y con todas las 
restricciones hoy establecidas á los funcio- 
narios de Jas diversas carreras que no los 
tuvieren ya reconocidos. A los magistrados 
supernumerarios les servirá de tipo regula- 
dor para sus derechos pasivos el sueldo que 
disfruten. 

Toda declaración de derechos pasivos á 
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cualquiera clase de funcionarios del Estado 
v toda alteración en los que cada clase dis- 
frute por la legislación vigente; ilabran de 
ser objeto de ley (1). 

Los artículos que se citan del proyecto de 
ley presentado al Congreso de diputados en 
20 de mayo de 1862, y que declaró vigentes 
la ley anterior, son los signientes: 

CAPITULO Y. 

Pensiones de viudas y huérfanos. 

Art. 45. Las viudas y huérfanos adquie- 
ren derecho á pensión temporal ó vitalicia 
desde el día siguiente al del iallecimiento del 
empleado. 

Art. 46. Adquieren derecho á pensión 
temporal las viudas y huérfanos de los em- 
pleados comprendidos en el art. 2.° de esta 
ley, que fallecieren sin haber completado 
quince años de servicio. 

Art. 47. Las pensiones temporales se- 
rán de 10 céntimos alaño del sueldo regula- 
dor, y su duración, á contar desde el falle- 
cimiento del empleado, se ajustará á la si- 
guiente 


ESCALA DE TENSIONES TEMPORALES. 


Años 

de servicios del empleado. 


Años de duración 

do la pensión. 

12 cumplidos 11 

10 sin llegar á 12. . 10 

8 sin llegar á 10. . 9 

6 sin llegar á 8 . . . 8 

4 sin llegar á 6. . . 7 

2 sin llegar á 4. .. 5 ■ 

Menos de 2 años. . . Igual tiempo qu 

el servido. 

Art. 48. Adquieren derecho á pensioi 
vitalicia las viudas y huérfanos de los em 
pieados comprendidos en el art. 2.° de est 
ley, que falleciesen después de haber conu 
pletado 15 años de servicios. 

Art. 49. Las peusiones vitalicias será] 
proporcionales al sueldo regulador y á lo 
años de servicios de los causantes con arre^ 
glo á la siguiente 


ESCALA DE PENSIONES VITALICIAS. 


Años de servido. 

Céntimos del sueldo 
regulador que cons- 
tituyen la pensión 
anua! 

15 

15 

20 

20 

■ 25 

25 


, (1 ,LJ 6ase el art ' 21 de la ,e T de 3 de agosto 
ue 1866. 


i Art. 50. No tienen derecho á pensión 
temporal r.i vitalicia: 

La viuda é hijos del empleado que hu- 
biere contraido matrimonio después de cum- 
plir sesenta años de edad. 

La viuda é hijos del que lo huhiese con- 
traído antes de disfrutar durante dos años en 
las clases civiles, jurídico y polítieo-nulita- 
res, y de sanidad militar y de la armada, 
sueldo de 8,000 rs. en plaza efectiva con 
Real nombramiento; en las militares del ejér- 
. cito y armada , antes de tener el empleo de 
capitán; y en la de marina, el de teniente de 
navio. 

La viuda é hijos de los empleados que 
desde la publicación de esta ley ingresen 
casados en las carreras civiles , jurídico y 
político-militares, y de sanidad militar y de 
la armada, con sueldo menor de 8,000 rs. 

Las viudas é hijos de ios empleados com- 
prendidos en el art. 2.° de esta ley, que ha- 
llándose en activo servicio, excedentes de 
retirados, hubiesen contraido matrimonio 
sin previa Real licencia, á no ser que obtu- 
viesen indulto. Si este fuese posterior al fa- 
llecimiento del empleado, el abono de pen- 
sión tendrá lugar desde la fecha del indulto. 

Art. 51. Adquieren también derecho á 
pensión vitalicia las viudas y huérfanos de 
los empleados de todos los ramos de la Admi- 
nistración pública, aunque no se hallen com- 
prendidos en el art. 2.°deesta ley, y lo estén 
en las excepciones del que precede, sea cual- 
quiera el tiempo que cuenten de servicios, si 
falleciesen por muerte causada en acción de 
guerra, en defensa del Estado ó del orden 
público, en el ejercicio de sus deberes res- 
pectivos, aunque el fallecimiento sobreven- 
ga un año después de la herida ó lesión gra* 
ve que lo ocasione, ó como consecuencia 
necesaria de ellas; y en naufragios, incendios, 
terremotos, epidemias , plazas sitiadas ó ha- 
llándose prisioneros de guerra. 

Igual derecho adquieren las viudas y huér- 
fanos de los que se hubieren retirado por 
inutilidad con arreglo á los arts. 30 y 35, y 
también las viudas y huérfanos de los em- 
pleados naturales de la Península é islas ad- 
yacentes que mueran en las provincias de 
Ultramar hallándose en servicio activo. 

Art 52., Las pensiones vitalicias de que 
trata el artículo anterior, serán de 25 cénti- 
mos dei mayor sueldo que hubieren disfruta- 
do los empleados, si estos no tuvieren quin- 
ce años de servicios á' su fallecimiento, y 
también de 25 céntimos del sueldo superior 
inmediato al mayor que obtuvieron, si sus 
servicios excediesen de aquel número de 
anos. Respecto á ios individuos de las clases 
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de tropa del ejército y armada, las pensiones 
consistirán, cualquiera que sea el número de 
anos de servicios, en a rs. diarios para las viu- 
das y huérfanos ó padres pobres de los sar- 
gentos; y 2 para los demás individuos de tropa. 

Art. 53. Cuando los empleados que fa- 
llecieren en cualquiera de los casos de que 
trata el art. 51 no dejasen viuda ni huérfano, 
adquirirán el derecho á la pensión sus ma- 
dres viudas, si no disfrutasen otra del Teso- 
ro público, quedándoles en este caso la elec- 
ción entre una y otra. 

Art. 54. En ningún caso tendrán dere- 
cho á pensión vitalicia ni temporal los hijos 
naturales que no estén legalmente reco- 
nocidos. 

Art. 55. Las viudas percibirán íntegra- 
mente la- pensión, sea vitalicia ó temporal, 
con obligación de mantener y educar á los hi- 
jos menores, si los tuvieren. En el cteso de 
haberlos de dos ó mas matrimonios, la pen- 
sión se dividirá, correspondiendo- la mitad á 
la viuda y la otra mitad á sus hijos propios é 
hijastros. 

Art. 56. La viuda que contraíga matri- 
monio cesará en el cobro de su pensión vita- 
licia ó temporal. Conservará sin embargo el 
derecho de volver á disfrutar la vitalicia, si al 
enviudar nuevamente no le hubiese adqui- 
rido á pensión igual ó mayor, y no existiesen 
hijos del primer matrimonio, ó si existiendo, 
hubiesen- perdido el derecho á la pensión de 
su padre. 

Art, 57. Las viudas que con arreglo al 
artículo anterior optasen á la pensión vitali- 
cia de su primer marido, quedarán obligadas 
á mantener y educar con ella á ios hijos me- 
nores propios é hijastros, que les quedeD del 
último matrimonio; y si falleciesen, no lega- 
rán á estos otros derechos que Jos que por su 
padre les correspondan. 

Art. 58. Si al fallecimiento del empleado 
solo quedasen hijos optarán por iguales par- 
tes á la pensión vitalicia ó temporal que cor- 
responda, los varones menores de 22 años 
que no disfrutasen sueldo igual ó mayor del 
Estado, y las hembras solteras ó viudas que 
no gozasen como tales pensión del Tesoro 
por sus maridos. 

Art. 59. Cesarán en el cobro de la pen- 
sión vitalicia ó temporal los varones luego que 
cumplan 22 años, ó antes si obtuviesen suel- 
do igual ■ ó mayor del Estado; si este fuese 
menor, seguirán percibiendo en concepto de 
pensión la diferencia: las hembras desde el 
dia en que se casen ó tomen estado religioso. 

Art. 60. Á medida que los hijos en quie- 
nes haya recaído la pensión, vayan perdien- 
do su derecho, se irá acumulando en los de- 

Tomo VIII. 
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más hasta el último, que Iá percibirá ínte- 
gra, mientras no pierda el suyo.* 

[ Art.. 6t. La huérfana que se case, cesa- 
rá en el cobro de su pensión vitalicia ó tem- 
poral. Si enviuda, podrá optar entre la pen- 
sión que le quede por su marido ó la de su 
padre, si esta fuese vitalicia, y no hubiere 
otro partícipe en el cobró de ella. 

El mismo decrecho tendrá la que se hu- 
biese casado en vida del padre, si al enviudar 
hubiese este fallecido , y no cobrase la pen- 
sión ni la .viuda, ni ninguno de sus hijos. 

Art. 62. Los huérfanos varones que al 
cumplir los 22 años se hallasen absoluta- 
mente incapacitados física ó moralmente, 
continuaran en el cobro de la pensión vita- 
licia mientras dure la incapacidad, previo ex- 
pediente justificativo , que se instruirá en la 
forma que los reglamentos determinen. Si 
Ja pensión fuese temporal , continuarán dis- 
frutándola por el tiempo que aun les faltase, 
si subsistiese la incapacidad. 

Art. 63. Si la incapacidad de que trata 
el artículo anterior se justificase después de 
cumplidos los 22 años, y de haber cesado 
en el cobro de pensión vitalicia, tendrán de- 
recho los huérfanos varones á la mitad de 
esta, á contar desde el dia en que se acuerde 
por declaración del Gobierno. 

Art. 64. A. las viudas de empleados de 
Ultramar se consignará el pago de sus pen- 
siones sobre las cajas de aquellas provincias, 
y para trasladarlo á ias de ia Península se 
necesitará Real autorización , haciéndose en 
este caso la reducción que por razón de 
cambio corresponda. 

Las viudas de empleados de la Península c 
Islas adyacentes que, por conveniencia pro- 
pia, residan en las posesiones de Ultramar, 
no tendrán por este concepto derecho á au- 
¡ mentó de haber, aunque sea á título de cam- 
bio ó diferencia de moneda. 

Art. 65. La viuda y huérfanos con pen- 
sión del Tesoro pueden fijar su residencia 
en el punto del Reino que mejor les conven- 
ga. Para residir en el extranjero necesitan 
obtener licencia del Gobierno. Si se ausen- 
taren sin ella, se suspenderá el pago de la 
pensión hasta que la obtengan. * 

CAPITULO VI. 

Disposiciones transitorias. 

Art. 66. Los empleados de todas Jas car- 
reras del Estado; que por reglamentos y dis- 
posiciones anteriores a esta ley tuvieren ad- 
quiridos derechos con distintas venta jas que 
las que en ella se determinan, losconserva- 
! ran en sus actuales clases. En los ascensos 

3 
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que obtengan se sujetarán á las disposiciones 
de esta ley, á menos que prefiriesen optar á 
sus anteriores derechos, en cuyo caso no se 
tendrán en cuenta Jos servicios posteriores á 
la misma, retrotrayéndose su clasificación á 
la fecha de la publicación de esta ley. 

Las viudas y huérfanos de los empleados 
que lallecieren después de la publicación de 
esta ley, conservarán el derecho á las pen- 
siones que por los reglamentos y disposicio- 
nes anteriores Ies correspondieran sí sus 
maridos ó padres no hubiesen variado de 
clase. Si estos hubieren obtenido ascenso; 
las viudas y huérfanos podrán optar entre las 
pensiones á que por dichos reglamentos y 
disposiciones tuviesen derecho en la fecha 
de la publicación de la ley ó las que esta les 
señala. 

Art. 69., Las viudas y huérfanos de los 
empleados en las diversas carreras del Esta- 
do, que por las disposiciones y reglamentos 
anteriores no tuviesen derecho á pensión, 
optarán á la que por esta ley les correspon- , 
da, si el fallecimiento de los causantes tuvie- 
se lugar después de su publicación. 

Si el fallecimento hubiere ocurrido antes 
de la publicación de esta ley, entrarán solo 
desde la fecha de la misma ál percibo de las 
pensiones que por ella les correspondan. 

Art. 70. Des Je la publicación de esta ley 
cesarán los Monte-pios especiales de Minis- 
terios, oficinas militares y demás anterior- 
mente establecidos. 

Las pensiones que hoy se satisfacen á tí- 
tulo de dichos Monte-pios, y las que deban 
declararse en lo sucesivo por efecto de las 
disposiciones transitorias de esta ley, se in- 
corporarán todas en su actual importancia á 
las que, en concepto de pensiones de viudas 
y huérfanos, deban satisfacerse con arreglo 
á la misma. 

Art. 75. Conservarán derecho á pensión 
del Tesoro público las viudas y huérfanos de 
los empleados del Ayuntamiento de Madrid, 
del antiguo Banco español de San Cárlos y 
del Montu de Piedad ríe esta Corte, que se ha- 
llaban incorporados al Monte-pio civil antes 
de 20 de diciembre de 1831 . — - Madrid 20 de 
mayo de 1862. — El Ministro de Hacienda, 
Pedro Salaverría. ( Diario de las sesionen.) 

¡i. O. de 22 marzo de 1865. 

Milicianos nacionales movilizados. Sobre la forma en 
que Los empleados civiles han de justificar el tiempo 
servido como milicianos nacionales, para su abono. 

(Guerra.) El Excmo. Sr. Ministro de la 
Guerra dice con esta fecha al de Hacienda 
lo que sigue: 

«La Reina* en vista de la comunicación 


que V. E. dirigió á este Ministerio con fe- 
cha 25 de enero último, en Ja que se sirve 
insertar la de Ja Junta de clases pasivas de 3! 
de diciembre próximo pasado, que trata 
acerca del abono de tiempo servido por los 
empleados civiles como milicianos naciona- 
les y la medida que propone se adopte sobre 
el modo de proceder para esta clase de abo- 
nos; se ha servido S. M. resolver, de con- 
formidad Con lo expuesto por dicha Junta, 
que se observe lo propuesto en el art. 71, 
párrafo sexto del proyecto de ley de pensio- 
nes presentado á las Córtes por el Gobierno 
de S. M. en 20 de mayo de 1862 que dispo- 
ne que para justificar dichos servicios se 
presente hoja de ios mismos, redactada por 
ios Capitanes generales , á cuyo documento 
acompañará certificado de las oficinas mili- 
tares que acredite figuró el interesado en 
Jas listas de revista, si percibió haber como 
movilizado, y si no lo percibió, si renunció 
á su disfrute ó no fué acreditado á los de su 
clase; al propio tiempo se ha dignado S, M. 
mandar se remita á V. E. un ejemplar de la 
circular de 23 de febrero de 1861, á fin de 
que en ef Ministerio de su digno cargo se- 
tenga conocimiento de cuanto respecto de 
este asunto se ha prevenido por este de la 
Guerra.» — De Real orden etc. Madrid 22 de 
marzo de 1865. (Gac. 14 abril.) 

Reglamento de 23 junio de 1805. 
lugeaieros do montos. 

(Fom.) Por los arts. 15 y 25 de este re- 
glamento inserios en las págs.*397 y 398 
del tomo Vil se conceden derechos pasivos 
á los ingenieros de montes como los tienen 
también les ue caminos, canales y puertos y 
los de minas por sus respectivos regla- 
mentos. 

Ley de presup. de 1 5 julio de 1865. 

Tiempo abonable para derechos pasivos: clasificacio- 
nes; estado religioso. 

Art. 1 1 . Desde la publicación de esta 
ley solo será de abono para derechos pasivos 
el tiempo que se sirva en destinos de planta 
cuyos sueldos figuren en el presupuesto. 

Los derechos ja adquiridos y los servicios 
prestados con anterioridad á la publicación 
de esta lev se abonarán en las clasificaciones 
sucesivas con arreglo n las disposiciones que 
lian regido hasta ei dia. 

Las clasificaciones hechas por la Junta de 
Clases pasivas se publicarán en la Gaceta de 
Madrid dentro de los quince dias siguientes 
al de su fecha, con un extracto de los serví- 
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dos en que «e funrle la clasificación del fun- 
cionario á que se refiera. 

Art. 12. Las huérianas ó viudas que to- 
men ó hayan tomado estado religioso ten- 
drán el mismo derecho al percibo de las 
pensiones vitalicias ó temporales que las cor- 
respondan como si no hubiesen entrado en 
el claustro.» ( CL . í. 94, p. 55.) 

ñ. O. de i6 julio de 1865. 

Declarando que las lamillas de los empleado* incor- 
porados á los Mu ute-pios antes del üti de jumo de 
iSti4, tiene» derecho a que so les regule sus pensio- 
nes por los tipos esiableeidos en. los reglamentos, ó 
por ios mareados en la lej de presupuestos de 'li> de 
junio de líjüí. 

(Hac.) limo. Sr.: He dado cuenta á la 
Rema del expediente instruido á consecuen- 
cia de la consulta elevada por esa Junta á 
este Ministerio, con techa 4 de noviembre 
último, relativa á si la facultad que el párra- 
lo segundo del art. 15 de ia ley de presu- 
puestos de 25 de jumo del año próximo pa- 
sado„eoncede á las familias de los empleados 
incorporados á cualquier Monte-pío de op- 
tar entre la pensión que por anteriores dis- 
posiciones les corresponda, y aquella á que 
adquieran derecho en virtud de la propia 
ley, üebe verificarse en los términos absolu- 
tos en que allí se establece, ó con limitación 
que expresa ei .parrado segundo, art. btí del 
proyecto presentado al Congreso de ios di- 
putados en 20 de mayo de 1862, y en su 
virtud: 

■ ■ • ■ -•- + ->' + d ■' a -i- ■ p + «■■■■■■■> 

S. M. , de conformidad con lo informado, 
con la Asesoraría general de este Ministerio 
y ia s.eccion de Hacienda del Consejo de Es- ' 
tado, ha tenido á bien disponer que por re- : 
solución á la mencionada consulta de esa 
Junta, se declare que las familias de los em- 
pleados incorporados en los Monte-píos an- 
tes del 26 de junio del año próximo pasado, 
tienen derecho sin limitación alguna á que 
se les regule sus pensiones por los tipos es- 
tablecidos en los reglamentos, ó por los mar- 
cados en ia citada ley de presupuestos de 
1864.— De Real órden, etc. San Ildefonso 26 
de julio de 1865.-*- Ajonso Martínez. (CL- 
t. 94, p. 210.) 

R. D. de 30 junio de 1866. 

Determinando la manera de someter al acuerdo do 
la Junta las clasiücaeiones de empleados on Ul- 
iranur 

(Ultramar.) «Conformándome con lo 
que me ha propuesto el Ministerio de Ultra- 
mar, de acuerdo con el parecer, del Consejo 
de Ministros , ' 
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Tengp en decretar lo siguiente : 

Artículo.!. 0 Los servicios de los emplea- 
dos dependientes del Ministerio de Ultramar, 
prestados, en aquellas regiones y provincias, 
se clasificarán, como hasta ahora, por ia 
Junta cuya reorganización determina el de- 
creto de esta fecha, expedido por el Ministe- 
rio de Hacienda. La misma Junta declarará 
los abonos do tiempo y los derechos al per- 
cibo de haberesque á dichos empleados cor- 
respondan en situación pasiva, según las le- 
yes y reglamentos vigentes. 

Art. 2 0 Con sujeción á las disposiciones 
indicadas en el artículo anterior, declarará 
también la Junta de Clases pasivas lo que 
deba satisfacerse á las viudas, madres y 
huérfanos de los- individuos de todas las car- 
reras del Estado á consecuencia de servicios 
prestados por los mismos en Ultramar. 

Art. 3.° Las declaraciones de la Junta 
serán ejecutorias y firmes mientras no se re- 
voquen ó modifiquen con arreglo á las pres- 
cripciones del decreto de 28 de diciembre de 
1849 y de las instrucciones de 10 de febrero 
de 1850 y 18 de diciembre de 1852. 

Art. 4.° Formarán parte de la Junta de 
Clases pasivas como vocales de Ja misma los 
directores generales de Gracia y Justicia y 
Negocios eclesiásticos y de Hacienda del Mi- 
nisterio de Ultramar. 

Art. 5.° Serán de la competencia del 
propio Ministerio el conocimiento y decisión 
de los recursos que con arreglo á la legisla- 
ción vigente se interpongan contra los acuer- 
dos de ia Junta de Clases pasivas en queja 
de la apreciación de servicios prestados y de 
la declaración de derechos adquiridos en las 
provincias de Ultramar, cualquiera que sea 
el ramo á que corresponda el empleo y des- 
tino que sirva de base á la clasificación. El 
Ministerio .de Hacienda conocerá , como de 
su competencia,. de las reclamaciones inten- 
tadas contra aquella parte de los acuerdos de 
la Junta que se redera á servicios prestados 
v á derechos adquiridos en la Península é 
Islas adyacentes, aun cuando del Ministerio 
de Ultramar dependiere el empleo y destino 
que sirva de base á la clasificación. 

Art. 6.° Al Ministerio de Ultramar cor- 
responderá proponer y expedir ios decretos, 
reglamentos é instrucciones relativas á las 
1 clases pasivas de aquella procedencia , y los 
comunicará directamente para su cumpli- 
miento á la Junta creada en esta fecha, en 
los propios términos y en la forma que lo 
haga el Ministerio de Hacienda por lo que 
concierna á las clases pasivas de la Penín- 
sula. 

Art. 7.° La Junta de Clases pasivas que- 
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dará constituida con relación al Ministerio 
de Ultramar, por lo que corresponda a las 
que de el dependan , en las mismas obliga- 
ciones que respecto al Ministerio de Hacien- 
da la impone el decreto de 28 de diciembre 
de 1849. 

Art. 8/ Los pagos de haberes consigna- 
dos sobre las Cajas de Ultramar, correspon- 
dientes á las clases pasivas, se ordenarán 
únicamente por el Ministerio de Ultramar, á 
cuyo efecto las declaraciones que haga la 
Junta se comunicarán por sn presidente al 
director general de Hacienda de dicho Mi- 
nisterio, quien en su vista las trasmitirá des- 
de luego á los intendentes de las respectivas 
provincias para lo que corresponda, sin per- 
juicio de la revisión y alteración ó anulación 
de dichas declaraciones cuando fueren pro- 
cedentes, ya á instancia de parte, ya á pe- 
tición de cualquiera de los vocales de la Jun- 
ta, ya por iniciativa del mismo Ministerio, 
en los plazos y en la forma establecidos por 
las leyes y reglamentos vigentes. A la revo- 
cación ó modificación de los acuerdos de la 
JuDta, relativos á servicios prestados y á 
derechos adquiridos en Ultramar, cualquiera 
que sea su origen y fundamento, precederá 
siempre el dictamen de las secciones reuni- 
das de Ultramar y Hacienda del Consejo de 
Estado^ 

Art. 9.° El ordenador de pagos del Mi- 
nisterio de Ultramar será responsable per- 
sonalmente de los pagos indebidos que por 
órden suya puedan hecerse contraviniendo 
á las declaraciones de la Junta de Clases pa- 
sivas , ó á las disposiciones especiales y le- 
gítimas que las alteren ó revoquen. Igual 
responsabilidad alcanzará mancomunada- 
mente á los ordenadores de pagos, inter- 
ventores y pagadores de las provincias de 
Ultramar que dispongan, intervengan y sa- 
tisfagan los haberes de las clases pasivas sin 
sujeción á las declaraciones de la Junta , ó á 
los mandatos del ordenador general, cuando 
aquellas declaraciones sean reformadas por 
el Ministerio de Ultramar, y también cuando 
se hagan ios abonos sin preceder las justifi- 
caciones de revista y existencia que se ha- 
llan establecidas ó en lo sucesivo se esta- 
blezcan. 

Art. 10. Quedan derogadas todas las dis- 
osiciones que se opongan á las del presente 
ecreto.— Dado en Palacio á 30 de junio de 
1866. — Está rubricado de la Real mano. — 
El Ministro de Ultramar, Antonio Cánovas 
del Castillo.» ( Gac . 5 julio). 


R, D, de 30 junio de 1?6G. 

Dftsignando tíos funcionarios que han de componer 
en io sucesivo la Junta de clases pasivas: recurso» 

• de alzada, etc. 

(Hac.) «Conformándome con lo que me 
ha propuesto el Ministro de Hacienda, de 
acuerdo con el parecer del Consejo de Mi. 
nislros, f 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Articulo t.° Constituirán. en lo sucesido 
la Junta de Clases pasivas el subsecretario 
del Ministerio de Hacienda, los directores 
generales del Tesoro y de contabilidad, el 
asesor general del mismo Ministerio y el re- 
presentante de los de Guerra y Marina que 
hoy pertenecen á dicha Junta. Las funciones 
de presidente serán ejercidas por el subse- 
cretario , y un oficial del Ministerio desem- 
peñará el cargo de secretario y ordenador 
general de pagos. 

Art. 2.° En los recursos de alzada que 
ele las resoluciones de la Junta se promue- 
van ante el Ministerio de Hacienda se oirá 
préviamente á la seecion del ramo del ' Con- 
sejo de Estado, en vez de hacerlo á la Aseso- 
ría general como previene el art. 13 del Real 
decreto de 28 de diciembre de 1849. 

Art. 3.° Quedan por ahora en su fuerza 
y vigor la R. ínst. de 10 de febrero de 1830 
y su adicional de 18 de diciembre de 1 852 
para el régimen y gobierno de la Junta de 
clases pasivas en cnanto no fueren modifica- 
das por el presente decreto. — Dado en Pa- 
lacio á 30 de junio de 1866. — Está rubrica- 
do de la Real mano. — El Ministro interino de 
Hacienda, Antonio Cánovas del Castillo.» 
(Gac. \ . 6 julio). 

Ley de 3 agosto de 1866. ■ 

Edad para la jubilación, a voluntad ó por imposibi- 
lidad: aclaración de ios arts. 43 á 66 v otros del 
proyecto de 1862. 

«Art. t8. Los empleados de las diversas 
carreras civiles no podrán ser jubilados con- 
tra su voluntad, sino cuando hayan cumpli- 
do 60 años de edad. A petición propia ten- 
drán derecho á serlo por causa de imposibili- 
dad tísica notoria, ó por haber cumplido 60 
años de edad. 

Art. 19. Los presidentes de las Comisio- 
nes especiales de la evaluación de la riqueza 
territorial, tendrán derecho al abono como 
tiempo de servicio, de aquel tiempo que sir- 
van eu dichos cargos. 

Art, 20. Desde, la publicación de esta 
ley solo tendrán derecho al ' beneficio del 
Monte-pío los empleado civiles que desem- 
peñan plazas cuya dotación sea de 800 escu* 
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dos arriba, sujetándose en lo demás á las dis- 
posiciones vigentes. 

Art *21. En los casos en que conforme 
al art. 15 déla ley de presupuestos de 25 de 
iunio’de 1864, las pensiones de Monte-pi»se 
hayan de declarar con sujeción á lo dispues- 
to en los arts. 45 á 66 y 6$, 70 y 75 del pro-, 
" yecto de ley presentado por el Gobierno 
de S. M. al Congreso de los diputados en 20 
de mayo de 1862, dichas pensiones se ajusta- 
rán á los sueldos reguladores correspon- 
dientes, computados en los términos que 
previenen los arts,. 7.°, 8.°, 9.°, 10 y 11 del 
citado proyecto, y teniendo en cuenta las 
demás disposiciones del mismo. Las pensio- 
nes quese hubiesen concedido sin tener en 
cuenta estas disposiciones se revisarán, ha- 
ciéndose al Tesoro, cuando haya lugar, los 
correspondiente! reintegros.» ( CL . t. 96, 
pág. 227.) 

R. O. de 6 febrero de 1867. 

Disponiendo se obsérven las reglas qne se expresan res- 
pecto á las pensiones de las familias de los subdi- 
rectores y demás empleados de la plaDtade oficiales 
de la Secretaria del Ministerio de Hacienda. 

(Hac.) «Después de un largo preámbulo 
histórico, se determina de acuerdo con la 
Sección de Hacienda del Consejo de Estado 
lo siguiente: 

1 Que las familias de los subdirectores 
y contadores de las Direcciones generales de 
Hacienda y Contabilidad general del Reino 
ó sea Dirección general de Contabilidad, 
nombrados con arreglo á la organización I 
de 1845 y que hubieren fallecido con ante- 
rioridad al R. D. de 21 de junio de 1850, solo 
les corresponde la pensión de viudedad ú 
orfandad' .establecida en la Real instrucción 
de 26 de setiembre de 1831, como corres- 
pondientes hasta entonces al Monte-pio de 
oficinas, con arreglo á la R. O. de' 17 de 
abril 1848. 

2;° Que á las familias de los mismos sub- 
directores y contadores, que en virtud del 
propio R. D. de 21 de junio de 1850, ó por 
nombramientos posteriores, entraron á for- 
mar- parte integrante de la planta de la Se- 
cretaria de ese Ministerio, adquiriendo por 
ello, como oficiales de Secretaría, los de- 
rechos al Monte-pio del Ministerio que es- 
tos tenían, les corresponde por lo tanto la 
pensión de los oficiales segundos y terceros, 
ó sean jefes de mesa,, que es la de 8.000 rea- 
les anuales. 

Y 3.” Que á las de los demás empleados 
de la categoría de oficiales efectivos del Mi- 
nisterio nombrados por Reales decretos con 
sueldos inferiores de 30.000 rs., pero qué 
no bajen de 24.000, con arreglo al art. 6.° ¡ 
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de dicho Real decreto de 1850, la pensión á- 
que adquirieron derecho fué la de 7.000 
reales anuales.» [CL. t. 97, p. 199.) 

R. O. de 5 junio de 1 867 . 

Declarando que el derecho á pensión de los hijos na- 
luralp.s se entiende para cuando no haya legítimos, 
ni viuda con derecho á pensión. 

(Guerra.) «El Sr. Ministro de la Guer- 
ra dice hoy al presidente del Tribunal Supre- 
mo de Guerra y Marina lo siguiente: 
«Instruido expediente en este Ministerio 
con objeto de aclarar las dudas que ofrece 
la inteligencia dei art. 54 del proyecto de 
ley de 20 de mayo de 1862, puesto en vigor 
por el 15 de la iey de 25 de junio de 1864, 
que dice que en ningún caso tendrán dere- 
cho á pensión de Monte-pio los hijos natu- 
rales que no estén legalmente reconocidos: 
Visto lo opinado por el Tribunal Supre- 
mo de Guerra y Marina y Consejo de Estado 
en pleno, en sus respectivas acordadas de 9 
de enero y 1 3 de mayo últimos, respecto á 
si los hijos naturales legítimamente recono- 
cidos tienen derecho á ser ’compartícipes 
con los legítimos ó con la viuda de sus pa- 
dres á la pensión que por muerte de estos 
corresponda á aquello!. 

Considerando que el referido art. 54 no 
ha hecho mas que declarar á los hijos natu- 
rales un derecho que hasta ahora no les ha 
concedido expresamente ninguna de las dis- 
posiciones vigentes sobre pensiones; pero 
oue solo puede referirse al caso de existir 
únicamente hijos naturales, sin que en nada 
haya podido alterar los principios y reglas 
generales establecidas por las leyes para la 
sucesión, en las que se determina que los 
hijos naturales no son llamados á heredar 
sino á falta de parientes dentro del cuarto 
grado, no concediéndoles porcioh legítima 
cuando el finado tiene descendientes: 
Considerando que á la viuda tampoco se 
le puede segregar parte alguna de la pen- 
sión que le conceden las leyes, porque es- 
tas la adquieren por derecho propio como 
derivado del matrimonio contraido con el 
causante con los requisitos y formalidades 
que marcan los reglamentos, y dé conformi- 
dad con lo opinado por el Consejo de Esta- 
'do y Tribunal Supremo de Guerra y Marina. 

La Reina ha tenido á bien resolver que el 
derecho que el ya citado art. 54 concede á 
los hijos naturales se' entienda que es única- 
mente en el caso en que sus padres do dejen 
hijos legítimos ni viudas con derecho á pen- 
sión »— -De Real órden etc Madrid 5 de ju- 
nio de 1867.— El Subsecretario, Francisco 
Parreño. — Señor...- {Gac. 19 jumo.) 
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Ley depresup. da 29 junio de ISO?; 

Sobro elasifiractorreí, Servicios prestados en el ejército 
desdo soldado ó miliciano movilizado. 

«Art. 19. Se confirma la prescripción 
del art. 11 de Ja ley de presupuestos de 15 
de julio de 1805, relativa á las clasificaciones 
de empleados y abono de servicios para dere- 
chos pasivos. 

Los derechos adquiridos de. que trata el 
citado artículo serán los referentes á servicios 
prestados hasta la fecha de aquella ley en 
cargo que tuvieren concedido el abono de 
tiempo para las clasificaciones, y á los que 
con posterioridad se hayan prestado y se 
presten por funcionarios que, hallándose en- 
tonces en posesión de cus cargos, hubiesen 
continuado ó continúen sin interrupción en 
su desempeño. 

Art, 20. Se consideran como base ó ar- 
ranque de carrera los servicios prestados en 
el ejército desde la clase de soldado, con 
inc’usion de los milicianos nacionales movi- 
lizados durante la última guerra civil; y en 
su consecuencia los que hayan ingresado ó 
ingresen en las carreras civiles después de 
la ley de 2B de mayo de 1845 tendrán derecho 
á cesantías si reúnen las demás circunstan- 
cias de tiempo de servicio, y de cesar en 
destinos á que correspondan estos derechos. 

Para el abono de tiempo á los milicianos 
nacionales movilizados solo se lomará en 
cuenta el período que hubiesen permanecido 
en esta situación fuera de su domicilio, ó si- 
tiados en plazas ó puntos fortificados; debien- 
do justificarse el tiempo que en este último 
caso estuvieren hostilizados por el enemigo, 
sin que sea suficiente el que se hallase de- 
clarado en estado de guerra el punto donde 
servían los interesados en la milicia nacional. 
Para acreditar estos servicios se presentará 
hoja de los mismos redactada por los capi- 
tanes generales, á cuyo documento acom- 
pañará certificación de las oficinas militares 
que acredite figuró el interesado en las listas 
de revista; si percibió haber como movilizado; 
y si no lo percibió, si renunció á su disfrute 
ó no fué acreditado á los de su clase.» 

H. O. de 16 de setiembre de 1867. 

Mandando que no se dé curso á instancia alguna on 
en que se pida abonos de tiempo servido en la Mili- 
cia nacional. 

■(GuebSá.) «El Sr. Ministro de la Guerra 
dice con esta fecha al Capitán general de 
Castilla la Nueva lo siguiente: 

»La Reina., de conformidad con la expues- 
to por el Tribunal Supremo de Guerra y Ma- 
rina, acerca de la instancia que 'V..E, cursó 


promovida por el comandante graduado don 
Félix Sánchez Molina, capitán retirado de 
esta Corte, ha tenido á bien concederle el 
afirmo de tiempo desde 1.° de diciembre de 
1833 á 13 de abril de 1837, que sirvió en la 
Milicia nacional de.Brazatortas; siendo a.l pro- 
pio tiempo su Real voluntad, á fin de poner 
término á reclamaciones análogas, para las 
cuales ya se concedieron plazos suficientes 
en las Rs. Ords. de 28 de mayo 1859 y 20 
de enero de 1861 , que desde la fecha de esta 
resolución no so dé curso á- instancia alguna 
en la que se pida abonos de tiempo de esta 
naturaleza.»— De Real órden, etc. Madrid 16 
de setiembre de -i 867. (Gac. 17 setiembre.) 

Disposiciones de 1S68. 

j * 

Las disposiciones que se extractan á con- 
tinuación se hallan insertas en las páginas 
que se expresan del Apéndice I. 

R. O. de 13 de febrero de 1868. Desig- 
na los sueldos que sirven de base para la 
declaración de derechos pasivos de los fun- 
cionarios del Cuerpo consular ( p . 667). 

R. O. de 26 de marzo de 1868. Determi- 
na desde cuándo surten efecto las declara- 
ciones de cesantía (p. 671). 

R. O. de 26 de marzo de 1868. Determi- 
na los medios para acreditar la imposibilidad 
física que se requiere, según el art. 18 de 
la ley de 3 de agosto de 1866 para obtener 
í jubilación (p. 167). 

1 R. O. de 5 de mayo de 1868. Ordéna la 
manera de hacer los senadores y diputados 
: la justificación mensual de existencia para 
el percibo de sus derechos pasivos {p. 305). 

R. O. de 15 de junio de 1868. Traslada 
en 25 de setiembre laR. O. de la Presiden- 
cia de 15 de junio, aclarando la inteligen- 
cia de los artículos del proyecto de ley de 
20 de mayo de 1862, puestos en vigor por 
el art. 15 d« la de presupuestos de 25 de 
junio de 1864, y que se refieren á las pen- 
siones de viudedad y orfandad (p. 364). 

R. O. de 24 junio de 1888. Aclara que 
para las pensiones de viudedad y orfandad 
solo es admisible el tiempo de servicios mili- 
tares efectivos, haciendo caso omiso de los 
abonos por cualquier concepto que sean. 
(pág. 665). 

R. D. de 30 junio de 1868. Aclarando el 
artículo 50 del proyecto de ley de 20 de ma- 
yo de 1862, puesto en vigor por la lev de 25 
de junio de 1864, dispone, que los militares 
que se casen antes de obtener el empleo de 
capitán, y los que se hayan casado de subal- 
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temos, y obtengan destinos dependientes 
del Ministerio de la Guerra con sueldo de 800 
ó mas escudos sin que unos y otros pierdan 
su destino militar, no dan á sus familias de- 
recho- á pensión , á no ser que pertene- 
cieran con anterioridad á dependencias que 
le tuvieran á Monte-pios especiales ; (jpó- ■ 
gina 865). 

Decreto del Gob. Prov. de 22 octubre de 
i 868. Acuerda la revisión d * los expedientes 
de clasificación conforme á las reglas que es- 
tablece, á las que deberán sujetarse en ade- J 
lante todas las clasificaciones que se hagan. | 
Por lo general estas reglas se concretan á la ' 
fiel observancia de lo que sobre el particular ; 
establecen los reglamentos de Monte-pies é 
instrucción de 20 de diciembre de 1831, el 
decreto de las Górtes de 11 de mayo de 
4 837, sobre pensiones remuneratorias y de 
gracia, la ley de presupuestos de 26 de mayo ? 
de 1835, la de regulares de 29 de julio de 
1837 etc.; dejando en suspenso los artículos 
del proyecto de ley de 20 de mayo de 1862 : 
que puso en vigor la ley de presupuestos de 
1864 y siguientes, y él pago de todas las 

Í jensiones procedentes de los secuestros de 
os ex-infantes y las de los legos y coristas 
exclaustrados, y suprimiendo la obligación de 
los funcionarios públicos de solicitar licencia, 
para contraer matrimonio, sin que esto alte- 
re las prescripciones que acerca del límite 
de la edad rigen para optar á viudedades y 
orfandades (p. 399). 

Decreto del Gob. Prov. de 13 diciembre 
de 1868. Se suprime la Junta de Clases pa- 
sivas creando en su lugar un Tribunal com- 
puesto de dos ministros del de Cuentas y un 
director general de Hacienda, con un fiscal 
que será el de Cuentas y hará las veces de 
ministro ponente y la sección administrativa- 
para el despacho de los asuntos compuesta 
del personal necesario. Para la sustancia- 
cion A instrucción délos expedientes some- 
tidos á este Tribunal regirán las disposicio- 
nes contenidas en el R. D. de 28 de diciem- 
bre de 1849, instrucción de 10 de febrero 
de 1850 y D. de 24 de mayo del mismo año 
con las modificaciones que establece; entre 
ellas las mas esenciales son: que si el inte- 
resado no se conforma con el dictámen fis- 
cal pueda replicar por escrito dentro de un 
prudente término fijado por el Tribunal, así 
como el fiscal sino está conforme con el fallo 
del Tribunal puede apelar ante el Ministro 
dentro del plazo de los treinta días concedi- 
dos á los interesados, y que el individuo que 
deje de percibir su haber tres meses conse- 
cutivos, se entiende hace renuncia al mismo, 
y no estará sujeto á responsabilidad criminal, 
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si resultare, por estar mal hecha Su clasifica- 
ción (p. 606). ' . 

■ ! 

Disposiciones de. 1839. 

Las disposiciones dictadas en 1869 hasta 
la fecha de la impresión son las siguientes 
que se hallan iusertas en el Apéndice II á 
las páginas que se citan. 

Orden de 8 marzo de 1869. Restablece 
el art. 27 de ley. de presupuestos de 26 de 
mayo de 1835 que previene que los indivi- 
duos de clases pasivas no pueden disfrutar 
sus haberes fuera del reino sino por el tér- 
mino de cuatro meses, y deroga por consi- 
guiente el art. 8.° de la ley de presupuestos 
de 1861 ( pág. 120). 

D. de 24 de abril de 1869. Acuerda la 
revisión de los expedientes de clasificación 
relativos á los individuos de clases pasivas de 
Ultramar, y la instrucción y sustanciacion 
de los sucesivos en la- propia forma que para 
los de la Península establece el D. de 22 de 
octubre, pero con las variaciones convenien- 
tes á las distintas órdenes que rigen en 
aquellas provincias. Al efecto ordena la ob- 
servancia del decreto de las Corles de 12 de 
inayo de 1837, respecto á las pensiones re- 
muneratorias y de gracia; el D. de 26 de oc- 
tubre de 1849 que hizo extensivas á Ultra- 
mar las prescripciones de la ley de 26 de 
mayo de 1835; del art, 3.° de la de 23 del 
mismo raes de 1845, del reg. de 3 de julio 
de 1866, y con respecto á pensiones de 
Monte-pio los reglamentos aprobados para 
las provincias de Ultramar en 7 de febrero 
de 1770, 18 de i p ual mes de 1784, el artícu- 
lo 21 de la inst. de 26 de diciembre de 1831 
que se hizo extensivo á Ultramar por Real 
órden de 23 de octubre de 1841, y el 4.* del 
D. de 13 de mayo de 1859, y lá R. O. de 
l.°-de abril de 1860; y por último, deja en 
suspenso también los artículos del proyecto 
de ley de 20 de mayo de 1 862 y abolida la 
obligación de solicitar licencia los funciona- 
rios de Ultramar para contraer matrimonio. 
Según el art. 18 solo se podrá conceder li- 
cencia limitada para residir en el extranjero 
Á los cesantes, jubilados y pensionistas civiles 
de Ultramar cuando haya motivos graves que 
lo justifiquen ;-y según el art. 20, cuando no 
se presenten dichos individuos á cobrar los 
haberes seis meses seguidos, se entiende 
renuncian su derecho y quedan indultados 
por los efectos de su clasificación (p. 156). 

Ciro, de 8 enero de 1869. Dicta en con 
sonancia con lo dispuesto en el decreto de i 3 
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de diciembre de 1868, las reglas convenientes 
para la instrucción y tramitación de los ex- 
pedientes en solicitud de derechos pasivos, 
marcando las atribuciones que competen a las 
Contadurías de Hacienda pública en la com- 
pulsa de los documentos que al efecto re- 
miten en copia ios interesados y demás atri- 
buciones que sobre el particular se les con- 
fieren. (Apéndice II, pág. F76.) 
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D.-S. de 10 junio de 1863. 

■ Escribientes y meritorios. No son de 


II. 


Jurisprudencia. 

Hé aquí los puntos mas importantes 
decididos por la Jurisprudencia del Con- 
sejo de Estado sobre el asunto de este 
articulo. 


I. La clasificación de los capellanes cas- 
trenses es de la competencia de la Junta. 
Id. de convenidos de Vergara. — En Real 
órdeu de 6 de mayo de 1856 expedida por 
el Ministerio de la Guerra, se concedió á Don 
M. O. de Zarate el retiro de las dos quin- 
tas partes del sueldo que había disfrutado 
en actividad como capellán castrense, con- 
forme á lo prevenido en la regla 1. a , dis- 
posición 26 de la ley de 26 de mayo de i 835, 
y comunicada oportunamente á la Junta de 
Clases pasivas, se negó á cumplimentarla fun- 
dándose en ser de su competencia la clasifi- 


cación de los capellanes castrenses, en cuya 


abono los once años de la ley de 1855 á ios 
que al tiempo de su cesación desempeñaban 
empleos que no eran de planta y con sueldo 
fijo. — Demanda ¡interpuesta por D. Manuel 
Fernandez contra una R. ü. de 11 de eneró 
de 1860 en que denegándole su solicitud se 
declaró que no tenia derecho al abono de los 
once años. Se desestima con vista de la Real 
orden de 11 de noviembre de 1833, por la 
cual se determinó que los escribientes y me- • 
ritorios que se nombrasen en adelante para 
las olicinas de provincia no tuviesen el ca^ 
rácter y goces ue empleados; do la instruc- 
ción dé 9 de mayo de 1835, en cuyo art. 30 
se faculta á la Dirección del ramo para nom- 
brar los escribientes, porteros y mozos de 
las Contadurías de arbitrios de amortización, 
como también los de las oficinas de los maes- 
trazgos, con arreglo á las plantillas aproba- 
das; de las disposiciones generales de la ley-, 
de 26 de mayo de 1835 acerca de las clases 
pasivas; del R. D. de 23 de mayo de 1845 
para la organización de la Administración 
central y provincial de la misma; de la Real 
órden de 12 de junio de 1849, en cuyo ar- : 
tí culo 2.° se dispone que se entiendan co- 
de 


•a 


A: 




mo de nombramiento Real Jos empleados 
i nombrados por las oficinas generales en vir ¿ 
virtud procedió á formársela, reconociéndole j tud del expresado R. D. de"23 de mayo de 
trece años, siete meses y diez y ocho dias, y \ 1845; v de Ja ley de 26 de julio de 1855, 


declarándole sin derecho al goce del haber 
pasivo por no reunir los años de servicio 
del art. 26 de la ley citada. Acudió el in- 
teresado al Gobierno para que se declarase 
de la competencia del Ministerio de la Guerra 
y del Tribunal Supremo )a clasificación de 
los capellanes castrenses, y desestimado por 


en 


R. O. de 20 de junio de 1861, dedujo contra 


ella demanda contenciosa que dió por resul- 
tado su confirmación, estableciendo: 

«Que el art. 2.° del R, D. de 28 de di- 
ciembre de 1849, solo exceptúa del conoci- 
miento privativo que el art. 1." atribuye al 
Ministerio de Hacienda en las clasificaciones 
de los empleados de todas carreras, á los 
jefes, oficiales ,y tropa del ejército y armada; 
yslos capellanes de regimiento no son oficiales 
por mas que tengan la consideración de ca- 
pitanes. 

«Que conforme á la R. O. de 10 de se- 
tiembre de 1848, los convenidos de Vergara 
se equiparan á los cesantes por separación, 
á quienes según la expresada ley de 1835, no 
se abona tiempo alguno de esta cesantía para 
la jubilación que es el retiro en la carrera 
militar o) (Real decreto-sentencia de 4 de 
marzo de 1863. —Goc. 13 abril.) 


cuyo art. 2. u se previene que no se haga el 
abono de tiempo que concede sino á los em-' 
pleados que hubiesen adquirido derechos pa- 
sivos con arreglo á las leyes de presupuestos ’ 
de 1833 y 1845. [.os fundamentos son «que 

rv hí i r-> i , J , 


»D. Manuel Fernandez, al cesar en 1844 


»en su plaza de escribiente, única que había 
«desempeñado hasta entonces, no habia. da¿ 
«quirido derechos pasivos, puesto, que, 
»si bien resulta que fué nombrado para ella 
«por la Dirección general del ramo, no ha 
aprobado que dicha plaza fuese empleo de 
«planta y con sueldo fi|o.» y «que el benefi- 
cio otorgado por la citada ley de 1855 no al- 
canza á los que al tiempo de su cesación ca- 
recían de los referidos derechos.» ( Gaceta 
21 julio de 1863.,) 

R D 


de 9 junio de 1863. 

III. No son abonables los años de servi- 
cio prestados en el cargo de escribiente ü 
otro subalterno , ni en los demás faltando 
Real nombramiento , ó . de jefe autorizado.— 
Pleito promovido por 1). Antonio Alvarezdef 
Valle, ante el Consejo de Estado pretendien- 
do se revoque una R. O, que confirmó el 
acuerdo de la Junta de Clases pasivas, y se 
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declare serle de abono veinte años, tres me- 
ses y yentiseis dias que había servido' en 
destinos civiles. En Ja via gubernativa había 
pretendido también el abono de los servicios 
'militares que prestó por sustituto, pero no 
hizo mérito de esto en la via contenciosa. En 
la sentencia que recayó absolviendo de Ja de- 
mandan la Administración se citaron : la R. O. 
de 11 de noviembre de 1833., que no quitó á 
los escribientes anteriores á su fecha el ca- 
rácter de subalternos de Real Hacienda que 
les dió el art. 9.°"del R. D. dé 7 de febrero 
de 1827, ni les atribuyó el derecho á haber 
pasivo que les negó, terminantemente el ar- 
tículo 12 del mismo 'Real decreto y la Real 
órden de 31 de octubre de 1843 ,- según la 
cual se deben considerar servicios al Estado 
los que por disposición del Gobierno ó de 
cualquiera de los jefes de los respectivos ra- 
mos autorizados para ello presten los emplea- 
dos en cualquier ramo y procedencia. ( Ga- 
ceta de i 9 setiembre de 1833.) 

R. D.-S. de 14 julio de 1863. 

IV. Jubilación de maestros armeros de 1 
las reales fábricas: tienen derecho al goce 
de haber pasivo . — Pleito promovido por Juan 
Montoro Ros, maestro de fragua que fué de . 
la fábrica de armas blancas de Toledo , so- 1 
bre que se deje sin efecto una Real órden que, 
confirmando el acuerdo de la Junta de. Cla- 
ses pasivas , le denegó el ^ereclio al abono 
del haber pasivo. El Consejo de Estado esti- 
mó la reclamación de este pleito con vista 
de la R. O. de 5 de marzo de 1836, expedida 
or el Ministerio . de Hacienda , por la cual, 
instancia de tres maestros armeros cesan- 
tes de las Reales fábricas de Guadalajara, se- 
declaró .su. derecho á jubilación con arreglo 
á la ley.de presupuestos de 26 de mayó an- 
terior, mandando á este fin que dichos in-, 
teresados fuesen Considerados en sus jubila- ¡ 
clones como sí sus destinos obtenidos por. 
uombramiento de lós directores de las. men- 
cionadas fábricas autorizadas para ello por ] 
reglamento sobre que hahia recaído aproba- 
ción real, hubiesen sido de Real nombra-' 
miento, ateniendo esta medida el carácter 
»de provisional , ínterin se consultase á las 
. «Córtes sobre este punto para que resolvie- 
» sen lo que juzgase mas conveniente, acia- 
»rando la citada ley de 26 de mayo respecto 
»de todos los empleados que se hallasen en 
»el mismo caso: y considerando que la decla- 
ración contenida en la citada Real órden no 
puede entenderse contraida á los tres em- 
pleados que en ella se expresan, sin atribuir 
en el mismo hecho á mi Gobierno una injusta 


y repugnante acepción de personas , que no 
es lícito suponer sino.se prueba, siendo por 
lo mismo aplicable dicha declaración al de- 
mandante para resolver á su favor esté liti- 
gio.» (Gaceta 24 setiembre de' 1863.) 

R. D.-S. de 8 agosto de. 1863. 

Y. No hay derecho al disfrute de la 
pensión del Monte-pio por parte . de la que 
se casa sin licencia , necesitándola , sino 
desde el día que obtiene la gracia de in- 
dulto. — Así se establece de una manera 
explícita por el R. D.-S, de- 8 de agosto de 
1863, en que se citaron como fundamento 
las Rs. Oras, de 18 de noviembre de 1860 
y 21 de marzo de 1861, no inserta en la Co- 
lección legislativa. 

R. D.-S. de 29 setiembre de 1863. 

VI. Sueldo regulador de empleados de 
Ultramar. — Pleito promovido por Doña Ma- 
tilde ürtiz, viuda de D. Alonso Portillo, oidor 
qué fué de la Audiencia pretorial de la Ha- 
bana, con la Administración, sobre pensión 
de Monte-pio, con la pretensión de que se 
revoque la R. O. de 27 de enero de este 
año , que , confirmando la declaración de la 
Junta de Clases pasivas, la reconoció con 
! derecho á la de 1.000 pesos anuales tan solo, 

' conforme al art. i 9 , cap. 11 del reglamento 
del Monte-pio de Ultramar, cuarta parte del 
sueldo de 4.000 pesos, que era el que esta- 
ba mandado tomar como regulador, no obs- 
tante haber disfrutado el causante 6.000, ín- 
terin permaneciese viuda, y con obligación 
de educar á sus hijos. 

El Consejo de Estado teniendo ‘presente el 
R. D. de 26 de octubre de 1849 en su artícu- 
culo S.° que dispone se lolne por base en 
las clasificaciones de los empleados de todas 
las carreras de Ultramar, para fijaj ci haber 
por jubilación ó cesantía, el importe de las 
dos- terceras partes del mayor sueldo que 
hubieren tenido, considerándose reducido 
a 6.000, el que excediere de esta cantidad, 

. el art. 6.° del R. D. de 1 3 de mayo de 1839, 
que resolvió que así en las clasificaciones 
revisadas , como en las declaraciones que 
nuevamente se hicieren , el sueldo máximo 
regulador de Ultramar, fuera el de 4.000 
pesos sin que ninguua cesantía, jubilación ó 
Monte-pio pudiera exceder de 2.000 , y la 
R. O. de l.° dé abril de 1860, explicando la 
extensión del anterior Real decreto en su ar- 
tículo 6.° y en la que se manifiesta se refie- 
re también, dicho artículo á las pensiones de 
Monte-pio y se previene á la Junta de Ciases 
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pasivas, tenga presente esta interpretación 
en los casos que ocurran. Falló el recurso 
confirmando la Real orden reclamada, con- 
siderando que según las citadas disposiciones 
no puede concederse a la reclamante niaj'or 
pensión que la de 1.000 pesos que se la ha 
declarado. {Gao. 28 octubre de 4863.) 

R. D.-S. de 3 diciembre de 1863. 

Vil, Las reclamaciones contra los acuer- 
dos de la Junta deben hacerse en el térmi- 
no consignado en el R. D. de 28 de diciem- 
bre de 4 >°49 en su art. 42.— Demanda ante 
el Consejo de Estado interpuesta por D. Juan 
Vicente Bernaldo de Quirós contra la Admi- 
nistración, con la pretensión de, que se le 
clasificase por el sueldo regulador de 10.600 
reales que disfrutó como secretario de la In- 
tendencia de policía de Salamanca, en lugar 
de los 5.000 por el que había sido ya clasífi 
cado. FJ fiscal solicitó se absolviera á la Ad- 
ministración de la demanda, por considerar 
extemporánea la reclamación del interesado, 
ó en otro caso, se desestimase la pretensión 
por aquel formulada. 

El Consejo de Estado en vista del R. D. de 
28 de diciembre de 4849, absolvió á la Ad- 
ministración de la demanda, confirmando la 
Real orden de 4 4 de noviembre de 4862, cu- 
ya revocación pedia el Qcirós. 

«Considerando que el recurrente no re- 
clamó contra el acuerdo de la Junta de Clases 
pasivas en lo relativo al sueldo regulador en 
el término concedido para estas reclamacio- 
nes por mi citado R. D. de 28 de diciembre 
de 4 849 en su art. 12 sino mucho después.» 
(Gac. 2 enero de 186 L) 

R. D.-S. de 10 diciembre de 1863. 

VIII, Caduca el derecho á reclamar habe- 
res atrasados cuando se deja trascurrir el 
plazo señalado por él R. D. de 24 de mayo 
de 4853, y carecen de efecto. — Pleito pro- 
movido por doña Juana Calera contra la 
Administración general , sobre abono de 
haberes atrasados. Resulta que habiendo 
fallecido el marido de aquella, jefe del ra- 
millete del cuarto del infante don Sebas- 
tian en 48 de noviembre de 4845, se con- 
cedió á su viuda por Real órden de 22 de 
octubre de 4853 la pensión anual de 3.000 
reales á contar desde esta lecha; v que en 40 
de agosto de 4800 reclamó la doña Juana 
contra la citada Real órden porque no con- 
cedía el derecho á cobrar desde el año de la 
defunción. Denegada esta solicitud por Real 
órden de 24 de enero de 4 862, fundada en 
que según el R., D. de 24 de mayo de 4853; 


el tiempo para reclamar había trascurrido 
interpuso recurso de alzada que después mei 
joro; pero fué desestimado con vista del Real 
decreto de 24 de mayo de 4863. (Gao. 40 
enero de 4864.) 

R. D.-S. de 15 diciembre de 1863. 

IX. A los empleados que no son de 
nombramiento Real , no puede servir su 
sueldo de regulador , al hacer su clasifica- 
ción. — Así se establece desestimando una 
demanda de I). Joaquín Almansa y Giner; 

«Considerando que el demandante obtuvo 
ei empleo cuyo sueldo pretende le sirva de 
regulador, no de Real órdeD, sído por nom- 
bramiento del superintendente de Hacienda 
de la isla de Cuba, por lo cual no es de Real 
nombramiento dicho empleo ni puede por 
tanto servir su sueldo de regulador en su 
clasificación.» (Gao. 42 febrero de 4864.) 

R. D.-S. de 24 noviembre de 1863. 

X. De las resoluciones déla Junta, pue- 
de reclamarse ante el Ministerio de Hacien- 
da , en el término fatal de un mes, señalado 
en el R. D. de 28 de diciembre de 4849. — 
Demanda ante el Consejo de Estado incoa- 
da por D. Juan Francisco Pardo contra la 
Administración general, con la pretensión 
de que se revocase la R. O. de 24 de enero 
de 4862, por la^jue se desestimó la apelación 
que de la resolución de la Junta de Clases 
pasivas de 26 de octubre de 4 860 tenia inter- 
puesta, según la que no se le abonaba el 
tiempo que había servido como comisionado 
para el deslinde de los montes del Estado en 
el partido de Casas Ibañez, ni como secreta- 
rio de la Junta de Agricultura de la provincia 
de Albacete, y se declarase tenia derecho á 
que se revisase su clasificación y á abonarle 
ei tiempo que sirvió en dicha Comisión y Se- 
cretaría. 

El Consejo, on vista de lo que dispone la 
ley de 26 de mayo de 4 835 y el art. 42 del 
Real decreto de 28 de diciembre de 4849, 
en el que se establece que del perjuicio su- 
frido por las declaraciones de la Junta de 
Clases pasivas, pueda reclamarse dentro de 
un mes ai Ministerio de Hacienda, contado* 
dicho término desde que se hizo saber la de- 
claración, confirmó dicha Real órden y des- 
estimó el recurso: 

«Considerando que D. Juan Francisco 
Pardo dejó trascurrir con exceso el término 
fatal señalado en el citado R. D. de 28 de di- 
ciembre de 4849 para reclamar al Ministerio 
de Hacienda contra las declaraciones de la 
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Junta de Clases pasivas; 'puesto que, según 
se ha referido, en 26 de octubre de 1860 se 
le hizo saber la resolución definitiva de la 
Junta, declarándose que no había lugar á su 
mejora de clasificación por el tiempo que 
había servido la Comisión de deslinde de 
montes del Estado en el partido de Casas- 
Ibaíiez y él cargo de secretario de la Junta 
de Agricultura de la provincia de Albacete, 
y no reclamé contra esta declaración', que 
acusó estado hasta el 20 de noviembre de 
1861 á dicho Ministerio, ni aun á la Junta 
hasta el 18 de abril del mismo ano.» ( Gac . 14 
enero de 1864.) 

Senl. de I.° diciembre de 1863. 

XI. Terminado el plazo concedido en una 
providencia á las partes para que compa- 
rezcan á usar, de su derecho , se está dn el 
caso de hacer efectivo el apercibimiento , de 
deserción del recurso con que se les conmi- 
nó. (Gac. 22 enero de 1864.) 

R. D.-S. de 17 diciembre de 1863, 

XII, Según la jurisprudencia de las ofi- 
cinas de las posesiones ultramarinas, los 
servicios de los meritorios de las mismas, 
se kan estimado constantemente abonables 
para las clasificaciones de los que los han 
prestado como cargos nombrados por auto- 
ridad competentemente facultada para ello 
y como de reglamento, pues tal era el ca- 
rácter de la Ordenanza de Intendentes . — 
Así se establece dejando sin efecto una Real 
órden porR, D. de 17 de octubre de 1863. 
(Gaceta 14 febrero de dicho año.) 

R. D.-S. de 17 enero de 1864. 

XIII. Para que se pueda tomar por tipo 
regulador en la clasificación de haberes pa- 
sivos el sueldo del último destino, ó el má- 
ximo, es preciso que le haya disfrutado al 
menos por dos años. — Se establece esta doc- 
trina desestimando una demanda sobre me- 
jora de clasificación con un empleado de la 
isla de Cuba, con vista del núm 6. de la sec- 
ción 4.* de la ley de presupuestos de 1855, 
decreto de 28 de diciembre de 1849 y re- 
glamento de 10 de febrero de 1850, decreto 
de 18 de junio de 1852 y de 13 de mayo 
de 1859. (Gac. 21 marzo 1864.) 

R. D.-S. de 25 enero de 1864. 

XIV, Cuando al jubilarse á un relator se 
le agració con parte de los productos de la 


Relatoría á cargo de su sucesor, que entro á 
servirla con esta condición, no puede supo- 
nerse que por tal circunstancia perdió ó 
quedó extinguido el dereeho al haber pasivo 
que le daba la ley, cuándo' no aparece re- 
nunciado, ni se expresó en la órden de ju- 
bilación. Se establece esta doctrina dejando 
sin efecto el acuerdo de la Junta de Clases 
pasivas, con vista de la ley de presupuestos 
de 1835, y de otras disposiciones, debiendo 
tomarse por tipo para fa clasificación la can- 
tidad asignada tí ios relatores de la Audien- 
cia de la Coruña en el presupuesto de 1838. 
(Gac. 25 marzo 1864). 

R. D.-S. de 25 febrero de 1864. 

XIV. Son compulables para derechos pa- 
sivos á los empleados públicos los años que 
hayan servido de escribientes , cuando este 
cargo haya sido de nombramiento anterior 
á la R. O. de 11 de noviembre de 1833.' — 
.Al consignar esta doctrina fundada en la 
misma Real órden , se dejó sin efecto un 
acuerdo de la Junta de clases pasivas com- 
firmado por Real órden en la clasificación 
de D. José del Hoyo. (Gac. l.° abril 1864. 

R. D.-S. de 25 febrero de 1864 

XVI, No puede servir dé tipo regulador 
para obtener los beneficios del Monte-pio 
de Ministerios, el sueldo de un destino que, 
aunque consignado en el presupuesto , no 
estaba incluido en las plantillas del perso- 
nal del Ministerio correspondiente. — Así se 
establece confirmando una Real órden dic- 
tada de conformidad con ol acuerdo de la 
Junta de Clases pasivas contra reclamación 
de doña Rafaela García del Real sobre me- 
jora de pensión del Monte-pio. (Gaceta 30 
abril.) 

R. D.-S. de 10 mayo de Í864, 

XVII. Monte-pio de Ministerios.- Por el 
reglamento de dicho Monte-pio, de 8 de se- 
tiembre de 1763, tienen derecho á pensión 
los huérfanos varones aun estando casados. 
Lo mismo sucede eon respecto á Jos mayores 
de edad imposibilitados, por cuanto que por 
Ja R, O. de 24 de febrero de 1798 son consi- 
derados, en cuanto á su manutención, cons- 
tituidos en una menor edad perpétua. 

Demanda ante el Consejo de Estado por 
D. Ignacio González, con ¡a pretensión de 
ue se revocase la R. O. de 17 de febrero 
el año último, que declaré, confirmando 
el acuerdo de la Junta de Clases pasivas, 
sin derecho al mismo á la pensión de Monte- 
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pió de Ministerios correspondiente al des- 
tino de portero mayor del Ministerio de Ha- 
cienda que había desempeñado su dilunto 
padre, en atención á que, á pesar de ser 
ciego, se había casado antes de la muerte de 
su dicho padre y que en su virtud se declare 
tiene derecho ¿ dicha pensión. Ei Consejo 
de Estado, en vista del voto particular del 
presidente de la Junta' citada, la R. O. de 3 
de marzo de 1825, que incorporó al Monte- 
pío de los Ministerios los porteros de los 
mismos, los párrafos 5.°, 6.° y 7.°, cap. 2.° 
v el párrafo 11, cap. 3." del reglamento de 
dicho Monte-pio de 8 de setiembre de 1763, 
que suponen no estar excluidos de la pensión 
los huérfanos -varones que se casan, la Real 
órden adicional del citado reglamento de 24 
de febrero de 1798, y la disposición general 
14 sobre clases pasivas, de la ley de presu- 
puestos de 26 de mayo de 1835, dejó sin 
efecto la Real órden reclamada, mandando 
devolver el expediente á la Junta de Clases 
pasivas para la clasificación de González, es- 
tableciendo en los considerandos la doctrina 
del epígrafe. ( Gac . 24 junio 1864.) 

R. D.-S, de 22 mayo de 18S4. 

XVIII. Catedráticos de la Universidad de 
Madrid.— El aumento de sueldo que disfru- 
tan los catedráticos de facultad de Madrid 
con arreglo al art. %36 de la ley de 9 de se- 
tiembre de 1867, debe estimarse para la re- 
gulación de sus derechos pasivos. En la je- 
rarquía del profesorado los referidos cate- 
dráticos de facultad de Madrid, constituyen 
una clase superior, no solo por el órden de 
ingreso, sino poreí mayor sueldo que gozan. 
Así se establece dejando sin efecto la Real 
órden de 20 de setiembre de 1863, confir- 
matoria del acuerdo de la Junta de clases 
pasivas, sobre clasificación de D. Félix Janer. 
(Gac. 29 julio 1864.) 

R- D.-S de 10 febrero de 1864. 

XIX, Con arreglo al espíritu y aun á la 
letra de las leyes de presupuestos do 26 de 
mayo de 1833 , 23 dei mismo mes de 1845, 
art. 14 de la de 25 de julio de 1855, y la dis- 
posición segunda de las designadas en .el 
apéndice letra C de la misma, el sueldo, que 
baya de servir de regulador .Je las declara- 
ciones de cesantía, jubilación y Monte-pio 
será el del empleo que se haya’desempena- 
do en propiedad por espacio de dos anos 
estando dentro de los presupuestos respec- 
tivos. Así se establece por el fallo citado 
conlirmando un acuerdo de la Junta de Cia- 


ses pasivas reclamado por I). José María 
Azúa. (Gac. 23 marzo 1864.) 

R. D.-S. de 24 marzo de 1864, 

XX. Así por el espíritu como por la le- 
tra de las leyes y disposiciones que han fija- 
do los derechos pasivos de los empleados, y 
también por la jurisprudencia establecida, es 
necesario para obtener los primeros que los 
empleos servidos lo hayan sido por nom*- 
bramiento Reai ó de las Cortes, en propie- 
dad, y formando parle de ia planta de una 
oficina ó dependencia comprendida en la ley 
de presupuestos, sin que baste que el desti- 
no se desempeñe de Real órden sino es en 
empleo de planta. Tal es la doctrina conte- 
nida en el citado fallo, dictado con vista de 
la ley de presupuestos de 26 de mayo de 
1835, v del artículo 7 i de la de 25 de julio 
de 1855. 

R. D.-S. de 20 abril de 1864. 

XXI. Para ser reputado como emplea- 
do nombrado y posesionado antes de la pu- 
blicación de la ley de presupuestos de 1845, 
con derecho á haber de cesantía, basta acre- 
ditar el desempeño anterior de cualquiera 
d e las funciones del cargo , ó anejas á él, 
lo cual constituye acto ■ legitimo de pose- 
sión.— Esta doctrina es la consignada en el 
fallo citado, por el que se deja sin efecto una 
•Real órden reclamada y aprueba la clasi- 
ficación hecha por la mayoría de la Junta 
de Clases pasivas, á D. Adolfo Guiílemard, 
nombrado en '1845 cónsul de España en 
Sierra Leona, que con tal carácter autorizó 
con anterioridad á la ley de presupuestos de 
1845 la ceremonia del juramento de fideli- 
dad prestado por dos negros krurnanes nom- 
brados sargentos de las milicias do Fernan- 
do Póo, porque este acto constituye acto le- 
gítimo de posesión de su cargo de cónsul 
con cuyo carácter obró. ( Gac. 28 junio 
de 1866.) 

R. D.-S, de 14 maya de 1866, 

XXII. Según el tenor de la ley de pre- 
supuestos de 26 de mayo de 1835 , única- 
mente son abonables á los empleados como 
base de su carrera para la situación pasi - . 
va, los servicios prestados en destinos de 
reglamento obtenidos en propiedad y con 
nombramiento Real ó de las Cortes. No 
dá derecho el abono de gratificación , en 
virtud de Real órden , por trabajos extraor- 
dinarios . — Así se establece en el referido 
iallo , negando á D. Manuel R. Barroso el 
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derecho 'de clasificación. (Gao. 45 julio 
4866.) 

. ■ . . . ¡ ■ : 

B. O.-S. de 24 mayo de 1864. 

XXIÍI. En la acepción legal, lo mismo 
ue en la común, -solo se entiende ■por viú- 
a la mujer cuyo marido ha muerto natural- 
mente, y por tanto no puede estimarse 
tal para el disfrute de pensión del- Monte- 
pío,- Ja mujer del que ha sido condenado á la 
pena de cadena temporal é inhabilitación 
perpetua para -cargos y derechos polit'cos. 
Así se establece por el fallo citado, confir- 
mando una Real órden redamada por doña ' 
Rafaela Navales. (Crac. 3 aposto 1864.) 

R. D.-S. de 25 mayo de 1864, 

■I 

. XXIV. Son necesarios dos años de per- 
manencia en Ja carrera gubernativa para 
qne los; empleados procedentes de otra en 
que hubiesen .adquirido derechos pasivos, 
puedan dejar á sus familias derecho á pen- 
sión de Monte-pio , regulada por el mayor 
sueldo que gozasen en dicha carrera gu- 
bernativa. No teniendo declarada la incorpo- 
ración al Monte-pio , los individuos de la 
carrera consular ño pueden trasmitir dere- 
cho á pensión poroste concepto. Esto es lo 
establecido en el fallo citado, absolviendo á 
la Administración de la demanda entablada 
por doña Josefa del Pino, viuda de D. Ma- 
riano Prelleza, con vista de los Rs. l)s. de 

de marzo de 1842, y 9 de mayo de l858. 
(Gac. 7 agosto 1864.) 

R. D.-S. de 14 junio de 1864, 

XXV. Según el reglamento del Monte- 
pío de viudas y pupilos del Ministerio de 
dentro y fuera- dé la Corte, es fija de 8,000 
reales anuales la pensión do las viudas de 
los regentes de Audiencias de fuera, siendo 
ocioso por tanto buscar regulador -para de- 
terminarla. Así ;se establece confirmando 
una Real orden reclamada por doña Martina 
Sánchez. (Gaceta 29 agosto 1864).- 

XXVI. Para que pueda servir de regula- 
dor para la. clasificación, el sueldo de los 
empleados de Ultramar, es necesario ha- 
berle disfrutado dos años, según el arp 3.° 
del R. D. de 15 de mayo ue 1859; — Esto es 
lo establecido confirmando una Real órden 
reclamada por D. Antonio M, Gómez Nu- 
ñez. (Gac. 16 junto 1864.) 

XXVII. Pensión de viuda y huérfana de 
promotor fiscal. Cesantía y jubilación . — 
Se determina la que corresponde con moti- 


vo del • siguiente caso.-r-D. a Antonia Pelaez 
por sí y- en nombre de una hija ¡recurrió á 
la Junta de Clases pasivas, solicitando se les 
otorgase la -pensión á que tuviesen derecho 
como viuda Ó hijas respectivamente de Don 
Bernardo de la Ballina, promotor fiscal aue 
había sido. La Junta, con vista délos do- 
cumentos presentados consideró á Ja recla- 
mante comprendida en la Real Inst. de 26 de 
diciembre de 1831 y la declaró la pensión de 
1.500 rs. anuales, tomando por base regu- 
ladora el sueldo de 6.000 como por menor 
inmediato al de 7.000 que su causante dis- 
frutó- en clase de promotor fiscal cuando es- 
tos funcionarios fueron incorporados al Mon- 
te-pio de oficinas en el presupuesto de 1856. 
Apelada esta resolución para ante el Mi- 
nisterio y confirmada por Real órden , in- 
terpuso ía viuda recurso conténcioso-admi- 
nistrativo, pretendiendo que se tomase por 
sueldo regulador el de 10.000 rs. que se ha- 
bía tenido en cuenta para Ja jubilación de su 
esposo;, poro por R. D.-S. de 20 de noviem- 
bre de 1864 se confirmó también la Real or- 
den reclamada: 

«Considerando que el mayor sueldo que 
por su empleo de promotor fiscal disfrutó 
D. Bernardo de la Ballina fué de 7.000 rea- 
les y que á esta cantidad corresponde por 
derecho de Monte-pio la pensión de 1.500 
reconocida á su viuda, conforme á la ley de 
presupuestos de 1856, á Ja R. Instr. en 26 de 
Diciembre de 1831 y Real órden aclaratoria 
de 5 de junio de 1841. 

«Considerando que no pudo ser aplicable 
al derecho de Monte-pio la equivalencia de 
de sueldo de 4 0.000 rs. establecida en los 
presupuestos de 1845 v 1849 para los fun- 
cionarios de la dase de Ballina, ya porque 
fué limitada á la regulación de los haberes 
de cesantía y jubilación de aquellos funcio- 
narios, ya porque cuando se concedió á sus 
familias el derecho á Monte-pio la ley de- 
presupuestos le señalaba expresamente el 
sueldo en 7.000 rs.» (CL. t. de senls. del 
G. de E. de 1864, p. 624.) 

R. 0.-8, de 21 febrero de 1867. 

XXVIII. No son reclamables según el ar- 
tículo 4 4 del R. D. de 28 de diciembre 
de 1849, las resoluciones que se dictaren 
por el Ministerio de Hacienda sobre declara- 
ciones de Ja Junta de Clases pasivas, pa- 
sados dos meses desde que son notifi- 
cadas. — El que bajo su firma se da por en- 
terado de una Real órden no puede alegar 
falta de notificación. (R. D.-S. de 24 de fe- 
brero de 1867, dictado en pleito sobre mejo- 
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ra de clasificación de D. Hilario Fernandez, dispensadas por la ley de 2 de agosto 

Alcaide de Córdoba, (p. 203.) de 1 85o. 

El número de pensionistas por este 


H D.-S. de 25 noviembre de 1867. 

XXIX. Se revoca la R. O. de 3 de judío 

de 1866 que denegaba el abono de tiempo 
por los servicios que prestó D. José Montero 
Aróstegui como secretario del. Ayuntamiento 
de Navor y oficial de la Secretaría municipal 
del Ferrol, reservando al interesado su dere- 
cho ante la Junta de Clases pasivas. ( Apén- 
dice 48). 

R. D.-S. de 25 noviembia de 1867. 

XXX. Resuelve que pasado el mes que 
señala el art. 12 del R. D. de 28 de diciem- 
bre de 1849, no es admisible reclamación 
contra los acuerdos de la Junta de Clases pa- 
sivas en los expedientes de clasificación de . 
derechos pasivos. ( Apénd . I,págs. Hit/ 126). 

Para que nuestros lectores formen ^ 
una idea aunque ligera del origen de 
estas cargas del Estado, que ya hemos [ 
calificado en e! artículo Clases pasivas ; 
hacemos á continuación la historia de ! 
todas ellas á excepción de lo correspon- 
diente á Monte-pios militares y retira- 
dos de Guerra y Marina, que expondre- 
mos en sus artículos especiales con la 
legislación correspondiente. 

Pensiones remuneratorias ó de gracia. 

Las pensiones remuneratorias ó de 
gracia que se vienen concediendo desde 
muy antiguo por disposiciones especia- 
les á los que sin derecho á otra retribu- 
ción ó por hallarse imposibilitados pres- j 
taron servicios extraordinarios al país; y 1 
á los padres, viud as, huérfanos y en cier- 
tos casos á los hermanos de estos ó délos 
que perdieron la vida en defensa de la 
patria, aunque sea en el destierro , de- i 
portación ó emigración, están hoy limi- 
tadas en su concesión á lo dispuesto en 
la ley de 20 de mayo de 1835 y disposi- 
ciones posteriores que la aclaran. Se con- 
sideran además como remuneratorias las 
pensiones de 200 á 500 escudos concedi- 
das á los módicos, cirujanos y farmacéu- 
ticos, que llegan á inutilizarse en tiempo 
de epidemia y contagio, con arreglo ai 1 
R. Ü. de 22 de enero de 1802 y Jas 


concepto es según la ley de presupues- 
tos 2078. 

■Regulares exclaustrados. 

Están considerados como tales los que 
lo fueron en virtud del R. D. de 8 de 
marzo de 1836 y estaban ordenados in 
sacris y los secularizados con anteriori- 
dad sin títu'o de patrimonio y congrua 
suficiente. Las religiosas secularizadas 
en las épocas anteriores á dicho Real 
decreto y las eselaustradas con posterio- 
ridad á él también disfrutan la pensión 
correspondiente, así como los coristas 
y legos menores de cuarenta años impo- 
silitados para trabajar por enfermeda- 
des contraidas antes de 29 de julio de 
1837. Estas pensiones arregladas á la 
categoría y edades de los ¡üterésados se 
hicieron extensivas después á otras ins- 
tituciones religiosas por disposiciones 
posteriores, y á los coristas y legos no 
impedidos que pasasen de cuarenta años. 

Los exclaustrados pierden el derecho 
en los casos previstos en la citada ley de 
29 de julio de 1837 y otras posteriores 
que no se insertan. 

El número de pensionistas por este 
concepto es según el presupuesto cor- 
riente 6054. 

/ 

Legiones extranjeras. 

Los haberes comprendidos en este 
capítulo corresponden á los individuos 
de las disueltas legiones extranjeras, que 
tomaron partea favor de la eausa cons- 
titucional durante la guerra civil de los 
siete años. Solo á 220 individuos remu- 
nera el Estado por este concepto según el 
presupuesto corriente. 

Convenidos de Vergara. 

. Solo reciben suministros según la ley 
vigente de presupuestos 437 convenidos, 
que no han ingresado en las carreras def 
Estado. Los demás individuos existentes 
que se acogieron al Convenio, si tenían 
derechos pasivos, ó no los han reclamado, 
o encontraron colocación en el ejército ó 
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en alguna de las las carreras civiles, en 
cuyo caso perciben sus Haberes por uno 
úotro concepto, ya como activos ya como 
pasivos.. 

Monte-píos civiles. 

Fueron establecidos en distintas épo- 
cas á imitación del militar. Son los si- 
guientes: 

. Monte-pio de Ministros de los Tribu- 
nales superiores. Se creó por Real de- 
creto de 12 de enero de 1763, señalán- 
dole por primer fondo el de las medias- 
anatas que causó el aumento de los sueb 
dos hecho á los referidos Ministros por 
el mismo decreto, dos mesadas de los 
que fallecían, media mesada anual á ca- 
da Ministro y algunos otros descuen- 
tos. 

Monte-pio de Corregidores y Alcaldes 
mayores , denominado últimamente de 
gueces de primera instancia . Se fundó 
por otro R. D. de. 7 de noviembre de 
1790 fley 33, tit, XI, lib. Vil, Novísima 
Recopilación] aplicando ai fondo del mis- 
mo la mitad, de los sueldos y consigna- 
ciones de las vacantes de todos ios cor- 
regimientos de eapa y espada y de letras, 
y de las Alcaldías mayores, y el importe 
de la media-anata de todos los tíluios.de 
capitanes á guerra que se expedían áios 
Corregidores y Alcaldes mayores etc. 

Monte-pio de oficinas de Hacienda y 
del Ministerio. Fue creado por. Reai cé- 
dula de 27 de abril de 1764 , y se hizo 
un nuevo reglamento en 25 de junio de 
1797, aplicándole igualmente por fondo 
el descuento en los sueldos. 

Monte-pio de Ministros de Ultramar. 
Fue creado por Reg. de 7 febrero de 
1770, y le formaba el descuento que 
hacían en los haberes. 

Monte-pio de loterías. t Tuvo su ori- 
gen á consecuencia efe Reg. de 3 setiem- 
bre de 1777, y se satisfacía con el impor- 
te también de los descuentos que sulnan 
los empleados dei importe de sussueldos. 

Monte-pio de empleados en las fá- 
bricas y minas de azogue de Almadén. 
Fue fundado por Reg. de 23 de junio de 
1778 y eran pagadas las pensiones con 


los descuentos que se hacían igualmen- 
te en los haberes de ios empleados. 

Monte-pio de oficinas de Ultramar. 
Fué creado en virtud de Reg. de 18 fe- 
brero de 1784, constituyendo del mismo 
modo su fundo los descuentos sobre ha- 
beres. ■ 

Monte-pio de las oficinas de correos 
establecido por R. D. de 22 de diciem- 
bre de 1783. 

Y Monte-pio de Corregidores y Alcal- 
des mayores fundado en 7 noviembre de 
1790, siendo su fondo también el des- 
cuento sobre los haberes. 

Hánse suprimido los descuentos para 
dichos Monte-pios, pero el Estado ha 
tomado sobre sí la obligación de cubrir 
sus atenciones, aunque los causantes no 
hayan sufrido los descuentos que preve- 
nían sus respectivos reglamentos, y la 
ha ido haciendo extensiva á varias clases 
basta que por la ley de presupuestos de 
2o de junio de 1864 se dispuso (art, 13) 
que gozaran este derecho todas las fami- 
lias de los funcionarios que antes no la 
tenían, con las restricciones que estable- 
ce. For eso puede decirse que en ri- 
gor no existen ya estos institutos, aun- 
que siga su denominación y aunque 
sigan pagándose las pensiones, que por 
cierto son en número de 7059, según el 
presupuesto vigente , porque este pago 
le hacen ya de su cargo las cajas del Te- 
soro público después de hecha la clasifi- 
cación y reconocimiento dei derecho á 
las mismas con sujeccion á lo que de- 
terminan la Reíd lnst. de 26 diciembre 
de 1831, la ley de presupuestos de 26 
de mayo de 1835, la de 12 mayo de 1837, 
el R. D. de 28 de diciembre de 1819, 
la ínst. de 10 de febrero de 1850, y 
las demás disposiciones sobre el particu- 
lar que quedan insertas. Debemos ad- 
vertir que aunque por el art. 15 de la 
ley de presupuestos de 23 junio de 1864 
se hizo extensivo el derecho de Monte- 
pio, con sujeción á lo dispuesto en los 
artículos 45 al 66 y 69, 70 y 75 del pro- 
yecto de ley de 20 de mayo de 1862, á 
las viudas y huérfanos de todos los fun- 
cionarios públicos que- reúnan los requi- 
sitos que aquellos exigen han sido sus- 



JUBILACIONES 


528 

pendidos los efectos de estas disposicio- 
nes por el decreto del Gobierno Provi- 
sional de 22 de octubre de 1868. 

Mesadas de supervivencia. 

Las mesadas de supervivencia , cono- 
cidas también con el nombre de tocas , 
se han venido satisfaciendo desde 1786, 
pero la legislación moderna arranca des- 
de la R. 6. de l.° de diciembre de 1828, 
que previno que, como continuación del 
pago de haberes, se satisficiese por dos 
meses mas los correspondientes á los 
empleados que fallecen, sin dejar á sus 
viudas ó herederos opcion á pensión de 
Monte-pío, abonándose á las familias de 
los causantes del mismo modo que se 
haría á estos si viviesen. 

Esta gracia se hizo extensiva por Real 
órden de 7 de octubre de 1846, á las 
viudas y huérfanos que fallecen sin de- 
jar derecho á Monte-pío, ya sean nom- 
brados por las Direcciones generales y 
Contaduría del Reino, ya por los inten- 
dentes y jefes de Administración en uso 
de sus facultades, siempre que al falle- 
cimiento de. los causantes desempeñen 
estos plazas de reglamento ó plantilla 
aprobada por Real órden. 

Otras disposiciones posteriores aclara- 
ron la primitiva, pero no las hemos en- 
contrado en la Colección legislativa. 

La circular de la Dirección general 
del Tesoro de 7 de mayo de i 849 (1) 
previene, que para el percibo de estas 
mesadas ios hijos, á no ser que estén de- 
mentes ó imposibilitados antes de cum- 
plir veinte años, no han de pasar de esta 
edad, ni recibir en este caso sueldo del 
Estado, ni haber tomado estado , y que 
las hijas no han de haber contraido ma- 
trimonio. 

Jubilados. 

Aunque de muy antiguo se vino con- 
cediendo el goce de todo el sueldo á 
los empleados que por su edad avanza- 
da ó su imposibilidad física, no estaban 
aptos para desempeñar sus destinos, no 

(1) Tampoco la 'fticontramos en la Colec- 
ción legislativa. 


se conocían las jubilaciones hasta que 
por una R. 0. de 8 de setiembre de 
1803 se dieron reglas para la obtención . 
de esta clase de haberes, concediendo 
el sueldu entero á los empleados que ■ 
hubiesen servido treinta años, dos ter*-".- 
teras part.es á los que reuniesen veinte ' - 
años de servicio, y la mitad á los que - 
excediendo de doce no llegasen á los 
veinte. El decreto de las Cortes de 3 de 
setiembre de 1820 alteró dicha dispo&i- ¿ 
cion, fijando otras bases mas- restriñí- ?¡j 
vas, que después fueron también refor- 
madas en el mismo sentido por el mea- y 
cionado R. D. de 3 de abril de 1828, r '¡ 
que fué modificado igualmente pór la' ¿ 
ley de presupuestos, citada de 26 dé 
mayo de 183o. Esta forma la base de lá 
legislación que sobre el particular se ■ 
halla hoy vigente. 

Contra las razones con que se apoyan ■ 
varios escritores y hombres de Estado - 
para sostener que es justo retribuir á i 
los empleados que, por razón de su edad ’j 1 
ó enfermedad se hayan inutilizado para 
el servicio, hemos emitido en los arti- ,|i 
culos Glasés pasivas y Empleados pübli- .lí- 
eos, las nuestras enteramente contra- .)] 
rías, fundadas en la necesidad de hacer H 
economías y de desterrar la funesta ém* 
pleomanía que ha invadido por todas 
las clases de la sociedad. 

Cesantes. | 

En el artículo Cesantes (tomo III, jpáb ,.j 
gina 135), hemos hecho la definición de \ 
esta palabra; ahora solo nos resta hacer / 
la historia del haber que con tal motivé j 
sufraga el presupuesto. Hasta la publi- ,i 
cacion del R. D. de 25 de setiembre de . J 
1799, que suprimió y reformó varias ^ 
oficinas del Estado no se satisfacía haber.- ? 
alguno á los que eran separados- de sus ■■ 
destinos sin otro motivo, pero por dicha ■ 
disposición se ordenó recibieran el lüel- . - 
do entero que disfrutaban como activos, i 
los que en virtud de ella quedaban sin 
destino. 

En 6 de junio de 1814, con motivo , ' 
de los muchos empleados que quedaron - 
sin colocación á consecuencia de lós 
trastornos que produjo la guem de la 
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Independencia, y el cambio que ocasio- 
nó eíi él Gobierno la vuslta ael Rey, se 
expidió-una R. 0. señalando por punto 
general á los cesantes las dos terceras 
partes que disfrutaban cómo activos. Al- 
terada esta disposición en virtud de otras 
posteriores á favor de individualidades, 
produjo un aumento considerable en los 
presupuestos tanto que en el del año 
1820 ascendía á cerca de 21 millones de 
reales la partida asignada á esta clase. Es- 
to indujo á las Cortes á expedir su decre- 
to de 3 setiembre del mismo año rebajan- 
do el tipo y arreglándole á las diferentes 
clases de empleos desempeñados y al año 
de los servicios prestados. Alterados los 
nuevos tipos por R. D. de 3 de abril de 
1828, y después por la ley de presupues- 
tos de 26 de mayo de 1835, esta es la vi- 
gente sobre la materia con las demás que 
se han dictado con posterioridad modifi- 
cándola ó aclarándola. La ley de presu- 
puestos de 1846 en su art. 3.° prohibió 
terminantemente disfrutarán haber de 
cesantía los que ingresasen en las carre- 
ras del Estado con posterioridad á la 
misma.’ 

Los individuos que disfrutaban haber 
de cesantía por el presupuesto corriente 
ascienden á 2194. 

Lejos de nuestro ánimo el querer, que 
continúe el Estado sufragando este gas- 
to; pero no podemos menos de conside- 
rar como benéfico el sistema anterior á 
la publicación de la ley de presupuestos 
de 1846, asi eomo creemos inhumano el 
ueestablecela misma, pues apartándose 
e lo que las leyes de beneficencia pres- 
criben, y las militares, observan en casos 
análogos, por ejemplo en las situaciones 
de reemplazo, dejan perecer en la mise 
ria a los empleados que sin motivo jus- 
ticiable administrativa ó judicialmente 
son separados de sus destinos. ¿Cómo se 
evita esto? Declarando la inamovilidad 
de los empleados no políticos á no ser 
que cometan faltas ó delitos que los in- 
habiliten para el ejercicio de sus em- 

{ fieos, y extinguiendo las cesantías de 
os Ministros. De esta manera desapare- 
cerá completamente ésta obligación, que 
una sórie de errores politico-económi- 

Tomo VIII. 


eos ha hecho recaer sobré los fondos del 
Estado. 

Pensionas dé los secuestros de los ex-in- 
fantes. 

Por consecuencia de lo dispuesto en 
el R. D. de 16 de noviembre de 1834, 
los individuos que pertenecieron á las ser- 
vidumbres de D. Cárlos María Isidro de 
Borbon, D. Sebastian y sus familias in- 
clusa la de la Princesa de Beira, se con- 
cedieron pensiones afectas exclusiva- 
mente á los secuestrados bienes de los 
mismos en esta forma; la 6. a , 4. a ó 3. a 
parte de las asignaciones que disfrutaban, 
si respectivamente no llevaban diez ó 
veinte años (le servicios, ó excedían de 
este número, siempre que permanecieren 
fieles al Gobierno ae doña Isabel II. 

El pago de estas pensiones que por el 
presupuesto corriente son en número de 
71, está suspendido hoy en virtud del 
decreto de 22 de octubre de 1868. 

Clasificaciones y declaraciones. 

Ala Junta de clases pasivas estuvieron 
encomendadas hasta principios del año 
actual las declaraciones y clasificaciones 
de derechos pasivos con arreglo al Real 
decreto de 28 de diciembre de 1849, 
instrucciones de 10 de febrero y 24 de 
mayo de 1860 y demás disposiciones que 
las aclaran: hoy en virtud de lo dispuesto 
en el decreto del Gobierno Provisional 
de 13 de diciembre de 1868, ha sido 
sustituida dicha Junta por el Tribunal 
de clases pasivas, bajo las prescripciones 
que regian á la extinción de aquella, 
pero con las limitaciones estableciólas por 
dicho decreto de 13 de diciembre de 1868 
y por el de 22 de octubre de! mismo año. 

Sumario. 

Concluiremos este artículo, que con- 
fesamos no ha podido ser tan completo 
y esmerado como quisiéramos, con un 
resúmen alfabético de las materias mas 
importantes que contiene la legislación 
que hemos insertado, y con el que tanto 
se facilita su consulta y estudio. 

Abono de tiempo para las clasificaciones: k 

4 
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los auxiliaros de Rentas estancadas; Real 
orden de 14 marzo de 1853. 

— A ios separados desde 20 majo de 1843, 
hasta fin de agosto de 1854; ley de 26 ju- 
lio de 1 íj 55, y R. D.-S. de 11) jumo 
d e 1863.— A los milicianos nacionales mo- 
vilizados; R. O. de 22 marzo de 1865, y 
R. O. de 16 setiembre de 1867. — Solo 
sirve, salvo los derechos adquiridos, el 
tiempo servido en destinos de planta; ley 
de presupuestos de 15 jumo de 1865, 
art. 11; id. id. de 29 junio de 1867, articu- 
lo 19. — Sirve el prestado por los presiden- 
tes de las Juntas de evaluaciones; ley de 
presupuestos de 3 agosto de 1866, art. 19. 

5 — No son de abono los il años de la ley 
de 1855, á los que ai cesar desempeñaban 
empleos que no eran de planta y con suel- 
do lijo; R. D.-S. de 10 junio de 1863. 

— Tampoco lo son ios prestados como es- 
cribientes ni en otro destino, faltando Real 
nombramiento ó de jefe autorizado; Reai 
decreto-sentencia de 7 julio de 1863. 

— Los servicios de los meritorios de Ultra- 
mar son de abono; R. D.-S. de 17 diciem- 
bre de 1863. — El tiempo de meritorio sin 
sueldo y de escribiente con posterioridad 
á 11 de noviembre de 1833, no se abona; 
R. D.-S. de 3í diciembre de 1863. — ¥ se 
abona cuando es con anterioridad; Real 
decreto-sentencia de 25 febrero de 1864, 
(V. Cesantes por supresión: Años de es- 
tudio.) 

Acuerdos de la Junta. Han de ser fundados; 
R. D. de 28 diciembre de 1849, artícu- 
los 9 y 10, é Iust. de 10 febrero de 1850, 
arts. 10 al 18.— Son revocables y en qué 
forma. (V. Reclamaciones.) 

Alcances: quiebras: Las viudas y huérfanos 
de empleados separados de sus destinos 
con motivo de quiebras ó alcances lian de 
justificar su inculpabilidad para obtener 
sus pensiones, á no ser que sean meno- 
res de edad; R. O. de 26 diciembre de 
1831, art. 9. u 

Años de estudio (Abono de): concedido á los 
jueces y ministros de los Tribunales, y á 
los catedráticos; ley de presup. de 26 muyo 
de 1835, disp. 20, reglas 6. a y 7. a .— ¿Se 
hizo extensivo á todos los empleados cuyos 
destinos exigen la cualidad de letrado; 
R. ü. de 23 julio de 1852; R. D. de 21 di- 
ciembre de 1857, art. 4. J También iñé 
concedido á todos ios funcionarios del mi- 
nisterio fiscal; ley de presupuestos de 4 
mayo de 1862. No sirven mas que los con- 
cedidos por las leyes de presup. de 1835 y 
1862; D. de 22 octubre de 1868, disp. 9/ 
Años de servicio (Abono de): no sirven mas 


que los determinados por las leyes a ; Rea 
decreto de 21 diciembre de 1857; R. D. de 
9 mayo de 1858, art. l.°; decretos del Go- 
bierno provisional de 22 octubre y 13 di- 
ciembre de 1868.— -Los necesarios para ad- 
quirir derechos pasivos; ley de 26 mayo de ; 
1835, disposiciones 17 d 26y 28. (V. Abo- 
no de tiempo.) ■ ■ ‘ 

Arranque de carrera : lo son loa servicio* 
prestados en el ejército desde Ja ciase de- 
soldado, can inclusión de ios prestados 
por los milicianos nacioualos movilizados ■ 
durante la última guerra civil en la forma 
que se expresa; ley de presup. de 29 ju- 
mo de 1367, art. 20. (V. Años de ser- . 'i 
vicio.) r . | 

Base- de carrera para optar á ios derechos . 8 
pasivos: solo la forman los servicios pres- ; 
lados en destinos de reglamento oh enidos 
en propiedad y con Real nombramiento; ó 
de las Cortes; R. D.-S. 14 mayo de 1866, * 
(V. Abono de tiempo: Años de servicio: ■ 
Clasificaciones.) 

Capellánes castrenses (La clasificación de 
los): es de la competencia de la Junta:,. 

R, D.-S. de 4 marzo de 1863. 

Carrera gubernativa (Empleados en la): sus 
derechos pasivos; R. O. de zi marzo de- '■ 
1852. ■' 

Catedráticos: tienen derechos pasivos; ley > 
de 17 jubo de 1857, art. 179. — Sus viudas 
y huérfanos tienen derecho á Monte-pío 
desde 8 julio de 1847: leyes de presupues- 
tos de 16 abril de 1856, art. 33, y de 22 
mayo de 1859, art. 12.— Los 4 000 rs< de 
sueldo que lieuen.de aumento ios catedrá- 
ticos de Madrid, deben acumularse ai suel- 
do regulador pura la mejora de las pensio- 
nes; R. D.-S. de 10 agosto de 1863. (Véa- . 
se Sueldo regulador: Años de estudio.) . ; 

Cesantes por supresión ó reforma: tienen '■ 
derecho al abono de la mitad uei tiem- 
po que permanezcan en este estado; ley 
de presup. de 26 mayo de 1835, art, 48.— 
También le tienen á la cuarta parte del- 
sueldo mayor que disfruten á los doce 
años de servicios; á Ja tercera, á los diez y - 
seis, y á la mitad a ios veinte años: ley ci- 
tada, art. 19 y 20. 

Cesantía (Declaraciones de). V. Clasificacio- 
nes y declaraciones de derechos pasivos.-^ 
Desde cuándo surten efecto: R. O. de 26 
marzo de -1868. 

Cesantía (Derecho a): al objeto de su goce 
basta acreditar el desempeño- anterior á 2$ 
mayo de 1845, de cualquiera función: ane- 
ja á su empleo; R. D.-S. deJ20abril.de 1866. 
—Cuando en la revisión resulta mejorado 
este derecho, no le adquiere el cesante 
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para percibir la diferencia, sino desde la 
fecha de la revisión: R. D.-S. de 47 ju- 
nio de 1866. 

Cesantía (Haber de): proporción en que se 
devenga, ley do presupuestos ue 2o ma- 
yo de 1835, dispos. 18 al '23.— No tienen' 
á él derecho los empleados de nueva en- 
trada á contar desde el 23 mayo de 18 15, 
ni los que le tengan disfrutarán aumento 
si el nuevo destino no se sirve dos años; 
ley de presup. de igual fecha; R. D. de 22 
octubre de 1856. V. Cesantía (derecho á). 

Clasificaciones y declaraciones de derechos 
pasivos: corresponden ai Ministerio de Ha- 
cienda y bajo su inmediata dependencia á 
la Junta de clases pasivas; R.*D. de 28 di- 
ciembre de 4849, arts. l.% 2.°, 5.° al 11; 
R, Inst. do 10 febrero de 1850, art. l.° y 
46 y adicional de 18 diciembre de 1852, 
art." 4. u — -Se publicarán en la Gaceta á 
los quince dias de la fecha ; L. de presu- 
puestos de 15 julio de 1865, art. 11.— Re- 
gías para la revisión de las declaraciones 
antiguas y acuerdo de las sucesivas; i), dei 
Gobierno provisional .de 22 octubre de 
1868. — Nuevas disposiciones sobre la ma- 
teria; D. dei Gtbierno provisional de i 3 
diciembre de 1868, y Gire, de 8 enero 
de 1869. 

Compatibilidad é incompatibilidad para 
percibir dos ó mas sueldos ó asignaciones; 
leyes de 9 julio y 21 diciembre de 1855. 

Consejo de Estado (Consultas ai). (V. Con- 
sejo real.)— Corresponde á la sección del 
ramo los recursos de alzada; R. 1). de 30 
junio de 1866, art. 2.° 

Consejo Real (ahora de Estado) : Plazos en 
que deben consultarse sus decisiones sobre 
Clases pasivas ; R. D. de 24 mayo de 1850. 
(V. Reclamaciones: Ejecutorias.) ; 

Consultas por la Junta al Ministerio de Ha- 
cienda; R, D. de 28 diciembre de 1849, 
art. 10; R. D. de 24 de mavo de 1850, 
art. 5.° * 

Contadurías de Hacienda pública : Ademas 
de las atribuciones que con respecto al 
pago lie haberes pasivos corresponden á 
estas dependencias, tienen .á .su cargo la 
compulsa , examen y remisión al Tribunal 
de ios expedientes que se incoen solicitan- 
do clasificaciones ; D. de 13 diciembre de 
1868 y Círc. de 8 enero de 1869. 

Convenidos de Vergara: Convenio de Yer- 
gara de 31 agosto de 1839 ; R, O., de. 10 
febrero de 1850; R. Inst. de 18 diciembre 
de. 1852, disposición 2. a : D. de 22 octubre 
de 1868. 

Correos (Monte-pio de): so agrega al de ofi- 
cinas ; ley de l.° agosto de 1842. 
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Declaraciones de derechos: se han de co- 
municar directamente á> los interesados; 
R. I. de 18 diciembre de 1852, disposi- 
ción 17. (V, Clasificaciones y declara- 
ciones.) 

Derechos pasivos : se pierden en los casos 
que expresan las disposiciones siguientes: 

. L. de presup. de 26 mayo de 1835, dispo-, 
siciones 4. a á la 7. a ; R. O. de 29 diciembre 
de 1850, y U. del Gobierno Provisional de 
22 octubre de 1868. — ¡Se hacen extensi- 
vos á los funcionarios que. no los tenían, 
pero con las restricciones establecidas: á 
los que ios gozaban; L. de presup. de 25, 
junio de 1864, arts. 14 y 15.— Los erro- 
res y equivocaciones en auteriores cla- 
sificaciones ni los quitan ni los dan; 
R. D.-S. de 24 marzo de 1866. 

Destituciones y separaciones por delitos : 
no dan á los delincuentes derecho á ha- 
ber pasivo, R. O. de 19 febrero de 1864; 
pero sus familias, si justifican no tuvieron 
parte en los cometidos, tienen derecho á 
peusiou seguu la R. O. de 26 diciembre 
ue 1831, art. 8. ü y 9.° 

Edad ^necesaria para la jubilación: L. de 
presupuestos de 26 de mayo de 1835, dis- 
posición .17; R. O. de 21 diciembre de 
1835; Ley de presupuestos de 25 julio de 
1855, art. 14. 

Edad , desde la que por ingreso en las car- 
reras del Lstado da opciuu á derechos pa- 
sivos: L. de 26 de mayo de 1835, y de- 
creto dei Gobierno Provisional de 22 oc- 
tubre de 1868. 

Edad , hasta Ja que pueden cobrar los huér- 
fanos varones Jas pensiones de Monte-pius; 
Inst. de 26 diciembre de 1831, art. 20; 
ley de 12 mayo de 1857 art. 2.°; proyecto 
de ley de 20 mayo 1862 art. 59. 

Ejecutorias dei Consejo de Estado : son vá- 
lidas, R. D, de 9 mayo de 1858, art. 2.° 

Embajadores , ministros, encargados de ne- 
gocios y cónsules generales (Cesantías y 
jubilaciones de): ley de presup. de 26 mayo 
de 1835, art. 23. 

Empleados consulares: sueldos que sirven 
de base para sus haberes pasivos; Real 
órdeu de 13 febrero de 1868. (V. Em- 
bajadores, etc.) 

Exclaustrados y secularizados (Pensiones 
de); ley de tt juiio de 1837, arts. 27 ai 
34; R. O. de 7 julio de 1858; R. O. de 10 
febrero de 1850; D. del Gob. Prov. de 22 
octubre de 1868; R. test, de 18 diciembre 
de 1852, disposición 4. a — Las délos legos 
y constas quedan en suspenso; D. de 22 
octubre de 1868. 

Existencia y estado (Certificaciones de): para 
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percibir los derechos pasivcs; R. O. de 18 
noviembre de 1852; R. u. de l.° abril ue 
1853; R. D. de l.° julio de 1853; tire de 
15 julio de 1853 — Cómo deben justificar 
su existencia los senadores y diputados 
que disfruten haberes pasivos; R. O. de 5 
rnayo de 1868. 

Expedientes da clasificaciones: como deben 
formarse en la Junta; R. lost. de 10 febrero 
de 1850, art. 11 y 12.— Cómo deben re- 
solverse y ejecutarse los de Ultramar; 
R. D. de 30 junio de 1866. (V. Solici- 
tudes, etc.) 

Fé de bautismo: (V, Solicitudes.) 

Gracia (Pensiones de): R. D. de 28 diciem- 
bre de 1849, arts. 3.° y 8. ü ; R. 0. da 10 
febrero de 1850, art. 38. 

Haberes abrasados: los de las clases pasivas 
caducan, si se deja trascurrir el plazo 
señalado para reclamarlos; R. D.-S. de 10 
enero de 1864. 

Haberes pasivos (Los): no se pueden disfru- 
tar fuera del reino, siuo en la forma que se 
expresa, ley depresup. de26 mayo de 1 835, 
disposiciones 8.* y Ti. — Se pueden dis- 
frutar en el extranjero con licencia del Go- 
bierno, ley depresup. de 11 enero de 1861. 
— Se pone en vigor la disposición 97 de la 
ley de 26 marzo de 1835; O. del Gobierno 
Provisional de 8 marzo de Í869. — Se de- 
terminan en proporción á ¡os años de ser- 
vicios y á los sueldos activos ; Ley de 
presupuestos de 26 mayo de 1835; dis- 
posiciones 16, 24, 25 y 28; R. D.-S. de 24 
marzo de 1866. 

Habilitados: su supresión; R. O. de l.° julio 
de 1853. 

Hijos naturales: cuándo tienen derecho á 
pensión; R. O. de 5 junio de 1867; proyec- 
to de ley de 22 mayo de 1862. 

Hojas de servicio: de ias clases pasivas de 
Guerra; R. last. de Id febrero de 1850, 
art. 45, y R. O. de 14 junio de 1853. 

Huérfanos , dementes ó imposibilitados: tie- 
nen derecho á continuar percibiendo pen- 
sión en la forma que se expresa; ley de 26 
mayo de 1835, art. 19; R. D. de 24 mayo 
de 1850. 

Imposibilidad física (La): justificada dá de- 
recho á jubilación á los veinte años de 
servicio; ley depresup. de 26 mayo de 1835; 
R. O. de 26 marzo de 1868. 

Incorporación á los Monte-pios : son váli- 
das las hechas hasta la fecha del R. D. de 
9 mayo de 1858. 

Indulto por haber contraído matrimonio 
sin Real licencia: R. D. de 28 diciembre 
de 1849, art. 11, obligación 7. a — No da 
derechos sino desde la fecha de su con- 


cesión; R. D.-S. de 8 agosto de 1863. 

Inhabilitación (La pena de): impuesta á un 
empleado priva á su familia del derecho á 
haber de pensión; R. D.-S. de 24 mayo 
de 1864. 

Ingenieros de caminos , canales y puertos: 
se les conceden derechos pasivos; regla- 
mento Je 28 octubre de 1863, arts. 28 y 
36, y R. O. de 11 octubre de 1856. (Véa- 
se Derechos pasivos.) 

Ingenieros de minas: tienen derecho al goce 
de haberes pasivos; Reg. de l.° febrero 
de 1865, art, 35. (V. Derechos pasivos.) 

Ingenieros de montes : disfrutan el derecho 
á haberes pasivos; Reg de 23 junio de 
1865, arts: 15 y 25. (V. Derechos pasivos.) 

Jubilación (Haber de): proporción con que 
se devenga; ley de presup. de 26 mayo de 
1835. art. 26.— Quedan sin electo fas con- 
cedidas sin los requisitos legales; R. D. de 
21 diciembre de 1857, arts. 3.° y 4 * 

Jubilado: nadie puede serlo contra su vo- 
luntad no habiendo cumplido sesmtaaños, 
y puede pedir la jubilación cualquiera pa- 
sando de esta edad y teniendo imposibili- 
dad física notoria; ley de presup. de 3 agos- 
to de 1866, art. 18. * 

Jueces de primera instancia ; se les conce- 
de derechos pasivos y se regulan al efecto 
sus sueldos; ley de presup. de i.° agosto 
de 1842 , disposición 8. a 

Junta de clases pasivas: su creación, orga- 
nización, atribuciones y responsabilidad; 
R. D. de 27 de diciembre de 1849; Real 
instrucción de 10 febrero de 1850; Real 
decreto de 24 de mayo de id.; R. Inst. de 
18 diciembre de 1852, R. D. de 31 julio 
de 1855. — Nueva organización ; R. D.de 
30 junio de 1866 - Su supresión: D. ael 
Gob. Prov. de 13 diciembre de 1868. 

Legalización de los documentos que justifi- 
fican en los expedientes: ha de practicar- 
se por tres escribanos; Gire, de 8 enero 
de 1869. 

Licencia para contraer matrimonio: la ne- 
cesitan los empleados no casados, antes de 
obtener el empleo que da derecho á las 
familias á las pensiones y los que enviuda- 
ren perteneciendo á dicha clase, y debe 
solicitarse y concederse en la forma que 
se expresa; R.O. de 26 diciembrede 1831, 
art. 22; R. D. de 28 diciembre ds 1849, 
art. 2." y obligación 7.' del 11. — No es 
necesaria m perjudica esta circunstancia á 
las familias; D. del Gobierno provisional 
de 22 octubre de 1868. 

Maestros armeros de Jas Reales fábricas: 
les son abonables el tiempo servido en 
estos cargos: R. D.-S. de 14 julio d«r 1863. 
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Magistrados (Monte- pío de): Se determina 
la pensión que corresponde á las viudas: 
R. D.-S. de 18 abril de. 1866. 

Máximum de sueldo para las jubilaciones 
y cesantías: ley de présup. de 26 mayo 
de 1855, disp. 15. 

Máximum de sueldo para las pensione s: ley 
de presup. de 26 mayo de 1 835; disps. 1 0, 
11, 12 y 13; ley de 11 mayo de 1837, ar- 
tículo 3,° 

Mejoras de clasificación: (V. Clasificaciones: 
Reclamaciones.) i ■■ 

Ministerio fiscal : tienen opcion á derechos 
pasivos sus individuos; ley de presup. de 
4 mayo de 1862, art. 12. 

Ministros de la Corona (Cesantías de los): 
ley de presup. de 16 mayo de 1835, ar- 
tículo 22; id. id. de !.* setiembre de 1841, 
art. 3.°jley de 25 abril de 1856, arts. 2.° 
al 4.°; ley de 30 abril de 1858. 

Monte-pío de jueces de primera instancia 
(Pensiones de): figurarán en los presu- 
■ puestos generales del Estado; ley de pre- 
supuestos de 16 abril de 1856; R. O. de 
14 octubre id.; R. 0. de 25 junio de 1857. 

Monte-pios de Ministerios: los huérfanos 
menores de edad aunque estén casados y 
los mayores de edad imposibilitados tienen 
derecho á pensión; R. D.-S. de 10 mayo . 
de 1864. 

Monte-pios de oficinas. (Y. Monte-pios civi- ! 
les) (Pensiones de): 

Monte-pios civiles (Pensiones de) : tienen 
derecho á ellas las viudas é hijos de los 
empleados con nombramiento Real sean 
activos ó C a saD tes en la forma que se ex- 
presa;' R. O. de 26 diciembre de 1831, ar- 
tículos 7 a! 16; R. D. de 21 diciembre de 
1857; R. O. de 26 julio de 1865. — Cómo 
deben solicitarse; art. 23 de la R. O. de 
26 diciembre de 1831; R. Instr. de 10 de 
febrero de 1850, arts. 45 al 51. — Cuando 
reeuperrm el derecho las viudas y los 
huérfanos; R. O. de 26 diciembre de 1 831 , 
art. 21 ; ley de 11 mayo de 1837, art. 2.° 
— Tienen derecho las hijas que se casa r on 
durante la vida de los padres y enviudan; 
R. 0. de 25 marzo de 1856.— Las con- 
signadas sobre las cajas de Ultramar se 
regirán por las leyes de la Península; ley 
de 11 mayo de 1837, art. 7 o — Modo 
de distribuirlas cuando á una hay varios- ! 
perceptores; R. O. de 21 mayo de 1851 . — ¡ 
Tienen derecho á ellas las familias de los 
catedráticos, de los jueces de primera 
instancia y de los promotores fiscales; ley 
de presup. de 16 abril de 1856.— Que se 
mantengan y paguen las reconocidas has- 
ta que se publique la ley de Clases pasi- 
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vas; R. O. de 24 noviembre de 1858. — 
Pueden optará ellas los que tienen este 
derecho; ley de presup. de 4 mayo de 
1862, y la 25 de junio de 1864, arts. 14 
y 15, párrs. l.°y 2.° — Son compatibles 

■ las de las viudas y huérfanas con el esta- 
do religioso; ley de presup. de 15 julio 
de 1865, art. 12. — Las familias de emplea- 
dos incorporados á los anteriores á 26 ju- 

' niode 1864, tienen derecho á optar á - las 
pensiones de aquellos, ó a las marcadas en 

■ la ley de 25 de junio de 1864; R. O* de 26 
julio de 1865. — Solo dan derecho las plazas 
dotadas con 800 eses, arriba; ley de pre- 
supuestos de 3 agosto de 1866, art. 20. — 
Regulación de las de los derechos poste- 
riores á 25 junio de 1864; la misma de 3 
agosto, art. 21,— Se aclara la inteligencia 
de los artículos del proyecto de ley de 20 
mayo de 1862 ; Rs. Ords. de 15 y "30 ju- 
nio de 1862.— Solo son admisibles para las 
pensiones los servicios militares efectivos, 
síd poder admitirse los de abono por cual- 
quier concepto que sean: R. O, de 24 judío 
de 1868. — Caducidad de las pensiones; ley 
de presup. de 26 mayo de 1835, dispos. 4. a 
á7. a y 14; id, de 11 mayo de 1837, ar- 
tículo 2.° 

Ordenes originales de ceses: de su falta son 
responsables los coniadores; R. O. de 6 
setiembre de 1855. 

Pagos de haberes pasivos: . Dispos. para re- 
gular este servicio ; R. Ó. de 18 noviem- 
bre de 1852; R. Inst. adicional de 18 di- 
ciembre del mismo, dispos. 13á 18; Reales 
órdenes de 7 y 10 enero de 1854.— Son 
responsables los contadores eD los de pen- 

• siones remuneratorias; R. D.-S. de 5 
agosto de 1855; R. O. de 25 noviembre 
de 1856. 

Papel sellado que debe emplearse en los 
documentos para justificar derechos de 
haberes pasivos: R. Inst. de i 8 diciembre 
de 1852; dispos. 6.% 7. a y 8. a 

Párrocos: que no lleven retribución por 
las certificaciones de existencia á las indi- 
viduos de las clases pasivas; R. D. de l.° 
julio de 1850; R. O. de 24 id. de id. 

Plazos y formalidades para llevar á cabo 
las decisiones; R. D, de 24 mayo de 1850, 
arts. 4 °, 6.° al 11. 

Pensiones: (Y. Monte-pios. Gracia. Remu- 
neratorias. Exclaustrados. Convenidos de 
Vergara etc.) — Su importe será incluido 
en los presupuestos del Estado; ley de pre- 
supuestos de 26 mayo de 1835, dispos. 1. a 
y 2. a , ley de 12 mayo de 1837, art. 5.° 

Pensiones remuneratorias: sobre su abono 
excluyendo las que correspondan; ley de 
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prcsup. (fe 2o julio de 18;>5, oits. lo y 16; j 
R. O. de 5 agosto de 1855. 

Reclamaciones contra los acuerdos de la 
Junta: modoy plazo en que deben hacerse, 

R. D. de 28 diciembre del 849, art. 1 2 al 14, 

R. D. de 24 mayo de 1850, arts. 13 á 24 y 

28 y 29: Decrs. de! Gob. prov. de 22 oc- 
tubre y 13 diciembre de 1868; R. D.-S. de 
27 noviembre, de l.° y 3 diciembre de 
1853, de 3 enero (le 1864 y de 25 no*- 
viembre de 1867.— Caducan cuando lia 
pasado el plazo marcado; R. D.-S. de 10 
enero de 1864. 

Recursos: contra las decisiones del Gobierno; 
R. D. de 24 mayo de 1850, art. 20 á 29. 
—Los de alzada pueden intentarse dentro 
de los treinta dias siguientes á las declara- 
ciones ante el Ministro de Hacienda; D. de 
2*2 octubre de 1868, art. 16. 

Repentes (Viudas de): las pensiones de las de 
regentes de Audiencias de fuera de Madrid 
son fijas de 8.000 rs. R. D.-S. de 14 junio 
de 1864. 

Registradores de la propiedad : pueden dis- 
frutar haberes pasivos; R. D. de 31 ma- 
yo de 1861, arts. 22 al 36. 

Registros que debe llevar la Junta por clases 
y Ministerios: R. D. de 28 diciembre de 
1849. art. 11, disposición 8 . a ; R. Inst.. do 
10 febrero de' 1 850, arts. 38 al 43. 

Reliqiosas (Pensiones de): cínifes son; ley de 

29 junio de 1837, art. 29.— Cuando se pier- 
de el derecho, arts. 30 y 32 de dicha ley. 

Revisiones y rectificaciones de expedientes 
de clasificación; ley de 11 mayo de 1837, 
art. l.°; R. D. de 28 diciembre de 1849, 
art. 4.°, 8 ,'yll, obligación 3. a y 15; Ins- 

• truccionde 10 febrero de 1850, arts. 21 y 
22 ; R D. de 24 mayo de 1880, art. 9.° al 
1 4, v D. del Gob. prov. de 22 octubre de 
1868. 

Revistas de individuos que cobran haberes 
pasivos, cuándo y cómo deben pasarse; 
ley de 25 julio de 1855; R. O. de 22 de 
agosto de id. 

Secretarías de Ayuntamiento (Servicios en 
•las): (V. Abono de tiempo ) 

Solicitudes , y su documentación rechvnan-~ 
do derechos pasivos: R. O. de 26 diciem- 
bre de 1831, art. 23; R. Inst.de 10 febrero 
de 1849, art. 45 al 51; R. D. de 24 de ma- 
yo de 1850, arts.i.% 2 .* y 3.*; R. Inst,. adi- 
cional de 18 diciembre do, 1852 disposi- 
ciones 5:* á 12 ; R. O. de 21 agosto de 
1855; R. O. de 27 marzo de 1857. 

Sueldo regulador para las declaraciones de 
haberes pasivos: Cómo debe computarse y 
tiempo necesario para ello; ley de 25 ju- 
lio de 1855 , regla 2. s del estado letra C; 


.... JUBILEO. 

R. D.-S. de 11 mayo de 1863; R. D.-S. . 
de 15 diciembre de 1863; R. D.-S. de 7 
enero de 1864. — Se aclara el que cor- 
responde á los empleados de Ultramar; 

R. D.-S. de 29 setiembre de 1863.' — El 
aumento de 4.000 reales que gozan sobre 
el sueldo los catedráticos de Madrid au- 
menta el regulador; Rs. Ds.-Sents. de 29 
diciembre de 1863: y 10 mayo de 1864, 
—No puede serlo el que, aunque con- 
signado en el presupuesto no esté inclui- 
do en la plantilla del personal á que 
corresponde; D. de 25 febrero de 1864.— 
Los empleados de la carrera gubernativa 
necesitan do^ anos de servicio en ella para 
los derechos de pensiones; R. D.-S. de 24 
mayo de 1864. — Lo propio se estahiece con 
respecto á los empleados de Ultramar; 

R, D.-S. de 9 de mayo del mismo año. — 
Id., id. con respecto á los de la Península 
R. D.-S. de 10 febrero de 1866. 
Subdirectores, contadores oficiales de las Di- 
recciones de Hacienda: Pensiones que cor- 
responden á sus familias; R. 0. de 6 fe- 
brero de 1867. 

Supervivencia y toras (Mesadas de): qménfes 
las devengan; R. O.l. 0 diciembre de 1828. 

■ — Corresponde declararlas á la Junta de 
Clases pasivas (boy Tribunal); R. D. de 
28 diciembre de 1849, art. H, disposi- 
ción 2. a 

Traslaciones de pagos de haberes pasivos de 
unas á otras provincias; R. O. de 22 agos- 
to de 1855; R. O. de 30 setiembre de 1856; 

R O. 20 agosto 1857. 

Tribunal de Clases pasivas : Su creación, de- 
beres y atribuciones; Ds. de 13 dieierrfbre 
de 1868 (Apéndice I), y 24 de abril de . 
1869. (Apéndice II.) 

Ultramar (Ciases pasivas de): R. D. de 13 
mayo do 1859; ley de prusup. de 12 octu- 
bre de id. — Manera de someter las clasifi- 
caciones a! acuerdo de la Junta y de formar 
y llevar á ejecución los acuerdos; R. D.-S. 
de 30 junio de 1866, — Se manda la re- 
visión de las declaraciones hechas y que 
las sucesivas se ajusten á las reglas que 
establece; D. de 24 abril de 1869. (V. Suel- 
do regulador. Monte-pios.) 
vicisitudes (Estados sobre las): de las clases 
pasivas que deben remitir á las Juntas las 
oficinas interventoras; R. O. de 10 febre- 
ro de 1850. 

JUBILEO. Indulgencia solemne que 
concede el Papa á los cristianos. Las bu- 
las, breves y cualquiera otro despacho r3- , 
ierente á jubileos están sujetos al exequá- 
tur exigido por las leyes. — V. Breves 
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Bulas,... Exequátur y en Concordato la 
R. 0. de 18 de noviembre de 1831. 

JUDICATURA. — V. Justicia. 

JUDÍOS. La sétima Partida, en so tí- 
tulo XXIV, trata délos judíos y dice, 
«son una manera de gento que non 
oreen la fé de nuestro Señor Jesucristo.» 

Judío es, dice la ley 1. a de dicha 
Partida, « aquel que cree é tiene la ley 
de Moisés según suena la letra de ella é 
que se circunscribe é face las cosas que 
que manda su ley.» La ley 2. a dice en 
qué manera debían facer su vida los ju- 
díos entre los cristianos guardando su 
ley. La 3. a les prohibía haber oficio ni 
dignidad con que pudiesen apremiar a 
ningún cristiano. La 4. a les permitía te- 
ner sus sinagogas para hacer oración, 
«é porque la sinagoga, dice, es casa 
donde se loa el nombre de Dios, defen- 
demos que nipgun cristiano non sea osa- 
do de la quebrantar.» La 5. a prohibía 
apremiará los judíos en sábado, por ser 
el día en que los judíos facen su oración 
é son obligados de guardar según su 
ley. Y siguen las otras leyes del mismo 
titulo (6.° á 11) disponiendo lo conve- 
niente para premiar á los judíos que se 
tornasen cristianos, castigar á los cristia- 
nos que se tornasen judíos y á los que ha- 
cían vida con ellos, estableciendo la úl- 
tima que los judíos y las judías para ser 
conocidos llevasen una señal cierta sobre 
sus cabezas bajo las penas que imponía. 

Vése pues, quespgun las Partidas, los 
judíos en España obtuvieron vecindad y 
los derechos de ciudadanos aunque muy 
restringidos, permitiéndoles sus sinago- 
gas é i m poniendo penas á los q ue las q u e- 
brantasen (1). Algo mas duras eran con- 
tra ellos las leyes del Fuero-Juzgo , y las 
del de Sepúlveda, y las de otros inuni- 


(t) Otras varias leyes se encuentran calas 
Partidas y demás Códigos nacionales necesa- 
rias en aquellos tiempos, como ahora serán 
necesarias otras, para arreglar las relaciones de 
la Iglesia con el Estado etc. etc. Una ley pre- 
venía lo que debía hacer el judio que se ha- 
llare en la calle con el Sacramento (ley 63, tí- 
tulo IV, P. I a ); otra disponía la furnia del ju- 
ramento (ley 20, tít. XI, P, 3. a ); otras en fin 
disponían sobre los matrimonios, cuando el 
judio se tornaha cristiano, ó vice-versa etc. 


o do 

cinales 1 ; y las mismas del Fuero-Real. 
Las Partidas templaron este rigor con- 
temporizando, pero menos que hasta 
entonces, con la aversión que se tenia á 
la raza judaica. 

La Novísima Recopilación dedica tam- 
bién un título, el 1 del lib. XIí , á los 
judíos. La 1. a imponía pena á los ju- 
díos que trataban de convertir á su secta 
á hombre de otra; la 2." ordenaba que 
no se impidiese á los judíos su conver- 
sión á la fe católica , y la 3. a que es la 
pragmática de D. Fernando y Doña Isa- 
bel dada en Gravada á 30 de marzo de 
1492, es la que decretó la expulsión de 
todos los judíos de estos reinos, debien- 
do verificarse en un plazo brevísimo que 
era de cuatro meses justos de fecha á fe- 
cha (I), y que sería indudablemente mu- 
cho mas limitado contando con que des- 
de la fecha á!a publicación ó circulación 
se invertirla acaso la mitad de dicho pe- 
ríodo, durante el cual la pragmática 
les daba seguro para andar y estar, po- 
der entrar, vender, trocar y enajenar 
todos sus bienes muebles y raíces, y 
para sacarlos fuera del Reino por mar y 
por tierra * con tal que no saquen oro ni 
plata , ni las otras cosas vedadas.» 

A consecuencia de esta medida pasan 
de 800.000 los judíos que se vieron for- 
zados á salir de España, y no fueron po- 
cos, dice un escritor, los que por huir de 
tan inhumano rigor fingieron convertir- 
se á la fé católica , y vinieron á aumen- 
tar después lis víctimas de la Inqui- 
sición. V. Inquisición. 

¡Pobre España! ¡Cuánta crueldad y 
cuanto desvaí jo ! 

Salieron del reino las familias judías 
(como salieron después andando el tiem- 
po mas de dos millones de moriscos), y 
eran todos españoles, y eran, sin que 

(1) ... "Mandamos á todos los judíos y judías 
de cualquier edad quesean que viven y moran 
y están en los dichos nuestros reinos y señoríos, 
así los naturales de ellos como los no natura- 
les... que hasla en fin del mes de julio primero 
que viene de este año de 14U2, salgan de todos 
Sus dichos nuestros reinos y señorios con sus 
hijos é hijas, criados y er adas y familiares ju- 
dias, así grandes como pequeños de cualquier 
edad que sean..... 
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haya de ello la menor duda , los que 
mas sobresalían en las artes, en las cien- 
cias, en la literatura, y empezaron á se- 
carse las fuentes de la riqueza , y todo 
decayó y vinieron casi á completa rui- 
no nuestra agricultura y nuestra indus- 
tria (1). . 

No disculpemos, no , por arraigada 
que sea nuestra fé católica, ni por con- 
sideraciones de ningún -género , actos 
de tanta crueldad , de tanta ignorancia 
ó de tauto fanatismo, pues no otra califi- 
cación merece la inhumana medida to- 
mada contra los judíos, que por serlo 
no dejaban de ser hombres, y eran tam- 
bién españoles, nacidos los mas y natu- 
ralizados otros en España. 

^Hagamos justicia en todo á las altas, 
prendas de los Beyes Católicos , pero 
hagámosla completa , y lamentemos á 
la vez las funestas consecuencias que su 
política inauguró para el porvenir de 
España! 

La famosa pragmática de 1792 ha ve- 
nido en vigor hasta nuestros dias, y no 
pocas veces se ha recordado su obser- 
vancia. Sin embargo , á fines del siglo 
pasado, en 1797, hubo un ilustrado Mi- 
nistro que pensó en su derogación. Ex- 
cusado es decir que el Ministro no lo 
consiguió , aunque pudo ser un obs- 
táculo su prematura muerte, y que le- 
jos de eso, el mismo Bey D. Gárlos IV, 
á quien se dirigia, mandó al poco tiem- 
po, en 1802, que se observase con todo 
rigor la prohibición de entrar los judíos 
en España, y que si alguno entraba se 


(1) El Sr. Lafuente dice que cuando se hi- 
cieron conocer en Turquía los judíos lanzados 
del suelo español, exclamó el emperador Ba- 
yaceto, que tenia formada una ventajosa idea 
del Bey Fernando «este me llamáis el Rey po- 
lítico , que empobrece su tierra y enriquece la 
nuestra?» — Mariana mismo, no pudo menos 
de significar su desaprobación á esta medida 
en tal concepto diciendo que dió ocasión á mu- 
chos de «reprender esta resolución que tomó 
el Rey D, Fernando en echar de sus tierras 
gente tan provechosa y hacendada y que sabe 
todas lss veredas de llegar dinero.» "Recomen- 
damos á nuestros lectores todo el cap. VIII, 
Parí. Ií, lib. IV de la Historia general de Es- 
paña por D. Modesto Lafuente, en donde cita 
también los Estudios sobre los judíos de Es- 
paña del Sr. Amador de los Ríos. 


comunicase la noticia al tribunal de la 
Inquisición!.... 

Lo que el citado Ministro decía sobre 
este asunto en su Memoria, nos parece 
muy importante, y vamos á concluir 
este articulo insertándolo textualmente, 
así como ud mensaje de felicitación di- 
rigido por los judíos de Holanda en el 
corriente año de 1869 al Gobierno pro- 
visional con motivo de la libertad reli- 
giosa, que es hoy una de las expresa- 
mente proclamadas por el nuevo Códi- 
go fundamental de la Nación. Veamos. 

Memoria de D. Pedro Várela al Sr. Don 

Carlos IV, en 22 de marzo de 1797. 

(Era el Sr. D. Pedro Varela secretario 
del despacho universal de Hacienda de 
España é Indias, y ante el enorme peso 
de las urgencias del Erario, proponia al 
Rey varios arbitrios para adquirir las 
sumas necesarias para las atenciones del 
reino, y entre ellos decía) "(1): 

«El segundo arbitrio es la admisión de la 
nación hebrea en España, que, según la 
opinión general, posee las mayores riquezas 
de Europa y Asía. Las preocupaciones anti- 
guas ya pasaron : el ejemplo de todas las na- 
ciones de Europa, y aun de la misma Silla 
de la religión, nos autoriza; y finalmente, la 
doctrina del apóstol San Pablo, á favor de 
este pueblo proscrito, puede convencer á 
los teólogos mas obstinados en sus opiniones 
y á las conciencias mas timoratas , de que 
su admisión en el reino es mas conforme á 
los máximas de la religión , que lo fué su 
expulsión, y la política del presente siglo no 
puede dejar de ver en este proyecto el so- 
corro del Estado en el fomento del comer- 
cio y de la industria, que jamás por otros 
medios llegarán á equilibrarse con el ex- 
tranjero (2) , pues ni la actividad ni la eco- 
nomía son prendas de la mayor parte de los 
españoles. 

»Yo creo, Señor, que los comerciantes 
de aquella nación activa , se cargarían de la 
reducción de los vales, haciéndola á dinero 


i «V Can S* Arguelles « Diccionario » artícu- 
1° Memoras de Hacienda, tomo II, pág. 176. 

U) Hemos subrayado estas palabras por lo 
notames que son, por la verdad desnuda que 
encierran, por la fuerza con que expresan las 

protundas convicciones del ilustrado Ministro 
de Carlos I\ sobre tan importante asunto. 
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electivo; y les darían circulación en la Euro- 
pa y fuera de ella, 

«Ellas nos facilitarían el comercio de Le- 
vante, que sin ellos es casi ima quimera , al 
mismo tiempo que para nosotros es una es- 
peculación admirable en nuestras circuns- 
tancias, de una suma utilidad para el pro- 
greso de nuestras fábricas, pero que jamás 
podrá realizarse sin su intervención: supues- 
to que estas gentes son los únicos corredo- 
res en aquellas regiones. 

«Aun el comercio de América cobraría la 
mayor energía , mientras que en manos de 
una porción de negociantes extranjeros es- 
tablecidos en Cádiz, Málaga y otros puertos, 
es solo ocupación dé ociosos, que en sus in- 
moderadas ganancias quieren compensarse 
de las utilidades que les producirá una vida 
mas activa. 

»A pesar de esta lisonjera pintura me pa- 
rece, Señor, que podríamos tentar este deli- 
cado punto, negociando con algunas de las 
principales casas hebreas avecindadas ya de 
largo tiempo en Holanda y otras ciudades deí 
Norte (t) el que estableciesen sus factores 
en Cádiz y otras partes, mediante la obliga- 
ción de aprontar alguna cantidad con que 
formar una caja en que se descontasen nues- 


(1) Canga Argüelles en su ■ Diccionario de 
Hacienda ■> copia de un periódico de Berlín del 
año de 1826, la siguiente nota del número de 
judíos entonces existentes, que son; 


fin Gaviera . 53.402 

En Sajonia 1.300 

En Hannover. . . . , . 6.600 

En Wirtemburg- . . r „ . , , . r . . 9.068 

En Badén. , . . 16.930 

En Hesse.. . . 5.170 

En el resto de la Confederación. . . . 14.982 

En Francfort 5 200 

En Lubreck r . 400 

En Hatnburgo. r r . 8,000 ¡ 

En Austria . 453.445 

En Prusia 134 980 

En Rusia.. 426.908 

En Polonia 232.000 

En Inglaterra 12. 000 

En Francia , . 60 000 

En Holanda 80 000 

Vn Suecia 450 

En Suiza 1,970 

En Italia. 36.900 

En las Islas Jónicas 7.000 

En Caerow 7.800 

En la Turquia europea 231.000 

En Asia. ... , , 438.000 

En Africa 504.000 

En América. ¿ . + . 5.700 

En Australia ......... ’ T . . . .. 50 


Total. ....... 2.753.255 
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tros vales á la par, ó cargándose de hacerlo 
dichas casos, hipotecándoles para la segu- 
ridad de lo que adelantasen, no solo los arbi- 
trios que ya están señalados sino el producto 
de las prebendas suprimidas, ó el de las en- 
comiendas vendidas, si Y. M. lo hallase ad- 
misibles. 

»S¡ al mismo tiempo se les dejase entrever 
que á la admisión de algunas casas de co- 
mercio podría seguirse la de toda la nación, 
me parece se lograría tentar la avaricia de 
este abatido pueblo, que nunca ha perdido 
de vista las ventajas y comodidades que ha 
gozado en España.» 

Mensaje de felicitación que tos israelitas 
residentes en Holanda, y que descienden 
de los espulgados de España en el año 
1492, dirigen al Gobierno Provisional 
por la declaración de la libertad religiosa 
y la revocación del edicto que espulsó á 
sus ascendientes de los dominios españoles. 

«Los abajo firmados descendientes de fa- 
milias nacidas en España y Portugal, habien- 
do visto con una verdadera satisfacción la 
proclamación del alto principio de libertad 
religiosa que Vuestras ílustrísimashan hecho, 
se unen para esto á sus correligionarios, en 
Francia, Inglaterra y Portugal para agrade- 
ceros infinitamente este acto de justicia y 
humanidad, no dudando que aquella acción 
generosa sea seguida de una completa revo- 
cación del edicto de destierro lanzado en Es- 
paña contra sus padres en el año 1492. 

Sírvanse Vuestras Ilustrísimas persuadirse 
de que no es el egoísmo el que les impulsa á 
esta acción. 

No quieren abandonar la casa de sus Prín- 
cipes de Orange, que durante tres siglos los 
lia tratado y los trata todavía como sus pro- 
pios hijos. 

El país que ha recibido tan hospitalaria- 
mente á sus padres, y en donde gozan de la 
mayor libertad religiosa, les es caro sobre 
todo. 

La tierra en donde reposan las cenizas de 
sus padres y en donde han nacido sus hijos 
les es demasiado sagrada para cambiarla con 
cualquier país que sea. 

Es solameule el respeto por la memoria de 
sus antepasados el que Ies hace constar su 
simpatía por la resolución que Vuestras llus- 
trísímas han tomado, y que les hace dirigirse 
á vuestra Junta para suplicarle que revoquen 
determinadamente el edicto de 1492 que pro- 
nunció el destierro de sus abuelos. 

De esta manera podrán borrarse las huellas 
de una persecución funesta, y esto será sin 
duda alguna la mas gloriosa victoria de Es- 
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paña en este sigb, por la cual los siglos ve- 
nideros bendecirán ;í Vuestras Ilustnsnnas, 
pa cando su tributo de amor y de gratitud. 

Esperando que vuestros esfuerzos, hechos 
para la prosperidad de España, sean corona* 
dos como lo merecen, rogarnos a Dios que 
guarde á Vuestras Destrísimas muchos años 
en la mayor felicidad. 

Ilustres señores, sus mas humildes servi- 
dores, que B. L. M. de Vuestras Tlustrísimes. 
Consejo de los Ancianos en Amsfcrdam, di- 
ciembre de 1868.— Nathan Dias Brandan, 
Presidente, y 114 otros miembros, de los 
cuales 32 ancianos. — B. A. de Pinto y 21 
otros miembros de la Congregación. [Gac. 5 
febrero de 4S69.J 

Concluiremos sin poder extendernos á 
mas, diciendo que el nuevo Código fun- 
damental de la Naciomespañola garantiza 
ya el libre ejercicio público ó privado de 
todos los cultos (arts. 21 y 27), siendo 
iguales en todo los españoles sin distin- 
ción de razas, y habiendo quedado por 
tacto derogado el edicto ó pragmática 
de 30 de marzo de 1 i92 sobre expulsión 
de los judíos, que como con tanta verdad 
dice el Sr. Lafaente fue un golpe mortal 
para España que obstruyó las fuentes de 
la riqueza pública, para que fuesen á 
fecundar otros climas y á engrandecer 
extrañas regiones. 

JUECES. — V. Justicia: Juzgados. 

JUEGOS PROHIBIDOS. Todo el titu- 
lo XXÍll, lib. XII de la Nov. Recop. es- 
tá dedicado á los juegos prohibidos. 
Contiene 17 leyes, la mayor parte de 
ellas hechas en Cortes, años de 1329, 
1387, 1432, 1480, 1513 y 1532, y otras 
posteriores dadas por decretos y pragmá- 
ticas de los reyes. Antes de la Nov. Re- 
copilación no hallamos leyes prohibiti- 
vas de los juegos de suerte, envite y 
.azar; pero en cambio las de dicho Códi- 
go emplearon un rigor exagerado que 
por su inobservancia ó por la ineficacia 
de los medios adoptados para corregir 
tan pernicioso vicio no produjeron el 
efecto deseado. 

La pragmática de Cárlos III (6 octu- 
bre 1771), inserta en la ley 15 de dicho 
título y libro, vino á resumir todas las 
prohibiciones de las leyes y decretos an- 
teriores, y. -mirando solo a! fin, á evitar 


los juegos en que se atraviesan crecidas - 
cantidades y se compromete la fortuna i 
de muchas familias, «siguiéndose gra*' '1 
vísimos perjuicios á la causa pública con A 
la ruina de muchas casas, con la diá-, % 
tracion en que viven las personas entre- 
gadas á este vicio y con los desúrdenesy ^ 
disturbios que por esta razón suelen se- i 
guirse» llevó su sanción hasta á juegos 
en sí inocentes, basta á los que muchas 1] 
veces sirven para la distracción de las : j 
familias mas recogidas y timoratas. ' •,‘1 

«Prohíbo, dice, que las personas estantes 
en estos reinos, de cualquier calidad y con- gj 
(lición que sea, jueguen, tengan ó permitan -jí 
en sus casas los juegos de banca ó farao^, Ú 
baceta, carleta, banca fallida, sacanete, parar, 
treinta y cuarenta, cacho, flor, quince, trein- 
ta y una envidada ni otros cualesquiera de 
naipes que sean de suerte y azar, ó que se ' 
jueguen á envite, aunque sean de otra clásp ■' 
y no vayan en sí especificados, como tañí- 
bien los juegos debisbís, oca ú auca, dados, ’v 
tablas, azares, y chuecas, bolillo, trompico;);* 
palo ó instrumento de hueso, madera <5ffS&- 

tal taba, cubiletes, dedales, nueces, cor- - 

reguela, descarga la burra, etc., etc. 

A esta ley han sustituido ahora los ' : 
arts. 267, 268, 452 y el núm. l.° del 
485 del Código penal, que quedan in- 
sertos en ei tomo III , y con vista de estos' 5 
preguntamos: ¿ Cuáles son los juegos pro- ; ; 
hibidos? ¿ Lo están en te'r ñiños absolutos 
los de envite y azar ? ¿ Quiénes son los 
que incurren en la sanción de la ley? 

No diremos quesea fácil, pero tampo- '■ 
c-o nos parece difícil la contestación. Él T 
Código penal no prohíbe los juegos to- 'i 
dos de suerte, envite ó azar, ni conside- . 
rp reos de delito á todos los jugadores; 
habla solo de los abanqueros y dueños 
de casas de juego, de suerte envite y 
azar» y de tíos jugadores que concurren 
á estas casas » (art. 267) habla de alosque 
en el juego usaren de medios fraudulen- 
tos para asegurar la suerte » (art. 268 y 
núm. i.° del 452), y habla también de 
tíos que en caminos públicos, calles^ pía- , 
zas, ferias ó sitios semejantes de re- 
unión, establecieren rifas , ó juegos de en- 
vite ó azar » (art. 485,). Hay, pues, mu- 
cha diferencia entre esta sanción y la. 
sanción de las leyes recopiladas. 
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La dificultad está ahora en definir cuú- 
Jes son las casas de juego para los efectos 
déla ley, pues sin que se las dé ni me- 
rezcan propiamente esta denominación, 
la verdad es que se cuenta de casas, de 
tertulias, de reuniones privadas á donde 
concurren familias distinguidas y seve- 
ros padres de familia, y en las que á mas 
de los inocentes y loables pasatiempos 
que ofrecen la conversación, la lectura, 
la música, el canto, la declamación y los 
juegos lícitos, se tolera también la sec- 
ción íe otros juegos inmorales en que 
se atraviesan enormes sumas, batiendo ' 
personas muy graves, íntimos amigos que 
se dicen entre si, los mayores esfuerzos 
para arrebatarse unos á otros una parte 
ó todo su caudal, y tal vez del caudal 
que no les pertenece..,.. Estas casas, 
estas reuniones, los juegos que en ellas 
tienen lugar, no se hallan, pues, en tér- 
minos generales, en el caso de la ley pe- 
nal, auaque si se hallarán sujetos á su 
sanción los fraudes que se cometan, y 
en donde quiera que se cometan. Esto ¡ 
es al menos nuestra manera de entender 
la ley. 

Y no es que queramos justificar á los 
ojos de una sana moral, las tertulias de 
este jaez; no es tampoco que censure- 
mos la ley penal vigente, que hallamos 
mucho mas filosófica que la pragmática 
de Cárlos III , sino que nos parece muy 
conveniente que se lleven hasta donde 
es debido los respetos á la familia y al 
hogrr doméstico, reservando á la moral 
y á la educación privada la parte que las 
corresponde en el correctivo del vicio, 
y estrechando cuanto es dable en tan 
delicada asunto los límites del delito, 
para que á la vez, sin inconvenientes, 
la ley y la moral influyan en la correc- 
ción de las malas costumbres. 

Conocidas ya las disposiciones vigen- 
tes sobre penalidad de juegos prohibi- 
dos, y nuestra opinión sobre la inteli- 
gencia de las mismas, solo nos resta 
añadir, que según la referida pragmáti- 
ca de 1771, los contraventores á la mis- 
ma quedan sujetos á la jurisdicción real 
ordinaria, aunque sean militares ó de 
otro cualquier fuero, por privilegiado 


quesea; y siendo persona eclesiástica, 
después de efectuadas las penas y resti- 
tución en suS temporalidades , se pasa 
testimonio de lo que contra ellas resulte 
á su prelado para que le corrija confor- 
me á los sagrados cánones, poniendo 
nota del hecho en su expediente en el 
Ministerio de Gracia y Justicia , con 
arreglo á la R. 0. de 23 de setiembre 
de 1819. 

Naturalmente es asunto de buena po- 
licía no permitir que en los dias y horas 
de. trabajo se entretengan con juegos los 
menestrales y jornaleros (ó mas bien di- 
remos otra clase de gentes que viven de 
la ociosidad y del vicio), estableciéndo- 
los en sitios públicos y siendo ocasión 
de escándalo, no entendiéndose esto 
cuando los juegos sean lícitos y tengan 
lugar con motivo de alguna solemnidad 
pública de familia. — V. Espectáculos y 
Diversiones públicas. 

La pragmática de Cárlos III que lo 
prevenia así en su cap. Xí, puede con- 
siderarse como reglamentaria , así en 
esto como en la prohibición que esta- 
blece de toda clase de juegos en las ta- 
bernas , figones, hosie-uas, etc., y debe 
la autoridad administrativa proceder 
prudencialmente para fijar sus buenas 
reglas de orden en las respectivas orde- 
nanzas municipales, y para aplicar los 
castigos á los infractores. — V. Ordenan- 
zas DE POLICÍA. 

Vean nuestros lectores en su lugar los 
artículos del Código penal , y tengan 
además presente para formar su opinión 
las disposiciones que siguen: 

/í. O. de 23 setiembre de 4848. 

Contiene medidas para evitar que los ecle- 
siásticos concurran alas casas de juego. Se 
insertó en Eclesiásticos, tomo V, pág. 466. 

/?. O. de 25 mayo de 1853. 

Que se persigan y castiguen las partidas do juegos: 

que respecto do las empleados se anote la falta en 

su hoja de servicios (l). 

(Gob.) «Entre los elementos de corrup- 

(1) Cuando se dictó esta Real orden Tetó a la 
ley de 2 de atril de 1845. Por la de 2o de se- 
tiembre de 1863 y por la de 21 de octubre de 
1868, no se atribuyó á los Gobernadores de 
provincia la facultad de castigar gubernativa- 
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cion que mas desastrosas consecuencias pro- 
ducen en el seno de la sociedad, ninguno 
tan trascendental y de resultados tan funes- 
tos como el de los juegos de suerte , envite 
y azar, porque no solo afectan á la fortuna y 
comprometen la paz y la dicha eD las fami- 
lias sído que relajan las costumbres per- 
vierten y extravían los mas Dobles instintos, 
v son el foco inmundo de donde salen gran 
parte de los odios y crímenes que manchan 
desgraciadamente los anales de nuestra épo- 
ca (Invoca después el Sr. Ministro lo dis- 

puesto en los arts. 267 y 268 del Código pe- 
nal, y considerando conveniente la adopción 
de providencias para combatir las casas de 
juego continúa así): 

«En vista de todo, y siendo la voluntad de 
S. M. la Reina hacer que se respeten las le- 
yes y órdenes vigentes en tan vital é impor- 
tante asunto, y adoptar las demás que al pro- 
pio objeto se dirijan , se ha servido dictar las 
disposiciones siguientes : 

1. a Que excite Y. S. el celo de los fun- 
cionarios del ramo de vigilancia y demás de- 
pendientes de ese Gobierno, á fin de que re- 
doblando sus gestiones , vigilen con extraor- 
dinaria atención los puntos en que se sospe- 
che pueden reunirse partidas de los ya 
mencionados juegos; y que una vez conocida 
su existencia, entreguen sin consideración 
ni miramiento de ninguna especie los cul- 
pables á los tribunales, para que puedan 
aplicárseles las penas que marcan los artícu- 
lus 267 y 268, tít. YII del Código penal , te- 
niendo en cuenta lo que en el primero de 
ellos se dispone para los casos de reinci- 
dencia. 

2. * Que cuando por las circunstancias del 
caso no procediese toda la penalidad con- 
tenida en los referidos artículos, imponga 
Y. S. gubernativamente aquella corrección 
para la cual está V. S. facultado por las le- 
yes, ordenanzas y reglamentos vigentes. 

3. a Que siendo necesario para la mas 
eficaz represión de los abusos, ensanchar en 
lo posible la acción de las autoridades, haga 
Y. S. iguales prevenciones á los Alcaldes y 
tenientes, significándoles el deseo de S. M. 
de que cooperen decididamente al expresado 
objeto, dentro del límite, de sus respectivas 
jurisdiciones. 

4. a Que en la Gaceta y Diarios de avisos 


mente estas faltas y consiguientemente quedó 
derogada en parte la Real órtlen arriba inserta, 
como así lo tiene también establecido la juris- 
prudencia del Consejo de Estado en decisión 
de 17 de mayo de ÍS66, que se inserta en este 
mismo artículo. 


de Madrid ó en el Boletín oficial de la res- 
pectiva provincia, se publique por la prime, ’ 
ra vez el nombre del dueño de la casa donde j 
sea sorprendida una partida de juego, y en--' a 
caso de reincidencia el de los jugadores, ü .c 
que interrogado por la autoridad ocultase, 
disfrazase ó cambiase por, otro su verdadefa | 
nombre, quedará sujeto á la pena señalada, 
en el artículo 231 del Código penal. / ‘ ;j 

5. a Que las multas á que se refieren los | 
tres citados artículos del Código, se exij^'P 
siempre, como está prevenido, en el papéí.é 
correspondiente, sin que bajo pretexto alguno 1 /? 
se les dé otra aplicación , por confuiente 

y necesaria que parezca. 

6. a Que si los culpables como jugadorég ? 7i 

encubridores ó cómplices perteneciesen efe. ■ 
clase de empleados activos ó cesantes á ah- . ^ 
guitas de las dependencias del Estado, i 
anote además esta falta en su respectiva h<H • ; 
ja de servicios para los efectos que puedan ' 
considerarse oportunos , dándose al efecto 
conocimiento inmediato del hecho á este Mf-- 
nisterio. ' ■ ' 

Y 7. a Que el denunciador de una partida ;■ 
de juego de las aludidas en esta Real 
den, tenga opcion á la mitad del dinero f .• 
efectos que deben caer en comiso con arre*- *. 
glo á lo dispuesto en el art. 267 del Código ¡) 
penal. / : J 

Siendo la voluntad de S. M. perseguir sizg 
tregua los juegos de suerte , envite y azar, / 
basta obtener la completa desaparición; ¿0 . 
ellos, estimará en mucho los servicios de ló$ f¡ 


funcionarios públicos que mas se distingan d 
en este concepto, así como quedarán sujetos ■ 
á una estrecha responsabilidad los que in- 
currieren en la mas leve falta por negligencia , 
descuido ó punible contemplación. — Re Real' 
órden etc. Madrid 2p de mayo de 1853.» " 
(CL. t. 59, p. 115.) ■■ 

R . O. de 14 marzo de 1855. 

(Guerra .) «Que siempre que un ofi- ■; 

cial sea sorprendido en casa de juego, su* 
fra dos meses de arresto en un castillo.» 


[CL. t. 59, p. 369.) 


fí. O. de 20 octubre de 1866, 7 

Roencargando la persecución del vicio del juego, 

(Gob.) «A pesar de lo prevenido en la» ' 
antiguas leyes del Reino, de lo prescrito efe 
los arts. 267 y 268 del Código penal y de fe 
mandado en repetidas Reales órdenes circu- ; 
ladas por este Ministerio, existen todavia.en 
muchas poblaciones partidas de juegos pro- 
hibidos La existencia de casas destinadas á. 
tan criminal vicio, sobre ser un foco perenne 
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de perversión de las costumbres, un peligro 
para la juventud y un ntoíivo de aiarma para 
h paz de las familias y hasta para la tran- 
uihdad pública, dá una idea poco ventajosa 
el celo que observan en el cumplimiento de 
sus deberes los empleados del Cuerpo de 
vigilancia. Vicios que tantos males acarrean 
á la sociedad, no pueden consentirse, ni to- 
lerarse, sin combatirlos y perseguirlos hasta 
su total exterminio. En las atribuciones ad- 
ministrativas hay medios para vigilar; para 

Í mevenir y para remediar el mal; y á este 
in S. M. la Reina se ha servido mandar, que 
adopte V. S. las disposiciones mas terminan- 
tes y enérgicas para que los Alcaldes de los 
pueblos de esa provincia, y todos los fun- 
cionarios de vigilancia se ocupen muy espe- 
cialmente en la averiguación délos puntos en 
que existan ó se instalen partidas de juegos 
prohibidos, y que se persiga este vicio sin 
contemplación de ninguna especie; debiendo 
asimismo prevenir á V. S. que, como esta 
dase de delitos no pueden cometerse si no 
hay por parte de los dependientes de la au- 
toridad negligencia, descuido ó punible con- 
templación y tolerancia, incurrirán en la mas 
grave y estrecha responsabilidad los que no 
demuestren con hechos incontestables el celo 
y la esquisita vigilancia que se requieren y 
su deber les impone — De Real orden lo digo 
á V. S. para su inteligencia y cumplimiento.» 

( Boletín oficial de Logroño , núm. i 30 de 
dicho año.) 

Jurisprudencia. 

Los juegos prohibidos no se señalan en-, 
tre las faltas que taxativamente pueden 
castigar con mullas los Gobernadores de 
provincia , según la ley de 25 de setiembre 
de \ 303, y su represión es privativa de los 
Tribunales , como por regla general todos 
ios delitos y faltas cuando 7io haya cuestión 
previa ni esté reservado expresamente el 
asunto á la Administración. 

Decís, de 7 mayo de 1866 . 

Competencia suscitada por el Gobernador 
de las Islas Baleares al Juez de Alauacor para 
ue se abstuviera de continuar en su Juzga- 
o á unas actuaciones que habia mandado 
recoger del Alcalde con multa á este relati- 
vas al hecho de haberse aprehendido á dos 
hombres jugando al monte en una taberna. 
Fundaba su competencia el Gobernador en 
el DÚm. 3.° del art. 10y5.° del ti de la ley 
de 25 de setiembre de 1863; en los arts. 27 
y 28 ilel reglamento para su ejecución; en 
los arts. 267 y 485 del Código penal; en la 


regla segunda del R. D. de i 8 de mayo de 
1852; en la disposición segunda de la Real 
orden de 25 del propio mes y año y en dife- 
rentes decisiones de competencias anterio- 
res á 1864; y el juez en que el núm. 3,° del 
artículo 10 de la ley de 25 de setiembre 
de 1863 do se refería á los juegos prohibi- 
dos; en el núm. 5.° del art. 11 de la misma 
ley, en que las decisiones de competencias 
invocadas por el Gobernador eran anteriores 
á Ja publicación de la citada ley, y en que 
de interpretar las mencionadas disposicio- 
nes como el Gobernador lo hacia le debía 
corresponder el conocimiento de todos los 
delitos como actos contrarios á la moral : y 
en vista de todas esas disposiciones citadas y 
á consulta del Consejo de Estado por Real 
decreto de 7 de mayo de 1866 se declara 
mal formada esta competencia y no haber 
lugar á decidirla : 

«Considerando: 

1. ° Que el núm. 3.° del art. 10 y el 5.° 
del 1 1 de la ley de 25 de setiembre de 1863, 
y el art. 27 del reglamento para su ejecu- 
ción, taxativamente señalan las faltas que 
los Gobernadores pueden castigar con mul- 
tas, y entre ellas no. se expresan los juegos 
prohibidos, á no tenerlos por comprendidos 
en los actos contrarios á la moral: 

2. ° Que esto seria dar una interpretación 
extensiva á la facultad que tiene la Adminis- 
tración de castigar gubernativamente ciertas 
laitas, debiendo interpretarse restrictamen- 
te, como excepción de la regla general de 
que es propio de los tribunales de justicia el 
castigo de los delitos y faltas. 

3. ° Que la citaoa ley y reglamento han 
derogado por consiguiente la R. O. de 25 de 
mayo de 1853 y el It. D. de 18 del mismo 
mes y año en lo que puedan oponérseles. 

4. ° Que en el supuesto de que si así no 
fuera quedaria reducida la cuestión presente 
á saber si el hecho de que se trata constituía 
el delito castigado en el art. 267 del Código 
penal , ó la falta deíinida en el núm. l.° del 
art. 485 del mismo Código. 

5. ° Que tratándose de un hecho que 
puede ser delito ó falta, según su gravedad, 
no cabe aplicar las disposiciones que encar- 
gan á la Administración corregir algunas de 
estas, debiendo seguirse la regla gereral de 
que á los tribunales de justicia corresponde 
su represión y castigo: 

6. u Que por tanto ni hay cuestión ad- 
ministrativa prévia al juicio criminal, ni pue- 
de asegurarse que a la Administración esté 
reservado el conocimiento del asunto como 
una simple falta á la moral.» ( Gac . 15 mayo.) 

Las disposiciones que se citan , véan- 
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se en Código penal. Faltas. Gobierno 
y adminbtracion de las provincias. 

Además respecto á ja acción que nace 
de Jos pagos, contratos, empeños y deu- 
das contraídas en el juego, véase el artí- 
culo Contrato aleatorio, t. IV, p. 552. 

JUICIO. Legítima discusión de un 
negocio entre dos ó mas pegonas ante 
un juez ó tribunal autorizado para de- 
cidirla con su sentencia. 

Juicio civil , llamado vulgarmente 
pleito, es aquel en que se disputa sobre 
intereses materiales ó sobre derechos de 
los particulares ó corporaciones. De es- 
tos juicios se reconocen principalmente 
las clases siguientes. 

JUICIO VERBAL. Toda cuestión en- 
tre partes cuyo interés no exceda de 
6U0 rs., se decidirá en juicio verbal. 
Así dice el art. 1162 de la ley; y son de 
notarse los términos ab olutos que em- 
plea , atoda cuestión entre partes» de 
modo que lo mismo debe entenderse 
cuando la contienda consista en canti- 
dad, que cuando verse sobre retracto, 
interdicto, desahucio, etc. El caso es te- 
ner en cuenta el interés de la cuestión 
ó del pleito. 

En caso de duda sobre el valor ó inte- 
rés de la cosa litigiosa, se estará á lo dis- 
puesto en el art. 1163 que quiere se ce- 
lebre una comparecencia en que el juez 
de paz oiga á las partes y decida la. du- 
da sin apelación; aunque el juez de pri- 
mera instancia del partido, al conocer 
de la apelación sobre lo principal, podrá 
declarar la nulidad del juicio si resul- 
tare ser su interés mayor de 600 rs., 
siempre que se reclame aquella ante él 
y' se hubiera hecho también ante el 
juez de paz, oponiéndose á la süstancia- 
cion en juicio verbal: condiciones in- 
dispensables que exige ei art. 1164.' Es- 
tas disposiciones de la ley nos parecen 
dignas de todo elogio, por el principio 
que reconocen de que , queriendo los 
litigantes , todas las cuestiones de enti- 
dad dudosa y aproximada á la de los 
juicios verbales, pueden someterse á la 
sustancia cion de dichos juicios , y con- 
siguientemente al conocimiento de los 
jueces de paz. 


Hemos tratado extensamente de todo 
lo relativo á los juicios verbales en nues- 
tra Biblioteca de los Juzgados de pazj 
lít. IV de la primera parte y allí hemos ' 
debatido también una cuestión impor- '■ 
tante que todavía no la tiene decidida la ' 
jurisprudencia, sobre si son ó no com-, 
potentes los jueces de paz paira conocer ; 
en los negocios de desahucio, interdic-r . 
tos, retracto y otros análogos cuando eí 
valor de la contienda no- exceda de ; ! 
600 rs. — Véase dicha obra, págs. 200 6- ¡ 
210 de la primera parte. 

El conocimiento de los juicios verba-V. - 
les corresponde á los jueces de paz eftj' - 
primera instancia, y eu segunda á loa, j 
jueces de primera instancia de los par- "■ 
tidos. — V. Jurisdicción militar. . v , 

Sobre los juicios verbales consúltense 
los arts. 1162 á 1180 de la Ley de En- 
juiciamiento civil. ' 

JUICIO DE MENOR CUANTÍA. Es aquej- 
en que el ínteres de lo que se litiga. noM ,; j 
excede de 3.UO0 rs.— Este juicio no obstó 
á ia acción ejecutiva de que se puedijV;: 
usar cuando proceda cualquiera que sé,U| 
la cantidad de que se trate, con tal q^p^ 
exceda de la señalada para los juipi^J 
verbales. Los trámites de este juicio 
breves y^encillos. 

Se deduce la demanda por escrito sin 
necesidad de valerse de abogado ni de' 
procurador y acompañando los doeu-.-,; 
mentos en que se funde si los hay , . 

copias. La contestación ha de presentar* ■ 
se precisamente dentro- de los seis dlaú 
de la citación y emplazamiento , y sí nú* 
se contesta sigue adelante el pleito. . SU . 
hay conformidad en los hechos awiyfeV 
citar el juez á las partes para juicio ver- ; 
bal y oyendo lo que expongan por sí ó 
por persona que les representa legítima- 
mente, se dicta sentencia en el mism’o,, J 
día. Algo inas se complica cuando b&yi, ; 
reconvención y pruebas, pero siempre 
el pleito es breve y económico. 

Hay recurso de apelación que puede- . 
interponerse dentro de cinco dias ■ 
biles¿ y el que apela debe comparecer 
necesariamente en la Audiencia á tos. 
ocho dias de recibirse los autos en ella» ■ 
pues de lo contrario se devuelven bI 
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Juzgado para la ejecución de la sen ten - 
cia.’(4rís. 1133 á 1161.)>No se dá-otro 
recurso. 

JUICIO ORDINARIO. Todas las con' 
tiendas entre partes en reclamación de ■ 
un dejreeho, que no tengan señalada en 
esta ley tramitación especial, serán ven- 
tiladas en juicio ordinario. Así dice tex- 
tualmente la de Enjuiciamiento civil, en 
su art. 221, determinando en los demás 
hasta el 350, la tramitación, los térmi- 
nos, las formalidades del mismo juicio. 

El juicio ordinario no puede confun- 
dirse con el de menor cuantía, y menos 
con el verbal, porque el importe ó valor 
de la cosa litigiosa que ha de exceder en : 
el ordinario de 3.00Ü rs. marca sus li- 
mites y diferencias del de menor cuan- 
tía. Tampoco puede contundirse con el 
juicio ejecutivo, ni con el desahucio, ni ! 
con el de retracto, ni con los interdictos, 
ni ningún otro que como los dichos tenga 
tramitación especial, según brevemente 
indicamos en sus artículos respectivos. 

.. Los trámites de juicio ordinario , ó de 
mayor cuantía de 8.000 rs., supuesto el 
acto de conciliación y en algún caso es- 
pecial la preparación á que se refieren 
los arts. 222 y 288 de la ley, son los si- 
guientes: 

Demanda. So interpone bajo la di- 1 
reccion de letrado y por medio du pro- 
curador con poder acompañando certifi- 
cado del acta de conciliación y los docu- 
mentos que justiliquen la demanda, ó 
designando el archivo ó tugar en que se 
encuentren , si no los tuviere, no admi- 
tiéndose después otros sino con el jura- 
mento de no haber tenido noticia de 
ellos. Los hechos. y fundamentos de de- 
recho se exponen sucintamente en ella, 
y se fija con precision lo que se pide y la 
persona contra quien se pide. Los jue- 
ces deben repeler de oliciu las demaudas 
no formuladas con claridad y en la for- 
ma. establecida. (Arts. 2108 y 221 ó 227 
ley citada.) 

Cons testación. Admitida por el 

juez la demanda se confiere traslado al 
demandado y se le emplazará para que 
dentro de nueo# dias comparezca á con- 
testar. Dentro del término del empiaza- 
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miento el demandado- debe personarse 
en juicio por medio de procurador auto- 
rizado con poder bastante , y si no lo 
hace, acusada una rebeldía, se dá por 
contestada la demanda, y siguen los 
autos su curso. Si se persona’, se- le 
mandan entregar los autos para que con- 
teste dentro de nueve días, cuyo térmi- 
no, que se concede á cada uno de los 
demandados, cuando es mas de uno, si 
no puede obligárseles á que litiguen 
unidos, se cuenta desde el siguiente al 
de la notificación de la providencia en 
que se mandan entregar los autos. 

El demandado puede proponer en ar- 
ticulo previo de incont estación las. ex- 
cepciones dilatorias, en cuyo caso debe- 
rá hacerlo precisamente dentro de seis 
dias, y no está obligado á coutestar la 
demanda hasta que se ejecutoríe este 
artículo. Si deja el demandado pasar di- 
chos seis dias, utilizará ios restantes 
hasta los nueve para coutestar directa- 
mente á la demanda proponiendo las ex- 
cepciones perentorias que tuviere, las 
dilatorias no propuestas en. el término 
de los seis dias como articulo prévio „y 
la reconvención en los casos en que pro- 
ceda, — V. Excepciones. 

Réplica y duplica . De la contes- 
tación á la demanda se dá traslado al ac- 
tor por término de seis días* y de la ré- 
plica al demandado por igual término. 
Eu estos escritos deben íijjrse delinitiva- 
mente los puntos de hecho y de derecho 
objeto del debate, podiendo modificar ó 
adicionar en ellos ios que hayan consig- 
nado, en la demanda y contestación; y 
en ellos pedirán también los litigantes, ó 
que se falle desde luego el pleito, ó que 
se reciba á prueba si lo estimaren nece- 
sario. [Arts. 251 ú 25(3). Si piden que 
se falle , manda el juez traer los autos 
con citación para ia vista y dictará sen- 
tencia. {Art. 2(3U.) 

Pruebas. Si en los escritos de ré- 
plica y dupliea solicitan el recibimiento 
á prueba lodos los litigantes el juez la 
otorgará, y si alguno se opusiere, el 
juez provee sobre el incidente, no siendo 
apelable el auto en que se otorgue la 
prueba, y siéndolo en ambos efectos el 
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en que se denegare. El termino ordinario 
de prueba no puede exceder de sesenta 
dias, cuando hubiere de hacerse en la 
Península , Islas adyacentes o posesione^ 
españolas en Africa, y dentro del dicho 
término los jueces fijan el que según las 
circunstancias del negocio sea suficiente, 
pudiendo prorogarlo hasta los sesenta 
dias, si se pidiere nuevo término antes 
de cumplirse el concedido. Hay además 
término extraordinario que es de cuatro 
meses si hubiere de ejecutarse la prueba 
en Europa ó Islas Canarias, de seis me- 
ses si en las Antillas españolas, de ocho 
si en los continentes de América, Africa 
ó escalas de Levante y de un año si en 
Filipinas, ó en cualquiera otra parte del 
mundo de que no se haya hecho expre- 
sión. (Arts. 263 al 270 ) 

Todo término de prueba es común á 
las partes , de modo que estando abierto 
para la una, lo está también para las de- 
más que litiguen. Recibidos los autos á 
prueba se entregan por seis dias á cada 
una de las partes sucesivamente para 
que propongan la que les convenga, sin 
perjuicio de que en el resto del término 
puedan solicitar cualquiera otra. El juez 
debe repeler de oficio las impertinentes 
ó inútiles, siendo apelables en ambos 
efectos las providencias en que se nie- 
gue alguna , y no apelables las en que se 
admita. Las partes deben ser mutua- 
mente citadas para toda diligencia de 
prueba. (Arís. 273 á 278J No puede 
suspenderse el término de prueba sino 
en el caso y como dice el art. 271 , y 
dentro de él debe practicarse precisa- 
mente toda diligencia , sin que baste ju- 
ramentar á los testigos; y los documen- 
tos tampoco son ya admisibles no siendo 
justificativos de hechos posteriores ó que 
no han podido adquirirse antes. 

Medios de prueba. Los de que 
puede hacerse uso en los juicios, según 
el art. 279 son: 

1 . u Documentos públicos y solemnes . 
Son los que bemos dicho en los artículos 
Documento y Escritura pública, te- 
niendo presente que para que sean efi- 
caces en juicio deben haber venido al 
pleito con citación de la parte á quien 


perjudiquen , ó que si han venido sin 
ella deben cotejarse con sus originales, 
y esto respecto de las escrituras, lo mis- 
mo las primeras copias que las ulteriores. 
Cuando la parte á quien perjudican 
presta á ellas su asentimiento se consi- 
deran fehacientes sin necesidad de co- 
tejo. Los arts. 282 á 284 nos hablan de 
documentos otorgados en otras naciones 
sobre lo cual véanse Contratos notarial 

DOS EN EL EXTRANJERO. 

2 0 y 3.° Documentos privados y cor- 
respondencia. Ya hemos dicho en Do- 
cumento y en Escritura lo que son y 
qué fuerza tienen , y aquí solo indica- 
remos que por regla general todo doeti-*- 
mento privado debe exhibirse por la 
parte y unirse á los autos, salvo que 
obre en poder de un tercero, pues' no ; 
puede obligarse á ios que no litiguen A; 
su exhibición, y en caso de que se pres-< 
ten á ello tampoco se les obligará á que 
los presenten en la escribanía , yendo el 
escribano á su casa si lo exigieren, para 
testimoniar de ellos lo que señalen ios 
interesados. Negada la autenticidad .de 
un documento privado , puede pedirse 
el cotejo de letras con documento indu-* 
hitado etc. (Arts. 28o d 291 . ) 

4. ° Confesión judicial. Hemos ha- 

blado de ella en la página 312 del to- 
mo III. >■: 

5. ° Juicio de peritos : debe verificáis, 

se con sujeción á las reglas del art. 303, 
Los peritos deben tener el título de tales 
en la profesión ó arte á que pertenezca 
el punto sobre que ha de oirse su juicio, 
si están reglamentados por el Gobierno* 
á no ser que no los haya en el pueblo 
ni en los inmediatos, pues entonces 
podrán nombrarse personas entendidas. 
Lo relativo al modo de dar su dictámen 
recusación, etc., se determina en las 
reglas del citado artículo. . ■ = _v 

6*° Reconocimiento judicial. Es 
este el examen ó reconocimiento que 
hace el juez por sí mismo ó por peritos . 
de la cosa litigiosa; y tiene lugar prin- 
cipalmente en los pleitos sobre términos 
de pueblos ó heredades, servidumbres,' 
edificios ruinosos etc. , siempre con ex* 
presa citación, y pudiendo concurrir las 
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partes ó sus representantes ó letrados. 
(Aritó. 58 y 304 y 305.) ' 

. 7.° Testigos. Estos se examinan 
con sujeción á los interrogados por ca- 
pítulos que presenta cada parte, de que 
se d,a jcopia á la otra, la cual puede pre- 
aentar., interrogatorios de repreguntas. 
Los .dé repreguntas son reservados bajo 
la .responsabilidad del juez hasta el mo- 
mento del exámen que debe verificarse 
en la forma que dijimos en ei articulo 
Declaración judicial, t. Y, pág. 9, Los 
Jueces y Tribunales aprecian según las 
reglas de la sana crítica la fuerza proba- 
toria de las declaraciones de testigos. 

(. Arts . 306 d 317.) 

Tachas. Concluido el término de 
pruébase unen las practicadas á los au- 
tos y se mandan entregar estos por su 
orden para alegar de bien aprobado. 

( Art . 318.) 

Dentro de cuatro dias después de no- 
tificada esta providencia pueden las par- 
tes tachar los testigos por causas que es- 
tos no hayan expresado en sus declara- 
ciones, formando artículo sobre ello. 
Las; tachas legales son: parentesco del tes- 
- testigo con e! litigante que jo ha presen- 
tado;, ser su criado ó dependiente; tener 
interés directo ó indirecto en el pleito; 
haber sido el , testigo condenado por falso 
testimonio; y ser amigo íntimo ó enemi- 
go manifiesto de uno de los litigante! Ai 
proponerlas debe el litigante solicitar 
que se reciban los autos '.i prueba y de 
berá- estimarse con sujeción á ios artícu- 
lo 318 al 325. 

Alegatos. Sentencia. El término j 
para alegar de bien probado será para 
cada parte según el volumen de los autos 
é importancia de la cuestión, de seis á 
veinte dias , que podrá ampliarse por 
otros diez mas. Devueltos los autos por 
el demandado eon su alegato se mandan 
# traer á la vista con citación para oír sen- 
tencia definitiva, que se dictará en el tér- 
mino de doce días si no piden las parles 
vista pública, y en el de los ocho días si- 
guientes á la vista pública si hubiera es- 
ta tenido lugar. Las sentencias deben ser 
fundadas en la forma que establece el ar- 
tículo 338, y claras y precisa* deelaran- 
Tomo VIII. 


do, condenando ó absolviendo devla de 
manda conform aL61, -62 y 63. 

Notifíeanse las sentencias á los procu- 
radores de las parles dentro de dos días 
siguientes al en que son dictadas, y la 
que se considere perjudicada puede ape- 
lar dentro de cinco dias, en cuyo caso 
sin sustanciaron alguna se admite el re- 
curso y se remiten los autos al Tribunal 
superior citando y emplazando previa- 
mente á los procuradores de las partes 
para que comparezcan ante él. (Arts. 334 
y 335.) El término para comparecer es 
el de veinte dias siguientes á la notifica- 
ción de la providencia en que se manda 
remitir los autos y citar para la misma 
comparencia. [Art,. 336, ) 

Incidentes. La sustanciaron de los 
incidentes se determina en los arts. 337 
al 350 de la ley. Los que no tengan re- 
lación inmediata con el pleito no son ta- 
les incidentes y deben repelerlos de ofi- 
cio los jueces. Los que opongan algún 
obstáculo al seguimiento de la demanda 
principal se sustancian en la misma pie- 
za de autos, suspendiendo el curso de 
aquella. Los que no opongan obstáculo 
so sustancian en pieza separada que ha-, 
brá de formarse con los insertos que am- 
bas partes señalen y á costa del que los 
haya promovido, sin suspender la sus- 
tanciaron de la demanda. (Arís, 337 
á341). En todo caso, dei incidente se dá 
traslado al colitigante por seis dias y si 
convienen en recibirlo á prueba ó una 
parte lo pide y lo cjee el Juez proceden- 
: te, se estima así por un término que no 
podrá bajar de ocho dias ni exceder de 
i veinte, y con vista ó sin ella, si no se hu- 
; biese pedido señalamiento, se dicta sen- 
tencia, que es siempre apelable dentro 
de cinco dias en ambos efectos. [Artícu- 
los 342 al 350.) 

Del mismo modo se sustancian los 
incidentes que ocurren en las segundas 
instancias, siendo suplicables dentro de 
tercero día y ante la misma Sala las pro- 
videncias. ( Arls . 889 y 890J 

Reposición de sentencias. Hay 
sentencias meramente interlocutorias, 
que son las que recaen en el discurso del 
pleito para dirigir su sustanciaron; de - 
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visorias de artículos que son las que po- 
nen término á los incidentes, ó corno 
si dijéramos las definitivas de los inci- 
dentes ó artículos; y definitivas que son 
las que recaen como resolución final del 
pleito, declarando, condenando y absol- 
viendo de la demanda. Las sentencias 
decisorias de artículo y definitivas deben 
ser fundadas. (Art. 333.) De las interlo- 
cutorias puede pedir reposición al mis- 
mo juez, dentro de tres dias improroga- 
bles, y si no se estima podrá apelarse en 
otro término igual (Art. 65). De las de- 
cisorias de artículos y definitivas puede 
apelarse en el término de cinco días, y 
dictadas que son, los jueces y Tribuna- 
les no pueden variarlas, ni modificarlas, 
aunque sí aclarar algún concepto oscuro 
ó spplir cualquier omisión, solicitándolo 
algunade las partes dentro del siguiente 
día al de la notificación. (Art. 77.) Las 
interloculorias de las Audiencias y Tri- 
bunal Supremo son suplicables ante la 
misma Sala, y claro es que pueden repo- 
nerlas también; y las definitivas de ar- 
tículo y del pleito no admiten mas recur- 
so que el de casación conforme alart. 76 
según luego indicaremos, 

APELACION Ó SEGUNDA INSTAN CÍA. 

Efectos de la apelación. La ape- 
lación produce ordinariamente los dos 
efectos siguiente: l.° remitir al Tribunal 
Superior el conocimiento de la senten- 
cia ó providencia apqlada, .para que la 
confirme, revoque ó modifique: 2.° sus- 
pender la ejecución de la misma hasta 
que recaiga su confirmación. (Arts. 69 y 
70). Admitida en un solo efecto no se 
suspende la ejecución de la sentencia y 
se procede como dicen los artículos 71 
al 75, ya respecto á sacar testimonios, 
ya en cuanto á reclamar contra la dene- 
gada ó admitida en un solo efecto. 

Trámites de la apelación de in- ' 
terlocutoria. Estos son muy breves 
y sencillos: remitidos al superior los autos 
ó el testimonio y personado el apelante 
se pasan al relator para el apuntamiento 
y después los toma cada parte por un 
término de 6 á 15 dias, con el solo ob- 


jeto de que se instruyan los letrados; 
aunque al devolverlos manifestarán en 
escrito con su firma su conformidad ó no 
con el apuntamiento, j el apelado, ade- 
más, si se adhiere á la apelación, que 
es la ocasión de hacerlo y no antes ni 
después. Si el apelado no se adhiere se. 
entiende que consiéntela sentencia y no 
puede modificarse á su favor. {Arts. 840 
á 848). 

Trámites de la apelación de defi- 
nitiva. Se determinan en los arts. 837 
ai 890 de ley. Recibidos que sean los 
autos en la Audiencia y luego que se hu- 
biere presentado el apelante se pasan al 
relator para el apuntamiento, y hecho 
este se entregan á las partes por su orden 
por un término de 8 á 20 diasque seña- 
lará el Tribunal y que es prorogable por 
las causas y de la manera qué expresad 
los arts. 849 al 854. Devueltos los autds 
con expresión de conformidad ó no con 
el apuntamiento se pasan al Ministro po- 
nente para señalamiento de vista. 

Deserción, de apelación. Se en- 
tiende desierta una apelación , cuandó 
el apelante no comparece en el Tribu lia ^ 
Superior dentro de. término del empia-; 
zamiento, siempre que así lo declare la 
Sala á la primera rebeldía que acuse el 
apelado. Si el apelante comparece y el 
apelado no, los autossigueo su curso no- 
tificándose en estrados las providenciáis 
que se dictaren; y si ni uno ni otro conq- 
parecen, en cualquier tiempo que el 
apelante se presente continnará la sus- 
to nciacion de la instancia {Arts. 837 
al 839). 

Adhesión á la apelación. Esta se- 
gún los arts. 844, 855 y 856 debe tener 
lugar precisamente en el escrito de con- 
testación al de agravios, ó si la senten- 
cia es interlocutoría , en el de conformi- 
dad con el apuntamiento, pues ni antes 
ni después puede usarse de este reme- 
dio^ Entiéndase que si el apelado no se 
adhiere y pide la confirmación del fallo 
del interior, lo consiente en todas sus 
partes y no puede la Sala modificaren su 
tavor ninguno de sus extremos, infrin- 
giendo si lo hace, la ley 16, tít. XXII, 
Part. 3. a según ha declarado el Tribu- 
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nal Supremo en sentencia de 30 de se- 
tienábré de 1863. . . 

Pruebas. Antesde haberse notifica- 
cada la ! providencia en que se manden 
traer los autos á ia vista pueden las par- 
tes exigirse confesioües judiciales sobre 
hechos que no hayan sido objeto de 
otras en la primera instancia, y pre- 
sentar documentos de que juren no ha- 
ber tenido hasta entonces conocimiento, 
pidiendo el recibimiento á prueba para 
su cotejo si no está sacado coa citación, 
ó para practicar cualquiera otro de los 
medios establecidos; pero solo es proce- 
dente en los tres casos taxativa mente ex- 
presados en el art. 869, y eso oyendo á la 
otra parte. No se dá recurso contra la 
sentencia en que se otorgare la prueba, 
y contra la en que se denegare se dá el 
de casación en su caso y lugar. 

.■ La ley en sus arts. 873 al 884 Habla 
de ia alegación en dereeho que pueden 
solicitar las partes en vez de la vista. 

Sentencia. El término para dictarla 
en apelación es el de ocho dias siguien- 
tes á Ja conclusión de la vista del pleito, 
y podrá ampliarse á quince si los autos 
pasad de mil folios. (Art. 8fi5.; 

Contra las sentencias definitivas de las 
Audiencias no se dá otro recurso que el 
de casación (art. 76), y si no se interpo- 
ne dentro de los diez dias señalados en 
el art. 1022, se devuelven los autos á 
costa del apelante con certificación de la 
sentencia, prévia tasación y regulación 
de costas, si hubiere recaído condena 
de ella, esto sin perjuicio de que se dé 
á las partes las certificaciones con los in- 
sertos que pidieren á su costa. ( Artícu- 
los 885 á 888.; 

RECURSO DE CASACION. 

Está dedicado á los recursos de casa- 
ción todo el tít. XXI de la ley, que com- 
prende los arts. 1010 al 1101 Solo se 
dá contra sentencias de los Tribunales 
superiores que reeaigau sobre definiti- 
va, ó sobre articuló que ponga término 
al juicio y haga imposible su continua- 
ción siempre que pueda fundarse en in- 
fracción de ley ó de doctrina admitida 
por la jurisprudencia de los Tribunales, 


ó en cualquiera de las causas 'que- ex- 
presa el art. 1013. No f se da en ningún 
caso en los juicios verbales ni en los de 
menor cuantía; y se limita por el articu- 
lo 1014 en los pleitos posesorios y en los 
ejecutivos, etc. f ' 

De estos recursos conoce ei-Tfibunal 
Supremo de Justicia, pero se Interpo- 
nen en la Sala de la Audiencia que haya 
dictado la sentencia, dentro de diez dia&y 
en la forma que establecen el art. 1024 
y 1025, si es admitido, constituyendo 
un depósito de 4.000 rs. ó 2.000, etc.; 
que según los casos exigen ó no el ar- 
tículo 1027 al 1033 y en el plazo qué 
marean. En este recurso tiene también- 
lugar la desercion|ó abandono, arts.- 103-9 
á 1041; y el desistimiento arts. 1043 y 
1044. Xo son admisibles documentos, 
art. 1053, y los autos se entregan á las 
partes per su órdeR para su instrucción 
por el término de veinte dias ó á lo mas 
treinta, á cada una, señalándose después 
la vista á la que deben concurrir siete 
ministros. La sentencia se dieta dentro 
de los veinte ’dias siguientes y debe ser- 
fundada é insertarse en la Gaceta, e tCi 
JUICIO ARBITRAL. Hace la ley dife- 
rencia entre el juicio arbitral y el juicio 
de amigables componedores , aunque 
uno y otro proceden de la voluntad de 
las partes consignada en compromiso, 
formalizado necesariamente en escritu- 
ra pública bajo pena de nulidad (Ar- 
tículos 773 y 821 ;; Los artículos siguien- 
tes hablan de la aceptación,. recusación, 
reemplazo del que no acepte y cesación 
de compromiso en su caso. 

Del juicio arbitral ó de jueces árbi- 
tros trata el tit. XV de la ley, y con ar- 
reglo a sus disposiciones « toda contes- 
tación entre partes, antes ó después de 
deducida enjuicio, y cualquiera que sea 
el estado de este puede someterse á- la 
decisión de jueces árbitros (Art. 770). 
Las personas que no tienen aptitud legal 
para obligarse, uo pueden contraer este 
compromiso, ni pueden tampoco ser ob- 
jeto de él las cuestiones del estado civil 
de las personas ni las en que debe .in- 
tervenir el Ministerio fiscal con arreglo 
a las leyes. 
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Las circunstancias que indispensable- 
mente y bajo nulidad, ha de contener la 
escritura pública, se enumeran en el de 
compromiso en ios arts. i 1 4 al 777. Los 
árbitros han de ser abogados, mayores 
de 25 años, y aunque la ley habla en 
plural y de designación de tercero para 
el caso de discordia, es indudable que 
puede recaer el nombramiento en uno 
solo, como respecto de los arbitradores 
ío tiene resuelto la jurisprudencia del 
Tribunal Supremo , en sentencia de 25 
de noviembre de 1859. 

La sustanciacion del juicio arbitral se 
determina en los arts. 789 al 808, y es 
algún tanto análoga á la del juicio, or- 
dinario y siempre ante escribano. La 
sentencia deberá dictarse en los mismos 
términos y con iguales solemnidadés que 
en aquel, y sei conforme á derecho y á 
lo alegado y probado. 

Contra la sentencia se da el recurso 
de apelación para ante la Audiencia del 
territorio, previo el pago de la multa es- 
tipulada ei. el compromiso. La apela- 
ción se sustancia como en los juicios or- 
dinarios, y se da como en ellos el re- 
curso de casación. 

Si el compromiso se celebrare para 
fallar en pleito que se halle en segunda 
instancia, los árbitros continuarán esta 
con arreglo á derecho. {Arts. 817 y 818) . 

JUICIO OE AMIGABLES C0MP0NE00RES. 

Es muy diferente este juicio del aibi- 
tral, en el que hemos visto se procede 
con formas legales análogas en gran par- 
te á las del juicio ordinario. 

A la resolución de amigables compo- 
nedores puede someterse toda cuestión 
entre partes que tienen aptitud para 
obligarse cualquiera que sea su estado, 
á excepción de las que hemos dicho, no 
puedon ser objeto del juicio de árbitros; 
y en él se procede sm formas Legales y 
según el leal saber y entender de los 
nombrados, que deben ser varones, ma- 
yores de edad que se hallen en el goce 
y ejercicio de los derechos civiles, y se- 
pan leer y escribir (/iris. 819, 820 
y 825). 

Formalizado el compromiso, necesa^- 
idamente en escritura pública, con todos 
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los requisitos que exigen los arts. 
al 8213, y supuesta la aceptación y en su 
caso el reemplazo, toda la sustanciacion 
de este juicio se reduce á récibir los 
amigables componedores los documentos 
que los interesados les presentaren, d oir- 
los y d dictar su sentencia por ante escri- 
bano precisamente , la cual es ejecutoria. 
(Arts. 831 y 836). Aunque la ley, en su 
art, 822 habla en plural del nombra- 
miento de amigables componedores y 
de la designación de tercero para el caso 
de discordia, parte del supuesto de que 
sea mas de uno el nombrado ; pero de 
esto, según doctrina del Tribunal Su- 
premo de Justicia, no se infiere la pro- 
hibición de que los interesados., cuando, 
se conformaren y asiles conviniere, com- 
prometan sus diferencias en uno solo. 
(Sawí. de 25 de noviembre de 1859), ./ 
Juicio ejecutivo. Un juicio suma- 
rio que tieQe por objeto llevar á efecto 
una sentencia ejecutoriada por cantidad 
líquida y determinada, ó realizar una 
deuda también liquida, consignada . e&, 
título que tenga aparejada ejecución.! 
(Arts. 892 y 941.) ; * 

Los títulos que traen aparejada ejecu-r! 
cion son: l.° la escritura pública., con J 
tal que sea primera copia, ó si es según*' 
da, esté dada en virtud de mandamien- 
to juüicial y con citación de la persona 
á quien deba perjudicar ó de su causan- 
te; 2. ü cualquier documento privado cu- 
ya lirma haya sido reconocida bajo jura- 
mento ante autoridad judicial: 3.° la. 
confesión hecha ante juez competente. 

( Arts. 941 y 943.j 

Para preparar la acción ejecutiva, 
puede pedirse confesión judicial al deu-. 
dor, y el reconocimiento de la firma del 
documento privado. Si confiesa la deu- 
da ó reconoce la firma, queda prepara- 
da aquella; y en caso negativo, el acree- 
dor puede usar de su derecho en juicio 
ordinario. (Arts. 942 y 943) (i). 


(1) ¿Y s,i el deudor citado para el reconoci- 
miento de la Arma no comparece? ¿Se le vol- 
verá á citar? ¿Se le podrá apremiar á que com- 
parezca? ¿Se le tendrápor confeso? Cuestión es 
esta que se ha suscitado ya mas de' una vez, y 
sohre la cual no está conforme la práctica de 
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La demanda ejecutiva se formula en 
los mismos términos que la ordinaria, 
conteniendo además la protesta de abo- 
nar pagos legítimos. No se da audiencia 
al démandado, aunque este podrá pro- 
mover cuestión de competencia. (Arti- 
cules 945 y 946; y Tribunal Supremo , 
sentencia 13 abril de 1866J. 

Si se denegare la ejecución, puede pe- 
dirse reposición; y denegada estay ape- 
larse; cuya apelación procede libremen- 
te, y se sustancia como la de definitiva 
de este juicio, menos la entrega de au- 
tos al deudor por no ser parte en ellos. 
( Art . 947.) 

Si se despacha la ejecución, se entre- 
ga el mandamiento que se expida al ac- 
tor, y con él se requiere al deudor al 
pago por alguacil y escribano del Juzga- 
do; y no pagando en el acto, se procede 
al embargo de bienes que se practicará 
en la forma que. disponen los artículos 
de la ley citados en Embargo. 

Oposición del ejecutado. Hecho 
el embargo, se cita de remate al deu- 
dor en persona, ó por medio de cé- 
dula, y dentro de tres dias hábiles puede 
Qponerse á la ejecución pidiendo los au- 
tos. Si no lo hace, acusada una rebeldía, 
se- pronuncia sentencia de remate. Si se 
opone, se le entregarán por cuatro dias, 
dentro de los cuales precisamente, ale- 
gará sus excepciones y propondrá la 
prueba que estime conveniente , reco- 
giendo si no los autos sin necesidad de 
apremio. (Arts. 959 á 962. ) 


los Juzgados. En el enjuiciamiento mercantil 
ocurrió la misma dificultad, y eso que estimas 
expreso el art. 313 de la ley 'de 1830, en las pa- 
labras «se hará comparecer al deudor ,» y fué 
necesaria una aclaración que se hizo por la ley 
de 18 de julio de 1865, cuyo artículo único di- 
ce así: «Al final del art. 313 de la Ley de En- 
juiciamiento mercantil, se añade lo "siguien- 
te:* «Dejando de comparecer el deudor citado 
•para . reconocimiento de la firma, bajo aperci- 
bimiento de declararle confeso en la legiinni- 

• dad de la misma, ;se decretará contra él la 

• ejecución mediante este requisito, siempre 
»que hubiere procedido protexto ó requirimicn- 
to al pago ante notario público ó se hubiere 
•celebrado juicio de conciliación, sin haberse 

• opuesto en aquel acto tacha de falsedad á la 

• firma en que funde el acreedor su acción eje- 
»cutiva.»-V- Confusión judicial: Comparencia. 
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Excepciones. Las únicamente admi- 
sibles en el juicio'ejeeutivo,-.son : false- 
dad del título ejecutivo, prescripción, 
fuerza ó miedo de los que con arreglo á 
la ley hace nulo el consentimiento: falta 
de personalidad en el ejecutante, pago ó 
compensación de crédito líquido que re- 
sulte de documento que tenga fuerza 
ejecutiva: quita, espera y pacto ó pro- 
mesa de no pedir: novación: transacción 
ó comprofniso. La ley (art. 963), dice 
que ninguna otra excepción podrá estor- 
bar el pronunciamiento de sentencia de 
remate, pero esto debe entenderse sin 
perjuicio de la de competencia , y así lo 
tiene consignado la jurisprudencia del 
■Tribunal Supremo según dejamos dicho. 

Sentencia. Con audiencia del actor, 
que contestará dentro de cuatro dias y 
propondrá la prueba que le parezca, se 
reciben los autos á prueba por diez dias, 
y practicada é instruidas las partes, y con 
informe, ó sin él si no lo pidieren , se 
dicta sentencia en que se ha de deter- 
minar con precisión una de estas tres 
cosas: l.° seguir la ejecución adelante, 
con imposición de costas al ejecutado: 
2.° declarar su nulidad, imponiéndolas 
al juez ó funcionario que haya dado 
causa á la nulidad: 3.° no haber lugar á 
pronunciar sentencia de remate, impo- 
niéndolas al actor ejecutante. Cualquiera 
que sea la sentencia, lo mismo al actor 
que al reo, queda á salvo su derecho 
para promover el juicio ordinario, y para 
apelar. (Arts. 964 á 976). 

Apelación. Los trámites de la ape- 
lación ó segunda instancia de este juicio 
se determinan en los arts. i 001 al 1009 
de la ley, y son análogos á los de apela- 
ción de interlocutoria de que hablamos 
en la pág. 546. La vista de estas apela- 
ciones tiene lugar con preferencia ; la 
sentencia se dicta dentro de tres dias si- 
guientes á la vista, debiendo imponerse 
las costas: si es confirmatoria al apelante: 
si es revocatoria al apelado; y si es de- 
claratoria de la nulidad de la ejecución 
al juez ó funcionario que haya dado 
motivo á ella. 

Procedimiento de apremio. El 
modo de proceder para llevar adelante 
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JUICIOS. 


la ejecución ó sentencia de remate, se 
determina en los arts. 9/9 al 994 de la 
ley. — V. Tercería. , 

JUICIO DE DESAHUCIO. Tiene por objeto 
el lanzamiento del colono ó inquilino de 
la linca arrendada, cuando no la desaloja 
voluntariamente habiendo vencido el tér- 
mino estipulado, ó espirado el plazo del 
aviso que deba darse, ó no pague pun- 
tualmente, ó falte á cualquiera de las 
condiciones estipuladas, ó por otro motivo 
justo. Tratan de la tramitación de este 
juicio los arts. 636 al 672 de la Ley de 
Enjuiciamiento civil, pero hay que tener 
en cuenta que por la ley de 25 de junio 
de 1807, han sido reformados los ar- 
tículos 638. 639, 640, 662, 663, 667, 
669 y 672. Además se ha dispuesto que 
cuando el importe anual del arrenda- 
miento no exceda de 300 escudos, se 
considerarán los juicios de desahucio 
como de menor cuantía. 

La tramitación establecida es senci- 
llísima. Presentada la demanda sin ne- 
cesidad de acto de conciliación, manda 
el juez convocar al actor y al demandado 
á juicio verbal, que se celebrará dentro 
de los ocho dias siguientes, y mediando 
cuatro por lo menos desde la citación 
que deberá hacerse en la forma prevenida 
en el art 640. 

Si el demandado presente en el lugar 
del juicio no comparece después de la 
segunda citación, ó estando ausente des- 
pués de la primera, el juez declara haber 
lugar al desahucio apercibiendo de lanza- 
miento al demandado, si no desaloja la 
finca dentro de los términos siguientes: 

Ocho dias, si se trata de una casa de 
habitación y que habiten con efecto el 
demandado ó su familia. 

Quince dias, si de un establecimiento 
mercantil ó de tráfico. 

Veinte dias, si de una hacienda, al- 
quería, cortijo ú otra cualquiera finca 
rústica que tenga caserío, y en la cual 
haya constantemente guardas, capataces 
ú otros sirvientes. 

En el acto, si se trata de cualquier otra 
finca rústica. (Arts. 646 á 648J. 

Las' sentencias declarando el desahucio 
y el (lanzamiento en su caso, son apela- 


bles; pero no será admisible la apelación, 
ni en su caso el recurso de casación por 
pane del demandado, sino acreditando 
tener al corriente los pages. 

La ley citada de 25 de junio, con el 
Rea! decreto para su ejecución dicen así 
textualmente. 

Ley de 25 junio de 1867. 

«Doña Isabel II etc., sabed: que las Córtes 
han decretado y Nos sancionado la siguiente: 

Reforma á la Ley de Enjuiciamiento civil en lo rela- 
tivo al juicio de desahucio. 

Artículo l.° El art. 638 será sustituido 
con el siguiente: 

«El juez mandará convocar al actor y al 
demandarlo á juicio verbal, si lo demanda de 
desahucio se funda exclusivamente en una 
ó mas de las causas que á continuación se 
expresan: 

1 . '■ En el cumplimiento del término es- 
tipulado en el arrendamiento de una finca 
rústica ó urbana. 

2. a En haber espirado el plazo del aviso 
que debiera darse, con arreglo á la ley, á lo 
pactado ó á Ja costumbre general de cada 

, pueblo. 

3. a En Ja falta de pago del precio ps- 
ti pulado. 

4. a En la infracción manifiesta de cuales- 
quiera de las condiciones estipuladas en el 
contrato de arrendamiento.» 

Art. 2.° El art. 639 se sustituirá con el 
siguiente: 

«Este juicio verbal se celebrará dentro de 
los ocho dias siguientes al de la presentación 
de la demanda, la que se admitirá sin que 
preceda acto de conciliación; pero mediando 
siempre cuatro por lo menos entre dicho 
juicio y la citación del demandado.» 

Art. 3.° El art. 640 se adicionará con el 
párrafo siguiente: 

«Al propio tiempo se entregará copia sim- 
ple de la demanda al. demandado 6 á la per- 
sona á quien se deje la cédula de citación » 

Art. 4.° El art, 662 se sustituirá con el 
siguiente: 

«Esta sentencia es apelable en ambos efec- 
tos. El juez no admitirá la apelación si al 
interponerla no acreditase el arrendatario 
que ha satisfecho los plazos' vencidoo y los 
que debiera pagar adelantados. Si no lo acre- 
ditase, quedará desde luego firme y pasada 
en autoridad de cosa juzgada la sentencia. 

«Si no se interpusiere apelación pasado el 
termino, queda la sentencia consentida de 
derecho sin necesidad de ninguna decla- 
ración.» 


juicios. m 


Art. 5.° Elart. 663 se redactará del modo 
siguiente; 

«Consentida la sentencia de primera ins- 
tancia, ó pasada en autoridad de cosa juzgada, 
se procederá á su ejecución en la forma a nte,s : 
prevenida, si se hubiera declarado haber lu- 
gar al desahucio.» 

Art. 6.° El art* 667 se adicionará con 
los párrafos siguientes: . ■ , 

«Si se interpusiere por el arrendatario re- 
curso de casación contra dicha sentencia, no 
podrá ser admitido, caso que proceda,- si al 
interponerlo no acredita aquel tener satis- 
fechas las rentas vencidas y las que con ar- 
reglo al contrato deba adelantar. 

El mismo recurso, una vez admitido y 
cualquiera que sea su estado, se considerará 
desierto si durante su sustan dación dejaren 
de pagarse rentas vencidas, ó de satisfacerse 
las que corresponda adelantar. 

El pago de jas rentas se acreditará con el 
recibo del propietario, ó de su administrador 
ó representante.» 

Art. 7.° El primer párrafo del art. 669 se 
sustituirá con el siguiente: 

«SHa causa por que se pidiere el desahucio 
no es de las expresadas en el art. 638, se 
convocará también á las partes á juicio verbal 
de la manera prevenida on dicho artículo y 
los que le siguen.» 

■ Art. 3.° El art. 672 será sustituido con 
el siguiente: 

«Si el demandado se opusiera al desahucio 
en el juicio verbal, y no conviniere en los 
hechos, precisará los quenegare y las razones 
en que lo funda. 

El juez en su vista, declarará terminado el 
juicio, y conferirá traslado a! demandado por 
el término preciso de cinco dias. 

Trascurridos, recibirá el pleito á prueba, 
si procediere por un término que no excede- 
rá de 20 dias, 

Al segundo día después de concluido el 
término de prueba,' la que se hubiere prac- 
ticado se unirá de oficio a los autos. 

Se entregarán estos para instrucción á 
cada una de las partes por el término peren- 
torio de tercero día. 

Devueltos ó recogidos los autos, el juez se- 
ñalará sin dilación dia para la vista, á la cual 
podrán concurrir los interesados ó sus letra- 
dos defeosoreS. 

Dentro de los tres dias siguientes dictará 
sentencia. Si esta fuere condenatoria, aunque 
será apelable en ámbos efectos, el juez no 
admitirá la apelación si al interponerla no 
acreditase el arrendatario que había satisfe- 
cho los plazos entonces vencidos, y los que 
s»gun el contrato de arriendo debe pagar 


adelantados; y no haciéndolo así, se reputa- 
rá desierto el recurso, y la sentencia firme y 
p¡ sada en autoridad de cosa juzgada. 

Si se interpusiese recurso de casación, se 
observará lo prevenido en el art. 6.° ' 
Todos'los términos designados en este ar- 
tículo son improrogables, y trascurridos que 
sean se considerará perdido el derecho de 
que tío se haya hecho uso, sin necesidad de 
escritos de apremio ni rebeldía.» 1 
Art, 9.° Cuaudo el importe anual del ar- 
rendamiento no exceda de 300 escudos, los 
juicios de desahucio se considerarán como 
de menor cuantía para el efecto del art. 19, y 
será por io mismo potestativo en los intere- 
sados valerse ó no de letrado. 

Art. 10. Durante el período de vacacio- 
nes, las Salas extraordinarias de las Audien- 
cias sustanciarán y fallarán los recursos de 
apelación de que trata el art. 4.° 

Por tanto: Mandamos etc. Dado .en Palacio 
á 25 de junio de 1867. — Yo la Reina. — El 
Ministro de Gracia y Justicia, Lorenzo Ar- 
razola. 

R. D . de 25 junio de 1867. 

Disposiciones transitorias para los pleitos pendientes. 

De conformidad con lo propuesto por mi 
Ministro de Gracia y Justicia, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo 1 0 Los pleitos sobre desahucio 
pendientes al promulgarse la ley de esta fe- 
cha reformando algunos artículos de la de 
Enjuiciamiento civil , continuarán sustan- 
ciándose con arreglo á la ley anterior á no 
ser que los litigantes pidieren, de común 
acuerdo, que el procedimiento se acomode á 
la nueva legislación. 

Art. 2.° En e! caso de solicitarlo lino solo 
de los migantes, los jueces convocarán á las 
partes á una comparecencia para que acuer- 
den el procedimiento que haya de seguirse. 
Si el litigante citado no concurriere a la 
comparecencia, se acomodará el procedi- 
miento á la nueva ley desde el estado en 
que se halle. Si concurriendo no conviniere 
con el contrario, se continuará la sustancía- 
cion conforme á la ley antigua. 

Art. 3.° Los procuradores que tengan 
poder para el pleito pendiente, podrán con- 
currir á las comj arecencas de que habla el 
art. 2.°, y acordar en nombre de sus repre- 
sentados lo que estimen oportuno sobre la 
forma á que haya de acomodarse Ja conti- 
nuación del procedimiento. — Dado en Palacio 
á 25 de junio de 1867.— Está rubricado de 
la Real mano. — El Ministro de Gracia y Jus- 
ticia, Lorenzo Arrazola. (Gao. 26 junio.) 
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JUICIO DE CONCURSO.— v - Concurso 


DE ACREEDORES. 

JUICIO OE INTERDICTO.-''- l ' iT ™”l CT .°- 

JUICIO EN REBELDIA. El art. 1181 de 
la Ley de Enjuiciamiento civil establece 
que declarado un litigante en rebeldía 
no se volverá á practicar ninguna dili- 
gencia en su busca, y que todas las pro- 
videncias que recaigan de allí adelante 
en el pleito y cuantas citaciones deban- 
hacérsele se notificarán y ejecutarán en 
los extrados del Juzgado ó Tribunal, ha- 
ciéndose notorias por medio de edictos 
en la forma que se dice en los artículos 
siguientes (1). Las sentencias definitivas, 
deben además publicarse en los Diarios 
oficiales del pueblo en que residiere el 
Tribunal ó Juzgado y en el Boletín de 
la provincia, y aun en la Gaceta si las 
circunstancias lo exigieren á juicio del 


juez. 

En dichos artículos se determinan los 
efectos de la declaración en rebeldía. 
No dejaremos, sin embargo, de hacer 
mención especial, de lo* que disponen 
en losarts. 1193 y 1194* que al litigan- 
te que haya sido citado ó emplazado en 
su persona y por su no presentación en 
el juicio haya sido declarado en rebel- 
día, no puede oirse ni admitirse ningún 
género de recurso contra la ejecutoria 
que haya puesto término al pleito, salvo 
que haya estado impedido de compare- 
cer en el juicio por una fuerza mayor, 
y esto pidiéndolo y acreditándolo nece- 
sariamente dentro de seis mesas desde 
la fecha de la publicación de la ejecuto- 
ria en el Boletín de la provincia, En los i 
demás casos el término es de un año, 
concurriendo las circunstancias que re- 
quieren los arts. 1196 y 1197, y siempre 


precediendo ante la Audiencia que dictó 
la ejecutoria el antejuicio de que habla 
el art. 1199. 

JUICIOS SOBRE FALTAS. Juicios ver- 
bales ó sumarios establecidos por la ley 
provisional para la aplicación del Código 
penal, para perseguir y castigar las faltas 
de que trata el libro III de dicho Código, 

La jurisdicción penal en materia de 
faltas reside exclusivamente en los Al- 
caldes, no reconociendo fueros privile- 
giados. Así lo establecieron terminante- 
mente las reglas. I a y 56 de la citada ley 
provisional, así lo tiene igualmente esta- 
blecido la jurisprudencia del Tribunal 
Supremo de Justicia decidiendo com- 
petencias, y asi se ha consignado explíci- 
tamente en el decreto de 6 de diciembre 
de 1868, sobre supresión de fueros pri- 
vilegiados y su refundición en el ordi- 
nario, cuyo art. l.° dice que «la jurisdic- 
ción ordinaria será la única competente 
para conocer...... 5.° de las faltas cas- 
tigadas en el libro III del Código penal, 
excepto aquellas á las que las ordenanzas, 
reglamentos y bandos militares del ejér- 
cito y armada señalan una mayor pena 
cuando fuesen cometidos por militares, 
que serán de la competencia de la juris- 
dicción de Guerra y de la de Marina (1). 

Consúltese el artículo Código puñal, 
tomo 111, páginas 197 y siguientes en 
donde además del libro III, y de la ley 
provisional se insertan por nota varias 
resoluciones importantes; y en el Apén- 
dice, pág. 207, las Reales órdenes de 1,° 
de julio de 1848, de 26 de setiembre 
de 1851 y de 4 de octubre de 1855. 
Véase también el articulo Faltas. 

Jurisprudencia. 


(1) Desde el momento en que el litigante 
declarado en rebeldía comparece en juicio, 
cualquiera que sea su estado, y desde que lo 
baga, debe ser tenido por parte, y con él ba de 
entenderse la ulterior sustanciacion, pudiendo 
en ella utilizar los medios de defensa que la 
ley concede á los na rebeldes, sin que el juicio 
retrograde; y bá lugar á la casación contra la 
sentencia de la Audiencia que prescinde de es- 
ta doctrina con infracción del art. 1187 de la 
Ley de Enjuiciamento civil, y del 56 ó de otros 
en su caso {T, S. sent. de 5 marzo de 1867.) 


Antes de la supresión de los fueros 
privilegiados se había establecido cons- 
tantemente la jurisprudencia de que eí 
conocimiento dé las faltas comprendidas 


icio * os decretos de 31 de diciembre de 
lobo y 8 de febrero de 1869 dictados respectiva- 
mente por los Ministerios de Guerra y de Ma- 
rina para Ja ejecución del de 6 de diciembre 
se reproduce la misma disposición. Consúlíen- 
* se en el Apéndice I, pág. 661 yen el 11 pág. 80, 


en el libro Til del Código penal competía 
exclusivamente á los Alcaldes y sus 
tenientes sin distinción de fuero, como 
yá dejamos indicado aquí y en Código 
penal. Hoy no hay ya motivo para dudar 
después de la supresión de fueros privi- 
legiados, debiendo cuidarse de hacer la 
prudente distinción entre las faltas pura- 
mente militares en el ejercicio de las 
funciones de la milicia, ó que afecten 
inmediatamente al desempeño de las 
mismas, que siempre han sido de la 
competencia de la jurisdicción militar, 
v las comunes que se penan en el li- 
bro Til del Código y son de la compe- 
tencia de la jurisdicción ordinaria. {Ar- 
ticulo \ t °párr. 8 ley de. 6 diciembre de 
1868, 4.° del decreto de 31 diciembre de 
id.; í.° id. de 8 febrero de 1869, y de- 
cisión de 8 febrero de 1866, inserta en 
Gac. de 13 de febrero.) 

Puede suceder y ha sucedido que un 
hecho constituya una doble delincuencia 
por estar comprendido en el libro III del 
Código, y envolver á la vez una falta 
puramente militar; en este caso, de la 
primera debe conocer el Alcalde, y de 
la segunda la jurisdicción especial. (De- 
cisión de 24 de marzo de 1866 inserta 
en la Gac. de 7 de fibril de id.) 

Si se trata de faltas cometidas por 
maestros de primera enseñanza respecto 
de castigos abusivos que impongan á sus 
■ discípulos, estando comprendidos en el 
libro III del Código penal, y mereciendo 
pena de arresto, deben ser corregidos en 
juicio, lo mismo que todas las faltas que 
^ tengan señalada dicha pena. Asj se esta- 
bleció decidiendo una competencia (13 
de. marzo de 1866) entre el Gobernador 
de Palencia y. el Juez de Astudillo, con 
vista del párrafo l.°, de la R, O. de 18 de 
junio de 1848, de varios artículos del li- 
bro III del Código penal, de la ley pro- 
visional, y de la regla 1. a del Real de- 
creto de 18 d’e mayo de 1853. (Gac. 15 
marzo de 1866.) — V. Faltas, 

JUICIO DI ABINTESTATO. Abintesta- 
to es locución latina usada en castellano 
para significar sin l estamento , y así se 
dice del que murió sin testar que murió 
a bintestato. 
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Cuando muere una persona abintes- 
tato, concurriendo las circunstancias 
que exige la Ley de Enjuiciamiento civil, 
que son : l.° que no conáte ía existencia 
de disposición testamentaria , y 2,° que 
no deje el finado descendientes, ascen- 
dientes ó colaterales dentro del cuarto 
grado, se practican de oficio las diligen- 
cias que la misma ley previene en los 
arts. 351 y siguientes, á fia deponer 
en seguridad los bienes del finado y en- 
tregarlos á sus legítimos herederos. Estas 
diligencias constituyen lo que se llama 
j ui ció abintestato. 

En los abintestatos no se reconocían 
ya fueros privilegiados, antes de la ley 
de 6 de diciembre de 1868 sobre unifi- 
cación de fueros; y dicha ley al supri- 
mir todos los especiales refundiéndolos 
en el ordinario, reserva á las jurisdic- 
ciones do Guerra y de Marina que aun 
subsisten aunque limitadas (V. Jurisdic- 
ción militar y Jurisdicción de Marina) 
el conocimiento de la prevención de los 
juicios de abintestato y testamentaría de 
los militares muertos en campaña ó 
durante la navegación ; entendiéndose 
para este efecto por prevención de tales 
juicios las diligencias expresadas en los 
arts. 351 y sigs. de la Ley de Enj. civil. 
Veamos, pues, sobre este asunto las dis- 
posiciones que deben tenerse presentes: 

Ordenanzas del ejército de 22 octubre 1788, 
(Tratado 8.°, tft, XX , art. 4.°) 

«Sobre particiones de herencia si no fuere 
de persona que gozaba del fueró militar, en 
cuyo caso toca al fuero de Guerra el inven- 
tario según el R. D. de 25 de marzo de 1752, 
conocimiento de pleitos sobre bienes raíces, 
sucesión de mayorazgos, acciones reales, 
hipotecas y personales que provengan de 
trato y negocios, y sobre oficio y encargo 
público en que voluntariamente se hubiere 
mezclado el militar no gozará del fuero de su 
clase....» 

Ley 21 , tít. IV , lib. VI , Nov. Recop. 

(Decís, de 9 febr. inserto en Céd. del Con- 
sejo de 8 de marzo de 1793.) « He resuelto, 
para cortar de raíz todas las disputas de ju- 
risdicción , que en adelante los jueces mili- 
tares conozcan privativa y excínsivamen te 
de todas las causas civiles y criminales en 
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que sean demandados los individuos de mi 
ejército ó se les fulminaren de oficio; excep- 
tuando únicamente las demandas de mayo- 
razgos en posesión y propiedad y particio- 
nes i/e herencias, como estas no provengan 
de disposición testamentaria de los mismos 
militares . sin que en sn razón pueda for- 
marse ni admitirse competencia por Tribu- 
nal ni juez alguno bajo ningún pretexto,,,,-» 

Ley 7. a , lit. VII, lib. VI, Nov. Recop. 

(Ordenanzas de matrículas de mar de \ 802) 
Trata esta ley d 1 fuero de Marina que deben 
gozar' todos los individuos matriculados, y 
dice en su art. 2 0 «Por tanto, siempre que 
falleciere algún matriculado ó individuo de- 
pendiente del Juzgado de Marina, deberán 
conocer los comandantes de los partidos con 
sus auditores en los autos de inventario de 
muebles , dinero y alhajas y sus particiones; 
pero en lo perteneciente á posesiones raíces, 
ó á otros bienes de mayorazgo deberá cono- 
cer privativamente la jurisdicción ordinaria.» 

Ley t6, til. XX, lib. X, Nov. Recop. 

Se previene en esta ley y su nota que los 
Tribunales eclesiásticos no conozcan «de las 
nulidades de testamentos , inventarios, se- 
cuestros y administración de bitDes en igua- 
les juicios reales en que todos son actores, 
aunque se hubiesen otorgado por personas 
eclesiásticas, y algimos de los herederos ó 
legatarios fuesen comunidad ó persona ecle- 
siástica, ú obras pías; pues todos como ver- 
daderos actores a! todo 6 parte de la heren- 
cia, que siempre se compone de bienes tem- 
porales y profanos deben acudir ante las jus - 
ticias reales ordinarias » 

Esta ley está terminante, atribuyendo 
á la jurisdicción ordinaria el conoci- 
miento de todo lo relativo á sucesiones 
de eclesiásticos,; y la práctica estaba con- 
forme en este punto. Hoy tampoco pue- 
de ofrecerse duda, suprimido como está 
el fuero personal de los eclesiásticos por 
la ley de 6 de diciembre de 1868, como 
puede verse en Jurisdicción eclesiás- 
tica.. 

Ley de 6 diciembre de 1868. 

F.stablece el art. 7 que la prevención de 
los juicios de testamentaría y abintestato de 
los militares ó marinos muertos en campaña 
ó navegación corresponderá á los jefes y 

autoridades de Guerra y Marina (Véase 

en el Apéndice I, pág. 581. En la pág. 661 
del mismo se halla inserto el D. de 31 di- 
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ciembre del mismo año, y en el Apéndice II, 
pág. 80, el de 8 de febrero para la ejecución 
y cumplimiento de la ley sobre unificación 
de fuerós.) 

En el artículo Sucesión intestada un- 
taremos mas detenidamente de este ascaj- 
to remitiéndonos también á tos arts. 351 
y siguientes de la Ley de Enj. civil res- 
pecto de !o que se entiende por preven- 
ción de abintestatos. 

JUICIO CRIMINAL. El que tiene por 
objeto la averiguación de un delito, su 
autor, cómplices , encubridores ó per- 
sonas responsables del mismo y las cir- 
cunstancias con que se ha cometido para 
que recaiga la pena merecida según el 
Código penal. — V. Acción de daño, Ac- 
ción penal, Acción popular, Acusación, 
Anónimo, Asilo, Citación, Declaración 
encausa criminal, Deutos, Faltas, 
Competencias entre jueces v Tribunales 
etc., Juicio de faltas, Justicia, Pro- 
cedimiento penal. 

JUNTA. Siempre que el Gobierno ha 
necesitado oir el dictamen de personas 
ilustradas en un ramo especial para re- 
solver con mas acierto los graves asun- 
tos sometidos á su deliberación ha crea- 
do una Junta ó Comisión compuesta de 
los hombres mas distinguidos en aquel 
ramo, para que por medio de un infor- 
me previamente discutido le propusieren 
) la resulucion que les pareciese mas jus- 
ta y conveniente. Así es que las JuDtas 
toman el apelativo del objeto para que 
fueron creadas. Unas son gratuitas y ho-. 
norificas, y otras retribuidas por el Te- 
soro. Vamos á dar idea de algunas. . 

JUNTA *bE AGRICULTURA. — Y. Agri- 
cultura (Juntas de). 

JUNTA DE AGUAS.— Por R. 0. de 7 de 

febrero de 1850 (que no se halla en la 
Colección legislativa) se crearon Juntas 
do aguasen ios pueblos interesados en el 
aprovechamiento de las aguas de la ace- 
quia Real del Júcary para su renovación 
•se dictó la 

R. O. de 29 marzo de 1857. 

(^om.) S. M. la Reina, enterada de lo 
consultado por Y. S. acerca de la renovación 
de las Juntas de vigilancia, creadas poi* Real 
orden de 7 de febrero de 5856 en los pue- 
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blos intensados en el aprQveehamiento de 
las aguas de la acequia Real del Júcar se ha 
servido disponer: 

1. ° La duración de las Juntas de vigilan- 
cia será de cuatro anos seguidos, verificándo- 
se su renovación cuando se haga la de los 
Ayuntamientos. 

2. ° Los presidentes , síndicos y secreta- 
rios de los Ayuntamientos dejarán de formar 
parte de las juntas cuando cesen en dichos 
cargos, para que sean sustituidos por los nue- 
vamente elegidos. 

3. ° Los individuos de las Juntas que no 
pertenezcan á los Ayuntamientos podrán ser ; 
reelegidos. 

4. ° Que se proceda' desde luego á la re- . 
ndvncion de las Juntas para los efectos de 
la R. O. de 7 de febrero de 4 886. — De Rea! 
órden etc. Madrid 29 de marzo de 1857. 

( CL . t. 71, p. 420.) 

—Y. Aguas.. 

JUNTA DE ASISTENCIA DE LA DIRECCION 
GENERAL DE LA ARMADA.— Esta Junta 
creada por la ordenanza de la armada de 
{793, con quien consultaba el Gobierno 
los asuntos de marina y á quien se ia 
concedieron otras atribuciones por R. D. 
de 8 de setiembre de 1844 , cambió de 
nombre, y desde esta fecha se la deno- 
minó Junta de la Dirección déla Armada 
naval; después se le dio el de Junta de 
Almirantazgo, por Real decreto de 1856 ' 
se llamó Dirección general déla Armada, 
y últimamente por ley de 4 de febrero de 
1869 se organizó el almirantazgo, fiján- 
dose sus atribuciones deberes y respon- 
sabilidad etc. Véase en el Apéndice II, 
pág. 48-. 

JUNTA CALIFICADORA DE PARTICIPES 
LEGOS.— V. Pautigipes legos de diezmos. 

JUNTA DE CLASES PASIVAS —V. Jubi- 
laciones. Cesantías... 

JUNTA CONSULTIVA DE CAMINOS, CA- 
NALES Y PUERTOS. Esta Jiyita tiene por 
objeto ilustrar al Ministerio de Fomento 
y á la Dirección general de Obras públi- 
cas en todos los asuntos relativos á la 
parte facultativa, legislativa, administra- 
tiva y económica de este ramo del ser- 
vicio público. Su organización es la de- 
terminada por el reglamento del Cuerpo 
de ingenieros de 28 de octubre de 1863, 
arts. 39 á 41; pero á la vez deben tener- 
sí en cuenta las disposiciones siguientes: 


R. D. de 5 agosto de 4857. 

Art. 2.* La Junta consultiva de Caminos, 
Canales y Puertos se dividirá en cuatro sec- 
ciones, a saber: 

1. * De asuntos generales á todas las 

Obras públicas. ■ : 

2. a De caminos ordinarios ó carreteras. 

3. a De ferro-carriles. * 

4. a De navegación interior y marítima y 
aprovechamientos de aguas. 

Art. 3.° Cada una de las tres secciones 
de carreteras, ferro-carriles y navegación y 
aprovechamientos de aguas, se compondrá 
de un inspector general, del número de ins- 
pectores de distrito que exigiere el servicio 
y de uno de los ingeuieros jefes agregados á 
ía Junta. La primera sección, ó de asuntos, 
generales de Obras públicas , constará de 
siete vocales que serán los inspectores mas 
antiguos y mas modernos de cada una de las 
otras tres secciones, y uno de los ingenieros 
jefes de primera clase agregados, 

Art. 4.° Cada una de las cuatro seccio- 
nes de la Junta tendrá un secretario de la 
clase de ingenieros primeros ó segundos, 
que por razón de su destino haya de residir 
1 en la capital. 

Art. 5.° La designación de los individuos 
1 que han de componer las diferentes seccio- 
nes se hará á fin de año para el siguiente, de 
Real órden, á propuesta de la Dirección ge- 
neral de Obras públicas. 

Art. 6.° La Junta consultiva informará 
en pleno, ó por secciones, según que, te- 
niendo en cuenta la mayor ó menor impor- 
tancia de los asuntos que se sometan á su 
exárnen, así ,se disponga por el Ministerio de 
Fomento ó por la Dirección general de Obras 
públicas. Siempre que la Junta baya de in- 
formar en pleno, oirá previamente el dietá- 
men de la sección á que el asunto sobre que 

verse el informe pertenezca [CL. t. 73, 

p. 144.) 

R. D. de 18 abril de 1860. 

Artículo l.° La Junta consultiva de Ca- 
minos, Canales y Puertos se compondrá del 
director general de Obras públicas , de los 
inspectores generales y de distrito del Cuer- 
po de caminos, y de un secretario general 
de la clase de jefes del mismo Cuerpo. 

¡ Art. 2.° La presidirá mi Ministro de Fo- 
I mentó, cuando lo teDga á bien, y en su au- 
j sencia el director general de Obras públicas. 

Habrá además un vice-presidente nombrado 
¡ por mí á propuesta dei Ministro de Fomen- 
1 t o, debiendo recaer precisamente la eleccio 
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en uno de los inspectores generales del 
Cuerpo de Caminos Canales y Puertos. 

Art. 3.° Habrá también un vice-secreta- 
rio, de ia clase de ingenieros primeros ó se- 
gundos, que desempeñará las Secretarías de' 
las cuatro secciones, y reemplazará al secre- 
tario general en ausencias, enfermedades y 
vacantes.» 

R . D. de 13 julio de 1865. 

Artículo l .° La Junta consultiva de Ca- 
minos , Canales y Puertos se compondrá de 
cinco secciones denominadas , la primera de 
asuntos generales; la segunda de carreteras; 
la tercera de ferro-carriles; la cuarta de ser- 
vicios marítimos , y la quinta de aprovecha- 
miento de aguas. 

Art. 2.* Cada una de estas secciones es- 
tará presidida por un inspector general de 
primera clase , que se designará cada año 
con arreglo á lo dispuesto en mi R. D. de 5 
de agosto de 1857. 

Art. 3.° El DÚmero de inspectores ge- 
nerales de segunda clase, vocales de la Jun- 
ta, será de 20 proveyéndose estas plazas por 
antigüedad, con sujeción al reglamento or- 
gánico del Cuerpo de ingenieros de Caminos, 
Canales y Puertos.— Dado en San Ildefonso 
á 13 de julio de 1865. 

R, O. de 9 setiembre de 1865, 

Los vocales ele la Junta no desempeñen otros servicios 

del Cuerpo de ingenieros que los que se expresan. 

(Fom.) «La Reina, deseando que los 

inspectores generales que componen la Jun- 
ta consultiva de Caminos, Canales y Puertos 
se consagren con toda asiduidad al examen 
de los numerosos é importantes asuntos so- 
bre que deben emitir informe, y cuyo pron- 
to despacho interesa vivamente al público y 
al Estado, se ha servido disponer que los vo- 
cales de la indicada corporación no desem- 
peñen otros servicios del Cuerpo de inge- 
nieros que los de la Comisión de faros, Jun- 
ta superior de la Escuela, dirección oe esta 
y las respectivas inspecciones de distrito, 
debiendo quedar supernumerarios los que se 
hallen ocupados en trabajos de corporacio- 
nes, empresas 6 particulares. — De Real ór~ 
den, etc. Madrid 9 de setiembre.» (Gao. 13 
setiembre.) 

JUNTA CONSULTIVA ECLESIASTICA. 

Por R. 0. de 5 de mayo de 1851 se 
mandó cesar esta Junta por estar ya ins- 
talada la cámara eclesiástica creada por 
R. D. de 2 del mismo mes. y año. — Véa- 
se Cámara eclesiástica. 


JUNTA CONSULTIVA DE GUERRA. Fuá 

creada, ó mejor diremos restablecida, 
por R. D. de 9 de junio de 1858 , para 
entender en todos los asuntos relativos 
á la defensa del reino, á la organización 
del ejército y al servicio del Estado en 
el ramo militar que el Gobierno crea 
conveniente someter á su exáraen. Se 
compone de un presidente de la clase 
de Capitanes generales de ejército , un 
vicepresidente, los directores é inspec- 
tores de las armasé institutos del ejér- 
cito y los vocales de ia clase de tenien-- 
tes generales nombrados por S. M. Los 
capitanes generales del ejército son vo- 
cales natos. 

JUNTA CONSULTIVA DE POLICÍA URBA- 
NA Y EDIFICIOS PÚBLICOS. Esta Junta 
fue suprimida por R. D. de 22 de mar- 
zo de 1865, y se amplió la sección dé 
construcciones civiles del Ministerio de 
la Gobernación. — V. Obras públicas. 
Policía urbana. 

JUNTA ECONÓMICA DE OBRAS PÚBLI- 
CAS. Por R. D. de 15 de noviembre 
de 1854 se creó una Junta económica 
de Obras públicas en cada provincia, 
con el cargo de la intervención de todos 
los gastos de las diferentes obras corres- 
pondientes al Ministerio de Fomento, 
costeadas por el presupuesto general del 
Estado, Estas Juntas, que las componían 
el Gobernador, un diputado provincial, 
un regidor del Ayuntamiento de la ca- 
pital ^ dos mayores contribuyentes, el 
ingeniero encargado de las obras y un 
secretario-contador sin voto, fueron su- 
primidas por R. D. de 18 de enero de 
1860, por consecuencia del nuevo siste- 
ma establecido por la instrucción de 16 
de diciembre de 1859, para verificar el 
pago de las obligaciones del Míuisterio 
de Fomento. 

JUNTA PROVINCIAL DE OBRAS PÚBLI- 
CAS. Se crearon Juntas provinciales de 
obras públicas por el art. 9.° del Real 
decreto de 17 de octubre de 1863. — Véa- 
se Gobierno y administración de. las 

PROVINCIAS. 

JUNTA INSPECTORA PENAL. Consúl- 
tese en Presidios y Establecimientos pe- 
nales los arts. 14 y siguientes del Real 
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decreto de 14 de diciembre de d 855- 

JUNTAS DE FÁBRICA. — V. Fábricas de 

LAS IGLESIAS. 

JUNTAS DE CARIDAD. Por Reales ór- 
denes de 16 de julio de 1S33 y l.° de 
julio de 1836 se crearon estas Juntas 
asi en las capitales de provincia eomo 
de partido ; pero todas estas disposicio- 
nes quedaron comprendidas en la ley y 
reglamento de beneficencia. — V. Bejús- 

FiCENClA. 

JUNTAS DE FE. Abolido el Tribunal 
de la Iuquisicion por R. O. de l.° de 
julio de 1835 se mandó cesar las Juntas 
llamadas de fé, y se encargó á los prela- 
dos y sus vicarios el conocimiento de 
la3 causas de que entendía el referido 
Tribunal, y que procediesen con arreglo 
á los cánones como se verificaba en los 
demás juicios, admitiendo las apelacio- 
nes, recursos de fuerza y demás que cor- 
respondiese en derecho, y no permitien- 
do la puhücidad en aquellos casos en 
que pudiera resultar escándalo ú ofensa 
á las buenas costumbres como se obser- 
vaba en los Tribunales civiles. — V. In- 
quisición. ■ 

JUNTAS DIOCESANAS. Las creadas 
con este nombre fueron suprimidas, y 
en su .lugar se crearon administrado- 
res diocesanos, cuyas atribuciones se 
hallan consignadas en la R, 0. de 23 de 
octubre de 1850'inserta con otras sobre 
fianzas de los administradores, pago de 
obligaciones eclesiásticas, etc. en el ar- 
tículo Culto y Clero. 

El R. D. de 4 de octubre de 1861 so- 
bre instrucción de expedientes para la 
edificación y reparación de templos, ca- 
tedrales, colegiales y parroquiales, ha 
creado otras Juntas de diócesis' para en- 
tender en lo relativo á dichos expedien- 
tes con las atribuciones que se marcan 
en los arts. 4.°, 15, 16 y 17 de dicho de- 
creto y en la instrucción de 5 del mismo 
mes insertos en Iglesias, Dependientes 
de estas Juntas se establecen además 
otras parroquiales como puede verse en 
el art. 6,° del mismo decreto. 

JUNTAS DE INSTRUCCION PÚRLICA.-Véa- 

se Instrucción pública y Primera ense- 
ñanza. 
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JUNTA FACULTATIVA DE MINERIA. Su 

organización- y atribuciones se determi- 
nan en el cap. 11 del reglamento de í.° 
de febrero de 1865 y en el R. D. de 15 
del mismo mes y año, insertos en Inge- 
nieros de MINAS. 

JUNTA FACULTATIVA DE MONTES So- 
bre sus atribuciones etc. Véase en In- 
genieros de montes el cap. V del regla- 
mento del Cuerpo de 23 de junio de 
1865, tomo Vil, p. 398. 

JUNTAS GUBERNATIVAS DE LOS TRIBU- 
NALES; Fueron creadas por R. D. de 
5 de enero de 1844 en el Tribunal Su- 
premo y en cada uno de los superiores, 
determinándose en el mismo sus atribu- 
ciones. Por otro R. D.- de 28 de octubre 
de 1853 se crearon secretarios letrados 
de las referidas Juntas de gobierno. En 

28 de diciembre se publicó el reglamen- 
to de los mismos. Aunque las Juntas de 
que hablamos fueron suprimidas eu 9 
de setiembre de 1854, fueron de nuevo 
restablecidas en 28 de noviembre de 
1856. — V. JusTicrA, 

JUNTAS DE VENTAS DE BIENES NACIO- 
NALES. Hay una superior y otraen cada 
provincia, cuya creación y funciones se 
determinan en la Inst. de 31 de mayo 
de 1855, arts. 93 y siguientes. — V. Des- 
amortización. 

JUNTA PATRIMONIAL DE APELACIONES. 

El Tribunal que conocía de segunda y 
tercera instancia de los negocios relati- 
vos á la Casa real y patrimonio, el cual 
con su Juzgado privativo de primera 
instancia, quedó extinguido por R. O. de 

29 de setiembre de 1836. Por otra de 
2 de setiembre de 1841 se confirmó la 
anterior y se declaró también extingui- 
da la jurisdicción privativa del coto de 
Roma y todos los tribunales patrimonia- 
les que existían aun en Cataluña. 

JUNTA DE LA DEUDA.— V. Deuda pú- 
blica, en cuyo articuló pueden consul- 
tarse principalmente los arts. 8.° y si- 
guientes del reglamento de 23 de agosto 
de 1851, el R. D. de t.° de noviembre, 
los arts. 19 y siguientes del de 31 de di- 
ciembre del mismo año, y las Rs. Ords. 
de 50 de setiembre de 1833, y 29 di- 
ciembre de 1854, 
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JUNTAS PERICIALES — V. Contribu- 
ción territorial, principalmente las dis- 
posiciones que se citan en la palabra 
Juntas periciales del resúmen alfabético 
que empieza en la pág. 743, tomo IV. 

JUNTA DE SAN DAD.— V. Sanidad. 

JUNTA SUPREMA DEL ESTADO. Por 
R D. de 2 de noviembre de 18l5se es- 
tableció esta Junta para tratar de los 
asuntos graves de Estado, compuesta de 
los secretarios del Despacho universal y 
de consejeros de Estado, generales y 
otras personas que nombraba la Corona, 
Hoy las atribuciones de esta Junta cor- 
responden á lo' que se llama Consejo de 
Ministros. 

JURA. El acto-solemne en que los in- 
fantes, prelados, grandes de España y los 
procuradores á Cortes juraban y hacian 
pleito homenaje en favor de los princi- 
pes sucesores inmediatos de la Corona. 
Según el art. 39 de la Constitución de 
1843, el Rey, el inmediato sucesor y ía 
Regencia ó Regente del Reino, deben 
prestar juramento de guardar la Consti- 
tución y las leyes; y según el 79 de la 
nueva, también debe prestarle el Rey 
cuando entrare á reinar, y el Principe 
de Asturias cuando cumpla 18 años. 

JURADO. Llamábase así en la anti- 
gua organización municipal al sugeto 
elegido en algunos Ayuntamientos por 
los vecinos de las aldeas ó parroquias 
para entender en todo lo relativo á Ja pro- 
visión de víveres. También se llama asi 
el tribunal compuesto de ciudadanos sa- 
cados por suerte y llamados á decidir 
ante el magistrado ó juez de derecho, 
según su conciencia, si un hecho está ó 
no justificado, á fin de que con arreglo á 
esta declaración falje el juez de derecho. 
Entre nosotros solo se ha conocido el ju- 
rado para los delitos de imprenta, y ha 
sido unas veces puramente popular, y 
otras veces especié compuesto de fun- 
cionarios del orden judicial. 

Nuestras Cortes de 1811 y 1820 eran 
tan partidarias de la institución -de los 
jurados, que los consideraban como ele- 
mento indispensable de h buena admi- 
nistración de la justicia criminal. Un 
ilustre hombre de Estado (el Sr. Martí- 


nez de la Rosa) decía, que tenia ya en- 
tonces á su favor la opinión de todas las 
naciones libres, y que sin ella es imposi- 
ble poner á cubierto de la arbitrariedad 
la libertad civil, siendo como el baluar- 
te de la inocencia y el terror del crimen. 
Asi deben haberlo considerado también 
las Cortes Constituyentes de 1869, pues 
en el art. 93 de la nueva Constitución 
( Apénd . II, p. 184 y sigs.) se dispone 
que «se establecerá el juicio por jurados 
para todos los delitos políticos y para los 
comunes que determine la ley...» 

. JURAMENTO. Hoy no se exige jura- 
mento á los causados por delito ó falta, 
cuando prestan declaración en la causa, 
por que se les acusa (Art. 291 Consti- 
tución de 1812 vigente como ley): tam- 
poco deben hacer las partes juramento 
alguno en los escritos de las causas cri- 
minales (art. 9, R D. 26 de mayo de 
18oi). V. CONFESION JUDICIAL. DE- 

CLARACION EN NEGOCIO CIVIL. DECLARA- 
CION EN CAUSA CRIMINAL. 

JURISDICCION. Potestad de adminis- 
trar justicia ó de aplicar las leyes en los 
juicios civiles y criminales. Esta potes- 
tad reside exclusivamente en los Tribu- 
nales y Juzgarlos, y ni las Cortes ni el 
Rey podrán ejercer en ningún caso las 
funciones judiciales, avocar causas pen- 
dientes ni mandar abrir juicios feneció 
dos. (Art. 66 , Constitución de 1845* 
242 y 243 comprendidos en el tit„ V 
de la de 1812 vigente como tey y 91 de 
la de 1869.J 

Además de la jurisdicción propiamen- 
te dicha, llamada contenciosa , que ejer- 
cen los Tribunales y Juzgados, deci- 
diendo con arreglo á las leyes los plei- 
tos ó causas, ó las contiendas y diferen- 
cias entre partes, ejercen también otra 
jurisdicción que se denomina voluntaria 
en virtud de la que se limitan á interpo- 
ner su antoridad con arreglo á las leyes 
en ciertos actos judiciales, sin estar em- 
peñada ni promoverse cuestión alguna 
emre partes conocidas y determinadas. 
(V._ Actos de jurisdicción voluntaria), 
teniendo en cuenta, que cuando sobre 
ellos mediase oposición de quien teDga 
personalidad para formularla, se bacen 
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ya contenciosos. (Art, 1208 Ley de En- 
juiciamiento civil.) 

A parte de la división indicada hay 
otra mas fundamental, que nace de los 
privilegios concedidos á ciertas clases y 
personas, ó de la naturaleza especial de 
las cosas litigiosas. Sin estos privilegios 
no babria mas que una jurisdicción; 
pero con las exenciones ha habido que 
distinguir una jurisdicción ordinaria y 
varias jurisdicciones privilegiadas ó es- 
peciales. 

La jurisdicción ordinaria es por tanto 
la regla general y llama á si el conoci- 
miento de todos los negocios que no es- 
tén expresamente exceptuados por la ley 
ó sometidos á cualquiera de las jurisdic- 
ciones especiales; es decir, abraza lodo 
el lleno de poder necesario para admi- 
nistrar ía justicia civil y criminal, y 
para hacer que se ejecute lo juzgado, sin 
distinción de cosas ni personas, á no 
constar la excepción. Las jurisdicciones 
especiales, la militar y la eclesiásti- 
ca, están limitadas á ciertas causas por 
razón de la materia, ó á determinadas 
clases ^%e personas, y como que son 
casos de excepción de la ordinaria, ha- 
biendo duda, se deben justificar com- 
pletamente por los que deseen aprove- 
charse de ellas. 

La jurisdicción liemos dicho se ejer- 
ce por los Tribunales y Juzgados. La pa- 
labra jaez es la denominación genérica 
de todas las personas revertidas de auto- 
ridad pública para administrar justicia. 
La denominación de Juzgado se aplica 
al tribunal de un solo juez; la de Tribu- 
nal al que se compone de tres ó mas, cu- 
yos jueces en este caso se llaman magis- 
trados, ó ministros del mismo. Losju'e- 
ces deben observar extrictamente las 
disposiciones de las leyes, y de las in- 
fracciones que cometan son responsa- 
bles personalmente según el art. 98 de 
la Constitución y art. 254 de la de 1812. 

JURISDICCION ORDINARIA. Ya en el 
articulo anterior liemos dicho lo que es 
y bosta dónde se extiende. Ejercen la 
jurisdicción ordinaria: 

l.° Los jueces de paz y los Alcaldes 
en sus respectivos distritos. Los prirue- 
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■ ros con arreglo á la Ley de Enjuicia- 
¡ miento civil, y los segundos, en los jui- 
j oíos verbales de faltas , con arreglo al 
| Código penal, y en la instrucción c pre- 
vención de las primeras diligencias de 
las causas criminales. 

2. ° Los jaeces letrados de primera 
instancia : conocen en sus respectivos 
partidos, en apelación de las sentencias 
de los jueces de paz y Acaldes, y en ia 
primera instancia de todos los negocios 
civiles y criminales correspondientes á 
la Real jurisdicción ordinaria. Por de- 
ferencia se les da el tratamiento de Se- 
ñoría, aunque por el cargo no le tie- 
nen concedido. 

3. ° Las Audiencias territoriales ejer- 
cen la jurisdicción ordinaria en el terri- 
torio de una ó mas provincias, cono- 
ciendo en apelación de las sentencias de 
los jueces de primera instancia, en toda 
clase de asuntos civiles y criminales; de 
los recursos de fuerza que se inter- 
pongan contra los jueces y tribuna- 
les eclesiásticos de su territorio ; de 
las cuestiones de competencia y ju- 
risdicción entre los jueces inferiores 
del mismo, y de la primera y segun- 
da instancia de las causas que se for- 
men contra jueces inferiores de su ter- 
ritorio por hechos rJativos al ejercicio 
del ministerio judicial, comprendién- 
dose en esta disposición los provisores y 
demás jueces inferiores eclesiásticos, 
cuando por tales delitos hubiere de juz- 
garlos 1a jurisdicción Real. Las Audien- 
cias ó sus salasen cuerpo, tienen el tra- 
tamiento de Excelencia , los regentes, 
fiscal y cada uno de los magistrados en 
particular el de señoría. 

4. ° El Tribunal Supremo de Justicia 
conoce principalmente de ios recursos 
de casación ó injusticia notoria; de los 
■de fuerza que se interpongan contra ¡a 
Nunciatura y los tribunales superiores 
eclesiásticos de la córte; de las contien- 
das de competencia entre las Audiencias 
y entre jueces que desempeñan sus car- 
gos en territorios no sujetos a un mismo 
superior común ó que ejercen junsdic- 

1 cion do diferente clase; y de las causas 
que por delitos cometidos en el ejercicio 
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de su respectivo cargo público se formen 
contra Ministros del Consejo de Estado 
y de la Corona, magistrados del mismo 
Tribunal y de-las Audiencias, y otros al- 
tos funcionarios inclusos los M. R. R. 
Arzobispos y R. R. Obispos cuando el 
caso Jeba ser juzgado por la jurisdicción 
Rea!, (Cap. 5.° del reglamento provisto - 1 
nal , y ley de Enjuiciamiento civil, etc.) 
El Tribunal Supremo ejerce sobretodos 
los Tribunales y sobre las Audiencias la 
misma inspección que estas ejercen so- 
bre los jueces inferiores de su territorio 
y tiene en cuerpo y cada una de sus salas 
el tratamiento de alteza. El presidente 
tiene el de excelencia y ios magistrados 
el de señoría ilustrisima 

Fuero: Lugares que le surten etc. 

Si las Audiencias, lo mismo que los 1 
jueces, ejercen la jurisdicción en su res- 
pectivo territorio ó partido ó distrito, ha 
sido necesario determinar la competen- 
cia de los jueces, por medio de reglas 
claras y precisas, que eviten contiendas. 
En lo civil, nos dice el art, 5.° de la ley 
de Enjuiciamiento, los lugares que sur- 
ten fuero, asi respecto al ejercicio de las 
acciones reales, como de tas personales 
y mistas, y pueden reducirse á los si- 
guientes: fuero de! lugar donde está sita 
la cosa inmueble; fuero del lugaren que 
se hallan los bienes muebles ó semo- 
vientes; fuero del domicilio del deman- 
dado; fuero del lugaren que debe cum- 
plirse la obligación; fuero del lugar del 
contrato; fuero del domicilio del guar- 
dador ó del lugaren que hubiere admi- 
nistrado lo principal. Nada tenemos que 
añadir sobre este punto á lo que ya te- 
nernos dicho en el artículo- Acción jurí- 
dica, á donde nos remitimos. Diremos 
solo que en lo criminal el mas proceden- 
te es el del lugar de la perpetración del 
delito y el del lugar en donde se ha con- 
sumado, si consiste en actos diferentes. 

Pero además de los lugares que sur- 
ten fuero, hay que tener presentes los 
privilegios que eximen de la jurisdicción 
ordinaria, pues quesiel demandado go- 
za fuero privilegiado, como veremos en 
Jurisdicción militar , y Jurisdicción 
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eclbsiástica, debe seguirse el juicio ^n r . i 
te el Juez competente de su respecti^jK "i 

J ; fAmin lee mícmao í. j. . ■ ii 


jurisdicción, según las mismas reglas =3 
tablecidas, salvo que el negocio esté' ^fe;^' 
ceptuado-, ó cuando esté declarado. 
no valga el fuero, como sucede 
casos que vamos á enumerar. 


Casos en que no valen fueros privilegiados ó en 

conoce siempre la jurisdicción ordinaria, ' I 

No vale el fuero por privilegiado/^* Ll 



sea: - : 

1. ° En los actos de conciliacióilíj 
en las diligencias para llevar á efecto-J 
convenido, de que conocen siempre 
jueces de paz. _ 

2. ° En los juicios verbales ó. eijjj 
interés no exceda de 600 rs. , en que 
bien conocen siempre los jueces de 
(Art. 1162, ley de Enjui. civil.) 

3. ° En los juicios de desahucio y.'jj 
ejecución , en ios interdictos y eii ^ 
depósitos de personas, en los cuales ^ 
nece exclusivamente la jurisdicción r" 
diñaría. (Art. 44 del reglamento pi 
sional, y 636, 692 y 1878 de la ley.,}.:;, 

4. ° En los juicios de concurso, enf 
de mayorazgos«en posesion-y propeó 
en los de capellanías y patronatos y ít 
los de cuentas*de tutela ó . curaduría* ¡= 
depósitos. (Ley 2), til. JV, Ubi Yjl 
JSov Recop., ley de 19 agosto de 18f 
art. 10, etc. 

5. ° En todos los asuntos civile¿^’;| 
de la jurisdicción voluntaria. (Art. 1% 
ley de Enjuic. civil y l. u de la de 6' 
diciembre de 1868.) 

6. ° En lo eriminal, en los juicios: 
faltas, quesonsiempe de la competen^ 
de los Alcaldes; en ios de delitos " 
conspiración contra la Constitución d 
Estado ó contra la persona del Rey, 
en los de desacato y atentado contra Íí| 
justicias (Alcaldes, jueces de paz, juecíj 
de primera instancia, etc.), en Iqs 
robos en despoblado, contrabando, sédM 
ciones ó tumultos populares y en algtí?? ) 


nos otros. 


' : .Ü 


Tampoco vale el fuero en lo relallV^ O 
ala observancia délos bandos de poiiójí' ; ■ 


y exacción de penas por contraveDCíp4¿-' ’ 
á los mismos, ni en lo relativo al-dese®'-...." 1 )’' 


peño de los cargos municipales, ni en ^ 
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cobranza de las contribuciones ( Leyes 
3. a y 4. a , tít. XXXII, lib . Vil , iVonm- 
nin Recopilación y ñs. Ords. de 31 enero 
de 1846, 26 octubre de 181o, 23 mayo 
de 1860, etc.) 

Hoy debe tenerse presente el decreto 
de 6 de 'diciembre de 1868, refundiendo 
ios fueros especiales en el ordinario. 
— V, Jurisdicción militar: Jurisdicción 

ECLESIASTICA. 

JURISDICCION ECLESIÁSTICA- La que 

ejercen los jueces eclesiásticos para co- 
nocer de las causas sacramentales, bene- 
ficíales y de los delitos eclesiásticos y las 
faltas cometidas por los clérigos en el 
desempeño de su Ministerio, con arreglo 
á lo que disponen los sagrados cánones. 
(Ley de 6 diciembre de 1868 ) 

La ejercen en 1. a instancia los obis- 
pos y arzobispos por medio de sus vica- 
rios y provisores; en segunda instancia 
los metropolitanos, respecto de sus su- 
fragáneos, y en la tercera y sucesivas el 
Tribunal de la Rota de la Nunciatura 
apostólica que se compone del Nuncio 
de S. S, y de los auditores eclesiásticos 
nombrados por la CoroDa. 

La jurisdicción eclesiástica , propia- 
mente dicha, es meramente espiritual y 
no emana de los príncipes, sino de la 
iglesia, como que se refiere á todos aque- 
llos asuntos propios y anejos á la misma 
Iglesia, ó sea á las causas de fé y á las 
sacramentales. 

La jurisdicción eclesiástica se exten- 
día también, por privilegio de los prín- 
cipes, á los negocios civiles que se susci- 
taban entre clérigos, ó cuando estos eran 
demandados ó acusados por delito leve; 
pero hoy ha cesado este privilegio por 
virtud del citado decreto de 6 de diciem- 
bre de 1868, que textualmente queda 
inserto en las págs. 581 á 590 del Apén- 
dice I, y del que deben consultarse, so- 
bre jurisdicción eclesiástica, tos arts. 1 0 
todo el tít. II, la$ disposiciones transito- 
rias 1 , a á la 5. a y el preámbulo que es su 
mejor comentario. 

En cuanto á la jurisdicción eclesiásti- 
ca, nombramiento de provisores y oficia- 
les que hayan de ejercerla, etc., consúl- 
tense en el artículo Concordatos el ar- 
Tgmo VIII. 
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tículo 12 del de 1737, el 7.° del de 1753, 
la base 4. a de la ley de 8 de mayo de 
1849, y los arts. 3.°, 4.°, 10, 11 y 12 
del Concordato de 1851. 

La ley 14, tít. i, lib.U,Nov.Recop.,el 
art. 3.° de la ley de 6 de diciembre de 
1868 y el R. 1). de 8 de junio de 1834, 
que insertamos á continuación, son tam- 
bién de una importancia que no puede 
desconocerse. Veamos: 

fí. D. de 8 junio de 1834. 

Sobre nombramiento de provisorese clesiásticos. 

(Grac. y Just.) «Deseando el Sr. Rey 
D. Cárlos 111 atender á la tranquilidad de es- 
píritu y decoro de los M. RH. Arzobis- 
pos y RR. Obispos, al mayor acierto y 
seguridad de sus provisores, al beneficio 
de sus arnados súbditos á quienes aque- 
llos administran justicia, y para asegurar su 
Real conciencia , tuvo á bien mandar por su 
decreto de 16 de julio de 1784, que es una de 
laslcyes recopiladas que los M. RR. Arzobis- 
pos y RR. Obispos hiciesen presente á la Cá- 
mara la persona que destinasen para el pro- 
visorato, á fin de que hallándola adornada 
de los grados, edad, estudios, años de prác- 
tica y buen olor de costumbres que requie- 
ren las leyes eclesiásticas y del Reino, lo 
elevase al conocimiento soberano , y con la 
Real aprobación se llevase á efecto el nom- 
bramiento de la persona presentada, y si hu- 
biese legítimo reparo en ella, se maridará al 
prelado que propusiese otro sugeto, teniendo 
presente lo que hace la cabeza de la Iglesia, 
respecto de las personas que destina á h' 
nunciatura de estos Reinos. Mas como de je 
inobservancia de esta ley que promulgó la 
acrisolada piedad de mi augusto abuelo , de 
gloriosa memoria, han nacido males de mu- 
cha consideración y de perniciosa influencia; 
deseando yo atajarlos , y que el ejercicio del 
poder judicial eclesiástico vaya acompañado 
de las justas y necesarias garantías que re- 
clama su peculiar índole : oido el dictamen 
del Consejo de Gobierno, he venido en man- 
dar lo siguiente: 

Artículo!. 0 Se observará puntualmente 
la ley 14, tít. I, lib. II de la Nov. Recop. (1). 

2.° Para que teuga cumplido efecto, ios 
M. RR. Arzobispos y RR. Obispos de la Pe- 
nínsula é Islas adyacentes, los venerables 
abades y demás eclesiásticos que ejerzan ju- 
risdicción veré nulltus , cuando hayan de 


(t) El preámbulo ile esta misma Real Orden 
dice el contenido de la ley que- se cita. 

( ) 
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nombrar provisores en sus respectivas dió- 
cesis, me harán presente por la Secretaria 
del despacho de vuestro cargo la persona ¡ 
que elijan para este destino a fin de que 
oyendo el dictamen de la sección de Gracia 
y Justicia del Consejo Real de España é ln- ■ 
dins determine yo lo que tenga por conve- ¡ 
niente. 

3. ° Sin los previos requisitos que en di- | 
cha ley se señalan, no tendrá efecto el nom- 
bramiento de ningún provisor, ni por con- 
siguiente podrá ejercer la jurisdicción que se 
le encarga. 

4. ° Los provisores que la ejercen en el 
dia sin haber obtenido la Real aprobación 
prevenida por la referida ley, ocurrirán á mí 
para obtenerla por la Secretaría del despa- 
cho de vuestro cargo , con presentación del 
título original de sus nombramEntos, y los 
de sus grados académicos y demás docu- 
mentos que acrediten su idoneidad, dentro 
del término de treinta dias^en la Península é 
islas Baleares, y de cincuenta en las Ca- 
narias. 

o.° Los que en dicho tiempo no cumplie- 
ren con la disposición anterior, cesaran en 
el ejercicio de su jurisdicción ; y me reservo 
tomar las providencias correspondientes para 
que en el caso de que alguno contraviniese 
á esta determinación. 

6.° Lo dispuesto en la citada ley recopi- 
lada y en el presente decreto, se entenderá 
en iguales términos y sin ninguna excep- 
ción con los vicarios generales y demás ecle- 
siásticos que bajo cualquier concepto ejerzan 
la autoridad eclesiástica judicial por nombra- 
miento ó delegación de sus respectivos dio- 
cesanos. 

Tendréislo extendido , dispondréis lo ne- 
cesario á su mas exacto y puntual cumpli- 
miento.— En Aranjuez á 8 de junio de 1834. 

( CL . t. 19, p. 303.) 

Ley de 6 diciembre de 1868. 

, Es ta de unificación de fueros , cuyo ar- 
tículo 3.° trata del nombramiento de provi- 
sores. Se halla inserta en Apéndice /, pá- 
gina 585. 

La ley de unificación de fueros esta- 
blece an el art. 3.° que los ordinarios ó 
metropolitanos nombrarán libremente 
con arreglo á los cánones los provisores 
y oficiales que hayan de ejercer su juris- 
dicción , entrando Ijs agraciados en el 
desempeño de sus funciones sin necesi- 
dad dé cédula auxiliatoria; si bien co- 
municando los nombramientos al Minis- 


terio de Gracia y Justicia con expresión 
de las circunstancias y méritos literarios j 
que concurran en los nombrados. . 
esto y con remitirnos á los artículos " 
Concordato , Eclesiásticos , Recursqjj 
de fuerza, Rota, etc. solo indicaremos 
aquí, que de los delitos ó citlpas que 
puedan cometer los provisores , vicaria 
generales y demás jueces inferiores ecle; 
siásticos en el ejercicio de sus funciones 
conocen las Audiencias territoriales (fa- 
cultad 2. a , art. 58 , Reg. provisional), , y . 
de los de los prelados ó autoridades, ecle- 
siásticas superiores el Tribunal Supreuso.V 
de Justicia, según el art. 90. — Vóage 
Justicia. ,í 

JURISDICCION ECLESIÁSTICA CASTREN* 
SE. La que compete al vicario general 
de los ejércitos de mar y tierra , cayo 
empleo va unido al de patriarca dej$| 
Indias y capelian mayor de S. M., quieai 
tiene eD Madrid un auditor general,^, .i 
nombra para ejercerla en Jas provincif# 
sus delegados ó tenientes de vicariny 
para que conozcan en primera instancia 
de los negocios pertenecientes á la jufisV 
dicción castrense, reservándose las ap& 
laciones. El auditor general á quien á 
propuesta del. patriarca nombra el Rey 
juez de su Real capilla y territorio sepa* 
rado de Madrid y sitios Reales , ejerce ' 
además en primera instancia ía jurisdic-, 
eion castrense en el recinto y arzobispal' 
do de Toledo y en las vacantes del pa*-- 
triareado , las funciones de vicario ge- 
neral. En tercera instancia conoce de. 
estos asuntos el Tribunal de la Rota.*-. 
V. Jurisdicción militar y J urisüícciont 
eclesiástica. ^ 

JURISDICCION MILITAR. Según la re- 
forma establecida por decreto de 6 dedi- 
eiembre de 18ti8, la jurisdicción militar' 
solo es competente para conocer, con ar- 
reglo á las ordenanzas militares del ejéri 
cito, de los delitos meramente militares 
y de los comunes y faltas que no están 
exceptuados, cuando son cometidos por, 
individúes del ejército que se hallen eB. 
activo servicio. 

Gozaban antes del fuero de guerra no 
solo los militares en activo servicio,, si- 
no también los de reemplazo y cuarto!}; 
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los ministros, fiscales, auditores ó aseso- de herencias no proviniendo de disposi- 
res, escribanos, dependientes y retira- cienes testamentarias délos mismos mili- 
dos; las mujeres, hijos y criados de los tares. 6. c Las de reclamaciones por 
militares y otros muchos que formaban obligaciones contraidas antes de ser mi- 
un inmenso número de exentos por pri— litar el demandado. 7.° Los delitos co- 
vilegio de la jurisdicción ordinaria, que metidos antes de entrar á servir en el 
solo podían ser demandados y juzgados ejército. 8.° Los hechos que se califican 
por la militar, salvo en los casos excep- de faltas según el Cód'go penal. V. Jui- 
tuadrs que eran los siguientes: cío de faltas. 9.° Los delitos que eome- 

Los asuntos en que no valia el pri- ta el militar durante la deserción. ( Reso - 
vílegio del fuero, eran: l.° Los ne- luciott de 19 enero de 179b; ley úL 11 
gocios que según el art. 1 lt>2 de la ley setiembre de 1820.) 10. Los robos en 
de Enjuiciamiento civil se resuelven en despoblado. [Ley 7. a , tít. XVII , lib. XII, 
juicio verbal ante los jueces de paz (I). Nov. Recop.) 11. Los de conspiración 

2. ° Los interdictos y desahucios. (Arts. 44 ó maquinaciones directas contra la 
del R.g. prov., 630 y GQ'i de la Ley de Constitución ó contra la seguridad inte- 
Enjuic. civil ; y respecto de los des- rior ó exterior del Estado, ó contra la 
ahucios, pueden consultarse además la sagrada persona del Rey, aunque la 
circular de 10 de octubre de 1817 y la aprehensión se verifique por la fueiza 
Real orden de 17 de enero de 1828 en armada, con tal quesea por orden ó re- 
Arrendamiento, tomo I, página 513.) querimiento de la autoridad civil y no 

3. ° Las demandas sobre vínculos y rna- haya resistencia con armas. {Ley de 17 

vorazgos en posesión y propiedad. (Ley abril de 1821.) 12. Los de desacato con- 
21, tü. IV, lib. VI, Nov. I lee.) 4.° Las ' Ira la autoridad civil ó personas que las 
de capellanías y patronatos por analogía ■ representen. (R. 0. de 8 marzo de 831, 
con el caso anterior. ( Ley de 19 agosto \ y ley 15, tít. IV, lib. VI, y ley 4. a , Jí- 
de 1841, art , 10.) o.° Las de partición ; lulo X , lib. XII, Nov. Recop ) V. Des- 
- — t — . — - — — . 1 acato. 13. Las causas de contrabando y 


(1) El Tribunal Supremo de Guerra y Mari- ■ 
na en acuerdo de 28 de setiembre de 1858 de- I 
claró que para ios juicios verbales había y es- 
taba vigente un procedimiento especial en los 
tribunales militares, con arreglo á lo dispues- 
to en la Real resolución de 16 de marzo de 
1796 extractada en la nota 2. a de la ley 8. a , ti- 
tulo 111, lib. XI de la Nov. Recop. y que en 
consecuencia no eran aplicables al fueio de 
Guerra y Marina en esta clase de juicios las 
prescripciones de la nueva Lev de Loj. civil, 
según lo prevenido en Ja base 8. a de la ley dé 
13 de-maye de 1855. Fundándose en este acuer- 
do, han sostenido algunos Juzgados militares 
su competencia en los juicios verbales contra 
aforados; pero el Tribunal Supremo de Justicia 
haresuelto que son dichos juiciosdel exclusivo 
conocimiento de ios jueces de paz, por consi- 
derar que la Real resolución de 1796 no es una 
ley especial- de procedimientos en. el sentido 
de la base 8. a citada que se refiere á una iey 
que comprenda un sistema completo de enjui- 
ciar, ley que no tienen los tribunales de guer- i 
ra, y porque con arreglo á los arts. 1162 y 1180 
de la Ley de Enjuiciamiento está sometido el 
conocimiento de las cuestiones entre partes cu- 
yo interés no exceda de 600 rs. y la ejecución 
de las sentencias que en ellas se dicten, á los 
jueces.de paz, lo cual excluye toda jurisdic- 
ción especial. (Decisiones de 8 de febrero y 12 
de mayo de 1860.) - 


defraudación y las contravenciones á las 
Ordenanzas de montos, y á las de caza y 
pesca. (Art. 185 Ordzas. de montes, y 
l .° R. D . de 2 abril de 183o V. Montes. 
¡4. Las sediciones ó tumultos populares. 
(R. 0. de 10 noviembre 1800.) 15. Las 
multas y penas pecuniarias impuestas por 
ia jurisdicción ordinaria. (R. O. de 3 
noviembre de 1819.) V. Multas. 16. Los 
delitos y faltas que el militar come- 
tiere en el desempeño de cualquiera 
destino ó cargo del orden civil. ( Rea- 
les órdenes de id nov. de 1795, 8 dio. de 
1800 y o octubre de 1819) (1). 

Hoy, para el efecto de ser juzgados ó 
gozar del privilegio del fuero militar, no 
se conocen otros aforados, según la ley 
de 6 de diciembre de 1808 y decreto 
de 31 del mismo mes, que los militares 
en activo servicio, y también , según ía 
■adición que se observa en el decreto, 
los individuos de los Cuerpos auxiliares 

(1) Consúltense estos casos can los enume- 
rados al final del artículo, pág. ; >76 . 
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del ejército en activo servicio , que no se el de la Comandancia general de Ceuta, 
determina quiénes son. con dependencia del Consejo Supremo 

El fuero militar queda completamen- de Ja Guerra, habiendo quedado supri- 
te abolido en lo civil (ley y decreto ci- raidos los fueros especiales de los Cuer~ 
indos 1 correspondiendo únicamente á pos de artillería é ingenieros , y sujetos 
lá jurisdicción de guerra la prevención todos los individuos en activo servicio 
de ios juicios de testamentaría y abin- ¡ á ¡a indicción única de buerra. (£>*. 
testato de los militares muertos en cam - . creto de lo abril de toby.) 
paña ó durante la navegación, y por J Se ejerce en primera instancia, con 
ahora lodos los negocios asi civiles como reglo al tu IV, tratado 8. de las Orde- 
criminales de las personas residentes en naiazas militares y disposiciones póste- 
las plazas fuertes de Africa. ñores, por el Capitán general del distrito 

En lo criminal, el fuero de los mili- . y su auditor, y en segunda porel Conse- 
tares en activo servicio se extiende hoy 1 jo Supremo de Guerra que ha sustituido 
á todos los delitos no exceptuados en el al Tribunal Supremo por decreto de i 6 
párrafo 4.° del art. L° que enumerare- de abril. Esto por lo que hace relación 
mos uno por uno al fiual del articulo, á los negocios que se resuelven por las 
Si alguna duda pudiese ofrecer el citado leyes comunes. 

párr. 4.° sobre los casos de desafuero de Respecto de ios delitos puramente mi' 
los militares, vendría á sacarnos de ella litares que se juzgan por la Ordenanza 
el art. 7.° del D. de 31 de diciembre, v i conocen: _ 

ateniéndonos á su letra parécennos difi- : El Consejo de Guerra ordinario tra-r 

ci les las contiendas de competencia. En tándose de individuos; del ejército desde 
su caso mas ba de dar lugar á ellas la sargento inclusive abajo, ó de paisanosen 


el art. 7.° del D. de 31 de diciembre, y I conocen: , . 

ateniéndonos á su letra parécennos difi- El Consejo de Guerra ordinario tra- 
ci les las contiendas de competencia. En tándose de individuos; del ejército desde 
su caso mas ba de dar lugar á ellas la sargento inclusive abajo, ó de paisanosen 
duda de lo que debe entenderse por in~ caso de desafuero como ya dejamos dicho. 


divídaos de los Cuerpos auxiliares del 
ejército en activo servicio , equiparados 
á los militares. Tampoco se extiende el 
fuero á las faltas penadas en el lih, III 
del Código pena!. 


El Consejo de Guerra de oficiales g§« 
nera!es 0 para juzgar á los oficiales desde 
subteniente inclusive. 

Los Consejos de Guerra ordinarios 
consultan sus fallos con el Capitán ge- 


Así corno los militares, no gozan - 1 neral respectivo; y si los aprueban con 
del fuero en ciertos delitos y en las fal- su auditor se ejecutan , y si hay discor- , 
tas del lib. III del Código penal, que- dancia se eleven al Consejo Supremo de 
dando sometidos á la jurisdicción ordi- Guerra para su resolución. Los fallos de 
naria, así también los paisanos pierden los Consejos de oficiales generales se ■ 
el fuero y quedan sometidos á la juris- consultan con S. M. y previo informe 
dicción de Guerra en las causas por de- del Consejo Supremo, se aprueban de 
litos militares, cuyo conocimiento atri- Real orden ose determina lo que se ha 
buyen á los Consejos de Guerra, por de ejecutar. 

atracción, las ordenanzas y otras dispo- Para evitar que progresivamente se 
siciones posteriores. Estos delitos se a tente á los privilegios que la Ordenanza 
enumeran en el art. 4. c de la ley citada concede á los militares, está prohibido 
de 6 de diciembre de 1868, pues dice á estos la renuncia de su fuero por Rea-: 
que las jurisdicciones de Guerra y Ma- les órdenes de 8 de noviembre de 4830 
riña son las únicas competentes para co- y 31 de enero de 1847. 

nocerde ellos con arreglo á las Orde- ■ — 

nanzas militares. Dada ya una ¡dea de lo que es hoy la 

Tribunales militares jurisdicción militar, de las personas que 

La jurisdicción militar reside ya ex- 8 OZ3n de este fuero, y de los casos de 
elusivamente en los Consejos de G.uer- excepción, vamos ahora á insertar Jas 
ra, en los Juzgados de las Capitanías ge- j disposiciones dictadas sobre reforma de 
nerales de los distritos militares y en los Juzgados militares. A saber; 
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Decreto CLXVíí de 10 junio de 1812. 

Se‘ estableció por este decreto de las Cór- 
tes un Tribunal especial de Guerra y Marina 
atribuyéndole el conocimiento de todas las 
causas y negocios contenciosos del fuero 
militar, de que hasta entonces conoció el 
extinguido Consejo (D. de las C., t. 3.°,p.8.) 

Por Real decreto de 15 de junio de 
1814 se restableció el Consejo de la 
‘Guerra al pié en que estuvo en lo anti- 
guo, teniendo en cuenta las plantas de 4 
de noviembre de 1773 y 16 de mayo de 
1803, acordando diferentes artículos 
para el despacho de los negocios. Otra 
vez en 1820 volvió t á restablecerse el 
Tribunal Supremo conforme á la planta 
de 1812, y otra vez en 31 de agosto de 
1823 se dejó sin efecto la reforma. En 
1834, por decreto de 24 de marzo se 
instituyó en lugar del Consejo el Tribu- 
nal Supremo de Guerra y Marina y con 
algunas modificaciones en la planta ha 
llegado hasta hoy que por decreto de 16 
de abril de 1*669 se ha variado la deno- 
minación, dándole la de Consejo Supre- 
mo de Guerra. 

Varías Reales órdenes. 

(Véanse las de 20 de febrero de 1815, 5 de 
noviembre de 1817, 5 de diciembre de 1832, 
19 de abril de 1833 y 4 de abril de 1839 por 
notasen las'págs. 571 y siguientes.) 

R. D. de Q junio de 184Q, 

Requisitos para *er nombrado ministro del Tribunal 
Supremo y auditor. 

(Guerra.) « Persuadida S. M. de la 

necesidad de fijar las condiciones que deben 
exigirse para obtener los empleos y honores 
de ministro del Supremo Tribunal y de audi- 
tor de guerra, se ha dignado resolver lo si- 
guiente : 

1 . ° Para obtener el empleo y honores de 
auditor de guerra * además dé los requisitos 
que se exigen en la carrera judicial para los 
magistrados de Audiencia conforme al Real 
decreto de 29 de diciembre de 1838, será 
condición indispensable haber contraído ser- 
vicios juríd ico-militares importantes debida- 
mente calificados. 

2. ° No podrá ser nombrado ministro de 
la clase de generales ó intendentes del Tri- 
bum 1 Supremo de Guerra y Marina , ni ob- 
tener los honores , el que no reúna las cua- 
lidades prevenidas ■ en los reglamentos de 
planta. 


3. * Igualmente deberán acreditarse ser- 
vicios eminentes en la carrera jurídico-mili- 
tar y las circunstancias que prescribe para 
■los ministros del Tribunal Supremo de Justi- 
cia el referido Real decreto, para ser nom- 
brado togado en propiedad ú .honorario del 
Tribunal Supremo de la Guerra. 

4. ® A los auditores de guerra no se con- 
cederá la propiedad ú honores de ministro 
togado del Supremo Tribunal de Guerra sin 
que hayan prestado en el desempeño de las 
Auditorías servicios importantes á juicio del 
Gobierno. 

5. ° Todas las solicitudes en pretensión 
de honores de ministro del Tribunal Supre- 
mo de la Guerra, Auditoría y honores de 
auditor, se remitirán al Tribunal para la ca- 
lificación de los servicios de los interesados, 
según .lo prevenido en fas leyes, reglamentos 
y decreto citado en Jos anteriores artícu- 
los. — De Rea! órden etc. Madrid 6 de junio 
de 1846.» (CL. t. 31, p. 449.) 

R. D. de 22 diciembre de 1852. 

Reforma de los Júzgalos militares: Supresión de los 

Juzgados de las Ordenaciones : Asesorías de las Co- 
mandancias etc. 

«En vista de lo que me ha expuesto el Mi- 
nistro de la Guerra, de acuerdo con el- pare- 
cer de mi Consejo de Ministros, vengo en 
decretar lo siguiente: 

Art. l.° Desde el día l.° de enero de! año 
próximo se observarán en los Juzgados de 
Guerra las disposiciones del R. D. de 8 de 
agosto y de la Inst. de 1,* de octubre de 
1851 y demás disposiciones posteriores acer- 
ca (leí papel sellado. (V. Papel sellado.) 

Art. 2. a Los auditores, asesores y fisca- 
les no devengarán en lo sucesivo derechos 
de arancel , ni podrán exigirlos en ningún 
otro concepto ; y mientras que en la ley de 
presupuestos se les señalan las respectivas 
dotaciones, disfrutarán desde l.°de enero 
del año próximo los sueldos, gratificaciones 
y ventajas que expresan las disposiciones si- 
guientes: 

1. a Los asesores de las Comandancias mi- 
litares de las provincias, 3.000 rs. de grati- 
ficación anual. 

2. a Los auditores de guerra de las Capi- 
tanías generales de los distritos y de las Co- 
mandancias generales de Ceuta y del campo 
de Gibraltar, disfrutarán los mismos haberes 
que están señalados ó que en cualquier tiem- 
po se señalen á los ministros de las Audien- 
cias de los respectivos territorios, y en su 
virtud gozarán en la actualidad el de 24.000 
reales. Disfrutarán además para gastos de 
residencia 6.000 rs. cada uno de los audito- 
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res 


de Cataluña, Andalucía y Valencia, y . Juzgado de la Comandancia general de Ceuta 

Uo jjaiaiuaiw. j ^ ^ f rmnldn rlü *1 ililO re paría nr>r» xr 0 p/v/\ 


4.000 los de Galicia, Aragón, Granada y Va- 

Jladolid. , . „ , 

3 * El auditor de guerra de la Capitanía 

«eneral de Castilla la Nueva disfrutara el 
sueldo de 40.000 rs., ó el que se señale á los 
ministros de la Audiencia de Madrid. 

4 . a Los auditores de guerra de las Capi- 
tanías generales que se hallen establecidas 
donde haya Audiencia territorial serán al 
mismo tiempo ministros- de ellas, con la an- 
tigüedad y demás consideraciones on la car- 
jera de la magistratura, y con asistencia al 
Tribunal como los demás ministros, pero 
relevados de ser ponentes y de cualquier otro 
servicio que pueda impedirles el buen des- 
empeño de la Auditoría. 

5. a Los auditores de las Capitanías gene- 
rales de Extremadura, Provincias Vasconga- 
das y Canarias, y de las Comandancias gene- 
rales de Céuta y del campo de Gibraltar, en 
donde por no haber Audiencia no pueden 
ser al mismo tiempo magistrados efectivos, 
disfrutarán el sueldo y honores de tales ma- 
gistrados , con opcion á que una de cada dos 
vacantes de las demás Auditorías se provean 
en ellos si lo socilitan. 

6. a Se suprimen desde i ,° de enero del 
año próximo los Juzgados de las Ordenacio- 
nes militares de los distritos; y en lo sucesivo 
el de la Intendencia general será el único 
que conozca de todos ios asuntos contencio- 
sos de Hacienda militar, y de las faltas ó de- 
litos que eometau en el ejercicio de sus des- 
tinos los empleados de la misma Administra- 
ción militar. El asesor del expresado Juzgado 
disfrutara el sueldo de 16.000 rs. 

7. a Los fiscales de los Juzgados de Guer- 
ra de las Capitanías generales de los distri- 
tos. de las Comandancias generales de Céuta 
y el campo de Gibraltar, y el del Juzgado de 
la Intendencia general, disfrutarán el sueldo 
de 9.000 rs. cada tino, y además para gastos 
de residencia las gratificaciones siguientes: 

7.000 rs. el de la Capitanía general de Cas- 
tilla la Nueva; 5.000 los de tas Capitanías ge- 
nerales de Cataluña, Granada, Andalucía y 
Valencia; 4.000 los de Galicia, Aragón y Va- 
lladolid , y 3.000 los de Extremadura, Na- 
varra, Burgos, Provincias Vascongadas, Is- 
las Baleares, Canarias, Comandancias gene- 
rales de Ceuta y campo de Gibraltar, é In- 
tendencia general militar. 

8. a El fiscal del Juzgado de Guerra de la 
Capitanía general de Castilla la Nueva lo se- 
rá al mismo tiempo de los Juzgados de Jos 
Cuerpos de casa Real y de artillería a inge- 
nieros. 

9. a Habrá dos abogados de pobres en el 


con el sueldo de 7.000 rs. cada uno, y 3.000 
respectivamente para gastos de residencia, 
y a los dos años tendrán el carácter y ven- 
tajas de fiscales de Auditoría. 

10. a Los agentes fiscales que en la 
tualidad sirven á las órdenes del fiscal toes-, 
do del Tribunal Supremo de Guerra y Mari- 
na, disfrutarán, los dos primeros el sueldo 


■Ú 


de 24.000 rs., 16.000 el tercero, 15.000 el 


cuarto, y 12.000 el quinto. 

Art. 3.° Las Asesorías y Fiscalías de Jo# 
Juzgados de artillería é ingenieros se provee-' 
rán en abogados de conocida reputación^ , 
honradez, á quienes servirán de particular 
mérito los servicios que presten en ellas para 
obtener las ventajas que se les declaran en 
el presente decreto.- , 

Art, 4.° Las Asesorías de las CoTnatídain- 
cias dé provincia serán servidas por los pró- 
motores fiscales de los Juzgados de primera 
instancia; y entre ellos, por el mas arillo 
si hubiese mas de uno en el punto donde re- 
sida la Comandancia. ■■ > ; 

Art. 5.° De cada tres vacantes de FiscaT* 
lías de los Juzgados de guerra de las Capita- 
nías generales, deberán en cada dos de ellas 
ser propuestos los asesores y riscales dé Jos 
Juzgados de artillería é ingenieros; y los aáé- 
sores de las Comandancias militares de fr£&- 
vincia que cuentan en ellas cuatro años de 
servicio. La propuesta para la otra tercera 
vacante podrá hacerse en promotores Asea- 
cales de ascenso ó de término, y en los que 
reúnan los requisitos necesarios para ser 
nombrados promotores fiscales de tér- 
mino. 

Art. 6.° Para auditores de guerra me 
serán propuestos los que cuenten á lómenos 
ocho años de fiscales de Juzgado de Guerra, 5 
de asesor ó fiscal del Juzgado de la intenden- 
cia general militar, y los que. reúnan los re- 
quisitos necesarios pat a ser nombrados mi- 
nistros dejas Audiencias del rein-*. 

Art. 7.* Una de cada tres vacantes.de 
las Audiencias, que expresa la disposición 
5. ■ del art. 2:°, se concederá como de ast- 
éense» a los fiscales de lasÁuditorías y al ase- 
sor y fiscal del Juzgado de la Intendencia 
geueral que reúnan los años de servicio que 
expresan los dos artículos precedentes^; Las. 
otras dos se proveerán como de libre propues- 
ta en los que reúnan los requisitos expresa- ' 
dos en el artículo anterior. 

Art. 8 0 De cada dos vacantes de lasAu- 
f 0r I a o a fij 6 se refiere la disposición 4; a de! 
art- , habrá de hacerse en una la propués- 

kC nn/IilAit/.,. J . . _ i ii » 'i- 1 . ‘ 
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ta eu los auditores de que habla la disposi— 
cion 5. a , y la otra — ^ -- »- 


podrá proveerse en ios 
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que reúnan ios requisitos necesarios para ser 
ministros (le Audiencia. 

Art. 9.° La Auditoría de guerra de la 
Capitanía general de Castilla la Nueva, se I 
proveerá corno de ascenso entre los audito- 
res de que trata la disposición 4. a del art, 2.° 
que cuenten cuatro años á lo menos de ser- 
vicio en ellas. 

Art. 10. Estando declarado por Real Ar- 
den de t5 de mayo de 1851, de conformidad 
con lo propuesto por el Tribunal Supremo 
de Guerra y Marina, que los agentes fiscales 
letrados del mismo tienen todas Jas conside- 
raciones, preeminencias y prerogativas que 
están señaladas á los auditores, y que los 
servicios de dichos destinos deben conside- 
rarse como prestados en Auditorías, se deno- 
minarán auditores fiscales los dos primeros, y 
abogados fiscales los tres restantes, y disfru- 
tarán aquellos las ventajas concedidas á los 
auditores á quienes se refiere el art. 8.°, y los 
segundos las que se declaran á los fiscales de 
las Auditorías en el art. 7.° 

Art. IT. Las propuestas para abogados 
fiscales se harán en lo sucesivo en per-onas 
que reúnan los requisitos que se exigen en 
los art. 4.°, 5." y 6.° 

Art. 12. Para ministros togados del Tri- 
bunal Supremo de Guerra y Marina, me se- 
rán propuestos los que reúnan los requisitos 
necesarios para ser nombrados ministros del 
Tribunal Supremo de Justicia, los auditores 
que cuenten cuatro años de servicio en la 
de la Capitanía general de Castilla la Nueva, 
ú ocho en las que expresa la disposición 4. a 
del art. 2.° 

Art. 13. La propuesta para fiscal togado 
de! Tribunal Supremo de Guerra y Marina, 
deberá hacerse en persona que reúna los 
requisitos necesarios para poder ser nom- 
brado fiscal del Tribunal Supremo de Justi- 
cia, ó los que en el artículo anterior se exi- 
gen para las propuestas de ministros toados 
del mismo Tribunal Supremo de Guerra y 
Marina. 

Art. 14. Presidirá la sala de justicia del 
Tribunal Suprent) de Guerra y Marina el 
ministro togado que yo nombre al efecto. 

Art. 15. El mas aDtiguo de Jos otros mi- 
nistros togados será ministro asesor de la 
sala de generales y de los Cuerpos de casa 
real, artillería é ingenieros. 

Art. 16. El presidente de la sala de jus- 
ticia, y el ministro togado asesor de la sala 
de generales y de los Cuerpos expresados en ¡ 
el precedente artículo, disfrutarán cada uno ’ 
10.000 rs. mas de sueldo que Jos ministros ! 
togados. 

Art. 17. El ministro decano de la sala de I 


oíi7 

, generales, como encargado de la presidencia 
| del Tribunal en auseifcia y enfermedades del 
I presidente, disfrutará lO.ÓOOrs. mas de suel- 
I do que los demás Ministros de aquella sala. 

Art. 18. El fiscal togado tendrá el mismo 
sueldo que el presidente de la sala de justicia, 
también el fiscal militar, si fuere por lo menos 
mariscal de campo, tendrá el mismo sueldo 
que el ministro decano de la sala de genera- 
les; en otro caso solo disfrutará de igual 
sueldo que los demás ministros. 

Art. 19. En lo sucesivo habrá dos plazas 
en el Tribunal Supremo de Guerra v Marina 
que deberán ser servidas por auditores de 
guerra, y á las cuales tendrán también dere- 
cho los de Marina en u ia de cada tres va- 
' cantes; pero deberán reunir unos y otros los 
requisitos que se exigen en el art. 12. En las 
demás plazas, sin perjuicio de atender en las 
vacantes á los ministros togados cesantes y 
. suplentes del mismo, podrán recaer indis- 
tintamente los nombramientos en los que 
hayan sido ministros de la Corona, en los 
regentes propietarios ó cesantes de las Audien- 
cias del reino; y demás que reunaD las cir- 
cunstancias necesarias para ser nombrados 
ministros de! Tribunal Supremo de Justicia. 

Art. 20. Para que tengan efecto las ven- 
tajas y ascensos declarados en el presente 
decreto, y mas particularmente los que ex- 
presan los arts. 5.°, 6 °, 7.% 8.° y 14, habrá 
cuatro escalafones en la forma siguiente: 

En el primero serán incluidos por órden 
numérico de antigüedad los auditores de 
guerra á que se refiere la disposición 4.® del 
art. 2.° 

En el segundo los demás auditores de que 
habla la disposición 5. a del mismo art. 2.°, y 
los auditores fiscales que sirven á las órdenes 
del fiscal togado del Tribunal Supremo de 
Guerra y Marina. 

En el tercero los fiscales de las Auditorías 
de guerra, los abogados fiscales de la expre- 
sada Fiscalía, el asesor y el fiscal del Juzgado 
de la Intendencia general y los abogados de 
pobres del Juzgado de la Comandancia gene- 
l ral de Ceuta que cuenten dos años de ser- 
vicio. 

En el cuarto los asesores y fiscales á que 
se refiere el art. 3.° 

Serán incluidos por adición á cada uno de 
los escalafones los cesantes de las respectivas 
clases de que aquellos se compongan, y ten- 
drán igual derecho que los de activo ser- 
vicio á ser atendidos en las vacantes que 
ocurran. 

Art. M. No serán propuestos para plaza 
de auditor de guerra de las Capitanías gene- 
rales de fuera de \a Corte, á que se refiere la 
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disposición 4. a del art. 2.°, los naturales del 
respectivo distrito, á no ser que hayan nacido 
en él accidentalmente, ni casados con mujer 
natural del propio territorio, ni los abogados 
que desde largo tiempo ejerzan su profesión 
en la residencia del capitán 'general. Esta 
disposición será también aplicable á las Audi- 
torías de que habla la disposición 5. a del ar- 
ticulo 2.° cuando sea compatible con el mejor 
servicio de ellas. El auditor ó el asesor y el 
fiscal de un misino Juzgado no deberán ser 
parientes dentro del cuarto grado civil, y del 
segundo de afinidad. 

Árt. 22. El Tribunal Supremo de Guerra 
y Marina, en unión del fiscal togado, califi- 
cará la aptitud, los méritos y las circunstan- 
cias do todos los que tengan derecho á ser 
incluidos en los escalafones. También califi- 
carán la aptitud, circunstancias y mereci- 
mientos de los que soliciten entrar de nuevo 
en la carrera jurídico-militar. 

Art. 23. Formados los escalafones, y he- 
cha la calificación prevenida en el articulo 
precedente, los remitirá el Tribunal al Minis- 
terio de la Guerra, después de oir las recla- 
maciones de los interesados que hayan sido 
ó deban ser incluidos en aquellos, y á los 
cuales se concederá por esta vez el término 
de cuatro meses para hacerlas. En los quince 
primeros dias del mes de enero de cada año 
deberá remitir de nuevo las reformas y adi- 
ciones hechas en los escalafones á conse- 
cuencia de las promociones y ascensos que 
hayan tenido lugar en el año anterior. Tam- 
bién remitirá las calificaciones de las nuevas 
solicitudes hechas durante el mismo año. 

Art, 24. Los auditores de guerra, el ase- 
sor de la intendencia general, los asesores 
de las Comandancias militares de provincia, 
Jos de artillería é ingenieros, y todos los fis- 
cales serán nombrados por mí ; y al efecto, 
luego que ocurra alguna vacante, los Capita- 
nes generales y los jefes de los respectivos 
Juzgados, sin perjuicio de nombrar interi- 
namente persona que sirva el cargo vacan- 
te, me darán cuenta por conducto del Tri- 
bunal Supremo de Guerra y Marina, el cual, 
en los casos en que corresponda proveer la 
vacante al ascenso con sujeción á las dispo- 
siciones del presente decreto, me lo hará así 
presente, acompañando lista de todos los 
que se. hallen comprendidos en el escalafón 
respectivo. También serán nombrados por 
mí, á propuesta del fiscal togado del Tribu- 
nal de Guerra y Marina, los auditores y abo- 
gados fiscales que hayan de servir á sus ór- 
denes. 

Atendido el doble carácter que las dispo- 
siciones de este decreto dan á los auditores, 


de que habla la disposición 4.* del art. 2,?,, ’i 
me serán aquellos propuestos por mi Mini^i s - 1 
tro de la Guerra, oyendo antes al de Gracia, 
y Justicia acerca de las cualidades de loé 
que hayan de ser propuestos. ¡ 1 

Art. 25. P.odra proponérseme la suspen- ' ■ > 
sion de los auditores; y si por la gravedad j ' i 
urgencia dei caso no fuese posible instruir ’ > 
antes el oportuno expediente gubernativo} 
se procederá en seguida á instruirle, oyendo 
en él los informes del jefe militar del Juzgad : ; 
do y de cualquiera otra autoridad ó corporal * ■ j 
cion á quien se estime conveniente oir; y en. ’ 
su vista el Tribunal Supremo de Guerra y y $ 
Marina, oyendo instructivamente de viva ve»// ¡J 
ó por escrito, si lo conceptúa necesario, qL J 
interesado, y oido también el parecer de mí . ; 3 
fiscal togado, me propondrá cuanto conside*., I 
re procedente: si dentro de seis meses, con- ■■ 
tados desde la fecha de la Real órden de 1 ■ 
suspensión, no se resolviese el expediente V i 
gubernativo , se entenderá alzada, y el inte* 
resado volverá á desempeñar su destino. En , , 
la misma forma, y haciendo instruir prévía-r 
mente y en los mismos términos el oportuno*,» 1 
expediente, podrá acordarse la cesación den- 
los expresados funcionarios. i 

¡ Art. 26. Para proponerme de oficio X&r 1 .' 
jubilación délos magistrados y demás fuá-». 
cionarios jurídico-miJitares , se hará constará ?■ \ 
antes su imposibilidad para continuar en* el ■ 
servicio, instruyéndole el expediente en los ■■ 
términos y en la forma prevenidos en el aí-^ 
tí culo precedente. '* V 

Art, 27. Acerca de las traslaciones de ■: 
los auditores y asesores , no siendo á peti— y 
cion suya bastará que se oiga al mismo Tri- * 
bunal Supremo de Guerra y Marina, en su ; , • J, L 
sala de justicia, consignándose en el expe-* k - 
diente la causa que motive la traslación. ; >■ 
Art. 28. Respecto de la cesación, jubila- 
ción ó traslación de los individuos del Minis- 
terio* fiscal , se oirá préviamente ni fiscal 
togado. " - ■ 

Art. 29. Las Auditorías y Asesorías dé 
las posesiones de Ultramar se proveerán en « 
la forma establecida en las" disposiciones vi- 
gentes. "^ r 

Art. 30. Los auditores, asesores y fisca- 
les de las expresadas posesiones que hayan . 
servido en ellas con distinción por espacio >■ 
de seis años, serán preferidos , siempre qué 
lo soliciten, para destinos de la misma clase : 
en la Península, ó para ser ascendidos según . 
corresponda. . i 

Art. 31. Quedan derogadas las Reáles 
órdenes de 10 de lebrero y 19 de setiembre, J 
en 1? sucesivo los Juzgados^ dé , ' 
artillería é ingenieros, y el de los cuerpos de i 
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casa Rea), consultarán con el Tribunal Su- 
premo de Guerra y Marina, como todos los 
demás Juzgados, las causas criminales, y pa- 
ra el mismo ser interpondrán precisamente 
las apelaciones, y en él se ejecutoriarán los 
pleitos y causas según justicia, á cuyo fin se 
restablecen en toda su fuerza y vigor el ar- 
ticulo 25, reglamento 14 de las ordenanzas 
de artillería, y el art. 26, reglamento iü de 
la ordenanza de ingenieros. 

Art. 32. Los subalternos del Tribunal 
Supremo de Guerra y Marina, y los de los 
demás Juzgados dependientes de! mismo, 
devengarán los derechos marcados en los 
aranceles publicados por el Ministerio de 
Gracia y Justicia en 2 de mayo de 1845, con 
las modificaciones que contiene el Real 
decreto de 22 de mayo de 1846, en los 
casos en que lo manden las leyes, subsis- 
tiendo vigentes y en toda su fuerza y vigor 
las disposiciones que prohíban devengarlos 
en Jas, causas, testamentarías, abintestatos y 
particiones. 

Art. 33. Cada uno de los tres relatores 
del Tribunal Supremo de Guerra y Marina, 
disfrutará el sueldo de 12.000 rs. El escri- 
bano de Cámara 10.000, el oficial primero' 
5.000, y el segundo 3.000. 

Art. 34. Todos los Juzgados dependien- 
tes del Tribunal Supremo de Guerra y Ma- 
rina obedecerán puntualmente las órdenes é 
instrucciones que les comunique mi fiscal 
togado, y le suministrarán los datos y noti- 
cias que les pida. 

Art. 35. Con relación á los procesos mi- 
litares, le facilitarán los auditores de las Ca- 
pitanías generales los estados, partes, dalos 
y noticias que acerca de ellos les pidiere. — 
Dado en Palacio á 22 de diciembre de 1852. 
[CL. t. 57, p. 713.) 

R.O. de 27 diciembre de 1852. 

Disposiciones para llevar á efecto el arreglo de los 
Juzgados militares. 

(Guerra.) «Para que pueda llevarse á 
debida ejecución el R. D. de 22 del actual, 
sobre el arreglo de los Juzgados militares, la 
Reina, conforme con el dictamen del Tribu- 
nal Supremo de Guerra y Marina, se ha ser- 
vido resolver lo siguiente: Desde el l.°de 
enero próximo cesarán sd sus respectivos 
cargos los actuales asesores y fiscales de los 
Juzgados generales de casa Real y artillería 
é ingenieros, y se encargará del desempeño 
de las referidas Asesorías el ministro asesor 
de la Sala de generales del expresado Tri- 
bunal Supremo D. Jerónimo de la Torre 
Trassierra, y de las fiscalías de los miemos 
Juzgados el fiscal del de la Capitanía general 


de Castilla la Nueva. Cesarán asimismo des- 
de la indicada fecha los actuales asesores de 
las Comandancias generales de provincia, y 
se encargarán de su desempeüo Jos promo- 
tores fiscales de los Juzgados de primera 
instancia, prefiriéndose entre los mismos 
funcionarios el mas antiguo, si hubiere dos 
en el punto donde resida la Comandancia 
general, y para la expedición de los corres- 
pondientes títulos remitirán á este Ministerio 
los capitanes generales una relación nomi- 
nal de los promotores fiscales á quienes ha- 
ya correspondido encargarse de dichas Ase- 
sorías Los intendentes militares de provin- 
cia pasarán al Juzgado de la Intendencia ge- 
neral militar, para su continuación por el 
mismo, todos los pleitos y causas que se ha- 
llen pendientes eu sus respectivos Juzgados, 
ó le manifestarán no haber ninguno si así 
sucediere; y tanto estos Juzgados como el 
intendente general militar, remitirán al Tri- 
bunal Supremo relaciones iguales á las que 
remitan ó reciba , respectivamente , del es- 
tado de dichos asuntos pendientes. Los plei- 
tos y causas ya terminadas y archivadas en 
las Escribanías de los Juzgados de las Inten- 
dencias militares, se entregarán en las Es- 
cribanías de los Juzgados de guerra de los 
distritos bajo un doble inventario que para 
su respectivo gobierno deberán firmar reci- 
procamente cada uno de los expresados es- 
cribanos, los cuales entregarán además en 
la Capitanía general una copia del mismo 
inventario firmada por ambos, la cual será 
remitida al Tribunal Supremo, donde debe- 
rá archivarse á su tiempo. En los distritos 
donde sea uno mismo el escribano del Juz- 
gado de Guerra y del de la Intendencia mi- 
litar, pasará al primero las causas y pleitos 
fenecidos del segundo, y entregará inventa- 
rio formal en la Capitanía general para el 
efecto expresado en la disposición anterior. 
La entrega de las causas y pleitos pendien- 
tes en los Juzgados de dichas Intendencias, 
se verificará tan luego como se les comuni- 
que esta resolución, y tanto los mismos in- 
tendentes como el general militar, remitirán 
á dicho Tribunal Supremo, dentro de los 
quince primeros dias del mes de enero pró- 
ximo, las relaciones y partes que se expre- 
san en las disposiciones anteriores. La tras- 
lación y entrega de los negocios fenecidos y 
de los inventarios que con arreglo á lo ya 
expresado deben hacerse de Jos mismos; 
tendrá puntual cumplimiento en todo el ci- 
tado mes de enero. El Tribunal Supremo de 
Guerra y Marina pasará á su Sala de justicia 
las relaciones, partes ó inventarios que de- 
ben dirigírsele en el modo y forma que que- 
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dan explicados, á fin de que cualquier defec- 
to ú omisión que se advierta puedan ser sub- 
sanados, ó para que acuerde lo que corres- 
ponda ; pero luego que se hallen aquellos 
documentos en disposición de ser archiva- 
dos, se dará cuenta á este Ministerio para 
conocimiento de S. M., con expresión de 
los pleitos y causas que resulten haberse 
remitido ai Juzgado de la Intendencia gene- 
ral por cada uno de las militares de los dis- 
tritos. — De Real orden, etc. Madrid 27 de 
diciembre de 1*52.» (CL. t. 57, p. 726.) 

R. D. de 24 enero de 1853. 

Sueldo de los auditores y fiscales de Ultramar. 

(Guerra.) «Deseando que las disposicio- 
nes del R. D. de 22 de diciembre último, 
para la dotaciou de los auditores de guerra 
y fiscales de los Juzgados militares de la Pe- 
nínsula, se apliquen por analogía á los au- 
ditores y fiscales de los Juzgados de las Ca- 
pitanías generales de Ultramar, conforme 
con lo que me ha propuesto el Ministro de 
la Guerra, do acuerdo con el Consejo de Mi- 
nistros, vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo I." El auditor de guerra de la 
Capitanía general de la isla de Cuba disfru- 
tará el sueldo de 6.060 pesos, señalado á los 
oidores de la Real Audiencia pretorial de la 
Habana; 2.000 mas de gratificación para au- 
xiliares, y otros dos mil pesos para casa. 

Art. 2.° El auditor de la Capitanía ge- 
neral de Puerto-Rico tendrá 4.500 pesos 
de sueldo, que es ei que disfrutan los oi- 
dores de la Real Audicncia-Chancillería de 
las misma isla, y además 500 pesos para 
casa. 

Art. 3.° Se señala al auditor de Filipinas 
el sueldo de 4.000 pesos que tienen los oido- 
res de la Real Audiencia-Chancillería de Ma- 
nila, y 500 pesos mas para casa. 

Art. 4.° El fiscal primero del Juzgado 
de la Capitanía general de la isla de Cuba 
tendrá 3.000 pesos de sueldo, y 2.000 por 
igual concepto el fiscal segundo del mismo 
Juzgado. 

Art.. 5.° Los fiscales de los Juzgados de. 
Tas Capitanías generales de Puerto Rico y 
Filipinas disfrutarán 2.000 pesos de sueldo 
el de la primera, y 1 .500 el de la segunda. 

Art 6 ° Los derechos, costas judiciales 
y honorarios que, con sujeción al arancel, 
corresponden á los expresados auditores de 
guerra, y fiscales ingresarán en las arcas 
reales hasta tanto se determine lo conve- 
niente sobre el modo de hacer extensivo á 
las posesiones de Ultramar el R. D. de 8 de 
agosto de i 851 y de mas disposiciones vigen- 
tes acerca del papel sellado. 


Art. 7.° Los auditóres de guerra di la 
isla de Cuba, Puerto-Rico y Filipinas seráa 
al propio tiempo oidores, el primero de 
Real Audiencia pretorial de la Habana, y el „ 
segundo y tercero de las respectivas Rea^ ' 
Audiencias-Chancillerías. — Dado en Palacio. ■ 
á 24 de endro de 1853.» (CL. t. 58, p. 


R. O. de 7 febrero de 1853. 


(Guerra.) « S-.M. se ha servido de*? 

clarar, que la diferencia de categorías está- ' 
blecida entre los auditores de guerra por 1$ ' 
disposiciones segunda y cuarta del art. 2$ i 
del R. I) de 22 de diciembre, ha de entej^. 
derse para los que sé nombren en lo sucft§% / 
vo, pero no con los que se hallaban en ejejqj 
cicio á la publicación del mismo decreto;, pqj^ 
que estos continúan todos con iguales dere-i 
chos y prerogativas, excepto el auditqr4$ . 
Castilla la Nueva, cuyo destino fué declaré j 
de ascenso por la R. O. de 19 de julio <|b . 
1847.»— Madrid 7 de'febrero de 1853. ‘ 

lección legislativa, t. 58, p. 159.) . * .¿4’ ' 


O. de 3 abril de 1853. 


(Grac. y Jdst.) «S. M. se ha servido de*- 
•clarar que los auditores de guerra no djíwjjt . 
gozar antigüedad de magistrados sino ; 
el dia en que, jurando plazas de tales entes •• 
Audiencias, empiecen á ejercer sus fuacict* 
nes » (CL. t. 58, p. 289.) ■ : 

R ■ O. de 30 julio de 1853. 

(Guerra.) « S. M se ha servid 

resolver que los fiscales de los Juzgado» Jfi 
guerra en las Capitanías generales , seq$ 
asesores natos de las Intendencias railitarpt- 
interviniendo en tal concepto en los reiwsí^f 
públicos y demás asuntos en que sea nequíf ■; 
sario oirel dictamen de asesor, sin qué pqr 
este trabajo se les señale mas sueldo ni gra- , 
tififtacion alguua, y que los- escribanos dejos - 
mismos Juzgados asistan á autorizar los re>*' 
mates devengando los derechos de arancel» ‘ 
que cobrarán de la parte rematante*» ■tífa-- 
lección legislativa, t. 59, p. 442.) ■ 


R. O. de 16 octubre de 1854. 


Los fiscales militaros se entiendan en casos 

con las autoridades civiles. 7 , 

■ *■< vi . 

(Guerra,) «He dado cuenta á la 
del expediente que uno de los antecesor#!'- ' 
do Y. E. dirigió a este Ministerio en 4 de-qc^ , 
tubre de 1852 formado á consecuencia 
las contestaciones que mediaron entre el es* " 
tonces comandante general de la proviBOÍá 
de Orense y el Gobernador civil de laqp^ 
ma, por haberse negado este ,á enterntuiW 
com los fiscales militares en el caso 


. .£ S ÍJ . tij" : i *t" , 
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le dirigieran comunicaciones sin ir por el 
conducto de dicha autoridad militar. Ente- 
radadetodoS. M., y de conformidad con lo 
informado por el Tribunal Supremo de Guer- 
ra y Marina en acordada de 7 de junio últi- 
mo, hatenido á bien mandar que se obser- 
ven, por regla general, las Rs. Ords. de 4 
de abril de 1839, 24 de diciembre, de 1841,' 
24 de agosto de 1842 y 31 de agosto de 
1846 (1 ); pero que en casos urgentes como, ■ 
por ejemplo, cuando esté decretada la pri- 
sión de un reo y pueda quedar frustrada por 
las dilaciones qtie ofrece el tener que acudir 
los íiscales por conducto de los capitanes ge- 
nerales ó gobernadores militares, salven di- 
chos fiscales tales trámites bajo su responsa- 
bilidad, entendiéndose directamente con las 
autoridades civiles para que estas les auxilien 
según exige la buena administración de jus- 
ticia, sin esperar ni reclamar entonces que 
los exbortos ó suplicatorios les sean remiti- 
dos por el indicado conducto de las autori- 
dades militares cual en los casos ordinarios 
y que admiten espera.» [CL. t. 03, p. 184.) 

R. O. de 30 junto de 1855, 

(Guerra.) Conforme con lo que re- 

petidamente ha expuesto el Tribunal Supre- 
mo de Guerra y Marina, se ha servido decla- 
rar S. M. que la situación pasiva temporal 
de los individuos de la carrera jurídico— mili- 
tar sea la de reemplazo en vez de las cesan- 
tías que hasta ahora se les han concedi- 
do,.,., (CL. t. 65, p. 301.)— V. Reemplazo. 

R. O. de 17 setiembre de 1855. 

(Guerra.) ..... Ha resuelto S. M que 

á los carabineros cuando estén en actos de 
servicio de su instituto se les repute como 
soldados que se hallan de facción ; siendo 


(1) La R, 0. de 4 de abril de 1839 dispuso 
«que los fiscales de causas dirijan siempre los 
interrogatorios y exhorto? á los generales en je- 
fe d capitanes generales de quienes dependan 
los interrogados, á fin de que bagan evacuar 
los^ informes 6 decía aciones bajo un breve pla- 
zo, que fijarán en la diligencia de cumpli- 
miento...!: La de 24 de diciembre de 1841, ba- 
sada en el espíritu de la anterior mand(5 para 
evitar abusos en las medidas de prisión y otras 
de severidad, «que los presidentes de las comi- 
siones militares, como los fiscales que instru- 
yan causas, dirijan sus reclamaciones y exhor- 
tos por conducto de los respectivos capitanes 
generales 6 comandantes generales donde se 
hallen, entendiénose esta medida para todos 
los demás casos en que autoridades inferiores 
de un distrito se dirijan á los capitanes gene- 
rales de otro.» ( VaÚecillo, t. 3.°) Las demás 
arriba citadas con otras, véanse en Exhobtos. 


también consiguiente que á los paisanos que 
les falten ó insulten ó atropellen se les con- 
sidere comprendidos en las penas que están 
señaladas para los que cometieren tal delito. 
(CL. t. 66, p. 96.) 

R. O. de 17 noviembre de 1855. 

(Guerra.) «Conformándose la Reina con 
lo expuesto portel Tribunal Supremo de 
Guerra y Marina, ha tenido á bien mandar 
que para el despacho temporal é interino de 
las Auditorías de guerra, no se designen letra- 
dos que tengan empleo eD cualquiera de los 
ramos de la Administración civil, sino abo- 
gados independientes y de reconocida ilus- 
tración; prefiriéndose siempre á los que ha- 
.van prestado en alguna ocasión servicios 
jurídico— rn ¡litares —De Real orden, etc, Ma- 
drid 17 de noviembre de 1855.» (CL. t. 66, 
p. 365.) 

R. O. de 3 febrero de 1857. 

Citaciones á individuos del ejército. 

(Guerra.) «Conformándose la Reina con 
el dictárnen del Tribunal Supremo de Guer- 
ra y Marina, se ha servido disponer que los 
Juzgados de las Capitanías generales y los de 
los Cuerpos que letienen privativo ó especial, 
cuando tengan necesidad de citar á indivi- 
duos del ejército para tomarles declaración 
como testigos en toda clase de juicios, inclu- 
so los verbales, den aviso á los jefes de los 
Cuerpos, ó comandantes militares de que 
aquellos dependan , según mandó á ios jue- 
ces y tribunales del fuero ordinario la Real 
órden expedida por el Ministerio de Gracia y 
Justicia en 18 de setiembre de 1854, y circu- 
lada por este de la Guerra cd 23 de octubre 
siguiente. — De órden de S. M. etc. Madrid 3 
de febrero de 1857.» (CL. t. 71, p. 120.) 

R. O. de 5 abril de 1857. 

Declaraciones de jefes y oficiales. 

(Guerra.) «He puesto en conocimiento 
de la Reina la petición hecha por el brigadier 
D. José de Q mesada y Maestre, para que con- 
forme al espíritu de ías Rs. Ords. de 5 de se- 
tiembre de 1832 y 19 de abril de 1833 (1), 

(1) Las Rs Ords. de 5 de diciembre (no se- 
tiembre) de 1832 y 19 de abrii de 1833 declara- 
ron ; la primera que en una causa en que el 
fiscal era mariscal de campo concurrieran á de- 
clarar á su casa todos los testigos, desde la cla- 
se de teniente coronel á Ja de brigadier inclu- 
sive; y la de 1833 « que en toda cansa criminal 
en que actué de fiscal un oficial genera), con- 
curran, prévia la citación de oficio correspon- 
diente, á declarar á su casa todos los oficiales 
desde brigadier inclusive abajo que hayan de 
servir de testigos en aquella.» (Vallecillo.) 
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se disponga que cuando los fiscales militares 
tengan que tomar declaración a jefes u olí 
cíales de inferior graduación á la suya, pue- 
dan citarlos para que comparezcan en su 
casa alojamiento; S. M. , enterada, so ha 
servido resolver, de conformidad con el dic- 
tamen del Tribunal Supremo de Guerra y 
Marina, que lo dispuesto en la citada Real 
órden de 19 de abril de 1833 no conviene se 
haga extensivo á los je f es de menor gradua- 
ción que la de oficiales generales, según en 
ja misma se expresa. — De Real órden etc. 
Madrid 5 de abril de 1857.» ( CL . f. 72, pá- 
gina 25.) 

R. O, de mayo de 1857. 

gualdo da los auditores sin gratificación. 

Se manda que con arreglo á los presupues- 
tos para este año, se abone desde l.° del 
mismo el sueldo de 40.000 rs. al auditor ge- 
neral de Castilla la Nueva, y el de 28.000 á 
los de los demás distritos, inclusos las Co- 
mandancias generales de Céuta y campo de 
Gibraltar, siu abonar á unos ni á otros gra- 
tificación de residencia. (CL. t. 72, p. 194.) 
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R. O. de ii mayo de 1863: 

Fuero de los soldados provinciales: penalidad. 
(Guerra.) En 9 de mayo de 1861 se#* 


Ley de pres. de 22 mayo 1859. 
Derechos para optar á situación de reemplazo. 

La disposición 4 a de las contenidas en el 
presupuesto de la Guerra, dice así: 

«Se respetan los derechos adquiridos en 
sus actuales clases, para optará la situación 
de reemplazo por los individuos que perte- 
necían á las carreras pol ítico— jurídico-mili— 
tares. Los que desde la publicación de este 
ley ingresen en ellas, no tendrán este de- 
recho.» 


R. O. de 25 mayo de 1859. 

Dicta medidas para el cumplimiento de lo 


dispuesto en la ley de 22 mayo, (la disposi- 
ción que queda inserta) respecto al restable- 
cimiento de-la situación de reemplazo en las 
carreras político y jurídico militares. Se ha- 
lla inserta en Carrera jurídico-polítíco-mi- 


litar. (ü. 3.°, p. 66.) 


R. O. de 30 mayo de 1859. 


Fija los empleos de la carreras político y 
iurídico-mi litares á que se extiende el resta- 
blecimiento de la situación de reemplazo. 
También se halla en Carrera jurídico-polí- 
TICO-MILITAR. (t\ 3.°, p. 66.) 


R. O. de 20 enero de 1862. 

Esta Real órden, otra del i 8 de junio del 
mismo año y otra do 24 de marzo de 1863, 
se hallan también en el lugar citado. 


jo al capitán general de Extremadura lo se- 
guiente: • 

«Enterada la Reina, á quien he datfe 
cuenta del escrito del antecesor de V. E;, 
fecha 18 de febrero de 1859, con el que rft- 
imtia copia de una exposición del auditor efe 
Guerra de este distrito D. Mariano Noúgués 
sobre la conveniencia de modificar el enjiri-l 
ciarniento militar, ha tenido'á bien résolvey 
S. M., de conformidad con lo informado ptiy 
el Tribunal Supremo de Guerra y Marinaba 
pleno de 11 de abril próximo pasado, qtife 
los soldados provinciales ó de la. reserva y 
los que gozan de licencia temporal con ex- 
pectación de la absoluta, y los quintos no r& 
clamados á incorporarse á las filas, sean jn^. 
gados en Consejo de Guerra como los demás 
individuos de los mismos Cuerpos; y qué efe 
cuanto á Ja penalidad á que hayan de suje- 
tarse los individuos de tropa, cualquiera que 
sea la situación en que se encontraren acci- 
dental ó interinamente, sea la que corres- 
ponda con arreglo á ordenanza. — De Reabór- 
den etc. Madrid 11 de mayo de 1863.» 
ceta 2 de junio.) 


R. O. de 8 junio de 1864. 

Deba preceder la via gubernativa á las damandai 
contra las Cajas de los Cuerpos, 

(Guerra.) «La Reina, conformándose c<jp 
lo expuesto por ese Supremo Tribunal se 
servido disponer que en lo sucesivo .no s#* 
pase á la via judicial, ni sustancien los: Jua- 
gados de Guerra deman ,a alguna entabiífl^ 
contra las Cajas de los Cuerpos, sin que pre- 
viamente conste que, seguida la reclaraaciigj: 
por ante el jefe del Cuerpo , y en queja de la 
determinación de este por ante el director ó 
inspector del arma, yen último grado ante .el 
Gobierno, hubiese recaído una definitiva ré-; 
solución gubernativa, por la que terminan* 
temonte se declare ser la reclamación de 
competencia del Juzgado correspondiente 
via contenciosa, designando al efecto la per- . 
sona contra quien deba dirigirse la demanda* • 
como responsable del crédito reclamado,.’ ^ , 
que tratándose de intereses del Estado deba/ 
representarlo para contestarla y proponed- 
las excepciones que en su defensa" proceda^*' 
con arreglo á las leyes.-— De Real órden etc¿ 
Madrid 8 junio de 1864. (CL. t.9i,p, 8i3.| 

R. O, de 17 febrero de 1864. 

Aclara la de 17 de setiembre de 1855 sobre desafiWKÍ* , 
de paisanos por agresión á carabineros. 

(Guerra.) Se resuelve á consecuencia de 
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consulta sobre la inteligencia de la Real ór- 
den de 17 de setiembre de 1855: 
l.° «Que el desafuero de los paisanos de 
que trata dicha órden únicamente tenga lu- 
gar cuando se cometa la agresión contra 
carabineros que estén en actos del servicio 
para el que hubieren sido nombrados, ó des- 
empeñaren con conocimiento de sus jefes 
respectivos; pero no en casos en que se en- 
cuentren francos de servicio. 

"2.° «Que la agresión ó la resistencia sea 
violenta y decidida y se verifique con armas 
de fuego, blancas, palos ó piedras; estando 
los carabineros con sus armas y unifor- 
mes, 6 llevando el distintivo que acredite su 
carácter. 

3,° «En estos casos quedarán Jos des- 
aforados sometidos á la jurisdicción militar y 
sujetos á las penas que la ordenanza maica 
para esta clase de delitos. — De Real ór- 
den etc. Madrid 17 de febrero de 1864. 
(CL, t. 91 p. 199.) 

R. O. de2Z julio de 1865. 

Disponiendo, que cuando los gobernadores militares 
nom bren fiscales y secretarios para ios procedimien- 
tos judiciales que se instruyan contra jefes y oficiales 
del ejército, los sometan á la aprobación de los ca- 
pitanes generales respectivos. 

(Guerra.) «Ha llamado la atención de la 
Reina Infrecuente que viene siendo el care- 
cer de la debida aprobación los nombra- 
mientos de fiscales y secretarios en los pro- 
cedimientos judiciales que se instruyen con- 
tra jefes y oficiales del ejército; y teniendo 
presente que reside por ordenanza en las 
facultades de los capitanes generales de dis- 
trito, el nombramiento de dichos cargos, de 
conformidad con lo expuesto por ese Tribu- 
nal Supremo, S. M. ha tenido á bien dispo- 
ner, que siempre que en virtud de jurisdic- 
ción delegada de los citados capitanes gene- 
rales, ó por motivo de ausencia, hagan tales 
nombramientos los gobernadores militares 
de las provincias, los de las plazas ú otros 
jefes, sin embarco los sometan inmediata- 
mente á la aprobación de dicha autoridad 
superior, comunicándose al actuario para su 
debida constancia en el procedimiento la 
providencia que recaiga, sin cuyo requisito 
es nula, caso de no ser subsanada tal omi- 
sión.» — De Real órden, comunicada por di- 
cho Sr. Ministro, lo traslado á Y. E. para su 
conocimiento y efectos correspondientes. 
Dios guarde áV. E muchos años. Madrid 22 
de julio de 1865. — El Subsecretario, Fran- 
cisco de Uztariz. (CL. t. 94, p. 193.) 


R. D. de 19 octubre de 1866. 

Dando nueva organiiaeion al Cuerpo juridico-milUar: 
Auditores y su clasificación: Fiscales, etc. 

(Guerra . ) «Expcsicion á S, M. — Señora: 
Siempre lia sido atención preferente para to- 
dos los Gobiernos de V. M. la buena admi- 
nistración de justicia en el ejército, y los en- 
cargados de ejercerla han merecido igual- 
mente las onsideraciones debidas á su ele- 
vada misión. 

Confusos en lo antiguo los deberes, atribu- 
ciones y derechos de estos empleados, fue- 
ron en lo sucesivo deslindándose por sobera- 
nas resoluciones parciales , hasta que por 
R. D. de 22 de diciembre de 1852 se dió for- 
ma a! Cuerpo jurídico-miiitar, establecién- 
dose, aunque no de una manera completa, las 
bases generales de su organización, las cua- 
les posteriormente se fueron precisando mas 
especialmente en la R. O. de 10 de diciem- 
. bre de 1864. La tendencia marcada de estas 
providencias era la de constituir una corpo- 
ración estable con funcionarios de larga y 
meritoria carrera, dar seguridad á sus indi- 
viduos, garantía de acierto para el mejor 
servicio, honroso estímulo entre sus diversas 
clases y verdadera respetabilidad en su con- 
junto para la institución misma y para el ejér- 
cito. 

A fin de conseguir estas favorables condi- 
ciones, es necesario formar un Cuerpo de es- 
cala cerrada, en el que se ingrese por oposi- 
ción con un sueldo proporcionado al que se 
obtiene en el principio de las demás carreras 
del Estado, y en el que se ascienda gradual- 
mente y por rigurosa antigüedad hasta la 
primera y mas elevada categoría. Las subdi- 
visiones de las clases deben ser las equiva- 
lentes á las establecidas en la carrera jnrídi- 
co-civil con quien la militar tiene completa 
semejanza, y el término de ella ha de ser de 
igual importancia para las dos en los altos 
puestos que la Magistratura tiene señalados 
en los Tribunales Supremos de Justicia. 

La presente organización del cuerpo de 
auditores y fiscales que se somete á la consi- 
deración de Y. M. es únicamente ti resúmen 
de las consecutivas modificaciones antes 
mencionadas, y de los principios expuestos 
formulado de una manera explícita y con- 
creta. 

Fundado en estas razones el Ministro que 
suscribe, de acuerdo con el Consejo de Mi- 
nistros, tienen la honra de someter a' la apro- 
bación de Y. M. el siguiente proyecto de de- 
creto. Madrid Í9 de octubre de 1866. Se- 
ñora:— A. L. R. P. ide Y. M.— El duque de 
Valencia, 
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real decreto. 

Atendiendo á Jas razones expuestas por el 
Ministro de la Guerra, de acuerdo con mi 
Consejo de Ministros, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Articulo 1 ‘ El Cuerpo jurídico-militar, 
aparte de los ministros togados del Tribunal 
Supremo de Guerra y Marina, se compondrá: 

1. ° De cuatro auditores de Guerra de 
primera clase con destino á las Capitanías ge- 
nerales de Castilla la Nueva, Cataluña, Anda- 
lucía y- Granada, con el sueldo anual de 
4,000 escudos el de Castilla ia Nueva , y. de 
3.400 los demás 

2. ° De diez auditores de Guerra de se- 
gunda clase para las Capitanías generales de 
Valencia, Aragón, Castilla la Vieja, Galicia, 
las Baleares, Canarias y Provincias Vascon- 
gadas, Comandancia general de Céuta, y las 
plazas de los dos abogados fiscales primeros 
del Tribunal Supremo de Guerra y Marina, 
con elsueldoanual.de 3.000 escudos cada 
uno. 

3. " De seis fiscales de primera clase con 
destino á las Capitanías generales de Castilla 
la Nueva, Cataluña, Andalucía y Granada y á 
las plazas de jefe de la Sección de Estadística 
criminal militar y abogado fiscal segundo del 
Tribunal Supremo de Guerra y Marina, con j 
el sueldo anual de 2.400 escudos el abogado ¡ 
fiscal segundo dei Tribunal, el fiscal de la 
Capitanía general de. Castilla la Nueva y el 
jefe de la Sección de Estadística criminal mi- 
litar, y de 2.200 escudos los demás. 

4. ° De seis fiscales de segunda clase con 
destino á las Capitanías generales de Valen- 
cia, Aragón, Castilla la Vieja y Galicia y á las 
dos plazas de abogados fiscales terceros del 
Supremo Tribuna) de Guerra y Marina, con 
el sueldo anual de 1.800 escudos cad; uno. 

Y 5.° De nueve fiscales de tercera clase í 
con destino á las tres Relatorías del Supremo ■ 
Tribunal de Guerra y Marina , Jas tres Capi- 
tanías generales de las Baleares, Canarias y i 
Provincias Vascongadas , la Comandancia 1 
general de Céuta, y la? dos plazas de abo- i 
gados de pobres de la misma Comandan- j 
ciá, con el. sueldo anual de 1.200 escudos ¡ 
cada uno. í 

Art. 2.° Este Cuerpo será de escala cer- | 
rada , ,y en él se ascenderá únicamente de ! 
grada en grado por antigüedad rigorosa. 

Atendida la especialidad de condiciones 
que se requieren para el desempeño de las 
plazas de abogados fiscales del Tribunal Su- 
premo, el fiscal togado 'propondrá para las 
vacantes al que crea .mas convieniente de los 


de la categoría á que corresponda la vacante. 

Art. 3. El Ministró de la Guerra podrá, 
dentro de cada clase del Cuerpo jurídico- { 
militar, destinar á los individuos de ella á los k 
cargos correspondientes á la misma , cófrv { 
sultaodo sus circunstancias y sobre todo & 
servicio público. • - ■ >.t 

Art. 4.° El ingreso en el Cuerpo jurídica 
militar, será necesariamente en plaza de fis- 
cal de tercera clase. En ella se entrará 1 por ,! 
oposición, practicando los ejercicios que al i 
intento se determinarán y reuniendo los &$<■ . 
pirantes los demás requisitos que Jas leyes y ’"¡ 
otras disposiciones vigentes exigen, y ’adeA 
más una conducta moral intachable, ■ ' ^ 

Art. S.° A fin de constituir este Citéípo .,'i 
sobre las bases establecidas en los artículos i 
precedentes, respetando en lo posible todos j 
los derechos adquiridos, se observarán ks í 
disposiciones siguientes : ’ ' > 

4. a Se declaran auditores de guerra <fe i 
primera clase el actual de la Capitanía genfc» ■ 
ral de Castilla la Nueva y los tres mas aatf-- J 
guos de los que se encuentran actualmente !. 
en ejercicio. • ; 

2/ Los demás auditores actualmente en ' 
ejercicio, y los dos abogados fiscales primeé 
ros, también en ejercicio, del Tribunal Su- 
premo de Guerra y Marina se declaran audi- V 
tor°s de segunda clase. En ella ocuparán- ; los 
últimos lugares, consultando su menor an- 
tigüedad los que pertenecen á la categoría j 
de Capitanía genera! sin Audiencia. j,. 

Art. 6.°- Lo dispuesto respecto á lós ré-^ .'-i 
latores de! Tribunal Supremo de Gueíjrá 'jf ■ 
Marina, se entiende mientras estos fuócío-j 
narios perciban derechos de las partes qii¡5 t| 
litigan en los negocios en que actúan. ' i 
Art. 7.° Con arreglo a las disposiciones j 
precedentes y para su exacto cumplimiento ^ 
se formará un escalafón de los- individuos? :í 
que habrán-de constituir el Cuerpo júrfdícíMV , 
militar activo, oyendo á los interesados antes ■ 
de su aprobación definitiva para evitar en* ó- ‘ 
res y perjuicios. • •' -•*' ] 

Art. 8.° Se formarán escalafones por jrtt* 
tigüedad dé los auditores y fiscales en sitúa-*' ' 
cion pasiva, con objeto de colócar)os*por t ¿ú ' 
órdén en las vacantes que hubiese | en la in4 . 
teligencia de que lóo que resulten mas anti- 
guos que el último de ios empleados actual- 
mente en cada clase, se les declarará -él* 
derecho de ocupar plaza efectiva en la cate- 
goría correspondiente siempre que hayan 
desempeñado anteriormente su respectivo' ■ 
destino cuatro años por lo menos.- ■ • > .. 

Los que hayan sido auditores' de guerfa' : %' 
la Capitanía general de Castillá la Nueva, 
después de haberse declarado dé ascenso 1 
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este destino, se comprenderán en Jos de pri- 
mera clase. ‘ 

Art. 9.° Hasta extinguir la clase de 
reemplazo se cubrirán las vacantes que ocur- 
ran, dando dos á esta y una al ascenso. 

Art. 10. Del propio modo y mientras exis- 
tan personas que tengan concedido derecho 
al ingreso en el cuerpo, ya por servicios 
prestados , ya por estar declarados aspiran- 
tes, se cubrirán las vacantes de entrada al- 
ternativamente , una por oposición y otra . 
proveyéndose en uno de aquellos por la an- 
tigüedad de la concesión ó declaración. 

En lo sucesivo no se declarará m otorgará 
dicha gracia á persona alguna; y para el me- 
jor cumplimiento de lo dispuesto en este ar- 
tículo, se formará un escalafón de los que 
tengan ya derecho reconocido, expresando 
la antigüedad respectiva. 

Art. 11. El auditor de guerra de Ca. tilla 
la Nueva continuará siendo de hecho magis- 
trado de la Audiencia de Madrid; los tres 
auditores de primera clase tendrán las con- 
sideraciones de presidentes de sala de A lidien ■ 
cía de fuera de Madrid ; los auditores de se- 
gunda clase serán considerados como magis- 
trados de Audiencia; los liscales de primera 
clase corno jueces de primera instancia de 
término; los de segunda como de ascenso, y 
los de tercera como de entrada. 

Todos los auditores que residan en punto 
de Audiencia continuarán siendo magistra- 
dos de la misma, sin perjuicio de la catego- 
ría de presidentes de Sala los de primera 
clase. 

Art. 12. Queda vigente cnanto está pre- 
venido acerca de las salidas de los auditores 
á destinos superiores. 

Art. 13. El servicio jurídico-mililar en 
Ultramar se seguirá prest ndo como hasta 
aquí, figurando sus individuos en su respec- 
tivo escalafón como supernumerarios: repu- 
tándose al intento de primera clase la Audi- 
toria y Fiscalías mas antiguas de las dos de 
la isla de Cuba, y de segunda clase los de- 
más puestos de Ultramar. 

Las vacantes se cubrirán en los mismos, 
términos que se verifica en ¡os demás cuer- 
pos de escala cerrada. 

Art. 14. Se crea una Junta inspectora 
del Cuerpo jurídico— mili compuesta del 
presidente de la Sala de togados, del fiscal 
Y *lel ministro togado mas antiguo proce- 
dente de la clase de auditores de guerra del 
Tribunal Supremo de Guerra y Marina en 
la que desempeñará las funciones de secre- 
tario e! oficial dei negociado del personal 
de Justicia de la Secretaría del mismo Tri- 
bunal. 


Art. 15. Corresponderá á esta Junta: 

1. ° Formar, con los datos que el Minis- 
terio de la Guerra le remita, los escalafones 
parciales y el general ele este Cuerpo, y en 
su caso proponer las reformas á que hubie- 
se lugar por las reclamaciones de los inte- 
resados. 

2. ° Acordar los ejercicios de oposición 
que deban practicar los aspirantes á ingreso 
en el Cuerpo ya por Relatorias del Tribunal 
Supremo de Guerra y Marina, ya por las 
otras Fiscalías de tercera clase; presenciar 
dichos ejercicios , juzgarlos y hacer las pro- 
puestas en lerna que correspondan. 

3. ° Evacuar las consultas y desempeñar 
los demás encargos que le luciere el Ministro 
de la Guerra, en relación al Cuerpo ¡uridico- 
militar, y sus individuos. — Dado en Palacio 
á 19 de octubre de 1866. — Está rubricado 
de la Real mano. — El Ministro de la Guerra, 
Ramón María Narvnez.» [Guc. 20 octubre.) 

R. O. de 3 junio de 1867. 

Declarando quién ba de sustituir á los auditores y fis- 
cales de los Juzgados de Guerra en sus ausencias y 

enfermedades. 

(Guerra.) «El Sr, Ministro de la Guerra 
dice hoy al Presidente del Tribunal Supre- 
mo de Guerra y Marina lo ¿¡guíente: 

«He dado cuenta á la Reina de lo expuesto 
por ese Tribuna! Supremo en su acordada de 
17 del mes anterior acerca de quién ha de 
sustituir á los auditores y fiscales de los Juz- 
gados de Guerra en sus ausencias y enfer- 
medades. 

Enterada S. M., y deseando evitar que 
en b. sucesivo se dé motivo á la creación 
de nuevos é injustificados derechos, toda vez 
que en el dia el Cuerpo jurídico— militar es 
de escala cerrada, ha tenido á bien disponer: 

1 , ° Ed todos los casos en que los audi- 
tores de Guerra no puedan por cualquiera 
cau^a desempeñar la Auditoría, y sea nece- 
sario nombrar otra persona que lo verifique, 
deberá recaer la sustitución en primer lu- 
gar entre los de la misma clase que se hallen 
en situaciou de reemplazo, que residan en 
cualquier punió del distrito: á faifa de es- 
tos, epíun aspirante de primera clase, pre- 
firiendo siempre á los que hubiesen ejerci- 
do funciones de asesor; y si no hubiere 
aspirantes de primera clase, en Jos de segun- 
gunda; y si tampoco ios hubiese de esta, en 
el letrado que inspire mas confianza al ca- 
pitán general. 

2. ° Al que desempeñe interinamente ¡as 
funciones de auditor de Guerra por ausen- 
cia, enfermedad ó vacante del propietario 
se le abonará durante este tiempo los cua- 
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iro quintos del sueldo asignado al empleo: 
ñero sin que el desempeño de la interinidad 
dé á los interesados mas derechos que los 
de que se consignen en su hoja de servicios 
á fin de que pueda tenerse presente para 
en el caso de que pretendan ingresar en el 
Cuerpo jurídico-mMitar. , 

Y 3/ Que cuando la sustitución haya 
de ser de fiscal, recaiga el nombramiento 
en los que se hallen de reemplazo dentro 
del distrito donde ocurra, y á falta de estos 
en aspirantes de primera clase, y si no los 
hubiere en los de segunda, y en último tér- 
mino en el letrado que elija el capitán ge- 
neral, abonándosele igualmente los cuatro 
quintos del sueldo del empleo, ínteriD el 
tiempo que desempeñen la sustitución. — De 
Real órden etc. Madrid 3 de junio de 1867. 
—El Subsecretario., Francisco Parreño,— 
Señor..... ( Gac . 19 junio). 

Disposiciones de 1868 y 1869. 

Modificación de la jurisdicción militar: supresión del 
faero ó privilegio personal, id. de los de artillería 
é ingenieros; id. del Tribunal Supremo do Guerra y 
Marina. 

Se hallan ya insertas textualmente en esta 
obra las disposiciones siguientes: 

D. de 6 de diciembre de 1868. — Por este 
se suprimieron los fueros especiales refun- 
diéndolos en el ordinario y limitando el co- 
nocimiento de la jurisdicción militar á deter- i 
minados delitos militares y á los comunes 
cometidos por los que están en activo ser- 
vicio. Se halla inserto en el Apéndice I, pá- 
gina 581, y hoy es ley, según lo han decla- 
rado las Córtes en 19 de junio de 1869. 

D. de 31 de diciembre de 1868. — Dictando 
disposiciones para el cumplimiento del de- 
creto, que hoy es ley, de 6 de diciembre del 
mismo mes sobre supresión dei fuero militar. 

D. de 16 de abril de 1869. — Suprimiendo 
los fueros especiales de los Cuerpos de arti- 
llería é ingenieros, y declarando en quién 
reside hoy la jurisdicción de Guerra (Apén- 
dice II, pág. 144.) i 

D, de 16 de abril de 1869 — Suprimiendo 
el Tribunal Supremo de Guerra y Marina, y 
estableciendo un Supremo Consejo de la 
Guerra (Apéndice II p. 144.) 


Ya hemos indicado al principio del ar- 
tículo lo que es hoy la jurisdicción mi- 
litar según la ley de 6 de diciembre de 
1868 y D. de 31 de diciembre del mismo 
año; y antes de exponer algunos casos 
de jurisprudencia en que se han decidi- 


do puntos importantes con arreglo 3 la ¡j 
legislación anterior debemos repetir db i 
nuevo que la referida jurisdicción está 
hoy limitada, por lo que hace al fheto ¡ 
personal en lo criminal , á los militares * 
en activo servicio, y por lo que respecta 
á la materia á los delitos y faltas najU- ¡ 
tares . ; ’ J 

Los delitos y fallas militares ya .he*, vi 
mos dicho que se enumeran en los páf- ü 
rafos 2,° al 14 del art. 4,° de dicha ley^ 
y en los párrafos 3.° al 13 del decrelít. ,3 
De ellos conoce siempre la jurisdicción. 
militar y consiguientemente los paisanos 
que incurren en ellos quedan desafeé -j 
vados. ; .■ ’M 

Aun cuando por lo que* respecta al' , 
fuero personal los militares en activo < 
servicio , entendiéndose tales los indivír \ 
dúos de los Cuerpos auxiliares del ejér- 1 
cito, como los carabineros , guardias ci- ] 
viles y mozos de escuadra, solo pueden 
ser juzgados ea materia criminal por 
la jurisdicción militar, hay que tener l 
presente que los párrafos 3.°, 4.°, v 
y 7.° del 'art. l.° de la ley citada, y en < 
armonía eon ellos el art. 7. a del decreto, 
establecen de una manera explícita y / 
terminante los casos de desafuero y 
en ellos conoce siempre la jurjsdicciofi 
ordinaria. ' * Y/*.. ’ 

Estos casos son : ' 

Los delitos contra la segnridad def 
Estado y del órden público cuando la t 
rebelión y sedición no tengan carácter 
militar. 

Los atentados y desacatos contra lá 
autoridad , tumultos ó desórdenes pú- 
blicos y sociedades secretas. 

La falsificación de sellos, marcas, mo- 
nedas y documentos públicos que nó 
tengan relación con el servicio militar. , 

El robo en cuadrilla. r . . 

El adulterio y estupro. 

La injuria y calumnia á personas que 
no sean militares. -i . ■ 

El contrabando y la defraudación co- 
metido en tierra, no habiendo resisten- 
cia armada á los resguardos de costas. 

Los delitos de los militares cometidos 
antes de pertenecerá la milicia, ó es- ✓ 
tando dados de baja en ella, ó durante 
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la deserción , 5 en e! desempeño de al- 
gún defino ó cargo público civil. 

Y últimamente, las faltas que castiga 
el libro III del Código penal, salvo aque- 
llas en que la pena señalada en las Or- 
denanzas,- reglamentos y bandos milita- 
res sea mayor que la del Código. 

Tan limitada "ha quedado la jurisdic- 
ción militar y tan determinados aparecen 
los casos de desafuero de los paisanos y 
de los militares, que seria poco menos 
que inútil, y hasta motivo de confusión 
exponer la doctrina consignada por el 
Tribunal Supremo de Justicia en ese 
infinito número de competencias que ha 
decidido, cuya importancia es ya bien 
escasa. Sin embargo, nos parece conve- 
niente citar algunos casos que todavía 
pueden contribuir á resolver ciertas du- 
das, mientras nuevas decisiones ilustran 
mas esta materia. Veamos. 

Decisión de 5 junio de 1866. 

I. Desacato á las justicias. —Conforme á 
lo establecido por las leyes 15, til, IV, li- 
bro VI, y 9.", tít. X, lib. XII, Nov. Reeop., y 
la R. O. de 8 de abril de 183! solo producen 
desafuero los desacatos cometidos contra la 
justicia, los jueces y funcionarios que los re- 
presentan, pero no de ninguu modo los co- 
metidos contra agentes administrativos des- 
empeñando funciones propias de su insti- 
tuto. — V. Resistencia k lá justicia. 

Decisión de o de junio de 1866, á fa- 
vor de la jurisdicción militar en la com- 
petencia con uno de los jueces de pri- 
mera instancia de Cádiz (Sent. de 1866 
pág. 916.) 

Decisión de 18 noviembre de 1865, 

II. Injurias á Alcaldes. — El hecho de 
injuriar á un Alcalde está calificado de des- 
acato á la autoridad en el art 132 del Códi- 
go penal, y como los Alcaldes ejercen fun- 
ciones permanentes de justicia está por con- 
siguiente comprendido su desacato con el 
desafuero que declaran la ley 9. a , tít. X, li- 
bro XII de la Nov. Reeop., y la R. 0. de 8 de 
abril de 1831. 

Así se establece decidiendo en 18 de 
noviembre de 1855 á favor del Juzgado 
de primera instancia de Baeza una com- 
petencia con el de la Capitanía general de 

Tomo VIII. 


377 

Granada {Sent, del T S. de 1865 , pági 
na 415.) 

Decifion de 24 mayo de 1862. 

III. Desacato á regidores . — Las faculta- 
des concedidas'por la lev á los regidores de 
Ayuntamiento son puramente económico- 
administrativas, y existiendo teniente de Al- 
calde en el pueblo, á este, en falta de Alcalde 
corresponde resumir el ejercicio de las fun- 
ciones permanentes de justicia, llamado á 
ejercerlas en todo caso y circunstancias, por 
lo que el desacato. contra el regidor delegado 
no produce desafuero, según las leyes cita- 
das en los casos anteriores. (Decís, de 24 de 
mayo de 1862.) 

Igual decisión en cuanto á desacato á 
un procurador síndico, en 23 de diciem- 
bre de 1858 ( Gac . 2 de enero de 1859.) 

Decisión de 19 junio de 1867. 

IV. Mas sobre desacato á Alcaldes .— Los 
delitos de ateutado y desacato contraías Jus- 
ticias ó sea contra los jueces ó funcionarios 
que tienen atribuciones judiciales, producen 
desafuero, según lo dispuesto así en la ley 
9. a , tít. X, libro XII de la Nov. Reeop., como 
en la Real orden de 8 de abril de 1831, y con 
arreglo también á la jurisprudencia constan- 
temente establecida: 

Los Alcaldes y sus tenientes ejercen en 
sus respectivos distritos funciones propias y 
permanentes de índole judicial, además délas 
administrativas que les competen, y en tal 
concepto tienen el carácter de Justicia en 
el sentido á que las expresadas disposiciones 
se refieren: 

Por tanto, al insultar y tratar de acometer 
con arma un carabinero al teniente de Alcal- 
de, quedó por este hecho desaforadoy some- 
tido en su consecuencia á la Real jurisdic- 
ción ordinaria.» 

Esta es la doctrina consignada en la 
competencia entre el Juzgado de Moron 
y el de Guerra de la Capitanía general de 
Andalucía, acerca del conocimiento de la 
causa formada al carabinero Rafael Fé- 
lix de la Cruz por desacato y atentado 
contra un teniente Alcalde. Fundaba su 
competencia ia jurisdicción militar , en 
que eran purameute administrativas las 
funciones que el tenieote Alcalde ejer- 
cía cuando tuvo lugar el atentado, pero 
no obstante el Tribunal Supremo la de- 
cidió en 19 de junio de 1867 á favor de 
juez de Moron. 

* FT 
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y Desacatos á Alcalde pedáneo.-- Véa- 
se lo dicho en Alcalde pedáneo, y con Ja de- 
cisión de 6 de setiembre al i inserta, y de 31 
de mayo de 1854 que se cita, esta contorne 
otra de 23 de diciembre de 1858. 


blado con armas y en compañía de otros 
dos , circunstancias que le presentan 
como malhechor en el sentido ere la in- 
dicada ley. 

Decisión de 28 mano de 1867. 


Decisión de 15 enero de 1866. 

VI. Robo en edificios militares— robo 
en cuarteles y demás edificios militares causa 
desafuero, según el art. i.°, título III, tra- 
tado 8/ de las ordenanzas. 

Decisión de 3 octubre de 1865. 

VII. Diferencia entre hurto y robo. — El 
artículo 4. u , tít. 111, tratado 8.° de las orde- 
nanzas del ejército que establece el desafuero 
para Jos casos de robo en cuartel, se con- 
creta únicamente á los robos, y do puede ser 
extensivo á los hurtos; y por tanto el hecho 
de entrar en cuartel y tomar efectos sin 
violencia ni intimidación en las personas ni 
fuerza en' las cosas, corno que está calificado 
de hurto en el Código penal no causa des- 
afuero. 

A i se establece decidiendo en 3 de 
octubre de i86o una competencia entre 
el Juzgado de Loja, y el de la Capitanía 
general de Granada, á favor del primero. 

Decisión de 2l noviembre de 1865. 

VIH. Malhechores: robo en despoblado . — 
La ley 7. a , tít. XVII, lib. XII de la Novísima 
Recopilación, se refiere á malhechores habi- 
tuales, salteadores conocidos de caminos, y 
consiguientemente no perdió su fuero militar 
un carabinero que hinó y trató de robar en 
despoblado; y esto aunque se vistiese de 
traje de paisano. 

Así lo establece eí Tribunal Supremo 
decidiendo en 21 ce noviembre de 1865 
á favor del Juzgado de la Capitanía ge- 
neral de las provincias Vascongadas una 
competencia con el ordinario de Vergara, 
de acuerdo con otra decisioD de 25 de 
noviembre de 1858. 

En otra competencia decidida á favor 
de la jurisdicción ordinaria en 12 de 
agosto de 1858, tratándose de un robo 
en despoblado por tres hombres desco- 
nocidos, se estableció la doctrina de que 
con arreglo ó la citada ley 7. a , tít. XV1Í, 
lib. Xll de la Nov. Reeop. estaba des- 
aforado uno de los procesados, que era 
aforado de marina por el robo en despo- 


IX. Delito de rapto: Militares vestidos 
de paisano. — El delito de rapto, cualquiera 
que sea la calificación acerca de la gravedad 
del mismo, no produce desafuero, puesto 
que no se halla exceptuado en la ley 21, tí- 
tulo IV, lib. VI de la Nov. Recop., según la 
cual los jueces militares deben conocer priva- 
tiva y exclusivamente de todas las causas cri- 
minales turmadas contra individuos del ejér- 
cito, ni eD otras disposiciones posteriores: 

La Real órden de 20 de febrero de 1815j 
que tiene por principal objeto la observancia 
del precepto de que los militares vistan su 
honruso uniforme aunque establece casos 
especiales de desafuero de los oficia íes croe 
en traje ajeno al de la milicia fuesen bailados 
por el juez ordinario en casas sospechosas ó 
de jue¿o, á deshora de la noche, en la calle,- 
en alguna pendencia ó lance, no le establece 
absoluto por el solo hecho de usar un militar 
el traje de paisano, sino únicamente en los 
casos especiaos y concretos en ella señala- 
dos, sin que deba hacerse extensiva su dis-> 
posiciou á otros algunos, como lo comprueba 
la expresión en aquel acaecimiento ; y mucho 
menos temando en cuen‘a lo determinado 
en la R. O. de 5 de noviembre de 18Í7 (I). 


(I) /?. O. de 20 febrero de 1815. Previno 

á los capitanes generales del ejército, que hi- 
cieran que los mditares no usasen otro ves- 
tido ni mas adornos que su rigoroso unifor- 
me, como previene el R. D. de 17 de marzo 
de 1785, y «que si fuesen hallados vestidos 
de paisano ó de frac ó levita, sin divisas por 
algún juez de la justicia ordinaria en easaé - 
sospechosas ó de juego, ó á deshoras de la 
noche porgas calles en alguna pendencia ó 
lance podrán ser arrestados también y que- 
darán sujetos á su jurisdicción en aquel 
acaecimiento, ó en el de encontrarles en ál« 
gun juego prohibido con el referido vestido... 

R. O. de 5 noviembre de 1817. Para evi- 
tar competencias entre la jurisdicción militar 
y la ordinaria... S. M... ha tenido á bien re- 
novar la inviolable observancia del Real de- 
creto de 9 de febrero de 1793 (ley 21, t:t. IV 
y "I Nov. Recop}... por el cual fué con- ' 
cedido á los militares el conocimiento de 
todas las causas civiles y criminales en que 
sean demandados los individuos del ejército, 
ó se les fulminaren do oficio exceptuando 
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Tal es la doctrina consignada por el 
Tribunal Supremo, decidiendo en 28 de 
marzo de 1867, á favor de la jurisdicción 
militar, la competencia entre el Juzgado 
de Guerra de la Capitanía general de las 
provincias Vascongadas y Navarra y el 
de primera instancia de Pamplona, acer- 
ca del conocimiento de la causa formada 
contra D. Ricardo Perez Monte, alférez 
de caballería por rapto,' en cuyo causa 
se comprendió también á una criada de 
servicio de la familia de la joven. 

Decisión de 18 febrero de 1859. 

X. Juegos prohibidos.— El R. D. de 9 
de febrero de 1793 (ley 21, tít. IV, lib. VI, 
Nov. Recop.) no-consigna el delito de juegos 
prohibidos cqio,g cago de excepción del fuero 
militar, y consiguientemente no causa des- 
afuero, mediante á que el decreto de 18 de 
diciembre de 1764 ó ley 14, tít. XXIII, li- 
bro XII de! mismo Código en que.se esta- 
blece el desafuero por dicho delito es ante- 
rior en fecha á la primeramente citada, y en 
todo caso perdió su eficacia por lo dispuesto 
en Ja R. O. de o de noviembre de 1817 . 

Así lo establece el Tribunal Supremo 
decidiendo á favor del Juzgado de la 
Capitanía general deGkanada una com- 
petencia con el ordinario de Marios, 
con vista de las disposiciones citadas y 
de la R. O. de 20 de febrero de 1815. 

Decisión de I.° junio de 1859. 

XI. Contravenciones en materia de mon- 
tes . — Tratándose de infracciones de lo pre- 
venido en la Ordenanza de montes de 22 de 
diciembre de 1833 cesa todo fuero con arre- 
glo á su art. 18o , con cuya disposición está 
conforme el art. 4.° del R. D. de 2 de abril 
de i835 (1). 

Competencia entre el Juzgado de la 
Capitanía general de Valencia y el de 
primera instancia de Purchena decidi- 
da á favor del último. (Gae. 5 junio 
de 1859 ) 


únicamente las demandas de mayorazgos en 
posesión y propiedad y las particiones- de 
herencias como estas no provengan de dis- 
posiciones testamentarias' de los mismos mi- 
litares..,»— V. Juicio abintestato. 

U) No están hjy comprendidos los delitos 
contra ta Ordenanza de montes entre los casos 
de desafuero. Lu esLán si ias taitas. 
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Decisión de 19 diciembre de 186 Oí 

XII. Resistencia , insultos, y , ataques d la 
guardia civil y militares : quándo causan 
desafuero , y cuándo no. — Cuando la guar- 
dia civil esta á las órdenes de uo Alcalde y 
obra como auxiliar del mismo la desobedien- 
cia- ó resistencia que en tal acto se baga á 
los individuos de aquella se reputa hecha á 
la autoridad del Alcalde y corresponde por 
tanto á la jurisdicción ordinaria el conoci- 
miento de este delito. 

Los insultos y ataques inferidos directa y 
exclusivamente á individuos de la guardia ci- 
vil en el acto de prestar un servicio propio 
de su instituto causan desafuero, y su cono- 
j cimiento corresponde á la jurisdicción niili- 
1 tar aun cuando el servicio haya sido dispues- 
to por el Alcaide siempre que este no se ha- 
lle presente. 

Guando un solo hecho constituye dos de- 
litos de distinto fuero el conocimiento de, la 
, causa corresponde á la jurisdicción compe- 
tente para conocer del mas grave por ser el 
: delito que en tal caso debe castigarse con 
arreglo al art. 77 del Código penai. 

Así se establece en la decisión de 19 
de diciembre de 1860 con vista del ar- 
tículo 4.°, tít. III, tratado VIH de las 
Ordenanzas, y de ias Hs. Ords. de 8 de 
noviembre de 1846 y 28 de octubre de 
1847 (V. Guardia civil), y dalos artícu- 
los 77, 189 y 192 del Código penal. 
( Sentencias del T. S. añ.ol860, p. 822 J 

Decisión de 7 diciembre de 1860. 

XIU. La resistencia que se ponga á la 
guardia civil al hacer retirar á las personas 
que se hallan entre barreras en la plaza de 
toros, obrando por mandato del Alcalde que 
preside la función, como que en tales cir- 
cunstancias no tiene dicha fuerza mas repre- 
sentación que la de auxiliar de la misma au- 
toridad, se entiende que la resistencia fuá 
hecha á esta, y consiguientemente corres- 
ponde el conocimiento á la jurisdicción ordi- 
naria. 

Competencia entre el juez de Zafra y 
el de la Capitanía general de Estrema- 
dura, decidida por sentencia de 7 de 
diciembre de 1860 con vista de las Rea- 
les órdenes de (las mismas que cita la 
de 19 diciembre de 1860 ) 

Decisión de 30 setiembre de 1865. 

XIV. El hecho de dar un paisano un li- 
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gero golpe á un cabo de la guardia Civil, 
sin inlencion de ofenderle, en el acto de 
ejecutar una prisión, no causa desafuero, ni 
tampoco ie causan las palabras masó me- 
nos injuriosas, cuando no constituyen verda- 
dero insulto. 

Así lo establece el Tribunal Supremo 
decidiendo en 30 de setiembre de 1865 
á favor del Juzgado ordinario de Arens 
de mar la competencia con el de la 
Capitanía general de Cataluña, teniendo 
presentes los arts. 4.°, tít. 111, y 61, tí- 
tulo X del tratado 8." de las Ordenanzas 
del ejército, lasdfts. Ords. de 8 de no- 
viembre de 1846, 28 de octubre de 1847, 
28 de agosto de 1848.— (V. Guardia ci- 
vil), y 17 de febrero de 1864. (Sent. de 
1865, p, 134.) 

Decisión de 29 setiembre de 1863. 

XV. Se requiere precisamente para que ' 
la resistencia y lesiones á un guardia civil 
produzcan desafuero que el guardia esté des- 
empeñando actos del servicio, seguo las dis- 
posiciones ya en otros casos citadas. (Deci- 
sión de 29 setiembre de 1866 , id. de 11 se- 
tiembre de 1863 .) 

Decisión de 8 mayo de 1866. 

XVI. Loque es amenaza : Diferencia en- 
tre insulto é injuria. — Las simples injurias 
á la guardia civil no causan desafuero.— 
Las palabras proferidas por los tratados como 
reos de que «los guardias no los hubieran 
preso, si las espadas hubiesen sido iguales» 
no constituyen amenaza, porque la esencia 
de esta es el amago de un mal del momento 
ó futuro. 

Entre los insultos y las injurias media la 
notable diferencia, de que los primeros en- 
vuelven hostilidad ó agresión á aquel contra 
quien se dirigen, y las segundas se limitan á 
lastimar la estimación ó menospreciara! que 
es objeto de ellas, sin ofenderle material- 
mente. 

Así lo establece el Tribunal Supremo 
en decisión de 8 de mayo- de 1866, con 
vista del art. 61, tít. X, tratado 8." de 
las Ordenanzas del ejérciio, y R. 0. de 
17 de febrero de 1864, declarando el 
conocimiento á favor de la jurisdicción 
ordinaria. 

Decisión de 27 marzo de 1867. 

XVII. No causa desafuero la resistencia 


que hacen los paisanos á militares que tra- 
tan de capturarlos como reos, cuando la con- 
currencia ó intervención de estos tué casual- 
y voluntaria sin estar de servicio, ni ejercer 
actos de su instituto. 

Asi se establece en competencia entre 
el juez de primera instancia del distrito 
del Mercado de Valencia y el Juzgado de 
la Capitanía general, acerca del conoci- 
miento de la causa formada por uso de 
armas prohibidas y resistencia á la fuer- 
za pública, y decidida á favor de la ju- 
risdicción ordinaria. Además de la doc- 
trina expuesta consúltense los ártica- , 
los Aforados, Ejército, Guardia ci- 
vil, Carabineros, Juicio de faltas, 
Juicio abintestato, Jurisdicción ordi- 
naria, Jurisdicción de marina, Jurisdic- 
ción DE ARTILLERIA É INGENIEROS, JüSTl- 

cía etc. 

JURISDICCION DE MARINA- Esta juris- 
dicción subsiste en parte como la mili- 
tar, pero ha sido abolido el privilegio 
del fuero por ¡a ley sobre unificación de 
fueros de 6 de diciembre de 1868, y li- 
mitado por consiguiente el conocimiento 
á determinados delitos, y á los cometidos 
por marinos en activo servicio, como se 
determina en los arts. l.°,4.° al 7.° y 
disposiciones transitorias de dicha ley, y 
en el D. de 8 de febrero de 1869 , que 
se hallan insertos en el Apéndice. 

La jurisdicción de marina la han ejer- 
cido hasta aquí en primera instancia las 
Comandancias de las provincias litora- 
les con su asesor letrado; en segunda, 
los comandantes generales de los depar- 
tamentos de Cádiz , Cartagena y el Fer- 
rol, y en tercera y última el Tribunal- 
Supremo de Guerra y Marina. Las Ayu- 
dantías de marina ejercían también ju- 
risdicción en su distrito , pero con de- 
pendencia de las Comandancias respec- 
tivas, y cuasi limitada á la práctica de 
las diligencias que se las encarga por los 
Juzgados del ramo. Por R. D. de 6 de 
enero de 1868 fueron suprimidos Jos 
Juzgados de las Comandancias maríti- 
timas en el concepto de primera instan- 
cia, trasfiriéndose á los Juzgados de los 
departamentos, y continuando solo con 
la jurisdicción de paz y avenencia. Y 
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por .la ley de 4 de febrero de 1869 se 
organizó como tribunal el Almirantazgo 
fijándose sus atribuciones. 

Los asuntos de que basta aquí cono- 
cía la jurisdicción de Marina, eran to- 
dos aquellos civiles y criminales contra 
personas que gozan de este fuero, sien- 
do además privativo de la misma juris- 
dicción el conocimiento de todos les ne< 
gocios concernientes á la navegación y 
á ia pesca hecha en el mar, presas, ar- 
ribadas, naufragios, policía de puertos, 
construcción y demás materias que ex- 
presan la ley 1. a y siguientes del títu- 
lo Vil, lib. Vi de la Nov. Recop., y las 
Reales disposiciones de 10 setiembre de 
1815 y 27 de mayo de 1854. 

No alcanzaba la jurisdicción de Mari- 
na á los delitos anteriores á la matrícu- 
la, ni á los que los. empleados en los ar- 
senales ó maestranzas cometieren fuera 
de ellos, ó sin conexión con- el destino 
y trabajo interior de sus respectivos ta- 
lleres. Tampoco correspondía á esta ju- 
risdicción el conocimiento de las cues- 
tiones de propiedad ó mistas entre in- 
dividuos no aforados, respecto á terre- 
nos ó fincas situados en la comprensión 
de la zona marítima. 

Hoy, pues, por virtud del decreto so- 
bre unificación de- fueros, están perfec- 
tamente determinados los asuntos, cuyo 
conocimiento corresponde á la jurisdic- 
ción de Marina. 

Los asuntos civiles pasan todos á la 
jurisdicción ordinaria , y solo conocerá 
la de marina en la prevención de los jui- 
cios de testamentaria y ahintestato de 
los marines muertos en campaña ó du- 
rante la navegación. 

Los asuntos criminales que se reservan 
á la jurisdicción de marina están perfec- 
tamente expresados en el art. 1 del de- 
creto de 8 de febrero de 1869, que son 
por regla general los delitos comunes 
cometidos por marinos en activo servicio, 
no exceptuados por los párrafos 3.° y 4.° 
del art. l.° de la ley de 6 de diciembre 
de 1868, y todos los delitos puramente 
militares ó marinos aunque sea paisano 
el autor; de modo que en cierto modo 
subsiste el fuero y desafuero; el fuero de 


581 

marina limitado á los asuntos indicados» 
el desafuero de los marinos en los delitos 
exceptuados; y el desafuero de los paisa- 
nos, quedando sometidos á la jurisdic- 
ción especial de Marina respecto de los 
delitos militares ó marinos enumerados 
como queda dicho en el art. i.° del de- 
creto de 8 de.febrero. — De las faltas co- 
munes, castigadas en el libro 11 i del Có- 
digo penal, conoce siempre la jurisdic- 
ción ordinaria. Las disposiciones aquí 
citadas se hallan ya insertas textualmente 
en esta obra, á saber: 

El Real decreto de G de enero de 1 868, 
en el Apéndice I,pág. 4. 

La ley de 6 de diciembre de 1868, en 
el mismo Apéndice /, pág . 581. 

El decreto de 8 de febrero de 1869, 
en el Apéndice ¡I, pág. 80. 

Y la ley de 4 de febrero de 1869, or- 
ganizando el Tribunal del Almirantazgo, 
en el mismo Apéndice II, pág. 48. 

JURISDICCION DE COMERCIO. La que 

era privativa de los Tribunales de' comer- 
cio para conocer de toda contestación 
judicial sobre ''actos mercantiles, ó sea 
sobre obligaciones y derechos proceden- 
tes de las negociaciones, contratos y 
operaciones mercantiles comprendidas 
en las disposiciones del Código de co- 
mercio, teniendo los caracteres deter- 
minados en ellas, para que sean califica- 
das de actos de comercio. 

Por el decreto del Gobierno Provisional 
de 6 de diciembre de 1868 (1), y orden 
de 17 del mismo mes, se ha suprimido 
esta jurisdicción, cesando por consi- 
guiente todos los Tribunales de comercio 
y pasando el conocimiento de los asuntos 
mercantiles á la jurisdicción ordinaria, 

< ue debe arreglar sus procedimientos á 
las prescripciones de la Ley de Enjuicia- 
miento civil, salvo en los juicios de 
quiebra y de apremio en los casos y en 
la forma que prescribe el titulo VIH de 
la Ley de Enjuiciamiento en los negocios 
y causas de comercio, cuya ley queda en 
i todo lo demás derogada. Las disposicio- 


(1) Todos los decretos del Gobierno Provi- 
sional deben tenerse y obedecerse como leyes 
(ley de 19-21) jumo de 1869.) 
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nes que quedan citadas se hallan insertas 
en otro lugar de esta obra, á saber: 

Ley de 6 de diciembre de loba, re- 
fundiendo los fueros especiales en el or- 
dinario, cuyo título V lleva el epígrafe 
ide la supresión de los Tribunales de co- 
mercio y reforma del procedimiento actual 
en los juicios que pasan ante esta juris- 
dicción* en el Apéndice /, pág. 581 y 
siguientes: 

Orden de 17 del mismo mes y año 
dictando disposiciones para la supresión 
de los Tribunales de comercio y reforma 
del procedimiento mercantil, Apéndice I, 
pág. 608. 

JURISDICCION DE ARTILLERIA É INGE- 
NIEROS MILITARES. . Estos Cuerpos tie- 
nen su Juzgado militar especial para co- 
nocer de los negocios civiles y crimina- 
les correspondientes á sus individuos en 
primera instanciay en segunda conoceel 
Tribunal Supremo de Guerra y Marina. 
También conocia el Juzgado especial de 
ingenieros de los delitos de robo, incen- 
dio, lesiones etc. que tienen lugar en es- 
tablecimientos del Cuerpo, ó cuando re- 
sulten complicados paisanos con indivi- 
duos del Cuerpo. 

JURISDICCION DE MILICIAS. Las mili- 
cias tenían también sus Juzgados priva- 
tivos, pero atendiendo 4 que la organi- 
zación de la reseiva del ejército era muy 
distinta de la de los antiguos Cuerpos de 
milicias, se mandaron cesar aquellos 
Juzgados y el de la Inspección general de 
las mismas por R. 0. de 15 de noviem- 
bre de 1847. — V. Jurisdicción militar. 

JURISDICCION DE LAHAC1ENDA MILITAR. 

La hacienda militar también tiene su 
Juzgado especial para conocer de los 
asuntos de este ramo, y se compone del 
director general, con su asesor, un fis- 
cal y un escribano. En segunda instan- 
cia conoce el Tribunal Supremo de Guer- 
ra y Marina.— -V. Jurisdicción militar. 

JURISDICCION DE EXTRANJERIA. -Ejer- 
cían esta jurisdicción en primera instan- 
cia los Gobernadores de las plazas marí- 
timas y los Juzgados .de las Capitanías 
generales en los, demás puntos. En se- 
gunda instancia el* Tribunal Supremo' de 
Guerra y Marina." El fuero de extranje- 


ría era meramente pasivo, y no tenia lu* 
gsr en los casos que expresa el art. 3t 
del R. D. de 17 noviembre de 1852, in- 
serto en el artículo Extranjeros. Para go- 
zar de él, así en lo civil como en lo cri- 
minal , era necesario hallarse compren- 
dido en alguno de los cinco casos que 
establece el art. l.° del mismo decreto y 
estar inscrito como extranjero (art. 12), 
no solo en la matrícula del consulado de 
su nación, sino también en la del Go- 
bierno de ía provincia, cñn anterioridad 
al suceso que motive la cuestión (Ar- 
tículos citados, y sentencias del Tribunal 
Supremo de Justicia de 12 de agosto de 
1858, 20 enero, 13 mayo, l.° agostó y 
10 de diciembre de 1859.) 

El fuero de extranjería ha quedado 
suprimido por la ley de 6 de diciembre 
de 1868 y según su art. l.° la jurisdic- 
ción ordinaria es la única competente 
para conocer de los negocios civiles y 
causas criminales de los extranjeros do- 
miciliados ó transeúntes. 

JURISDICCION CONSULAR.— V. Cónsu- 
les, en el tomo IV. 

JURISDICCION DE HACIENDA PÚBLICA* 

V. Hacienda pública (Contencioso dé 
la), t. Vil, págs. 87 á 119, en donde te- 
niendo en cuenta que hoy está comple* 
lamente suprimida la jurisdicción de 
Hacienda pública, hemos expuesto todo 
lo relativo á este asunto, ó sea á lo con- 
tencioso del ramo. 

JURISDICCION DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS. — V. Tribunal de cuentas. 

JURISDICCION DEL SENADO. Las Cor- 
tes hacen efectiva la responsabilidad de 
los Ministros (art. 58, párr. 4.° dé la 
Constitución de 1869). AI Congúéso 
corresponde acusarlos, y al Senado juz- 
garlos, con arreglo á las leyes , por los 
delitos que cometan en el ejercicio de 
sus funciones, art. 89. — La Constitución 
de ISIS daba además jurisdicción al Se- 
nado en los delitos graves contra la per- 
sona ó dignidad del Rey, ó contra la se- 
guridad del Estado, y para juzgar á los 
misinos senadores. En consonancia con 
esto se dictó la ley de 11 de mayó de 
1849, que determina la organización del 


ittfiStííctíróíí 

Senado como tribunal, y el órden del 
procedimiento. Es como sigue: 

Ley de 1 1 mayo de 1849. 

El Senado como tribunal. Jurisdicción, 

(Grao, y Just.) «Doña Isabel 11, etc., 
sabed: Que las Cortéis han decretado y nos 
sancionado lo siguiente : 

TITULO I. 

DELA JURISDICCION DEL SENADO , DE SU OR- 
GANIZACION Y DE LA FORMA DE CONSTI- 
TUIRSE EN TRIBUNAL. 

SECO. I .—De la jurisdicción del Senado. 

Artículo l.° Corresponderá al Senado 
como tribunal : 

1. ° Juzgará los Ministros cuando , para 
hacer efectiva su responsabilidad, sean acu- 
sados por el Congreso de los diputados. 

2. ° Conocer, en virtud de Real decreto, 
acordado en Consejo de Ministros, de las 
causas sobre delitos graves contra la perso- 
na ó dignidad del Rey, ó contra la seguridad 
interior 6 exterior del Estado. 

3. ° Conocer también de todos los delitos 
que cometan los senadores que hayan jura- 
do su cargo. 

Art. 2.° El Senado conocerá, así del de- 
lito principal, como de los conexos con él, 
que aparezcan durante el proceso. 

Art. 3.° No obstante lo dispuesto en el 
párr. 9.° del art. l.°, cuando en virtud de lo 
que ordena el art. 41 de la Constitución del 
reino se pidiese autorización para procesar 
á un senador, si este fuese militar y hubiese 
delinquido en campaña, podrá el Senado 
permitir, si lo estimare conducente al bien 
del Estado, que conozca de la causa el tri- 
bunal que sea competente, con arreglo á lo 
prescrito ó que en adelante prescribieren 
las leyes y ordenanzas militares. 

Igualmente los senadores eclesiásticos, 
por las faltas y delitos puramente eclesiásti- 
cos, serán juzgados por los tribunales de su 
fuero, con arreglo á los cánones de la Igle- 
sia y á las leyes del reino. 

S i 

^ECC. II — De la organización del Senado co- 
mo tribunal. 

Art. 4.°^ El Senado, como tribunal , se 
compondrá de los senadores del estado se- 
glar que hayan jurado su cargo, Será presi- 
dente el que lo fuere del Senado, y hallándo- 
se cerradas las Córtes, el que lo hubiese sido 
en la última legislatura; y en su defecto, en 
uno y otro caso , el vice-presidente á quien 
corresponda. 



r Art. 5.° Incumbirá al presidente del Tri 
bunal: 


1 . ° Mantener el órden y el decoro en los 
estrados. 

2. ° Dirigir la actuación del proceso y de- 
cretar las diligencias que estime conducen- 
tes para la averiguación de la verdad. 

3. ° Firmar las sentencias definitivas éin- 
terlocutorias que dicte el Tribunal. 

Art 6.‘ J El presidente será auxiliado en 
el ejercicio de su cargo por los comisarios 
que el tribunal crea conveniente elegir en- 
tre los individuos de su seno para cada cau- 
sa. Cada uno de los comisarios desempeña- 
rá las atribuciones que el presidente le de- 
legare. 

Art. 7.° El presidente nombrará en cada 
caso el secretario del Tribunal. 

Art. 8.° En cada proceso desempeñará 
el cargo de fiscal un comisario nombrado 
por el Gobierno por medio de Real decreto 
acordado en Consejo de Ministros. Le asis- 
tirán en calidad de abogados fiscales los le- 
trados para el fiscal nombre, 

Art. 9.° Los porteros del Senado ejerce- 
rán el oficio de porteros de estrados del tri- 
bunal á las órdenes del presidente. 

SECC. 3. a — De la forma de constituirse el Se- 
nado en tribunal, 

Art. 10. Para constituirse el Senado y 
celebrar sus sesiones corno tribunal- ha de 
preceder Real convocatoria acordada en Con- 
sejo de Ministros, y han de concurrir sesenta 
senadores cuando menos. 

Art. II. Todos los senadores del estado 
seglar estarán obligados á concurrir. Los 
que tengan motivos justos para excusarse, 
los expondrán por escrito al Senado, y este 
resolverá lo que estime. 

Art. 12. No podrán ser jueces los sena- 
dores que hubieren sido nombrados con pos- 
terioridad á la perpetración del hecho que 
mofive el procedimiento. 

TITULO II. 

DEL ORDEN DE PROCEDER EN EL SUMARIO Y 
EN EL JUICIO rÚBLICO. 

SECC. 1 *-Del órden de proceder en el sumario. 

Art. 13. En el sumario podrán emplear- 
se todos ios medios de investigación admiti- 
dos en el derecho común, escepto Ja con- 
fesión. 

Art. 14. A excepción de las personas ae 
la Real familia, ninguna otra podrá excusarse 
de comparecer á prestar declaración como 
testigo á título de exención ó de fuero. La 
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que resistiere sin asistirle impedimento justo, 
podrá ser compelida por todos ios medios le* 
eí timos de apremio, y hasta por el de hacer- 
la conducir á la Audiencia por la fuerza pu- 
blica. , , . . , 

\rt. 15. Cuando el comisario o comisa* 

nos no pudieren por la distancia u otro mo- 
tivo igualmente fundado, instruir por si al- 
guna diligencia, el presidente delegará el en- ; 
cargo en el juez local que le parezca mas á 
propósito. 

Art. 16. El arresto de los culpables, el 
embargo de bienes y la concesión de libertad 
conforme á derecho se acordarán por el pre- 
sidente y los comisarios á pluralidad de vo- 
tos. En caso de empate, el voto del presiden- 
te será decisivo. 

Cuando habieudo de proceder como tri- 
bunal no estuviere reunido el Senado , el 
presidente designará senadores que en ca- 
lidad de jueces adjuntos le asistan interina- 
mente, hasta que constituido aquel se nom- 
bren los comisarios. 

Art. 17. A la posible brevedad , desde 
que á juicio del presidente estuviere com- 
pleto e\ sumario, el comisario que aquel de- 
signe dará cuenta al Senado, por medio de 
informe, del resultado de las actuaciones. 

Con igual brevedad el Tribunal declarará 
concluso el sumario , ó decretará Jas dili- 
gencias que estime indispensables. 

Art. 18. Instruida información sumaria 
ante cualquier otro Juzgado ó Tribunal, si j 
resultare que el delito es por su naturaleza 
de los atribuidos á la jurisdicción del Sena- 
do, el juez remitirá el proceso al Ministerio 
de Gracia y Justicia para los efectos del ar- 
tículo l.° de esta ley. 

Art. 19. Cuando se dé cuenta del resul- 
tado del sumario, si se dudare de la compe- 
tencia del tribunal, el presidente someterá á 
la decisión de este la cuestión preliminar de 
competencia. 

Art. 20. En el término de tres á ocho 
dias después de concluso el sumario, ó re- 
suelta en su caso la cuestión de competen- 
cia, el Tribunal, á puerta cerrada y por vota- 
ción secreta, declarará si ha ó no lugar á la 
acusación. 

Art. 21 . Para que se declare haber lu- 
gar á la acusación será necesaria la mayoría 
absoluta de los senadores presentes.' 

SECC. 2 . a — Del orden de proceder en el juicio 
público. 

Art. 22. Luego que se declare concluso 
el sumario se requirirá al procesado para 
que nombre el defensor ó defensores que le 


DEL SENADO. 

hayan de asistir y defender en el progresó 
de la causa. Si no los nombrare, el presiden- 
te lo hará de oíicio. 

Art. 23. En el término mas breve po- 
sible el secretario entregará al fiscal una co- 
pia del sumario y otra á cada uno de los acu- 
sados. 

Art. 24. El fiscal, dentro del término que 
le señale el tribunal á propuesta del presi- 
dente, desde que haya recibido la copia del 
sumario, presentarán el escrito de acusación 
y lista de les testigos de cargo qué hayan de 
ser á su instancia examinados. 

Art. 25. Al fin del escrito de acusación ' 
y antes de la petición correspondiente hará 
él fiscal un resumen en párrafos numerados 
en que se exprese: 

1 . ° El delito cometido y sus circunstan- 
cias agravantes ó atenuantes. 

2. ° La participación que en él hubieren 
: tenido los acusados como autores, cómplices 

ó encubridores. 

3. ° La pena legal que deba imponérseles. 

Art. 26. Para que prepare su defensa se 

le concederá al acusado el término que el 
Tribunal estime bastante, no pudiendo bajar 
de diez dias. Al efecto se le comunicará al 
acusado copia del escrito de acusación y lista 
de los testigos de cargo y de los senadores 
que hayan de juzgarle. 

: Dentro de aquel término presentará el 

acusadu lisia de los testigos de descargo, la 
cual se comunicará al acusador ve’.n icuatro 
horas antes por lo menos del dia que se se- 
ñale para la audiencia pública. 

Art. 27. No podrá ser examinado en el 
juicio público ninguu testigo cuyo nombre 
no haya sido comunicado al acusador ó al 
acusado con la anticipación prevenida en el 
artículo anterior. 

Art. 28. Sin expresar causa podrán re- 
cusar respectivamente el acusador y el acu- 
sado ó acusados la décima parle de los sena- 

Í dores. 

Art. 29. Trascurridos los términos de 
ue habla el .art. 26, el presidente señalará 
¡a para la vista pública. A esta concurrirán 
el acusado y sus defensores, y en ella leerá 
el secretario todo el proceso , el escrito de 
acusación y las listas de los testigos de cargo 
y descargo. 

Art. 30, Los testigos serán colocados en 
sala separada de la de Audiencia, y entrarán 
en esta cuando sean llamados á declarar. 

Adoptará el presidente las demás precau- 
ciones que le aconseje su prudencia para 
evitar confabulación entre los testigos. 

Art. 31. En cada uno de los dias de la 
Audiencia pública, se leerá por el secretario 
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del Tribunal la lista de los senadores presen- 
tes, haciéndose. constar así en el proceso. 

Ño podrá tomar parte en votaciones ulte- 
riores el senador que deje de asistir á cual- 
quiera de las sesiones de la vista pública. 

Art. 32, El testigo no podrá ser inter- 
rumpido mientras no concluya su decla- 
ración. 

Art. 33. Terminada que sea la declara- 
ción del testigo, las partes podrán dirigirle 
preguntas y repreguntas acerca de ella, por 
medio del presidente, á menos que este no 
las deseche por inoportunas. 

Art. 34. Así el presidente como los se- 
nadores liarán al acusado y á los testigos las 

5 resuntas que se Jes ofrezcan en vista dé las 
eclaraciones dadas en la audiencia pública, 
de los documentos que se produzcan , ó de 
los otros medios de cargo y descargo que se 
hayan suministrado. 

Art. 35. El secretario irá extendiendo 
un acta de cada sesión del Tribunal á medida 
que esta se celebre. 

Art. 36. Empezada la vista en audiencia 
pública, se continuará diariamente y sin otras 
interrupciones que las que á juicio del Tri- 
bunal sean necesarias. 

Art. 37. Concluido el exámen de los tes- 
tigos, el acusador sostendrá de palabra la 
acusación con las .modificaciones á que ha- 
yan dado lugar los debates, y le contestará 
el defensor dei acusado, replicando el prime- 
ro y contrareplicando el segundo si lo esti- 
maren conveniente. 

CuaDtas veces pida la palabra el acusado, 
le será concedida. 

Art. 38. El presidente 6 el comisario que 
él designe, hará en sesión secreta el resú- 
men del debate, exponiendo antes los méri- 
tos de la causa, y en seguida propondrá la 
cuestión en esta forma : 

¿ Es culpable el acusado del delito que se 
le imputa 7 

Art. 39. En el caso de resolverse afir- 
mativamente esta pregunta se hará la si- 
guiente: ¿ Es culpable el acusado con las 
circunstancias expresadas en el resúmen del 
escrito de acusación? 

Art. 40. Si de la vista pública hubiere 
aparecido alguna circunstancia agravante ó 
atenuante omitida en el escrito de acusación, 
se preguntará al Tribunal si el acusado ha 
cometido el delito con aquella circunstancia. 

Art. '41. Si el acusado hubiere alegado 
en su defensa alguna de las circunstancias 
que según las leyes eximen de responsabi- 
lidad, el presidente preguntará antes déla 
pregunta prevenida en el art. 38 , si tal cir- 
cunstancia está probada. 
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Art. 42. En las votaciones sobre la cali- 
ficación del hecho, se atendrán los senado- 
res á lo que les dicte su conciencia. 

Art. 43. La declaración de culpabilidad 
se votará siempre separadamente ue la im- 
posición de la pena. 

Art. 44. Para la declaración de culpabi- 
lidad y de sus circunstancias agravantes se 
necesitarán las dos terceras partes de votos. 

Art. 45. Cuando la declaración de culpa- 
bilidad y de sus circunstancias se hubiere 
hecho en conformidad de la acusación, se 
pondrá á discusión la pena en que esta se 
pida. 

Cerrada la discusión se hará 3a votación 
por bolas. 

Art. 46. Si no se aprobare la pena pedi- 
da en la acusación, ó si la declaración de 
culpabilidad se hubiere hecho con circuns- 
tancias diferentes de las expresadas en el 
resúmen de la acusación, se nombrará por 
el Tribunal una Comisión de individuos, la 
cual propondrá la nueva pena que crea pro- 
cedente. 

El dictámen de esta Comisión se discutirá, 
y en seguida se votará por bolas. 

Art. 47. Si no resultare sentencia, la 
Comisión propondrá una nueva pena , y su 
dictámen se discutirá y votará como el ante- 
rior. En el caso de ser aquel desaprobado 
propondrá la Comisión nuevos dictámenes 
hasta que resulte sentencia. 

Art. 48. Para la imposición do la pena 
de muerte se necesitarán las tres cuartas 
partes de votos de los senadores, presentes, 
para las demás bastará la mayoría absoluta. 

Art. 49. La sentencia será siempre mo- 
tivada. 

No podrán imponerse en ella mas penas 
que las señ, dadas por la ley graduándolas 
según esta prevenga. 

Constituido el Tribunal para dictar senten- 
cia, no podrá separarse sin haberla dictado. 

Art. 50. Cuando el Tribunal condenare 
á la reparación de daños ó indemnización de 
perjuicios, sin determinar la cantidad, cor- 
responderá á los Tribunales ordinarios la 
acción civil sobre la reclamación del im- 
porte. 

‘Art. 51. En sesión pública y sin estar 
presente el procesado publicará el presiden- 
te la sentencia, la cual causará siempre eje- 
cutoria y será inmediatamente notificada al 
acusado” De ella se pasará copia al Gobierno 
para su ejecución. 

Art. 52. Cuando el acusado no esté pre- 
sente y á. disposición del Tribunal, se sus- 
tanci rá la causa en rebeldía. 

Art. 53. El Tribunal observara las leye 
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del derecho comuu del reino en lo que no 
se opongan á la presente. 

TITULO III. 

IMPOSICIONES PARTICULARES RELATIVAS Á 
LOS PROCESOS DE LOS MINISTROS. 

Art. 54. En las causas que se formen á 
los Ministros de la Corona para exigirles la 
responsabilidad se guardará n las disposiciones 
anteriores, salvo las modificaciones que es- 
tablecen los artículos siguientes. 

Art. 55. Para la acusación de los Minis- 
tros se formulará en el Congreso de los Di- 
putados una proposición, que seguirá los mis- 
mos trámites que una de ley , hasta que re- 
caiga resolución del mismo Congreso. 

Art. 56. Si el Congreso acordare haber 
lugar á la acusación , nombrará una Comi- 
sión de individuos de su seno para que la 
sostenga ante el Senado. 

Art. 57. Para decidir sobre la proposi- 
ción de acusación se necesitará el mismo, 
número de diputados que para votar las le- 
yes, y ha de hallarse el Congreso definitiva- 
mente constituido. 

Art. 58. Las discusión para declarar ha- 
ber ó no lugar á la acusación será pública 
y siempre ordinaria. 

Art 59. Todas las votaciones relativas á 
la acusación de los Ministros serán secretas. 

Art. 60. Si los individuos de cuya res- 
ponsabilidad se trate pretendieren concurrir 
á defenderse, podrán hacerlo, ocupando el 
lugar que á este fin les señale el presidente, 
si no tuvieren asiento en el Congreso. 

Art. 61. Los discursos que los mismos 
pronuncien en su defensa no consumen tur- 
no en la discusión. 

Si en vez de concurrir personalmente re- 
mitieren escritos ó documentos para su defen- 
sa, les serán admitidos y leídos en la sesión. 

Art. 62. Los ministros de cuya acusa- 
ción sé trate, estarán bajo la salvaguardia 
del Congreso hasta que se haya declarado 
haber ó no lugar á la acusación ante el Se- 
nado. 

Art. 63. Sin necesidad de real convoca- 
toria se constituirá en tribunal el Senado lue- 
go que reciba el mensaje de acusación que 
le dirija el Congreso. 

Art. 64. La Comisión nombrada por el 
Congreso sostendrá la acusación ante el Se- 
nado El Ministro acusado podrá nombrar 
los defensores que tenga por conveniente. 

> Acusadores y defensores guardarán lo pres- 
crito en el art. 37 de esta ley. 

Art. 65. En procesos contra Ministros 


( no se procederá por el Senado á la declara- 
ción de si há ó no lugar á la acusación.» 

Art. 66. Cuando por cualquiera causa 
cese de ejercer sus funciones el Congreso, 
la Comisión nombrada por este para snste- ' 
ner la acusación , continuarán desempeña^- ■■ 
do las suyas hasta la terminación del juicio, i 
— Por tanto mandamos etc. Dado en Aran- 
juez á 1 1 de rn.tyo de 1849.» (CL. t. 47, pá - ■ 

gina 38.) . \ 

Un solo caso se ha dado hasta hoy de 
haberse constituido el Senado en Tribu- ^ 
na! de justicia y fué en 1859, para fallar i 
el famoso proceso de los 130.000 cargos .3 
de piedra. Fueron procesados el Exce^ 
lentísimo Sr. D. Agustín Esteban Co- : 
liantes, Ministro que fué de Fomento* ; 
el limo. Sr. D. José María de Mora, di- ■ 
rector que fué de obras públicas y otros. 

El Congreso acordó su acusación y tuvo ¡i 
lugar en vista pública en los dias 4 al 13 
de junio de 1859, recayendo sentencia , 
absolutoria del Ministro y otros procesa- 
dos, y condenatoria de Mora, dilecto* 
que fué de obras públicas. 

JUR SDICC1CN DE LAS ÓRDENES MILltA- 
RES- Los individuos de las Ordenes de 
Calatrava, Santiago, Alcántara, Montesa 
y de San Juan de Jerusalen tuvieron por 
mucho tiempo el privilegio de no ser juz- 
gados sino por sus iguales ó miembros 
de las mismas Ordenes; y para conocer de • , 
estas causas, así como de las cosas perte- 
necientes á las mismas Ordenes, se cieóe| 
Consejo de las Ordeneso Juntas decomir- 
¡ sionesque lia subsistido con el nombre de 
Tribunal de las Ordenes; pero solo con 
potestad para conocer de las cosas pertene- $ 
cieutes á la orden, no con relación á las 
personas, porque el fuero de estas se su- ■■ 
primió por R. O. de l.° de noviembre 
de 1837. Por decreto del Gobierno Prq- * 
visional de 2 de noviembre de 1868 se 
suprimió el Tribunal de las Ordenes re- 
fundiéndole en el Supremo de Justicia, 
habiéndose dado por otro decreto de 20 
de noviembre la organización convenÍBú- 
te á las Salas de dicho Tribunal Supre* ; 
mo. Yeánse los decretos citados en el 
Apéndice l, págs. 476 y $62. ' 

JURISDICCION DE CRU1ADA Y DE ES- 
POLIOS Y VACANTES.— V. Concordato, 
Cruzada, Espolios y Vacantes. ■■ 


JTJRISD. CONTETO. -Áfrfo. -MfSPBÜDENClA. 587 


juRTSDrccron c'ontencí^O - adminis- 
trativa. Por decreto de 13 de octubre 
de 1868, fuó suprimida ófcta jurisdicción 
con los Consejos y la Sección de lo con- 
tencioso del Consejo de Estado, dictan - 
doseá la vez disposiciones sobre el des- 
pacho de los negocios contencioso-adrai- 
nistrativos, que se ampliaron por otro 
de 16 de octubre, y después por el de 
20 de noviembre del mismo año (Apen 7 
dice /, págs. 380, 388 y 562.) 

En el importante preámbulo del ulti- 
mo decreto citado expone el Gobierno 
loque ha sido la jurisdicción eóntencio- 
so-adrainistrativa de¿de que se importó 
en España, los inconvenientes que ofre- 
cía y los asuntos que la estaban cometi- 
dos. Desde entonces el conocimiento de 
dichos asuntos está cometido á la Sala 
primera de la Audiencia de su respecti- 
vo territorio, siendo los mismos de que 
conoeian los Consejos provinciales y ar- 
reglándose en sus procedimientos, inclu- 
sos los de prueba, al reglamento de i .° 
de octubre de 1845 y á las demás dispo- 
siciones que lo completan que pueden 
verse en Consejos provinciales, con ape- 
lación y recurso de nulidad para ante el 
Tribunal Supremo, y con sujeción od es- 
to y en lo demás á lo que establecen los 
arts. 18 al 27 del mismo decreto. 

Los negocios conlencioso-administra- 
tivos de que conoeia el Consejo de Esta- 
do en Sala de lo contencioso, así en ins- 
tancia única, come en apelación y nulidad 
se han atribuido á la Sala tercera del Tri- 
bunal Supremo dé Justicia que deberá 
arreglarse á las disposiciones por que se 
regia el Consejo de Estado (véase esta pa- 
labra) conforme lo establecen jos artícu- 
los 5.°, último párrafo del 6.°, v siguien- 
tes al 18, con la notable variación de que 
ya no son consultas sino sentencias co- 
mo las de las otras Salas. Consúltese di- 
cho decreto en el Apéndice . — V. Actos 
administrativos: Administración: Com- 
petencias ENTRE LA ADMINISTRACION Y LOS 
Tribunales, y los. citados en el fondo 
de este artículo. 

JURISDICCION ADMINISTRATIVA PENAL. 

A pesar de lo que decimos en la nota 1$ 

aí Código penal (pág. 119. t. III) es fo 


cierto que aunque muy limitada existo 
una jurisdicción administrativa penal, 
que así puede llamarse, el ejercicio de la 
autoridad pública con ciertas facultades 
coercitivas. 

La ley de 21 de octubre de 1868, de 
acuerdo con la de 25 de setiembre do 
1863, ha señalado tasativamente las fal— 
■tas que pueden castigar con multas los 
Gobernadores de provincia, y los Alcal- 
des. Los Gobernadores pueden imponer 
multas discrecionales que no excedan de 
100 escudos, únicamente á los indivi- 
duos, funcionarios y corporaciones, que 
sin cometer delito incurran en las faltas 
é infracciones siguientes: 

1. a Actos contrarios á la religión, á 
la moral ó á la decencia pública. 

2. a Faltas de obediencia ó de respe- 
to á su autoridad. 

3. * Fallas que cometan los funcio- 
narios y corporaciones dependientes 
de su autoridad en el ejerció de sus 
cargos. 

4. a Infracciones en que incurran las 
sociedades y empresas mercantiles ó in- 
dustriales que están sujetas á la inspec- 
ción administrativa. 

La facultad gubernativa de imponer 
multas y otras correcciones debe inter- 
pretarse restrictivamente, como excep- 
ción de la regla general, de que es pro- 
pio de los Tribunales y Juzgados el cas- 
tigo de los delitos y faltas, y deben por 
lo tanto dichas autoridades abstenerse 
de imponer otras multas discrecionales 
á los que incurran en cualquier falta ó 
infracción distinta de las expresadas á 
no ser que especialmente les faculte pa- 
ra ello alguna ley ó reglamento.— Véase 
Contiendas de competencia: Daños en 
montes: Faltas: Juicios de faltas; Mul- 
tas : Juegos prohibidos; Leyes sanita- 
rias: Montes etc. 

JURISPRUDENCIA. La ciencia del de- 
recho. Los principios que sobre al- 
gún punto de derecho se siguen en un 
país ó en un tribuna!. La serie de sen- 
tencias ó resoluciones que forman doc- 
trina sobre un mismo punto del derecho 
ó sobre la inteligencia y aplicación de 
las leyes. Fonúad nüésmjurisprudMcia 
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administrativa las decisiones y senten- 
cias del Consejo Real y de Estado, y hoy 
también las sentencias de la Sala tercera 
del Tribunal Supremo de Justicia, que 
versan sobre cuestiones cootencioso-ad- 
ministrativas (1). Forman nuestra juris- 
prudencia civil las sentencias del Tribu- 
nal Supremo, decidiendo contiendas de 
competencia y recursos de nulidad , de 
casación y de injusticia notorias. —Véa- 
se AUTORIZACIONES! COMPETENCIAS: CON- : 
sejo de Estado: Consejos provinciales: 
Jurisdicción administrativa. Gobierno y 
Administración de las provincias: Pro- 
cedimiento civil, ETC. 

JUROS. Juro quiere decir renta que 
el Rey da cada año á una persona por el 
dinero que él le dió ó se le tomó, etc... 
La necesidad urgente (dice t el Sr. Can- 
ga) de proporcionar caudales á Tesore- 
ría para satisfacer las inmensas obliga- 
ciones que ocasionaba la guerra, obligó 
á los Sres. Reyes Católicos D. Fernando 
y doña Isabel, y á sus sucesores, á valerse 
de los caudales que les ofrecían volunta- 
riamente sus súbditos á censo abierto, á 
razón de 14.000, 20.000 y 30 000 al mi- 
llar, pagaderos sobre los productos ín- 
tegros de las rentas de la Corona, asegu- 
rando el cumplmiento con el sagrado 
de la real palabra. Esta parte de la deu- 
da de la Corona recibió el nombre de 
juros del hecho de haberse vendido las 
rentas para que las tuyieseu por juro de 
heredad . ‘ 

Era tal la importancia de la deu- 
da de juros, que según liquidación he- 
cha el año 1820, ascendía su capital á 
1.260.521.565 rs. , por lo que existió 
una Superintendencia general de juros, 
contadurías de cargo, etc. , que se su- 
primieron por R. D. de 21 de setiem- 
bre de 1818, mandando entre otras co- 
sas que esta deuda se pagase en lo suce- 


(t) El Consejo de Estado sigue conociendo 
en las contiendas de competencia entre la Ad- 
ministración y los Tribunales. 'Los expedien- 
tes sobre autorización son innecesarios por lo 
dispuesto en el art 30 de la Constitución de 
1869, y deberá cesar la qne se exige boy por la 
ley municipal de 2t octubre de 1868 prara pro- 
ceder criminalmente contra Ayuntamientos, 
Alcaldes, etc. (V. Justicia, R. O. 27 feb. 1840.) 


sivo por la Dirección de crédito público. 

En 4836 (20 de octubre y 5 de di- 
ciembre) se dispuso que por los capitales 
de juros se diesen láminas provisionales 
con expresión del interés que disfruta- 
ban; y que iguales láminas se diesen, 
pero con denominación particular por 
juros sin cabimiento , por los compues- 
tos de medias anatas, y láminas sin in- 
terés por los intereses liquidados. Res- 
pecto á los juros pertenecientes á vincu- 
laciones, se mandó lo mismo que, por el 
art. 56 del Reglamento de 47 de octubre 
de 1851, se dispone respecto de toda 
clase de créditos contra el Estado , éú 
los que se comprenden los juros. Véase, 
pues, el articulo Deuda pública, con- 
sultando principalmente los arts. 16, 17 
y 39 del citado reglamento, sin perjui- 
cio de hacerlo también de todas las de- 
más disposiciones allí contenidas res- 
pecto de la liquidación, caducidad, etc, 

JUSTICIA- JUZGADOS Y TRIBUNALES. 
JUECES. MAGISTRADOS. FISCALES, ETC. 

La justicia es un poder público que se 
ejerce por medio de los Tribunales y 
Juzgados, aplicando las leyes de interés 
privado y las penales ó conservadoras, 
del orden «-público en los juicios civiles 
y criminales. 

La Administración, hablando de ella 
en su mas lata acepción como poder pú- 
blico, deciamos en el tomo I, necesita 
para responder á su grande objeto del 
concurso de varios elementos, y uno de 
ellos, y el mas indispensable tal vez, es 
la institución de los Tribunales; porque 
la justicia como dice un notable escri- 
tor (1), es el alma de las repúblicas, y 
con ella viven, se ilustran, se aumentan 
y conservan del mismo modo que vie- 
nen inevitablemente á su ruina cuando 
prevalece la injusticia. La justicia es de 
absoluta necesidad en todo tiempo, en 
todo lugar y en todos los hombres. ¿Qué 
perpetuidad, dice el mismo escritor, se 
puede prometer un reino en donde fal- 
te tan noble virtud, en donde la justicia 

(1) Y no es recusable: el limo. Sr. D. Pedro 
Portocarrero y Guzman, patriarca de las In- 
dias, arzobispo de Tiro, etc. etc., en su Teatro 
monárquico de España: Madrid, año de 1700. 
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se administre por la pauta del interés, 
violentando las leyes establecidas para 
)a utilidad pública á la conveniencia 
particular? ¿Qué perpetuidad puede ha- 
ber en donde el mérito no sea atendido 
viéndose muchas veces castigado con la 
pena del olvido, y exaltado el demérito 
á la cumbre de la felicidad? ¿Qué per- 
petuidad habrá en donde el manejo po- 
lítico se rija por la ignorancia? Dónde 
el magistrado eleve el eaudaL y no la 
ciencia? Dónde el bastón empuñe el que 
la naturaleza hizo sucesor de ancianos 
méritos, sin mas experiencia, sin mas 
práctica, sin mas fatiga que sér heredero 
de los afanes de los progenitores? ¿Qué 
perpetuidad en donde el puesto no se 
solicite por lo que honra sino por lo que 
utiliza? ¿Qué perpetuidad en , donde el 
vicioso sea cortesano, el embustero chis- 
toso, el virtuoso hipócrita, el avaro econó- 
mico, el pródigo liberal, y últimamen- 
te, donde los vicios se cohonesten con 
las apariencias de virtud, y las virtudes 
con epítetos poco adecuados á su rea- 
lidad?» 

Es pues hoy y lo ha sido siempre la 
justicia la primera y la mas veneranda 
de todas las instituciones sociales ; es 
entre todos los ramos de la Administra- 
ción pública el que mas debe ocupar 
la atención de los Gobiernos que se pro- 
ponen el fomento y la prosperidad de 
los grandes intereses del país y la paz y 
ei bienestar de los ciudadanos. 

Nosotros por esto, y porque no es po- 
sible dejar de comprender en una obra 
de esta clase todas las disposiciones fun- 
damentales sobre la administración de 
justicia, vamos á reunir aquí principal- 
mente las leyes modernas sobre organi- 
zación y competencia de los Tribunales 
en el fuero común, así como también to- 
das diversas reglas sobre Enjuiciamiento 
civil y penal, en que se comprenden los 
artículos fundamentales de la Constitu- 
ción, el reglamento provisional para la 
administración de justicia de 26 de se- 
tiembre de 1836, las Ordenanzas de las 
Audiencias, el reglamemento del Tribu- 
nal Supremo de Justicia, el de los Juzga- 
dos de primera instancia, y todas las de- 


más disposiciones posteriores hasta el 
dia. Veamos. 

Constitución de 1812. 

Las importantísimas disposiciones conte- 
nidas en el tít. V, art. 242 al 308 se han de- 
clarado vigentes como leyes por la de 7 de 
setiembre dé 1867. — V. Constitución. 

' D. de las Cortes de 9 octubre de 18Í2. 

Este decreto era un Reglamento de las 
Audiencias y Juzgados de primera ins- 
tancia, dictado por las Córtes para llevar 
á efecto lo prevenido en los arts. 271 y 273 
de la Constitución del mismo año. Estaba 
dividido en cuatro capítulos, que trataban; 
I. De las Audiencias. — II. de los jueces letra- 
dos de partido, cuya división provisional se 
mandó hacer. — III. De los Alcaldes consti- 
tucionales de los pueblos, que por la Cons- 
titución ejercían el ofició de conciliadores 
y conocían de las demandas civiles hasta 
500 rs., y de las no contenciosas. — IV. De 
la Administración de justicia hasta la forma- 
ción délos partíaos. 

D. CCXLIV de 24 marzo de 1813. 

Contenia este decreto de las Córtes reglas 
para haeer efectiva la responsabilidad de los 
magistrados y jueces y demás empleados pú- 
blicos cuando falten a! desempeño de sus ofi- 
cios; para no lia sido restablecido, y son 
aplicables las disposiciones del Código penal. 

D. de las Córtes de 19 abril de 1813. 

Contieno la instrucción para dirimir las competen- 
cias do jurisdicción entro los jueces y tribunales or- 
dinarios y especiales do toda la monarquía. 

Se halla inserto en el artículo Competen- 
cias, t. III, p. 243. 

Decreto LV de 13 marzo de 1814. 

Es el reglamento del Tribunal Supremo 
de Justicia, aprobado por las Córtes, y sobre 
el cual se calcó el que hoy rige de 17 de 
octubre de 1835. 

Jt. 0. de 10 agosto de 1815. 

Se mandó circular la R. O. de 19 de no- 
viembre de 1799, sobre el modo de enjuiciar 
ios tribunales civiles las causas de eclesiás- 
ticos, contenida sustancialmente en la no- 
ta 10 á la ley 19, tít. I , lib. X de la Novísi- 
ma Recopilación. — Hoy véase la R. O. de 
17 de octubre de 1835 inserta textualmente 
en el artículo Eclesiásticos, y el artículo Ju- 

RISPICCION ECLESIÁSTICA. 
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O. de las Cortes de 22 julio de 1820. 

Cuestionen jurisdiccionales con los jueces eclesiásticos. 

Con motivo de una competencia entre el 
Alcalde de Belmonte y el provisor eclesiás- 
tico de Cuenca, acerca del conocimiento de 
un artículo posesorio , declararon las Cortes 
que «así en el caso de que se trata, corno en 
«los demás semejantes, no cabe competen- 
»cia enlre Jas dos jurisdicciones, sino el re T 
» curso ordinario de qu ja en conocer y pro- 
ceder, cuya decisión pertenece á las Au- 
»diencias térritoijiálés } » ; (í>s, de las Cprtes, 
tomo VI , p. 15.) 

D. de 11 setiembre de 1820. 

(Se inserta i continuación del de 30 de 
agosto de 1836 que le restableció.) 

R. O. de 28 agosto de 1829. 

. Procedimiento en cansas de estupro. 

Se resolvió «que los Juzgados inferiores y 
los Tribunales superiores se arreglen por 
ahora, y basta la publicación del Código cri- 
minal, en la sustanciacion y determinación 
de las causas de estupro á lo prescrito en la 
Ley 4. a , tit. XXIX, lib. XII de la Novísima 
Recopilación...» [CL.t. 14, p. 264.) 

La ley de la Nov. Recop. citada,, dis- 
puso que en las causas da estupro no se 
molestase á los procesados con prisiones 
ni arrestos, dando fianzas. 

R. O. de 0 abril de 1831 . 

Se halla inserta en el artículo Resistencia 

Á LA JUSTICIA. 

R. O. de 21 febrero de 1832. 

Los tribunales cuando sea necesaria la declaración 
de los eclesiásticos en causas criminales!, se arre- 
glarán á la circular do 24 de juo io de 1796. 

«Eu Real orden circular del Ministerio de 
la Guerra de 24 de junio de 1796 se , insertó 
otra de 21 de febrero de aquel año, por la 
cual se sirvió S M. terminar la competen- 
cia suscitada entre un prelado regular y 
un ayudante de cierto regimiento acerca 
del modo con que debia deponer un reli— 
ioso en causa. criminal que seguía el ayu- 
ante contra un . soldado por heridas á un 
paisano; decidiendo S. M. al mismo tiempo 
por punto general para en lo sucesivo, que 
«cuando el crimen militar , ó el cuerpo de 
él , se hubiese de justificar con testigos ó fa- 
cultativos sujetos a juez ordinario eclesiástico 
secular, ó á prelado regular, previniesen ú sus 


súbditos, luego que se les pasase oficiq por el 
fiscal del proceso, evacuasen la declaración 
que este les pidiese, bajo lo prescrito én sus 
respectivos casos por los cánones de la Igle- 
sia , concurriendo para ello dichos indivi- 
duos al paraje y hora que les citasen , á fin 
de que no padeciese atraso tan importante' 
servicio.» Esta Real resolución no tuvo su 
debida puntual observancia,, pues, todavía 
se suscitaron controversias en perjuicio de 
la brevedad é interés de la administración 
de justicia, ya negándose los prelados y su- 
periores eclesiásticos á dar licencia á sus res- 
pectivos súbditos para declarar, aun con la 
protesta canónica, en causas criminales , ya 
resistiéndose estos á verificarlo por dudas ó 
temores de incurrir en irregularidd, desen- 
tendiéndose de la diferencia que hay entre 
promover y activar libremente dichas cau- 
sas, que es lo que les prohiben las leyes ca- 
nónicas, y la precisión de declarar para ql 
descubrimiento de la verdad cuando el juez 
les interpela, estimándolo necesario para 
hallarla. Con este motivo, y de resultas de 
una exposición hecha por la Sala de Alcal- 
des de Casa y Corte en 9 de diciembre de 
1829, en q u e manifestó la necesidad de una 
regla terminante, pues aunque el punto es- 
tubo decidido por la citada Real órdqn.se 
veía no era suficiente para extinguir la es- 
crupulosidad de muchos eclesiásticos, se 
examinó en el Consejo Real el asunto con 
presencia de todos los antecedentes y de lo 
expuesto por los señores fiscales, y confor- 
mándose el Rey nuestro señor con¡ lo que ■ 
este Supremo Tribunal le propuso en con- 
sulta de JO de diciembre próximo .pasado, se, 
ha servido mandar, entre otras cosas, qué 
todos los tribunales Reales, cuando sea ne- 
cesaria la declaración de los eclesiásticos, en 
causas criminales, se arreglen á la expresa- 
da circular de 24 de junio dg 1796, Publica- 
da en el Consejo la presente Real resolución 
en 21 de enero último, acordó su cumplir 
miento, etc.— Madrid 21 febrero de 1632, 
(CL. t. 17, p. 19.) 

Véase el artículo Declaración en cau- 
sa criminal t. 5.°, p. 10, y principal- 
mente la R. O. de 7 de febrero de 1869i' 

R. D. de 26 enero de 1834. 

Creación de nuevas Audiencias y designación del toi- 
ritorio de cada una. 

(Grac¡. y Just.) Verificada la división ter- 
ritorial según el R. D. de 30 de noviembre! 
último, eia no menos urgente que útil uni- 
formar la demarcación judicial con la admi— • 
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nistrativa, y hacer una distribución propor- 
cionada dé territorio en las Audiencia y Cnaii - 
cilléríhs, cóH el doble objetó Jé facilitar a los 
pueblos el acceso á loS Tribunales superiores 
para alcanzar coa mas brevedad y menos 
dispendiosa justicia, y poner dios magistra- 
dos en disposición de vigilar de cerca el des- 
empeño de los jueces inferiores, como tam- 
bién de reprimir á los criminales con la ma- 
yor prontitud de los castigos. En consecuen- 
cia, después de examinados los planos, 
estados, memorias y proyectos que con tan 
importante objeto se trabajaron ae órden dei 
Sr. Rey D. Fernando Vil, mi augusto espo- 
so (que está en gloria), por una Comisión de 
magistrados y otras personas celosas del bien 
público y versadas en la materia; y habiendo 
oído sobre ello’ el dictamen de mi Consejo 
de Gobierno y el de Ministros, he venido en 
nombre de mi muy cara y amada bija ia Rei- 
na Doña Isabel 11 , en aprobar como lo mas 
adecuado á dicho fin la división y distribu- 
ción siguiente: 

Todos los Tribunales superiores de las pro- 
vincias tendrán el nombre de Reales Audien- 
cias de las respectivas capitales en que están 
situadas á excepción del Consejo Real de Na- 
varra y las Audiencia de Canarias y de Ma- 
llorca, que conservarán el que ahora tienen. 

Se establecerán además otras dos Audien- 
cias en la ciudad de Burgos y - en la villa de 
Albacete, compuesta cada una de regente, 
cinco oidores, cuatro Alcaldes del crimen y 
dos fiscales, con los competentes subal- 
ternos 

En cada una de las dos Audiencias de Va- 
Uadolid y de Granada se suprimirán una sala 
civil y otra criminal; y los ministros sobran- 
tes pasarán respectivamente con los subal- 
ternos á establecer las de Burgos y Alba- 
cete. ‘ ' '■ 

Quedan asignadas defmitiypmente , á sa- 
ber: 

A la Audiencia de Madrid: Madrid y su 
rastro, y las provincias dé Toledo, Guádala- 
jara, Avila y Segovia. 

A la de Valladolid : las provincias de Ya- 
lladolid, León, Zamora, Salamanca v Fa- 
lencia. ■' 

A la de Granada: las de Granada, Málaga, 
Jaén y Almería. 

Al Consejo Real de Navarra: la de su 
nombre.' 

A la Audiencia de la Coruña: las de la Co- 
rona', Lugo, Orense y Pontevedra. 

A la de Sevilla : las de Sevilla, Córdoba, 
Cádiz y Huelva. 

A la de O'-iedo: la de su nombre. 

A la de Canarias: las islas de su nombre. 


A la de Cdceres: las provincias de Cáceres 
y Badajoz. 

A la de Burgos: las provincias de Burgos, 
Santander, Logroño, Soria, ^laVa, Vizcaya y 
Guipúzcoa. 1 

Ala de Albacete: las de Albacete, Murcia, 
Cuenca y Ciudad-Real. 

A la de Zaragoza: las de Zaragoza, Te- 
ruel y Huesca. 

A ia de Valencia: las do Valencia, Caste- 
llón de la Plana y Alicante. 

A la de Barcelona: las de Barcelona, Ge- 
rona, Lérida y Tarragona. 

A la de Mallorca: las islas Baleares. 

La Audiencia de Madrid se declara de as- 
censo para los ministros de las otras dei Rei- 
no que mas se hubiesen acreditado por su 
integridad, sus luces, y su celo en el Real 
servicio; continúala por ahora bajo la presi- 
dencia dei actual Gobernador; y se creará en 
ella otra plaza de fiscal. 

La extensión y límites de cada una de es- 
tas provincias son los designados á continua- 
ción del R. D. de 30 de noviembre último, 
con la misma circunstancia que en él se indi- 
ca, de que si un pueblo situado á la estre- 
midad de una provincia, tiene parte de su 
territorio deutro de los límites de la conti- 
gua, este territorio pertenecerá á aquella en 
que se halle situado el pueblo, aun cuando la 
línea divisoria aparezca separarlos. 

Las Audiencias serán todas iguales en au- 
toridad y facultades , de manera que no ha 
de haber recurso de las unas para aute las 
otras, y todos los negocios civiles y crimina- 
les, inclusos los de hidalguía y lenutas han 
de quedar definitivamente terminados y con- 
cluidos en los respea tivos Tribunales supe- 
riores del territorio, salvo los recursos de la 
ley aDte los supremos de la Corte. 

Sin embargo de lo dispuesto en el artículo 
anterior el Consejo Real y los Tribunales su- 
periores respectivamente conocerán hasta 
su determinación definitiva de los recursos 
que en ellos hubiere pendientes en grado de 
apelación, ó súplica, ó por caso de Corte. 

Desde la publicación de este mi Real de- 
creto se admitirán las apelaciones para ante 
los Tribunales superiores á que el pueblo 
queda sujeto, con inclusión de Madrid y su 
rastro. Éxceptuánse las del territorio asig- 
nado á los de Burgos y de Albacete, de cu- 
yos pueblos se llevaran al Tribunal á que en 
¡a actualidad pertenecen, hasta que realmen- 
te queden las nuevas Audiencias instaladas 
con el competente número de ministros y su- 
balternos. — Palacio 26 de enero de 1834, 
(i CL . t. 19, p. 32.) 
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R. D. de 21 marzo de i 834, 


Prescribiendo reglas mny oportunas para la mdepon- 

dencia da lo? Tribunales y la mejor administración 

de Justicia, cesando práctica» abusivas. 

(Grac. y Just.) Considerando la índole 
peculiar de los negocios contenciosos; ¡a im- 
posibilidad de conocer acertadamente de 
ellos sin las formas establecidas para su cur- 
'so y terminación: la necesidad de poner fin 
á la admisión del considerable número de 
instancias extraordinarias sobre asuntos ju- 
diciales que diariamente se rae dirigen por 
la secretaria de vuestro cargo; y la utilidad y 
conveniencia de restituir á los Tribunales el 
lleno de facultades que exige la ordenada ad- 
ministración de justicia, sin privar por ello á 
los agraviados del recurso de queja á mi 
Real persona, siu menoscabar la protectora 
vigilancia que corresponde á mi Gobierno 
he venido en mandar: 

1. ’ Que no se dé curso á ninguna de las 
instancias que se me dirijan por cualquiera 
de las Secretarías del Despacho, sóbrela jus- 
ticia ó injusticia de pretensiones ó negocios 
que se hallen pendientes en los Tribunales, 

2. a Tampoco lo tendrán las en que se tra- 
te de alterar los trámites establecidos para le 
sustanciacion de los juicios. 

3. " Las que tengan por objeto separar de 
los Tribunales y Juzgados competentes, se- 
gún las leyes, el conocimiento de negocios 
por incoar, ó ya radicados en ellos. 

4. ° Las que se diríjan á variar las for- 
mas establecidas para el fallo de los pleitos y 
causas, bien se solicite qué se aumenten, 
muden ó disminuyan los jueces que han de 
sentenciarlos, ó bien cualquiera otra novedad 
en su vista ó votación. 

5. ° Las que versen sobre obtener revi- 
siones extraordinarias; ó sobre volver á abrir 
juicios ya fenecidos.— Tendréislo entendi- 
do, etc. (£7L. t. 19, p. 148.) 

R. D. de 24 mamo de 1834. 

Creando el Tribunal Supremo de España é Indias que 
luego se llamó de justicia. 

Artículo 1 Quedan suprimidos los ac- 
tuales Consejos de Castilla é Indias. 

Art, 2.° En su lugar instituyo un Tribu- 
nal Supremo de España é Indias (1). 

Art. 3.’ (Se señalan sus atribuciones; 


(i) Véanse los arts. 90 y siguientes del re- 
glamento provisional de justicia de 26 de se- 
tiembre de 1833 y el Reglamento de 17 de oc- 
tubre de 1836. 


véase el art. 90 del reglamento provisional). 

Art. 4. a El Tribunal Supremo de Espa- 
ña é Indias se compondrá de un presidente, 
quince Ministros y tres fiscales. 

Art. 5.° Estos Ministros se distribuirán 
en tres salas; dos para los negocios de la Pe- 
nínsula é Islas adyacentes y una para los de 
las provincias de Ultramar. (CL. t. 19, 'pá- 
gina 158). 

R. O. de 6 abril de 1834. ; 

Al 

(Crac, y Jüst.) Se mandó que en las cau- \ 
isas de conspiración se presten á declarar, r ; 
sin prévio permiso todos los individuos de 
fuero privilegiado (CL. t. 1,9, p. 183). — Véa- 
se Declaración judicial. Jurisdicción mi- 
LITAR. 

R . D. de 21 abril de 1834. 

I 

Estableciendo la división de partidos judiciales y atri- 
buyéndoles el ejercicio do la jurisdicción qua antes 
correspondía á ios Alcaldes, 

Art. 1.” Las provincias en que se halla 
dividido el territorio de la Península é Islas . 
adyacentes por mi decreto de 30 de noviem- 
bre próximo pasado, quedan gubdivididas en 
partidos judiciales del modo y forma que se 
expresa. 

Art. 2.* Esta división se entiende apro- 
bada sin perjuicio de las alteraciones que la 
experiencia acredite ser necesarias para su 
mayor perfección. 

Árt. 3.° Los Alcaldes ordinarios de to- ; 
dos ios pueblos cesarán desde luego en el 
ejercicio del poder judicúd, que basta el pre- 
sente hubieren desempeñado, y remitirán 
los procesos y expedientes de justicia que 
pendieren en sus Juzgados, á ios jueces "le- . i 
trados de las cabezas de partido para.su 
confinación y fallo con arreglo á las leyes; ■ j 
exceptuándose únicamente el caso en que 
no tenga el partido juez nombrado, pues en- ¿ 
tonces los Alcaldes ordinarios conocerán de 
los negocios contenciosos hasta que tome po- 
sesión el juez letrado que Yo nombraré para 
aquel partido. í 

Arts. 4.° y 5.° (Disponían que conti- 
nuaran por entonces los corregidores y Al- 
caldes mayores ejerciendo Ja jurisdicción). 

Art. 6.“ Me reservo fijar las atribuciones ) 
propias y exclusivas de los jueces de parti- 
do, sus relaciones con Jas otras autoridades; 
su rango, prerogativas y distinciones; y sus 
clases, sueldos y responsabilidad, para dar á '■ 
esta magistraturaja estabilidad y decoro que 
exige el desempeño de sus importantes fon- j. 
ciones. — Tendréislo etc. (CL. t. i 9, p. 207). 
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R. O. de 30 junio dé 4835. 

Licencias á funcionarios judiciales. 

(Grac. y Jdst.) «....'Sv M se ha ser- 

vido resolver por punto general: 

1. ° Que no se dé curso á los memoriales 
de los empleados en la administración de 
justicia en que soliciten licencio, sin que ven- 
gan por el conducto y con el informe de los 
regentes de las Audiencias del territorio en 
que sirvan. 

2. ° Que los regentes no remitan al Mi- 
nisterio de mi cargo ninguna solicitud de 
esta clase que se funde en interés particular 
ó de familia. 

3. ° Que respecto á las que se apoyen en 

falta de salud, procuren asegurarse para 
emitir su dictámen de si la enfermedad ale- 
gada es de tal naturaleza que exija precisa- 
mente la mudanza de aires y alimentos ó 
de clima, tomando sobre el particular las 
noticias que les parezcan mas exactas y 
fidedignas. — De Real órden etc. Madrid 30 
de junio de 4835. — Manuel García Herreros. 
(CL. 463.) 

R. D. de 26 setiembre de 4835. 

Reglamento para la administración de justicia en lo 
respectivo á la jurisdicción ordinaria. 

Sumario. 

Contiene el Reglamento seis capítulos cuyos 
epígrafes son:— I. Disposiciones comunes res- 
pecto á todos los que ejercen jurisdicción or- 
dinaria. — II Jueces y juicios de paz. Alcaldes 
como jueces ordinarios.— III. Jueces letrados 
de primera instancia.— IV. Audiencias. —V. 
Tribunal Supremo. 

(Gracia y Justicia.) Ocupado constan- 
temente mi Real ánimo dei anhelo de me- 
jorar la administración de justicia por lo 
mucho que en ella se interesa el bien de la 
Nación, y entre tanto que reunidas otra vez 
las Córtes del Reino puedan establecerse con 
su acuerdo las medidas legislativas que mas 
convengan para este fin, he venido en de- 
cretar á nombre de mi augusta hija la Reina 
doña Isabel II, oido el dictámen del Consejo 
de Ministros, que se observe por ahora el 
siguiente 

Reglamento provisional para la adminis- 
tración DE JUSTICIA EN LO RESPECTIVO Á 

LA REAL JURISDICCION ORDINARIA, PUBLICA- 
DO POR REAL DECRETO DE 26 DE SETIEMBRE 

DE 4835. 

CAPITULO I. 

Disposiciones comunes respecto á todos ios 
que ejercen jurisdicción ordinaria. 

Artículo 4.° La pronta y cabal adminis- 

Tomo VIII. 
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tracion de justicia es el particular instituto y 
la primera obligación de los magistrados y 
jueces establecidos por el Gobierno para ello: 
los cuales por tanto no podrán tener ningún 
otro empleo, comisión ni cargo público que 
les impida ó dificulte desempeñar bien las 
funciones judiciales (4). 

2. ® Deberán bajo la mas estrecha respon- 
sabilidad, cada uno en cuanto le pertenezca, 
administrar y hacer que se administre gra**- 
tuitamente cumplida justicia á los que según 
las leyes estén en la clase de pobres, lo mis- 
mo que á los que paguen derechos: cuidan- 
do también de que en sus pleitos y causas 
los defiendan y ayuden de balde, como de- 
ben, los abogados y curiales (2), 

3. ° Aun cuando no esté en ¡a dase de 
pobre, á todo español que denuncie ó acuse 
criminalmente algún atentado que se haya 
cometido contra su persona, honra ó propie- 
dad , se le deberá administrar eficazmente 
toda la justicia que el caso requiera, sin exi- 
gírsele para ello derechos algunos ni por los 
jueces inferiores, ni por los curiales, siem- 
pre que fuere persona conocida y suficiente- 
mente abonada ó que diere fianza de éstar á 
las resultas del juicio. Pero todos los derechos 
que se devenguen serán pagados después 
del juicio, por medio de la condenación 
de costas que se imponga al reo ó al acu- 
sador ó denunciador , el cual debe sufrirla 
siempre que aparezca haberse quejado sin 
fundamento. 

4. ° En la sustanciacion de los negocios 
civiles y criminales deberán también todos 
los jueces, bajo su responsabilidad, observar 
y hacer que se observen con toda exactitud 
ios sencillos trámites y demás disposiciones 
que las leyes recopiladas prescriben para 
cada instancia, según la clase del juicio ó del 
recurso, sin dar lugar á que por su inobser- 
vancia se prolonguen y compliquen los pro- 
cedimientos ó se causen indebidos gastos á 
las partes; sobre lo cual- en adelante no po- 


li) Véase también el art. 44 de las Orde- 
nanzas. Por R. O. de 22 diciembre de 1535 se 
declaró que los magistrados encargados de las 
Asesorías de las Comisiones militares cesasen 
en ellas por baber incompatibilidad en estos 
dos cargos y ser contrario á lo dispuesto en el 
art. 1° del reglamento. 

(2) Véanse el art. 7.°delR. D. de 26 mayo 
de 1854, los arts. 479 al 200 de la Ley de En- 
juiciamiento; en el artículo Aranceles judicia- 
les el 628 de los mismos, la K. O de 3 octu- 
bre de 1847, y la de 10 de noviembre de 1853, 
y el artículo Abogado. 
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drá servir de excusa á ios jueces ninguna 
práctica contraria á la ley (1). 

5. ü Por ahora y hasta que alguna ley 
establezca oportunamente todas las garantías 
que debe tener la libertad civil de los espa- 
ñoles á ninguno de ellos podrán ponerle ó 
retenerle en prisión ni arresto ios tribunales 
ó jueces sino por algún motivo racional bas- 
tante en que no haya arbitrariedad (2). ■ 

6. ° A toda persona arrestada ó presa 

que no lo esté por razón de pena correccio- 
nal aplicada ó de juicio ya pronunciado, se 
le deberá recibir declaración sin falta algu- 
na dentro de las veinticuatro horas de ba- 
l'arse en la prisiou ó arresto,- como orde 
na la ley recopilada; y si fuere imposible ha- 
cerlo por otras urgencias preferentes del ser- 
vicio público, se expresará el motivo en 
el proceso, y cuidará el juez de que dentro 
de dicho término se informe al preso ó ar- 
restado de Ja causa por que lo está y del 
nombre del acusador, si le hubiere, reci- 
biéndose la declaración tan prouto como 
ser pueda (3). 

1,° A ninguna persona tratada como reo 
se la podrá mortificar con hierros, ataduras, 
ni otras vejaciones que no sean necesarias 
para su seguridad; ni tampoco tenerla en 
incomunicación como no sea con especial 
órden del juez respectivo; el cual no lo po- 
drá mandar sino cuando lo exija la naturale- 
za de las averiguaciones sumarias, y por so- 
lo aquel tiempo que sea realmente necesa- 
rio (4), 

8.° En toda causa criminal, así los pro- 
cesados como los testigos serán precisamen- 

(1) Hoy deben atenerse en lo civil á la Ley 
de Enjuiciamiento civil, y en lo penal al ar- 
ticulo 51 de este reglamento provisional para 
la aplicación del Código penal en lo que mo- 
difica las Imposiciones de las leyes recopiladas 
y posteriores. 

(2) Se bailan establecidas estas garantías 
por las reglas 25 á la. 36 de la ley provisional 
para la aplicación del Código penal, y por lieal 
aecreto de 3 i setiembre de 1853, insertos en 
Código penal y los arts. 2. o, 4.°, 8.°, 10, 12 y 31 
de la Constitución de 1869. 
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te juramentados y examinados por el juez de 
1 la causa, y ante el escribano de ella; y si re- 
sidieren en otro pueblo, lo serán por la per- 
sona á quien el juez comisione para este tín, 
y tamLien ante escribano (1). 

A unos y otros no se les deberán hacer 
nunca por los jueces sino preguntas directas, 
y de ningún modo capciosas ni sujestivas; y 
estos serán ■ estrechamente responsables, si 
para hacerlos declarar á su gusto, emplea- 
ren alguna coacción física ó moral, ó alguna 
promesa, dádiva, engaño ó impropio ar- 
tificio. 

9. ° En la confesión, para hacer cargos al 
tratado como reo, se le deberán leer íntegra- . 
mente las declaraciones y doru mentes en 
que se funden, con los nombres de ios tes- 
tigos; y si por ellos no los conociere, deben ■ 
dárseles cuantas serias quepan y basten para 
que pueda venir en conocimiento de quié- 
nes son. 

No se podrán hacer otros cargos que ios 
que electivamente resulten del sumario, y 
tales cuaies resalten, ni otras reconvenció^ 
nes que. las que racionalmente se deduzcan 
de lo que responda el confesante; debiendo 
siempre el juez abstenerse de agravar unas ■ 
y otros con calificaciones arbitrarias (i). 

10. Desde la confesión en adelante será 
público el proceso, y oinguna pieza, docu- ' 
mentó ni actuación en él se podrá nunca 
reservar á las partes. Todas las providencias 
y demás actos en ei plenario, inclusa princi- 
palmente la celebración del juicio, serán 
siempre en audiencia pública, excepto aque- 
llas causas en que la decencia exija que dé 
veaná puerta cerrada; pero en unas y otras .• 

■ podrán siempre asistir los interesados y sus 
defensores, si quisieren (3). ‘ 

11. En cualquier estado de la causa en 
que resulte ser inoeente el arrestado ó pre- 
so, se le pondrá inmediatamente en libertad-' 
sin costas algunas, debiendo serle concedida 
también, pero con costas y bajo fianza é 


(3) Conforme con lo dispuesto en el artícu- 
lo 290 de la Constitución de 1812,. y hoy por la 
regla 30 de la ley provisional para la aplica- 
ción del Código penal. 

(4) Conforme con el art. 303 de la Constitu- 
ción de 1812, y con la regla 33 de la' ley provi- 
sional. Por R. C. de 25 de julio de 1814, se 
mandó ya que *en adelante no puedan los jue- 
ces interiores, ni los superiores usar de apre- 
mios ni de género alguno de tormento personal 
para la declaración y confesiones de ¡os reus ni 
de' los testigos, quedando abolida la práctica 
que había de ello.» 
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caución suficiente, en cualquier estado en 
que, aunque nú resulte.su inocencia, aparez- 
ca que no es reo de pena Corporal. Solo 
cuando lo fuere por álgun otro delito se sus- 
penderá )a soltura en estos Casos (1). 

Deberán considerarse con^o penas corpo- 
rales, además de la capital, la de azotes, 
vergüenza, bombas, galeras-, minas, arsena- 
les, presidio, obras públicas, destierro.de! 
reino, y prisión ó reclusión por mas de seis 
meses. . - 

12. A ningún procesado se le. podrá 
nunGa rehusar, impedir ni coartar ninguno 
de sus legítimoajnedios de defensa, ni impo- 
nerle pena alguü sin que antes sea oido y 
juzgado con arreglo á derecho por el juez ó 
Tribunal que laíey tenga establecido. 

13. Los fiscales y los promotores fiscales 
podrán ser apremiados á instancia de las par- 
tes eomo cualquiera de ; ellas, y las respues- 
tas ó exposiciones de los mismos así en las 
causas criminales corno en las civiles, no se 
reservarán en ningún caso para que Jos in- 
teresados dejen de verlas. 

Cuando estos funcionarios hablen en ex- 
trados como actores ó coadyuvantes de la ac- 
ción , lo harán antes que los defensores de 
los reos ó de las personas demandadas (2). 
a 14. Fenecida cualquiera causa civil ó 
criminal, si alguien pidiere que á su costa se 
le dé el testimonio de ella ó del memofial 
ajustado para imprimirlo ó para otro uso, es- 
tará obligado á mandarlo así el juez ó Tribu- 
nal respectivo (3). 

15. Todos los Tribunales y jueces ordi- 
narios harán públicamente eu el sábado de 
cada semana una visita, así de la cárcel ó cár- 
celes^ públicas del respectivo pueblo, cuando 
hubiere en ella algún preso ó arrestado per- 


(1) Este artículo está en relación con lo, 
hoy dispuesto en las reglas 25, 34 y 36 de la ley 
provisional y en el R D. de 30 setiembre de' 
Í053. No hace falta por lo mismo establecer la 
división de penas corporales ni la establece 
tampoco el Código penal. 

(2) Por R. O. de 13 de octubre de 1844 se 

declaró conforme con el espíritu de este articu- 
lo: «I o que cuando el fiscal se presente en es- 
trados sosteniendo la sentencia de que hubiese 
apelado ó suplicado el reo, bable después que 
el defensor de este. 2.° que el fiscal use tam- 
bién déla palabra el último, siempre que apo- 
ye la sentencia cuya revocación ó enmienda; 
solicite el reo, haya este ó no apelado ó suplí-* 
cado de ella.» i 

(3) Sobro el objeto de esto articulo se dic- 
taron an 2 de diciembre de 1845 varias reglas 
parí sacar copias de causas y otros documen- 
tos judiciales, — V. Archivos. 
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ténecMte á fó Real jurisdicción Ordinaria có- 
mo de cualquier ótro sitio en que los haya 
dfe esta clase; y en dicha vigila én la cual se 
pondrán dé manifiesto todos loá ’ presos sin 
excepción alguna, examinarán el éstado de 
las cáusas de los que lo estüviereü á su disposi- 
ción; los oirán, si algo tuvieren que exponer 
reconocerán por sí mismos las habitaciones 
de los encarcelados y se informarán pun- 
tualmente del alimento, asistencia- y trato que 
se les dá, y de si les incomoda Con mas pri- 
siones qué las necesarias para su seguridad, 
ó se les tiene en incomunicación, no estando 
así prevenido; y pondrán en libertad álos que 
no deban continuar presos tomando todas las 
disposiciones oportunas para el remedio de 
cualquier retraso, entorpecimiento ó abuso 
que adviertiéren , y avjsando á la autoridad 
competente si notaren males que ellos no 
puedan remediar. 

Si entre los presos hallaren alguno corres- 
pondiente á otra jurisdicción , se limitarán á 
examinar cómo Se le trata, á reprimir las fal- 
tas de los carceleros y á comunicar á los jue- 
ces respectivos lo demás que adviertan y en 
que toque á estos entender. 

Para hacer estas visitas los Tribunales co- 
legiados, bastará que asistan dos de sus mi- 
nistros y un fiscal. 

16. Sin embarga, en lás capitales donde 
hubiere Real Audiencia, será estala que ha- 
ga dicha visita semanal , á la cual deberán 
asistir los jueces de primera instancia, y los 
Alcaldes y tenientes de Alcalde del pueblo 
con las cáusas de sus respectivos reos, si los 
tuvieren , para informar sobre lo que se 
ofrezca. 

Si en la capital se debieren visitar dos ó 
mas cárceles, podrá nombrarse para cada 
una de ellas dos ministros y un fiscal, á fin 
de que todas sean visitadas simultáneamente 
y con menos trabajo (1). 

Donde sin haber Audiencia existieren jue- 
ces letrados de primera instancia, serán ellos 
los que hagan la visita, concurriendo tam- 
bién ios Alcaldes y los tenientes de Alcalde 
para informarles si tuvieren á su disposición 
algún preso. 

17. Las Audiencias donde residan , y en 
los demás pueblos los jueces de primera ins- 
tancia, y en su defecto los Alcaldes , liarán 


fi) Véanse el art. 19 del reglamento del 
Tribunal Supremo de i7 de octubre de 1835, 
los artículos 49 al 63 de las Ordenanzas de las 
Audiencias de 19 de diciembre de 1835, el 31 y 
93 al 10-2 del de los Juzgados de ! u de mavo 
de 1844. y el ii del R. D de 20 de mayo de 
1854. 
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además públicamente una visita general de 
las respectivas cárceles públicas y de cual- 
quier otro sitio donde baya presos del fuero 
ordinario en ios tres dias señalados por las 
leyes, y en el que, no siendo feriado, prece- 
da mas inmediatamente al de la Natividad 
de Nuestra Señora; ejecutándose en esta vi- 
sita lo múiTlo que queda prescrito respecto 
á la semanal jf ). 

Pero á las visitas generales que hagan las 
Audiencias concurrirán el regente y todos los 
ministros y fiscales; y asía las primeras como 
á las que de igual clase hagan por sí ios jue- 
ces inferiores, deberán asistir sm voto dos re- 
gidores del pueblo, á cuyo lia el regenteó e) 
juez respectivo cuidará de avisar anticipada- 
damente al Ayuntamiento para que los nom- 
bre. Estos regidores tendrán lugar y asiento 
con el juez y con d Tribunal después del 
primero cuando concurran con él solo, y 
después de los iiscales, cuando lo hagan con 
la Audiencia. 

18. Siempre que algún preso ó arrestado 
pidiere ser oído, el juez ó un ministro de la 
Sala que conozca de ia causa, pasará á oírle 
cuanto tenga que exponer, dando el último 
cuenta al Tribunal. 

19. Los jueces y Tribunales, así como 
deben cuidar de que los abogados les guar- 
den el debido respeto y se arreglen á tas le- 
yes en el ejercicio de su profesión, están 
obligados á tratarlos con el decoro corres- 
pondiente; y á no ser que hablaren fuera 
de órden ó se excedieren en alguna otra ma- 
nera, no ios interrumpirán ni desconcerta- 
rán cuando informen en estrados, m it;s coar- 
tarán directa ni indirectamente el libre des- 
empeño de su encargo j2). 

20. Los Tribunales se abstendrán tam- 
bién de molestar ó desautorizar á los jueces 
interiores con aperi ibimientos, reprensiones 
ú otras condenas por leves y excusables fal- 
tas, ó por errores de upimou en casos dudo- 
sos, y sin perjuicio de censurarlos y corre- 
girlos cuando electivamente lo merezcan, no 
dejarán nunca de tratarlos con aquel deco- 
ro y consideración que se debe á su minis- 
terio. 


(1) Por R. 0. de 17 de marzo de 1852 se 
resolvió que la visita general de cárceles ames 
de la Semana santa se verifique el martes de la 
misma Semana santa, en atención á ser aquel 
día el último del despacho con arreglo á lo 
dispuesto en el R, D. de 10 de mayo de 1851 
sobre vacaciones. 

(.2) Véase ei articulo Abogado. 


CAPITULO II. 

De los jueces y juicios de paz d actos 


conciliación , y de los Alcaldes de lospue» 
blos como jueces ordinarios.' 


SECCION PRIMERA. 


JUECES Y JUICIOS DE. PAZ (1). 

21. Sin hacer constar que se ha intenta- 


. ■: 


do el medio de la conciliación y que estaño 
ha teniuo efecto, no podrá entablarse «fi 
juicio ninguna demanda civil ni ejecutiva V 
sobre negocio susceptible de ser completa* 


mente terminado por avenada de las' par- ,■ 
querella alguna sobre meras 


tes; ni tampoco 
injurias de aquellas en que sin detrimento . y \ 
de la justicia se repara la ofensa Qpn solo la : 
condonación del ofendido. ¿ 

Exceptúanse de la necesidad de que se nt* * 
tenLe antes la conciliación: J 

1. ° Las causas que interesen á la Reai . a 
Hacienda, a los pósitos ó á los propios defes: J 
pueblos, á los demás feudos y establecí-*, 
mientes públicos, á herencias vacantes ó ií 
menores de edad, ó á fes que se hallen pri^ 
vados de la administración de sus bienes, - /j 

2. ° Los negocios de que se debe conocépq 
en juicio verbal, los interdictos posesorias*; 
los juicios de concurso, las denuncias dñí 
nueva obra, los recursos para intentar algiiff, 
reftacto ó tanteo, ó la retención de aigüB¿y 
gracia, ó para pedir la formación de inventarié 
o partición de bienes, ó para otros casos 
gentes de semejante naturaleza. Pero si IñH 
hiere de propunerse después demanda 

que huya de causar juicio contencioso poíétfL':' 
critu, deberá preceder precisamente ei 
de conciliación (2j. ;/*“ 

22, Eu cada pueblo el Alcalde y loé'&^v 
mentes de Alcalde ejercerán pl oficio de jue- ,| 
ces de paz ó conciliadores; y ante cuaiqi#-'.; 
ra de ellos deberá presen ,arse todo él 38^ 
tuviere que demandar á otro por negocio-;^*! 
vil ó por injurias que no se comprendan éfi vi 
las excepciones del artículo precedente ítyfM 


n.lV - 


(I) Aunque sobre las disposiciones de esV» ■ 
sección y de todo el capitulo hay que estar ¡Ul,- 
lo civil á lo prevenido en la Ley de Enj. eivi^á 
hemos dejado integras sus disposiciones MW\ 
solo porque en algún modo es útil su cónywí. 
miento, sino también porque rige todavía 
lo relativo á los juicios de conciliación bü^í| 


injurias, aunque conozcan en elfes los jueCé^ 


de paz. 

(2) Véanse los arts. 20i al 204 de la LejM* 
Enj. civil. 

tíí) Sobre negocios civiles, véase el ar^:* 7 ;v| 
de la Ley de Enj. civil. " ™ 
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23. El juez de paz, con dos hombres 
buenos nombrados uno por cada parte, pero 
sin necesidad de que asista escribano, las oirá 
á ambas personalice' te ó representadas por 
apoderados con poder bastante, se enterará 
de las razones que aleguen , y oido el dicta- 
men de los dos asociados, dará dentro de 
cuatro dias, á lo mas, la providencia de con- 
ciliación que le parezca mas propia para ter- 
minar el juicio; la cual, con expresión de si 
las partes se conforman ó no, se asentará en 
un libro que debe llevar dicho juez con el 
título de juicios de paz, firmando él , los 
hombres buenos y los interesados, si supie- 
ren se darán á estos las certificaciones que 
pidan (1). 

24. La providencia del juez de paz ter- 
minará efectivamente el litigio si las partes 
se aquietaren con ella, en cuyo caso la hará 
aquel Ifevar á efecto sin excusa ni tergiver- 
sación alguna (2 . 

25. Si las partes no se conformaren, to- 
davía el juez.de paz las exhortará á que por 
el bien de ellas mismas comprometan su di- 
ferencia en árbitros ó mejor en amigables 
coníponedores, y lo hará anotar en el libro,' 
con expresión de sise convienen ó no los inte- 
resados. Si tampoco en esto se convinieren, 
dará al que la pida una certificación de ha- 
berse intentado el medio de la conciliación, 
y de que no se conformaron las partes ni se 
avinieron á un compromiso. 

26. Toda persona demandada á quien 
cite un juez de paz para la conciliación est*¡ 
obligada á concurrir ant.e él para este efecto, 
ó personalmente, ó por medio de apoderad-o 
con poder bastante; y si residiere en otro 
pueblo, la citará el juez de paz por medio de 
oficio á la justicia respectiva, señalando el 
término que sea suficiente (3). 

Cuando el citado no cumpliere, se le cita- 
rá regunda vez á costa suya, conminándole 
el juez de paz con una multa de 20 á 100 
reales devn,, según las circuntancias del -ca- 
so y de la persona; y si aun así no obedecie- 
re dará dicho juez por terminado el acto, 
franqueará al demandante certificación de 
haberse intentado el medio de la conciliaciou 
y de no haber tenido efecto por culpa del 


(t) Véase para lo civil el art. 2* 2 de la Ley 

de Enj civil. 

(2) En lo civil no se dicta providencia se- 
gún la nueva ley. 

(3) , Conforme con el art. 209 de la Ley 

de Enj. civil; pero no tiene lugar la segunda 
citación de que habla el párrafo segundo á no 
haber manifestado causa justa para no compa- 
recer. . 
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' demandado, y declarando á este incurso én 
la multa, se la exigirá ó hará exigir desde 
luego con la aphcacion ordinaria. ■ 

En las provincias de Ultramar podrá ser 
doble la multa. 

27. Si la demanda ante el juez de paz 
fuere sobre retención de efectos de un deu- 
dor que intente sustraerlos, 6 sobre algún 
otro punto de igual urgencia, y el actor pi- 
diere á dicho juez (fue desde luego provea 
provisionalmente para evitar los perjuicios 
de la dilación , lo hará este así sin retraso, 
y procederá inmediatamente' al juicio de 
paz(l). 

28. Cuando sean demandantes ó deman- 
dados los mismos jueces de paz, y no baya 
en el pueblo otro que tenga este carácter, 
hará las veces de juez de paz e! regidor que 
prirmro siga en énlen; y si fuere demandado 
ó demandante el Ayuntamiento en cuerpo, 
se ocurrirá para la conciliación al juez de paz 
del pueblo mas inmediato. 

29. Los jueces de paz y las demás per- 
sonas que concurran á este juicio no lleva- 
rán por él derecho alguno; pero para aten- 
der al necesario gasto del libro y esciibiente, 
se podrán exigir dos reales de vellón a cada 
parle que no sea pobre de solemnidad , do- 
blándose la suma en Ultramar. 

30. Los jueces de paz, penetrándose, de 
la importancia de sus funciones y de lo mu- 
cho que interesa el que se eviten cuanto sea 
posible los pleitos y disensiones entre los 
ciudadanos, pondrán la mayor eficacia en 
conciliar á los que se presenten ante ellos, 
teniendo entendido que mientras mas litigios 
y querellas corten , mayor será el servicio 
que hagan al Estado y mayor el mérito que 
contraigan á los ojos del Gobierno. 

SECCION SEGUNDA. 

ALCALDE Y TENIENTES DE ALCALDE COMO JUECES 
ORDINARIOS (2). 

31. Los Alcaldes y los tenientes de Al- 
calde son además jueces ordinarios en sus 


(1) Hoy, sobre embargos preventivos, hay 
ueestar á lo depuesto en los arts. 930 al 940 
e la Ley de Enj. civil. 

(2) Ejercicio de la jurisdicción entre los Al- 
caldes y tenientes. Por R- O. de 23 de setiem- 
bre de i847 se declaró qne los Alcaides pueden 
delegar en sus tenientes las facultades judicia- 
les que les competen, con tanto mas motivo 
teniendo los mismos tenientes aptitud legal 
para ejercer esas mismas atribuciones por la 
sección 2. a , cap. II del reglamento provisional. 
Después se publicó la importante R- O de *,6 
de setiembre de 1851 que aclara las dudas so- 
bre el ejercicio de la jurisdicción de los Alcal- 
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respectivos pueblos para conocer, á preven- 
ción con el juez letrado de primera instancia, 
donde le hubiere, de las demandas civiles 
cuya entidad no pase de diez duros en la Pe- 
nínsula é islas adyacentes, y de treinta en 
Ultramar, y de los negocios criminales sobre 
injurias y faltas livianas que no merezcan 
otra pena que alguna reprensión ó correc- 
ción ligera, determinando unos y otras en 
juicio verbal. 

Para este fin , en cualquiera de dichas de- 
mandas se asociará también el Alcalde ó el 
teniente de Alcalde con dos hombres buenos 
nombrados uno por cada parte , y después 
de oir al demandante y al demandado , y el 
dictámen de los dos asociados,, dará ante es- 
cribano la providencia que sea justa; y de 
ella no habrá apelación ni otra formalidad 
que asentarla , con expresión sucinta de los 
antecedentes, en un libro que deberá llevar 
para ios juicios verbales, firmando el Alcal- 
de ó teniente de Alcalde, los hombres buenos 
y el escribano. 

32. Conocerán también como jueces or- 
dinarios los Alcaldes y los tenientes de Alcai- 
de los pueblos en todas las diligencias judi- 
ciales sobre asuntos civiles, hasta que lle- 
guen á ser contenciosas entre partes,- en 
cuyo caso deberán remitirlas al juez letrado 
de primera instancia y aun podrán , á solici- 
tud de parte, conocer en aquellas diligencias 
que, aunque contenciosas, sean urgentísi- 
mas, y no den lugar á acudir al juez letrado, 
como la prevención de un inventario, la in- 
terposición de un retracto, y otras de igual 
naturaleza; remitiéndolas á dicho juez, eva- 
cuado, que sea el objeto en aquella parte, que 
la urgencia requiera. 

33. Los Alcaldes y los tenientes de Al- 
calde, en el caso de cometerse en sus pueblos 
algún delito, ó de encontrarse algún delin- 
cuente, 'podrán y deberán proceder, de oficio 
ó á instancia de parte, á formar las primeras 
diligencias del sumario, y arrestar á los reos, 
siempre que constare que lo son, ó que haya 
racional fundamento suficiente para consi- 
derarlos ó presumirlos tales. Pero deberán I 
dar cuenta inmediatamente al respectivo juez 
letrado de primera instancia, y le remitirán 


des y tenientes. Está inserta en Código penal 
tomó III, ’pág. 202. 

— Véanse además en el mismo tugar, las re- 
glas t. K , 3. a ; 5. a , 6. a y 7. a de la ley provisional 
para la aplicación del Código penal, reformada 
en 30 de junio de 1850, y la R. 0. de i.° julio 
de 4848 —Sobre los asuntos civiles son compe- 
tentes los jueces de paz y no los Alcaldes.— 
V. JUICIOS VERBALES. JUZGADOS DE PAZ. 


las diligencias, poniendo á su disposición los 
reos. 

Este conocimiento en los pueblos donde -p 
residan los jueces letrados, podrán y deberán 'i 
tomarle á prevención con estos ios Alcaldes $ 
y los tenientes de Alcalde, hasta que avisad# , 
el juez sin dilación pueda continuar por bí - f 
los procedimientos (1). ■ ' ■ 

34. Todas las diligencias que en las cá®- ' | 

sas, así civiles como criminales, se ofrezcan > 
en los pueblos donde no residan otros jueces 
ordinarios que Jos Alcaldes, serán cometidas I 
exclusivamente á estos ó á Jos tenientes de . -3 
Alcalde, salvo si por alguna particular cíim- | 
cuustancia, el Tribunal ó juez que conozca 3 
de la causa principal, creyere mas conv&r 1 
niente a! mejor servicio cometerlas á otra jl 
persona de su confianza (2). J 

35. En cuanto á lo gubernativo, eco»* 'í 

nómico y de policía de los pueblos, ■ los Al* i 
caldes y los tenientes de Alcalde ejercerás 'J 
la autoridad y facultades que Ies señalan, 6 
en adelante les señalaren las leyes y regla» -'i 
mentos. ■' íj 

CAPITULO III. L .' 1 

De los jueces letrados de primera instancia’, 

36. Los jueces letrados de primera 
tancia son, cada uno en el partido ó distrito 
que le esté asignado, los únicos á quienes,;? 
compete conocer en la instancia sobrediQhtt'^ 
de todas las causas civiles y criminales que, : vi 
en él ocurran correspondientes á la Reel ^ 
jurisdicción ordinaria, inclusas las que hasta, L /; 
ahora han sido casos de Corte, y salvo lo drs** ' j 
puesto en el art. 31, exceptuándose sola-- ' 
mente, á mas de los negocios que pertenece» 

á las jurisdicciones eclesiástica, de Real Hit- ¿ 
cienda, y militar de Guerra y Marina, los qu& 
corresponden á los estamentos de las Górtes* ' 
á los Juzgados especiales de comercio„ó d$ . ¿ 
minería, y á aquellos de cuyas apelaciones \j 
conoce la Real y suprema Junta patrimonial, ;■ 


-■ ' V 

(1) Véase el art. 405 del reglamento dé le® 
Juzgados de l.° mayo 4844 que quieres (jyw 
simultáneamente al auto de oficio se dé 

al juez del partido de la formación de causa!, J 
se tome declaración á los arrestados dentro da í 
veinticuatro horas cuando por motivo justo no ‘i 
se pusiesen dentro de dicho término á disppri" : ! 
cion del Juzgado. 

— Véanse también las notas al art. 54 de esté ■ 
reglamento, y las demás disposiciones que se , 
refieren al procedimiento penal y que se hallan • 
en este artículo por órden cronológico. 

(2) En lo civil debe ser hoy á los jueces de ■ : .J 
paz (Arts. 33, 229, 4294, 4327 etc., de láléyde 
Enj. civil.) 
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-las cóüsaó que en primera instancia se‘ re- 
servan por este reglamentó al Tribuna! Su- 
premo de España é Indias, y á las Audiencias, 
y las que én lo sucesivo atribuyere la ley á 
jueces ó Tribunales especiales (i). 

37. Los negocios de fuero ordinario no 
comprendidos en las excepciones del at^- 
tículo anterior, que actualmente se hallaren 
pendientes en primera instancia en otros 
Juzgados especiales ó privativos, ó en Tri- 
bunales que no deban ya conocer de ellos, 
se pasarán para su contimiacion en el estado 
que tengan al juez letrado del respectivo 
partido ó distrito, é no ser que alguna dis- 
posición soberana posterior á la extinción de 
ios Consejos de Castilla y de Indias, autorice 
expresamente á dichos Juzgados ó Tribunales 
para que continúen en el conocimiento hasta 
fallar ó terminar talos asuntos. 

Los Juzgados especiales ó privativos que 
no tengan semejante autorización, ni sean 1 
de ios exceptuados en el artículo precedente, 
cesarán desde luego si subsistieren todavía. 

38, Sin embargo de b prescrito en el ar- 
tículo 36, cuando ocurra algún delito de 
tales ramificaciones ó de tales circunstancias 
que no permitan seguir bien la causa sino en 
la capital de la provincia ó del Reino, ó en 
otro Juzgado diferente de él del fuero del de- 
lito, S. M. cometerá el conocimiento al juez 
letrado de primera instancia que le parezca 
mas á propósito; y esto mismo en igual caso, 
si no mediare Real disposición, podrán hacer 
por sí las Audiencias á petición de su fiscal 
cada una respecto á su territorio; pero dando 
inmediatamente cuenta de ello al Gobier- 
no (2). 

36. La autoridad de los jueces letrados de 
irimera instancia se limitará precisamente á 
o contencioso, á la persecución y castigó de 
os delitos comunes y á la parte de policía 
judicial que las leyes y reglamentos le atri- 
buyen; y nunca podrá mezclarse en lo gu- 
bernativo ó económico de los pueblos. 

40. Podrán estos jueces en el pueblo de 
su residencia conocer en juicio verbal, á | 
prevención con los Alcaldes y los tenientes 
de Alcalde, de las demandas civiles y nego- 
cios criminales sobre injurias y faltas livia- 
nas comprendidos en el art. 31 : v solo á los 
jueces letrados competirá , respecto á todo 
su partido ó distrito, conocer en igual juic o 
de aquellas demandas civiles que, pasando [ 
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de lás Cantidades expresadas en dicho ar- 
: tíeulo, no excedan de'23 duros en la Penín- 

■ sula é Islas adyacentes, y de 1 00 en Ultramar. 

Para todos estos ¡o cios! verbales los jueces 

■ letrados observarán respectivamente las mis- 
mas formalidades que prescribe á los Alcal- 
des v tenientes de Alcalde el citado articu- 
lo 31 (1). 

41. De las demandas civiles que, pasan- 
do de las cantidades expresadas en el prece- 
dente artículo , no excedan en la Península 
é Islas adyacentes de los 40.000 mrs. que fija 
la ley 11, tít. XX, iib. XI de la Nov. Recop., y 
del cuádruplo en Ultramar, conocerán los 
jueces de primera instancia por juicio escrito 
conforme á derecho, simplificando y abre- 
viando los trámites cuanto lo permitan las 
leyes y esclarecimiento de la verdad, sin 
que contra la sentencia que dieren haya lu- 
gar á otro recurso que , ó el de apelación 
para ante el Ayuntamiento de la capital del 
partido judicial respectivo, con arreglo al 
benéfico espíritu de la citada ley, ó el de 
nulidad para ante la Real Audiencia del 
territorio , cuando el juez hubiere dado 
su fallo contra alguna ley clara y terminan- 
te, ó violado en algun trámite esencial las 
leyes que arreglan el procedimiento': siem- 
pre que en este último caso la violación 
haya sido formal y expresamente reclamada 
en balde antes de la sentencia, si hubiere 
podido serlo. 

42. En el caso de interponerse alguno 
de estos- recursos , se observarán las reglas 
siguientes: 

Primera. La parte agraviada deberá in- 
terponer uno ú otro ante el mismo juez que 
hubiere dado la sentencia, y dentro del pre- 
ciso término de los cinco dias siguientes al 
de su notificación; sopeña de que, pasado sin 
hacerlo, quedará firme y ejecutoriada la sen- 
tencia. 

Segunda. Si se interpusiere apelación 
para ante el Ayuntamiento sobredicho , la 
admitirá el juez sin otra circunstancia, y le 
pasará los autos originales, haciendo citar y 
emplazar antes á las partes para que dentro 
de tercero día acudan á usar de su derecho 
ante aquella corporación. 

Tercera. Dentro del preciso término de 
ocho dias de habérsele pasado los autos, el 
Ayuntamiento pleno, asistido de algnn ase- 
sor letrado , se instruirá bien de lo que da 
ellos resulte; y oyendo de palabra cuanto 


(1) Véanse los artículos Jurisdicción ordi- 
naria, Jurisdicción militar. Jurisdicción ecle- 
siástica. Juicio... Procedimiento etc. 


(I) Sobre lo dispuesto en este artículo y ea 
los dos siguientes hay que estará lo establecí di 

•» á- ■ 1 Ito i a ■ orí 1 a T nv f\o n i 11 i _ 


? ..,w — . ,.ww — ico ueij vj g , . 7 

(2) Véase e! art. 247 déla Constitución de i en los arts. 1163 al 1180 de la Ley de Lnjui- 
1812, y el 11 de la de 1869. 1 ciamienlo civil. 
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] ? K nartfis tuvieren que exponer , ó intenta- 
ren probar con nuevos testigos que presen- 
te en ei acto, pero sin admitirles ningún es- 
crito, ni dar lugar á mas trámites, pronun- 
ciará ex cequo el bono la sentencia que le 
parezca mas justa; la cual sin ulterior re- 
curso alguno causará ejecutoria, y será lle- 
vada á puro y debido electo por el juez, de- 
volviéndosele los autos para ello. 

Cuarta. Si se interpusiere recurso de 
nulidad, deberá el juez admitirlo sin otra 
circunstancia, á menos que no fuere impro- 
cedente, con arreglo á lo prescrito en el 
final del artículo anterior; y admitido, remi- 
tirá á la Audiencia los autos originales á cos- 
ta del que hubiere interpuesto el recurso, 
citándose y emplazándose antes á las partes 
para que acudan á ella á usar de su derecho. 
Pero si alguna pidiere antes de la remi- 
sión que quede testimonio de dichos autos, 
lo dispondrá así el juez á costa de la misma. 

Quinta. La interposición del recurso de 
la nulidad no impedirá que se Heve á efecto 
la sentencia del juez, siempre que la parte 
que la hubiere obtenido preste fianza cor- 
respondiente de estar á las resultas si se re- 
pusiere el proceso ó la sentencia. 

43. De las demás demandas civiles de 
mayor cuantía pertenecientes al fuero ordi- 
nario, conocerán Jos jueces de primera ins- 
tancia con apelaciones á la Audiencia res- 
pectiva. 

44. No correspondiendo ya á las Audien- 
cias en primera instancia ios recursos de 
que algunas han conocido hasta ahora con 
el nombre de auto ordinario y firmas, toda 
persona que en cualquier provincia de la 
Monarquía fuere despojada ó perturbada er» 
la posesión de alguna cosa profana ó espiri- 
tual, sea lego, eclesiástico ó militar el des- 
pojante ó perturbador , podrá acudir al juez 
letrado de primera instancia de partido ó dis- 
trito para que la restituya ó ampare; y dicho 
juez conocerá de estos recursos por medio 
del juicio sumarísimo que corresponda, y 
aun por el plenario de posesión si las partes 
lo promovieren con las apelaciones á la Au- 
diencia respectiva, reservándose el juicio de 
propiedad á los jueces competentes, siempre 
que se trate de cosa ó de persona que goce 
de fuero privilegiado (f). 

45. Conocerán también los jueces letra- 
dos de primera instancia, á prevención con 
los Alcaldes y tenientes de Alcalde respecto 
al pueblo donde aquellos residan, de todas 


(i) Conforme con el art. 692 Ley de Enjui- 
ciamiento civil. 


las diligencias .judiciales expresadas en la 
primera parte del art. 32, aunque no sean 
contenciosas (1). 

46. Conocerán asimismo de las causas 
civiles y de las criminales sobre delitos co- 
munes que ocurran contra los Alcaldes y te- 
nientes de Alcalde de su partido ó distrito. 
Las que se ofrez.can de la misma clase contra 
el juez letrado, se empezarán y seguirán ante 
cualquiera otro de Jos del mismo pueblo si 
en él hubiere dos ó mas jueces, ó en su de- 
fecto ante el juez de partido cuya capital, es- 
té mas inmediata (2). 

47. Fuera de los casos exceptuados en el 
art. 21, los jueces letrados de primera ins- 
tancia no admitirán demanda alguna civil, 
ni ejecutiva, ni criminal sobre injurias de las 
mencionadas en el mismo , sin que acompa- 
ñe á ella una certificación del juez de paz 
respectivo que acredite haberse intentado 
ante él el medio de la conciliación , y que no 
se avinieron las partes, ni exhortadas, se 
conformaron en comprometer sus diferencias. 

48. En los negocios civiles en que el jui- 
cio deba ser por escrito , se arreglarán pun- 
tualmente al órden de proceder establecido 
por las leyes del Reino, teniendo muy pre- 

_ sente lo prescrito en el art. 4. n de este re- 
glamento; y para ello observarán y harán 
observar, cualesquiera que sean las prácti- 
cas ó mas bien corruptelas introducidas en 
contrario, las reglas siguientes : (3). 

Primera. Que no admitan demanda que 
so tenga todos los requisitos prevenidos Dor 
las leyes 1. a y 4. a , tít. III, lib. XI de la No- 
vísima Recopilación ; y que si no so presen- 
tasen con ella todas las escrituras con aue el 
actor intente probarlas , no le sean admitidas 
después como no se presenten con el jura- 
mento que dicha ley 1.* exige. 

Segunda. Que sean precisos y perento- 
rios, como corresponde, los términos' que 
las leyes recopiladas señalan para el empla- 
zamiento del demandado en los juicios ordi- 
narios para la contestación á la demanda, 
oposición y prueba de las excepciones y re- 


(1) Hoy, como asuntos de jurisdicción vo- 
luntaria, son de la' exclusiva competencia de 
los jueces letrados de partido según la Ley de 
Enj. civil. 

(2) Loa jueces de primera instancia, á pesar 
de este artículo, no son competentes para cp- 
nocer y fallar las causas contra Alcaldes que 
delinquen ejerciendo funciones como jueces 
propios en malcría de faltas; art. 107 dei re- 
glamento de l.° mayo de 1844. 

Í3) Hoy las reglas del Enjuiciamiento civil 
están contenidas en la ley ae 5 de octubre de 
1855 que insertamos en Procedimiento crui** 
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convenciones, y escritos de réplica y dúpli- i 
ca; y que el juez , bajo su mas estrecha res- < 
ponsabilidad, no puede nunca prorogar estos 
términos sino por causa justa y verdadera i 
que se exponga, .y por el lierqpo absoluta- 
mente necesario, con tal que ia próroga no 
exceda en ningún caso del término señalado 
por la ley: debiendo bastar siempre el que ' 
se acuse una sola rebeldía, cumplido que 
sea el término respectivo, para que, sin ne- 
cesidad de especial providencia, se despache 
el apremio y se recojan los autos á fin de 
darles su debido curso. 

Tercera . Que no se admitan otros artícu- 
los de prévio y especial pronunciamiento que 
los que las leyes autorizan, .y- solo en el 
tiempo y en la forma que ellas prescriben. 

Cuarta, Que tampoco se admita nunca 
prueba de cosa que probada no aproveche 
en el pleito; ni para las probanzas se conce- 
da mas término que el suficiente dentro del 
máximo señalado por la ley, el cual los jue- 
ces, bajo igual responsabilidad , no puedan 
suspender nunca sino por causa de mani- 
fiesta necesidad que se exprese en el pro- 
ceso. 

Quinta. Que se cuide mucho de que los 
escritos y alegatos de las partes sean cuales 
ordena la ley 1. a , tít XIV, lib. XI de la Noví- 
sima Recopilación; y que no se admita ma- 
yor número de ellos que el que permiten 
las leyes de dicho Código. 

Sexta. . Que' los jueces den y pronuncien 
sus sentencias interlocutorias ó definitivas 
deDtro del preciso término que respectiva- 
mente está señalado por la ley 1.*, tít. XVI, 
lib. XI del mismo Código; y no ejecutándolo 
así, se hagan efectivas irremisiblemente las 
penas que ella prescribe. 

49. En los juicios sumarísimos de pose- 
sión será siempre ejecutiva la sentencia del 
juez de 1. a instancia, sin embargo de apela- 
ción , la cual no se admitirá sino solo en el 
efecto devolutivo : é interpuesta y admitida, 
hará él juez <me , á elección del apelante, 
ó se remidan los autos á la Audiencia en 
compulsa á costa de este, ó se aguarde para 
remitirlos originales á que sea plenamente 
ejecutada dicha sentencia ; citándose siem- 
pre y emplazándose préviamente á los inte- 
resados para que acudan á usar de su dere- 
cho ante el Tribunal superior. 

50. En los demás casos en que conforme 
á la ley sea admisible en ambos efectos la 
apelación, el juez admitirá lisa y llanamente 
la que se interpusiere, y desde luego remiti- 
rá á la Audiencia los autos originales á costa 
del apelante , con la previa citación y empla- 
zamiento sobredichos, sin que se puedan 


exigir derechos algunos con el nombre de 
compulsa. 

51. En las causas criminales observarán 
muy cuidadosamente, además de lo que res- 
pecto á ellas ordenan las leyes y el cap. Vil 
de este reglamento, las disposiciones que si- 
guen : 

1. a Procurarán ante todas cosas y con la 
mayor eficacia prestar á las personas perju- 
dicadas ó amenazadas por el delito los socor- 
ros, remedios ó protección que puedan y le- 
galmente deban darles; asegurar en los ca- 
sos de alguna gravedad las personas de ios 
que aparezcan reos, ó que por algún funda- 
mento racional suficiente se presuma ó sos- 
peche que lo son ; asegurar asimismo los 
efectos en que consista el delito y cuales- 

i quiera otros comprobantes de él cuando los 
haya; y tomar todas las demás disposiciones 
que el celo y la prudencia sugiera^ para 
conseguir el descubrimiento de la verdad. 

2. a Procederán inmediatamente, sin per- 
juicio de lo sobredicho, á comprobai la exis- 
tencia ó el cuerpo del delito, cuando este sea 
de los que dejan señales materiales de su 
perpetración, y á hacer la correspondiente 
información sumaria de testigos en solo lo 
que baste para acreditar legalmente la ver- 
dad délos hechos (I). 

3. a Omitirán la evacuación de aquellas 
citas, y la práctica de aquellas diligencias 
que sean supérfluas ó inútiles. No prolonga- 
rán el sumario luego que la verdad resulte 
bien comprobada; y nunca evacuarán las ci- 
tas que se hagan en la confesión, las cuales 
deben quedar para que el tratado como reo 
pruebe después lo que le convenga (2). 

4. a En cualquier estado en que aparez- 
ca inocente el procesado, no solo se ejecuta- 
rá lo prescrito en el art. 11, sino que tam- 
bién se sobreseerá desde luego respecto, áél 
declarando que el procedimiento no le pare 
ningún perjuicio en su reputación. Sobreseerá 
asimismo el juez si, terminado el sumario, 
viere que no hay mérito para pasar mas ade- 
lante, ó que el procesado no resulta acreedor 
sino á alguna pena leve que no pase de re- 
prensión, arresto ó multa; en cuyo caso la 
aplicará al proveer el sobreseimiento. El au- 
to eu que mande sobreseer se consultará 

(1) Son muy frecuentes las cuestiones que 
ocurren al ser llamados á hacer reconocimien- 
tos judiciales los facultativos de medicina, ci- 
rugía y farmacia, negándose muchas veces ¡L 
prestar sus servicios facultativos, de oficio, ó 
sin prévio pago de derechos; y como esta exi- 
gencia no sea legitima, exponemos brevemente 
lo que se halla dispuesto sobre el particular, 
en el articulo Mímeos fokbnsss. 
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siempre á la Audiencia del territorio sin per- 
juicio de la soltura del procesado en los ca- 
sos de dicho art. U. , 

5 a En el plenario señalara para la acu- 
sación y defensa el término preciso que sea 
suficiente, con ta! que no pase de nueve dias 
por cada parte. Si fueren dos ó mas los acu- 
sados, y pudieren sin inconveniente hacer 
unidos.su defensa, mandará el juez que así 
lo ejecuten, señalándoles un término que po- 
drá extender á quince días para todos, cuan- 
do lo requiera la calidad del caso. Y si sien- 
do muchos los procesados, y no pudiendo 
defenderse unidos, exigiere la gravedad de 
las circunstancias que se termine con toda 
urgencia el proceso, dispondrá que en vez de 
entregársele al defensor de cada uno, se 
ponga de manifiesto á los respectivos defen- 
sores en el oficio del escribano sin reserva 
alguna por un término que no pase de quince 
dias, y por catorce horas en cada uno; per- 
mitiéndoseles leerlo todo original por sí 
mismos, y sacar las copias ó apuntes que 
crean conducentes, aunque síd dejarse de 
tomar todas las precauciones oportunas para 
evitar abusos. 

6. a Por medio de otrosíes en los escritos 
de acusación y defensa deberá necesaria- 
mente cada parte articular toda la prueba 
que le conviniere, ó renunciar á ella; expre- 
sando en uno y otro caso si se conforma ó 
no con todas las declaraciones de los testigos 
examinados en el sumario, ó con cuáles de 
ellas está conforme si no lo estuviere con al- 
gunas (1). 

7. a Si las partes de consuno renuncia- 
ren la prueba y se conformaren con todas las 
declaraciones del sumario, habrá el juez por 
conclusa desde luego la causa, y dichas de- 
claraciones, aunque no ratificadas, harán 
plena fé en aquel juicio. Pero si alguna de 
las partes articulare prueba, ó expusiere que 
no se conforma con todas las declaraciones 
del sumario, ó con algunas ó alguna de ellas, 
el juez recibirá inmediatamente la causa á 
prueba por un término común y proporcio- 
nado que pase de diez dias; el cual á petición 
de cualquiera de las partes, si para ello ex- 
pusiese en autos algún justo motivo, podrá 
ser prorogado hasta veinte dias, cuando unas 
y otras pruebas se hubieren de hacer dentro 
del partido; hasta cuarenta, sise hubieren 
de ejecutar fuera del partido, per'ó dentro de 

provincia; y hasta sesenta si hubiere que 
practicarlas en provincia diferente dentro 


(i) Véanse los arts. 11, 12 y 17 del D. de 
11 setiembre de 1820, restablecido en 30 de 
agosto de 1836. 


(ñeg. prov .) 

de la Península. Si fuere necesario háritír 
prueba en alguna de tas Islas adyacentes, ¿ 
de las provincias de Ultramar, el juez fijará 
para ello ei término que-estimare preciso se- 
gún las distancias, con tal que nunca pase de 
seis meses. 

8. a La ratificación de aquellos testigos 
con cuyas declaraciones no se conforme al- 
guna de las partes, y las demás pruebas 
que por esta se articulen se ejecutaran den- 
tro del término probatorio, con citación de 
todos los inleresados; los cuales podrán asis- 
tir por sí ó por medio de persona que dipu- 
ten, al cotejo ó compulsa de documentos, y 
al examen ó ratificación de los testigos, y 
hacer á estos con la debida moderación y 
regularidad las preguntas que estimen, de- 
biendo contestar á ellas el repreguntado, á 
menos que el juez no las declare imperti- 
nentes ó impropias (1). 

9. a Si alguna de las partes tuviere que 
poner tachas á alguno de los testigos nuevos 
presentados en el plenario por la contraria, 
lo hará dentro del preciso término de los tres 
dias siguientes á aquel en que el testigo hu- 
biere prestado su declaración; y para pro- 
barlas si estuviere ya fenecido el término 
probatorio, ó no bastare lo que reste de él, 
se ampliará ó señalará de nuevo cual fuere 
suficiente, con tal que en ningún caso pileda 
exceder de la mitad del concedido para la 
prueba principal. La de tachas se hará coa 
igual citación de las partes, y con igual co- 
munidad del término respectivo. 

10. a Pasado el término probatorio , y 
acreditado así por nota del escribano, .man- 
dará el juez que se unan á la causa las prue- 
bas practicadas, y que todo se entregue á Fas 
partes por su órden, y por un término que 
no pase de cinco días* acoda una para que 
aleguen en vista de lo probado; debiendo te- 
nerse por conclusa la causa al presentarsé 
el último alegato, ó la renuncia de éL ó en 
su defecto al espirar el último término asig- 
nado (2). 

11. a Cumplidos qne sean lea términos 
que nqni se señalan, el escribano, sin nece- 
sidad de que se acuse la rebeldía, ni de es- 
pecial providencia del juez, tendrá obliga* 
cion de recoger la causa y de darle el debido 

(1) Por R O. de 8 marzo de 1840 se declaré 
que en las causas criminales es necesaria la in- 
formación de abono de los testigos muertos. 6 
ausentes, en el caso de que los procesados no 
se conformen con sus declaraciones- 

(2) Según el art. 13 de! D. dé 1! setiembre 
de t¿¡20 restablecido en 30 agosto de 1836' la re- 
cepción á prueba debe ser con la precisa calí" 
dad de todos cargos. 
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curso, poniéndolo en conocimiento del juez. 

12. a Dentro de los tres dias de conclusa 
la causa, si el juez hallare en ella defectos 
sustanciales que subsariar, ó faltaren algunas 
diligencias precisas para el cabal conoci- 
miento de la verdad, acordará, que para de- 
terminar mejor se practiquen sin pérdida de 
momento , todas las que fueren indispensa- 
bles, bajo su responsabilidad en el caso de 
dar con esto márgen á innecesarias dilacio- 
nes. Si no hubiere que practicar ninguna di- 
ligencia nueva, mandará citar á las partes 
para sentencia definitiva, y serán citadas in- 
mediatamente. 

13. a Los jueces tendrán en lo criminal el 
perentorio término de tres d;as, para dar 
sus providencias interlocutorias; y para pro- 
nunciar sentencia definitiva el de ocho, que 
podrán extenderse á doce dias si la causa pa- 
sare de 500 hojas,, contados desde el si- 
guiente inclusive al del auto en que se hu- 
biere mandado citar á las partes. 

14. a La sentencia definitiva será notifi- 
cada á estas inmediatamente, y apelen ó no, 
se remitirán desde luego los autos originales 
á la Audiencia del territorio con prévia cita- 
ción y emplazamiento de las mismas, siem- 
pre que la causa fuese sobre delito á que por 
la ley esté señalada pena corporal. 

Si la causa fuere sobre delito liviano á que 
por la ley no se imponga pena de esta clase, 
solo se remifará á la Audiencia con igual 
formalidad cuando alguna de las partes in- 
terponga apelación , dentro de los dos dias 
siguientes al de la notificación de la senten- 
cia; la cual causará ejecutoria, y será llevada 
desde luego á debido efecto por el juez, si no 
se apelare en dicho término. 

Será obligación del escribano que notifi-p 
que la sentencia definitiva al reo, advertirle 
que sien el término del emplazamiento no eli- 
giere procurador y abogado que le defiendan 
en el Tribunal superior, le serán nombra- 
dos por este de oficio, y con el procurador 
se entenderán los traslados y actuaciones 
relativas al mismo reo hasta que recaiga en 
el proceso sentencia ejecutoria. El escriba- 
no que omitiere esta formalidad, ó no la hi- 
ciere constar en la diligencia de notificación 
de la definitiva, incurrirá en la multa de 200 
hasta 500 rs. de vn. El mismo escribano es- 
cribirá apud acío el nombramiento de de- 
fensor ó defensores en su caso, y firmará el 
reo esta diligencia qne equivaldrá por poder 
en forma (1). 

ío. a En toda causa ‘criminal sobre delito 


(1) Este párrafo fné adicionado al artículo 
por R. D. de 4 de noviembre de 1838. 


que por pertenecer á la clase de público pue- 
de perseguirse de oficio, será parlé el promo- 
tor fiscal del Juzgado aunque haya acusador 
ó querellante particular. En .las que versen 
sobre delito privado, no se le oirá sino cuan- 
do de algún modo interesen á la causa pú- 
blica, ó á la defensa de la Real jurisdicción 
ordinaria. 

52. Respecto á todos aquellos actos que 
en las causas civiles ó criminales tiémen se- 
ñalado un término fatal ó perentorio, será 
obligación de los escribanos anotar sin de- 
rechos el día, y aun la hora cuando lo re- 
quiera el caso, en que se les presenten los 
escritos de las partes; y en que ellos den 
cueuta al juez , en que se entreguen y de- 
vuelvan ó recojan los procesos; y en que es- 
tos se pasen al juez cuando tenga que exa- 
minarlos : para que con ello si hubiere dila- 
ciones, se pueaa venir en conocimiento de 
quienes son los responsables. 

53. Todos los jueces inferiores están 
obligados á remitir á la Audiencia de su ter- 
ritorio las listas, informes y noticias que res- 
pecto á las causas civiles y criminales feueci- 
aas, y al estado de las pendientes, les pidie- 
re para promover la administración de jus- 
ticia. 

54. Los jueces letrados de primera ins- 
tancia serán sustituidos en caso de muerte, 
enfermedad ó ausencia por el Alcalde del 
pueblo en que residan , y á falta de Alcalde 
por el teniente de Alcalde mas antiguo ó pri- 
mero en órden; y f i alguno de estos fuere le- 
trado, será preferido á Jos demás y aun al 
Alcalde lego. En Ultramar, si el juez murie- 
se ó si se imposibilitase sin esperanza de 
pronto restablecimiento, la autoridad supe- 
rior gubernativa nombrará interinamente 
á propuesta de la Audiencia un letrado que 
le reemplace, y dará cuenta al Gobierno (1). 

55. Los sobredichos jueces letrados aun- 
que obtengan sus empleos por determinado 
tiempo, no cesarán en ellos por sola la es- 
piración de este, y podrán continuar sir- 
viéndolos sin necesidad de próroga expresa 
hasta que S. M. resolviere otra cosa. 

CAPITULO IV. 

De las Audiencias. 

56. Todo lo que en este reglamento se 


(I) Hoy son sustituidos los jueces letrados 
de primera instancia por los de paz según los 
arts. 9 y 10 del R. D. de 28 de noviembre de 
1856 y con sujeción también á 1¡> dispuesto en 
el 2.°, 3.° y 4 ° de la R. O. de 16 de abril de 
1857, y 5.° al 9.® del R. D. de 22 oct. de 1858. 
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prescribe respecto á lus Audiencias, es ex- 
tensivo Y debe entenderse como igualmente 
aplicable al Conseje Real de Navarra. 

57 Todas las Audiencias son iguales en 
facultades , é independientes unas de otras. 
Todas tendrán en aquellas instancias que les 
correspondan, igual conocimiento respeeto 
á las causas civiles y criminales de su terri- 
torio pertenecientes al fuero ordinario l): 
y de igual m >do se terminarán todas estas 
dentro de la demarcación de cada Audiencia, 
salvos ios recursos extraordinarios, y ios de- 
más negocios reservados al Supremo Tribu- 
na! de España é Indias. 

Todas continuarán teniendo el tratamiento 
que hasta ahora, y expidiendo sus provisio- 
nes y despachos en nombre de S. M.; y nin- 
guna Audiencia será presidida en adelante 
sino por su regente respectivo. 

58. Las facultades de las Audiencias res- 
pecto á los negocios que ocurran en lo suce- 
sivo, y salvas las atribuciones especiales de 
la Cámara de Comptos eu Navarra , serán 
solamente: 

1. a Conocer en segunda instancia, y 
también en tercera cuando lo admita la ley, 
de las causas civiles y criminales que los jue- 
ces de primera instancia de su distrito les re- 
mitan en apelación 6 en consulta coa arreglo ■ 
á las disposiciones 4. a y 14 dei arL 51. 

2. a Conocer en primera y segunda ins- 
tancia de las causas que se formen contra 
jueces inferiores de su territorio por culpas 
ó delitos relativos al ejercicio del ministerio 
judicial, comprendiéndose en esta disposi- 
ción los provisores, vicarios generales y de- 
más jueces inferiores eclesiáiticos , cuando 
por tales delitos hubiere de juzgarlos la ju- 
risdicciou Real (2). 

3. a Conocer de los recursos de nulidad ' 
que con arreglo á los arts. 41 y 42 se inter- 
pongan de sentencias dadas por los jueces de 
primera instancia del territorio en los casos 
a que se refieren aquellas disposiciones. 

4. a Conocer los recursos de fuerza y de 
protección que se introduzcan de los Tribu- 
nales, prelados, ú otras cualesquier autori- 
dades eclesiásticas de su territorio. Fuera de 
la Corte podrán también conocer de estos re- 
cursos aun con respecto á regulares existen- 


(1) Cuando las Audiencias crean que los ca- 
pitanes generales se exceden de sus atribucio- 
nes con motivo de sus bandos ó del estado ex- 
cepcional ,, deben atenerse á lo dispuesto en 
R. O. de Í4 de abril de 1849, — V. Estados de 
sitio. 

(2> Tener presente respecto á delitos comu- 
nes de los jueces lo dispuesto en el art. 46, y 
también en el 73. 
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tes en el territorio de la Audiencia, cuando 
se recurra en queja de superior residente en . 
. el mismo; pero si ei superior residiere, fuera 
del territorio de la Audiencia , se limitará 
¡ esta al solo objeto de proteger la persona del 
reeurrenta siempre que haya opresión, y re- 
servará al Supremo Tribunal de España é 
Indias el conocimiento del recurso en su 
fondo (1). 

5. a Dirimir las competencias de juris- 
dicción que se susciten entre jueces inferio- 
res ordinarios de su territorio. En Ultramar 
se dirimirán también por- cada Audiencia' las 
que en su territorio ocurran entre jueces in- 
feriores ordinarios, y Juzgados ó Tribunales 
privativos ó privilegiados (?,). 

6. a Hacer en su territorio el recibimien- 
to de abogados , prévias las formalidades 
prescritas por las l^yes. Y los abogados que 
así se reciban, ó que estén recibidos hasta el 
dia, podrán ejercer su profesión en cualquier 
pueblo de la Monarquía, presentando el títu- 
lo , con calidad de que donde hubiere Cole- 
gio se incorporen eu él. 

7. a Examinar con órden del Gobierno á 
los que en su distrito pretendan ser escriba- 
nos públicos, prévios los requisitos estable- 
cidos ó que se establezcan por las leyes, de- 
biendo los examinados acudir á S. M. con el 
documento de la aprobación para obrener el 
correspondiente titulo. 

8. a Ejercer en su caso la fn cuitad expre- 
sada al final del art. 38. 

9. a Promover cada una en su territorio 
la administración de justicia, y velar muy 
cuidadosamente sobre ella: para lo cual ejer- 
cerán sobre los respectivos jueces inferiores la 
superior inspección que es consiguiente (3). 

10. Ejercer en Ultramar las demás atri- 

buciones y facultades que les estén asigna- 
das por las leyes vigentes en aquellos do- 
minios. ■' 

Respecto á los negocios de que en la ac- 
tualidad estuvieren conociendo las Audien- 
cias, no comprendidos en las precedentes fa- 
cultades, se estará á lo prescrito en el ar- 
tículo 37. 


(1). Conforme con el art. 1,105 de la Ley de 
Enjuiciamiento. 

1?), Conforme con el art. 99 de la Ley de 
Enjuiciamiento 'civil. 

Las competencias que se susciten entre 
dos Salas de una misma Audiencia , se diri- 
men por el regente con los ministros mas anti- 
guos de cada Sala y el fiscal. (Art 78 de la» 

¡ ’ ordenanzas de las Audiencias ) 

(3) Véase el R. D. de 2 de mayo de 1858, 
sobre inspección judicial etc. 
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59. En virtud de la novena facultad con- ellas , pasarán en el Qtro á la siguiente en 
tenida en el art'culo precedente, podrá cada órden (I). 

Audiencia pedir y exigir á los jueces infe- 62. Sin embargo, en las Audiencias de 
riores ordinarios de su territorio las listas, tres y de dos Salas ordinarias se formarán 


informes y noticias que estime respecto á las 
causas civiles ó criminales fenecidas, y al es- 1 
tado de de las pendientes, prevenirles lo que 
convenga para su mejor y mas pronta expe- 
dición; y cuando haya justo motivo , censu- 
rarlos, reprenderlos, apercibirlos, multarlos 
y aun formarles causa, de oficio ó á instan- 
cia de parte , por los retrasos, descuidos y 
abusos graves que notare. 

Pero deberá oirlos en justicia siempre que 
reclamen contra cualquiera corrección que 
se les imponga sin formarles causa , y fuera 
de aquellas facultades legitimas que las Au- 
diencias tienen en los casos de apelación, 
competencia y recursos de fuerza de protec- 
ción ó de nulidad, no podrán en manera al- 
guna abocar causa pendiente ante juez infe- 
rior en primera instancia , ni entremeterse ¡ 
en el fondo de ellas cuando promuevan su 
curso, ó se informen de su estado,, ni pedír- 
sela aun ad effectum videndi , ni retener su 
conocimiento en dicha instancia cuando 
haya apelación de auto interlocutorio , ni 
embarazar de otro modo á dichos jueces eni 
el ejercicio de la jurisdicción que les compe- 
te de lleno en la instancia expresada. 

60. Las Audiencias no podrán tampoco 
tomar conocimiento alguno sobre los nego- 
cios gubernativos ó económicos de sus pro- 
vincias. 

61. ^ Las Audiencias de Madrid, Aragón, 
Cataluña, Galicia, Granada, Sevilla, Valencia 
y Valladolid, que son las que tienen mayor 
número de ministros, se distribuirán cada 
una en tres Salas ordinarias, las dos para lo 
civil y la otra para lo criminal. 

Las Audiencias de Albacete', Asturias, 
Burgos, Canarias, Estremadura, -Filipinas y 
Mallorca y el Consejo Real de Navarra, se 
distribuirán en dos Salas ordinarias, una ci- 
vil y otra criminal, á cuyo fin se aumentará 
por ahora un ministro en la Audiencia de 
Asturias, rebajándolo de los cuatro que las 
Córtes han permitido añadir á la de Ca- 
narias. 

Las Audiencias de Cuba y Puerto-Rico 
continuarán con una sola Sala bajo las mis- 
mas reglas que en el día, hasta nueva provi- 
dencia. 

Lás respectivas Salas ordinarias de las Au- 
diencias se formarán Cada año alternando en 
ellas los ministros por el órden de su anti- 
güedad, de maneja que los mas antiguos 
seau los decanos de cada Sala; y los minis- 
tros que en un año han compuesto una de 


eventualmente otra ú otras dos extraordina- 
rias, según lo que permila el número de mi- 
nistros, para auxiliar á las ordinarias en el 
despacho de su respectiva asignación cuando 
estas se hallaren recargadas. 

Los regentes harán que se formen dichas 
Salas extraordinarias siempre que convenga, 
destinando á ellas los ministros mas moder- 
nos de las ordinarias en el número que 
basten. 

63. Las Audiencias, concurriendo el re- 
gente lo mismo que ios ministros deberán 
reunirse todos los dias no feriados al tiempo 
que se acostumbra y por espacio de tres ho- 
ras á lo menos; pero las Salas que tengan ne- 
gocios criminales que descachar se reunirán 
además á horas extraordinarias, y aun en 
dias feriados para el despacho de todo lo que 
la urgencia requiera (2). 

Primero, en Tribunal pieno, se dará cuen- 
ta de las órdenes y oficios que se le comuni- 
quen en Cuerpo, y se tratará de los negocios 
aue exijan el acuerdo de todcs lo., ministros, 
Síf así hecho se separarán las Salas (3). 

64. El regente podrá asistir á la Sala que 
le parezca, sea ordinaria ó extraordinaria; y 
en aquellas á que él no asista, presidirá el 
ministro mas antiguo. El que presida cada 
Sala hará guardar en ella el órden debido y 
será el único que lleve la palabra en estra- 
dos; y si algún ministro dudare de algún he- 
cho podrá por medio del presidente pregun- 
tar lo que se le ofrezca (4). 

65. En la sustanciacion de las segundas 
y terceras instancias respecto á negocios ci- 
viles, las Audiencias guardarán y harán 
guardar con toda exactitud los tramites, tér- 
minos y demás disposiciones de las leyes, 


(1) Por R. D. de 23 de junio de 1854 se es- 
tableció en Madrid un tribunal correccional 
que luego por otro de 2 de enero de 1857 se 
incorporó á la Audiencia constituyendo hoy 
su cuarta Sala que se denomina correccional. 

(2) Hoy debe durar cuatro horas el despa- 
cho. R. O. de l.° de mayo de 1852 

(3) Téngase presente el R. D. de 5 de enero 
de 1844 que estableció las Juntas gubernativas 
en las Audiencias. 

(4) Por R. D. de 9 de diciembre de 18m se 
establecieron para el Tribunal Supremo y Au- 
diencias, presidentes de Sala de Real nombra- 
miento, y pur otro de 4 de marzo de 1850 se 
dictaron otras disposiciones sobre antigüedad. 
Véase también el Real decreto de 13 de diciem- 
bre de 1867. 
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cualesquiera que sean las prácticas introdu- 
cidas en contrario; cuidando de que las par- 
tes reduzcan sus alegatos y escritos a lo que 
deben ser estos en número y calidad, y cer- 
rando la puerta á nuevas probanzas cuando 
sean inútiles ó imprecedentes, y á toda dila- 
ción maiiciosa ó indebida (1). 

66. En ios juicios sumarísimos de pose- 
sión, en los cuales debe ser siempre ejecuti- 
va Ja sentencia de primera instancia, sin 
embargo de apelación, no habrá lugar á sú- 
plica de ia sentencia de vista, confirme ó re- 
voque ja del juez inferior. En los plenarios 
se podrá suplicar en el solo caso de que la 
sentencia de vista no sea enteramente con- 
forme á la de primera instancia , y la entidad 
del negocio exceda de quinientos duros en la 
Península é Islas adyacentes, y de mil en 
Ultramar. 

67. En los pleitos sobre propiedad , cuya 
cuantía no pase de doscientos cincuenta du- 
ros en la Península é Islas adyacentes, y de 
quinientos en Ultramar, no habrá tampoco 
lugar á súplica de la sentencia de vista, la 
cual causará ejecutoria, sea que confirme ó 
que revoque la primera. 

También se causará ejecutoría y no habrt 
lugar á súplica cuando la sentencia de vist^ 
sea enteramente conforme á la de primera 
instancia en pleito sobre propiedad cuya 
cuantía no exceda de mil duros en la Penín- 
sula é Islas adyacentes, y de dos mil en Ul- 
tramar. 

Pero en todos los. casos de este artículo 
deberá admitirse. la súplica cuando el que la 
interponga presente nuevos documentos, 
jurando que los encontró nuevamente, y que 
antes no los tuvo ni supo de ellos, aunque 
hizo las diligencias oportunas. 

68. - Lo que en los das precedentes ar- 
tículos se dispone acerca de que causen eje- 
cutoria las sentencias á que se refieren, es y 
debe entenderse sin perjuicio de lo que la 
ley establezca en cuanto á Jos recursos de 
nulidad itidiéaiospor el R. D. de 24 1 de mar- 
zo de 1834; y sin perjuicio también de los 
recursos de injusticia notoria y grado dé Se- 
gunda suplicación , ios duales continuarán 
teniendo lugar en sus respectivos casos, con 
arreglo á lo que está prescrito por las leyes, 
hasta que ellas ordenen otra cosa. 

69. La sustanciacion de los recursos de 
nulidad quede sentencia del juez de primera 
instancia se hubieren interpuesto conforme 


(1) La Leyde Enjuiciamiento civil no admi- 
te tercera instancia, y sobre esto y sobre todo 
lo relativo al piocedi miento civil debe estarse 
á dicba ley. . nr. 


Re§: protí.) 

á los arts. 41 y 42, deberá reducirse á la en- 
trega de los autos á las partes por su órden, 
y á cada una por un término que no pase 
de nueve días, para solo el objeto de que se 
instruyan ios defensores, á fin de hablaren 
estrados, y pasado el último término, sin 
necesidad de otra cosa, se llamará el nego- 
cio con citación fie los interesados para fa- 
llar lo que corresponda. De lo que se fallare 
no habrá lugar á súplica. 

70. En negocios civiles no se oirá al fis- 
cal sino cuando interesen á la causa pública 
ó á la defensa de la Real jurisdicción or- 
dinaria; y respecto á los criminales se estará 
á Jo prescrito en la regla Í5 del art, 51. 

71. En las causas criminales que confor- 
me á la regla 4." de dicho art. 51 vengan á 
Jas Audiencias en consulta de sobreseimiento 
acordado en sumario, se oirá al fiscal cuando 
corresponda in voce ó por escrito, y sin mas 
trámites ni necesidad de vista formal se dará 
desde luego la determinación que sea del 
caso, de la cual no habrá lugar á súplica. 

72. En las demás causas criminales que 
vengan en apelación del Juzgado inferior, .ó 
en consulta de sentencia definitiva pronun- 
ciada por éi sobre delito de pena corporal,' la 
^Audiencia para determinar en vista ó revista 
oirá ai fiscal en su caso, y también á las de- 
más partes ó sus defensores, si se presen- 
taren ó hubiesen sido nombrados apud, acta, 
concediéndoles un término que no pase de 
nueve dias á cá la uno, con las circunstancias 
que añade la regla quinta del art. 51. 

Si pasudo el término del emplazamiento, 
hecho en el Juzgado inferior, no hubiesen* 
comparecido las partes, se Ies nombrará de 
oficio defensor y procurador, con quien se 
entenderán las actuaciones relativas á la no 
compareciente hasta que recaiga ejecutoria 
en el proceso (i). 

73. En aquellas causas criminales dé que 
las Audiencias pueden conocer en primera 
instancia: á saber, las que ocurran contra 
jueces inferiores de su territorio, con relación 
al ejercicio delMiuisterío judicial, están auto- 
rizados dichos Tribunales para proceder, no 
solo á instancia de parte ó por interpelación 
fiscal, sino también ae oficio, cuando de cual-, 
quier modo vieren algún justo motivo para 
ello, y en e! procedimiento y determinación 
deberán observar respectivamente lo que á 
los^ jueces de primera instancia prescribe él 
artículo 51 y además las disposiciones si- 
guientes: 


(1) Este artículo le insertamos según' la 
nueva redacción que se le dió por R. D. de 4 de 
noviembre de 1838. 
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i % Oue sí la causa empezare por acusa- 
ción, ó por querella de persona particular, 
do se deberá nunca admitir la querella ó la 
acusación sin que la acompañe la correspon- 
diente fianza de calumnia, y de que el acusa- 
dor ó querellante no desamparará su acción 
hasta que recaiga sentencia que cause eje- 
cutoria. La cantidad oe dicha fianza será 
determinada por el Tribunal, según la raqr 
yor ó menor entidad y consecuencia del 
asunto. ' 

2. a Que aunque comience, la causa de la 
manera sobredicha siempre deberá ser parte 
en ella el fiscal de la Audiencia. = 

3. a Que esta ño podrá suspender ai juez 
nrocesado sino cuando proceuiandose sobre 
delito á que por la ley esté señalada pena de 
privación de empleo, ú otra mayor, estime 
necesario suspenderle después de formal- 
mente admitida Ja acusación ó la querella, ó 
de resaltar méritos bastautes, si ef procedi- 
miento fuere de oficio. Pero podrá hacerle 
comparecer personalmente ante sí siempre 
que considere requerirlo el caso, y aun po- 
nerle en arres ‘0 cuando lo exija la gravedad 
del delito sobre que se proceda. 

4. a Que las actuaciones de instrucción 
en el sumarió y las que requiera el plenario 
deberán encargarse J ministro mas antiguo 
de la Sala respectiva después del que la pre- 
sidiere: y las diligencias, que hubiere que 
practicar fuera de la- residencia del tribimal 
y que no pudiere evacuar por sí dicho mi- 
nistro, se cometerán siempre á la primera 
autoriuad ordinaria del pueblo ó del partido 
respectivo. Durante el procedimiento, no po- 
dra el acusado ó. procesado estar en el Due- 
blo donde se practiquen actuaciones dé su 
causa, ni en seis leguas en contorno. 

5. a Que en esta clase de causa siempre 
debe haber lugar á súplica de la sentencia 
de vista; pero la de revista causará siem- 
pre ejecutoria, sea ó no conforme A la pri- 
mera. 

14, Para el despacho de sustan dación 
así en lo civil como en lo criminal, nó sien- 
do denegación de soltura, determinación de 
formal artículo, admisión ó denegación de 
súplica, de prueba ó de recurso superior, 
ó alguna otra providencia que pueda causar 
perjuicio irreparable, dos ministros serán su- 
ficientes para formar Sala, y sus votos v harán 
resolución en todo aquello en que estuvieren 
conformes de toda conformidad. 

Mas para cualquiera de las providencias 
aquí exceptuadas, y para todos los demás ac- 
tos que no sean de mera sustancíacion, no 
podrá haber sala con menos de tres minis- 
tros, ni tampoco sentencia ni resolución sino 


en lo que reúna sus tres totós absolutamen- 
te conformes (i). 

75. Sin «Riba rgo serán iidCesarios cinco 
ministros á lo menos para ver y fallar en se- 
gunda ó tercera instancia alguna causa cri- 
minal en que pueda recaer pena corporal; 
pero bastarán para formar sentencia tres vo- 
tes absolutamente conformes. 

Igual número de ministros sé necesitará 
también para ver y fallar en primera instan- 
cia cualquiera de las causas de que trata el 
artículo 73; v para Verla y fallarla en revista 
deberán concurrir siete ministros donde los 
haya, y donde no. todo el tribunal cieno 
compue'sto de cinco magistrados á lo menos; 
siendo siempre indispensable pa a constituir 
rentencia ia entera conformidad de la mayo- 
ría absoluta de todos los concurrentes (2). 

76. En aquellas Audiencias donde por 
su corta dotación no puedan reunirse con 
inclusión del regente los cinco magistrados 
necesarios para ver y fallar las causas de 
que trata el precedente artículo , se comple- 
tara este número con el juez ó jueces letra- 
dos de primera instancia que haya en la ca- 
pital, si no tuvieren impedimento, y á falta de 
ellos elegirá la Sala á pluralidad de votos 
otro ú otros letrados, según lo que se nece- 
site (3). 

77. Cuando en cualquier caso asistieren 
á la Sala mas ministros de los absolutamente 
necesarios, no habrá nunca resolución sino 
en lo' que con entera conformidad vote la 
absoluta mayoría de los que concurran. 

78. Los fiscales podrán votar como jue- 
ces en los negocios en que no sean parte, 
cuando para determinarlos no hubiere sufi- 
ciente número de ministros. 

79. El ministro impedido de ser juez en 
alguna causa, lo manifestará oportunamente 
al que presidiere la Sala para que le sustitu- 
ya el mas moderno de la siguiente en órden, 
á la cual pasará el impedido (4). 

80. Empezado el despacho, ó la vista ó 
revista de un negocio, no se le dejará pen- 
diente si para su conclusión bastare alguna 
hora mas de las de ordinaria asistencia; y si 
el negocio fuere criminal, particularmente si 
hubiere reos presos, se prolongará esta todo 


(1) En lo civil véanse los arts. 83, 54 y si- 
guientes de la Ley de Enjuiciamiento civil. 

(2) Véase el B. D. de 4 noviembre de 1838. 

(3) Ver el R. D. de 29 de noviembre 1856. 

(4) Conforme con el art. 126 de la Ley de En- 
juiciamiento, que quiere que el ministro recu- 
sado, siendo cierta la cansa, se separe desde 
luego del conocimiento de ios autos. Véase 
también la circular de 9 de setiembre de 1862, 
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el tiempo posible al prudente juicio del que 

presida (1). , , , 

Una vez dada cuenta del negocio, ó aca- 
bada la vista ó la revista, no se disolverá la 
sala hasta dar providencia; pero si algún 
ministro antes de comenzarse la votación ex- 
pusiere que necesita ver los autos, ó exami- 
nar el memorial ajustado, podrá suspenderse 
y deberá darse la sentencia dentro de los 
mismos términos respectivamente señalados 
para ello á los jueces de primera instancia, 
según que el negocio fuere civil ó criminal, 
é interlocutoria ó definitiva la providen- 
cia (2). 

En las causas en que los jueces declaren 
conforme á la ley del reino ser necesaria in- 
fotmacion en derecho, deberá darse la sen- 
tencia dentro de sesenta dias improrogables, 
contados desde el de la vista, preséntense ó 
no las informaciones de las partes. 

81. Si empezado á ver un negocio, ó 
visto ya y no votado, enfermare ó de otro 
modo se inhabilitare alguno de los ministros 
concurrentes, en términos de no poder con- 
tinuar ó dar su voto en voz ni por escrito, 
no por eso se suspenderá la vista ó la deter- 
minación, si los demás jueces fueren en su- 
ficiente número. Si no lo fueren, ni subiere 
probabilidad de que el impedimento cese 
dentro de pocofr dias, se procederá á nuevo 
señalamiento y vista en el caso de no haberse 
acabado la primera; ó si*se hubiese acabado, 
verá la causa otro ministro de la misma sa- 
la, caso de haberle vacante, y á falta de él, 
el mas moderno de la siguiente eu órden; y 
vista, la determinará con los demás que an- 
tes la vieron. 

82. La votación, una vez comenzada, no 
podrá nunca interrumpirse sino por algún 
impedimento insuperable. En ella se arre- 
glarán los Ministros á lo dispuesto por las le- 
yes; y ninguno podrá negarse á firmar, cuan- 
do íe corresponda, lo que resultare acorda- 
do por la mayoría, aunque él haya sido de 
opinión contraria. Pero si en este caso qui- 
siere salvar su voto, podrá hacerlo con tal 
que dentro de las veinticuatro horas de ha- 
berle dado, lo escriba de su letra, sin fun- 
darlo y firmándolo en el libro reservado que 
cada Sala debe tener para este fin bajo llave 
de su presidente (3). 

83. Si no resultare absoluta conformidad 


r 

(1) Ver el art. 320rdenanzas de las Audien- 
cias y 41 de la ley de Enjuiciamiento. 

(2) Concuerda con el art. 51 de la Ley de 
Enjuiciamiento civil 

l3» En lo civil véanse los arts. 59 y 60 de la 
Ley de Enjuiciamiento civil. \ 


de los votos necesarios para hacer sentencía- 
se remitirá la causa en discordia, la cual será 
dirimida conforme á la práctica actual; pero 
si nichos votos se conformaren absolutamen- 
te en algún punto principal aunque discór- 
den en otro subalterno, accesorio ó diferente 
que no tenga esencial conexión con aquel, v . 
que por tanto pueda bien separarse, habrá ' 

n te ncia legal y valedera respecto á aquello . 
en que estuvieron enteramente conformes 
los votos necesarios, y solo se remitirá en 
discordia lo demás en que efectivamente fe 
hubo (1). 

84. Los ministros cesantes ó jubilados, 
y los- que hayan sido trasladados ó promovi- 
dos á otro empleo, deberán votar, siempre 
que se hallen en disposición de ello, las can- 
sas que hayan visto antes de su salida ; pero 
no podrán votarlas los que se hallaren sepa- 
rados ó suspensos de la magistratura. 

85. Tocias las Audiencias tendrán res- 
pecto al Supremo Tribunal de España é In- 
dias la misma obligación que por el art 53 se 
impone á los jueces de primera instancia, y 
además deberán remitirle al principio de 
cada año una lista de las causas civiles y crL . 
rninales fenecidas en el precedente, con dis- 
tinción de sus clases, comprendiendo las 
que por conciliación, compromiso, juicio., 
verbal , ó de cualquier otro modo se hubie- 
ren terminado en los Juzgados inferiores; y 
cada cuatro meses otra bastantemente ex- 
presiva del estado de las criminales pendren- i 
tes, así enda Audiencia como en los Juzga- '■ 
dos de primera instancia de su territorio. 

86. Cuando les ocurriere alguna dudá. 
de ley, ó alguna otra cesa que exponer relá-r ', 
tiva á la legislación, acordarán sobre ello éñ * 
tribunal pleno después de oir á su fiscal" <5 . 
fiscales, y con inserción del dictámen de es- 
tos consultarán á S. M. por medio de dicho; i' 
Supremo Tribunal de España é Indias. En las 
consultas se insertarán también los votos ■ 
particulares si los hubiere , pero sin refutar- . 
los (2). 

87. Todas las Audiencias cuidarán de . 
que cada año, por medio de un ministro que 

al efecto elijan, se haga visita de los subal- 
ternos de! Tribunal para ver si cumplen bien 
con las obligaciones de sus oficies. 

88. Mientras que se arreglan y unifor- 
man en cuanto sea posible las ordenanzás de 

(i) Los arts 54, 55, 56 y 57 de la Ley de®> ■ 
juiciamiento civil son los que hoy deben con- ^ 
su liarse para dirimir las discordias en negocias 
de esln clase. ,.. 1 

'*2) Téngase presente la facultad 12 del / 
tíeulo 90 de este Reglamento. • 


justicia: 

las Audiencias, y se rectifican los aranceles 
de derechos, se gobernarán estas por el pre- 
sente reglamentó, y por las ordenanzas y 
prácticas que actualmente las rigen en cuan- 
to sean conciliables con él; y cuidarán de 
ue se observen los aranceles vigentes en el 
m, reprimiendo todo abuso que contra ellcs 
advirtieren. 

89. Los regentes de las Audiencias, si 
notaren en las suyas graves abusos é irregu- 
laridades que eilus no alcancen á remediar 
ni á obtener que se remedien , deberán bajo 
su mas estrecha responsabilidad ponerlo en 
conocimiento del Tribuna! Supremo de Es- 
paña é Indias, ó directamente del Gobierno, 
cuando lo requiera el caso, para que se pue- 

• dan tomar Jas providencias oportunas. 

CAPITULO V. 

Del Supremo Tribunal de España é 
Indias (i). 

90. Las facultades y atribuciones de este 
Supremo Tribunal, respecto á los negocios 
que empiecen en adelante , serán solo Jas 
que siguen : 

L a Promover la administración de justi- 
cia en todo el Reino por lo respectivo al fuero 
ordinario; y velar muy cuidadosamente so- 
bre ella; para lo cual ejercerá sobre todas 
las Audiencias la misma inspección superior 
que estas sobre los jueces inferiores de su 
territorio. 

2. a Conocer en primera y segunda ins- 
tancia de la causas criminales que por deli- 
tos comunes ocurrieren contra vocales del 
Consejo de Gobierno, secrelarios y subse- 
cretarios de Estallo y del Despacho , Conse- 
jeros de Estado, Ministros del Consejo Real 
de España ó Indias, Embajadores y Minis- 
tros plenipotenciarios de S. M. y Magistra- 
dos del mismo Tribunal Supremo, del Real 
Consejo de órdenes y de las Audiencias, sal- 
vo s*empre el exclusivo conocimiento de las 
Córtes respecto á los casos de responsabili- 
dad que les están reservados. También co- 


(j) Desde el restablecimiento de la Consti- 
tución de 1812 se viene llamando Tribunal 
Supremo de Justicia, yen su título V vigente 
como ley pueden constelarse los arts. 259, 
260, 261. Además, consúltense el R, D, de 24 
de marzo de 18 ti, el reglamento suyo especial 
de j7 de oeiubre 1835 que va á con [inunción, 
la Ley dn Enj civil, arts. 100, 1010 á 1102 y 
1105 el R. Ü de 2 de mayo de 1858 sobre ins- 
pección judicial, el de 13 Je diciembre de 1867 
sobre jerarquía judicial con los demás que allí 
so citan y el de 26 de noviembre de 18681 

Tomo VIII. 
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nocerá este Supremo Tribunal de las causas 
que por tales delitos comunes sea menester 
formar contra algunos de los M. RR. Arzo- 
bispos ó RR. Obispos , ó de jos que en la 
Corte ejerzan autoridad y dianidad eclesiásti- 
ca suprema ó superior, cuando el caso deba 
ser juzgado por la jurisdicción Real. 

3. a Conocer también en primera y se- 
gunda instancia de las causas criminales que 
por culpas ó delilos cometidos en el ejerci- 
cio del respectivo cargo público baya que 
formar contra ministros del Consejo Real de 
España é Indias, subsecretarios de Estado y 
del Despacho, Consejeros de órdenes, fun- 
cionarios superiores de la Corte que no de- 
pendan sino del Gobierno inmediatamente, 
y que no pertenezcan como tules á jurisdic- 
ción especial, magistrados de las Audiencias 
del reino , intendentes y Gobernadores civi- 
les de las provincias: y asimismo contra pre- 
lados ó autoridades eclesiásticas de las que 
expresa el párrafo precedente, por aquellos 
delitos oficiales de que deba conocer Ja ju- 
ró dicción Reai. 

4. a Conocer asimismo en dichas instan- 
cias : 

De Jos juicios de tanteo de oficios públi- 
cos, jurisdicciones y señoríos, y de rever- 
sión é incorporación á la Corona. 

De los negocios contenciosos do Real pa- 
tronato, así de España como de Indias (I). 

De los negocios judiciales en que enten- 
día la Cámara de Castilla corno tribunal es- 
pecial. 

De las residencias de Vireyes, Capitanes 
generales y Gobernadores de Ultramar. 

De los juicios de expolios de prelados y 
eclesiásticos de Ultramar. 

De las demandas sobre retención de Bu- 
las, Breves y Rescriptos apostólicos, ó de 
gracias concedidas á consulta de las supri- 
midas Cámaras de Castilla y de Indias , ó de 
la sección de Gracia y Justicia del Consejo 
Real. 

De los recursos sobre nuevos diezmos de 
que según la ley debía conocer exclusiva- 
mente el suprimido CoDsejo de Castilla, sin 
perjuicio de que las personas á quienes se 
demandaren tales nuevos diezmos, puedan 
si quisieren, con arreglo al art. 4 i, acudir al 
respectivo juez de primera instancia para el 
mero hecho de que se Jas ampare en la po- 
sesión de no pagarlos. 

5. a Conocer de los recursos de nulidad, 
que según lo que establezcan las leyes se 


(I) V. en Consejo de Estado el art. 4o de la 
ley de 17 de agosto do 1860. 

9 
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interpusieren de las sentencias ejecutorias - 

dadas por las Audiencias (1). . 

(¡ ^ Conocer como en la actualidad, bas- 
la que otra cosa se determine por Iq- ley, de 
los recursos de irjuslicia notoria y de las 
segundas suplicaciones. 

7 . u Conocer en -apelación , asi de los 

asuntos judiciales de la. Real Hac enda en 
todo el reino, según lo que determinen las 
leyes, como también de Lodos los negocios 
cooleiiciosQS.de la Real caja de amortiza- 
ción (2). ■ . ■ ' .. . „ i - 

8. a Coaoeer de los recursos de fuerza-' 

que se interpongan de la Nunciatura , del ■ 
Consejo de órdenes y de todos los demás 
Tribunales eclesiásticos superiores de la 
Co; te (3). . _■ 

9. a Conocer de los recursos do protec- 
ción del Santo Concilio.de Trente como en- 
tendían de ellos los suprimidos. Consejos.de 
Casi illa y de Indias ( fj. 

H>.‘ -Conocer de los recursos de. fuerza ó i 
de protección de’ regulares, así por lo res- 
pectivo á la Corte como también de fuera de 
ella, cuantío por lo que se prescribe en Ja fa- 
cultad cuarta del art. 58, no pueden las Au- 
diencias tornar conocimiento de dichas re-' 
cursos eu el fondo.. 

11. a Hicer que se le presenten las bu- 
las, breves ó rescriptos- apostólicos prtrti exa- 
minarlas y conced irles el pase, ó retenerlos 
con arreglo á las leyes. 

12. a Examinar también, y dar ó negar 
el ¡tase á las preces que se dirijan á Roma 
en aquellos casos en que parata) efecto de- 
ben presentarse ai Tribunal Supremo- con 
arreglo á las Reales disposiciones vigentes 
en la actualidad 

13. a . Dirimir las competencias de las Au- 
diencias entre' sí en todo el Reino; y tam- 
bién las que en la Península é Islas advacen 
tes se susciten entre Audiencias y jueces or- 
dinarios. ó entre unas ú Ciros con- Tribuna- 
les, ó Juzgados especiales que no sean- de los 


(1) En lo civil' censúttense los .iris. 1010 
al M02 de la Ley de Ei^uieiamiento civil. — 
En los negocios judiciales de Hacienda con-, 
sáltense los arts. 95 al Hit dej R, D. ,do20 (lo 
junio d« 1852. 

(2) Hoy van estas apelaciones á ^Audien- 
cias según el R. D. de 20 de junio de 1852 so- 
bre jurisdicción de Hacienda. ' 

,(3j- Concuerda con el art 1105 dé la Ley de 
Enjuiciamiento civil, debiendo tenerse presen- 
tes los demás del tít. XXil dé la primera par- 
te de la misma ley. 

(4) Sobre este artículo y los. dos siguientes, . 
vea'se él art. 45, párs. 2 ° y 3 ° de la léy de 17 
de agosto de 1560, en Consejo de Estadu- . 


«Je fuero militar de Guerra ó de Marina, ó de 
alguno «le los ramos.de ¿jue. conoce en apela- 
ción .Id Real j' Suprema Jauta patrimo- 
nial (I). . ■ 

14. a .Dirigirá S. M. con su. dictamen las 
consultas que reciba de las- A.udienuás so- 
.bre iliidus.de ley ú otros puhRs relativos A 
la legislación, y consultar también por sí 
mismos «obre ello y sobre lo demás que con- 
sidere necesario ó conveniente para la me- 
jor administración de justicia'; arreglándose ' 
respectivamente á lo dispuesto, en oí art. -80, 

. Pero sin embargo do lo que se declara en. 
el presente artículo, el Ti ibunáf Supremo, ' 
conforme á laaiitorizaCMn qqe le. está con- 
[‘árida por el fí. I). de "¿6 oe mayo, de Is34, 
terminará todos' los .«ógocios 'pendientes que , 
este expresa, v los q ie como correspondien- 
tes a! suprimido Consejo de Indias se remi- 
tan «Id Ultramar antes de baber.se publicado 
en aquellos dominios el R. D. de 24 de mar- 
zo del mismo ano. ; 

91. EÍ Trbunal Supremo continnarádivi- 
'diéndosé cómo actualmente en. tres. Salas or- 
dinarias, las dos para tos negocios de lá .Pe- 
nínsula é Islas adyacentes y fa otra para los; 

.de Ultramar; alternando en las; dos prime- 
ras sus ministros, por orden de antigüe- 
dad, confórme á lo prescrij to al final' del 
art, OI. Pero nó sútamen te podrá la Sala dé . 
Indias suplir á las de España siempre que se 
necesite, asi como. los ministros de estas po- 
ndrán también suplir en igual caso á los que. 
-faltaren en la otra, sino que de los tpas ríJó- 
(ierrios de las tres indistintamente'- deberán 
formarse para auxi'iár á cualquiera. de ellas, 
las Salas extraordinarias que 'Convinieren 
Conforme al art. 62. 

Los fiscales,' de España. y el de Indias se; 
suplirán V auxiliarán Lina bien recíprocamente 
según conviniere para el mejor despacho de 
los -negocios (2). ■ - . 

92. La inspección superior del Supremo 
1 Tribunal sobre las Audiencias para promover 

la administración de justicia, será respecti- 
vamente en los mismos términos y condal 
tnismasdiniitncioñeo que contiene el art, 511} 
y si se le «iieren quejas atendibles sobre re- 
. trasog ó abusos en aquellas,' procurará eür 
cazjuente informarse «lo la verdad*: y tomará 
■en, su case las providencias upaslujaas pa^a 
remediarlos (3). - y • * . . _ • ‘ 

1 y ,• v . ‘— T -7—^trr m - . .. — t ■ .. lT" : 

. tlf . y , .UoSlPEiTENOl-A,, tomó 1H. p; 343 ■ 

. (3j Véase, sobro este artículo y jas atribo- 
ciangs de; las tres Salas el. decreto de 26 de WT 
vfiutibre de, 1868. -*•-,?■> 7, ■ *' 

m- VW el K. D. VaQ éner,od« l li8S2 ( ,y ei • ' 
de 2 de ínayO- da.1858, ■ - *.Y"; " - 
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Cuidará también de que se lo ; Temttan 
puntualmente; á' su tiempio las listas que pres- 
cribe el art. 85, y las examinará con la mayor, 
atención,. mandando pasarlas antes á los fis- 
cales por turno, ó distribuirlas entre tridos 
los ministros ¡le las tres Salas ordinarias, y 
si de aquellas aparecieren dilaciones en el 
curso de las causas, ó algunos otros defectos 
que merezcan amonestación, censura ó. cor*, 
reccion, acordará lo que corresponda- en. uso 
di 1 sus Facultades: debiendo después dar cuen- 
ta al Gobierno con un resumen de dichas 
lisias acompañado de fas observaciones que 
convengan ; sin' perjuicio de darle cuenta 
asimismo, siempre que los abusos ó las par- 
ticularidades quese’noten, ó la clase de re*' 
medios que se consideren necesarios, exijan 
que se llame inmediatamente Ja atención 
ileS M; . 

93. Cuando hubiere que formar causa 
criminal por delito común á alguna de las 
personas comprendidas en la la cuitad i se- 
gunda del art. 90, deberá instruirse eF su- 
mario por el‘ ministro mas anligtio de la res- 
pectiva Sala despueS del que presida, si el 
tratado como reo se bailare en la Corte; y si 
se hallare fuera, por el regente de la Audien- 
cia, ó por el Gobernador civil de la provin- 
cia, según ei que primero prevenga el cono- 
cimiento; todo sin perjuicio de que si el delito 
fuere de pena corporal, y no se bailare á 
mano ninguna de las autoridades sobredichas, 
pueda y deba el juez ordinario del pueblo, en 
Cuanto !o requiera la urgencia, ejecutar lo 
que se prescribe en el art. 33. 

Instruido ei sumario, "pasará á la respectiva 
Sala del- Tribunal', quedando á su disposición 
el procesado; y todas las actuaciones que en 
el plenario hubiere que practicar, fuera de 
aquella, se cometerán precisamente á-alguna 
de las autoridades expresadas en el párrafo 
anterior. 

La sentencia de vista en estas causas será 
.siempre suplicable; pero la de revista causará 
ejecutoria en todos los casos. 

94. En las causas á que se refiere la fa- 
cultad tercera de dicho art. 90 el ministro 
mas antiguo de la Sala respectivá después 
del que presida, deberá ser precisamente 
quien instruya el sumario; y se observarán 
todas las .demás disposiciones del art. 73. 

9ó. Será extensivo al Tribunal Supremo 
lo que se prescribe en el art. 74, pero se ne- 
cesitarán siempre cinco ministros á lo menos: 

i." Para ver y fallar en primera instancia 
alguna de lis causas criminales de que tratan 
los arts. 93 y 94, ó alguna residencia de 
virey, Capitán general ó Gobernador de Ul- 
tramar; excepto si se procediese en Cuerpo 
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contra el Consejó de órdenes, ó contra alguna 
Audiencia ó contra alguna Sala de estos Tri- 
bunales. . . 

2. 0 Paria ver y fallar en juicio plenario de 
posesión ó de propiedad alguna demanda 
sobre nuevos diezmos. . 

3. a Para ver y determinar demanda de 
retención de bula, breve ó rescripto apos- 
tólico, ó de gracia concedida;- incluso el ar- 
ticulo previo respecto áestas. 

,96. No podrán verse y determinarse .en 
revista con menos desiete Ministros las causas 
mencionadas en el párrafo I.° dél precedente ■ 
artículo, coa la excepción allí contenida. 

97. Serán necesarios ‘nueve jueces á lo 
menos: 

f ° Para ver y fallar en primera instancia 
cualquiera cansa criminal en que conforme 
á la facultad tercera del art, 90 se proceda 
en Cuerpo contra el Consejo de órdenes, 
contra alguna Audiencia, ó contra alguna 
Sala de estos Tribunales. 

2 0 Para ver y determinar grado de se- 
gunda suplicación, recurso de injusticia no- 
toria, ó alguno de los de fuerza comprendidos 
en la facultad octava de dicho art. 90, ó al- 
gún juicio de reversión ó de incorporación 
á la Corona, ó de tauteo de jurisdicción ó 
señorío. 

Para ver y lallar en revista las causas cri- 
minales en que se. proceda en Cuerpo contra 
le! Consejo de órdenes, ó contra alguna 
i Audiencia, ó contra alguna Sala de uno ú 


! otra, concurrirá pleno todo el Supremo Tri— 
| bnnal, sin que puedan ser menos de once 
los jueces, 

98. El Supremo Tribunal de España ó 

Indias deberá observar respectivamente en 
su caso, cuan rio con especialidad no se pres- 
criba otra cosa en este capítulo, todo lo pre- 
venido respecto á las Audiencias en los ar- 
tículos 63 y siguientes hasta el 68 inclusive; 
en el 70, 73 y 75, y en el 77 y los que le 
siguen basta el 84 inclusive también, y asi- 
mismo cuidará de que se baga la visita anual 
de sus subalternos con arreglo al art. 87, y de 
cumplir lo que el 88' prescribe en cuanto á 
aranceles. •' 

La obligación que el art. 89 impone á los 
regentes de las Audiencias es extensiva en 
iguales casos al Presidente del Tribunal Su- 
premo. 

CAPITULO VI Y ULTIMO. 

De los fiscales y de los promotores fiscales . 

99. Los fiscales del Suurerno Tribunal 
de España é Indias, ó de las Audiencias no 
llevarán por título ni pretesto alguno, ni per- 
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muirán que sus agentes fiscales ¡leven dere- 
elios ú obvenciones, de cualquiera clase y 
bajo cualquier nombre que sean, por las res- 
puestas que dieren en ¡os asuntos que se les 
pasen. 

Los promotores fiscales de Jos Juzgados 
inferiores podrán percibir derechos Culi ar- 
reglo al arancel cuando recaiga condenación 
de costas (1). 

100. Les fiscales del Tribunal Supremo 
despacharán indistintamente lo civil y lo cri- 
minal en sus respectivas Salas, supliéndose 
y auxiliándose unos á otros con arreglo al 
art. 91. 

En las Audiencias que tienen un fiscal para 
lo civil y otro para lo criminal, se suplirán 
también uno á otro, y se auxiliarán cuando 
alguno estuviere recargado {i). 

101. Loa fiscales y los promotores fisca- 
les, como i ofensores que son de la causa 
pública y de la Real jurisdicción ordinaria y 
encargados de promover la persecución y 
castigo de los delitos que perjud can á la 
sociedad, deberán apurar todos los esfuerzos 
de su celo para cumplir bien con tan impor- 
tantes obligaciones; pero no se mezclarán en 
los negocios civiles |Uó solo interesan á per- 
sonas particulares, ni tampoco en las causas 
sobre delitos meramente privados en que la 
ley no da acción sino a las partes agravia- 

. das (3). 

102. Los fiscales del Tribunal Supremo 
y los de tas Audiencias no tendrán preci- 
sión de asistir á su Tribunal respectivo sino 
cuando este lo estime necesario y cuando 
deban informar de palabra en estrados (4). 

103. Unos y otros fiscales tendrán res- 
pectivamente la misma obligación que el ar- 
tículo 89 impone á los regentes de las Au- 
diencias. 

104. Los fiscales del Tribunal Supremo 


(i) Hoy solo cobran su sueldo. (Real Or- 
den de “27 de diciembre de 1851.) 

. (2j Por R. L). de 25 de abril de 1844 se 
mandó ya que hubiese un sol,. fiscal eri el Tri- 
bunal Supremo de Juslicia, otro en la Audien- 
cia de Madrid, y otru on cada una de las 
Audiencias de la Península é Islas adyacentes. 

(3) El fiscal del Tribunal Supremo está 
autorizado para pedir por si directamente á los 
fiscales de las Audiencias las causas fenecidas 
en que no haya ningún punto pendiente de 
ejecución, y los autos en que tenga interés el 
Estado y se hallen igualmente fenecidos. Los 
fiscales de las Audiencias tienen la misma fa- 
cultad respecto de las Audiencias. (R. D. de 14 
de noviembre de 1851.) 

(4) . Véanse los Rs. Ds. de 6 de noviembre de 
1844 y 2 de abril de 1851. 


(Reg. prov .) 

están además particularmente obligados, ba- 
! jo su mas estrecha responsabilidad. 

1. ° A detiunciar al Tribuna! las irregula- 
ridades, abusos y dilaciones que por las lisias 
y causas que las Audiencias remitan, ó por 
cualquier otro medio, notaren, eu la admi- 
nistración de justicia, y á proponer sobre ello 
formal acusación cuando la gravedad del ca- 
so lo requiera. 

2. ° A acusar los demás delitos cuyo co- 
nocimiento loca al dicho Tribunal en virtud 
de las facultades segunda y tercera del ar- 
tículo 90. 

3. ° A solicitar la retención de las bulas 
breves y rescriptos apostólicos atentatorios 
centra las regabas de S. M. ó de olía mane- 
ra contrarios á las leyes. 

4. “ A promover con toda actividad las 
demandas pendientes, y entablar de nuevo 
v proseguir eficacísima mente todas las que 
correspondan sobre las lincas, rentas y dere- 
chos que deban iucorporarse ó revertir á la 
corona. 

En su consecuencia están autorizados para 
pedir y exigir por sí ú los fiscales de las Au- 
diencias, a los promotores fiscales de los 
Juzgados inferiores, y á cuaiesquier otros 
funcionarios públicos, y estos tienen obliga- 
ción de darles en cuanto legal mente puedan 
los informes y noticias que necesiten para el 
mejor desempeño de sus atribuciones. 

105. Bajo igual responsabilidad están 
particularmente obligados los fiscales de las 
Audiencias á denunciar, y en su caso acusar 
formalmente las fallas que contra la admi- 
nistración de justicia advirtieren en ios Juz- 
gados inferiores; á acusar también los demás- 
delitos cuyo conocimiento en primera ins- 
tancia tocad la Audiencia respectiva, y ¿ex- 
citar á Jos promotores fiscales de su territo- 
rio para que acusen los que pertenezcan á 
dichos Juzgados, ó promuevan.su persecu- 
ción de oficio, y activen sus causas si ya es_ 
tuvieren empezadas. 

Para ello tendrán, no solo la autorización 
expresada al final del artículo precedente 
sino también una inspección superior sobre 
los dichos promotores fiscales, lo; cuales es- 
tarán bajo las inmediatas órdenes y direc- 
ción de los fiscales de la respectiva Audien- 
cia para todo lo que sea defender la Real ju- 
risdicción ordinaria ó promover la persecu- 
ción y castigo de los delitos públicos y Ja 
pronta y cabal administración de justicia: 
salva siempre la independencia de opinión 
que los mencionados promotores, como úni- 
cos re pousabies de sus acios en las causas 
que despachen, deben tener respectq a estos 
para no pedir ni proponer sino lo que ellos* 
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mismos conceptúen arreglado á las leyes ( i ). 

100. Los promotores fiscales por su par- 
te bajo la responsabilidad sobredicha mira- 
rán como su principal obligación el cumpli- 
miento de !o que resprclo á ellos expresa el 
artículo precedente, y podrán también pe- 
dir por sí á cualquier funcionario público y 
este deberá darles, en cuanto legalmente 
pueda, las noticias que necesite para desem- 
peñarla; y si en el respectivo Juzgado inferior 
notaren morosidades <4 abusos cuyo remedio 
no alcancen á obtener, informarán de ello á 
los fiscales de la Audiencia (2). 

107. Empero, todos los fiscales y promo- 
tores fiscales deberán siempre teDer muy 
presente que su Ministerio aunque severo, 
debe ser tan justo é imparcial como la lev en 
cuyo nombre le ejercen, y que si bien ¡esto- 
ca promover con la mayor eficacia la perse- 
cución y castigo de los delitos y los demás 
intereses déla cansa pública, tienen igual 
obligación de defender i, prestar su apoyo 
á la inocencia, de respetar y procurar que 
se respeten los legítimos derechos de las per- 
sonas particulares procesadas, demandadas ó 
de cualquier otro modo interesadas, y de no 
tratar nunca á estas sino como sea conforme 
á h verd d y á la justicia. 

Tendréislo entendido etc. — En el Pardo 
á 26 de setiembre de 1835. ( CL . t. 20, pá- 
gina 399.) 

R. D. de 8 ocltibre de 1835. 

Artículos adicionales al reglamento do justicia, 

(Crac, y Jcst.) Se dispuso: 1,' que er. 
las n nodaciones de autos interlocntorios y de- 
finitivos sobre negocios de menor cuantía se 
observara lo establecido en el arl. 60 del re- 
glamento, y 2 0 que para cumplir mejor lo 
dispuesto en el art. 100 del mismo regla - 
monto se repartiesen entre ln.^ dos fiscales 
los negocios así civiles como criminales. 
(CL. t. 20, p. 454.) 

R. D, de 17 octubre de 1835, 

Es sobre desafuero y modo de proceder en 
las causas contra eclesiásticos. Se halla in- 
serto en Eclesiásticos y véase también Ju- 

BISDICCIÚN ECLESIÁSTICA. 


(1) Además de los decretos citados de 14 de 
noviembre de 1851. 30 de enero de 1852 y 2 de 
mayo de 1858. recomendamos á nuestros lecto- 
res tas circulares de 20 de marzo de 1859 y 12 
de dicieml'ie de 1860. con mas las que se ba- 
ilan insertas en Hacienda pública (Contencio- 
so de la). 

(2) Véanse los arts. 26 al 37 del reglamento 
de los Juzgados de 1." mayo de 1844. 


(Reg. prov.) 

R. D. de 17 octubre de 1835. 

Reglamento del Tribunal Supremo de jnsticía (1). 

Sumario. 

Contiene este reglamento siete capítulos que 
son: F. Del Tribunal y de sus Salas, de sus ma- 
gistrados y subalternos en general —II. Del 
Presidente. — 111. De los ministros dei Tribu- 
nal, - IV. De los fiscales y agentes fiscales.— 
V f)e los subalternos, relatores, secretario, es- 
cribanos de Cámara, canciller registrador, re- 
partidor y tasador.— De los porteros, alguaciles 
y mozos de estrados. — Vil. De los procuradores 
y agentes de negocios. 

(Grao, v Just.) «Siendo muy convenien- 
te que los Tribunales tengan reglas fijas pa- 
ra su gobierno interior, para su organización 
y para tratar los asuntos correspondientes á 
sus atribuciones del modo mas favorable á la 
pronta y recta administración de justicia, be 
venido en decretará nombre de «mi augusta 
bija la Reina doña. Isabel 11, oido el dictamen 
de! Consejo de Ministros que se observe por 
a liora el siguiente 

Reglamento del Supremo Tribunal de 
España é Indias. 

CAPITULO PRIMERO. 

Del Tribunal y de sus Salas, y de sus ma- 
gistrados y subalternos en general. 

Artículo l.° El Supremo Tribuna! de 
España é Indias se compone, en conformidad 
al R. I). de 2 4 de marzo de 1834, de un 
presidente, quince ministros y fres fiscales, 
y se divide en tres Salas de cinco ministros 
cada una; las dos para los negocios de España, 
y la otra para Ins de las provincias de Ultra- 
ma*% ta cual está habilitada para suplir á las 
Salas de España en caso necesario, así como 
los ministros de estas pueden también en 
igual caso suplir á los que faltaren en ta otra. 

El tratamiento del Tribunal y de cada una 
de sus Salas en Cuerpo, será el de alteza, y 
el de muy poderoso señor en el encabeza- 
miento. 

2.° La Sala de Indias constará de los mi- 
nistros nombrados especialmente para ello 
por S. M., y las dos de España se compon- 
drán alternando en ellas los ministros res- 
pectivos por el órden de su antigüedad, de 

(1) Con arreglo a! arl. 2.59 le ta Cons’ilu- 
cion de 1812 subsistente como ley según Ja de 6 
de setiembre de 1837. se llama Tribunal Su- 
premo de Justicia. Véase dicha !» y en su lu- 
gar ti-' este articulo. Véanse también los artí- 
culos 30 y siguientes del reglamento provisio- 
nal, y las disposiciones citadas en fas notas, 
con otras que se bailan en este articulo. 
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manera que los nías antiguos sean los deca- 
nos de cada Sala. Pero el presidente ó quien 
sus veces haga, está- autorizado así para dis- 
poner que la Sala de indias despaché asun- 
tos de las de España, cuando se halle menos 
ocupado que estas.,, como para hacer que si 
alguna o algunas de las tres. Salas ordinarias 
estuviere sobrecargada de negocios, se for- 
men eventualmente otra ú otras auxiliares 
con los ministros mas modernos de las tres, 
para ayudarlas en el despacho de süs res- 
pectivas asignaciones. 

3. ° El presidente podrá asistir á la Sala 

que mejor le parezca, sea ordinaria ó auxi- 
liar; yen aquella á que él no asista presidirá 
el ministro mas antiguo. El que presida la 
Sala,, hará guardar en ella el órden oebido, 
y será el único que lleve la palabra en 
éstiados. . . 

4. ° En las dos Salas de España, los mi- 
nistros qiw en un año hayan compuesto la 
una pasarán á la otra en el' si guien te; pero ni 
en ellas ni eu la de indias podrán fallar nun- 
ca en revista los que lo hubieren hecho eu 
vista, siempre que para determinar la súpli- 
ca haya en e! Tribunal sulicienle-iiúmero de 
otros jueces, incluso el presidente, y los fis- 
cales que no tengan impedimento, ¡ ara lo 
cual los ministros de cada una de las Salas 
de España serán reemplazados por los de las 
otras, empezando los mas modernos, y si no 
bastaren por los de la de ludias en. igual for- 
ma; y los de esta ¡o serán por los de las otras 
dos, también los inas modernos en ambas. 

5. ' El Tribunal se reunirá todos los dias 
no feriados eu el mismo local que actual- 
mente, bon agregación de h Sala del Conse- 
jo de.órdenes que ocupó el Supremo. Tribu- 
nal de Justicia, y con el mismo traje que en 
la actualidad usan respectivamente los ma- 
gistrados y subalternos; y ni unos ni otros, 
con inclusión Jel presidente, pero excep- 
tuándose los fiscales y los agentes fiscales, 
podrán: dejar de asistir cada’ día, como no 
sea por enfermedad ú otro legítimo impedi- 
mento; en cuyo caso deberán excusarse, 
avisándolo al que : presida- el Tribunal. 

6. ° Empezará este á las nueve de la ma- 
ñana desde I .’ de mayo hasta fia de setiem- 
bre* y en el resto del año á las diez v despa- 
chará las tres horas- de asistencia" que se 
acostumbra; las cuales se extenderán basta 
otra naps, si habiendo vista ú otro negocio 
empezado, pudiere concluirse dentro de este 
tiempo: todo sin perjuicio de prolongarlo 
cuanto fuese. posible al prudente juicio del 
que presida, siempre que lo exigiere la ur- 
gencia de loá. asuntos. 

7. ° Las Salas que tuvieren que despachar 


alguna ó algunas causas crimínales, ¡deberán 
además reunirse a horas extraordinarias, v 
aun en dias feriados, para ,el despacho de 
aquello que la urgencia requiera. 

A la hora precisa en que deba abrir- 
se el tribuna),: lodos los ministros de lustres 
Salas se reunirán con el presidente en una 
de ellas para oír las órdenes que el Gobierno 
comunique a! , Tribunal, ó tratar de algún 
negocio que exija acuerdo de todos ios mi- 
nistros, y concluido este despacha se sepa- 
rarán las Salas. ■, ■ 1 

9. ° Todas- ellas principiarán por el des- 
pacho de sustaneiacion, dándose cuenta pri- 
mero por los. escribanos do Cámara, y oes-- 
pues por los relatores; y luego se procederá 
¿ la vista de los negocios pendientes, ¿ y se- 
guidamente á la de los señalados para aquel, 
din, haciéndose todo esto en audiencia pú- 
blica , á exéepeiori de las causas qqe es- • 
téu en sumano, y de aquellas en ‘que, á jui- 
cio de la Sala, se oponga la decencialá la 
publicidad. 

10. En cuanto al número de ministros 

necesarios para el despacho dé sustaneiacion 
y para vory fallar los negocios, y también 
respecto ó las votaciones y el. término en que 
deben darse las sentencias , se observara lo 
prescrito en e! reglamento provisional. para 
la administración de justicia de 2&de setiem- 
bre de este año. Siempre que en una §.ala 
necesiten mas ministros, pasarán á ella los' 
mas modernos de cada una de las otras res- 
pectivamente. . 

11 . Éí- ministro impedido de ser juez en 
alguna causa, lo mar. ¡restará oportunamen- 
te al que presida la Sala, para quq con acuer- 
do del presidente del Tribunal ó de quien 
liaga sus veces, le sustituya el más moderoo 
de ia otra, respecto á las dos.de España. 
Si el impedido fuere de ia Sala de Indias, le 
sustituirá también el mas moderno de las 
otras dos, y en ambos casos aquel pasará á 
la Sala de este, para qué en ninguna de 
ellas se detenga el despacho. 

12. Las discordias qm hubiere en algu- 
na de las dos Salas de. España se dirimirán 
poi los ministros mas modernos de ia otra; 
y las que ocurran en ia Safa de Indias* 
por los mas modernos de aquellas dds aíter** 
nativamente; pero si hubiere ministros de. lá 
dotaciqn de Ja Sala en que se haya hecho la 
discordia, y que no hayan visto eí pleito dis- 
cordado, serán preferidos. 

13. Las sentencias definitivas se publica- 
rán leyéndolas el ministro semanero, y ha*- 
liándose presenté el escribano del pleito ó 
causa* para autorizar lá publicación. 

1 4. Los Reales despachos ó provisiones 
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gue motive !a> sustanciacion ,, ó que, de otro 
modo expida el Tribunal,, sé ex tenderán con 
arreglo á las leyes yála pr^ctica.observnciíi,. 
y deberán ir. siempre firmados por ei presó . 
dente, .porgi semanero y por otros, ¿os mi— 
nístros. ' ; '■ ' ■ . - ' ' 

■ 15. Los negocias dé ia atribución de las 
dos Salas ile España, qué nó hayan de acor- 
darse en Tribunal pleno, se repartirán , por 
. torno rigoroso eirit re ambas, pasándose a i'a 
• de' Indias los de su respectivo cauocimiento; 
peéo sin perjuicio jde gue para la expedición, 
del despacho se írb&ervé. en su. casó le dis- 
puesto en él árt. 2.°, v de qoO se. extienda 
también á la Sala dé Indias ei repartimiento 
dé aquéllas clases de asuntos de la Penínsu- 
la, que por ser muchós, convenga distribuir 
. entre todas las Salas , cuando lo estime el 
presidente Los negocios lodos, ■qoti inclu- 
sión de los llamados de Mil y quinientas, 
despacharán indistintamente en cualquier 
dia de la Semana.- > ; 

A 6. Todos los ministros por turnó rigo- 
roso' desempeñarán la semanería del Trib'ó- 
, nal |denn, y (o mismo harán Ipsile cada Sala 
respec'i v tménte. El ministro semanero de ;■ 
berá reconocer y ‘rubricar todas, jas provi- 
dencias que el tribunal ó h Sala acuerde, 
asi por ante relator como por ante escriba- 
no de cámara, cuando no sean de las que 
requieran la rúbrica ó la firma de todos los 
jueces. 

17. En cada Sala habrá ún libro para los 

señalamientos, y otro reservado , en el cual 
los ministros que finieran salvar sus votos 
particulares, podrán hacerlo, con ial que 
dentro ile las veinticuatro horas de haberlos, 
divrlb, ios 'escriban de su letra sin fundarlos, 
y firniábriolos; pero no por esto-prtdrá ningu- 
no negarse á firmar cuando le corresponda 
lo que resultare; acordado por fama vería, 
aunque él ha va sido de opinión contraria. 
El libro reservado strenstodiará en la mesa- 
de la Sala 'respectivo, bajo llave de su- presi- 
dente, ’ • ■' ' - 

18, En las consultas <5 informes que eva- 
cúe él Tribunal ó algmm'ifu'sñ-s Salas," se in- 
sertarán sin refutarlos, Lps. Víi^os pn'rtiCLiíareá 
de Tos. rninistrés que 'disientan , ios du des 
para este fié deberán present'arjes.éxteñdi'- . 

. dos con los fundamentos en qué los ¡ipóvénv 

( También sé rnserjarán á la-letra' los dic- 
táirieufs 'fiscales', 6 se acompañara Copia 
de' ellos, ¿ V ■ •'. ’ •' 

ló. EI Tribimal hará' las visitas genéra- 
les v semanales dVsus. respectivos jíri-sos, 
conforme- ¡í la* leves y a í citado reglamentó 
provisional de 26 de setiembre dé este aqq; 
soló que á las visitas generales bastará gue 
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concurran el presidente, seis ministros y 
dos fiscales. - ■ d L 

20, ; Cuidará de qué cada año, p’or medio 
alel ministró fjúe al efecto elija, se haga visita 
de los súhirfternos del Tribunal , para ver si 
cumplen bien cóu -las -obligaciones de sus 
oficios.' ■; . ‘ . i ' ■ - ' ;■ - 

: 21,. El/brirner dia hábil de cada año se 
abrirá el Tribunal pleno con lo lectura de 
■este-déglamétito, ó del que en adelante ri- ' 
gfére, asistiendo precisamente todos los su- 
balternos. • ''i'.' 

22. Cuntido el Tribunal reunido haya de 
concurrir á cualquier acto público en virtud 
de Reñí ór'den, ocupará el lugar quo S. M . se 
digne designarle. . . .. -' 

23.. El presidente , los ministros'. y fisca- 
les dél Tribunal y lo mismo los subalternos, 
no podrán ausentarse de la Corte sin Real li- 
cencia, exceptuando el caso que se previene 
por el ‘art. 29, y la Real licencia deberán 
pedirla por medio del primero todos los 
demás-, ' 

24. Los- expresados 'presidentes, miois-ijk' 
tros y fiscales no podrán tener comisión ni 
encargo alguno capaz 'de distraerlos del 
cumplimiento de rus obligaciones, ni otra 
ocupación que i a del preferente desempeño . 
dé su instituto en él despache de los negocios 
de dicho Tribunal, Salva la de concurrir á 
las Córtes del Reino', cuándo fueren elegidos 
para ellas , y la facultad del Gobierno para 
encargarles siempre que lo estime algún ser- 
vicio que extraordinariamente puedan. pres- 
tan o! Estado. 

25. Los magistrados y subalternos del 
Supremo Tribunal continuarán comprendi- 
dos en .el Mmite-pio del Minrsterio y de Rea- 
les. oficinas respectivamente- 

*26. Ninguno de ellos cuando fuere nom- 
brado para é! Tribuna!, podrá entrar á ejer- 
cer sus ¡unciones, sin prestar previamente 
ante todo él.reonídn, el juramento prescrito 
par él R. R. de l de abril de 183 1. El pre- 
sidente lo prestará en pié desde su asiento. 

CAPITULO II. 

Del presidente del Tri bunal. 

27. El presidente tendrá el trnffimiento 
de excelencia', v Cuár.do entre ó salga en al- 
guna de fas Sidas, se levantarán sus minis- 
tros y subalterné^; le acompañará iin portero 
desde una á otra, y dos basta la puerta de la 
calle cuando saliere, y además uno de ellos 
deberá estirr-Tliáriamente de guardia en la ■ 
casa posada del mismo presidente á las horas 
que este le. señale. 

28 . Reunirá el presidente las Salas cuan- 
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do fuere necesario , y cuidará del cumplí 
miento de las respectivas obligaciones de , 
ministros, fiscales y subalternos. Estara a 
su cargo la policía interior del Tribunal K y el 
hacer que en él se guarde órden. Podra lla- 
mar á su casa á cualquier ministro fiscal ó 
subalterno que necesitare para alguna ocur- 
rencia urgente del servicio; y el secretario 
y Jos oficiales de la Secretaria auxiliarán al 
mismo presidente en el despacho de los in- 
formes y demás que ocurriere en la presi- 
dencia, por la cual se dará cuenta ai Go- 
bierno de las vacantes que acaezcan en el 
Tribunal. 

29. Recibirá en Tribunal pleno las escu- 
sas de asistencia de los ministros y de los 
subalternos y tendrá facultad de concederles 
licencia para ausentarse , mediando justa y 
bastante causa para ello; á los primeros 
hasta un mes, y á los segundos hasta dos, 
poniéndolo en noticia del Gobierno cuando 
a licencia pasare de ocho dias. 

30. Oirá las quejas de los litigantes acer- 
ca de las retardaciones ú otras cosas que me- 
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CAPITULO IV. 

De los fiscales del Tribunal y de los agentes 
fiscales. 

36. Los fiscales del Tribunal tendrán 
igual tratamiento y consideración quedos 
ministros, y los dos de las Salas de España 
despacharán indistintamente todos los nego- 
cios pertenecientes á las mismas, haciéndo- 
lo el de la de Indias de los que á esia corres- 
ponden, sin perjuicio de suplirse y ayudarse 
unos á ctios siempre que fuere necesario. 

37. Todos tres despacharán juntos los 
negocios que para ello mande pasarles el 
Tribunal {dono; y en aquellas causas en que 
la ley requiere que hagan unidos la defensa 
dos fiscales, se ejecutará así como hasta aho- 
ra , alternando el de Indias con otro de los 
de España. 

38. Para el mas igual repartimiento de 
los negocios de la Península que se hayan de 
despachar por cada uno de los fiscales, se dis- 
tribuirán aquedos por un turno rigoroso que 


rezcan providencia, y dará cuenta á la Sala j el Tribunal apruebe, asi ios que deban qne- 

j. „ J dar éntrelos dos fiscales de España como 

los que conforme ni art. 15 se hayan de dis- 
tribuir entre estos y el de Indias. 

39. Los fiscales estarán exentos de asis- 
tir al Tribunal ó no ser en los casos si» 
guien tes: 

1. ° Cuando haya vista de causa en que 
sean parte. 

2. ° Cuando por no haber suficiente nú- 
mero de ministros se necesite que asistan á 
alguna Sala como jueces. 

3. ° Cuando par cualquier otro motivo el 
Tribunal ó el presidente estimen necesario 
que concurran en persona para algún nego- 
cio. Nunca podrán ios fiscales estar presen- 
tes á la votación de aquellas causas en que 
sean parte ó coadyuven el derecho de quien 
lo sean. 

40. En toda causa criminal sobre delito 
público ó sobre responsabilidad oficial, será 
parte alguno de ¡os fiscales, aunque haya 
acusador particular. En las civiles y en las 
relativas á delitos privados no se le oirá si- 
no cuando interesen á la causa pública, á la* 
defensa de la Real jurisdicción ordinaria 6 á 
las regalías de la Corona. 

41. En todos Jos negocios en que los fis- 
cales hagan peticiones formales al Tribunal^ 
aunque no seau contenciosos, se les notifi- 
carán las providencias que se dieren, como 


respectiva cuando el asunto sea grave 

31. Por mano del presidente se harán 
presentes en el Tribunal las órdenes del Go- 
bierno, al cual dirigirá aquel las consultas 
que el mismo Tribunal hiciere. 

32. En ausencia ó enfermedad del pre- 
sidente ejercerá sos funciones el ministro 
mas antiguo del Tribunal. 

CAPITULO III. 

De los ministros del Tribunal. 

33. Los ministros del Tribunal serán en \ 
su asistencia diaiia tan puntuales como cor- 
responde y estarán en el Tribunal con la 
mayor compostura y decoro, prestando toda 
atención á ios negocios de que se diere cuen- 
ta no interrumpiendo á los abogados, rela- 
tores y escribanos en sus discursos y rela- 
ciones, tratándolos á todos con la conside- 
ración debida á sus respectivos cargos, y 
guardando en las deliberaciones interiores ei 
comedimiento y la urbanidad que el carácter 
y el respeto de ellos mismos requieren. El 
que presida la Sala celará eficazmente el 
cumplimiento de este artículo (1). 

34. Si en las Audiencias públicas algún 
ministro dudare de algún hecho, no pedirá 
jas aclaraciones que necesite sino por medio 
del que presida la Sala. 


35. Los ministros del Supremo Tribunal tVmn ' » ,iüV ueuc,as H ue se “eren, como 
ten drán el tratamiento do Señoría Uu strisuni j ció, ó 

... _ " " m '< interés público. 

( 1 ) Conforme con.el art. 19 del R ?g . provis. , 42. Los fiscales doi Tribunal tendrán. 
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cinco agentes fiscales; dos para cada fiscal 
de España, y uno para el- de Indias, dotados 
con éf sueldo anual de 20.000 rs. de vellón 
bajo la calidad de que no puedan llevar de- 
rechos ni emolumentos de cualquiera clase 
y denominación que sean. 

43. Los agentes fiscales deberán ser le- 
trados, de probidad, aptitud y confianza, y 
serán nombrados y removidos libremente 
por los fiscales, á quienes lino de asistir, y 
que son los responsables de lo que firman ó 
rubrican. Dichos fiscales darán cuenta ai 
Tribunal por medio de oficio; y solo para su 
inteligencia, de les nombramientos y remo- 
ciones que ejecuteD. 

44. A cada uno de los agentes fiscales 
pasarán las Escribanías de cámara .bajo el 
resguardo que aquel debe firmar en el libro 
de conocimientos, los negocios que se remi- 
tan por turno al respectivo ficcal; y será car- 
go del agente fiscal, á quien paseu los autos, 
devolverlos á la Escribanía cuando estén des- 
pachados, cancelándose el conocimiento; y 
entregar cada mes una nota de los. pendien- 
tes el que presida la Sala respectiva. Cada 
agente fiscal tendrá un libro de recibos, en 
que anotará los negocios que se le pasan, y 
el dia en que los recibe; y así ejecutado los 
presentará inmediatamente a! fiscal, quien 
podrá encargarle su despacho cuándo y có- 
mo ¡o estime. 

45. Para hacer los cotejos de los memo- 
riales en negocios en que sean parte los fií ca- 
les, se pasarán los procesos y memoriales al 
respectivo agente, si estimando aquellos que 
este deba asistir al acto lo comisionaren para 
ello, á fin de aue enterándose de los unos y 
de los otros se dilate menos la diligencia. 

46. Los agentes fiscales , mientras lo 
sean, no podrán ejercer la abogacía; y en 
ausencias, enfermedades ó vacantes sé su- 
plirán mutuamente. 

CAPITULO V. 

De ios subalternos del Tribunal. 

§ I. — De los relatores. 

47. Habrá en el Tribunal Supremo seis 
relatores letrados de probidad, inteligencia 
y confianza , cada uno con el sueldo de 
5.000 rs anuales, y los derechos respectivos 
conforme por ahora á los aranceles que re- 
gían en los suprimidos Consejos de Castilla, 
Indias y Hacienda, debiéndose repartir entre 
aquellos los negocios de todas las Salas en 
la forma y por el turno ó turnos que el Tri- 
bunal acuerde. 
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48. Los nombrará por esta vez S. M. á 
simple propuesta del Tribunal, según se ha- 
lla mandado; pero en lo sucesivo serán nom- 
brados por oposición, y á propuesta dei mis- 
mo por terna, bajo las reglas siguientes: 

1. a Verificada la vacante de cualquiera 
Relaloría, se anunciará por edictos en la 
puerta del Tribunal, y por medio de la Gace- 
ta del Gobierno, para que dentro del térmi- 
no de dos meses concurran los que quieran 
pretenderla, presentando. en la Escribanía 
mus antigua el título de abogado. 

£. a En la misma Escribanía se pondrá 
un número de pleitos íguál al de los oposito- 
res que hubiere, desglosándose las senten- 
cias, y numerándolos; y se formará una lista 
con expresión de cada uno, que rubricará el 
ministro mas moderno del Tribunal. 

3 a Cumplido el término de los edictos, 
y señalado dia por el Tribunal para dar 
principio á las oposiciones , concurrirá el 
opositor mos antiguo, según sus méritos., á 
la Escribanía, y se le entregará uno de los 
pliegos, poniendo recibo en la lista que se 
expresa en el artículo anterior; cuyo acto se 
repetirá en los demás dias. 

4. " Entregado el pleito quedará el opo- 
sitor en la pieza que se le señale en el Tri- 
buna!; y sin permitirle mas que un escri- 
biente, formará un extracto de aquel, exten- 
diendo y fundando la sentencia que crea ar- 
reglada á justicia, en el preciso término de 
veinticuatro horas. 

5. a Cumplidas estas se presentará el opo- 
sitor en Tribunal pleno y en público lia- 
rá de memoria relación del pleito, dejáudolo 
con el extracto que hubiere formado, en la 
mesa del Tribunal: y en seguida se le liará 
por este á puerta cerrada un examen de me- 
dia hora sobre el orden y método de enjui- 
ciar y demas concerniente á las obligaciones 
y oficio de relator. 

6. a Concluidos los ejercicios se procede- 
rá por el Tribunal á la propuesta por terna, 
entregándose por la Escribanía á cada minis- 
tro una lista comprensiva de los nombres de 
todos los opositores parala votación, y debe- 
rá recaer aquella en ei que reumere mayo- 
ría absoluta. 

49. Para el despacho de la Relatoría que 
vacare por cualquier motivo, el Tribunal, 
hasta que tome posesión el nuevo relator que 
fuere nombrado cod fas forma'idades estable- 
cidas, elegiia', á pluralidad abs iluta de votos 
un interino letrado de probidad y suficien- 
cia, el cual percibirá por ei tiempo que la 
sirva la mitad del sueldo señalado á Jos pro - 
pietarios, y los derechos de arancel, encar - 
gándose con inventario de todos los expe- 
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dientes de Ja Relatorfa vacante, que entrega- 
rá después al sucesor juntos con los que le 
tocaren durante Ja interinidad. . . 

50. Los relatores no podran recibirlos 
procesos, si. i que consfe se les han 'encomen- 
dado ni podrán tampoco despachar unospor 

' otros los que se les hüyafi repartido , a no 
ser por ausencia , enfermedad ú otra causa 
con aprobación del Tribunal, ó de la Sala 
que conozca del negocio, 

51. AI entregarse de los autos anotarán 
siempre el día en que los reciben. 

52. Los relatores harán su relación sen- . 

fados, como los abogados hacen sus defen- 
sas; y lo ejecutarán con la mayor exactitud 
anotando sus derechos al .margen délas pro- 
videncias. , 

53. Dadas estas por el Tribunal y rubri- 
cadas por el ministro semanero, ó autoriza- 
das eri su caso por todos los jueces, Jas fir- 
mará el relator cuando corresponda, y de- 
volverá los autos en el mismo día en que ru- 
brique ó autorice la providencia, 

54. Cuando los negocios pasea á Jos re- 
latores durante la sustanciaron, instruirán 
al Tribunal verbalmente, excusarán el ha- 
cerlo por medio- ríe extractos, á no exigirlo 
su gravedad, volumen ú otra cama ajuicio 
suyo, ó á no mandarlo el Tribunal. 

55. Cuando el relator lleve extracto para i 
que se tome providencia en algún negocio 
rubricará el ministro semanero las fojas del 
mismo extracto ai tiempo que se rubrique la 
providencia .que se diere, y correrán tales 
extractos unidos ¡í los procesos. 

56. Si el procurador y el letrado de al- 
guna de las parles solicitare se haga cotejo 
de los apuntamientos que han de servir para 
la determinación definitiva de las causas y 
pleitos, .se prestarán a ello Jos relatores sin 
pecesjdad de acudir para este objeto al Tri- 
bunal. 

57. Los relatores entregarán mensual- 
mente listas e los pleitos' y causas q:,e 
tuvieren pendientes al presidente de la Sala 
á que correspondan, con la debida expresión 
del iflia que entraron en su poder. 

58. Los relatores, mientras lo sean.no 
•podrán ejercer la abogacía, y precederán 
a los escribanos de. Cámara en'el Tribunal y 
en las demás actos públicos á que concurran 
sus subalternos. 

§ II. — Del SECRETARIO DEL TRIBUNAL. 

■ 59. Uno de Jos escribanos de Cámara 
í elección por mayoría absoluta de votos 
del Tribunal Supremo, reunirá el carác- 
ter de secretario del mismo con la dota- 
ción anual de 4.400 rs. va, por este con- 


cepto. y con los honores natos- de sectre* 
torio del Rey , habilitado para firmar cbnso 
lal aquellos líenles despachos que e! Tribn* 
nal expida y lleven la firma de S M ; y 
en cLse de secretario del Tribunal recibi- 
rá y dirigirá la correspondencia de este con 
todas las autoridades y corporaciones dpi 
Reino, exceptóla que directamente medie 
entre los secretarios de Estado y del despa- 
cho y el presidente, y entre este y los que 
lo sean del Consejo Real ó de lo? Tribunales 
Supremos ú otros funcionarios de igual cate- 
goría. En ausencias y enfermedades del se- i 
cretario podrá el Tribunal habilitar al oficial 
mayor ó á otro escribano de Cámara. 

60. Tendrá el cargo de publicar en Tri- 
bunal pleno los decretos y Reales órdenes 
que se le comuniquen, pasándolos á la res- 
pectiva Escribanía á que toquen, después de 
registrados en un libro que llevará al efecto. 

61. También tendrá á su cargo la recep- 

ción do juramentos de Jos magistrados y de- 
pendientes del Tribunal, y demás que se 
verifiquen en el mismo, así como aquellos ■ 
negocios generales er que sea preciso que 
el Tribunal pleno consulte al Rey, y deberá 
llevar un libro donde registre las consultas, 
copiando también en él las que deben entré* 
garíe todos los escribanos y relatores, acor- 
dadas por cualquiera délas Salas, con el 
doble objeto de dirigirlas á la superioridad y 
tenerlas reunidas en un solo registro, y pa- 
sando certificación de las Reales resolucio- 
nes que recaigan á las Escribanías de Cá- 
mara donde radiquen los autecedeütes de 
dichas consultas. ■ y. 

62. Deberá asimismo circular á las Au- 
diencias y demás autoridades de la Pcnín- ■ ' 
sida o islas adyacentes y de Ultramar, las 
Reales resoluciones que deban comunicarsa 
por conducto del .Tribunal. 

63. Tendrá además dos libros: uno para, 

anotar el turno de los ministros semaneros, 
así del Tribunal pleno corno de cada Sala, 
debiendo hacer presente en . uno y otros el 
que deba serlo en aquella. semaDa, y otro 
para sentar el de los ministros que hayan de ' .■ 
asistir á las vRlas- semanales de cárcel, 
cuando hubiere presos á disposición del Tri- 
bunal. .y. 

64. Será también cargo del escribano 
secretario la formación de los expedientes 
que se instruyan, así para la provisión délas 
Relatarías, Escribanías y demás plazas su- * 
balternas del Tribunal, como sobre los' ne- 
gocios consultivos ó informativos del Tribii- 

nal pleno, ó sobre cualquier otro asuútofgé* ■ 
neral en que baya de ocuparse estg. ' L ' 

65. Y por último, ló será igualmente eo* 
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bfrar ó cuidar de que $e cobre de. Tesorería 
cada mas,, ó á I05. plazos que «e señalen con 
•acuerdo dol presidente, las cantidades que' 
'correspondan de los 40 *000 rs. asignados 
parados gastos del Tribunal en cada año, de 
cuya suma ti o se invertirá nada sin orden ó 
aprobación de este ó de! presidente, y el es- 
críbano secretario llevará una cuenta exacta 
de todo para prest ntarla al fin del año en 
|a>Tesórerín, con el V.° B.-° del presidente y 
.con los correspondientes documentos justi- 
ficativos. 

§ III. — De los escribanos de cámara, y 

DE LOS OFICIALES MAYORES DE J^AS ESCRI- 
■ BANÍAS. . . 

66. Habrá en el Tribunal seis escribanos 
de Cámara, de Jqs cuales uno será para la 
Sala de Indias, y los demás para las de Espa- 
ña, con el sueldo anual de 8.000 reales ve- 
llón cada uno, y percibiendo además los de- 
rechos respectivos conforme por ahora á los 
aranceles que iegian en los suprimidos Con- 
sejos de 'Cusidla, Indias y Hacienda. - 
-67. Todos serán nombrados por S. ’M. 
a simple propuesta del Tribunal por esta vez, 
con arreglo á lo mandado, y en lo sucesivo 
por lerna que, él proponga, cuidando siempre 
mucho de que sean personas de conocida 
probidad, inteligentes y íieles. 

68. Cada una de las seis Escribanías ten- 
drá un oficial mayor dotado con 3.300 rea- 
les veilpn al año; y así estos oficiales como 
los demás que los escribanos de Cámara 
quisieren tener y pagar de su cuenta, serán 
nombrados respectiva mente por ios mismos 
escribanos, y amovibles á su voluntad; pero 
debiendo dar cuenta al Tribunal así del 
nombramiento, como de la separación, para 
sola su Inteligencia. 

69. En el caso de ausencia, enfermedad 
ó muerte de algún escribano de Cámara po- 
drá el Tribunal,- si lo tuviere por convenien- 
te, habilitar o! oficial mayor, mientras lo 
sea, para el despacho interino de la respec- 
tiva Escribanía; pero nunca esta habilitación 
durará más de lo que dure la vacante cuan- 
do la hubie're, 

70 Los escribanos de Cámara del Tri- 
bunal presentarán cada mes á los presiden- 
tes de las respectivas Salas, listas de los ne- 
gocios pendientes en sus Escribanías , cqn 
expresión del, estado que tengan, y también 
pasarán á los fiscales otras de los que estu- 
vieren entregados á sus agentes fiscales. 

71.. Todos los negocios que no sean del 
Tribunal pleno ni de la Sala de Indias á cuya 1 
Escríbanla se pasarán los que le pertenéz- 


. can, serán repartidos por turno rigoroso en- 
tre las otras cinco Éscriñanías,- como se ex- 
presará en los artículos relativos al reparti- 
dor de negocios ; y una vez hecha la enco- 
mienda, no podrá erl escribano presentarlos 
otra vez para que se ejecute de nuevo. 

72. Los escribanos de Cámara no refren- 
darán fas Reales provisiones, despachos ó 

1 cartas que el Tribunal mande librar, sin que 
primero las firmen el presidente* y los Minis- 
tros que deben hacerlo con arreglo al artícu- 
lo 14; y á este.íin deberán presentarlas con 
el pleito ó causa a! semanero para que he- 
cho el cotejo, se entere de que están con- 
formes con las providencias originales. 

73. Deberán también escribir de su ma- 
no al dorso de las provisiones el importe de 
sus derechos y los del registrador. 

74 . Las provisiones después de firmadas 
y refrendadas no las entregarán á persona 
alguna , sino á los procuradores á cuya ins- 
tancia se libren, por ser responsables de su 
paradero. Las de oficio las remitirán á los 
jueces á quienes vavan cometidas despees 
de registradas y selladas. 

7o. Carla uno de los escribanos de Cá- 
mara del Tribunal tendrá un libro rubricado 
por el ministro mas moderno, en donde 
asiente las multas que en los pleitos y cau- 
sas radicadas en sus oficios se hubieren im- 
puesto por condenaciones que merezcan eje- 
cucioo ; é impuesta que sea de esta manera 
.alguna inulta, el escribano pasará dentro de 
veinticuatro horas la correspondiente certi- 
ficación á la Intendencia de esta provin- 
cia para que pimda disponer su ejecución., 

76. Los escribanos de Cámara tendrán 
puesta en sus Escribanías, y en sitio donde 
pueda leerse, upo tabla con el arancel de 
sus derechos para que cada uno sepa lo que 
ha de exigir y las partes lo que han de pa- 
gar., Al margen de cada actuación anotarán 
siempre el importe de los derechos que por 
ella tes correspondan; y en caso de duda so- 
bre si estos gastos se hallan ó no compren- 
didos en el arancel, se hará presente al Tri- 
bunal para que la nocida (i). 

77. Cada uno de dichos escribanos ten- 
drá además los libros necesarios cd que los 
agentes fiscales, los relatores y los procura- 
dores firmen el recibo de los procesos que 
se les entreguen, borrándole cuando los de- 
vuelvan despachados. 

78. También cada uno de ellos custo- 
diará Jos papeles de su respectiva Escriba- 
nía, formando de todo el correspondiente 
índice. 


(i) Ver el- artículo Aranceles iooicialb*. 
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g ¡V. — Del canciller v registrador. 

79 Hallándose enajenados de la Corona 
Jos oficios de canciller y registrador de Cas- 
tilla y de Indias, de los cuales el primero 
pertenece al marqués de Yalera, y el otro al 
duque de A Iva , continuarán estos ó sus te- 
nientes ejerciendo dichos cargos en el Tri- 
buna! Supremo según lo hacían hasta el 
R, D. de 24 de marzo de 1834, mientras no 
lleguen á incorporarse á la Corona ambos 
oficios, en cuyo caso los proveerá S. M. 

80. Todas las provisiones y cartas que 
se manden despachar se registrarán y sella- 
rán por el registrador, el cual antes de se- 
llarlas las liará copiar literalmente de buena 
letra en el registro y las firmará ; y ni él ni 
sus oficiales manifestarán á persona alguna ; 
el contenido de las mismas, especiaimente 
de las que fueren de oficio. 

81. En todas las carias y provisiones de- 
berán estar anotados por los escribanos dei 
Tribunal que las refrenden sus derechos y j 
los del registrador, y no se registrarán ni ■ 
sellarán aquellas en que no se haya hecho 
esta anotación. 

82. El registrador conservará el registro 
con el mayor cuidado , y no dará traslado 
alguno sin órden del Tribunal. 

83. Si en la nota de derechos puesta por 
los escribanos del Tribunal al pié de los des- 
pachos ó provisiones advirtiere el registrador 
alguna equivocación, y aquellos no quisieren 
rectificarla, dará cuenta al Tribunal. 

§ V. — Del repartidor y tasador, 

84. Habrá también eu el Tribunal un re- 
partidor de negocios que ejercerá al mismo 
tiempo el cargo de tasador de pleitos, y de- 
berá ser persona de probidad, inteligencia y 
confianza, nombrado por aquel, oyendo para 
ello á ios relatores y á los escribanos de cá- 
mara de ]<is Salas de España , y dotado con 
2.200 rs. de vn. al año sobre Tesorería, á 
mas de los cuales se le deberá pagar anual- 
mente otra tanta cantidad por dichos relato- 
res y escribanos, entre quienes se han de 
hacer los repartimientos. 

85. Asistirá diariamente al Tribunal des- 
de una hora antes de Ja entrada de sus mi- 
nistros hasta concluida la audiencia en la 
pieza que se le destine 

86 . Formará otros tantos turnos cuantas 
sean las clases de negocios que deban repar- 
tirse'. según lo que acordare el Tribunal con 
arreglo al art. 47, oyéndo para formarlos á 
los expresados relatores y escribanos , por si 
fuere conveniente hacer alguna subdivisión 
que facilite distribuir de una manera mas 


justa los asuntos; y arreglados los turnos, se 
presentarán al Tribuna) para su aprobación, 
con la cual el repartidor se gobernará por 
ellos para el repartimiento. 

87. Tendrá tantos libros cuantos sean los 
turnos, y en cada libro escribirá los repar- 
timientos segun los vaya haciendo y expre- 
sará el relator <5 escribano á quieo toque, y 
la Sala en que se radiquen los negocios. Pero 
el repartimiento de cada uno de estos en*su 
clase ó turno respectivo Jo ejecutará por 
suerte entre aquellos relatores ó escribanos 
que no tengan ya llena su vez, observándose 
para el sorteo la forma mas sencilla que el 
Tribunal acuerde. 

88. Deberá bajo la mas estrecha respon- 
sabilidad abstenerse de repartir nuevamente 
negocio que tenga antecedentes en ei Tribu- 
na/, pues habiéndolos pasará desde liiego 
tal negocio á la Escribanía donde se hallen 
radicados. 

89. Cuando mande el Tribunal que algún 
negocio se junte á otro que estuviere radi- 
cado en diferente Escribanía , el reportidor 
descargará el turno que aquel negocio ocupe 
y reintegrará al escribano que lo entregue, 
con el primer asunto que de igual clase se 
hubiere de repartir. 

90. Para la tasación de derechos cuando 
hubiere condenación de costas , é quejas de 
las partes contra cualquiera subalternóle 
arreglará a los aranceles vigentes. 

91. Si hubiere exceso en lo cobrado ó 
anotado, lo moderará con arreglo á arancel: 
y si hecha la tasación y publicación, se agra- 
viare alguno de ello , tendrá espedito su re- 
curso á la Sala por donde haya pasado el 
asunto, la cual determinará, oido el tasador. 

92. Tendrá esto los libros correspon- 
dientes para anotar claramente y con sepa- 
cion las tasaciones é informes qué se le man- 
den hacer. 

CAPITULO VI. 

De los porteros , alguaciles y mozos de 
estrados. *' 

93. El Tribunal tendrá nueve porteros, 
uno mayor ó de estrados con el sueldo anual 
de 6.000 rs. vn.; y los ocho restantes para 
el servicio de las salas y asistencia á casa del 
presidente con 5.000 rs. cada uno. Todos 
serán nombrados por S. M. á propuesta de 
aquel, pero por ahora sin necesidad de es- 
pecial nombramiento, continuarán sirviendo 
sus oficios los cuatro que actualmente- los 
tienen por juro de heredad. 

94. Unos y otros asistirán diariamente- al 
Tribunal á la hora y en la forma que lo eje* 
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cutan en la actualidad; y el que estuviere de 
turno concurrirá á casa del presidente con 
arreglo oí art. 27. 

95. Los porteros harán los apremios á 
los. procuradores para vuelta de autos , y las 
citas que se ofrecieren ; llevarán los pliegos 
del Tribunal; llamarán al despacho; publi- 
carán la hora, y ejecutaráu lo demás que 
oficialmente se les maude por el mismo. 

96. El portero mayor ó de estrados, en- 
particular lo será de todas las Solas, avisará 
las excusas al abrirse el Tribunal: dará la 
hora y baje la intervención del secretario 
correrá con la compra y distribución de los 
utensilios necesarios al servicio del Tribunal 
y de sus oficinas, y cuidará del aseo de uno 
y otras, para todo lo cual tendrá un mozo, 
que se llamará de estrados, con la dotación 
anual de 3.300 rs. nombrado y amovible 
por el Tribunal, oyendo á dicho portero 
mayor. 

97. Cuando el Tribunal Supremo nece- 
sitare alguaciles se pondrán ó. su disposición 
por el regente de la Audiencia de Madrid los 
que aquel pidiere de los que sirvan en esta, 

CAPITULO VII. 

De los procuradores y agentes de negocio . 

98. Los procuradores del número de es- 
ta Corte lo serán también del Supremo Tri- 
bunal de España é ludias; y los que tengan 
esta cualidad harán en el mismo ei juramen- 
to prevenido en el R, D, de l.° de abril 
de 1834. 

99. Los que soliciten en lo sucesivo en- 
trar en el ejercicio de procuradores, no se- 
rán admitidos sin hallarse corrientes sus ofi- 
cios, acreditándolo con la manifestación de 
los procesos y papeles que sos antecesores 
hubieren recibido de las Escribanías del Tri- 
bunal. 

100. Asistirán á este diariamente, yen 
él se les harán las notificaciones. 

101. Los procuradores no pedirán por 
una Escribanía io que se les hubiere negado 
por otra. Tampoco lo pedirán por la misma 
Escribanía sin hacer mención del antece- 
dente, suplicando con causar, ó sin causar 
instancia. El que contravin.ere, será sus- 
pendido por dos meses v multado en 50 du- 
cados. 

102. Será de su cargo formar los pedi- 
mentos de términos, señalamientos y otros 
semejantes llamados de sustanciacíoo , y 
para los demás se valdrán de abogados del 
colegio con arreglo á las leyes, 

103. Para hacérseles efectiva su respon- 
sabilidad en los negocios, tendrán los dife- 


rentes libros de asiento que hasta aquí con 
su primera y última foja del papel del sello 
correspondiente, que sé rubricarán por el 
ministro mas moderno del Tribunal. 

10 í. Los llamados agentes de- negocios 
no tendrán intervención legal en los Je la 
atribución del Tribunal, sin pe' juicio de la 
que corresponda á ios de Indias conforme á 
los títulos con que los ejercen. 

105 Todos los subalternos y dependien- 
tes del Supremo Tribunal quedan sujetos á 
la misma responsabilidad que tenían con ar- 
reglo á las leyes en los suprimidos Consejos 
de Castilla, Indias y Hacienda, salva cual- 
quiera otra que les impongan, ó en adelante 
les impusieren las mismas.— Tendréislo en- 
tendido etc. En el Pardo á 17 de octubre de 
1835.» {CL. t. 20, p. 465.) 

R. O. de 31 octubre de 1835. 

Se suprimió en la Corona de Aragón el 
empleo de canciller de contenciones {Véase 
esta palabra.) 

R. D. de 28 noviembre de 1835, 

Traje de ceremonia da los magistrado», fiscales, jue- 
ces, abogados, relatores, y promotores fiscales 

(Grag. y Just ) a Hé venido en de- 
cretar en Dombre de mi excelsa hija la 

Reina Doña Isabel II, lo que sigue: 

Artículo l.° El traje de ceremonia de los 
ministros y fiscales togados consistirá en 
adelante en la misma tuga que usan ahora, 
y en una gorra negra. 

Art. 2.° Las mangas de la toga serán an- 
chas, disminuyendo ha¡da la n. lineen , solre 
la cual terminarán con los vuelillos. La gur- 
ra será de figura circular cubierta la parte 
superior con un embulido'que baga sobre- 
salir el casco una pulgada en la alio, y en Ja 
circunferencia, teniendo en medio una borla 
de seda. 

Art 3.° La toga se pondrá sobre un ves- 
tido negro de frac ó casaca con pañuelo ne- 
gro al cuello. 

Art. 4.° Los jueces de primera instancia, 
abogados, relatores, agentes y promotores 
fiscales, usarán del mismo traje, con la di- 
ferencia de que las mangas de Ja loga han 
de ser sin vuelillos, y cortas para no pasar 
del codo. 

Art. 5.° Para que los magistrados y jue* 
ces sean conocidos y respetados llevarán así 
con el traje de ceremonia, como en el de 
uso común una medalla de plata pendiente 
al cuello de una cinta azul. La medalla seiá 
ochavada, de peso de una onza con las ar- 
mas reales en el anverso, y con la palabra 
Justicia en el reverso.» 
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fí. O: de 3 diciembre de <835. 


Aclara el decreto de 28 noviembre sobre traje .* 

(Crac, y Just.) Se declaró que el decrec- 
ió anterior no era o I dilatorio sino para Jas per- 
sonas que entrasen de nuevo.en las releridas 
clases : que era facultativo en los mismos 
términos el uso de iá medalla de distinción, 
no siendo para obrar activamente y'Ufccórse 
reconocer, para ser obedecidos y respetados; 
y que la de los ministros togados fuese so- 
breclorada ó de oro, para que resultase ia 
diferencia que requiere su categoría su- ! 
perior. 

Véase sobre el asunto de la anterior j 
Real orden otra de i 6 de diciembre de 
1807 con las que allí se citan. ; 

Ordenanzas para todas las Audiencias de 
la Península é islas adyacentes de 19 de 
diciembre de i 835.: 

Sumario 

Titulo I Délas Audiencias y de sus Salas 
y de sus magistrados y subalternos en general. 
Contiene diez capitules en que se tnua del ter- 
ritoiio, facultades, tratamiento, obligaciones, 
Orden interior, vistas, discordias, listas y esta- 
dos de negocios, visitas de cárceles, juramen- 
to. etc —Titulo U. De los magistrados y su- 
balternos en particular: regentes y decanos: 
ministros: fiscales: relatores: secretarios: escri- 
banos de cámara : canciller-regií trador : la- 
sadur-repartidor.’ porteros: alguaciles: alcai- 
des.— Titulo til. De los abogados y procura- 
dores en las Audiencias. , 

TITULO PRIMERO. 

DE LAS AUDIENCIAS Y DESUS SALAS, Y DE 
SUS MAGISTRADOS Y SUBALTERNOS EN 
GENERAL (1). 

CAPITULO PRIMERO. 

De las Audiencias : de su territorio, residen- 
cia y facultades : del número de magis- 
trados y de Salas que aquellas deben 
tener respectivamente: de su tratamien- 
to, y del lugar que han de ocupar en los 
actos públicos. 

Artículo l.° Las Reales Audiencias, in- 
cluso el Consejo de Navarra, son en lodo el 


(1) Algunas disposiciones de estas ordenan- 
zas están ya modicadas, y á fin de evitar repe- 
ticiones remitimos ¿ nuestros lectores á las no- 
tas que hemos puesto al reglamento provisio- 
nal , principalmente á sus capítulos IV y VI, 
así como á las disposiciones que siguen á estas 
ordenanzas y otras que se hallarán en sus res- 
pectivas referencias, y que se indican al final 
del artículo en el sumario alfábetico. 


reino los Tribunales superiores de sures- 
pee tvo territorio, y cada una residirá en ia- 
I capital del suyo, en aquellos edificios' ac- 
) tualínente destinados, ó que el Gobierno des-, 
t inare. para ello. Todas llevarán el nombre 
j de la capital respecliva, excepto las Audien- 
cias de Mallorca y Canarias, y -el expresado 
Reíd Consejo, cuya residencia será sin em- 
bargo, corno hasta aflora, en. Palma de Ma- 
llorca, la ciudad de las Palmas v Pamplona, 

2. ü (Es ia designación dei territorio de 
cada una de las quince Audiencias, exacta- 
mente igual ;í la Imclia por Cd R. I>. de 26 
de enero de 1834, t." l.° pág. 393.) 

3. ° Las facultades y atribuciones de las 
Audiencias Sun las que les señala el regla- 
mento, provisional de 26 de setiembre de 
1835: ñero aunque entre rstos Tribunales 
hay la igualdad é independencia que por el 
mismo se dudará, la Real Audiencia de Ma- 
drid, por razón del mayer sueldo que dis- 
traían sus magistrados, será de ascenso para 
todas las demás. 

4. " Lá Audiencia de Madrid se compone, 
j de un regente, trece ministros y dos fiscales 
■ y formará dos Salas ordinarias para- lo civil 

con cuatro ministros cada una, y otra para 
lo criminal cou cinco, ; •• 

Las Audiencias de Barcelona, Coruña, 
Granada, Sevilla, Valencia, Yalladolid y Zara- 
goza se componen cada una de un regente,, 
doce ministros y dos fiscales: y deberán for- 
mar una Milá ordinaria para lo criminal con 
cinco ministros , y dos para lo civil; la una 
con cuatro, y la otra con tres. 

Las Audiencias de Albacete, Burgos y Cá- 
ceres, y el Consejo Real de Navarra, se com- 
ponen cada una de. un regente y nueve mi- 
nistros can dos fiscales las dos primeras, y 
uno las otras dos, y todas ellas deben formar 
una Sala ordinaria para lo civil con cuatro 
ministros, y otra para lo criminal con cinco. 

Las Audencias de Canarias, Mallorca y 
Oviedo se componen de un regente, seis mi- 
nistros y un fiscal cada una; y formarán dos 
Salas ordinarias de á tres ministros, una pa- 
ra lo civil y otra para lo criminal. 

• En cuanto á la formación anual de las. Sa- 
las ordinarias, y á la de las extraordinarias- 
en su caso se observará lo prescrito en ef ci- 
tado reglamento y en el art. 24, ' ; . 

5. ® Todas las Audiencias yendauda de 
sus Saláis en cuerpo, tendrán e! tratamiento 
de excelencia; y los regentes, ministros y fis- 
cales en particular el de señor/a. 

6. ° Cuando alguna Audiencia reunida hu- 
biere de concurrirá cualquier acto público 
en virtud de Real orden, ocupará el lugar 
que S. M. se digne señalarle. 
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CAPÍTULO II. ) ellos por razón de sus-oficípsj y ppacurarán 

' despachar, á to los" con lá mayof prontitud 

De la puntual asistencia diaria d'e loimogÚM ' posible, sin posponer & .Jos que ,-no, deban 
Irados y sübalte>nos de las Audiencias; pagar derechos, V. . , ; 

de las demás obligaciones y de tos disfru? U. . Los regentes, ministros y fisCalé&'de 
tes comunes á unos y otros, y. de la in~ " las» ( mismas Audiencias no podrán tener-pó- 
compatibtltdad de la magistratura con inisioa ni encargó alguno cápaí de distraerlos 
otros cargos. • "del. cumplimiento de sus obligaciones, ni otra 

- „ , '* . . ’ ocupación qué lá del preferente desempeña 

kj\ regente, los dernns tndgistr-ftuos .y, de su instituto en el despacho cj® los negocios 
los subalternos de las Audiencias co-ncurri— «ittl Tribunal respectivo; salva la de concurrir 
rán siempre á ellas con -el traje de eereino- á las Córtes del Reino cuando fueren elegidos 
Día, y unos y otros, excepto loa fiscales y los para dias, v la facultad del Gobierno pará-On- 
agcHtes fiscales, deberán tenor puntualidad cargarles, siempre que lo estime, algún sér* 
y exactitud en su asi-sumeia, al T,. ¡bunal to- vicio que extraordinariamente puedan prés- 
elos l"S días que deba reunirse, y. por todo el tar a! Estado, 
tiempo que corresponda; sin que ninguno de 

ellos pueda dejar de concurrir, como no sea ■ CAPITULO III. 

por enfermedad; ú otro legítimo impedímen- ' , • 

to en cuyo caso deberán excusarse avisando- De la reunión diaria de las Audiencias en 

lo al que presiaa á la Audiencia, Tampoco- Tribunal pleno, con vanas disposiciones,: 

podrá ninguno separarse de ella antes .de ia comunes a este y á las Salas. 

hora de salida, sin especia I ppnniso de dicho - 

presidente. ' - 12. El primer día hábil de cada año; se 

8. ° Los regentes n, o podrán ausentarse hará la apertura solemne de la Audiencia, 

del pueblo donde resida la Audiencia respec- i reuniéndose á puerta abierta e;n una de las 
tiva , sino con justa y bastante causa, y por ! Salas del Tribunal todos sus magistrados, con 
un término que no pase de quince dias, ■ precisa asistencia de todos los subalternos; y 

dando cuenta al Gobierno sí excediese de : después de leerse por el secretario de él, los 

ocho, y avisándolo previamente á aquella en capítulos l.°, 3.°, 4,° y tí. 0 , de! reglamento 
cualquier caso. Para ausencia, de mayor du- ! provisional de 2tí de setiembre Je 1835, y 
ración necesitarán pedir y obtener RcaJ per- I estas ordenanzas ó las que en adelante ri- 

miso. • * I gieren, pronunciará ó leerá el regente un 

Los miné tros y los fiscales , y lo mismo discurso sobre la administración de justi- 
Jb3 subalternos, no podrán tampoco auseu- cia,. recomendando á unos y otros el cabal 
tarse de dicho pueblo sin Real licencia, ex- cumplimiento-, de sus Respectivas obliga- 
ceptuado el caso* que se previene por el ar- ciones. 

líenlo 76. Pero ni aun con Real licencia, ni 13. En los demás dias no. feriados se 
por promoción , ni por ningún otrinnotivo reunirán el regente y todos los ministros en 
podrán nunca .ausentarse los- magistrados, ia- la Audiencia á la hura que. él mismo regente 
cítiso el regente, sin dejar votados los pleitos ' y ella señalen, según la estación y el di na, y 
que tuvieren vistos , excepto el caso de ha- despacharán las tres horas de asistencia que 
berse concedido licencia para escribir en de- se acostumbran, las cuales se extenderán 
recho. basta otra mas, si habiendo vista ú otro ne- 

9. ° Los magistrados de las Audiencias goc'io empezado se pudiese concluir dentro 
recibirán con cortesía y afabilidad á las per- de este tiempo: lodo sin perjuicio de prolou- 
soi as que tuvieren que verlos, con motivo | garlo cuanto fuere posible al prudente juicio 
de sus pleitos ó causas: y los presidentes de ! del que presida, siempre que lo exigiere ¡a 
Sala oirán las quejas que por ellas se jes die- I importancia de los asuntos, y salvo también 
ren sobre retardaciones ú otras cosas que lo dispuest^pop el art. 63 de dicho regla- 
merezcan providencia, y tomarán la que es- mentó p ovisional acerCa del despacho de . 
tuviere en sus facultados, ó darán cuenta causas criminales. 

á la Sala respectiva cuando el caso lo re- 14. A la hora precisa en qué deba abrirse 
quiera. la Audiencia, todos los ministros ¿e juntarán 

10. Todos los subalternos, especialmen- con el regente en Tribunal pleno eu aigüna 
le los relatores, el secretario y los demás es- de sus Salas, para oir las órdenes superiores 
críbanos de Cámara, deberán también tratar y los oficios quc.se hayan comunicado á la 
con la correspondiente urbanidad y decoro Audiencia en cuerpo, ó tratar de tos nego- 
á cuantos tengan precisión de eutenderseepn cios que requieran el acuér do.de todos sus 
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ministros, y concluido este despacho, se 
separarán las Salas (I). 

15. De todos los asuntos de Tribunal ple- 
no dará cuenta el secretario de este, ó el re- 
lator mas antiguo de lo civil, en su caso; y 
dicho secretario instruirá ios excedientes de 
ellos, cuando se formen. Pero si ocurriese 
algún negocio que exija mucha reserva, dará 
cuenta y lo instruirá e¡ ministro mas moderno 
haciendo de secretario. 

16. Las recusaciones de los ministros se 
harán ante la Sala que conozca del pleito ó 
causa respectiva; pero la Sala, con suspensión 
de la vista sobre io principal hasta la deter- 
minación do aquellas las pasará al Tribunal 
pleno, para que eu él se instruyan y resuelvan 
con arreglo á las leyes (2i. 

17. Todos los ministros, por turno rigo-, 
roso, despacharán ia semanería de Audiencia 
plena, y lo mismo harán los de cada Sala res- 
pectivamente, salvo lo que se prescribe en 
el art. 80. El ministro semanero deberá re- 
conocer y rubricar todas las providencias que 
el Tribuna! ó la Sala acuerde, así por ante 
relator como por ante escribano de cámara, 
cuando no sean de las que requieran la rú- 
brica ó la firma de todos los jueces. 

i 8. Todos los magistrados de ¡as Audien- 
cias estarán en su Tribunal con la mayor 
compostura y decoro, prestando lodaateacion 
á los negocios de que se diere cuenta, no 
interrumpiendo á los abogados, relatores y 
escribanos eu sus discursos y relaciones, 
salva la facultad de los presidentes de Sala 
para hacerlo cuando haya justo inolivo; tra- 
tándolos á todos con la consideración debida 
á sus cargos, y guardando en las delibera- 
ciones interiores el comedimiento y la urba- 
nidad que el carácter y el respeto de ellos 
mismos requieren. El' que presida la Sala 
celará eficazmente el cumplimiento de este 
artículo. 

19. Las votaciones de los negocios se 
haráa siempre empezando por el ministro 
mas moderno, y siguiendo el órden de an- 
tigüedad hasta el regente ó quien presida, 
sin interrumpirse al que votare en su lugar; 
de todo lo cual cuidara también el presidente. 

En cuanto á lo demás respectivo á las vo- 
taciones y al número de votos conformes que 
se necesita para constituir resolución, debe- 
rá estarse á lo dispuesto el en citado regla- 
mento de 26 de setiembre de 1835 (1). 


(1) Ver la R. O. de 3 enero de 1839. 

(2) Sobre recusaciones en lo civil ver los ar- 
tículos 120 á 155, Ley de Enj. civil 

(i) En lo civil, los arts. 5i, B2y 53 de La ley. 


20. Así para los negocios de Audiencia 
plena, como en cada una de las Salas para 
los suyos, habrá dos libros reservados, que 
se custodiarán bajo llave del que respectiva- 
mente presida; ei uno para que el ministro 
mas moderno escriba las acordadas que se 
hicieren para los jueces inferiores y que con- 
venga reservar; y el otro para que los minis- 
tros que quieran salvar sus votos particula- 
res, puedan hacerlo en él , con tal que den- 
tro Je veinticuatro horas de haberlos dado, 
los escriban de su letra, sin fundarlos y fir- 
mándolos; pero no por esto podrá ninguno 
negarse á firmar cuando Je corresponda lo 
que resultare acordado por la mayoría, aun- 
que él haya sido de opinión contraria. 

21. En Irs consultas ó informes que eva- 
cúe la Audiencia plena , ó alguna de las Sa- 
las, se insertarán , sin refutarlos, los votos 
particulares de ios ministros que disientan, 
los cuales para este fin deberán presentarlos 
extendidos con los fundamentos en que los 
apoyen. 

También se insertarán á la letra los dictá- 
menes fiscales, ó se acompañará cqpia de 
ellos cuando los hubiere. 

22. Los Reales despachos, ejecutorias 6 
provisiones, que de cualquier modo expida 
cada Audiencia, se extenderán con arreglo á 
las leyes y á la prá tica observada, y deberán 
ir siempre firmados por el regente, por el 
semanero y por otros dos ministros. 

CAPITULO IV. 

Del órden interioren las Salas , y del repar- 
timiento de neyocios á cada una de ellas. 

23. Separadas las Salas después de la Au- 
diencia plena, asistirá el regente á la que me- 
jor estime, sea ordinaria ó extraordinaria, y 
en aquella á que él no asista, presidirá el 
ministro mas antiguo. El que presida la Sala 
hará guardar en ella el orden debido, y será 
el único que lleve la palabra en estrados. 

24. Las respectivas Salas ordinarias se 
formarán cada año de la manera que pres- 
cribe á su final el art. Gi de dicho regla- 
mento de 26 de setiembre de 1835; y 'dón- 
de por ser desigual el número de jos mi- 
nistros de las Saiu no puedan todos pasar 
de unas á otras, cada ano se observará el ór- 
den siguiente: 

En Ja Audiencia de Madrid y en las de 
nueve ministros, todos ellos pasarán anual- 
mente de Sala en Sala, con arreglo á dicho 
artículo, excepto el mas moderno, el cual 
permaneceia siempre en la del crimen hasta 
que entre otro ministro á quien deba pre- 
ceder. 
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■ En.laA Audiencias de dece ministros se 
hará este turno conforme á la tabla que 
sigue: • 


1.* Sala ' 

Sala 

civil... 2. a Idem.. 

de) crimen, 

4.° 2v° 

3?~ 

4.° ■ 5.° 

6.0 


I.er AÑO. . . 

7.° ' 

8.° , 

9.o 


40. . 


.H . 




. 42. 


r v, 

I.° 

2.° 


1 6.° . 

. 4.° 

5.° 

2.° AÑO. , . 


' 

8'.° 

i 

j 9.° 

40. . 

44. 

' . 1 



42. 


V ' ... 

3.° 

4.° 


. , 5.V 

0.° 

4.° 

3.er año...'., 

8.° 

9.° 

7,° 

1 

H- ■ i 

; . - . 

40. 

■ ,1 



42. 


25. Todos los negocios de la atribución 
de las Audiencias, que' no corresponden al 
Tribunal pleno, se repartirán por turno ri- 
goroso antes de su primer ingreso en las Sa- 
las; les criminales entre los escribanos de 
cámara del crimen, y los civiles entredós 
destinados para ellos, subdívidiéndose aque- 
Jlos en las clases ó turnos que apruebe la : 
Audiencia. 

26. Todos los dias de audiencia, media 

hora antes de empezarse el despacho , se 
hará el repartimiento de los negocios que 
hubieren ocurrido de nuevo, y los que des- 
pues se presentaren se repartirán concluido 
aquel ■ ’ , 

. CAPITULO Y. 

Del despacho de negocios por las Salas 
fuera de las vistas y revistas. 

27 . Cada Sala principiará por el despacho 
de sustanciacio'n, dándose cuenta primero 
por los escribanos de cámara, y después por 
los relatores , los cuales deberán despachar- 
por el órden de su antigüedad : y todo se 
despachará precisamente en audiencia pú- 
bhpa, excepto las causas que estén en suma- 
rio, y aquellas en que á juicio de la Sala se 
oponga la decencia á la publicidad. 

Respecto al número de ministros necesa- 
rio para el despacho dé sustancjacíon y de- 
más providendas.interlocutorias , se obser- 
vará lo dispuesto en el art. 74 del citado re- 
glamento de 26.de setiembre de 1835. 

28. Los autos de sustanciacioñ los dará 
el presidente de la Sala, consultando en voz 
baja la opinión de los demás ministros en ca- 
so de duda; pero si alguno de estos le indi- 

Tomo VIII. 


care que. se provea el auto por votación, de- 
berá ejecutarse así, dejándose aquel negocio 
para después. • ■ 

Los autos que diere en público el presi- 
dente de Sala, tendrán la misma fuerza que 
si se hubiesen proveído por votación,, á ne 
■ ser que en el acto los reclamare algún otro 
ministro de los que compongan la Sala.. 

29. - A la última hora los ^relatores y lojs 
escribanos de cámara tendrán extendidos y 

, prontos los autos y las provisiones que hu- 
bieren de rubricarse ó firmarse cuando lla- 
me el presidente dé Sala. 

30. Las providencias de mera süstan- 
ciaeion, para las cuales, conforme al art. 74 
de dicho reglamento de 26 de setiembre, 
basta que concurran dos ministros, se ru- 
bricaran por solo el semanero, el cual de- 
berá reconocerlas antes, ya sean por rela- 
tor, ya por escribano de cámara. Todas las 
demás deberán ser rubricadas por todos los 
ministros que compongan la Sala al tiempo 
de acordarlas. . < 

31. El primer dia hábil de cada semana 
se hará en todas las Salas donde pendan ne- 

. gocios criminales, un alarde ó" revista de 
ellos; y si resultare algún atraso ó entorpe- 
cimiento, ó alguna falta que deba remediar- 
se, proveerá- la Sala en el acto lo que sea 
mas conducente. 

Igual alarde se hará cada mes de los ne- 
gocios civiles pendientes en las Salas, y' cada 
quince dias de los criminales que lo estu- 
vieren en los Juzgados ' de primera instan- 
cia, según las noticias de que se ti ata en el 
art. 46..' 

CAPITULO YI. 

Del señalamiento y vista de pleitos y causas , 

32. La vista de todo pleito ó causa debe- 

rá ser también necesariamente en audiencia 
pública, excepto cuando á juicio de la. Sala 
exija la decencia que el negocio se véa á 
puerta cerrada; pero aun en este caso po- 
drán siempre asistir los interesados y sus de- 
fensores. . _ 

Para la vista en todo asunto se señalara 
dia, con uno o rnas de anticipación; y cuan- 
do el negocio fuere largo , se hará para el 
dia determinado y siguientes. 

33. Los relatores deberán presentar sin 
distinción, alguna las causas y pleitos para el 
señalamiento por el órden 'de las fechas en 
que estos sé, hallaren en estado de vista; pe- 
ro las causas criminales serán siempre pre-- 
feridas á los negocios civiles, y entre ellas 
se dará el primer lugar á las de ios preses. 
Entre los pleitos civiles se dará la preteren- 

10 
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cía á los que por las leyes deben tenerla y á 
Jos que la Sala estime mas urgentes. 

34. En cada Sala deberá haber, además 
de los libros prevenidos en el art. 20, otro 
para ios señalamientos, en el cual el minis- 
tro semanero escribirá los que se bagan, in- 
dicando el negocio, con expresión de Jas 

arles y del relator respectivo, y los escri- 
anosde cánfbra los anotarán en cada pro- 
ceso. 

Los señalamientos se notificarán en el 
mismo dia de su fecha á los procuradores de 
las partes, y al fiscal cuando corresponda, 
pasándose á este por el escribano de cámara 
una nota firmada y expresiva del negocio y 
del dia señalado. 

35. Si á petición de alguna de ¡as partes, 
ó por algún impedimento, acordare la Sala 
que se suspéndala vista ya señalada, trasla- 
dándose á otro dia determinado, se notificará 
también en el mismo del acuerdo á los pro- 
curadores y al fiscal, un su caso; se anotará 
así en el libro de señalamientos, y do se per- 
judicará al relator en :el turno que pierda 
por la suspensión. Pero si indefinidamente 
se suspendiere la vista de un negocio ya se- 
ñalado, no se podrá verlo después sin que 
preceda nuevo señalamiento con las mismas 
formalidades prescritas en los cuatro artícu- 
los anteriores. 

36. Siempre que en una Sala se necesi- 
ten mas ministros para ver algún negocio, 
el que presida lo avisará ai regente, el cual 
hará que pasen á ella los mas modernos de 
Jas otras. 

37. En cuanto al número de ministros 
necesarios para las vistas y sentencias, y al 
término eo que deben darse estas últimas, 
,se guardará lo dispuesto por el mencionado 
reglamento de 26 de setiembre de 1835; y, 
cuando para completar dicho número tu- 
vieren que concurrir á alguna Sala jueces 
de primera instancia ú otros letrados, ocu- 
pará el asiento in medíalo después del mi- 
nistro mas moderno y del fiscal si asistiere, 
precediendo los jueces á los simples letra- 
dos, y guardando unos y otros entre si el or- 
den de antigüedad, si fueren dos ó mas. 

38. El jnagistrado que por enfermedad 
ú otro legítimo impedimento tuviere que dar 
su voto por escrito, deberá remitirlo firma- 
do, cerrado y rubricado sobre el lacre ú 
oblea al presidente de la Sala respectiva, por 
medio del relator del pleito: y abierto y Jeido 
el voto al tiempo de acordarse la determi- 
nación, lo quemará á presencia de la Sala 
el ministro semanero; y el que presida, des- 
pués de firmar ó rubricar coa los demás la 
providencia, anotará de su letra á continua- 


ción quién votó por escrito , rubricándolo 
también. 

39. Las sentencias definitivas, después 
de firmadas por lodos los magistrados que 
hayan concurrido á la vista, se publicarán 
en la Sala originaria, leyéndolas el ministro 
semanero, y bailándose presente el escriba- 
no de cámara del pleito ó causa respectiva, 
para autorizar la publicación. 

CAPITULO VIL 
De las discordias (1). 

40. Las discordias que hubiere en algu- 
ua Sala se dirimirán pur los ministros mas 
modernos de tas otras alternativamente; pero 
si hubiere Ministros de la dotación de la Sala 
en que se haya hecho la discordia, y que do 
hayan visto el negocio discordado, serán 
preferidos. 

Las discordias entre dbs ó entre tres mi- 
nistros serán dirimidas per dos, y las que 
ocurran entre cuatro ó mas, por tres. Pero 
á falta de suficiente número de ministros, 
bien los podrá dirimir uno solo, siempre que 
quepa decidirlas con un solo voto mas. 

41. No se procederá á la vista de nin- 
guna discordia sin que pasándose recado a 
los discordantes, contesten que persisten en 
ella. 

42. Para la determinación de las discor- 
dias se juntarán en Ja Sala originaria dis- 
cordantes y dirimentes, y ios primeros vola- 
rán antes por su órdeD ; pero si se confor- 
maren en bastante número para formar re- 
solución , antes de votar Jos dirimentes 
dejarán estos de hacerlo, y aquella resolu- 
ción, valdrá como si no hubiese habido tal 
discordia. 

43. Los señalamientos de las discordias 
se harán por el regente, para lo cual deberá 
avisarle desde luego el relator, sin necesidad 
do que las partes los pidan.- 

Estos señalamientos se anotarán en el li- 
bro de la Sala originaria , de la misma ma- 
nera que los demás. 

44. Ni el relator, ni el escribano de cá- 
mara, ni otro curial que intervenga en la 
discordia, devengará aumento de derechos 
por las dilaciones que haya en la vista de 
ella. 

CAPITULO VIH. 

De las listas y estados que se deben exigir 
á los jueces inferiores acerca dé los ne- 
gocios fenecidos , y de las causas crimi- 
nales pendientes. 

45. Para que las Audiencias puedan cum- 
(i) En lo civil los artsT 51 al 57 de la ley. > . 
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plir puntualmente la obligad olí que les im- 
pone el art. 85 del reglamentó provisional 
de 26 de setiembre de 1835, harán que to- 
dos los jueces de primera- instancia de su 
-respectivo territorio les' remitan en los quin- 
ce primeros dias de enero de cada año una 
.lista de las causas civiles y criminales qué en 
,ei precedente se hubieren fenecido eii qada 
Juzgado, y ante los Alcaldes de su partido 
judicial con distinción de- clases , según los 
formularios que prescriba el Supremo Tribu* 
bunal de España é Indias, comprendiendo las 
que por conciliación, compromiso, juicio 
verbal ó de cualquier otro modo se hubie- 
ren terminado. Y en todo el mes sobredi- 
cho, á mas tardar, cada Audiencia deberá 
remitir al Tribunal Supremo en la propia 
forma los estados generales de lar causas y 

Í Jeitos fenecidos ante ella, y en todos los 
uzgados y partidos de su demarcación. 

46. Al mismo efecto, y para promover 
la administración de justicia, harán también 
las Audiencias que todos los jueces de pri- 
mera instancia de su territorio les remitan 
puntualmente cada quince dias listas ó esta- 
dos de las causas criminales pendientes en 
sus Juzgados respectivos , con expresión, 
l.° de los nombres de Jos procesados, y es- 
pecificación de los que se hallaren presos ó 
arrestados en cárcel, en su casa, en pueblo 
y arrabales, ó sueltos, bajo fianza , ó pró- 
fugos, inJicándose las diligencias practica- 
das para conseguirla captura de estos- 2.° de 
los delitos por que se proceda: 3.° del diaen 
en que se empezó la causa: 4.° del estado 
en que se baile; y 5.° de los motivos que 
haya habido para no haberse adelantado mas 
en su. prosecución. 

47 . Las listas ó estados de que trata el 
precedente artículo, además de servir para 
completar las que cada cuatro meses deben 
remitir las Audiencias a! Tribunal Supremo, 
se pasarán á los fiscales por turno para que 
las examinen, ó se distribuirán á este fin en- 
tre todos los ministros de la Sala del crimen; 
la cual, si se advirtieren dilaciones, abusos ú 
otros defectos notables, acordará las provi- 
dencias oportunas para remediarlos y corre- 
girlos en uso de sus facultades. 

48. Los arts. 45 y 46 se comunicarán y 
recordarán oportunamente á los jueces de 
rimera instancia por el regente de -la Arr- 
ienda respectiva, el cual por su parte, y la 
Sala del' Crimen por la suya, vigilarán con el 
mayor' celo su exacta observancia, así como 
la del articuló anterior: y la expresada Sala, 
siempre que por sí ó por aviso del regente 
notare alguna -falta, tomará las providencias 
mas eficaces* para hacer- cumplir inmediata- 


mente lo maridado y evitar nuevos defectos. 

CAPITULO IX. ■■ 

t . 

De las visitas generales y semanales de 
... ' cárceles. .[ 

>49. Para que las Audiencias ejecuten las 
visitas generales de cárceles, cuando y en la 
forma que prescribe el art. 17 del Regla- 
mento provisional de 26 de setiembre de 
1835, el regente, con la debida'anticipacíon, 
señalará la hora, dando conocimiento de ella 
á todos ios ministros y fiscales, y tomará con 
tiempo las disposiciones oportunas para que 
concurran cuantos deban hacerlo, y para 
que se presente todo lo necesario. 

50. Los escribanos de los Juzgados de 
primera instancia que tengan causa de pre- 
sos, que deban visitarse por la Audiencia, 
pasaran á la Escribanía de cámara mas anti- 
gua del crimen, dos dias antes de la visita 

eneral, una relación exacta de las que pen- 
an ante cada uno, con expresan de los 
nombres y domicilio de los presos, del tiempo' 
de su prisión, de si :>e hallan 6 no incomuni- 
cados por órden del juez, de los delitos so- 
bre que se proceda, y del estado de las mis- 
mas causas. 

51. Con inclusión de estas relaciones, y 
poniéndose de acuerdo con las demás escri- 
banos d‘e cámara del crimen de- la Audien- 
cia, el mas antiguo de ellos formará y pasa- 
rá al regente, el día antes de-la visita gene- 
ral; una lista igualmente exacta y expresiva 
de todas las causas de presos pendientes en 
el Tribunal Superior. 

52. Los alcaides de las cárceles y los en- 
cargados de' cualesquiera otros sitios en que 
haya presos del fuero ordinario,, deberán 
también pasar ai regente de la Audiencia, 
dos dias antes de la visita general, una lista 
exacta de todos los presos que cada uno tu- 
viere ;i su cargo, con expresión de sus nom- 
bres y domicilio, del dia de su entrada en la 
cárcel y de si se hallan ó no en comunica- 
ción. 

53. El dia antes de la visita general se 
reunirán en tribunal pleno el regente y to- 
dos los ministros y fiscales: examinarán las 
listas que se hubieren pasado ccn arregio á 
los tres artículos precedentes; dispondrán Jo 
que convénga, si algo faltare, para que todo 
esté corriente al otro día; y oidos los fiscales, 

; acordarán respecto á cada una de las causas 
'de que puedan instruirse ó en que do ten- 
: gao duda, las providencias que después ha- 
yan de darse púdicamente en la visita, para 
' evitar toda detención en aquel acto. 

> 54. El dia de la visita so juntarán tonos 
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los magistrados en el tribunai media hora 
antes de la señalada para ella, y procederán 
al despacho de sustanciacion en las respecti- 
vas Salas; y después para aquella acompaña-' 
rán á la Audiencia, detrás Ubi que presida, 
el secretario' y dos porteros, precediendo á 
los ministros, fiscales y regidores los demás 
porteros y ios alguaciles; debiendo ir todos 
en traje de ceremonia. . 

55. . Los jueces de primera instancia de 
la capital y Alcalde y los, .tenientes de Alcalde 
de la. misma, si tuvieron á su disposición al- 
gún preso, estarán á la puerta principal del 
edificio por- donde haya de empezar la visita 
para recibir á la Audiencia; y después asis- ■ 
tiran al acto y despediráu en el mismo sitio 
al tribunal cuando salga-.. 

56. Deberán asistir gratis á Jas visitas 
generales los abogados y los procuradores de 
los presos que hayan de ser visitados, y tam- 
bien los relatores y los escribanos de cáma- 
ra, los promotores fiscales de los Juzgados 
de primera instancia de la capital, y los es- 
cribanos.de estos que tengan causas de presos' 
cón la preparación necesaria unos y otros 
para dar razón de ellas, del curso que bayan 
seguido, y del estado en que se hallen. ' 

57. En el acto de la visita, el ministro 
mas moderno irá llamando por las listas que 
se prescriben en. los arts..5Ó y 51, la causa 
de cada preso, y el relator, ó el escribano á 

uien corresponda, dará cuenta del estado 
e ella por medio de una sucinta relación, 
co.n lo cual el regente ó el que presida pro- 
nunciará la providencia que respectivamente 
se hubiere acordado el dia anterior, ó la que 
en el. acto acordare el. Tribuna!, si antes no 
hubiere podido instruirse de la causa, ó hu- 
biere tenido alguna duda acerca de ella. 

58. : El escribano de cámara mas antiguo 
del crimen asentará en pliego separado to- 
das las providencias que se dieren en voz, 
para extenderlas después en el libro de visita 
con expresión de la causa respectiva; en el 
cual, extendidas que sean, las rubricará el 
ministro mas moderno, y aquel pondrá cer- 
tificación de cada una en su respectivo pro- 
ceso. 

Concluida la visita general de las causas, 
se' leerán en público las resoluciones, estau- 
do en pié los subalternos y demás concur- 
rentes, excepto el regente, los ministros y 
fiscales y los dos regidores que asistan con 
elTrihunal; y en seguida los dos ministros 
más modernos, acompañados de uno de los 
fiscáles y de los respectivos jueces de prime- 
ra instancia, visitarán ios encierros ó habi- 
taciones de los presos, y oirán sus quejas 
con separación de los alcaides, practicándo- 


se lo demás que ordena el citado reglamento 
de 2 tí de setiembre. 

59. Cuando las Audiencias para la visita 
■ general pasen de una cárcel á otra, lleva- 
rán el acompañamiento prescrito en el ar- 
tículo 54. 

60. Terminada la visita general en todas 
sus partes, se disolverá, la Audiencia á Ja 
puerta de la cárcel ó del último edificio qme 
se hubiere visitado. 

61. Las visitas semanales de cárcelesj 
que prescribe el mencionado^eglamsnto, se 
liarán fuera de las horas de. despacho en ia 
.Audiencia por los dos ministros y por el fis- 
cal á quienes toque por turno, empezando 
el mas antiguo y el mas moderno de aque- 
llos; pero de manera que cada uno en su 
turno asista á dos visitas, para que en todas 
concurra uno que haya hecho la anterior. De 
este turno se exceptuara el decano cuando 
presidiere a! Tribunal. 

62. A las visitas semanales asistirán tam- 
bién (os jueces inferiores, como se prescribe 
en el art. 55, y un escribano de cámara del 
crimen, por turno; y desde la Audiencia 
acompañarán á ios magistrados de la visita 
un portero y dos alguaciles, yendo todos 
asimismo en traje de ceremonia. 

63. Los dos ministros recibirán, con se- 
paración de los alcaides, las quejas que los 
presos dieren de palabra ó por escrito ; y 
oido en voz el fiscal, acordarán lo que cor- 
responda sobre ello y sobre lo demás que sea 
propio déla visita; pasándose á la Sala res- 
pectiva las solicitudes y reclamaciones que 
requieran conocimiento de causa. 

Concluida la visita, ios que la hubieren 
practicado se separarán también conforme 
al art. 60. 

CAPITULO X. 

De la admisión y juramento de los magis - 

Irados y subalternos de las Audiencias , y 

del que deben prestar en ellas los 'jueces 

letrados de primera instancia . 

64. Ninguno de los magistrados ni de los 
subalternos de las Audiencias, cuando fue- 
ren nombrados, podrá entrar á ejercer sus 
funciones, sin prestar juramento ante todo 
el Tribunal reunido, segunde .prescribe. por 
!L D. de l. J de abril de 1834. 

Los jueces letrados de primera instancia 
. deberán también prestar igual juramento 
ante la Audiencia, en : cuyo territorio hayan 
de servir, antes de entrar en ejercicio. ■' 

. 65. Para ello todos se presentarán de 
antemano al que presida la Audiencia? y I® 
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entregarán sus títulos, de los cuales el secre- 
tario de la misma dará cuenta en Tribunal 
pleno, á puerta cerrada, debiendo asistir ne- 
cesariamente los fiscales siempre que se tra- 
tare de título de magistrado Ó de juez, y ex- 
poner de palabra si está ó no arreglado á ia¡ 
ley el documento. 

66. Hallado confórmenla Audiencia seña- 
lará dia y hora para que el nombrado se 
resente a jurar y tomar posesionólo cual se 
ará en público, prévia lectura del título pbr 
el secretario del Tribunal, dándose el auto 
de su cumplimiento con la ceremonia acos- 
tumbrada, y entrando á jurar el agraciado 
puesto de pié y hecha la señal de la cruz, 
por la fórmula 'qué leerá en alta voz dicho 
secretario. 

67; Si fuere el regente quien haya de 
jurar, pasarán. á su posada dos ministros en 
traje de ceremonia, y con la correspondien- 
te anticipación á la hora que la Audiencia 
hubiere señalado, y le acompañarán basta 
el lugar de la presidencia en la Sala de Tri- 
bunal pleno. 

A la puerta del edificio del Tribunal espe- 
rarán para ir delante dos porteros y cuatro 
alguaciles , y los demás subalternos se halla- 
rán á la entrada de dicha Sala. 

Al acercarse aquel, lo anunciará en alta 
voz el secretario del Tribunal , se abrirá la 
puerta, y se' levantarán para recibir al nuevo 
regente los ministros y los fiscales, entrando 
en pos todos los subalternos de la Audiencia; 
y de pié unos y otros , se leerá el título y se 
mandará cumplir; y el regente desde su lu- 
gar, y también en pié, pero seutados ya los 
demás magistrados, prestará el juramento 
con arreglo al articuló anterior y hecho, to- 
mará asiento' y tocará la campanilla para que 
se despeje ó sé proceda á despachar lo que 
haya. 

68. Los’ ministros y los fiscales prestarán 
también su juramento, confórme á dicho ar- 
tículo, y con asistencia de todos los subal- 
ternos de la Audiencia; yendo á bascar fuera 
de la Sala y acompañar para el acto al agra- 
ciado otro ministro de los que ya estén en 
ejercicio, con lo cual el nuevo tomará el 
asiento que le corresponda, y se empezará ó 
continua fiel despacho. 

69. El secretario de la Audiencia reco- 
gerá los títulos, y sacadas de ellos las copias 
necesarias , los devolverá 'á los interesados, 
certificando á continuación de aquellos ha- 
berse prestado el juramento y tomado la po- 
sesión. 

70. Por ninguno de estos actos se exi- 

girá derecho alguno, ni aun con el nombre 
de propina. ‘ 
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TITULO II. 

DE LOS MAG1STRADÓS Y SUBALTERNOS DE LAS 

AUDIENCIAS POR LO RESPECTIVO Á CADA 

CLASE EN PARTICULAR. 

. j 

CAPÍTULO I. 1 j 1 '" ' 

.De los regentes y de los decanos , ¡cuando 
¡ vi : . los suplan, . 

71. Lósregentes de las Audiencias, 1 cuan- 
do estuvieren impedidos de asistir algún dia; 
deberán avisarlo oportunamente á Jos res- 
pectivos decanos. 

72‘. Cuando el regente entre ó salga de 
alguna de las Salas, se levantarán sus minis- 
tros y subalternos, le acompañará un portero 
de una á otra, y dos con otros tantos algua- 
ciles hasta la de su habitación ó hasta la de 
la calle, si saliere del edificio. Dos porteros 
y' dos alguaciles también le aguardarán á Ja 
puerta de este, ó á la de su habitación , si 
estuviere dentro de él, para acompañarle, 
precediéndole hasta el Tribunal, j además 
un portero y un alguacil deberán estar dia- 
riamente de guardia en la casa posada del 
mismo regente, á las horas que él les señale. 

73. Estará a cargo de cada regente el 
. gobierno y policía interior de la Audiencia, 

el hacer que en ella se guarde el órden de- 
bido, y cuidar de que los demás magistrados 
y los subalternos cumplan todos puntual- 
mente cod sus respectivas obligaciones. 

74. Reunirá el regente las Salas ordina- 
rias, y hará que se formen las extraordina- 
rias cnando fncre necesario : pGdrá llamar á 
su posada á cualquier ministro, fiscal ó su- 
balterno que necesitare para alguna urgencia 
del servicio , y el secretario del Tribunal y 
sus oficiales le auxiliarán en el despacho de 
los informes y demás que ocurriere en la Re- 
gencia. 

75. Por mano del regente se harán pre- 
sentes en lá Audiencia las órdenes superio- 
res, y respecto á la correspondencia exte- 
rior será de la atribución del mismo lo que 
sigue : 

Primero. A él solo le tocará firmar las 
contestaciones ú oficios que se acuerden por 
la Audiencia pieria ó por cualquiera de sus 
Salas, no siendo de lo que deban comunicar- 
se por los escribanos de cámara. 

Segundo. Será el conducto ordinario de 
comunicación pGr donde se dirijan al Gobier- 
no ó al Supremo Tribunal de España é In- 
dias las representaciones, consultas, infor- 
mes y cualesquiera otras exposiciones de la 
Audiencia, ó de cada Sala, á menos que se 
trate de quejas' contra el propio regente , ó 
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de noticias que respecto á él se hayan pe* 
cuño. 

Tercero. Por su conducto y con su in- 
forme d,eberán dirigirse también las preten- 
siones, y solicitudes que hagan a! Gobierno 
los magistrados y subalternos de la Audien- 
cia respectiva, y los jueces y promotores fis- 
cales de los Juzgados de primera instancia de 
su territorio. 

Cuarto. Estará obligado el regente á dar 
por sí cuenta al Gobierno délas vacantes que 
ocurran en la Audiencia , y en las plazas de 
jueces y promotores fiscales de dichos Juz- 
gados, y asimismo del ingreso y de la salida 
de los magistrados y subalternos del Tri- 
bunal., y de los expresados jueces y promo- 
tores. 

76. Recibirá en Tribunal pleno las escu- 
sas de asistencia de los ministros y de los 
subalternos, y tendrá facultad de conceder- 
les licencia para ausentarse , mediando justa 
v bastante causa paradlo; á los primeros y 
á los fiscales hasta quince dias, y á los se- 
gundos hasta un mes, poniéndolo en noticia 
del Gobierno cuando la licencia pasaje de 
ocho dias. 

En igual forma podrá también conceder li- 
cencia á los jueces de primera instancia del 
territorio para ausentarse basta un mes. 

77. Oirá las quejas de los litigantes é in- 
teresados en las causas , cualquiera que sea 
la Sala que conozca del negocio, y ejecutará 
io que respecto á los presidentes de estas se 
prescribe en el art. 9.° 

78. El regente con los ministros mas an- 
tiguos de cada Sala y los fiscales, dirimirá las 
ccmpeteucias de jurisdicción que se susci- 
ten entre dos Salas de la Audiencia. 

‘ 79. Cuando haya dudas ó diferencias so- 
bre, acumulación de algún proceso de upa Sa- 
la á otra, las resolverá .tambjery el regente 
con los ministros que presidan las dos Salas 
pero sí te duda fuere sobre la acumulación 
de (los procesos de diferentes, Escribanías de 
una misma Sala, será esta la que. resuelva. 

80, v El regente tendrá siempre la sema- 
nería mayor, así de la Audiencia plena, cpmo 
de cada una de las Salas; y podrá en conse- 
cuencia ejercer respectivamente,, á preven- 
ción con los ministros semaneros de una y 
obra, las, facultades que se expresan en el ar- 
tículo 86. 

8¡L Sqrá peculiar del regente el nombra- 
miento de relojero , carpintero y demás ofi- 
cialas,. semejantes, necesarios para el servi- 
cio de la Audiencia, . 

82. En vaqapte de la Regencia, 6 en.au- 
séncia ó enfermedad, del regente ejerced sus 
•funcionen ej upi^Q decapo é mps antiguo 


del Tribunal, pero solo cuando se hallare va- 
■ Cante la Regencia corresponderán al decano 
los honores y facultades que se expresan en 
los arts. 72 y 81, y podrá dejar de asistir 4 
. su propia Sala para concurrir á otra que me- 
jor estime. 

CAPITULO II. 

’ - ■ : J . . . • : ■■ 

De los ministros y del cargo de los sema- 
neros. 

83. En un libro, que se llamará de asis- 
tencia, uno de los escribanos de cámara de 
la Audiencia, por turno, mensual entre todos 
ellos, anotará diariamente y con distinción 
de Salas, los nombres de Ips ministros que 
concurran con el regente, rubricándole es- 
tos asientos por el semanero del Tribunal 
pleno. 

84. El ministro mas antiguo de la Sala 
del crimen en cada Audiencia tendrá dtepia- 
meute en su casa posada, á las horas que el 
señale, un alguacil de guardia para la?, cKiiV 
gencias del servicio que se ofrezcan.: 

85. Si algún ministro en las audiencias 
públicas dudare de algún hecho no pedirá 
las aclaraciones que necesite sino por medio 
del presidente de la Sala. 

86. Los ministros semaneros de cada Sa- 
la á mas de las obligaciones prescritas, en 
los arts-, 17, 22* 30, 34, 38, 39 y 109, Jpnr- 
drán también el cargo: 

1 , ° De reconocer las provisiones, despa- 
chos y ejecutorias que se expidan por. la Sala 
respectiva, cotejando su tenor con las pro- 
videncias originales que para este fin se les 
deberán presentar al mismo tiempo por lqs 
escribanos de cámara; y hallándolas confor- 
mes, firmarán y rúbxicaján aquellas antes 
que el regente y los demás ministros, pero 
en último lugar. 

2, ° De examinar las tasaciones de dere- 
chos, poniendo en ellas sti w'sío bueno y rú- 
brica;, si las hallare arregladas; y si no mani- 
festando verbalmente á la Sala los reparos 
que se le ofrecieren, para que ella, en unp 
ú otro caso , las apruebe ó determine |q que 
corresponda. 

3, ° De ejercer provisionalmente la juris- 
dicción de la misma Sala, para aquellos ac- 
tos urgentísimos que no admitan, dilación; 
pero con la , precisa calidad de darle cuenta 
tan pronto como la Sala se reúna. 

CAPITULO III. 

De los fiscales y de sus agentes fiscales. 

, . . ; . . / i jVf. 

87,.., E 05 , fiscajqs; de las Audiencia* tpj|r 
drán igual consideración que la$ 
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íie las mismas, y Cuando concurran al Tri- 
bunal íolkrán con el mismo traje que los 
demás magistrados; pero así en la Audiencia 
como en los actos públicos , ocuparán el lu- 
ar inmediato después del ministro mas mor 
erno. 

88. En las Audiencias en que baya dos 
fiscales, despacharán estos indistintamente 
en lo civil y en lo criminal, para lo cuailos 
asuntos do ambos ramos que correspondan á> 
cada fiscal le serán repartidos por un turno 
rigoroso que la Audiencia apruebe, debien- 
do despachar juntos en aquellos negocios 
que el Tribunal mande pasar á los dos fisca- 
les unidos. 

Í19. En toda causa criminal sobre delito 
público ó sobre responsabilidad oficial será 
parte alguno de los fiscales, aunque haya 
acusador particular. En- las civiles y en ías 
relativas á delitos privados no se le oirá sino 
cuando interesen á la causa pública, á la de 
fensa de !a Real jurisdicción ordinaria, ó á 
las regalías de la Corona. 

90. En todos los negocios en que los fis- 
cales hagan peticiones formales á la Audien- 
cia, aunque no sean contenciosos, se les no- 
tificarán las providencias que se dieren, como 
también cuando sean parte en algún negocio 
ó hayan dado diclámen en él, por ser de 
interés público; y siempre que los fiscales lo 
pidan, el escribano que haga estas notifica- 
ciones deberá dejarles una copia rubricada 
por él de la providencia respectiva, con in- 
dicación del negocio en que haya recaído. 

9t. Si estando en el Tribuna! los fiscales 
ó alguno de ellos se diere cuenta- de algún 
negocio urgente en que respectivamente 
deban ser oidos, podrán exponer su diclámen 
de palabra, lo cual deberá expresarse así en 
la providencia que recayese; y si oí Tribunal 
ó el fiscal mismo estimaren une el dictamen 
de este debe constar por escrito, se extenderá 
en resúmen, rubricándolo su autor. . 

92. Los fiscales estarán exentos de asistir, 
á la Audiencia, á no ser en los casos si- 
guientes: 

Primero. Cuando haya vista de causa en 
que sean parte. 

Segundo. Cuando por no haber suficiente 
número de ministros, se necesite que asistan 
á alguna Sala como jueces. 

Tercero. Cuando por cualquier otro mo- 
tivo la Audiencia, ó alguna de las Salas ó el 
regente, estimen necesario que concurran en 
persona para algún negocio. 

Nunca podrán los fiscales estar presentes 
á la votación de aquellas causas en que sean 
partes, ó coadyuven el derecho de quien 
lo sea. :i 


93. Cuando sean do.s lofe fiscales en una 
Audiencia plena* se suplirán uno á otro en 
caso de ausencia, enfermedad ó vacante; pero 
si -no bastara un fiscal solo, 6 faltare 6 se 
imposibilitare el único que haya, podrá la 
Audiencia plena encargar provisionalmente 
la Fiscalía á alguno de sus ministros, ó un 
abogado, dando cuenta á S. M. 

94. ^ Cada uno de los fiscales de las Au- 
diencias tendrá un agente fiscal letrado, de 
probidad, aptitud y confianza, y dotado con 
»el sueldo que S. .M. y las Córtes se, dignen 
señalarle, bajo la calidad de que no puedan 
llevar derechos ni emolumen tos, de cualquier 
clase y denominación que sean. 

Estos agentes sera'n nombrados y remo- 
vidos libremente por los fiscales á quienes 
han de asistir, y que son los responsables de 
lo que firman ó rubrican, los cuales darán 
cuenta á la Audiencia por medio de oficio, y 
solo para su inteligencia, de los nombra- 
mientos ó remociones que ejecuten.:’ 

9b. A caila uno de los agentes fiscales 
nasarán las Escribanías de cámara, bajo el 
resguardo que aquel debe firmar en el libro 
de conocimientos, los negocios que se remi- 
tan por turno al respectivo fiscai; y será 
eargo del agente fiscal á quien pasen los 
autos, devolverlos -á la Escribanía cuando 
estén despachados, cancelándose el conoci- 
miento, y entregar cada mes una nota de los 
pendientes al que nresida la Sala respectiva. 

Cada agente fiscal tendrá un libro de re- 
cibos en que anote los negocios que se pasan, 
y el día en que los recibe; y así ejecutado, 
ios presentará inmediatamente ni fiscal, quien 
podrá encargarle el despacho cuando y como 
lo estime.. 

• 90. Para hacer los cotejos de los me- 
moriales en negocios en que sean parte los 
fiscales, se pasarán los procesos y memo- 
riales al respectivo agente, si estimando 
aquellos que este deba asistir al acto, lo 
comisionaren para ello; á fin de que enterán- 
dose de los unos y de los otros se dilate me- 
nos la diligencia. 

97. Los agentes fiscales, mientras lo sean, 
no podrán ejercer la abogacía; y en ausen- 
cias, enfermedades ó vacantes se suplira'n 
mutuamente, si el fiscal, cuyo agente falte, 
no prefiriere nombrar uno interino. 

CAPITULO IV. 

De los relatores. 

98. En todas las Audiencias de la Pe- 
nínsula, excepto la de Oviedo, habrá dos 
relatores por cada unade las Salas ordinarias, 
aumentándose otro para lo criminal en la 
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Audiencia de Madrid. En la de Oviedo y en 
las de Canarias y Mallorca liabra solamente 
dos relatores, uno para cada Sala. 

Todos ellos deberán ser letrados de- probi- 
dad, fieles é inteligentes, y percibirán los 
derechos de arancel, á mas de la dotación 
que S. M. y las Córtes se dignen señalar á los 
que sirvan en las salas del crimen. 

99. A unos y otros los nombrará S. M. 
por esta vez á propuesta simple de la res- 
pectiva Audiencia, yen lo sucesivo á pro- 
puesta 1 de la misma por terna, previa oposi- 
ción, bajo las reglas siguientes: . 

Primera. Verificada la vacahte de cual- 
quier Relatoría, se anunciará por edictos en 
la puerta de la Audiencia y por medio de los 
papeles públicos de su territorio, .para que 
dentro' del término de cuarenta dias concur- 
ran los que quisieren pretenderla, presen- 
tando en la Secretaría ei título de abogado. 

Segunda.- En .la- misma Secretaría se 
pondrá un número de pleitos igual al de los 
opositores que hubiere, desglosándose las 
sentencias y. numerándolos; y se formará 
una lista con expresión de cada pleito, que 
rubricará el ministro mas moderrb de la 
Audiencia. 

Tercera. Cumplido el término de los 
edictos, y señalado dia por la Audiencia para 
dar principio á las oposiciones, concurrirá á 
la Secretaría el opositor mas antiguo, según 
su título, y se le entregará uno de los pleitos, 
poniendo recibo en la lista que se expresa 
en el párrafo anterior cuyo acto se repetirá 
en los demás días. 

Cuarta. Entregado el pleito quedará el 
opositor en la pieza que se le señale en- la 
Audiencia, y sin permitirle mas que un es- 
cribiente, formará un extracto de aquel ex- 
tendiendo y fundando la sentencia que crea 
arreglada á justicia en el preciso término de 
veinticuatro horas. 

■ Quinta. Cumplidas estas, se presentará 
el Opositor en Audiencia plena, y en público 
hará de memoria relación del pleito ; deján- 
dolo con el extracto que hubiere formado en 
la mesa del Tribunal; y en seguida sé le hará 
por este á puerta cerrada un eximen de me- 
dia hora sobre el órden y método de enjui- 
ciar y demás concerniente á las obligacio- 
nes, y oficio de relator. 

Sexta. Concluidos los ejercicios se pro- 
cederá por la Audiencia á la propuesta por 
terna, entregándose por la Secretaría á cada 
ministro una lista comprensiva de losuom- 
bres dé todos los opositores para la vota- 
ción, 'y deberá recaer aquella en los que re- 
unieron mayoría absolutai 
* Sétima. Si hubiere dos ó inas vacantes 


se harán las oposiciones á un tiempo, bas» ; . 
tando á cada opositor una sola oposición para 
todas; y concluidos los ejercicios se harán., 
las propuestas en el mismo dia sucesiva- , 
mente. : ■ ' • 

100. Losrelatores.de cada Audiencia se 
suplirán unos á otros en caso necesario, con, 
permiso de la misma; mas para el despacho 
de la Relatoría que vacare por cualquier moi 
tivo, el Tribunal, basta que tome posesión el 
nuevo relator, que fuere nombrado. con las 
.formalidades establecidas, elegirá á plurafir- ? 
dad absoluta de votos un interino, letrados 
de probidad y suficiencia , el cual percibirá, 
por el tiempo que la sirva, los derechos de 
arancel , y la mitad del sueldo señalado al 
propietario, encargándose con inventario de ¡ 
todos los expedientes de la Reiartoría vacaje ¡ 
te, que entregará después al sucesor, juntos 
con ios que le tocaren durante la interinidad. > 

101. En cada Audiencia se destinará) 
para los relatores una pieza proporcionada, 
en la cual habrá para cada uno una mesa 
con cajón de llave en que puedaD custodiar 
sus respectivos procesos. 

102. Los reJatores do darán cuenta ah- 
Tribunal sino de lo que mande pasar á ellos; 
ni podrán tampoco recibir los procesos sin ; 

ue conste que se les han encomendado, )bi 
espachar unos por otros los que se les ha- > 
yan repartido, á no ser que por ausencia, ' 
eufermedad ú otra causa lo hagan , coh 
aprobación de la Audiencia ó de Ja Sala queo 
conozca del negocio. . 

103. Nurca recibirán proceso alguno de 

mano de los litigantes ni de sus procurado- 
■res, sino solamente del escribano de Cáma*. 
ra á quien corresponda, y solo á él los'dé^f 
volverán á su tiempo.' ■■ 

1 04. Al entregarse de los autos anotarán 
siempre el dia en quedos reciben. 

105. Los relatores harán su relación sen- 
tados, como ios abogados hacen su defensa-;, - 
y lo ejecutarán, con la mayor exactitud, bajo 
su mas estrecha responsabilidad, anotaniiG#, 
sus derechos al margen de las providencias,-: 

106. Dadas estas por el Tribunal y ru- 
bricadas por el ministro semanero, ó autori- 
zadas en su caso por todos los jueces, las fir- 
mará el relator cuando corresponda,. y de- 
volverá los autos en el mismo dia en que sfr 
rubrique é autorice la providencia. 

107. En ningún caso será lícito á los re- 
latores revelar las-sentencias, y demás provi- 
dencias del Tribunal antes de estar rubrica*^ 
das ó firmadas por los ministros á quienes 
corresponda, y publicadas aquellas.- * - 

108. Cuando los negocios pasen á‘los- ; 
relatores, durante Ja sustanciacion instruí* 1 ' 
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rán al Tribunal verbalmente, y excusarán ei 
hacerlo por medio de extracto, á no exigirlo 
su gravedad, volumen ú otracausa, á juicio 
suyo, 6 á no mandarlo -el Tribunal.- , ■ 

109. Cuando el relator lleve extracto 
para que se tome providencia en algún ne- 
gocio, rubricará el ministro semanero las 
fojas del mismo extracto al tiempo que se 
rubrique -la providencia que recaiga , y cor- 
rerán tales extractos unidos á los procesos. 

110. Siempre que los relatores den cuen- 
ta de algún negocio, en artículo ó en defini- 
tiva, reconocerán yi- manifestarán á la Sala, 
ante todas cosas , si va concluso legítima- 
mente; y cuidarán de ordeuar la relación de 
modo que por ella se venga en conocimiento 
de si se han observado ó no las leyes que 
arreglan el procedimiento. Al pié de los ex- 
tractos pondrán una-nota- expresiva de ha- 
berse ó no guardado dichas leyes , y serán 
responsables de Ja exactitud de ella. 

114; Si el procurador y el letrado de al- 
guna de las .partes solicitaren se haiga cotejo 
ae los apuntamientos que han de servir para 
la determinación definitiva de las causas y 
pleitos, se prestarán á ello los relatores, sin. 
necesidad de acudir para esté objeto á la 
Sala.' 

112. En las vistas de pleitos y causas 
será cargo de cada relator anotar, bajo su 
firma, en el proceso el día en que empezó y 
el en que se concluyó la vista, expresando 
los nombres de los jueces y de los abogados 
defensores- que hubieren asistido á ella.- i. .- 

113. Los relatores para el alarde sema- 
nal prescripto en el art. 31 entregarán opor- 
tunamente al -que presida la Sala respectiva 
una lista de las causas criminales que estu- 
vieren pendientes en su poder;y- cada quim 
ce dias, para el mismo fin, otra de los nego- 
cios-civiles que pendan ante ellos , expre- 
sando en ambos el dia en que recibieron los 
procesos. 

1 14. Los relatores , mientras lo sean, no . 
podrán ejercer la- abogacía, y precederán á 
los escribanos- d'e cámara en la Audiencia y 
en los demás actos públicos á que concurran 
sus subalternos. ■ 

: CAPITULO V. 

De los secretar tostar chiveros de las 
Audiencias. 

115. Uno de los escribanos de cámara de 
cada Audiencia, á elección de ella, por ma- 
yoría absoluta de -votos, reunirá el carácter 
de secretario y archivero de la misma, con 
la asignación que S. M. y Jas Córtes tuvieren- 
á bien señalarle.- ■<•■■■■ . . - . , ■ ■■ 
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El nombramiento ‘de secretariose pondrá 
en noticia del Gobierno, y sé comunicará á 
todos los jueces de primera- instancia del ter- 
ritorio de la Audiencia- respectiva, la cual en 
ausencia ó enfermedad de - dicho secretario, 
podrá habilitar á otro escribano de cámara 
para que desempeñe la Secretaría., - 

116. Sera cargo de los secretarios, á 
mas de cumplir las obligaciones que les im- 
ponen los arts. 12, 15, 54, 59, 65, 66, .67, 
69, 74 y 99, recibir y dirigir la correspon- 
dencia déla Audiencia en cuerpo, cuando 
esto no sea. propio del regente. 

1 17. Al abrirse el Tribunal, ó antes-si ib 
dispusiere el. regente , se presentará á este 
el secretario para entregarse y dar cuenta á 
la Audiencia plena dé los Reales decretos, 
órdenes superiores y demás que se le hayan 
comunicado, pasando á las respectivas Es- 
cribanías de cámara lo que les corresponda, 
después de registrar los Reales decretos y 
órdenes superiores en un libro que deberá 
ilevar al efecto. 

118. Llevará además cada secretario los 
libros siguientes : 

Uno para registrar en él las consultas de 
la Audiencia plena, y las que deben entre- 
garle todos los escribanos y relatores, acor- 
dadas por cualquiera de las Salas, con el 
doble objeto de dirigirlas á la superioridad y 
tenerlas reunidas en un solo registro , pa- 
sandocertificacion de las Reales resolucio- 
nes que recaigan á las escribanías de cá- 
mara, donde radiquen los antecedentes de 
dichas consultas. : 

Otro para anotar el turno de los ministros 
semaneros , así de Audiencia plena como de 
cada sala; debiendo hacer presente en -una 
y otra el que corresponda serlo en aquella 
semana. 

Otro para sentar el turnó de los ministros 
y fiscales que deban asistir á las visitas se- 
manales de cárcel. 

Otro para anotar también el de los escri- 
banos de cámara á quienes toque llevar cada 
mes el libro de asistencia , con arreglo al 
art. 83, y el de aquellos que deban guardar 
■Sala, conforme al 4 39, publicando en Audien- 
cia plena los que estuvieren en turno. 

Otro para asentar con la distinción corres- 
pondiente la prestación de juramento, y co- 
piar los títulos de los magistrados y subal- 
ternos de la Audiencia y de los jueces letra- 
dos de primera- instancia de su territorio, 
anotando al márgen , ó á continuación de 
cada asiento , la.muerte, salida, jubilación, 
separación ó suspensión del sugeto á quien 
■se refiera. 

Otro para trascribir á la letra todos Jo 
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acnerdos ó providencias generales de Au- 
diencia plena sobre asuntos de que no se 
hubiere formado expediente, anotando aque- 
llas que se hubieren extendido en él, dadas 
por todo el Tribunal. 

419. Deberán los secretarios tener el 
mayor cuidado en el arreglo y conservación 
de los expedientes y papeles de la Secretaría, 
sin permitir que persona alguna de cualquier 
clase que fuere, extraiga ninguno, como no 
deje el correspondiente conocimiento. 

120. Será igualmente cargo de cada se- 
cretario cobrar ó cuidar de que se cobre de 
Tesorería cada mes, ó a los plazos que se 
señalen con acuerdo del regente, las canti- 
dades que correspondan de lo asignado para 
los gastos de la Audiencia en cada año; de 
cuya suma no se invertirá nada sin órden i 
ó aprobación del Tribunal pleno ó del re- 
gente, y el secretario llevará una cuenta 
exacta de todo, para presentarla al fin del año 
en la Tesorería' con el visto bueno del regen- 
te, y con los correspondientes documentos 
justificativos. 

121. Como encargados del archivo de la 
Audiencia respectiva, el cual estará en un 
departamento del edificio de !a misma, cerra- 
do y guardado con toaa seguridad, cuidarán 
los secretarios de custodiar, en el debido ór- 
den é integridad, y con todo aseo , los pro- 
cesos y demás papeles que deban existir en 
él; de los cuales no podrán dar certificación 
ninguna sin órden de la Audiencia ó de al- 
gunas de sus Salas, y de todos deberán for- 
mar los correspondientes índices. 

122. En la Audiencia, y en todos los 
actos públicos á nue ella concurra, precede- 
rá el secretario a los demás escribanos de' 
cámara. 

CAPITULO VI. 

De los escribanos de cámara. 

123. Habrá en las Audiencias de la Pe- 
nínsula, excepto la de Oviedo, dos escriba- 
nos de cámara por cada una de las Salas or- 
dinarias. En las Audiencias de Oviedo, Ca- 
narias y Mallorca habrá dos escribanos de 
cámara- solos, uno para cada Sala. 

Todos ellos percibirán los derechos res- 
pectivos conforme á arancel , además de la 
dotáéion que se señale á ios que sirvan en 
las Salas del crimen. 

12i. No podrá ser escribano de cámarii 
ningtmo'que no tenga veinticinco años cum 
piídos, y que á las indispensables cualidades 
de probidad, aptitud y fidelidad no reúna la 
de ser escribano público aprobado , ó abo- 
gado, ó la de háber sido por tres años, á lo 


menos, oficial de escribanía de cámáre de > 
alguna Audiencia. 

125. Los escribanos de cámara seráa ! ' 
también nombrados por S. M. á simple pro- ' 
puesta de la respectiva Audieueia por esta 
vez, y en lo sucesivo por terna que ella pro- ■ 
ponga, prévia oposición , bajo las reglas si- 
guientes: 

Primera. Se anunciará la vacante en la 
misma forma y por e! término que el art. 99 
prescribe respecto á los relatores, y los pre- 
tendientes presentarán en la Secretaría sus 
títulos con la fé de bautismo. •' ■ . . 

Segunda. Cumplido el término de los 
edictos, y señalado dia por la Audiencia para 
dar principio á la oposición, concurrirán los 
opositores á la Secretaría media hora antes 
de empezarse este acto, y á cada uno se te 
entregarán, para que pueda enterarse, dos 
pleitos sencillos en que baya pretensiones' ! 
pendientes, designados por el ministro mas 
moderno, de los cuales el opositor dará cuen- 
ta en público al Tribunal pleno, con la opor- 
tuna indicación de los antecedentes y del 
último estado del negocio respectivo, según 
acostumbran hacer los escribanos de cámara. 

Tercera. En seguida , á puerta cerrada, 
se hará por la Audiencia al opositor un 
exámen de un cuarto de hora sobre el órden 
de sustanciacion é instrucción de ios nego- 
cios, en cuanto corresponde á los escriba* 
nos, y sóbrelo demás que concierne alas ■ 
obligaciones de este oficio, observándose 
también lo que se dispone, en las reglas 6* 
y 7. a de dicho art. 99. 

126. Los escribanos de cámara de cada 

Audiencia se suplirán unos á otros siempre 
que fuere necesario, con aprobación de el te;' 
pero el Tribunal en caso de ausencia, enfer- - 
medad ó vacante, podrá, si lo tuviere por 
mas conveniente, habilitar á algún oficial ! 
de la Escribanía ó á algún escribano público ' 
aprobado para que te despache como interi- 
no, sin que nunca esta habilitación deba du- 
rar mas de lo que dure la vacante euando la 1 
hubiere. ■ 


127. Será obligación precisa de los es* 
críbanos de cámara del crimen : presentar 
con oportunidad .para los alardes al presiden- 
te de la Sala respectiva una lista semanal de 
las causas criminales pendientes en sus ofi- 
cios, y cada quince dias otra de las que de 
igual clase pendieren en los Juzgados de 
primera instancia, según las noticias qtíe se 
hayan pasarlo á la respectiva Escribanía de 
cámara. También deberán pasará aquel eadsf 
quince dias con igual oportunidad Y objat# ; 

linn Ua 4 » . 1 _ ^ * - . * -i . 
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así estos como los del crimen expresarán 
siempre en dichas listas te! estado de Jas cau- 
sas y pleitos, , 

Unos y otros asimismo pasarán cada quin- 
ce dias á los fiscales otra lista dé los nego- 
cios que se hubieren entregado á sus agen- 
tes fiscales por la respectiva Escribanía. 

128. No admitirán Jos escribanos de cá- 
mara negocio alguno de primera entrada sin ¡ 
que se les haya repartido,, conforme al ar- 
tículo 25; y una vez hecha la encomienda 
de los asuntos, no.podrá el escribano respec- 
tivo presentarlos otra vez para que so enco- 
mienden de nuevo. . 

129. Los escribanos de cámara concur- 
rirán á la Audiencia media hora antes de em- 
pezarse el despacho para:recibir las peticio- 
nes que se les hubieren repartido aquel día, 
y poder dar cuenta de ellas en la Sala á pri- 
mera hora. 

130. De todas las peticiones y expedien- 
tes que se les hubieren entregado antes de 
empezarse el despacho de la Sala, darán 
cuenta en ella precisamente en aquel mismo 
día; pero si se Jes hubieren entregado des- 
pués, lo liarán al siguiente dia de audiencia, 
á menos que fuere negocio urgente, en cuyo ■ 
caso lo manifestarán luego al que presida la 
Sala, para dar cuenta á esta si así se dispu- 
siere por la misma. 

131. Ordenarán los procesos y coserán 
las fojas por el órden en que se hayan pre- 
sentado con la correspondiente numeración 
en cada una, haciendo y rotulando las piezas 
ó rollos de manera que niguno pase de *200 
fojas, y numerándolos por su órden: y cuan- 
do se hiciese alguna presentación dé docu- 
mentos de mucho : volúmen , formarán de 
ellos piezas separadas, poniendo en la carpe- 
ta la inscripción correspondiente, con desig- 
nación del pedimento con que se hubieren 
presentado. 

132. Los escribanos de cámara recono- 
cerán los procesos, antes de pasarlos á los 
relatores, : para ver si falta alguna citación, 
notificación ú otro requisito de los que deba 
llenar la Escribanía; y si faltare, lo completa 
rán siendo de su cargo, ó en otro caso darán 
cuenta ala Sala. 

133. Cada escribano de cámara tendrá 
Jos libros necesarios, en que los agentes fis- 
cales, los relatores y los procuradores fir- 
men el recibo de los procesos que se les en- 
treguen, borrándolo cuando Jos devuelvan 
despachados: y siempre 'cuidará , bajo su 
mas estrecha responsabilidad, de no entre-' 
gar dichos procesos sino á personas compe- 
tentes para recibirlos* y de que se renueven 
los recibos cuandoiSe retardare la devolución 
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de los procesos, de modo que en ninguno se 
halle fecha mas antigua que la de un año. 

134.. En la instrucción . los negocios 
deberán los escribanos de cámará observar 
las reglas siguientes: 

Primera. Guardarán el mas rigoroso ¡se- 
creto acerca de las previdencias deí Tribunal 
hasta que estuvieren rubricadas, ó firmadas, 
Y en estado de notificarse. 

Segunda. Las citaciones,- y también las. 
notificaciones que se hagan á las partes, pa- 
ra aquellos actos en que hay término preciso 
ó en que pueda resultar perjuicio de la dila- 
.cion o de la negligencia, deberán extenderse 
con expresión de la hora en que se hicieron, 
y ser firmadas además por la parte notifica- 
da, ó citada, ó por un testigo-á su ruego, si 
ella no supiere: y siempre que por la parte 
se pida, deberá el escribano darle copia lite- 
ral y rubricada por él de la providencia que 
le notifique. 

Tercera. Anotarán siempre en el proce- 
so los dias en que las partes lo recogen y lo 
devuelven, aquellos en que empiezan y aea- 
: ban los términos probatorios que se conce- 
dan, y aquellos en que Jas partes presentan 
| escritos, sin devolver proceso ; debiendo 
además expresar en la nota la hora de la pre- 
sentación de toda solicitud sobre alguu pun- 
to que tenga término fatal, como la súpli- 
ca, etc. 

135. Los escribanos de cámara no re- 
frendarán las Reales provisiones, cartas ó 
despachos que la Audiencia mande librar, 
sin que antes las firmen el regente y los mi- 
nistros que deben hacerlo con arreglo al ar- 
tículo 22: y á. este fin deberán presentarlas 
con las providencias originales para que se 
haga el cotejo prescrito en el párrafo i.° del 
art. 86. 

136. En dichas provisiones, despachos y 
cartas arreglarán la escritura como corres- 
ponde, y no pondrán para acrecentarla mas 
de lo que fuere necesario. Las ordenarán y 
harán escribir, por sus propios oficiales, sin 
dejarlo nunca á los.interesados; y las corre- 
girán por sí mismos, y en cada una - pondrán 
la expresión de corregida, rubricándola. 

137. Deberán escribir de su mano, al 
dorso de las provisiones, el importe de sus 
derechos y los del registrador. 

138. Las provisiones , después de firma- 
das y refrendadas , no las entregarán á per- 
sona alguna, sino álos procuradores á cuya 

¡ instancia se libren, per ser los responsables 
de su paradero. Las de oficio las remitirán á 
ios jueces á quienes vayan cometidas , des- 
pués de registradas y selladas. ■ ■ 

139. En las Salas que tuvieren dos es- 
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críbanos de cámara, uno de ellos alternando 
por semanas, guardará sala para autorizar 
aquellos actos que se ofrezcan y que no 
correspondan especialmente á otro escri- 
bano. , , , 

440 . Cada escribano de camara tendrá 
un libro, rubricado por el ministro mas mo- 
derno de la Audiencia , en donde asiente las 
multas que en los pleitos y causas radicadas 
en su oficio se hubieren impuesto por conde- 
naciones que merezcan ejecución; é impues- 
ta que sea de esta manera alguna multa , el 
escribano pasará dentro de veinticuatro ho- 
ras la correspondiente certificación á la In- 
tendencia de la provincia, para que pueda 
disponer la exacción. 

i 41. Los escribanos de cámara estarán 
obligados á dar recibo, siempre que las par- 
tes se lo pidan , de los derechos que cobren 
de ellas; debiendo siempre anotar al margen 
de cada actuación el importe de los que por 
ella les correspondan, y en caso de duda so- 
bre si estos se hallan ó no comprendidos en 
el arancel, se hará presente á la Audiencia 
para que la decida. 

Además tendrán puesta en sus respectivas 
Escribanías, y en sitio donde pueda leerse, 
una tabla con el arancel de sus derechos, 
para que cada uno sepa lo que ha de exigir, 
y las partes lo que han de pagar. 

142. No deberán dar copia certificada 6 
testimonio de cosa alguna , sin que preceda 
para ello mandato de la Audiencia ó de la 
Sala. 

143. Pasarán dentro de ocho dias al ar- 
chivo de la Audiencia los pleitos en que se 
hubiere despachado ejecutoria , quedando 
anotados en las matrículas de pleitos de esta 
clase; pero los ya determinados definitiva- 
mente, en que no se haya librado ejecutoria, 
los conservará en su Escribanía de cámara, 
hasta que se hubiere despachado. 

En igual forma y término pasarán al ar- 
chivo las causas criminales eñ que se hubie- 
re ejecutado el fallo definitivo de la Audien- 
cia, y que no sean de las que deban devol- 
verse á los Juzgados inferiores. 

144. También conservarán en su Escri- 
banía los pleitos que queden suspensos ó 
descuidados por las partes, pero pasados tres 
años sin promoverlos ninguna, darán cuenta 
á la Sala, para que mande citarlas de nuevo, 
ó acuerde lo que corresponda. 

145. Pondrán el mayor cuidado en la 
custodia de todos los papeles de su oficio, y 
en que estén en él con el mejor órden posi- 
ble, formando al intento los índices y matrí- 
culas que correspondan. 


CAPITULO VIL 

De los cancilleres-registradores. 

146. Habrá en cada Audiencia un can- 
ciller-registrador, que deberá ser persona- 
de probidad, idónea y de toda confianza para 
registrar y sellar las Reales cartas, despa- 
chos y provisiones que mandé despacharla 
Audiencia ó cualquiera de sus Salas. 

Percibirá solamente los derechos de aran- 
cel , y será nombrado por S. M. á propuesta 
del Tribunal, que la hará simple por esta 
vez, y en lo sucesivo por terna. 

147. Se le dará en el edificio de la Au- 
diencia una oficina decente donde ejerza sus 
funciones y custodie el sello y el registro; 
los cuales no podrá tener en su casa , ni en 
otra parte alguna, por ningún motivo ni 
pretexto. 

148. Estará en sU oficina todos los dias 
de Audiencia á las horas que el regente se- 
ñale, para sellar y registrar las provisiones 
y cartas; y deberá reunir encuadernados en 
uno, ó mas libros, todos los registros de 
cada año. 

149. Todas las cartas y provisiones que 
se manden despachar se registrarán y sella- 
rán por el canciller- registrador, el cual antes 
de sellarlas las hará copiar literalmente de 
buena letra en el registro y las firmará; y ni 
él ni sus oficíales manifestarán á persona al- 
gima el contenido de ellas, especialmente 
de las que fueren de oficio. 

150. No registrará ni sellará provisión nj 
carta alguna que no le presenten las partes 
interesadas ó sus procuradores, ó el respec- 
tivo escribano de cámara, cuando el negocio 
sea de oficio. 

151. Tampoco sellará ni registrara nin- 
guna carta ni provisión en que el escribano 
de cámara que la refrende no haya anotado 
sus derechos y los del registrador, conforme 
al art. 137, y si en esta nota advierte alguna 
equivocación, y el escribano no quisiere rec- 
tificarla, dará cuenta á la Sala respectiva. 

152. Conservará el registro y el sello 

con el mayor cuidado, y no dará traslado al- 
guno del primero sin órden de la Audiencia, 
ó de alguna de sus Salas. <• 

153. En ausencia, enfermedad ó vacante 
del canciller-registrador, nombrará la Au- 
diencia un interino. 

CAPITULO VIII. 

De los tasadores-repartidores. , 

154. También habrá en cada Audiencia 
un tasador de derechos, que lo será asiniis— 


JUSTICIA. (Ordsas. de lq$ Aud.) 637 


mo para todos ios Juzgados de primera ins- 
tancia dé la capital en qué ella resida, y re- 
unirá el cargo dé repartidor de negocios en 
aquellas Audiencias en qtie haya que repar- 
tirlos por haber dos relatores ó dos escriba- 
nos de Cámara en cada Sala. 

Este oficial deberá *ser persona honrada, 
fiel é inteligente, nombrado por la Audien- 
cia, la cual oirá para este fin á dichos relato- 
res y escribanas de Cámara, cuando eí tasa- 
dor hubiere de ser también repartidor. , 

155. Como tasador tendrá la dotación 
que S. M. y las Córtes se dignen- señalarle, y 
además percibirá por las tasaciones Jos de- 
rechos de arancel;, y donde reúna el carác- 
ter de repartidor, se le satisfará otro tanto 
de dicha dotación por los relatores y escri- 
banos de Cámara entre quienes haya de ha- 
cer los repartimientos. 

156. Para. las tasaciones de derechos 
cuando hubiere condenación de castas, ó 
cuando deban practicarse- aquel las en .virtud 
de providencia judicial, por queja de parte, 
contra alguno de los curiales, se arreglará el 
tasador á los aranceles vigentes conforme á 
los cuales moderará cualquier -exceso - que 
hubiere en lo cobrado ó anotado, guardán- 
dose siempre lo dispuesto en el párrafo 2.° 
del art. 86; y si hecha la tasación y publica- 
ción se agraviare alguno de ella, tendrá ex- 
pedito su recurso á la Sala ó al juez por quien 
haya pasado el. asunto, los cuales cada uno 
en su caso, determinarán oido el tasador. 

• 157. El tasador de Ja Audiencia revisará 
y ¡confirmará, ó alterará en su caso, cuando 
lo mande el Tribunal, las tasaciones, que en 
los. demás juzgados ordinarios del territorio 
hagan: los respectivos escribanos. 

158. Siempre que se le pasen negocios 
de pobres, ó causas que se hayan seguido de 
oficio, para tasar los derechos devengados- 
por los subalternos y curiales de la Audien- 
cia, tasará al mismo tiempo lo respectivo al 
Juzgado de primera instancia, si no constase 
estar hecha en él tasación; y absteniéndose 
de. exigir derechos á las partes, los cobrará 
cuando los perciban los demás, por entero, 
ó á prorata como ellos, si los bienes no al- 
canzaren. 

159. Las dudas que le ocurran en el des- 
empeño de su oficio, si no estuvieren resuel- 
tas por el arancel, las consultará con la Sala 
en que penda el negocio. 

160. Tendrá los libros necesarios para 
anotar claramente, y con separación, las ta- 
saciones é informes que se le manden eva- 
cuar. 

161. Cuando el tasador reúna el cargo 
de repartidor, asistirá diariamente á la Au- 


Ciencia. en la pieza que se je destine, desde 
media hora antes de Ja , entrada de los minis- 
tros hasta su salida, y hará cada dia el re- 
partimiento con arreglo al art. 26. 

162. Para este fin formará, ptros tantos 
turnos, cuantas .sean las clases de negocios 

ue deben repartirse, según lo que la Au- 
iencia hubiere acordado, conforme al ar- 
tículo 25, oyendo para formarlos á los rela- 
tores y escribanos de Cámara, por si fuere 
mas conveniente hacer alguna subdivisión 
que facilite . distribuir de una manera mas 
justa los asuntos; y arreglados los turnos, se 
presentarán á la Audiencia para su aproba- 
ción,' con la cual el repartidor se gobernará 
por ellos para el repartimiento. 

163. Tendrá tantos libros, cuantos sean 
los turnos, y en cada libro escribirá los re- 
partimientos según los vaya haciendo, y ex- 
presará el relator ó el escribano á quien to- 
que, y la sala en que se radiquen Jos- nego- 
cios. Pero el repartimiento de cada uno de 
estos en su clase, ó turno respectivo, lo eje- 
cutará por suerte entre aquellos relatores ó 
escribanos que no tengan ya llena su vez, 
observándose para el sorteo la forma mas 
sencilla que la Audiencia acuerde. 

164. Cuando esta mandase que algún ne- 
gocio se junte a otro que esté radicado en 
diferente escribanía, el repartidor descarga- 
rá el turno que aquel negocio ocupe, y rein- 
tegrará al escribano que lo entregue, con ol 

rimer asunto que de igual clase se hubiere 
e repartir. . 

165. Los relatores y los escribanos de 
Cámara podrán asistir al acto del reparti- 
miento, á fin de enterarse de su legalidad y 
de la* imparcialidad del repartidor en estas 
operaciones , presenciando en su caso Jos 
sorteos determinados por el art. 162. 

166. Deberá el repartidor, bajo la mas 
estrecha responsabilidad, abstenerse de re- 
partir nuevamente negocio que tenga ante- 
cedentes en la Audiencia; pues habiéndolos 
pasará este desde luego á la escribanía en 
que se hallen radicados. 

167. Cualquiera duda que ocurra en el 
acto del repartimiento, y no se resuelva por 
el repartidor y por los interesados en él, la 
decidirá la sala á que corresponda el asunto, 
oyendo préviamente á unos y otros. 

CAPITULO IX. 

De los porteros y de los mozos de estrados . 

168. En todas las Audiencias á nombra- 
miento de ellas mismas, por mayoría absoluta 
de votos, habrá un portero mayor ó de es- 
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trados, y para cada Sala ordinaria otros dos 
menores, drtados con el sueldo que S. M y 
las Córtes determinen; debiendo ser todos 
personas honradas y fieles, y de suficiente 
aptitud para su oficio. 

1C9. Todos los porteros asistirán diaria- 
mente á la Audiencia, y deberán siempre 
estar en ella un cuarto de hora antes de la 
entrada Dara acompasar á los magistrados 
á las Salas y abrirles las puertas de ellas, se- 
gún fueren llegando: y el que estuviere de 
turno, del cual se exceptúa al portero de es- 
trados, por razón de sus mayores atenciones 
concurrirá á la posada del regente, conforme 
al art. 72. 

170. El portero de estrados en particular, 
lo será de todas las Salas, y asistirá siempre 
con los demás á la en que se celebre Audien- 
cia plena; avisará las excusas al abrirse esta; 
dará la hora, y bajo la intervención del se- 
cretario, correrá con la compra y distribución 
de los utensilios necesarios aí servicio del 
Tribunal y de sus oficinas, y cuidará del aseo 
de uno y otras: para todo lo cual tendrá un 
mozo, que también se llamará de estrados, 
con la dotación anual que se le señale, nom- 
brado y amovible por el regente, oyendo á- 
dicho portero mayor. 

171. Los porteros todos asistirán alterna 
tivamente en la Sala á que estén agregados: 
haciéndolo dentro durante la Audiencia pú- 
blica, y á la puerta en lo exterior cuando 
esté cerrada: y será de su cargo celar muy 
cuidadosamente sobre el buen orden, silencio 
y compostura que deben observar Jes subal- 
ternos y demás personas que concurran á la 
Sala, haciendo que todos y cada uno guarden 
ceremonia, y evitando que en la in mediación 
de la Sala se" haga ruido, ó se den voces que 
embaracen el despacho. 

172. No permitirán que persona alguna 
entre con palos ó con armas en las Salas 
cuando estén em Audiencia pública; pero sí 
dejarán que entren con espada y con bastón 
aquellos á quienes corresponde este distinr- 
tivo por su graduación ó por su cargo. 

173. En la Sala á que estén agregados, 
harán los apremios á los procuradores para 
la vuelta de autos; ejecutarán las citaciones 
que se ofrecieren; llevarán los pliegos de la 
Sala; llamarán al despacho; publicarán la 
hora, y harán todo lo demás que oficialmente 
se les mande en lo relativo a sus oficios. 

174. Acompañarán todos á la Audiencia 
en las visitas generales' de cárceles y en los 
actos públicos á que ella asista en cuerpo: 
mas para las visitas semanales turnarán solo 
los porteros- de lá- Sala del crimen. 

Unos y otros deberán habitar dentro del 


pueblo en que residá la Audiencia, y dar 
razón de su morada' al ré^énte.’ 

CAPITULO X. 

De los alguaciles. 

175. También habrá en todas las Audien- 
cias dos alguaciles por cada Sala ordinaria, 
nombrados^ por aquellas, como los porteros, 
y dotados-coa ia asignación que S. ai. y las 
Córtes les concedan; los cuales asistirán dia- 
riamente al Tribunal todas las horas del des- 

■ pacho para recibir y ejecutar las órdenes que 
se les dieren por las Salas ó por el regente, 
y . para acompañar á este, con arreglo al ar- 
tículo 72. 

176. Sin perjuicio de ello, harán por 
turno la guardia diaria en las posadas déi 
regente y del ministro mas antiguo de la Sala 
deí crimen, conforme á dicho artículo y el 84; 
acompañarán todos á la Audiencia á las visitas 
generales de cárceles y en los actos públicos 
á que concurra, y turnarán dos para la asis- 
tencia á las visitas semanales. 

Todos los alguaciles deberán asimismo 
habitar dentro de la capital respectiva, dando 
razón de su morada al regente de la Audien- 
cia y al ministro mas antiguo de la Sala dei 
crimen. 

CAPITULO XI. 

De los alcaides de las cárceles. 

177. En cada una de las cárceles habrá 
un alcaide, encargado de la custodia de los 
presos, debiéndose guardar por ahora el óí- 
den que rija en la actualidad respecto al 
nombramiento y salario de estos oficiales. 
To tos ellos habitarán precisamente en un 
departamento de ia misma cárcel. 

178. Cada alcaide tendrá tres libros: qti-e 
se titularán: uro de presos , otro de existen- 
fes por cárcel segura y otro de salidas. 

En- el libro de presos asentará el dia de lá 
entrada de estos, con expresión de sus nom- 
bres, apellidos y domicilio, de la autoridad 
que hubiese decretado Ja prisión ó el arres'-* 
to, de aquella á cuya disposición queden , y 
de la persona que los naya entregado, la 
cual firmará el asiento, y si no supiere , lo 
ejecutará otro en su nombre. 

En el libro de existentes por cárcel seguid 
asentará también el dia en qué se reciba# 
los presos que entraren con esta calidad, ex- 
presando igualmente sus nombres y doflií€&* 
lio, y la autoridad de quien* proceda tai pro- 
videncia ú órden de traslación. ‘ - : 

En el libro de salidas anotará asínfismo 
el dia- en que saliere cada preso, cha igual 
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■expresión de su nombre y domicilio y del 
destilo, á que saliere. ¡- ; • ,¡ -i... 

Al margen dé cada asiento de entrada -se 
pondrá. la palabra salida, con el foJio de esta 
en el libro respectivo ; y lo mismo se hará 
en ios asientos de salida, respecto á las en- 
tradas. 

179. No recibirá en la cárcel á persona 
alguna en clase de presa ni arrestada, sino 
por orden, de autoridad competente, ó en 
virtud de entrega , por quien esté legítima- 
mente facultado para ello. 

180. Cuidará siempre de tener á los 
hombres separados de las mujeres, y á los 
muchachos de Jos hombres; y de que, en 
cuanto sea posible, no ¿e mezclen ni confun- 
dan los meramente detenidos, ni los arres- 
tados por motivos poco considerables con ios 
reos sentenciados por graves delitos, ni con 
malhechoras conocidos, ni con oíros presos 
de relajada conducta. 

181. No permitirá que á ningún preso 
se le haga vejación alguna en la cárcel, ni 
que á los que entraren nuevamente se les 
exija ninguna cosa. 

182. - No pondrá nunca prisiones á nin- 
gún preso, sino cuando y como lo disponga 
el juez respectivo, ó cuando sea absoluta- 
mente necesario para la seguridad de la per 
sona, ó para la conservación del buen órden 
en la cárcel , debiendo inmediatamente dv 
parte á dicho juez en cualquiera de estos 
dos últimos casos, y estar á lo que él ordené. 

,183. Tendrán todos los alcaides, gran 
cuidado áei aseo y limpieza de las cárceles; 
de que haya luz encendida do noche; de que 
no se permitan juegos de iuterés , de cual- 
quier especie que sea; y de cjue constante- 
mente ODserven todos en la cárcel el mejor 
órden y la mayor regularidad. 

184. Tendrán siempre puesto el arancel 
de sus derechos en sitio donde todos lo pue- 
dan leer, y nunca llevarán mas de los que 
en él se prescriban: debieudo ser muy estre- 
chamente responsables si se excedieren ei» 
esto, ó por algún medio indirecto estafaren 
á los presos , ó toleraren que lo haga algún 
dependiente '.de la cárcel. A los pobres de 
solemnidad no les exigirán derechos aK 
gunos. 

185. Bajo igual responsabilidad se abs- 
tendrán de admitir dádiva, ni légalo de nin- 
gún preso dí de sus familias; y de permitir 
que ¡o hagan sus dependientes. 

186.. No exigirán entornarán cosa alguna 

Í ior permitir que se entre comida ó ropa á 
os presos comunicados , y si estuvieren es- 
tos en incomunicación , se los llevarán ó ha- . 
rán que se les lleven inmediatamente; .sin 


perjuicio de s (fue. en uño ú otro caso tómen 
las precauciones oportunaépáia impedir qüe 
en tales efectos Se introduzcan avisos ú otras 
cosas que no deban. ■ ■ ; 

1 187. A ningún preso le impedirán la co- 
municación regular sin especial órden del 
juez respectivo; ni á ninguno cuya soltura ó 
■salida se haya decretado , le detendrán en 
la cárcel porque no haya pagado los dere- 
chos, Jos cuales deberánrepetirsé contra sus 
bienes. 

1 188. Los alcaides guardarán cuidadosa- 

mente las órdenes y mandamientos de pri- 
sión ó de arresto para presentarlos en las 
visitas de cárcel siempre que convenga; y 
en ellas se les hará cargo severo de toda ar- 
bitrariedad, abuso ó negligencia que come- 
tieren en la cárcel. 

i 1 ■ 1 ' 

TITULO III. 

DE LOS ABOGADOS Y PROCURADORES QUE 
ACTÚAN EN LAS AUDIENCIAS. 

CAPITULO I. 

De los abogados y de la defensa de pobres. 

189. Ningún abogado podra abogar en 
las Audiencias sin estar incorporado en el 
colegio respectivo, á menos que sea en cau- 
sa propia, en la cual podrá hacerlo cual- 
quiera que esté recibido de abogado. 

190. Todos ios que actúen en cada Au- 
diencia, se presentarán en ella el dia. de Ja 
apertura solemne déla misma al principio 
de cada año, para prestar ante el Tribunal 
pleno el juramento prescrito por las leyes; 
y los que no pudieren concurrir aquel dia, 
lo harán en el mas inmediato hábil. A nin- 
guno se le permitirá ejercer la abogacía sin 
este requisito. 

191. Los abogados firmarán sus escritos 
con firma entera, y siempre anotarán al pié 
de ella si* honorarios, cuando los lleven. 

192. Si la parte se quejare del abogado 
por exceso en los honorarios, la Sala en que 
penda, ó se halle el negocio respectivo, hará 
la regulación, oyendo á aquel, y lo que ella 
determinare se ejecutará sin ulterior re- 
curso. 

193. Cuando tengan que hablar en es- 
trados, se sentarán en el lugar destinado a! 
intento; y para estos actos no podrán con- 
currir inas de dos abogados por cada parte. 

194. Cuando concurran á la defensa de 
algún pleito ó causa, no interrumpirán á los 
relatores en su relación, ni á los demas abo- 
gados en sus discursos, y si Jos unos ó ios 
otros, hubieren padecido alguna equivoca- 
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cion en algún hecho, podrán rectificarla 
después los que lo estimen oportuno. 

195. No saldrán de la Sala en que hayan 
entrado á informar sobre algún negocio, 
mientras dure la visita de él, sin licencia del 
presidente de aquella. 

196. Así en sus informes como en sus 
escritos cuidarán siempre de producirse con 
todo el decoro que corresponde á su noble 
profesión y á la autoridad ae los Trinunales, 
y de guardar á estos el respeto que- les es 
debido. Evitarán expresiones bajas, ridiculas 
ó impropias del lugar en que se profieren, ó 
de los jueces á quienes se dirigen- y nunca 
apoyarán sus argumentos sobre hechos su- 
puestos ó desfigurados, ó sobre ¿upuestas 
disposiciones legales ó doctrinas, ni divaga- 
rán á especies impertinentes é inconexas, ni 
se extraviarán de la cuestión. 

i 97. Los abogados que tengan á su car- 
go la defensa de presos comunicados^debe- 
rán presentarse á estos en la cárcel siempre 
que se lo pidan, y les dispensarán todo el 
consuelo posible. 

198. Sin perjuicio de la sagrada obliga- 
ción que todos los abogados tienen de de- 
fender gratuitamente á los pobres que pon- 
gan en ellos su confianza, así en las causas 
criminales como en las civiles, habrá ade- 
más en cada Audiencia para la defensa de 
aquellos, que no elijan especialmente otro 
defensor , dos ó mas abogados nombrados 
cada año por los respectivos colegios en la 
forma que estos determinaren , siendo obli- 
gación de los mismos avisar anualmente á la 
Audiencia los sngeíos que se nombren, 

199. Si el pobre á quien hubiere defen- 
dido algún abogado viniere á mejor fortuna, 
bastante para satisfacerle los derechos que 
hubiere devengado en la defensa, podrá exi- 
gírselos este, lo mismo que los demás cu- 
riales en igual caso; y si en las causas ó plei- 
tos de pobres que hubiere defendido, reca- 
yere condenación de costas á pefsona sol- 
vente, podrá también el abogado percibir 
los honorarios que le correspondan por la 
defensa que hizo. 

200. ' Los abogados de presos concurri- 
rán gratis á las visitas generales de cárceles, 
con arreglo al art. 56. 

201. Por cualquier motivo que los abo- 

gados tengan que asistir ó presentarse á la 
Audiencia como tales, lo harán con el traje 
de ceremonia. ;■ 

CAPITULO II. 

Dé los procuradores. 

202. Habrá en cada Audiencia el núme- 


ro de procuradores que ella estime necesa- 
rios, sm que puedan pasar de seis por caída 
Sala ordinaria ; pero por ahora continuarán 
sirviendo como tales los que en la actuali- 
dad lo seaD, aunque excedan del número so- 
bredicho. 

Los que actualmente ó en lo sucesivo fal- 
taren para completarlo serán nombrados por 
S. M., á simple propuesta de la Audiencia 
respectiva, la cual no propondrá para estos 
oficios sino personas mayores de veinticinco 
años, de probidad y buena reputación acre- 
ditadas y de suficiente arraigo, que hayan 
practicado tres años, sin intermisión, al lado 
de procurador de alguna Audiencia, y cuya 
capacidad para el desempeño aparezca por 
un examen que les hagan dos ó mas minis- 
tros del tribunal proponente. 

203. Los que en adelante soliciten en- 
trar en el ejercicio de procuradores de al- 
guna Audiencia, no serán admitidos sin ha- 
llarse corrientes sus oficios, acreditándolo 
con la manifestación de los procesos y pape- 
les que sus antecesores hubieren recibido 
de . las Escribanías do Cámara de aquella, 

204. Todos los- procuradores de la Au- 
diencia asistirán diariamente á ella á las ho- 
ras de despacho, y allí se les harán las no- 
tificaciones y citaciones. Exceptúanse de 
esta obligación los procuradores del número 
íle la Corte, cuando tuvieren que concurrir 
á otros tribunales de ella, en cuyo caso bas- 
tará que asista á la Audiencia, durante el 
despacho, un escribiente de dichos procura- 
dores para avisarlos siempre que sé necesite. 

205. No .podrán hacer uso de ios pode- 

res que reciben de las partes, sin que hayan 
sido declarados bastantes por algún abogado 
del colegio. . . , ’ . 

206. Será de su cargo formar los pedo- 

mentos de términos, apremios, ' rebeldías, 
publicación de probanzas , señalamientos y 
demás que sean de mera sustan ciacion; y 
para cualquier otras peticiones deberán va- 
lerse de algún abogado del colegio, sin cuya 
firma no les serán admitidas. l 

207. No volverán á pedir por una. escri- 
banía lo que se les hubiere negado por ■otra» 
ni lo pedirán por la misma, sin hacer men- 
ción del antecedente, suplicando, sin causar 
instancia, ó con ella. El que contraviniere 
será suspendido por un mes, y multado: eá 

veinte á treinta ducados. ■ • 

208. Pondrán todas pretensiones de pri- 
mer ingreso con los poderes bastanteados 
respectivos á ellas en poder del repartidor.» 
donde le haya, media hora antes de formars& 
las Salas , para que -repartidas , las puedas 
tomar desde luego los escribanos de cÁr 
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nmra á ffuieaes ha yan tocado , f dar cuenta, 
de ellas eii el' misma día. Donde" no haya re- 
partidor, las entregarán á este 6 d á dichos 
escribanos con te anticipación necesaria. 

209^ Para entrar en Jas Salas cuando 
sean llamados, ó tengan que hacer en ellas 
algún acto como procuradores , vestirán el 
traje de ceremonia acostumbrado. Estarán- 
de pié siempre que necesitaren hacer afgu-, 
náexpogicion de palabra al tribunal,. 6 leer 
alguu escrito; pero en las vistas de pleitos. y 
causas en que sean parte , tomarán asiento 
en el lugar señalado para los de su oficio,' y 
allí permanecerán con la mayor com pos-' 
tura y decoro, atendiendo muy cuidadosa- 
mente á la relación del relator y á los infor- 
mes délos abogados para- deshacer después 
cualquiera equivocación del hecho en que in- 
curran. ■ 

210, Será obligación de los procurado- 
res asistir, mientras puedaji, *á la vista- de 
los pjeito y causas en quedo sean , y si á un 
mismo tiempo fueren llamados en diferentes 
Salas, ó estando en una se les llamare á 
otra, asistirán á la que mejor estimen ; pero 
pendiente la vista no podrán salir de la Sala 
en -que se hallen sin licencia del que- te 
presida, 

211, Cada proeurador tendrá un libro en 
que lleve con la mayor puntualidad su cor- 
respondencia con ios litigantes, que le ha- 
yan apodt rado; otro. en que anote los pode- 
res que se le confieran , ■ con expresión dé 
los otorgantes,- de su vecindad y de la fecha 
de> otorgamiento y aceptación; ulro de cargo 
y data en que ponga con toda distinción y 
claridad sus cuentas -pendientes con los que 
hayan otorgado poder; otro de notificacio- 
nes, en que asiente todas las que se hagan; 
ot.o en que anote las provisiones y ejecuto- 
rias que por su conducto se libraren, y otro 
de conocimientos, en que recogerá los reci- 
bos de los abogados^ cuando les pase los pre- 
ses. Todos estos libros tendrán la primera y 
última hoja de} sello correspondiente , y se- 
rán rubricados en la primera por el ministro 
mas moderno de la Audiencia. 

• 212 . Todo procurador estará obligado á 
defender sin derechos los pleitos y causas de 
los pobres, cuando fueren nombrados por 
ellos; y sin perjuicio dos de aquellos por tur- 
no serán cada año procuradores de pobres, 
para los que no elijan' defensor especial, de- 
biendo observarse respecto á todos estos cu- 
riales, cuando actúen en causas de pobres, 
lo que el artículo 199 prescribe en cuanto á 
los abogados. 

213. Los. que tuvieren -clientes presos, 
asistirán gratis á las visitas generales de cár- 
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celes, se presentarán á ellos. siempre que los 
IlameD, si estuvieren en comunicación, y los 
■trátarán con las consideraciones que me- 
rece su estado; promoviendo eficazmente 
el mas pronto despacho de'SUS causas, y 
■ lo. demás que conviniere para su alivio y 
consuelo. : 

214. Pondrán el mayor -cuidado en la 
' conservación de cuantos documentos, títulos 

de pertenencia, instrucciones y otros pape- 
les les remitan sus clientes, guardándolos 
con todo aseo y separación para que ios- ten- 
gan prontos cuando se necesite usar de ellos; 
ó haya que devolverlos á las partes, y no 
omitirán diligencia alguna en los negocios 
que tengan á su cargo, observando el mayor 
celo, actividad y exactitud en la- correspon- 
dencia con sus principales , á los cuales de- 
? berán dar puntal razón del estado y progre- 
¡ sos de sus asuntos, y de lo demás de que les 
' interese tener pronto conocimiento. 

215. Igual cuidado tendrán en la limpie- 
za con que deben manejar los procesos, sin 
ajarlos ni descuadernarlos; procurando de- 
volverlos á las Escribanías de cámara en el 
mismo estado en que los recibieron-, y evitar 
én esta parte todo motivo de queja ó de dis- 
gusto á los interesados. 

216. Solamente por sí mismos á por sus 
oficiales recogerán de las Escribanía^ de cá- 
mara las provisiones, ejecutorias , certifica- 
ciones, instrumentos y demás papeles que 
haya en los pleitos, sin que los escribanos ni 
sus oficiales puedan, por niDgun pretesto, 
entregarlos á otra persona alguna que no es- 
té competentemente autorizada. 

217. Del- mismo modo siempre que ten- 
gan que llevar provisiones ó cartas ejecuto- 
rias al canciller -registrador, lo harán por sí 
propios ó por sus oficiales solamente, y nun- 
ca por medio de otras personas. 

218. Los procuradores de pobres por el 
turno anual, y los que tengan negocios pen- 
dientes en la Audiencia, no podrán ausentar- 
se por mas de ocho dias, fuera de vacacio- 
nes, sin licencia del regente; y nunca se au- 
sentarán sin dejar otro ú otros procuradores 
del mismo Tribunal que los suplan cu todos 
los negocios de su cargo. De este propio me- 
dio se valdrán en caso de enfermedad ó de 
otro impedimento. 

219. Los procuradores son los responsa- 
bles al pago de todas las costas que por la 
parle que defiendan se causen en el nego- 
cio en que hubieren aceptado y presentado 
poder, pero si después do enlabiado el nego- 
cio no los habilitaren sus principales, con los 
fondos necesarios para continuarlo, podrán 
aquellos pedir á la Sala que los obligue á ello, 

11 
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la cual lo hará así, fijando la cantidad pro- 
porcionada, que estime, 

220. Cuando los procuradores quieran 
exigir de sus principales morosos las canti- 
dades que estos les adeuden por sus dere- 
chos ó por las que hubieren adelantado, para 
pagar á los demás curiales,, presentarán la 
correspondiente instancia a la Sala en que 
esté radicado el negocio respectivo, y si ju- 
raren que les son debidas y no pagadas las 
cantidades que piden, y presentaren cuenta 
de ella, la Sala mand irá pagar con las costas lo 
que resultare de la tasación, sin perjuicio de 
que hecho el pago, pueda el deudor recla- 
mar cualquier agravio, y en el cuso deque el 
procurador se hubiese excedido en su cuenta 
devolverá el duplo del excesd, con las cos- 
tas que se causen hasta el entero resarci- 
miento. 

Igual derecho que los procuradores ten- 
drán sus herederos, respecto á les créditos 
de esta naturaleza que aquellos les dejaren. 

221. El procurador que se separe volun- 
tariamente de su oficio, deberá dar los que 
le tengan conferidos poderes el correspon- 
diente aviso coa la anticipación necesaria 
para que determinen á qué personas han de 
encargar sus uegocios. 

222. Siempre que por fallecimiento ó se- 
paración de algún procurador vacare su ofi- 
cio, se ocuparán todos los papeles respecti- 
vos á é! por el ministro mas moderno de ta 
Audiencia, acompañado de un escribano de 
cámara y de un portero; pero en la Corte ha- 
rá esta ocupación uno de los jueces de pri- 
mera instancia por turno, que llevará el mas 
antiguo, asistiendo á ella un escribauo del 
número, uu alguacil y otra persona nombra- 
da en el acto por la familia ó representantes 
del procurador difunto; y en ambos casos se 
formará por .¡1 escribano un exacto inventa- 
rio, bajo del cual se entregarán a otro pro- 
curador los negocios de oficio, y los de per- 
sonas particulares se c inse'r varan basta que 
eliasuombreu nuevos apoderados. 

2*23, Todo procurador será responsable 
por el atraso ó por el culpable extravio da 
los procesos, provisiones, instrumentos y 
cualquier otros papeles que se les hubieren 
entregado relativos á negemos de su oficio. 

224. Los procuradores no podráu hacer 
petición, ni usar de su oficio por ante escri- 
bano que. sea su padre, hijo, hermano, sue- 
gro d yerno. 

225. En la visita que cada año debe ha- 
cerse de los subalternos de las Audiencias, se 
entenderán siempre comprendidos los pro- 
curadores de las mismas. 


* 

Declaraciones sobre la obligación de 
lar la observancia de estas ordenanzas , n . 
sobre las facultades de las Autlienciiñ 
para corregir á los in frac ores. ! 

226. Las Audiencias en cuerpo, y eadít 
una de las Salas por su parte y por la suya. ^ 
lus regentes, están obligados , bajo la rtflte . 1 
estrecha responsabilidad, á observar puri¿ • 
tmilmente estas ordenanzas, y celar con el \j 
mas eficaz cuidado que lodos ios subalternas _ j 
y curiales respectivos cumulan bien las obfi* « 
gaciuies que por las mismas se imponen ¿ ^ 
cada uno. ■ * ; J 

*227. Para ello cada Audiencia y cádt :■ 
Sala en su caso podrá y deberá corregir dé* ' j 
plano, con reprensión, apercibimiento, mui* 
la ó suspensión temporal de oficio- á cuate. * 
quiera de sus subalternos, ó á cuplquie-ra . 
abogado ó procurador de los que actúen en 
ella, siempre-que voluntariamente fallare»- 4 
alguno de sus respectivos deberes, prescritos ■' r 
por estas ordenanzas, sin perjuicio de oirl«S 
después en justicia, con arreglo á derecho, . J 
si reclamaren de la providencia, y salvo lam* ■ 
bien el mandar que se forme contra ellos* fe . 
correspondiente causa criminal, cuando' fe 
gravedad del caso lo exigiere. 

228. Los fiscales por su parte vigilarán jj 
igualmente con el mayor celo sobre el pun~ 
lual cumplimiento de estas ordenanzas,^ ■> 
cuando nolaren alguna infracción, la recia* 
marán en Audiencia plena, la cu ai toma# ■ 
sobre ello las providencias que correspon- 
dan, riendo obligación de aquellos si el Trte . 
banal no aplicare el remedio debido, potfere A 
lo en conocimiento del Supremo Tribttüá ji 
de España é Indias, ó directamente del Go* ¿ 
bienio, cuando lo requiera el caso.» 


Por II. 0. de 25 del mismo mes 
diciembre se encargó á las Audiencias. í 
del reino la observancia de sus ordena# jl 
zas, que son las insertas. ' > í 


R. O. de U enero de 1836. y 

Responsabilidad de los Tribunales y jueces si no 
cuan oportunamente los iuformes que se lesptd^n,, . 

(Grac. y Jdst.) «Sin embargo de serta!» 
conveniente y tan obligatorio para* Jos ente 
picados el pronto despacho de los iiegQC$éfe£. 
bien sean de utilidad general, ó bien de lite 
terés particular, se ha observado en lá ■§# 
cretaría de mi cargo que algunos se retardife 
mas de lo debido y necesario, por el desdóte 
do, omisión y poca diligencia en evacuar'^ 
informes que se piden para instnriHttS 
dientes. Esto da lugar a recuerdos que si Site 
pre hacen poco favor á los que los recibe^ 



JUSTICIA..: 649 


y á que algunos negocios queden abandona-, 
dos por largo tiempo, con perjuicio y des- 
crédito de la Administración pública. Cuan- 
do la falta recae sobre un empleado ó depen- 
diente subalterno no e.s disimuluble, y mu- 
cho menos debe serlo cuando recae sobre 
un magistrado, que revestido de la alta dig- 
nidad de la toga, y puesto á Ja cabeza de un 
Tribuual superior, debe ser el modelo mas 
perfecto de las cualidades que forma la jus- 
ticia, compendio de todas las virtudes. En la 
era nueva que se ha abierto para la prospe- 
ridad de España, deben desaparecer todos 
los abusos y desórdenes de Jas anteriores. Los 
empleados en esta era- deben considerarse 
comprometidos á todos los sacrificios que 
exige el bien público, y no olvidar jamás que 
cuanto mas líbre es un Estado, tanto mas es- 
clavos de sus obligaciones son los que viven 
á espensas de la Nación para servirla. S. M. la 
Reina gobernadora, ansiosa constantemente 
de ver realizados los altos fines á que se di- 
rigen sus magnánimas intenciones, no puede 
dejar de fijar su consideración en los medios- 
ue conducen á ellos, ni desentenderse aun 
e los pormenores qoe parecen mas insigni- 
ficantes. En su consecuencia lia tenido á 
bien mandar: 

l.° ■ Que en lo sucesivo no se hagan-re- 
cuerdos para que se evacúen Jos informes 
pedidos á los regentes de las Audiencias ó á 
los Tribuuales, pues en el hecho de pedirlos 
deben entender que es obligación suya eva- 
cuarlos sin tardanza, y que no haciéndolo' se. 
sujetan á una grave responsabilidad, que se 
hará efectiva sin ninguna contemplación, 

2. 4 Que los regentes de las Audiencias 
de la Peníusula é Islas adyacentes remitan á . 
este Ministerio en fin de cada mes una nota 1 
formal y expresiva de todos los informes que 
se hayan pedido desde la nota anterior, así á 
los mismos regentes como á las Audiencias 
plenas ó á alguna desús Salas, manifestando 
los que se lian evacuado, con sus fechas y 
los que quedan pendientes, con Jos motivos 
ó razones qué hayan impedido su evacua- 
ción. 

3. ° Qje estas disposiciones se apliquen 
á los jueces de primera instancia, en cuanto 
á los informes que les pidan los regentes; las 
Audiencias ó sus Salas, debiendo evacuarlos, 
sin dar lugar á recuerdos y remitir en fin de 
cada mes la nota oportuna al regente res- 
pectivo. 

4. “ Que en todos los casos en que los jue- 
ces de primera instancia falten á la puntuali- 
dad con que deben cumplir estos deberes, 
los regentes remitan sin dilación un parte 
circunstanciado á este Ministerio, para que 


se tomé 1 por él lu : providencia correspon- 
diente. — De Real órden etc'.-4-Madrid bl de 
febrero de 1836. Alvaro Gotfiez. (CL . t. 21 
■pág. 6.) ' ' 

R O. de 12 marzo de '1836. .. 

Dispone que tos nü?ocios civiles y criminales se repar- 
tan, todas las Salas de las Audiencias. 

(Grac. y Just.) «A pesar de lo dispues- 
to en las leyes del reino y en muchos decre- 
tos y Reales órdenes para que se sustancien 
y determinen con brevedad las causas cri- 
minales, los datos y noticias que se han re- 
unido en la Secretaría de Estado y del despa- 
cho de Gracia y Justicia acreditan la existen- 
cia de procesos que cuentan muchos años de 
antigüedad. Para remediar los graves males 
que esto produce, para evitar que se experi- 
menten en lo sucesivo, y en conformidad 
con lo mandado en mi R. D. de 19 de no- 
viembre de 183 í acerca deque los ministros 
de las Audiencias entiendan indistintamente 
en Degodos civiles y criminales; he venido 
en decretar corno Reina regente y gober- 
nadora y á nombre de mi escelsa hija la 
Reina doña Isabel II, lo siguiente: 

Alt. l.° Los negocios civiles y crimina- 
les pendientes en la actualidad, y que se em- 
piecen en adelante, se repartirán para su 
sustanciacion y fallo en las dos ó tres Salas 
de que se componen, respectivamente las Au- 
diencias del reiuo. 

Art. 2.° Los pleitos y causas que corres- 
pondan á cada Sala, se repartirán entre los 
relatores y escribanos de cámara asignados á 
ella, arreglándose al efecto los turnos cor- 
respondientes. 

Art. 3.° Mientras se señalan las dotacio- 
nes que deben gozar los relatores y escriba- 
nos de cámara, se distribuirán entre todos 
los de cada clase los sueldos que disfrutan al- 
gunos actualmente. 

Art. 4.° En las Audiencias de doce mi- 
nistros se designarán cuatro para cada Sala: 
en las de nueve ministros se formarán las dos 
Salas, una con cinco y otra con cuatro, y en 
la de seis ministros. cada Sala tendrá tres. La 
designación se hará según Ja precedencia de 
los ministros enlre sí, y guardando la alter- 
nativa indicada en las ordenanzas y en el re- 
glamento provisional para la Administración 
de justicia. 

Art. 5.° La taita de ministros en alguna 
Sala, porque no asistan todos los que la com- 
ponen, ó porque sea necesario mayor nume- 
ra que el de su dotación ordinaria, se supli- 
rá por los mas modernos que no sean preci- 
sos en su respectiva Sala. 

Al t. 6.° En todas las Salas se despacha- 
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rán los negocios criminales con preferencia 
á los civiles, y cada una de ellas ejercerá la 
inspección superior mas atenta y vigilante 
con respecto a las causas que le hayan cor- 
respondido y au6 se hallen pendientes en 
los Juzgados inferiores, para que no haya en- 
torpecimiento ni retrasos indebidos. 

Art. 7.® Quedan derogados l#s artículos 
dei reglamenlo provisional para la adminis- 
tración de justicia y ios de las ordenanzas de 
las Audiencias que sean conti arios á lo esta- 
blecido en este decreto. •. 

Tendréislo cptendido, y dispondréis lo 
necesario para su cumplimiento.— • Está ru- 
bricado de la Real mano. En el Pardo á 12 
de marzo de 1836. — A D. Alvaro Gómez Be- 
cerra.» ( CL . t. 21, p. 146.) 

R. O. de 22 de marzo de 1836. 

Previeno que don partes ios Tribunales de las cansas 
de lobelion y sedición en que conozcan. 

(Gbac. y Jüst.) «Los delitos de conspi- 
ración, rebeliOQy sedición, que atacan mas 
especialmente que otros la seguridad del Es- 
tado, elórden y la tranquilidad pública, re- 
claman del Gobierno una atención observa- 
dora y muy eíicaz, para estar, cierto de que 
se persiguen activamente, y de que se casti- 
gan con todo el rigor de la ley sin contem- 
plación, sin disimulo y sin' debilidad. A fin 
de proporcionar los medios de adquirir esta 
certeza, se ha servido mandar S. M. la Reina 
gobernadora : 

1. ® Que los regentes de las Audiencias 
del Reino, cuando se falle en vista por estos 
Tribunales alguna causa relativa á dichos de- 
litos, remitan al Ministerio de mi cargo un 
parte circunstanciado. 

2. ° Que este parte se forme por el rela- 
tor de la causa, y comprenda una relación 
sucinta dei hecho; el dia en que se formó la 
causa ; la pena pedida por el promotor fiscal 
en la acusación; la providencia definitiva del 
juez de primera instancia, con el nombre de 
este; él dia en que se recibió la causa en la 
Audiencia; la pena pedida por el fiscal de 
este Tribunal superior, y el fallo definitivo de 
la segunda instancia , con expresiou de los 
Ministros que ia hayan dado. 

3. ° Que cuando se termine la instancia 
tercera se remita otro parte en que citando 
la fecha del anterior se refiera el auto defini- 
tivo ó sentencia de revista, con los nombres 
deloS ministros que lo acordaron. — De Real 
órden etc. Madrid 22 de marzo de 1830. — 
Alvaro Gómez.» (CL. t. 21, p. 155.) 

R. O. de 5 mayo de 1836, 

Se halla inserta en Abogados, t. I, pá- 
gina 45. 


R. D, de 20 agosto de 1836. 

Disposiciones de las anteriores épocas constitucionales. 

« He venido en declarar..... que por 

ahora y mientras las próximas Górtes cons- 
tituyentes deliberan lo conveniente no 

se consideren restablecidas las disposiciones 
ein nadas de las dos épocas constitucionales, 
exceptuando aquellas que yo baya mandado 
observar po.-teriormente, ó que mande obser- 
var en adelante, porque coq venga así al bien 
de lo r pueblos.» (CL. t. 21, p. 377.) 

R. D. de 30 agosto de 1836, 

Restablece cuatro decretos da las Górtes de la anterior 

época constitucional, sobre administración de jus- 
ticia. 

(Gbac. y Just.) «A fin de facilitar la mas 
pronta y recta administración de justicia, y 
conformándome con lo que me habéis- pro- 
puesto en la exposición que me habéis pre?- 
sentado con esta fecha, vengo eu mandar 
que se guarden, cumplan y ejecuten el de- 
creto de las Córtes de 19 de abril de 1813, 
que contiene la iustruccion para dirimir las 
competencias de jurisdicción en toda la mo- 
narquía; el de 11 de* setiembre de 1820, san- 
cionado en l.° de octubre siguiente, dando 
reglas para la sustanciacion de las cangas cri- 
mínales; el de ia propia fecha, sancionado 
en 28 del mismo mes de setiembre, haciendo ■? 
varias declaraciones para poder proceder í 
ia prisión ó detención de cualquiera español, ¡ 
y el de 18 de mayo de 1821 sobre juicios dé 
conciliación. — Tendréislo entendido etc.^- 
Eu Palacio á 30 de agosto de 1836. (CL. to- 
no 21, pág. 361.) 

Los cuatro decretos restablecidos por . 
el anterior son ios siguientes. 

Decreto de tas Cortes de 19 abril de 1813; á 

Contiene la instrucción para dirimir las j 
competencias de jurisdicción en toda la mo- 
narquía y se halla inserto en el artículo "¡ 

COMl'KTKN 1AS ENTRE JUECES 6 TRIBUNALES, r : 
(tomo 111, pág. 2 13.) j 

Decreto de las Cortes de 1 1 de setiembre 

de 1820. ■ j 

Sa hacen varias declaraciones pa ra podar proceder 4 ! a 
prisión ó detención de cualquier español. 

Artículo 1.* «Para proceder á la prísipJ? ■ J 
de cualquier español, prévia siempre la í'Or 2) 
formación sumaria del hecho, no se. necesita v 
que esta produzca una prueba plena ni-s^ J 
mi plena del delito, ni de quien sea el veidír q 
dero delincuente. 2.° Solo se requiere qi|£- 
por cualquier medio resulte de cheba infof* . í 
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marión sumaria: primero, el haber acaecido 
un hecho que merezca , según la ley, ser cas- 
tigado con pena corporal; y segundo, que 
resulte igualmente algún motivo o indicio 
suficiente, según las leyes, para creer que 
tal ó tal persona ha cometido aquel hecho. 
3.° Si la urgencia ó la complicación de cir- 
cunstancias impidieren que se pueda verifi- 
car la información sumaria del hecho, que 
debe siempre preceder, ó el mandamiento 
del juez por e-criio, que debe notificarse en 
el acto mismo de la prisión, no podrá el 
juez proceder á ella; pero esto do impide que 
pueda mandar t/e¿í,7UT y custodiar, en calidad 
de detenida, á cualquiera persona que le 
parezca sospechosa, mientras lince con la 
' mayor brevedad posible la precisa informa- 
ción sumaria. 4.° Esta detención no es pri- 
sión, ni podrá pasar á lo mas del término de 
veinticuatro horas; ni la persona así detenida 
deberá ser puesta en la cárcel hasta que se 
cumplan los requisitos que exige el art. 287 
de la Constitución.» (D. de las Corles, t. VI, 
. pág.m .) 

Decreto de 1 8 de mayo de 1 82 1 , sancionado 
como ley en 3 de junio. 

Por este decreto se hizo extensivo á los 
pleitos en que sean demandados eclesiásticos 
y militares el juicio de conciliación prescrito 
por la Constitución, celebrándose ante los 
Alcaldes etc. El art. 4.° dice «debe preceder 
ia conciliación en las causas de divorcio como 
meramente civiles....» En los demás artículos 
se establecieron reglas y excepciones que no 
tienen hoy aplicación despees de publicada 
la Ley de Enjuiciamiento civil. ( D . de las 
Cortes, t. 7.° p. 99.) 

Decreto XXIII de \ i setiembre de 1820. 

Reptas para la sustaDciacion de causas criminales' 
Obligación do dar auxlio á la justicia: Declaracio- 
nes en juicio: Desertores: Competencias: Exhorlos. 

«Las Cértes, después de haber observado 
todas las formalidades prescritas por la Cons- 
titución, lian decretado lo siguiente: 

Artículo!. 0 Todos sin distinción alguna 
están obligados, en cuanto la ley no les exi- 
ma, á ayudar á las autoridades cuando sean 
interpelados por ellas para el descubrimien- 
to. persecución y arresto de los delincuentes. 

Art. 2.° Toda persona de cualquiera cla- 
se, fuero y condición que sea, cuando tenga 
que declarar como testigo en una causa cri- 
mina!, está obligada á comparecer para este 
efecto ante el juez que conozca de ella, lue- 
go que sea citado por el mismo, sin necesi- 
dad de prévio permiso del jefe ó superior 
respectivo. Igual autoridad tendrá para este 


m 

fin e! juez ordinario respecto á las personas 
eclesiásticas y militares, que los jueces mili- 
tares y eclesiásticos respecto á las de los 
otros fueros, los cuales no pueden ni deben 
considerarse perjudicados por el mero acto 
de decir lo que se sabe, como testigo, ante 
im*juez autorizado por la ley. 

Art. 3.° Toda persona en estos casos 
cualquiera que sea su clase, debe dar su tes- 
timonio, no por certificación ó infirme, sino 
por declaración bajo juramento en forma, 
que deberá prestar según su estado respec- 
tivo ante el juez de la causa, ó el autorizado 
por este. 

Art. 4.° Debiéndose entender que los de- 
sertores renuncian en el mero hecho á los 
fueros y privilegios de su clase, se declara 
que todo desertor del ejército é de la arma- 
da, que solo ó acompañado cometa un deli- 
to, por el cual sea aprehendido por la juris- 
dicción ordinaria debe ser juzgado sobre 
él por h misma jurisdicción esclusivamente; 
pero si la sentencia que esta le impusiese 
no fuere de pena capital, deberá remitirlo 
despees con testimonio de ella a! juez mili- 
tar competente , para que conozca y casti- 
gue el delito de deserción según se haya 
mandado. 

Art. 5.° Si por delitos cometidos después 
de su deserción resultase algún desertor 
complicado en causa de que conozcan jueces 
ordinarios, lo reclamarán estos de la autori- 
dad militar, la cual les entregará el desertor 
jara que lo juzguen y castiguen, aunque se 
mya vuelto á incorporar al cuerpo de que 
mbiece desertado, con arreglo á la resolu- 
ción de 19 de enero de 4795. 

Art. 6. a Contribuyendo en gran manera 
á dilatar las causas criminales, las competen- 
cias de jurisdicción, maliciosas muchas ve- 
ces ó enteramente voluntarias por capricho 
de parte de algunos jueces, se declara que 
los que las promuevan y sostengan contra 
ley espresa y terminante incurren en la pe- 
na señalada por e! art. 7.° de la ley de res- 
ponsabilidad de 24 de marzo de 1813. El 
tribunal que dirima la competencia, confor- 
me al de 19 de abril del mismo año, impon- 
drá al tiempo de resolverla, y hará efectiva 
esta pena ejecutándola irremisiblemente des- 
de luego, sin perjuicio de que después se 
oiga al juez que la sufra si reclamase 

Art. 7.° Los despachos, exhortos ú ofi- 
cios que se libren para evacuación de citas, 
prisiones ú otras diligencias, serán ejecuta- 
dos por los jueces á quienes se cometan, sin 
pérdida de momento, y con preferencia á 
todo Los Tribunales superiores y los jueces 
velarán mucho sobre esto, y castigaran ir- 
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remisiblemente en sus respectivos subalter- 
nos cualquiera morosidad que- adviertan. 

Art. 8.° Siendo la evacuación de citas 
impertinentes é inúLiles un abuso introdu- 
cido con grave perjuicio de la brevedad de 
las causas se declara por regla general, que 
los jueces no deben evacuar mas citas que 
aquellas que sean necesarias ó convenientes 
para la averiguación de la verdad en el asun- 
to de que se trate, observándose h mismo 
en cuanto á careos, reconocimientos y de- 
más diligencias de instrucción. 

Art. 9.° En el caso de que por circuns- 
tancias particulares creyese el juez que no 
es conveniente al bien público encargar al 
Alcalde del respectivo pueblo h evacuación 
de alguna diligencia en causa criminal , po- , 
drá dar este encargo á otra persona de su 
confianza, no obstaote lo prevenido en el 
art. 10 del cap.:I[lde;ia ley de 9 octubre 1812, 

, Art. 10. .Corno el único objeto de los su- 
marios es y debe per la averiguación de la 
verdad, averiguada que sea plenamente 
por la comprobación del cuerpo de! deli- 
to, y por. la confesión .del reo, ó por el dicho 
conteste de testigos presenciales , de modo 
que se pueda dareierta sentencia, debe ter- 
minarse el sumario, y procederse al plena- 
rio desde luego. 

. Art. 11. Los jueces, conforme á las le- 
yes del Reino, cuya observancia se les roen- 
carga, no deben admitir á los reos pruebas 
sobre puntos que probados no pueden apro- 
vecharles, y serán responsables de 1.a dila- 
ción y de las costas en caso contrario. 

. Art. 12 Asilos términos de ochenta y 
ciento y veint ■ dias como el ultramarino, se- 
ñalados por las leyes para las probauzas, no 
son sino el máximum de los que pueden 
conceder los jueces. Pueden estos y deben 
,con arreglo á las mismas leyes; reducirlas 
.tanto , como prudentemente Íes parezca se- 
; guji la calidad de las causas y de Jas. prue- 
£as uue se propongan, y según las personas 
que hayan de ser examinadas y las distan- 
cias- de-, los lugares , negando, las prórogas 
qu. 0 , maliciosamente ó sin verdadera necesi- 
.aad .pidan las partes. . 

■ Ar,t. 13. La recepción á pruqba, en todas 
las causas criminales debe ser con la precisa 
calidad .de todos cargos. 

Art. 4,4, Las. Tesorerías dótales 6 de do- 
minio spbre jos bienes embargados ó.apre- 
beqdidps xeosp las averiguaciones de 
efqctos pertenecientes á estos cuando hay 
embEÍrgP ? . y, cualesquiera otros particulares 
independiBqtes.de causa. principal, no em- 
barcaran -nunfi^i elqurso.de esta; y, deberán 
sqgujr^ . e f p . piezas separadas., ,j . 


Art. 15. En las causas de cómplices an 
que- c-onyenga hacer un. pronto y saludable- 
escarmiento, deberán los jueces proseguíalas 
y determinarlas rápidamente con respecto al 
reo .ó reos principales que se hallen conven- 
cidos sin perjuicio de continuar las averigua- 
ciones en pieza separada para la averigua-? 
cion y castigo de los demás culpados. 

Art. 1(5. *Las Audiencias por el medio-qae 
les concede el art. 276 de la Constitución 
cuidarán eíicacísirnamente de promover la 
rnas pronta administración de justicia, te- 
niendo presente lo dispuesto por la ley de 24 
de marzo de 1813. ...... j 

Art. 17. En las segundas y terceras ins r 
tancia-s no concederán nunca nuevo término; 
de prueba; sino sobre hechos que la exijan • 
siendo de aquellos que sin malicia se dejaron- 
de proponer en la primera instancia, ó que 
propuestos no fueren admitidos. 

Lo cual presentan las Córtes á S. M. para 
que tenga á bien dar su sanción.. Madrid. 11, 
de setiembre de 1820. — El conde de Tnrenp 
presidente. — -Juan Manuel Subrié, diputado 
secretario.— Marcial Antonio López, diputado * 
secretario; (D. de las Cortes , t. 6.°, p: ltíOJ 


R. D. de 30 agosto de 1836. 

Restablecimiento de las leyes de 1 7 de abril de 1821 
sobre causas de conspiración, , ' 1 ’■ 

Por este decreto se restablecen los de las 
Cortes de 17 de abril de 1821, sancionados : 
en 25 ,y 26 del mismo mes : uno sobre penas 
que se han de imponer á los conspiradores, ; 
y otro sobre el conocimiento y modo de pro? 
ceder en las causas de conspiración. .Tam- 
bién se restablece la órden aclaratoria al ar- 
tículo 8.° de este último que ponemos por 
nota al. mismo. -i- 

Las leyes ó decretos restablecidos son los 
siguientes; „ 2 

D. de 17 abril de 1821, sancionado en 26. 

Sobre ponas para los conspiradores: Desafuero, , 


Este decreto no lo insertamos , por hallar? 
se comprendidos en el Código penal los delir- 
ios que castiga, y está consiguientemente de- 
rogado en esta parte, conformo a io dispuep* 
lo en el art. 506 del mismo Código. Hayqft 
él ud artículo sobre fuero, que dice así: : o . , 
«Art,. 34. Todos los delitos contra la Z 
Constitución , comprendidos en los 32 pri- 
meros artículos de esta ley, causarán d< 3 S* y 
afuero, y los que los cometan serán juzgad®? 
por la jurisdicción ordinaria.» > .-■"i 

Los delitos q«^ comprenden lósjfj 
artículos citados en el artículo .an^eijiop 
sqn principalmente las conspiracioqS 
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directas y de hecho contra la Constitu- 
ción , los atentados contra la libertad de 
los electores y en los colegios electora- 
les, y los de los eclesiásticos censurando 
los actos del poder temporal, que se 
castigan en los arts. lo9, 167 ai 188, 
1 96 y 301 del Código penal. 

Decreto Vil de 17 abril de 1821, san- 
cionado en 25. 

Procedimiento en causas de rebelión y sedición y 
robos en cuadrilla (1). 

«Las Córtes, después de haber observado 
todas las formalidades prescritas por la Cons- 
titución han decretado lo siguiente: 

Artículo l.° Son objeto de esta ley las 
causas que se formen por conspiración ó 
maquinaciones directas contra la observan- 
cia de la Constitución , ó contra la seguridad 
interioró exterior del Estado, ó contra la sa- 
grada é inviolable persona del Rey constitu- 
cional. 

Art. 2.° Los reos de estos delitos, cual- 
quiera que sea su clase ó graduación, siendo 
aprehendidos por alguna partida de tropa, 


(1) St'gun la regla 57 de la ley provisional 
para la apiicaciou de las disposiciones d<* I Có- 
digo, quedaron en su fuerza y vigor las leyes 
que rigen sobre el procedimiento en cuanto no 
se'opongan á otras reglas do la misma ley. Con- 
siguientemente deben seguir rigiéndose, por la 
ley de 17-25 de abril de 1821, la competencia y 
modo de proceder en las causas por conspira- 
ción ó maquinaciones directas contra la Cons- 
titución ó contra la seguridad del Estado, 
que son hoy, en mi sentir, los alzamientos 
públicos en rebelión y sedición castigados 
en los arts. 167 al 188 del Código penal , asi 
como también en las que se forman contra 
salteadores de caminos y ladrones en cuadri- 
lla en poblado y despoblado. La resolución 
dej^ Trib Sup. de, Justicia de 3 do abril de 
1857, reconoce estos mismos fundamentos, y 
en virtud de ellos se declaró que correspondía 
á la jurisdicción del juez de primera instancia 
de Oviedo el conocimiento de una causa sobre 
robo en cuadrilla, en poblado, contra las pre- 
tensiones de I jurisdicción militar que. le re- 
clamaba, fundándose en el fuero de atracción 
por ser aforado uno de los reos ó procesados, y 
en que la ley de 17 de. abril de IH21 no podía 
tener aplicación en el eslado ordinario después 
de publicado el Código penal, en cuanto sean 
conciliables sus disposiciones con las de la 
ley de. 6 de diciembre de '868 sobre unifica- 
ción de fueros. V. Jurisdcc.ion militar y tam- 
bién Orden púbi.’Co, en cuyo artículo fasi-rta- 
mos la ley de 20 de marzo de 1:67. que, por 
no haber sido derogada, entienden a Igunos que 
debe ser aplicada. En dicho articulo expon- 
dremos nuestra opinión. 
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así del ejército permanente como de la mili- 
cia provincial ó local, destinada expresa- 
mente d su persecución por el Gobierno ó 
por los jefes militares comisionados al efecto 
por la competente autoridad, serán juzgarlos 
militarmente en el Consejo de guerra ordi- 
nario prescrito en la ley 8. a , tít. XVII, li- 
bro Xü de la Nov. Recop. Si la aprehensión 
ee hiciere por orden, requiermiento ó en 
auxilio de las autoridades civiles, el conoci- 
miento de la causa tocará á la jurisdicción 
ordinaria (I). 

Alt. 3.° También serán juzgados mili- 
tarmente en el mismo consejo con arreglo á 
la ley X, tít. X, ] ib. XII de la Nov. Recop., los 
reos de esta clase que con arma de fuego ó 
blanca, ó con cualquiera otro instrumento 
ofensivo, hicieren resistencia á la tropa que 
los aprehendiese, así del ejército permanen- 
te, como de la provincial ó leca! , aunque la 
aprehensión proceda de orden , requeri- 
miento ó auxilio prestado á las autoridades 
civiles. 

Art. 4? Para precaver la resistencia y 
el consiguiente desafuero de que habla el ar- 
tículo anterior, luego que se reciban noticias 
ó avisos de la existencia de alguna cuadrilla 
ó partida de facciosos contra el régimen 
constitucional, las autoridades políticas ha- 
rán publicar sin la menor dilación, bajo su 
mas severa responsabilidad , un bando con 
la expresión de la hora, para que inmediata- 
mente se dispersen los facciosos y se restitu- 
yan á sus bogares respectivos (2). 

Art 5.° Éste bando se publicará y cir- 
culará con la mayor rapidez por el distrito: y 
pasado el número de horas que la autoridad 
iiava señalado en el mismo bando, con arre- 
glo á las circunstancias se entenderá que ha- 
cen resistencia á la tripa para e! efecto de 
ser juzgados militarmente, según el art. 3.° 
las personas siguientes: 

Primero. Las que se ei, cuenteen reuni- 
das con los facciosos, aunque no tengan 
armas. 

Segundo. Las que sean aprehendidas por 
la tropa huyendo después de haber estado 
con ios facciosos. 

Tercero. Las que habiendo estado con 


(ti Véase la nota al art. 8 ° 
í2i Hoy debe estarse sobre intimaciones á 
los sublevados ó autores y partícipes en I"S de- 
bías de rebelión y sedición, ad como sobro los 
demás particulares de que tratm osle art. 4 0 y 
los dus siguientes 5.° y 6 °. á lo prevenido en 
los arts. 181 y 182 oel Código penal, todo sin 
perjuicio de conciliarios con lo dispuesto en 
esta ley. — V. Ohden público. 
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ellos se encuentren ocultas y fuera de su- 

nasas con armas. ... . 

• Art. 6.° Los que en el termino preujauo 
en el bando de que hablan los artículos an- 
teriores , obedeciendo al llamamiento de la 
autoridad , se retiren á sus casas antes de ser 
aprehendidos, no siendo los principales auto- 
res de la conspiración , y no teniendo otro 
delito que el de haberse reunido con los fac- 
ciosos por primera vez, serán indultados de 
toda pena. 

Art. 7.° La obligación impuesta á las au- 
toridades políticas sobre la publicación del 
bando no les impedirá tomar inmediatamen- 
te cuantas medidas juzguen convenientes 
para dispersar cualquier reunión de faccio- 
sos, prender á los delincuentes y atajar el 
mal en en su origen. 

Art. 8„° Los salteadores de camino, los 
ladrones en despoblado y aun en poblado, 
siendo en cuadrilla de cuatro ó mas (1), si 
fueren aprehendidos por la tropa del ejercito 
permanente, ó de la milicia provincial ó lo- 
cal , en alguno de los casos de que hablan 
los arts. 2.° y 3.°, serán también juzgados 
militarmente, como en ellos se previene (2¡. 

Art. 9.° En cualquiera de los casos de 
los artículos anteriores, si la milicia provin- 
cial y local ejecutase por sí sola la aprehen- 
sión, el Consejo ordinario de guerra se com- 
pondrá de oficiales de dicha clase, con arre- 
reglo á ordenanza; pero si hubiese concur- 


(1) A consueta del Tribunal Supremo de 
justicia declararon las Córtes por acuerdo de 2 
de mayo de 1822 (i gualmente restablecido como 
la ley) que la circunlancia de cuadrilla es ne- 
cesaria en todos los sugetus comprendidos en 
este artículo para que sean juzgados con arre- 
glo á la ley; de donde se deduce que la frase 
siendo en cuadrilla de cuatro ó frías, se refiere 
lo mismo á los iadrones'en despoblado que á 
los de poblado. 

(2) Éste artículo es muy terminante. Solo «en 
alguno de los casos de que hablan los arts., 2.° 
y 3.° serán juzgados militarmente como en 
ellos se previene.» Falseándose por su base las 
importantísimas reglas de competencia y de 
procedimiento establecidas en dichos artículos 
se dictaron en 1850 dos Reales órdenes por el 
Ministerio de la Gobernación que llegaron á 
adquirir celebridad en nuestro foro Yo la co- 
menté en los números i.° y 2." de la 3. a série 
de la Resísta de los Tribunales que publicaba 
en Burgos en 1851, considerándolas contrarias 
á los citados artículos y sin fuerza alguna por 
lo mismo; y en efecto asi lo ha declarado el 
Tribunal Supremo en las competencias á que 
dieron lugar, viniendo por último á dejarse 
sin efecto por otra R. 0. de 30 de agosto de 
1853. Véanse estas resoluciones en su lugar de 
25 mayo y 21 julio de 1850 de este artículo. 


rido también tropa permanente á Ja aprebén-. 
síod, asistirán al Consejo de guerra oficiales 1 2 
de una y otra ciase, en igual número, y el 
presidente con arreglo á ordenanza., 

Art. 10. Las sentencias del Consejo de 
guerra ordinario se ejecutarán inmediata;-, 
mente, si las aprobase el Capitán general 
con acuerdo de su auditor. En caso de no 
conformarse, remitirán los autos originales f 
por el primer correo al Tribunal especial de ... ■ i 
Guerra y Marina; el cual deberá pronunciar ' 
su sentencia dentro del preciso término de 
tres dias á lo mas, y la que recayese se eje- 
cutará sin necesidad de consulta. 

Art. H, En todos los procesos que se 
formaren militarmente á virtud de los ar- 
tícuios anteriores, se excusarán cuanto sea ' 
posible los careos, con arreglo á la Real <5r- 
den mencionada en la nota 18, tít, XVII, li- 
bro XII de la Nov. Recop. 

Art. 12. Si al fiscal pareciese convenien- 
te, según la gravedad y circunstancias de 
una causa en que haya varios reos, que se 
formen piezas separadas, podrá hacerlo del. 
modo quo mas conduzca a la brevedad deí 
proceso ; y siempre lo practicará, respecto 
de cualesquiera reos, luego que resulten 
confesos ó convictos, á fin de que no se de- 
more Ja sentencia de estos y su pronta eje- 
cución. 

• Art. 13. En todos íos demás ca^cs Jos, 
reos de estos delitos serán juzgados por la 
jurisdicción ordinaria con derogación de todo 
fuero aun cuando la aprehensión se haya. 
verificado por la fuerza armada. 

Art. 14 En las causas de esta ley no ha- ' , 
brá lugar á competencia alguna fuera de ía • . 
que pudiese suscitarse entre las jurisdiccio- < 
nes ordinaria y militar, según los iímites que . 
aquí se señalan. Las competencias (pie se: ' 

promovieren se decidirán por el Tribunal ■ 
Supremo de Justicia dentro de cuarenta -y- ri 
ocho horas á lo mas después de su recibo. ^ } :'i 

Art. 15. El juez de primera instancia, U; v\ 
.quien corresponda el conocimiento de estas- 
causas, les aará una preferencia exclusiva* -.1^ 
pudiendo en caso necesario pasar las de dis?-» j ¡ 
tinta clase al otro ú otros jueces que hubie-» 
se en el mismo pueblo. ’ ’■*$ 

Art. 16. En el sumario deberá resultar 
plenamente acreditada la perpetración déljtóí 
detito; pero podrá darse por. concluido y 
varse la causa al estado de acusación, auáYt® 
que el procesado no esté plenamente con^;?^ 
victo, siempre que las pruebas. ó indicios inK 
eüueo prudentemente el ánimo del juez fdggs 
creer que el tratado como reo es culpable é . e 
inocente, y que la causa no presenta fuá? .í. Vi 
dados motivos de poderse adelantar mas en • 
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el sumario, ó los ofrece de que podrá hacer- 
se suficientemente en el plenario. 

Art. 17. Para la actuación del sumario 
podrá el juez, de primera instancia valerse 
cualquier escribano real ó numerario del 
partido. 

Art. 18. El juez ele primera instancia 
acordará la formación de piezas separadas 
con arreglo á lo prevenido en el art. 12 do 
esta ley. 

Art. 19. Recibida al reo la confesión si 
hubiere méritos y lugar para la acusación, 
la formalizará el promotor fiscal dentro de 
tres dias á lo mas; en el auto de traslado aue 
se dé al reo por igual término improrogable 
se recibirá la causa á prueba ( i ). 

Art. 20, El reo dentro de las veinticua- 
tro horas á lo mas nombrará procurador y 
abogado que residan eii el partido, ó se ha- 
llen. á la sazón en él, y no haciéndolo , se 
nombrarán de oficio en el acto. 

Art. 21. El promotor fiscal y el procu- 
rador del reo presentarán dentro de las 
veinticuatro horas siguientes á la devolución 
de ios autos las listas de los testigos de cargo 
y descargo que intenten valerse para su 
prueba respectiva. Estas listas se comunica- 
rán recíprocamente á las partes para la Opo- 
sición de lachas en el día en que haya de 
celebrarse el juicio y para los efectos con- 
venientes, 

Art. 22. Las listas de testigos expresa- 
rán en cada uno de olios su vecindad, estado 
y destiue ó modo de vivir. Los testigos que 
se hallaren dentro de las siete leguas, ó á 
una jornada regular de la residencia del Juz- 
gado, serán compelidos á comparecer per- 
sonalmente, y también cuando á reclama- 
ción de alguna de las partes estimare el juez 
indispensable para el cargo y descargo la 
comparecencia personal. Los demás se exa- 
minarán por exhorto, acerca del que se ob- 
servará lo provenido en el art. 7.° de la ley 
de H setiembre de 1 820. Estas mismas re- 
glasse aplicarán para la ratificación de los 
testigos y sumario. 

Art. 23, El juez señalará, á la mayor 
brevedad posible, el dia para la comparecen- 
cia de los testigos y celebración del juicio. 
En él serán examinados, á puerta abierta, 
cada uno de ellos con separación , ante el 
promotor fiscal, el reo ó su procurador v 
su abogado. Con la misma solemnidad se 
harán las declaraciones y ratificaciones de 
los que no comparezcan personalmente. Las 
declaraciones se firmarán por los testigos 


(1) Hoy está abolida la confesión con cargos 
por el art. l.° R. D. de 26 mayo de iSS4. 
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que supieren hacerlo. Si las partes 6 el abo- 
gado del reo tuvieren que hacer algunas 
observaciones á los testigos en el acto de dar 
estos sus declaraciones, podrán verificarlo 
por medio del juez ; y se escribirán así las 
preguntas ú observaciones como las respues- 
tas, á continuación de la declaración. 

Art. 24. Concluido este acto, así el pro- 
curador fiscal como el reo y su abogado, 
presentarán las pruebas instrumentales que 
crean favorecerles, y expondrán en voz 
cuanto tengan por conveniente, y sin mas 
trámites ni escritos pronunciará el juez la 
sentencia dentro de tres dias á lo mas. 

Art. 25. Notificada á las partes, las em- 
plazará el juez con término de ocho dias para 
ante la Audiencia territorial, haciendo saber 
ai reo en el acto que nombre procurador y 
abogado; y si pasado este término y dos d : as 
mas no se presentasen procurador y aboga- 
do nombrarlos por el reo, y que residan á la 
sazón en la capital, el Tribunal los nombra- 
rá de oficio. 

Art. 26. El Tribunal fijará el término 
para el despacho de los autos por el fiscal, 
el procurador del reo y el relator, no pudien- 
do exceder Je tres aias el concedido á ca- 
da uno. 

Art. 27. Dentro de los plazos que expre- 
sa el articulo anterior, podrán las partes su- 
ministrar ante el semanero las pruebas que 
estimen conducentes, y que se les deban ad- 
mitir con arreglo á las leyes. 

Art. 28, Pasados estos plazos se proce- 
derá inmediatamente á la vista de la causa 
por Ja Sala á quien corresponda , agregán- 
dosele por antigüedad ministros de las otras 
hasta el número de seis, incluso el regente 
ó quien haga sus veces, que siempre deberá 
asistir. 

Art, 29. Dentro de tres días á lo mas se 
deberá pronunciar la sentencia. 

Art.. 30. El Tribunal no tendrá para es- 
tas causas número determinado de horas de 
despacho. Se juntará de dia y de noche por 
todo el tiempo que convenga según la ur- 
gencia. 

Art. 3Í. La mayoría -absoluta de votos 
formará sentencia. En los casos de empate 
se estará por la que se conformase con la del 
juez de primera instancia; y no habiendo ab- 
soluta conformidad , por la mas favorable 
al reo. 

Art. 32. La sentencia que recayere cau- 
sará ejecutoria. La de libertad se ejecutará 
inmediatamente. La de pena capital dentro 
de cuarenta y ocho horas. Las demás á la 
mayor brevedad posible. 

Art. 33. Los plazos qne señala esta ley 
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son improrogables y perentorios, y no pue 
den alargarse á título de suspensión , resti- 
tución ni otro alguno. Tampoco se admitirán 
en ninguna de las instancias recurso de in- 
dulto. “ 

Art. 34. Los cómplices , en los delitos 
de que trata esta ley, serán juzgados como 
los reos principales, con arreglo ó ella. 

Art. 35. Las causas actualmente pen- 
dientes, según el estado en que se hallaren 
á la promulgación de esta ley, se arreglarán 
para su curso ulterior á lo prevenido en ella 
sin salir de los respectivos Juzgados en que 
se hallen radicadas. 

Art. 36. Las leyes sobre la materia se 
entenderán derogadas en lo que fuesen con- 
trarias á. la presente. 

Art. 37. Las disposiciones de esta ley se 
entienden limitadas á las provincias de la 
Península é islas adyacentes. 

Lo cual presentan las Córtes á S. M., etc. 
Madrid 17 de abril de 1821. — Publíquese 
como ley. — Fernando, etc. ( D . de las Cor- 
tes, t. 7.°, p. 45.) 

Z?. D. de 22 setiembre de 1836. 


Creación de Juuta do arreglo de Tribunales. 
(Grao. y Jcst.) Siendo urgente proceder 


Audiencias, y de los jueces y promotores fis* 
cales de los Juzgados de primera, instancia. 
A este etecto se Ies pasarán todos los expe- 
dientes que sean conducentes y existan en la 
Secretaría de vuestTo cargo, podiendo la Jun- 
ta ampliarlos por medio de informes que pe- 
dirá á ios Jefes políticos, Diputaciones pro- 
vinciales, Ayuntamientos y otras personas de 
la mayor confianza , quienes deberán eva- 
cuarlos sin excusa y en manera razonada.. 

Art. 3.° La Junta recibirá además las so- 
licitudes y exposiciones de los que aspiren £. 
ser promovidos, repuestos ó empleados de 
nuevo. 

Art. 4.° A la mayor brevedad posible.se 
pasarán por la Jauta d la Secretarja de Gra- 
cia y Justicia catálogos razonados de los su- 
ge tos que merezcan continuar sirviendo, ser 
repuestos en sus antiguos destinos, separa- 
dos de los que ocupan, jubilados ó traslada- 
dos á otros puntos y cíe los que convenga 
emplear de nuevo, con expresión del desti- 
no para que sean á propósito cada uno. 

Art. 5.° En el entretanto-, y sin perjuicio 
de lo que yo resuelva con presencia de los 
trabajos de la Junta, continuareis proponién- 
dome las remociones, jubilaciones, traslacio- 
nes, nombramientos y promociones interi- 


á la calificación de los magistrados y jueces í sean conducentes , con todo lo que 

que deban continuar desempeñando las au- j reclamen las necesidades perentorias del ser- 


gustas funciones de administrar justicia, co- 
mo de los que hayan de ser llamados, de nue- 
vo á ejercerlas por medio de un examen de- 
tenido, imparcial y circunspecto, que al paso 
que dé seguridad y consideración al que sea 
digno de ella, separe de una cbase tan impor- 
tante como influyente al que por sus ante- 
cedentes y conducta no merezca pertenecer 
á la misma: deseando obrar en asunto tan 
delicado con el mayor tino, y sin los incon- 
venientes que se han experimentado hasta 
ahora, y preparar asimismo la organización 
del poder judicial para cuando sea dable ha- 
cerla sobre el principio de la inamovilidad de 
que carecen los actuales magistrados y jue- 
ces por no estar nombrados con las formali- 
dades exigidas por la Constitución de la mo- 
narquía, he venido como Reina gobernado- 
ra, en nombre de mi excelsa hija, y de acuer- 
do con el parecer de mi Consejo de Ministros 
en decretar lo siguiente: 

Art. 4.° Se iormará una Junta compues- 
ta de cinco sugetos eminentes en virtud, sa- 
ber y patriotismo para preparar el arreglo de 
los Tribunales y Juzgados del Reino. 

Art. 2.* Esta JutPa procederá inmedio - 
lamente á la calificación de los magistrados 
y fiscales del Supremo Tribunal de Justicia, 
de los de! especial de órdenes , de los de las 


vicio. Tendréislo entendido, y dispondréis 
lo necesario á su cumplirnicnte. — Está ru- 
bricado de la Real mano. — En Palacio á 22 
de setiembre de 1836. — A. D. José Landexo. 


R. O. de 28 noviembre de 1836. 


Notificación á S. M. on recursos do segunda «aplica-/ 

CÍOn. 


(Grao, y Jdst.) Por este decreto «se res- ; 
tablece en toda su fuerza v vigor e! de fes' j 
Córtes de 24 de mayo de 4823 , sancionado . i 
en 6 de julio, por el cual so ordenóno ser ne- ¡ 
cesaría la licencia y notificación ¡5 S. M. efi* . 
los recursos do segunda suplicación para in- i 
terponerlos eficazmente.» 1 : 

R. O. de 49 enero de 4837. ■ 

Las comisiones militares son incompatibles..... 

(Grao, y Just.) Se declaró con vista 
art. 247 de la Constitución «que la exisfi^ 7 p| 
cia de las Comisiones militares es iocómjiír.ffl 
tibie con la ley vigente, á no hallarse decIH. | 
I rada una provincia en estado de sitio, eb’^ 
f yo caso los capitanes generales usanrlqj 
las facultades determinarán el reslabl 
| miento, si lo juzgan conveniente, de fp { 
venido en el decreto de las Córtes de 47 ■ 

■ abril de 4821» restablecido por otro Real* 
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creto de 30 de agosto último.» (Col. del Cas- 
tellano, t. 2 °,p. 22.) 

fí. O. de 26 enero de 1837 . 

No se conceden licencias para la Corte 

(Grao, y Jcst.) «Para precaver los males 
que resultan de la venida á la Corte de Jos 
que tienen el deber de permanecer en sus 
puestos administrando justicia, ó desempe- 
ñando las funciones que les están encarga- 
das cerca de los Tribunales se ha servido la 
Reina gobernadora resolver que los regen- 
tes de las Audiencias no concedan licencia 
á los magistrados , jueces ni subalternos de 
los Tribunales y Juzgados para venir á la 
Corte, reservándose S. M. otorgarla concau- 
sa justa y probada; y que aun para otros pun- 
tos no la concedan por mas tiempo que el 
señalado en el art. 76 de las Ordenanzas, 
que es el término máximo é improrogable á 
que se extienden sus facultades. — De Real 
órden etc. Madrid 26 de enero de 1837. — 
Landero. (CL. t. 22, p. 20.) 

Ley de 31 enero de 1837. 

Responsabilidad de las autoridades que son negligen- 
tes en cumplir y hacer cumplir las órdenes supe- 
riores. 

(Grac. y Just.) Doña Isabel II, etc. 

* «Se restablece el decreto de las generales 
y extraordinarias, fecha 14 de julio de 1811, 
relativo á la responsabilidad de las autorida- 
des en el cumplimiento de las órdenes supe- 
riores.» 

Decreto restablecido de 14 julio de 1811. 

«Debiéndose establecer en todas Jas clases 
de la monarquía la absoluta subordinación al 
Gobierno, como el único medio de dar un 
movimiento y dirección uniforme á la má- 
quina del Estado, y de dirigir á un fin los es- 
fuerzos de todo?, las Cortes generales y ex- 
traordinarias decretan: 

1. ° Todo general; JuDta , Audiencia ó 
cualquier otro superior a quien incumba el 
dar cumplimiento á las superiores órdenes, 
será responsable de la ejecución de ellas y 
privados de sus respectivos empleos, si por 
culpable omisioD, negligencia ó tolerancia 
por no aplicar inmediatamente las penas á los 
desobedientes, dejaren de cumplimentarse. 

2. ° Las justicias y autoridades inferiores, 
á quienes toque el inmediato cumplimiento ¡ 
de la ley ú órden, incurrirán en la misma pe- ¡ 
na que los desobedientes, si no se la aplica- ¡ 
ren al instante según permita la ley. 

3 ° Celará el Consejo de regencia que se 
cumplan las leyes , ordenanzas y decretos, 
exigiendo UDa estrecha responsabilidad de 
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l las autoridades encargadas del cumplimiento, 
I castigándolas irremisiblemente en Jos casos 
dichos, y quieren las Cortes que por ningún 
I motivo reitere el Consejo de regencia órae- 
. nes una vez dadas, sin imponer antes la me- 
j recida pena á cuantos hubiesen de cualquier 
modo culpable retardado su cumplimiento. 
( D . de las C.t. l.°, p. 173.) 

Ley de 15-22 de marzo de 18^7. 

Causas contra magistrados y jueces infractores de ley, 
y contra diputados electos. 

(Grac. y Just.) «Doña Isabel II, etc. 

Art. l.° Se restablece en toda su fuerza 
y vigor la órden de 29 de junio de 1822 por 
¡a que las Córtes declararon, que el Tribu- 
nal Supremo de Justicia debía siempre pro- 
ceder á Ja formación de causa contra los ma- 
gistrados V jueces que apareciesen infractores 
de ley, ora adquiriese los datos por las listas 
que deben remitirse á dicho Supremo Tri- 
bunal, ora por documentos que le dirija el 
Gobierno, ó bien los adquiera por otro me- 
dio legal, con los demás que en la misma ór- 
den se previene. 

Art. 2.° Se autoriza al Tribunal Supre- 
mo de Justicia para admitir quejas y acusa- 
ciones de los fiscales y de los ciudadanos so- 
bre infracciones de ley de los magistrados y 
jueces. 

Art. 3,° Cuando el Tribunal Supremo de 
Justicia reciba documentos del Gobierno sin 
la formación del expediente y consulta del 
Consejo de Estado que previene el artícu- 
lo 263 de la Constitución, ó admita quejas y 
en su virtud forme causas de oficio , se co- 
meterá al Jefe político mas autorizado la ins- 
trucción del sumario mientras no se altere el 
artículo constitucional que se lo encarga, 
entendiéndose por mas autorizado el supe- 
rior de la provincia en que se haya de ins- 
truir dicho sumario. 

Art. 4.° Evacuada la sumaria por el Jefe 
político, se pasará a los fiscales para que 
examinen si liá lugar ó no a la formación de 
causa, y á la suspensión del magistrado ó ma- 
gistrados acusados, y después se verá en Tri- 
bunal pleno para bacer dicha declaración. Si 
resultase la afirmativa , pasará á Ja Sala que 
corresponda parad seguimiento de la causa, 
poniéndose desde luego la resolución en no- 
ticia del Gobierno. 

Art. 5.° Para’el mas exacto cumplimien- 
to del art. 128 de la Constitución se resta- 
blece en toda la fuerza y vigor que tuvo al 
tiempo de expedirse el decreto de 26 de mar- 
zo de 1822, por el cual las Córtes declararon 
por punto general, que desde el momento 
de la publicación de las elecciones de dipu- 
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tados electos no pueden ser juzgados, sino 
por el Tribunal de las mismas. Se exceptúa 
el solo caso de que merezca pena capital el 
delito que se impute a! procesado. 

Art. 6.° Desde el momento en que fa- 
llezca un diputado, ó las Córtes declaren su 
imposibilidad, el suplente que haya de reem- 
plazarle adquiere el derecho de ser juzgado 
por ei Tribunal de las mismas. 

Art. 7.° Todo juez ó Tribunal de cual- 
quiera categoría que sea, tan luego como 
tenga conocimiento de que un ciudadano 
contra quien sigue causa ha sido electo di- 
putado á Córtes ó llamado como suplente en 
reemplazo del propietario, remitirá sin de- 
mora testimonio de ella al Congreso , por 
conducto del Gobierno, para que en su vista 
se resuelva lo que corresponda sobre los po- 
deres de aquel y sobre el Tribunal que deba 
el continuar el procedimiento , suspendién- 
dose entre tanto si la causa está en plenario 
y continuánddlo si se halla en sumaria, cao 
respecto á aquellas diligencias, cuya retar- 
dación pueda ser perjudicial al descubrimien- 
to de la verdad, pero sin proceder arresto ni 
otra providencia contra la persona del dipu- 
tado electo. 

Art. 8.° En el caso de qne haya otros 
sugetos complicados en la causa principiada 
á un diputado electo, la jurisdicción y cono- 
cimiento del Tribunal de Córtes no se expen- 
derá á los que no sean diputados, sino que 
respecto de las personas extrañas complica- 
das, se pasará testimonio del tanto de culpa 
ue resulte contra ellas, al Tribunal ó Juzga- 
o que sea competente. — Palacio de lasCér- 
tes 15 de marzo de 1837. ( CL . t. 22, p. 117.) 

Le j de 4 junio de 1837. 

Formalidades eo las notificaciones. 

(Grac. y Just.) Doña Isabel II etc. Las 
Córtes han decretado y Nos sancionado la 
siguiente: 

Artículo t.° ínterin no se publican los 
códigos de procedimientos, las notificaciones 
se practicarán leyéndose íntegramente la 
providencia á la persona á quien se haga y 
dándole en el acto copia literal de ella, aun 
cuando no la pida, y en la diligencia se hará 
expresión de haberse cumplido ¡o uno y 
ío otro. 

Art. 2.° Tod#s las diligencias de notifica- 
ción se firmarán por la persona ó personas 
notificadas, y no sabiendo hacerlo por un tes- 
tigo á su ruego. Si alguna ó algunas de las 
personas á quienes se notifique una provi- 
dencia no' quisieren firmar ó en el caso de 
no saber, no quisiesen presentar el testigo 
que firme á su ruego, el escribano practica- 


rá la notificación en presencia de dos testi- 
gos. Estos, en el caso de hacerse la notifica- 
ción en la casa del notificado, deberán ser * 
vecinos de la misma casa, ó de las mas pró- 
ximas á ella. Cuando la notifieadon se prac- 
tique en otro lugar, deberán ser los testigos 
vecinos de aquel pueblo; los oficiales y de- 
pendientes de! escribano que practique la 
notificación, no podrán ser testigos de la di- ’■ 
ligencia en ningún caso. 

Art. 3.° Cuando la notificación se prac^- 
tique por cédula, á' causa de no poder ser 
habida la persona que debe ser notificada, 
se expresará en la diligencia el nombre, ca- 
lidad, y habitación de la persona á quien se 
entregue la cédula, y esta firmará su recibo. 

En el caso de que no sepa ó no quiera fir- 
mar, se observará lo que para ambos casos 
queda prevenido en el artículo precedente.- 
La notificación por cédula se hará á la pri- 
mera diligencia en busca , sin necesidad de 
mandato judicial, excepto en los emplaza- 
mientos ó traslados de demanda, y las notifi- 
caciones de estado y citaciones de remate en 
los juicios ejecutivos. 

Árt. 4.° Omitiéndose en las notificacio- 
nes las formalidades prevenidas en los tres 
artículos precedentes, se tendrá por no he- 
chas, y se declaran nulos los procedimientos, 
ulteriores que no se hubieran podido practi- 
car sin haberse hecho las. notificaciones le- 
gítimamente, á menos que la persona notifi- 
cada por algún escrito posterior á la notift-f, 
caeton, ó en diligencia judicial practicad! 
por ella ó á su instancia se hubiese manifes- 
tado sabedora de la providencia y no recla- 
mase la notificación formal , én cuyo caso se 
tendrá por hecha y por subsistentes las ac- 
tuaciones expresadas. ' 

Art. 5.° El escribano que notificare uní' 
providencia sin observar las formalidades ' 
prevenidas en esta ley, incurrirá en la muí-' 
ta de 500 rs, vn. ; y será además responsa- 
ble de los perjuicios que se sigan á las par- 
tes, si se declara nula. — Por tanto manda- 
mos etc. En Palacio á 4 de junio de 1837., 
(CL. t. 22, p. 304.) 

Publicada la Ley de Enjuiciamiento 
civil en 1855, habrá de estarse en los 
asuntos de esta clase á lo que disportoii ■ V 
sus arts. 21 á 2*1, 04 y 354 de la misma^.¡ 
En los negocios contencioso-a'dmio%j,-‘;.' 
trativos deberán observarse las formaU^i:' 
dados que prescriben los arts. 32 (J% ■ 
reglamento de 1.° de octubre de 1848 .y'. 
64 del de 30 de diciembre de 1846 u>« - 
serlos en Consejos provinciales. 


justicia 


Ley de 7-16 setiembre de 1837. 

$3 declara en vigor e) tít. V de la Constitución de 1812. 

«Las Cortes en uso de sus facultades han 
decretado Jo siguiente: 

Se declaran subsistentes en todo su vigor, 
por aliora como leyes y liasla que tas que se 
dieren determinen otra cosa, todas las dis- 
posiciones contenidas en el tít. V de la Cons- 
titución de 1812, que no hayan sido modera- 
dnsó modificadas poHaCouslitucion de 1837. 
(Sancionado como ley en 16 de setiembre.) 

Ley de 10 enero de 1838. 

Sobre stutanciacion de los pleitos de menor cnantía. 

Está derogada por el art. 1415 de la Ley de 
Enjuiciamiento civil de 5 de octubre de 1855, 
cuyos arts. 1133 al 1161, están dedicados á 
esta clase de juicios. 

R. O, de 18 enero de 1838. 

Los jaetes de primera instancia en las visitas de cár 
celes. 

(Grao, y Just.) « Ha tenido á bien 

S. Al. disponer que sin embargo de lo dis- 
puesto en las ordenanzas de las Audiencias, 
se destine á los jueces de primera instancia; 
tengan ó no los honores de la toga, para los 
dias de visita de cárceles un local de las 
mismas el mas decente que pueda propor- 
cionarse, sin confundirlos con los subal- 
ternos; que reciban y despidan á los minis- 
tros Je la visita al pié del estrado en que 
esta se celebre; y que presencien sentados la 
lectura pública de Jas resoluciones que en la 
misma se acuerden, sin asistir á la delibera- 
ción secreta cuando ocurra, á no ser llama- 
dos por el ministro que presida.— Dios etc.— 
Madrid 18 de enero de 1838. — Castro. — Se- 
ñor Regente de la Audiencia de... (CL. t. 24, 
pág. 706.) 

R. O. de 28 febrero de 1838. 

Término para la posesión de destinos judiciales: pró- 
rogas: licencias: solicitudes de indulto. 

(Grac. y Jüst.) Se resuelve que se obser- 
ven sin excepción las reglas siguientes: 

1. a Todo el que siendo nombrado ma- 
gistrado, juez ó promotor fiscal solicite pró- 
roga del término de los cincuenta días que 
por regla general están señalados á lo mas 
para tomar posesión de su destino, se enten- 
derá que lo renuncia. Lo mismo se entenderá 
respecto del que no se presente á tomar 
posesión dentro del término que se le ha 
señalado. 

2. a Las Audiencias cuidarán bajo su res- 
ponsabilidad de hacer que no se dé posesión 
á los que se hallen comprendidos en el ar- 
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¡ tículo anterior y la que se diere en contra- 
vención á el, quedará sin efecto. 

3. a Toda solicitud de licencia se dirigirá 
por conducto del regente el cual oyendo al 
fiscal, ó fiscales, si los hubiere informará so- 
bre la legitimidad y justificación de las cau- 
sas en que se funde y sobre la oportunidad 
de la licencia, expresando si el servicio pú- 
blico queda bien atendido. 

4. a Cualquiera otras instancias de los fun- 
cionarios arriba señalados, délos subalternos 
de los Tribunales y Juzgados, de los escri- 
banos, notarios, procuradores, alguaciles y 
demás oficiales públicos que tengan que 
acudir á este Ministerio, se dirigirán por el 
mismo conducto del regente, quien las re- 
mitirá con su informe igüalmente expresivo 
y motivado, oyendo al fiscal cuando se trate 
de la derogación ó dispensa de alguna ley ó 
reglamento. 

5. a Los subalternos de los Juzgados de 
primera instancia se dirigirán al juez, quien 
pasará las instancias con su informe al re- 
gente y este obrará como queda prevenido. 

6/ Los ministros y subalternos del Su- 
premo Tribunal de Justicia y del especial de 
las órdenes se dirigirán por conducto de sus 
presidentes, quienes eu tul caso informarán 
en la forma prevenida. 

7. a No se dará curso en este Ministerio 
á las instancias que no vengan en la forma 
restablecida; y además se pondrá en los res- 
pectivos expedientes de cada interesado nota 
de la infracción ó infracciones que consten 
contra estas reglas. Solo con certificación de 
haber presentado estas solicitudes á donde 
determinan los anteriores artículos y pasado 
un mes sin que se le baya dado curso sea 
por estravío ú otra causa semejante, será 
permitido acudir al Gobierno en derechura. 

8. a Tampoco se dará curso en esta Se- 
cretaría á las solicitudes de indulto que no 
vengan por conducto de los jefes de presidio, 
cuando los pretendientes son rematados, ó 
por el del regeute en otro caso, debiendo 
aquellos y este remitir las instancias con su 

. informe motivado. Cuaudo su parecer sea 
negativo no darán curso á las solicitudes; 
pero enterarán á los interesados. Se ex- 
ceptúan de esta regla las solicitudes de in- 
dulto que personalmente entregan los in- 
teresados á la Real persona y S. M. se digna 
admitir,— Lo que de la misma Real or- 
den etc. (CL. t. 24 p. 94.) 

R. O. de 17-24 abril de 1858. 

Sobreque las autoridades. políticas eva- 
cúen los informe': que pidan los tribunales. — 
(Y. eu ei articulo L'ífojeuies, t. Vil, p. 339.) 
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R, O. de 31 agosto de 1838. 


I 


One los jueces puedan trasladar su domicilio á poe- | 
blo seguro, cuaQdo el de la cabeza de partido no ■ 
ofrezca seguridad. 


L 


(Grac. v Just.) «Con ocasión de una 
consulta de la Audiencia de Zaragoza, lia te- 
nido á bien S. M. oir al Supremo Tribunal 
de Justicia, y conformándose con sn parecer, 
que está de acuerdo con las providencias 
dictadas por aquella Audiencia , se ha ser- 
vido resolver lo siguiente .- 

1. ° Cuando no ofrezca seguridad el pue- 
blo, capital de algún Juzgado de primera 
■instancia, pueda el juez que io desempeña 
trasladar su domicilio, con conocimiento y 
aprobación de la Audiencia del territorio a 
otro pueblo seguro , desde el cual adminis- 
trará justicia en euanto le sea posible á su 
partido jurisdiccional. La Audiencia, antes 
de prestar su aprobación, se pondrá de acuer- 
do con las autoridades política y militar, y 
cuidará de que los presos y causas se tras- 
laden con seguridad. 

2. " Cuando algún juez emigrado por di- 
cha causa tuviere que ausentarse ó por otro 
motivo legítimo, como enfermedad, trasla- 
ción ó cualquier otro , no pudiere despachar 
los asuntos de su competencia , será susti- 
tuido por el juez de primera instancia del 
partido en que aquel estuviese refugiado. 

3. ° En el caso de que trata el art. 2.°, si 
además dei juez titular ó propietario de di- 
cho partido se hallase algún otro refugiado 
por la misma causa, debe sustituir al impo- 
sibilitado, el juez del partido cuya capital 
fuese mas inmediata á la dei que debe ser ¡ 
sustituido, bien lo sea uno de los refugiados, 
bien el propietario del pueblo en que residen. ! 

4. ° Desde el momento en que cese la in- 
seguridad, cesa por el mismo hecho Ja fa- 
cultad concedida en el art. i .°, y por con- 
secuencia no presentándose en su partido el 
juez emigrado de él, sobre lo qu.e velará el 
fiscal de S. M. , debe encargarse del ejerci- 
cio de la jurisdicción el Alcalde de la capital 
del propio partido. — Lo que digo á Y., etc. — 
Dios, etc. Madrid 31 de agosto de 1838. — 
Castro. — Señor Regente de la Audiencia de... 
(CL. t. 24, p. 734.) 


R. D. de A noviembre de 1838. 

Disposiciones adicionando la regla déelmacuarla del 
art. til del reglamento provisional, y dando nneva 
redacción á los arla. 72, 75 y 76. 


(Grac. y Just.) «Con el fin de evitar el 
retardo que sufren las causas criminales por 
consecuencia de los segundos emplazamien- 
tos y eí número de ministros que exige el 
regíameffito provisional de justicia para la 


vista de los procesos qye se siguen por deli- 
tos de pena corporal, usando de laautoji- 
zacion concedida por Jas Córtes á mi Gobier- 
no, vengo en ordenar lo siguiente: 

Artículo único. Por ahora, y mientras no 
se publique la instrucción provisional de en- 
juiciamiento, en lugar de la regla décima- 
cuarta del art. 51, y de los arts. 72, 
del reglamento provisional para ia adminis- 
tración de justicia, contenido en el B. D. de 
26 de setiembre de 1835 se observarán Jas- 
disposiciones siguientes: 

1 . “ Que sustituye á la regla décimacuar- ■ 
tadel art. 51. (Es como aparece en su lugar.) 

2. a Que sustituye al art. 72 (Es cómo 
el referido artículo aparece en su lugar.) 

Disposiciones 3. a y siguientes que sustituyen & lót 
arts. 75 y 76. 

3. a En las Audiencias de la Península é 

islas adyacentes serán necesarios cinco mi- 
nistros para ver y fallar, ea vista ó revistp 
las causas en que el juez de primera instan- 
cia (laya impuesto ó pedido el fiscal de S. M. 
la pena de muerte, estragamiento dél reino 
ó presidio, reclusión y servicio de hospita- 
les, 6 confinamientos fuera de la Península 
por mas de ocho años. ■ " 

Si por no hallarse en ninguno de estos ca- 
sos hubiese empezado á verse alguna causa 
con menor número, y opinare cualquiera de 
los ministros que corresponde imponer aque- 
llas penas, y no resultase providencia de 
otra menor, por no vista, se volverá á ver 
por el número de ministros expresado. 

4. a Igual número do cinco ministros será 

necesario para determinar las causas de que 
habla el art. 73 del propio reglamento. Para 
todas las demás bastarán tres jueces. Ecr ías 
revistas de que tratan las dos disposiciones 
anteriores, será uno de los cinco ministros 
el mas antiguo de los que asistieron i ib 
vista. ... 

5. a Para hacer sentencia en las causas 
de que tratan las dos disposiones anterioreá, 
bastarán tres votos enteramente conformes. . 

6. a El número de ministros expresado se 
completará con magistrados do otra Sala dfe 
la misma Audiencia, y en su falta, ó siguién- . 
dose por el aumento de jueces prevenid®} 
que con grave perjuicio de ia administración . 
de justicia sé suspenda el despacho dé fe 
referida Sala, se llenará el número gradual- 
mente con los fiscales de’ S. M. , jueces de ■ 
primera instancia de la capital ó abogad# 
que el tribunal pleno juzgue idóneos y dif*- 
nos de este honor.» (CL. t. 24, p. 589.) J 

i R. D. de i noviembre de 1838; ■ i-' '■ i 

| Este decreto ha sido derogado por el ar* 
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tículo 1415 de Ja Ley de Enjuiciamiento ci- 
vil, pues que esta solo trata en los arts. 1010 
al 1102 de los recursos de casación. I 

i 

R. O. de 20 diciembre de 1838, 

Prevenciones sobre causas criminales: idom en los de- 
litos de rebelión y otros graves: partes: partes y es- 
tados de causas. 

(Grao.. y Jcst.) «...Es la voluntad de Su 

Majestad se excite de nuevo el celo de 

los Tribunales. ... para que redoblen su au- 
toridad y celo á fin de que en sus res- 

pectivo:- distritos se active cuanto sea dable 
y io permitan las formas, la administración 
de justicia en lo criminal, y muy señalada- 
mente en loa delitos de peculado, rebelión 
y atentarlo contra el órden público.» 
«Asimismo se ha servido mandar S. M. 

1 Que los jueces de primera instancia, 
luego que se verifique algún acto de rebe- 
lión, asonada, moLin ó cualquier otro género 
de ateníalo contra el orden y seguridad del 
Estado, sea bajo el pretexto que quiera, y I 
por cualesquiera clase de personas, bien sea | 
en el punto de su residencia, bien trasladán- 
dose sin dilación adonde el acontecimiento 
se baya verificado, procedan inmediatamen- 
te á instruir el competente sumario con acti- \ 
vidad y eficacia, á fin de que no queden des- ! 
conocidos, ni los atentados, ni los perpetra- 
dores; en inteligencia que no bastarán á ex- 
cusarlos de no haberlo verificado, sino cau- 
sas sumamente graves y probadas en toda 
forma, y cuya falta de prueba obstará á la 
promoción de dichos jueces , si no hubiere 
lagar para otra cosa. 

2. ° Si e! atentado se verificase en punto 
donde no resida el juez del partido, el Al- 
calde, ó el que haga sus veces, procederá 
sin dilación y bajo toda responsabilidad á 
instruir las primeras diligencias del sumario, 
dando aviso inmediatamente á la autoridad 
poiiiica de la provincia y ai juez de primera 
instancia del partido, quien ío dará á la Au- 
diencia territorial, y el promotor liscal al 
fiscal de S. M. 

3. ° Todas las autoridades .se comunica- 
rán *en tales casos cuantas noticias hayan 
podido adquirir sobre el lance ocurrido; y en 
los casos de rebelión, asonada ó motin, si 
hubiese dos ó mas jueces de primera instan- 
cia, y se dudase por el pronto en qué distri- 
to había ocurrido el acontecimiento, todos á 
prevención instruirán expediente informati- 
vo, que luego pasarán ni juez que sea com- 
petente para que produzca en autos los efec- 
tos que haya lugar. 

4. ° Si el asunto es grave, los jueces de 
primera instancia en vez de los partes ordi- 
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narlos, darán cuenta á la Audiencia de lo 
que adelanten en la cansa cada tres días ; y 
en igual forma lo harán Jjs Audieucias al 
Gobierno cada seis ó cada ocho á lo mas. 

5. ° Los fiscales y promotores fiscales 
desplegarán todo el celo y energía propia de 
su importante encargo , afín de que en e! 
distrito de los Tribunales en que le ejercen, 
no se verifique un solo caso de impunidad, 
bien por omisión en la formación de causa, 
bieu por falta de actividad é inteligencia, en 
su continuación y pronta terminación, exci- 
tandofpasa ello la autoridad y celo de Jos Tri- 
bunales, la cooperación de las autoridades, y 
acudiendo en fin , si fuere necesario, hasta á 
S. M. por la vía reservada, exponiendo cuan- 
to tengan por conveniente, á fin de que la 
acción de la ley sea en todas partes acatada, 
en términos que solo así podrán alejar la in- 
mediata responsabilidad de su encargo. 

6. ü En igual forma los Tribunales infe- 
riores y superiores y en caso, el supremo, 
expondrá á S. M. cuanto tengan por oportu- 
no sobre los inconvenientes que se opongan 
á que pronta y expeditamente se administre 
justici..; bien entendido que hallarán en el 
ánimo de S. M. toda la benevolencia, así co- 
mo en su Gobierno toda la protección que 
sea necesaria para que sea acatada su auto- 
ridad. 

7. ° Los jueefes de primera instancia con- 
tinuarán dando á las Audiencias los partes 
acostumbrados, y están remitirán desde lue- 
go á este Ministerio de mi cargo un estado de 
todas las causas pendientes en su respectivo 
distrito sobre delitos de infidencia, atentarlo 
contra el órden, distracción ó mal versación de 
caudales públicos, crímenes atroces, y en el 
cual se expresará el Tribunal en que se si- 
gue la causa, la calidad del delito, nombre 
y número de los reos, tiempo e.i que fué em- 
pezada dicha causa, y estado que tiene, ma- 
nifestando caso de hallarse retardada los mo- 
tivos por qué lo ha sido. 

En los delitos de alentado contra el órden 
peculado ó impureza en el desempeño de su 
encargo de parte de algún funcionario públi- 
co, y en los crímenes atroces, se dará parle 
á este Ministerio del fallo final, ó que cause 
ejecutoria, según según está mandado para 
los delitos de infidencia. 

8. ° Cada seis meses remitirán las Audien- 

cias á este Ministerio de mi cargo un estado 
de las causas formadas durante el semestre 
por delitos comunes, expresando las que lo 
han sido en consulta de sobreseimiento y en 
rebelión, número de los reos, fie iodo que ha- 
yan sufrido de prisión, y el que baya durado 
ja causa t. 24, p. 665.) 
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R, D. de 29 diciembre de 1838. 

Establece los requisitos para el nombramiento de jne" 

ces , magistraiios,y fiscales . su separación , honores 

do Ja toga, etc. 

(Gbac. v Jost. ) «Eu atención á lo que 
me habeisexpuesto relativamente á mejorarla 
condición de los jueces, á prefijar los requisi- 
tos que conviene precedan para su nombra- 
miento en las respectivas clases, y el de los 
fiscales y promotores, á la dispensación de 
los honores de la toga; y por último á que 
tenga desde luego la aplicación posible el ar- 
tículo 66 de la Constitución del Estado, ín- 
terin se promulga la ley que ha de arreglar 
definitivamente esta materia ; en nombre de 
mi excelsa hija Ja Reina Doña Isabel II, y oido 
el parecer de mi Consejo de Ministros, vengo 
en decretar lo siguiente: 

CAPITULO I. 

Del nombramiento de los promotores 
* fiscales. 

Art. I,° En adelante y hasta tanto que 
se publique la ley orgánica de Tribunales, no 
se me propondrán para promotores fiscales 
sino á los sugetos que se hallen en alguno de 
los casos siguientes : 

1. ° Haber ejercido por dos añ$fc la profe- 
sión de abogado con estudio abierto y repu- 
tación, cuyas circunstancias se acreditarán 
debidamente oyendo al Tribunal en que los 
propuestos hubieren ejercido dicho encargo. 

2. ° Haber desempeñado por igual tiempo 
en comisión , sustitución y propiedad , algu- 
na Relataría , Agencia fiscal , Asesorerh de 
rentas, ú otros encargos semejantes. 

3. ° Haber explicado por dicho tiempo al- 
guna cátedra de derecho en establecimiento 
aprobado. 

Art. 2.° Solo en el caso de no presentar- 
se opositores con estas circunstancias, po- 
drán ser nombrados aquellos en quienes mas 
aproximadamente concurran. 

Art. 3.* El buen desempeño de una Pro- 
motaría fiscal , acreditado en la forma que se 
reviene en el art. 1.*, y oyendo además al 
seal de la Audiencia del distrito, servirá de 
mérito positivo para la obtención de las judi- 
caturas. 

CAPITULO II. 

Del nombramiento de jueces de primera 
instancia. 

Art. 4.° Para jueces de primera instancia 
de entrada se me propondrán por su órden 
de preferencia : 


1. ° Los que hayan servido por dos años 

con buena nota una Promotoría fiscal: \ 

2. ° Los que se hallen comprendida en 
los párrafos I.°, 2.° y 3.° del art. I.% con la 
diferencia de que ef tiempo allí prefijado será 
aquí el de cuatro años. 

Art. 5.° Para Juzgados de ascenso se me 
propondrán por su órden también de prefe- 
rencia: 

1 . ° Los que hayan servido en judicatura 
de entrada por lo menos tres años. 

2. ” Los que hayan servido en Promóto- 
rías fiscales cinco años. 

3. ° Los que se hallen en el caso prefijado 
en los párrafos I.°, 2." y 3.° del art. l.°, en- 
tendiéndose phra este efecto el tiempo allí 
señalado el de ocho años. 

Si la abogacía se hubiese ejercido con cré- 
dito en los Tribunales superiores, bastarán 
siete años de ejercicio. 

Art. 6.° Para Juzgados de término se me 
propondrán : 

t.° Los que hayan servido por lo menos 
dos años en Juzgados de ascenso, ó cinco en 
los de entrada. 

2. ° Los que lleven de servicio siete años 
lo menos en Promotorías fiscales. 

3. ° Los comprendidos en los párrafos 
1.°, 2.° y 3.° del art. t.°, (jue lleven por lo 
menos diez años de ejercicio. 

Si la abogacía se hubiese ejerc'do con re- 
putación en Tribunales superiores bastarán 
nueve años. 

Art. 7.° Para completar el número de 
años que respectivamente se exige para cada 
uno de los casos comprendidos en los artíeft- 
los anteriores, podrán computarse los servi- 
dos en cada uno de los cargos que en ellos se 
expresan y los de ejercicio de profesión de 
abogado, observándose siempre la preferen- 
cia allí señalada: l." délos años de judica- 
tura: 2.° de ios servidos en Promotorías: 
3.° en los demás cargos ó profesiones por el 
órden allí señalado. 

CAPITULO III. 

Del nombramiento de. ministros partí las 
Audiencias. 

Art. 8.° La edad para poder ser pro* 
puesta para ministro de alguna Audiencia, 
será la de treinta años cumplidos. Si la pro- 
puesta fuese para cualquiera otra Audiencia 
de la Península é Islas adyacentes que la de 
Madrid deberán además hallarse los propues- 
tos en alguno de los casos siguientes: 

l.° Haber servido en judicatura de pri- 
mera instancia por lo menos seis años, de 
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los cuales dos hayan sido en Juzgado de as- 
censo ó uno en los de término. 

2. ° Los que huyan servido igual número 
de anos en promoloríus, ó uno menos, si los 
cinco restantes hubiesen sido en Juzgado de 
término. 

3. ° Los que hayan prestado largos y se- 
ñalados trabajos en la formación de códigos 
ú otro encargo semejante, que presuponga 
sólidos y distinguidos conocimientos en ju- 
risprudencia, legislación ó en materias jurí- 
dico— administrativas. • 

4. a Haber escrito alguna obra importante 
sobre dichas materias. 

5. ° Haber explicado derecho con reputa- 
ción en universidad ó establecimiento apro- 
bado, por lo menos diez años, ó ejercido la 
abogacía con crédito y reputación notoria por 
ei propio tiempo en Juzgados inferiores, ó 
por nueve años en los superiores. 

Art. 9.° Los que hubieren de ser pro- 
puestos para ministros ó fiscales de la Au- 
diencia de Madrid deberán haber servido en 
alguna de las demás cuatro años por lo me- 
nos de jueces, ó tres do fiscales, en atención 
al ímprobo trabajo de este ministerio. 

Art. 10. Los que se hubieren de propo- 
ner para fiscales de las demás Audiencias 
deberán haber cumplido vienticinco años de 
edad , bailarse en cualquiera de los casos 
prefijados en el art. 8.°, pero sin el órden de 
preferencia que en el mismo se establece, y 
bastando Ja tercera parte de Jos años de pre- 
paración que allí se señalan, á.fin de dejar 
mas expedita la acción del Gobierno en Ja 
elección para una magistratura que exige 
circunstancias especiales. Se atenderá sin 
embargo, en cuanto sea posible, la de haber 
desempeñado bien y por considerable núme- 
ro de años las Prometerías fiscales. 

Art. 11. Los fiscales que pasen á plaza 
de ministros de Audiencias de igual catego- 
ría que aquella en que lian ejercitado su en- 
cargo, gozarán de la antigüedad correspon- 
diente á su título de fiscales. 

CAPITULO IV. 

Del nombramiento de presidente y de mi- 
nistros del Supremo Tribunal y de re- 
gentes de las Audiencias. 

Art. 12. Para el Tribunal Supremo de 
Justicia se me propondrá á los que, habien- 
do cumplido cuarenta años, llevaren cuatro 
por lo menos de jueces, ó tres de fiscales de 
la Audiencia de Madrid, ú ocho de ministros 
ó seis de fiscales en las detnás. 

Art. 13. Las propuestas para regentes y 
para la presidencia del Tribuna! Supremo de 

Tomo VII L 


Justicia se liarán con la mayor analogía po- 
sible á lo dispuesto en este decreto, reser- 
vándome yo el apreciar las razones de polí- 
tica, de justicia y de conveniencia en cada 
uno de los casos. 

CAPITULO V. 

De los honores de la toga. 

Art. 14. Los honores de la toga no se 
concederán sino por circunstancias muy es- 
peciales, y siempre oyendo á la Audiencia ó 
Tribunal iie que hayan de concederse. 

Art. lo. Para los honores de la toga con 
antigüedad, además del mérito ó servicio 
especial por que deban concederse lian de 
concurrir en el que Je solicite los requisitos 
que se exigen por el presente decreto para 
Ja toga misma; en los honores sin antigüedad 
se procederá también con la mayor confor- 
midad posible á lo que en él se dispone. 

CAPITULO VI. 

De la suspensión y destitución de los 
jueces. 

Art. 10. No obstante la calidad de inte- 
rinos de los jueces actuales se guardará la 
mayor economía y circunspección en la tras- 
lación, suspensión, y destitución de los mis- 
mos, y nunca se procederá á la destitución 
sin que por lo menos se. instruya expediente 
informativo si no hubiere lugar á otra cosa. 
Lo propio se verificará para la suspensión, si 
hubiere de pasar de cuatro meses. La desti- 
tución de un juez ó magistrado y la suspen- 
sión, si hubiere de exceder dei término indi- 
cado en el párrafo anterior, se tratará y de- 
cidirá en Consejo de Ministros. 

Art. 17. Para los efectos indicados en el 
artículo que precede y demás que haya ¡li- 
gar, se llevará á debido efecto y concluirá 
sin dilación el registro general, ú hoja de los 
méritos, servicios y cualidades de los jueces 
y magistrados mandada formar en el Minis- 
terio de vuestro cargo, 

CAPITULO VIL 
Disposiciones generales. 

Art. 18.' Eo todos los casos de ascenso, 
gracia ó promoción prefijados en este de- 
creto, será requisito indispensable la buena 
conducta moral y política del interesado 
acreditada en debida forma. 

Art. 19. Se procederá con toda la equi- 
dad y consideración que permita el mejor 
servicio de la causa pública, en cuanto á la 
administración de justicia, respecto de los 

12 




aue hallándose sirviendo en esta carrera, ó 
sintiendo la de sus estudios en la ante.tor 
época constitucional-, se vieron imposibilita- 
dos do adelantar en ellas; entendiéndose la 
disposición de este artículo por el tiempo que 
duró el legitimo impedimento, y siempre que 
los interesados no lo desmerecieren por las 
demás circunstancias. 

Art. 20. Tampoco se irrogará perjuicio 
á los jueces, fiscales y promotores que lo son 
en la actualidad respecto de los requisitos y 
número de años de preparación ó servicio 
que bayan precedido á su nombramiento, 
sino que Jas disposiciones de este decreto se 
entenderán para sus promociones y ascen- 
sos sucesivos. 

Del mismo modo no debe perjudicar este 
decreto á los empleados actuales en el minis- 
terio de vuestro cargo para sus salidas á pla- 
zas declaradas equivalentes por disposicio- 
nes terminantes, debiendo por lo demás su- 
jetarse para sus ascensos á las reglas ante- 
riores. 

Art. 21. En igualdad de circunstancias 
será preferente y decisiva la de hallarse ce- 
sante con sueldo el que haya de ser propues- 
to, haber prestado notables servicios á la 
causa pública, haber sufrido perjuicio por la 
misma, y muy particularmente por causa de 
la facción ó de la guerra, ó por haber man- 
tenido el orden, y hallarse cesante y sin suel- 
do, ó notablemente postergado en su car- 
rera. 

Art. 22. Todos los nombramientos de 
jueces, fiscales y promotores se publicarán 
precisamente en la Gaceta del Gobierno, 

Art. 23. Quedan derogados los decretos 
y Reales órdenes que no sean conformes á es- 
ta disposición.— Tendréislo entendido etc.— 
En Palacio á 29 de diciembre de 1838. (Co- 
lección legislativa , t. 24, p. 688.) 

R. O. de 3 enero de 1839. 

Los acuerdos del Tribunal Supremo y Audiencia se 
culebrón á horas extraordinarias. 

{Grac. y Jüst.) S. M. la Reina Go- 

bernadora se ha dignado resolver que el Su- 
premo Tribunal do Justicia y las Audiencias 
celebren sus acuerdos, y lo propio las opo- 
siciones á Relatorías y Escribanías de cámara 
y recibimiento de abogados, á horas extraor- 
dinarias, en términos que, de ninguna ma- 
nera se alteren ni retarden las prefijadas 
para el despacho de p'eitos, quedando en su 
consecuencia reducida la disposición de los 
citados arts. 8." y 14 á que el presidente, 
regente y ministros se reúnan á la hora de- 
signada para el arregio- de i despacho' y for- 
mación de Salas, separándose ea seguida. — 


De Real órden etc. Madrid 3 de enero de 
1839. — Arrazola. (CL. I. 25, v. G). 

R. O. de 10 enero de 1839. 

Sabré la ejecución de sentencia <le pena capital. 

(Grac. y Jüst.) S. M... se lia servido 

resolver que ios reos sentenciados ejecuto- 
riamente á pena capital por Jos tribunales 
ordinarios no sean pasados per las armas 
por falla de ejecutor de justicia asalariado, 
sino que se supla esta falta haciendo los tri- 
bunales conducir , cuando sea necesario, al 
ejecutor que se halle mas inmediato, y pro- 
curando siempre tener provista esta plaza 
para que no se retarde la ejecución y cum- 
plimiento de la justicia... (CL. t. 25, p. 21). 
— (V. Ejecuciones de la pena de muerte). 

R. O. de 31 marzo de 1839. 

Las clérigos pueden ser hombres buenos cu los actos 
de conciliación (i ). 

(Grac. yJüst.) S. M... se h." servido 

resolver que no debe privarse á los párrocos 
y demás clérigos así como tampoco á las 
otras personas que gozan de un fuero espe- 
cial de la facultad de asistir como hombres 
buenos á los mencionados juicios (á ios de 
paz.) i CL. t. 25, p, 228,) 

R. O. de 2 abril de 1839. 

Se halla inserta en el artículo Indulto, 
lomo Vil, p. 331 . 

R. O. de i 2 abril de 1839. 

Se halla inserta en el artículo Dispensas 
de ley, t. V, p. 440. 

R. O. de 23 abril de 1839. 

Término para usar do Real licencia (2). 

(Grac. y Just.) «...Se ha servido resol- 
ver S. M... que toda licencia, otorgada por 
conducto de esta Secretaría ele] despacho, 
quede sin efecto si de ella no se usare den- 
tro del año, á contar desde la fecha en que se 
expidió.» (CL. t. 25, p. 211.) 

R. O. de 8 mayo de 1839. 

S« declaró improcedente el interdicto contra las pro- 
videncias adm.nislrativas. 

Se halla inserta en el artículo Actos admi- 
nistrativos, con la doctrina y jurispruden- 
cia sobre el asunto, t. 1, p. 1 47I 

s ! . 

(1) Conforme con el art. 211 de la Ley - h 
^Enjuiciamiento civil. 

' ■‘1 Té n .uase presente lo prevenido en la «e»* 

¡ orden de 30 de may» de 1845 y en la de.7 de 
I diciembre de 1835, 23 de junio de 1863, etc, . 
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R. O. de 8 junio de i 839. 

Que los magistrados, jueces, promotores, ele., estén 
en sus destinos al hacerse las elecciones 

(Grac. y Jüst.) «Siendo útil y ton ve- 
niente que las autoridades y funcionarios pú- 
blicos se encuentren en sus respectivos des- 
tinos al tiempo de hacerse Jas elecciones 
para senadores y diputados á Córíes, á fin de 
asegurar el orden y ia tranquilidad , y con 
ellos la libertad indispensable de los electo- 
res, S. M. la Reina Gobernadora se ha ser- 
vido resolver que los magistrados , fiscales, 
juecesy promotores que por haber sido nom- 
brados recientemente, 6 por haber obtenido 
licencia se hallen ausentes del pueblo don- 
de deben ejercer sus funciones, se presenten 
en su destino respectivo para el día l.° de 
julio próximo, y que permanezca en él sin 
poderse ausentar para concluir el término 
de su licencia hasta el 28 de agosto; eD el 
concepto de que si contra las esperanzas del 
Gobierno, y lo que no es de temer , hubiese 
alguno que contraviniere á esta determina- 
ción, experimentará toda la severidad á que 
se hiciere acreedor, á no probar de la ma- 
nera mas satisfactoria que ha intervenido un 
impedimento invencible é involuntario; que- 
dando desde luego comprendidos en esta ex- 
cepción los jueces y promotores, cuyos par- 
tidos se hallen ocupados en su totalidad ó 
poto menos por el enemigo. — De Real or- 
den, etc. Madrid 8 de junio de 1839. — Ar- 
razola. — Sr... ( CL . t. 25, p. 529.) 

/?, O. de 17 julio de 1839. 

Antigüedad: Inteligencia del U. D. de 29 diciembre 
de 1838. 

(Grao, y Just ) «Varios magistrados que 
de fiscales pasaron á plazas de jueces antes 
del decreto de 29 de diciembre de 1838, han 
recurrido á S. M. en solicitud de que se Ies 
declare la antigüedad de su primer titulo, in- 
terpretando á su favor el nrt. 11 de aquel de- 
creto. Y S. M. en vista de todo se ha servi- 
do resolver: 

l.° Que el citado artículo H del decreto 
de 29 de diciembre de 1838, sobre cualida- 
des de jueces y fiscales se entiende de los 
fiscales que hayan obtenido ú obtuvieron su 
nombramiento de tales después del citado 
decreto, y en su consecuencia concurriendo 
en ellos los requisitos exigidos por el mismo. 

2 ° One á los que ya eran fiscales en 29 
de diciembre de 1838, y después hayan pa- 
sado ó pasaren á plaza de jueces de Audien- 
cia de igual categoría á ia en que ejercían 
aquel encargo , se les cuente la antigüedad 


desde la mencionada fecha de 29 de di- 
ciembre. 

3.° Que respecto de los casos anteriores 
á ella , no se entiendan de modo alguno per- 
judicados ni por el decreto ni por la presente 
resolución los derechos adquiridos, en virtud 
de costumbres admitidas en los respectivos 
Tribunales, órdenes ó declaraciones particu- 
lares, en atención á que aquel no puede te- 
ner fuerza retroactiva.— De Real orden etc. 
Madrid 17 de julio de 1839. — Arrazola,» 
(CL. t. 25, p. 391.) 

R. D. de 24 octubre de 1839. 

Visitas de cárceles : Diputados provinciales ■. Su lugar 
entro los magistrados, 

(Grac. y Just.) «.... S. M se ha ser- 

vido resolver que los individuos de las Dipu- 
taciones provinciales, cuando asistan a la 
visita general de cárceles, se sienten alter- 
nativamente con los magistrados de las Au- 
diencias, después del decano de las mismas. 
— Lo que de Real orden , etc. Madrid 24 de.' 
octubre de 1839. — Arrazola.» (CL. t. ¿ó, 
página 485.) 

Asistí an á las visitas dos diputados 
provinciales conforme á la instrucción 
de 3 de febrero de 18Í23, pero no ha- 
biéndose establecido igual disposición 
cuando aquella fue derogada, se derogó 
también la Real orden inserta por otra 
de 3 de octubre de 1845. 

R. O. de 4 noviembre de 1839. 

Asistencia de los regentes á las vistas de causas. 

(Grac. y Just.) « S. M se ha ser- 

vido resolver que cuando el regente de cual- 
quiera Audiencia asista á la vista de una cau- 
sa de las que deben ser falladas por cinco 
ministros, en conformidad á Jo prevenido en 
el R. D. de 4 de noviembre de 1838, dehe 
también concurrir á fallar la misma cansa en 
tercera instancia, considerándosele por su 
precedencia como el ministro mas antiguo. 
— De Real orden etc. Madrid 4 de noviembre 
de 1839. — Arrazola.» (CL. t. 25, p. 501.) 

R. O. de 5 noviembre de 1839. 

Composición de Salas en las Audiencias, 

(Grac. y Jüst.) Se dispone «que en 
adelante no se baga variación anual de Sa- 
las en las Audiencias, sino que sean lijas, 
reemplazándose las vacantes en las mismas 
Salas de modo que no se altere su composi- 
ción entrando ministros de otras,» y en 
caso de ser de presi ente Ja vacante «entre 
en dicho lugar el ministro de la Audiencia 
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m .4 5 ;gn eo antigüedad al presidente de Sala 
mas moderno.» (CL. t. 25, p, 501). 

r. O. de ii enero de 1840. 

Cansas por delitos contra el órden público. 

(Grac. y Jüst.) Lamentándose el Go- 
bierno de que el ministerio fiscal se mostra- 
re tan tibio en la persecución de los delitos 
contra el órden público, y de que en muchas 
partes los primeros procedimientos se aban- 
donan á los Alcaldes, aun en puntos en que 
residen los jueces y promotores, encargó á 
los promotores fiscales , jueces y tribunales 
que procedaD con toda actividad y energía 
en cuantas ocasiones el órden sea turbado ó 
de cualquiera otro modo hollada la ley y los 
respetos debidos á las autoridades constitui- 
das, sin mirar al matiz político ni al número 
ni á la calidad de las personas que resulten 
culpables y cualquiera que sea el pretosto de 
que se prevalgan, puesto que no hay nada 
tan funesto como la impunidad. Expone es- 
tas consideraciones y concluye ordenando lo 
siguiente: 


cuantos obstáculos se opongan á la pronta 
y segura 'administración de justicia, pues así 
es la voluntad de S. M.» (CL. t. 26, p. 35). 

R. O. de 27 febrero de 1840. 

Causas contra Alcaldes como fuDcionario3 adminis- 
trativos. 


«Por lo mismo es la voluntad de S. M. que 
los fiscales, jueces y tribunales desplieguen 
toda la energía y actividad que reclaman las 
circunstancias; que los fiscales y promotores 
persigan hasta los delitos mas pequeños toda 
vez que atenten contra el órden público; 
que los jueces y tribunales procedan de ofi- 
cio con igual energía y actividad, aun sin 
esperar la denuncia fiscal, dando partes fre- J 
cuentes y circunstanciados; que por ningún * 
motivo en las causas de atentado coutra el 
órden se fien los primeros procedimientos á 
los Alcaldes, mas que el tiempo necesario 
para que el hecho pueda llegar á noticia del 
juez del partido, ó el mismo trasladarse al 
punto donde haya ocurrido el desorden; que 
en el caso de no haber juez en el partido, ha- 
llarse ausente ó enfermo, ó bien que resulte 
inhabilitado para conocer por la oaturaleza 
misma de ios sucesos, mas bien que aban- f . 
donar ios procedimientos á los Alcaides, la ( 

Audiencia del distrito nombre al primer av¡- estableció la previa autorización para 


(Gbac. y Jüst.) «Enterada S. M. la Reina 
Gobernadora de que algunos jueces de pri- 
mera instancia se han creído autorizados á 
proceder judicialmente contra los Alcaldes 
constitucionales que no les han dado los cor- 
respondientes avisos, sobre el paso y los 
movimientos de los facciosos, poniéndolos así 
en la imposibilidad de cumplir con lo que so- 
bre este punto les está prevenido en varias 
circulares de este Ministerio, y considerando 
por una parte que la autoridad de los Alcal- 
des es independiente de Jas de los jueces de 
primera instancia en todo lo que no tengan 
relación con la administración de justicia, 
siendo solo dependientes en estos casos de 
los Jefes políticos que son sus inmediatos su- 
periores en todos los negocios jie gobierno; 
y por otra, que es contrario á todos los prin- 
cipios de buena administración que cuando 
se eleva un conflicto entre autoridades inde- 
pendientes, ejerza una de ellas jurisdicción 
sóbrela otra, se ha dignado mandar; que 
cuando los Alcaldes no den puntualmente 
aviso á los jueces de primera instancia sobre 
el paso y movimiento de las facciones, en 
vez de formarles causa por ello, reclamen 
los jueces el apoyo de los Jefes políticos, y 
siéndoles negado lo pongan en conocimiento 
de S. M. por conducto de- este Ministerio, 
que reclamará del de Gobernación lo que 
convenga: siendo la voluntad de S. M. que 
los jueces levanten mano desde abora en las 
causas formadas, que remitirán á los Jefes 
políticos como comprobantes de la falta co- 
metida por los Alcaldes.— Lo que etc. Madrid 
27 de febrero de 1840 — Armóla. —Señor 
regente de la Audiencia de la Corana.» ( Co- 
lección del Castellano, t. 8.°, p. 97.) 

La Real órden anterior dictada antes" 
del sistema administrativo de 1845 que 


so un letrado de reputación conocida que 
provisionalmente se encargue de la jurisdic- 
ción; y por último, que los jueces y tribuna- 
les reclamen de las autoridades civiles y 
militares el auxilio y protección que necesi- 
ten, y que seguramente les será prestado 
por ellas, poniendo en conocimiento de Su 
Majestad la negativa en su caso, con todo lo 
demás que pueda contribuir d remover 


! procesar á los funcionarios administra- 
i t'vos por hechos relativos á sus funcio- 
nes, tiene hoy mas importancia de Ib 
que á primera vista parece, después que 
la Constitución de 1869 ha' establecido 
j que no sea en caso alguno necesaria la 
. autorización. Los conflictos que han ftó. 
sobrevenir exigen que cuanto antes, se 
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dicte una disposición que deslinde bien 
los hechos no caracterizados explícita- 
mente como delitos, y aue en el concento 
general de abusos deban ser objeto del 
procedimiento. De otro modo, las auto- 
ridades administrativos obrarán subor- 
dinadas á las judiciales. No es esto abo- 
gar por la previa autorización que llegó 
á entronizarse con mengua y descrédito 
de la justicia, pues nunca fuimos parti- 
darios de tan absurdo sistema. Allí don- 
de haya un delito bien definido, los Tri- 
bunales deben tener libre acción para 
perseguirle. — Véase también en su lu- 
gar de este artículo la R. 0. de 25 de j 
octubre de 1844. ¡ 

R. O. de 7 marzo de 1840. 

* Se dispuso que la sustitución de los jueces 
de primera instancia por ios Alcaldes confor- 
me á lo establecido por el art. 44 del Regla- , 
mentó provisional, debe ser limitada á aque- ¡ 
Dos pueblos y partidos donde no haya mas i 
que un juez de primera instancia. ( C . del , 
Castellano, t. 8.°,p. 120.) 

R. O. de 8 marzo de 1840. 

Abono de testigos muertos ó ausentes, 

(Grao, y Just.) «.,.S. M... se ha servido 
declarar,., que (en las causas criminales) es 
necesaria la información de abono en el caso 
de que los procesados no se conformen con 
las declaraciones de los testigos muertos ó 
ausentes.» (CL. t. 26, p. 124.) 

R. O. de 28 mayo de 1840. 


la licencia; y que en cualquier caso urgente 
y perentorio en que hubiese que faltar á esta, 
regla, den cuenta á S. M. exponiendo las 
causas para su superior conocimiento y ia re- 
solución conveniente.» — De Real órden, etc. 
Madrid 28 de mayo de 1840. — (CL. t. 26, 
pág. 124.) 

R. O. de 16 octubre de 1840. 

Declara la inamoyilidad de la magistratura. 

(Grac. y Just.) '<La Regencia provisional 
del reino, en nombre de la Reina doña Isa- 
bel II , ha decretado y decreta lo siguiente: 
Los magistrados y jueces con nombramiento 
Real en propiedad que se hallaban en actual 
y efectivo ejercicio de sus respectivos em- 
pleos el dia 12 del presente mes, y los que 
sean nombrados en Jo sucesivo con las mis- 
mas calidades, no serán depuestos de sus 
destinos temporales ó perpétuos , sino por 
sentencia ejecutoriada, ni suspendidos sino 
por auto judicial ó en virtud de órden del, 
Rey, cuando este, con motivos fundados 
les mande juzgar por el tribunal competen- 
te, conforme al art. 66 de la Constitución.» 
— TendréisJo entendido, etc.— El duque de 
ia Victoria . (CL. t. 26 , p. 318.) 

R. O. de 3 1 diciembre de 1840. 

Obtención del titulo do ejercicio por loe jueces. 

(Grac, y Just.) Se resuelve que los nom- 
brados para Juzgados de primera instancia 
necesitan sacar Real título, aunque desde 
luego tomen posesión de sus Iuzgados. (G’L. 
topo 26, p. 530 .) — Véansela Rs. Ords. de 8 
diciembre de 1843, 15 abril de 1854 etc. 

R. O . de 5 enero de 1841. 


Licencias á magistrados, fiscales, etc. 

(Grac. y Jijst.) «...S. M.... se ha digna- 
do resolver que cualquiera que sea el nú- 
mero de licencias que lleguen á concederse, 
bien por S. i! , bien por el Tribunal Supre- 
mo y regentes de las Audiencias en uso de 
las facultados que les conceden las ordenan- 
zas, procurarán estos que nunca se hallen 
ausentes en uso de dichas licencias mas de la 
cuarta parle de magistrados que componen la 
dotación del tribunal , no comprendiendo en 
este DÚmero á los fiscales: que en donde 
baya dos de estos, nunca puede ausentarse 
mas de uno , y dos si fuesen tres : que esto 
mismo se observe en las Audiencias de Ul- 
tramar: que ios presidentes y regentes ar- 
reglen til uso de licencias en la propocion 
indicada, teniendo en consideración la pe- 
rentoriedad de la causa que las motivó, y en 
igualdad de circunstancias la antigüedad de 


Dispuso que no se sujetasen al pase foral 
las disposiciones del Gobierno y las senten- 
cias. (Está inserta en Fueros.) 

R. O. de 20 enero de 1841. 

Listas y estados do negocios. 

Artículo l.° Las Audiencias de la Penín- 
sula é islas adyacentes omitirán en lo sucesi- 
vo la remisión á este Ministerio del estado 
prevenido en el art 8.° de la R. O. de 20 de 
diciembre de 1838; pero continuarán remi- 
tiendo con toda puntualidad al Tribunal Su- 
premo de Justicia las listas de las causas 
pendientes en fin de cada semestre y los es- 
tados de las causas empezadas, y de las fe- 
necidas en cada año. 

Art. 2.° El Tribunal Supremo tomará las 
disposiciones oportunas para que se obser- 
ve la debida uniformidad en estas listas y 
estados, y para que haya en unos y otros la 



f>G2 


JUSTICIA... 


conveniente clasificación y distinción de 

Neldos. , , , , , 

Arl. 3.° El mismo Tribunal liara de las 
listas de causas pendientes el uso que cor- 
responda para promover la recta y pronta 
administración de justicia, y dirigirá al Go- 
bierno las noticias y observaciones que pue- 
dan ser útiles para que este emplee su ac- 
ción con el mismo objeto. 

A.rt. 4.° También liará el debido uso de 
los estados de las causas empezadas y fene- 
cidas en cada año, y además mandará for- 
mar, y remitirá á este Ministerio estados ge- 
nerales en que se reúnan las particulares de 
las Audiencias de la Península, y copias 
de las correspondientes á las lelas Baleares 
y Canarias. (CL. t. 27, p. 61.) 


igualmente cuenta los regentes en los casos 
en que no se verifique. 

, 7,° Que siempre que falten los agracia- 

! dos en alguno de los puntos referidos, por el 
j mero hecho quede sin efecto y anulado su 
( nombramiento, se haga nueva provisión del 
empleo, como vacante. 

Y 8.° Que estas disposiciones solo se en- 
tiendan con respecto á las plazas togadas y 
judicaturas de la Península y á los nombra- 
I dos que se hallen en Ja misma; pues conres- 
¡ pecio á los que estén fuera y a los destinos 
i de las islas, se señalarán los términos , en 
cada caso particular, según las circunstan- 
cias.» — De órden de la Regencia etc. — Ma- 
drid 24 de enero de 1841 . (CL. t. 27, p. 79.) 

R. O. de 28 enero de 1841. 


R. O. de 24 enero de 1841. 

Término para tomar posesión y sacar el titulo, 

(Grao, y Just.) «Ocurriendo frecuente- 
mente que los nombrados para las plazas to- 
gadas y las judicaturas de primera instancia 
no reciben oportunamente los avisos de sus 
nombramientos, y se prevalen de esta razón 
ó pretesto para retardar su presentación con 
perjuicio de la administración de justicia, la 
Regencia provisional del reino lia tenido á j 
bien resolver: 

1 .° Que los que se nombren en adelante 
para dichos destinos, se presenten á tomar 
posesión de ellos y servirlos en el término de 
cuarenta y cinco dias, contados desde la pu- 
blicación oficia! de su nombramiento en la 
Gaceta del Gobierno, y sin necesidad de otra 
credencial (1). * 

Que no se conceda próroga de este 
término sino con causa muy justa y hien jus- 
tificada. 

3. ° Que en los casos urgentes se señale 
otro menor, á que deberán atemperarse los 
interesados. 

4. ° Que no verificándose la presentación 
en el término prescrito, los regentes de las 
.Audiencias den cuenta con puntualidad á es- 
te Ministerio, 

5. ° Que los obligados á sacar título ten- 
gan para ello el término de sesenta (lias, 
contados también desde la publicación del 
nombramiento en la Gaceta quedando á car- 
go de la Cancillería dar cuenta de los que no 
lo hayan cumplido. 

6. ° Que los títulos se presenten en la Au- 
diencia respectiva dentro de ochenta dias, 
contados desde la misma publicación, dando 


fl) Véase el art. 13 del R. D. de 14 de ju- 
lio de 1849 


Solicitudes de colocación ó ascensos en la carrera ju- 
dicial. 

(Grac. y Just.) «.... La Regencia provi- 
sional del Reino ha tenido á bien mandar lo 
que sigue: 

1. ° Los que pretendan colocación ó as- 
censo en !a carrera judicial, deben presentar 
sus instancias con relación de méritos legal- 
mente autorizadas ó con documentos fidedig- 
nos en que consten los hechos y servicios 
que se refieren en aquellas. 

2. " Los que tengan ya expedientes for- 
mados en esta Secretaría deben presentar 
su partida de bautismo para que consten la 
edad y el pueblo de la naturaleza, su recibí— 

i miento de abogados, justificación del tiempo 
que han ejercido la abogacía con estudio • 
abierto, ó desempeñado otras ocupaciones 
equivalente, atestados fidedignos de buena 
conducta moral y política y los demás docu- 
mentos que comprueben las circunstancias, 
méritos y servicios por los cuales se conside- 
ren acreedores á ser empleados y capaces de 
desempeñar los empleos que pretendan. 

3. ” Para que no sea necesario pedir in- 
formes sobre ello, han de presentar también 
certificaciones, que mandarán dar las Au- 
diencias en cuyo territorio estén sirviendo 
ó ejerciendo la abogacía, y que acrediten si 
han sido ó no multados, apercibidos, condena- 
dos en costas ó corregidos de otro modo por 
faltas cometidas en el desempeño de sus fun- 
ciones. 

4. " Las instancias de los ya empleados se 
dirigirán por el conducto de los regentes , y 
con informe de estos, que serán responsa- 
bles si las detienen por mas tiempo que el 
absolutamente preciso para tomar los cono- 
cimientos y noticias que estimen oportunas. 

5. ° Los pretendientes no empleados tam- 
bién podrán dirigir sus instancias por el 
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mismo conducto de los regentes, que las re- 
mitirán informadas y bien instruidas, con la 
menor dilación posible. 

6. ° Las pretensiones que se presenten o 
dirijan á este Ministerio no tendrán curso al- 
guno si no vienen justificadas y con arreglo 
á estas disposiciones. 

7. ° También quedarán sin curso las pre- 
tensiones ya pendientes, en que los interesa- 
dos ño hoyar, hecho constar en debida forma 
los requisitos que exigen las leyes para ser 
magistrados ó jueces, ó para obtenerlos otros 
cargos á que aspiren. 

8. ° Los regentes de las Audiencias dis- 
pondrán que esta circularse publique en los 
Boletines oficiales de sus provincias, así co- 
mo se publicará en !. Gaceta de Madrid. — 
Madrid 28 de enero de 1841. — Alvaro Gó- 
mez. {CL. t. 27, p. 86.) 

R. O. de 25 agosto de 1841. 

SustanciacioQ de las súplicas. 

(Grao, y Just.) Se dispone «que siempre 
que de la sentencia ó auto de vista se inter- 
ponga súplica, la misma Sala que pronunció 
aquel fallo la admita ó desestime, y en el 
primer caso remita los autos á otra Sala para 
la susfancincion de la tercera instancia, y su 
determinación con arreglo á las leyes vigen- 
tes y á la práctica observada en los Tribuna- 
les del Reino » {CL. t.. 27, p. 559.) 

R.D. de 25 setiembre de 1841. 

Se fijan los días de vacaciones. 

(Grao, y Just.) « Vengo en mandar 

que los Tribunales del Reino solo vaquen en 
la Semana Santa, en los dos primeros dias de 
las Pascuas, en el primero de Carnaval v en 
todos los que no se permite trabajar. — Ten- 
dréislo entendido etc. {CL. t. 27, p. 665.) 

R. O. de 21 junio de 1842. 

Se declara la obligación de los facultati- 
vos de asistir á los reconocimientos judiciales. 
— Véase con otras en Médicos forenses. 

Ley de presup. de 1.° agosto de 1842. 

Sueldo da funcionarios en comisión, papel de oficio: 
ejecutores de justicia. 

Entre las reglas para la ejecución de los 
presupuestos se encuentran las siguientes: 

»2. tt E! Gobierno asignará al magistra- 
do ó fiscal, juez ó promotor que nombre en 
comisión el sueldo que haya d ■ disfrutar, el 
cual nunca podrá exceder de las dos terce- 
ras partes señaladas al propietario, á no ser 


que'fuera cesante, en cuyo caso podrá asignar- 
le el sueldo entero del destino;»y el gasto que 
se autorice por esta disposición se cargará al 
imprevisto del Mmisterio de Gracia y Justi- 
cia en la parte necesaria, contando con lo 
que dejó de percibir el propietario si lo hu- 
biese. 

»3. a El Supremo Tribunal de Justicia, 
las Audiencias territoriales y los Juzgados de 
primera instancia recibirán gratis por las 
oficinas de correos los pliegos de oficio que 
remitan los mismos Tribunales ó Juzgados, 
cuando estos así lo ordenen. 

»4. a Las oficinas de Hacienda pública 
entregaian gratuitamente á dichos Tribuna- 
les ó Juzgados el papel sellado que necesiten 
para el despacho de los negocios de oficio. 

»5. a Los ejecutores de justicia que ten- 
gan que salir de oficio de la población de su 
residencia ordinaria, percibirán sobre su asig- 
nación diaria la mitad de ella, durante el 
tiempo preciso de su ausencia: cuya mitad y 
los gastos de ejecución se cargarán al impre- 
visto de dicho Ministerio. {CL. t. 29, p. H2.) 

, V' 

R. O. de 30 agosto de 1842. 

Mandando proveer de testimonio á los presos qae sean 
puestos en libertad 

(Grác. y Just.) ...... Deseando S. A. que 

los criminales encausados y perseguidos por 
la justicia no hallen fáciles medios de sustrac- 
ción , así como que no se moleste con proce- 
dimientos indebidos á ios que obtuvieren legí- 
timamente su libertad absoluta ó sujeta ai re- 
sultado de sus causas, se lia servido mandar, 
que los jueces de primera instancia y demás 
Tribunales en su caso, siempre que. acuerden 
y manden llevar á efecto la excarcelación ríe 
algún preso , prevengan al mismo tiempo 
que por el escribano correspondiente se le 
provea del oportuno testimonio, con inser- 
ción de la parte necesaria del auto para que 
le sirva de resguardo y pueda presentarlo á 
la autoridad local del punto donde fije su re- 
sidencia, á falla de cuyo documento podrá 
ser preso á disposición del juez ó Tribunal 
que se sepa haberle tenido en calidad de 
tal, de la misma manerd que debe serlo cual- 
quier individuo que confinarlo á presidióse 
presentare sin la oportuna licencia y pasa- 
porte de cumplido.» {CL. t. 29, p. 233.) 

R. O. de 3 setiembre de 1842, 

Es sobre el modo de prestar sus declara- 
ciones losjofes militares etc. Se halla en De- 
claración en causa criminal, tomo V, pá- 
gina 10. 
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Orden del Regente de 1 ° diciembre de 1 842. 

One las Audiencias cuiden de que no se dilaten los 

sumarios de las causas de conspiración: partes se- 
manales etc. 

(Grac. y Just.) « Queriendo S. A. re- 

mover hasta donde alcanzan sus facultades 
cuantos obstáculos se opongan al ejemplar 
castigo de los delitos... cuya escandalosa re- 
petición tiene en alarma continua á todo el 
país, impidiendo el afianzamiento do la paz 
vde’ias instituciones, se lia servido mandar; 

1. ° Que las Audiencias del reino, en 
ejercicio de la superior inspección que les 
corresponde sobre los jueces de su territorio 
vigilen con e! mayor cuidado y expidan las 
órdenes convenientes para que en cumpli- 
miento de los arts. 12 y siguientes de la ci- 
tada ley de 17 de abril de 1821, y disposición 
3 . a , fert. 51 del reglamento provisional para 
la administración de justicia, no se dilaten 
los sumarios de las causas de conspiración y 
demás comprendidas en aquella ley mas de 
lo necesario , hasta dejar suficientemente 
comprobados los delitos y delincuentes, yf 
para que se formen las piezas ó ramos de 
autos separados que son tan interesantes en 
estos procedimientos. 

2. ° Que con el mismo objeto prevengan 
á los jueces de primera instancia que den al 
despacho de estas causas la preferencia esta- 
blecida en el art. 15 de la ley, y que pasen 
las de distinta clase al otro ú otros jueces del 
mismo pueblo, cuando así convenga por la 
importancia de aquellas, haciéndolos res- 
ponsables de cualquier dilación evitable. 

3. ° Que en todos los partes que cada 
ocho dias elevarán las Salas respectivas del 
estado y adelanto de toda causa de conspi- 
ración rebelión y sedición, manifiesten bajo 
su responsabilidad sí notan ó no alguna fal- 
ta de-, actividad y resolución por parte del 

. juez de primera instancia, y las providencias 
que en su caso se han acordado. 

Y 4,° Que se recuerde á los regentes de 
las Audiencias la remisión puntual de los 
partes circunstanciados , que á]a conclusión 
dq las causas deben dar con arreglo á la Real 
orden de 22 de marzo de 1836 7 — Óe orden 
de S. A. etc. — Madrid i.° da diciembre de 
18.42.— Zuroalacárregui.—Sr. Regente de la 
Audiencia de... (CL. t. 29, p. 558.) 

R. D. de 10 enero de 1843 

: ' U • •■y í t • . ■ " • 

Se determinan los días feriados de los Tribunales. 

(Grac. y Just.) « Como Regente del 

Reino, en nombre y durante la menor edad 
de S: M'. ¡a Reina dbña Isabel II vengo en 
decretar lo siguiente; 


1. ° Queda derogado el decreto de 25 de 
setiembre de 1841. 

2. ° En lo sucesivo serán dias feriados 
para vacar los Tribunales en los negocios ci- 
viles y en los actuaciones de los criminales/ 
que no sean de conocida urgencia, los do- 
mingos y dias festivos; los dias de media fies- 
ta ó er. que se puede trabajar cumpliendo 
con el precepto de oir misa; los lunes y mar- 
tes de Carnaval; los de la Semana Santa, des- 
de el dnmingo de ramos hasta el martes de 
pascua inclusive; los últimos del mes de ju- 
nio, desde 24 hasta el 30 también inclusive 
y los últimos de diciembre, contándose des- 
de el 25. — Tendréislo entendido etc. — En. 
Madrid á iO de enerode 1853 — A D. Miguel 
Antonio de Zumalacárregui. ( CL . t. 30, pá- 
gina 7.) 

Ver Ley de Enj. civil arts. 9.° y 26, 
R. D. de 9 de mayo de 1851, R. 0. de 
10 de igual mes y caño, R. 0. de 1.° de 
mayo de 1852, 10 de julio de 1853, 9 
„de setiembre de 1854, y 23 junio de 
1858. 


R. O. de 29 enero de 1343. 

Aclara el art. 7S del reglamento sobre jaeces proce- 
sados. 

(Grao. y Just.) Declara el Regente del 
Reino que la verdadera inteligencia del ar- 
tículo 73 «es la de que el juez procesado de- 
be alejarse á la distancia do seis leguas tan 
solo durante las actuaciones del sumario, y 
siempre que no so requiera para ellas preci- 
samente su presencia, pues que i a expresada 
rpgla 4. a se halla extendida en un sentido 
Jato y genérico, y en cuanto no se oponga á 
Jas demás disposiciones vigentes en favor de 
los acusados, sin referirse tampoco en ma- 
nera alguna al término probatorio. 

Dispone también S. A. de acuerdo asimis- 
mo con el dictamen del Tribunal Supremo, 
que en lo sucesivo los que se hallen en ese 
caso se abstengan del ejercicio de su cargo 
en el pueblo donde residan, mientras se prac- 
tican en él actuaciones de su causa.» (CL. to- 
mo 3o, p. 32.) 

R. D. de 29 agosto de 1843. 

Es adicional á las ordenanzas de las Au- 
diencias sobre el traje de los magistrados; 
jueces, abogados, escribanos, vacaciones de 
ios Tribunales etc. (Se halla inserto en el ar- 
ticulo Abogado , tomo I.) ■ 

Decreto del Gob. Prov. de 9 nov. de 1843. 

Antigüedad y asiento de los magistrados y fiscales. . 

(Grac. y Just.) «Artículo 1 .° Para con- 
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siderar la antigüedad que corresponde res- 
pectivamente en su línea y clase á los minis- 
tros y fiscales de las Audiencias y demás. 
Tribunales superiores se observarán las re- 
glas que siguen: primera, la fecha de la toma 
de posesión de sus primitivas plazas de ma- 
gistrados togados: segunda, la de la expedi- 
ción del titulo de tal ministro ó fiscal: terce- 
ra> la del nombramiento: y cuarta, el órden 
en que este se haya verificado, si fuesen va- 
rios los interesados. 

Art. 2.° Las disposiciones del articulo 
anterior son aplicables á los jueces de pri- 
mera instancia y promotores fiscales respec- 
tivamente donde residiesen dos ó mas, pero 
ocupando lugar preferente y en la forma in- 
dicada los que tuviesen honores de magis- 
trados togados, que deberá ser inmediato al 
de los fiscales de las Audiencias cuando con- 
curriesen con estos. — Lo que de órden etc. 
Madrid 9 de noviembre de 1843. — Sr. Re- 
gente de la Audiencia de... (CL. I. 31 , pá- 
gina 344.) 

R. D. de 9 diciembre de 1843. 

Presidentes de Sala del Tribunal Supremo y 
Audiencias. 

(Crac, y Just.) Vengo en decretar 

lo siguiente: 

Artículo t.° Los presidentes de Sala del 
Tribunal Supremo de Justicia y de las Au- 
diencias del reino serán nombrados por mí. 

Art. 2.° El cargo de presidente de Sala 
se considerará de ascenso; pero sin hacerse 
novedad por ahora en los sueldos señalados 
en la Ley de presupuestos. 

Art. 3.° En los casos de vacante de la 
presidencia del Tribunal Supremo ó de re- 
gencia , y en el de enfermedad ó ausencia 
del presidente ó regente, ejercerá este cargO' 
respectivamente el presidente de Sala por el 
órden de su numeración, si yo no dispusiere, 
otra cosa 

Art, 4.° Los presidentes de Sala cuando 
asistieren con el Tribunal pleno, ocuparán 
el lugar preferente, después del regente, 
por el órden de numeración de sus respecti- 
vas Salas. — Dado en Palacio á 9 de diciem- 
bre de 1843. — Está rubricado de la Real 
mano. — El Ministro de Gracia y Justicia, 
Luis Mayans. (CL. t. 31, p, 378.) 

R. D, de 10 diciembre de 1843. 

Sobre establecí miento del archivo en cada Audiencia. 

(Grac. y Just.) «Estando- prevenido por 
las Ordenanzas de las Audiencias que en 
todas ellas haya un archivo, donde se cus- 
todien ¡os asuntos fenecidos,. .... es la volun- 


tad de S. M. informe V. S. á la mayor bre- 
vedad si en esa Audiencia está arreglado...., 
y en caso negativo dispondrá V. S. que in- 
mediatamente se organice del modo que cor- 
responde » 

/L D. de 18 diciembre de 1843. 

Posesión de los magistrados y jueces: término.* títulos. 

(Grac. y Just.) S. M. la Reina, se 

ha servido disponer: 

1. " Que los agraciados puedan tomar po- 
sesión de sus respectivos- destinos en el tér- 
mino de cuarenta y cinco, dias por punto 
general señalado, presentando para ello solo 
sus nombramientos. 

2. c Que los que hubieren .sido ó fueren 
repuestos en igual destino que el que antes 
hayan desempeñado, y tuvieren título, no es- 
tén obligados á sacarlo. 

3. ° Que aunque hubieren obteñido título 
par el desLino anterior que desempeñen , si 
son agraciados con el nombramiento de otro 
destino de ascenso, hayan de presentar nue- 
vo título en el respectivo Tribunal eu el tér- 
mino de sesenta dias, contados desde la fe- 
cha del mismo nombramiento. [CL. t. 31, 
pág . 389.) 

R. O. de 5 enero de 1844. 

Aclaración del decreto de 9 do noviembre de 1843, so- 
bre antigüedad y precedencia. 

(Grac. y Just.) Habiendo acudido al Mi- 
nisterio de mi cargo varios magistrados so- 
licitando alguna aclaración sobre la acerta- 
da inteligencia del decreto del Gobierno Pro- 
visional de 9 de noviembre último relativo á 
la antigüedad de los ministros y fiscales de 
ese Tribunal Supremo y de las Audiencias, 
S. M. , en vista de las reglas contenidas en 
el expresado decreto, y de lo que sobre el 
mismo particular se previno en la R. O. de 
l.° de abril de 1834, se ha servido acorda 1 - 
las siguientes reglas: 

1. a Los presidentes de Sala del Tribunal 
Supremo y las Audiencias se colocarán en el 
lugar preferente por el órden regular de su 
no rneracion. 

2. a Los magistrados del Tribunal Supre- 
mo y de las Audiencias ocuparán el lugar 
que les corresponda, después de los presi- 
dentes de Sala, con arreglo á su primitivo 
título de ministro togado. 

3. 9 Los fiscales "del Tribunal Supremo 
y de Jas Audiencias gozarán lo mismo que 
íos demás ministros togados de la antigüe- 
dad de sus primeros títulos; pero ocuparán 
el lugar que tes señala el art. 6.°) del Real * 
derrito de esta fecha que tienen señalado. 

4. a Los que hubieren sido repuestos ó 
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lo fueren en lo sucesivo en pinza, tic uiinis-- ¡ 
tro ó de fiscal gozarán la antigüedad y asien- i 
to que por su primitivo titulo les correspon- | 
da, aunque la reposición no haya sido en el 
mismo Tribunal en que servían anterior- \ 
mente. 

5. a Siempre será un motivo preferente 
para la antigüedad y asiento la prioridad 
en la fecha de ia torna de posesión; si hubie- 
se sido en el mismo día, la de expedición del 
título; si los títulos se hubieren expedido con 
una misma fecha, ia de los nombramientos; . 
si estos se han extendido en un solo decreto, 
el orden de colocación délos nombres, y si 
se hubieren expedido separadamente con 
uua misma fecha, la mayor edad de los nom- 
brados. 

6. a Las disposiciones que preceden son 
extensivas á los jueces de primera instancia 
y promotores fiscales respectivamente don- 
de residieren dos ó mas; pero ocupando lu- 
gar preferente los que tuvieren honores de 
magistrado, que deberá ser inmediatamente 
después del ministro mas moderno, cuando 
concurrieren con este en algún acto. 

7. a Los magistrados, jueces y promoto- 
res fiscales en comisión no gozan antigüe- 
dad, — De Real orden etc. Madrid 5 de enero 
de 1 b 4 4 . — Mayans. ( CL . t. 22, p. i 7.) 

R. D. de 5 enero de 1844. 

Adiciona las ordenanzas de las Audiencias y el regla- 
mento del Tribunal Supremo.— Creación de las Jun- 
tas gubernativas.— Sus atribuciones. 

(Grac* y Just.) «Atendiendo á las razo- 
nes que me ha expuesto mi Ministro de Gra- 
cia y Justicia en exposición de este dia, he 
venido en aprobar el siguiente decreto adi- 
cional al reglamento del Tribunal Supremo 
de Justicia y á las ordenanzas de las Au- 
diencias. 

Artículo t.° Se establece en el Tribunal 
Supremo y en cada uno de los superiores de 
la Península é Islas adyacentes una Junta, 
que se denominará Gubernativa de los Tri- 
bunales. 

Esta Junta la compondrán el presidente 6 
regente respectivamente de dichos Tribuna- 
les, los presidentes de Sala y los fiscales. 

Art. 2.° Corresponde á las Juntas guber - 
nativas la resolución de todos los negocios 
que hasta ahora han sido de la atribución de 
la Audiencia plena con arreglo al reglamento 
provisional y ordenanzas, quedando no obs- 
tante en su fuerza y vigor el art. 4 ti del Re- 
glamento del Tribunal Supremo, los capítu- 
los IX y X del tít. I y el art. iq del cap. III 
de las ordenanzas de las Audiencias. 

Será también de su atribución : 


1. ° Consultar á mi Gobierno la separa- 
ción de los subalternos ,de Real nombra- 
miento cuando lo crean justo ó conveniente. 

2. ° Suspender á los mismos subalternos 
habiendo mérito para ello, salvas las atribu- 
ciones de las Salas y de sus presidentes, que 
quedan sobre este punto en todo su vigor. 

¡L° Nombrar, suspender y separar á los 
subalternos del Tribunal que no son de mi 
lleal nombramiento, salvas también las atri- 
buciones de las Salas y sus presidentes. 

4. ° Consultar á mi Gobierno la suspen- 
sión de los jueces inferiores, habiendo moti- 
vo fundado, á los fines que expresa el ar- 
tículo 66 de la Constitución 

5. ° Acordar la suspensión de los promo- 
tores fiscales cuando hubiese mérito para 
ello, dando cuenta á mi Ministro de Gracia 
y Justicia. 

6. ° Proveer en comisión las interinidades 
por ausencia ó enfermedad de los jueces y 
promotores, estos últimos á propuesta dél 
juez respectivo, y cuidar que. estén provistas 
y servidas debidamente estas plazas. Los 
promotores propuestos por los jueces actua- 
rán desde luego sin perjuicio de la resolución 
ulterior de la Junta, mientras no se provea 
la vacante en propiedad ó interinamente. 

Lo prevenido en los tres artículos prece- 
dentes se entiende sin perjuicio de las provi- 
dencias que los Tribunales acuerden en Sala 
de justicia con arreglo á las leyes, respecto 
de los puntos expresados; quedando en toda 
su fuerza y vigor las atribuciones que hoy 
tienen las mismas Salas de justicia. 

7. " Pedir á estas copia de los estados ge- 
nerales de causas y pleitos pendientes y fe- 
necidos para examinarlos é informar al Go- 
bierno lo conveniente á la administración de 
justicia. 

8. ° Vigilar sobre las prácticas de las di- 
ferentes Salas de los Tribunales , daüdo 
cuenta á mi Ministerio de Gracia y Justicia 
cuando fuere conveniente ó necesario. 

9. ° Nombrar á uno de sus miembros ó 

al magistrado que se crea á propósito para 
la Risita anual de los subalternos dei Tri- 
bunal. • 

10. La Junta gubernativa del Tribunal 

Supremo velará por el buen comportamiento 
de los magistrados y fiscales de las Audien- 
cias, y la do ¡as Audiencias por el de Iqs jue- 
ces y demás funcionarios judiciales, amones- 
tándoles y dando cuenta al Gobierno cuando 
¡as fallas sean graves, ó no produjesen efecto 
los medios empleados para reducirlos á sus 
deberes. j 

H. La Junta designará á mi Gobierno a 
final de cada ano los cesantes de ia clase de 
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magistrados y jueces, y los letrados de 
marcada reputación y probi’dad que puedan 
sustituir en ausencia ó enfermedad á ios ma- 
gistrados y fiscales. 

12. La Junta' gubernativa nombrará un 
relator y un escribano de cámara de los del 
mismo Tribunal para los negocios de su in- 
cumbencia. 

13, La Junta está autorizada para oir el 
dictámen de la Audiencia plena, acerca de 
ios negocios que juzgue conveniente, y para 
proponer á su exámen y decisión aquellos en 
que lo crea necesario. 

Art. 3. J Los presidentes del Tribunal 
Supremo y los regentes ejercerán sobre los 
magistrados y demás individuos del respec- 
pectivo Tribunal, una inspección inmediata, 
y distribuirán entre aquellos los trabajos y 
comisiones que se ofrecieren. Proveerán 
también interinamente las presidencias va- 
cantes de Sala por ausencia ó enfermedad, 
dando cuenta inmediatamente á mi Ministro 
de Gracia y Justicia. 

Art. 4.* En adelante no se hará varia- 
ción anual de Salas en las Audiencias , siuo 
que serán fijas, reemplazándose las vacan- 
tes en las mismas Salas, de modo que no se 
altere su composición entrando ministros de 
otras. * 

Sin embargo de lo dispuesto en el párrafo 
precedente, cuando exista alguna cosa espe- 
cial que para el mejor servicio recomiende 
la traslación de uno ó mas ministros á Sala 
distinta de la de su asignación , el regente 
por sí ó por excitación de la Junta deberá 
manifestarlo á ani Ministro de Gracia y Jus- 
ticia para que se acuerde la traslación, si se 
creyere necesario ó conveniente. 

Art. 5.° Los presidentes de las Salas se- 
rán semaneros perpétuos de las suyas res- 
pectivas, y desempeñarán los deberes que 
por las ordenanzas correspondían á los se- 
maneros. 

Las atribuciones y deberes de los presi- 
dentes de Sala serán Jas mismas que por el 
reglamento provisional y ordenanzas corres- 
pondían á los presidentes por antigüedad. 

Estos magistrados tendrán en sus casas- 
posadas á las horas que señalaren un algua- 
cil de guardia para las diligencias del ser- 
vicio. 

Art. 6.° Cuando los fiscales asistan á Sala 
de justicia ó al tribunal pleno, se colocarán á 
la derecha del tribunal y en un estado de- 
coroso al nivel del mismo, pero con absoluta 
separación. En actos de ceremonia ocupa- 
rán el lugar que les corresponda entre los 
demás magistrados por el órden de su anti- 
güedad. 
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Art. 7.° Los presidentes de Sala no tole' 
rarán que se falte á Jos respetos y conside- 
raciones debidas á los fiscales , ni por los 
abogados en sus informes ó escritos, ni por 
ninguna otra persona. 

Art. 8.° En las cartas ejecutorias que se 
despachen á consecuencia de lo dispuesto 
en el art. 143 de las ordenanzas, los escri- 
banos de cámara que las autoricen inserta- 
rán únicamente: 

A la letra. — La sentencia que cause ejecu- 
toria. La sentencia ó sentencias anteriores 
á la ejecutoria que por ellas fueren confir- 
madas, revocadas ó modificadas. La petición 
y respuestas principales en que se hubiesen 
planteado las cuestiones resueltas en cada 
instancia por las expresadas sentencias. 

En relación. — Lo absolutamente indis- 
pensable para que se entienda con claridad 
el genuino sentido de la ejecutoria. 

El costo de los insertos que además de los 
expresados contuvieren las cartas ejecutor- 
rías, serán de cuenta y pago exclusivo de la 
parte á cuya instancia se hubieren incluido, 
sin que pueda esta reclamarlo en ningún 
caso 1 ' de la parte adversa. 

Art. 9.° Las dudas y reclamaciones á 
que d’ere lugar la aplicación de este artícu- 
lo, serán resueltas sin ulterior recurso, pré- 
via audiencia de los interesados por la Sala 
qué hubiere dictado la sentencia ejecutoria. 

Art, 10. Las Reales provisiones y des- 
cachos que se expidan por los Tribunales 
Supremo y Superiores se encabezarán con la 
fórmula establecida por las leyes , á saber: 
Doña Isabel II por la gracia de Dios y la 
Constitución de la monarquía española.» 

Art. II. Quedan derogados los artículos 
del Reglamento de! Tribunal Supremo, or- 
denanzas de las Audiencias ú otra cualquier 
disposición contraria al presente decreto. — 
Dado en Palacio á 5 de eDero de 1844. (CL, 
t. 32, p. 20.) 

R. O. de 9 enero de 1 844. 

Juntas gubernativas de los tribunales: reunión serna’ 
nal: supresión del seorelario y relator do la Audien- 
cia plena. * 

(Grag. y Jüst.) Para fecilitar la exacta 
ejecución del R. D. de 5 del actual, que con 
esta fecha comunico á V. S. de Real órden, 
S. M. se lia servido mandar que se observen 
las prevenciones siguientes: 

1. a Una vez á lo menos cada semana se 
reunirán las Juntas gubernativas de los tri- 
bunales papa acordar todos fes negocios pen- 
dientes, procurando que sus sesiones no 
embaracen el despacho ordinario de las res- 
pectivas Salas, ni el de los fiscales de S- M., 
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sin perjuicio de Cfue celebren todas las de- 
más reuniones necesarias para la pronta ex- 
pedición de los asuntos. 

2. a Correspondiendo á las Juntas guber- 
nativas todos los negocios que antes compe- 
tían al conocimiento de la Audiencia plena, 
salvo los que están exceptuados en el ar- 
tículo 2 o de! citado Real decreto , quedan 
suprimidos los cargos de relator y de secre- 
tario de aquella, y el sueldo que hoy disfruta 
este último lo percibirá en lo sucesivo el es- 
cribano de cámara que Jo fuere de la Junta, 
el cual entenderá también en los negocios 
reservados á la Audiencia plena. — De Real 
órden etc. Madrid 9 de enero de 1844. ( CL , 
t. 32, p. 71.) 

i?. D. de 26 enero de 1844. 

Mejorasen la organización del ministerio fiscal: des- 
pacho de negocios: reglas para extender las acusa- 
ciones: su conducta en los negocios civiles de i u teres 
del Estado, de señoríos , mostrencos , dei Real pa- 
trimonio, etc.: Registro de informes. 

(Grao y Just.) «Señora: El Ministerio 
fiscal, cuyas atribuciones se cifran en promo- 
ver, bajo las órdenes del Gobierno de S. M., 
la represión de los 'delitos-, Ja defensa judi- 
cial de los intereses del Estado , y la obser- 
vancia de las leyes que determinan la com- 
petencia de los tribunales , no llena en Es- 
paña cumplidamente los fines dé su estable- 
cimiento por un efecto necesario de su des- 
acertada organización, y lo nía! retribuido 
que es el servicio de sus empleados. En el 
Tribunal Supremo y en las Audiencias de 
dos fiscales carece de unidad , de impulso y 
dirección en sus jefes inmediatos, porque 
estos son independientes entre sí y en el 
ejercicio de sus obligaciones. Los pro- 
motores fiscales de los Partidos, y los fis- 
cales de Rentas están autorizados para se- 
guir libremente su opiníou en el despacho 
de los negocios, por arduos é importantes 
que sean; y por eso cometen á veces erro- 
res gravísimos y perjudiciales ai Estado en 
primera instancia, de difícil ó imposible re- 
paración en las ulteriores. Aunque no sea 
llegado el momento de extirpar semejantes 
•vicios, es urgente corregir los de más tras- 
cendencia; y á este propósito -el Ministro 
que suscribe tiene el honor de proponer res- 
petuosamente á V. M. el siguiente 

REAL DECRETO. 

Artículo l.° El despacho délos negocios 
se distribuirá por Audiencias entre mis fis- 
cales del. Tribunal Supremo, asignándose 
precisamente al mas antiguo en la carrera 
fiscal el de las procedentes de Ultramar. 


Art. 2.° En las Audiencias de la Penín- 
sula donde hubiere dos fiscales , se distri- 
buirá entre ellos, con la posible igualdad, el- 
despacho de la manera siguiente : 

t.° De las causas criminales del fuero or- 
dinario, por partidos judiciales. 

2.° De las de Hacienda y de los demás 
procesos civiles no comprendidos en el nú- 
mero anterior, por provincias. 

Art. 3/ Los agentes fiscales percibirán 
las mesadas de su sueldo de los mismos fon- 
dos, y al mismo tiempo que los fiscales bajo 
cuya dependencia desempeñen su encargo, 

Art. 4.° Los promotores fiscales y los 
fiscales de Hacienda darán parte inmediata- 
mente á mis fiscales de la perpetración de 
todos los delitos cometidos en sus respecti- 
vas demarcaciones, expresando si se ha pre- 
venido la causa, si el reo ó reos han sido 
.aprehendidos, y de todas las circunstancias 
dignas de atención (1). 

Art. 5.° Para que los promotores y fisca- 
les de Hacienda tengan conocimiento exacto 
de la formación y progreso de todas las cau- 
sas, deberán, no solo reclamar las noticias 
que crean conducentes , sino pedir que se 
les faciliten las listas quincenales antes que 
los jueces ó subdelegados Jas pasen al Tribu- 
nal superior del territorio, y las examinarán 
y firmarán, si no se les ofreciese reparo. 

Si advirtieren en ellas alguna omisión ú 
defecto , pedirán que se subsane antes de 
remitirse á la Audiencia; y siendo desesti- 
mada la solicitud, lo pondrán en conocimien- 
to de mis fiscales con los antecedentes opor- 
tunos. 

Art. 6.° En todas las causas criminales, 
los promotores y fiscales de Hacienda exten- 
derán la acusación guardando las reglas si- 
guientes: 

•l.° Si el hecho criminal fuere perma- 
nente, expondrán los datos que justifiquen 
el cuerpo del delito, citando los folios en que 
estén consignados , y calificando al mismo 
tiempo su fuerza probatoria. 

- 2.° Analizarán con sencillez , concisión 
y orden la prueba del cargo, recorriendo con 
citación de los folios lodos sus pormenores, 
y graduándola en su totalidad con arreglo á 
derecho. 

_ 3. a Si hubiere circunstancias agravantes 

ó atenuantes, ya sean generales ó particu- 
lares, las manifestarán, indicando los datos 
que las justiquen y citando los folios. 

4. a Los dictámenes en que propongan 
j sobreseimientos, contendrán siempre una 
reseña de lo que resulte del proceso, con las 

(i) V. Jurisdicción de Hacienda pública. 
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observaciones oportunas que demuestren la.^ 
improcedencia de su continuación. 

5. a En el ingreso ó fin del escrito de 
acusación pedirán siempre pena determina- 
da; y no siendo extraordinaria citarán la ley 
que la señala. 

Art. 7.° Cuidarán mis fiscales, los pro- 
motores y los fiscales de Hacienda de que las 
penas impuestas se hagan efectivas; y en el 
caso de saber que algún rematado se halla en 
libertad , ó no sufrió su condena , indagarán i 
el motivo y reclamarán el remedio. 

Art. 8. ü Cuando por falta de número su- 
ficiente de escríbanos; procuradores, alcai- 
des de las cárceles, alguaciles ú otros ofi- 
ciales de justicia padeciere algún retraso su 
administración, los promotores y fiscales de 
Hacienda reclamarán lo conveniente, y en . 
su caso lo pondrán en conocimiento de mis 
fiscales. 

Art. 9.° En los pleitos sobre señoríos, 
mostrencos y cualesquiera otros en que se 
interese el Estado ó Real patrimonio, los 
promotores fiscales y fiscales de Hacienda en 
sur-aso. no podráu proponer demanda ni 
contestarla' sin consultar primero el dicta- 
men de mi fiscal en la Audiencia respectiva, 
arreglándose puntualmente á sus instruc- 
ciones. Si no se conformasen con ellas le di- 
rigirán las observaciones que estimaren con- 
ducentes; y en el caso de. insistir le obede- 
cerán cumplidamente y salvarán su respon- 
sabilidad, dando cuenta á mi Gobierno. por 
conducto del Ministerio de Gracia y Justicia, 
y previ niéndóselo con Ir anticipación debida 
á mi fiscal. 

Art. 10. Las Juntas gubernativas de las 
Audiencias llevarán un libro, que lia de deno- 
minarse Registro de informes , y con distin- 
ción de provincias y partidos abrirán en él 
hoja particular á cada uno de los abogados, 
jueces y demás empleados de Real nombra- 
miento en la administración de justicia del 
territorio que intervengan en los procesos 
de que conozca el tribunal y estuviesen su- 
jetos á su inspección. 

Art. 11. El libro Registro de informes 
estará encuadernado, forrado y foliado, y to- 
das sus hojas rubricadas por él regente y el 
secretario de la Junta. En la primera de ellas 
se pondrá con fecha una nota del número 
de las que el libro contuviere r rubricada por 
el regente, y escrita y firmada por el secre- 
tario. 

Art. 12. En el órden de llevar el libro se 
prohíbe: 

1 Alterar en los asientos ei órden pro- 
gresivo de fechas. 

2.° Dejar huecos entre ios asientos, pues 


todos se han de sucecler unos á otros, sin 
quo entre ellos quede lugar para hacer in- 
tercalaciones ni adiciones. 

3." Hacer interlineaciones, raspaduras ni 
enmiendas, sino que todas las equivocacio- 
nes y omisiones se han de salvar por medio 
de un nuevo asiento hecho en la fecha en 
que se advierta la omisión ó el error. 

4. 1 ' Tachar asiento alguno , ni usar de 
abreviaturas ni guarismos. 

5.° Mutilar alguna parte del libro, ni al- 
terar la encuadernación ni foliación. 

Art. 13. Se asentarán en el libro re- 
gistro: 

1. ° El día tn que empezaron á ejercer 
sus oficios los funcionarios que designa el 
art. 10. 

2. ° EJ tiempo que hubieren dejado de 
desempeñarle por ausencia, enfermedad ú 
otro motivo. 

A la letra. 

3. ° Las providencias gubernativas ó ju- 
diciales en que se les hubiera advertido, 
censurado, apercibido, multado ó impuesto 
otra pena. 

4. ° Las providencias judiciales ó guber- 
nativas en que se revoquen ó modifiquen las 
anteriores, citando el íólio en que estas se 
hallaren extendidas. 

5. ° Las censuras fiscales que hubieren 
precedido ó motivado las determinaciones 
referidas en los dos números anteriores. 

6. ü Las providencias gubernativas ó ju- 
diciales que contengan alguna demostración 
honorífica por el comportamiento oficial. 

7. ° Los informes que acerca de la con- 
ducta y circunstancias de los funcionarios 
expresados hubiere dirigido la Junta al Go- 
bierno por el Ministerio de Gracia- y Justicia. 

Art. 14. Los secretarios de las Juntas ex- 
tenderán por sí los asientos en el libro re- 
gistro, salvo en los casos en que aquellas es- 
timen oportuno cometerlo á uno de sus vo- 
cales. 

EJ libro registro se custodiará bajo de llave 
que tendrá el regente. 

Art. 15. Los escribanos de cámara no 
notificarán providencia alguna de las referi- 
das en ios núms. 3.°y 4.° del art. 13 sin que 
contenga una nota escrita por mi fiscal, y 
rubricada por este y por el regente de la Au- 
diencia, del tenor siguiente: Tomóse razón 
en el libro registro, folio 

Art. 16. El escribano que contraviniere 
á lo dispuesto en. el articulo anterior incur- 
rirá en una multa que no baje de 100 rs. ni 
excedo de 200. Los reincidentes incurrirán 
en doble multa , sin perjuicio de consultar 
á mi Gobierno su separación, y de pro- . 
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cederse en justicie á lo que hubiere lugar. 

Arl. 17. La Junta gubernativa del Tri- 
bunal Supremo llevará un libro registro se- 
mejante a! prescrito en el arl. 10 respecto á 
los sujetos á la superior inspección del tri- 
bunal, haciendo guardar las disposiciones del 
artículo citado y siguientes, en cuanto fue- 
ren aplicables. — Dado en Palacio á 28 de 
enero de 184-4.» ( CL . f. 32, p. 140.} 

fi. O, de 12 abril de 1844. 

Es sobre entregay extradiccioD de reos. — 
V. Extradición. 

R. O. de 24 abril de 1844. 

(Grao, y Jüst.) Declaró que ni los magis- 
trados, ni los jueces ni los fiscales y pronio-r 
teres estaban sujetos al pago de la media 
anata ni á otro descuento alguno que no es- 
tuviese aprobado por las Córtes en la ley de 
presupuestos. (CL. t. 32, p. 661.) 

R. D. de 26 abril de 1844. 

Se dispone quo haya un solo fiscal en el Tribunal 

Supremo y en cada Audiencia. 

(Grao, y Jüst.) «Teniendo en conside- 
ración las razones que me ha expuesto mi 
Ministro de Gracia y Justicia sobre la nece- 
sidad de dar unidad y robustez de acción al 
ministerio fiscal , y deseando facilitar los 
medios de realizar otras importantes refor- 
mas en la administración de justicia, heve- 
nido en decretar lo siguiente: 

Artículo l.° Habrá un solo fiscal en el 
Tribunal Supremo de Justicia con la dotaciOD 
anual de 60.000 rs,; otro en la Audiencia de 
Madrid con la de 40 000 y otro en cada una 
de las Audiencias de la Península é Islas ad- 
yacentes con 30.000 rs. al ano. 

Art. 3.* Se aumentara el número nece- 
sario de agentes fiscales, de modo que pue- 
da atenderse sin embarazo al servicio pú- 
blico. (CL. t. 32, p. 633.) 

R. O. de 27 abril de 1844. 

Sobre cese en su ejercicio de los funcionarios que sean 
declarados cesantes, etc. Puedan funcionar ios que 
sean trasladados, ele. 

(Grac. y Jüst.) «Hau llegado á noticia de 
S. M. la Reina las dudas é inconvenientes 
que en algunas partes se han suscitado sobre 
el cumplimiento de la R. O. de 20 diciembre 
de 1S39, en que se mandó que los jueces 
luego que reciban las órdenes de su trasla- 
ción ó ascenso, entregarán la jurisdicción á 
la persona designada por las disposiciones vi- 
gentes á menos que se les previniera otra 
cosa por este Ministerio. Y deseando Su Ma- 
jestad obviar toda dificultad sobre este pun- 


ió, se ha servido prevenir que se observen 
las reglas siguientes: 

1 . a Los magistrados, jueces y promoto- 
res fiscales que fueren exonerados de sus 
cargos, declarados cesantes ó jubilados cesa- 
rán en su ejercicio inmediatamente que re- 
ciban la órden en que así se les prevenga. 

2. a Los que fueren trasladados, ascendi- 
dos ú ocupados en alguna comisión, podrán 
continuar ejerciendo sus respectivos cargos 
hasta la presentación de su sucesor, á me- 
nos que se vean precisados á cesar antes para 
presentarse dentro del término competente á 
desempeñar el nuevo destino que hubieren 
de servir. 

3. a En el acto de cesar, cualquiera que 
sea la causa, darán cuenta al superior inme- 
diato para que este lo ponga en conocimien- 
to del Gobierno. 

4. a Igual comunicación deberán pasar los 
que obtengan el cargo de senador ó diputa- 
do cuando se ausenten del punto de su resi- 
dencia para venir á desempeñarlo. — De ór- 
den etc. (CL. t. 32, p. 639.) 

R. O. de 4.° mayo de 4844. 

Sobre abogados-fiscales; nombramientos: requisitos: 
deberes: ausencias: licencias. 

(Grac. y Jüst.) Deseando S. M. la Reina 
nuestra señora que tenga pronto y cumplido 
efecto el R. D. de 26 de abril próximo* pa- 
sado relativo al ministerio fiscal, se ha ser- 
vido mandar se observen las reglas si- 
guientes: 

4. a Para la ejecución del art. 3.° del ex- 
presado Real decreto habrá los siguientes 
auxiliares del ministerio público, con la de- 
nominación de abogados fiscales: cuatro en 
el Tribunal Supremo; cuatro en la Audien- 
cia de Madrid; tres en las de Albacete, Bar- 
celona, Coruña, Burgos, Granada, Sevilla, 
Valiadolid, Valencia y Zaragoza, y uno en las 
de Cáceres, Canarias, Mallorca, Oviedo y 
Pamplona. 

(Las reglas 2. a , 3. a y 4. a disponían sobre, 
dotación, que el nombramiento se hiciese de 
Real órden á propuesta en terna del fiscal 
respectivo, oyéndose también á este para su 
remoción). 

5. a Para ser abogado-fiscal se requiere 
haber cumplido la edad de veinticinco años, 
y llevar por lo menos seis de servir Promoto- 
ría fiscal ó de ejercer la abogacía ó cátedra 
on propiedad, ó judicatura ó Relatoría. 

6. " Los abogados-fiscales, como sustitu- 
to^ de ios fiscales, asistirán al tribunal para 
informar en estrados, oirán notificaciones y 
ejercerán todos los encargos análogos á su 
oficio, siendo préviameate autorizados para 
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ello por el fiscal; pero no podrán concurrir á 
Ja Junta gubernativa de la Audiencia. Ei fis- 
cal será en eslos casos responsable de las fal- 
tas que dichos subordinados cometan. 

7. a En vacante ó impedimento del fiscal 
hará sus veces el abogado-fiscal mas antiguo 
el cual en este caso será también accidental- 
mente individuo de la Junta gubernativa del 
Tribunal, 

8. a Los abogados-fiscales no podrán au- 
sentarse del punto de su residencia sin per- 
miso del fiscal respectivo, y sin Real licencia 
si la ausencia excediere de quince dias. —Ma- 
drid l.° de mayo de 1844. (CL. t. 36, pági- 
na 635.) 

R. D. de l.° mayo de 1844. 

So aprueba el reglamento de los Juzgados. 

(Gbac. y Just.) He venido en autori- 

zar á mi Ministro de este ramo (de Justicia) 
para que ponga en ejecución el reglamento 
de ios Juzgados de primera instancia que en 
este dia lie tenido á bien aprobar. —Dado en 
Palacio ál.° de mayo de 1644. — LuisMayans. 

Reglamento de los Juzgados de primera 

instancia de la Península é Islas adyacen- 
tes, aprobado por S M. en el R. D. de 1 .° 

de mayo de 1844. 

CAPITULO PRIMERO. 

Del personal de los Juzgados de primera ins- 
tancia y sus obligaciones. 

SECCION PRIMERA. 

De los jueces. 

Artículo 1 ,° Los jueces de primera ins- ¡ 
tancia son los únicos que conocen en sus . 
respectivos partidos, de todos los negocios ■ 
correspondientes á la Real jurisdicción or- j 
dinaria, á excepción de los juicios verbales ' 
por cantidad que no exceda de 200 reales en 
los pueblos donde no reside Juzgado de pri- 
mera instancia. 

2. ° Nombrados que sean por S. M. (los 
jueces de primera instancia) y juramentados 
ante las Audiencias territoriales, se presen- 
tarán ante el regente de la jurisdicción del 
partido para el que hubiesen sido nombrados, 
dentro del término que el Gobierno les fijase, 
con el nombramiento y certificación de haber 
prestado juramento (1). 

3. ° El regente de la jurisdicción acordará 

(1) Se dispuso por R O. de 16 julio de 1849 
que solo se preste jura. xento al ingreso en cada 
una de tas categorías ae magistrado, juez, fiscal 
y demás. 


el cumplimiento con autorización del secre- 
tado del Juzgado, y señalará dia y hora para 
fa posesión. 

4. ° El acto de posesión se celebrará con 
toda solemnidad en la Sala de Audiencia, á la 
que asistirán todos los curiales. El secretario 
leerá el Real nombramiento, certificación 
arriba expresada y cumplimiento acordado, 
y en seguida, tomando el regente de la juris- 
dicción de la mano al juez, le sentará en la 
presidencia, y le entregará el bastOD. 

5. ° De todo se extenderá acta por el se- 
cretario en el libro de posesiones, en el que 
se copiará el Real nombramiento y certifi- 
cados citados, que serán devueltos ai juez con 
testimonio de la toma do posesión. 

6. ° El juez dará cuenta á la Junta de go- 
bierno de Ja. Audiencia del territorio de haber 
tomado posesión, con expresión del dia en 
que lo verificó, y al mismo tiempo se dará á 
conocer en el partido por medio de una cir- 
cular dirigida á los Alcaldes, (t). 

Art. 7.° En las ausencias y enfermedades 
de los jueces y vacantes de Juzgados susti- 
tuirán á aquellos los Alcaldes y sus tenientes 
por su orden, y á falla de estos el que haga 
sus veces Si de los tenientes alguno fuese 
letrado será preferido al Alcalde y tenientes 
legos (g) 

8. ° Los jueces pueden y deben sin ne- 
cesidad de licencia salir de la capital á los 
pueblos del partido, siempre que algún mo- 
tivo poderoso lo reclame, como el de la mejor 
instrucción de una causa criminal, alguna 
vista ocular en negocio cíyíI ú otras diligen- 
cias de igual naturaleza, y no dejarán de 
hacerlo con el auxilio necesario, tan luego 
como sepan que en un punto de su jurisdic- 
ción ha ocurrido conmoción popular, á fin de 
instruir el sumario con la urgencia que el 
caso requiere. Procurarán sin embargo re- 
gresar al pueblo de su residencia lo mas 
pronto que les sea posible. 

9. ° Cuando Ja ausencia del juez fuese 
dentro del partido, su regente, á quien dará 
aviso, no podrá ejercer otros actos que los 
de simple sustaneiaeion de las causas civiles 
y criminales. 

\ 0. Para ausentarse fuera de su territorio 
necesita licencia, según disponen las orde- 
nanzas de las Audiencias y decretos vigentes. 

{{. En el caso de hacer uso de la que se 
je conceda, entregará el Juzgado al que debe 
sustituirle, sin ausentarse hasta que este le 
conteste quedar encargado de él. 

12. Oficiará y exigirá igual contestación 
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en caso ríe enfermedad, á no ser qne su gra- 
vedad se lo impida, en cuyo caso entrará 
desde luego á ejercer la jurisdicción el que 
le corresponda. 

13. Si el juez, por cualquiera otro mo- 
tiVo, cesa en el ejercicio de su cargo, desde 
el momento en que reciba la comunicación 
que así io ordena debe hacer entrega del 
Juzgado con las mismas formalidades. 

14. En cualquiera de los casos de los tres . 
artículos anteriores , el juez y el que le susti- 
tuya avisarán oficialmente á la Junta de go- 
bierno de la Audiencia por conducto de su 
presidente: 

15. En el partido donde hubiere dos ó 
mas jueces cada uno tendrá para lo criminal 
su departamento ó cuartel , á cuyo fin , he- 
cha la correspondiente división por ellos , la 
remitirán á la expresada Junta para su apro- 
baciou ó reforma. En los puntos donde exis- 
tiese ya establecida, continuará como hasta 
aquí (1). 

lfi. Respecto de los negocios civiles se 
establecerá turno de Juzgados, cuyo libro es- 
tará á cargo del secretario á quien alternati- 
vamente corresponda, por meses ó por se- 
manas. 

17. Los jueces deben dar cuenta á la- 
Junta de gobierno de la Audiencia deLterri- 
torio de toda vacante que ocurra en los es- 
cribanos y procuradores del Juzgado , así 
como de ¡as de los promotores fiscales , par- 
ticipando á la misma á quien han nombrado 
interinamente, para evitar todo retraso en 
los negocios oficiales. 

18. Siempre que tengan que valerse de 
otras autoridades para la práctica de diligen- 
cias acordadas en los negocios civiles y cri- 
minales, observarán las reglas siguientes : 

1. a Si se han de dirigir á las Audiencias 
ú otros Tribunales superiores ó supremos, 
lo harán por medio de suplicatorios en la 
forma acostumbrada, usando de palabras res- 
petuosas y que marquen la diferencia de es- 
cala que los separa. 

2. a Si á otras autoridades de igual cate- 
goría aunque de diferente jurisdicción , por 


(1) Véase lo que dispone la R. O. de 28 se- 
tiembre de 1844). 

Por R. O- de' 21 de enero de 1851 se dispuso 
ue para variar <5 rectificar la demarcación de 
istrito ó cuartel se declare ante todo la conve- 
niencia de esta medida por la Sala de gobierno 
de la Audiencia respectiva y se instruya des- 
pués expediente por el juez decano, oyendo á 
los promotores, escribanos y jueces, y eleván- 
dole al Ministerio de Gracia y Justicia para la 
resolución conveniente. 


medio de exhortos con palabras decorosas y 
urbanas. 

3. a Si á los Alcaldes de su partido ú otros 
inferiores, por despachos ó carta-órdenes 
concebidas en estilo preceptivo , si bien 
atento (1). 

19. Solo en el caso de urgencia, ó cuan- 
do so dirijan á autoridades que no sean supe- 
riores y estén dentro de la capital del parti- 
do, podrán sustituirá estas formas los oficios 
autorizado? por el escribano actuario ; pero 
si después de librados los suplicatorios, ex- 
hortos ó despachos se advirtiese tardanza en 
su devolución, usará el juez para los recuer- 
dos de oficios firmados por él, en que se 
observe el estilo respectivo que marcan las 
reglas anteriores. 

20. Los suplicatorios , exhorlos y despa- 
chos que de oficio se expidan en causas cri- 
minales, serán remitidos directamente á íps 
Tribunales á quienes se pida la práctica dé 
diligencias, y estos acusarán inmediatamente 
el recibo sin perjuicio de dar toda preferen- 
cia á su ejecución. Si se expidiesen á instan- 
cia del promotor fiscal , se entregarán á este 
para que los dirija al fiscal del Tribunal res- 
pectivo ó á los promotores de los Juzgados á 
donde correspondan. 

21. Cuando se dirijan los jueces á auto- 
ridades, con otro objeto que el de la práctica 
de diligencias judiciales, usarán de exposicio- 
nes ú oficios, según el caso lo requiera. 

22. Para que en la evacuación de ios ex- 
hortos haya la puntualidad que correspon- 
de, mandará el juez abrir un libro titulado 
Despachos de exhortas , en que se anotarán 
con toda expresión el partido de donde ema- 
nan, su fecha, dia en que se reciben, su 
objeto y correr, en que se devuelven diligen- 
ciados. 

23. Este libro circulará entre los escri- 
banos, y estará á cargo del que se halle. en 
turno, quien bajo recibo en su libro de co- 
nocimientos le entregará al quede suceda. 

24. Los suplicatorios, exhortos y despa- 
chos que el juez libre en causas civiles, y en 
las criminales á instancia de parte, serán en- 
tregados por los escribanos a los procurado- 
res qne Jos hubiesen obtenido, y será obliga- 
ción de estos devolverlos á su juzgado. 

2o. Tanteen los suplicatorios, exhortos y 
despachos, corno en ios oficios y sus cumplí 1 ", 
míenlos, pondrán los jueces su firma entera,' 
de la que usarán igualmente en el primer 
aillo que provean en cualquier causa, pleito 
ó expediente , v en las sentencias difioitívas 
o interlocutotfias que determinen algún ar- 

“ CU V. Exhortos. < ; ' !Í 
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tículó ó incidente, ó recíban los autos á 
prueba: en las demás providencias de mera 
sustanciacion pondrán media firma. 

SECCION SEGUNDA. 

De los promotores fiscales. 

26. Los promotores fiscales nombrados 
por S. M. presentarán dentro del término 
que el Gobierno les hubiere fijado, al nom- 
bramiento al juez de partido ó al que haga 
sus veces, y abordado el cumplimiento se 
señalará dia y hora para la posesión. 

27. Reunida la Audiencia pública, el se- 
cretario del Juzgado introducirá en ella al 
promotor, llevándole á la derecha , y puesto 
delante de la presidencia, el juez. le jura- 
mentará y dara posesión. 

28. El secretario extenderá la oportuna 
acta en el libro de posesiones, copiando el 
nombramiento y su cumplimiento, y entre- 
gará al promotor el original con testimonio 
de la toma de posesión. 

29. Siempre que hayan de salir fuera de 
la capital del partido á los pueblos de su com- 
prensión, aunque sea por razón de su cargo 
deberán dar aviso al fiscal de S. M. y al juez 
respectivo: mas para ausentarse de los pue- 
blos de la comprensión del Juzgado deberán 
obtener licencia del fiscal, si la ausencia no 
pasa de un mes, ó del Gobierno si excediere 
de este tiempo (1). 

SO. En ausencia ó enfermedad del pro- 
motor, el juez nombrará interinamente quien 
le sustituya, dando cuenta á la Junta guber- 
nativa de la Audiencia (2) 

31. Tienen obligación los promotores do 
asistir á las visitas ae cárceles semanales y 
generales, podrán presentarse en Audiencia 
pública á la vista de todos los negocios cri- 
mínales ó civiles en que sean parte, y lo ha- 
rán en aquellos en que hubiesen pedido pre- 
sidio peninsular ó mayor pena, en todas las 
causas de conspiraciones contra el Estado, 
en las demás en que versen intereses del mis- 
mo, y en todas aquellas en que especialmen- 
te lo prevenga el fiscal de la Audiencia. 


(1) Véase la R. 0. de 18 de diciembre de 
1844. 

(2) Por R. O. de 2 de febrero da 1851 y 
después mas terminantemente por otra de i."° 
de octubre del mismo año se manda que los 
fiscales de las Audiencias nombren en cada ca- 
beza de partido un abogado que sustituya á los 
promotores en sus enfermedades, ausencias ó 
incompatibilidades, poniendoel nombramiento 
eD noticia de los regentes y de los jueces res- 
pectivos, los cuales les exigirán el juramento 
debido. {CL. tomos 52 y 54, púas. 154 y 206 ) 

Tomo VIH. 


32. Tratarán á los jueces con el mayor 
respecto y mesura, á los abogados con el de- 
coro que 'su profesión exige, y el- juez á todos 
con la consideración y urbanidad propias del 
puesto que ocupa. 

33. Los promotores pueden silo tieuen 
-por conveniente, presenciar la entrega de 
autos en el correo, y pedir que se les avise 
del dia y hora en que los escríbanos lo han 
de ejecutar, 

34. Así como los Alcaldes del partido de- 
ben dar parte al juez de cualquier hecho cri- 
minal, tan pronto como suceda, de la propia 
manera los síndicos de Jos Ayuntamientos 
noticiarán á los promotores el hecho , tal 
cual les conste y hayan oido hablar de él. 

35. Con este objeto se pondrán los pro- 
motores de acuerdo con los síndicos del par- 
tido, á íin de que llenen esta obligación del 
modo mas útil á la causa pública. 

36. Los promotores fiscales en desem- 
peño de la obligación que tienen de sostener 
la Real jurisdicción ordinaria, vigilarán para 
que los Alcaldes no invadan Ja de los Juzga- 
dos, y denunciarán ante estos cualquier abu- 
so que aquellos cometan, ya entendiendo en 
negocios civiles con asesor , aunque sea en 
consecuencia de lo convenido en juicio de 
paz, ya en tercerías, ya ejecutando detencio- 
nes o prisiones de que uo den parte inmedia- 
tamente , ó traspasando de cualquier modo 
los límites de sus atribuciones judiciales. 

37. Cuidarán asimismo de la ejecución y 
exacto cumplimiento de las sentencias ejecu- 
torias en los asuntos criminales, para lo cual 
se les comunicarán las Reales provisiones ó 
certificaciones que las contengan. 

SECCION TERCERA. 

De ios secretarios de Juzgado. 

38. Uno de los escribanos de Juzgado, á 
nombramiento del juez, será su secretario. 
De este nombramiento dará cuenta á la Jun- 
ta de gobierno de la Audiencia, sin perjuicio 
de que el nombrado entre desde luego á ejer- 
cer su cargo. 

39. Será obligación del secretario: 

1. ° Llevar un libro en que se copien los 
nombramientos y extiendan las posesiones 
dadas á los jueces y promotores, el juramen- 
to de estos y de los subalternos. 

2. ® Otro de las órdenes ó circulares de 
la superioridad y de las del Juzgado, en ór- 

den cronológico y con su índice. 

3. ° Otro de juicios verbales, en el cual 
se redactarán los de esta clase que autoricen 
los demás escribanos. 

4 0 Conservar eu su oficio enlegajados 

13 
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los testimonios de los pleitos y causas fene- 
cidas, que á fin de año lo entregarán los es- 
cribanos numerarios, 

. 5 .° Formar ¡os estados generales que por 
semestres -se daD á las Audiencias, á cuyo fin 
le pasarán con anticipación ios demás escri- 
banos los suyos parciales, visados por el juez; 
y quedándose con copia de los primeros, la 
unirá á estos, y formará un expediento en 
que conste la lecha con que el Juzgado los 
ha remitido. 

G.° Y finalmente auxiliará al juez en todos 
los demás negocios gubernativos que puedan 
ocurrir. 

40. El juez á instancia del seeretar.o, le 
puede relevar de la obligación de actuar en 
todos los negocios oficiales ó de pobre, pero 
no de las dos cosas á la vez. 

41. En las ausencias y enfermedades del 
secretario el juez nombrará quien le susli- 
tuva de eutre los demás escribanos. 

SECCION CUARTA. 

De los escribanos . 

42. Los Juzgados de entrada tendrán al 
menos dos escribanos, tres los de ascenso y . 
cuatro los de término, sin hacer novedad en 
los que actualmente existen, y sin perjuicio 
de lo que el Gobierno de S. M. determine 
sobre el arreglo ele este personal. Continuará 
la diferencia de escribanos civiles y crimina- 
listas en Madrid y en las demás poblaciones 
en que en el din existe. 

43. Los escribanos concurrirán media 
hora antes de la señalada para Audiencia 
pública á su Sala en traje decente' y serio, sin 
qne les sirva de excusa no tener negocios 
para el despacho. 

44 Empezando el mas antiguo, V si- 
guiendo ios demás por su orden, darán cuenta 
de las causas civiles y criminales, y reser- 
varán para Audiencia privada las que por su 
naturaleza y estado no sean compatibles con 
la publicidad. 

45. Los escribanos en todos los pleitos, 
expedientes civiles ó causas criminales están 
sujetos al turno que ei juez haya establecido ¡ 
y la Junta de Gobierno aprobado, sin per- 
juicio de que en las causas graves pueda aquel 
valerse del que' tenga por conveniente. 

46. No se podrán ausentar de las cabezas 
de partido sin licencia del juez, quien con 
justa causa podrá concederla por dos meses. 

Si la necesitan por mas tiempo, la pedirán 
por su conducto á la J anta de gobierno de ia 
Audiencia, y en ambos^ casos dejarán otro 
que ¡es sustituya, á satisfacion del juez. 

47. Interin no se establezan archivos pú- 


blicos para la custodia de las causas y pleitos 
fenecidos, continuarán como lias! a aquí con- 
servándose en ios olicius de los respectivos 
escribanos. 

48. En el mes de enero de cada año en- 
tregarán estos á su juez, para que se guarden 
en ia Secretaria dei Juzgado, un testimonio 
de las causas fenecidas, otro de los pleitos y 
otro de los expedientes terminados durante 
el año anterior, expresivos de las parles liti- 
gantes, objeto de la causa, pleitu ó expediento, 
número de piezas, lujas «te que consta, y 
fecha de la sentencia ó auto que ha causado 
su ejecutoria y conclusión. 

49. Tendrán los escribanos en su oficio 
un libro de cargo para las en.tre 0 as de autos, 
con el título de Conocimientos. Sin firmar 
en él el oportuno recibo no en i regarán á los 
procuradores autos algunos. Cuando esios 
los devuelvan, cancelarán aquellos á su pre- 
sencia el recibo que hubieren firmado. 

50. El libro de conocimientos estará fo- 
liado y rubricado en todas sus fojas por el 
jaez de primera instancia. ■ 

5f. Se prohíbo dejar claros entre los 
asientos, como también interlinear, raspar ó 
enmendar cosa alguna; y en caso que haya 
necesidad de hacerlo, te salvará en la forma 
ordinaria antes de firmar y de hacer otro 
asiento. 

52. La inversión de fechas ó cualquiera 
de ios defectos marcados en el arlículo an- 
terior hacen responsables á los tscribanos, 
que -serán sumariados si resultase perjuicio 
<ie tercero, y corregidos gubernativamente 
por el juez si no lo hubiese. 

53. En el mismo libro anotarán la focha 
en que remiten por el correo cualesquiera 
autos ó Ciborios diligenciados con bastante 
expresión de unos y otros, y con su firma al 
pié de cada asiento, como que le han de ser« 
vir de descargo. 

54. A principio de enero de cada año se 
renovarán todos los recibos que existan en 
d'Cbo libro y tengan mas de dos meses de 
antigüedad, y serán responsables los escri- 
banos que no observen esta formalidad de 
cualquiera extravío de autos. 

5b. Todos los escribanos y notarios, con 
residencia en el partido judicial, entregarán 
al juez ios testimonios de índices ó negati- 
vos de sus respectivos protocolos dentro de 
los diez dias primeros de cada auo, y este 
en los cinco inmediatos los remitirá á la Au- 
diencia con un estado expresivo de los que 
han cumplido este deber y de los que lian 
lúdalo á él. Si Lodos, inclusos los herederos 
do los escribanos que hubiesen fallecido du- 
rante ei año anterior, hubiesen llenado esta 
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obligación, así lo expresará en ei oficio que 
acompañe la remesa de»testimonio, 

56. Donde hubiese dos ó mas jueces de 
primera instancia , los escribanos de cada 
uno le entregaran los testimonios de que 
habla el artículo anterior. Los demás que no 
sean de los Juzgados cumplirán entregán- 
dolos al de su domicilio. 

SECCION QUINTA. 

De los abogados. 

Art. 57. Los abogados firmarán sus es- 
critos con firma entera, anotando al pié sus 
honorarios con expresión de la cantidad, en 
letra, sin que bajo ningún pretexto puedan 
eludir este requisito. 

Art. 58. Cuando concurran á las vistas 
públicas se sentarán en el lugar que les está 
destinado, y hablarán por su órnen, obser- 
vando, así en los informes como en los es- 
critos, lo prevenido en el art. 196 de las Or- 
denanzas de Jas Audiencias. 

Art. 59. En los partidos judiciales en que 
hubiese colegio de abogados, se observará lo 
dispuesto en el art. 198 de las mismas; pero 
en los que no le haya el abog ido mas anti- 
guo de los que residan en la capital , abrirá 
turno entre lodos los dei partido para las 
defensas de pobres en las causas civiles ó 
criminales. Si ocurriese alguna duda sobre 
este particular el juez Ja decidirá gubernati- 
vamente. 

SECCION SEXTA. 

De los procuradores. 


anuncio de ella por quince dias, lo remitirán 
á dichas Juntas con propuesta en terna de 
los que hubiesen justificado tener las cuali- 
dades apetecidas. 

Donde el oficio de procurador sea de pro- 
piedad particular , su nombramiento se hará 
en el modo y forma que hasta ahora (1 y 2). 

63. Ei juez, prévio el juramento de con- 
ducirse bien y fielmente en sus destinos, ad- 
mitirá á Iqs nombrados á ejercer sus oficios. 

| 64. Los. procuradores no harán uso de 

poderes si no han sido declarados bastantes 
por algún letrado. 

65. Son obligatorias á los procuradores 
de Juzgado las disposiciones contenidas en 
el cap. 11, tjt. 111 de las Ordenanzas de las 
Audiencias, y las relaciones que en ellas se 
marcan entre estos funcionarios y los tribu- 
nales superiores y escribanos de cámara se 
entienden en los Juzgados de primera ins- 
tancia entre ellos y los jueces y escribanos 
do los mismos. 

66. No pueden ausentarse de la cabeza 
de partido sin licencia del juez, y sin que de- 
jen otro procuivdur del Juzgado que les sus- 
tituya (3). 

SECCION SETIMA. 

De los alcaides de las cárceles de partido (&). 

67. Son estos responsables con su per- 
sona y bienes de la custodia de los presos y 
de la incomunicación de los que se hallen en 
este estado; y por lo que hace al cuidado, 
tratamiento y departamento en quo los de- 
ban tener con mas ó menos seguridad, son 


60. El número de los procuradores será 
el de cuatro en Ins Juzgados de entrada y de 
ascenso, y de seis en los de término. Las 
Juntas de gobierno de las Audiencias res- 
pectivas podrán , sin embargo, variar este 
este número si lo considerasen conveniente, 
oyendo antes al juez de primera instancia, 
y quedando en todo caso á salvo ios dere- 
chos adquiridos por los dueños de oficios 
enajenados, en los que^no se hará novedad 
por abora. 

61. En las capitales donde residan las 
Audiencias , por ahora sus procuradores lo 
serán también de los Juzgados', si hubiese 
este derecho adquirido. 

Para ser procurador se requiere tener 
mas de veinticinco años, dos Je práctica, 
buena conducta moral y dar fianzas ó arrai- 
go en la cantidad que señalen las Juntas de 
gobierno de las Audiencias. 

62. En adelante serán nombrados por es- 
tas á propuesta de los jueces, que instruido 
expediente en caso de vacante , y prévio el 


(1) En R. O. de 27 de febrero de 1847 se re- 
solvió, por punto general, que á las mismas 
Juntas de gobierno toca admitir las renuncias 
de los procuradores y demás funcionarios que 
son de su exclusivo nombramiento, debiendo 
proceder en su consecuencia á la provisión de 
Jas vacantes que resulten ( CL t. 49, p. 237.) 

(2) Por ñ. ü. de lo de octubre de 1849 se re- 
servó el Gobierno ei nombramiento de procu- 
radores y alguaciles de los Juzgados; perore 
dejó sin efecto por oirá de 22 de enero de 1831. 

(3) Se ha declarado por R. 0. de 3 febrero 
de 1851 que no puedan exceder de dos meses 
estas licencias conforme coa lo dispuesto en el 
art. 46 respecto de los escribanos, pero que pue- 
dan ser |iara cualquiera punto de España. 
(R. O. de 14 marzo de 1851.) Los regentes sin 
embargo, podrán concederlas por mas tiempo y 
dei mismo modo en la Corte el presidente del 
Tribunal Supremo según las Rs. Ords. de 13 y 
17 julio de 1852. 

(4) Véanse en el lugar correspondiente de 
este Diccionario la ley de prisiones de ¿o de 
julio de 1849, y la regla 32 do la ley provisio- 
nal para la aplicación del Código penal. 
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dependientes de los jueces. También lo son 
respecto de las condenas de prisión que en 
las cárceles se cumplen. 

68. No admitirán preso alguno en las 
cárceles, si no en virtud de auto motivado 
de prisión que les entregará el escribano ac- 
tuario, de que trasladarán copia al libro de 
presos; ni pondrán en libertad sino en vista 
de auto que la conceda, cuya copia estende- 
rán igualmente en otro libro que llevarán al 
efecto. 

69. Podrán sin embargo tener en clase 
de detenidos en otro departamento diferente 
del de los presos á los que la autoridad com- 
petente les entregue, dando cuenta al juzga- 
do de primera instancia. 

70. Llevarán por lo tauto dichos alcaides 
dos libros, uno de entrada y otro de salida 
de presos, con las fechas correspondientes, 
nombres de estos, causas de su prisión y es- 
cribano que les ha notificado, y les servirán 
de documento de cargo y descargo Jas copias 
de los autos mencionados que en debida for- 
ma les entreguen los actuarios. 

71. Se harán cargo dichos alcaides de los 
socorros de los presos pobres, á cuyo fin reci- 
birán de ¡os Ayuntamientos de las 'cabez s de 
partido su importe para distribuirlo entre 
aquellos; pero estos no abonarán mas estan- 
cias que las que consten de los testimonios 
que los Juzgados les pasen con este objeto, y 
en virtud do recibos firmados por ios alcaides 

ue lleven ei V.° B. 0 del juez, y d su respal- 
o los nombres de los presos y estancias que 
devengan. 

72. En las ciudades donde residan las 
Audiencias, y ios Juzgados no tengan cárcel 
separada, observarán los alcaides lo dispues- 
to en el cap. XI, tít. II de las Ordenanzas 
de aquellas. 

SECCION OCTAVA. 

De los alguaciles. 

73. En los Juzgados de entrada habrá 
dos alguaciles, tros en los «le ascenso y cua- 
tro en los de término aumentándose uno mas 
en las poblaciones que pasen de veinte mil 
almas,. sin diferencia de porteros y alguaci- 
les, salvo el derecho de los dueños de estos 
oíicios si estuviesen enajenados. Esta dispo- 
sición tendrá efecto luego que se apruebe 
por las Córtes la nueva ley de presupuestos. 

74. Son de libre nombramiento del juez 
de primera instancia, y también pueden ser 
removidos por el mismo, dando cuenta en 
uno y otro caso á la Junta de gobierno para 
su conocimiento. 

75. El juez recibirá á los alguaciles ju- 
ramento de conducirse bien y fielmente- en 
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el desempeño de. su cargo; y prévia esta for- 
malidad, entrarán desde luego á ejercerlo: 
su traje de ceremonia será negro. 

76. Como dependientes del juez obedece- 
rán cuando este les madde, y en el servicio 
que hayan de prestar al Juzgado se sujeta- 
rán alas reglas que él establezca. 

77. Harán las citaciones en Jas personas 
que se les mande por medio de papeletas 
que les darán los escribanos, y ellos firma- 
rán antes de entregarlas á las personas ci- 
tadas. 

78. Para ser alguacil se requiere tener 
veinticinco años de edad y saber leer y es- 
cribir. 

CAPITULO II. 

Disposiciones generales. 

SECCION PRIMERA. * 

De las audiencias , 

79. Todos los dias no feriados, á no impe- 
dirlo alguna grave ocupación del Juzgado, 
habrá audiencia pública en el local destina- 
do á este efecto. 

80. Si no hubiese local, los jueces de • 
primera instancia reclamarán de ios inten- 
dentes fie provincia una parte de cualquiera 
da los edificios del Estado que todavía no se 
hubieren enajenado, y que conste por lome- 
nos de tres estancias, á, saber: antesala, des- ■ 
pacho de escribanos y sala de audiencia. 

81 . Si tampoco hubiese edificio del Esta- 
do disponible, procurarán los jueces escitar 
el celo de los Ayuntamientos para que en las 
Casas Consistoriales ú otro edificio de su pro- 
piedad les proporcionen una habitación ade- 
. cuada al objeto. 

82. La audiencia se celebrará en las ho- 
ras que cada juez señale, teniendo en consi- 
deración las diversas costumbres de los pue- 
blos. 

83. En las poblaciones donde resideD las 
Audiencias, y los procuradores lo son indis- 
tintamente de ellas y, de los Juzgados, cuida- 
rán de hacer compatible ia asistencia con sus 
demás obligaciones. 

84. Asistirán en traje decoroso el juez, 
los escribanos, los procuradores y los algua- 
ciles, el promotor fiscal concurrirá cuando 
lo crea conveniente, y en los casos especia- 
les en que este reglamento lo previene., 

85. En la sala de audiencia habrá por 
lo menos dos mesas, una de presidencia y 
otra de escribanos frente de aquella, con al- 
guna sepai ación. Además de la silla de presL 
dencia habrá otra al costado derecho dé la ■; 
mesa para el promotor fiscal : á derecha' ó :j 
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izquierda se colocarán los asientos de los le-' 
trados, y en otros mas bajos é inferiores se 
sentarán los procuradoras. 

86i Las audiencias comenzarán por la 
publicación de las órdenes y circulares del 
Gobierno y autoridades superiores que hará 
el secretario; seguirá el despacho ordinario 
de los negocios criminales y civiles, y luego 
que el juez haya dado las providencias cor- 
respondientes, se procederá á la vista de los 
que previamente hubiere señalados, termi- 
nando con la publicación de las sentencias 
que estuvieron extendidas. 

87. En las vistas el juez oirá por su ór- 
den á los letrados; pero no se celebrarán sino 
á instancia de las partes. 

88. En las causas criminales serán oidos 
el promotor fiscal y los abogados por su ór- 
den, si quisieren asistirá la vista pública. 

C9 Siempre que haya vista de negocio 
civil ó criminal, constará por diligencia del 
actuario e! tiempo invertido en ella y los le- 
trados ó procuradores que hubiesen asistido 1 

90. Después de terminada la audiencia, 
los escribanos en su estancia notificarán á 
los procuradores las providencias dadas. 

91. Todos los demás actos judiciales se 
celebrarán por los jueces antes ó después de 
las audiencias, y en los parajes que tengan 
por conveniente. 

92. Los jueces están obligados á hacer 
que se observe el órdeü debido en las audien- 
cias y demás actos judiciales á que concur- 
ran, y autorizados para corregir con multas 
hasta 500 rs., ó arresto en caso de insolvencia 
hasta quince dias, á los que lo turben , los 
desobedezcan ó de otro mndo les falten al 
respeto, debiendo proceder á laformaejon de 
causa si la gravedad del caso lo exigiere. 

SECCION SEGUNDA. 

De las visitas semanales y generales de cárcel. 

93. En el sábado de cada semana el juez, 
promotor fiscal, escribanos, alguaciles y los 
procuradores que tengan presos en la cárcel, 
desde la Audiencia se trasladarán á esta á 
practicar la visita semanal. 

94. Después de colocada la audiencia en 
la sala de visitas de la manera arriba .esta- 
blecida, presentará el alcaide sucesivamente 
los presos que quieran ser visitados, y que 
no esten en incomunicación, y el juez oirá 
sus reclamaciones. 

95. Acompañado después del secretario 
y promotor fiscal visitará el interior de las 
cárceles, de manera que no quede preso al- 
guno que no se le presente, y oirá sus peti- 
ciones. 


96. Si estas son objeto de los procedi- 
mientos que contra los reclamantes se siguen, 
y fuesen de importancia, se harán constar 
por certificación en la causa; pero sí no tienen 
referencia á ella procurará el juez proveer á 
su remedio por sí ó dando Jos avisos á quien 
corresponda. 

97. Los presos que sean dependientes de 
otra jurisdicción serán también oídos, y diri- 
gidas á sus jueces las reclamaciones que 
hagan. 

98. Es también objeto de la visita que el 
juez se cerciore de si se cumplen ó no las 
condenas de prisión; para lo que visitará 
igualmente á todos los penados que hubiese 
en la cárcel. 

99. El resultado de la visita se extenderá 
en un libro que llevará el secretario, con 
expresión de las reclamaciones que hubiesen 
causado providencia. 

100. Para llenar debidamente todos estos 
extremos, el alcaide entregará en los jueves 
de cada semana la lista de los reos pendientes 
de causa y de los condenados á prisión. 

101. Además de estas visitas semanales 
se celebraran las generales on los dias mar- 
cados por reglamento y en los términos que 
él dispone, en las que se dará cuenta del 
estado de todas las cansas pendientes por los 
respectivos escribanos, y sin perjuicio del 
estado del sumario. En estas visitas el juez 
examinará los libros de entrada y salida de 
presos, que el alcaide debe llevar, á fin de 
remediar gubernativamente cualquier defecto 
que advirtiese. 

102. Todas las disposiciones de que ha- 
blan los artículos de esta sección son refe- 
rentes á los Juzgados de primera instancia 
que no residen en capital en que hay Audien- 
cia, á cuya práctica y ordenanzas estarán 
sujetos los que en el la. residan. 

SECCION TERCERA. 

Relación de los jueces con los Alcaldes del 
partido. 

i 03. Las diligencias judiciales, que en 
virtud del art. 32 del reglamento provisional 
para la administración de justicia pueden for- 
mar los Alcaldes, serán remitidas por estos á 
los Juzgados en el momento que se hagan 
contenciosas ó que haya necesidad del co- 
nocimiento de derecho para su continuación, 
prohibiéndose expresamente el uso de ase- 
sores innecesarios y costosos. 

\ 04. Si los Alcaldes y sus tenientes, como 
jueces de paz llevasen á efecto las providen- 
cias con que las partes se hubieren aquietado 
según dispone el art. 24 del dicho regla- 
mento, tan proDto como se suscite tercería 
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ú otra cuestión ajena de la convenida en eí 
juicio de paz, ó bien sea necesario conoci- 
miento del derecho para su ejecución, remi- 
tirán las diligencias á los Juzgados respec- 
tivos, y estos las continuarán con arreglo á 
Ihp leves. 

105. Cuando los Alcaldes ó sus tenientes 
formen las primeras diligencias de que habla 
el art. 33 del ya citado reglamento (provi- 
sional para la administración de justicia), 
oficiarán inmediatamente al juez del partido 
dándole cuenta del hecho ó delito, cuya 
diligencia será simultánea al auto de oficio. 
Si dilatasen la remesa de los arrestados por 
algún motivo justo mas de veinticuatro’ lloras 
les recibirán sus declaraciones indagato- 
rias (1). 

106. En la formación de estas diligen- 
cias, y en las que practiquen en virtud de 
despachos que los Juzgados les libren, si no 
tienen por conveniente delegar en otra per- 
sona, serán considerados los Alcaldes ó sus 
tenientes como delegados y auxiliares de los 
Juzgados y subordinados por lo tanto á ellos. 

107. En consecuencia del artículo ante- 
rior, los jueces, en las faltas que cometan ú 
omisiones en que incurran los Alcaldes en 
el ejercicio del ministerio judicial que el re- 
glamento los concede para la decisión de los 
juicios verbales hasta en cantidad de '200 rs., 
y llevar á efecto lo convenido en los juicios 
de paz, no podrán proceder contra ellos; 
pero sí formarán las primeras diligencias y : 
las remitirán á la Audiencia del territo- 
rio (2). 

108. En todos los demás casos de delitos 
comunes ó faltas que como auxiliares come- 
tan, el juez procederá con arreglo á derecho 
hasta dar su sentencia, que consultará; y si 
la falta fuese en negocio civil que no merezca , 
formación de causa, le corregirá guardando 1 2 
la moderación posible, con apercibimiento, 
imposición de costas á que haya lugar, ó al- 
guna ligera multa, siendo apelables sus pro- 
videncias. 

Párrafo especial. 

109. Los jueces do primera instancia es - 
tán obligados, bajo la mas estrecha respon- 


(1) Además det art. 33 del reglamento pro- 
visional y de las notas contenidas en el mismo 
(pág. 598) téngase presento la R. O. de 4 de 
julio de 1849 que se inserta en su lugar, y 
principalmente ios arts. 6 ", 9." y 17, 

(2) Lo mismo debe entenderse délos jueces 
de paz, y de los mismos Alcaldes respecto á los 
juicios sobre faltas, como veremos en sus res- 
pectivos lugares. 


sabilidad, á observar y hacer observar pun- 
tualmente este reglamento, y los promotores 
fiscales á celar y vigilar con el propio objeto, 
denunciando ante aquel cualquiera infrac- 
■ cien que advirtieren. 

. 110. Queda e! juez facultado para corre- 

. gir de- plano con reprensiones, apercibimien- 
tos y multas hasta 200 rs. las infracciones 
que observare en cualquiera de las personas 
de que hablan estas Ordenanzas, sin perjui- 
cio de oírles en justicia si reclamasen de su 
j providencia: y salvo también el mandar for- 
mar causa á instancia fiscal, si Ja gravedad 
de la falta lo merece.— Madrid l.° de mayo 
de 1844. — Mayans. (CL. t. 32, p. 658). 

R. O. de 16 mayo de 1844. 

Archivos en las Fiscalías de tas Audiencias, 

(Gruc. y Just.) «Para que el ministerio 
fiscal pueda cumplir con exactitud las im- 
portantes obligaciones que le están impues- 
tas, y ¡í fin de que se utilice el celo de los 
magistrados que lo ejercen, se ha servido la 
Reina nuestra señora mandar, que sin per- 
juicio de todas las prevenciones é instruccio- 
nes que crea V. S. oportuno dar á los abo- 
gados-fiscales sus subordinados... encargue- 
V. S. á uno de ellos la reunión, custodia y 
conservación de todos los libros de registro 
copiadores de dictámenes y de correspon- 
dencia, Reales órdenes, circulares, comuni- 
caciones de las autoridades ó de los promo- 
tores y cuanto sea digno de conservarse, 
para empezar con todos estos documentos y 
papeles á formar el archivo dei ministerio 
fiscal de esa Audiencia, que deberá trasmi- 
tirse de unos en otros fiscales con sujeción 
á inventario y recibo, y bajo la responsabili- 
dad no solo del fiscal respectivo sino del 
agente inmediato á cuyo cuidado se ponga 
este interesante depósito » 

R O. de 18 mayo de 184 4. 

Presidencias de Sala interinas ó accidentales. 

(Grac. y Just.) «Habiendo dado cuenta 
á S. M. de las exposiciones elevadas por al- 
gunos regentes interinos y fiscales en que 
consultan si aquellos podrán ejercer por au- 
sencia del regente propietario la facultad de 
proveer interinamente las presidencias va- 
cantes de Sala por ausencia y enfermedad, 
en virtud de lo prevenido en el art. 3.° del 
R. 1). de 5 enero último, ó si esta atribución 
es peculiar de los regentes propietarios, y en 
este caso quién deberá ejercer la presidencia 
de la Salajjue estuviere vacante; la Reina 
nuestra señora ha tenido á bien declarar qué 
la ¿xpresada facultad es privativa de los re- 
gentes propietarios, y que mientras S. M., d 
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estos mismos én su caso, no nombren ma- 
gistrado que ejerza la presidencia vacante, 
Ja desempeñe, y por consiguiente sea vocal 
de la Junta de gobierno el ministro de la 
Sala ó quien per antigüedad le corresponda 
presidir, á fin de que no resulto en ella nin- 
guna variación; pero sin que en este caso los 
presidentes accidentales puedan anteponer- 
se á los presidentes propietarios. — De Real 
«órden etc. Madrid 18 mayo de 18 44. — Ma- 
yans. — Señor Regente déla Audiencia de.... 
(CL. t. 32, pág. 715.) 

R. O. de 19 mayo de 4 844. 

Sobre sustitución de los jaeces de primera instancia; 

(Grao, y Just.) «Habiendo ocurrido al- 
gunas dudas sobre si á pesar de lo prevenido 
en eí art. 7.° del reglamento de los Juzgados 
de primera instancia, publicado en l.° del 
corriente, deberán sustituirse mutuamente 
los jueces letrados en los casos de enferme- 
dad, incompatibilidad ó vacante, cuando bav 
dos ó mas en una misma población ; S. M 
se lia servido resolver, que se esté sobre es*e 
punto á lo mandado en Real érden de 7 de 
marzo de *840, | rt cual en nada ha sido alte- 
rada por el citado art. 7.° del reglamento de 
Juzgarlos. ( CL . t. 32, p. 721.) 

Otra R. O. de 19 mayo de 18 44. 

Sobre provisión de interinidades do los Juzgados, 

(Grac y Just) «Habiendo dado cuenta a 
S. M. de la consulta elevada por la Junta de 
gobierno de la Audiencia de Sevilla, sobre 
si no obstante lo prevenido en el art. 7.° 
del Reglamento de los Juzgados de primera 
instancia; deberá continuar ejerciendo la fa- 
cultad que se le concede en el párrafo 6.", 
art,. 2.° del R. D. de 5 enero último, ríe pro- 
veer en comisión las interinidades por ausen- 
cia y enfermedad de los jueces; la Reina 
nuestra señora se ha servido declarar que 
subsiste vigente en todas sus partes el citado 
párrafo 6.°, art. 2.°, y que por consecuencia 
los Alcaldes deberán encargarse del despacho 
de los Juzgados de/ primera instancia por au- 
sencia ó enfermedad de los jueces, solamen- 
te mientras la Junta de la résnectiva audien- 
cia no comisione letrado á quien confie el 
ejercicio de la Real jurisdicción — De R» ni 
érrlen etc. Madrid 19 mavo de 184 {.. -Ma- 

yans — Sr. Regente de la Audiencia "de 

(CL. t. 32, p. 720.) 

R. O. de 26 mayo de 1844. 

Sobre concesión do licencias: responsabilidad. 

(Grac. v Just.) Se dispone que en lo 
sucesivo se ex i ja la responsabilidad mas es- 
trecha á los empleados en la administración ■ 


de justicia, que infrinjan la R. O. de 28 de 
febrero de 1838-, en cualquiera de las reglas 
que establece. (CL. t. 32, p. 727,.) 

R. D. de 5 junio de 1844. 

Restableciendo el R. D. de 10 de enero de 1843 sobre 
vacar iones. 

Art. 1 .° Queda derogado el art. 42 del 
decreto de 29 de agosto de 1843 sobre vaca- 
ciones de ios Tribunales y Juzgados. 

2.° Se restablece en todas sus partes el 
decreto de 40 de enero de 1843, relativo al 
mismo punto. (CL. t. 32, p. 780.) 

Véanse las disposiciones citadas al 
pié del decreto restablecido. 

R. D. de 6 junio de 1C44, 

Se determinaron las reglas para la sustan- 
cineion de competencias entre las autorida- 
des administrativas y los jueces y tribunales.. 

Fué derogado este decreto por otro 
de 4 de junio de 1847, y luego fue- 
ron refundidas sus disposiciones en el 
reglamento para la ejecución de la ley 
de 2o de setiembre de í863, según pue- 
de verse en Competencias (tomo II l, pá- 
gina 242), y en Gobierno y Administra- 
ción DE LAS PROVINCIAS. 

U. O. de 22 agosto de 1844. 

Archivos de las Fiscalías: sobra la R. O. de 16 de mayo 

Grac. y Just,) La Reina nuestra señora 
se ba servido- mandar que V. S. manifieste 
á este Ministerio, si en cumplimiento de la 
R. O de 16 de mayo último, se lia formado 
en esa Fiscalía el archivo con todas las circu- 
lares y documentos correspondientes á ella, 
y que en caso negativo proceda V. S. á for- 
mar dicho archivo cd los términos que en la 
misma Real órden se le previno. 

R. O. de 6 setiembre de 1844. 

Los promotores fiscales en los negocios de caminos. 

(Grao, y Just.) Accediendo S. M á lo 
propuesto por'la Dirección general de Cami- 
nos, y conformándose con lo consultado por 
la Junta gubernativa del Tribunal Supremo 
de Justicia, se lia disuado mandar que los 
promotores fiscales interpongan su ministe- 
rio en los negocios que dependen de la 
referida Dirección y deban ventilarse en los 
Juzgados de primera instancia, y también 
cuando se construyan las Obras públicas por 
compañías ó empresas parficulaies y se las 
hayan concedido las- facultades ó privilegios 
que corresponden á dicha Dirección.» — De 
Real órden etc. Madrid 6 de setiembre de 
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1844.— Mayans.— Sr. Regento de !a Audien- 
cia cié ( CL . t. 33, p. 178.) 

R. O. de 3 octubre de 1844. 

Se dispuso que para hacer las propuestas 
en ternas de aspirantes á las Abogacías fisca- 
les, con arreglo á la R. O. de l.° de mayo 
último, publicasen los regentes las vacantes 
en la Gaceta y Boletines {CL. t. 33, p. 253.1 

/?. O. de 12 octubre de 1844. 

Expedientes para ¡a concesión de edificios públicos 

con destino á la administración do justicia y cár- 
celes. 

(Grac. y Just.) «Habiéndose recomen" 
dado eficazmente por este Ministerio ai de 
Hacienda varias comunicaciones de las Au- 
diencias, manifestando que los intendentes 
rehusaban conceder los edificios públicos que 
habían solicitado los jueces de primera ins- 
tancia para el objeto que expresa el art. 80 
del reglamento de los misinos ; ha contesta- 
do entre otras cosas dicho Ministerio de Ha- 
cienda, que acudan á la Junta general de 
Enajenación de bienes nacionales para la re- 
solución en cada caco con arreglo á las leyes 
y órdenes vigentes; y deseando S. M. que'las 
audiencias públicas cuya celebración pres- 
cribe el citado artículo se celebren con la 
solemnidad y decoro posibles, y queriendo 
también que se regularicen las instancias pa- 
ra obtener dichos locales, ha tenido á bien 
mandar S. M. que al hacerse estas se obser- 
ven las formalidades siguientes: 

1. a Gerciorados los jueces de primera 
instancia de que existen en su residencia edi- 
ficios del dominio público, á propósito para la 
administración de justicia y construcción de 
cárceles, instruirán el oportuno expedien- 
te, no omitiendo comprender en él, el pre- 
supuesto de gastos indispensables para la ha- 
bilitación de aquellos. 

2. a Las Juntas gubernativas de las Au- 
diencias, á las que remitirán los jueces de 
primera instancia los referidos expedientes, 
lo harán Ala general de enajenación de bie- 
nes nacionales, apoyando las instancias de los 
inferiores y dando aviso á este Ministerio que 
recomendará en su caso al de Hacienda, la 
necesidad de que sean acogidos favorable- 
mente.— -De Real orden lo digo á V. S. para 
conocimiento de la Junta gubernativa de esa 
Audiencia, para el de los jueces de primera 
instancia y á los debidos efectos. — Dios etc. 
Madrid 12 de octubre de 1844 — Mayans. 

. (CL. L 33, p. 276.) 

Téngase presente lo establecido en la 
ley de l.°-9 de junio de 1869, inserta 
en el Apéndice II, p. 208, que en gran 


parte está conforme con la R. 0. de 17. 
de marzo de 1845, inserta en el artícu- 
lo Edificios r>EL Estado. 

fí. O. de 13 octubre de 1844. 

Cuándo corresponde hablar al fiscal en estrados, an. 

tes ó después que el defensor del reo, 

(Grac. y Just.) «...Se ha servido S. M. 
mandar, de acuerdo con lo expuesto por 
V. I., y en un todo conforme con el espíritu 
del art. 13 del reglamento provisional: 

í.° Que cuando el fiscal se presente en 
estrados sosteniendo la sentencia deque hu- 
biese apelado ó suplicado el reo, hable des- 
pués que el defensor de este. 

2/ Que el fiscal use también de la pala- 
bra el último, siempre que apoye la senten- 
cia, cuya revocación ó enmienda solicite el 
reo , ha va este ó no apelado ó suplicado de 
ella. (CL. t. 33, p. 277.) 

R. O. de 21 octubre de 1844. 

Documentos que deben acompañar los aspirantes á 
la carrera judicial. 

(Grac. y Just.) «Habiéndose observado 
en este Ministerio que muchos de los que 
aspiran á entrar en la carrera judicial, acom- 
pañan á su exposición copia de los docu- 
mentos comprobantes de su aptitud para 
desempeñar los cargos de justicia, en lo cual 
es posible que se experimenten equivoca- 
ciones y aun fraudes, que deben evitarse 
siempre, y mayormente en punto tan delica* 
do; S. M. la Reina nuestra señora se ha ser- 
vido mandar que no se dé curso á ninguna 
pretensión de dicha clase, sin que los inte- 
resados acompañen á ella el extracto ó re- 
lación impresa de sus estudios, título de 
abogado, méritos y servicios formada por la 
Cancillería de este Ministerio del modo acos- 
tumbrado.» (CL. t. 33, p. 289.) 

fí. O. de 25 octubre de 1844. 

Cansas contra funcionarios públicos, prisión, parte al 
Gobernador de la provincia. 

(Grac. y Just.) «A este Ministerio ha he- 
cho presente el de la Gobernación de la Pe- 
nínsula que son varios Jos casos en que los 
jueces de primera instancia procesan á -em-*- 
pleados de las dependencias del mismo s»» 
tener de ello noticia alguna los Jefes políticos 
respectivos; y como este silencio puede em 
torpecer el servicio público y causar males 
de trascendencia, ha tenido á bien mandar 
S. M. que cuando por disposición de los tri- 
bunales de justicia se verifique la prisión de 
algún empleado público, se dé cuenta de ella 
inmediatamente al jefe respectivo. —Lo iqu® 
de Real órden digo á V. S. para coDOcimien** 
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to de esa Audiencia y el de los jueces del ter- 
ritorio.— Dios etc. Madrid 25' de octubre de 
1844.— Mayans.— Sr. Regente de la Audien- 
cia de.. { CL . t. 33, p. 300.) 

R. O. de 6 noviembre de 1844. 

Que los fiscales 6 abogados fiscales concurran A las 
vistas en los negocios civiles de interés del Estado 
j causas que expresa. 

{Grac. y Just.) «...Se ha servido man- 
dar S. M. que en lo sucesivo los fiscales de 
las Audiencias , y en su representación , y 
cuando estos lo determinen , los abogados 
fiscales, concurran á la vista en estrados 
é informen de palabra: 
l.° En los negocios de señoríos, revi- 
sión é incorporación á la Corona y en cua- 
lesquiera otros de igual naturaleza que ver- 
sen sobre intereses considerables del Es- 
tado; 

Y 2.° En todas las causas criminales 
contra reog presentes en que el fiscal haya 
pedido la pena capital, la de diez años á pre- 
sidio con retención ó sin esta cualidad ú otra 
inferior, pero que sea notablemente mas gra- 
ve que la impuesta por el juez inferior ó por 
por el tribunal en la instancia de vista; todo 
sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 102 
del Reglamento de justicia y 92 de las Orde- 
nanzas respecto .de la asistencia de los fisca- 
es á la vista de los demás negocios, en que 
siendo parte consideren oportuna su presen- 
cia.— De Real órden etc. (CL. t. 33, p. 309.) 

i?. O. de 18 diciembre de 1844. 

Limitación de la facultad de los fiscales para dar li- 
cencias... 

(Grac. y Just.) «Habiéndose presentado 
en la audiencia pública de este ministerio 
de mi cargo el promotor fiscal del partido 
de Ponferrada, en uso de la licencia que dice 
haberle Y. S. concedido, se ha servido la 
Reina nuestra señora resolver diga á Y. S., 
como de Real órden lo ejecuto, que la fa- 
cultad que tienen los fiscales, según el ar- 
tículo 29 del reglamento de Juzgados de l.° 
de mayo de este añe, para dar licencia á los 
promotores por un mes, se entiende en los 
mismos términos que establece la Real ór- 
den de 26 de enero de 1837, respecto á los 
regentes, los cuales, al conceder alguna li- 
cencia en uso de la autorización del art. 76 
de las Ordenanzas, si aquella pasa de quince 
dias, deben dar cuenta al Gobierno, y pro- 
hibir siempre que el interesado venga á la 
Corte. Al mismo tiempo se ha dignado S. M. 
declarar que esta resolución forme regla 
general para los casos de igual naturaleza.» 
(CL. t. 33, p. 384.) 


ff. O . de 20 diciembre de 4844. 

(Es sobre los gastos de ejecución de sen- 
tencias de muerte, y se halla inserta en 
Ejecución de la pena de muerte, t, V, pá- 
gina 470.) 

R. O. de 26 diciembre de 1844. 

Modelos de tesmouio de causas y expedientes que 
anualmente deben remitir los Juzgados á las Au- 
diencias. 

(Grac. y Just.) Para que produzca toda 
la utilidad de que es susceptible tanto á los 
particulares como al servicio público el cum- 
plimiento del art. 48 del Reglamento de les 
Juzgados de primera instancia de l.° de ma- 
yo de 1844, es indispensable que los testimo- 
nios que en el mes de enero de cada año tie- 
nen obligación de formar los escribanos de 
Juzgados, se redacten con uniformidad, cla- 
ridad y exactitud; por cuyo medio no solo se 
contribuirán estos importantes documentos 
á comprobai; los derechos de los interesados 
en los procedimientos judiciales, sino sumi- 
nistrarán abundantes datos para facilitar la 
formación de la estadística judicial. En este 
concepto S. M. se ha dignado resolver, que 
los expresados testimonios se extiendan por 
los escribanos en el próximo mes de enero, 
y sucesivamente en igual mes todos los años, 
exactamente ajustados á los modelos adjun- 
tes y redactados por dichos funcionarios; y 
puesto el Y.° B.° del juez respectivo, queda- 
rán archivados bajo ia custodia y seguridad 
del secretario de cada Juzgado de primera 
instancia, para sacar de ellos todas las noti- 
cias que tuvieren á bien pedir tanto el Go- 
bierno como las Audiencias. — De Real ór- 
den etc. Madrid 26 de diciembre de 1844. — 
Mayans. — Sr. Regente de la Audiencia de.... 

Audiencia de Provincia de Partido de 


Testimonio formado en cumplimiento del 
art. 48 del Reglamento de Juzgados de pri- 
mera instancia, autorizando con ei Y°. B.° 
del señor juez de este partido, y comprensivo 
de todas las causas criminales fenecidas en el 
año próximo pasado de 1844 por la escriba- 
nía del infrascrito. 

1. . .Causa seguida contra F natural 

de de edad de. de 

estado. . . .de oficio ó profesión... . 
el cual sabe (ó no) leer y escribir. 

F. . , , .natural de (se expresarán las 
circunstancias en los mismos tér- 
minos). 

F Prófugo. 

Por tal delito (se expresará con sus 
circunstancias). 
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Se Jes aprehendieron tales armas (se 
especificarán las ele fuego ó blancas 
de uso lícito ó ilícito). 

F. . . .era reincidente en delito de. . . 

Se les impusieron en tal instancia (so- 
breseimiento 1. a , 2. a ó 3. a ), cau- 
sando ejecutoria, las penas siguien- 
tes: á F y F tal pena, y 

á F .tal otra. ' 

A F no se impuso pena por ha- 

ber fallecido antes de recaer sen- 
tencia ejecutoria, y á F. . . . .se le 
absolvió de la instancia (ó libre- 
mente). 

A los prófugos F y F se 

les impuso con calidad de ser oidos 
en justicia la pena de . . . . . ■ 

2.. . Causa seg ¡ida efe. (Aquí otra causa, 

y por este órden las demás). 

Audiencia de Provincia de Partido de 

Testimonio formado en cumplimiento del 
art. 48 del Reglamento de Juzgados de pri- 
mera instancia, autorizado con el V.° B.° del 
señor juez de este parí ido, y comprensivo 
de los pleitos terminados en todo el oño pró- 
ximo pasado de 1844 por la Escríbanla del 
infrascrito. 

1 . . . Pleito seguido á instancia de F, , T . 

vecino de. ... . vF. . . .. que lo es 

de contra F. . ► . r , . vecino 

de. . . . y F. . . . , que lo es de. . . . 
sobre.. . . , (aquí el objeto del plei- 
to) cuyo pleito se compone 

de (tantas) piezas, y lienc (tantas) 
fojas, el cual ha finalizado por la 
sentencia (ó auto), dictada en (tan- 
tos) de . ....... de dicho año de 

1844 en 1. a instancia (ó en 2. a ó 3. a 
según sea). 

2. . . Pleito seguido á instancia de. . . etc. 

(Lo misino que, el anterior, y por 
el mismo órden se colocarán en el 
testimonio los demás pleitos). 

Audiencia de Provincia de Parí ¿do de 

Testimonio formado en cumplimiento del 
art. 48 del reglamento de Juzgados de pri- 
mera instancia, autorizado con el V.° B.° del 
señor juez de este partido, y comprensivo de 
los expedientes terminados en todo el año 
próximo pasado de 1844 por la Escribanía 
del infrascrito. 

1.. . Expediente formado á in-tancia de 

F. . . . vecino de y deF 

. que lo es de. sobre. . . . (aquí 

el objeto ó asunto) cuyo ex- 

pediente se compone de (tantas) 


-iezas, y tiene (tantas) fojas, el cual 
lia terminado en virtud de auto 
proveído en tal fecha en 1. a ins- 
tancia (ó en 2 4 ) 

2. . . Expediente formado á instancia de 

... de etc' (lo mismo que el 

anterior, y por este órden se irán 
colocando en el testimonio los de- 
más expedientes). ( CL . t. 33, pá- 
gina 4f>7.) 

7?. 0. de i 8 marzo de 18d5. 

Incompatibilidad del carpo do abosado fiscal con el 
ejercicio de la abopaeia, 

(Grac. y Just.) «Habiéndose suscitado al- 
guna duda acerca de si es á no compatible 
con el cargo de abogado fiscal el ejercicio de 
la abogacía, creyó conveniente el Gobier- 
no de S. M. oib sobre este punió el dictamen 
del Tribunal Supremo de Justicia; v eniífor- 
mándose con él la Reina h,. tenido á bien 
declarar incompatible el ejercicio de la abo- 
gacía con dicho cargo. — Lo que do Real ór- 
den etc. — Madrid 28 de marzo de 1845. 
{CL. t. 34, p. 121.) 

Ley de 2 moyo de 1845. 

Se dispuso que desde I .° de junio empe- 
zaran á regir ios nuevos aranceles judiciales 
y se derogasen los publicados en 29 de no- 
viembre de 1837. {CL. t. 54, p. 1GB ) 

Hoy rigen los de 28 de abril de 1860, 
como puede verse en el artículo Arance- 

CELES JUDICIALES , 

Ley de 9 mayo de, 1845. 

Procedimiento en las cansas do vagancia (t).‘ 

Art, 9.° «La prevención riel sumario, 
contra el presunto vago se liará por el juez 
de primera instar cia de su domicilio, ó por 
el del partido donde fuere aprehendido, ó 

(l) Omitimos la inserción de los arfs. L* 
al 8 0 por tratarse en ellos de la ratificación, 
clasificación y penas de los vagos, puntos indos 
derogadas por el Cd disto puñal que ha sustitui- 
do tas disposiciones de aquella lev con otras 
mas equitativas y mas arregladas ¡i los buenos 
princinios de la lecislnrion nenal. Fu el ertf- 
cu'o Códitro nena! CL TU. n. 17.^ está inserta por 
nota al nri. 258 la lev de 27 de mar/o de t Q 68 
q'.ie modificó dicho articulo, y sometió el pro- 
cedimiento en causas sobre vacancia á lo pre- 
venido en el can. 11 tft. V de la ley de Orden 
Público de 90 ríe marzo de. 18fi7. pero aquella 
ley ¿la de 27 de marzo de I8fi8l ha sido dero- 
sada por el decreto dp.l Gobierno provisional do 
19 de octubre del mismo año, y están pOT lo. 
tinto en viqor los arts. 9.° y siguientes déla 
de 9 de mayo de 1845. 
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bien por el Jefe político, ó por el Alcalde, ó 
por el comisario de seguridad pública res- 
pectivos. 

Art. 10. Si el sumario se previniere por 
el Jefe político, Alcalde ó comisario, se pasará 
con el procesado, siempre que este sea apre- 
hendido, al juez de primera instancia dentro 
de ocho días, ó antes si estuviere terminado. 

Apt. 11. Concluido el sumario el juez de 
primera instancia recibirá la confesión al pro- 
cesado, y pasará en seguida la causa al pro- 
motor focal, que propondrá !a acusación ó el 
sobreseimiento en su caso en el término de 
* segundo dia. 

Art. 12. Si propusiere el sobreseimiento 
seguirá este los trámites comunes. 

Art. 13. Si el promotor fiseal propusiere 
la acusación, sedará traslado de ella al pro- 
cesado por el término preciso de tercero 'dia, 
haciéndosele saber al mismo tiempo que 
nombre procurador y abogado, v si no lo hi- 
ciere en el acto se le nombrarán de oficio. 

Art. 14. En los escritos de acusación y 
defensa se propondrá por medio de otrosíes 
la justificación de los cargos y de las escul- 
pncinnes del acusado, y en seguida se reci- 
birá la causa á prueba por un breve término 
que nunca podrá exceder, aunque se proro- 
gue, de veinte dias. 

Art. 15. Hecha la prueba, el juez dentro 
del término de seis dias, dictará sentencia, 
con citación y con arreglo á esta ley, y al 
mismo tiempo.mandará emplazar al procesa- 
do para ante el Trihunal superior. 

Art. 16. En el acto del emplazamiento 
se requerirá al procesado para que. nombre 
procurador ó abogado de !a Audiencia del 
territorio, con la prevención de que si no lo 
hace, se le nombrarán de oficio. 

Art. t 17. Seguidamente se remitirá la 
causa al Tribuna! superior, y si no se hubie- 
ren hecho los nombramientos de procurador 
ni abogado , se realizarán desde luego de 
oficio. 

Art. 18. La causa pasará al fiscal y al 
defensor, á cada uno por tres dias , y solo 
para el objeto de instruirse (1 ). 

Art, 19. Devuelta por el defensor, se pa- 
sará al relator, y so citará para la vista f2). 

Art. 20. Hecha relación en el acto de la 
vista, se informará de palabra por el minis- 
terio fiscal y por el defensor, y sin mas trá- 
mites se pronunciará sentencia. 


(í) Véase el art. 6.° del R. D. de 26 de ma- 
yo de 1854, en el t. IÍI, pdg. 210. 

(2) La regla 41 de la ley provisional para 
la aplicación dpi Código es aplicable á las mu- 
sas de vagos. (R. O. de 18 de marzo de 1850, 
CL. t. 49, p. 346 ) 


683 

Art. 21. Para que haya sentencia basta- 
rán dos votos conformes de tres magistrados 
si fuere confirmatoria; siendo revocatoria, se 
necesitan tres votos conformes de los magis- 
trados que constituyan mayoría. 

Art. 22. ■ La sentencia de vista en todo 
caso será ejecutiva. 

Art. 23. Dictada la sentencia condena- 
toria y trascurridos veinte dias desde su no- 
tificación sin haberse dado la fianza de que 
trata el art. 7.°, se pondrá al vago á dispo- 
sición del Jefe político respectivo para que 
sea conducirlo á su destino , sin perjuicio de 
que pueda presentarla fianza mas adelantes! 
la encontrase. 

Art. 24. Los comprendidos en el artícu- 
lo 5.° serán procesados con arreglo á los 
trámites de las leyes comunes desde que 
contra ellos aparezca suficiente causa. 

Art. 25. Si el vago fuere destinado á 
corieccion, extinguido c! tiempo de su des- 
tino, quedará sometido á la vigilancia de la 
autoridad por un plazo igual al tiempo que 
hubiere durado la corrección. 

La ley anterior es una de las muchas 
disposiciones que no están inserlas en la 
Colección legislativa. Lo está si una Real 
orden de 20 de junio del mismo año, de 
referencia á Ja ley. La insertamos en su 
lugar. 

Ley de presup, de 23 mayo de 1845. 

DISPOSICIONES RELATIVAS AL MINISTERIO DE 
• GRACIA Y JUSTICIA. 

Sueldo de los magistrados, fiscales, jueces y pro- 
motores. 

\ . a El sueldo de los magistrados y fisca- 
les no sufrirá descuento de media anata, 
Monte-pio ni otro bajo cualquiera respecto, 
considerándose clasificados los de sus respec- 
tivas plazas. El asignado á los jueces de pri- 
mera instancia y á los promotores fiscales no 
sufrirá tampoco descuento alguno á favor del 
Tesoro público. Los sueldos de los funciona- 
rios expresados en esta disposición se consi- 
deran clasificados desde que principió á re- 
gir e] presupuesto de 1835. 

Sueldos de los nombrados en comisión. 

2. a El Gobierno asignará al magistrado ó 
fiscal, juez ó promotor que nombre en co- 
misión, el sueldo que haya de disfrutar, que 
nunca excederá délas dos terceras partes del 
señalado al propietario, á no ser que fuere 
cesante, en cuyo caso podrá nombrarle con 
el sueldo entero; y el gasto que se autoriza 
por esta disposición se cargará al imprevisto 
de este Ministerio en la parte necesaria, con- 

3 

Y 
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tando con lo que deje de percibir el propie- 
tario, si le hubiere. 

Que reciban sin cargo la correspondencia de oficio. 

3. a El Supremo Tribunal de justicia, las 
Audiencias territoriales, bs fiscaies, los jue- 
ces de primera instancia y los promotores 
recibirán gratis por las oficinas de correos 
todos los pliegos de oficio, poniéndose de 
acuerdo este Ministerio con el de la Gober- 
nación para evitar lodo fraude con motivo 
de esta franquicia. — Y. Correos. 

Papel sellado. 

4. a Las oficinas de Hacienda pública en- 
tregarán gratuitamente á estos Tribunales y 
Juzgados el papel sellado que necesiten para 
el despacho en los negocios de oficio. 

Haberes de los ejecutores de justicia. 

5. a Los ejecutores de justicia, cuando de 
oficio salgan de la población de su residencia 
percibirán sobre su asignación diaria la mi- 
tad de ella durante el tiempo preciso de su 
ausencia, y este gasto como los de ejecución 
se cargara al imprevisto de este Ministerio. 

Gastos de obrasen los edificios. 

6. a Al mismo fondo se cargará el coste 
de las obras de consideración que haya ab- 
soluta necesidad de hacer en los edificios 
que ocupan los Tribunales, abonándose su 
importe por el Tesoro, prévia órden del Mi- 
nisterio del ramo, después de instruir#?! 
oportuno expediente. 

Sueldos de los relatores y escribanos de cámara. 

7. a Desde l.° de mayo de este año cesa- 
rán los sueldos de los relatores y escribanos 
de cámara y del tasador repartidor en todas 
las. Audiencias del Remo. El relator de la 
Junta gubernativa de la de Madrid, y los ar- 
chiveros-secretarios de las mismas Juntas 
en las restantes Audiencias de la Península 
é Islas adyacentes, continuarán percibiendo 
el sueldo que en este presupuesto se les con- 
serva. En cuanto á la exención del pago del 
subsidio á ciertos funcionarios, como los es- 
críbanos de los Juzgados que se ocupan en 
el despacho de los negocios criminales sin 
sueldo ó retribución; los abogados de pobres 
nombrados á principio de cada año en nú- 
mero determinado para todo él por las Jun- 
tas de gobierno de sus colegios, y los procu- 
radores de ios Tribunales superiores y de los 
Juzgados de primera instancia encargados de 
los negocios de pobres anualmente como los 
abogados, estarán á lo determinado para 


estas clases en la ley de la industrial y co- 
mercial. 

Cesantías y jubilaciones de jueces. 

8. a (Se halla inserta en este mismo tomo, 
en el artículo Jubilaciones. ( CL . t. 34, pá- 
gina 196.) 

R. O. de 30 mayo de 1845. 

Licencias: los magistrados, fiscales, jueces, promotores 

y subalternos den cueuia al ausentarse con licencia 

y al volver al servicio: término para hacer uso de 

ella’ etc. 

(Grao, y Just.) «Para evitar en la con- 
cesión de licencias abusos perjudiciales á la 
administración de justicia y á la subordina- 
ción y disciplina que deben tener todos los 
empleados y funcionarios de la carrera judi- 
cial* se ha servido la Reina establecer ¡as 
regías siguientes: 

1 . a El presidente del Tribunal Supremo 
dará cuenta al Gobierno cuaudo se ausente 
en uso de Real licencia, y cuando vuelva al 
servicio de su magistratura. 

2. a Ei mismo presidente deberá dar cuen- 
ta al Gobierno del dia en que los ministros, 
fiscal y abogados fiscales de dicho Tribunal 
empiecen á hacer uso de la licencia que 
hayan obtenido de S. M. ó de dicho presi- 
dente, en virtud de la facultad que á este 
concede el art. 29 del reglamento del ex- 
presado Tribunal. Igual aviso pasará del dia 
en que el interesado vuelva al ejercicio de 
su plaza. 

3. a Los subalternos del Tribunal Supre- 
mo darán aviso al presidente cuando em- 
piecen á hacer uso de licencia y cuando re- 
gresen, ya se conceda esta por aquel en vir- 
tud de la facultad que le concede dicho ar- 
tículo 29, ya por órden de S. M. 

4. a Los regentes de las Audiencias, al 
ausentarse por ocho dias sin licencia Red!, y 
al hacer uso de la que S. M. les conceda, 
pasarán aviso á este Ministerio, y también 
darán parte al mismo al volver á encargarse 
de la Regencia. 

5. a Los ministros y fiscales de las Au- 
diencias, los jueces de primera instancia, los 
abogados-fiscales, los promotores y los subal- 
ternos de aquellas darán iguales avisos al 
regente respectivo, cualquiera que sea el 
término de la licencia, y los promotores par- 
ticiparán además su salida y su vuelta al fiscal 
de la Audiencia respectiva como su inme- 
diato jefe. 

6. a Los regentes darán cuenta al Gobier- 
no del dia en que hubieren empezado áusar 
de la licencia y del en que regresaren los 
ministros, fiscales, abogados-fiscales, jueces 
de primera instancia y promotores. 
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7. * Los subalternos de las Audiencias 
darán iguales avisos al regente respectivo; 
pero este no tendrá obligación de comuni- 
carlos al Gobierno. 

8. a Los subalternos de los Juzgados pa- 
sarán iguales partes al juez cuando hagan 
uso de licencia y cuando regresen á su resi- 
dencia respectiva, ya sea que la hayan obte- 
nido de S. M., ó ya del juez de primera ins- 
tancia con arregío á los arts. 46 y 66 del 
reglamento de Juzgados, y el juez trasladará 
los avisos al regente de Ja Audiencia para su 
conocimiento. 

9. a Toda licencia, cualquiera que fuere 
el plazo para que se conceda, se entenderá 
sin electo si no empieza á usarse dentro de 
los treinta dias inmediatos al recibo de la 
Real órden en que se comunica al interesado 
á menos que en esta se dispusiere otra cosa. 

10. En cualquier caso en que se conceda 
licencia, se considerará como terminada 
cuando habiendo empezado á usarla el in- 
teresado regrese a servir su destino ó cargo 
aunque falten algunos dias para eumplirlj; 
no pudiendo por consiguiente usarse de una 
parte del plazo en una ocasión y en otra del 
tiempo que reste hasta su venciiniento. 

11. Los que en ía actualidad hubieren 
obtenido licencia sin haberla disfrutado toda- 
vía, se sujetarán á lo respectivamente pre- 
venido en las reglas precedentes. — De Real 
órden etc. — Madrid 30 de mayo de 1845. — 
Mayans.— Sr. Regente do la Audiencia de... 
(CL. t. 34 p. 274.) 

R. O. de l.° junio de 1845. 

Den cuenta los recentes dé los nombramientos de 
jaeces y promotores en comisión... 

(Grac. y Just.) «La Reina... se ha ser- 
vido mandar, que siempre que las Salas de 
gobierno de las Audiencias hagan algún 
nombramiento de juez ó promotor fiscal en 
comisión ó interino, en virtud de las facul- 
tades que les concede el R. D. de 5 de enero 
de 1844, lo participen los regentes á este 
Ministerio, con expresión del motivo que 
ocasiona el nombramiento, si por vacante de 
la judicatura ó promotoría?, por enfermedad 
ó ausencia, ó por cualquiera otra causa... 
(CL. t. 34 281.) 

jR. O. de 13 junio de 1845. 

Sobre notificaciones de las sentencias ejecutorias en 
cansas criminales. 

(Grac. y Just.) «Habiéndose suscitado 
dudas sobre la inteligencia del art. 296 de 
la Real ordenanza general de presidios, en 
que se previene que el cumplimiento de las 
condenas se empiece á contar, en cuanto á 
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la duración délas penas, desde el dia en que 
la última sentencia baya sido notificada al 
reo, ha tenido á bien la Leina en virtud de lo 
expuesto por la Dirección general de presi- 
dios y de conformidad con lo consultado por 
Ja Sala de gobierno del Tribunal Sup: emo, 
declarar y resolver lo siguiente: 

í.° Que las notificaciones de las senten- 
cias ejecutorias que se hagan á los procura- 
dores de los procesados, produzcan el mismo 
efecto que si se hicieran á estos en sus per- 
sonas, respecto á la aplicación del citado ar- 
tículo 296. 

2. ° Que cuando los reos estén en los pue- 
blos en que residen las Audiencias que los 
juzgan, cuide la Sala respectiva de que se 
les notifique en el mismo dia en que se dic- 
tare el fallo, ó á mas tardar en el inmediato, 
con arreglo á Ja ley de notificaciones, y que 
se haga constar el dia en el testimonio de la 
condena. 

3. ' Que cuando los procesados se hallen 
en otros pueblos se hagan sin dilación las 
notificaciones á sus procuradores, insertán- 
dose estas en las certificaciones que se ex- 
pidan. 

4. ° Que los jueces de primera instancia 
cuiden también de que se bagan constar en el 
testimonio de la condena Jas notificaciones y 
el dia en que esta empieza á contarse, sin 
perjuicio de que se notifiquen personalmente 
á los reos las sentencias y se les entere del 
dia en que se hizo la notificación á sus pro- 
curadores, para que sepan desde cuándo 
empieza á contárseles el término de las penas. 
—De Real órden etc. — Madrid 13 de junio 
de 1845. (CL. í. 34, p. 289.) 

R. O. de 20 junio de 1845. 

Disposiciones para la mejor ejecución do ía Ley de 
vagos. 

(Grac. y Just.) Se ha servido S. M. 

disponer que se observen las reglas si- 
guientes: 

1. a El ministerio fiscal procurará adqui- 
rir los datos que puedan contribuir á Ja for- 
mación de las sumarias de que trata el ar- 
tículo 9.° de dicha ley, ya por medio de los 
Jefes políticos, Alcaldes, comisarios, celado- 
res de seguridad pública y demás agentes de 
la Administración en este ramo, ya por noti- 
cias de personas privadas fidedignas, ó ya 
promoviendo ante la autoridad judicial com- 
petente Jas indagaciones oportunas. 

2. a Para adquirir estos datos, ó presen- 
tar formal denuncia en su caso tendrá el mi- 
nisterio fiscal muy presente, y lo mismo las 
autoridades y agentes de Administración 
cuando instruyan las sumarias con arreglo 
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al art. 9.°, todo lo que estabfece la ley acer- 
ca de la calificación y clasiíicacicn délos va- 
gos en en el tít. 1 de la misma, cuidando mu- 
cho de que se indaguen y averigüen, se ha- 
gan consfnr por medio de dalos seguros to- 
dos los hechos y cualidades por donde pue- 
dan calificarse bien las circunstancias del re- 
putado por vago, procurando en estas iuvesti- 
tigaciones rechazar todo espíritu de partido, 
y tener en cuenta las parcialidades y bandos 
ájenos á la política que frecuentemente se 
agitan en los pueblos por intereses locales, y 
hasta los odios personales, mas comunes que 
en otras partes en las poblaciones pequeñas. 

3. a En los procedimientos sumarios, tan- 
to e! ministerio fiscal como las autoridades 
judiciales y administrativas y los comisarios 
de protección , cuidarán de respetar escru- 
pulosamente la seguridad individual , no 
procediendo á la prisión ó arresto de ningu- 
na persona sino en los casos en que haya 
fuududo motive, con arreglo a las leyes, para 
privarle de su libertad. 

4. a Para la ejecución de las reglas ante- 
riores, e! ministerio fiscal estará en activa i 
correspondencia, ya por escrito, ya de pala- ; 
bra, si fuere necesario, con las aut ridades j 
y agentes de Administración , y con los jefes | 
naturales ó accidentales de los respectivos ¡ 
destacamentos de la guardia civil, impartien- 
do en caso preciso el auxilio de esta fuerza 
en los términos que previene su reglamento 
especial. 

5. a Eos fiscales de las Audiencias cuida- 
rán de que las fianzas de que tratan los ar- 
tículos 7.° y 23 de la ley sean efectivas y no 
simuladas, y de que ofrezcan por lo tanto 
toda la seguridad necesaria ; y en el caso de 
no conseguirse ei objeto que se expresa en 
diebh art. 7.“, exigirán que el procesado sea 
destinado á corrección con arreglo a la sen- 
tencia ejecutoriada. 

6. a El ministerio fiscal cuidará igualmen- 
te de que extinguido el tiempo del destino 
de cada vago, aplicado a corrección, sea efec- 
tivamente vigilado por la autoridad, como se 

reviene en el art. 25 de la ley, para lo cual 
ara las excitaciones y reclamaciones nece- 
sarias á los respectivos jefes, agentes ó su- 
balternos de protección y seguridad pública, 
procurando que esta vigilancia sea eficaz y 
positiva hasta que se cumpla el término que 
en el mismo art. 25 se señala. 

7. a Los fiscales de las Audiencias lleva- 
rán un estado en que expresen todos los 
procedimientos de este género, clase y cir- i 
Constancias de los procesados, corrección 
impuesta y fianzas que hubien prestado es- 
tos, para" poder suministrar al Gobierno 


de S. M. todos los datos estadísticos y noti- 
cias que se les pidan sobre esta materia. — 
Lo que de Real orden efe, Madrid 20 junio 
de 1845.— Mayans. — Sr. Fiscal déla Audien- 
cia de'.,.,, (CL. t. 34, p. 299.) 

R. O. de 13 julio de 1845. 

Derogando el párrafo v 2.°, art. 8(1 de las Ordenanzas 
de las Audiencias. 

(Giuc. y Just.) En virtud de lo dispues- 
to en el art. 623 de los aranceles judiciales 
de 2 de mayo de aquel año , que equivale al 
627 de los de 1S6(1 ("V. Aranceles) «se lia 
«servido S. M. declarar que desde la publica- 
«ciori déla expresada ley ha quedado deró- 
«gado eJ párrafo 2. 11 art. S6 de las Ordenan- 
zas de Jas Audiencias.» {CL. í. 35, p. 48.) 

Ténganse en cuenta los arls. 78 á 81 
de la Ley de Enjuiciamento civil y la 
regla 5i de la ley provisional para la 
aplicación del Código penal. 

R. O. de iB julio de 1845. 

Es sobre exhortos ó requisitorias á los 
Tribunales de Portugal y se halla inserta 
con todas las demás disposiciones sobre es- 
te asunto en el artículo Exhortos y Suplica- 
torios, t. VI, págs. 746 á 757, debiendo 
consultarse también el artículo Extbadicu®. 

R. O. de 47 setiembre de 1845. 

Sobre los discursos de los regentes en la apertura d* 
ios Tribunales con arreglo á las Oidenaozas. 

(Ghac. y Just.) Para que produzcan un 
resultado útil á la adminisUacion de justicia 
los discursos que tienen obligación de pro- 
nunciar ó leer los regentes de las Audiencias 
en el acto solemne de la apertura de los Tri- 
bunales, con arreglo al art. 42 de las Orde-, 
nanzas, se ha servido !a Reina disponer que, 
además de cuarto este articulo previene, se 
observen las reglas siguientes: 

4. a Se hará una exposición en dichos 
discursos de los principales trabajos en que 
S3 haya ocupado el Tribunal durante el año 
anterior, tanto en la parte contenciosa, pro- 
pia de las Salas de justicia, como en lo gu- 
bernati vo— judicial de la Audiencia plena, ó 
de la Sala.de gobierno en su caso. 

2. a Se expondrán ademas en dichos dis- 
cursos el estado de la administración de jus- 
ticia de todo el territorio, los motivos que 
entorpezcan su expedito curso, los abusos 
notables que se observen, y los medios que 
se observen, y Jos medios "que se hubieren 
adoptado por el Tribunal ó propuesto al Go- 
bierno para remover los obstáculos ó extir- 
par los abusos. 
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3. a Se hará una reseña del número total 
de negocios de tudns clases despachados y 
pendientes, tanto contenciosos como gober- 
nativos, expresándose entre estos últimos el 
de magistrados y jueces que hubiesen jurado 
para ejercer sus tangos, el de subalternos 
del Tribunal que hayan tomado posesión, y 
el de escribanos que hubieren jurado para 
desempeñar su oficio. 

4. “ Al fin del discurso se colocará un es- 
tado igual al adjunto- moildo,. comprensivo 
de todos los pormenores que .se expresan en 
la regía anterior. — De Real orden lo digo 
á V. S. para s.j inteligencia y cumplimiento. 
Dies etc. Madrid i 7 de setiembre de 1843. — 
Mayans.— Sr. Regente de la Audiencia ter- 
ritorial de..... 

MODELO QUE SE CITA . 


Sala 

Sala 

Sala 

' To- 

Despacho de negocios 

i a 

2.'* . 

5.* 

! TAL. 

civiles. 





Pleitos despachados de- 





finiliviiiiiente en úi- 





tima instancia en to- 





do el año de 1 84 . 

» 

» 

>J ' 

» 

Idem- en poder de los 





relatores para la vista 

» 

» 

» 

» 

Idem pendientes de 


1 



sustaueiaeion 

» 

» 

' » 

» 

Despacho de las cau- 





sas criminales 



: 


Causas falladas y eje- 





entonadas eu todo 





el año (con reos pre- 





senles). 

JO 1 

» 

» 

» 

Idem fañadas de reos 




I 

ausentes. 

» 

» 

» 

» 

Idem en poder de los 





relatores para la vista 

» 

» 

» 


Idem pendientes de 





sustanciacion. ..... 

» 

» 

» 

» 

Totales 

» ; 

» 

» 

» 


Número 

de 

expedientes. 


Expedientes despachados por la 


Sala de gobierno ; 

» 

Idem despachados por la Audien- 


cia plena 

» 

Total* b i * ■ ■ H t 

» 
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Número de magistrados que han . 

jurado. » 

Idem de jueces de primera ins- 
tancia ,a. . í 

Idem de subalternos del Tribu- 
nal que Fian tomado posesión. » 

Idem de escribanos que lian ju-? 
rado » 


Total-. ........ » 


( CL . t. 35, p. 195.) 

De nuevo se circuló la anterior Real 
orden en BO de marzo de 1 846. 

fí. O. cié 19 setiembre de 1845. 

Qnelos condenados antes de ser declarados soldados 
extingan la pena en los calabozos de los cuarteles. 

(Roac. y Josr ) «Con vista de las exposi- 
dimes elevadas al Gobierno de S. M. por el 
inspector género! de caballería y por el di- 
rector general de artillería , se resolvió en 
Reales órdenes de 7 de julio de 1843 y 8 de 
junio último, que los soldados contra quienes 
hubiere causa pendiente antes de su ingreso 
en las fílasete! ejército, extingan en ios caía- 
boros de sus respectivos cuarteles los meses 
de prisión que les hubiere impuesto la juris- 
dicción ordinaria por delito cometido siendo 
aquellos paisanos. Y á fin de que dichas so- 
beranas disposiciones, expedidas por con- 
ducto del Ministerio de la Guerra, tengan 
cumplido efecto, se lia servido mandar S. M. 
que per el de mi cargo se comuniquen, co- 
mo de Rea|órden lo ejecuto, á los Tribuna- 
les, á los fiscales de las Audiencias y á los 
jueces de primera instancia. — Dios etc. 
Madrid 19 de setiembre de I84o. {CL. t, 35, 
pág. 248.) 

R. D. de 19 setiembre de 1845. 

Prohíbe ta concesión do honores de la toga. 

(Gkac. Y JcsT.) «Teniendo en considera- 
ción las razones que me lia expuesto rní Mi- 
nistro de Gracia y Justicia, conformes con el 
parecer de la Sala de gobierno de! Tribunal 
Supremo y con lo propuesto por mi fiscal del 
mismo Tribunal sobre la conveniencia de 
prohibir Ja concesión de honores de la toga, 
he venido en decretar lo siguiente: 

Artículo l.“ En Jo sucesivo no se conce- 
derá ninguna clase de honores de la magis- 
tratura. 

Art. 2.° Tampoco se hará ninguna de- 
claración de que los servicios prestados en 
■un destino de judicatura se entiendan como 
hechos en Juzgado de mayor graduación. 

Art. 3.° Me reservo atender al mérito y 
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premiar los buenos servicios de los emplea- 
dos y funcionarios de la administración de 
justicia por los medios establecidos para las 
demás clases del Estado, ó por los que mi 
Gobierno creyere conveniente proponerme. 
—Dado en Palacio á 19 de setiembre de 
1845. (CL. t. 35, p. 247.) 

II. O. de 30 setiembre de 1845. 

Se dieron instrucciones y estados para 
que los jueces de primera instancia facilita- 
sen á las Audiencias, y estas al Gobierno los 
ditos referentes á la estadística criminal de 
1844. (CL. t 35, p. 317.) 

R. O. de 26 setiembre . — 3 octubre de 1845. 

Los vocales de las Diputaciones eo las visitas do cár- 
celes. 

(Grac. yJust.) «Por el Sr. Ministro de 
la Gobernación de la Península se ha comu- 
nicado á este Ministerio de mi cargo con fe- 
cha 26 de setiembre último la Real orden si- 
guiente: 

«El Jefe político de Granada ha Consulta- 
do , si las Diputaciones provinciales deben 
continuar con la obligación de que asistan á 
las visitas generales de cárceles dos de sus 
individuos. Y S. M. atendiendo por una par- 
te á que la ley de 3 de febrero de 1823 ha 
sido derogada por leyes posteriores, y consi- 
derando por otra que la referida obligación 
no es compatible con las atribuciones que 
las Diputaciones tienen en el día, se lia ser- 
vido inandar que los vocales de estos cuer- 
pos cesen de intervenir en las visitas gene- 
rales de cárceles.» — Lo que tjp órden de 

S. M. etc. — Madrid 3 de octubre de 1845.— 
Mayans. Sr. Regente de la Audiencia de.*... 
(CL. t. 35, p. 346.) 

R. O. de 7 octubre de 1845. 

Asistencia personal á estrados de los representantes 
del ministerio fiscal. 

(Grac. y Just.) Se recomendó al fiscal 
del Tribunal Supremo de justicia, previnie- 
se á los representantes del ministerio fiscal 
que fuesen rígidamente celosos en la asis- 
tencia personal á estrados que les está en- 
cargada por el art. 102 del reglamento pro- 
visional y R. O. de 6 de noviembre de 1844, 
no consintiendo que ios defensores abusen 
de su cargo en sus informes, y reclamando 
lo conveniente para la represión de cualquier 
exceso que observaren.» (CL. t. 35, p. 349.) 

El señor fiscal del Tribunal Supremo 
de justicia, comunicó la anterior Real 
orden á los fiscales de las Audiencias, 
en estos términos. 


«AI trasladar á Y. S. esta Real resolución, 
y al recomendar á su prudencia y á su celo 
los preceptos que contiene, no puedo menos 
de recordarle Ja posición que ocupa este Mi- 
nisterio en los juicios criminales, y sobre 
todo en el acto solemne de las vistas, pues 
que de ese carácter, bien meditado y cono- 
cido, es del que se han de deducir todas sus 
obligaciones. 

Ante ei Tribunal que representa lo supre- 
mo é impasible de la ley, y que ha de pro- 
nunciar sus fallos sin mas consideración que 
esta propia, se halla colocado el ministerio 
fiscal, órgano de la causa pública, expresión 
activa de los intereses sociales y representa- 
ción dei Gobierno del Estado, en cuanto 
afecta á la administración de justicia, á la 
represión de los crímenes, A la observancia 
y ejecución de Jas leyes penales. Los que 
hemos recibido pues tal investidura nos ha- 
llamos en el caso de reclamar con energía el 
cumplimiento de estas, no buscando delitos 
á toda costa para tener la triste, salisfacion 
de acusarlos; pero resignándonos, sí, á exi- 
gir vivamente su castigo cuando no podamos 
dudar de sil perpetración. 

Semejante deber no se cumple con escri- 
bir algunas líneas ligeramente pensadas, 
abandonando después el proceso al azar de 
unos actos públicos, á los cuales no se con- 
curre. En rigor, el ministerio fiscal debería 
seguir presente á toda la continuación de 
las causas basta el momento en que el Tri- 
bunal se declarase instruido, no faltando 
jamás al acto de las vistas, tan solemne ya 
hoy, y que cada vez ha de ser mas impor- 
tante, según la tendencia de las nuevas ideas 
sobre la instrucción criminal. 

Pero si esta asistencia rigorosa no se pue- 
de exigir universal é indefectiblemente por 
ei inmenso número de causas que abruman 
á nuestros Tribunales, el buen sentido debe 
indicar á lo menos cuáles son aquellas en 
que no se puede dispensar, y en que es for- 
zoso concurran en persona los representan- 
tes de la causa pública á sostener de viva voz 
sus derechos. Como regla general, además 
de los casos en que le está prevenido por el 
artículo 102 del reglamento para la admi- 
nistración de justicia, y por la R. 0. de 6 de 
noviembre de 1844, deberá hacerlo Y. S.: 
primero, siempre que las causas, ó por la 
índole del delito, ó por circunstancias espe- 
ciales de las personas comprendidas en. ellas 
hubieren adquirido alguna celebridad, yí].?“ 
mado de un modo no común la atención 
pública; y segundo en todos los procesos po- 
líticos, ya sean de mayor ó de menor grave- 
dad, y ora pula en ellos la aplicación de pe* 
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ñas severas, ora se limite á exigir castigos ■ 
correccionales, y aun cuando haya opinado 
por el sobreseimiento ó la absolución misma. 

V. S. comprenderá bien los motivos que 
exigen el que no se verifique hoy una vista 
pública, en la cual puedan tocarse ciertas 
cuestiones ó exponerse tal género ríe ideas, 
sin que las doctrinas y los intereses sociales 
leDgan allí un representante activo que pue- 
da levantar la voz en su defensa y no los de- 
je abandonados á los embates, y tal vez á las 
diatribas de la pasión ó del interés parti- 
cular. 

También respecto á este punto debe lla- 
mar la atención de Y. S. recomendándolo 
muy eficazmente á su prudencia y á su huen 
sentido . Es por una parte deber suyo no j 
consentir que sea ultrajada la ley, insultado 
el Gobierno de S. M., ni menospreciado, el 
poder de la justicia; y por otra, lo es asimis- 
mo el respetar los derechos de la defensa, y 
el no intentar coartarla en lo que tiene de 
santo y de inviolable. La conciliación de es- 
tos dos principios, de tal suerte que queden 
ilesos el uno y el otro, forma uno délos pro- 
blemas mas árduos de nuestro ministerio, y 
de los que debo señalar y recomendar mas 
vivamente al estudio, al celo y á la ilustra- 
ción de Y, S. 

La policía y el órden de las Salas por lo 
respectivo al público corresponde á sus pre- 
sidentes: mas el derecho de iniciativa se ex- 
tiende del mismo modo en ese particular á 
ios fiscales. Deber es de estos últimos recla- 
mar en forma, si por desgi acia fuese necesa- 
rio, la acción de los primeros ; y deber es 
también suyo el indicarles con anterioridad, 
cuando haya fundados motivos, cualquier 
justo temor en este género, á fin de que to- 
men con tiempo las medidas de prevención 
que sean oportunas. 

No concluiré esta comunicación sin repetir 
á V. S. que su celo, su prudencia y su buen 
sentido han de ser los móviles que incesan- 
temente le deban conducir. Persuádase 
Y. S. de que el Gobierno de S. M. , respetan- 
do los derechos de la defensa, la publicidad de 
los juicios y las garantías que se deben á los 
acusados, quiere poner término á todo des- 
órden material y moral en el recinto de los 
Tribunales; y la unión de estas dos conside- 
raciones le inspirará la condnctai la vez me- 
surada y enérgica que debe seguir en cada' 
caso.— Dios guarde á V. S. muchos años. 
Madrid 11 de octubre de 1845.— Es copia.— } 
Pacheco. ( CL . t. 35, p. 370.) 1 

R. O. de 2 diciembre de 1845. 

1 

Es sobre que por los Tribunales v archi- ’ 

Tomo VÍII. 


vos dependientes del Ministerio de Gracia y 
Justicia se permita reconocer y sacar testi- 
monios de causas y pleitos con sujeción á las 
reglas que se establecen. Y. Archivos gene- 
rales. 

R. D. de 12 diciembre de Í845. 

Es sobre asistencia de los abogados fisca- 
les á la apertura de los Tribunales. — Véase 
Abogados. 

R. O. de i. 0 febrero de 1846. 

Es sobre declaraciones judiciales de los in- 
dividuos de la guardia civil. Esta y otras mu- 
chas disposiciones sobre declaraciones en 
causas criminales y en negocios civiles se 
hallan en Declaración judicial en negocto 

CIVIL, Y DECLARACION Eft CAUSA CRIMINAL. 

R. O. de 29 marzo de 1846. 

Procuradores. Fianzas que deben prestar. 

(Guau, y Just.) «He dado cuenta á la Rei- 
na... de ia consulta... para que se determine 
si según lo díspuestoen e) reglamento de Juz- 
gados de l.°de mayo de 1844 se podrá obli- 
gar á que presten Ja lianza prevenida en su 
art. 61, los procuradores que en aquella fe- 
cha se hallaban ya ejerciendo sus oficios...., 
S M. se ha dignado resolver que así se exija 
la expresada lianza altenor de las reglas es- 
tablecidas por la Sala de gobierno de esa Au- 
diencia á los procuradores nombrados por 
la misma á propuesta de los jueces , como á 
los que desempeñen oficios de propiedad 
particular, á los que fueren nombrados des- 
pués de l.° de mayo de 1844 como á los que 
lo habían sido antes de esta fecha. — De Real 
órden etc. Madrid 29 de marzo de 1846.; — 
Sr. Regente de la Audiencia de Madrid. 
{CL. t. 36, p. 556.) 

i?. O. de 31 marzo de 184$. 

Partes de las vacantes y traslaciones de los escribano» 

notarios, escribanos de cámara. 

(Grac. y Just.) Para que en este Minis- 
terio pueda llevarse con exactitud el registro 
formado á todos los escribanos, notarios y 
encargados délos oficios de hipotecas, se lia 
servido S. M, disponer que se observen las 
reglas siguientes: 

1. a Los jueces de primera instancia da- 
rán pronto aviso al regente de la respectiva 
Audiencia de toda vacante ó traslación de 
Notaría, Escribanía y Contaduría de hipote- 
cas, que ocurra en cualquiera de los pueblos 
de su partido, ya sea por muerte, trasla- 
ción ó separación del que la obtenía, con ex- 
presión de su nombre y de la calidad del ofi- 
cio vacante. 

i 4 
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2. a Id mediatamente que los regentes re- 
ciben dichos avisos, los trasladarán á este 
Ministerio con la expresión prevenida en el 
artículo anterior. 

3. a Tatnbien darán cuenta losregent.es a 
este Ministerio de las vacantes de escribanos 
de cámara que ocurran en el Tribunal que 
presidan. 

4. a Los regentes vigilarán para que los 

jueces de primera instancia de su territorio 
observen con puntualidad y exactitud lo que 
se previene en la regla l. 6 — De Real ór- 
deu etc.— -Madrid 31 de marzo de 4846.— 
Egaña.— Señor {CL. t. 36, p. 667.) 

R. O. de 6 abril de 1846. 

fío pueden ser asesores los a negados menores de vein- 
ticinoo años. 

(Grac. y Just.) «Conformándose S. M. 
con el dictamen de la Sala de Indias del Tri- 
bunal Supremo de Justicia, se ha dignado 
aprobar la providencia dictada por la Au- 
diencia de Puerto Príncipe , prohibiendo 
ejercer las funciones de asesor a los aboga- 
dos menores de veinticinco años; cuya de- 
terminación, arreglada á ia R. C. de 27 ene- 
ro de 1833 que se hizo extensiva a ios do- 
minios de Indias, se circule á las Audien- 
cias de Ultramar para su puntual observan- 
cia.» — De Real orden etc. Madrid 6 Je abril 
de 1846.— Señor {CL. t. 37, p. 90.) 

R. O. de 19 abril de 1846. 

Reglas para la formación do los presupuestos de gas- 
tos interiores de los tribunales. 

(Grac. y Just.) El contenido del art. 120 
de las Ordenanzas de Jas Audiencias y las 
alteraciones hechas en estos Tribunales con 
la creación de las Salas de gobierno de las 
mismas, lian originado dudas sobre las res- 
pectivas ^cuitarles de los regentes, y de aque- 
llos en cuanto á la inversión de los fondos 
ue para los gastos interiores están concedí* 
os por la ley de presupuestos; y á fin de 
que no se ofrezcan cuestiones sobre este 
punto, se uniformen las diversas prácticas 
que hoy rigen acerca del mismo particular, 
y se consiga igualmente lu mayor economía 
y la útil inversión de dichos fondos, se ha 
dignado S. M. disponer, de conformidad con 
lo informado por la Sección de Gracia y Jus- 
ticia del Consejo Real, que se observen las re- 
glas siguientes: 

1. a En í.° de octubre de cada año los 
regentes de las Audiencias presentarán á Ja 
Sala de gobierno respectiva un presupuesto 
de gastos para el año siguiente, teniendo en 
consideración la cantidad consignada por la 
ley, dividido en dos partes, una de los fijos, 


y otra de los eventuales, En- la primera se 
comprenderán los sueldos y asignaciones de- 
terminadas que en todo el año no produzcan 
alteración; y en la segunda los gastos even- 
tuales que se consideren precisos. 

2. a Las Salas de gobierne examinarán 
este presupuesto, y expondrán su conformi- 
dad ó las observaciones que acerca de él 
consideren convenientes. Los regentes ha- 
rán el usó que crean oportuno de estas ob- 
servaciones, y en vista de ellas reformarán 
ó no el presupuesto, 

3. a Al formarlo los regentes, y al exa- 
minarlo las Salas de gobierno, procurarán 
poner en la parte eventual de gastos los que 
consideren necesarios para mejorar los ense- 
re? y adorno de los Tribunales, á fin de que 
siempre haya en ellos la dignidad y decoro 
propios del Jugar en que se administra justi- 
cia, pero sin ostentancion ni lujo. 

4. a Formado y examinado el presupuesto 
lo remitirán los regentes con sus observa- 
ciones á este Ministerio en todo el mes de 
octubre, acompañando también las que haya 
expuesto la Sala de gobierno ó alguno de 
sus individuos y con las cuales no se hubie- 
ren conformado. 

5. a Todas las partidas de gastos interio- 
res de los Tribunales se abonarán por el se- 
cretario de la Audiencia, como se previene 
en el art. 420 de las Ordenanzas, en virtud 
de libramientos firmados por el regente de 
.a misma, y ajustados al presupuesto apro- 
nado, cuyos documentos servirán de com- 
probantes á las cuentas que en fin de año 
forme el mismo secret ario, 

6. a Las cuentas se someterán al exámen 
y aprobación de la Sala de gobierno, y apro- 
badas se pasarán á la Intendencia de ia pro- 
vincia como está mandado, remitiéndose una 
copia literal de ellas á este Ministerio.» {CL. 
t. 37, p. 4 26.) 

R. O. de 28 abril de 4846. 

Los magistrados jubilados y eesautes, cuando con- 
curren á. estrados sean considerados como los pro- 
pietarios. 

(Grac. y Just.) ...«Teniendo S. M. en 
consideración que la cesantía, y menos la 
jubilación, en nada menoscaban la dignidad y 
buen concepto de los magistrados, se ha dig- 
nado disponer, de conformidad con lo infor- 
mado por la Sección de Gracia y Justicia del 
Consejo Real: que ios magistrados jubilados 
y cesantes sean considerados en un todo có- 
mo los propietarios, cuando concurran á ios 
Tribunales en virtud de lo que determina el 
citado R. D de 4 844, debiendo ocupar el 
. asiento que les corresponda , después del 
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presidente de Sala, según su antigüedad y 
y con sujeción á las reglas prescritas en la 
R. O. dé 5 enero de 1844.» (CL. t. 31 ¡ pá- 
gina 163.) 

R. O. de 29 abril de 1846. 

Resuelve que no gocen Fuero alguno es- 
pecial los diputados provinciales — Véase en 
el artículo Gobierno y Administración de las 
provincias; pero consúltese en el Apéndi- 
ce I, al art. 1.” de la ley de. 21 de octubre 
de 1868. 

R. O. de l.° mayo de 1846. 

Que los jueces den aviso oficial á la Dirección de la 

Deuda de los delitos de sustracción de' documentos 

de crédito contra el Estado. 

(Grac. y Jost.) «A fin de evitar cuant 0 
sea posible los robos de documentos de cré~ 
dito contra el Estado, y precaver la ímpuni-* 
dad de ios que los cometan, se ha servido 
disponer la Reina nuestra señora, de acuer- 
do con el parecer de la Sala de gobierno del 
Tribunal Supremo, que los jueces de prime- 
ra instancia, al principiar los sumarios por 
esta clase de delitos y antes de anunciar en 
los periódicos la sustracción de dichos do- 
cumentos, den aviso oficial á la Dirección 
general de Liquidación, de la Deuda pública 
para que por sus dependencias sean deteni- 
das ó disposición de los mismos jueces las 
personas que no siendo dueñas legítimas de 
dichos créditos, y presentándose á recoger 
los documentos que reemplazan á los con- 
vertidos, infundan justas sospechas de su cri- 
minalidad.» — De Real órden etc. Madrid \ .° 
de mayo de 1846. — Coneja. — Señor.... {CL. 
t. 37, ji. 224.) 

R. O. de 23 mayo de 1846. 

Fuero eclesiástico ordinario y castrense: Condenados 
á pena capital por Com siones mili ó tires* 

(Grac. y Jost.) Se resuelve que los con- 
denados á pena capital por las Comisiones 
militares, deben recibir los auxilios espiri- 
tuales de los párrocos ordinarios, y que los 
menestrales ó artífices que hacen obras para 
los establecimientos militares están sujetos 
a la jurisdicción eclesiástica diocesana ; y á 
la castrense los individuos del Cuerpo de la 
guardia civil. {CL. t. 37, p. 386 ) 

R. O. de i 2 junio de 1846. 

Partes de la posesión y ceso délos que desempeñan 
cargos judiciales fiscales 

(Crac, y Just.) «...Se ha servido man- 
dar S. M. que, sin perjuicio de ejecutarle 
puntualmente la R. O de 30 de mayo de 
1845 sobre los partes que se deben dar rela- 


tivos al uso de licencias, se observen las re- 
glas siguientes: 

í a Los regentes darán cuenta á este 
¡Ministerio del dia en que los nombrados para 
cualesquiera de ios cargos de la carrera ju- 
dicial, toman posesión de ellos. 

2. a La fiarán asimismo si el agraciado no 
se hubiere presentado á lomarla dentro del 
término que por punto general estuviere pre- 
fijado ó del que se señalo en la Real órden ó 
título de su nombramiento. 

3. a Darán parte asimismo ios regentes 
del dia en que cualquiera de dichos emplea- 
dos... cese en sus destinos ó cargos, ya por 
fallecimiento, ya por haber sido separados, de- 
clarados cesantes, trasladados ó promovidos, 
ó ya también por haber pasado á desempe- 
ñar otro empleo ó cargo en distinta carrera. 

4. a Para que los regentes puedan comu- 
nicar estas noticias al Gobierno de S. M., ios 
jueces las darán puntualmente á aquellos en 
la parte que es respectiva á sí misinos, y á 
los promotores y subalternos de sus Juzga- 
dos y pueblos de sus partidos. 

5. a Queda en su fuerza y vigor la R. O. de 
31 de marzo de este año, acerca de los avi- 
sos que deben dar los regentes de toda va- 
cante ó traslación de escribanos , notarios y 
demás subalternos expresados en la misma 
Real disposición.— De Real órden, etc. Ma- 
drid 12 de junio de 1846. — Caneja.— Señor 
Regente de la Audiencia de... {CL. t. 37, 
pág. 473.) 

R. O. de 30 junio de 1846. 

Sueldo-do jueces y promotoras en comisión. 

(Grac. y Just.) «En vista de lo manifes- 
tado por V. S. en 16 de es.e ines, á conse- 
cuencia de la Real órden que se le dirigió 
por este Ministerio en 9 del mismo, y á fin 
de facilitar la ejecución de lo mandado en la 
circular de 28 noviembre de 1844; S. M. se 
ha dignado resolver: 1 ,° Que á los nombra- 
dos en comisión por S. M. para Juzgados ó 
Prometerías que se hallen vacantes, ó cu- 
yos propietarios estén sirviendo también en 
comisión otro destino, sin percibir el sueldo 
de aquel cuya propiedad conservan , se les 
abone el haber íntegro señalado en la ley de 
presupuestos á la plaza que desempeñan. 
2. n Que á los comisionados, en iguales cir- 
cunstancias por las Salas de gobierno de ias 
Audiencias para servir aquellos deslinos, solo 
se les haga eí mismo abono, cuando se dé 
conocimiento á esa Dirección de haber sido 
aprobado por S. M. el nombramiento; en- 
tendiéndose en otro caso que, los así nom- 
brados, han de percibir únicamente los emo- 
lumentos de la plaza que sirvan, del misino 
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moflo que los comisionados durante las au- 
sencias ó enfermedades de los propietarios, 
si expresamente ao se les asigua por S. M. 
alguna parte de sueldo. ( CL . t. 37, p. 526.) 

R. O. de 30 junio de 1846. 

Es sobre el modo de cumplimentar los 
autos judiciales de los Tribunales extranje- 
ros, y se halla en el artículo Exhortos. 

R. O. de 13 julio de 1846. 


cionarios dependientes de este Ministerio 
usen en los asuntos oficiales de papel de hilo 
que tenga consistencia, y de ningún mo- 
do del continuo fabricado en cilindro, que 
la experiencia ha hecho ver ser de muy es- 
casa duración y perjudicial para la conser- 
vación de los documentos oíiciales. (CL, 
tomo 38, p. 138.) 

R. O. de 27 febrero de 1847. 

Nombramientos y renuncias de procuradores. 


(Hac.) Extracto. — Previene á las Au- 
diencias del Reino, que en los negocios de 
que conozcan corno tribunales de segunda 
instancia en materias de Hacienda, se entien- 
dan directamente con este Ministerio. ( Co- 
lección legislativa, t. 38, p, 66.) 

/{. O. de 29 octubre de 1846. 

No tienen que reüdir cuenta los Juzgados desús con- 
signaciones. 

{Grac y Just.) «Por R, O. de 8 de octu- 
bre de 1838 se dispuso, entre otras cosas, 
que en los Juzgados de primera instancia 
llevara e! escribano inas antiguo la cuenta 
del presupuesto , y se establecieron varias 
reglas para la formal inversión y debida jus- 
tificación de sus consignaciones respectivas; 
y considerando S. M. que , por reducidos 
que sean los gastos de los Juzgados, nunca 
serán menores que la cantidad presupuesta, 
y que se empleará en su examen un tiempo 
necesario para el despacho de asuntos mas 
importantes ; de conformidad con lo infor- 
mado por la Contaduría genera! del Reino, 
üa tenido á bien disponer quede sin efecto 
lo prevenido en la citada Pieal orden sobre 
la manera de rendirse las cuentas de las 
cantidades consignadas para gastos de los 
Juzgados de primera instancia, sin que por 
lo tanto deban Jos jueces ocuparse en ade- 
lante. de su formación. — De Reai órden, etc. 
Madrid 29 de octubre de 1846.» — Caneja. — 
Señor Regente de la Audiencia de... (CL. 
tomo 38, p. 77.) 

R. O. de 10 noviembre de 1846, 

Se dispone que los fiscales utilicen todos 
los recursos que sean procedentes en defen- 
sa de los derechos de la Hacienda pública. 
Se halla inserta en Hacienda pública (Con- 
tencioso de) ( t . VII, p. 88.) 

R. O. de 18 noviembre de 1846. 

Prohibiendo el papel continuo en documentos oficiales 

# (Grac. y Just.) «ha Reina se ha servi- 
do disponer que todos los Tribunales, Juzga- 
dos, autoridades civiles, eclesiásticas y fun- 


(Grac. y Just.) «Se ha enterado la 
Reina de la comunicación dirigida á este 
Ministerio por la Sala de gobierno de... con- 
sultando sobre si reside en ella Ja facultad de 
admitirlas renuncias de sus oficios hechos 
por los procuradores... y teniendo presente 
S. M. que por el art. 6 i del reglamento de¡ 
Juzgados corresponde á la referida Sala el 
nombramiento de estos subalternos, ha tenido 
á bien resolver por punto general, que á la 
misma toca admitir sus renuncias así como 
también las de los demás que son de su ex- 
clusivo nombramiento, debiendo proceuer en 
su consecuencia á la provisión de las vacan- 
tes que resulten, con sujeción á lo dispuesto 
en el citado reglamento. (CL. t. 40, p. 236.) 

Por R. O. de 15 de octubre de 1819, 
se dispuso que los nombramientos de 
procuradores y alguaciles se haga por el 
ministro de Gracia y Justicia. Se dejó sin 
efecto por otra de 22 de enero de 1851. 

R. O. de 12 marzo de 1847. 


Dicta reglas para hacer efectivos los cré- 
ditos contra Ayuntamientos, y se halla inser- 
ta en ei artículo, Acreedores contra Ayun- 
tamientos. (í. I,p. 136.) 

R. I). de 4 junio de 1847. 

Es sobre sus tan dación de competencias 
entre las autoridades judiciales y adminis- 
trativas. — V . Competencias . 


R. O. de 7 julio de 1847. 

(Grac, y Just.) Se dispuso por esta Real 
Orden que en todas Jas Alcaldías,. Juzgados y 
Tribunales del Reino, se llevase un registro 
de los juicios entablados y fenecidos con ex- 
presión de todos los derechos que los 'fun- 
cionarios devengasen, con el fin de conocer 
los gastos originados en la administración de 
justicia, ver si es ó no necesaria la reforma 
de los aranceles, ó calcular si será cong- 
ruente asignar sueldos lijos á los depefl' 
dientes de los Tribunales y Juzgados. (úJ" 
í. 40, p. 290.) 
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• R, D. de 8 octubre de 1847. 

Circunstancias y requisitos para ser magistrado, 

. juez, etc. 

' (Grac. y Just.) Se dispuso la formación 
de un proyecto de ley que fijase definitiva- 
mente las circunstancias y requisitos nece- 
sarios para ser nombrado juez ó magistrado, 
los casos de responsabilidad de estos y su 
inamovilidad , en cumplimiento de los ar- 
ticules 67, 69 y 70 de la Constitución; y 
que entre tanto se observase el R. D. de 29 
de Diciembre de 1838.» ( CL . t. 42, p. 224.) 

R. O. efe 16 enero de 1848. 

■ (Grac. y Jcst.) Se dispuso que á ningún 
funcionario del órden judicial le perjudiquen 
para su nombramiento, reposícionó rehabili- 
tación los motivos políticos por que hubiese 
sido suspenso ó separado, y. dando á los que 
se hallen en dicho caso preferencia en la 
provisión,. (CL. t. 43, p. 30.) 

R. O. de 19 febrero de 1848. 

Supresión de una plaza de alguacil en cada Juzgado. 

(Grac. yJost.) « S. M. ha tenido á 

bien resolver que se suprima una plaza de 
alguacil en cada uno de los Juzgados de as- 
censo y de término y queden existentes y pro- 
vistas dos para su servicio, á la manera que 
sucede actualmente respecto de los de en- 
trada.» {CL. t. 43, p. 1 11 .) 

R, O. de 23 febrero de 1848. 

Ningún funcionario judicial goce en actos del servicio 
de titulo, tratamiento, etc. que uo disfrute su su- 
perior. 

(Grac. y Jdst.) «Teniendo en conside- 
ración la necesidad é importancia de que se 
conserve inalterable la jerarquía establecida 
en los Tribunales de justicia, y á fin de evi- 
tar los graves inconvenientes producidos por 
su inobservancia, de que tiene conocimiento 
el Ministerio de mi cargo, se ha dignado ro- 
solver la Rema que ningún empleado del 
órden judicial goce en actos del servicio de 
titulo, tratamiento, honores ó condecoracio- 
nes de que no disfrute el superior inmediato 
cerca del cual le incumba desempeñar las 
funciones de su cargo.— De Real órden etc. 
—Madrid 23 de febrero de 1848.» (CL. to- 
mo 43, p. 119.) 

7?. O. de 29 abril de 1848. 

Voto del fiscal en las Juntas de Tribunal pleno. 

IGrac. y Jost.1 «La Audiencia de Pam- 
plona ha expuesto á este Ministerio las du- 
das que se le ofrecían acerca del voto que 
pudiera corresponder en el tribunal pleno al 
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fiscal de S. M. en los negocios que hallán- 
dose pendientes ante la Sala de gobierno se 
sometiesen para resolución de la misma al 
conocimiento de aquel, con arreglo á lo 
prevenido en el art. 13 del Real decreto de' 
5 de enero de 1844. Enterada la Reina del 
expediente instruido sobre el particular y 
coníormándose con el Tribunal Supremo de 
Justicia, se ha servido declarar por punto ge- 
neral que no corresponde á los fiscales el 
voto resolutivo en la Audiencia ó tribunal 
pleno, sea cualquiera la procedencia de los 
asuntos que se| sometan á su deliberación.— 
De Real órden etc. Madrid 29 de abril de 
1848. — Arrazola.» {CL. t. 43, p. 505.) 

/i. O de 13 mayo de 1848. 

(Crac, y Just.) Se excitó el celo de las 
autoridades judiciales para reprimir los deli- 
tos contra el órden público. (CL. t. 44 pá- 
gina 37.) 

R. O. de 19 mayo de 1848. 

Sobre licencias á jueces, promotora* ele. 

Se limitó por esta Real órdeu á los regen- 
tes y fiscales la facultad de conceder licen- 
cias, á los funcionarios de) orden judicial y 
fiscal, en consideración á aquellas circuns- 
tancias que hacían necesaria su presencia en 
sus respectivos puestos; pero después se les 
dejó de Duevo en e! ejercicio de sus atribu- 
ciones conforme á las ordenanzas y á la Real 
órden 'de 14 de julio de 1849. {CL. t. 44, 
pág. 55.) 

R. O. de 16 agosto de 1848. 

Es sobre indultos por las autoridades mi- 
litares, y conducta de las Audiencias. — Véase 
. en Indultos. 

R. O. de 5 setiembre de 1848, 

Quo se dé cumplimiento á las disposiciones insertasen 
la Gaceta... 

(Grac. y Just.) La Reina, ha tenido á 

bien resolver que los prelados, diocesanos, 
presidente y fiscal del Tribunal Supremo de 
Justicia, decano del especial de las órdenes, 
regentes y fiscales de las Audiencias y demás 
autoridades eclosiásticasyjudicialesden cum- 
plimiento á los Reales decretos, órdenes é 
instrucciones expedidas por este Ministerio 
de Gracia y Justicia que se publiquen en la 
Gaceta de ésta Corte, sin esperar á que se les 
comuniquen como se lia verificado basta 
ahora por medio de circulares dirigidas par- 
ticularmente, debiendo sin embargo mani- 
festar las expresadas autoridades eclesiásticas 
' yjudicLles, que se han enterado de cada una 
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de las expresadas resoluciones de S. M. in- 
serías en la Gaceta, y que han procedido ó 
procederán á su cumplimiento en la opor- 
(unidad debida. — Dios etc— Madrid 5 de se- 
ticmbre de 1848. (CL. t. 45, p. 32.) 

r D. de 22 setiembre de 1848. 

Se dispuso que desde l.° de enero de 1849 
se llevase en los Tribunales y Juzgados ecle- 
siásticos y civiles un Registro general de 
penados. (V. esta palabra.) Se ha suprimido 
el registro por R. O. de 30 de marzo de 
1868, inserta en el Apéndice I, p. 115. 

R. O. de 30 setiembre de 1848. 

Exhorlos suplicatorios y damas comunicaciones ofi- 
ciales de los Tribunales á las Secretarías del des- 
pacho . 

(Grac. y Just.) La Reina, se ha dignado 
mandar que los Tribunales ordinarios su- 
periores ó inferiores y el ministerio fiscal 
cuando tengan que dirigir exhorto, suplica- 
torio ó cualquiera reclamación de oficio á las 
demás Secretarías del despacho, lo verifiquen 
por esta de Gracia y Justicia, haciéndolo les 
jueces y promotores por conducto de sus 
jefes inmediatos. — Madrid 30 de setiembre 
de 1848. (CL. t. 45, p. 167.) 

R. O. de A i abril de 1849. 

Las Audiencias y los capitanes generales en las pro- 
vincias declaradas en estado de sitio. 

(Grac y Jdst.) «lile dado cuenta á la 
Reina del conflicto ocurrido entre la Audien- 
cia territorial de Valencia y el capitán gene- 
ral de la misma ciudad con motivo de la re- 
clamación hecha por esta autoridad de una 
causa criminal formada ante el Juzgado de 
primera instancia de Játiva por muerte vio- 
lenta dada áun malhechor llamado Bautista 
Benet,, fundándose en el bando que publicó 
en 28 de setiembre último al declarar en es- 
tado de sitio el distrito de su mando, en cuyo 
art.. 2.*, si bien ordenó que las autoridades 
civiles continuarán en el ejercicio de sus fun- 
ciones aunque con dependencia militar en lo 
que se refiere á. tranquilidad pública y perse- 
cución de sus perturbadores, se reservó ade- 
más entender en los asuntos que reclamasen 
su particular atención. Para adoptar en asun- 
to de tanta gravedad como importancia una 
resolución conveniente, tuvo á bien S. M. 
oir ei dictamen del Tribunal Supremo de Jus- 
ticia, ei cual, al evacuarlo expusoentre otras 
cosas: que sin embargo de corresponder á la 
clase de delito común sin tener conexión in- 
mediata y directa con el orden público el que 
ha motivado la formación de la causa recla- 
mada por la referida autoridad militar, bajo 


cuyo concepto es ajeno de su competencia, 
no existiendo una disposición general en la 
materia, se hallan limitadas las facultades de 
las Audiencias en este caso y otros ¡de igual 
naturaleza, mientras no se adopte la expre- 
sada disposición, á exponer á la autoridad 
militar lo que convenga para sacarla de su 
equivocación, y recurrir, siendo esto inefi- 
caz, al Gobierno para la oportuna providen- 
cia. Enterada la Reina, y teniendo presente 
que en el artículo l.°, tít. III , tratado VIE 
de las Ordenanzas del ejército, que es el que 
regula las atribuciones de los capitanes gene- 
rales en estado de sitio , se concede á estos 
facultad para promulgar los bandos que crean 
conducir al mejor servicio, los cuales serán 
la ley preferente en los casos que ex- 
plicasen, y comprenderán las penas que im- 
pusieren á todos los que declarasen en ellos; 
S. M., con acuerdo del Consejo de Minis- 
tros , se ha dignado resolver que en casos 
como ei presente y según ¡lo informado por el 
Tribunal Supremo, se limiten las Audiencias 
á exponer á la autoridad militar lo que pro- 
ceda, á fin de que desista de su reclamación, 
y recurrir áS. M., siendo esto ineficaz, para 
que adopte la resolución oportuna. — De Real 
ordénete. — Madrid 14 de abril de 1849.— 
Arrazola. — Sr. Regente de la Audiencia.... 
(CL. t. 46, jo. 342.) 

R. O. de 6 mayo de 1 849. 

No rindaD cuentas los regentes á las Administraciones 
provinciales. 

(Grac. y Just.) Desde que la Pagaduría 
de este Ministerio quedó establecida á conse- 
cuencia de la Real orden comunicada al 
mismo por el de Hacienda con fecha. 10 de 
enero del año último, cesó la intervención 
directa é inmediata que ejercían los inten- 
dentes de provincia sobre los asuntos relati- 
vos á la contabilidad y gastos de los Tribuna- 
les de justicia; y por consiguiente debe abs- 
tenerse el que V. S. preside de rendir al in- 
tendente de esta capital las cuentas que 
menciona en su escrito, fecha el 2 de este 
mes. (CL. t. 47, p. 26.) 

R. 0. de 4 julio de 1849. 

Disposiciones para abreviar el curso de las causas cri- 
minales y asegurar el castigo de los delincuentes (1). 

La Reina se ha dignado mandar: 

1 . ° Que los Tribunales de justicia impul- 
sen el procedimiento en las causas crimina- 
les por cuantos medios les sugieran su ex- 
periencia y celo y autoricen las leyes. 

2. ° Que á este efecto se omitan con todo 


(1) Ver la R. O, de 14 mayo de 1867. 
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rigor diligencias excusables ó conocidamente 
dilatorias. 

3. ° Que con el propio fin, en la presente 
ocasión y en cualquiera otra en que el re-' 
cargo de negocios Jó hiciere necesario á jui- 
cio de los regentes, se formen Salas extra- 
ordinarias, concurriendo con los magistra- 
dos propietarios los auxiliares nombrados ó 
designados en disposiciones vigentes. 

4. “ Que para ocurrir en lo posible al co- 
mún abuso de los términos dilatorios, y 
que en todo caso sea conocido de parte de 
quien estuviese aquel, lo que en muchas 
ocasiones podrá bastar á evitarlo, se conce- 
dan periodos cortos y prudentemente pro- 
porcionales para las pruebas, sin perjuicio 
empero, de las prórogas de ley, en las que 
se observará igual parsimonia hasta el tér- 
mino total de las. mismas. 

5. ° . Que se observe con especial puntua- 
lidad la práctica de formar piezas separadas 
en un proceso, siempre que de lo contrario 
haya de experimentar entorpecimiento y re- 
tardo el procedimiento. 

Encomendada con aquel especial encargo, 
á las autoridades políticas la policía judicial, 
empieza á notarse de parte de los jueces in- 
feriores y promotores fiscales un retraimien- 
to judicial en el procedimiento de oficio es- 
perando en la mayor parte de los casos á re- 
cibir la denuncia del hecho y las diligencias 
de las mencionadas autoridades, que, abru- 
madas á veces con otras atenciones, tardan 
mas de lo conveniente en remitirlas á los 
Tribunales, malográndose asi los primeros y 
mas oportunos naomentos, que por lo común 
deciden del éxiio de la causa, mientras que 
or otra parte la competencia de los autori- 
ades poéticas no es ni puede ser exclusiva y 
sí preventiva. En su consecuencia, sin per- 
juicio de lo que dichas autoridades en cum- 
plimiento de su deber, pueden coadyuvar ala 
administración de justicia, los jueces de pri- 
mera instancia y los Alcaldes (i) y regentes 
de jurisdicción, siempre que llegue á su no- 
ticia la perpetración deun delito, y almenan- 
do les conste que puede haber prevenido la 
autoridad de policía y seguridad, procederá 
de oficio, cómo si á ellos solos estuviese en- 
comendado el instruir el procedimiento, 
siendo menor inconvenienle.en el órden de 
justicia la germinación de diligencias en al- 


(1) Cuando en caso de delito gra ve instru- 
yan las primeras diligencias los A loa des, no 
siendo letrados, se valdrán de asesor, siendo 
posible, bastando en caso de urgencia que oi- 
gan su dictamen verbal. (Disp. 6. a , R. O. de 
18 agosto 1849.) 
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gun caso que la impunidad.de los delin- 
cuentes. 

De la misma manera Jos promotores fisca- 
les denunciarán de oficio y reclamarán pe- 
, rentoriamente el oportuno procedimiento ju- 
dicial sobre cualquier hecho culpable que 
llegue á su conocimiento, dé aquellos en que 
es conveniente ia interposición de su minis- 
terio. 

7. ° Los fiscales de S. M. examinarán en 
su caso con celo y severidad Jas omisiones ó 
las negligencias mas ó menos culpables que 
puedan haber tenido lugar en las primeras 
diligencias de un proceso, y pedirán lo que 
convenga contra quien baya lugar. 

Si la omisión estuviese de parte de las au- 
toridades ó agentes- de policía y seguridad, 
darán parte de ello, sin perjuicio de lo que 
autorizan las leyes en el procedimiento judi- 
cial, á este Ministerio para elevarlo al cono- 
cimiento de S. M. y reclamar el remedio 
competente. 

8. ° Si empezando á conocer un tribunal, 

entorpeciese ó retadarse el procedimiento la 
práctica de diligencias ó retención de los reos 
por la autoridad política ó agentes de segu- 
ridad, los jueces de primera instancia diri- 
girán á las mismas las reclamaciones opor- 
tunas, exponiendo los perjuicios y rechazan- 
do la responsabilidad sobre quien deba re- 
caer. ’ . 

9. ° En ningún caso dejarán de proceder 
los jueces inferiores ni de denunciar los pro- 
motores, fiscales, por la duda de que el co- 
nocimiento pueda corresponder á otro juez 
ó autoridad, á lo cual no puede oponerse en 
su clia el haber asegurado á los reos, y el 
cuerpo del delito por una prevención opor- 
tuna en el procedimiento. 

i 10. Como ya se dispone respecto á los 
fiscales de S. M., los Tribunales superiores 
á su vez, fijarán particularmente su atención 
en todo proceso, en las omisiones ó negli- 
gencias que se noten en el principio del su- 
mario. 

11. Los jueces y promotores desplegarán 
una. especial energía en la persecución de 
aquellos delitos cuya falta de enormidad Jes 
hace pasar como desapercibidos, no siendo 
por eso menos funestos, corno el de vagan- 
cia, origen por lo común de o'ros mayores, 
y por el interés vital que en ello tiene la so- 

j ciedad. 

12. Para que la administración de justi- 
i cía pueda ser oportunamente impulsada por 

todos los que fiemen ese deber, los jueces da- 
¡ rán parte a las Audiencias, los promotores al 
fiscal de S. M., y unos y otros á este Ministe- 
rio de iodo delito grave que se cometa en 



696 


JUSTICIA... 


sus distritos, expresando lo practicado por 
cada uno, y si se procede por auto de oficio 
ó por denuncia, y en este caso de quién pro- 
curando utilizar y hacer efectiva la obligación 

de los síndicos, á denunciar (1). 

t3. Las Salas de justicia, y no dando 
tiempo á su reunión el regente, y á su vez el 
fiscal deS. M., recibido el parte déla perpe- 
tración de un crimen , en vez de la fórmula 
general de que se administre justicia y dé 
cuenta, dictarán las advertencias y preven- 
ciones especiales y determinadas, á que se 
presten los hechos y circunstancias conteni- 
dos en dicho parte , y que mas conduzan á 
utilizar cual conviene' Jos primeros momen- 
tos del sumario. 

tL El regente, la Sala y el fiscal de S. M. 
cí su vez, al dar cuenta á este Ministerio, del 
parte recibido del juez ó promotor , harán 
expresión de las prevenciones que Íes hubie- 
sen adoptado, 

15. Si el crimen se cometiese en la ca- 
pital del partido ó en puesto en que se halle 
accidentalmente el juez, tomará este por sí 
mismo desde luego conocimiento del caso, 
sin encomendarlo al Alcalde, y sin esperar á 
que este le remita ias diligencias, y antes re- 
clamándolas sin dilación. 

16. Debiendo esperarse tanto del celo é 
intervención del Ministerio fiscal, el juez pro- 
curará utilizar su acción y asociar á su acti- 
vidad y diligencia la de los funcionarios de 
dicho ministerio desde los primeros pasos del 
sumario (2). 

17. Si el atentado se verificase fuera del 
punto de la residencia del juez, se trasladará 
este sin dilación al lugar del crimen (3). y 
no levantará mano ni regresará á la cabeza 
del partido, salvo por motivos muy extraor- 
dinarios, de que á su tiempo habrá de dar 
razón al Tribunal superior, hasta asegurar el 
cuerpo del delito y sus perpetradores siendo 
posible. 


(1) De todo delito grave. Entiéndase de 
aquellos que por su gravedad intrínseca, por 
sus circunstancias, ó por la alarma ó escánda- 
lo que ocasionan, se distinguían en la ante- 
rior legislación penal con el nombre de críme- 
nes. (Disp. 1. a , R. O. 18 agosto 1849 ) 

(2) . Véase la. R. 0. de 19 de, julio de 1852. 

(3j Se entienden los jueces dispensados de 

esta obligación cuando fuese letrado el Alcal- 
de de la localidad en que hubiere ocurrido ei 
crimen, y también cuando no puedan cumplir- 
la sin la conveniente seguridad para su perso- 
na; pero en uno y otro- caso no tiene lugar la 
dispensación 6 excepción si hubiere sido alte- 
rada la'pública tranquilidad- (Disp. 5. a , Real 
orden citada.) 


18. No pudiendo imponerse igual obli- 
gación á los promotores, por no sufragar pa- 
ra este gravamen su módica asignación, se 
reputará corno un hecho meritorio el haber 
acompañado al juez ó trasladádose, en au- 
sencia de este, al lugar del crimen, coad- 
yuvando la acción del Alcalde ó regente de 
la jurisdicción, y dando cuenta de ello, se 
anotará este servicio en su hoja de mé- 
ritos. 

19. Todos los casos de notable actividad 
y energía por parte de los Tribunales y fun- 
cionarios del órden judicial, se publicarán 
en Ja parte oficial ele la Gaceta , y además 
se anotarán á los interesados en su hoja de 
méritos, según se dispuso recientemente en 
uno de esta naturaleza ocurrido en la Audien- 
cia de Valladolid. 

20. El fiscal de S. M. en el Supremo 
Tribunal de Justicia abrirá un registro y ha- 
rá objeto de su celo y atención jas causas no- 
tables por su larga duración, ó en que el re- 
sultado no haya correspondido á la enormi- 
dad del crimen ó al escándalo que hubiese 
este ocasionado; y pedirá al Tribunal las re- 
clame, fenecidas que sean, y venidas, que 
se le entreguen para su exámen, pidiendo 
en su consecuencia lo que crea haber lugar 
en justicia, dando cuenta del resultado al* 
Gobierno, lo propio que el Tribunal. 

21. Si examinada una causa, y no ha- 
biendo lugar á exigir la responsabilidad en 
forma á los jueces y funcionarios que inter- 
vinieron en ella, lo hubiese sin embargo á 
una acordada con prevenciones mas ó me- 
nos graves, podrán reclamar los compren- 
didos en ella que no se conformaren, y serán 
oidos en justicia. 

22. Al dar parte en estos casos del resul- 
tado final favorable ó adverso á este Minis- 
terio, se acompañará copia de la anterior re- 
solución y de la censura fiscal para unirlo 
todo al expediente de los interesados. 

23. En todo el mes de agosto de! pre- 
sente año, todos los Tribunales y Juzgados 
eclesiásticos y civiles, dependientes del Mi- 
nisterio de Gracia y Justicia, remitirán ai 
rnisnyo un estado nominal y expresivo de los 
pleitos, causas y expedientes que radiquen 
en los mismos, y que cuenten mas de nn 
ano de duración, expresando los motivos co- 
nocidos ó probables de su retardo, aun cuan- 
do sea en lo civil el inculpable y legal de no 
haber activado la parte el procedimiento. — 
Madrid 4 de jubo de 1849. [CL. t. 47, pági- 
na 346.) 
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R. O. dé 14 julio de 1849. 

Sobro la imprescindible necesidad do licencia para ! 
ansentarse los funcionarios del orden judicial y fis- ' 
cal, los abogados de pobres y los subalternos; cómo 1 
caducan las licencias; sueldo : termino para la po- 
sesión: Tetardo por contratiempo en el camino ó 
embarque. 

(Grac. y Just.) ....-La Reina se ha ser- . 
vido dictarlas resoluciones siguientes: 

«1. a Se reitera la prohibición de que los 
funcionarios deí orden judicial puedaD au- 
sentarse por poco ni mucho tiempo de! pun- 
tó de su habitual residencia, según su desti- 
no, sin licencia, permiso ó conocimiento de 
sus jefes inmediatos en la forma va preveni- 
da por Reales disposiciones y que se dirá. 
El presidente del Tribunal Supremo, los re- 
gentes, fiscales de S. M. y jueces de primera 
instancia en sus respectivos casos, cuidarán 
de! mas puntual y exacto cumplimiento de 
esta disposición y de Jo resuelto sobre el 
particular por las ordenanzas y reglamentos. 

2. a La licencia ó permiso que, conforme 
á los mismos, pueden conceder los regentes 
y fiscales de S. M. es la de quince dias en 
cada- año, continuados ó interrumpidos, no 
computándose en ellos los no feriados que 
puedan coincidir con dicho término. En la 
propia forma se entenderán el mes de licen- 
cia que los regentes pueden conceder á los 
subalternos. 

Si la ausencia no hubiese de exceder de 
dos dias, bastará dar conocimiento por es- 
crito al regente ó fiscal en sus casos, respec- 
tivos, y no cofltradiciéndolo, se supone con- 
cedida la licencia ó permiso. 

Lo propio se observara en dias de vaca- 
ción ó no feriados, en cualquier numero que 
estos sean . 

Los jueces de primera instancia y los pro- 
motores fiscales no pueden pernoctar sin li- 
cencia fuera de la cabeza de partido , salvo 
por razón del servicio ó por motivos muy ¡ 
urgentes, dando cuenta siempre con expre- 
sión de causa, los primeros al regente y los 
segundos al fiscal de S. M. 

En las salidas por motivos perentorios ó 
del servicio, aun cuando ocurran en d>as no 
feriados, los jueces de primera instancia da- 
rán siempre conocimiento por escrito al que 
haya de regentar lajurisdiccion: en los casos 
de licencia, ó cuaüdo el motivo de la salida 
admitiese dilación, se observará lo dispuesto 
en el art. U del reg’amento de Tribunales. 

4. a Ningún subalterno puede ausentarse 
sin dejar encargado el desempeño de su 
destino. Lo propio verificarán los abogados 
de pobres , y todos darán conocimiento al 
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regente y al juez de primera instancia en 
su caso. 

El encargo de los procuradores, en cuan- 
to al seguimiento de pleitos y causas, será 
por sustitución del poder, si tuviese esa cua- 
lidad. A prevención, los procuradores pro- 
curarán que siempre el poder se les otorgue 
con cláusula de sustitución. 

5. a Siempre que los magistrados, fisca- 
les, jueces ó subalternos tuvieren que au- 
sentarse por motivos perentorios, sin poder 
pedir ni esperar la licencia oportuna, darán 
parte por escrito y con expresión de causa 
que hubiere de concedérsela , y este usará 
de sus atribuciones según la naturaleza del 
caso, dando siempre conocimiento al Go- 
bierno. 

6. * Si algún funcionario del orden judi- 
cial se ausentare sin cumplir con lo manda- 
do en los artículos anteriores, no se les per- 
mitirá á su regreso encargarse de su plaza 
ó destino stn previa resolución de S. M., 
como se verifica con los que se presentan 
fuera de termino á tomar posesión de sus 
cargos. 

Lo propio se observará con los que no se 
presentaren al día siguiente de haber ter- 
minado el uso de su licencia. 

7. a Los promotores fiscales que hubie- 
ren de solicitar Real licencia, lo verificarán 
por conducto de los fiscales de S. M. que 
remitirán al Ministerio la exposición con in- 
forme: estos pedirán las suyas por medio 
del fiscal del Tribunal Supremo ae Justicia 
en la propia forma, y el fiscal de dicho 
tribunal por conducto del presidente del 
mismo. 

En cuanto á los magistrados, jueces y su- 
balternos se observará lo que está mandado. 
Los abogados fiscales solicitarán la suya por 
medio de los fiscales, bajo cuyas órdenes 
desempeñan su cargo. Los fiscales pueden 
concederles quince dias de licencia, como á 
los promotores, en la forma ordenada en la 
disposición 2. a 

8. a Al informar una solicitud de licen- 
cia, se expresará si él recurrente ha usado 
en todo ó parte la que puede conceder el in- 
formante. 

9. a Por regla general, las licencias por 
motivos evidentes de falta de salud, se con- 
cederán como hasta aquí con todo el sueldo; 
las prórogas con la mitad. Si lo extraordina- 
rio ó grave del caso exigiese otra cosa , se 
expresará terminantemente en la orden. Las 

: demás licencias, si excediesn de dos meses 
continuados ó interrumpidos en cada año, se 
concederán sin sueldo: no llegando á este 
término, con la mitad; las prórogas de licetl- 
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cia ó de término pera tomar posesión , sin 

ninguno. . . 

Para los efectos de la presente disposición, 
las licencias que en uso de sus atribuciones 
Eliden conceder los regentes y fiscales, se 
reputan siempre por motivos de salud. 

10. Las anteriores disposiciones no com- 
nrenden á los funcionarios del orden judi- 
cial que fuesen senadores ó diputados, ni á 
los que reciben las licencias para el desem- 
peño de alguna comisión de Real orden. 

11. Las licencias no caducan sino ce- 
sándola causa, ó por trascurso del año de 
su concesión, quedando derogada la dispo- 
sición 9. a de la R. 0. de 30 de mayo de 1845, 
que continúa vigente, y se observará con 
puntualidad en todo lo demás. 

12. Los regentes, concillando las urgen- 
cias de los interesados con ei mejor s irvicio, 
de acuerdo con ellos si fuese posible, y 
en todo caso oyéndolos, ordenarán el uso 
de licencias, habida consideración: primero, 
á la mayor urgencia: segundo y en igualdad 
de circunstancias, á la mayor antigüedad de 
la concesión: tercero, á qre nunca fallen 
del tribuna! en uso de licencias mas de la 
cuarta parLe de los magistrados del mismo, 
no computándose en ese número para dicho 
efecLo el regente y fiscal de S. M.: y cuar- 
to, á que los magistrados que hayan do usar 
simultáneamente de licencia, no sean todos 
de la misma Sala, y muy especialmente á 
que nunca falte por causa de licencia una 
Sala entera. 

En las licencias por motivo de salud de 
aquellos que se concretan á una época es- 
pecial del ano, se preferirá siempre en igual- 
dad de urgencia á los que necesitándola no 
la hubiesen obtenido, ó no hubiesen obteni- 
do, ó no hubieren podido usarla en el año 
anterior sobre los que la usaron para dicho 
fin, ó dejaron de hacerlo por causa volun- 
taria. 

Cuando el veo de licencia no fuese com- 
patible con las bases indicadas, y de no auto- 
rizarlo hubieren de seguirse perjuicios ir- 
reparables, los regentes darán cuenta, infor- 
mando al Gobierno con expresión de motivos. 

13. Los términos para tomar posesión de 
cualquier cargo ó destino en el orden judi- 
cial son: el de treinta dias en la Península, 
cuarenta para las Baleares, cincuenta para 
las Canarias, y el de ochenta para embar- 
carse, si el destino es en Ultramar, debiendo 
acreditar legítimamente el día del embarque 
para haber dé tornar posesión. 

•i 4. Si hallándose ya embarcado el fun- 
cionario, ó en eamino para su destino ei; 
tiempo en que naturalmente podría llegar á 


él dentro del término legal, sufriese contra- 
tiempo ó retardo por circunstancias indepen- 
dientes de su voluntad, ofrecerá de ello jus- 
tificación ante las Salas de Gobierno, que 
hallándolas fundadas, les darán nosesion (a 
j cual se entenderá interina hasta lá resolución 
i de S. M., á cuyo fin se remitirá el expedien- 
te con informe al Ministerio de Gracia y 
. Justicia. 

15. La multiplicidad de solicitudes de 
licencias y prórogas sin motivos evidentes y 
fundados de parte de los funcionarios del 
órden judicial, y ei dirigir aun las mas proce- 
dentes por otro conducto que el ordinario, 
contra Jo que está mandado, faltando así 
voluntariamente á la necesaria subordinación 
y disciplina, se reputará en lo sucesivo nota 
desfavorable en los expedientes de los'mis- 
mos . — Madrid 1 4 de julio de 1849. ( CL . to- 
mo 47, p. 431.) 

R. O. de 15 julio de 1849. 

Dispone que los promotores reclamen de 
los Gobernadores la inserción de las leyes y 
Reales disposiciones en el Boletín . — "Véase 
! Boletín oficial. 

II. O. de 16 julio de 1849. 

¡ Disponiendo que no so jure roas que una ■vez para los 
varios empleos de igual clase: toma de posesión: 
juramento de los nombrados en comisión. 

(Grao. yJust.) «Teniendo presente las 
dilaciones y dispendios que ocasiona la re- 
petición del juramento á que con excesiva 
frecuencia están sujetos los funcionarios del 
órden judicial, sin que por otra parte con- 
tribuya dicha circunstancia á aumentar el 
justo respeto y prestigio de aquel acto reli- 
gioso, la Reina se ha dignado mandar que 
los magistrados, jueces, fiscales y demás 
empleados en la administración de justicia, 
presten el juramento acostumbrado única- 
mente á su ingreso en cada una de aquellas 
categorías que varían de funciones, como 
son Jos promotores fiscales, jueces de pri- 
mera instancia, magistrados, fiscales, presi- 
dentes de Sala y regentes de las Audiencias, 
ministros y presidentes de Sala del Tribunal 
Supremo de Justicia y presidente del mismo 
, Y así de las demás clases. En su consecuencia, 
el juramento que ha de prestarse siempre 
ante el Tribunal superior, en el cual ó en 
cuyo distrito ha de desempeñarse el cargo, 
en vez de ser singular ó concretarse como 
hasta aquí álos deberes del empleo ó destino 
en localidad determinada, será extensivo á 
ios de la clase, expresándolo síd que esta 
providencia se oponga á la toma de posesión 
en la forma acostumbrada, con sola la di* 
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ferencia de que en los segundos y ulteriores 
nombramientos de una misma clase se tomará 
en virtud del juramento prestado á su in- 
greso en ella, y así lo expresarán los regen- 
tes y presidente del Tribunal Supremo en su 
caso, a! trasladar los nombi amienlos. Guando 
no hubiese que prestar juramento al tenor 
de lo anteriormente mandado, cumplirán 
siempre los nombrados con presentarse al 
regente á recibir órdenes, toda vez que para 
ello no les sea preciso abandonar el camino 
que conduzca mas brevemente ai punto de 
su destino. Si sucede esto último, cuidarán 
de expresarlo al dar cuenta al regente de 
haber tomado posesión. Los abogados nom- 
brados en comisión para suplir á los jueces 
de primera instancia que obtuvieren licencia, 
si se hallasen en ei punto en que radique ía 
Audiencia, jurarán ante ella, y en otro caso 
ante el Alcalde ó regente de la jurisdicción al 
encargarse de la misma, remitiendo certifi- 
cación del juramento á la Audiencia. Lo 
propio se verificará respecto de ios promo- 
tores fiscales nombrados en comisión, que 
en el segundo supuesto prestarán el jura- 
mento ante el juez de primera instancia. — De 
Real orden etc. Madrid 16 de julio de 1849. 
— Arrazo la.— Sr... (CL. t. 47, f». 446.) 

R. O. de 18 julio de 1849. 

Funcionarios que deben sacar titulo. 

(Grac. y Just.) «En vista de Ja consulta 
de Y. S. de 9 de marzo último relativa á los 
funcionarios del orden judicial que deban 
sacar Reales títulos, la Reina se ha dignado 
declarar que vienen obligados á hacerlo todos 
los que obtienen Real nombramiento, ya sea 
directamente, ya á propuesta de las Audien- 
cias. Que no lo necesitan los que continúan 
en ese Tribunal desempeñando destinos que 
obtuvieron en el Consejo de Navarra, Y que 
deben igualmente sacarlos los que solo los 
obtuvieron como tenientes si hoy despachan 
dichos oficios en propiedad.» (CL. t. 47, pá- 
gina 460.) 

Ley de 26 julio de 1849. 

Es la que establece un régimen general de 
las prisiones, cárceles y casas de corrección. 
— Y. Prisiones. 

R. O. de 4 setiembre de 1849. 

Autoriza á los fiscales para que sin necesi- 
dad de suplicatorio reclamen datos y docu- 
mentos de las oficinas de Hacienda. Se halla 
inserta en Hacienda pública. fContencioso) 
(torno VII ,p. 88.) 
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R.O. de 28 setiembre de 1849. 

Que en los pueblos donde haya tres ó mas Juzgados 
formen cuerpo los jueces y los promotores para 
tratar asuntos de discipliua.' Decano ; Secretario: 
Juoias; Comisiones, etc. 

(Grac. y Just.) «Teniendo presente las 
ventajas que pueden resultar para la admi- 
nistración de justicia de estrechar mas las 
relaciones délos jueces de primera instancia 
y de los promotores fiscales , favoreciendo 
así el mútuo auxilio, Ja armonía y la unidad 
de acción que nunca puede esperarse del 
aislamiento, la Reina se ha servido mandar: 
Artículo 1 .° En todas las poblaciones 
donde haya tres ó mas Juzgados de primera 
instancia, los jueces formarán cuerpo bajo la 
presidencia gradual del mas antiguo en con- 
cepto (le decano. La antigüedad en este caso 
se determina por la del nombramiento para 
los Juzgados de ia misma población. 

Art. 2.° Salva siempre la independencia 
. de cada uno de los jueces en el orden con- 
! teneioso , se han de tratar en cierpo los 
j asuntos generales de disciplina y de gobier- 
no; uniformidad de práctica en todos ios Juz- 
gados de la misma localidad; represión de 
abuses individuales ó de clase en las de 
aquella curia ; exposiciones sobre derechos 
ó perjuicios comunes de las mismas; inteli- 
gencia y mejor cumplimiento de las órdenes 
soberanas ó superiores; consultas sobre da- 
das de práctica ó de jey; mejoras en cuales- 
quiera de los ramos de la administración de 
justicia, y todo aquello, en fin, que conduz- 
ca á establecer la mas completa uniformidad 
y unidad de acción. 

Art, 3. 4 El cuerpo de jueces se reunirá 
por resolución expontáoea del decano , á 
quien incumbe especialmente velar sobre la 
disciplina común de los respectivos Juzgados, 
ó á petición de alguno de los jueces. 

Art. 4. 8 Lo dispuesto, respecto de estos 
en los artículos precedentes, tendrá lugar en 
el mismo caso en cuanto á los promotores 
fiscales. 

Art. 5.° Cuando así lo persuadan razo- 
nes de utilidad común y el mejor servicio de 
Estado, podrán reunirse á conferenciar y to- 
mar consejo el Cuerpo de jueces y el de pro- 
motores, prévia comunicación por escrito 
del decano que creyere necesaria la re- 
unión. 

En estos casos presidirá siempre el deca- 
no del Cuerpo de jueces. 

Art. 6.° El Cuerpo de jueces elevará las 
exposiciones ó consultas que crea necesarias 
á la Audiencia territorial, y por medio de 
esta, en su caso, ú S. M, por el Ministerio 
I de Gracia y Justicia. 
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El Cuereo de promotores fiscales lo verifi- 
cará al fiscal de S. M. en igual forma. 

En caso de reunión de los dos Cuerpos, al 
tenor do lo dispuesto en el artículo anterior, 
si las exposiciones ó consultas que se creye- 
ren necesarias, fuesen relativas á asuntos 
propios de! Cuerpo de jueces, se dirigirán á 
ja Audiencia; y si al ministerio fiscal, al fis- 
cal de S. M. 

Art. 7.° Cuando Ja Audiencia ó el fiscal 
de S. M. dieren curso á exposiciones ó con- 
sultas de los respectivos Cuerpos de jueces ó . 
promotores, lo harán siempre con su infor- ! 
me, emitiendo su juicio sobre el objeto de 
la exposición ó consulta. 

Art. S.° Las órdenes circulares y los des- 
pachos ó provisiones de las Audiencias, y las 
comunicaciones ó exfiortns que no se dirijan 
á juez determinado, sino á cualesquiera de 
los jueces de una localidad , lo serán al de- 
cano, quien las dará el curso oportuno. 

Lo propio se practicará en su caso respec- 
to de los promotores fiscales. 

Art. 9. ü Los Cuerpos de jueces y promo- 
tores celebrarán sus reuniones donde lo dis- 
pusieren sus respectivos decanos: y en caso 
de reclamación ó dificultad , en una de las 
Salas de Audiencias de los Juzgados. 

Art. 10. En el Cuerpo de jueces, será 
secretario, turnando por años y por el orden 
sucesivo de antigüedad, el que lo fuere de 
gobierno. 

En el Cuerpo de promotores hará de se- 
cretario el mas moderno. 

Art. 41. Los Cuerpos de jueces y promo- 
tores no asistirán á funciones y solemnida- 
des públicas sino en comisión, excepto á Jas 
de Corte y besa-manos , y cuando expresa- 
mente se dispusiere lo contrario de Real or- 
den ó per la Audiencia territorial. 

Cuando )a asistencia hubiere de ser Cuer- 
po, si así lo permitiese la disposición de la 
función ó solemnidad, formarán uno solo ios 
de jueces y promotores, llevando aquel la de- 
recha y el de promotores la izquierda, bajo 
la presidencia de los respectivos decanos, y 
con el escribano de gobierno, porteros y al- 
guaciles del Cuerpo de jueces. 

Art. 12. En aquellas poblaciones donde 
no hubiere, el número suficiente de Juzga- 
dos para formar Cuerpo al tenor de lo dis- 
puesto en el art. l.°, los jueces y promoto- 
res procurarán ponerse de acuerdo, sin em- 
bargo, sobre todo lo que conduzca á la uni- 
formidad, disciplina y mejor servicio, v á la 
represión de abusos individuales ó de clase, 
tomando la iniciativa el mas antiguo de las 
mencionadas, ó el juez ó promotor que en 
dichos asuntos creyere conveniente recurrir 


al mutuo auxilio y mejor consejo de los de- 
más. — Madrid 28 de setiembre.de 1849. — 
Arrazola. — ( CL . t. 48, p. 96.) 

R. O. de 15 octubre de 1849. 

Sobre nombramiento de procuradores y alguaciles. 

(Grac. y Just.) «A fin de que se observe 
la conveniente conformidad en el nombra- 
miento de los diversos funcionarios del órden 
judicial y en la apreciación de sus méritos, 
aptitud y circunstancias; y para ocurrir me- 
jor á Jos casos de reparación al tenor de lo 
dispuesto en laR. O. de 16 de enero de 1848, 
la Reina solía dignado mandar, que los nom- 
bramientos de procuradores y alguaciles de 
ios Juzgados, de alguaciles de las Audiencias 
y de cualesquiera otros funcionarios que 
basta ahora se realizaban por dichos Tri- 
bunales , se verifiquen en lo sucesivo por 
este Ministerio, á cuyo fin el Tribunal Su- 
premo y los superiores remitirán al mismo 
directamente los expedientes originales, co- 
mo se practica respecto de los escribanos de 
cámara y de los Juzgados de primera instan- 
cia por conducto de las Audiencias, las cua- 
les, al elevarlos á S. M , manifestarán ¡o que 
crean oportuno respecto de las personas á 
que se refieran.» — Madrid 15 de octubre de 
1849. — Arrazola. (CL. t. 48 , p. 178.) 

R. O. de 7 noviembre de 1849. 

(Crac, y Just.) «...La Reina se ha ser- 
vido mandar, que cuando los jueces y Tri- 
bunales acuerden la inserción en periódicos 
oficiales de anuncios que interesen á la ad- 
mnnistracion de justicia, los remitan á la au- 
toridad superior política de la provincia, re- 
dactados en hoja suelta y en la forma que 
hayan de publicarse, con expresión de tonos 
ios datos y requisitos indispensables para que 
produzcan los efectos necesarios.»— Madrid 
7 de noviembre de|l 849. —Arrazola. (CL. to- 
mo 48, p). 304.) 

R. O. de 12 febrero de 1850. 

Se hacían prevenciones álos fiscales sobre 
su intervención en los negocios de capellanías 
y Jo mismo que otra de l.° de mayo del 
mismo año: se hallan en Capellanías, (í. III, 
pág. 7.) 

/?. O. de 14 febrero de 1850. 

Sueldo délos alguaciles interinos de los Juígados, 

(Crac, v Just.) La Reina se ha dig- 

nado declarar que los alguaciles, nombrados 
iniurinos ó habilitados por las Audiencias; 
peón del mismo sueldo que los propietarios 
desde el dio en que empiecen á ejercer sus 
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fuDciones hasta el en que cesen. ( CL . t. i!), 
pág. 270.) 

R. O. de 26 febrero de 1850. 

Correspondencia de los jueces con los Goberna- 
dores etc. 

Se previene que los Tribunales y Juzgados 
se entiendan directamente con los Goberna- 
dores para todo lo relativo á exhortes , exis- 
tencia de confinados, noticias histórico-pe- 
nales y demás dalos que antes pasaban á la 
extinguida Dirección de presidios ó pedían 
á la misma; y que cuando sea necesario en- 
tenderse con ei Ministro de la Gobernación 
ó con la Dirección de corrección lo hagan 
por conducto del Ministerio de Gracia y Jus- 
ticia, conforme se mandó por R. O. de 30 
de setiembre de 1848. (CL. t. 49, p. 460.) 

R. D. de 4 marzo de i 850. 

Funciones de las presidencias de Sala del Tribunal 
Supremo y Audiencias: antigüedad etc. 

Articulo l.° Los presidentes de Sala del 
Tribunal Supremo de Justicia y de Jas Au- 
diencias territoriales ejercerán indistinta- 
mente las funciones de su cargo en la Sala 
donde lo reclamare el mejor servicio, según 
se disponga por Reales órdenes especiales. 

Art. 2.“ Los nombramientos de presi- 
dentes por lo tanto se hará en lo sucesivo 
en términos absolutos, sin designación de 
Sala fija. 

Art. 3,° La antigüedad y p^erogativas de 
las presidencias de Sala se determinarán por 
la fecha del nombramiento para estos cargos 
en cada Tribunal. 

Dichas prerogativas son las mismas que 
hasta aquí, no entendiéndose, alteradas ni 
de ninguna manera menoscabadas por ¡as 
disposiciones del presente decreto. 

Art. 4.° El presidente mas antiguo se 
denominará presidente decano, y así respec- 
tivamente los demás en los casos de vacan- 
te, ausencias y enfermedades, consiguiente 
á su antigüedad.— Dado etc. (CL. t. 49, pá- 
gina 472.) 

R. O. de 8 marzo de 1850. 

Ejercicio de la jurisdicción por funcionarios traslada- 
dos, ascendidos etc. « 

(Grao, y Just.) .....La Reina se ha 'dig- 
nado resolver que los funcionarios del orden 
judicial que fueren ascendidos, trasladados ó 
nombrados para alguna comisión incompati- 
ble con ei ejercicio de su cargo , cesen en el 
desempeño de este tan Juego como les sea 
comunicada la órden del nuevo nombra- 
miento por la autoridad á quien competa, 
salvo cuando por exigirlo así el buen servi- 
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ció se disponga otra cosa expresamente.— 
Madrid 8 de marzo de 1850. (CL. t. 49, pa- 
gina 496.) 

R O. de 18 marzo de 1850. 

Se dispuso que la regla 8. a del R. D. de 
22 de setiembre de 1848 sobre ponentes que 
luego vino á refundirse y ser la 41 de la ley 
provisional parala aplicación del Código pe- 
nal, es extensiva y aplicable á toda clase de 
causas inclusas la de vagos, y las que se 
sustancian con arreglo á la ley de 17 de abril 
de 1821. (CL. t. 49, p. 546.)' 

R. O. de 25 mayo. -i8 junio de 1850. 

Dispuso que ios salteadores de caminos y ladrones 
en despoblado fuesen juzgados militarmente (1)... 

(Grac. y Just.) «Con fecha 4 del pre- 
sente se ha dirigido á este Ministerio por el 
de la Guerra la siguiente Real órden: 

»KI Sr. Ministro de la Guerra dice hoyá 
los Capitanes generales de las provincias y 
Comandante general del Campo de Gibral- 
tar lo que sigue: — Por el Ministerio de la 
Gobernación del Reino, se rae lia d ebo con 
fecha 25 del mes próximo pasado lo siguien- 
■ te: — Ei Sr. Ministro de la Gobernación del 
Reino dice hoy á lo? Gobernadores de las 
provinciaslo que sigue: «En medio de la pro- 
funda paz que disfrutan los pueblos, se sien- 
ten sin embargo algunas de las coDsecuen-r 
cías inevitables de las guerras civiles como 
las que felizmente han terminado en España. 
Los que escudados con una bandera política 
no tuvieron mas mira que el pillaje y el ase- 
sinato, se han present ido después como lo 
que son y fueron siempre, sin que las mas 
eficaces disposiciones del Gobierno' hayan 
alcanzado á conseguir su completa desapa- 
rición. A fin, pues, de que la persecución de 
los malhechores que han aparecido en los 
términos de diferentes pueblos, y que tienen 
en consternación á los vecinos honrados y 
pacíficos, se verifique bajo un plan unifor- 
me, pudiendo extender la persecución á un 
territorio mas vasto; y se consiga de este 
modo mejor y con mas prontitud su exter- 
minio, se ha servido mandar S. M. la Reina, 
je conformidad con lo propuesto por el Con- 
sejo de Ministros, que las órdenes éinslruc- 


(1) Nos hemos referido á esta Real órden y 
á la de 21 de julio de 1850 en la nota 2. a de la 
pág. 648. Véase también ia de 30 de agosto de 
1855, derogatoria de ambas, y véase al íin del 
articulo Justicia, lo que á raiz de su publica- 
ción decía el autor en su Revista de los ’lribu- 
nales de Burgos, calificando dichas Reales ór- 
denes con cierta dureza que ni aun acaso aho- 
ra podría hacerse con inas. 
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siones {jara la persecución y captura de los 
calteadores de caminos y ladrones ea despo- 
blado, se dea siempre y directamente por la 
autoridad militar, a la cual es la voluntad de. . 
S. M, que V. S. auxilie eficazmente por todos [ 
los medios que están á su alcance, ya pro- 
poniéndole cuanto a! efecto juzgue oportuno, 
va suministrándole los datos y noticias que 
procurará adquirir, y ya coadyuvando con 
la guardia civil y co'fi los demás funcionarios 
quede V. S. dependen. En el caso de que 
los bandidos proclamen una bandera políti- 
ca, se apresurará Y. S. ;i publicar el bando 
correspondiente, para que aquellos se retí- 
ren á sus bogaros, sin perjuicio de dictar en 
ei acto las demás disposiciones que las cir- 
cunstancias aconsejen, — De Rea! (irden, co- 
municada por dicho Sr. Ministro, lo traslado 
í Y. E. para los efectos correspondientes. — 

Y de la propia orden lo trascribo á V. E. pa- 
ra Jos mismos efectos; bien entendido que ! 
los malhechores de quienes se trata serán 
por consiguiente juzgados militarmente con 
arreglo á la ley de procedimientos de 17 de 
abril de 1821.» 

De la misma Real orden, comunicada por 
el Sr. Ministro de Gracia y Justicia, b tras- 
lado á V. S. para los efectos oportunos. 
—Dios guarde á V. S. muchos años. Madrid 
18 de junio de 1850. — El Subsecretario, 

Fernando Aivarez. — Señor ( CL . t. 50, 

pág. 272.) 

R. O. de 21 julio de 1850. 

Sobre lo mismo que la anterior. 

(Gob.) Por Real orden circular de 25 de 
mayo último se previno que las órdenes é 
instrucciones para la persecución y captura 
de ios salteadores de caminos y ladrones en 
despoblado se den siempre y directamente 
por la autoridad militar. Para que el objeto 
ue esta disposición se llene cumplidamente 
en todas sus partes, lia tenido á bien decla- 
rar S. M. la Reina, á propuesta del Tribunal 
Supremo de Guerra y Marina, y de confor- 
midad con el parecer de su Consejo de Mi- 
nistros, que en cualquier caso en que la per- 
secución y captura de los criminales de que 
queda hecha mención proceda de las autori- 
dades civiles, se entienda que estas obran 
por delegación de las militares. (CL. t. 50, 
pág . 650.) 

La Rea* órden de 25 de mayo, véase en 
Vaílecillo, pág. 284. 

R. O. de 5 setiembre 1850. 

So observen los trámites y términos judiciales: Rela- 
tores, ponentes, represión da abusos. 

(Gbac. y Just.) Se encarga la exacta obser- 
vancia de la regla 2. a , art. 48 delReg. provi- 


sional y las leyes sobre trámites y términos ju- 
diciales así en los negocios civiles como en los 
criminales, previniendo en el art. 4.° que si 
continuasen abusos en esta parte, el litigan- 
te perjudicado pueda invocar en sus escritos 
e l cumplimiento de esta R. O. protestando 
su infracción y que lo propio verificarán los 
promotores y fiscales de S. M, en los plei- 
tos ó cansas en que intervienen, debiendo en 
todo caso el jaez ó tribunal resolver necesa- 
riamente acerca de ello en definitiva. Los ar- 
tículos 5.° y siguientes que son de mucho 
interés dicen así: 

Art. 5.° Los relatores en su informe fi- 
nal, ó para la vista, y los ponentes en su ca- 
so, harán mención precisamente de si en Ja 
suslanciacion han sido observados los trámi- 
tes sobre términos, conforme á las leyes y 
disposiciones vigentes; y las Salas de justicia 
harán mención eu sus fallos si dichas forma- 
lidades han sido observadas ó no, consignan- 
do siempre la demostración conveniente que 
reclamen los abusos en este punto , aun 
cuaudo la parte haya omitido el notarlos, y' 
pedir reparación al tenor de lo dispuesto en 
el artículo anterior. 

Art. 6.” Constituyendo la infracción de 
las leves y disposiciones vigentes sobre tér- 
minos un caso de responsabilidad por negli- 
gencia ó por abuso contra los jueces y tribu- 
nales, y contra el ministerio fiscal, ponentes 
y relatores al tenor de lo dispuesto en los ar- 
tículos 4.° y 5.% el Supremo Tribunal de 
Justicia lo tendrá así presente en los asuntos 
de que tomé conocimiento, ya por el recur- 
so ordinario de nulidad, ya por avocación de 
autos fenecidos, hecha de oficio en virtud de 
ia suprema inspección que le compete, ya en 
fin porque para el propio objeto se le dirijan 
ó manden avocar de Real órden. 

Art. 7.° A fin de que en las providen- 
cias dictadas para reprimir abusos y unifor- 
mar la práctica en los asuntos judiciales ha- 
ya la conveniente unidad, las quejas que se 
eleven al Ministerio sobre infracción de esta 
Y demás disposiciones que arreglen el ¡ ro- 
cediihientu judicial, se remitirán al Tribunal 
Supremo de Justicia para que resuelva lo 
conveniente según olla, y consulte lo que se 
le ofrezca y parezca en "el órden guberna- 
tivo sobre personas ó sobre cosas. 

Art. S." AI Tribunal Supremo de Justicia . 
á los regentes y presidentes de Sala y a! Mi- 
nisterio fiscal en sus respectivas categorías 
incumbe especialmente velar por el puntual y 
riguroso cumplimiento de la presente deter- 
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minacion y de todas las que arreglan el pro- 
cedimiento; y por tanto, donde no alcance 
su autoridad á corregir ios abusos, imparti- 
rán la del Gobierno, exponiendo y consultán- 
dolo que crean mas conveniente, en la se- 
guridad de que S. M. está firmemente re- 
suelta á que la presente determinación surta 
todos los electos que de su puntual obser- 
vancia deben esperarse, y que pueda recla- 
mar la mas pronta y cumplida administra- 
ción de justicia.- Madrid 5 de setiembre de 
1850.— (CL. I. 5 i,p. 31.) 

i?. O. de 21 enero de 1851. 

Sobre distritos para lo criminal en donde haya mas 
de un juez. 

{Grac. y Just.) «El artículo 15 del regla- . 
mentó de los Juzgados de primera instancia : 
dispuso que en el partido donde hubiera dos 
ó mas jueces, cada uno de ellos tuviese para . 
lo criminal un departamento ó cuartel, ácuyo ¡ 
fin seles designaría el correspondiente, si ya ! 
no Je tenían, practicándose por los mismos ■ 
jueces la oportuna división que debian so- j 
meter á la aprobación de la Audiencia res- 
pectiva; y que en los partidos donde a la \ 
sazón tuviesen ya los jueces distrito propio, ! 
subsistiera esta división y no se luciese en ¡ 
ella novedad. Posteriormente , en el año 1 
de 1849, una de las Audiencias del Reino | 
usó de esta facultad, cometida á las mismas i 
por una sola vez, considerándola con equivo- 
cación como permanente, para rectificar la 
división de uno de Jos partidos de su territo- 
rio que contenía dos Juzgados. Y como lo 
ocurrido en la iudicada Audiencia podría 
repetirse en otras, la Reina, oido el dictamen 
del Tribunal Supremo de Justicia, se ha 
dignado mandar que se observen eu casos 
de igual naturaleza las siguientes reglas: 

1. a Que en el caso de parecer conve- 
niente al servicio rectificar en los partidos 
de dos ó mas Juzgados de primera instancia 
las divisiones de distrito para lo criminal que 
debieron subsistir, ó que se hicieron en vir- 
tud de lo dispuesto en el art. 15 del regla- 
mento de l. 0 de mayo de 1844, declare 
ante todo la conveniencia de esta rectifica- 
ción la Sala de gobierno de la Audiencia 
respectiva. 

2. a Que hecha esta declaración se forme 
expediente ante el juez decano, oyéndose 
precisamente en él á los promotores fiscales 
de los Juzgados del partido y á los escribanos 
numerarios de los mismos. 

3. a Que en su vista fijen los jueces, de 
común acuerdo ó en particular, la rectifica- 
ción que en su concepto corresponda, y la 


consulte á dicha Sala con el expediente ori- 
I ginal. 

4. a Que examinado este por la misma, 
lo eleve con su inforrjne razonado al Minis- 
terio de Gracia y Justicia para que recaiga la 
resolución conveniente de S. M., sin que 
entre (auto pueda hacerse variación alguna. 
— Madrid 21 de enero de 1851. (CL. t. 52, 
pág. 107.) 

R. O. de 24 enero de 1851. 

Se suprimió la Junta consultiva y de dis- 
trito de arreglo de Tribunales, por hallarse 
ya reunidos Jos datos y trabajos necesarios 
para su organización. (CL. t. 52, p. 118.) 

R. O. de 31 enero de 1851. 

Cómo se regula la antigüedad de los empleados del 
orden judicial. 

(Grac. y Just.) Artículo l.° «La anti- 
güedad y precedencia de los empleados del 
órden judicial se regulará en el Tribunal Su- 
premo de Justicia, en las Audiencias territo- 
riales y en ios Juzgados de primera instancia 
por Ja fecha de su respectivo título en cada 
una de las clases ó categorías que conlituyen 
la jerarquía de los Tribunales y Juzgados. 

Art. 2.° Declarada de ascenso Ja Audien- 
cia de Madrid respecto de las demás del 
Reino por Real decreto de 26 de enero de 
1834, y clasificadas estas por consiguiente 
en uos categorías, lo dispuesto en el ar- 
tículo anterior, cuando se trate de la primera 
se entenderá en la forrña siguiente: 

1 ,° La antigüedad de ios magistrados y 
fiscal de Ja Audiencia de Madrid se regulará 
por la fecha de los nombramientos para la 
misma, cualesquiera que sean los años de 
servicio en las demás del Reino. 

2 ° Excentúanse de esta disposición los 
regentes de Jas Audiencias de provincia, los 
cuales, si pasaren á la de Madrid, gozarán 
de la antigüedad que les coi responda por la 
fecha del título de regentes. 

Art. 3.° Quedan vigentes las disposi- 
ciones contenidas en el Real decreto de 5 de 
enero de 1844, aclaratorio del de 9 de no- 
viembre de 1843 relativo á esta materia, en 
la parte no derogada por el presente, cuyas 
disposiciones solo tendrán vaior y efecto para 
lo sucesivo.» (CL. t. 52, p. 135.) 

R. O. de 2 febrero de 1851. 

INombramiento de promotores sustitutos- 

(Grac. y Just.) Se pidieron á los fisca- 
les notas de letrados con condiciones, para 
servir Promotorías, y á la vez se mandó «que 
para evitar todo retraso en el servicio, y á 
fin de que la administración de justicia se 
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halle atendida corno corresponde, nombren 
■los mismos fiscales oportunamente, en caso 
de conceptuarlo necesario, y dando cuenta 
á este Ministerio, letrados de su confianza 
que sustituyan á los promotores fiscales del 
territorio en ausencias y euíermedadcs, que- 
dando en esta parte derogado lo prevenido 
en el párrafo 6.° del arf. 2.° adicional al re- 
glamento del Tribunal Supremo de Justicia y 
délas Audiencias» (1). (CL. t. 52, j>. 154.) 

R. O. de 3 febrero de 1851. 

Licencia» á lo» procuradora. 

(Grac. y Just.) «Habiéndose suscitado 
algunas dudas sobre la aplicación del ar- 
tículo 66 del reglamento de Júzgalos que 
atribuye á los jueces de primera instancia Ja 
facultad de conceder licencias á los procura- 
dores para ausentarse de la cabeza de partido, 
la Reina se lia dignado declarar que la ex- 
presada facultad sea y se entienda con la 
limitación consignada en elart. 46 del mismo 
reglamento respecto de los escribanos, según 
la cual solo pueden extenderse hasta dos 
meses las licencias concedidas por los jueces. 
— Madrid 3 de febrero de 1851.» (CL. t. 52, 
pág. 156.) 

R. D. de 7 marzo de 1851. 

Reglas para la previsión de plazas de, todas las clases 
déla magistratura; categorías; cesaciones; suspen- 
siones; traslaciones, y jubilaciones. 

(Grac. y Just.) Envista délas razones, 
que de conformidad con el parecer de mi 
Consejo de Ministros, me ha expuesto el de 
Gracia y Justicia, y deseando Yo que mi Go- 
bierno tenga reglas que le sirvan de guía en 
las propuestas que debe elevar á mi Real Per- 
sona para la provisión de las plazas de todas 
clases de la magistratura, judicatura y mi- 
nisterio fiscal del fuero común, como tam- 
bién para suspender, trasladar, jubilar y se- 
parar á los funcionarios de dichas clases has- 
ta que se publique, la ley orgánica, vengo 
en decretar; 

Artículo l.° Para presidente del Tribu- 
nal Supremo de Justicia se me propondrán 
los que hayan sido Ministros de la Corona, y 
dessmpeñado plaza de magistrado por espa- 
cio de tres años, y los sugetos de elevada ca- 
tegoría, que habiendo servido por mas de 
diez en la magistratura, estén adornados de 
las prendas y cualidades que exige t.an ele- 
vado cargo. 

Las propuestas para presidentes de Sala 
de este Tribunal recaerán en los que hayan 
sido Ministros de la Corona y desempeñado 
plaza de magistrado por espacio de dos años; 

(1) Ver la R. O. de l.° octubre. 


en magistrados efectivos del mismo, ó eu ce- 
santes de igual categoría. 

Las propuestas para regentes y presiden- 
tes de Sala de los 1 ribuuales superiores del 
fuero común recaeráu en magistrados efecti- 
vos ó cesantes de igual categoría, ó que ha- 
yan servido dos años al menos en la inferior 
inmediata. 

Art. 2.° En las propuestas para plazas 
de ministre de los Tribunales Supremo y 
Superiores y de jueces de primera instancia 
se observarán las reglas siguientes: 

Primera. Para tres de cada seis vacan- 
tes se preferirá en la Península é Islas adya- 
centes á cesantes de Ja respectiva categoría 
que estén adornados de los requisitos cor- 
respondientes, y entre ellos á los que disfru- 
ten sueldo del Estado. 

Segunda. Los jubilados que deseen vol- 
ver á la carrera, y tengan la aptitud debida 
para servir, se considerarán como cesantes 
pura los efectos de la regla precedente, con 
tal que á solicitud suya reintegren al Tesoro 
por medio de un descuento gradual la dife- 
rencia entre el sueldo de cesantía y el que 
hubiere percibido por jubilación. 

Tercera. Otras dos vacantes se darán 
precisamente al ascenso, poniéndose á indi- 
viduos de la categoría inferior inmediata 
que cuenten en ella dos años de servicio al 
menos, atendiendo en todo caso á ia anti- 
güedad en cuanto sea posible. 

Cuarta. Para la otra plaza vacante pon- 
drán ser propuestos en concurrencia con los 
que hayan sido Ministros de la Corona, y 
servido plaza de magistrado, y con los ma- 
gistrados ó jueces efectivos ó cesantes de di- 
chas clases, otros sugetos que estén adorna- 
dos de los respectivos requisitos y cualida- 
des, prefiriendo en igualdad de circunstan- 
cias á Jos que sirvan ó hayan servido en los 
Tribunales ó Juzgados especiales y á los ce- 
santes con sueldo de cualquiera ramo de la 
Administración pública. 

Quinta. Para una tercera parte de las 
plazas de magistrado de la Audiencia preto- 
rial de la Habana serán preferidos, aun á los 
cesantes, los ministros de las otras Audien- 
cias de Ultramar, y siempre en igualdad de 
circunstancias, ó en concurrencia con quie- 
nes no pertenezcan ó hayan pertenecido á 
los Tribunales de la Península é islas adya- 
centes, aunque tengan los requisitos cor- 
respondientes. 

Sesta. Para igual número de plazas de 
ministros de las otras Audiencias de dichas 
posesiones, serán preferidos á su vez los Al- 
caldes mayores de término que por su buen 
comportamiento se hayan distinguido. 
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, Sétima. Las Asesorías y Alcaldías mayo- 
res de las mismas posesiones, se proveerán 
en la forma establecida por las disposiciones 
vigentes, sin perjuicio de la calificación de 
que trata el art. 10, debiendo tener preferen- 
cia para las de entrada los jueces y promoto- 
res fiscales de la Península que hayan ser- 
vido con buena nota y reputación intachable 
Se cuidará muy particularmente de proponer 
en todo caso para estos destinos sugetos los 
mas idóneos y recomendables por todas sus 
circunstancias. 

Octava. Los que hayan servido con dis- 
tinción en Ultramar por espacio de seis años, 
serán preferidos siempre que lo soliciten pa- 
ra destinos de la misma clase ó para ser as- 
. cendidos en los Tribunales ó Juzgados de 
' primera instancia de Ja Península. " 

Art. 3." Para las respectivas plazas del 
‘ministerio fiscal, que por la índole propia 
de sus funciones corresponden esencialmen- 
te á la. administración activa y amovible de 
la justicia se propondrán los sugetos mas á 
propósito, prefiriendo los empleados efecti- 
vos ó cesantes de! mismo ministerio fiscal, ó 
los abogados y profesores de jurisprudencia 
de las Universidades que mas se distingan 
en el ejercicio de su profesión , sin perjuicio 
de establecer, esto no obstante, y como re- 
gla general práctica en el ministerio fiscal, el 
conveniente órden gradual de ascensos que 
sirva de estímulo á Jos que se dedican á tan 
penosas como importantes funciones. 

Art. 4.° A fin de facilitar la ejecución de 
las precedentes disposiciones, y con solo e! 
objeto de que pueda servir de guia al Minis- 
tro de Gracia y Justicia para hacer la .pro- 
puestas correspondientes, los funcionarios 
de la magistratura, de la judicatura y del mi- 
nisterio fiscal se dividen en categorías. ' 

Art. 5.° Compondrán la categoría de la 
magistratura. 

Primero. El presidente del Tribunal Su- 
premo de Justicia. 

Segundo. Los presidentes de Sala del 
mismo. 

Tercero. Los ministros del propio Tri- 
bunal y los regentes de las Audiencias de 
Madrid y de la Habaua. 

Cuarto. Los regentes de las otras Au- 
diencias, los presidentes de Sala de esta cór- 
te y el decano del Tribunal especial de las 
órdenes militares (i). 

Quinto. Los ministros de dichas dos Au- 
diencias de Madrid y la Habana, los del 


(1) Ver la R. O. de 14 del mismo mes y año 
y disposiciones posteriores, principalmente el 
R. D. de 13 diciembre de 1867. 
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Tribunal especial de las órdene’s y los presi- 
dentes de Sala de las Audiencias restantes. 

Sesto . Los demás magistrados de los Tri- 
bunales superiores del fuero cómun. 

Art. 6.° Las categorías de la judicatura 
serán las que hoy existen, á saber : jueces 
de término, ascenso y entrada. 

Art. 7.° El ministerio fiscal constará de 
las categorías siguientes: 

Primera. El fiscal del Tribunal Supremo 
de Justicia, que es el jefe de todo el minis- 
terio fiscal. 

Segunda. Los fiscales de las Audiencias 
de Madrid y la Habana y el del Tribunal es- 
pecial de las órdenes. 

Tercera. Los fiscales de las demás Au- 
diencias. 

Cuarta. Los abogados fiscales del Tribu- 
nal Supremo. 

Quinta. Los abogados fiscales de las Au- 
diencias de Madrid y la Habana. 

Sesta .. Los abogados fiscales de las otras 
Audiencias y los promotores fiscales de los 
Juzgados de primera instancia de Madrid. 

Sétima: Los demás promotores fiscales, 
subdividiéndose estos en las mismas clases 
que los jueces de primera instancia. 

Art. 8.” Con el fin de que puedan ser 
atendidos debidamente en las propuestas 
para las respectivas plazas de la magistratu- 
ra, los fiscales de los Tribunales Supremo y 
Superiores que hayan tomado posesión de 
su oficio, gozarán de la categoría de minis- 
tros de diciios tribunales , y de la de presi- 
dente de Sala de los mismos á los tres años 
cumplidos de servicio en el cargo respecti- 
vo. Los abogados fiscales del Tribunal Su- 
premo de Justicia y los de la Audiencia de 
Madrid con dos y cuatro años de servicio eu 
el tribunal respectivo, serán comprendidos 
en la categoría de ministros de Audiencia 
fuera de la Corte. Los demás abogados fisca- 
les tendrán la consideración de jueces de 
primera instancia de término. Igualmente 
los promotores fiscales á los cuatro, seis y 
diez años de servicio entrarán en la catego- 
ría de jueces de entrada, de ascenso ó tér- 
mino respectivamente. Los empleados de 
todas clases del Ministerio de Gracia y Justi- 
cia conservarán en el órden judicial la cate- 
goría de que hoy gozan. 

Art, 9.° No se propondrá para las plazas 
de magistratura en las Audiencias de fuera 
de Ja Corte, ui para jueces de primera ins- 
tancia, Alcaldes mayores y asesores a natu- 
rales del respectivo territorio, con tal que 
no hayan nacido eu él accidentalmente: á Jos 
casados con mujer natural del propio territo- 
rio que corresponda á familia poderosa del 
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mismo; ó los abogados que desde largo tiem- 
po ejerzan su profesión en Ja residencia de 
la Audiencia ó del Juzgado, ni á los promo- 
tores fiscales del Juzgado en que á la sazón- 
ejerzan su mínister'o ó lo imbieren ejercido 
dentro los dos últimos años. Tampoco se 
propondrá para un mismo tribunal. á parien- 
tes dentro ríe analto grado civil, y el segundo 
de afinidad. Ei juez y el promotor fiscal de 
un Juzgado no deberán ser tampoco parien- 
tes dentro de los mismos grados. 

Art. 10. La Sección de Gracia y Justicia 
del Consejo Real en unión de dos ministros 
y del liscui del Supremo Tribunal, designados 
los primeros por este mismo Cuerpo, califi- 
caran la aptitud, los méritos y las circuns- 
tancias de los regentes y magistrados de las 
Audiencias territoriales, de lp« jueces de pri 
mera instancia, AJcaldes mayores y asesores 
efectivos, y de ios cesantes de todas ciases y 
categorías. Cuando el fiscal sea consejero 
Real extraordinario, autorizado para asistir 
al Conseja, y esté agregado á dicha Sección, 
concurrirá un ministro mas del Tribuna! Su- 
premo. Del mismo modo serán calificados la 
aptitud, circunstancias y merecimientos de 
los sugetos'que soliciten entrar de nuevo en 
la carrera judicial del fuero común, aunque 
á la sazón sirvieren ó hubieren servido antes 
en Tribunales ó Juzgados especiales, sin cuya 
calificación ninguno podrá ser propuesto. 

Art. H. El fiscal dei Tribunal Supremo 
hará igual calificación y clasificación por lo 
tocante al ministerio fiscal, sin perjuicio de 
las propuestas que correspondan á los fiscales 
do las Audiencias. El mismo fiscal pasará 
también al Ministerio de Gracia y Justicia 
notas de los empleados del ministerio fiscal 
que, teniendo el tiempo de servicio que se 
expresa en el art. 8.° de este decreto, sean 
aeree lores por sus méritos y comportamiento 
á ser colocados ¡en plazas de ia magistratura 
ó judicatura. 

Art, 12. En ia Gaceta de Madrid se pu- 
blicarán todos los nombramientos, expresan- 
do en su caso ia clase que esté en turno, 
según ias reglas de preferencia establecidas 
en el art. 2.“ de este decreto, la fecha del 
ingreso del nombrado en ia judicatura ó en 
la magistratura, y en su caso la categoría de 
la cual fuere promovido. 

Art. *13. Se formarán y publicarán tam- 
bién en la Gaceta escalafones generales v 
especiales por categorías de los magistrados, 
jueces é individuos del ministerio fiscal, bajo 
el doble concepto de ia antigüedad por la 
fecha de los respectivos nombramientos, y 
de ios años de servicio de cada interesado. 

Art. 14. También se formarán sin de- 


mora las hojas de servicio de todos los em- 
pleados efectivos y cesantes del orden judi- 
cial y su ministerio fiscal. 

Art. 15. El Ministerio de Gracia y Jus- 
i licia, para proponer la cesación de íiiagis- 
[ Irados y jueces hasta tanto que se publique 
i la ley orgánica del órden judicial y- tenga 
í cumplida ejecución el art. t>9 de !a Consli- 
I UTeion del Estado, liará instruir expediente 
gubernativo, oyendo al ¡efe de) Tribunal de 
I quien dependa el interesado y a l¡i hala de 
gobierno dei Supremo de Justicia , la cual 
podra oir á su vez nmtructivameiite de viva 
voz ó por escrito, si io estima oportuno al 
mismo interesado. Mandado instruir este ex- 
pediente, podrá ser suspenso por Real órden 
el individuo sobre quien recaiga dicha pro- 
videncia, si así lo exigiere la gravedad é im- 
portancia del caso. Si dentro de tres meses, 
contados desde la fecha de la Real órden de 
suspensión, no se resolviese el expediente 
gubernativo, se entenderá alzada aquella, y 
volverá ei interesado á ejercer sus funciones 
sin necesidad de órden especial al intento. 

Art. 10. Para proponerme de oficio la 
jubilación de los empleados de dichas ca- 
tegorías, se acreditará antes su imposibilidad 
para continuar en el servicio, y se instruirá 
el expediente en los tér.niqos y forma que se 
previene en e! artículo precedente. 

Art. 17. En la propuesta relativa á los 
casos á que.se refieren los dos artículos an- 
teriores, me manifestará necesariamente el 
Ministro de Gracia y Justicia ei dictamen de 
la Sala de gobierno del Tribunal Supremo. 

Art. 18. Las cesaciones y jubilaciones se 
publicarán en la Gacela de Madrid sin expre- 
sar ia causa, pero sí haberse instruido el ex- 
pediente en dicha forma. 

Art. 19. Para trasladar Jos magistrados 
y jueces á empleos de igual categoría, do 
siendo á petición suya bastará que se oiga á 
la Sección de Gracia y Justicia del Consejo 
Real, consignándose en ei expediente la cau* 
sa que motivare la traslación. 

Art. 20. Respecto de la cesación, jubila- 
, cion ó traslación de los individuos del Minis-r 
terio fiscal, se oirá previamente al fiscal del 
Tribunal Supremo de Justicia. 

Art. 21. Debiendo limitarse los magis- 
trados, jueces é individuos del ministerio fis- 

■ cal á emitir libremente su voto personal sien- 
do electores y abstenerse en todo caso de 

■ intervenir é influir en manera alguna directa 
ó indirectamente á favor ni en contra de nin* 

J guu candidato para cargos de elección po- 
jnilar, todo acto ó hecho en contrario, aun- 
que no constituya delito, se considerará jus- 
ta causa para la separación ó traslación,, stt- 
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‘ emn su gravedad: é importancia, de quien tal 
, falta cometiere. 

ArL 32. Los jefes del personal en el Mi- 
nisterio, de Gracia y Justicia darán cuenta en 
la Sección del mismo titulo del Consejo Real 
y en su caso á la Sala de Gobierno del Tri- 
bunal Supremo de Justicia, ó á su fiscal , de 
jos negocios cuyo conocimiento se les come- 
te por este decreto. 

" Art. -23. Quedan derogados todos los de» 
cretos y reales órdenes contrarias al presen- 
te decreto. 

Art. 24. El Ministro de Gracia y Jus- 
ticia dará las instrucciones convenientes pa- 
ra la ejecución del mismo decreto.' — Dado en 
Palacio á 7 de marzo de 1851.» ( CL . t. 52. 
pág. 327.) 

R. D. de 7 de marzo dei 851 . 

Sobre concesión de honores judiciales á jubilados, 
abogados y catedráticos ele. 

(Grac. y Just,) En consideración etc. 
Vengo en decretar: 

«Artículo 1." Los magistrados y jueces 
jubilados conservarán las consideraciones y 
honores de su respectiva categoría judicial, 
- pudiendo asistir los primeros en el lugar que 
por su antigüedad Jes corresponda con el 
Tribunal á que pertenecieron al tiempo de 
ser jubilados, á los actos y funciones públi- 
cas, á que concurra en cuerpo el mismo Tri- 
bunal.- 

Art. 2.’ Al concederse la jubilación á 
los magistrados y jueces podrán obtener los 
honores de la categoría superior inmediata, 
siempre que por sus largos y. buenos servi- 
cios se hubieren hecho acreedores á esta re- 
compensa. 

Art. 3.° Los abogados y catedráticos de 
jurisprudencia de las universidades que se 
bayan distinguido por su mérito y virtud en 
el ejercicio de su profesión, podrán obtener 
cuando se retiren del foro ó del profesorado 
como recompensa de sus merecimientos, los 
■ honores de cualquier empleo judicial para 
cuya obtención en propiedad tuviesen la ap- 
titud' exigida por las disposiciones vigentes, 
oyéndose préviamente al Tribunal ó tribu- 
nales superiores en cuyo territorio hubieran 
ejercido, al Supremo dé Justicia y á la Sec- 
ción de Gracia y Justicia de! Consejo Real. 

Art. 4.° En niDguu otro caso se conce- 
derán honores ni otras cualesquiera consi- 
deraciones del orden judicial. 

Art. 5.° Ningún magistrado usará den- 
tro del Tribunal, ni en las funciones públi- 
cas á que este asista en cuerpo, de considera- 
ciones ni distintivos que den derecho á un 


tratamiento superior al del que presidiese el 
acto. . : ,-i ' ■: .■ 

Los abogados qué sean magistrados cesan* 
les ú honorarios, cuando asistan á estrados 
ocuparán igual asiento y usarán del mismo 
traje que los otros abogados sin ningún otro 
distintivo. 

Art. 6.° Quedan derogados los decretos, 
reales órdenes y prácticas contrarias á las an- 
tecedentes disposiciones.» — Dado en Palacio 
á 7 de marzo de 1851. (CL. t. 52, p. 333.) 

R. O. de 9 marzo de 1851'. 

Gastos de reconocimientos periciales en las causas. 

(Grac. y Jüst.) Se dispuso que fuesen 
de cuenta del presupuesto del Ministerio de 
Gracia y Justicia los gastos indispensables 
para las operaciones y reconocimiento peri- 
ciales y íacnltativos que ocurren en las cau- 
sas criminales de oficio. (CL. t. 52. p. 341. ) 

R. O. de 12 marzo de 1851.- 

Conducta de los funcionarios judiciales en elecciones. 

(Grac. y Just.) Se encarga á los fiscales 
de las Audiencias que velen muy cuidadosa- 
mente sobre el cumplimiento del art. 21 del 
R. D. de 7 del mismo mes, para que los ma- 
gistrados, jueces é individuos del ministerio 
fiscal no tomen parte activa en cuestiones 
electorales, á riesgo de perder el prestigio y 
la imparcialidad imprescindibles para el des- 
empeño de su cargo, limitándose á emitir li- 
bremente su voto. (CL. t. 52, p. 365.) 

R. O. de 1 4 marzo de 1851. 


Categoría de ministros del Tribunal de las Ordenes 
' y Audiencia de Madrid. 

(Grac. y Just.) .....VeDgo en declarar 
que los actuales ministros efectivos y cesan- 
tes del Tribunal especial de Jas órdenes 
y de la Audiencia territorial de Madrid cor- 
responden á la categoría 4. a del art. 5,® de 
mi R. D. de 7 del corriente... (CL. t, -52, 
página 372.) 

R. O. de 14 marzo de 1851. 


Concesión de licencias á los escribanos. 

Se halla inserta esta Real orden en el ar- 
tículo Escribanos con las demás disposi- 
ciones sobre el asunto. (CL. t. 52, p. 372.) 

R. O. de 23 marzo de 1851. * 


Se exija en los poderes el bastanteo del colegio. 

(Grac. y Just.) .....S. M. se ha dignado 
mandar, conformándose con el parecer del 
Conseio de Ministros , que en lo sucesivo no 
se admitan en los Tribunales eclesiásticos, 
civiles y militares de esta Corte poaeres que 
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no tengan el requisito del bastanteo del co- 
legio, percibiendo la Junta de gobierno del 
mismo 10 rs por cada póder, con aplicación 
á los gastos de las Salas de abogados que 
deberán establecerse en todos aquellos de 
los referidos Tribunales, que tengan las cir- 
cunstancias de local’ d a d necesarias al efec- 
to (CL. t. 52 , p. 421 .) 

R. O. da 31 marzo de 1851. 

Se deja sin efecto la R. 0. de 7 de junio 
de 1847 sobre remisión a! Ministerio de es- 
tados de costas judiciales. (CL. t. 52, pági- 
na 497.) 

R. O. de 2 abril de 1851 

Cansas en que debe informar in voce el ministerio 
lisoul • 

(Grac. y Jcjst.) «El párrafo 2.° de la 
R. O. de 6 de noviembre de 1844 dispone 
que los fiscales, por sí ó por sus abogados, 
asistan á imormar in voce en las causas en 
que se pida la pena capital, la de diez años de 
presidio con retención ó sin ella, ú otras in- 
feriores, pero notablemente mas grave que 
la impuesta en la anterior instancia. Variada 
nuestra antigua legislación por el Código pe- 
nal vigente, así respecto de la clasificación 
de las penas cpmo de su duración, ña que- 
dado de hecfio derogado el párrafo 2.° de Ja 
referida Real órden, y justificada la necesi- 
dad de suplir sus disposiciones con oirás que 
sean conformes á lo ordenado por el Código. 
En su virtud, y siendo conveniente á Ja me- 
jor administración de justicia que el ministe- 
rio fiscal sostenga de palabra, en ciertas cau- 
sas, ante los Tribunales la opinión que ha 
emitido por escrito, sin desatender por esto 
las demás obligaciones de su cargo, la Reina 
de conformidad con lo propuesto por ei Tri- 
bunal Supremo de justicia, fia tenido á bien 
resolver io siguiente: l.° En las causas so- 
bre delitos que tengan señalada en el Código 
pena de muerte, cadena perpétua ó reclusión 
perpétua, absolutamente ó como máximo, el 
ministerio fiscal deberá asistir precisamente 
á informar in voce. Asistirá igualmente en 
las causas sobre delitos graves ó que se cas- 
tigan por ei Código con penas aflictivas, 
siempre que á juicio del referido ministerio 
sea difícil apreciar el resultado del proceso, 
atendida su complicación, y también cuando 
haya dificultad en la inteligencia y aplicación 
del Código. — Madrid 2 de abril de 1851.— 
González Romero. (CL. t. 52, p. 505.) 

ñ. O. dé 6 abril de 1851. 

(Grao, y Jüst.) Esuna instrucción para 
el cumplimiento de los particulares en que 


con arreglo á lo dispuesto eu el Real decre- 
to de 7 de, marzo último, deberá ser oida y 
consultarla la seccoion de Gracia y Justicia 
del Consejo Real en unión con Jos magistra- 
dos que en el art. 10 se designan. (CL. t. 52, 
pág. 522.) 

R. D. de 9 mayo de 1851. 

Señalando el tiempo do vacaciones. 

«En vista de las razones que me ha ex- 
puesto el presidente de mi Consejo de Mi- 
nistros, de acuerdo con el mismo Consejo, 
vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo l.° Para los Tribunales y Juz- 
gados de todas clases y fueros no habrá otros 
dias feriados que ios de fiesta entera religio- 
sa ó civil, y desde e) miércoles santo basta 
el martes de Pascua, ambos inclusive. 

Art. 2.° En los meses de julio y agosto 
vacarán las Salas ordinarias de Jos Tribuna- 
les en la forma que por cada uno de los res- 
pectivos Ministerios se determine. Para el 
despacho de los negocios urgentes, y ia sus- 
tanciacion de las causas criminales, se for- 
mará una Sala extraordinaria en cada uno de 
Jos Tribunales durante las vacaciones. 

Art. 3.° En dicho periodo los Juzgados 
despacharán solo los negocios criminales, y 
también los civiles que sean urgentes. 

Art. 4.° Los magistrados, representan- 
tes y agentes del ministerio público y demás 
funcionarios de los Tribunales no obtendrán 
licencia fuera de Jas vacaciones sino por cau- 
sa muy grave y cumplidamente justificada. 

Art. 5.° Porcada Ministerio se expedirán 
las instrucciones correspondientes para el 
cumplimiento y ejecución de las disposicio- 
nes de este decreto, lijando el día en que 
deban principiar las vacaciones en los res- 
pectivos Tribunales.— Dado en Palacio á9 de 
mayo de 1851 .» (CL, t. 53, p. 109.) 

R. O. de 10 mayo de 1851. 

Reglas para la ejecución del anterior. 

«En virtud de lo dispuesto en el art. 5.° del 

R. Ü. de 9 del corriente , conformándose 

S. M. la Reina con lo que he tenido la honra 
de proponerle, se ha servido mandar lo si- 
guiente : 

Articulo 1 ,° Las Salas ordinarias del Tri- 
bunal Supremo de Justicia . del especial de 
las Ordenes y de la' Audiencia de Madrid, va- 
carán desde l.° de julio hasta 31 de agosto* 
y las de los demás Tribunales desde el 15 del 
mismo mes de julio hasta el últirfio día de 
agosto. 

Art. 2.° La Sala extraordinaria del Tri- 
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bunal Supremo de Justicia se compondrá de 
un presidente ó un presidente de Sala , y de 
seis ministros. 

Art. 3 '° En las Audiencias se compondrá 
Ja Sala del regente ó un presidente de Sala, 
de cuatro magistrados y un suplente que asis- 
tirá diariamente. ‘ 

Art. 4.° El fiscal ó un abogado fiscal del 
Tribunal Supremo y de las Audiencias , per- 
manecerán ejerciendo las funciones de su 
ministerio cerca de la Sala extraordinaria, á 
la cual prestarán igualmente su servicio un 
relator, un escribano de cámara con dos ofi- 
ciales de las mismas Escribanías, y el nume- 
ro de dependientes que determine la Sala de 
gobierno del respectivo Tribunal. Sin em- 
bargo, los relatores, escribanos de cámara y 
funcionarios que no quieran hacer uso de las 
vacaciones, despacharán en la Sala extraor- 
dinaria los negocios que les correspondan, 
manifestándolo oportunamente al presidíate 
ó regente iel Tribunal. 

. Art. 5.° En el Tribunal especial de las 
órdenes un solo ministro des] achará los ne- 
gocios urgentes, debiendo permanecer en su 
puesto el fiscal ó el procurador general , el 
secretario-relator ó el escribano de cámara, 
y el número de dependientes que designe el 
decano. 

pArL 6.° Los individuos de las respectivas 
clases turnarán en el servicio extraordina- 
rio de vacaciones, principiando por los que 
desde i.° de julio del año anterior, á 30 de 
junio del corriente hubiesen disfrutado Real 
licencia, y en su caso por los mas modernos; 
pero el presidente del Tribunal Supremo y 
los regentes de las Audiencias quedarán en 
completa libertad para elegir turno en la 
primera formación, y en su caso se consi- 
derarán siempre como mas antiguos respec- 
to de los presidentes de Sala, con quienes 
deben concurrir al efecto indicado. 

Sin embargo, los individuos de cada clase 
podrán cambiar su turno y reemplazarse mu- 
tuamente ó por algún suplente del respecti- 
vo Tribunal , con tal que aquel sea cesante 
en la toga, y que la mayoría de la Sala quede 
compuesta de ministros propietarios: 

Art. 7.° La mitad de los suplentes per- 
manecerán en su puesto sin ausentarse de la 
residencia del Tribunal, á fin de que en nin- 
gún caso falte el conveniente número de 
ministros para fallar, si por cualquiera acci- 
dente no pudiere concurrir alguno de los mi 
nistros de la Sala extraordinaria. 

Para suplir, en su caso, la falta de suplen 
tes, serán llamados por el órden de su anti- 
güedad magistrados cesantes con sueldo, y 
en su defecto, los que no lo disfruten que 
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residan habitualmente y se hallen á la sazón 
en la capital de la Audiencia ,. quienes si no' 
concurrieren sin justa causa al llamamiento 
dal Tribunal, lo pondrá este en conocimiento 
del Gobierno, á fin de que en la hoja de ser- 
vicios del interesado se ponga la nota opor- 
tuna. A este fin se abrirá en cada tribunal un 
registro en que consten los individuos de 
cada clase por el órden indicado. 

Art. 8." Cuando el fiscal se ausentare, 
designará el abogado fiscal que haya de con- 
tinuar en su puesto para desempeñar el mi- 
nisterio fiscal durante las vacaciones. 

Art, 9.° Para el despacho de los nego- 
cios en que basten tres ministros, la Sala 
extraordinaria de las Audiencias se dividirá 
en dos secciones, presidiendo el ministro 
mas antiguo aquella á que no concurra el 
presidente de la Sala extraordinaria. 

Art. 10. La Sala extraordinaria del Tri- 
bunal Supremo despachará: 

1 Los negocios urgentes de la Sala de 
gobierno. 

2. ° Las competencias. 

3. ° Las causas criminales en que hubiere 
presos. 

4. ° Todo lo relativo á la sustanciacion 
de los negocios criminales pendientes. 

Y 5.° Los demás asuntos que por su pro- 
pia índole y naturaleza tengan el carácter de 
urgentes, y cuyo curso no pueda suspender- 
se sin grave perjuicio de las parles ó del ser- 
' vicio público. 

Art. 11. La Sala extraordinaria de las 
Audiencias despachará: 

1 . ° Los negocios urgentes de las Salas de 
gobierno. 

2. ° Las competencias. 

3. ° Las causas de ley. 

4. ° Los sobreseimientos y las causas com- 
prendidas en la regla 38 de las provisionales 
para la aplicación de las disposiciones del 
Código penal. 

5. ° Los artículos de prisión y soltura. 

6. ° Lo relativo á toda sustanciacion y de- 
cisión de los procesos criminales cuya gra- 
vedad y trascendencia reclamen pronta ter- 
minación. 

7. ° La sustanciacion de todas las demás 
causas criminales basta ponerlas eq* estado 
de vista. 

8. " Los recursos y juicios snmarismnes 
civiles de alimemos, leslitucion de despojo, 
depósitos, d ¿negación «le justicia ó de prue- 
ba, embargos provisionales y coa 'quiera otro 
para cuyo despacho es de derecho habilitar 
los dins feriados. 

Art. 12. El dia 1 de setiembre, en que 
deberán reunirse nuevamente las Salas ordi» 
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nanas, cesarán las extraordinarias, creadas 
por virtud del decreto deí 9 del corriente, 
pasando los negocios pendientes á la respec- 
tiva Sala ordinaria á que hayan tocado en 
turno, el cual se designará por consiguiente 
desde el momento del ingreso de los autos ó 
de! recurso en el Tribunal en el modo y for- 
ma que se practica actualmente. 

Art. 13. El presidente de la Sala extra- 
ordinaria despachará durante dicho período 
los negocios de la presidencia del Tribunal 
siempre que se ausente el de este, quien 
continuará en sus funciones en otro caso, 
aunque no pertenezca á la Sala extraordina- 
ria, á la cual podrá asistir sin embargo, siem- 
pre que lo estime conveniente. 

Art. 14. En la primera quincena de oc- 
tubre formarán y remitirán al Ministerio de 
Gracia y Justicia las Salas de Gobierno de las 
Audiencias una memoria detallada de los re- 
sultados que ofrezcan las Salas extraordina- 
rias, de manera que puedan apreciarse de- 
bidamente las ventajas é inconvenientes que 
para la administración de justicia ofrezcan 
aquellas, sin perjuicio de que como comple- 
mento forme otra memoria en la primera 
quincena de julio del año próximo, en la que 
se comparen los resultados obtenidos desde 
primero de igual mes del corriente año hasta 
aquel dia con el que se obtuvo en igual pe- 
ríodo de 1850 á 1851. 

Art. 15. Los Juzgados de primera instan- 
cia desde 15 de julio hasta 31 de agosto se 
ocuparán solo de ios juicios civiles que, con 
arreglo á lo prevenido en el reglamento pro- 
visional para la administración de justicia, 
merezcan la calificación de urgentes; á fin 
de activar durante el mismo tiempo el des- 
acho de los juicios criminales.— Madrid 10 
e mayo de 1861. (CL. t. 53, p. 123.) 

R. D. de 10 junio de 1851. 

Traslación de jueces naturales del partido... 

(Grac. y Jost.) «... Artículo 1.’ Los 
jueces de primera instancia que sean natu- 
rales del partido judicial en que ejercen ju- 
risdicción, y los demás que se encuentren 
en alguno de los otros casos previstos en el 
art. 9. u de mi citado R. D. ae 7 de. marzo 
anterior, seráD trasladados á distintos Juzga- 
dos de la misma categoría que los que res- 
pectivamente desempeñan en la actualidad, 
procurando conciliar en lo posible el interés 
individual con el mejor servicio público. 

Art. 2.° El Ministro de Gracia y Justicia 
dictará las medidas convenientes para que 
se lleve prontamente á efecto lo dispuesto en 
el artículo precedente. — Dado en Palacio á 
10 de junio de 1851. (CL, t, 53,2?. 260.) 


fí. O. de 13 junio de 1851. 

Visitas de los protocolos de las Notarías. 

Dispone, que en las visitas de protocolos 
que practiquen las Audiencias, se limiten á la 
inspección de su forma intrínseca y requisi- 
tos legales para la formalidad dé los docu- 
mentos, dejando á cargo de los visitadores del 
papel la fiscalización de si se ha usado del 
correspondiente sello. (CL. t 53, p. 269.) 

Véanse en Notariado lo? arts. 48 de la 
ley, 408 del Reglamento, y otros. 

/?. O. de 14 junio de \ 851. 

Emisión de votos consultivos. 

(Grac. y Just.) La Reina se ha 

servido disponer que continúe en observan- 
cia la R. O. de 18 de junio de 1847, relativa 
á la emisión de votos consultivos de las Rea- 
les Audiencias. (CL. t. 53, p. 272.)' 

R. O. de 26 junio de 185¿. 

Establecimiento de habilitados de los Juzgados, Au- 
diencias y Tribunal Supremo. 

(Grac. y Just.) «La Reina, en conformi- 
dad de su R. D. de 10 de mayo último, y te- 
niendo presente la instrucción aprobada en 
20 del actual para que el pago de todas las 
obligaciones de las diferentes secciones del 
presupuesto se realicen por las dependencias 
dei Tesoro público, se ha servido mandar 
que en las de este Ministerio se observe pun- 
tualmente dicha instrucción, debiendo ade- 
más tener presentes las disposiciones si- 
guientes: 

1. a La Secretaría del despacho de este 
Ministerio, el Supremo Tribunal de Justicia, 
el especial de órdenes y ias Audiencias ter- 
ritoriales, tendrán sus respectivos habili- 
tados. 

2. * Para todos los Juzgados de cada pro- 
vincia habrá uno en la capital de la misma. 

3. a Los habilitados que se expresan en la 
disposición primera, y los déla Audiencia ter- 
ritorial de esta Corte y Juzgados de la provin- 
cia de Madrid, presentarán áfin de cada mes 
en la Intervención central de este Ministerio 
las nóminas respectivas con los documentos 
de su comprobación, para que estando arre- 
gladas, extienda á su debido tiempo los cor- 
respondientes libramientos á cargo de la Te- 
sorería central, cuyos libramientos serán au- 
orizados por el jefe de sección encargado 
de la Ordenación de pagos. Presentarán así 
bien una copia literal y debidamente autori- 
zada de aquellas nóminas, con una nota al 
pió en que se refieran en extracto los docu- 
mentos comprobantes que acompañaron á 
las originales. 
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4* ‘ Los demás habilitados presentarán en , 
igual, époea A los contadores de la Hacienda 
publica de fas provincias de! Reino las eor- : 
.respondientes nóminas y sus copias, en los 
términos prevenidos; y después de censura- 
das, extenderán os respectivos libramientos 
que autorizarán los Gobernadores civiles y 
satisfarán los tesoreros. . 

• 5. a En las nóminas de los Juzgados de. 
primera instancia se expresará en casilla se- 
parada la cantidad que corresponde at des- 
cuento de la quinta parle del sueldo de los 
jueces para satisfacer lo que adqjiden estos á 
£U Monte pió, cuyos descuentos continuarán 
como basta aquí mientras no conste satisfe- 
cho el respectivo débito. Eí importe de estos 
descuentos se reservará como fondo especial 
en cada Tesorería de provincia á disposición 
de este Ministerio, á cuvn cargo está el régi- 
men y administración del expresado Monte. 
Los habilitados de los Juzgados de primera 
instancia lo serán también de las viudas y 
huérfanos que perciben pensiones de este 
fondo, 

6. a Los contadores de provincia, remiti- 
rán inmediatamente á la Intervención cen- 
tral de este Ministerio las copias de' las nó- 
minas y demás documentos de pagos reali- 
zados, á fin de que tengan efecto las opera- 
ciones genera es de contabilidad. 

7. a Los tesoreros dirigirán, á fin de ca- 
da mes á la misma Intervención, el corres- 
pondiente estado de las existencias proce- 
dentes de los descuentos de la quinta parte 
de los sueldos de los jueces de primera ins- 
tancia. 

8. a Cualquiera reclamación que hicieren 
los interesados con relación á sus haberes 
será elevada a este Ministerio para la resolu- 
ción correspondiente, — De Rea! órden etc. 
Madrid 26 de junio de 1851. — González Ro- 
mero.— Sr. Gobernador de la provincia de... 
{CL. t. 53, p. 388.) 

R. O. de 28 junio de I85i, 

Se. declaró al abogado fiscal p-imero del 
Tribunal Supremo de Justicia en atención á 
qno estaba llamado á sustituir al fiscal la 
categoría de fiscal de Audiencia de fuera de 
Madrid , debiendo usar por consiguiente el 
traje y distintivo de esta enteraría, y disfrutar 
los honores, tratamiento v sueldo correspon- 
diente. (CL. t. 53, p. 301.) 

R. O. de A 7 setiembre de 185Í. 

Es sobre papo de responsabilidad pecunia- 
rias etc., y se liada inserta por nota en la 
pág. 153, Código penal. 


R. O. de 26 setiembre de 1851. 

Es sobre la jurisdicción dé los Alcaldes y 
tenientes; y se halla. inserta en Código penal, 
pág. 209. 

R. O. de l.° octubre de 1851. 

Nombramieotos de promotores fiscales sustituto*. 

(Grao, y Just.) «Para que no quede 
nunca paralizada la administración de justi- 
cia por las ausencias ó enfermedades de los 
promotores fiscales, se h,\ servidoS. M. man-' 
dar que los fistn'es de las Audiencias proce- 
dan desde luego á nombrar en cada cabeza 
de partido un abogado que reúna losrequsi- 
tos necesarios para que sustituya á los pro- 
motores en sus enfermedades , ausencias ó 
incompatibilidades, poniendo el nombra- 
miento en noticia de los regentes y de los 
jueces respectivos, los cuales les exigir án el 
juramento debido. También es la voiunlad 
de M. que dichos fiscales en estos nom- 
bramientos prefieren á los promotores fisca- 
les cesantes que haya en las mismas cabe- 
zas de partido, si no estuviesen incapacita- 
dos por causa legítima.— De Real órden etc. 
Madrid 1 .° de octubre de 1851. — González 
Romero. — Señor Fiscal del Tribunal Supre- 
mo de Justicia.» {CL. t. 54, p. 206.) 

R. O. de í.‘ octubre de 4 851 . 

Licencias A funcionarios del ministerio fiscal. Es fa- 
cultad de los fiscales darlas ó cursarlas. 

(Grao, y Just.) «S. M. la Reina se ha ser- 
virlo mandar que en lo sucesivo los fiscales del 
Tribunal Supremo de Justicia puedan conce- 
der basta un mes de licencia á los fiscales y 
abogados fiscales de las Audiencias, y proro- 
gar basta treinta dias los quince que dichos 
fiscales pueden conceder á los promotores, 
cesando la facultad que los regentes han te- 
nido hasta abora de otorgar licencias por 
quince dias á los mismos fiscales También 
se ha servido S. M. autorizar al fiscal al Tri- 
bunal Supremo de Justicia para que suspenda 
á los promotores, dando cuenta ni Gobierno, 
cuando no obedezcan las órdenes que les 
comunique. Del mismo modo se ha servido 
S, M mandar que todas las instancias olio les 
fiscales, abogados fiscales v promotores ele- 
ven «I Gobierno en solicitud de Real licencia, 
ó con cualquier otro objeto, hayan de. diri- 
girse por conducto del citado fiscal del Su- 
premo, — De Real órden etc. Madrid 1 de 
octubre de 1851 .— González Romero.— Se- 
ñor Fiscal del Tribunal Supremo de Justicia.» 
{CL. t. 24, p. 207.) 
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R. O. de 8 octubre de 1851. 

rio se dé parte de haber visto las órdenes en la Gaceta. 

(Grac. y Just.) ((La Reina se ha servido 
mandar que en lo sucesivo las autoridades 
dependientes de este Ministerio dejen de 
darle cuenta de haber visto las Reales órde- 
nes y circulares que se publican en la Ga- 
ceta del Gobierno.» ( CL , í. 54, p. 250.) 

R. O. de 9 octubre de 1851. 

Requisitorias: Notas á la guardia civil sobre reo* 
prófugos. 

(Grao, y Just.) «Con el objeto de que 
puedan ser perseguidos y capturados mas 
fácilmente los reos prófugos por los puestos 
de la guardia civil que existen en casi todos 
los partidos judiciales , Ja Reina, de confor- 
midad con lo propuslo por el inspector ge- 
nera! de aquella lia tenido á bien mandar 
que los Juzgados de primera instancia, sin 
embargo de que hayan expedido las oportu- 
nas requisitorias para la captura de los' mis- 
mos, pasen, en el principio de cada trimes- 
tre, hasta que esta se consiga, nota de di- 
chos reos al comandante del respectivo pues- 
to enunciado con las señas correspondientes. 
— De Real órden etc. Madrid 9 de octubre 
de 1851.— González Romero.— Señor Regen- 
te de la Audiencia de... (CL. t. 54, p. 235.) 

R. O. de 20 octubre de 1851. 

Que los Tribunales no extralimiten sus facultades. 

(Grac. y Just.) limo. Sr.: Dada cuenta 
á S. M. de un expediente instruido á conse- 
cuencia de una circular que en junio de 
1849 dirigió esa Audiencia á los jueces de 
primera instancia de su respectivo territorio 
estableciendo reglas para la administración 
de justicia, de conformidad con lo que acer- 
ca del particular ha consultado la sección de 
Gracia y Justicia del Consejo Real y el Su- 
premo Tribunal de Justicia se lia servido 
mandar S. M. recomiende á V. S. la conve- 
niencia de que ese Tribunal superior como 
todos los demás de su ciase, se limite, en 
el ejerció de sus funciones á las facultades 
que terminantemente les señalan las leyes y 
reglamentos vigentes, procurando en lo su- 
cesivo que todos los actos del poder pum- 
pamente judicial que á las Audiencias está 
encomendado, sean siempre arreglados á las 
atribuciones que en este competen á Jos Tri- 
bunales de Justicia.— De Real orden etc. Ma- 
drid 20 de octubre de 1851.— Señor Regen- 
te de la Audiencia de Madrid. (CL. t. 54, 
pág. 342.) 


R. D. de 14 noviembre de 1851. 

Autorizando al fiscal del Tribunal Supremo para pedí 
á las Audiencias causas fenecidas. 

(GnAc, y Just.) Para que el fiscal del Tri- 
bunal Supremo de Justicia pueda evacuar 
con prontitud y entero conocimiento de cau- 
sa los informes que se le piden por el Go- 
bierno en los asuntos judiciales, y reclamar 
lo que corresponda en bien del servicio pú- 
blico, conformándome con lo que de acuer- 
do con el Consejo de Ministros me ha pro- 
puesto el de Gracia y Justicia, vengo en de- 
cretar lo siguiente: 

Artículo 1.® Se autoriza al fiscal del Tri- 
bunal Supremo de Justicia para pedir por sí 
directamente á los fiscales de las Audiencias 
las causas fenecidas en que no haya ningún 
punto pendiente de ejecución, y los autos 
en que tenga interés el Estado y se hallen 
igualmente fenecidos. 

Art. 2.° Se autoriza á los fiscales de las 
Audiencias para pedir á las Salas de justicia 
las causas y autos antedichos, con el üu de 
remitirlos al fiscal del Tribunal Supremo 
cuando por este les sean reclamados. 

Art. 3.° Conchudo que sea'el objeto para 
que fueren pedidos las causas y pleitos re- 
feridos, se devolverán por el fiscal del Tri- 
bunal Supremo á los fiscales de las Audien- 
cias, y por estos á las Salas de justicia, á no 
ser que del examen de ellos nazca reclama-» 
cion para ante el Tribunal Supremo, en cuyo 
caso, terminada que sea, se devolverán en 
la forma ordinaria. 

Art. 4.° Las disposiciones anteriores se 
entienden sin perjuicio de las facultades y 
atribuciones que corresponden al mismo 
Tribunal Supremo. (CL. t. 54, p. 431.) 

R. D. de 12 diciembre de 1851. 

Lugar de los presidentes de Sala enlre sí. 

(Grac. y Just.) Conforme á lo esta- 

blecido en el arl. 3.° de ;mi R. D. de 4 marzo 
de 1850, vengo en declarar que la antigüedad 
y precedencia de los presidentes de Sala en 
las Audiencias territoriales debe computarse 
según lo dispuesto para fijar las de Jos de- 
más empleados del órden judicial, y jíor 
consiguiente ser presidente decano en ca- 
da Audiencia el que haya entrado con ante- 
rioridad á los demás en la categoría de pre- 
sidente de Sala, bien sea en la misma Au- 
diencia en que se halla ó en otra de igual 
clase (CL. t. 54, p. 531.) 

R. O. de 23 diciembre de 1851. 

Sueldo do los jueces desde Í8S2-. Cesa oi descuento dél 
Monte-pío. 

(Grac. y Just.) «La Reina se ha servido 
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mandar que en atención á que desde l.° de 
enero del año próximo empiezan á disfrutar 
los .jueces de primera instancia el sueldo que 
Jes está asignado en los -presupuestos, dejen 
de hacérseles desdedidla fecha los descuen- 
tos que sufrían para Monte-pio, tanto anual- 
mente como á su ingreso en la carrera, que- 
dando sin embargo en .la oMigacú n de sa- 
tisfacer todo lo que por dichos conceptos 
adeuden hasta fin del corriente.)) — Madrid 23 
de diciembre de 1851. (CL. t. 54, pá- 
gina 686) (1). 

R. O. de 23 diciembre de 1851 . 

Títulos de empleos, honores y gracias. 

(Gnác. y Just.) «Dispone: que ningún 
funcionario oi empleado de planta fija y con 
sueldo de las dependencias del Ministerio de 
Gracia y Justicia, ya lo perciba dei presu- 
puesto general, ya del provincial ó munici- 
pal, podrá servir su empleo ó ejercer sus 
funciones sin el correspondiente título ex- 
tendido en el papel correspondiente; que es 
también necesario título parad uso de los 
honores, gracias y condecoraciones que se 
otorgan por el mismo Ministerio; que los 
que á la razón se hallaban sirviendo no ne- 
cesitaban sacar título, si lo tenían del des- 
tino, ni es preciso sacar otro nuevo cuando 
se pasa de un destino á otro de igual clase y 
sueldo. — V. Títulos de empleos y honores. 

R. O. de 27 diciembre de 1851. 

Sueldo de los jueces y promotores, y sus derechos. . 

Se halla inserta esta Real órden en el ar- 
tículo Aranceles judiciales, tomo I, pági- 
na 455. 

R. O. de 27 diciembre de 1851. 

Visitas de los protocolos de las Notarías. 

(Grac. y Just.) «Señalada á los jueces 
do primera instancia una cantidad anual para 
dietas de salidas, según la importancia de 
cada distrito, y pudiendo de este modo cuidar 
mas inmediatamente de que en los pueblos 
sujetqs á su jurisdicción se cumplan las dis- 
posiciones superiores en lo que tiene relación 
con la administración de justicia, se ha ser- 
vido S. M. mandar que dichos jueces de pri- 
mera instancia visiten, siempre que puedan, 


(1) Por una circular de la Intervención ge- 
neral de pagos de 27 de enero de 1852 se dis- 
puso la manera de hacer la liquidación á los 
jueces de primera instancia de los descuentos 
para Monte-pio; y por otra de 20 de febrero se 
aclaró que el período de la liquidación com- 
prendía hasta fin del año de 1«51. 
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á su prudente arbitrio, los protocolos de los 
escribanos públicos para asegurarse de que 
se llevan en el papel que determina el. Real 
decreto de 8 de agosto; y que en el caso de 
notar contravención, procedan á Jo que cor- 
responda, dando cuenta á la Audiencia del 
territorio. (CL. t. 54, p. 701.) 

Véase Notariado , consultando entre 
otras disposiciones el art. 48 de la ley y 
el 108 del reglamento. 

’jR. O. de 27 diciembre de 1851. 

Notas sobre papel sellado: escribanos y relatores. 

(Grac. y Just.) «Con el fin de que tengan 
cumplidor efecto las disposiciones del Real 
decreto de 8 de agosto en la parte relativa á 
los actos judiciales, se lia servido S. M. man- 
dar que ios escribanos de primera instancia 
luego que se' manden llevar los negocios á ia 
vista y antes de pasarlos al juez para este 
efecto, pongan en ellos nota en que expresen 
bajo su firma y responsabilidad, si los actos 
y documentos que contiene el proceso están 
ó no extendidos en la clase de papel designa- 
do en el R, D. de 8 de agosto: que igual 
nota pongan los relatores del Tribunal Su- 
premo, de las Audiencias y de los Tribunales 
eclesiásticos, al lina! de los apuntamientos, 
y que los presidentes de Sala, los jueces 
eclesiásticos y los de primera instancia cuiden 
muy particularmente de que no se falte á 
está determinación.» (CL. t, 54, p. 701.) 

Por otra R. 0. de 9 de febrero de 1852, 
se dispuso que en aquellos asuntos en 
que no se hace apuntamiento pongan 
los relatores la nota de que habla la an- 
terior Real órden al final del rollo que 
se forma en el Tribunal superior. (CL. 
tomo 55, p. 35.) 

R. O. de 9 enera de 1852. 

Cómo han de nombrarse los jaeces interinos.,.. 

Sueldos, 

(Grac. yJüst.) «Artículo i.° Al con- 
cederse á un juez de primera instancia li- 
cencia para ausentarse del Juzgado, se nom- 
brará por el Ministro de Gracia y Justicia, 
si lo cree necesario, el que haya de sustituir- 
le. y en el mismo nombramiento se señala- 
rá el sueldo de que ha de disfrutar (1). 

(i) Por R. O. de 18 de octnbre de 1852 se 
mandó que al informar los regentes de las An- 
dieucias sohre- las solicitudes de licencias de 
los jueces manifiesten en su caso cou expre- 
sión de las causas en que se fundan si esti- 
man importante para la administración de 
justicia el nombramiento de juez en comisión 
que los sustituya. ( CL . t. 57, p. 298.) 
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Art 2 0 Cuando en caso de urgencia ha- 
gan ia’s Audiencias el nombramiento de in- 
terinos por fallecimiento de! propietario ó 
por otra causa imprevista , se designara el 
sueldo n! resolverse la consulta de la Au- 
diencia. 

Art, 3.“ Al paso de estos sueldos se 
atenderá con ei imprevisto riel Ministerio de 
Gracia y Justicia, y con ios ahorros que pro- 
duzcan' los sueldos que dejen de pagarse á 
los propietarios por razón de licencias. 

Art. 4.° Las licencias que se concedan 
á los jueces de primera instancia por causa 
de enfermedad serán" cuando mas de tres 
meses, y en ellos disfrutarán de todo el suel- 
do; las prórogas por la misma causa serán á 
lo mas de dos meses y con ia mitad del suel- 
do: Jas licencias que se concedan por cual- 
quier otra causa serán sin sueldo. 

Art. 5.° Los regentes de las Audiencias 
tendrán un especial cuidado en asegurarse 
de la certeza de la causa antes de dar cur- 
so á las solicitudes de licencia por enferme- 
dad; y al verificarlo informarán acerca de 
ellas según se halla mandado. — Dado en Pa- 
lacio á 9 do enero de 1852. [CL. t. 55 , pá- 
gina 34.) 

R. O. de 14 enero de 1852. 

Se declaró ordinaria en la Audiencia de 
Burgos la Sala provisional instalada en vir- 
tud de R. O. de 17 de junio de 1850, 

R. O. de 14 de enero de 1852. 

Es sobre desempeño interino de los juzga- 
dos de primera instancia por los Alcaldes etc. 
Véase el tomo I, p. 456. 

i?. O. de 30 enero de 1852. 

Autorizando al presidente det Tribunal Supremo, y á 

los regentes para pedir causas y pleitos fenecidos 

(Grao, v Jijst.) «A fin de que el Tribu-- 
nal Supremo de Justicia pueda ejercer efi- 
cazmente la superior inspección que le cor- 
responde sobre los demás del Reino; confor- 
mándome con lo que acerca del particular 
me lia propuesto el Ministro de Gracia y Jus- 
ticia, vengo en decretar lo siguiente; 

Art. .1.° Se autoriza al presidente de! 
Tribiiuu! Supremo de Justicia para pedir por 
si directamente á los regentes de las Audien- 
cias las causas fenecidas en que no haya nin- 
gún punto pendiente de ejecución, y los plei- 
tos igualmente fenecidos en que tenga inte- 
rés el Estado. 

Art.' 2l°- Se le autoriza también para pe- 
dir á los regentes los datos, inlormes y noti- 
cias que crea oportuno sobre dichos asuntos 


v demás en que se interese el servicio pú- 
blico. ' 

Art. 3.° Se autoriza á los regentes para 
pedir á las Salas, y remitir al presidente del 
Tribunal Supremo, los citados pleitos y cau- 
sas, cuando por este les sean reclamados. 

Art. 4.° Concluido que sea el objeto pa- 
ra que fueron pedidos se devolverán por el 
presidente del Tribunal Supremo á los re- 
gentes de las Audiencias, y por estos á las 
Salas de su radicación — Dado en Palacio 
á 30 de enero de 1852. —Está rubricado de 
la Real mano.— El ministro de Gracia y Jus- 
ticia, Ventura González Romero. ( CL.'t . 55, 
pág. 111.) 

R. O. de 14 febrero de 1852, . 

Escalafones de jueces cío. 

(Grao. y Jitst.) Se mandaron publicar en 
el Bolean oficial del Ministerio los escalafo- 
nes délos empleados del orden judicial con- 
cediendo un mes para hacer reclamaciones. 

R. D. de 24 febrero de 1852. 

Traslaciones de magistrados naturales del terri- 
torio. . . 

CGiuc. y Jüst.) ((Artículo 1.° Los re- 
. gentes, presidentes de Sala y magistrados 
de las Audiencias, exceptuada la de Madrid, 
que. estén en cualquiera de los rasos del ar- 
tículo 9,° del R. D. de 7 de marzo del año 
anterior, serán trasladados á plazas de igual 
calegoría en otras Audiencias, confórmelo 
vayan permitiendo las circunstancias, pro- 
curándose conciliar on estas traslaciones el 
interés individual con el servicio público. 

Art. 2." Mientras exista el actual perso- 
nal de las Audiencias, podrá haber en cada 
una un número de ministros, igual al de sus 
.Salas, de los comprendidos en dicha disposi- 
ción del art 9.° de) decreto de 7 de marzo, 
con tal de que en dicho número no se com- 
prenda nunca al regente, ni mas de un pre- 
sidente de Sala. 

Art. 3.° El Ministro de Gracia y Justicia 
me propondrá lo conveniente para la ejecu- 
ción de este decreto.— Dado en Palacio á 24 
de febrero de 1852.» (CL. i. 55, p. 226.) 

R. O. de 12 marzo de 1852. 

Determina cuándo debe pasar el prócesoaí 
ponente. Se halla en el artículo, Cóiugo pe- 
nal, pág. 209 del tomo IR. 

R. O. de 17 marzo de 1852. 

Visita generat de cárceles el martes santo» 

(Grac, y Jüst.) «En virtud de las altera- 
ciones que respecto de ios dias feriados 
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introducido* el R* D. de lO de mayo efe 1851, 
sobre vacaciones de Jos Tribunales, elre- 

r nte de la Audiencia de Madrid lia elevado 
este Ministerio una Consulta para que se 
fije eí dia en que haya de practicarse la visi- 
ta general de -cárceles antes de la Semana 
Santa; y enterada S. M. la Reina, se ha ser- 
vido resolver, como regla general, que se 
Terdiqiie la referida . visita el martes de dicha 
Semana Santa, en atención á ser aqnej día 
el ultimo de despacho, con arreglo á lo dis- 
puesto en el Real decreto citado.— Madrid 17 
de marzo de 1852. — González Romero. 
{CL. t. 55, p. 470.) 

R. O. de 26 marzo de 1852. 

Es sobre destioo de reos condenarlos á ca- 
dena temporal y á otras penas. — V, Presi- 
dios t Establecimientos penales. 

R. O. de l.° mayo de 1852. 

Sotre vacaciones. Reformando la R. O. de 10 mayo 
de 1851. 

^Grac. y Just.) «En vista del resultado 
que ofrecen las memorias remitidas á este 
Ministerio por las Audiencias, cumpliendo, 
con lo que dispone el art. 14 de la circular 
de 10 de mayo del año próximo pasarlo, pu- 
blicada para llevar á efecto el Real decreto 
de vacaciones, la Reina se ha servirlo mandar 
que continúe observándose ia circular citada, 
con las siguientes adiciones y reformas: 

1. a Con el fin de que tengan los magis- 
trados el mayor espacio posible para el es- 
tudio yla meditación, y los subalternos el que 
necesitan para la ejecución de las providen- 
cias acordadas, y preparación délos negocios 
pendientes, vacarán los Tribunales superio- 
res el jueves de cada semana, á menos que 
no venga algún día feriado, sea de media 
fiesta ó de fiesta entera, en cuyo caso se en- 
tenderá este el de vacación, suprimiéndose 
la del jueves: si en una misma semana vi- 
niesen dos dias de media fiesta, e! regenta 
determinará, desde el sábado anterior, el que 
haya de ser de vacación. 

2. a Para subsanar el retraso que puede 
originarse de esta concesión, otorgada ex- 
clusivamente á la mejor rectitud y acierto de 
las determinaciones judiciales, se prorogará 
por una hora el despacho diario de las Au- 
diencias, de modo que sean cuatro en lugar 
de las tres señaladas; observándose puntual- 
mente en lodo lo demás que dispone el ar- 
tículo 13 de las ordenanzas. 

3." Se observará en la Audiencia de 
Mallorca como en todas tas demás lo dis- 
puesto en el art. 3.° déla circular expresada 


sin' embargo de lo que se determinó en Real 
órden de 15 de junio último. 

4. * En vez del fiscal ó un abogado fiscal, 
permanecerán ejerciendo la¿ funciones del 
ministerio publico cerca de la Sala extraor- 
dinaria la mitad de los empleados de dicho 
ministerio que sean de planta en cada Au- 
diencia, comprendiendo entre ellos al fiscal; 
y donde el número sea impar, permanecerá 
la mayoría: del mismo modo permanecerá 
también en la Audiencia la mitad de todós 
los subalternos de planta. 

5. a Los empleados dei ministerio público 
y los subalternos que quedan funcionando 
durante las vacaciones de las Audiencias, no 
solo atenderán con la asiduidad conveniente 
al despacho de los negoeos cuya resolución 
corresponde á la Sala extraordinaria, sino 

ue se ocuparán constan te morí te del curso 
e todos los demás que ingresen y de los que 
haya pendientes, parn-que.se hallen prepa- 
rados á la vista cuando se reúna el Tribunal 
en l.° de setiembre, á cuyo fin se hará un 
repartimiento interino entre los que queden, 
sin perjuicio de que vuelvan en su dia á los 
funcionarios á quienes hayan correspondido 
originariamente en el estado en quese hallen. 

6. a Tara sustituir á los suplentes serán 
llamados, en falta de magistrados cesantes, 
los jueces que se bailen en el mismo Caso, 
por el orden y con las prevenciones que de- 
termina ei párrafo 2, u dei art. 7.' de la cir- 
cular. 

7. a La Sala extraordinaria del Tribunal 
Supremo, además de las atribuciones que la 
competen por la circular de 10 de mayo, 
sustanciará y determinará, hasta que causen 
ejecutoria, todas las causas criminales que se 
hallen pendientes, haya ó no presos, cual- 
quiera que sea su naturaleza y la pena que 
haya de imponersmquedando por tanto dero- 
gados los párrafos*. 0 y 4.° del art, 10. 

8. a Asimismo despacharán las Salas ex- 
traordinarias de las Audiencias los indultos 
que haya pendientes; las causas en que no 
se haya impuesto por el inferior ó pedido por 
el fiscal pena superior al presidio menor, se- 
gún la escala. gradual del art. 24 del Código; 
las que son objeto del art. 73 del reglamento 
provisional, y aquellas que por la enormidad 
del delito ó por otras circunstancias espe- 
ciales alarman al país y exigen breve satisfac- 
ción á la vindicta pública cualquiera que sea 
su naturaleza , y la pena que haya de impo- 
nerse definitivamente. 

9. a Se deroga eJ art. 15 de la circular, 
quedando expeditas las facultades de los 
jueces de primera instancia en ¡a época de 
las vacaciones como en el resto del añW 
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10. Se encarga á los regentes el mas 
exacto cumplimiento de la disposición del ar* 
líenlo 4.° del R. D. de 9 de mayo del año 
próximo pasado, expedido por la presidencia 
del Consejo de Ministros. — Dios etc.— Aran- 
juez l.° de mayo de 1852. {CL. t. 56, p. 3.) 

R, O. de 4 de mayo de 1852. 

Vacaciones ó licencias á los magistrados de Canarias. 

(Crac, y Just.) Enterada la Reina, de la 
exposición que en 27 de setiembre del año 
próximo pasado elevó ese Tribunal á su Real 
consideración, haciendo presente que las 
circunstancias especiales que en él concur- 
ren, y la situación geográfica que ocupa, au- 
torizan una excepción para con esa Audien- 
cia de las disposiciones generales del Real 
decreto de 9 de mayo del año último, y de 
la circular de este Ministerio publicada al 
dia siguiente para llevarle á efecto, se ha 
servido resolver S. M., que en vez de las 
vacaciones periódicas concedidas á todos los 
Tribunales, pueda disfrutar cada ministro y 
funcionario de esa Audiencia que los solici- 
te, dos meses de licencia, continuados ó in- 
terrumpidos, autorizando á V. S. para que 
los conceda bajo las prescripciones si- 
guientes: 

1. a Que la concesión ba de tener lugar 
siempre en los seis meses de la buena esta- 
ción; á saber, desde l.° de abril hasta l.° de 
octubre. 

2. a Que lian de quedar constantemente 
desempeñando sus respectivas funciones en 
el Tribunal las tres cuartas partes de indivi- 
duos de todas clases. 

3. a Que Y. S. dé cuenta á este Ministe- 
rio del dia en que cada individuo empieza á 
hacer uso de la licencia concedida, y del en 
que vuelve al ejercicio de sus funciones. 

4. a Que en los seis meses restantes, des- 
de 1 de octubre á d .° dífabril, d¡ Y. S. con- 
ceda licencia alguna, ni dé curso á solicitu- 
des de esta clase, no mediando causas muy 
poderosas, plenamente justificadas.— De Real 
órden etc. Aranjuez 4 de mayo de 1852. — 
González Romero. — Sr. Regente de la Au- 
diencia de Canarias. {CL. t. 50, p. 10.) 

R. O. de i 3 julio de 1852. 

Concesión de licencias á los procuradores. 

(Grao, y Just.) La Reina ha tenido á 
bien mandar, que los regentes de las Audien- 
cias de la Península é islas adyacentes pue- 
dan en lo sucesivo conceder por sí, á todos 
los procuradores que ejerceu su profesión 
en el respectivo territorio, las licencias que 
solicitaren; dejando al mismo tiempo ai pru- 
dente arbitrio de aquellos el señalar el tér- 


mino de dichas concesiones, .para lo cual de- 
berán cuidar muy particularmente de que el 
servicio no quede jamás desatendido, en 
perjuicio de la administración de justicia y 
de los particulares. — San Ildefonso 1 3 de ju- 
lio de 1852. — González Romero. [CL. t. 56, 
pág. 326.) 

R. O. de 17 julio de 1852. 

Las licencias á procuradores de Madrid. 

(Grac. y Just.) Teniendo S. M. en con- 
sideración que los procuradores de la Au- 
diencia de Madrid lo son á la vez del Tribu- 
nal Supremo de Justicia, se ha servido man- 
dar que la autorización concedida á los re- 
gentes para otorgar licencia á dichos funcio- 
narios, se eiüienda que corresponde en la 
Corte al presidente del Tribunal Supremo, 
por quien se pasará aviso al regente de la 
Audiencia de las licencias que conceda. 
[CL. t. 56, p. 359.) 

R. O. de 19 julio de 1852. 

Debe darse vista de los sumarios al ministerio fiscal, 
para el que no son reservados. 

(Grao, y Just.) S. M se ha ser- 

vido mandar se recuerde la puntual obser- 
vancia de la R. O. de 4 de julio de 1849, de- 
biendo tener entendido los jueces que en 
los procesos criminales no puede haber nada 
reservado para los empleados del ministerio 
público, especiales delegados del Gobierno 
en los Tribunales de justicia: que en su con- 
secuencia estos deben dar vista de los su- 
marios á los fiscales y promotores, si la pi- 
diesen; y en el caso que de ellos pudiese re- 
sultar entorpecimiento en diligencias urgen- 
tes qne se estén practicando , Ies manifies- 
ten lo que hasta entonces resulte, con el fin 
de qne desde luego pueda la acción fiscal 
ejercer su influjo. También se ha servido Su 
Majestad mandar que. luego que los jue- 
ces empiecen un procedimiento por haber 
llegado á su noticia la perpetración de un 
delito, lo bagan saber á los promotores, 
á fin de que les ayuden por su parte en la 
investigación yen cuanto convenga para que 
en su dia pueda aplicarse la ley con el debido 
acierto. {CL. t. 56, p. 368.) 

R. O. de 20 julio de 1852. 

Se exprese en las sentencias el nrmbre de ponente. 

;Grac. y Just.! La Reina se ha servido 
mandar que en las sentencias qne dicten 
el Tribunal Supremo y las Audiencias se 
exprese el nombre del magistrado que haya 
desempeñado el cargo de ponente. — De Real 
orden etc. {CL. t. 56, p. 373.) 
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R. O. de 22 julio de 1852. . 

Qnese funden los fiólos en los expedientes de com- 
petencia. 

Se recordó lo dispuesto en el art. 9.° del 
R. D. de 4 de jimio de 1847, que puede ver- 
se en Comí etkn. ias, y sil referencia al ar- 
tículo 00 del reglamento para la ejecución 
de la ley de Gobiernos de provincia (t. VI , 
pág. 902.) 

7?. O. de 18 oclubre de 1832. 

Sobro solicitudes de licencia para jueces. 

(Grac. y Just.) « S. M se ha ser 

vido mandar, que al informar los regentes 
de ias Audiencias sobre ias solicitudes de 
licencia que eleven áS. M. los jueces de pri- 
mera instancia, manifiesten en su caso con 
expresión de las causas eu que se fundan, si 
estiman importante para la administración 
de justicia el nombramiento de juez en co- 
misión que los sustituya.» (CL. t. 57 p. 298.) 

R. O. de 30 octubre de 1852. 

Es sobre categorías de Jos empleados de 
Grada y Justicia. — V. Empleados, tomo VI, 
pág. 529'. 

R. O. de 13 enero de 1853. 

Sobre el libro registro de informes. 

(Grac. y Just.) «Para que del libro-re- 
gistro de informes, mandado formar ,por 
R, D. de 5 de enero de 1834, puedan sacar- 
se todos los resultados provechosos que se 
propuso la Reina, se ha servido mandar que 
siempre que un funcionario de Real nombra- 
miento pase á servir del territorio de una 
Audiencia al de otra, cuide el regente de 
aquella de que sale, de remitir al de aquella 
á que se traslada el funcionario, certificación 
auténtica de todo lo que aparezca en el res- 
pectivo libro acerca de aquel sugeto, para 
que se asienten oportunamente en el de la 
Audiencia adonde pasa á servir, y que en los 
primeros quince días del mes cíe enero de 
cada año, tanto los regentes de las Audien- 
cias como el presidente del Tribunal Supre- 
mo, remitan á este Ministerio nota certifica- 
da por el secretario de la respectiva Sala de 
gobierno, y visada por el presidente,- com- 
prensiva de los individuos .que durante el 
ano anterior hubiesen merecido demostra- 
ciones favorables ó desfavorables, expresán- 
dolas detalladamente para que, unidas al ex- 
pediente de cada uno, se tengan en consi- 
deración cuando convenga consultarle. — De 
Real órden etc. Madrid 13 de enero de 1853. 
— Vahey. — Sr. Regente de la Audiencia de... 
(CL. t. 58, p. 52.) 


R. O. de 14 enero de 1853. 

Categorías de los Magistrados del Tribunal Supremo. 

(Grac. y Jtísx.) «En vista de ias razones 
que me lia hecho presentes el Ministro de 
Gracia y Justicia acerca de la consulta eleva- 
da á mi Rea! consideración por la Sala de 
gobierno del Tribunal Supremo de Justicia, 
en 25 de junio del año próximo pasado, con 
motivo de la duda ocurrida sobre si continúa 
ó no vigente, respecto al mismo Tribunal, el 
R. D. de 10 de setiembre de 1847, relativo á 
categorías y asiento de los magistrados nom- 
brados para servir en él, vengo en resolver 
que, sin perjuiejo de los derechos adquiri- 
dos á virtud del R. D. de 7 de marzo de 185Í 
por los magistrados que en el dia se hallan 
sirviendo en el Supremo Tribunal de Justi- 
cia, se restablezca, como por el presente res- 
tablezco y vuelva á su fuerza y vigor, res- 
pecto al Tribunal Supremo de Justicia , el 
antedicho R. D. de 10 de setiembre dep!847. 
—Dado en Palacio á 14 de enero de l853. 
(CL. t. 58, p. 53.) 

R. O. de 15 enero de 1853. 

Sobre provisión de plazas de abogados fiscales. 

Se dispuso que luego que resultase vacan- 
te alguna abogacía fiscal, se convocase aspi- 
rantes por medio de la Gaceta, asistidos de 
las condiciones requeridas por la R. O, de 
l.° de mayo de 1844. (CL. t. 58, p. 53.) 

R. O. de 19 enero de 1853. 

Los auditores de Guerra como magistrados. 

(Grac. y Just. Habiendo entrado en fun- 
ciones de magistrados los auditores de Guer- 
ra por virtud de lo dispuesto en el R. D. do 
22 de diciembre de 1852, (V. Jurisdicción 
militar) se resolvió por punto general, «que 
tanto el regente de Valladolid como los de- 
más que se hallen eu su caso ocupen á los 
auditores de guerra donde lo crean mas 
eón ven ¡ente al servicio, sin adscribirles á de- 
terminadas Salas.» (CL. t. 58, jp. 69.) 

R. O. de 22 marzo de 1853. 

Es sobre que los tribunales acuerden el 
pago de las cuotas de contribución impuestas 
á lincas embargadas. — V. Contribución 
TERRITORIAL, t. IV, pág. 664. 

R. O. de 8 abril de 1853. . 

Sobre computación do los dias feriados, en ¡os térmi- 
nos de las licencias concedidas por Real orden. 

(Grac. y Just.) ..... S. M. ha tenido á 
bien inandar manifieste á V. S ; , como lo eje- 
cuto de Real órden, que ios términos de di- 
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. chas licencias deben contarse de día á día, y 
por consiguiente incluirse en ellos ios lena— 
dos. (CL. t. i>S, r- 2Í ' 3 -) 

R. O. de 10 julio de 1853. 

Los macislrados quo hayan disfrutado Rfial licencia, 
foi men parto do la Sala de vauacionos. 

(GrtAC.Y JtrsT.) «Enterada la Reina de 

una consulta sobre si las Reales licencias 

que se obtengan alteran ó no el turno esta- 
blecido para el servicio extraordinario de 
vacaciones, se lia servido resolver S. M. por 
punto general, que lo dispuesto en el artícu- 
lo (i.° de la inst. de 10 de mayo de 1851, re- 
lativo á haber de quedar para formar Sala 
extraordinaria en vacaciones los que habían 
disfrutado en el año precedente Real licencia 
es extensivo á los que en los años sucesivos 
la hubieren obtenido ú obtuvieren de vaca- 
ción á vacación.» (CL. t. 59, p. 296.) 

R. D. de 30 setiembre de 1853. 

Determina los casos y causas en que pue- 
de decretarse autos de prisión, y se halla in- 
serto en Código penal, t. III, p. 209. 

R. D. de 30 setiembre de 1853. 
Instrucción para el procedimiento civil. 

Se aprobó ana Real Instrucción para ar- 
reglar el procedimiento en los negocios ci- 
viles con respecto á la jurisdicción ordinaria, 
pero se quedó sin efecto, ya por virtud de lo 
dispuesto en R. D. de 18 de agosto de 1854 
que mandó suspender su observancia, y por- 
que hoy rige la Ley de Enjuiciamiento civil, 
puesta en ejecución por R. D. de 5 de octu- 
bre de 1855. 

R. O. de 6 octubre de 1853. 

No tomen parte en negocios judiciales los funciona- 
rios dependientes de esta Ministerio: Repudiando la 
práctica abusiva de las recomendaciones y la de es- 
quelas suplicatorias. 

(Grac. y Just.) «La costumbre de re- 
comendar á los jueces los negocios de justi- 
cia, anatematizada ya de antiguo por nues- 
tras leyes, ha adquirido en nuestros tiempos 
proporciones peligrosas para la confianza 
debida de parte de los litigantes, y para el 
buen nombre y prestigio de nuestros tribu- 
nales. Rectos é independientes todos sus in- 
dividuos, saben muy bien que la justicia no 
es un servicio que se puede dispensar á pla- 
cer de exigencias personales, por altas y en- 
cumbradas que sean ; y subordinando todos 
sus falles (5 esta oonviccion honrada y con- 
cienzuda, han desvanecido no pocas' veces 
nuestros magistrados, con honra propia y 
aplauso público, ilusiones temerarias. 


Pero no basta con que las cosas pasen 
realmente así: es menester que los emplea- 
dos de la administración de justicia den.á 
todos y á cada uno de ios que impetran ante 
ellos, evidente testimonio de que saben apli- 
carla sin pasión ni miedo: e.s menester que 
á todos conste también que el porvenir de la 
justicia, su necesaria y santa independencia 
están asegurados para siempre en el cora- 
zón de sus ministros, bajo la égida de! Go- 
bierno, y en particular bajo la augusta, previ- 
sora y constante protección de S. M., madre 
solícita de todos los españoles, pero deposi- 
taría inflexible de la integridad de las leyes. 

Para conseguir ó auxiliar de que rimaos 
poderosísirnamente éste propósito de tanta 
trascendencia social y política, de tan gran- 
de y notoria utilidad pública, como de cré- 
dito y honra para la magistratura española, 
la Reina se ha dignado resolver lo siguiente: 

Artículo í.° Se reencarga especialmen- 
te Ja puntual observancia de nuestras leyes 
recopiladas, y se prohíbe en su consecuen- 
cia á todos ios funcionarios dependientes de 
este ministerio, que directa ó indirectamente 
tomen parte en negocio alguno que penda, 
ante los Tribunales y Juzgados ano tener en 
él personal interés. 

La contravención á esta disposición será 
corregida disciplinariamente por el superior 
jerárquico inmediato, con reprensión por 
primera vez, y suspensión de oficio ó em- 
pleo por la segunda, 

Art. 2.° Los funcionarios del órdeu judi- 
cial á quienes fuere hecha de palabra reco- 
mendación de cualquier asunto, manifesta- 
rán cortésmente al recomendante la inutili- 
dad de sus gestiones en materias de justicia. 

Si la recomendación se practicase por es- 
crito, la -devolverán en el acto, pudiendo ha- 
cerlo; y jamás contestarán cartas ó papeles' 
de esta clase, todo bajo la propia- pena del 
artículo anterior. 

Art. 3.° Se prohíben las abusivas prác- 
ticas de repartir esquelas suplicatorias, y vi- 
sitar personalmente los interesados ó sus re- 
presentantes á los jueces y magistrados por 
mera y oficiosa cortesía. Éstos sin embargo 
deberán oir á todos con la atención y agra- 
do correspondientes, siempre que tengan que 
hacerles reclamaciones sobre sus asuntos, 

Art. 4.° Los presidentes de los Tribuna- 
les y Salas, y Jos jueces de primera instan^- 
cia en su caso, velaran escrupulosamente sor 
bre la puntual observancia de esta Real ór- 
dnn, auxiliándoles para ello el ministerio 
fiscal.— -De la de S. M. etc. Madrid 6 de oc- 
tubre de 11153. — El Marqués de Gerona.» 
(CL. t. 60, p. 224.) 
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R. D. de 9 octubre de 1853. 

Es sobre- abonó de la mitad del tiempo de 
prisión á los reos condonados á ponas cor- 
reccionales. Se liada en Código puñal, t. IR, 
pág. 200. 

R. O. de 9 octubre de 1853. 
'‘Sopriniiamlo los estados quincenales de causas. 

(Giuc. y Just.) «'... Se ha dignado man- 
dar la Reina que en adelante los jueces de 
priniera instancia no remitan á las Audien- 
‘ cías los estados qiiincena.es prevenidos en 
ej art. 4(3 de las ordenanzas; y que en lu- 
gar de esta medida de inspección, que in- 
vierte mucho tiempo y grava sobremane- 
ra el porte del correo, las Salas, al dar- 
se cuenta de la prevención de un proceso, 
observen generalmente la práctica de encar- 
gar á los jueces que remitan testimonio de 
su curso sucesivo-, con la urgencia que re- 
clame la entidad de cada asunto, adoptán- 
dose además por los regentes y Salas de go- 
fcáerno cuantas disposiciones de orden inte- 
rior estimen convenientes en evitación de 

cualquier género de abusos » ( CL . t. 00, 

pág. 234.) 

R. O. de 28 octubre de 1853. 

Se crearon dos nuevas plazas de abogados 
fiscales en Madrid, una en la de Sevilla y otra 
en la de Granada, para atender mejor ai des- 
pacho de los negocios. (CL. t. 60, p. 330.) 

R. O. de 28 octubre de 1853. 

Se aumentó hasta diez el número de los 
•Juzgados de primera instancia de Marlrid y 
sus afueras. (CL. t. 60, p. 331.) 

F. D. de 28 octubre de 1853. 

Creación de secretarios de gobierno en reemplazo de 
los relatores de Salas dé gobierno y secretarios ar- 
chiveros. 

(Grao. yJust.) «Artículo 1 .* Se crean 
en todas las Audiencias del Reino, en reem- 
plazo de los relatores de las Salas de gobierno 
y de los secretarios archiveros de Jas mis- 
mas, secretarios letrados que se denomina- 
rán «secretarios de gobierno.» 

(Contiene otros tres artículos, disponiendo 
que sean de .Real nombramiento, y que su 
categoría sea la de jueces de primera instan- 
cia de término con la consideración y hono- 
res de oficiales de archivo de la Secretaría 
de Gracia y Justicia.) (CL. t. 60, p. 332). 

R. O. .de 30 octubre de 1853. 

Sobre estados quincenales de causas. 

(Gbac, y Just.) Para que no se haga ilu- 
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soria la medida tomada por la R. O. de 9 de 
este mes se dispone que «solo cuando lo re- 
clamase la entidad ó gravedad del caso se 
exija de los jueces la dación de cuenta perió- 
dica por testimonio, del estado de las causas, 
lodo á juicio prudente de las Salas 1 , y sin 
perjuicio de reclamarles las correspondien- 
tes noticias siempre que se observase retra- 
■ so en la conclusión dé los procesos.» (CL. 

! t. 60, p. 337.) 

R. O. de 2 noviembre de 1853, 

Que no asistan las Audiencias en cuerpo á acto alguno 
público cuya presidencia toqui) á otras autoridades. 

(Grac. y Just.) «Constando en este Mi- 
nisterio que en algunas Audiencias no se ob- 
serva puntualmente lo prevenido en el ar- 
tículo 6,° de las Ordenanzas, y que por esta 
causa se ba dado lugar á conflictos y recla- 
maciones que se hubieran evitado con su 
puntual cumplimiento; S. M. se ha dignado 
resolver que se encargue estrechamente á 
Jos regentes , bajo su persona! responsabili- 
i dad, la cxtricta observancia del citado ar- 
tículo, y que en su consecuencia no asistan 
los Tribunales en Cuerpo, y sin expresa Real 
orden que les designe puesto, á acio alguno 
público, cuya presidencia toque á otras au- 
toridades , pudiendo, sin embargo, los re- 
gentes, magistrados y fiscales concurrir in- 
dividualmente sin toga á los referidos actos, 
siempre que por lo importante de su objeto 
y decorosas circunstancias del convite, esti- 
men conveniente practicarlo, entendiéndose 
todo cuanto lo permita el buen servicio del 
Tribunal, y guardándose además para las 
ceremonias de Corle ó bésa-manos, lo que 
está establecido por los Reales decretos vi- 
gentes. ( Bib . de Zúñiga, Ap., p. 280.) 

R. O. de i 4 noviembre de 1853. 

Insignias y distintivos de ios magistrados, jueces, fisca- 
les , secretarios de gobierno, escribanos etc. 

(Grac. y Just.) «S. M. se lia ser- 

vido acordar las disposiciones siguientes: 

1. a Los magistrados y jueces usarán en 
los actos del servicio y de ceremonia el traje 
v medalla que actualmente llevan. Fuera de 
éstos actos podrán llevar sobre centro negro 
la misma insignia ú otra medalla de iguales 
ó menores dimensiones, colocada al lado de 
izquierdo del pecho, bordada ó pendiente de 
una cinta negra con filete de oro ó plata, se- 
gun las clases á que correspondan , usando 
además el bastón de autoridad judicial. 

2. a El fiscal del Supremo Tribunal y los 
de las Audiencias usarán el mismo traje, me- 
dalla y basten que los magistrados de sus 
respectivos tribunales, pero llevando en el 
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anverso de la medalla una inscripción que 
diga: «Ministerio fiscal.» 

3. a Los abogados fiscales usaran sola- 
mente el traje y medalla con la inscripción 
acordaca para los fiscales, .y en la lorma que 
corresponda á la categoría judicial en que 
se encuentren. 

4. a I.os secretarios de gobierno de las 
Audiencias usarán del propio modo el traje 
y medalla de los jueces de primera instancia, 
fen los actos de ceremonia vestirán el cor- 
respondiente uniforme, 

5. a Los promotores fiscales usarán una 
medalla de plata pendiente de una cinta ne- 
gra, con una línea de plata en el - centro y la 
misma inscripción que !n de los fiscales, pero 
de la mitad de su tamaño. 

6. a Los escribanos de cámara, cancille- 
res, procuradores y repartidores podrán usar 
la gorra y capa corta de antigua costumbre, 
concedida ya particularmente á algunos del 
Reino á petición suya. 

1. a Los porteros y alguaciles de las Au- 
diencias y Juzgados usarán un traje unifor- 
me, respecto del cual se comunicarán las ór- 
denes oportunos. — Madrid 14 de noviembre 
de 1853.» ( CL . LG0,p. 379.) 

R. O. de li diciembre de 1853. 

Conducto por dondo deben dirigirse los solícjlndes ref 
)ativas á desliaos y asuntos del ramo. 

Se halla en el artículo Ministerio de Gra- 
cia y Justicia , y dispone , respecto dé las 
solicitudes de destinos y asuntos de la admi- 
nistración de justicia, que se remitan por 
conducto de los regentes, y por conducto 
de los fiscales, las relativas á destinos y asun- 
tos del ministerio fiscal. 

R. O. de 22 diciembre de 1853. 

Categoría de los relatores del Tribunal Supremo y Au- 
diencias. 

(Grac. y Jcst.) «...S. M. se ha servido 
disponer Jo siguiente : 

Articulo l.° Los relatores del Tribunal 
Supremo de Justicia y de las Audiencias que 
lleven diez año$ de servicio efectivo y en 
propiedad, tendrán la categoría y considera- 
ción de jueces de primera instancia de tér- 
mino. 

Los relatores def Tribunal Supremo po- 
drán optar además á las categoría de magis- 
trados de la Audiencia a los quince años de 
servicio en igual forma. 

Art. 2.° Para obtener las categorías ex- 
presadas en el artículo anterior , será con- 
dición precisa que los relatores que las so- 
liciten no hayan dado' jamás lugar á re- 
prensión alguna de parte de sus superiores 


inmediatos, y que hayan desempeñado cons- 
tantemente sus destinos con celo, inteligen- 
cia, honradez y notorio crédito, y á comple- 
ta satisfacción de las Salas respectivas y de 
la de gobierno. 

Art. 3.° Los relatores que se hallen cu 
el caso de poder optar á las indicadas cate- 
gorías, harán la correspondiente solicitud 
ante la3 Salas de gobierno , las cuales ins- 
truirán el oportuno expediente, en el que se 
consignarán todos los extremos anteriormen- 
te expresados ; y por su mérito consultarán 
á S, M. la concesión de la gracia para que, 
obtenida esta, se expida á los interesados el 
correspondiente Real título , sin cuyo requi- 
sito uo podrán disfrutar de las consideracio- 
nes propias de la categoría. — De Real Or- 
den , etc. Madrid 2 i de diciembre de f853. — 
Gerona. (CL. t. 60, p. 530.) 

R. O. de 28 diciembre de \ 853. - 

Aprobando el reglameuto para las Secretarias de go- 
bierno y archivos de las Audiencias. 

(Grac. y Just.) «Deseando S. M. que la 
institución de los secretarios de gobierno d^ 
las Audiencias produzca en el régimen in- 
terior de estos todos los buenos resultados 
que hace esperar una medida que de antiguo 
venia siendo reclamada como necesaria por 
muchos Tribunales del Reino, removiendo 
al propio tiempo dudas que pudieran susci- 
tarse sobre algunos particulares y dando á 
todos los ramos gubernativos de los Tribu- 
nales la unidad y cohesión necesarias, en 
armonía con las disposiciones de las actuales 
ordenanzas de las Audiencias , decretos y 
Reales órdenes vigentes; se ha dignado apro- 
bar el siguiente reglamento para el mejor 
servicio de las Secretorias de gobierno y 
archivos de las Audiencias, y mandar que se 
publique y circule para, su debido cumpli- 
miento.— De Real orden etc. 

Reglamento de las secretarías de gobierno 

Y ARCHIVOS DE LAS AUDIENCIAS. 

Artículo l.° A los secretarios de gobierno 
de las Audiencias corresponde, bajo las ór- 
denes de. las Salas, regente y presidentes de 
las mismas, la inspección inmediata sobre el 
cumplimiento de las obligaciopes de todos 
los subalternos y dependencias del Tribunal 
en la parte que tengan relación sus funciones 
con materias de órden interior y de gobierno, 
de policía y disciplina. 

Art. 2.° Los porteros y alguaciles cum- 
plirán las prevenciones que les hagan 3os 
secretarios en materias propias de sus atribu- 
ciones, ó por mandato del Tribunal ó su 
regente. . ' " J 
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Art;. 3.° En la Audiencia y en todos los 
actos públicos á que los Tribunales concur- 
ran precederán los secretarios de gobierno 
á los relatores y escribanos de cámara. En 
jos actos de visita general de cárceles se 
observará lo prevenido en el art. 54 de las 
ordenanzas. 

Art. 4.* Los secretarios de gobierno con- 
servarán el tratamiento correspondiente á la 
extinguida clase de secretarios ae S. M., cuyos 
honores se dispensaban generalmente á sus 
antecesores. 

Art. 5.° Los secretarios, en los actos pú- 
blicos, y siempre que desempeñen sus fun- 
ciones ante el Tribunal, Salas de justicia y de 
gobierno, vestirán la toga de letrados, y po- 
drán cubrirse con el birrete como aquellos, 
excepto á la entrada y salida en las Salas y 
cuando todos los magistrados estuviesen des- 
cubiertos. AI empezar y concluir de dar 
cuenta de los asuntos qué despachen ante el 
mismo Tribunal y Salas, a! invocar el nom- 
bre de S. M. en sus relatos, al leer de pié el 
acta de visita en las generales de cárceles ú 
otros actos de igual cla c e, y en los momentos 
en qup les dirijan la palabra el regente en 
nombre dél Tribunal ó los presidentes al 
frente de las Salas, se descubrirán, y á se- 
guida podráD ponerse otra vez el birrete. 

Art. 6.° Cuando concurran con su res- 
pectivo Tribunal á Corte 6 besamanos y á 
funciones religiosas ó civiles, podrán llevar 
la toga ó vestir el uniforme que íes está con- 
cedido por el Real decreto de su creación. 

Art. 7.° A los secretarios de las Audien- 
cias, ínterin desempeñan este cargo, les está 
impuesta igual prohibición de ejercer la abo- 
gacía que determina para los relatores el ar- 
tículo 414 de las ordenanzas. 

Art. 8.° Por ausencia ó enfermedad, y 
cuando Ies corresponda usar de vacaciones, 
los secretarios propondrán á las Salas de 
gobierno un letrado ó relator de su confianza 
que, aprobado y nombrado por las mismas, 
le sustituya legalmente. 

Las Salas nombrarán igualmente secre- 
tarios interinos, que sean de las mismas 
clases, en los demás casos que ocurran, dando 
siempre cuenta al Gobierno de unos y otros 
nombramientos. 

Art. 9.° Será de la incumbencia del se- 
cretario dar cuenta de todos los asuntos del 
Tribunal pleno, de Sala de gobierno ó re- 
gencia en que deba intervenir con arreglo á 
las leyes y á las ordenanzas; instruir y des- 
pachar con quien corresponda los expedien- 
tes de gobierno de la Audiencia y su territo- 
rio, haciendo en ellos de relator, y autori- 
zando los acuerdos y providencias que re- 
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cayeren y las copias que deban franquearse, 
y redactar las consultas, informes ó comuni- 
caciones que sobre los mismos hubieren de 
elevarse á S. M. ó dirigirse á cualquiera 
autoridad, salvo los casos en que el Tribunal 
confiera comisión especial á algún magis- 
trado. 

Art. 10. Acudirá á los llamamientos que 
para asuntos del servicio se le hagan por el 
Tribunal^ileno, Sala de gobierno, regente y 
presidente de las Salas de justicia, y cumpli- 
rá exactamente las órdenes que se le dicten 
con dicho objeto. 

Art. 11. En ninguno de los actos en que 
interviniese podrá revelar las resoluciones 
del regente y acuerdos del Tribunal ó de la 
Sala de gobierno, según previene el art. 107 
de las ordenanzas , antes de estar unos y 
otros rubricados 6 firmados; y en este caso 
solo dará noticia á los interesados de lo que 
no ofreza inconveniente ó haya necesidad de 
que lo sepan las partes. Pero tratándose de 
informes sobre circunstancias personales 
guardará el debido secreto, tanto en los trá- 
mites del expediente, como en los resultados 
que produzca y en los demás casos que cor- 
responda hacerlo así ó lo determinen sus su- 
periores. 

Art. 12. Podrá hacer las notificaciones 
y citaciones que no deban tener lugar dentro 
de la Audiencia, por medio de un notario, 
y cuando él las hiciere observará escrupulo- 
samente lo prevenido por las leyes. 

Art. 13. Los oficiales y escribientes de 
la Secretaría de gobierno serán de nombra- 
miento, cuenta y cargo del secretario. 

Arl. 14. Para el buen servicio de la Se- 
cretaría podrán destinar los regentes un al- 
guacil que asista á ella por turno en las ho- 
ras convenientes, sin perjuicio del restante 
servicio del Tribunal y de las disposiciones 
que convengan en casos extraordinarios. 

Art. 15. La correspondencia del Tribu- 
nal y Salas de justicia vendrá siempre dirigi- 
da á los regentes, quienes dispondrán que 
su apertura se haga, cuando do puedan ellos 
mismos realizarla, por el secretario auxiliado 
del oficial de la regencia. Los regentes abri- 
rán siempre por sí la correspondencia del 
Gobierno y autoridades superiores, y la que 
tuviere nota de reservada. 

Art. 16. Los secretarios comunicaran 
por sí las órdenes del Tribunal y regencia a 
las autoridades judiciales iguales é inferiores 
dependientes de la Audiencia. 

Art. 17. Bajo su inspección y cuidado, 
pero siempre á las órdenes del Tribunal y 
regente , se formará la estadísca criminal, 
los” semestrales y el registro de penados, sin 
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tos salgan do los fondos do que hasta aguí 
se hubieren satisfecho. 

Art. í8. Cuidarán de que se lleve con 
toda exactitud dicho registro de penados,' 
reclamando de las Escribanías de cámara las 
certificaciones que deben entregara! efecto, 
y cumpliendo con todo lo que está prevenido 
en Jas últimas reales resoluciones. 

Art. 19. Vigilarán bajo.su responsabili- 
dad el exacto cumplimiento, por p^fte de los 
Juzgados y escribanos de cámara, de la cir- 
cular del Supremo Tribunal de justicia de i 9 
de octubre de 1841 sobre remisión á la Au- 
diencia, rectificación y formación' definitiva 
de las listas y estados semestrales: en caso 
de omisión ó falta darán oportunamente 
cuenta al Tribunal ó regente para las provi- 
dencias que correspondan. 

Art. 20. Pasarán al regente un estado, á 
fin de diciembre de cada año, de las causas y 
pleitos terminados en el mismo, para la for- 
mación del discurso de apertura del Tribu- 
nal en el sucesivo, facilitándole además cuan- 
tas noticias les ordenare. 

Art. 21. Exigirán en fin de cada semes- 
tre una nota de las causas y pleitos que que- 
den pendientes en las Escribanías de cámara 
incluyendo los que estuvieren entregados á ; 
las partes á sus procuradores, cuidando de 
que se cumpla exactamente lo prevenido en 
el art. 133 de las ordenanzas; y si notasen 
abuso, darán cuenta al regente para que 
adopte la resolución que estime justa. 

Art. 22. Llevarán un libro de registro de 
entrada y salida, curso y resolución de los 
negocios de la Secretaría que por su impor- 
tancia ó por tratarse de interés de. parte lo 
requieran, guardando el orden alfabético 
conveniente, y rubricará su primera y últi- 
ma hoja el regente , quien firmará además 
una nota expresiva de las hojas que conten- 
ga dicho libro. 

Art. 23. Por el orden riguroso de entra- 
da darán cuenta de los negocios, salvo el ca- 
so de urgencia ó en que otra cosa se acor- 
dare. 

Art. 24. Cuidarán los. secretarios de que 
no sufran en su rápido curso detención algu- 
na los expedientes que se instruyan en vir- 
tud ó para cumplimiento de alguna Real or- 
den. A este fin presentarán á los regentes y 
Salas de .gobierno en principios de cada mes 
uo estado del que tuvieren todos los expe- 
dientes referidos, sin perjuicio de los demás 
alardes que por mandato de las mismas Salas 
ó regentes deban dar en casos extraordi- 
narios. 

Art. 25. De todos los expedientes y autos 
que por no corresponder á la Secretaría se 


pasan al repartimiento para que los distribu- 
ya á las Escribanías de cámara, quedará en 
Secretaría una hoja sueita ó carpeta, que 
deberá venir agregada á cada expediente ó 
auto, con las cuales irá formando legajo para 
poder hacer cargo al repartimiento de los 
negocios que se le entreguen, d cuyo fin pon- 
drá el repartidor en las mismas carpetas su 
recibo. 

Además se pondrá al márgen de los oficios 
de remisión, ó de los expedientes ó solicitu- 
des, nota que rubricará el secretario, del dia 
que los recibiere y del en que los pa'se al re- 
partimiento. 

Art. 26. Para debido cumplimiento de lo 
prevenido en el párrafo primero del artículo 
anterior, los escribanos de los Juzgados y 
demás personas que remitan ó presenten ex- 
pedientes en la Audiencia, acompañarán una 
hoja suelta ó carpeta sucintamente expresiva 
del asunto y sus circunstancias. 

Art. 27. Llevarán ios secretarios otro 
libro de registro de los Reales decretos y ór- 
denes superiores, prevenido por el art. H7 
■ délas Ordenanzas, guardando el orden cro- 
nológico con que fueren recibidos, y sacan - 
; do á su final un índice alfabético por apelli- 
dos ó materias. 

Art. 28. Ordenarán y conservarán asi- 
mismo la colección de Gacetas del Gobier- 
no , encuadernándolas por semestres para 
evitar su extravío; y poniéndoles un índice 
general de las disposiciones que conten- 
gan , referentes á ia administración de jus- 
ticia. 

Art. 20. En igual forma llevarán el libro 
registro de consultas y el de ios acuerdos ó 
providencias generales de la Sala de gobier- 
no, Audiencia plena ó regencia, en confor- 
midad á lo prevenido en el art. 118 de las 
Ordenanzas; debiendo cuidar muy particu- 
larmente de que los escribanos de cámara 
lleven con exactitud el libro de asistencia 
que previenen las citadas Ordenanzas. 

Art. 30. En otro registro se hará cons- 
tar por orden cronológico y numérico el 
cúmplase de los títulos que se presenten con 
! tal lin, en virtud de lo dispuesto en el artícifo 
! lo 6.° del R. D. de 28 de noviembre de 1851, 
y la prestación del juramento que se previene 
por el párrafo 5.“ del art. H8 de las Orde- 
nanzas. Al fin de este registro se pondráun 
índice por órden alfabético de los apellidos 
de los interesados, folio en que -se encuentra 
la aqotacion y número que en ella le corres- 
ponde, y el que se le haya puesto á la copia 
del título. ' . 

Art,. 31. Harán encuadernar en forrna 
de libro al fin de cada ano las copias que du- 


JUSTfCIA... “23 


rante el mismo se hayan sacado , de los tita- 
ios presentados en la Secretaria para su 
cumplimiento, con arreglo al art. 26 de la 
R Inst. de 23 de diciembre de 1851, guar- 
dando el Órden de su presentación, á cuyo 
efecto serán numeradas ; y poniendo al fin 
certificado de ias que comprenda. 

Art. 32. Habrá en la Secretaría los cua- 
dernos necesarios de conocimientos, en los 
cuales firmen el recibo de los expedientes 
que se les entreguen al ministerio fiscal y los 
escribanos de cámara, y se tachará cuando 
los devuelvan despachados ó evacuados. Es- 
tos cuadernos tendrán también süs corres- 
pondientes índices. 

Art. 33. Se llevará el registro de infor- 
mes prevenido por el art. 10 del R. D. de 
26 de enero de 1844, pero con las modifica- 
ciones siguientes: 

1. a Se anotarán por órden sucesivo los 
informes referentes á jueces, y demás em- 
pleados de Real nombramiento en la admi- 
nistración de justicia del territorio, que in- 
tervengan en los procesos de que conozca el 
Tribunal y estén sujetos á su inspección. 

2. a En los asientos que se hagan en el 
libro se observará el órden progresivo de fe- 
chas, según el día en que se reciba en Secre- 
taría cada ramo de autos, expediente ó tes- 
timonio: 

3. a Cuando en la remisión ó pase resulte 
un retraso no justificado se dará cuenta al 
regente para lo que corresponda. 

4. a El secretario custodiará el libro bajo 
su responsabilidad, y hará copiar en él las 
certificaciones de las sentencias ejecutorias 
y providencias gubernativas ó judiciales en 
que á los funcionarios que designa este ar- 
tículo se les hubiere advertido, censurado, 
apercibido, multado ó impuesto otra pena, 
ó que contuvieren alguna sentencia absolu- 
toria ó demostración honorífica por el com- 
portamiento oficial. ' 

6. a • Igualmente anotará las conclusiones 
de las censuras fiscales, ó sea la simple pe- 
tición que hubiere precedido ó motivado las 
determinaciones que. se expresan en el pár- 
rafo anterior., 

Y 6“ Al principio' ó fin de éste libro se 
sacará un índice alfabético por apellidos, y 
otro por partidos judiciales, de las personas 
de funcionarios en él comprendidos. 

Art. 34. Como archiveros están obliga-, 
dos los secretarios al arreglo, custodia y' 
conservación de los papeles: cuidarán de la 
integridad del archivo y vigilarán para im- 
pedir que pueda cometerse alteración ó su- 
plantación de documentos, No permitirán la 
saca de copia ni entrega confidencial de ellos 


y solo la harán en forma legal mediando la 
providencia correspondiente y bajo el debi- 
do recibo. 

Art. 35. No entregarán papeles algunos 
del archivo á ningún magistrado ni persona* 
por autorizada que sea, sino con los requisi- 
tos prevenidos en el artículo anterior. 

Art. 36. Será de cargo de los secretarios 
recoger cualquier documento ó papel entre- 
gado cumplido el objeto para que se manda- 
ron sacar, ó ausentándose ó falleciendo el 
sugeto en cuyo poder obrasen, y volverlos á 
su lugar, rompiendo el recibo y borrándolo 
ó poniendo nota de devolución en el libro de 
conocimientos de que trata el art. 31. 

Art. 37. No certificarán los secretarios 
sin previo mandato de ninguno de los docu- 
mentos de que son depositarios. Cuando el 
mandato fuese verbal se autorizará además 
la certificación con el V.° B.° del superior 
que lo ordene. 

Art. 38. Cuando las Salas de justicia 
acuerden que los secretarios expidan certifi- 
cación ó entreguen documentos, les pasarán 
los escribanos de cámara la oportuna certifi- 
cación de la providencia, poniendo nota de 
entrega, en la cual firmarán los secretarios 
su recibo. 

Art. 39. Terminados y ejecutoriados los 
pleitos y causas que deban ser archivados, 
cuidarán los secretarios de que los escriba- 
nos de cámara los remitan al archivo en el 
término prevenido en el art. 143 de las or- 
denanzas. 

Art.. 40. Cuidarán asimismo de que se 
archiven los expedientes y autos eB que des- 
pués de tres años no se hubiese despachado 
ejecutoría, con nota que así lo exprese, pues- 
ta en ellos por el respectivo escribano de cá- 
mara. 

Art. 41. Para el mas exacto cumplimien- 
to de la disposición anterior, en el día si- 
guiente al de la apertura general del Tribu- 
nal, ó en el que designaren las Salas en to- 
do el mes de enero, los escribanos de cáma- 
ra leerán respectivamente en cada una de 
ellas los inventarios de los pleitos, causas y 
expedientes que tengan en su poder y que 
hubieren pasado en todo el año precedente 
ante la misma, y en su vista determinará si 
deben ó no archivarse aquellos que por no 
estar comprendidos en el art, 143 de las or- 
denanzas se ofrezca duda de si deben perma- 
necer ó no en la Escribanía de cámara. 

Art. 42. Exigirán los secretarios de los 
escribanos de cámara un doble inventario 
de los expedientes- que remita al archivo, en 
el cual se exprese el asunto y naturaleza cíe 
cada uno de ellos, su estado final o de pa- 
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ralizacion, la providencia ó el motivo que la 
causare y el número de piezas y de folios de 
que se componga. Cotejados por el secreta- 
rio los inventarios, y hallándolos arreglados 
y conformes entre sí, rubricará todos sus 
idiios, y devolviendo el uno cod recibo pues- 
to al iinal de quedar . archivados los expe- 
dientes en él conteüiuos, se quedará con el 
otro para formar el general del archivo. 

Art. 43. ¿n los inventarios que los es- 
cribanos de cámara entreguen al archivo se 
pondrán los expedientes por orden alfabéti- 
co de los partidos judiciales á que corres- 
pondan, y con numeración rigurosa, pero 
independiente, de cada una de las Escriba- 
nías de cámara. 

Llevarán los inventarios referidos un ín- 
dice alfabético por apellidos de las personas , 
interesadas en los negocios que comprendan i 
ó en otro caso por materias. 

Art. 44. Los secretarios encuadernarán 
los inventarios de que tratan los artículos, 
anteriores, y por su resultado formarán el 
inventario ó índice general del archivo con 
las noticias que fueren necesarias y en la for- 
ma mas sencilla, clara y conveniente. 

Art. 45. Cuando corresponda sacar ex- 
pedientes del archivo, en el lugar que en el 
legajo tuvieren se colocará nota circunstan- 
ciada de su entrega, sin perjuicio de que 
además se lleve en el archivo un libro de 
conocimientos en la forma establecida para 
los de Secretaría. Todos estos libros tendrán 
rubricadas sus fojas por el secretario. 

Art. 46. En el archivo se colocarán los 
autos, procesos y expedientes, con separa- 
ción de civil, de criminal y de gobierno, por 
órden alfabético de partidos, siguiendo su ; 
numeración correlativa, de suerte que el úl- 
timo número dé el resultado délos pleitos, 
causas y expedientes terminados en todo el 
ano, y que la colocación corresponda a la 
que señale el índice. 

Art. 47. * En cada uno de los repartimien- 
tos ó apartados de los estantes se pondrán 
por Escribanías los expedientes en legajos 
encarpetados con cartones ó pergamiuos, y 
con rótulos al frente de la clase y número de 
expedientes que contengan, año, provincia 
y partido á que correspondan, y escribano 
de cámara ante quien hayan pasado 

Art. 48. El secretario procederá desde 
.uego á poner en especial y segura custodia 
los índices de escrituras públicas que se re- 
miten á las Audiencias en íiu de año, y los 
que durante el mismo se formalizan por fa- 
llecimiento, inhabilitación, suspensión ó ce- 
sación de escribanos, guardándose lo espe- 
cialmente prevenido para la custodia de ín- 


dices de carácter reservado y demás dispues- 
to en las Reales órdenes vigentes sobre la 
materia. 

Art. 49. Ei secretario, con vista del re- 
gistro de escribanos del territorio, dará cuen- 
ta al regente de cualquiera intrusión ó exce- 
so de facultades que notare en los actos de 
estos funcionarios para la resolución conve- 
niente. 

Art. 50. Para ocurrir á las necesidades 
mas urgentes de colocación y conservación 
de ios expedientes en el archivo, paulatino 
aumento de estantes y compra de efectos 
para envolver, atar y rotular lps legajos, se- 
ñalará todos los años ei regente de los fon- 
dos del material la cantidad que estime nece- 
saria á este fin, que nunca bajará de 1,000 
reales , oyendo previamente al secretario, 
quien dará la correspondiente cuenta de su 
inversión. 

Art. 51. Los secretarios expondrá á los 
regentes y Salas de gobierno cuanto se les 
ofrezca sobre las mejoras que juzguen nece- 
sarias, así para los archivos como para las 
Secretarías, proponiendo lo que su celo y 
pericia les dicte. 

Art. 52. Desde luego promoverán la for- 
mación de estadística de los oficios de escri- 
banos y procuradores del territorio de la Au- 
diencia, con expresión de los provistos y de 
los vacantes y sus causas, los pertenecientes 
al Estado y los de propiedad particular, y de 
estos los que tuvieren ó no la Real cédula de 
de confirmación, para lo cual se reclamarán 
las noticias convenientes de los Juzgados de 
primera instancia; todo sin perjuicio de lo 
dispuesto en el art. 17 del reglamento para 
los mismos. 

Art. 53. La Sala de gobierno nombrará 
en fin de cada año un magistrado, que en el 
primer mes del inmediato visite todas las de- 
pendencias del Tribunal, y .especialmente la 
Secretaría, el archivo y laá* Escribanías de 
cámara, para asegurar la observancia.de las 
reglas aquí establecidas, y que se dé cumpli- 
miento á todo lo demás prevenido en el ar- 
tículo 9." del R. I). de 5 de enero de 1844. 

Art. 54. Los magistrados encargados de 
la visita anual extenderán una memoria de 
su resultado con la separación conveniente 
de materias, y examinada por la Sala de go- 
bierno, se elevará al Ministerio con su infor- 
me, sin perjuicio de adoptar desde luego las 
medidas que estén en las atribuciones de la 
misma para la inmediata corrección de cual- 
quier abuso que se note. 

Art. 55. Los secretarios de gobierno 
cumplirán puntualmente las obligaciones 
que se Íes imponen por este reglamento, sin 


■ 'M 


JUSTICIA.*. 


perjuicio de hacerlo también de cuantas cor- 
respondían por Ordenanzas y Reales dispo- 
siciones, no modificadas por el mismo, á los 
antiguos secretan rio s y relatores de las Salas- 
de gobierno, las cuales, en unión de los re- 
gentes y fiscales, vigilarán sobre su mas 
exacto cumplimiento, reprimiendo por los 
medios de corrección establecidos en. las Or- 
denanzas de las Audiencias las infracciones ¡ 
<5 defectos en que dichos secretarios puedan 
incurrir. — Madrid 28 de diciembi^de 1853. 
—Gerona. ( CL . t. 60, p. 580.)' 

R. O. de 29 diciembre de 1853. 

Se dispuso que el Tribunal Supremo de 
Justicia propusiere lo conveniente acerca de 
la extensión y límites de la autoridad judicial 
para la indagación y represión de los delitos 
cometidos en actos electorales. (CL. t. 00, 
pág. 600.) V. Delitos electorales y en el 
Apéndice /, pág 486, el cap. V de la ley 
electoral ó decreto sobre el ejercicio del su- ; 
fragio universal. 

R. O. de 30 diciembre de 1853. 

Disposiciones sobro el registro de penadlos. 

ÍGrac. y Just.) S. M se ha dig- 

nado resolver que desde l.° de enero pró- ; 
simo suspendan los regentes la remisión á ¡ 
á este Ministerio de las hojas referentes al 
registro de penados que dirigen quincenal- 
mente, y que cuiden con especialidad de 
hacer constar las reincidencias de los- pro- 
cesados en todos los casos en que se eleven 
informes sobre indultos á esta Secretaría de 
despacho, así como de que se cumplan pun- 
tualmente todas las demás prevenciones de 
las Reales disposiciones vigentes sobre el 
citado registro. 

Es además la voluntad de S. M. que en 
los que han dé continuar llevándose en las 
Audiencias, no se incluyan los penarlos por 
faltas, los cuales, con arreglo á los arts. 4.° 
y 5.° del R. D. de 9 de mayo de 1851, y mo- 
delos que le acompañan , solo deben figurar 
en el registro de los Juzgados inferiores . 
(CL.t. 60, p. 601.) 

R. O. de 9 enero de 1854. 

Aprobando el modelo de medallas-placas para ma- 
gistrados, jaeces y fiscales. 

(Grac. y Jost.) «S. M. , teniendo pre- 
sente lo dispuesto en R. O. de 14 de no- 
viembre anterior, se ha dignado aprobár, en- 
tre los modelos de meda lias-placas presen- 
tados en este Ministerio, Jos expuestos en la 
Sala de audiencia del mismo , de los cuales 
podran usar los magistrados , fiscales de 
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S. M. y jueces de primera instancia, borda- 
das 6 de esmalte, de oro ó plata; colocadas al 
pecho sobre centro negro, según las clases 
respectivas, y sobre la toga en los actos de 
gran ceremonia, además de las que usan co- 
munmente: 

De igual .modo se ha servido aprobar los 
modelos expuestos en la misma Sala de me- 
dallas de menores dimensiones correspon- 
dientes á todos los funcionarios del ministe- 
rio judicial y fiscal, de que podrán usar en 
los actos menos solemnes, y el respectivo 
á la medalla concedida á los promotores fis- 
cales por dicha Real órden . »— De la de S. M. 
Madrid 9 de encrode 1854. (CL. t. 61, p. 29.) 

/?. O. de 10 enero de Í854. 

Supresión del Registro de penados por faltas. 

( Grac. y Jost.) Se suprimen por esta Real 
órden las inscripciones sobre taitas leu los 
registros de penados, mediante á no ser con- 
sultados estos datos para los procesos sobre 
delitos. (CL. t. 61. p. 30.) 

R. O. de 11 enero de 1854. 

Remisión de autos civiles 6 criminales al Tribunal 
Supremo; Votos reservados. 

(Grac. y Just.) «... S. M. se ha dignado 
mandar que siempre qne se remitan autos 
civiles ó criminales al Tribunal Supremo por 
las Audiencias del Reino, cualquiera que sea 
la causa de la remisión, acompañe á los mis- 
mos én pliego cerrado la correspondiente 
certificación de todos los votos reservados de 
cuantos magistrados hubieren 'intervenido 
en los fallos, ó negativo en su caso, á fin de 
que en el referido Supremo Tribunal surta 
los efectos que procedieren en justicia. (CL. 
t. 61,/). 44.) 

R. D. de 17 enero de 1854. 

Supresión de la Sala de Indias del Tribuna) Supremo. 

(Grac. y Just.) Se suprimió por este de- 
creto la Sala de indias del Tribunal Supre- 
mo, mandando repartir los negocios judicia- 
les de Ultramar de que conocia en las otras 
Salas. (CL. t. 61 , p. 05.) 

Por otro decreto de 25 agosto del mismo 
año volvió á restablecerse, 

/?. O. de 15 abril de 1854. 

Basta la exhibición del nombramiento para la pose- 
sión, sin perjuicio de sacar título. 

(Grac. y Just.) «Conviniendo al mejor 
servicio que los empleados del orden judi- 
cial tomen posesión de sus respectivos des- 
tinos sin las dilaciones que ofrece la expe- 
dición de los Reales títulos; considerando 
que la presentación de ellos puede hacerse 



726 


JUSTICIA.,. 


en mas largo plazo, conforme al K. D..ae » 
de agosto de 1851, la Reina se ha servido 
inandar que desde luego sean puestos en 
itosesion de sus destinos los funcionarios. de- 
pendientes de este Ministerio que necesiten 
lie Real cédula con solo la exhibición de sus 
Reales nombramientos, sin perjuicio de sa- 
car los respectivos títulos, dentro del término 
prefijado en el art. 73 del Real decreto ci- 
tado. (CL. t 61, p. 520.) 

R. O. de 18 abril de 1854. 


Licencias á empleados dol órden judicial. 

(Grac. y Just.) «La necesidad de que las 
disposiciones deS. M. se cumplan puntual- 
mente por los funcionarios encargados .de 
hacerlas observar, y la conveniencia para la 
buena y pronta administración de justicia de 
que tenga cumplido efecto las reglas estable- 
cidas sobre concesión de licencias á los fun- 
cionarios del órden judicial, han hecho fijar 
la atención del Gobierno en la falta de cum- 
plimiento de cuanto dispone la Real órden de 
26 de enero de 1837, recordada y hecha ex- 
tensiva al ministerio fiscal en 18 de diciem- 
bre de 1844; y deseando la Reina poner tér- 
mino á los males que se siguen de estas in- 
fracciones, se ha servido mandar recuerde 
á V. S., como lo ejecuto las referidas Reales 
órdenes para su mas exacta y puntual obser- 
vancia.— De órden de S, M. etc. Madrid 18 
de abril de 1854.» [CL. t. 61 ,p. 521.) 

i?. O. de 19 obril de 1854. 

Prohíbe la admisión de solicitudes que preseaten las 
mujeres é hijas do los empleados. 

(Grac. y Just.) «Para remediar los per- 
juicios q.ue ocasiona la inobservancia de Ja 
ley 14, tít. XXII, lib. III de la Nov. Recop., 
S. M la Reina ha tenido á bien mandar se 
encargué su puntual y exacto cumplimiento 
á todos los funcionarios públicos dependien- 
tes de este Ministerio. — Madrid 1 9 'de abril de 
4854.— Domenech. [CL. t. 61, p. 525.) 

muLailey citada se halla inserta en el ar- 
ticulo Empleados públicos, y aos remi- 
timos al.lí^fá su. nota. 

-íM 0 < t Jil «•.« ofení de 1854. 

•i < .Nflftva tfengftififtQjpp, , punciones . etc., de Iosfis- 
’■ cates... 

-li>li¡ M : hio l'.ib ¡Hiibii'iiqui 

- > -^Gsía , o,1--¥iJostí).^ «Artículo l.° Los ábo- 
-Mdítstifiscaleáose.4«*ominaiiáin en lo sucesi- 
‘VOdétoielHtBBJÍiseñleíil ¿ni . 

¡tqn ¿emites» ¡fiscalesi serán de nom- 


bramiento mío, el cual deberá recaer en per- 
sonas adornadas délos requisitos prevenidos' 
en la R. O. de l.° de mayo de 1844, y en el 
art. 3.° delR. D. de 7 de marzo de 1851. 

Art, 3.° Los tenientes fiscales ejercerán 
Ja acción pública en su nombre, aunque bajo 
la dirección y responsabilidad del fiscal que 
rubricará sus escritos. 

Sin embargo, en los asuntos que este les 
encomiende especialmente, oirán notificacio- 
nes, firmáfrán escritos y llevarán la palabra 
del ministerio-público. 

Art. 4." Los fiscales, sus tenientes y los 
promotores fiscales observarán con exacti- 
tud fas instrucciones, de sus jefes. 

En los asuntos de suma gravedad á que se 
■ refieren las Rs. Ords. de 6- de noviembre 
„ de 1844 y 2 de abril de 1851 si el teniente 
i fiscal no estuviere conforme con las instruc- 
ciones y opinión del fiscal , se someterá el 
asunto á la deliberación de lodos los tenien- 
tes reunidos con su jefe, y se seguirá el dic» 
támen de la mayoría. 

En caso de empate decidirá el fiscal. Si 
no habiendo empate, no prevaleciere su opi- 
nión, podrá, no obstante, ejercitar por sí 
mismo la acción pública, ó dar personalmen- 
te al asunto la dirección que crea conve- 
niente con arreglo á su opinión. 

Art., 5.° En los asuntos en que no- sea 
parte el ministerio fiscal , será oido siempre 
que hubiere duda ú oscuridad sobre el sen- 
tido genuino de la ley. 

Art. 6. a Para que el servicio público no 
sufra retraso, los fiscales nombrarán sustitu- 
tos que reemplacen á los tenientes fiscales 
en casos de ausencia ó impedimento tem- 
poral.' 

Para poder ser nombrado sustituto se ne- 
cesitan los mismos requisitos que para ser 
nombrado teniente fiscal. 

Art, 7.° A los sustitutos de tenientes fis- 
cales y á los de promotores fiscales de Juzga- ’ 
dos de primera instancia, sejes abonará, 
mientras desempeñen sus respectivos cargos, ■ 
la mitad dci sueldo correspondiente al tenien - 
te ó promotor á quien sustituyen. — Dado en 
Palacio á 28 de abril de 1854. [CL. t.Qi,pá- . 
gina 555.) 

. R. O. de 10 mayo de 4'854. 

Se mandó que la Comisión de Códigos 
procediera á redactar y discutir un Código 
completo de instrucción civil. (CL. t . 62, 
pdg. 30.) , 

R. O. de 26 mayo de. 1854. ’ 

Este^ decreto introdujo varias é importan- 
tes reformas en la sustanciacioa de causas 
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crimitiales , principalmente sobre procedí- ¡ 
miento contra reos ausentes, causas de cons- 
piración, correccionales y de vagos, exhor- 
tos-y visita de cárceles; Se halla inserto en 
el k III, p. 210. 

- R. D. de 26 mayo, de 1854. . 

Suplentes de magistrados: id de jueces do primera ins- 
tancia: sueldos etc. (1), 

(Grao, y Just.) «Tomando en considera- 
ción las razones que me ha expuesto el Mi- 
nistro de Gracia y Justicia vengo en decretar 
lo siguiente: 

Art. I." Las Safas de gobierno del Tri- 
bunal Supremo de Justicia y de las Reales 
Audiencias, remitirán al Gobierno para su 
aprobación en el mes de octubre de cada año 
una lista de-losjjue hayan de suplir á los 
magistrados el año siguiente en casos de va- 
cante, de impedimento ó ausencia del pro- 
pietario. 

Art. 2.° Contendrá la lista de suplentes 
la tercera parte del número de individuos del 
tribunal que han de ser suplidos. 

Art, 3.° Las listas de suplentes se com- 
pondrán: -■ 

t.° De magistrados jubilados, aptos, de 
la categoría correspondiente. 

2. ° De los magistrados cesantes de igual 
categoría que perciban sueldo del Tesoro. 

3. ° De los que no le perciban, pretirien- 
do en estas dos clases á los que no ejerzan 
la profesión de abogado. 

A falta de las clases antedichas, para su- 
plir á los magistrados del Tribunal Supremo, 
comprenderá su lista magistrados jubilados ó 
cesantes de la Audiencia de Madrid, según el 
órden que queda establecido. 

4. ° De abogados que el tribunal juzgue 
dignos de este honor, dando igual preferen- 
cia á los que no ejerzan la profesión. 

Art. 4.° Los suplentes entrarán á ejercer 
su cargo por turno, y según el órden sucesi- 
vo en que estuvieren en la lista, á no ser 
que el mejor servicio exija otra cosa, á juicio 
del presidente ó regente del tribunal. 

Art. 5.° Las Salas de gobierno de las Au- 
diencias remitirán al Ministerio de Gracia y 
Justicia en las épocas determinadas en el ar- 
ticulo I .°, con el fin en él expresado, otra 
lista, de los que hayan de suplir á los jueces 
de primera instancia del territorio en casos 
de vacante del Juzgado, impedimento ó au- 
sencia del propietario. 

Esta lista contendrá en el número que las 
misma Salas estimen suficiente. 


(1) Véase el R. D. de 31 de julio de 1867. 


1. ° Jueces de primera instancia jubi- 
lados. ■ 

2. ° Jueces cesantes que perciban sueldo 
del Erario. 

3. ° Abogados de marcada reputación. ' 

Art. 6.° Las Salas de gobierno designa- 
rán entre los comprendidos en la lista el su- 
plente que baya de ejercer este cargo en los 
casos prevenidos en el artículo anterior. 

Si se imposibilitaren para verificarlo lodos 
los comprendidos eD la lista , por excusa ó 
impedimento, la Sala de gobierno de la Au- 
diencia nombrará inmediatamente al ahoga- 
do que fuere de su confianza, y entre tanto 
desempeñarán la jurisdicción el Alcalde ó te- 
niente alcalde que sea letrado de la capital 
del partido por el órden de su numeración; y 
si ninguno fuere letrado, e! abogado mas an- 
tiguo de la misma capital, según la fecha de 
sustituios. 

Art. 7.° Los suplentes de magistrados y 
jueces, mientras sustituyan personalmente á 
alguno de estos funcionarios, percibirán la 
mitad de! sueldo correspondiente al magis- 
trado ó juez á quien suplan, y les será do 
abono para censantías y jubilaciones todo el 
tiempo que dure su nombramiento. 

Siempre que en lo sucesivo se conceda li- 
cencia á los funcionarios del ministerio judi- 
cial y fiscal, será llamado el - sustituto que 
deba reemplazarle, 

Art. 8.° Los regentes de las Audiencias 
podrán valerse de los suplentes por órden 
expresado en el art. 3.° para que auxilien á 
las Salas de justicia en los casos que estimen 
necesarios; pero no tendrán derecho por es- 
te servicio al sueldo de que se habla en el an- 
terior. 

Art. 9,° Los suplentes de jueces de pri- 
mera instancia no cobrarán honorarios por 
ningún concepto. Percibirán únicamente el 
medio sueldo señalado en el art. 7.°; de cu- 
ya remuneración disfrutarán igualmente el 
Alcalde ó abogado que ejercieren la jurisdic- 
ción en el caso prevenido en el art. 6.° 

Art. 10. Fl celo, exactitud é inteligencia 
que desplieguen los suplentes en el desem- 
peño de su cargo, serán considerados como 
un mérito distinguido y especial recomenda- 
ción en su carrera. 

Artículo transitorio. Para que puedan 
tener la oportuna aplicación en lo que resta 
de año las disposiciones contenidas en este 
Real decreto, las Salas de gobierno remitirán 
al Ministerio de Gracia y Justicia las listas de 
que tratan los arts. l.° y 5.° dentro del mes 
de junio inmediato. — Dado en Palacio á 26 á 
de mayo de 1854. {CL. t. 62, p. 86.) 
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R. D. de 23 junio de 1854. 


establece en Madrid un Tribunal correccional, se 
fija su jurisdicción y *e acompaña ol reglamento 
que ha de regirle- 


Señora: Entre las varias reformas que re- 
clama imperiosamente nuestra, administra- 
ción de justicia, acaso es la principal la de 
crear Tribunales colegiados de corrección 
que ofreciendo mayor garantía de acierto en 
sus fallos, descargúen al propio tiempo á las 
Audiencias y jueces del cúmulo enojoso de 
procesos en que entienden con formas es- 
critas siempre, y con una lentitud y dispen- 
dios para las partes que en causa de conti- 
nuas quejas y de irremediables vejaciones. 

Esta reforma viene siendo reclamada hace 


mucho tiempo por la Opinión pública , y ios i 
Tribunales y corporaciones, consultados en jj 
distintas épocas por el Gobierno han recono- 
cido constantemente que era- de las mas ur- 
gentes, y debía ser también dé las mas pro- 
vechosas para la justicia. 

Los Tribunales correccionales, tengan ó 
no aneja la jurisdicción ordinaria civil en 
primera instancia , ofrecen en otros países 
resultados sorprendentes , ora se consideren 
bajo el aspecto de la moralidad pública, ora 
bajo el legal, ora bajo el político. 

La opinión, pues , de acuerdo en este ex- 
tremo con lo que enseña la experiencia, se 
halla preparada para recibir esta mejora que 
es por otra parte una necesidad indeclinable 
en algunas poblaciones, especialmente en 
Madrid, donde diez jueces de primera ins- 
tancia y cuatro Salas ordinarias de la Au- 
diencia no bastan por notoriedad para el rá- 
pido despacho de la multitud de causas que 
instruyen y sentencian; mucho menos des- 
pués que el Código penal les ha impuesto , 
nuevas y gravísimas obligaciones, cuyo exac- 
to desempeño exige á veces gran meditación 
y profundo estudio. 

Los procesados ven entre tanto pasarse los 
dias y los meses, cuando no se completan años 
enteros entre el horror de las prisiones, oca- 
sionando además su larga permanencia en 
ellas enormes gastos á los fondos públicos.. 

El deseo de que desaparezcan tan graves 
males mueve al Ministro que suscribe á ele- 
var á la soberana aprobación de Y. M. el ad- 1 
junto proyecto de decreto , que es solo un 
ensayo de esta reforma saludable, circunscri- 
to por ahora al territorio de los partidos ju- 
diciales de Madrid. 

El carácter provisional de la nueva institu- 
ción, y la conveniencia de amoldarla al esta- 
do actual de las restantes jerarquías judicia- 
les y á los usos y costumbres de nuestra 


España, han obligado á introducir en ella su* 
presione:; y modificaciones que se desvían 
algo de sus condiciones normales, y que 
mañana tal vez convendrá que desaparez- 
can, sí, como debe esperarse, corresponden 
sus resultados al anhelo de V. M. en favor 
de la justicia y á las rectas intenciones del 
Gobierno. 

El país, suficientemente ilustrado ya sobre 
las ventajas teóricas del nuevo sistema, debe 
ver en breve con agradable sorpresa que hay 
medios de que ciertos procesos finalicen con 
una rapidez desconocida; que las enormes 
cantidades que hoy se invierten en el abono 
de costas judiciales quedan reducidas á su- 
mas notablemente módicas, y que la admi- 
nistración de justicia puede obtener, en fin, 
una publicidad de que siempre ha carecido 
entre nosotros, á pesar de ser la primera ga- 
rantía de libertad é imparcialidad en las sen- 
tencias que reconocen de consuno la ciencia 
y el espíritu y texto de la moderna legisla- 
ción española. 

Abrigando confiadamente estas lisonjeras 
esperanzas, secundando y desenvolviendo 
los principios del Código penal que en su ar- 
tículo 82 establece este sistema como el mas 
adecuado para su exacta aplicación y estiman- 
do indispensable esta medida parala cumpli- 
da ejecución del mismo, encargada especial- 
mente al Gobierno por el art. 4.° de la ley 
de 19 de marzo do 1848, el Ministro que sus- 
cribe, de acuerdo con el parecer del Conse- 
jo de Ministros , tiene la honra de proponer 
á Y. M. se digne aprobar el adjunto proyecto 
de decreto.— Madrid 23 de junio de 1854. — 
Señora. — A. L. R. P. de Y. M.— Jacinto Fe- 
l'x Domeneeh. 

REAL DECRETO. 

Tomando en consideración las razones ex- 
puestas por el Ministro de Gracia y Justicia, 
vengo en decretar lo siguiente: 

Art. 1,° Se establece en Madrid un tri- 
bunal que se denominará correccional , cu- 
yas facultades se extenderán á conocer y fa- 
llar en primera y única instancia todas las 
causas respectivas á la jurisdicción ordina- 
ria instruidas en persecución de hechos que 
constituyan como delito único ó principal 
alguno de los comprendidos en eí párrafo 2.°,' 
art, 6.° del Código penal, que deben ser cas- 
tigados con pena correccional. 

Art. 2,.° El Tribunal correccional de Ma- 
drid ejercerá su jurisdicción en toda la de- 
marcación correspondiente, en el interior y 
afueras d.e la Corte, á los diez Juzgados de 
primera instancia existentes en ella. 
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' Art. 3.° El personal de dicho tribunal 
constará efe un presidente y tres magistra- 
dos con la misma, categoría y sueldo que los 
de la Audiencia de Madrid, y de un secreta- 
rio y ríce-secretario que le auxiliarán en sus 
trabajos en la forma que el tribunal designe; 
ambos letrados con el haber y categoría, el 
primero de juez de primera instancia de Ma- 
drid, y el segundo de juez de ascepso. 

Art. 4.° El ministerio fiscal se ejercerá 
por un fiscal y un teniente, el primero con 
la misma categoría y sueldo que el de la 
Audiencia de Madrid, y el segundo con la 
categoría y haber de primer íeniente fiscal 
de la referida Audiencia. 

Art. 5.° Serán suplentes deí Tribunal los 
jueces de primera instancia de Madrid por 
órdeu de antigüedad; del fiscal el teniente, y 
de este los promotores fiscales, siguiendo el 
mismo orden 

Art. 6.° Los jueces de primera instancia 
de Madrid serán por ahora jueces instructo- 
res del Tribuna! correccional en todos los 
asuntos tocantes á su jurisdicción, y asisti- 
rán como tales, pero sin voto deliberativo, á 
las vistas públicas del mismo cuando fueren 
llamados con tal objeto para estimarse con- 
veniente su asistencia. 

Art. 7.° Para el servicio ordmario del 
Tribunal se crearán un ugier y los porteros y 
mozos de estrados que por reglamento se 
designen. 

Art. 8 “ El ugier practicará las citaciones 
y notificaciones en forma legal, y desempe- 
ñará las demás comisiones del servicio que 
el Tribunal le confiera en los casos en que 
según derecho no sea necesaria la interven- 
ción ó presencia del juez. 

Para el servicio de su cargo podrán auxi- 
liarle los porteros en la forma que el Tribu- 
nal determine. 

Art. 9.° Los funcionarios de planta del 
Tribunal correccional de Madrid no deven- 
garán derechos algunos por razón de su ofi- 
cio, ni podrán percibirlos directa ni indirec- 
tamente bajo pena de cohecho. 

Art. 10. Los sueldos y gastos de dicho 
tribunal se abonarán desde luego por el pre- 
supuesto de Gracia y Justicia con cargo á los 
respectivos capítulos del personal y material 
del mismo, y sin perjuicio del reintegro al 
Estado en la parte que alcancen á cubrir las 
condenaciones de costas. 

' Art ti. Los sentenciados á cualquier 
pena por el Tribunal correccional abonarán 
por razón de costas correspondientes á las 
actuaciones del propio tribunal, y sin per- 
juicio de satisfacer además las restantes que 
se devenguen por los que uo fueren sus fun- i 
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cionários retribuidos , las cantidades si- 
guientes: 

Cinco duros cuando la duración de la pena 
impuesta no exceda de un mes. 

Dos duros sobre aquella cantidad por cada 
raes completo de aumento en la pena basta 
un año. 

Y un duro de aquí adelante en la propia 
forma. 

Estas cuotas podrán ser alteradas en vista 
de los resultados de la recaudación. 

Art. 12. Sin embargo do lo dispuesto en 
el artículo anterior, si la pena fuere de multa 
se cargará por razón de costas una terce- 
ra parte de su importe; y si la cuota no fue- 
re asignable, el tribunal señalará en su sen- 
tencia una cantidad equivalente con arreglo 
á las circunstancias del delito; pero ni en 
uno ni entro caso podrá excederse del máxi- 
mun establecido en el anterior artículo. 

Art. 13. El secretario del tribunal des- 
empeñará las funciones de relator, escribano 
de cámara, repartjdcr, tasador y canciller 
del mismo, y cuidará además de la cobranza 
de las partidas exigibles como costas, recau- 
dándolas y dando cuenta de su importe en la 
forma que se le prevenga por el Ministerio 
de Gracia y Justicia . 

Por este último trabajo se le abonará el 3 
por 100 de gratificación. 

Art. 14. Un reglamento especial deter- 
minará el modo y forma en que deberá ejer- 
cer sus atribuciones el Tribunal correccional 
de Madrid, que empezará á funcionar desde 
l.° de agosto próximo. 

Art. 15. El Gobierno dará cuenta opor- 
tunamente á las Cortes dd este decreto. — 
Dado en Palacio á 23 de junio de 1854. ( CL . 
t. 62 p. 161.) 

Reglamento bel Tribunal correccional de 
Madrid. 

Artículo l.° Los jueces de primera ins- 
tancia de Madrid, en su calidad de instruc- 
tores del Tribunal correccional, continuarán 
desde 1.” de agosto próximo previniendo y 
completando como hasta hoy todos los su- 
marios sobre delitos cometidos desde la refe- 
rida fecha, correspondientes á la jurisdic- 
ción del mismo tribunal, al cual darán cuen- 
ta de las prevenciones y ejecutarán las órde- 
nes que el mismo les dicte en la forma ac- 
tualmente establecida para las Audiencias. 

Art. 2.° Luego que estimen que un su- 
mario prevenido desde dicha fecha está con- 
cluido, lo remitirán al Tribunal correccional 
haciéndolo entregar al secretario, por quien 
se asentará su ingreso en el libro-registro 
que llevará á este fin, y al propio tiempo pa- 
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sarán noticia al presidente participándole la 

remesa. . 

Art. 3. Si el juez instructor dudase {an- 
dadamente sobre la naturaleza de la pena 
que deba recaer, consultará inmediatamente 
a la Audiencia con remesa de las actuacio- 
nes, y hará lo qué con Audiencia fiscal se le 
ordene por la misma. 

Art. 4.° El Tribunal correccional man- 
dará pasar el proceso al fiscal, quien encon- 
trando perfecto el sumario, probado legal— 
mente el delito y que el asunto es de la com- 
petencia, de aquel, propondrá desde luego 
su acusación en forma. En otro caso solici- 
tará el sobreseimiento ó lo que proceda con 
arreglo á derecho, y el Tribunal fallará en 
iguales términos. 

Art, 5." De la acusación fiscal se dará 
comunicación á los procesados, entregándo’- 
les copia íntegra de ia misma* y se les cita* 
rá y emplazará igualmente que al acusador 
ó interesado particular, si lo hubiere, y al 
fiscal para que concurran ai juicio público 
con los testigos y documentos que les con- 
venga presentar. 

: Art. 6.° En el acto del emplazamiento 
se encargará al acusado que en el término 
de veinticuatro horas nombre procurador 
que le represente y abogado que le defienda 
bajo apercibimiento de que si no. lo verifica 
se le nombrarán de oficio en la misma forma 
que hoy se practica, y hasta que así se veri- 
fique no correrá respecto de ellos ef término 
del emplazamiento. 

Art. 7.° La vista de los procesos en jui- 
cio público no podrá señalarse hasta pasados 
seis dias después del útimo emplazamento. 
Este término podrá extenderse de oficio ó á 
petición de parte hasta quince dias mas, 
cuando las circunstancias del asunto así lo 
reclamasen al prudente arbitrio del Tribunal. 

Art. 8.® Durante los términos del empla- 
zamiento estará el proceso de manifiesto en 
la Secretaría para que las partes ó suS repre- 
sentantes puedan instruirse de su mérito y 
sacar cuantos apuntes les convenga. Tam- 
bién se íes faci itará por el secretario en el 
dia mismo que la pidan , lista comprensiva 
del nombre, circunstancias y vecindad de 
los testigos que hubiesen declarado en el su- 
mario. ' 

Art. 9.° Dentro del término que hubiere 
sido designado para el emplazamiento pre- 
sentarán las partes y el fiscal lista de los tes- 
tigos de que intenten valerse en el juicio pú- 
blico, con expresión de sus profesiones ú 
oficios y casas que habitan, los cuales serán 
citados para que concurran á este acto, ha- 
ciéndose constar así debidamente. 


A cada una de las partes se pasará copia 
| de la lista de los testigos de que intenten va- 
lerse las contrarias para que puedan propo- 
ner en el juicio publicólas tachas legales que 
, les convengan. 

Art. 10. De los testigos del sumario solo 
serán citados los que expresamente sean se- 
ñalados por las partes ó por el ministerio pú- 
blico, manifestando que tienen que contra- 
decir sus declaraciones. 

Art. 11. Si conviniese alas partes que 
se practique alguu reconocimiento pericial, 
lo manifestarán así dentro del término del 
emplazamiento. El tribunal elegirá dos peri- 
tos a. lo menos y se notificarán suS nombres 
á las mismas partes á los efectos ordinarios 
de derecho. 

Art. 12. Trascurrido el término del em- 
plazamiento, y citadas todas las partes y per- 
sonas que deben concurrir al juicio, se se- 
ñalará dia para la vista. A ella asistirán los 
citados, bajo pena de multa de 5 á 50 duros 
sino justificasen impedimento lesítimo y su- 
ficiente antes de prncipíarse el acto. 

Art. 13. El tribunal, no obstante la dis- 
posición anterior, podrá relevar de la obliga- 
ción de comparecer personalmente á aque- 
llos testigos que por su edad, estado ú otras 
circunstancias muy espádales y notorias, lo 
reclamasen así antes de principiarse el acto. 
En este caso será préviamente examinado el 
testigo con citación y derecho de repregun- 
tarle de parte de todos los interesados, dán- 
dose al efecto comisión al juez instructor ó á 
un magistrado del tribunal 

Art. 14. El acusador privado y el acusa- 
do podrán concurrir á las sesiones del tribu- 
nal, asistidos de sus letrados y procurado- 
; res; pero será su asistencia inexcusable Si el 
tribunal lo ordenare por conceptuarla pre- 
cisa. El procesado que no se presentase per- 
sonalmente sin mediar causa justificada, será 
reducido á prisión. 

Art. 1 5. Los juicios del tribunal serán 
siempre públicos para todas las partes y sus 
legítimos representantes; pero se verificarán 
no obstante, á puerta cerrada en los proce- 
sos en que así lo exija la decencia pública. 

Art. 16. En el caso de no comparecer un 
testigo ó persona citada y nq excusada legal' 
mente, el tribunal mandará suspender laTÍs- 
ta por el término puramente necesario para 
su presentación, ó acordará que aquella siga 
adelante si estimase que su declaración deb'e 
carecer completamente de importancia, é 
puede suplirse de otro modo oyendo para to- 
do las explicaciones de las partes y el dictá— 
men verbal del fiscal ■ 1 \ ■ ■ 

’ Art. 17. La vista ó sesiones del tribunal 
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empezarán por la relación del proceso quei suspenderá con. justas causas y levantará las 
hará el secretario o el více-seeretario, leyen^ I sesiones del tribuna!, y sus órdenes serán 
do literalmente las declaraciones de los testi- obedecidas por todas las personas que asis-’ 
gos y diligencias ó documentos mas impor- tan al juicio, cualquiera que sea, 'su clase y 
taotes, y‘ las inquisitivas de igual clase del representación, bajo las penas establecidas 
procesado. En seguida se le hará á este por en el anterior artículo, 
el presidente el interrogatorio que estime Art. 23. Los presidentes requerirán el 
oportuno con arreglo á las circunstanciasdel auxilio déla fuerza pública siempre que la 
proceso. Después se procederá al juramento necesitasen, y reclamarán su asistencia á las 
y examen ó ratificación de los testigos, em- sesiones y actos oficiales del tribunal cuando 
pezándose por los del actor ó fiscal, y ha- así lo estimasen conveniente para la conser- 
vándoseles á todo por conducto del prisiden- vacion del órdeD público, 
te, y no en otra forma, las preguntas y re- ! Las sesiones diarias del tribunal, durarán 
preguntas que se estimen pertinentes por el cuatro horas, sin perjuicio de que se proro- 
tribunal. En igual forma prestarán su decía- guen por otra hora inas cuando sea posible 
ración los peritos. concluir dentro de ella un juicio ya princi- 

ArL 18. Los testigos antes de declarar piado, 
no deberán oirlas declaraciones que vayan Art. 24. El secretario extenderá dentro 
prestando los demás, á cuyo efecto el presi- del día un. acta concisa, pero suficientemente 
dente tomará las precauciones convenientes; expresiva, de cuanto hubiere ocurrido en el 
Tampoco se les permitirá que rindan sus juicio; esta acta será rubricada siempre por 
declaraciones por escrito, sino verbalmente, el presidente y se dará lectura de-ella cd las 
Art. 19. Las partes podrán presentar asi- sesiones posteriores si el juicio no hubiese 
mismo y pedir la lectura de los documentos concluido cri la primera, 
que les convengan. Art. 25. Si en vista de las actuaciones 

Art. 20. Luego qne haya concluido el verbales del juicio creyese el tribunal que 
examen de testigos y demás actuaciones de convenía suspenderlo para practicar cual- 
prueba, el ministerio público reasumirá el quiera diligencia útil que no pudiese verifi- 
resultado del proceso y establecerá las con- curse en el acto, íó acordará así y tendrá In- 
clusiones gue crea procedentes. A continua- gar aquella con citación de las partes prosi- 
cion concederá el presidente la palabra al guiándose el juicio con nuevo señalamiento 
actor particular, si lo hubiere, y seguirán y extendiéndose de todo el acta prevenida en 
por- su orden las defensas da los procesados, el artículo anterior, con cuya lectura y ia del 
Art. 21. Solo el presidente llevará la voz resultado en su caso dejas nuevas diiigen- 
en el juicio, haciendo que se guarde por to- cías se dará principio al acto de la continua- 
dos la debida compostura y el mas respeíuo- cion del juicio. 

so silencio, llamando al órden y amonestan- Art,. 26. Concluidas las pruebas y el in- 
do á todos los que de cualquier modo lo per- forme oral del ministerio fiscal, cuando las 
turben dentro del salón ó en sus inmediacío- partes no quisieren ejercitar sus derechos 
nes, y mandándolos expeler ó arrestar en el de defensa, el -presidente declarará fenecido 
acto, según la naturaleza del exceso. el acto con la fórmula de visto, y mandará 

Si este constituye falta grave á juicio del despejar. El tribunal, dentro de las veintl- 
tribunal, se podrá corregir en el acto di s- cuatro horas siguientes, pronunciará senten- 
ciplinariamente á su autor con pena de ar- cia, .que leerá sin dilación el presidente en 
resto que no pase de quince dias ó multa audiencia pública. 

de 5 á50 duros. Si el hecho constituyese deli- Art. 27. No obstante lo dispuesto en el 
to sujeto ala jurisdicción deltribunal, instruí- anterior artículo, el Tribunal .podra usar en 
rá las oportunas diligencias uno de sus ma- lodo caso de la facultad que le esta concedí- 
gistrados ó el jaez instructor que el presi- ! da por el art. 25. 

dente designe; y si mereciere pena superior Art. 28. El cumplimiento áe las ejecuto - 
á la correccional, se remitirán las diligencias ; rías del tribunal correccional corresponde, 

. con el reo al juez competente. bajo la inmediata inspección del mismo y del 

Art. 22. El presidente, de acuerdo con ministerio fiscal , al juez instructor del su- 
el tribunal, lomará cuantas medidas de pru- mario. ‘ 

dente precaución crea necesarias para man- ; Art. 29. El presidente , magistrados v 
tener en completa libertad é independencia | fiscales de dicho Tribunal son responsables 
á los testigos, peritos y partes interesadas en j de sus actos, según la Constitución y las Je- 
el proceso: concederá, negará y retirará por-j yes, ante el Tribunal Supremo de Justicia, 
^sí la palabhá; dirigirá el curso del debate; * quien decidirá asím i!3mo ^ aS competencias 
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que se susciten con los Tribunales especiales 
v con las Audiencias, únicas que podrán de- 
nunciárselos al Tribunal correccional en el 
fuero ordinario. , m 

Art. 30. Para el servicio del Tribunal 
habrá un ujier, cuatro porteros y un mozo 
de estrados ; e! primero con el sueldo de 
\ o.OOO rs., los segundos con el de 7, y el 
tercero con el de 4. 

Art. 31. En todo lo que no se halle ex- 
presamente ordenado por el presente regla- ¡ 
mentó, observarán e! Tribunal y sus jueces ' 
instructores, las disposiciones generales de 
derecho, ordenanzas, reglamentos y prácti- 
cas vigentes en las Audiencias ó Juzgados, 
que sean aplicables á su instituto: y ejercerá 
además dicho Tribunal sobre los jueces ins- 
tructores, sobre sus subordinados y personas 
que intervengan en los actos de su compe- 
tencia, la misma autoridad, inspección, y ju- 
risdicción disciplinaria que corresponde á 
aquellos según las leyes.— Madrid 23 de ju- 
nio de 1854.» ( CL . t. 62, p. 161.) 

Jí. D. de 25 agosto de 1854. 

{Grac. y Just.) Artículo único. Se es- 
tablece la Sala de Indias del Tribunal Supre- 
mo de Justicia con la misma organización 
que tenia antes del R, D. de 17 de enero do 
este año (CL. t. 62, p. 302.) 

R. D. de 9 setiembre de 1854. 

Supresión de las Juntas de gobierno en el Tribunal 
Supremo y Audiencias, y la vacación de 1 jueves. 

'*■ (Grac. y Jdst.I Artículo l.° Quedan 

I s Juntas de gobier- 

ranal Supremo de 
Reino , como así 
; mismas Juntas. 

3' de la atribución 
men se devolverán 
, que los tratarán 
> con arreglo á lo 
i del estableciraien- 
. . I, 
iespacho de los ne- 
pectiva de ias Salas 
de las Audiencias 
i, se suprime la vá- 
ida semana; y ade- 
/ierta en el despa- 
utará en las horas 
;s de aquellos Tri- 
4). 

28 de noviembre 
ció de nuevo las 

. 


R. O. de { 8 setiembre de 1854. 

Citación á individuos de la guardia civil 6 del ejército 
para declararen causa criminal. 

(Gkac. y Jdst.) El art. 2.° del decreto 
de 14 de setiembre de 1820, restablecido 
por otro de 30 de agosto de 1836, previene 
que toda persona de cualquier cíase, fuero 
y condición que cuando tenga que da— 
clarar como testigo en una causa criminal, 
está obligada á comparecer para este efecto 
ante el juez que conozca en ella luego que 
sea citada por el mismo, sin necesidad de 
previo permiso del jefe superior respectivo. 
Con arreglo á esta disposición los jueces de 
primera instancia han citado y citan direc- 
tamente y por medio de los alguaciles á los 
individuos de la guardia civil y de los demás 
Cuerpos del ejército, sin que de ello tengan 
noticia sus jefes inmediatos. 

Y considerando la Reina que sujeto el sol- 
dado á una severa disciplina , do puede dis- 
poner de su persona ni acudir á una ú otra 
parte cuando y como mejor le parezca'; y 
que aunque el individuo citado pueda po- 
nerlo en conocimiento de sus inmediatos 
jefes, no están estos obligados á prestar cré- 
dito á tan informal manifestación : conside- 
rando que hay una manifiesta dilerencia en- 
tre dar á los jefes conocimiento de la cita- 
ción , y solicitar su permiso para que com- 
parezcan á declarar sus subordinados: que 
lo primero, lejos de perjudicar, contribui- 
ría, sin infracción ele lo que se previene en 
el citado artículo, á la pronta administración 
de justicia, pues que los jefes no solo podrán 
adoptar oportunamente jas medidas necesa- 
rias para que no quede descubierto el ser- 
vicio que á la persona cit«da corresponda, 
sino que harán que se presente el día y á la 
hora que se le designe, se ha servido man- 
dar que los jueces' de primera instancia y 
Tribunales que tengan necesidad de citar a 
los individuos de la guardia civil y demás del 
ejército, den aviso á los jefes de los Cuerpos 
ó comandantes de los pueblos de que aque-, 
líos dependan , á fin de que dispongan su 
presentación en e) dia y hora que en el 
aviso se señalen, pero sin que por esto.se 
considere que solicitan su permiso. (CL. to- 
mo 63, p. 78.) 

Consúltense además de la anterior dis- 
posición las insertas en el articulo De- 
claración EN CAUSA CRIMINAL, 

Gire, de 18 octubre de 1854. 

Sueldos de suplentes de empleados judiciales. 

(Dir. Gen. de contab. de Grac. y Jüstx^ 
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cía.) Con esta fecha digo al contador de 
Pontevedra lo siguiente: 

«El R. D. de 26 de mayo último previene 
qué para L° de julio estén formadas las lis— 
tyá' de los individuos que hayan de sustituir 
ep ausencias y enfermedades á los emplea- 
das, del orden judicial, para que desde dicha 
fedha tengan efecto los nombramientos he- 
chas precisamente por la autoridad que com- 
, peta. Estos nombramientos, que habrán de 
reproducirse tantas veces cuantas ocurran 
las vacantes, son tanto mas indispensables, 
cuanto que sin ellos no podrán nunca los su- 
plentes optar al medio sueldo que les señala 
dicho Real decreto, y el anterior de 27 de 
abril. En el mismo caso se encuentran los 
que regentan jurisdicción, á quienes los pro- 
pietarios hacen entrega del Juzgado, que no 
podrán disfrutar del medio sueldo hasta lau- 
to que la autoridad competente apruebe la 
elección , porque pudiera suceder que Cbn 
arregló á sus facultades uonibrase otra per- 
sona para su desempeño ai recibir aviso de 
la entrega hecha por el propietario; de todo 
lo cual se desprende que, tanto los que re- 
gentan jurisdicción, como los sustitutos, uo 
tienen derecho á disfrutar haber hasta tan Lo 
se llenen ios requisitas prevenidos, mucho 
menos tienen ios que se nallen en esle caso 
antes de la fecha í.° de julio, porque las le- 
yes no tienen fuerza retroactiva. Lo digo á 
V. S. contestando á su consulta de d del ac- 
tual. » 

La Ordenación lo manifiesta á V. para su 
conocimiento y el de la Contaduría de Ha- 
cienda pública de esa provincia. — Dios, etc. 
Madrid 18 de octubre de 1854. (CL. t. 65, 
pág. 268.) 

R. D. de 5 enero de 1855. 

Revisión ele todos los expedientes del "personal. 

(,Ghac. y Jcst. ) Precedido de un exten- 
so preámbulo este decreto , dispuso la revi- 
sión de los expedientes de todos los magis- 
trados y jueces efectivos y cesantes del fuero 
común, mandando que fueran declarados ce- 
santes los que después de la Constitución de 
1845 hubieran iugresado en cualquiera de 
las categorías de) órden judicial, en contra- 
vención de las disposiciones vigentes y Jos 
que por su comportamiento en el ejercicio 
de su cargo hubiesen dado á conocer que 
carecían de la aptitud, circunspección y pru- 
dencia necesarias para su desempeño. Lla- 
maba este decreto á ser colocados preferen- 
temente los cesantes, dándoles de cada cua- 
tro vacantes tres y otra al ascenso. (CL. to- 
mo 64, p . 14.) 


R. O. de 5 enero de 1855. 

Partes en causas de rebelión, asonadas, etc. 

(Grac. y Jüst.) «...Se ha servido man- 
dar S. M. excite eficazmente el celo de los 
Tribunales dependientes de este Ministerio, 
como de su Real órden lo ejecuto , para que 
verificado, ó habiendo temores fundados de 
que se verifique algún acto de rebelión, aso- 
nada, motín ó cualquiera otro género de 
atentado contra la tranquilidad pública, bajo 
el pretexto que quiera y por cualquiera clase 
do personas, procedan inmediatamente, y sin 
levantar mano, á la instrucción de la corres- 
pondiente causa , dando al instante á este 
Secretaría aviso de cualquiera f de los sucesos 
indicados, y cada tres (lias de los adelanta- 
mientos de la causa, a fin de que sean cas- 
tigados los culpables prontamente con todo 
el rigor de la ley ; en la inteligencia de que 
está decidida S. M. á hacerla observar, con- 
tando para ello con los patrióticos sentimien- 
tos que animan á la inmensa mayoría de los 
españoles, con la decisión de la Milicia na- 
cional y con la lealtad dél ejército.» (CL. to- 
mo 64, p. 16.) 


R. O. de 10 febrero de 1855. 

Se dictaron disposiciones para regulari- 
zar la situación de los funcionarios del órden 
judicial ó fiscal nombrados ó separados por 
las Juntas de gobierno sin haber entrado ó 
cesado en la posesión. (CL. t. 64, p. 214.) 

R. O. de 14 marzo de 1855. 

Licencias: haberes y sueldos etc. 


(Grac. y Jijst.) «De conformidad con 
informado por esa Dirección general de- ce 1 " 
labilidad, la Reina se lia servido mandar, «e 
á los magistrados, jueces de primera indi- 
cia, tenientes fiscales y promotores qr P or 
enfermedad justificada haya de noír ,rarse 
sustituto para el desempeño de su 
se les abone todo su haber, así comr a , ni » ien 
á los que son trasladados de un pir ü J otro > 
durante el término legal, no obs*“ e 
tabléenlo en los Reales decref , . . ff e 
abril y 26 de mayo del año últi J » ¡j” 1 ? , 0 
continuar abonándose el med' su , °, á j 0s 
sustitutos por cuenta del r 1 ™ 16 (ie j os 
capítulos respectivos en la ‘¡F e . e 0 st *“ 

bieee esa Dirección en su f ar de j 8 de 
octubre último; paralo c! s J: e S ei3tes de 
las Audiencias y fiscales . „ ot ™! smas , ec0 ~ 
nomízarán todo lo po;‘ e t , , nombra-. 
míenlos para evitar q^ í? 3res n ° e *~ 
cedan délos sobrante)/. quedando 

por consiguiente de n ’)L H .„ ua “ 0 s( ^ re el 
particular se dispu ^ Dirección en 
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otra circular de 8 de julio anterior, — De Real 
órden etc.— Madrid 14 de marzo de 1855.» 
( CL . t. (ib, p. 269.) 

Ley de 13 mayo de 1855. 

Se.mandó proceder á ordenar y compilar 
las leyes y reglas del enjuiciamiento civil cod 
arreglo a las bases que se establecen. Véase 
en Procedimiento civil, para donde hemos 
reservado la ley por los motivos que indica- 
mos en Enjuiciamiento civil. 

Circ. de 18 j unió de 1855. 

Haberes de sustitutos de jueces y promotores fiscales .. 

(Dm. Gen. de cont. de Grao. y Just.) A 
los señores regentes y fiscales de las Audien- 
cias digo con esta fecha lo siguente: 

«Al señor fiscal de la Audiencia de Za- 
ragoza dije cou fecha 9 del actual lo siguiente: 
Remito á Y. S. el expediente instruido por 
el Gobernador de la provincia de Teruel, á 
consecuencia de reclamación hecha por don 
Juan Manuel Vicente sobre pago de la mitad 
del haber de promotor fiscal del Juzgado de 
Mora, correspondiente á Jos quince dias de 
abril último, que en concepto de sustituto 
desempeñó dicho destino por nombramiento 
de V. S., á ím de que, en vista de lo mani- 
festado por l‘a Contaduría de Hacienda pú- 
blica de dicha provincia en su informe, se 
sirva resolver lo. que crea conveniente para 
el abooo.de sueldo, sirviendo á V; S. de go- 
bierno que, cuando acordó esta Dirección su 
¿circular' de 18 de octubre del año último, 
laudada llevar a efecto por R. O. de 14 de 
próximo pasado, tuvo por objeto, a! 
entunicarla á los contadores de Hacienda 
puljiea, el economizar todo lo posible esta 
L de pagos, para que no excediesen de 
Jurantes de los capítulos respectivos, 
pero ;¡ aar lar en manera alguna las atri- 

huciú! le las autoridades á quienes está 
eofñel u nombramiento, según los Reales 
decre le 28 de abril y 26 de mayo del 
año a: In; siendo además requisito indis- 
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de la cual haya de procederse ó no al abono 
de sueldo, y mandar se expida en conse- 
cuencia la certificación correspondiente. Lo 
que me ha parecido conveniente poner en 
conocimiento de V. S. para que se sirva 
tenerlo presente en lo* casos que puedan 
ocurrir por io respectivo al distrito de esa 
Audiencia.» 

Lo que comunico á V. S. para su conoci- 
miento y efectos correspondientes.— Dios etc. 
Madrid 18 de junio de 1855. [CL. t. 65, pá- 
gina 267.) - . 

R. O. de -29 julio de 1855. 

Se dispuso que ningún funcionario depen- 
diente del Ministerio de Gracia y Justicia, 
pudiera hacer uso de licencia, si se hubiera 
declarado el cólera en la provincia donde 
resida. (CL. t. 65, p. 55Í.) 

R. O. de 30 julio de 1855. 

Se cucarda á los regentes que don cuenta del movi- 
miento del personal. .. 

(Gbac. y Just.) « S. M. la'Reina se 

ha servido mandar que sin pérdida de tiempo 
dé V.'S. cuenta de las licencias que en uso 
de sus facultades conceda á los funcionarios 
dependientes de su autoridad, y de las enfer- 
medades que les imposibiliten el desempeño 
de sus destinos, así corno también de, los dias 
en que lomen posesión de estos, en que em- 
piecen á usar de las licencias que les han 
sido concedidas, ó en que alguno falleciese, 
y que V. S. les inculque la necesidad de que 
además de los partes, que en los casQS indi-r 
eados les está prevenido dar, eleven en el 
mismo día otro á esta Superioridad.» (CL. 
t. 65, p. 554.) 

R. O. de 4 agosto de 1855. 

Partes en caso de abandonar algún juez ópromotorstt 

residencia por temor al cólera. 

(Grac, y Just.) Se encargó que los Al- 
caldes (hoy los jueces de paz) de los pueblos, 
cabezas de partido á quienes por ausencia 
del juez corresponde encargarse de la juris- 
dicción, que si llega el caso de ausentarse el 
juez de primera instancia ó el promotor fis- 
cal, ála vez que den cuenta- de este, hecho, 
eleven directamente y en el mismo día parte 
al Ministro de Gracia y Justicia. (CL. t. 65, 
pág. 600.) ' 

R. D. de 30 agosto de 1855. ' 

Dejando sin efecto las Rs, Ords. de 25 do mayo y ?1 

da julio de 1830 sobra procedimiento contra' saltea- 
dores y ladrones en despoblado. 

(Guerra .) «Deseando la Reina, se apar- 
te todo motivo de entorpecimiento en la ad- 
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müiistracioQ de justicia, y con el objeto por 
consiguiente, 'de evitar ios conflictos y com- 
etenciás de jurisdicción que están acaeeien- 
o frecuentemente -al poner en ejecución las 
Reales órdenes de 25 de mayo y 2d de julio 
de 4850 para el enjuiciamiento de ios saltea- 
dores de caminos y ladrones en despobla- 
do; ha tenido á bien resolver que V. E. y las 
demás autoridades militares cesen de atener- 
se á las dos citadas disposiciones, y que solo 
cumplan las de la ley Je 17 de abril de 1821 
en la parte que trata de los citados malhecho- 
res.- 1 — De Real orden etc. — Madrid 30 de 
agosto de 1855.» (CL. í. 65, p. 764.) 

ñ. O. de 18 setien\bre de 1855. 

Reglas para elevar solicitudes los aspirantes á la -car- 
rera judicial ó fiscal. 

- (Grac. y Just.) «Varias son Jas Reales 
órdenes que en distintas épocas se han expe- 
dido para evitar llegue á este Ministerio el 
considerable numero de solicitudes que, im- 
procedentes unas, no bastante justificadas 
otras, y faltas de comprobantes las mas, se 
han venido recibiendo en contravención de 
las disposiciones vigentes con anterioridad. 
Para cortar en lo futuro esta prática. abusiva 
perjudicial á los mismos interesados en las 
solicitudes , puesto que retarda el despa- 
cho de los asuntos la instrucción que pre- 
cisamente ha de darse á los expedientes 
ue no se presentan bastante documenta- 
os, S. M. la Reina se ha servido mandar lo 
siguiente: 

1. ° Los magistrados, fiscales y tenientes 
fiscales, jueces de primera instancia, promo- 
tores fiscales y subalternos de las Audiencias 
dirigirán todas sus solicitudes por conducto 
de los regentes dé sus respectivos tribuna- 
les, quienes al remitirlas informarán exten- 
samente sobre su contenido, sobre la justicia 
de la pretensión con que terminen y sobre 
las cualidades de los interesados ó las cir- 
cunstancias especiales que hagan atendible 
la instancia: ios funcionarios del ministerio 
fiscal podrán también dirigir sus pretensiu- 
nesde ascenso, por conducto del fiscal del 
Tribunal Supremo de justicia. 

2. ° Los funcionarios del órden judicial, 
que por cualquier concepto se encontraren 
fuera del territorio á que por razón de sus 
destinos correspondan, dirigirán sus instan- 
cias por conducto del regente de la Audien- 
cia de la demarcación en que residieren ac- 
cidentalmente. 

3. °- Los letrados que pretendan ingresar 
en la camera judicial ó fiscal dirigirán asi- 
mismo sus solicitudes documentadas á los 
regentes de las Audiencias en cuyo territo- 


rio ejercen la profesión de abogados; y los 
regentes, al darlas cursé, informarán acerca 
de las cualidades que adornan á los solici- 
tantes, y certificarán ló que del libro-regis- 
tro del Tribunal resulte acerca de su aptitud 
y comportamiento en el ejercicio de la pro- 
fesión. 

4. p No se dará curso en esta Secretaria 
¿ ninguna solicitud que no llegue por el me- 
dio y con los requisitos prevenidos en los ar- 
tículos anteriores. 

.5.° Los regentes de las Audiencias no 
darán curso á las solicitudes de ingreso en la 
carrera judicial ó fiscal en que no se justifi- 
que que el pretendiente tiene los requisitos 
prevenidos para ejercer en ella el cargo á que 
aspira. 

.6.° Quedarán asimismo sin curso las 
pretensiones que en este Ministerio se reci- 
biesen á plazas de subalternos de Audiencias 
cuya provisión sea, ó por oposición según 
las disposiciones vigentes, ó de nombramien- 
to de los regentes; estos remitirán, debida- 
mente informadas , las de los interesados 
que, conceptuándose con mejor derecho que 
los opositores á las plazas de la primera cla- 
se, crean deber acudir al Gobierno de S. M. 
— De Real órden etc. Madrid 18 de setiem- 
bre de 1855. — Fuente Andrés. — Sr. Regen- 
te de la Audiencia de (CL. t. 66, p. 98.) 

/?, D. de 5 octubre de 1855. 

Se mandó que la Ley de Enjuiciamiento ■ 
civil principiara á regir desde l.° de enero 
de 1856,— V. Procedimientos civiles, 

R. O. de 5 octubre de 1855. 

Se mandó que la Comisión de códigos se 
dedícase con preferencia á reformar las dis- 
posiciones contenidas en la regla 35 de la ley 
provisional para la aplicación del CoJigo pe- 
nal y en el decreto de .30 de setiembre de 
1853 para evitar los. inconvenientes á que 
dan lugar las disposiciones que contienen. 
(CL. t. 66, p. 198.) 

R. D. de 2.2 octubre de 1855. 

Creando los jueces de paz y prefijando las circunstan- 
cias que se requieren para serlo, etc. 

(Grac. y Just.) «Para llevar á efecto lo 
dispuesto en la ley de 13 de mayo último, 
aprobado ya el proyecto de Ley de Enjuicia- 
miento civil. por mi R. D. de 5 deí corrien- 
te, accediendo á lo propuesto por el Minis- 
tro de Gracia y Justicia, de acuerdo con el 
Consejo de Ministros, 

¡ Vengo en decretar: 

Artículo l.° En todos los pueblos déla 



JUSTICIA... 


736 

Monarquía en que haya Ayuntamientos, ha- 
brá jueces ríe paz . cuyas atribuciones serán 
las que se determinan en la Ley de Enjui- 
ciamiento civil, publicada con esta Chisma 
fecha. 

Art. En cada pueblo habra tantos 
jueces de paz como Alcaldes y tenientes 
haya en el dia 6 hubiere en lo sucesivo. 

Habrá también igual número de suplentes. 

Art. 3.° El cargo de juez de paz ó su- 
plente es honorífico, obligatorio por dos años 
y gratuito. 

Los que lo ejerzan disfrutarán de la mis- 
ma consideración y exenciones que ios Al- 
caldes de los pueblos. . • 

Art. 4.° Para ser juez de paz se necesita 
ser español en el ejercicio de sus derechos 
civiles, ser vecino del pueblo, saber leer y 
escribir, tener nías de veinticinca años, y 
cualidades para ser elegido Alcalde ó te- 
niente. 

Art. 5.° No podrán los jueces de paz ni 
suplentes : 

t.° Los deudores á los fondos públicos 
generales, provinciales ó municipales como 
segundos contribuyentes. 

2. ° Los que hayan hecho suspensión de 
pagos sin haber obtenido rehabilitación. 

3. ° Los que se hallen procesados crimi- 
nalmente con autos de prisión y los que 
estén inhabilitados para ejercer cargos pú- 
blicos. 

4. " Los que desempeñen oficio ó cargo 
asalariado por el pueblo en que hayan de 
ejercer las funciones de jueces de paz. 

5. ° Los ordenados in s acris. 

6. ° Los impedidos física y moralmente. 

7. ° Los mayores (le ochenta años. 

Art. 6.°' Podrán eximirse voluntaria- 
mente: 

1 Los mayores de setenta años. 

2.° Los que hayan desempeñado el car- 
go y sean reelegidos sin mediar un bienio. 

Art. 7.° Los jueces de paz y sus suplen- 
tes serán nombrados en el mes de diciem- 
bre cada dos años, y siempre que en el in- 
termedio resulte vacante, por los regentes 
de. las Audiencias; y entrarán en el ejercicio 
de sus cargos el día l.° de enero siguiente. 

Los suplentes reemplazarán á los propie- 
tarios en ausencias y enfermedades. % 

Art. 8.° Los jueces de paz no podrán 
comenzar ol desempeño de su oficio sin pré- 
vio juramento, que prestarán ante el Ayun- 
tamiento, de guardar y hacer guardar la 
Constitución y las leyes y ejercer fielmente 
su cargo. 

Art. 9.° Los jueces de paz nombrar los 
secretarios y porteros de sus Juzgados. 


Los nombrados serán amovibles á la vo- 
luntad de! juez de paz. 

Art. 10. Para ser secretario de los jue- 
ces de paz se necesita ser español, mayor 
de veinticinco años y saber leer y escribir y 
tener voto en las elecciones para cargos mu- 
nicipales. 

Para ser portero es indispensable ser es- 
pañol, mayor de veinte años y saber leer y 
escribir. 

Ambos cargos serán voluntarios, excepto 
el caso en que no hubiere quien los acepta- 
ra y el juez de paz quisiere nombrar respec- 
tivamente á los secretarios y alguaciles del 
municipio. 

Art. 11. Los secretarios y porteros de 
los Juzgados de paz percibirán los derechos 
establecidos en los aranctdes vigentes , ó los 
que se establezcan en lo sucesivo , para los 
actos en que funcionan como tales. 

Los gastos que ocasione el desempeño de 
de la Secretaría serán de cuenta del secre- 
tario. 

Art. 12. Los secretarios son responsa- 
bles de la conservación de los libros en que 
se asienten los actos de conciliación , de los 
demás registros que deba llevar el. Juzgado, 
y de las actuaciones, correspondencia y 
otros papeles que al mismo pertenezcan y 
deban archivarse. 

Art. 13. Al fin de cada bienio deberán 
hacer entrega de dichos libros en los Juzga- 
dos de primera instancia , recogiendo res- 
guardo sin el cual rio podrán eximirse de la 
responsabilidad declarada en el artículo an- 
terior. 

Art. 14 Los servicios prestados por los 
jueces de paz serán considerados como mé- 
ritos especiales para que se tengan en cuen- 
ta por el Gobierno en favor de estos funcio- 
narios. 

Art. 15, El Ministro de Gracia y Justicia 
queda encargado de dar las disposiciones 
que pueda reclamar el mas fácii y exacto 
cumplimiento del presente decreto. — Dado 
en Palacio á 22 de octubre de 1855. — Está 
rubricado de la Real mano. — El Ministro de 
Gracia y Justicia, Manuel de la Fuente An- 
drés.» ( CL . t. 66, p. 251.) 

R. O. de 12 noviembre de 1855. 

Reglas para el nombramiento de los jueces de paz. 

(Grac. y Jcst.) «a fin de que tenga el 
mas exacto cumplimiento lo prevenido en ei 
R. D. de 22 del mes último; por el que se es- 
tablecen los Juzgados de paz, la Reina se ha 
servido acordar las disposiciones siguientes: 

i , a Los regentes de las Audiencia de la 
■ Península é Islas adyacentes se dirigirán in- 
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mediatamente á las Diputaciones provinciales . 
existentes en el territorio de las mismas, á fin 
de que les faciliten lo mas pronto posible una 
lista de los vecinos de los pueblos en que ha- 
ya Ayuntamiento, adorpaclosde las calidades 
requeridas para ser Alcalde y cuantas noti- 
cias estimen que pueden' conducir al mas 
acertado nombramiento délos jueces de paz. 

2. a Los jueces de primera instancia re- 
mitirán cuanto antes á los regentes de las 
Audiencias de que dependan , una nota de 
los sugetos avecindados en los pueblos del 
partido que reúnan las circunstancias nece- 
sarias para ser jueces de paz, indicando los 
que en su concepto merezcan ser nombrados 
con preferencia. 

3. Los regentes, con vista de todos es- 
tos datos, nombrarán los jueces de paz y s«s 
suplentes: comunicarán á los interesados por 
medio de los jueces de primera instancia sus 
nombramientos; y liaran que se publiquen 
en los Boletines oficiales de las respectivas 
provincias en los p limeros quince dias del 
mes de diciembre. 

4. a Sobre las reclamaciones que se di- 
rigieren á los regentes contra los nombra- 
mientos de los jueces de paz ó de los suplen- 
tes por carecer los interesados de alguno de 
los requisitos exigidos para serlo, y sobre las 
excusas que los nombrados alegaren para 
eximirse de tales cargos, en los quince últi- 
mos dias del citado mes ae diciembre resol- 
verá la Audiencia plena lo que creyere justo 
y conveniente, y su resolución se ejecutará 
sin ulterior recurso. 

5. a Si hubieren quedado sin efecto los 
nombramientos, los liarán nuevos los regen- 
tes, sin dilación, con presencia de las refe- 
ridas listas, nota y noticias suministradas por 
las Diputaciones provinciales y jueces depri- 
.mera instancia. 

6. ‘ No obstante las reclamaciones y ex- 
cusas de que habla la disposición 4.% á fin 
de que no sufra entorpecimiento ni servicio 
público, deberán los nombrados entrar ó 
continuar en el ejercicio de sus cargos, 
mientras que no se les haga saber formal- 
men f e que aquellas han sido estimadas. 

7. a Si por no haber podido hacerse opor- 
tunamente los nombramientos, ó por hallar- 
se ausentes, enfermos ó por otro ' motivo 
justo, no pudieren los nombrados entrar á 
ejercer en l.° de enero del año próximo el 
cargo de juez de paz ó suplente, se encarga- 
rán de los Juzgados de.paz los Alcaldes has- 
ta que aquellos lo realicen, haciendo de se- 
cretario y porteros los que lo fueren de las 
Alcaldías. 

8. a Los jueces de paz ejercerán la juris- 

Tomo VIII. 


dieion que la Ley de Enjuiciaiiniento civil les 
concede, en las demarcaciones en qiie los 
Alcaldes desempeñan su autoridad y atribu- 
ciones gubernativas, conocen do las faltas de 
que trata el libro tercero del Código penal y 
practican las primeras diligencias, para re- 
mitirlas al juez competente , sobre lodos los 
delites que se cometan en ellas. 

9. a No .pudiendo los Tribunales ejercer 
otras funciones que las de juzgar y hacer 
que se ejecute lo juzgado, no es permitido á 
los jueces de paz mientras lo sean, desempe- 
ñarlas de ningún otro cargo pertenecientes 
al órden administrativo. 

10. Los jueces de paz no tienen obliga- 
ción de valerse de los escribanos numerarios 
ó notarios del pueblo y su término para que 
actúen como secretarios en los negocios de 
su competencia. 

1 1 . Los jueces de paz cuidarán de que 
los secretarios fijen en su despacho el aran- 
cel conforme al cual han de percibir sus de- 
rechos ellos y los porteros. — De Real ór- 
den etc. — Madrid 12 de noviembre de 1855. 
{CL. t. 66, p. 305.) 

R. O. de 23 noviembre de 1855. 

Deberes de los Tribunales cuando la tranquilidad pú- 
blica se vea alterada. 

(Gbac. v Just.) S. M. la Reina se ha 
enterado con profundo disgusto de que mas 
de una vez ya se han suspendido los Tribu- 
nales durante el tiempo en que la tranquili- 
dad pública se ha visto alterada en algunas 
poblaciones importantes. Y considerando Su 
Majestad que nunca es mas necesaria la pre- 
sencia de los encargados de aplicar la ley en 
defensa de la sociedad, que cuando aquella 
y los primeros intereses ae esta se ven atro- 
pellados y en peligro de perecer al impulso 
de las malas pasiones, y de lo que debe im- 
poner á los enemigos del órden social el so- 
lemne aparato de la justicia , ejerciendo ac- 
tivamente su imperio, recordando y perso- 
nificando el de las leyes, y preparándose á 
reivindicar su ejercicio con la prontitud y la 
severa impasibilidad que prescriben al ma- 
gistrado, se ha servido S. M. mandar que se 
manifieste á ese Supremo Tribunal para co- 
nocimiento de los que hayan incurrido en 
la referida falta por carecer de previsión ó 
de presencia de ánimo en las referidas cir- 
cunstancias, el desagrado con qire se ha mi- 
rado por S. M.. tan impropia conducta, y 
que se prevenga á todos los Tribunales de 
justicia que eb lo sucesivo, tan luego como 
ocurra séria alteración de Ja tranquilidad 
pública en cualquiera de los puntos en que 
residan las Audiencias territoriales, se reúnan 
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estas en pleno, á fin de dar las providencias 
oportunas para que los jueces y promotores, 
que deberán ponerse inmediatamente a sus 
órdenes, procedan sin perder momento á 
contener por los medios propios de ia auto- 
ridad judicial los desmanes que ocurrir pue- 
dan, y á instruir con celo incesante las di- 
ligencias necesarias para la averiguación de 
los delitos que se cometan, reclamando n) 
efecto la fuerza que hayan menester para su 
custodia y auxilio de las autoridades civiles 
y militares, que no pueden negársela, y que 
permanezca el Tribunal en sesión permanen- 
te hasta que se restablezca el orden público, 
dando parte á este Ministerio diariamente, 
y si es posible y preciso con mas frecuencia, 
de los excesos que se cometan en la pobla- 
ción, y de las disposiciones dictadas por el 
Tribunal y los jueces para reprimirlos y cas- 
tigarlos, reseñando el comportamiento que 
baya tenido cada cual de los funcionarios del 
órden judicial; en la inteligencia de que Su 
Majestad verá con especial satisfacción ios 
buenos servicios prestados en tan críticos 
momentos, teniéndolos inuy presentes en 
los respectivas carreras, así como y con 
grao sentimiento tendrá necesidad de cor- 
regir sin excepción las faltas en que puedan 
incurrir los que se deben á la generalidad 
de los ciudadanos como modelos de abnega- 
ción, de celo y de civismo. — De' Real ór- 
den etc. Madrid 23 de noviembre de 1855, 
(CL. t. 66, p. 389.) 

R. D. de 5 diciembre de 1855. 

Disposiciones para la formación de la estadística 
civil y criminal. 

(Grac. y Just.) Se maneó cesar en l.° 
de enero de 1856 el sistema entonces vigen- 
tes para la remisión de noticias relativas á 
estadística criminal, debiendo los jueces de 
primera instancia remitir el último día de 
cada mes al regente de ia respectiva Audien- 
cia los estados individuales correspondientes 
á cada procesado con arreglo, á las senten- 
cias en causas criminales ejecutoriadas du- 
rante el mismo mes, y en los cuatro prime- 
ros dias del mes el estado de los pleitos y 
negocios civiles fenecidos etc. [CL, t. 66, 
fág. 461.) 

R. D. de 7 diciembre de 1855. 

Térmiao para la toma de posesión; Licencias. 

„ (Grac. y' Just.) Artículo l.° El término 
ordinario que para tomar posesión de sus 
destinos se concede á ios funcionarios del ór- 
den judicial, será de cuarenta dias en la Pe- 
nínsula, de cincuenta en las islas Baleares, y 
de sesenta en las Canarias. 


Art. 2.° Las licencias que á los mismos 
funcionarios se concedan , no excederán de 
cuarenta y cinco dias, si la causa fuese aten- 
der al restablecimiento de su salud, y de 
treinta si ocuparse de asuntos particulares: 
los interesados podrán usar de ellas en el 
término de seis meses, á contar desde la con- 
cesión. 

Art. 3.° En casos de urgente necesidad, 
debidamente justificada, los regentes y íisca- 
cales podrán conceder á sus respectivos su- 
bordinados licencia por quince días, de la 
que no podrán usar fuera del territorio de 
la demarcación dei Tribuna!, dando inme- 
diatamente cuenta á Ja superioridad. 

Art. -i.° El fiscal del Tribunal Supremo 
podrá conceder á los tenientes y promotores 
fiscales veinte dias de licencia, prévia la for- 
nfacion del oportuno expediente, en el que 
se oirá al fiscai del territorio. 

Art. 5.° En el trascurso de un año no se 
podrá conceder mas de um licencia á un 
mismo funcionario: los magistrados no po- 
drán obtenerla en el año en que hayan dis- 
frutado ó deban disfrutar de las vacaciones 
del Tribunal. 

Art. 6.° • Si un funcionario del órden ju- 
dicial solicitare próroga, así del término po- 
sesorio como de la licencia de cualquier cla- 
se que estuviere disfrutando, se entenderá 
que renuncia á su destino y se declarará este 
vacante. 

Art. 7.° El funcionario que por imposi- 
bilidad física no se presentare en su destino 
antes de espirar el termino posesorio ó ia li- 
. cencía concedida, acudirá al regente de la 
. Audiencia en cuyo territorio se encuentre, 
el que , instruyendo el respectivo expedien- 
te, lo elevará al Ministerio de Gracia y Jus- 
ticia. Sí resultase completamente probada la 
causa que se alegue, se autorizará al intere- 
sado para volver á servir su destino, ó se le 
proveerá en el primero de la misma clase 
que vacare. 

Art. 8.° Se oirá al Tribunal Supremo de 
Justicia siempre que el funcionario que pre- 
tenda la dispensa del artículo anterior perte- 
nezca á un tribunal superior. 

Art. 9. a Quedan derogadas las .disposi- 
ciones vigentes que se opongan á lo estable- 
cido en este decreto. — Dado en Palacio á7 
de diciembre de 1855. [CL. í. 66 ,p. 472.) 

i?. D. de 14 diciembre de 18o5. 

Es sobre cumplí rntento de las penas im- 
puestas por los Tribunales de la jurisdicción 
ordinaria, y se baila inserta en Presidios Y 
GsTABLEt.fMIKNTOS penales. 
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¡t. D. de i 9 diciembre de 1855. 

Se dispuso que la apertura de los Tribu- 
nales de la Corte se verificase en el Supre- 
mo de Justicia el primer dia hábil de cada 
año. Se revocó por R. O. de 5 de diciembre 
de 1856. 

fl. O. degenero de 1856. 

Se suspendieron los nombramientos de 
jueces de paz , mandando que los Alcaldes 
continuasen en el despacho de todo lo que 
á dichos jueces encomienda la Ley de En- 
juiciamienta civil. ( CL . t. 67, p. 5.) 

R. O. de 18 febrero de 1856. 

Término para los apuntamientos de las cansas. 

(Grao, y Just.) «Se mandó que á imita- 
ción de lo que se practica en alguna Audien- 
cia , se establezca en el Tribunal Supremo 
de Justicia y en las Audiencias la saludable 
práctica de pasar los procesos criminales á 
los relatores para que los extracten bajo el 
tipo de un dia por cada treinta de los t'ólios 
que contengan, acreditándose el número to- 
tal de ellos por certificación prévia, que los 
escribanos de cámara estamparán en “Jos ro- 
llos de la Sala para el debido conocimiento 
de estas y asignación del término que cor- 
responda' el cual será de otro dia mas por 
las fracciones que resulten; y que solo en el 
caso de que atenciones perentorias del ser- 
vicio, ú otras circunstancias que calificJrá el 
prudente arbitrio de los tribunales, impidan 
la conclusión de los apuntamiento dentro 
del periodo indicado , pueda este ampliarse 
por el absolutamente indispensable aunque 
haciéndose constar entonces las causas que 
hubiesen motivado la dilación.» (CL. t. 67, 
p. 247.) 

R. O. de i 9 febrero de 1856. 

Dispuso que sin perjuicio de lo prevenido 
en la R. O. de 19 de marzo de 1852, después 
de la vista pasen de nuevo los procesos á los . 
megistrados ponentes para que estos pro- 
pongan á la Sala los puntos ae hecho y de 
derecho sobre que hayan de recaer los ta- 
llos, sin que por esto se entienda prorogado 
el plazo de veinte dias para dictar senten- 
cias. (CL. t. 67, p. 256.) 

R. O. de 5 marzo de 1856. 

Se pidieron informes al Tribunal Supremo 
de Justicia, la Comisión de Códigos, las Au- 
diencias y ios Colegios de abogados sobre si 
será ó no conveniente separar la adminis- 
tración de justicia criminal de la civil desde 
la primera instancia basta la casación; sobre 


la organización que deba Jarse á los tribu- 
nales á quienes se confie el ejercicio de la 
jurisdicción criminal, y si convendría al me- 
jor servicio público la administración gra- 
tuita de justicia eq lo criminal, proponiendo,, 
en caso afirmativo ? los medios con que ha- 
bría de ser retribuida la curia inferior é in- 
demnizado el Estado. (CL. t. 67, p. 328.) 

R. O. de 17 marzo de 1866. 

Sobre autorizaciOD para procesar á funcionario* 
públicos. 

(Ghac. y Just.) Se encargó á las autori- 
dades del órden judicial el exacto cumpli- 
miento de lo dispuesto en el R. D. de 27 de 
marzo de 1850, cuando tuvieren que proce- 
sar á los Gobernadores de provincia y á los 
empleados y corporaciones de su dependen- 
cia. (CL. t. 61 , p. 375.) 

Además de los artículos Autorización 

PARA PROCESAR y GOBIERNO Y ADMINIS- 
TRACION de las provincias, hay que tener 
hoy presente lo establecido en el art. 30 
de la nueva Constitución. 

R. O. de 16 abril de 1856. 

Sobre sustitución de los fiscales. 

(Grac. y Just.) Se deroga la regla 7. a de 
la R. O. de l.° de mayo de 1844 y se man- 
da que «los fiscales sean sustituidos en to- 
dos los casos por los tenientes, según el ó* 
den de numeración de sus respectivas pla- 
zas sin perjuicio de que en lo sucesivo, al 
designar estas, se respete la antigüedad en lo 
que sea compatible con el mejor servicio.» 
(CL. t. 68, p. 53.) 

R. D. de l.° octubre de 1856. 

Comisión de Códigos: supresión de la existente y crea- 
ción de otra nueva, 

(Grac. y Just.) «Señora: La reforma 
de nuestra antigua legislación, en el sentido 
que la reclaman imperiosamente los progre- 
sos de la época, es una necesidad apremian- 
te que han querido satisfacer para su gloria 
todos los Gobiernos, y que el espíritu público 
ha acogido siempre con viva impaciencia; y 
si como sucede siempre en dias de convul- 
siones políticas, la lucha entre los los inte- 
reses y principios de una civilización que 
muere y otra que se levanta, no preocupara 
todos los espíritus y absorbiera todas las in- 
teligencias, el país estaría dolado hace mu- 
tiempo de una legislación vigorosa, metódi- 
ca, uu'versal, homogénea , apropiada a las 
exigencias del presente y del porvenir y a la 
altura de los últimos adelantamientos. 
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Mucho, sin embargo, se ha hecho. La 
obra de Ja codificación principió en el reina- 
do del augusto padre de V. M. con la publi- 
cación del Código de Comercio y la Ley de 
Enjuiciamiento sobre negocios mercanti- 
les. El Código penal y la Ley de Enjuicia- 
miento civil, publicados en el reinado de 
V. M., revelan un inmenso progreso, que 
podemos legar á la posteridad, aunque no 
tuviera otro mérito que el de reunir en un 
solo libro las regias de la penalidad y del 
procedimiento, dispersas aul.es en muchos 
volúmenes, oscuras las unas, contradicto- 
rias las oirás, y Iwdas sin unidad y armonía, 
por no pertenecer á una sola civilización, nt 
simbolizar en su conjunto el desenvolvi- 
miento progresivo de una época. 

La obra de ios Códigos lia sufrido, sin 
embargo, entre nosotros graves entorpeci- 
mientos, merced á la imperfecta organiza- 
ción de las Comisiones encargadas de su re- 
dacción. Interesado el justo orgullo de los 
Gobiernos en la pronta realización de una 
empresa de proporciones tan inmensas, cual 
es la de la codificación universal de nuestro 
derecho, se nombraron Comisiones muy nu- 
merosas, sin advertir, que la dificultad en es- 
tas de reunirse, la extensión de las discusio- 
nes, la necesidad de dividirse en secciones 
diferentes para dar fin á la vez á todos los 
proyectos, iiabia de producir indispensable- 

« ente una paralización indefinida en los tra- 
eos y la inmensa dificultad de dar á la obra 
esa conexión, ese enlace y afinidad que es 
la primera é inexcusable condición de los 
Códigos modernos. 

No ha bastado, Señora, para evitar este 
funesto resultado todo el talento y decidida 
voluntad de los eminentes jurisconsultos á 
quienes la obra se encomendó, y á quienes 
a pesar de todo, el Ministro que suscribe se 
complace en pagar en este momento un tri- 
buto de admiración y de respeto por su celo 
é inteligencia en el desempeño de tan difícil 
tarea, y es urgente, Señora, poner remedio 
á tantos inconvenientes, creando una nueva 
Comisión de pocos jurisconsultos entendidos 
y experimentados, que sea completamente 
ajena á las banderías políticas, que se dis- 
putan el poder, y que se someta sin irnpa- 
ciuneia en el órden de sus tareas á un atan 
preconcebido y ordenado para que, sin pre- 
cipitación, pero con una noble perseveran- 
cia, pueda ir resolviendo, lógica y progresi- 
vamente los grandes problemas del dere- 
cho, de manera que resulte en el conjunto y 
en los detalles de la obra, unidad de pensa- 
miento y de sistenmj. 

El señalamiento anticipado de este méto- 


do, que parecerá á primera vista de escasa 
importancia, será sin embargo dé una in- 
mensa trascendencia. Sin determinar pri- 
meramente Ja organización de los Tribuna- 
les, su respectiva jurisdicción y Ja forma en 
que han de conocer de los negocios de su 
competencia, no es posible adelantar un solo 
paso en la redacción de una Ley de En juicia- 
miento crimina), y la razón es tan sencilla 
como evidente. Según que en la ley consti- 
va de le. -5 Tribunales triunfe esle ó el otro 
principio filosófico de ios que se disputan la 
preferencia eu fa región de las teorías, así 
lia de ser también diferente -el órden de pro- 
1 ceder en los juicios, y así podrá haber entre 
una y otros un perfecto y deseado acuerdo. 

La ciencia todavía no lia dicho su última 
palabra sobre las cuestiones de procedimien- 
tos. Si la jurisdicción civil y criminal ha de 
encomendarse á'unos mismos Tribunales; si 
ha de haber una ó dos instancias en materia 
penal; si han de ser Juzgados unipersonales 
ó Tribunales colegiados los que entiendan 
en la ordenación y tallo de los los procesos; 
y si las actuaciones sumarías han de fiarse á 
jueces, puramente instructores, ó conviene 
mas otro método, son otros tantos proble- 
mas jurídicos de dudosa resolución; porque 
no basta consultar en esta materia los con- 
sejos de la filosofía, si no se tienen muy en 
cuenta á la vez las costumbres y tradiccio- 
nes ¿le nuestro pueblo, las circunstancias del 
país y los recursos del crédito. 

Hallada, la soiucion conveniente á todas 
estas dificultades en Ja ley de organización 
judicial, la redacción del procedimiento cri- 
minal, antes imposible, es fácil y hacedera, 
así como la reforma del Código penal vigen- 
te, que reclaman con preferencia las necesi- 
dades de la época. 

La Comisión podrá ocaparse en último 
término de la redacción del Código civil, que 
ha de ser e) complemento de su obra, pero 
que por lo mismo que es inmensa su impor- 
tancia, merece meditarse con detención pa- 
ra no llevar á las instituciones fundamenta- 
les de la propiedad y do la familia innovacio- 
nes violentas y perturbadoras. 

Fundado en tan elevadas consideraciones, 
el Ministro que suscribe, de acuerdo con el 
Consejo de Ministros, tiene la honra de pro- 
poner á la aprobación de Y. M. el adjunto 
proyecto de decreto. 

REAL DECRETO. 

«Atendiendo alas razones que me ha ex- 
puesto mi Ministro de Gracia y Justicia, y de 
acuerdo con el Consejo de Ministros, vengo 
en decretar lo siguiente: ■ 
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Artículo l.° Se suprime la Comisión de 
Códigos, creada por mi Real disposición de 
H de setiembre de 1854, ampliada por otras 
posteriores, quedando altamente satisfecha 
del celo é inteligencia con- que sus indivi- 
duas han correspondido á mi confianza, re- 
servándome decretarlas recompensas á que 
se hayan hecho acredores, y utilizar oportu- 
namente sus servicios. 

Art. 2,° Se crea una nueva Comisión de 
codificación, compuesta de- siete individuos 
y un secretario sin voto, que será retribuido 
por el Ministerio de Qracia'y Justicia con la 
asignación correspondiente. 

Árt. 3.° La Comisión, á la cual se pasa- 
rán les trabajos existentes, se ocupará con 
preferencia , y por un Arden sucesivo , de 
los proyectos de ley sobre .Organización judi- 
cial, procedimiento criminal, reforma del 
Código penal vigente, y últimamente del Có- 
digo civil. 

Art. -4.° El Ministro de Gracia y Justicia 
queda encargado déla ejecución deí presen-, 
te decreto. 

Dado en Palacio á i.° de octubre de 
1856. — Está rubricado de la Real mano, — El. 
Ministro de Gracia y Justicia, Cirilo Alvarez. 
(CL, t. 70, p, 4.) ' 

R. D. de 28 noviembre de 1856. 

Sobre nombramiento de jaeces de paz. Jurisdicción- 
Incompatibilidades. Suplentes. 

Grac. y Just. En consideración á las ra- 
zones expuestas por el Ministro de Gracia y 
Justicia, de acuerdo con el parecer del Cod- 
sejo de Ministros, y para llevar á efecto lo 
que se dispone en el R. D. de 22 de octubre 1 
de 1855, vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo l.° Los regentes de las Audien- 1 
cías de la Península é islas adyacentes se 
dirigirán inmediatamente á los Gobernadores 
de las provincias de su territorio, á fin de 
que les faciliten lo mas pronto posible una i 
lista de los abogados domiciliados en los 
pueblos en que haya Ayuntamiento, y no 
estén comprendidos en las prohibiciones mar- 
cadas en el art. 5." del R. D. de 22 de octu- 
bre de 1835, y otra de las personas que, sin 
ser abogados, ¿ su juicio merezcan con pre- 
ferencia obtener el cargo de juez de paz en 
las respectivas poblaciones. 

Art. 2.° Los regentes con presencia de 
estas listas, y oyendo préviamontc, acerca de 
las circunstancias de los sugetos comprendi- 
dos en ellas, á los jueces de primera instan- 
cia de los respectivos distritos, nombrarán 
jueces de paz y suplentes a los que consideren 
dignos, prefiriendo, siempre que el buen 
servicio- lo consienta, á los que sean aboga- 


dil 

dos, y comunicarán sus nombramientos á los 
interesados por medio de los referidos jueces 
de primera instancia para que principien á 
ejercer sus cargos el i.° de enero próximo, 
dando cuenta al Ministerio do Gracia y Jus- 
ticia para la aprobación correspondiente. 
Acompañarán á estas relaciones copias de 
las listas formadas por los Gobernadores, con 
las observaciones que sugieran los informes 
de los jueces de primera instancia. 

Art. 3.° ■ Los regentes, oyendo á las Salas 
de gobierno, resolverán sin dilación lo que 
crean justo, sin ulterior recurso sobre las 
excusas que los nombrados alegaren para 
eximirse ael cargo. 

Art. 4,° Si las excusas fuesen admitidas, 
Ios-regentes harán inmediatamente otros nom- 
bramientos con presencia de las referidas 
listas. 

Art. 5.° No obstante las excusas de que 
habla la disposición tercera, á fin de que no 
sufra entorpecimiento el servicio público, 
deberán los nombrados entrar en el ejercicio 
.de sus cargos mientras que no se les. haga 
saber formalmente que aquellas han sido 
estimadas. 

Art. 6.° Los jueces de paz ejercerán la 
jurisdicción que la Ley del Enjuiciamiento civil 
les concede en las demarcaciones en que los 
Alcaldes desempeñan su autoridad y atribu- 
ciones gubernativas. 

Art. 7.° No debiendo los Tribunales ejer- 
cer otras atribuciones que las de juzgar y 
hacer que se ejecute lo juzgado, no será per- 
mitido á los jueces de paz, mientras lo sean, 
desempeñar ningún otro cargo perteneciente 
al orden administrativo. 

Art. 8.° Los jueces de paz cuidarán de 
que se fije en su despacho el arancel, con- 
forme al cual han de percibir sus derechos 
los secretarios y los porteros. ■ 

Art,. 9.° Los jueces de paz suplirán á los 
jueces de primera instancia en casos de 
ausencia, enfermedad ó vacante; y cuando 
esto tenga lugar, despacharán el Juzgado de 
paz los suplentes de los mismos. 

Art. 10. En los pueblos en que haya mas 
de un Juzgado de primera instancia, suplirá 
á cada uno de ellos el juez de paz del distrito 
correspondiente al que es suplido. 

Art. 11. En los casos de incompatibilidad 
en los jueces de paz para conocer como su- 
plentes de los de primera instancia de los 
asuntos en que hayan intervenido desem- 
peñando su primer cargo, conocerán de 
'dichos asuntos los suplentes de ios jueces 

^ Art 12. Estos y sus suplentes contraerán 
en el fiel y exacto desempeño de sus cargos 
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im mérito especial que se tendrá presente 
en sus respectivas carreras, siendo de anouo 
para jubilaciones a los jueces de paz la mitad 
del tiempo que ejerzan aquellos. 

Art. 13. Quedan derogadas las disposi- 
ciones del R. D. de 22 de octubre de 1855 
que no estén conformes con las contenidas 
en el presente. — Dado eri Palacio á 28 de 
noviembre de 1856. ( CL . t. 70, p 291). 

R. D. de 28 noviembre de 1856. 

Estableciendo varias reglas para el nombramiento de 
magistrados, jueces y fiscales... 

(Grac. y Just.) Señora: Cuando V. M. 
se dignó confiarme, sin merecimiento algu- 
no mío la Dirección del importante ramo de 
Gracia y Justicia, me arredró lo considera- 
ción dedo que la opimon pública exigía, y 
con indispensable justicia, del que en aque- 
llas circunstancias se encargase de este de- 
partamento. La revolución de 1854 impelió 
de tal manera al poder nacido de ella, que 
perturbando, probablemente contra la vo- 
luntad misma de sus depositarios, toda la 
administración del Estado, no pudo respetar 
siquiera el santuario de la justicia, y lanzó 
casi en masa á los magistrados y jueces de 
los puestos que ocupaban, para sustituirlos 
con otros en quienes se creyó que podía la 
situación creada encontrar adhesión y apoyo, 
seguridad y confianza. Alarmada la concien- 
cia pública con este proceder, los que fue- 
ron víctimas de él no pudieron ni aun exha- 
lar sus quejas; y alimentados y comprimidos 
en el silencio estos sentimientos, apenas se 
realizó el cambio de política que el actual 
Gabinete estaba llamado á inaugurar, mani- 
festáronse aquellos de un modo inequívoco 
en la pública y casi general opinión. Por lo 
que esta valé siempre, y porque la justicia 
estaba de su lado, el Mioistro que suscribe 
no podia, no debía resistirla, y aconsejó á 
Y. M. la reparación debida á los magistra- 
dos y jueces depuestos de sus plazas desde 
aquella fecha por consideraciones puramen- 
te políticas y sin consultar sus cualidades. 

Dos caminos pudieron seguirse para lle- 
gar á este fin, el de esperar el movimiento 
natural y lento del personal de los Tribuna- 
les y Juzgados, ó el de acordar la repara- 
ción como principio, consultando prévia- 
mente los expedientes, pero sin dilación dí 
aplazamiento. Lo primero ofrecía dificulta- 
des graves, gravísimas , que bien se alcan- 
zan á la sabidnría de Y. M. ; lo segundo, 
además de estar de acuerdo con la justicia, 
facilitando al Gobierno los medios ae dotar 
á los Tribunales y Juzgados de un personal 
escogido, porque, verificada la reparación 


instantánea podia entrarse desde luego en 
buen sendero para la elección de, lo mejor 
entre lo bueno, alejando la política de allí 
donde solo debe rendirse culto á la justicia. 
Un solo escollo podia presentar este sistemaj 
el de que á la sombra de la reparación judi- 
cial tuviesen cabida las afecciones ó el favo- 
ritismo; pero el Ministro estaba segure de 
sí propio, y mas que de sí propio, de la 
justicia de V. M. y de su cpnstante anhelo 
de hacer el bien, posponiendo á este prin- 
cipio hasta sus mas decididos y naturales 
deseos. Permita Y, M, al Ministro que sus- 
cribe que en la ocasión presente le rinda 
gracias con la mayor efusión por haberle de- 
jado realizar su sistema con entera y omnímo- 
da libertad y desembarazo. Así únicamente, 
Señora, podría hoy dar cuenta á V, M. de 
las resoluciones adoptadas hasta el día, sin 
temor á la censura pública. Un presidente de 
Sala del Tribunal Supremo de Justicia, que 
siihre plaza de ministro en comisión, un re- 
gente de la Audiencia, un magistrado de la 
de Madrid, un presidente de Sala, dos ma- 
gistrados y tres fiscales de Audiencia de 
provincia quedan por reponer , y de espe- 
rar es que lo sean muy en breve, de cuan- 
tos fueron lanzados en 1854 de sus puestos. 

Semejante resultado ha podido solo con- 
seguirse observando extríctamenle la regla 
que el que suscribe se propuso, y V. M. con 
firmeza ba sostenido, de no conceder as- 
censo alguno en la magistratura hasta tanto 
que la reparación se hubiese hecho por com- 
pleto, en lo que V. M. ha dado una nueva 
prueba de su abnegación y amor á la justicia. 

Cumplido ya este propósito, y adelantada 
también la reparación respecto de los jueces 
y promotores fiscales, es necesario, Señora, 
atender al movimiento natural de esta carre- 
ra, á los títulos legítimos para su ingreso en 
ella y á los ascensos de los que pertenecen á 
la misma. Hasta tanto que se de la ley orgá- 
nica de los Tribunales, no es posible adoptar 
reglas fijas y estables en este punto; pero 
vuestro Ministro del ramo cree que jamás se 
elevará el órden judicial á la altura que me- 
rece, y Y. M. está resuelta á darle, si no se 
fijan principios á qué atenerse, y solo el jui- 
cio del Ministro es el criterio de las propues- 
tas que eleve á Y, M. Cierto es que el méri- 
to y los especiales servicios deben ser re- 
compensados, y que su apreciador natural es 
el Gobierno: pero es menester evitar el abu- 
so: cierto tambíeD que la antigüedad es un 
título respetable, sino para todos los cargos, 
para aquellos que no tienen atribución gu- 
bernativa, ó el encargo de promover la ac- 
ción legal; pero no es menos cierto qüe el 
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que obtuvo ya ud nombramiento, sirvió una 
pinza por largo ó escaso tiempo y llenó cum- 
plírlamenle sus funciones, aunque nuestras 
vicisitudes lo alejasen antes ó ahora de! pues- . 
to que ocupó, debe volver A él siempre que 
haya ocasión oportuna, A no' mediar' consi- 
deraciones muy atendibles que lo impidan. 
Por ello, Señora, el Ministro que suscribe 
tiene la honra de someter á la aprobación dé 
Y. M. el adjunto 

REAL DECRETO. 

Teniendo en consideración las razones que 
me lia expuesto el Ministro de Granja y Jus- 
ticia, vengo en decrelar lo siguiente: 

«Artículo único. Hasta tanto que se pro- 
mulgue la ley orga'nica de Tribunales y se 
fijen en la misma las cualidades y circuns- 
tancias que deben reunir los que hayan de 
ingresar ó ser promovidos en la carrera ju- 
dicial, además de las reglas anteriormente 
establecidas, se observarán las que á conti- 
nuación se expresan: 

1. a Las vacantes que ocurran en las pla- 
zas de ministros de las Reales Audiencias, se 
proveerán por turno: 

Primero. En cesantes de la misma clase 
respecto de los cuales no hubiese inconve- 
niente atendible. 

Segundo. En los de mayor mérito de la 
clase inferior inmediata concediéndose el as- 
censo. 

Y tercero. En los de mavcr antigüedad ! 
de esta última clase. 

2. * Los que con arreglo á las disposicio- 
nes vigentes desempeñan ó lian desempeña- 
do cargos á los cuales está declarada una ca- 
tegoría correspondiente á otra clase, cuando 
conviniere al servicio público que pasen de 
una á otra, no estará sujetos á turno, ni lo 
consumirán. 

3. a La presidencia del Tribunal Supremo 
de Justicia, las de Sala del mismo y de las 
Reales Audiencias, y las regencias y fiscalías 
de estas, son cargos para los cuales el Minis- : 
tro de Gracia y Justicia rae propondrá libre- ] 
mente entre los que reúnan los requisitos 
necesarios para nombrar yo al que juzgare 
mas á propósito. Lo propio sucederá por aho- 
ra respecto de las plazas del Tribunal Supre- 
mo de Justicia, teniendo en cuenta las atri- 
buciones que la ley del procedimiento civil 
confiere á tales cargos. 

4. * La provisión de los Juzgados de pri- 
mera instancia se ajustará á lo dispuesto en 
la regla 1. a , pero no habiéndose completado 
todavía lo reposición de los jueces separados, 
acordada por punto general, principiará á re- 


gir esta disposición luego que por el Ministro 
de Gracia y Justicia se determiúare, 

5. a Los cargos ee tenientes y promotores 
fiscales se proveerán según el principio esta- 
blecido en la regla 3. a — Dado en Palacio á 
28 de noviembre de 1 856. —Está rubricado 
de la Real mano. — El Ministro de Gracia y 
Justicia, Manuel de Seijas Lozano. (CL. t. 70, 
pág. 297.) 

R . D. de 28 noviembre de 1856. ■ 
Restablece el de 5 de enero de 1844. ■ 

(Grac. y Jüst.) Artículo único. Se’res- 
lablece en su fuerza y vigor el R. D. de ,5 
de enero de 1844, adicional al reglamento 
del Tribunal Supremo de Justicia y á las Or- 
denanzas de las Reales Audiencias.— Dado en 
Palacio á 28 de noviembre de 1856. [CL. to- 
mo 10, p. 294.) 

R. O. de 29 noviembre de 18B6. 

Nombramiento de suplentes.de magistrados. 

(Grac. y Jüst.) «La Reina se ha enterado 
de las comunicaciones elevadas á este Minis- 
terio por algunas Audiencias del Reino, con- 
sultando si al formar las propuestas para su- 
plentes de magistrados han de atenerse á lo 
dispuesto en el R. D. de 5 enero de 1844, ó 
á lo que ordena el de 26 de mayo de 1854. 
En su virtud y para que do sufra entorpeci- 
miento alguna la administración de justicia, 
ínterin se adopta una medida general que es- 
tablezca lo conveniente sobre este importan- 
te punto del servicia, S. M. ha tenido á bien 
acordar las disposiciones siguientes. 

1. a «Las Salas de gobierno del Tribunal 
Supremo de Justicia y de las Audiencias del 
Reino, nombrarán desde luego cesantes ó 
jubilados de la clase de magistrados y jueces, 
y letrados de marcada reputación y probidad 
que suplan á los magistrados en los casos de 
ausencia, enfermedad ó vacante dando cuen- 
ta á este Ministerio para su aprobación. 

2. a El número de suplentes será igual al 
de la tercera parte de los magistrados pro- 
pietarios. 

3. a Los suplentes podrán ejercer el cargo 
tan pronto como sean nombrados sin perjui- 
cio de la Rea! aprobación de que trata la dis- 
posición t. a » (CL. t. 70, p. 306). 

R. D. de 5 diciembre de 4856. 

i 

Sobre apertura de los tribunales. 

í (Grao, y Jüst.) Artículo i° La apertu- 
ra del Tribunal Supremo de Justicia y de las 
¡ Audiencias del Reino, se verificará al pri- 
mer día útil de cada año con arreglo á Je dis- 
i puesto en el reglamento del expresado tri- 
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bunal, en las Ordenanzas de las Audiencias, 
y en las Reales órdenes de 17 de setiembre 
de 1845 y 17 de diciembre de 1848. 

Art. 2'° Queda derogado el R. D. de 1.9 
de diciembre de i 855.— Dado en Palacio etc. 
(CL. t. 70, p. 384.) 

R. O. de 26 diciembre de 1856. 

Sobre elección de jueces de paz, 

(Crac, y Just.) «Han recurrido á este 
Ministerio varios regentes de Audiencias ma-, 
nífestando, que al remitirse algunos Gober- 
nadores de provincia las listas de que trata 
el art. l.° del U. D. de 28 de noviembre úl- 
timo, sobre nombramientos de jueces de paz, 
solo comprenden en ellas el número de per- 
sonas absolutamente necesario para llenar el- 
de los jueces que han de ser nombrados; de 
lo que resulta que debiendo ser de los regen- 
tes, y del Gobierno en su caso, la responsa- 
bilidad de la elección, se ven privados indi- 
rectamente de los medios de realizarlo en la 
forma que crean mas conveniente á la recta 
administración de justicia, único fin á que se 
encamina la Ley de Enjuiciamiento civil. 

Enterada la Reina, se ha servido mandar 
que para no coartaren manera alguna las 
atribuciones de los regentes en la libre elec- 
ción de los sugetos que consideren idóneos " 
para ejercer el cargo de jueces de paz y su- 
plentes, comprendan las listas que deben re- i 
mitirles los Gobernadores de provincia, en. ■ 
virtud de lo prevenido en los arts. 1.° y 2.° 
del citado R. D., un número ámplio y sufi- 
ciente de personas que en ningún caso po- 
drá bajar ie tros, áser posible, por cada uno 
de los jueces y suplentes que hayan de ser 
nombrados. , . 

Y es asimismo la voluntad de S. M. que, 
sin perjuicio de' las referidas listas que for- 
men los Gobernadores, sefdirijan los regentes 
á los jueces de primera instancia, si lo creen 
conveniente, pidiéndoles la nota de los que á . 
su juicio merezcan en su distrito obtener los 1 
referidos cargos todo con el objeto de que la 
esfera dentro de la cual se haga la elección, 
sea la mas iata posible para que ptfeda así 
responder a jos altos fines de la ley y á lo 
ue exige el ínteres público. —De Real ór- 
eu etc, Madrid 26 de diciembre de 1856. 
(CL, t. 70, p. 515.) 

,£ : ¡R. D. de 2 enero de 1857. 

Se incorpora el tribunal correccional de Madrid ála 
Audiencia. 

(Gra<?. y Just.) «Artículo l.° El Tribu- 
nal correcional de Madrid, creado por mi 
R. D. de' 23 de junio de 1854, se incorporará 
la Audiencia territorial de esta Corte, y cons- 


tituirá su cuarta Sala, que se denominará 
correccional. 

Art. 2.° Esta nueva Sala conocerá única 
y exclusivamente de las causas instruidas por 
delitos á que la ley imponga pena correc- 
cional en todo el territorio de la misma Au- 
diencia. . 

Las causas incoadas por delitos de esta es- 
pecie que se cometan en la Corte, se sustan- 
ciarán y decidirán con arreglo á lo preveni- 
do en él Real decreto y reglamento de 23 de 
junio de 1854. 

Las referentes á delitos de i^ual naturale- 
za que se cometan en los demás pueblos del 
territorio, se sustanciarán y decidirán con 
arreglo á lo que se determina por punto ge- 
mera! en las leyes y demás disposiciones vi- 
gentes. 

Art. 3.° Aunque la Sala correccional no 
podrá conocer de otros negocios que los ex- 
presados en el artículo precedente, sus mi- 
nistros, en caso de falta ó necesidad en las 
otras Salas, podrán auxiliarlas, así en los 
negocios civiles como en los criminales, y 
concurrir á la extraordinaria si se formase, 
siempre que lo determine el regente, y este 
lo hará, cuando la presencia de aquellos no 
sea necesaria en su Sala titular. 

4.° Todas las causas incoadas por delitos 
á que la ley impone pena correccional que 
se hallen pendientes en la Audiencia, cual- 
quiera que sea su estado, pasarán ála nueva 
Sala, para que las sustancie ó determine con 
arreglo á derecho. 

Art. 5.° En lo sucesivo los jueces de 
primera instancia del territorio de la Audien- 
cia de Madrid, á excepción délos de la capital 
remitirán en apelación ó en consulta, según 
los casos, todas las causas instruidas por de- 
litos de pena correccional á la Sala de esta 
denominación. 

En todo caso, se entenderá admitida la 
apelación ó hecha la remisión en consulta á 
la misma Sala. 

Art. 6.° La Sala correccional conservará 
la organización que actualmente tien.e el Tri- 
bunal del mismo nombre, y los magistrados 
de su dotación; quienes se tendrán y repu- 
tarán como magistrados de la- Audiencia 
en sus respectivas clases, categorías y an- 
tigüedad, sin necesidad de otros nombra- 
. mientes por decretos especiales, puesto que 
en el de la creación del mismo Tribunal se 
les dió sueldo y categoría correspondientes 
á los de la Audiencia de Madrid. 

Art. 7.” El teniente fiscal mas moderno 
de los que ahora existen en la Audiencia 
desempeñará su cargo en la Sala correccional 
como de la dotación de esta. 
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Arí. 8.° El secretario y vice-secretario 
del Tribuna] correccional, como letrados que 
son y deben serlo según el decreto de crea- 
ción, ejercerán el cargo de relatores en la 
cuarta Sala, y percibirán cuando proceda, 
los derechos de arancel de las causas remi- 
tidas en apelación á consulta por Jos Juzgados 
de fuera de Madrid. 

_ El canciller y tasador de costas de la Au- 
diencia lo será también de la nueva Sala 
correccional. 

Art. 9.° Quedan derogadas las disposi- 
ciones que se opongan á este decreto. 

Art. 10. Mi Gobierno dará cuenta á las 
Córtes de esta disposición en tiempo opor- 
tuno,— Dado en Palacio á 2 de enero de 1857. 
(CL. t, 71, p. 6.) 

R . O. de 17 enero de 1857. 

Que se funden los fallos sobre competencias. 

(Grao, y Just.) « S. M. la Reina ha 

tenido á bien mandar, que en lo sucesivo 
toda resolución ó fallo que dicte el Tribunal 
Supremo de Justicia sobre competencias en 
materia civil ó criminal, cualquiera que sea 
la fecha en que hubiese sido instaurado el 
negocio sobre que aquella cuestión verse, se 
funde por la Sala que lo dicte, se publique 
en la Gaceta de Madrid y se inserte en la 
Colección legislativa.» (CL. t. 71, p. 83.) 

R. O. de 9 febrero de 1857. 

Sobro incompatibilidad, 

(Grac. y Just.) Por esta Real órden se 
mandó', que los que siendo entonces Alcaldes 
y teniente de Alcaldes y fuesen nombrados 
jueces de paz ó suplentes, continuarán ejer- 
ciendo arabos cargos hasta la inmediata cons- 
titución de los Ayuntamientos «habiendo asi- 
mismo resuelto S. M. que sean compatibles 
y puedan desempeñarse á la vez los cargos 
de supleutes de jueces de paz y de regidores 
síndicos.» (CL. t. 71, jo. 147.) 

R. O. de 19 febrero de 1857. 

Sobre sustitución de los jueces de primera instancia y 
atribuciones de los do paz. 

(Grac. y Just.) «He dado cuenta á la 
Reina de la comunicación elevada por V. S. 
á este Ministerio en 16 del presente, relativa 
á la consulta formulada por varios promoto- 
res fiscales sobre si á falta del juez primero 
lia de sustituir al de primera instancia el sú- 
dente de aquel ó el juez de paz segundo ; si 
a sustitución ha de entenderse lo mismo en 
o civil que en lo criminal; y si los jueces de 
paz han de conocer solamente en los juicios 
de conciliación en materia civil, ó en estos y 


en los necesarios en asuntos criminales. En- 
terada S. M. ha tenido á bien aprobar la so- 
lución dada á estas eludas por la Sala de Go- 
bierno de esa Audiencia, que está de acuer- 
i do con el espíritu y letra de las disposiciones 
vigentes en la materia. — De Real órdeD lo 
digo á V. S. para conocimiento de la referida 
Sala y efectos consiguientes.— Dios guarde á 
V. S. muchos años. Madrid 19 de febrero 
de 1857.— Seijas.— Señor Regente de la Au- 
diencia de Valladolid. 

Solución que se cita en la anterior Real órden. 

Providencia. Habiéndose dado cuenta en 
Audiencia plena de una comunicación del 
fiscal de S. M., relativa á las consultas que 
le han dirigido varios promotores fiscales 
sobre atribuciones de los jueces de paz, acor- 
dó , oido in voce , á dicho señor fiscal , lo 
siguiente: que los jueces de paz de los pue- 
blos] cabezas de partidos por su órden nu- 
mérico , son los que deben suplir á los de 
primera instancia en las vacantes, ausencias 
y enfermedades, sin que entren á sustituir- 
los los suplentes mientras que haya jueces de 
paz propietarios: que esta sustitución ha de 
ser absoluta, lo mismo para conocer en lo 
criminal que en lo civil; yúitimameute que 
dichos jueces de paz deben entender en los 
juicios de conciliación, ya se refieran á que- 
¡ relias criminales , ya á cualquiera otra clase 
de negocios: poniéndose esta determinación 
en conocimiento del Gobierno de S. M. para 
la resolución que estime conveniente. Así io 
acordáronlos señores etc.... 

. R. D. de 6 marzo de 1857. 

Establece la manera do llevar los regis- 
tros de sentencias de que habla el art. 58 
de la Leyde Enj. civil. —Y. Procedimientos 
CIVILES. 

R. O. de 13 mamo de 1857. 

Se manda que cuando los Gobernadores 
elijan Alcaldes ó tenientes á los jueces de 
. paz , puedan los elegidos optar por uno ú 
] otro cargo. (CL. t. 71, p. 328). 

R. O. de 16 marzo de 1857. 

Se baila inserta en Depósitos (Caja de) con 
con todas las disposiciones dictadas sobre el 
asunto. 

R. O. de 19 marzo de 1857. 

Concediendo á los jueces de paz el uso de 
sellos oficiales para su correspondencia de 
oficio con sujeción al R. D. de 16 de marzo 
de 1854. — V. Correos. 
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R O. de 1 6 abril de 1857. 

Sobre jurisdicción do los jueces de paz: Suplenles: 

Susliiu&ion de los jueces ds primera instancia: Au- 
diencias, etc. 

(Grac. y Just.) «Sin embargo ríe las reso 
Iliciones dictadas para plantearla institución 
de los jueces de paz, y de las instrucciones que 
se lian circulado por ios regentes de las Au- 
diencias, con e! acierto que era de esperar 
de su celo é inteligencia, ¡a aplicación de al- 
gunas de sus disposiciones lia producido du- 
das y dado ocasión á consultas que los cita- 
dos regentes lian elevado á este Ministerio 
para que se decida lo conveniente. Entera- 
da S. M. deseando que en tan importante 
materia sé fije y uniforme la jurisprudencia, 
ha tenido á bien resolver lo siguiente: 

1. ° La jurisdicción que compete á los 
jueces de paz es únicamente la que les con- 
fiere la Ley de Enjuiciamiento civil, en cuya 
consecuencia se abstendrán de conocer en 
asuntos de materia criminal, por ahora, y 
mientras otra cosano se disponga. 

2. ° En virtud de lo prevenirlo en los ar- 
tículos 9.” y 10 del R. D. de 28 de noviem- 
bre de 1856, serán suplentes de los jueces 
de primera instancia los de paz que. sean 
abogados, prefiriendo entre estos en cada 
caso el mas antiguo en el ejercicio de la abo- 
gacía. 

Donde no sean abogados, será suplente el 
juez de paz primero: según el órden de los 
nombramientos, y no constando esta cir- 
cunstancia, el mayor en edad. 

Los suplentes de jueces de paz no podrán 
serlo de los de primera instancia. 

3. ° Lo dispuesto en los citados artícu- 
los 9.° y 10 del referido Real decreto no 
obsta para que las Salas de gobierno de las 
Audiencias puedan nombrar jueces en comi- 
sión, que sirvan interinamente los Juzgados 
de primera instancia vacantes, ó cuyos pro- 
pietarios estén ausentes ó impedidos física- 
mente en los casos en que el servicio públi- 
co ó los altos intereses de la administración 
de justicia lo reclamen; dando inmediata- 
mente cuenta al Gobierno para su aproba- 
ción. 

4. ° Los jueces en comisión, de que trata 
la disposición precedente, y los suplentes de 
primera instancia, percibirán la mitad del 
sueldo que se asigne en el presupuesto al Juz- 
gado que desempeñen. 

5. ° No pudiendo ausentarse los jueces de 
paz del pueblo de su residencia sin obtener 
préviamente la oportuna licencia, les será 

concedida por los jueces de primera instan- 


cia cuando el plazo no exceda de quince 
días, y por los regentes de las Audiencias si 
excediese de aquel término. 

6. ° Con arreglo á lo dispuesto en el pár- 
rafo 2.°, art. 3.° del R. I). de 22 de octubre 

■ ríe 1*65, los jueces de paz podrán usar la 
misma clase de bastón con borlas que sirve 
de distintivo á los Alcaldes. 

7. ° Las órdenes de interés general que 
hayan de comunicarse á los jueces de paz 
por los regentes de las Audiencias se inser- 
tarán en los Boletines oficiales de las pro- 
vincias para que llegue á su conocimiento.» 
—De R. O. etc. Madrid 16 de abril de 1857. 
(CL. t. 72, p. 125.) 

R. 0 ■ de 31 mayo de 1857. 

Exención de los aforados del cargo de juez de paz. 

■ (Grac. y Just. ) «He dado cuenta á la Rei- 
na de una consulta dirigida á este Ministerio 
1 por el ueGuerra, proponiéndola conveniencia 
de que se declaren exentos dei ejercicio del 
cargo de jueces de paz á ios aforados de guer- 
ra. Enterada S. M., y teniendo presente que 
que por regla general no puede privarse á 
nadie del fuei'o que disfruta con arreglo á 
las leyes, se lia dignado declarar exentas del 
referido cargo de jueces de paz y del de su- 
plentes á los retirados y demás aforados de 
guerra; á cuya exención, que desde ahora 
quedará comprendida entre las consignadas 
en el art. 6.° del R. D. de 22 de octubre de 
1855, podrán, no obstante, renunciar los in- 
teresados voluntariamente.— Madrid 31 de 
mayo de 1857.» (CL. t. 72, p. 41.'?.) 

R. O. de 25 junio de 1857, 

Cocales para los Juzgados de paz. 

(Gob.) «Habiéndose manifestado d este 
Ministerio por el de Gracia y Justicia la nece- 
sidad de remover los obstáculos q^e se pre- 
¡ senten y puedan embarazar el ejercicio expe- 
dito de sus funciones á los jueces de paz, y la 
conveniencia de que se les facilite local de- 
coroso en los edificios consistoriales donde 
puedan establecer sus Juzgados; la Reina ha 
tenido á bien mandar que recomiende V. S. 
eficazmente á los Alcaldes de todos los 
pueblos de esa provincia en que no existen 
Juzgados de primera instancia , procuren 
proporcionar en los Ayuntamientos, los in- 
d.cados locales, concillando las atenciones 
, de la municipalidad y de los jueces de paz en 
obsequio del servicio y de la armonía que 
debe reinar en bien del Estado entre los que 
ejercen cargos públicos.» [Bal. of. de Tole- 
do de 4 de julio.) 
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R. D. de 30 octubre de 1857. i 

Supresión de una plaza de fiscal eo Madrid. 

(Grac. y Just.) «Atendiendo á las razo- ¡ 
nes expuestas por el Ministro de Gracia y 
Justicia, vengo en suprimir uDa de las dos 
plazas de fiscal, que existen en la Audiencia 
de esta Corte desde que se incorporó á ella 
el Tribunal correccional de la misma por el 
R. D. de 2 de enero del presente año, de- 
biendo despachar el fiscal único, que habrá 
en lo sucesivo con los tenientes y fiscales to- 
dos ios asuntos civiles y criminales en que 
entienden las cuatro Saias de la referida Au- 
diencia. — Dado en Palacio etc.» ( CL . t. 74, 
pág. 98.) 

* • fí. O. de 13 noviembre de 1857. 

Se dispuso que «la decisión de las compe- 
tencias entre la cuarta Sala correccional y las 
demás de la Audiencia de esta Corte corres- 
ponderá al Tribunal Supremo de Justicia, el' 
cual procederá con arreglo á lo dispuesto en 
las Rs. Ords. de 17 de enero y 22 de abril 
del corriente año.» (CL. t. 74, p. 150.) 

R. O. de 25 noviembre de 1857. 

Atribuciones délos regentes interinos. 

(Grac. y Jdst.) «Enterada la Reina de la 
consulta que por conducto de Y. S. eleva 
ese Tribunal con motivo del nombramiento 
que. como regente interino, ha hecho en fa- 
vor del sargento licenciado del ejercito don 
Agustín Santano para una plaza de alguacil 
de esa Audiencia, se ha servido»declarar que 
los regentes interinos, cualquiera que sea la 
causa en virtud de la cual ejerzan dicho car- 
go, tienen las mismas atribuciones que con- 
cede á ios propietarios el art. 24 de la Real i 
órden de 30 de octubre de 1852 para el 
nombramiento de subalternos en su respec- 
tivo Tribunal , y acordar al mismo tiempo Ja 
validez del verificado por Y. S. en favor de 
D. Agustín Santano.» (CL. t. 74, p. 167.) 

R. O. de 21 diciembre de 1857. 

Es sobre defensa por pobre á los estableci- 
mientos de beneficencia. — Y. Beneficencia, 
tomo II, p. 697. 

R. O. de 29 diciembre de 1857. 

Guardia nocturna en los Jozgados. 

(Grac. y Just.) «El regente de la Au- 
diencia de Madrid ha acudido á este Minis- 
terio manifestando la conveniencia de fijar 
una guardia nocturna por turno entre los 
jueces de primera instancia de la capital, con 
el fin de que, sabiéndose de cierto la casa en 
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¡ que se halla establecida, pueda desde luego 
j implorarse su auxilio, y so logre evitar Ja 
j pérdida irreparable de tiempo en la forma- 
[ cion de las primeras diligencias de una causa, 
sin perjuicio de pasarlas luego al Juzgado 
correspondiente; y persuadida S. M. de que 
las razones de utilidad en que se apoya esta 
medida son extensivas á todas aquellas pobla- 
ciones de numeroso vecindario, ha tenido á 
bien mandar que se establezca una guardia 
nocturna por turno entre los jueces de pri- 
mera instancia en- todas las ciudades en qate 
haya mas de un Juzgado, acompañando al 
| juez un escribano y dos alguaciles, delermi- 
; nándose de antemano la casa en que se sitúe 
la guardia, y poniéndolo en conocimiento del 
Gobernador de la provincia para* que éste lo 
avise á sus dependientes y ponga en noticia 
del vecindario, á fia de que pueda, en caso 
necesario implorarse su auxilio, y se ins- 
truyan sin pérdida de momento las primeras 
diligencias de Ja causa. — De Real órden etc. 
Madrid 29 de diciembre de 1857. — Gasaus. 
(CL. t. 74, p. 299.) 

R. D. de 26 marzo de 1858. 

Creando en el Tribunal Supremo un secretario de go- 
bierno y restableciendo los de las Audiencias: Ca- 
tegoría etc. 

(Grac. y Just.) «Artículo l.° Se crea 
en el Tribunal Supremo de Justicia un secre- 
tario letrado, que se titulará de gobierno del 
propio Tribunal y desempeñará las funciones 
propias de este cargo, encomendadas en la 
actualidad i uno de los escribanos de cá- 
mara. 

Art. 2.° Se restablecen en todas las Au- 
diencias del reino los secretarios de gobierno 
creados por mi R. D. de 28 de octubre de 
1853 en reemplazo de los relatores délas Sa- 
las de gobierno y secretarios archiveros de 
las mismas. 

Art. 3.° Para poder ser nombrado se- 
cretario de gobierno, tanto del Tribunal Su- 
premo como de las Audiencias, se requiere 
la cualidad de letrado y las demás circuns- 
tancias y años de servicios prescritos en el 
1 citado Real decreto. 

Art. 4." El secretario de gobierno del 
Tribunal Supremo de Justicia tendrá la ca- 
tegoría de teniente fiscal del propio Tribunal 
con la dotación de 24.000 rs., ios secretarios 
de las Audiencias disfrutarán la categoría de 
jueces de primera instancia de término y 
sueldo de 20.000 rs., percibiendo además 
unos y otros los derechos de arancel que 
cobraban los funcionarios á quienes vienen 
á reemplazar. 
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Art. 5.° Para la provisión de estas plazas 
se atenderá en lo posible á los cesantes de 
los mismos cargos. — Dado en Palacio á 26 
de marzo de 1858.» ( CL . í.75. p. 375.) 

/?. O. de 27 marzo de 1858. 

Reglamento de las Secretarias de las Audiencias. 

(Grac. y Just.) «Restablecidas las Se- 
cretarías de gobierno de las Audiencias por 
Real decreto de 26 del actual, y con el íin 
de que puedan desde luego entrar los secré- 
tanos nombrados á ejercer sus funciones, se 
ha servido la Reina resolver que rija y se 
considere vigente el reglamento publicado 
por Real órden circular de 28 de diciembre 
de 1853, sin perjuicio de que las Salas de 
gobierno puedan elevar á este Ministerio las 
observaciones que estimen oportunas y les 
sugiera su experiencia y reconocido celo por 
el buen servicio.» — í)e Real orden etc. (Co- 
lección legislativa t. 75, p. 380.) 

R. D. de 9 abril de 1858. 

Reformas en ta organización y atribuciones del 
ministerio público (1). 

(Grao. y Just.) Atendiendo á las ra- 
zones que me lia expuesto el Ministro de 
Gracia y Justicia, y á íin de reunir las dispo- 
siciones esparcidas en diferentes Reales de- 
cretos, órdenes, reglamentos y otras resolu- 
ciones relativas al ministerio fiscal del fuero 
común, concertándolas y poniéndolas en ar- 
monía, resolviendo las dudas á que han dado 
lugar, é introduciendo en ellas algunas me- \ 
joras reclamadas por la experiencia, vengo ] 
en decretar lo siguiente: 

CAPITULO PRIMERO. 

De los funcionarios que componen el mi- \ 
nisterio fiscal en el fuero común. 

Artículo d.° Componen el ministerio fis- '• 
cal en el fuero común: 

1. ° Mi fiscal en el Tribunal Supremo de ¡ 
Justicia. 

2. ° El teniente fiscal del mismo Tribunal 
Supremo. 

3. ° Mis fiscales en las Reales Audiencias. 

4. ° Los ahogados fiscales cerca del Tri- 
bunal Supremo de Justicia. 

5. ° Los tenientes fiscales en las Reales 
Audiencias. 

6. ° Los abogados fiscales cerca de los 
mismos Tribunales. 

7. a Los promotores fiscales de los Juz- 
gados de primera instancia. 


Y 8.° Los promotores fiscales sustitutos 
cerca de los mismos Juzgados. 

Art. 2.° Mi fiscal en el Tribunal Supre- 
mo, como delegado general é inmediato del 
Gobierno es el jefe común de todos los fun- 
cionarios del ministerio fiscal. Los fiscales 
de las Audiencias son los jefes inmediatos de 
dichos funcionarios en el territorio respecti- 
vo do las mismas. 

Todos estos funcionarios y los fiscales de 
las Audiencias dependerán únicamente de 
mi Iiscal en el Tribunal Supremo, y este á 
su vez, con todo el ministerio fiscal, del Mi- 
nistro de Gracia y Justicia. 

Art. 3.° El teniente fiscal del Tribunal 
Supremo tendrá e.i mismo sueldo, considera- 
ción y categoría que el fiscal de la Audien- 
cia de Madrid, y sustituirá al fiscal del Tri- 
bunal Supremo en sus ausencias y enferme- 
dades, y en Jas vacantes. 

Art. 4.° Habrá en cada Audiencia un 
solo teniente fiscal, que sustituirá al fiscal 
en sus ausencias y enfermedades y en las 
vacantes, y los abogados fiscales que reda- 
me el buen servicio, 

Art. 5 ° El secretario de la Fiscalía del 
Tribunal Supremo, cuyo emuleo fu ó creado 
por laR. O. de 15 de diciembre de 1856, 
tendrá por ahora el mis/no sueldo que goza 
desde la creación de su plaza, y la categoría 
de teniente fiscal de la Audiencia de Madrid. 

Art. 6.° Los tenientes y abogados fisca- 
les serán nombrados por mí a propuesta en 
terna de los fiscales , debiendo esto hacerse 
en la forma siguiente: 

Para teniente fiscal del Tribuna! Supremo 
me propondrá fiscales de Audiencia de fuera 
de Madrid. 

Para abogados fiscales de Tribunal Supre- 
mo de Justicia, tenientes fiscales del Tribu- 
nales superiores. 

Para tenientes fiscales de Audiencia, abo- 
gados fiscales de las mismas, y para estos, 
últimos cargos, promotores de término. 

También podrán proponerse en sus res- 
pectivos grados si manifestaren desearlo, 
presidentes de Sala , magistrados y jueces 
de primera instancia, y para abogados fisca- 
les á letrados de colegios de reputación co- 
nocida y que lleven mas de ocho afios de 
ejercicio de su profesión en Tribunales su- 
periores (1). 

Art. 7.° El secretario de Ja Fiscalía del 
Tribunal Supremo será letrado y nombrado 
por mí, á propuesta del fiscal. 

Art. 8,° Los promotores sustitutos serán 


(1) Véase el R. D. de 13 de diciembre de 
1867 y principalmente su art. 19, 


(1) Ver el R. I). de 12 de junio de 1863 que 
modifica este. 
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Hombrados por los fiscales de Jas Audiencias, 
y sus servicios se tendrán presentes para re- 
compensarlos, dándoles ingreso en las car- 
reras judicial ó fiscal, abonándoles, sin per- 
juicio , la mitad del sueldo correspondiente 
al promotor que sustituyan , según Jo que 
determina el R, D. de 28 de abril de 1854. 

Art. 9.° El teniente fiscal del Tribunal 
Supremo, los de las Audiencias y los aboga- 
dos fiscales despacharán , bajo la dirección 
y responsabilidad del fiscal respectivo ; que 
firmará todos ios escritos, encabezando es- 
tos á su nombre los negocios que les encar- 
gare ; informarán en estrados; oirán notifi- 
caciones, \ desempeñarán los demás cargos 
para que el fiscal les autorice (1). 

Art. 10 Al Tribunal pleno y á las Salas 
de Gobierno deberán siempre concurrir los 
fiscales ó sus tenientes. 

Art. 11. Cuando el ministerio fiscal con- 
curra con los funcionarios del orden judicial 
á algún acto público ocupar, m, el fiscal del 
Tribunal Supremo y los fiscales de las Au- 
diencias el lugar correspondiente entre los 
presidentes de Sala, según su antigüedad : el 
teniente fiscal del Tribunal .Supremo y los 
fiscales de las Audiencias , el inmediato .a! ' 
último magistrado del Tribunal en que ejer- 
zan sus funciones. Los abogados fiscales se 
colocarán después de los tenientes, y á se- 
guida los promotores. Cuando mis fiscales 
concurran al Tribunal pleno ó á la Sala de 
gobierno , tendrán el lugar señalado en el 
primer párrafo de este artículo; los tenientes 
ocuparán el que hasta aquí ha correspondido 
á ios fiscales. Siempre que concurran á la 
Sala de justicia mis fiscales, se colocarán en 
un estrado decoroso á la derecha del Tribu- 
nal, y los tenientes y abogados fiscales Jo 
tendrán á la izquierda del mismo. 

Art. 12. El fiscal del Tribunal Supremo 
llevará un registro reservado de todos los 
funcionarios del ramo; hará sus clasificacio- 
nes y calificaciones con las notas que me- 
recieren , y mi Gobierno le oirá cuando lo 
estime oportuno, en los expedientes para su 
jubilación, cesación y recompensas. Los fis- 
cales llevarán igual registro respecto á sus 
subordinados . 

Art. 13. El fiscal del Tribunal Supremo 
y los de las Audiencias comunicarán á sus 
subordinados las órdenes é instrucciones qiie 
convengan al mejor servicio , y todos estos ¡ 
dirigirán á la superioridad las solicitudes y 
reclamaciones que se Ies ofrezcan por el con- 
ducto que marca el órden jerárquico, sal— 


(i) V- el R. D. de 9 de noviembra de 1860. 
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vas las quejas contra sus jéfes, que podrán, 
según los casos , elevarlas directamente al 
fiscal del Tribunal Supremo ó al Gobierno. 
El fiscal del Tribunal Supremo podrá conce- 
der, con justa causa, un mes ae licencia al 
: teniente fiscal del mismo Tribunal y á los 
fiscales de las Audiencias, y cuarenta y cin- 
co dias á Jos otros funcionarios. Los fiscales 
de las Audiencias podrán conceder, por mo- 
tivos fundados, quince dias dé 'icencia á sus 
subordinados, dando cuenta al fiscal del Tri- 
bunal Supremo. Cuando la concedieren á 
sus tenientes ó en Jos casos de enfermedad 
de estos, vacante ú otros análogos, nombra- 
rán un sustituto de entre Jos abogados fis- 
cales. 

Art. 14. A fin de que en todo caso sean 
reconocidos y auxiliados en el ejercicio de 
su ministerio los funcionarios fiscales, se les 
señalará un distintivo que determine su ca- 
tegoría. 

Art. 15. Todos los funcionarios del mi- 
nisterio fiscal sen amovibles. Sus servicios, 
sin embargo, serán recompensados en la 
misma carrera ó en la judicial. 

Art. 16. Cesan las categorías de analo- 
¡ gía, establecidas en el R. D. de 7 de marzo 
de 1851. 

CAPITULO II. 

De las atribuciones del ministerio fiscal. 

i Art. 17. Corresponde al ministerio fiscal: 

1. ° Representar al Estado en todos los 
negocios civiles y criminales en que tenga 
intereses, y defender los del Real patrimonio 
cuando hiere necesario su patrocinio. 

2 . “ Velar por la pronta y recta adminis- 
tración de justicia, reclamando centra los 
abusos , corruptelas y malas prácticas que 
notare. 

3. ° Intervenir en los negocios de la com- 
petencia de las Salas de gobierno con voto 
deliberativo. 

4. ° Ejercer ia acción pública en las cau- 
sas criminales, aduciendo los datos compro- 
bantes de los delitos y faltas, y promoviendo 
el castigo de las personas responsables. 

5. ° Llevar los registros de los procesa- 
dos y sentenciados, y los de reos prófugos. 

G.® Ejercer la inspección indispensable 
para que se cumplan Jas condenas impues- 
tas y las leyes protectoras de los detenidos, 
presos y sentenciados. 

7.0 Reunir y ordenar los datos para ia 
estadística judicial en todos sus ramos. 

8.° Cuidar del cumplimiento y devolu- 
ción de las Reales provisiones, despachos, 
i certificaciones de ejecución y exhorto» de ios 
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Tribunales que no sean de mero interés de 
parle privada. 

9. ° ‘ Velar por el exacto cumplimiento de 
Jas leves, ordenanzas, reglamentos y demás 
disposiciones cuya observancia corresponda 
á ios Tribunales. 

10. Ejercer por orden gradual, y bajo 
la sola dependencia del Ministerio de Gracia 
v Justicia, la jurisdicción disciplinaria so- 
bre los funcionarios del mismo ministerio 
liscal. 

Art. 18. Los fiscales de Audiencia cuyo 
territorio comprenda mas de una provincia, 
delegarán sus atribuciones, respecto á poli- 
cía judicial, en el promotor de la capital de 
cada una de ellas; y en la que hubiere mas 
de uno, en el que estimen conveniente. Es- 
tos promotores delegados se entenderán con 
las autoridades de la misma provincia, los 
auxiliares del ramo y con los otros promoto- 
res, que en este punto les estarán subordi- 
nados. 

Art. 1 9. Cuando el Ministro de Gracia y 
Justicia considere oportuna la visita de ins- 
pección de alguna Audiencia, la girará el 
fiscal dei Tribuna! Supremo ó su teniente, 
atemperándose á las facultades que le con- 
fiera la Real cédula que se expida y á las ins- 
trucciones que se le comuniquen. Cuando la 
visita deba ser á los Juzgados inferiores la 
girará el (iscai de la respectiva Audiencia ó 
su teniente, arreglándose á lo que se le pre- 
venga en la Real orden é instrucciones que 
se le dieren. 

Art. 20. La plena jurisdiccion disciplina- 
ria respecto del ministerio fiscal reside en el 
Ministerio de Gracia y Justicia. El fiscal del 
Tribunal Supremo, sin embargo, podrá im- 
poner á sus subordinados las correcciones 
siguientes. 

Primera Amonestación. 

Segunda. Reprensión. 

Tercera. Reprensión con nota en el ex- 
pediente. 

Cuarta. Suspensión por tres meses, de 
la cual dará cuenta al Ministerio de Gracia y 
Justicia. 

La suspensión no podrá imponerla á su 
teniente ni á los fiscales de las Audiencias 
sin prévia aprobación mía por el Ministerio 
de Gracia y Justicia. Los fiscales de las Au- 
diencias podrán imponer las mismas correc- 
ciones á sus subordinados, pero la suspen- 
sión no podrá pasar de un mes, ni podrá im- 
ponerla á sus tenientes sin prévia aprobación 
del fiscal del Tribunal Supremo; oero así en 
uno como en otro caso habrá de dárseme 
Conocimiento por el Ministerio del ramo. 

Art. 21. Quedan derogadas todas las dis- 


posiciones que sean contrarias á lo estable- 
cido en este decreto, de cuya ejecución y 
cumplimiento queda encargado el Ministro de 
Gracia v Justicia. — Dado en Palacio á 9 de 
abril de 1858. (CL. t. 76, p. 31). 

R. O. de 29 abril de 1858. 

Sobre el birrete de los relatores y escribanos de cá- 
mara. 

Se halla inserta en Escribanos de cámara, 
tomo VI, png. 643. 

R. O. de 2 mayo de 1858 (1). 

Estableciendo las instituciones de inspección y esta- 
dística judiciales. 

(Crac, y Just.) «Atendiendo á las razo- 
nes que me ha expuesto el Ministro de Gra- 
cia y Justicia de acuerdo con mi Consejo de 
Ministros, á fin de ordenar, regularizar y 
hacer eficaz la suprema inspección que por 
la Constitución del Estado me compete para 
hacer que se administre pronta y cumplida- 
mente ia justicia en todo el Reino , y á fin 
también de que por una estadística judicial 
ordenadamente combinada se pueda impul- 
sar la mejora progresiva de. la legislación, 
vengo en decretar lo siguiente: 

Art. l.° La inspección judicial se ex- 
tenderá : 

1. ° Al curso, sustanciacion y decisiones 
de las causas criminales, y á la ejecución y 
cumplimiento de las sentencias que en las 
mismas recayeren con carácter ejecutorio. 

2. ° Al curso, sustanciacion y decisiones 
de los negocios civiles que se ventilen en 
los Tribunales y Juzgados. 

Art. 2." La estadística judicial compren- 
derá: 

1. ° La reunión , confrontación , clasifi- 
cación y publicación de los datos que pro- 
duzcan los juicios criminales, sentenciados 
en cada año por los Tribunales y Juzgados, 
ordenados á propósito para demostrar la efi- 
cacia dejas leyes penales y del procedimien- 
to para la represión de los delitos y faltas. 

2. ° La reunión, confrontación, clasifica- 
ción y publicación de los datos que produz- 
can los juicios civiles, sentenciados en cada 
ano por los Tribunales y Juzgados, ordena- 
dos a propósito para demostrar la eficacia de 
las leyes civiles y del procedimiento para 
asegurar y poner en armonía los derechos 
privados. 

3. ° La reunión, confrontación, clasifica- 
ción y publicación de los datos que ofrezcan 
los netos de jurisdicción voluntaria, juicios 

(i) 8e derogó este deerdo por el arl. 9.° 
del R. L) de 8 ue julio de 1859. 
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por compromiso y arbitrajes y actos eonci- 
fiatorics, ordenados á propósito para demos- 
trar si se ha llenado el objeto de la ley, y á 
la vez sirvan de regulador de las necesidades 
judiciales. 

Art. 3 ° Para que la inspección judicial 
sea tan incesante y eficaz cual corresponde, 
la ejercerán en delegación mia respectiva- 
mente: 

i Los tribunales y jueces por su órdén 
jerárquico de superior ó subordinado. 

2.° Los funcionarios del ministerio fiscal 
en el propio orden y gradación. Además, 
siempre que los Tribunales y jueces advier- 
tan defectos, omisiones ó abusos en los fun- 
cionarios del ministerio fiscal, lo pondrán en 
conocimiento del superior inmediato de 
aquellos, ó en el del Ministro de Gracia y 
Justicia,' para la resolución oportuna. Del 
propio modo, cuando el ministerio fiscal no- 
tare^defectos, omisiones ó abusos en el mi- 
nisterio judicial, habiendo lugar á ejercer su 
oficio, lo hará en Ja forma establecida por las 
leyes y en otro caso Jo pondrá en conoci- 
miento de! Ministro de Gracia y Justicia, á 
los efectos convenientes. 

Art. 4.° Por consecuencia de la inspec- 
ción que respectivamente lian de ejercer los 
Tribunales y Juzgados para cou sus subordi- 
nados, y los funcionarios del ministerio fis- 
cal para con los suyos, usaráa relativamen- 
te unos y otros, en sus respectivos ramos, 
de la potestad censoria! y jurisdicción disci- 
plinaria indispensable, tanto para hacerse 
obedecer, cuanto para corregir los defec- 
tos, omisiones ó abusos en que incurran los 
que de aquellos dependen. 

Art. 5.' J A fin de que la inspección judi- 
cial se ejerza con regularidad y uniformidad 
convenientes, todos los jueces y tribunales 
formarán periódicamente, y bajo ios mode- 
los que se les comunicaran , los estados de 
negocios pendientes en los mismos y de ios 
fenecidos en el período que aquellos com- 
prendan, remitiéndolos, para su exátnen, al 
juez ó tribunal superior inmediato de los 
mismos. 

El Tribunal Supremo de Justicia remitirá 
los suyos al Ministerio de Gracia y Justicia. 

El juez ó tribunal revisor de dichos esta- 
dos, oyendo al ministerio fiscal sobre los 
mismos acordará lo conveniente según lo 
que aquellos produzcan y los demás datos 
aducidos por el expresado ministerio. 

Art. 0.° Por el mismo orden de inf< rior 
á superior, y en iguales períodos, los funcio- 
narios del ministerio fiscal remitirán ¡í sus 
superiores estados análogos y memorias 
Con las observaciones que fes sugieran los 


de sus respectivos Juzgados 6 Tribunales. 

Los fiscales de l?s Audiencias, además, en 
vista de los estados que á estas remitan Jos 
jueces y Tribunales que dependan de las 
mismas, formarán otra memoria que com- 
prenda las observaciones relativas á todos 
ellos, y las remitirán al fiscal del Tribunal 
Supremo de Justicia para que en su vista 
acuerde lo que convenga y esté en sus fa- 
cultades, ó pida lo que el mejor servicio re- 
clame al mismo Tribunal ó acuda á mi Go- 
bierno A los efectos convenientes. 

Art. 7.° Las Salas de gobierno de las Au- 
diencias distribuirán entre las de justicia, 
los partidos judiciales del respectivo territo- 
rio de las mismas y los Juzgados especiales 
comprendidos en él , que dependau eu lo 
criminal de aquellas , teniendo en cuenta el 
número y gravedad cíe las causas criminales 
que ordinariamente se instruyan en cada, 
Juzgado, y los negocios especiales encomen- 
dados por la ley á determinadas Salas , á fin 
de que el trabajo pese con la posible igual- 
dad sobre las mismas. 

Art. 8.° En la propia forma los partidos 
judiciales y Juzgados especiales que corres- 
pondan á cada Sala, se distribuirán entre sus 
ministros , á excepción del presidente , y 
cada uno de estos será, para los efectos de 
este decreto, inspector del Juzgado que le 
esté asignado, y también de los estados de 
inspección de ellos que se remitan á la Au- 
diencia. 

Art. 9.° Mientras la ley no se oponga á 
que sean magistrados de las Audiencias los 
naturales de las provincias de su territorio, 
los casados en ellas ó que en las mismas po- 
sean bienes ó hayan residido por mucho 
tiempo, los regentes, al hacer la asignación 
que previeae el artículo anterior, cuidarán 
en lo posible de no asignar Juzgado pertene- 
ciente á una provincia de la cual haya en la 
Sala magistrado que se encuentren en algu- 
no de los casos expresados. Nunca podrá ser 
un magistrado, que se halle comprendido en 
los casos de que trata el párrafo anterior, 
inspector en negocio civil ó criminal que 
proceda de uno de los partidos judiciales a 
que el mismo párrafo se refiere. Cuando la 
ejecución de esta disposición ofreciere difi- 
cultades prácticas, el regente del tribunal 
en que ocurra, lo pondrá circunstanciada- 
mente en conocimiento del Ministro de Gra- 
cia y Justicia para la resolución conveniente 

Art. 10. A fin de reunir y ordenar los 
dalos que fian de servir de base á la estadís- 
tica general judicial, los jueces y tribunales 
formarán p^nódicaim nle los cuadros estadís- 
ticos , cuyos modelos so les comunicaran. 
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remitiéndolos para su eximen y comproba- 
ción al Juzgarlo 6 Tribunal superior de que 
dependan. Reunidos los de cada territorio en 
Ja Audiencia respectiva, y ampliados con los 
datos que ofrezcan los negocios de que hu- 
biese aquella conocido , se pasarán al fiscal , 
que formará el cuadro general de su respec- 
tivo territorio, y con una memoria expresiva 
Jo remitirá al íiseal de) Tribunal Supremo 
de Justicia para su presentación á este, Di- 
cho Tribunal Supremo , rectificado cada 
cuadro de una Audiencia, si hubiere lugar á 
ello, y ampliado con los negocios de su co- 
nocimiento, Jo devolverá al íiseal á los efec- 
tos convenientes. 

Art. H. El fiscal del Tribunal Supremo 
en vista de los estados de las Audiencias, del 
de su mismo tribunal y de las memorias de 
los fiscales, formará el cuadro general . que 
elevará al Ministerio de Gracia y Justicia con 
una memoria expresiva y comparativa de los 
mismos datos y de los cuadros anteriores, 
manifestando el estado que á su juicio pre- 
sente la administración de justicia, é indi- 
cando las necesidades judiciales, y haciendo 
cuantas observaciones le sugieran dichos 
datos. 

Art. 12. El Ministro de Gracia y Justicia 
se pondrá de acuerdo con los otros Minis- 
terios de quienes dependan los Tribunales y 
Juzgados especiales, para que por todos ellos 
se formen cuadros estadísticos de los nego- 
cios de su competencia en los mismos perío- 
dos y bajo los propios modelos que los del 
fuero común, y reunidos por los expresados 
Ministerios se pasen al de Gracia y Justicia 
para que por este se ordenen y publiquen 
con aquellos, formando un cuerpo que abrace 
los resultados lodos de la administración de 
justicia en el Reino. 

Art. 13. Los cuadros estadísticos y me- 
morias á que se refieren los artículos prece- 
dentes se entenderán con absoluta separación 
de lo criminal y civil, y con la misma se pu- 
blicarán anualmente los cuadros generales 
que se formen por el Ministerio de Gracia y 
Justicia en vista de los resultados que ofrezcan 
los parciales reunidos en dicho Ministerio. 

Art. 14. El Ministro de Gracia y Justicia 
al presentarme los cuadros estadísticos para 
mi aprobac¡oii y ordenar su publicación en 
cada año, los acompañará de una memoria ' 
respecto á lo civil y otra respecto á lo crimi- . 
nal, exponiéndome el estado de la adminis- 
tración de justicia en ambos ramos, y ha- 
ciendo las comparaciones y observaciones 
que le sugieran sus resultados. 

Art. 15. Para que tan útiles é interesan- 
tes trabajos se ejecuten con la inteligencia, 


órden y asiduidad que su importancia re- 
quiere, se creará en el Ministerio de Gracia 
y Justicia un negociado especial que so deno- 
minará de inspección y estadística judiciales, 
bajo la inmediata dependencia de la Sub- 
secretaría del mismo Ministerio. Este nego- 
ciado constará por ahora, y sin perjuicio de 
aumentar su personal, según su desarrollo y 
atenciones exijan, de un oficial de Secretaría 
jefe de negociado, entendido en estas ma- 
terias; de dos oficiales de Sección con las 
mismas circunstancias, y de cuatro auxiliares, 
todos con la aptitud é inteligencia necesarias 
en este ramo. 

Art. 16. En Ja Secretaría del Tribunal 
Supremo de Justicia se crearán dos plazas de 
escribientes primero y segundo, aquel dotado 
con 6.000 ís. y este con 5.000, con destino 
exclusivo á estos trabajos, bajo la dirección 
del secretario. En la Fiscalía del mismo Tri- 
bunal se destinarán á la inspección y estadís- 
tica uno de sus actuales abogados, un oficial 
con el sueldo de 1 0.000 rs. y tres auxiliares 
con el de 8.000. El oficial deberá ser letrado. 
En Jas Secretarías de las Reales Audiencias 
se creará una plaza de escribiente, dolada 
con 4 ó 5.000 rs,, según las circunstancias 
del Tribunal, con destino á dichos ramos. Se 
creará igualmente en las Fiscalías de los mis- 
mos Tribunales una plaza de abogado fiscal 
sustituto con la categoría de promotor fiscal 
de término que tendrá á su cargo los trabajos 
de inspección y estadística, y percibirá una 
gratificación de 8.000 rs. A sus órdenes ten- 
drá un auxiliar, dotado con el sueldo de 4 á 
6.000 rs. 

Art. 17. Las disposiciones de los artí- 
culos 5. ü , 6.°, 7.° y 8 0 empezarán á tener 
cumplimiento desde el dia i ,° de julio del 
corriente año. 

Art. 18. En el mes de diciembre de cada 
año las Salas de gobierno harán en la dis- 
tribución prevenida en el art. 7.° las rectifi- 
caciones que sean necesarias para que el 
trabajo se reparta con la posible igualdad 
entre las Salas y sus ministros. 

Art. 19. El Ministro de Gracia y Justicia 
queda encargado déla ejecución defpreserite 
decreto, y someterá á mi aprobación los re- 
glamentos convenientes. — Dado en Aranjuez 
á 2 de mayo de 1858. (CL. t. 76, p. 181.) 
V. Estadística Judicial. 

R. D. de 20 junio de 1858. 

Categoría del secretario del Tribunal Supremo. 

Se resolvió que el secretario de gobierno 
del Tribunal Supremo de Justicia disfrute la 
categoría de magistrado de Audiencia defue- 
ra de Madrid. (CL. t. 76, p. 363.) 
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• O. de 23 junio de 4858. 

Vacacioo'esvUniforniatido la práctica áe los Tribuna- 
les en la aplicación del R. D. de 9'mayo de 1831 . 

.(Gbác y Just.) «Al dignarse S. M. expe- 
dir por la Presidencia do! Consejo de Minis- 
tros ei Real decreto, de. 9 de mayo de 4851 
sobre vacaciones de los. Tribunales y Juzga- 
dos de todas clases y fueros, se sirvió man- 
dar en el art. 15 que por cada Ministerio se 
expidieran Jas instrucciones correspondien- 
tes, lo cual tuvo efecto por el de Gracia y 
Justicia en la Real órden circular de 10 del 
mismo mes de mayo de 1851. Publicada en 
el siguiente año de 1852 la R. O. de l.° de 
mayo, que contiene varias adiciones y refor- 
mas hechas á aquella , y dictadas todas para 
llevar á cumplido efecto el R. D. de 9 de ma- 
yo de 1851, han sido de muy diversa mane- 
ra interpretadas por las Reales Audiencias, 
pues atemperándose unas á lo prevenido en 
la primera de aquellas dos Reales órdenes, 
se han concretado á sustanciar y fallar los 
negocios de que taxativamente habla su ar- 
tículo 11, mientras otras, considerando mo- 
dificado este artículo por la disposición 5. a 
de Ja segunda de dichas Reales órdpnes, han 
sustanciado todos los negocios civiles indis- 
tintamente. 

Con tal motivo, deseando el Tribunal Su- 
premo de Justicia que se eviten los males á 
que tan contraditoria inteligencia puede dar 
ocasión, lo ha elevado ‘á conocimiento de 
S. M. en una. razonada consulta proponien- 
do al mismo tiempo los medios que estima 
ojrorlunos para uniformar la práctica de to- 
dos los Tribunales. 

Dada cuenta á S.' M. la Reina, teniendo 
presente el espíritu que presidió al Real de- 
creto de 9 de mayo de 1851, y á las disposi- 
ciones dictadas para su ejecución; conside- 
rando que la condición 5. a de ia Real órden 
de- 1. a de mayo de 1852.no puede ser dero- 
gatoria de lo establecido en un Real decreto 
expedido por la Presidencia del Consejo de 
Ministros, y para cuya ejecución con arre- 
glo al art. §. del mismo,, hau sido dictadas 
las dos Reales órdenes referidas, se ha ser- 
vido resolver lo siguiente de conformidad 
con lo propuesto por el Tribunal Supremo 
de Justicia': 

1/ Las Salas extraordinarias de vacacio- 
nes de las Reales Audiencias despacharan los 
asuntos que taxativamente designan los ar- 
tículos 40 y H de la instrucción de 10 de 
mayo de 1851, y decidirán además las ape- 
laciones sobre los actos de jurisdicción vo- 
luntaria á que se refieren las disposiciones 
de ia segunda parte de la Ley de Enjuicia- 

Tomo VIII. 


. miento civil de 13 de mayo de 1855* de con- 
i formidad con, la dispuesto en los arts. 2.° 
y 3.° del R. D, de 9 de mayo de. 1854. 

2. ° La adición quinta de la R. Cf. de l.° 
de mayo de 1852, al disponer qué' los fun- 
cionarios á quienes se refiere se ocupen cons- 
tantemente del curso de todos ios negocios 
que ingresen y haya pendientes, solo ha 

, querido expresar que de dichos funcionarios 
los que no usen de vacaciones están en la 
obligación de ocuparse por los ausentes en 
la parte que les corresponde de los trabajos 
que las leyes encomiendan al Ministerio fis- 
cal y á los subalternos do los Tribunales, á 
fin de que por la ausencia de estos no deje 
de hacerse lo que les corresponda, para que 
cuando se reúnan las Salas ordinarias en- 
cuentren los negocios en estado de poder 
continuarlos, sin el retraso que ocasionaría 
la necesidad de esperar á que se ejecutaran 
los trabajos que durante las vacaciones ha- 
yan correspondido á los ausentes. 

3. ° Sin perjuicio de lo dispuesto en el 
art. 8.° de la.R. 0. circular de 10 de mayo 

i de 1854 y en la adición cuarta de la R, O. de 

4.° de mayo.de 4852, no podrán hacer uso 
de las vacaciones á un' mismo tiempo el fis- 
cal y el teniente fiscal. 

4. ° Tendrán Ja mas exacta y puntual 
aplicación todas las demás disposiciones de 
la R. 0. de l.° de mayo de 1852, — Üe Real 
órden etc. — Madrid 23 de junio de 1858.» 
(CL. t. 76, p. 395.) 

R. D. de 22 octubre de 1858. 

Haciendo reforma» en la organización: número y atri- 
buciones de los jueces de paz: jueces que debe ha- 
ber y suplentes: incapacidad: cómo sustituyen á los 
jneces de primera instancia: incompatibilidades y 
ausencias : juramento: consideraciones; secretarios 

«Atendiendo á las razones que me ha ex- 
puesto el Ministerio de Gracia y Justicia, de 
acuerdo con el parecer de mí' Consejo de 
Ministros, vengo en decretar lo siguiente: 
Artícuío l.° En todos los pueblos que 
tengan Ayuntamientos, habrá jueces de p^z, 
según so prescribo en. el R. D. de 22 de oc- 
tubre de 1855. 

En los pueblos donde haya jueces de pri- 
mera instancia habrá tantos jueces de paz 
corno jueces de primera instancia. 

Én los pueblos en que no haya jueces de 
primera instancia, habrá un solo juez de paz. 

Habrá también dos suplentes para cada 
uno de los Juzgados de paz. 

Art. 2.° No podrán desempeñar el cargo 
de jueces de paz ios subalternos de los Juz- 
gados de primera instancia ni los promoto- 
res fiscales sustitutos que Raya en los mis- 
mos Juzgados. 

18 
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Art. 3.° En los negocios propios de la 
competencia de Jos Juzgados de paz, que son 
por a dora los juicios de conciliación y los 
verbales se valdrán Jos jueces de los secreta- 
rios de sus Juzgados. En las demás diligen- 
cias y actos que, siendo originariamente de 
la competencia de los jueces de primera ins- 
tancia, se encargan por disposición de la ley 
á los de paz, se valdrán de escribano siempre 
que se exija así por aquella para la validez 
del acto. En los pueblos en que no hubiese 
escribano, autorizarán las propias diligencias 
los secretarios, haciendo constar aquella 
circunstancia 

Art. 4.* En las poblaciones en que hu- 
biere mas de un Juzgado de primera instan- 
cia, cada uno de ios jueces de paz tendrá 
asignado un distrito dentro del cual ejercerá 
su jurisdicción conforme á las reglas gene- 
rales del derecho. 

Las apelaciones se elevarán al juez de pri- 
mera instancia del distrito respectivo. 

Art. 5,° Los jueces de paz de la cabeza 
del partido judicial sustituirán en ausencias, 
enfermedades ó vacantes a los de primera 
instancia. Donde hubiere mas de uno, cada 
juez de paz suplirá al de su distrito. 

Art. 6.° Si el juez de paz estuviere in- 
capacitado para entender como juez de pri- 
mera instancia juyr cualquier motivo, uno de 
los suplentes ejercerá la jurisdicción ordina- 
ria, prefiriéndose siempre el que sea aboga- 
do; y si los dos lo fueren, el mas antiguo en 
la profesión. Si ninguuo de los suplentes del 
Juzgado de paz fuere letraao, entrará á ejer- 
cer la jurisdicción el que tenga la denomina- 
ción de primero. 

Art. 7.° Guando el caso previsto en el 
artículo anterior acontezca en las poblaciones 
que cuenten mas de un Juzgado de paz, se 
liarán los llamamientos por el órden si- 
guiente: 

1. ° Los demás jueces de paz que sean 
letrados , pretiriendo el mas antiguo en la 
puofesion, si hubiere varios. 

2. a Los suplentes que sean letrados, en 
ía misma forma. 

3. ° Los jueces de paz no letrados, según 
su denominación numérica. 

4 . ° Los suplentes no letrados, empezan- 
do por tos del juez á quien ha de sustituirse, 
según el mismo órden numérico. 

Art. 8.° A falta de jueces de paz y su- 
plentes pasará la jurisdicción á los Alcaldes 
y tenientes, por su órden , con igual prefe- 
rencia de los que sean letrados. 

Art. 9,° No obstante lo dispuesto en los 
tres artículos anteriores, las Salas de gobier- 
no de las Audiencias conservarán la facultad 


de Dombrar jueces en comisión , cuando lo 
crean conveniente al mejor servicio dando 
cuenta á mi Ministro de Gracia y Justicia, se- 
gun les está prevenido. 

Art. 10. En el caso de que un juez de 
paz haya de demandar á uno de sus suplen- 
tes, ó vice-versa, ajuicio de conciliación ó 
verbal, y no hubiere mas jueces do paz en 
el pueblo, corresponderá al otro suplente el 
conocimiento del asunto, y en su defecto al 
Alcalde y los tenientes del mismo , con su- 
jeción á las reglas establecidas en la Ley de 
Enjuiciamiento civil. Donde hubiere mas de 
un juez de paz, deberá el demandante acu- 
dir primero, al mas antiguo de la misma cla- 
se, según el órden numérico, después á los 
suplentes en la misma forma, y por último á 
los Alcaldes ó tenientes. 

Art. 11. Guando Jos jueces de paz hayan 
de ausentarse del pueblo, pedirán permiso 
al regente de la Audiencia ó al juez de pri- 
mera instancia. El primero podrá conceder- 
le por iodo el tiempo que les sea necesario 
y el segundo tan solo por el de quince dias. 
En caso de urgencia, los jueces de paz po- 
drán ausentarse por ocho dias sin prévia li- 
cencia, dando aviso en el de su salida al juez 
de primera instancia respectivo. Las Salas 
de gobierno de las Audiencias podrán impo- 
ner disciplinariamente á los jueces de paz 
que falten á estas disposiciones una multa de 
40 á 200 reales, según los casos y circuns- 
tancias. 

Art. 12. Los jueces de paz y sus suplen- 
tes, antes de entrar á ejercer sus funciones, 
deberán prestar el juramento de costumbre 
ante ios de primera instancia del distrito res- 
pectivo. 

Art. 13. Para ser secretario de los Juz- 
gados de paz bastará tener veinticinco años, 
saber leer y escribir y estar eu el goce de 
ios derechos de ciudadano, guardándose ade- 
más para estos cargos; á favor de los que 
hayan concluido la carrera del notariado, 
la preferencia que establece la R. O. de 21 
del mes actual. 

Art. 14. Los jueces de paz darán cuenta 
á los de primera instancia de los nombra- 
mientos ue sus respectivos secretarios, y 
observarán ia misma formalidad en el caso 
de removerlos. 

Art, 15. Los jueces de paz disfrutarán 
de iguales consideraciones que los Alcaldes 
y tenientes, y usarán como distintivo el mis- 
mo bastón con borlas que llevan aquellos. 

Art. 16, Se considerarán como méritos 
especiales en sus carreras los servicios pres- 
tados por Jos jaeces de paz, y se les contará 
como de abono para jubilación la mitad del 
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tiempo que hubieren ejercido estos cargos. 

Art. 17. Quedan derogadas todas las 
disposiciones que sean contrarias á lo pre- 
venido en este decreto. — Dado en Palacio á 
22 de octubre de 1858. Está rubricado de la 
Real mano.— El Ministro de Gracia y Justi- 
cia, Santiago Fernandez Negrete. ( Gac . nú- 
mero 297 ó del 24 de octubre.) 

R. O. de 20 noviembre de 1858. 

Nombramientos: incompatibilidades : juramento de 
log jueces de paz. 

(Grac. y Just.) Al aproximarse la épo- 
ca de la renovación de los jueces de paz, 
con arreglo al R. D. de 22 de octubre de. 
1855, parece oportuno determinar las re- 
glas que habrá de tener V... presentes en 
los nombramientos que le corresponde ha- 
cer para los pueblos del territorio de esa 
Audiencia. Ya habrá visto Y... que por el 
R. D. de 22 de octubre último se procura 
realzar el prestigio de esta naciente institu- 
ción, disminuyendo el número de Juzgados 
de paz, y facilitando en consecuencia la elec- 
ción de personas que por su carrera, sus 
antecedentes y conducta moral dén las po- 
sibles seguridades de que desempeñarán sa- 
tisfactoriamente tan delicados cargos. 

Para cooperar al logro de este propósito 
# y hacer unas elecciones acertadas, pedi- 
rá V. . . á los Gobernadores de provicia, jueces 
de primera instancia y demás personas que 
le merezcan absoluta confianza, listas de los 
sugetos que consideren competentes en cada 
pueblo, y que serán adicionales de las que 
sirvieron para los primeros nombramientos: 
debiendo prevenir á V... que el haber des- 
empeñado durante estos dos años el car- 
go de iuez de paz no es obstáculo para que 
si V... lo creo de necesidad, bajo cualquier 
punto de vista, deje de renovar su nombra- 
miento si bien los nombrados podrán alegar 
esta causa que les conceden las disposicio- 
nes vigentes. 

El espíritu de! último Real decreto deberá 
á Y... servir de guia y le demostrará la con- 
veniente de que prefiera para jueces de paz 
a los que sean abogados , sobre todo en las 
cabezas de partido judicial, donde el derecho 
que se les confiere de sustituir á los jueces 
de primera instancia aumenta á su favor los 
motivos de preferencia, con el fin de evitar 
las asesorías que tan dispendiosas son á las 
parles. 

Estando declarado que el cargo de juez 
de paz es incompatible con las funciones 
propias del órden administratrivo , cuida- 
rá V... de que no recaigan nunca aquellos 
nombramientos en los Alcaldes ni tenientes 


de los pueblos-, no perdiendo de vista que, 
en el caso de que alguno de los jueces de 
paz ó de ios suplentes sean elegidos para 
cargos municipales, deben optar entre estos 
ó aquellos, con arreglo á lo dispuesto en la 
Real órden circular de 13 de marzo de 1857. 
Si optasen por los de Ayuntamiento, proce- 
derá Y... ó reemplazarlos sin dilación. 

Por último, si el principio de autoridad y 
el órdeti de dependencia jerárquica exigen 
ue los jueces de paz presten el juramento 
e costumbre ante los de primera instancia, 
que constituyen para ellos el Tribuna! de 
apelación, las distancias de algunos pueblos 
á las cabezas del partido, la dificultad de las 
comunicaciones y la cruda estación en que 
los n nevos jueces de paz entran á desempe- 
ñar sus cargos , podrán hacer conveniente, 
y aun necesario en algunos casos, que se 
les autorice para jurar ante el Ayuntamien- 
to de su pueblo, remitiendo certificación del 
acto al juez del partido. Así se respeta el 
principio de dependencia en que debe estar 
el inferior de su superior, que en este caso 
delega sus facultades; y se consulta también 
la comodidad de los jueces de paz que a! 
cabo prestan un servicio gratuito. En su vir- 
tud queda V... autorizado para conceder 
esta facultad á su prudente arbitrio según 
las circunstancias lo exigieren. 

La Reina espera del celo de V... que 
adoptará las disposiciones convenientes para 
ue el dia l.° de enero próximo entren á 
esempeñar sus funciones los nuevos jueces 
de paz, según está prevenido. — De la propia 
órden etc. Madrid 20 de noviembre de 1858 . 
(■ CL . t. 78, p. 142 ) 

R. D , de 8 julio de 1859. 

Creando en el Ministerio (lo Gracia y Justicia uua sec- 
ción destinada á la Estadística criminal. Reunión, 
clasificación y comparación do datos.... 

(Giuc. v Just.) Señora: Desde el princi- 
pio del reinado de V. M. se intentó en varias 
épocas realizar , entre otros pensamientos 
útiles para la administración de la justicia, el 
de una estadística criminal de todo el reino. 

Unas veces se frustró aquel loable propósi- 
to por la adopción de medios incompletos: 
otras por la falta de los recursos necesarios; 
otras por no emplearse el cefo y la constante 
solicitud que requieren proyectos nuevos y 
sin raíces en la historia de una nación, otras 
finalmente, por causas superiores á la volun- 
tad de los Gobiernos. . 

El resaltado ha sido la imposibilidad abso- 
luta en que hoy nos vemos de conocer con 
exactitud en España esa dolencia moral 
de las sociedades, que se llama criminali - 
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dad; fie juzgar con acierto acerca de las re- 
formas y mejoras que exige nuestra legisla- 
ción v de comprender el estado de nuestras 
costumbres tan profundamente corno lo exi- 
ge hoy la buena administración de los Es- 
tados. 

Cierto es que desde 1844 se han recogido 
dato.-, numerosos, así en lo civil como en lo 
criminal; pero nunca se reunieron todos los 
de un año, ni se pensó en comprender Jos 
delitos comunes de que conocen las jurisdic- 
ciones privilegiadas. 

Por último, aquellos datos permanecieron 
sepultados en las oficinas, sin que se apro- 
vechasen para el objeto á que se destinaban. 
Solo en 1845 se publicó un bosquejo de Es- 
tadística criminal, pero tan incompleto, que 
no pudo tomar otro nombre que el de Apun- 
tes. Después se han hecho estados-y trabajos 
por los Tribunales y el Ministerio público, 
pero jamás se sacó ningún fruto de ellos. 

En el año de 1855 se publicó el R. D. de 
5 de diciembre, Su resultado fué tan solo el 
de aglomerar en el Ministerio de Gracia y 
Justicia multitud de noticias que no se orde- 
naron ni clasificaron. La causa, en sentir del 
Ministro que suscribe, fué el no haberse or- 
ganizado un centro que diese á aquellos datos 
la animación y la vida que les prestan la re- 
unión ordenada y melódica, el análisis, la 
comparación, los resúmenes y demás combi- 
naciones propias de Ja Estadística criminal. 

En 2 fie mayo de 1858 se publicó el Real 
decreto de aquella fecha, que comprende la 
Inspección y la Estadística judiciales. Pero 1 
no se dieron los reglamentos oportunos para 
su ejecución , y no llegó nunca á plan- 
tearse. 

El Ministro que suscribe ha creído que es 
ya urgente poner término á este estado de 
cosas, cada vez menos llevadero, á medida 
que se perfeccionan los demás ramos de la 
Administración. 

Para asentar sobre sólidas bases este ser- 
vicio, se ofrecen al ánimo dos sistemas di- 
versos. 

El primero consiste en determinar que 
los trabajos se bagan en diferentes oficinas 
organizadas en las Audiencias, de modo que 
en ellas se confeccionen Jas Estadísticas par- 
ciales que sirvan para hacer el cuadro ge- 
neral de la del reino. 

El segundo consiste en establecer que por 
las Audiencias ó por el Ministerio público no 
se baga mas que remitir noticias de cada 
proceso, de cada reo y de cada delito á una 
oíicina central destinada á reunir, clasificar 
y comparar todos ios datos . 

El Ministro no ha vacilado en adoptar el 


último sistema. La esperiencia acredita que 
los estados estadísticos se forman en las lo- 
calidades con poca exactitud, y se remiten 
lentamente y con un atraso que hace impo- 
sible toda obra de este linaje.. 

Además, por el sistema de los estados re- 
mitidos por las Audiencias no bav medio de 
asegurarse de la exactitud de los trabajos he- 
chos á grande distancia, y cuyos compro- 
bantes son numerosos, mientras que por el 
sistema de las noticias individuales hay 
siempre el medio de comprobar su certeza 
pidiendo uno ó mas procesos para su examen 
y obligando por este medio á los funciona- 
rios á desplegar el celo escrupuloso y la de- 
tenida atención que son prendas de acierto. 

Por el sistema adoptado no hay que fijar 
la consideración sino en la oficina central, 
que es la única que hace trabajos verdade- 
ramente estadísticos, mientras que por el 
otro depende Ja perfección de la obra del ce- 
lo de varias oficinas locales, menos fácil de 
obtener que el de una sola. 

Por último, el método que se propone es el 
mas sencillo, el mas conducente á la verdad 
y al acierto, y hasta el mas económico. Con 
él se conseguirá el objeto hasta ahora apete- 
cido y nunca alcanzado; y en breve podre- 
mos tener una Estadística completa que 
pueda demostrar la eficacia de las leyes pe- t 
nales y del procedimiento, y la influencia 
que en la criminalidad puedan ejercerla cul- 
tura del espíritu, las circunstancias de lugar 
y de tiempo, las condiciones del clima, la 
división ó acumulación de la propiedad, las 
diferentes clases de industria , el sexo , la 
edad, la escasez de medios de subsistencia, y 
hasta las diversas pasiones que mueven la 
voluntad humana. 

Por estas razones somete á la sabiduría de 
Y. M. el siguiente 

BEAL DECRETO. 

En vista de las razones que me ha expues- 
to el Ministro de Gracia y Justicia, y de 
acuerdo con el parecer de mí Consejo de Mi" 
nist.ro, vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo l.° Se crea en el Ministerio de 
Gracia v Justicia una sección destinada á la 
Estadística criminal de todo el Reino. 

2.° La Sección de Estadística criminal se 
ocupará en reunir, clasificar, comparar y 
publicar los datos de los juicios criminales y 
de los procesos sentenciados en cada año. 

r Art. 3.° Los dalos estadísticos se contrae- 
rán á todas las circunstancias relativas á ios 
reos, á los procesos, á los delitos y faltas que 
sirvan para demostrar la eficacia del proce- 
dimiento y de las leves penales, y para de- 
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terminar las causas que influyan directa ó 
indirectamente en la criminalidad. 

Art. 4.° Será objeto de la Estadística el 
averiguar, por medio de la comparación de 
unos datos con otros en un mismo año y de 
un año con los anteriores, losdelilos y faltas 
mas frecuentes, y el periodo de ascenso ó de- 
descenso en que se hallen todos , indagando 
las causas. 

Art. 5.° Se formará en cada año una 
memoria que se imprimirá y publicará uni- 
da á los estados estadísticos, con e! fin de 
esplicar los hechos y esponer, así las consi- 
deraciones que se desprendan naturalmente 
de ellos, como las reformas, mejoras y dis- 
posiciones de todo género que convengan 
adoptar. 

Art. 6.° La Estadística comprenderá to- 
dos los delitos y faltas que castiga el Código 
penal, y de que conoce la jurisdicción ordi- 
naria; y además todos los delitos comunes 
que son de Ja competencia de la jurisdicción 
de Guerra y Marina por el fuero personal de 
los procesados, 

y 'Art. 7.° Comprenderá, por último, los 
delitos de que conocen las jurisdicciones es- 
peciales de Hacienda, Imprenta y Comercio. 

Art. 8.° Un reglamento determinará la 
índole especial de ios datos que se hayan de 
remitir á la Sección, el modo y la forma de 
reunirlos en la misma,, y los funcionarios que 
los han de recoger en ios diversos Juzgados 
y Tribunales. 

Ir." Art. 9.° Se deroga el R. D. de 5 de di- 
ciembre de 1855 sobre la formación de la 
Estadística civil y crimina!, y el de 2 de ma- 
yo de 1858 sobre Inspección y Estadística ju- 
diciales. 

Art. 10. La Sección que se crea por el 
art. l.° de este decreto se compondrá de un 
jefe, dotado con el sueldo de 35,000 rs., y 
del número de oficiales y auxiliares que se 
considere necesario. 

Art. 11. El Ministro de Gracia y Justicia 
me propondrá lo oportuno para realizar la 
Estadística civil y la inspección sobre los jui- 
cios civiles y criminales en todo el Reino. — 
Dado en Palacio a 8 de julio de 1859. — Está 
rubricado de la Real mano. — El Ministro de 
Gracia y Justicia, Santiago Fernandez Ne- 
grete. (CL. t. 81, p. 86.) 

A continuación se publicó también el 
Reglamento para la ejecución del ante- 
rior decreto, pero no lo insertamos por 
haberse organizado la Sección de estadís- 
tica civil y criminal por R. D. de l.° de 
febrero de 1861 , para cuyo cumplimiento 
se dió otro reglamento. 


/í. 0. de 24 agosto de 1859. 

Se dieron instrucciones para la devolu- 
ción por los promotores fiscales de las hojas 
estadísticas de faltas. — Ver el R. D. de l.° 
de lebrero de 1861 y reglamento de 6 del 
mismo mes. (CL. t. 81, p. 366.) 

R. O. de.29 setiembre de 1859. 

Sobro vistas do pleitos y rausas: órdon y método do 
los señalamientos , ele, 

(Grao, y Jusr.) «Han llegado á noticia de 
este Ministerio quejas repetidas de algunos 
letrados exponiendo los perjuicios que se 
ocasionan á los que ejercen su noble pro- 
fesión, y á la justicia en general , por las 
prácticas que se observan en las Audiencias 
en orden á las vistas de causas y pleitos. 
Suele suceder que , acaso por celo excesivo, 
se señalen mas pleitos y causas que los que 
se pueden despachar en un dia, resultando 
de aquí que los abogados esperan horas , y á 
veces todas las de la sesión del Tribunal, sin 
que se verifique el llamamiento. Sucede otras 
veces que señalado algún negocio para pri- 
mera hora, y sieudo esta incierta, pues de- 
pende del tiempo que se tarde en el despa- 
cho de Tribunal pleno y de sustanciacion, 
no se llama para la vista sino horas después, 
ocasionándose de este modo una pérdida de 
tiempo tal vez irreparable para los letrados. 
Los perjuicios que se originan de estas prác- 
ticas son muy sensibles , señaladamente en 
la Corte, donde los letrados tienen que asis- 
tir á veces á diversos Tribunales en un mis- 
mo dia, y donde además suelen desempeñar 
otros cargos políticos y civiles de suma im- 
portancia. Examinado el asunto con la re- 
flexión y madurez que requiere por su natu- 
raleza, se comprende cun facilidad que, 
mientras no se publique una ley orgánica 
de Tribunales, es muy difícil y peligroso so- 
meterle a reglas ó preceptos inflexibles, que 
acaso produjeran mayores males que los que 
se proponían evitar. La prudencia, la discre- 
ción y las consideraciones que deben guar- 
dar los Tribunales á los que ejercen la hon- 
rosa profesión de la abogac'a, pueden suplir 
con ventaja en este asunto lo que mas ade- 
lante y en sazón mas oportuna será precepto 

de la ley. , , 

Enterada la Rema de las quejas y exposi- 
ciones mencionadas, se ha servido disponer: 

l. n O ue V. S. encargue muy especial- 
mente á los presidentes de Sala que no se- 
ñalen para la vista sino aquellos pleitos y 
causas que presuman con fundamento po- 
drán despacharse en el oía. 

¡ 2. ü Que cuando se advierta que no ha 
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de poder celebrarse la vista de algún pleito 
ó causa, los presidentes cnidcn de que in- 
mediatamente se suspenda el señalamiento, 
y si fuere posible, se traslade para otro dia 
determinado; lo (jue se avisará así á los le- 
trados si estuviesen presentes, y se notifica- 
rá á los procuradores, entendiéndose en es- 
to caso todas las diligencias de oficio, ó sin 
causar derechos, tanto para la suspensión y 
traslación, como para el nuevo señalamien- 
to que se hiciere. 

3. ° Que los presidentes de Sala indaguen 
por los medios que les sugiera su discreción 
según los casos, y aun puedan preguntar á 
los’ letrados , antes de empezarse la vista de 
cualquier pleito ó causa, el tiempo que in- 
vertirán aproximadamente en sus informes. 

4. * Que la vista del pleito ó causa em- 
piece inmediatamente después de concluido 
el despacho de sustanciacion, que deberá 
celebrarse á primera hora, conforme al ar- 
tículo 27 de las ordenanzas de las Audien- 
cias. 

5. ° Que sí estuvieren señalados dos ó mas 
pleitos ó causas para un mismo dia, principie 
el despacho por el órden de preferencia con 
que han debido señalarse, cou arreglo al ar- 
tículo 33 de las ordenanzas. 

6. ° Que en las diligencias de señala- 
miento de los pleitos ó causas, se exprese el 
órden de preferencia con que se ha de cele- 
brar su vista en las respectivas Salas. 

7. “ Que se observe rigorosamente la dis- 
posición del art. 52 de la Ley de Enjuicia- 
miento civil, que prescribe que las votacio- 
nes de los pleitos se verifiquen antes ó des- 
pués de las horas señaladas para las sesiones, 
y de modo que estas puedan dedicarse ín- 
tegramente al despacho y vista de los ne- 
gocios. 

8. ° Que se observe con el mismo rigor 
lo establecido en el R. D. de 9 de setiembre 
de 1854, para que las sesiones del Tribunal 
pleno se celebren fuera de las horas designa- 
das para las de las Salas de justicia. 

9. * Que igual disposición sea aplicable á 
las sesiones que celebren las Salas de go- 
bierno. 

10. Que cuando haya de verse algún 
asunto en Sala extraordinaria, con arreglo 
al art. 62 del reglamento provisional de 
1835, se acuerde así con un dia al menos de 
anticipación, haciéndolo saber á las partes. 

11. Las disposiciones establecidas en los 
artículos precedentes se observarán en todos 
los Tribunales dependientes del Ministerio de 
Gracia y Justicia.— De Real órden etc. Ma- 
drid 29 de setiembre de 1859.» (CL t 81 
pág. 526.) 


R. O. de 23 noviembre de 1859. 

El ingreso en una categoría confiere derecho á an- 
tigüedad. 

(Grac. y Jtjst.) Se declara «que el in- 
greso en cualquiera de las categorías de ór~ 
den judicial confiere el derecho de antigüe- 
dad y por consiguiente que los jueces de 
primera instancia de Madrid ganan antigüe- 
dad en la toga desde el dia en que toman 
posesión de sus Juzgados.» (CL. t. 82, páqi- 
na 241.) 

R. O. de 23 noviembre de 1859. 

Sueldos de los sustitutos de abogados fiscales, id, se. 
oretarios de gobierno de las Audiencias. 

(Grac. y Jüst.) Se dictan para resolver 
una consulta de la Ordenación general de 
pagos de este Ministerio, las resoluciones si- 
guientes: 

1. a «Los abogados fiscales sustitutos co- 
brarán el medio sueldo que les concede el 
R. D. de 28 de abril de 1854 (1) siempre 
que sustituyan á les propietarios en vacante 
enfermedad ó ausencia ; pero no cuando la 
sustitución ocurra por usar el propietario de 
vacaciones. 

2. ' Si durante el período de vacaciones 
entrasen á sustituir, por las causas expresa- 
das en la regla anterior, á alguno de los fun- 
cionarios á quienes no corresponde en bene- 
ficio, se les abonará igualmente la mitad del 
sueldo. 

3. a Los secretarios de gobierno de las 
Audiencias no disfrutarán de vacaciones, ni 
podrán ausentarse sino en virtud de Real li- 
cencia ó de la del regente por el tiempo que 
este último pueda concederla con arreglo á 
las disposiciones vigentes. 

4. a En el caso de obtener Real licencia, 
deberán los secretarios dejar un letrado que 
los sustituya á satisfacción de la Sala de go- 
bierno, y no podrán ausentarse antes de que 
recaiga la aprobación del- designado. 

5. a El sustituto que se nombre con arre- 
lo á Jas disposiciones anteriores, disfrutará 
el medio sueldo que está asignado á todos 

los que sustituyen á los funcionarios del ór- 
den judicial. Igual beneficio se hará extensi- 
vo al que desempeñe la Secretaria en caso 
de vacante ó enlermedad. 

6. a Sobre los secretarios de gobierno en 
todo caso pesa la obligación de satisfacer Jos 
gastos de Secretaría. En las vacantes serán 
de cuenta del nombrado interinamente para 
desempeñarlas.— De Reai órden etc. Madrid 


(1) Deberá ser 28 de abríl de 1854. Véase 
también la R. 0. de 6 de junio de 1861. 
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23 de noviembre de 1859.» ( CL . t. 82, pá- 
gina 242.) 

ñ. D. de 28 abril de 1860. 

Se modificaron los Aranceles judiciales, 
como puede verse en su lugar, tomo l, don- 
de se insertan íntegros. 

R. I). de 7 julio de 1860. 

Organiia la institución do los magistrados supernu- 
merarios: nombramientos, etc. 

(Grac. y Jüst.) Atendiendo á las razo- 
nes que me ha expuesto el Ministro de Gra- 
cia y Justicia, de acuerdo con el parecer del 
Consejo de Ministros, sobre la conveniencia 
de organizar la institución de los magistrados 
suplentes de las Audiencias, dando á la vez 
colocación á los cesantes de la magistratura, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo 1 Habrá en el Tribunal Supre- 
mo de Justicia y en cada una de las Audien- 
cias del Reino, en el lugar de los suplentes 
actuales, un número de magistrados super- 
numerarios igual á la tercera parte de los 
que componen la planta fija, mientras exis- 
tan cesantes y no se organicen definitiva- 
mente los Tribunales. 

Art. 2.° Los magistrados supernumera- 
rios serán en lo sucesivo nombrados por mí 
de entre los cesantes que no lo sean por 
causa que afecte á la buena administración 
de justicia. 

Art. 3.° Para las plazas de ministros su- 
pernumerarios del Tribunal Supremo de 
Justicia, se me propondrán cesantes dei pro- 
pio Tribunal; para las de magistrados de la 
Audiencia de Madrid, cesantes de la mis- 
ma y regentes de las demás Audiencias ; y 
para las de estas, cesantes de igual clase. 

Art. 4.° Los magistrados supernumera- 
rios desempeñarán las mismas funciones que 
los de número, y tendrán asignación en una 
de las Salas. 

Art. 5.° Los regentes, en uso de las fa- 
cultades que les concede el reglamento pro- 
visionakpara la administración de justicia, 
constituirán Salas extraordinarias, cuando 
fuere necesario, que faciliten el curso y des- 
pacho de los negocios. 

Art. 6.° Con el fin de atender al mejor 
servicio y dar tiempo á los ministros ponentes 
para que se dediquen al estudio de los plei- 
tos y causas cuyas sentencias deben redac- 
tar, el presidente de cada Sala podrá rele- 
varlos de la asistencia al Tribunal un día por i 
semana, cuidando de^que por esta causa no 
falte mas de uno, á fin de que no se inter- 
rumpa ni paralice el curso, vista y fallo de 
los negocios. 
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Art. 7.° No podrán ser nombrados ma- 
gistrados supernumerarios de una Audien- 
cia los que sean naturales del territorio á 
que se extiende su jurisdicción , ni los que 
estén casados con mujer que pertenezca á 
familia poderosa del mismo , según se halla 
dispuesto para los de número. 

' Art. 8,* Los magistrados supernumera- 
rios disfrutarán su actual cesantía y además 
un aumento suficiente á constituir las cuatro 
quintas partes del sueldo del cargo en que 
cesaron, y los servicios que presten se con- 
siderarán de abono para toaos los derechos 
pasivos. 

Art. 9.° Los magistrados supernumera- 
rios que se nombren con arreglo’ á este de- 
creto, no entrarán á percibir el aumento so- 
bre el haber de su cesantía hasta que se 
apruebo por las Cortes la partida correspon- 
diente del presupuesto. 

Art. 10. De cada tres plazas que resul- 
ten vacantes en el Tribunal Supremo de Jus- 
ticia y en las Audiencias, una se dará preci- 
samente á ios ministros y magistrados su- 
pernumerarios, otra al ascenso, y la torcera 
á la libre elección. 

Art. 1 \ . Quedan suprimidos los magis- 
trados suplentes que nombraban en cada 
año las Salas de. gobierno de las Audiencias. 
Los nombrados para el año actual seguirán 
en sus cargos hasta fin del próximo di- 
ciembre. 

Art. i 2. El Ministro de Gracia y Justicia 
adoptará las medidas oportunas para que 
empiece á regir este decreto desde í. 1 ’ de 
enero próximo. — Dado en Palacio á 7 de ju- 
lio de 1860.» (CL. t. 84, p. 38.) 

R. O. de 4 setiembre de 1860. 

Causas por accidentes en forro-carriles: declaraciones 
do ingenieros jefes dedirision. 

(Grac. y Jüst.) «Deseando la Reina que 
las causas que se formen con motivo de ios 
accidentes ó hechos que ocurran en los fer- 
ro-carriles, se sustancien con la brevedad y 
acierto que reclama la buena administración 
de justicia, y sin perjuicio , en cuanto sea 
posible, de las varias y perentorias atencio- 
nes de los ingenieros jefes de división de los 
mismos, y tomando en consideración lo ma- 
nifestado á este Ministerio por el de Fomen- 
to, de conformidad con lo consultado por las 
Secciones de Gobernación y Fomento, Esta- 
do y Gracia y Justicia del Consejo de Estado, 
se ha servido disponer: 

1 Cuando los jefes de división hayan 
de deponer como testigos presenciales ó de 
referencia de actos que constituyan ó acom- 
pañen los delitos que se persigan , el juez 
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fíe la causa cometerá, sus funciones £i las au- 
toridades del punto de la residencia de di- 
chos jefes de división, para que ante ellas 
presten sus declaraciones, á no ser en casos 
través y excepcionales en que crea indis- 
pensable para la buena administración de 
justicia recibirlas por sí mismo. 

' 2.° Siempre que los expresados jefes de 
división tengan que suministrar anteceden- 
tes ó datos facultativos, ó emitir su opinión 
en asuntos relativos á su cargo, podrá excu- 
sarse su comparecencia en los Tribunales, 
bastando que suministren aquellos datos, ó 
expongan su dictámen, por medio de certi- 
ficación ó de informe, según los casos.— De 
Real orden etc. Madrid 4 setiembre de 1 860.» 
( CL . t. 84, p. 205.) 

Además consúltense otras disposicio- 
ces insertas en Declaración en causa 
criminal, y principalmente la R. 0. de 
20 de abril de 1863. 

Rs. Ords. de 6 y 7 setiembre de 1860. 

Tratan del modo de citar y declarar los 
empleados de vigilancia, y se hallan inser- 
tas en Declaración en causa criminal. 

fí. O. de 5 noviembre de 1860. 

Habiéndose suscitado algunas dudas sobre 
conocimiento de delitos de montes se decla- 
ra que corresponde á los Juzgados del fuero 
ordinario, conocer de los delitos de cortas y 
talas fraudulentas en los montes y dehesas 
del Estado. Se baila inserta en Montes con 
las ordenanzas y todas las demás disposicio- 
nes del ramo. 

R. D. de 9 noviembre de 1860. 

Ministerio fiscal: Se reforma el art. 9 del R. D. de 9 
de abril de 1858, etc. 

(Grac. y Just.) «Señora: La organización 
del ministerio público ha sido objeto de re- 
petidas disposiciones, encaminadas á rodear- 
le del prestigio y autoridad que requiérela 
importancia de sus funciones. Creóse para 
los Juzgados de primera instancia , con ca- 
rácter permanente, desde el momento de su 
instalación; dotósele de atribuciones propias; 
fijáronse las relaciones de subordinación en- 
tre sus diversas categorías; y por último, se 
le dió aquella unidad de acción necesaria para 
el cumplimiento de sus altísimos deberes. 
Porque llamado el ministerio fiscal á defen- 
der en los tribunales el interés colectivo y 
social, representante de la ley, por cuyo 
exacto cumplimiento ha de velar en benefi- 
cio de la administración de justicia, agente 
inmediato del poder supremo á quien está 
confiada la tutela de tan sagrados derechos, 


debe formar un Cuerpo , que inspirándose 
de una sola idea y obedeciendo a un solo 
pensamiento trasmita rápidamente su im- 
pulso desde el primer eslabón de la cade- 
na que arranca del Ministro de Gracia y Jus- 
ticia hasta Jos agentes subalternos en toda la 
extensión de su escala jerárquica. Este es 
el verdadero sentido, y esta la razón del 
principio de unidad que, cou el de indepen- 
dencia y responsabilidad, constituyen Jas ba- 
ses de la organización actual del ministerio 
público. En ellas se fundó el R. D. de 9 abril 
de 1858 para considerar a! Ministro de Gra- 
cia y Justicia como jefe supremo de todo él; 
ai fiscal del Supremo Tribunal como jefe co- 
mún de los fiscales de las Audiencias, yá es- 
tos con el mismo carácter en sus respecti- 
vos distritos. Y á la verdad, debiendo ser la 
acción pública una é indivisible, era necesa- 
rio que el fiscal del Tribunal Supremo ejer- 
ciese una inspección superior sobre todos 
los fiscales de las Audiencias: les dictase las 
instrucciones oportunas , y constituyese el 
centro general de unidad. Los fiscales de las 
Audiencias deben á su vez tener las mismas 
facultades respecto de los promotores, que 
no son otra cosa que sus agentes en los Juz- 
gados de primera instancia. Así organizado 
el ministerio fiscal, y conferido todo el ejer- 
cicio de la acción pública á los fiscales, es 
además necesaria la intervención de otros 
agentes, sin cuya ayuda no podrian aquellos 
despachar el cúmulo de negocios que la ley 
confia á su cuidado. Los tenientes y aboga- 
dos fiscales, llamados á prestar este auxilio, 
forman con el fiscal un cuerpo, y son en rea- 
lidad^ su consejo ; pero es también evidente 
que á los ojos de la ley el centro de unidad 
para la dirección de los negocios, así como 
el ejercicio de la acción pública, residen es- 
pecialmente en el fiscal: los tenientes y abo- 
gados fiscales entran á participar de sus atri- 
buciones bajo la dirección y vigilancia délos 
fiscales. Esta alta dirección es Ja que cons- 
tituye la verdadera unidad y la sola posible, 
pues basta examinar la estadística^de las- 
causas y negocios que se despachan en las 
Audiencias, para convencerse de que raya en 
lo imposible que un fiscal pueda enterarse 
de todos los escritos y pretensiones que en 
su nombre se deducen, con aquel detenido 
estudio y minucioso examen que seria nece- 
sario para que sobre él pesara la exclusiva 
responsabilidad de todos ellos. Mirado á la 
luz de estas reflexiones, el art. 9.° del Real 
decreto de 9 de abril de 1858 exige una 
pronta reforma, porque llevando el principio 
de unidad hasta sus últimas consecuencias, 
bja en los fiscales solos la representación 
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única de todos los actos de su ministerio y, 
contra su propósito, irroga daños y entor- 
pecimientos al servicio público. 

Estos inconvenientes que la experiencia 
ha puesto de manifiesto, a ios que el fiscal 
del 'Tribunal Supremo de Justicia añade el 
lamentable abandono en que, por falta ab- 
soluta de tiempo , se halla la Inspección su- 
erior que el mismo y los demás fiscales de- 
en ejercer respectivamente sobre sus su- 
bordinados, hacen indispensable que. se au- 
toricen á los tenientes y abogados fiscales 
para firmar los escritos y pretensiones que 
presenten al Tribunal en los negocios que 
le sean encomendados por delegación: es 
igualmente necesario respetar la libertad de 
conciencia en el despacho de los negocios 
dentro de ciertos límites racionales: y sin 
ofender el principio de la acción única que 
exige el Interés público , es también útil por 
extremo alentar los esfuerzos del estudio y 
del talento con las recompensas debidas al 
mérito y al trabajo. 

Todas estas ventajas se obtienen con la re- 
forma del arl. 9.° del citado Real decreto, 
adoptando los principios de la sana doctrina 
practicados con el mejor éxito en otros paí- 
ses. Según ellos la acción pública se ejerce 
siempre á nombre del fiscal , aun cuando el 
teniente ó abogado firmen las peticiones por 
delegación, así como llevan la palabra y pre- 
sentan las concesiones ante el Tribunal 
„ cuando asisten á informaren estrados; en 
los negocios ordinarios y corrientes la dele- 
gación es general ; en los graves de suyo , ó 
en que interviene una circunstancia cual- 
quiera que reclame la atención, bien se re- 
serva el mismo fiscal su despacho, ó previe- 
ne á los encargados de él que antes de pre- 
sentar los escritos ó conclusiones ios some- 
tan á su examen. En todo caso puede dictar 
las instrucciones que estime convenientes. 
Así se logra alcanzar Ja unidad de la acción 
•pública, haciendo concurrir todos ios esfuer- 
zos individuales á un fin común en beneficio 
de la pronta y mas irnparcial administración 
de justicia. 

El Ministro que suscribe , al proponer á 
V. M, el adjunto proyecto de reforma, cree 
dar un gran paso á favor de la institución 
fiscal, haciendo posible su acción rápida y 
directa en el despacho de los negocios y 
causas con el exacto cumplimiento de la lev. 

Por tales motivos tiene la honra de some- 
ter á la aprobación de V. M. el adjunto 

REAL DECRETO. 

«Tomando en consideración las razones 
que me ha expuesto el Ministro de Gracia y 


Justicia sobre la conveniencia de reformar el 
art. ú.° del R. D. de 9 de abril de 1858 que 
organizó el ministerio público; 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo i .° El fiscal del Tribunal Supre- 
mo de Justicia y los fiscales de las Audien- 
cias son los encargados personal y especial- 
mente de todas Jas atribuciones del Ministe- 
rio público en su respectivo Tribunal. Los 
tenientes y abogados fiscales participan de 
ellas á nombre y bajo la dirección de los fis- 
cales. 

Art. 2.“ El fiscal del Tribunal Supremo 
de Justicia y los fiscales de las Audiencias 
establecerán un turno de repartimiento de 
los negocios en que sea parte ó baya de spr 
oido el Ministerio público entre el teniente y 
los abogados fiscales, procurando con la po- 
sible igualdad utilizar las dotes especiales de 
cada uno. Los fiscales se reservaran para 
despacharlas por sí mismos aquellas causas 
ó negocios en que por su gravedad ó por 
cualquier otra circunstancia juzgueD conve- 
niente su intervención personal. 

Art. 3.° Los tenientes y abogados fisca- 
les autorizarán con su firma las peticiones, 
dictámenes ó censuras que extendieren en 
los negocios cuyo despacho se les cometa; 
pero encabezarán todos los escritos á nom- 
bre del fiscal, expresando al firmar que lo 
hacen por delegación: llevarán la palabra en 
estrados, con todo el lleno de la represen- 
tación fiscal, bien en los asuntos que hubieren 
despachado, bien en sustitución de otro, ó 
por delegación expresa: oirán las notifica- 
ciones de las resoluciones que recaigan: pre- 
sentarán las reclamaciones que estimen pro- 
cedentes, obrando con la libertad de con- 
ciencia jurídica compatible con los deberes 
de su ministerio, y sin perjuicio del principio 
de unidad consignado en el art. f.° 

Art. 4.“ Los fiscales, sin embargo, po- 
drán dar instrucciones al teniente y aboga- 
dos fiscales, así como á ios demás subordi- 
nados suyos, siempre Que lo estimen con- 
veniente,' y prevenirles que consulten con 
ellos las peticiones y dictámenes antes de su 
presentación. También podrán oir al Cuerpo 
fiscal compuesto de los tenientes y abogados • 
fiscales, y pedir instrucciones al superior in- 
mediato si las circunstancias del caso lo exi- 
giesen. Las instrucciones que aquel diere 
para la dirección de la acción pública serán 
obligatorias. Los tenientes y abogados fisca- 
les á su vez consultarán con los fiscales las 
dudas ó dificultades que se les ofrecieren 

Art. 5." En cualquiera de los casos in- 
dicado.-, si el fiscal no se conforma con la 
opinión del teniente ó abogado fiscal encar-s 
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gado del despacho de un negocio, y o] te- ! 
nieote ó abogado insistieren en la suya, po- ; 
drá el fiscal despacharlo por sí, ó convocar 
el Cuerpo fiscal; y después de discutido el 
asunto, encomendarlo á otro de los ahogados 
fiscales que participen de su opinión. 

Art. 6.° Finalmente, si en algún negocio 
de aquellos en que el Ministerio fiscal es oido 
conforme al art. 5.° del R. D. de 28 de abril 
de 1854 ú otras disposiciones análogas y en 
los asuntos consultivos ó gubernativos, cre- 
yese un Tribunal ó alguna de las Sala?, des- 
pués de visto el dictámen del teniente ó abo- 
gado fiscal, que para mayor instrucción con- 
viene oir al fiscal, podra acordar que se le 
pase de nuevo á este efecto. El fiscal podrá 
ratificar el anterior dictámen, ó separarse de 
él según lo estime mas justo. 

Art. 7.° El art. 9.° del R. D. de 9 de 
abril de 1858, se entenderá modificado con 
arreglo á las anteriores disposiciones, que- 
dando ios restantes en toda su fuerza y vi- 
gor, — Dado en Palacio á 9 de noviembre de 
1860.» (CL. t. 84, p. 353.) 

Ciro, de 12 diciembre de 1860. 

Circular del fiscal del Tribunal Supremo de Justicia 

haciendo pretenciones á los funcionarios del mi- 
nisterio fiscal para el exacto cumplimiento de lo# 

deberes de su cargo. 

(Fiscalía del Tribunal Supremo.) «El 
R. D. de 9 de noviembre último por el cual 
se modifica el art. 9 del de 9 de abril de 
1858, viene á demostrar de nuevo el alto in- 
terés y la constante solicitud con que Ja Rei- 
na atiende á la mejora y progresivo desen- 
volvimiento del ministerio fiscal. En el bien 
meditado preámbulo que precede á dicho . 
Real decreto encontrarán los señores fisca- 
les, no solo un condensado resúmen de los 
principios en que descansa esta importante 
institución, sino la demostración mas cum- 
plida del espíritu y tendencias de esta refor- 
ma. Al proponerla á S. M. su ilustrado Go- 
bierno, no se ha propuesto relajar en lo mas 
minino su unidad, aqíes sí, afirmarla y ro- 
bustecerla. Al concederse á los tenientes y 
abogados fiscales la representación que la 
¡mportapcia de sus servicios reclamaba, es- 
tableciéndose la consecuencial y forzosa res- 
ponsabilidad dentro de la misma institución, 
la unidad de esta se lia estrechado mas , al 
par que los vínculos de su disciplina, armo- 
nizándose convenientemente ios diferentes 
elementos que concurren á su composición 
y organización. 

Y á la vez que S. M. hace valer así los 
buenos principios, con delicado tino, ha to- 
cado respecto á dichos funcionarios el mas 
noble resorte de cuantos estimulan al cum- 


plimiento de los deberes mas difíciles , cual 
es el sentimiento de la propia reputacioa y 
de la ambición de gloria. Honroso sendérp 
se abre á las dos clases citadas, á la par q^e 
á todos se asegura la justicia en los ascensos, 
yen las recompensas, haciéndose qu$ se 
pongan en evidencia el celo, inteligencia, 
laboriosidad y servicios de todos los funcio- 
narios de nuestro importante ministerio. 

Los señores fiscales, pudiendo ya acudir, 
con mayor esmero á la inspección ae los ac- 
tos de sus subordinados, vigilarán incesafr- 
temente por el acierto y la actividad de la ' 
acción pública, sin cuyas condiciones, egta 
es completamente estéril, y muchas vece§ 
perniciosa. De aquí, que por útil y aun ne- 
cesaria que sea esa inspección constante, 
celosa é ilustrada, que la ley nos recqmieiiT 
da, no basta por sí sola para garantirla acei- 
tada dirección de la acción fiscal en*sns orí- ' 
genes, que son sus periodos decisivos. Los 
señores fiscales conocen muy bien las dífii 
cuitades que en la práctica presenta la rpp- . 
tifícacion de una acción inhábil mente inten- j 
tada, de una excepción erróneamente so&ior* 
nida, ó de una investigación sin aciertos- 
caminada. Los errores cometidos en 
importantes períodos de los juicios, raravpfc 
pueden subsanarse después; y por lo mi^n 
la ley, en amparo de los altos intereses 4eMá 
sociedad y de los del Estado , procuró qj# 
siempre que unos ú otros pudieran aféctase, 
concurrieran á la acertada dirección dejtt: 
acción pública todas las luces, toda la ilsa&rf 
tracion del ministerio fiscal. . ,r 

Mientras la organización de este no pijas^- _ 
taba otra garantía que la jerarquía de .s 
funcionarios, todo se subordinó á ella; yd^r 
dose por otra parte á los Tribunales, bpn 
vido de su necesaria impasibilidad, el car ^ 
ter fiscal, se asigoó al Consejo el conoqk:' 
miento de los negocios de 1 eversión, incoí-* 
poracion, retención de gracias y otros, á,lf¡Éqí 
Chancillerías y Audiencias, los casos 
te, y esto además del beneficio intermíM®^ 
de la restitución, que privaba de todaeátfcc^ 
bilidad á las ejecutorias. . 

El mal era inmeaso. inconmensurable^.-* 
á su remedio quiso acudir el Sr. D. Fefip|Y$j 
que en su sabiduría, comprendióla nece¡s¿$ 
dad de principiar tan radical reforma r"' 
dar una nueva organización al udni 
fiscal, creando la plaza de fiscal genera 
el Consejo de Castilla, innovación que jl 
ba de suyo la modificación ó alteración':; 
toda la institución. Ni los tiempos eran,* 
bonancibles para empresa semejante^U^ 1 
propósito para una reforma que te 
base la limitación del poder de los 
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que ya se reconocían como cuerpos sobera- 
nos, ’y se retrocedió forzosamente en aquel 
camino, por mas que los principios lo seña- 
lasen como el único apoyado en la doctrina. 

Las cosas siguieron el curso á que impul- 
saban las circunstancias de los tiempos y 
del país; pero las novedades políticas reali- 
zadas en este siglo, hicieron imposible la 
anterior organización judicial, y cesaron esas 
atribuciones especiales de los Tribunales Su- 
premos y Superiores. Trasladada la plenitud 
de jurisdicción, con rarísimas excepciones á 
los Juzgados de primera instancia, apareció 
en el momento el peligro de los altos intere- 
ses sociales y de los del Estado, si no se or- 
ganizaba el ministerio fiscal en armonía con 
la nueva planta y atribuciones de los Tribu- 
nales. Hé aquí el origen de esa reforma pro- 
gresiva dol ministerio público, y de la nece- 
sidad de su completo desarrollo. 

Nada se habrá adelantado , sin embargo, 
en este orden, si allí donde Dace la acción 
fiscal, donde los altos intereses que se con- 
fian á la guarda y defensa de nuestra institu- 
ción pueden principalmente peligrar ó sa- 
carse á salvo, no son amparados con todas 
Jas luces, con todo el celo , con toda la fir- 
meza que requiere su importancia y calidad. 
Por ello la unidad, la independencia, la dis- 
ciplina de la institución, le son esenciales y 
no admiten relajación ni dispensa. 

A fin, pues , de que estas condiciones se 
llenen en el espíritu de la ley, y de que las 
elevadas miras del Gobierno de S. M. se 
cumplan con la regularidad , uniformidad y 
exactitud convenientes, considerando esta 
Fiscalía el olvido en que han caído algunas 
de las disposiciones anteriormente dictadas, 
mas por las vicisitudes por que hemos pasa- 
do, que por falta de voluntad en los funcio- 
narios fiscales , y consultando la necesidad 
de otras que estén en armonía con las pres- 
cripciones del último Real decreto, he creí- 
do de mi deber acordar las prevenciones si- 
guientes: 

f.‘ Habiendo demostrado la experiencia 
y reconocido este Supremo Tribunal los ries- 
gos que ocasionan los repartimientos de cau- 
sas criminales en las Audiencias, basadas en 
la calidad de aquellas , en tas condiciones 
pecuniarias de las partes, ó en otras razones 
análogas, sin consultar principalmente el in- 
terés público, que es el que debe exclusiva- 
mente determinarlo, los señores fiscales ges- 
tionarán cerca de sus respectivas Satas de 
gobierno para que el repartimiento de cau- 
sas se liaga en las Salas de justicia por par- 
tidos judiciales, teniéndose en cuenta las que 
la ley asigna á Salas determinadas , y todas 
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las circunstancias atendibles, á fin de que 
sobre todas aquellas pese, con la posible 
igualdad, este importante servicio. 

2. a También gestionarán los señores fis- 
cales, para que se acuerde por las Salas de 
gobierno, que la inspección de las causas 
criminales durante las primeras instancias 
se encomiende á las mismas Salas de justicia 
que han de conocer de Jas segundas en ob- 
viacion de inconvenientes graves , alguDa 
vez tocados en su separación, v que el rollo 
de inspección corra en su dia con el de Sala 
luego que la causa se reciba en el Tribunal. 

3. a Los señores fiscales, oyendo al Cuer- 
po fiscal de su presidencia, establecerán el 
turno de repartimiento que se previene en 
el art. 2.° de dicho Real decreto, procuran- 
do, siempre que no se opongan á ello incon- 
venientes graves, que cada uno de los te- 
nientes y abogados fiscales, se asigne á una 
Sala lija, á fin de evitar equivocaciones tras- 
cendentales en las notificaciones y otros ac- 
tos personales. 

Del turno que se establezca, y de las al- 
teraciones permanentes que en él se hicie- 
ren en adelante, por exigirlo así el mejor ser- 
vicio, darán conocimiento á esta fiscalía. 

4. a Para el tiempo de vacaciones yen 
los casos de ausencia, enfermedad ó vacante 
del fiscal, teniente ó alguno de los abogados 
fiscales, se formará un turno provisional , á 
fin de que se llene cumplidamente el ser- 
vicio. 

5. a Todo negocio que el Tribunal ó algu- 
na de sus Salas mandase pasar al ministerio 
fiscal, sea cualquiera su naturaleza, estado 
ó calidad , aunque por delegación le despa- 
che el teniente ó alguno de los abogados 
fiscales , como no sea por incompatibilidad 
del fiscal, se pasará á este, el cual, haciendo 
anotar Ja entrada en el libro correspondien- 
te, lo hará pasar al funcionario de turno , ó 
al que designe, si no lo despachase por sí. 

La devolución también se hará per el fis- 
cal, anotándose así en el libro de entradas. 

6. a Ei teniente ó abogado fiscal , á quien 
se pasare citación para la vista de un nego- 
cio, dará cuenta inmediatamente al fiscal por 
si quisiere informar porjsí, darle instruccio- 
nes , acordar con él ¡os medios de defensa, 
ó lo que conduzca al mejor servicio público. 

7. a Los señores fiscales cuidarán de que 
en las carpetas de todos los negocios en que 
sea parte ó fuere oido el ministerio fiscal, se 
anote el funcionario encargado de su des- 
pacho. 

R. a Los mismos acordarán las reglas in- 
teriores del servicio de su respectiva fiscalía; 
y segun las circunstancias especiales de cada 
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una, los negocios sobre que hayan de con- 
sultarse sus tenientes y abogados fiscales, 
tiempo, modo y forma en que deban hacer- 
lo; no pudiendo dejar de recomendarles esta 
Fiscalía los en que tenga interés el Estado, 
los recursos de fuerza, los de competencia 
con jurisdicciones especiales, ó de conflictos 
con la administración , las causas graves, 
reputando siempre tales las que se dirijan á 
la represión de algún delito de los penados 
en los títs. I, II y III del lib. II del Código 
penal , y las que se instruyan por siniestros 
en ferro-carriles, las en que ocurran dudas 
sobre la calificación del delito , y las en que 
se ventilen cuestiones sobre las que no sea 
fija ó uniforme la jurisprudencia. También 
les recomienda, al mismo fin, los expedien- 
tes consultivos é informativos. 

9. a Cuidarán igualmente los señores fis- 
cales de que los promotores , tanto los de la 
jurisdicción Real ordinaria, como los de la 
especial do Hacienda, les consulten oportu- 
namente en todos los pleitos sobre señoríos, 
mostrencos y cualesquiera otros en que se 
interese el Estado ó el patrimonio Real , y 
que no propongan demanda ni la contesten 
sin la prévia instrucción á su consulta, según 
se dispone por R. D. de 26 de enero de 
1844, en su art. 9.°, y por el 13 de la ins- 
trucción de 25 de junio de 1852 , expedido 
para la ejecución del R. D. de 20 de) propio 
mes sobre la jurisdicción de Hacienda, te- 
niendo en cuenta, sin embargo, las pres- 
cripciones de la nueva Ley de Enjuiciamien- 
to civil, para que no se perjudiquen los de- 
rechos del Estado ó de! Real patrimonio. 

También harán que les consulten respec- 
to á los pleitos sobre adjudicación de Bienes 
■de capellanías familiares, cuando estos pue- 
dan seguirse, ajustándose á la resolución 
que recayese en consulta, según se dispone 
en la R. O. de 5 de julio de 1850. 

10. Los promotores deberán consultar 
además, con los señores fiscales todos los 
casos graves, los en que les asalten dudas 
fundadas, aquellos en que la jurisprudencia 
sea varia, y siempre que los señores fiscales 
Se lo ordenen en algún negocio determi- 
nado. 

H. Las instrucciones que reciban los 
promotores de sus superiores inmediatos sod 
obligatorias, como les está repetidamente 
prevenido, y se repite en el último Real de- 
creto. Para salvar aquellos absolutamente 
su responsabilidad, deberán, sin embargo, 
cuando su opinión fuese contraria, dirigir 
las observaciones que estimasen conducen- 
tes á su jefe, y si este insistiese en sus ins- 
trucciones, y el promotor, no obstante, esti- 


mase que hay error en ellas, ó qne pueden ' 
irrogarse perjuicios al Estado, ó al Patrimo- 
nio Real, ó á la causa pública, deberá cum- 
plirlas puntualmente; pero dando cuenta á 
esta Fiscalía directamente, y sin demora, sin 
perjuicio de cumplir lo que se ordena en eí* 
número 9.° del art. 6.° del R. D. de 26 do 
enero de 1844. 

12. Los señores fiscales atenderán, con 

especial preferencia y esmerado celo, al ser- 
vicio de las consultas que se les dirijan, no 
debiendo olvidar los perjuicios, conflictos y 
complicaciones que pueden surgir de la de- 
mora. Esto además del ejemplo de actividad 
y celo que debemos dar siempre á nuestros 
subordinados. ' i 

13. Conociendo los señores fiscales el al- 
to interés de la ley en uniformar la jurispru- 
dencia y las prácticas de los Tribunales, de- 
berán velar con perseverante celo por que 
en el cuerpo fiscal de su presidencia la doc- ■ 
trina sea una, constante é ilustrada. A este 
fin, procurarán que se celebren por aquel 
con su asistencia, conferencias frecuentes y 
periódicas, en las que se debatan las cuestio- 
nes en que las opiniones difieran, la jurispru- 
dencia sea varia ó las prácticas opuestas, y 
si para ilustrar la materia conviniese conocer 
la opinión ó prácticas de otras Audiencias^ 
Fiscalías, se dirigirán á los señores fiscales, . 
pudiendo consultar también siempre qne lo 
creyesen conveniente á esta. 

14. Llevada á feliz térmico la formación 
y publicación de la estadística criminal por 
él perseverante celo del Ministerio de Gra- 
cia y Justicia, á cuya penosa tarea tanto ha 
contribuido y contribuye el ministerio fiscal, 
á pesar de sus escasos medios, no deben ya 
confundirse como antes se hacia, los trabajos 
de estadística y los de inspección , ni tam- 
poco en esta los que corresponden á loé 
Tribunales con los peculiares del mmisteríó * 
fiscal, si bien debe procurarse toda la ana- ' 
logia que exige su íntima relación para qué 
sean tan útiles, como el buen servicio re- 
clama. 

A este fin; y en el ínterin el Gobierno dé , 
S. M. acuerda lo mas conveniente, se obser- ' ' 
varán las reglas siguientes: ■" .'■■ 

1. a De todo delito gravísimo, tales como 
estos se han definido en disposiciones ante-*, 
riores, y de los que puedan llamar la aten- 
ción pública por sus circunstancias, darán 
los promotores inmediatamente cuenta á loé 
señores fiscales, los cuales les darán las ins 1 - 4 
truccíones que conduzcan, -según los casos/ 

De los que afecten al órden público, de i 
los que se definen en los títulos I, II y Ifl 
del lib, II del Código penal, y de aquéllos 
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que fijen Ja atención pública, los promoto- 
res, además, darán parte directamente al 
Ministerio de Gracia y Justicia y á esta Pisca- ' 
lía, como está mandado repetidamente, y de 
haberlo hecho darán conocimiento á los se- 
ñores fiscales. 

2. a En los seis primeros dias de cada mes 
los dichos promotores, remitirán á los seño- 
res fiscales cuatro estados con arreglo á los 
adjuntos modelos números 1 2.°, 3.° y 4.°: 
uno de las causas criminales pendientes en 
su respectivo Juzgado: otro de las pendien- 
tes del cumplimiento de ejecutorias: otro de 
los exhortos ó despachos recibidos para su 
ejecución en su Juzgado: y otro, en fin, de 
los negocios civiles, pendientes en el mismo 
en que tenga interés el Estado, ó en que sea 
parte ó se oiga al ministerio fiscal . 

3. a Para que estos estados tengan su re- 
gistro permanente y le lleven ios promoto- 
res sin gran trabajo, abrirán al intento cua- 
tro libros, cada uno de ellos referente á los 
negocios que comprenda el respectivo esta- 
do, bajo la misma forma y con los propios 
datos que sste, en cuyo libro tendrá cada 
negocio su hoja, en la cual se irán anotan- 
do las vicisitudes y adelantos del mismo, de 
la que trasladarán al estado mensual las ano- 
taciones que en este se consignan. 

4. a A fin de economizar en lo posible el 
trabajo material, y para que este servicio se 
lleve con uniformidad, los señores fiscales 
podrían cuidar de que las hojas de los libros 
y los cuadros de los estados, que deberán ser 
absolutamente iguales, se imprimieran, pro- 
curando la mayor economía y baratura de 
las hojas. 

5. a Al principio de cada año se abrirán 
nuevos libros, trasladando á estos única- 
mente las hojas de los negocios pendientes 
en el primer dia del año, y fijándose el es- 
tado que en él tengan. 

6. a Luego que los señores fiscales reci- 
ban los estados mensuales de los promoto- 
res, los examinarán y acordarán lo que pro- 
ceda. En seguida los pasarán al funcionario 
fiscal encargado del respectivo partido ju- 
dicial, para que tome las notas que pueda 
utilizar cuando examine los negocios que 
comprendan los estados; y también, esti- 
mándolo conveniente, proponga desde luego 
al fiscal lo que proceda. 

7. a Los tenientes y abogados fiscales 
que por el exámen de los estados mensua- 
les, ó por el de los negocios despachados por 
un promotor, notaren que su celo, su dele- 
nido estudio de los asuntos, su acierto en las 
apreciaciones, su buena doctrina , recto jui— 
cío., ó esmeradas formas en ios esentos, me- 


recen llamar la atención del fiscal , lo harán 
con expresión bastante y señalamiento de 
los negocios, á fin de que, si aquel fuere de 
su misma opinión, se anote así en el regis- 
tro del funcionario fiscal á que se refiera. 

Igualmente lo liarán al propio fin cuando 
un promotor muestre falta de celo, de inte- 
ligencia, ó de otras, dotes de las que deben 
estar adornados estos funcionarios. 

8. a Los promotores fiscales llamarán la 
atención de los señores fiscales, siempre que 
por su Juzgado se dictare sentencia en cau- 
sa criminal, ó en negocio civil de interés del 
Estado, en que según su opinión se hubie- 
ren lastimado los fueros de la justicia ó los 
intereses públicos , exponiendo las razones 
que estimaren conducentes. 

Lo propio harán siempre que se acorda- 
ren sobreseimientos, ó inhibiciones en su 
sentir improcedentes. 

9. a Los señores fiscales tendrán presen- 
tes estas comunicaciones , y por ellas darán 
sus instrucciones al teniente ó abogado fis- 
cal á quien encomendaren el despacho de 
aquel negocio si uo se lo reservasen. 

Cuando la comunicación se dirija á un so- 
breseimiento ó inhibición acordada por el 
juez inferior, pedirán que Ja audiencia al 
ministerio fiscal sea por escrito, á no mediar 
circunstancia que reclame la celeridad de la 
resolución, en cuyo caso, asistirá en perso- 
na el fiscal para imponerse y exponer en voz 
cuando la ley permita este medio. 

10. En los quince primeros dias de cada 
año los promotores formarán, y remitirán á 
su fiscal respectivo, un estado general de los 
negocios despachados en todo el año ante- 
rior, y de los pendientes, conforme < r l mode- 
lo núm. 5.° Estos estados serán examina- 
dos en la forma que se dispone en la re- 
gla 6. a 

11. Los señores fiscales de las Audien- 
cias en los ocho primeros dias de cada mes 
remitirán áesta Fiscalía des estados con ar- 
reglo á los modelos números C.° y 7.°; el 
prócero referente á todos los negocios des- 
pachados y pendientes en el mes anterior; 
el segundo de las vistas solemnes que hayan 
tenido lugar con asistencia del ministerio 
fiscal en dicho mes precedente. 

12. En todo el mes de enero de cada año 
remitirán dichos señores fiscales á esta Fis- 
calía el estado general de negocios despa- 
chados y pendientes conforme al modelo 
número 8.° Si por los partes que los seño- 
res fiscales recibiesen de los promotores, por 
el exámen de los estados ó por otros medios 
llegaren á conocer que se repite en una par- 
te dei territorio una misma especie de deli- 
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tos de un modo que llame la atención , que 
revele una causa especial que ios determine;, 
ú otro mal que merezca un examen concre- 
to, darán conocimiento á esta Fiscalía; y sin 
perjuicio abrirán un espediente instructivo 
encaminado á fijar los hechos y determinar 
sus orígenes. 

13. Los mismos señores fiscales en los 
últimos dias de cada año reunirán el cuerpo 
fiscal de su presidencia y dependencia para 
hacer calificación de los promotores del ter- 
ritorio de su Tribunal, á presencia de los 
datos que resulten, y de ello extenderán 
acta reservada en el libro de juntas. Los se- 
res fiscales resolverán los que juzgaren pro- 
cedente respecto á las notas de registro, y 
darán cuenta á esta Fiscalía con copia del 
acta. También harán los señores fiscales la 
calificación que estimen del teniente y abo- 
gados fiscales y la pondrán en conocimiento 
de esta Fiscalía para que pueda cumplir lo 
ordenado en el art. 11 del R. D. de 7 de 
junio de 1851 y demás disposiciones poste- 
riores. 

14. Los señores fiscales, para completar 
la inspección que deben ejercer sobre sus 
subordinados, examinarán las listas semes- 
trales que los Juzgados remiten á las respec- 
tivas Audiencias para que estas formen las 
que debe examinar este Supremo Tribunal, 
y confrontado sus datos con las mensuales 
que hayan recibido de los promotores , ve- 
larán por que ni unos ni otros falten á la 
exactitud debida. Siempre que notaren fal- 
tas en los promotores las corregirán, en 
uso de su jurisdicción disciplinaria, y de ello 
darán conocimiento al Tribunal. 

15. En cualquier caso en que un fiscal 
impusiere corrección á un promotor, ó á 
otro de sus subordinados, dara conocimiento 
á esta Fiscalía con expresión de la causa que 
la motiva. 

16. Si desgraciadamente un promotor ú 
otro funcionario fiscal diere motivo á ser 
encausado, el fiscal de la Audiencia se pro- 
curará partes quincenales de los adelantos, 
cuando de la causa conozca un juez inferior 
y los dará mensuales á esta Fiscalía. En su 
caso remitirá sin demora á la misma y al 
Ministerio de Gracia y Justicia copia certifi- 
cada-de la ejecutoria que recaiga. 

Los señores fiscales y demas funcionarios 
del Ministerio fiscal que tan señaladas prue- 
bas están dando del celo que les anima en el 
cumplimiento de sus difíciles deberes, com- 
prendiendo la importancia de los servicios 
que por esta circular se les recomiendan, 
espera esta Fiscalía que desplegarán en $u 
cumplimiento todo el que su buen desempe- 


ño reclama , y de cuyos resultados habrá 
de tener puntual conocimiento el Gobierno 
de S. M. 

Dios etc. — Madrid 42 de diciembre de 
4860.» — Manuel de Seijas Lozano. — Siguen 
los modelos aludidos. ( CL . f. 84, p. 483.) 

R. O. de 20 diciembre de 1860. 

Paesto de Los magistrados sapientes. 

(Ghac. y Just.) La Reina se ha servido 
acordar las disposiciones siguientes: 

1. a Los magistrados supernumerarios' 

nombrados para Jas Audiencias en virtud . 
del Real decreto de 7 de julio último, entra- ■*- 
rán á ejercer sus cargos el dia 1.* del próxi- 
mo enero. 

Los regentes .de las Audiencias los asig- 
narán á cada una de las Salas de justicia, , 
guardando en la distribución la posible 
igualdad. 4 

2. a Los presidentes de Sala ó fiscales 
que tengan esta categoría , nombrados para 
desempeñar las funciones de magistrados 
supernumerarios con arreglo al citado Réál 
decreto, entrarán á presidir la Sala á qqe 
pertenezcan, siempre que falte el presidente 
propietario , con preferencia á los magistráp 
dos de número, y lo mismo sucederá en lás ' 
Salas extraordinarias que se formen con ar- 
reglo á los Reales decretos vigentes. 

3. a En los actos de Tribunal pleno ocjp ■ 

parán los que hayan sido presidentes 4? i 
Sala ú obtengan esta categoría el lugar ifií- . ■ 
mediato al último de los presidentes ef^- ' 
tivos. ■ .V-'' 

4. a Los demás magistrados supernutpá- ■ 

rarios se colocarán entre los de número ■ 
conforme al órden rigoroso de antigüedad. . 
— De Real órden etc. Madrid] 20' de oícieth- : 
bre de 1860.» (CL. t. 84, p. .513.). . j 

R . D. de il enero de 1864. . 

Determina la manera de llevar el registró - 
de las sentencias que pronuncian los Irt-'ü] 
bunales colegiados. — Y. Procedimientos ^ 
VILES. - . , s .y-vf| 

R. O. de 16 enero de 1861. 

Abono do tiempo á magistrado» suplentes. ■' 

(Hac.) Se declara, con vista del artícuj^'-’. 
7.° del R. D. de26de mayo de 1854, á^-. 
l.° del R. D. de 21 de diciembre de 1857 (4)}-c 
dell.°de otro R. D. de 9 de mayo de 1858 (2)? 
y del 14 de la ley de presupuestos de 25 fte' 
julio de 1855 (3); oido el parecer déla Ase- 
soría general lo siguiente: . '¿r-- 

(1) Inserto en Jubilaciones, página 5Ó9V. 

(z) Inserto en la misma página. 

(áj Idem en la página 503. 


JUSTICIA... 767 


«i.° Que hasta lafecha del R. D. de 21 de 
diciembre de 1857, son de abono los servi- 
cios prestados por funcionarios cesantes de 
la administración de justicia en clase de ma- 
gistrados suplentes de las Audiencias. 

2. ° Que igualmente son de abono á di- 
chos funcionarios cesantes sus servicios en 
la expresada clase desde la fecha del Real 
decreto de 9 de mayo de 1858, toda vez que 
ha quedado cumplido el requisito exigido 
para el efecto por el art. 1.* del mismo. 

3. * Que no procede alterar las clasifica- 
ciones de los empleados jubilados de la ad- 
ministración de justicia con el reconocimien- 
to de servicios posteriores á la época de su 
jubilación. — De Real órden etc. Madrid 16 de 
enero de 1861 .» (CL, t. 85, p. 625.) 

R. D. de l.° febrero de 1861. 

SeampUaá los negocios civibs lo dispuesto en el Real 
decreto de 8 de julio (lo 1859 sobre estadística, or- 
ganizando la Seocio» de Estadística civit y cri- 
minal. 

' (Grag. y Just.) En vista de las razones 
que me ha expuesto el Ministro de Gracia y 
Justicia, vengo en decretar lo siguiente: 
Artículo l.° La Sección de Estadística 
criminal, creada por mi R. D. de 8 de julio 
de 1859, se denominará Sección de Estadís- 
tica civil y criminal. 

Art. 2.° La Sección de Estadística civil 
y criminal tendrá por objeto la reunión, 
clasificación y comparación de los datos de 
la administración de justicia, referentes á ios 
juicios civiles y causas criminales que se 
ejecutoríen en el año. 

Art. 3.° La Estadística criminal com- 
prenderá los hechos clasificados que motiva- 
ron la formación de los procesos, los de los 
perseguidos en ias causas ejecutoriadas, los 
procesados, las penas, los agraciados con in- 
dultos, rebajas de condena, conmutaciones 
de pena ó rehabilitaciones, las extradiciones 
de criminales pedidas y las otorgadas por 
España, los corregidos por faltas gubernativa 
ó judicialmente, los absueitos, y los juicios 
ejecutoriados por la corrección ae aquellas. 

_ Art. 4. Q La estadística de la administra- 
ción de justicia en lo civil consignará el nú- 
mero de pleitos y el de actos de jurisdicción 
voluntaria, clasificados según su naturaleza 
circunstancias relativas á la sustanciacion, 
los demandantes, á los demandados, y ai 
tiempo trascurrido desde la incoación hasta 
la terminación de los mismos. 

Art. 5.° .A ios trabajos estadísticos de 
cada año acompañarán dos memorias, que 
conladebida separación explicarán los hechos 
mus notables y los medios mas á propósito 


para corregir los defectos que tanto en la 
legislación como en el procedimiento se ad- 
viertan. 

Art. 6.° Ampliados por este decreto los 
trabajos estadísticos, se publicarán por el 
Ministerio de Gracia y Justicia los reglamen- 
tos y disposiciones necesarias para la realiza- 
ción de la Estadística civil y la reforma de la 
Estadística criminal.— -Dado en Palacio á i.° 
de febrero de 1861. 

Reglamento para la formación de la Esta- 
dística civil y criminal. 

TITULO 1. 

DE LAS ATRIBUCIONES Y DEBERES DE LOS FUN- 
CIONARIOS QUE HAN DE SUMINISTRAR LOS 

DATOS PARA LA FORMACION DE LA ESTA- 
DISTICA DE LA ADMINISTRACION DE JUS- 
TICIA. 

Artículo l.° Corresponde al presidente 
del Supremo Tribunal de Justicia ordeuar lo 
conveniente á fin de que se remitan con la 
oportunidad debida al Ministerio de Gracia y 
Justicia los pliegos estadísticos referentes á 
los pleitos civiles sustanciados y decididos en 
el Tribunal de su presidencia. 

Art. 2.* Corresponde al fiscal del Su- 
premo Tribunal de Justicia, autorizar con su 
firma y remitir al Ministerio de Gracia y Jus- 
ticia, contestados, los pliegos estadísticos re- 
ferentes á las causas criminales que se eje- 
cutoríen en el Tribunal cerca del cual ejerce 
sus funciones. 

Art. 3.° Corresponde á los regentes de 
las Audiencias: 

1. ° Promover el cumplimiento de las 
prescripciones de este reglamento y el de 
todas las disposiciones que tengan por objeto 
la formación de la Estadística de la adminis- 
tración de justicia en lo civil. 

2. a Remitir al Ministerio los pliegos esta- 
dísticos referentes á los pleitos civiles ejecu- 
toriados en las Audiencias. 

3. ° Mandar se una á los autos de que 
haya de conoceré! Supremo Tribuna! de Jus- 
ticia el pliego estadístico correspondiente. 

4 o Mandar abrir un libro en la Secre- 
taría de la Audiencia, donde se anotará el 
número de pliegos estadísticos remitidos al 
Ministerio por la regencia, con expresión de 
las fechas en que lo fueron y -los juicios á que 

se refieran. . . . . 

Art- 4. a Corresponde a los ministros de 

las Audiencias: 

i.° Continuar el pliego estadístico en los 
autos civiles en que sean ponentes, conles- 
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tando Jas preguntas contenidas en él después 
de la última anotada por el juez de primera 
instancia. 

2. a Suplir ó enmendar los pliegos esta- 
dísticos en caso de omisión ó inexactitud en 
la anotación de los datos por parte del juez 
de primera instancia. 

Art. Ó.° Corresponde á los fiscales de 
S. M. en las Audiencias: 

1. ° Promover el cumplimiento de las 
prescripciones de este reglamento y el délas 
órdenes que tengan por objeto la formación 
de la Estadística de la Administración de jus- 
ticia en lo criminal. 

2. ” Continuar el pliego estadístico en to- 
das las causas criminales, contestando las 
preguntas contenidas en él después de la úl- 
tima á que lo haya hecho el promotor fiscal 
del Juzgado. 

3. ° Contestar las preguntas contenidas 
en el pliego estadístico en las causas segui- 
das en primera instancia en las Audiencias. 

4. ° Suplir ó enmendar los pliegos esta- 
dísticos, caso de omisión ó inexactitud en la 
anotación de los datos consignados por el 
promotor fiscal. 

5. ° Remitir al Ministerio los pliegos esta- 
dísticos relativos á causas ejecutoriadas en 
las Audiencias, y los que para este fin reci- 
ban de los promotores fiscales referentes á 
causas ejecutoriadas en los Juzgados. 

Art. 6.° Los relatores expresarán en el 
apuntamiento, así en las causas criminales 
como en los pleitos civiles , si se ha cumpli- 
do ó no con las prescripciones de este regla- 
mento. 

Art. 7.° Los escribanos de cámara des- 
glosarán el pliego ó pliegos estadísticos uni- 
dos á las causas criminales y á los pleitos, 
entregándolos con los autos originales al 
fiscal de <6. M., ó al ministro ponente en su 
caso, para la anotación en el lugar corres- 
pondiente de los datos relativos á la sen- 
tencia. 

Art. 8.° Corresponde á los jueces de pri- 
mera instancia: 

1. ° Elevar al Ministerio de Gracia y Jus- 
ticia los pliegos estadísticos correspondien- 
tes á los pleitos civiles en que su sentencia 
causa ejecutoria, y los que reciban de los 
jueces de paz. 

2. ° Unir á los autos civiles deque haya 
de conocer la Audiencia uu pliego estadísti- 
co donde harás constar los datos relativos á 
la primera instancia. 

Art. 9.° Corresponde á los promotores 
fiscales de los Juzgados. , 

i.° Consignar en un pliego estadístico 
por cada procesado los datos referentes á 


la primera instancia en las causas crimi- 
nales. 

2. ° Reclamar de los jueces la entrega de 
los pliegos estadísticos referentes á procesa- 
dos en causas ejecutoriadas en los Juzgados 
de primera instancia, y remitirlos al fiscal 
de S. M . en la Audiencia respectiva. 

3. ° Formar un estado mensual que com- 
prenda los datos relativos á los juicios ver- 
bales sobre faltas ejecutoriados en cada uno 
de los Ayuntamientos del partido judicial, y 
un resúmen de las correcciones impuestas 
gubernativamente por los Alcaldes y del nú- 
mero de corregidos en esta forma. 

Art. 10. Corresponde á los jueces de paz: * 

1. ° Contestar las preguntas contenidas 
en los pliegos estadísticos referentes á los 
actos de conciliación, y juicios verbales eje- 
cutoriados en primara instancia. 

2. ° Unir un pliego estadístico contesta- 
do, á las diligencias que, relativas á juicios 
verbales apelados, remitan á los jueces de 
partido para su decisión. 

3. ° Remitir á los jueces de partido inme- 
diatamente después de celebrado el acto de 
conciliación, ó de consentida la providencia 
eu los juicios verbales, los pliegos estadísti- 
cos correspondientes. 

Art. 1 1 . Corresponde á los Alcaldes cons- 
titucionales de los pueblos: 

1 . ° Remitir á los promotores fiscales del 
partido copia literal de los juicios verbales 
sobre faltas, inmediatamente después de tras- 
currido el término de la apelación sin que 
esta haya tenido lugar. 

2. ° Remitir á los mismos funcionarios per 
cada corrección gubernativa, una nota ex- 

: presiva del número de corregidos, de la falta 
! ó faltas cometidas y de la pena impuesta, y en 
; el último dia de cada mes, un estado que 
comprenda todas las correcciones de esta 
clase durante el mismo. 

Art. 12. Todos los funcionarios que ele- 
ven pliegos estadísticos al Ministerio de Gra» 
cia y Justicia lo verificarán acompañándolos 
con una comunicación expresiva del núme- . 
ro y clase de los que se contengan bajo cada 
sobre. 

Art, 13. En los ocho primeros dias de . 
cada mes se elevará una comunicación, ai 
Ministerio, expresando el número de pliegos 
remitidos en el anterior, y la clase á que cor- 
respondan. 

Art. 14. Por el Ministerio de Gracia, y 
Justicia se circularán oportunamente pliego* 
estadísticos impresos que contendrán las P re " 
guatas relativas á los datos que han de ser- . 
vi r para formar, la Estadística de la adminis^ 
tracion de justicia. 
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Art. 15. La correspondencia que se dirija 
al Ministerio por razón de este servicio lo 
expresará en el sobre, 'indicando si los plie- 
gos contienen datos de Estadística civil ó de 
Estadística criminal. 

Art. 16*. Cada sobre contendrá de uno á 
veinte pliegos estadísticos pudiendo exceder 
de este número únicamente los que conten- 
gan pliegos referentes á causas criminales en 
que pase de veinte-ai número de procesados. 

Art. 11. Los pliegos estadísticos corres- 
pondientes á causas criminales de dos ó mas 
procesados se remitirán cosidos y bajo un 
solo sobre. 

Art. 18. El servicio de la Estadística en 
la forma que se determina por este regla- 
mento tendrá lugar respecto de todas las 
causas y pleitos que se hubieren ejecutoriado 
o que se ejecutoríen desde el dia 1 .° de ene- 
ro de 1861 en adelante. 

Art. 19. Disposiciones especiales deter- 
minarán la forma en que este servicio ha de 
cumplirse en cuanto á los Tribunales milita- 
res, eclesiásticos, de hacienda, de imprenta 
y de comercio. 

TITULO II. 

DB LOS DATOS PABA FORMAR LA ESTADÍSTICA 
CRIMINAL. 

‘ Art. 20. La Estadística de la administra- 
ción de justicia en lo criminal, en cuanto á 
los hechos perseguidos en las causas ejecu- 
toriadas contendrá: 

1. ° Número de hechos, clasiíicados se- 
gún su naturaleza. 

2. ° Idem id. según que fueron principa- 
les ó conexos. 

3. ° Idem id. según la época en que acae- 
cieron. 

4. “ Idem id. según que tuvieron lugar 
en dia festivo ó no festivo. 

5. ° Número de hechos calibeados de 
suicidios. 

G.° Idem id. de tentativas de suicidios. 

1° Idem id. de muertes accidentales. 

8. ° Idem id. de lesiones casuales. 

9. ° Idem id. de incendios casuales. 

Art. 21 . Comprenderá también el núme- 
ro de hechos principales ó conexos, sobre 

* que versaron las causas incoadas durante el 
año clasificados por meses. 

Art. 22. En cuanto á los delitos perse- 
guidas en las causas ejecutoriadas durante el 
año, comprenderá: 

1 . “ Número de delitos, clasificados según 
su naturaleza. 

2. ° Idem id. según que fueron principa- 
les ó conexos. 

Tomo VIII. 


3. ° Idem id. según la época en que tu- 
vieron lugar. 

4. ° Idem id. según que se perpetraron 
en dia festivo ó no festivo. 

5. ° Idem id. según sus causas impulsivas. 

6. ° Idem id. según los medios ó instru- 
mentos usados para su perpetración. 

1° Idem id. según el daño causado. 

15.° Idem id. según los arts. 3. c y 4.° del 
Código penal . 

Art. 23. Eu cuanto á las causas ejecuto- 
riadas comprenderá: 

1 0 Número de causas, clasificadas según 
el tiempo trascurrido desde la comisión del 
hecho hasta su incoación. 

2. ° Número de causas, clasificadas según 
el tiempo trascurrido desde el principio del 
sumario hasta su terminación. 

3. ° Número ue causas, clasificadas segun 
las instancias en que terminaron. 

4. ° Número de causas, clasificadas segun 
que terminaron por absolución, sobresei- 
miento, inhibición ó condena. 

5. ° Idem id. según el número de pro- 
cesados. 

6. ° Número de causas terminadas de 
acuerdo y en desacuerdo con el dictamen 
fiscal. 

Art. 24. En cuanto á las causas incoadas 
durante el año, contendrá la clasificación de 
las mismas, según los meses en que comen- 
zaron. 

Art. 25. En cuanto á las causas pendien- 
tes en fin de año en cada una de las Audien- 
cias, comprenderá la clasificación de las 
mismas, segun su estado en 3 i de diciembre. 

Art. 26. En cuanto á los procesados en 
las causas ejecutoriadas contendrá: 

1. ° Número de procesados clasificados 
segun su sexo . 

2. ° Idem id. segun el resultado de la 
causa. 

3. ° Idem id. segun sn comparecencia. 

4. ° Idem id. según sus circunstancias 

con relación á la comisión del hecho. 

5. ° Número de procesados absueltos li- 
bremente y de la instancia. 

0.° Idem id. respecto de los cuales se ha 
sobreseído libremente y sin perjuicio. 

7. " Idem id, exentos de responsabilidad 
criminal y de responsabilidad civil y cri- 
minal. 

b. u Idem id. penados, clasificados segun 
su naturaleza. 

9. ° Idem id. segun su residencia en los 
seis meses anteriores á la perpetración del 
hecho. 

10. Número de procesados penados, cla- 
sificados segun su edad. 

19 
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11. Idem id. seguu su sexo. 

¡2. Idem id. según su instrucción en el 
dia de la comisión del delito. 

1 3. Número de procesados penados, cla- 
sificados según su estado. • 

14. Idem id. según sus antecedentes pe- 
nales. , 

15. Idem id. según su profesión, oíicio u 

ocupación. 

10. Idem id. según el concepto moral 
que disfrutaban antes de ser encausados. 

17. Número de procesados penados, cla- 
sificados según la naturaleza del delito por 
que lo fueron. 

18. Número de los procesados penados, 
clasificados según la pena principal im- 
puesta ' 

19. ■ Idem id. Según su participación en 
el delito. 

Art. 27 En cuanto á las penas impues- 
tas, comprenderá: 

1. ° Número de penas impuestas, clasifi- 
cadas según su naturaleza, 

2. ° Número de penas aflictivas, correc- 
cionales y comunes , divisibles , impuestas, 
clasificadas según el grado en que lo fueron. 

3. ° Número de penas aflictivas y correc- 
cionales, indivisibles impuestas. 

4. ° Número de penas impuestas, clasifi- 
cadas según los delitos porque lo fueron. 

Art. 28. En cuanto á ios indultos reba- 
jas y conmutaciones de penas queS. M. 'con- 
ceda por el Ministerio de Gracia y Justicia 
comprenderá: 

1. ° Número fie agraciados , clasificados 
Según las Audiencias porque se les condenó. 

2. p Idem id. según la. naturaleza de la 
gracia concedida. 

3. u Idem id. según la pena que se les ha- 
bía impuesto. 

4. ° Número de agraciados que antes ha- 
bían obtenido indulto, rebaja de condena ó 
conmutación de pena. 

5. ° Número de agraciados, clasificados 

según los delitos por que habían sido pe- 
nados. ■ 

Art. 29. En cuanto á las rehabilitacio- 
nes comprenderá el número de rehabilita- 
dos, clasificado según los delitos y Audien- 
cias por que se les había inhabilitado. 

Art. 30. En cuanto á las extradiciones 
de criminales pedidas por España á otras na- 
ciones, comprenderá: 

1. ° Número de extradiciones clasificadas 
según los delitos cometidos por los refu- 
giados. 

2. ° Número de extradiciones clasificadas 
según las naciones de las que se solicitaron. 

3. ° Número de extradiciones clasifica- 

*■ ( 


das según el tiempo trascurrido desde I» co- 
misión fiel delito hasta la petición , y desde 
esta hasta la concesión ó negativa. ’ 

4.° Número de extradiciones clasificadas ' 
según *su resultado. . 

Art. 31. En cuanto á las extradiciones 
pedidas á España contendrá: 

1 Número de extradiciones clasificadas 
según las naciones demandantes. 

2. ° Número de extradiciones clasifica- 
das según el tiempo trascurrido desde la pe- 
tición hasta su concesión ó negativa. ' 

3. ° Número de extradiciones clasificadas 1 

según su resultado. ■ 

4. ° Número de las extradiciones clasifi- 
cadas según los delitos atribuidos á Ips íefu- - 
giados. 

Art. 32. En cuanto á los corregidos gu- 
bernativamente por faltas, comprenderá:- 

1. ° Número de corregidos gubernativa- 
mente, clasificados seguir los meses en que 

Jo fueron. ?• ■ 

2. ° Número de corregidos gubernativa-- 

mente , clasificados según la naturaleza dé. 
las faltas cometidas. 4 y ,,¡ 

3. ° Número de corregidos gubernativas * 
mente, clasificados segunda pena impuesta.. . 

Art. 33. En cuanto á los corregidos 
juicio verbal: Y ' 

1 Número de corregidos en juicios, qla*<, 
sificados según la instancia en que lo fueron. ■ 

2. ° Idem id. según la naturaleza de . ; 

faltas cometidas . ■ ' 

3. ° Idem id. según su sexo, ■ ' ' » 

4. ° Idem id. según ios meses en qué lo 
fueron. 

5. ° Idem id. según la pena impuesta, y ■ ' 

Art. 34. En cuanto á los absueltos,: 

1° Número de absueltos, clasificados se- ó 
gun los meses en que lo fueron. * 5 

2.° Número de absueltos, clarificados se- 
gún las instancias en que lo fueron. > ; 

Art. 35. E 11 cuanto á los llamados á juicio: 

1 . ° Número de llamados, clasificados se- i 
gun las instancias en que lo fueron. ■ . . ¿ 

2. ° Número de llamados , clasificador se- - 
gun los meses en que lo fueron. : « 

Art. 36. En cuanto á los juicios ejecuto- 
riados: i ' -V; > 

1. a Número de juicios ejecLiforiados, ciar # 

sificados según las instancias én qué lo * 
fueron. - r - . 

2. ° Idem id. según su terminación. ’ n 

3. °, Idem id. según los meses en que lo 
fueron. 

4. “ Número de juicios ejecutoriados en 

segunda instancia cuya sentencia íftté con~ 
torme con la de la primera. 1 ■' . ■■ 

5. ° Número de juicios ejecutoriados fifi 

• Y- ./i'-' ' 
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segunda instancia, cuya sentencia fué revo- 
catoria de la anterior. 

6.° Número de juicios ejecutoriados en 
segunda instancia, clasificados según las per- 
sonas que interpusieron la apelación. 

Art. 37. Contendrá además: 

1. ° Proporción por 100 entre el número 
total de delitos y ios que fueron principales 
y coDexos. 

2. ° Proporción por 1 00 entre el uúmero 
total de delitos y los que tuvieron lugar en 
el año y antes del año, 

3. ° Proporción por 100 entre el número 
total de delitos y los cometidos en dias fes- 
tivos y no festivos. 

'4.° Proporción por 100 entre el número 
total de delitos y los cometidos en virtud de 
cada una de las causas impulsivas, clasifica- 
das por la Estadística. 

5. ° Proporción por 100 entre el número 
total de delitos y los cometidos por cada uno i 
de los medios, ó con los instrumentos clasi- ' 
ficados por la Estadística. 

6. ° Proporción por 1 00 entre el número 
total de delitos y los que fueron cousumados, 
frustrados, tentativas, conspiración y pro- 
posición. 

7. ° Proporción por 100 entre el número 
total de delitos y las causas ejecutoriadas. 

8. ° Proporción por 10.000 entre el nú- 
mero total de habitantes y el de delitos com- 
prendidos en Jas causas ejecutoriadas. 

9. ° Proporción por 100 entre el número 
total do causas ejecutoriadas, y el de las que 
fueron incoadas en cada uno de los períodos 
de tiempo en que la Estadística divide el tras- 
currido desde la comisión del hecho, hasta el 
principio del sumario. 

10. Proporción por 100 entre el número 
total de causas ejecutoriadas, y el de las que 
fueron terminadas en cada uno de los perío- 
dos de tiempo en que la Estadística divide el 
trascurrido desde el principio del sumario 
hasta la conclusión. 

11. Proporción por 100 entre el número 
total de causas ejecutoriadas, y el de tas que 
lo fueron en cada una de las instancias. 

12. Proporción por 100 entre ei número 
total de causas ejecutoriadas, y el de las que 
terminaron por absolución , sobreseimiento 
y condena. 

13. Proporción por 100 entre ei número 
total de causas ejecutoriadas, y el de las ter- 
minadas de acuerdo y en desacuerdo con el 
dictamen fiscal. 

14. Proporción por 100 entre el número 
total de causas incoadas en el año, y el de las 
que lo fueron en cada uno de los meses del 
año. 
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15. Proporción por 100 entre el número 
total de causas pendientes, y el de las que 
quedaren en este estado en cada una de las 
Audiencias. 

16. Proporción por 100 entre el número 
total de procesados en las causas ejecutoria 
das y el de cada una de sus clasificacione» 
según el sexo, el resultado de la causa, su 
comparecencia en el juicio y sus circuns- 
tancias con relación á la comisión del hecho. 

17. Proporción por 100 entre el número 
total de procesados absueltos y los que lo 
fueron libremente y de la instancia. 

18. Proporción por 100 entre el numero 
total de procesados, respecto de los cuales se 

. ha sobreseído, y los libremente y los sin per- 
juicio. 

19. Proporción por 100 eDtre el número 
total de procesados declarados exentos de 
responsabilidad, y los que lo fueron de res- 
ponsabilidad civil y criminal, y criminal úni- 
camente. 

20. Proporción por 100 entre el número 
total de penados y los de cada una de sus 
clasificaciones según su naturaleza, su resi- 
dencia en los seis meses anteriores á la per- 
petración del delito, según su edad, su sexo, 
su instrucción , su estado, sus antecedentes 
penales, su profesión, el concepto moral que 
disfrutaban antes de ser encausados según la 
naturaleza del delito, la pena impuesta y su 
partición en el hecho. 

21. Proporción por 10,000 entre la po- 
blación y el número de procesados y el de 
penados'. 

22. Proporción por 100 entre el número 
total de penas, y el de cada una de sus cla- 
sificaciones. 

23. Proporción por 100 entre el núme- 
re total de corregidos por faltas, y los que 
lo fueron gubernativamente y Jos en juicio. 

24. Proporción por 100 entre el núme- 
■ ro total de corregidos gubernativamente, y 

el de cada una de sus clasificaciones. 

25. Proporción por 100 entre el número 
total de corregidos eu juicio, y cada una de 
sus clasificaciones. 

26. Proporción por 100 entre el número 
total de corregidos en juicio ,y los absueltos. 

27. Proporción por 100 entre el núme- 
ro total de llamados á juicic, y los corregi- 
dos, y los absueltos, y los juicios ejecuto- 
riados. 

28. Proporción por 100 entre los corre, 
gidos en primera instancia, y los en segunda, 
y fos absueltos en primera. 

29. Proporción por 100 entre los corre- 
girlos en segunda instancia, y los absueltos 
en la misma. 
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30. Proporción por i 00 entre el núme- 
ro total de llamados á juicio en primera ins- 
tancia, y ios corregidos y Jos absueltos, en la 

misma. ^ . , 

3t. Proporción por 100 entre el numero 

total de llamados á ju.cio en segunda ins- 
tancia, y los corregidos y los absueltos en la 
misma. 

32. Proporción por 100 entre el núme- 
ro total de llamados ajuicio, y los de prime- 
ra instancia, y los en segunda. 

33. Proporción por 100 entre el núme- 
ro total de absueltos, y el de cada una de sus 
clasificaciones. 

34. Proporción por 100 entre el núme- 
ro total de absueltos en primera instancia, y 
los en segunda. 

35. Proporción por 100 entre el núme- 
ro total de juicios ejecutoriados, y el de cada 
una en sus clasificaciones. 

3d. Proporción por 100 entre el núme- 
ro total de juicios ejecutoriados en primera 
instancia, y los en segunda. 

37. Proporción por 100 entre el núme- 
ro total de juicios ejecutoriados en segunda 
instancia, y el de cada una de sus clasifica- 
ciones. 

38/ Proporción por 10.000 entre la po- 
blación, y el número total de corregidos, y el 
de corregidos en juicio, y el de los en pri- 
mera instancia, y el de los en segunda, y el 
de los que lo fueron gubernativamente, y el 
de llamados á juicio, y el de juicios ejecuto- 
riados. 

TITULO III. 

DE LOS DATOS PARA LA FORMACION DE LA 
ESTADÍSTICA CIVIL. 

Jurisdicción contenciosa. 

Art. 38. La estadística de la administra- 
ción de justicia en lo civil comprenderá, co- 
mo datos generales á todos los juicios, los 
Siguientes: 

1. ° Número de pleitos, clasificados se- 
gún. el tiempo trascurrido desde su incoa- 
ción bastada sentencia ejecutoria. 

2. ° Idem id., según las instancias en que 
se dictó el fallo. 

3. # Idem id., según su terminación. 

4-° Idem id., según el número de liti- 
gantes. 

5.° Idem id., según la naturaleza de! 
juicio entablado. y , 

G.°; Idem id., según la comparecencia 
de los demandados. 

7.°' Idem id., según la circunstancia de 
la prueba y su término . ■ t 


8. ° Idem id., según las circunstancias de 

la vista. 

9. ° Idem id., según la acción entablada 

10. - Idem id., según Jos tribunales carpo- 

cedores. Y;. : , 

i i . Idem id., según el importe del pa- 
pe! sellado que se empleó. 

12. Idem id., según el valor de la cosa 
litigiosa. 

13. Número de pleitos en que se ha ar- 
ticulado sobre tachas , clasificados según las 
que concurrieron. 

14. Número de pleitos en que el Tribu- 
nal estimó conveniente adicionar ó refor- 
mar el apuntamiento á petición de alguna de 
las partes. 

15. Número de pleitos cuyos señala, 
mientos se trasfirieron á otro dia por ocu- 
paciones de la sala. 

16. Número de pleitos en que se susti- 
tuyó el informe oral con la impresión de 
alegaciones en derecho. 

17. Número de pleitos remitidos á mas 
ministros por discordia. 

18. Idem id. en que la minoría ó el" mi¡; 
nisi.ro disidente han salvado su voto. ■ ■ ; ■ 

19. Idem id., de que han conocido Jop 
Tribunales por sumisión de los litigantes. 

20. Número de demandas que fueron 

preparadas por cada uno de los medios enu- 
merados en el art. 222 de la Ley de Enjui- 
ciamiento civil. : . d ■ 

21. Número de demandas respectar 'de 

las que se practicaron préviamente diligen» 
cías con arreglo al art. 223 de la ley citada, 
en el anterior. * 

22. Número de demandas desechadas (fe 
! oficio por tío haber sido formuladas con ciar 

ridad, y por no acomodarse á las regias es- 
tablecidas. 

23. Número - de demandas ventiladas en i 
juicio. 

24. Número de demandas á que los 

mandados opusieron excepciones dilato- 
rias, clasificadas según la naturaleza 1 de;.';, 
estas. ■ '*■■■ ■ 

25. Número de demandantes clasificados 7 
dos según su personalidad legal. ; v 

26. Número de demandados, clasifica* 

según su personalidad legal.' ‘ 7 ’ 1 

27. Número de emplazamientos, clasifi- 
cadas sogun la forma de su verificación i ■ 

28. Número de competencias, clasifica- 
das según Su naturaleza. • *•; y* ' 

29. Idem id. según su terminación'** '7 

30. Idem id. según los Tribunales cono- , 

cedores. ■ 2 ¡ 11 j 

3d. Número de recusaciones, clasifica- 
das según sus causas. 


¡ 
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32. Idem id. segnn su terminación. 

33. Número de declaraciones de pobre- 
za, clasificadas segnn sus fundamentos. 

34. Idem. id. segnn su objeto. 

35. Idem id. según las instancias en que 
tuvieron lugar. 

36. Número de solicitudes sobre decla- 
mación de pobreza, clasificadas según su ter- 
minación 

37. Número de acumulaciones de autos 
decretadas, clasificadas según sus causas. 

38. Número de acumulaciones de autos 
denegadas. 

39. Idem id. clasificadas según los tribu- 
nales que conocieron. 

40. Número de acumulaciones de autos 
á juicios universales. 

41. Número de incidentes, clasificados 
según la sustanciacion. 

42. Idem id. según su terminación. 

43. Número de sentencias definitivas. 

44. filena id. interlocutorias. 

45. Idem id. consentidas. 

46. filero id apeladas. 

47. Número de sentencias de segunda 
instancia, clasificarías segnn su conformidad 
ó no conformidad con las de primera. 

48. Número de sentencias, clasificarlas 
según las circunstancias de su ejecución. 

49. Número do apelaciones interpues- 
tas, clasificadas según su admisión ó no ad- 
misión. 

50. Idem id., declaradas desiertas por no 
comparecencia dei apelante. 

51. Idem id. cuya sustanciacion se en- 
tendió con los estrados del Tribunal. 

52. Idem id. declaradas sin efecto por 
no haber mejorado el recurso dentro del 
término. 

53. Idem id. en que el apelado se adhi- 
rió al recurso. 

54. Número de recursos de casación in- 
terpuestos contra sentencias definitivas de 
las Audiencias, clasificados según su admi- 
sión ó no admisión. 

55. Número de recursos de casación 
admitidos , clasificados según sus funda- 
mentos. 

56. Idem id. declarados desiertos, clasi- 
ficados según los motivos de dicha declara- 
ción. 

57. Número de recursos de casación en 
que la sustanciacion se ha entendido con los 
estrados del Tribunal. 

58. Número de recursos de casación, 
clasificados según su terminación. 

59. ‘Número de recursos de fuerza, cla- 
sificados según los Tribunales contra que se 
interpusieron. 


00. Número de recursos de fuerza, cla- 
sificados según su naturaleza. 

OI- Número de recursos de fuerza, cla- 
sificados según su terminación. 

02. Número de recursos de fuerza, cla- 
sificados según las personas ó Tribunales 
que los promovieron. 

63. Número de recursos de fuerza que 
han dado lugar á procedimiento criminal. 

Art. 39. En cuanto á los actos de conci- 
liación contendrá especialmente: 

1. ° Número de actos en que bobo ave- 
nencia éntrelas partes, clasificados según la 
autoridad por quien se llevó á electo lo con- 
venido. 

2. ° Número de actos respecto de los que 
se interpuso recurso de nulidad. 

3. ° Número de actos en que hubo ave- 
nencia, clasificados según la personalidad 
del que la propuso. 

Art. 40. En cuanto á los juicios verbales 
comnrenderá el número de comparecencias 
verificadas para fijar el interés del pleito. 

Art. 41. En cuanto á los juicios de me- 
nor nuant'a comprenderá. 

1. ° Número de juicios verbales celebra- 
dos para determinar el valor de la cosa liti- 
giosa. 

2. ° Número de juicios de menor cuantía 
reducidos á una comparecencia verbal por 
estar las partes conformes en los hechos. 

Art 42. En cuanto á los abintestatos 
comprenderá: 

1. ° Número de juicios en que los jueces 
se limitaron al enterramiento del difunto, se- 
guridad de los bienes y aviso á los parientes, 
y de los en que la acción judicial pasó ade- 
lante en el conocimiento por solicitud de al- 
guno de los interesados. 

2. ° Número de diligencias preventivas 
para ocupación de bienes, libros y pape- 
les de personas finadas sin herederos cono- 
cidos. 

3. ° Número de declaraciones de herede - 
ro impugnadas, clasificadas según las perso- 
nas impugnadoras. 

4. ° Número de piezas separadas en que 
se ventilaron pretensiones de derechos á la 
herencia 

Art. 43. En cuanto á las testamentarías 
se consignará: 

t. u Número de juicios de testamentaría, 
clasificados según las personas nombradas 
administradores y sus circunstancias relati- 
vas á la fianza. 

2. 1> Numero de juicios de testamentaría, 
clasificados según la forma de los inven- 
tarios. 

3.° Número de juicios de testamentaría, 
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clasificados según la aprobación del inven- 

tar I°° Número de juicios de testamentaría, 
clasificados según el número y circunstancias 
de los peritos que hicieron el avalúo. 

5. ° Número de juicios de testamentaría, 
clasificados según la aprobación ó no apro- 
bación de! avalúo. 

6. ° Número de juicios de testamentaría, 
clasificados según el número y circunstan- 
cias de los contadores. 

7. ° Número de juicios de testamentaría, 
clasificados según la aprobación ó no apro- 
bación de la liquidación y división. 

8. ° Número de testamentarías en que 
los testadores establecieron reglas especiales. 

Artl 44 En cuanto á los concursos de 
acreedores contendrá: 

i ,° Número de concursos en que el deudor 
solicitó quita ó espera, ó ambas cosas ála vez. 

■ 2.° Número de concursos voluntarios, 
clasificados según las circunstancias del 
acuerdo de la Junta de acreedores respecto 
de la solicitud de quita y espera. 

3. ° Número de concursos voluntarios, 
en que el acuerdo favorable de la Junta de 
acreedores fue impugnado dentro del térmi- 
no de la ley, clasificados según las causas de 
la impugnación. 

4. " Número de concursos voluntarios, 

clasificados según las personas que sostuvie- 
ron ó impugaron el acuerdo de la Junta. 

5. ° Número de concursos necesarios, 
clasificados según el número de los síndicos. 

6. ° Número de concursos necesarios, 
clasificados según la elección de los síndicos. 

7. ° Número de concursos necesarios en 
que fué impugnada Ja cuenta general de los 
síndicos. 

8. ° ■ Número de concursos necesarios, 
clasificados según el quebranto que sufrie- 
con los créditos. 

9. ° Número de concursos necesarios, 

clasificados según el número de acreedores 
y concepto por que estos lo fueron. 

10. Número de concursos necesarios, 

clasificados según la persona ó personas 
que determinaron la graduación de los 
créditos. 

11. Número de concursos necesarios, 

clasificados según la impugnación ó no im- 
pugnación del acuerdo respecto de la gra- 
duación de créditos. 

Í2. Número de concursos clasificados, 

segün la responsabilidad criminal de los con- 
cursados. ( ' 

13.' Número de concursos necesarios en 
que hubo convenio, clasificados según la 
oposición y causas de esta impugnación. 


14. Número de concursos necesarios en 
que el concursado reclamó alimentos, clasi- 
ficados según Ja concesión ó la negativa., 
cantidad señalada y la aquiescencia ó modifi. 
cacion por parte de la Junta de acreeedores 
respecto del proveído . , ^ ' ' 

Art. 45. En cuanto á los juicios de des- 
ahucio comprendía: 

1. ° Número de juicios de desahucio con-* 
vertidos en civiles ordinarios, por no conve* 
nir el demandado en los hechos de la de- 
manda. 

2. ° Número de juicios de desahucio, cía- 
sificados según los fundamentos de la de- 
manda. 

Art. 46. En cuanto á los retractos com- 
prenderá: 

1 . ° Número de juicios de retracto, clasi- 
ficados según su naturaleza. 

2. ° Número de demandas de retracto á 
que no se dió curso, clasificadas según las 
causas que motivaron la negativa. ■ 

Art. 47 . En cuanto á los interdictos com- 
prenderá: 

1. ° Número de interdictos, clasificados 
según su objeto y naturaleza, 

2. ° Número de ijnterdictos de . adquirir 
en que dentro del término se presentó aígu- 1 
no reclamando contra ia posesión. 1 

3. ° Número de interdictos de recobrar, 

clasificados según que se dió ó no audiencia 
al despojante. / ó- 

4. ° Número de interdictos de obrasen 
que tuvo lugor la inspección judicial- • 

5/° Número de interdictos de-Jobra njje- 
va, clasificados según la ratificación ó no i;a-* 
tificacion de la suspensión. 

6 . 0 Número de interdictos de obras, ciar- 
sificados según el tiempo trascurrido -desdé 
la celebración del juicio á- la inspección.. 

Art. 48. En cuanto al juicio arbftral con- 
tendrá: ,, Vi-. 

i .° Número de negocios sometidos Ala 
decisión de jueces árbitros, clasificados Se* 
gun la época en que lo fueron con relación, 
a la demanda. . ", 

2. ® Número de compromisos arbitrajes. , 

cuyos efectos cesaron antes de pronuncia^ 
sentencia, clasificados según las causas dé la 
cesautía. ' V;;.”. 

3. ° Número de negocios sometidos á jij- 

ees árbitros, clasificados según las circuns- 
tancias de la sentencia con relación á.la G0n- 
formidad. . " 

4. ® Número de apelaciones de sentencias 
arbitrales, clasificadas según las causasen 
que se apoyaron los apelantes. * . ' 

Art. 49. En cuanto al juicio de amigabwS 
componedores contendrá: , 
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1° Número de negocios sometidos á la 
decisión de amigables componedores, clasi- 
ficados segun la época en que lo fueron con 
relación á la demanda. 

2. ° Número de negocios decididos por 
amigables componedores clasificados, segun 
que lo fueron por unanimidad de votos ó 
por mayoría. 

3. ° Número de negocios en que quedó 
sin efecto el compromiso por falta de mayo- ! 
ría de votos en su decisión. 

Art. 50. fin cuanto á los embargos pre- 
ventivos comprenderá: 

1. ° Número de embargos preventivos, 
clasificados segun las personas que los de- 
cretaron. 

2. ° Númorode embargos preventivos, sus- 
pensos por pago inmediato, po^consignacion 
de cantidad ó por otorgamiento de fianza su- 
ficiente. 

3. ° Número de embargos preventivos 
conclusos por depósito ó por toma de razón 
en la Contaduría de hipotecas. 

4. ° Número de embargos anulados ó de 
fianzas canceladas por su "no ratificación en 
tiempo y forma. 

5. Número de embargos alzados por no 
presentación de la demanda en el término de 
ocdio dias en su caso. 

Art. 5t. En cuanto al juicio ejecutivo 1 
contendrá: 

1. ° Número de juicios ejecutivos, clasifi- 
cados según los títulos en que se fundaron 
las demandas. 

2. ° Número de juicios ejecutivos cuyas 
demandas fueron preparadas según el ár- ' 
tícalo 942 de la Ley de Enjuiciamiento civil. ¡ 

3. ° Número de juicios en que recayó auto 
denegatorio de que se pidió ratificación den- 
tro del término, clasificados segun la termi- 
nación del incidente. 

4. ° Número de embargos que tuvieron 
lugar en juicios ejecutivos, clasificados segun 
la naturaleza de ios bienes embargados. 

5. ° Número de ejecuciones despachadas, 
clasificadas segun la garantía que se había 
dado para cumplimiento de la obligación, 

6. ° Número de ejecuciones, clasificadas 
segun la naturaleza de las excepciones pro- 
puestas por el ejecutado. 

7. ° Número de ejecuciones, clasificadas 
segun el contesto de la sentencia de remate. 

8. ’ Número de actos de subasta que tu- 
vieron lugar para enajenación de bienes en 
virtud de sentencia de remate. 

9. ° Número de ejecuciones, clasificadas 
segun las circunstancias relativas á la libera- 
ción de los bienes antes del remate, á la 
retasa, á la adjudicación de los bienes en las 
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dos terceras partes, y á la negativa del deudor 
respecto de! otorgamiento de la escritura en 
favor del rematante. 

10. Número de juicios ejecutivos en que 
se dedujeron tercerías, clasificadas segun su 
naturaleza. 

Jurisdicción voluntaria. 

Art. 52 Respecto de los actos de juris- 
dicción voluntaria, la estadística de la admi- 
nistración de justicia, consignará como datos 
generales los siguientes: 

1 Número de actos de jurisdicción vo- 
luntaria, clasificados segun su naturaleza. 

2. D Número de actos de jurisdicción vo- 
luntaria, clasificados según tas personas á 
quienes se ha otorgado audiencia. 

3. ° Número de expedientes de jurisdic- 
ción voluntaria, clasificados segun su ter- 
minación. 

4. ° Número de expedientes de jurisdic- 
ción voluntaria, clasificados según la natu- 
raleza de la oposición. 

5. “ Número de apelaciones admitidas en 
expedientes de jurisdicción voluntaria. 

6. 4 Número de expedientes de jurisdic- 
ción voluntaria conclusos por Jas Audiencias 
en virtud de apelación. 

1. a Número de recursos de casación ad- 
mitidos y sustanciados respecto de sentencias 
dictadas por las Audiencias en expedientes 
de jurisdicción voluntaria. 

Art. 53. En cuanto á los expedientes so- 
bre alimentos provisionales comprenderá: 

1. ° Número de los mismos, clasificados 
segun las cantidades mensuales del importe 
de los alimentos. 

2, " Número de expedientes de embargo 
y venta de bienes promovidos y sustanciados 
para pago de alimentos provisionales otor- 
gados. 

Art.. 54. En cuanto al nombramiento Je 
tutores y curadores comprenderá: 

1. ° Número de expedientes clasificados 
según la existencia y las circunstancias de 
las fianzas. 

2. ° Número de expedientes, clasificados 
según las relaciones de parentesco de los 
tutores ó curadores con los menores. 

3. ° Número de expedientes, clasificados 
se"un la oposición de) menor en su caso. 

4 _° Número de actos de nombramiento de 
curadores directamente por los menores, cía- 
i si Picados según el otorgamiento ó Ja negativa 
de! juez respecto de! discernimiento del cargo. 

5 0 Número de expedientes que tuvieron 
por objeto el nombramiento de curadores 
ejemplares clasificados segun las personas 
nombradas. 
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6.° Número fie expedientes que tuvie- 
ron por objeto el nombramiento de tuto- 
res ó curadores, clasificados según la canti- 
dad concedida por administración. 

7.“ Proporción por 100 entre el im- 
porte aproximado del caudal y el de las 

fianzas. , , . • , 

Art. 55. En cuanto a los depósitos de 
personas contendrá: 

i Número de expedientes de depósitos, 
clasificados según las personas depositadas. 

2. ° Número de depósitos de mujeres ca- 
sadas, que quedaron sin efecto por no haber 
intentado dentro del término señalado por la 
ley la demanda de divorcio ó querella de 
adulterio. 

3. ° Número de depósitos provisionales 
de mujeres solteras, decretados por los jue- 
ces sin autorización de la autoridad compe- 
tente, 

4. ° Número de casos en que el juez sus- 
pendió la diligencia de depósito por la no 
ratificación de la mujer soltera. 

5. " Número de casos en que la mujer 
soltera se opuso á ser depositada en la casa 
elegida por el padre, madre ó curador, cla- 
sificados según su terminación. 

Art. 50. En cuanto al deslinde y amo- 
jonamiento de terrenos comprenderá, ade- 
más de las circunstancias- gen erales , la cla- 
sificación de los mismos según que se hizo 
ó no oposición á la pretensión del solici- 
tante. 

Art. 57. En cuanto á las habilitaciones 
para comparecer en juicio comprenderá: 

1. ° El número de casos clasificados se- 
gún las personas que incoaron las diligen- 
cias y la situación en que las mismas se en- 
contraban. 

2. ° Número de habilitaciones concedidas, 
clasificadas según las circunstancias que le- 
gitimaron su otorgamiento. 

3. ° Número de casos en que la solicitud 
de habilitación se sustanció en vía ordinaria 
por negarse el padre ó marido á representar 
en juicio ai hijo ó á la mujer. 

Art, 58. En cuanto á las informaciones 
para, perpétua memoria, se hará constar el 
número de las que tuvieron lugar, con ex- 
presión de si el promotor fiscal opuso ó no 
reparos á la aprobación.» 

Art; 59. En cuanto al suplemento délos 
padres ó tutores para contraer matrimonio 
comprenderá: 

El número de expedientes decididos, cla- 
sificados según los casos en que se hallaba 
el solicitante. 

Art. 60. En- cuanto á la celebración de 
subastas voluntarias se hará constar el nú- 


mero de actos, clasificados según que hayan 
tenido lugar uno ó dos remates. ,, . d - 

Art.- 61. En cuanto al modo de elevar a 
escritura pública el testamento hecho de pa- 
labra, comprenderá el número de expedien? 
les que tuvieron lugar con este objeto, clasi- 
ficados según Jas personas que lo verifi- 
caron. 

Art. 62. En cuanto á Ja venta de. bienes 
de menores é incapacitados y transacción so-, 
bre sus derechos contendrá: 

1. ° El número de expedientes que tu- 

vieron lugar con este objeto, clasificados 
según la naturaleza de los' bienes cuya venta 
se solicita. .[ 

2. ” Número de expedientes en qué por 
falta de postor en lá segunda subasta tuvo 
lugar nuevo avalúo y segundo remate., i 

Disposición común á las dos jurisdic~ :: 
dones. Y ' ‘ 


Art. 63. Se consignará en estados ' de 
relación y proporción el resultado de las 
comparaciones que segim el número y las 
circunstancias de los pleitos y actos pupdaii 
establecerse con utilidad para los fines de la 
estadística.— Madrid 6 de febrero de 1861. 
{CJL. t. 85, p. 135.) ,. - 


Ley de 8 febrero de 1861. 

Se mandó publicar como ley en la Pe- 
nínsula é islas adyacentes el proyecto de 
ley hipotecaria. Se halla con toda la legisla- 
ción hipotecaria en el tomo VII, página 129 
á 287. ' ' , • 

R. O, de 22 abril de 1861. ■■ Y 

Aclara la Real órden de 16 de enero anterior. ■ 

(Hac.) A consecuencia de reclamacioií 
de 1). Atanasio Martínez übago, Presidenta 
de Sala jubilado en solicitud de que, refor- 
mándose el acuerdo de la Juntarelatív.oá'sü 
clasificación, se le abonen los servicios qüe 
con posterioridad á su jubilación prestó en 
clase de magistrado suplente, se declaró fió 
obstante los principios establecidos eri la 
R. O. de 16 de enero anterior, que procede 
abonar á los magistrados jubilados los ser-* 
vicios prestados como suplentes hasta la fe- 
cha del R. D. de 21 de diciembre de 1857,. 
y ¡a del decreto de 9 de mayo de 1858 en. 
adelante. ( CL , t. 85, p. 660.) 

R. O. de 28 febrero de 1861» " 

Sello da aceptación de poderes. 

(Crac, y Jüst.) Se creó por esta Real 
orden un sello por el cual se abonen los ¡dé* 
rechos de aceptación de poderes que perci-* 
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bian ios procuradores, y se manda «que en 
lo sucesivo no se admitan en los Tribunales 
eclesiásticos, civiles y militares de esta Córte 
poderes . que no tengan el sello referido, 
percibiendo la Junta de gobierno los dere- 
chos de arancel.» (CL. t. 85, p. 224.) 

R. O. de 24 abril de 1861. ¡ 

■ Incompatibilidad del cargo de juez do paz con tos ' 
administrativos. 

(Gob.) Se declaró de conformidad con el 
dictamen de ja Sección de Gobernación y 
Fomento del Consejo de Estado que por pun- 
to' general son incompatibles los cargos de 
juez de paz propietario ó suplente con ios 
administrativos: que cuando ios que lo des- 
empeñan sean elegidos para cargos munici- 
pales deben optar entre estos y aquellos, y 
que habiendo optado por uno en tiempo há- 
bil, debe declarársele exento del otro. ( Co- 
lección legislativa, t. 8b, p. 664.) 


á parte alguna de los gastos dé representa- 
ción. Estos se abonarán á los propietarios' 
siempre que tengan derecho á percibir suel- 
do, y en la misma proporción que este con 
arreglo á las disposiciones que rigen en la 
materia . 

2. a Los jueces en comisión nombrados 
de Real órden, percibirán los gastos de re- 
presentación siempre que el Juzgado esté 
vacante, ó cuando el juez propietario por 
servir también en comisión un cargo supe- 
rior y disfrutar por este motivo el aumento 
de la cuarta parte del sueldo no tenga dere- 
cho á los expresados gastos de represen- 
tación. 

3. a Los jueces en comisión que nom- 
brasen las Audiencias en uso de sus faculta- 
des, se bailan en igual caso que los suplen- 
tes, y no percibirán nada para gastos <le re- 
presentación.— De Real óiden etc. Madrid 6 
de junio de 1861, {CL. t. 8S, p. 679.) 


R. O. de 6 junio de 1861. 

Sobre aboDO de gastos de representación: id, de medio 

sueldo á ios suplentes de jueces y institutos de abo- 
gados fiscales. 

IGrac. y Just.) «He dado cuenta á la 
Reina de la consulta elevada por esa Orde- 
nación general de pagos, proponiendo las 
dudas que lian ocurrido en diferentes pro- 
vincias sobre si los gastos de representación 
deben abonarse exclusivamente á los jueces 
propietarios ó corresponderán á los sustitutos 
que entran á desempeñar la jurisdicción en 
los casos de vacante, ausencia ó enfermedad 
de los primeros; y considerando que por las 
disposiciones vigentes solo tienen los susti- 
tutos derecho á la mitad del sueldo de los 
propietarios; así como que los gastos de re- 
presentación no son verdaderos sueldos, se- 
gún se consignó expresamente en la ley de 
presupuestos que concedió dicho crédito, y 
en la R. O. de 22 de enero último que hizo 
su distribución, ypor último, que el aumen- 
to de los referidos gastos de representación 
tuvo por objeto atender á la escasez de ¡os 
sueldos asignados á los funcionarios del ór- 
den judicial, y á los abogados fiscales, se 
ha servido S. M. mandar, de acuerdo con la 
Sala de gobierno del Tribunal Supremo de 
Justicia, que se observen las reglas si- 
guientes: 

1. a Los suplentes de los jueces de pri- 
mera instancia y ios sustitutos de los aboga- 
dos fiscales cuando desempeñan los cargos 
de juez ó de abogado fiscal par ausencia, 
vacante ó enfermedad del propietario, per- 
cibirán la mitad del sueldo señalado á dichos 
cargos, según está hoy prevenido sin opcion 


R. 0. de 22 junio de 1861. 

Deciara que los abogados están dispensa- 
dos de poner al pié de los escritos sus ho- 
norarios.^ — "V. Abogados. 

ñ. O. de 25 junio de 1861. 

Declara que su hallan vigentes los arls. 219 y 220 de 
Jas Ordenanzas de las Audiencias sobre habilita- 
ción de fondos y reembolso de adelantos á los 
procurado res. 

(Grac. y Just.) «He dado cuenta á la 
Reina del expediente instruido en este Mi 1 - 
nisterio sobre la diversa práctica que obser- 
van las dos Salas de ese Tribunal , conside- 
rando una vigentes los arts, 219 y 220 
de las Ordenanzas de las Audiencias que 
establecen el modo de proveer á la habilita- 
ción de fondos y reembolso de los adelantos 
que los procuradores hacen por cuenta de 
sus poderdantes, y suponiendo la otra que 
han sido derogados por el art. 1415 de la 
Ley de Enjuiciamiento civil. 

En su vista y considerando que los dos ci- 
tados arts. 219 y 220 no son reglas de en- 
juiciamiento ni afectan á ninguno de los trá- 
mites de! juicio, sino que como actos de ex- 
ternos del pleito, y medidas preparatorias y 
gubernativas dictados para la expedición de 
los negocios, son objeto propio de las orde- 
nanzas; que no habiendo sido además ex- 
presamente derogados por la Ley de Enjui- 
ciamiento civil no pueden comprenderse en 
la derogación general del art. 1415. 

Teniendo presente que dichos artículos se 
hallan en íntima relación con el 211 y otros 
de las mismas ordenanzas que explican su 
naturaleza especia) y administrativa, al paso 
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que establecen las formalidades que el inte- 
rés de los particulares exige para su res- 
guardo y seguridad. 

Atendiendo á que su uso constante no na 
traído perjuicios ni dificultades de ejecución 
antes ni después de publicarse la Ley de En- 
juiciamiento civil, y. que por el contrario los 
ocasionaría de una y otra especie la nueva 
práctica de obligar a Jos procuradores á de- 
mandar á cada uno de los litigantes eu el lu- 
gar de su residencia, toda vez que los Juz*- 
gados de primera instancia carecerían de 
los datos necesarios para resolver sobre la 
justicia de la pretensión de los procurado- 
res, no teniendo los pleitos á la vista. 

Considerando, por último, que al imponer 
á estas la ley y una práctica constante la 
obligación de pagar todos los gastos del plei- 
to que se causen á su instancia, deben pro- 
veerles de un medio expedito para la habili- 
tación de fondos y reembolso de sus crédi- 
tos, y que este medio se ha considerado 
siempre gubernativo, de la misma manera 
que se estima y practica para la exacción de 
aereehos’de los demás curiales, se ha servi- 
do S. M. resolver de conformidad con e) pare- 
cer de la Sala de gobierno del Supremo Tri- 
bunal de Justicia, que los dos arts. 219 y 220 
de las Ordenanzas de las Audiencias en el 
concepto de reglamentarios, se hallan vigen- 
tes y deben observarse en interés de la ex- 
pedita administración de justicia, á fin de que 
las dos Salas de esa Audiencia se ajusten á su 
tenor y los apliquen uniformemente como 
hasta aqnf se ha verificado. —De Real ór- 
den etc. Madrid 25 de junio de 1861.» 
(CL. t. 85, p. 541.) 

R. O. de 6 julio de 1861. 

Sobre formación de Satas extraordinarias de va- 
caciones. 

(Grac. y Jdst.) S. M. la Reina se ha 

servido disponer se observen las reglas si- 
guientes; 

1. a Los Magistrados supernumerarios 
disfrutarán del beneficio de las vacaciones 
formando cuerpo con los de número, según 
su antigüedad respectiva, de modo que. las 
Salas extraordinarias las constituyan el re- 
gente ó presidente de Sala con seis magis- 
trados en vez, de los cinco que marca el ar- 
tículo. 3,° del R. D. de 10 de mayo de 1851. 
El magistrado que se agrega tendrá obliga- 
ción de asistir a la Sala extraordinaria cuan- 
do el presidente de la misma fuere llamado 
é completar su dotación. 

2. a La vSala.extraordinaria de vacaciones 
de la Audiencia de Madrid, que por haberse 
incorporado á esta el Tribunal correccional, 


debe componerse de mayor número de ma- 
gistrados que las de igual, clase en las demás 
Audiencias, constará del regente 6 un presi- 
dente de Sala y ocho magistrados, á fin de 
que pueda dividirse en tres secciones, de- 
biendo agregarse otros dos magistrados para 
el caso en que deje de asistir por cualquier 
causa alguno de los que coustitúyen su do- 
tación fija. 

3. a Las Salas de gobierno, atendiendo 
al objeto y fin de las vacaciones, cuidarán de 
que este beneficio se distribuya con igual- 
dad entre todos ios magistrados , de mctóo 
que no se obligue á ninguno á quedarse dos 
años seguidos en la Sala extraordinaria, siem- 

E re que haya un minislro del Tribunal que 
ubier.e hecho uso de vacaciones en el año 
anterior, ó disfrutado de Real licencia. 

La misma disposición será aplicable á los 
magistrados efectivos ó supernumerarios que 
se nombren ó hayan nombrado nuevamente, 
los cuales no deberán, por el concepto sólo 
de mas modernos, quedarse á formar la Sa- 
la extraordinaria, siempre que hubiere en.el 
Tribunal otros ministros á quienes corres- 
ponda por haber disfrutado vacaciones en 
ej año anterior, ó hecho uso de Real li- 
cencia según está ya prevenido por Real re^- 
solución de 12 de julio de 1855, á reclama- 
ción de uno de los magistrados suplentes de 
la. Audiencia de Pamplona,-— De Real órden 
etc. Madrid 6 de julio de 1861. (CL. t. 86, 
pág. 54.) 

R. O. de 7 julio de 1861. 

Con motivo déla rebelión deLoja se excir 
tó á los fiscales para que como representan- 
tes de la ley y como agentes del Gobierno 
cerca de los Tribunales de Justicia, en su 
esfera propia y con el auxilio de las autori- 
dades, de los párrocos, de los maestros, de 
las personas honradas y aun de la fuerza pú- 
dica, trabajasen sin descanso y con prefe- 
rencia á- todo para fiscalizar é impedir- la 
consumación de esta clase de delitos, llevan- 
do á los Tribunales á los reos de atentados y 
desacatos contra los poderes constituidos. 
{CL. t. 86, p. 65.) 

Gire, de 13 julio de 1861. 

Incompatibilidad con el cargo de perito repartidor. 

(Direc. gen-, de Contrib.) Declara ésta 
Dirección «que tanto los jueces de paz cbmo 
los suplentes se hallan relevados.de ejercer 
el cargo de repartidores de la contribución 
territorial, según ¡a letra y espíritu del artí- 
culo 15, párrafo 3.° del R. D; de 23 de ma- 
zo de 1845.» (Bol. of. de Cácer&s ndm. 9i> 
año 1861.) , ■ , . 
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R. O. de 23 agosto de 1861 . 

¿o* fiicales sean parto en los recursos de t uerza. ... 

(Grac. y Jüst.) «La Reina para evitar 
mié la jurisdicción eclesiástica quede sin la 
debida representación oficial y sin la conve- 
niente defensa en los recursos de fuerza, que 
de las providencias de los Tribunales eclesiás- 
ticos se elevan á las Audiencias territoriales, 
se ha servido determinar, de acuerdo con lo 
repuesto por la Sección de Gracia y Justicia 
el Consejo de Estado, que los fiscales de las 
Audiencias, sean parte indispensable en to- 
dos los juicios de esta clase y sostengan la 
defensa de la jurisdicción eclesiástica, cuando 
crean que los Tribunales de este fuero no se 
han estralimitado de las atribuciones que les 
competen.— De Real órden etc. Madrid 23 
de agosto de 1861.» (CL. {. 86, p. 219.) 

R, O. de 4 octubre de 1861. 

Es sobre que no se obligue á los emplea- 
dos de vigilancia á revelar en juicio el nom- 
bre de sus confidentes, y se halla en Decla- 
ración, t. V, p. 14. 

R. O. de 16 octubre de 1861. 

Incompatibilidad, del cargo de jaez de paz. 

(Grao, y Jüst.) He dado cuenta á la 
Reina de la consulta que eleva la Sala de go- 
bierno de ese Supremo Tribunal, al remitir 
una exposición de la Audiencia de Barcelona 
sobre si los cargos de juez de paz ó suplente 
deben reputarse incompatibles con los de 
concejal, según lo declarado por R. O. de 24 
de abril último, expedida por el Ministerio de 
la Gobernación, y conformándose S. M. con 
la propuesto por esa Sala de gobierno, se ha 
servido resolver se diga al regente de la Au- 
diencia de Barcelona que en los nombra- 
mientos y escusas de los jueces de paz se 
atempere á lo dispuesto en la citada Real ór- 
den, conforme con el espíritu de la expedi- 
da por este Ministerio en 20 de noviembre 
de 1858, sin perjuicio de que si notare que 
la extensión de las incompatibilidades ofrecía 
en la práctica dificultades para el buen ser- 
vicio, eleve la oportuna exposición para que 
se pueda adoptar la resolución conveniente. 
—De Real órden, etc. (Comunicada álos re- 
gentes de las Audiencias.) 

fí, O. de U enero de 1862. 

Caducidad do licanoias á funcionarios de esto Ministe- 
rio en el caso que se dice. 

(Grac. y Jüst.) «A fin de evitar las dudas 
en el abono de los haberes de los funcionarios 
dependientes de este Ministerio, ú que da oca- 


sión el abuso de enlazarlas licencias concedi- 
das á los mismos por S. M., con las que en 
uso de sus atribuciones conceden el fiscal del 
Tribunal Supremo de Justicia y los regentes 
y fiscales de las Audiencias del Reino , la 
Reina ha tenido á bien disponer que estas se 
tengan por caducadas siempre que los inte- 
resados no hubiesen empezado á hacer uso 
de ellas al obtener y usar de las concedidas 
por S. M.» — De Real órden, etc. (CL. t. 87, 
pág. 56.) 

R. O. de 21 enero de 1862. 

A raneóles - Secretarios de gobierno de ios Tribunales. 

(Grac. y Jüst.) « He dado cuenta á la 
Reina de la consulta elevada por la sala de 
gobierno de la Audiencia de Valladolid con 
motivo de la diversa práctica que siguen las 
de justicia en el mismo tribunal , sobre abo- 
no á los secretarios de gobierno de los dere- 
chos que establecen los arts. 17 y 18 de los 
aranceles reformados, y conformándose S. M. 
con lo expuesto por lá Sala de gobierno de 
ese Supremo Tribunal,, se ha servido resol- 
ver, como medida general, que á los secre- 
tarios de gobierno, tanto en el Supremo Tri- 
bunal de Justicia , como en las Audiencias, 
se les deben abonar los derechos que seña- 
lan los arts. 17 y 18 de los aranceles vigen- 
tes, por los pases al repartidor y notas pues- 
tas en los pleitos y causas criminales a mas 
de ios negocios gubernativos.» — De Real ór- 
den, etc. Madrid 21 de enero de 1862. [CL. 
■tomo 87, p. 84.) 

R. O. de 26 enero de 1862. 

(Grac. y Jüst.) Se traslada por este Mi- 
nisterio la R. O. de 3 de diciembre de 1861 
sobre responsabilidad por siniestros de car- 
ruajes, y se halla inserta en Correos, to- 
mo IV, p. 904. (CL. t. 87, p. 112.) 

R. O. de l.° mayo de 1862. 

Sobre corrección disciplinaria de los individuos del 
ministerio fiscal 

(Grac. y Jüst.) «He dado cuenta á la 
Reina de la consulta elevada por ese Supre- 
mo Tribunal acerca de si las Salas de justicia 
de las Audiencias, conservan la facultad de 
corregir disciplinariamente á los individuos 
del ministerio fiscal por faltas cometidas en 
el desempeño de sus funciones, después que 
el R. D. de 9 de abril de 1838 confiere dicha 
atribución al Ministerio de Gracia y Justicia. 

Promovida esta consulta con motivo de 
haber apercibido una de las Salas de la Au- 
diencia de Pamplona á cierto promotor, á 
pesar de que el fiscal de S. M. se reservó en 
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su censura hacerle la oportuna corrección, 1 
han ocurrido después casos análogos en las 
Audiencias de Burgos; Cáceres y Barcelona, 
que hacen indispensable una aclaración que 
evite para Jo sucesivo la . reproducción de 
iguales conflictos. 

En su vista : ■ 

Considerando que el art, 20 del R. D; de 
9 de abril de 1858 establece en términos cla- 
ros que la plena jurisdicción disciplinaria 
corresponde al Ministerio de Gracia y Justi- 
cia, y quila por ia misma generalidad de sus 
palabras todo motivo de duda ó distinción 
entre las funciones gubernativas y las pro- 
piamente fiscales. 

Que esta interpretación literal y lógica es 
además cohfdrmc al espíritu y objeto de di- 
cho Real decreto que se propuso organizar 
el ministerio público constituyén dole en cuer- 
po independiente de los Tribunales, y dotán- 
dole de aquellas atribuciones que con arre- 
glo á' los principios reconocidos de ia ciencia 
debe tener para la buena administración de 
justicia y el mas exacto desempeño de sus 
delicados deberes,, * ; 

Que éstas poderosas consideraciones han 
recibido un nuevo apoyo con el R. D.de 9 
de noviembre de 1860, qup determina la de- 
pendencia respectiva de los diversos funcio- 
narios del ministerio fiscal y la obligación en 
que están de obedecer las instrucciones de 
su superior jerárquico, que tal vez cumpla 
por su parte con órdenes emanadas del Go- 
bierno en conformidad á la índole propia del 
ministerio público. 

Que si los Tribunales de justicia tuviesen 
la facultad de corregir disciplinariamente á 
los individuos de! 'ministerio fiscal por faltas 
ú omisiones cometidas en el desempeño de 
sus funciones, según lo han entendido al- 
gunas Audiencias, podría darse el caso de 
censurar actos producidos en virtud de un 
mandato superior, invadiendo así la esfera 
de las atribuciones propias del poder ejecu- 
tiv6, de quien el ministerio fiscal es la voz 
viva y el representante nato ante los Tribu- 
nales de justicia: 

(Qué nunca seria equitativo ni conveniente,' 
aún suponiendo losados dignos de repren- 
sión, que una misma falta fuese corregida á' la 
Vez por dos autoridades, como sucedería si los 
Tribunales de justicia tuviesen iguales facul- 
tades disciplinarias que los jefes del ministe- 
rio público , en .quienes residen por su ór- 
den jerárquico. 

Que ni a laaulpridad ni al prestigio dé los 
Tribunales es necesaria dicha facultad dis- 
ciplinaria, todá'vez que conservan expeditas 
sus atribuciones judiciales , tanto en lo qúe 


se refiere -al curso de la administración de 
justicia como para aquellos pasos jen que lps 
individuos del ministerio fiscal cometan fal- 
tas que jes hagan justiciables; y-.poF Último, 
que. las. Audiencias tienen el derecho y la 1 
obligación de poner en conocimiento déí MR 
nisterio de Gracia y- Justicia todas las faltas; 
abusos.'ú omisiones qúe observasen en los' 
funcionarios del ministerio fiscal , siempre 
que no las- consideren suficientemente cor- 
regidas por al superior jerárquico, á qiiien 
acudirán en. primer lugar; S. M. se ha ser- 
vido acordar las reglas siguientes: ■ ■' 

1. a Los Tribunales y jueces de primera 
instancia se atendrán á la letra clara y- ter- 
minante del 1 art. 20 del R. D. de 9 de abril 
de 1858, que confiere la facultad de corregir 
disciplinariamente las faltas , abusos u omi-' 
siones 1 cometidas por los individuos del mi- 
nisterio fiscal & los .respectivos superiores 
jerárquicos bajo la: dependencia del Ministe- 
rio de Gracia y Justicia, y observando la for- 
ma en dicho artículo establecida. 

2. a En el caso de qué las Audiencias ño 
consideren dichas faltas, abusos ú omisiones 
suficientemente corregidas por el .superior 
jerárquico, á quien deben acudir en primer 
lugar, están en la obligación de ponerfás en 
conocimiento del Ministro de Gracia y Justi- 
cia, en quien reside la plena jurisdicción difc 
cipjinaria, para que adopte la resolución 
oportuna. 

3. a Quedan á salvo, y sin que en ningún, 

modo se entiendan menoscabadas, las facub 
tades que son inherentes á los Tribunales 
para la expedita administración de justicia y 
el buen órden en los debates, — De Real ór- 
den etc. Madrid l.° demavo de 1862.» (CL. 
t, 81, p. 381.). . 1 :• 

1 jR. D. de 13 mayo de 1862. 

Es sobre el servicio médico -forense y se ' 
inserta- en el articulo Médicos forenses, con 
otras disposiciones.- 

Ley depresup. de 4 mayo de 1862. 

Es sobre abono de años de estudios.*- 
V. Jubilaciones,. p. 511 de este tomo. ' * 

R. O. de 28 mayo de 1862. j 

Se halla inserta en el artículo Autopsias; 
con otras varia», tomo I, pág. 5_(8. 

Circ. del Tribunal Supremo, 
circulada por la Audiencia de Valdnciden 

9 de setiembre de 1862-i -.<■ 

Abstención de oficio en los negocio». ■ 1 

«Por el Sr. Secretario de S. A. el Tribú-" 


JUSTICIA... 


781 


nal Supremo de Justicia se ha comunicado 
al Sr. Regente de esta Audiencia lo siguiente: 

«Dígase á cada uno de los recentes de Ins 
Audiencias de la Península é islas adyacen- 
tes para que lo comuniqueu á las Salas de 
justicia y á los Juzgados de primera instancia 
de' su territorio, que en punto á abstención 
de oficio por causa de impedimento legal, 
aquellas y estos deben atemperarse á lo que 
sobre el particular establecen las. leyes ó tie- 
ne reciuido ia jurisprudencia general; y que 
■cuando un juez de primera instancia se abs- 
tenga de oficio por dicha causa, del conoci- 
miento de alguu negocio civil, debe remitir 
Ips autds a! juez de paz á quien corresponda, 
sustituirle, por no hallarse comprendido este 
caso en lo que para el de recusación dispone 
el art. 133 de ia Ley de Enjuiciamiento civil; 
entendiéndose todo sin perjuicio de que si 
sobre ellos Íes ocurriese alguna duda de ley 
ú otra cosa que exponer, eleven la corres- 
pondiente consulta con arreglo á lo preveni- 
do en el art. 86 del reglamento provisional 
para la administración de justicia.» 

Y acordado su cumplimiento por la Sala de 
gobierno lia tenido á bien mandar, que para 
que lo tenga por los jueces de primera ins- 
tancia de este territorio se publique y circule 
por medio de los Boletines oficiales de las 
tres provincias comprendidas en el mismo, 
acusando recibo de quedar enterados. —Va- 
lencia 9 de setiembre de 1862.— El secreta- 
rio habilitado, Manuel Dnnvila. (Boletín ofi- 
cial de Castellón, ’nüm. 111). 

R. O. de 22 octubre, de 1862. . 

Se encargó á los jueces y promotores fis- 
cales que en caso de incendio se presenten 
en el lugar de la ocurrencia y procéda’n con 
celo. Se halla inserta en Incendios, tomo VII, 
pág. 328. 

R. O, de 5 diciembre de 1862. 


j Reina de la consulta elevada, á este Minisfe- 
i rio por el fiscal del Tribunal SuDremo de 
' Justicia sobre la inteligencia de la R. 0. de 
23 de agosto de 1861, en la que., de acuerdo 
| con lo informado por Ja sección de Gracia y 
j Justicia del Consejo de Estado en el exne- 
diente instruido á consecuencia de un re- 
curso de fuerza en conocer, tallado por ia 
Sala primera de la Audiencia de la Coruña, 
se dispone, que los fiscales de S. M. sean Dar- 
te indispensable en todos los juicios de esta 
clase y sostengan la defensa de Ja jurisdic- 
ción eclesiástica cuando crean que los Tri- 
bunales de este fuero no se han extralimitado 
de las atribuciones que les competen. 

Y enterada S, M., ha tenido á bien decla- 
rar que la expresada Real órden solo se re- 
fiere á ios recursos en conocer, únicos en 
que interviene necesariamente el Ministerio 
público con arreglo al art. 1.116 de la Ley 
de Enjuiciamiento civil,»— De Real órden 
lo digo etc. Madrid 13 de marzo de 1863. 
(Gac. 14 marzo.) 

R. O. de 18 marzo de 1863. 

Ss costeen los sellos de los Juzgados de paz con car- 
go á los fondos municipales. 

(Gou.) « Habiéndose suscitado algunas 
dificultades al ser renovados los jueces de 
paz, respecto á la entrega por los salientes 
del sello de sus Juzgados, la Reina, deseosa 
de uniformar y reglamentar este punto, se 
ha servido disponer por regla general que el 
cosle de los sellos de los Juzgados cíe paz se 
abone con cargo á los fondos municipales, 
y que en los pueblos donde se hubiesen 
construido á expensas de estos funcionarios 
se adquieran por el mismo medio, en el ca- 
so de resistirse estos ó su entrega.— De Real 
orden etc. Madrid 18 do marzo de 1863. 
(Gac. 25 marzo.) 

R. O. de 14 marzo de 1863. 


Se dictan reglas para evitar el extravio y 
dilaciones en el despacho de exhortes y su- 
plicatorios. — Véase en Exhortos. 

* R. O. de 7 febrero de 1863. 

Declaraciones de eclesiásticos. 

Se resuelve que el decreto de H de, se- 
tiembre de 1820 se halla vigente y no pue- 
den resistirse Jos eclesiásticos á comparecer 
á declarar como testigos en causas crimina- 
les. Consúltese en Declaración, tomo Y, 
pág. 14. 

R O. de 13 marzo de 1863. 

intervención do los fiscales en los recursos do fuerza. 

(Grac. y Just.) «He dado cuenta á la 


Se recomienda á la magistratura la nece- 
sidad de administrar pronta, recta é impar- 
cial justicia. Igual recomendación se hace 
por otra Rea! órden déla misma fecha al mi- 
nisterio fiscal, á quien está confiada Ja in- 
cesante vigilancia para que la lev sea cum- 
plida y fielmente ejecutada. ( C-L . t. 89, pá- 
gina 218 y 220.) 

R. O. de $ abril de 1863. 


a la R. O. do 22 de octubre de 1802, relativa á 
pronta y eficaz persecución de los delitos de m- 


(Grac. y Jüst.) «... S. M., de conformi- 
dad con lo consultado por la Sala de gobier- 
no de! Supremo Tribu n al de Justicia, ha te- 
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nido á bien resolver que, no obstante lo dis- \ 
püesto en la R. O. de 22 de octubre. de 1862, 
que queda en toda su fuerza y vigor, el juez 
que se halle de guardia es competente para ■ 
conocer preven ti vnmen te cuando ocurra un 
siniestro de los indicados, cesando en las ac- 
tuaciones desde el instante que sé'encargue 
de ellas.el del Juzgado del distrito respectivo. 
(CL, t. 89 f p. 263.) 

R. O. de 8 abril de 1863. ■ . , 

Dicta varias reglas para uniformar el pro- 
cedimiento criminal en los Tribunales del 
fuero común, y está inserta en Código penal, 
tomo III, pág. 211. . 

O. de 13 abril de 1863. 

Sobre los derechos de los pregoneros. 

(Grac. v Jijst.) «En vista de la solicitud 
de Domingo Ramos, pregonero de Madrid, 
para que se le exima de la obligación de pre- 
gonar las sentencias en que se imponga la 
pena capital, ó en otro caso se le asigne un 
salario en remuneración del, trabajo que di- 
cho servicio le ocasiona, la Reina, de acuer- 
do con lo propuesto por la Sala de gobierno 
de esa Audiencia se na servido mandar, que 
para io sucesivo se considere incluido al 
pregonero de Madrid y á los demás de su 
clase con derechos iguales á los que les es- 
tán marcados á los alguaciles y porteros en 
el art. 543 dél' arancel vigente, siendo su 
abonó con cargo aí capítulo de gastos de 
justicia criminal.— Dé Real ór.den etc. Ma- ' 
drid 13 de abril de 1863.» (CL. t. 89, pági-, 
no 279.) 

R. O. de 14. abril de 1863. 

> ■ t 

;Los escribanos de cámara deben cosCfear los libros á 
que se refiere el art. 135 de las ordenanzas. 


R. O. de 20 abril de 4863. 

■ j Requisitos para aspirar á procuras. 

(Grao, y Jcst.) « La Reina se ha ser- 

vido mandar que en lo sucesivo, para obtener 
ias procuras del Tribunal Supremo, las de 
las Audiencias territoriales y las- dé los- Juz- 
gados de primera instancia, basta que los qué 
las soliciten reúnan las circunstancias que 
previenen las ordenanzas de aquellas y regla- 
mento de' estos en su caso, quedando dero- 
gada y sin efecto en está parte la R. O. de2f* 
de octubre de 1858.— De Real órden etc. Ma- ; 
drid‘20 abril de 1868. (CL.-t. 89, p.J238.J - 

La R. 0. de.1858 que se citas, mandaba 
proveer ias procuras de los Tribunales, 
las Notarías y Escribanías eclesiásticas,, 
de Guerra, de Mariné,- de Hacienda- y de 
Comercio, y las Secretarías de los Juz- 
gados de paz,en las personas que tuviesen 
concluida ia carrera del notariado. Esta 
resolución venia á cerrar la puerta para 
dichos cargos . á muchos auxiliares de jos 
escribanos, procuradores, relatores etc.¿ 
que adquirían por este medio una insp 
truccion teórica y larga y aprovechada 
práctica, y teniendo esto en cuenta, así 
como las ventajas que ofrece la ley de $8 
de mayo de 1862 á los que tienen con';» 
clüida la carrera del notariado,, se ^ 
acordado con justicia su derogación, fesf 
tableciendo en su fuerza las ordenanzas 
de las Audiencias. 

R. O. de 20 abril de 1863, 

Se halla insería en el artículo Reglábamos 
EN ; causa criminal, y dispone sobre citación 
de empleados de las compañías de ferro* 
.carriles. 


(Grac. y Just.) «Habiendo solicitado los 
escribanos de cámara de la Audiencia de la 
Corüña, que se revoqué el acuerdo de aquella 
Sala dé gobierno, que les imponía la obliga- 
ción de costear los lihros que deben formar 
con sujeción al art. 133 de las ordenanzas, la 
Reina, de conformidad con lo propuesto por 
la Sala de gobierno del Tribunal Supremo de : 
Justicia,. se ha servido desestimar dicha pre- ■ 
tensión y declarar. por regla general, con él 
fin de que sé uniforme la -práctica en todas 
las Audiencias del Réme, queálos escribanos 
de cámara corresponde el coste y formación ; 
de los libros á que se refiere el art. 133 de las j 
ordenanzas de. las. Audiencias. -^-De Real ór- 1 
den etc, ¡Madrid d¡4 id 6 abril de 1863. (CL. ío- j 
rno 89, p. 279.) * a : : . | 


R. O. de 30 abril de 1863. m 
^ Sobre oumpiimiento de la pena de- vigilancia. 

(Grac. y Just.) Se resuelve que Jos sen- 
tenciados á la vigilancia de la autoridát, á 
quienes cabe la suerte de soldado durante el 
tiempo que extinguen esta ‘condena é in- h 
■ gresan en las filas, del ejército sin haberla' 
terminado, la siguen cumpliendo mientras 
permanecen en el servicio militar basta qué 
se concluye et tiempo de su- duración, y si 
cumplen dicho servicio sin haber concluido 
el tiempo por que estaban sujetos á la vigilan* 
cia, volverán a sufrir esta pend en la forma 
prescrita por el Código , mientras dure eT 
iiémj*r que á la misma fueron códdefládésv 
(CL. t. 89, p. 304.) . ‘ 
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R. O. de 5 mayo de 1863. 

Cuando so declaran Jas costas de oficio no cobran los 
escribanos etc., dejias actnaciones practicadas á ins- 
tancia fiscal ó dei procesado; ni los abogado^v pro 
curadores nombrados de oficio..... 

(Grac. y Just.) «Instruido expediente en 
este Ministerio con motivo de una exposición 
délos escribanos de cámara de la Audiencia 
de Cáceres solicitando que, cuando las costas ' 
y gastos del juicio se declaren de oficio, se 
acuerde que tienen derecho á percibir los 
que, con arreglo al arancel vigente, deven- 
guen en las actuaciones referentes á las de- 
fensas de los procesados, viniendo de este- 
ruodo á desaparecer la desigualdad que en 
este punto existe entre aquellos y los pro- 
curadores; y considerando que la declaración 
solicitada alteraría los electos de un fallo com- 
pletamente absolutorio dictado en causa cri- 
minal, puesto que haciéndose efectivas las 
costas equivaldrían á la imposición de una 1 
pena, y existiría una contradicción ilegal éj 
injusta entre semejante resultado y los fun- 
damentos de la sentencia; así como también 
que ios ahogador y procuradores, cuando son 
nombrados de oficio, se hallan en’ el mismo 
caso que los escribanos, ydebeD considerarse 
como meros auxiliares de la administración 
de justicia, reputándose como deberes in- 
herentes á su respectiva profesión y oficio 
los servicios que en tal concepto presten: 
enterada la Reina, y deseando uniformar la 
práctica en todos los Tribunales del fuero 
común en el particular de que se trata; de 
conformidad con lo consultado por la Sección 
de Estado, y Gracia y Justicia del Consejo de 
Estado, se ha servido desestimar la solicitud 
de los escribanos de cámara de la mencio- 
nada Audiencia de Cáceres, y declarar: 

i.“ Que en toda causa criminal en que 
las costas y gastos del juicio se declaren de 
oficio, los escribanos y demás funcionarios 
de la administración de justicia no tienen 
derecho á percibir los que hayan devenga- 
do eu las actuaciones que se practiquen á 
instancia del Ministerio fiscal ó del proce- 
sado. 

Y 2.° Que la disposición anterior es apli- 
cable á los abogados y procuradores cuando 
sean nombrados de oficio para la defensa de 
los procesados. — De Reai órdeD etc. Madrid 5 
de mayo de 1863.» (Gac. 8 mayo.) 

R. O. de 18 mayo de 1863. 

Sobre repartimiento de los negocios civiles en los Jux- 
gados. 

(Grac. y Jdst.) «Habiendo llegado á no- 
ticia de S. M. varias quejas sobro la irregu- 
laridad con que suele practicarse el reparti- 
miento do los negocios civiles, prevenido 


por el reglamento de los Juzgados de l.° de 
mayo de 1844, y sobre los perjuicios que sus 
fren muchas veces los interesados por las dila- 
ciones que se experimentan en casos de reso- ‘ 
lucion urgente y de término fatal , y por la falta 
de sigilo que da lugar á la ocultación de los 
bienes por parte de ios deudores en los de 
ejecución ó de. embargo preventivo, la Reina 
deseando poner remedio á tan sensibles co- 
mo frecuentes perjuicios, se ha servido dis- 
poner: 

1 La creación de plazas de repartido- 
res de los negocios civiles de primera ins- 
tancia en todas las poblaciones en donde ha- 
ya por lo menos cuatro Juzgados, con el ob- 
jeto de que por turno rigoroso, entre las Es- 
cribanías de todos ellos, se verifique el re- 
partimiento á medida que vayan ingresando, 
según su clase y cuantía y con arreglo |á las 
disposiciones adoptadas hasta el dia por las 
Reales Audiencias para la mas equitativa dis- 
tribución. 

2. ° Que el repartimiento se practique 
necesariamente y sin excusa alguna durante 
las veinticuatro horas siguientes á la de su 
entrada, que se anotará en el acto de la pre- 
sentación enjia oficina del repartidor, lleván- 
dose para ello los libros necesarios de ingre- 
so y turnes. 

3. ° Que el nombramiento de repartidores 
se verifique por Real órden, debiendo recaer 
en letrados de reconocida probidad, sin mas 
retribución que la de los derechos que se 
perciben actualmente por este trabajo, ó la 
que se establezca en lo sucesivo: 

Y 4/ Que no se sujeten al repartimien- 
to las demandas de embargo preventivo , las- 
de retractos, los interdictos de obra nueva 
y vieja, y cualesquiera otras para cuya in- 
troducción señalan las leyes un término fa- 
tal, ó de cuya dilación en proveer por los 
respectivos jueces pueda irregarse á los in- 
teresados daño irreparable, sin perjuicio de 
someterlas al turno, como todas las demás, 
para su ulterior sustan ciacion y terminación, 
después de practicadas las primeras diligen- 
cias y logrado el objeto de la manera breve 
y sumaria que constituye su índole y natu- 
raleza. — De Real órden etc.— Madrid f8 de 
mayo de 1863.» — Monáres. (Gac. 19 mayo.) 

Por otra R. 0. de 26 de setiembre del 
mismo año se estableció que lo dispues- 
to en la anterior se aplique en todas las 
poblaciones que cuenten tres Juzgados 
de primera instancia. 

R. O. de 23 mayo de 1863. 

Se establece lo que debe practicarse cuan- 
do algún jefe ú oficial del ejército sea juzga- 
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do por los Tribunales ordinarios. Se inserta 
en el artículo Degradación. 

h R. O. de. 3 junio de i 863. 

Edad para ser relator propietario ó interino. 

(Grao, y Just.) «La Reina se ha servido 
mandar: 

1. ° Para ser relator propietario ó interi- 
no, tanto en el Supremo Tribunal de Justi- 
cia como en las Audiencias del Reino, se ne- 
cesita ser mayor de edad. 

2. ° No se admitirán á Oposición de pla- 
zas de relator, letrados que no sean de ma- 
yor edad, ni aun en el concepto de que sus 
ejercicios se aprecien «olo como mérito. — 
De Real órden etc. — Madrid 3 de junio de 
18B3.»— Monáres. (Gao. 8 de julio') 

La anterior Real orden ha llenado el 
vacío que dejaba el art. 98 de las Orde- 
nanzas de las Audiencias, que daba lu- 
gar á que se considerase en alguna: vi- 
gente la ley 6. a , tít.'X, lib. 1 1 Novísima 
Recopilación que exigía la edad de 26 
años, al paso que en otras se hacia caso 
omiso de la edad. 

R. O. de 12 junio de 1863. 

Ministerio fiscal: se deroga el art. 6.° del R. D. de 9 
de abril de 1858 sobre propuestas en terna... 

{Grac. y Just.) Señora:— El R. D. de 9 
de abril de 1858 estableció la organización y 
las atribuciones del ministerio fiscal del fuero 
común; y como en el art... 9.° se ordenó que 
el teniente fiscal dql Tribunal Supremo , los 
de las Audiencias y los abogados fiscales 
despacharan bajo la dirección y, responsabi- 
lidad/del fiscal respectivo, parecía natural, 
bajo este aspecto, la disposición del 6.° en 
que se previno que dichos funcionarios fue- 
sen nombrados por Y. M. á propuesta en 
terna de los fiscales , en la forma que allí se 
determinó. Pero V. M. por el Real decreto 
posterior de 9 noviembre de 1860 tuvo á bien 
reformar aquel art. 9.°, disponiendo, entre 
otras cosas;, que los tenientes y abogados 
fiscales autoricen con su firma las peticio- 
nes, dictámenes y censuras que extiendan 
en los negocios cuyo despacho se les come- 
ta; llevando la palabra en estrados, con todo 
el lleno de ía representación fiscal , presen- 
tando las reclamaciones que estimen proce- 
dentes, y obrando con Ja libertad de con- 
ciencia jurídica compatible con los deberes 
de su ministerio; y ordena lo qne debe-ob- 
servarse.cuaiido la opinión de .dichos funcio- 
narios no fuese conforme con la del fiscal, 
si insistiesen en ella. ; 


Admitida por consiguiente la libertad'de 
opinión,, de palabra y de acción de los .te- 
nientes y abogados fiscales y la natural res- 
ohsrtiílidád por sus actos, y exentos lbs 
scales de la que Ies imponía el a.Ft. 9.°' del 
decreto de 9 de abril de 1858yno existe ya 
"la principal razón para que aquellos sean 
nombrados á propuestas ele estos, y el Mi- 
nistro que suscribe entiende que deben serió 
libremente por Y. M, La confianza por el 
. conocimiento, personal, ó de las cualidades 
dé ios propuestos, tampoco eá razón que 
abona por completo el actual sistema, por- 
que podían merecer muy bien la del fiscal 
que les propone, y no inspirarla al sucesor, 
si este no Ies juzga tan benévola ó ventajosa- 
mente. 

Y por último, la órbita del Gobierno és' 
infinitamente mas dilatada para poder conocer 
y apreciar las cualidades de los que ya están 
dedicados á la carrera judicial y al ministe- 
rio público y elegir de entré ellos á ios que 
considere con mejores dotes y condiciones* 
para el desempeño de tan importantes car- 
gos Por estas consideraciones , el Ministró 
úe suscribe tiene el honor de proponer 
V. M. el adjuntó.,... • 

BEAL DECRETO., :.V. .. . . 

■ ■ . 'V . í 

Artículo i.° Queda derogado el art. 6;® 
del R, D. de 9 de abril de f 858 en la parte 
en que establece la propuesta en; terna de 
mis fiscales para el nombramiento detenien- 
tes y ahógales fiscales. '* . 

Art. 2.° Los tenientes y abogados fisca- 
les dol Tribunal Supremo de Justicia y de 
las Reales Audiencias serán nombrados li- 
bremente por Mí entre los que reúnan laá 
cualidades prefijadas en la segunda parte déí 
referido artículo.— Dado en Palacio á 12 de 
junio dé de 1863.— Está rubricado de la 
Real manó. — El Ministro de Gracia y Justi- 
cia, Rafael Monáres. {Gao. del 14 ) , .. ." 

R. O. de 20 junio de 4 863. ■ 

Cuándo han de acudir los jueces á las Acá; 
demias de medicina etc. para asuntos consul- 
tivos. Se baila en Academias de Medicina, ■ 
así como otra de 16 de setiembre del mis- 
mo año. .. . _ 

R. O. de 20 junio de 1863. 

■ i v • V: 

Promolorias fiscales: Sustitución en los casos de in- 
compatibilidad, ausencia, cacante ó enfermedad. ■ 

(Grac. y Just.) «Habiendo "ocurrido al-, 
gunas_ veces el caso de no haber quien ^des- 
empeñe las Prornolorias fiscales en . las va- 
cantes, ausencia ó onlermedad de ío’s pr.o- 
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pietarios, por cegarse todos los abogados es- 
tablecidos en el partido judicial á aceptar el- 
nombramiento de sustitutos; y resultando de 
aquí conflictos graves para la administración 
de justicia, el fiscal del Tribunal Supremo lia 
hecho presente la necesidad de adoptar una 
medida que ponga un remedio á este mal. 

Eo los casos urgentes se ha acudido á él, 
bien por las Salas de gobierno de las Audien- 
cias, ó por los fiscales de S. M. en las mis- 
mas, adoptando el medio que en su pruden- 
cia les ha parecido mas expedito, y encar- 
gando unas veces el despacho á alguno de 
Jos promotores de los partidos mas inmedia- 
tos, y ordenando otras que se establezca un 
turno entre Jos abogados del partido. Dada 
cuenta á la Reina, y considerando que las 
disposiciones hoy vigentes, al asegurar á los 
promotores sustitutos la mitad del sueldo del 
propietario, y declarar que el tiempo de ser- 
vicio se les considerará de abono y como un 
mérito especial en su carrera, ofrecen cuan- 
tas ventajas pueden concederse para que hu- 
biera quien voluntariamente aceptase la sus- 
titución: considerando que a pesar de estas 
ventajas no se encuenlra en algún partido 
judicial, por circunstancias especiales, quien 
se preste á desempeñar este servicio de na- 
turaleza inexcusable, en cuyo caso es preci- 
so que levanten Ja carga los abogados del 
partido, estableciendo entre sí un turno ri- 
guroso, la Reina se ha servido mandar se 
observen las reglas siguientes: 

1. a Los fiscales de Jas Audiencias, en 
uso de la facultad que tienen para nombrar 
sustitutos á los promotores fiscales, cuida- 
ran de que haya siempre uno en cada par- 
tido judicial para los casos de incompatibili- 
dad, ausencia, vacante ó enfermedad del 
propietario. 

‘2. a Si no hubiere ningún abogado que 
se preste voluntariamente á aceptar la sus- 
titución, será obligatorio su desempeño entre 
los del partido por turno riguroso. 

3 a Cuando no hubiese absolutamente 
letrado que pueda servir la Promotoría por 
turno ó sin él, se encargará su desempeño al 
procurador síndico del Ayuntamiento. 

4. a En cualquiera de los casos de susti- 
tución expresados disfrutarán los sustitutos 
de las ventajas y recompensas que les están 
declaradas, en cuanto sean compatibles con 
sus particulares circunstancias. 

5. a Las Salas de gobierno de las Audien- 
cias quedan encargadas de resolver las du- 
‘das que pueden ocurrir sobre e.í cumpli- 
miento de estas disposiciones. — De Real or- 
den etc. Madrid 20 de junio de 1803.— Mo- 
llares. (CL. t. 89, p. 511.) 

Tomo VIH. 


R. O. de 25 junio de 1863. 

Sobre concesión de licencias para ausentarse: su uso: 
expedientes. 

( Grac. y Just. ) «Ha llamarlo la aten- 
ción de este Ministerio el número considera- 
ble de solicitudes elevadas por los funciona- 
rios del orden judicial con el ti n de obtener 
licencia para atender aJ restablecimiento de 
su salud, por término algunas de ellas supe- 
rior a! que permiten conceder las disposicio- 
nes vigentes, muchas con justificación vaga 
é indeterminada, y Ja mas, según la época en 
que después de concedida la licencia, se usa 
de ella, con una anticipación que hace dudo- 
sa su necesidad. Este abuso, grave de suyo 
en la administración de justicia por los per- 
juicios que ocasiona el tener que conocer de 
los asuntos, aunque sea por breve plazo, los 
sustitutos de los jueces de primera instancia 
y abogados y promotores fiscales, se hace 
mas considerable por el gravamen que sufre 
el Erario con el abono de los sueldos que 
aquellos devengan durante la ausencia de 
los propielarius; y á fia de evitarlo en cnanto 
sea posible, la Reina, teniendo presente lo 
dispuesto sobre este particular en el Real de- 
creto de 7 de diciembre de 1855, se ha ser- 
vido mandar; 

One no tengan curso en este Ministerio las 
exposiciones de los funcionarios del órden 
judicial que en solicitud de licencia para es- 
tablecer su salud no vengan por conduelo de 
sus superiores. 

Que Y no le dé tampoco á las que se 

le dirijan por término superior al que permi- 
te conceder el referido Reai decreto , ó no 
acompañen la competente justificación de su 
necesidad. 

Y que, aun reuniendo estos requisitos, 
instruya V... expediente en la forma oportuna 
para cerciorarse de la causa que la motiva; y 
solo cuando lo haya conseguido, remita Y... 
á este Ministerio la exposición con su infor- 
me, manifestando la certeza que baya ad- 
quirido de las causas alegadas, y si el uso de 
la licencia puede ocasionar perjuicio á la ad- 
ministración de justicia, ya por la gravedad 
de los negocios pendientes ó por Ja inopor- 
tunidad de la ausencia del juez ó promotor 
fiscal, en razón á encontrarse fuera del par- 
tido sus sustitutos , ó no tenerlos en condi- 
ciones de aptitud para reemplazarles... ( Ga- 
ceta 26 junio 1863.) 

R. O ■ de 26 junio de 1803. 

Resuelve que la parte penal de las orde- 
nanzas de montes, está vigente respecto de 
los públicos. — Y. en Montes. 

20 
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R. O. de 3 julio de 1863. 

Relaciones fie los jueces y promotores con ia guardia 
civil: Notas de reos; Requisitorias: excarcela- 
ción, etc. 

(Grac. y Jüst.) «Deseando la Reina que 
la administración de justicia en 'causas cri- 
minales pueda reportar todas las ventajas po- 
sibles del celo y constancia con que la guar- 
dia civil desempeña el servicio propio de su 
instituto... se ha servido mandar: 

\.° Que los promotores-fiscales pasen 
mensualmente una nota al comandante de 
sección ó destacamento de la guardia civil 
del respectivo partido judicial de cuantos de- 
litos se hayan cometido en todo el mes , y 
cuyos autores no hayan sido habidos ó des- 
cubiertos, á fia de que dicha fuerza pueda 
prestar el servicio correspondiente. 

2 . J Que los jueces de primera instancia 
trasmitan álos'mismos comandantes las re- 
quisitorias que reciban, en que se encargue, 
la captura de algún delincuente ó procesado. 

3, ® Que por los mismos jueces de prime- 
ra instancia se mande librar y remitir á los 
expresados comandantes testimonio en rela- 
ción del auto de soltura, excarcelación ó so- 
breseimiento, y sentencia definitiva que re- 
caiga respecto á la persona ó personas en- 
tregadas en concepto de reus por la guardia 
civil á la autoridad judicial.»— De Real ór- 
den, etc. Madrid 3 de julio de 1863. ( Gac . 5 
julio.) 

B. D. de 3 julio de 1863, 

E»laíistica. Se pona en el Ministerio á cargo de ud ofi- 
cial de la Secretaria —Se crean' v ice-secretarios de 
gobierno en las Audiencias. 

(Grao. yJust.) «Artículo l.° La Esta- 
dística judicial encomendada hasta el día á un 
funcionario jefe de sección de la Secretaría 
del Ministerio de Gracia . y Justicia Jo estará 
en !o sucesivo á cargo de un oficial de los 
que forman ia dotación de la misma Secreta- 
ría. En su consecuencia queda suprimida la 
plaza de jefe de Sección creada para tal obje- 
to con el sueldo de 40.000 rs. 

Art. 2.° De entre los oficiales auxiliares 
de la Sección de Estadística de este Ministe- 
rio y de l.os opositores á plazas en la Direc- 
ción del Registro de la propiedad que fue- 
ron- clasificados con la nota demut/ bueno, se 
nombrará uno para cada Audiencia del Reino 
que, con el nombre de vice-secretarioy á las 
órdenes del regente, se dedique al desempe- 
ño de los trabajos de ia Estadística y á auxi- 
liar en los que : digan relación álas consultas 
de los registros do la propiedad. 

Art. 3.° La dofacion de tales funciona- 


rios será: en la Audiencia de Madrid la de 
16-000 rs.; en las de Sevilla, Barcelona, Va- 
lencia y Granada la de .14.000, y en las res- 
tantes la de 12.000 con la respectiva conside- 
ración de jueces de término, ascenso y eutra- 
da, y con la obligación desustituir en ausen- 
cias, vacantes, y enfermedades á los secreta- 
rios de las Audiencias. 

Art. 4.° Quedan en su fuerza y vigordas 
disposiciones contenidas en los Reales de- 
cretos de 18 de julio de 1859 y l.° de febre- 
ro de 1861 en todo aquello que expresamen- 
te no resulten revocadas por las del presen- 
te.— Dado en Palacio á 3 de julio de 1863.>i 
(Gac. 8 julio.) 

R. O. de 3 julio de 1863. 

Sobre reunión *de datos estadísticos: se releva de este 
cargo al ministerio íiscai: criminal; civil: ¿dos de 
concilacion: Juicios de faltas. 

(Grac. y Jüst.) «La consideración del 
penoso recargo que vienen sufriendo en sus' 
ocupaciones los funcionarios de la adminis- 
tración de justicia con motivo de Jos trabajos 
ue en el dia exige de ellos la reunión de los 
atos necesarios para la formación de la Es- 
tadística judicial, y las reiteradas instancias 
elevadas á este Ministerio por los regentes y 
fiscales expouiendo los inconvenientes á qué 
tai recargo da lugar y Ja urgencia de arbi- 
trar un remedio , han inclinado el ánimo de 
S. siempre solícito de promover mejoras 
en ei servicio público, á dictar el Real decre- 
to do esta fecha. 

En su virtud, la creación en cada Audien- 
cia de un vice- secretario de aptitud probada 
que á las órdenes y bajo la ilustrada direc- 
ción del regente, á mas de auxiliarle con efi- 
, cacia en el despacho de los asuntos relativos 
al registro de Ja propiedad, llene el encargo 
preferente de recoger los datos estadísticos, 
reemplazando en cuanto sea posible á los 
funcionarios que en el dia lo desempeñan, 
evitará sin duda la continuación de aquel 
mai, haciendo á estos mas fácil y expedito el 
ejercicio de su delicado ministerio, con co- 
nocida ventaja de la administración de jus- 
ticia. 

Ed esta confianza , y con objeto de orde- 
nar el servicio de la estadística judicial, en 
armonía con las disposiciones del citado Real 
decreto, S- M. la Reina se ha dignado man- 
dar que se observen las disposiciones si- 
guientes: 

1. a Desde el dia en que los vice-secreta-, 
rios tomen posesión de su cargo en las Au* 
diencias respectivas, el fiscal de S. M. y los 
promotores fiscales del territorio cesarán en 
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Ja reunión de los datos estadísticos relativos 
á las causas criminales. 

2. a La reunión de los datos para la Esta- 
dística criminal, pertenecientes á las causas 
del fuero ordinario ejecutoriadas en segunda 
instancia en las Audiencias, corresponderá 
exclusivamente á los vice- secretarios desde 
aquella fecha. 

3. a A medida que fenezcan, en virtud de 
ejecutoria, las causas criminales dispondrá 
V. S. se pasen al vice- secretario para la ano-- 
tacion de los datos en los pliegos estadísticos 
que se remitirán oportunamente por este 
Ministerio. 

4. a Los pliegos correspondientes á las 
causas ejecutoriadas en cada trimestre se 
elevarán á este Ministerio en los veinte dias 
siguientes. 

5. a La reunión de los datos correspon- 
dientes á las causas ejecutoriadas en primera 
instancia quedará á cargo de los jueces res- 
pectivos. 

6. a La preparación de la Estadística de 
faltas seguirá, como hasta el día, á cargo de 
los promotores fiscales, acomodándose en un 
todo á las vigentes disposiciones y á la re- 
gla 8. a de esta circular. 

7. a Continuará vigente el sistema actual 
de reunión de los datos de Estadística civil, 
con la excepción sola de que los vice-secre- 
tarios desempeñarán de hoy en adelante las 
funciones señaladas á los ministros ponentes 
en los negocios civiles por R. O. de 25 de 
abril dei corriente año. 

8. a Todas las remisiones de pliegos esta- 
dísticos, así en lo civil como en io criminal, 
sin exceptuar los actos de conciliación y jui- 
cios verbales, y los pleitos y causas fenecidas 
en primera instancia que hoy se hacen por 
conducto de los jueces, se harán en lo su- 
cesivo á este Ministerio por conducto y bajo 
la inspección de los regentes.- — De Real ór- 
den etc. Madrid 3 de julio ele í 863. Monáres » 
(Gac. 8 de julio.) 

R. O de 6 julio de 1863. 

Relatores: Computaciones de años de servicio para la 
categoría 

(Grao, y Just.) «La R. O. de 22 de di- 
ciembre de 1853, que concedió á los relato- 
res de las Audiencias la categoría que debían 
disfrutar en el órden judicial en justa recom- 
pensa del ímprobo trabajo á que el desempe- 
ño de sus cargos les obliga , ha producido, 
sin embargo , algunas reclamaciones sobre 
el modo de computar los años de servicio 
que se requieren para adquirir la categoría 
correspondiente. Y pareciendo muy dignos 
de tomarse en consideración los servicios que 


los relatores hubiesen prestado con anterio- 
ridad á este cargo en las carreras judicial £ 
fiscal, ó en las mismas Relatorías para la 
computación de los años que exije Ja Real 
órden citada, ia Reina se ha servido resol- 
ver que se cuenten á los relatores, para la 
obtención de la categoría correspondiente, 
los años en que hayan desempeñado interi- 
namente Relatorías , y los de servicio en la 
carrera judicial ó fiscal, como si fueren efec- 
tivos ó en propiedad de las mismas Relato- 
rías— De Real órden, etc. Madrid 6 de julio 
de i 863. — Monares.» (Gac. 7 julio.) 

R. O. de 19 agosto de 1863. 

Sobre la traslación de magistrados , jueces, etc., que 
sirvan sus cargos en el territorio de su naturaleza, ó 
do sus mujeres. . 

(Ghac, y Just.) «En vista de las razo- 
nes que, de conformidad con el Consejo de 
Ministros, ine ha expuesto el de Gracia y 
Justicia, 

Yergo en decretar lo siguiente: 

Artículo l.° En justa observancia de lo 
dispuesto en las leyes de la Nov. Recop., en 
el art. 9.° del R. D. de 7 de marzo de 1851, 
y en el R. D. de 24 febrero de 1852, con re- 
lación á la incompatibilidad de los funciona- 
rios del orden judicial para servir plazas de 
la administración de justicia en el territorio 
de su naturaleza y en el de la de sus muje- 
res, los regentes, los presidentes de Sala, ios 
magistrados de Jas Audiencias y ios jueces de 
primera instancia que se encuentren en los 
casos del art. 9.° de dicho R. D. de 7 de mar- 
zo de 1851, serán trasladados á plazas de 
igual categoría en distinto territorio , conci- 
llando, en lo posible, ei interés dei servicio 
público con el menor perjuicio de los referi- 
dos funcionarios. 

Art. 2.° La disposición del artículo ante- 
rior no es aplicable á ios magistrados y jue- 
ces de los Tribunales de la Corte , ni á los 
fiscales y promotores, así de Madrid como de 
los demás Tribunales del Reino. 

Art. 3.° Queda derogado el art. 2.° del 
citado R. D. de 24 de febrero de 1852.-— Da- 
do en San Ildefonso á 19 de agosto de 1863.» 
(Gac. 23 agosto.) 

R. O. de 8 setiembre de 1863. 

Conducta do los jueces y promotores en las elecciones 
populares. 

(Grac. y Just.) Se recuerda á los jueces 
v promotores fiscales lo dispuesto en ei ar- 
tículo 21 dei R. D. de 7 de marzo de 1851, 
según el cual deben limitarse los magistra- 
dos, jueces y funcionarios de) ministerio fis- 
cal á emitir libremente su voto, y abstener- 
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se de intervenir é influir directa ó indirecta- 
emente en favor ni en contra de ningún can- 
didato para cargos de eleccioD popular.... 

A propósito de este importante asunto 
dice , cotí mucha razón, el Ministro lo 
siguiente: ' 

«El olvido ó infracción de aquella soberana 
disposición es tanto mas lamentable y digno 
de censura, cuanto que sin necesidad de 
que se hubiese dictado debieran los funcioq^- 
rios del urden judicial, por decoro propio y 
por su dignidad misma, observar en Jas con- 
tiendas electorales la conducta que dicho 
Real decreto les trazara. La administración 
de justicia debe estar siempre á mayor altu- 
ra que los intereses políticos por atendibles 
é importantes que sean para el gobierno de 
los pueblos. Sobre las desavenencias y dis- 
cordias lamentables que suelen surgir de la 
lucha de los partidos en las elecciones popu- 
lares, es preciso que prevalezca sólida , Ur- 
iñe é inalterable la confianza de los ciuda- 
danos en la observancia de la ley por parte 
de los encargados de sostenerla y aplicarla: 
sin esa confianza desaparece la garantía mas 
vital de la sociedad , y sobreviene la alarma 
y el desaliento universal: sin hPconíianza en 
ía justicia de los Tribunales nada hay que 
pueda tranquilizar al hombre pacífico y hon- 
rado, que cifra lodo su bienestar en la guar- 
da de sus legítimos derechos. Y ¿cómo po- 
drá inspirarla el funcionario del órden judi- 
cial que, descendiendo de su elevado asien- 
to, se erige en director ó partidario impru- 
dente ó indiscreto de una bandería política, 
confundiendo el deber de votar según su 
conciencia con el oficio de agente activo de 
uno de los partidos militantes, como si niu- 
gun respeto ni consideración le vedara soli- 
citar y conseguir los sufragios de sus ad- 
ministrados? ¿Cómo ha de conservar el pres- 
tigio de su autoridad ni la opinión de justi- 
ficación y prudencia el que, olvidando la 
severidad de sus debepes, se expone á sa- 
crificar la justicia en obsequio del que le 
otorgó el sufragio propio ó los de sus amigos 
y parientes? ¿Sera mucho arriesgar- el dar 
por sentado que cada sufragio obtenido por 
un funcionario del órden judicial exige por 
recompensa un favor siempre, una injusti- 
cia las irías veces? Para evitar tan grave mal 
se hace precisa la observancia indeclinable 
del art. 21 del R. D. de 7 de marzo de 1851. 
El Ministro que suscribe está dispuesto á 
exigir la mas estrecha responsabilidad á los 
infractores, cualquiera que sea el .motUro y 
la causa que aleguen en su disculpa, si tie- 
nen la desgracia de faltar á dicho precepto; 


y S. M. , que ha visto con protundo sentí-' 

miento la necesidad de trasladar ó separar 
á los pocos funcionarios que en esta parte 
han desconocido sus altos é importantes de- 
beres, me manda decir á V. S., como de su 
Real órden lo ejecuto, que se baila resuelta 
á no tolerar la menor iufraccion de dicho 
Real decreto, convencida como lo está de la 
necesidad de que la administración de justi- 
cia se conserve siempre en Ja elevación de 
sus augustas funciones y libre y fuera de la 
atmósfera de las pasiones políticas, y los en- 
cargados de administrarla exentos de la sos- 
pecha de parcialidad por cualquier respeto 
humano, pero sobre todo por motivos polí- 
ticos, que son los mas frecuentes é imputa- 
bles aun á Jos funcionarios judiciales de mas 
intachable moralidad...» (Gac. 9 setiembre.) 

R. O. de 16 setiembre de 1863. 

Se llalla inserta en Academia de medicina 
Y ClflUGÍA, t. I, p. 90. 

7?. O. de 20 setiembre de 1863. 

Disposiciones para organizar y uniformar los traba- 
jos estadísticos: divisiones y subdivisiones de la es- 
tadística. 

(Grao, y Just.) «Fuera inútil la reforma 
planteada por el R. D. de 3 de julio último 
sobre estadística judicial, si no se completa- 
se el pensumieuto orgánico que tuvo por ob- 
jeto, desenvolviendo las bases á que se han 
de subordinar en lo sucesivo las estadítieas, 
así criminales como, civiles, que periódica*- 
mente hayan de publicarse por este Ministe- 
rio. Pero como los trabajos estadísticos con- 
cernientes á la. administración de* justicia, 
tanto por la índole especial de sus fines, 
cuanto por la movilidad á que están sujetos 
sus mismos datos (condición que losliace ser 
mas ó menos elocuentes é importantes en, 
determinadas ocasiones y circunstancias), no 
puede ni debe admitir, en cuanto á su forma- 
do exposición, una regla común, fija é inal- 
terable, forzoso e.s prescindir de reglamentar 
detallada y minuciosamente la manera de sqr 
de aquellos, á la vez que se hace indispen- 
sable el exacto conocimiento del sistema ge- 
neral que á cada una de ellas ha de servir de 
punto de partida para la agrupación cíe los 
hechos y para la composición de los cuadros 
que reclaman esencialmente sus análogos 
aunque diversos fines. 

Estas consideraciones, unidas á la no me- 
nos importante de que el conocimiento de Ja 
colocación que se ha de dar en las estadísticas 
á los datos que reeogeu y condensan los fun- 
cionarios (jue se consagran á este servicio? 
uniformara los trabajos preparatorios? dén- 
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doles su necesaria cohesión y natural armo- 
nía, ha.inciinarlo el ánimo deS. M.á aprobar 
las siguienfe.s disposiciones: 

4 , a La ESTADISTICA CRIMINAL se pu- 
blicará, anualmente por este Ministerio; peni 
la respectiva á cada año determinado, no 
aparecerá sino después de trascurUdo el si- 
guiente y los primeros meses del inmediato. • 

2. a En lo sucesivo no formarán la base 
de la Estadística criminal como hasta aho- 
ra las. causas ejecutoriadas en el ano á que 
se refiere la Estadística , sino los delitos co- 
metidos dentro precisamente del año á que 
la Estadística corresponda. 

3. a La 1. a porte de la Estadística cri- 
minal, se dividirá en seis grandes secciones 
que llevarán por su órden los epígrafes si- 

mentes: primero, cuadro general; segundo, 
elitos;' tercero, procesados; cuarto, senten- 
ciados; quinto, penas; sexto, procedimiento. 

4. 8 En el cuadro general aparecen dis— 
tribuido^ por Juzgados, por provincias y Au- 
diencias los delitos cometidos dentro del año 
los hechos que se supusieron tales, los pro- 
cesados, los sentenciados, las principales 
circunstancias de estos y aquellos, y el nú- 
mero total de causas. 

5. a La sección consagrada á los delitos 
dará á conocer su número, naturaleza, cla- 
se, grado, motivo, lugar y tiempo, comple- 
tándose estas noticias con las qüe reclaman 
especialmente delitos determinados. 

6. a En esta misma sección, aunque se- 
paradamente, y en cuadros especiales, figu- 
rarán los delitos relativos á los suicidios. 

7. a La Sección correspondiente á los pro- 
cesados comprenderá su número en relación ' 
con las provincias, con las Audiencias y con 
los delitos, así como el carácter que obtu- 
vieron de la sentencia que puso fin al pnfbe- 
dimiento. 

8. a Relativamente á los sentenciados , la 
Estadística expondrá su número, sus rela- 
ciones con los delitos en general y con cada 
una de sus especies, su sexo, edad, naturale- 
za, vecindad, profesión ú oficio, concepto 
moral, grado de criminalidad, participación 
en el delito y todas aquellas noticias análo- 
gas á las anteriores que puedan dar alguna 
luz para apreciar con acierto los síntomas 
propios de lo criminalidad en España. 

9. a Las -penas aparecerán en la sección 
correspondiente, obedeciendo á las clasifica- 
ciones y divisiones del Código penal. 

10. En la parte destinada al procedi- 
miento aparecerá la historia de las causas 
criminales, especificándose la duración de 
sus mas principales períodos, así como el 
tiempo trascurrido en toda la sustanciacion 


exponiéndose el número de sentencias que 
fueron confirmadas y revocadas ponía ejecu* 
loria, y el de las en que prevaleció ó no el 
dictamen, del Ministerio público. 

1 1 . Bajo el epígrafe de Estados adicio- 
nales ñ^orarán lo< datos correspondientes á 
¡a jurisdicción del Tribunal Supremo, los de 
indultos, de extradiciones, de causas de in- 
sqlvtnca culpable, y otros análogos que no 
tienen una colocación natural y metódica en 
Las secciones determinadas. 

12. La 2. a parte de la Estadística cri- 
minal tendrá por objeto la consignación de 
las faltas perseguidas y corregidas dentro 
del año á que la estadística se refiera. 

13. En esta parte de la Estadística apa- 
recerá el número de las faltas, según su cla- 
se, distribuidas por provincias y Audiencias; 
el número de las castigadas en cada mes; el 
sexo de sus autores; las penas impuestas y 
la circunstancias mas esenciales del proce- 
dimiento. 

1 4. La ESTAIVSTICA CIVIL se publica- 
rá anualmente 'dentro del año inmediato á 
que la estadística corresponda. 

15. La base de la estadística civil serán 
los. negocios ejecutoriados dentro del año á 
que se refiera. 

16. El órden de publicación de los cua- 
dros estadísticos pertenecientes á los juicios, 
será análogo al que observan los mismos en 
la Ley de Enjuiciamiento civil, en cuanto lo 
permitan las conveniencias del buen método 
estadístico. 

17. Como datos comunes'á todos los ne- 
gocios do su incumbencia, publicará la Es- 
tadística civil. 

1. ° El número de juicios de cada cíase. 

2. ° La naturaleza de la petición. 

3. ° El carácter legal de los litigantes. 

4. ° Las clase de pruebas practicadas. 

5. ° La declaración esencial de la senten- 
cia definitiva. 

6. ° El número de apelaciones. 

7. ° El número de instancias seguidas en 
los juicios. 

8. ° Las sentencias confirmatorias y re- 
vocatorias. 

9. ° La duración de los juicios desde su 
incoación hasta la sentencia ejecutoria. 

10. La condena de costos y su importe. 

11. El valor del pape) sellado invertido. 

18. Los datos especiales que lian de apa- 
recer en cada clase de juicio nacerán de la 
naturaleza propia de los mismos, acomodán- 
dose al fin especial de cada uno de ellos. 

49. Este mismo origen reconocerán los 
datos que se publiquen acerca de Jos inci- 
dentes, cuidándose de consignar los que 
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sean mas luminosos para apreciar su in- 
fluencia en el curso de los negocios princi- 
píÜGS. 

20. Los juicios verbales y ios actos 
de conciliación darán á conocer ¡os datos 
mas esenciales, según la naturaleza de los 
primeros y la índole de los segundos. 

21. Los recursos de casación darán á 
conocer su número, su procedencia, la na- 
turaleza de los juicios de que procedan, la 
declaración délas sentencias, la decisión del 
Tribunal Supremo, y los datos comunes á 
todos los juicios que permita la naturaleza 
especial de los recursos de esta clase. 

22. En una sección aparte sé consigna- 
rá el número y clase de los juicios de cada 
especie incoados durante el año anterior én 
todos los Juzgados, y que estén pendientes, 
bien por suspensión convenida, bien por no 
haber, llegado aun ai estado de sentencia. 

23. Esta misma sección comprenderá el 
-número y clase de los juicios pendientes en 
las Audiencias y en el Tribunal Supremo, 
con designación de su estado. 

24. Las noticias que no puedan adqui- 
rirse por medio de los pliegos preparatorios, 
serán objeto de determinaciones especiales, 
que se circularán oportunamente. 

25. En una sección adicional se expon- 
drán tanto las anteriores noticias, como las 
que relativas á los Tribunales, jueces y do- 
mas funcionarios que auxilian á la adminis- 
tración de justicia se consideren de utilidad 
para apreciar el trabajo invertido anualmen- 
te por cada uno de aquellos en el desempe- 
ño de su cargo. 

26 Dentro de este método, que obser- 
varán ambas estadísticas, figurarán los datos 
en sus cuadros respectivos por orden de ma- 
yor á menor, y siempre que sea útil por la 
naturaleza de los mismos, irán acompaña- 
dos de las proporciones y relaciones nece- 
sarias para hacer mas apreciable su elocuen- 
cia y los fines de su aplicación. 

27. A cada estadística acompañará un 
razonado informe suscrito por el jefe del ne- 
gociado, en que además de relacionar las 
mejoras que se hayan introducido en el ra- 
mo y las de que aun sea susceptible, se pro- 
pondrán.los medios mas adecuados para per- 
feccionar tan importante servicio, dándose 
á conocer los resultados obtenidos en el año, 
p’oniendo de manifiesto la significación cien- 
tífica de los hechos publicados, indicando 
las disposiciones legales que su misma sig- 
nificación reclame, y proponiendo, ya las 
que desde luego puedan emanar de este Mi- 
nisterio, 1 ya las que deban dictarse, prévia 
consulta de la Comisión de Códigos delTri- 

■*- 


hunal Supremo y délos demás superiores. ó 
del Consejo de Estado; ya, en fin, las qu e 
por su generalidad ó importancia exijan el 
' concurso de las Córtes.y de la Corona. ■ 

28. La exposicton dól Ministro de Gracia 
y Justiciad S. M. que precedeiá á cada es- 
tadística, "demás de expresar los puntos mas 

■ culminantes y elocuentes de la misma, pon- 
drá de manifiesto las soluciones que se des- 
prendan de ella. 

29. Las estadísticas cuyos datos prepa- 
ratorios obran ya en este Ministerio, se suje- 
tarán tpdo cuanto sea posible á las anlerio- 

' res disposiciones. 

30. Quedan sin efecto xodas las órdenes ■ 
dictadas sobre estadística criminal y civil 
.quesean contrarias á la presente circular. 1 . 

— De Real órden etc. Madrid 20 de setiem- 
bre de 1863.»— Monáres. (Goc. 30 id.) . 

R. O. de26 noviembre 23 diciembre de 1863. 

Dictando las reglas á que deberán atenerse los Trüra^ 

nales en la formación y remesa de las listas ssmes- 

trales de causas. 

i n 

(Tbibunal Supremo de Justicia.) . Por él 
Ministerio de Gracia y Justicia se han comu- 
nicado al Excmo. Sr. Presidente de este Su- 
premo Tribunal la Real órden y las reglas 
parala formación de las listas semestrales- 
de causas que se insertan á continuación: " : 

Real orden. 

Ministerio de Gbacia y Justicia. — Exce- 
lentísimo Sr.: He dado cuenta á la Reina de ' 
la comunicación de Y. E. fecha 11 del actuar - 
en que de conformidad con lo expuesto por .' 
el fiscal de ese Tribunal, manifiesta la con- 
veniencia de modificar, en la forma que’pro- 
pone, las reglas que desde octubre de 1841 • 
se están observando para hacer efectiva. la 
superior inspección que á ese Tribunal Su- 
promo le está encomendada sobre los demás 
del reino, y promover la pronta administra?, 
cion. de justicia. En su consecuencia ha tem* 
do á bien aprobar S, M. las nuevas reglas | 
modelos que se acompañan á' dicha comú^ , 
nicacion, y son adjuntos; y mandar asimismo 
que se autorice á Y. E.] como en su real 
nombre lo ejecuto, para que desde Mego .. 
dispouga lo. conveniente á fin de que -en la 
formación de las listas semestrales ae Causas 
pendientes y fenecidas que deben remitirse 
á ese Tribunal se atengan las Audiencias y . 
Juzgados de primera instancia á las referidas 
reglas y modelos. — Dios etc. Madrid 26 de 
noviembre de 1863.— Monares.— Sr. Presfo - 
dente del Tribunal Supremo de Justicia. < 
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Regíais qife han de observarse en los Juzga-* \ ^ dimensiones enteramente iguales al de 
. dos y Audienctas para la formación de 0 _ • , , ' r , .. 

. las listas semestrales de causas. Las causas se colocaran en la lista 

, general por el órden cronógico de ,s'u for- 

MmrsTERio de ( iRacia y Justicia. — A fin macioo sirviendo para ello de base la fecha 
de que el iribiyiarSupremo de Justicia pue- del auto de oficio, ó de la presentación de-la 
da ’^ercer eficazmente la superior inspec-- : denuncia ó querella con que se hubiere da- 
ción que le corresponde sabré los demás del '■ do principio al procedimiento, 
teinoy promover la pronta administración En la primera casilla se pondrá el núme- 
de justicia en lo criminal, los jueces de prj- ro que corresponda á cada causa, según di- 
hiera instancia y las Audiencia?! formarán, al cho órden^y en la segunda, el que tuvo en 
terminar cada semestre, dos listas que serán la lista del semestre anterior, cuando de ella 
remitidas á dicho Tribunal Supremo: una dq proceda. 

. causas pendientes y Otra de causas fenecidas 6. a En la tercera casilla se expresará el 
observándose para ello las reglas que siguen: ÜeehlT ó delito, este cod la denominación téc- 
• nica que le corresponda conforme al Código 

, : Juzgados. penal, ó á la ley especial que ló castigue, y 

' • _ en seguida se. hará una relación sucinta de 

1. a Los jueces de primera instancia for- sus principales circunstancias, en cuanto 
marán y remitirán á la Audiencia, en los baste para formar idea de como sucedió el 
meses de euero y julio de cada año, una lis ■ hecho, y de su gravedad ó imoortancia. 
ta de tas causas que quedaron pendientes en L 7. a En la cuarta casilla se expresará el 
• su Juzgado al terminar el semestre anterior, ¡lia en que se ejecutó el hecho- ó delito aue 
■ • Esta lista comprenderá todas las causas di ó lugar á la formación de lá causa, y el dia 
criminales que el último dia del semestre no en que esta tuvo principio. 

• estén terminadas en primera instancia, ya Si la causa se hubiere fenecido en rebel- 
se refieran á hechos ó delitos en que pue- dia, ó por la absolución de la instancia, ó 
de procederse de oficio, ya á los que no por sobreseimiento sin perjuicio, y después 

{ Hieden perseguirse sino á instancia de par- hubiese, sido abierta de nuevo por la presen- 
e, y también las que estén paralizadas ó en cía del procesado, ó por haberse deseubier- 
suspenso por esperarse la autorización para t.o nuevos méritos, se hará de ello la indica- 
proceder, ó por cualquier otro motivo. eion conveniente, expresando el dia en que 

Se dice hecho ó delito para que do queden quedó sin curso, y el en que volvió á tener - 
excluidos los hallazgos de cadáveres, incen- lo. Estas causas se colocarán en la lista en 
dios casuales, desgracias y demás sucesos, el lugar que les corresponda atendida la fe- 
por los cuales- hay necesidad de instruir pro- cha de su formación, conforme á la regla 5. a ■ 
cedimientos judiciales á lia de averiguar si 8. a En la quinta casilla se expresará el 
■ existe ó nó responsabilidad criminal , pues nombre, apellidos y apodo en su caso, de 
estos procesos han de incluirse también eri todas las personas contra las cuales se diri- 
diebá lista. & jan los procedimientos; anotando también 

2. a Para formarla, los jueces exigirán de su edad, estado, el pueblo de su naturaleza, 

. cada escribano laíle las causas que pendan vecindad ó residencia ordinaria, y su oficio, 
en su oficio puesta eu limpio, y firmada por] empleo, profesión ó modo de vivir. Cuando 
.. el -mismo escribano, dentro de los primeros no sean conocidas dichas circunstancias ó 
quince dias de los meses citados. alguna de’ ellas, se manifestará así* expre- 

3. a Los jueces examinarán estas listas, sando las que consten, 
y devolverán á loe escribanos las que no ' También se expresará acerca de cada per- 
estuvieren arregladas, haciéndoles entender sona,si está ausente, detenida, presaren 
Jos defectos que contengan para que los cor- libertad, 6 suelta bajo fianza. 
rijan y enmienden á la mayor brevedad. Se Considerará ausente al que esté prólugo, 

4.. a Reunidas- dichas listas, dispondrá el oculto, ó cuyo paradero se ignore, 
juez respectivo que- por ellas se forme la ge- Detenido , al qué esté colocado en un fu- 
neral de su Juzgado en pliegos enteros de gar de seguridad sin haberse dictado auto 

papel’ del sello de oficio puestos á lo lar- de prisión contra él: en este caso se expresa- 
go, y divididos en seis casillas con sus cor- rá la fecha de la detención, 

respondientes epígrafes con arreglo al rao- Se entiende fimo aquel contra el cual se 

delonúm. i.° haya dictado auto de prisión y esté colocado 

En los Juzgadns exentos del uso de papel en un lugar de seguridad: en este caso se 

sellado, yse extenderán en papel común, pero expresará la fecha de la pnsioh; y caso 
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de hallarse en el hospital <5 en otro lugar 
que no sea la cárcel, se añadira el motivo de 
esta circunstancia y la techa en que fué 
trasladado. Si la prisión fuese preventiva 
hasta que dé fianza, ó por ser persona sos- 
pechosa y sin arraigo, se liará también ex- 
presión de esta circunstancia. 

Se considerará en libertad al procesado 
contra quien no se haya dictado auto de 
prisión, ó que después de dicho auto hubiese 
sido puesto en libertad absoluta sin fianza. 

Y suelto bajo fianza, al que est'é en liber- 
tad por haber dado la fianza ó caución que 
para ello permiten las leyes, en cuyo caso se 
expresará la clase de la fianza , y si estfvo d 
no preso antes de prestarla. 

Se hará constar igualmente, en su caso, 
si el procesado se halla preso á las resultas 
de otra causa. 

Cuando no haya personas procesadas ó no 
resulte quién sea el autor ó autores del delito, 
se expresará así .en la misma casilla 5. a 

9. a En la sexta y última casilla se refe- 
rirá el curso y estado de la causa, pero con 
referencia únicamente á los dias 15 y último 
de cada mes. Para ello se dirá: primeramente, 
el estado en que quedó, el último día dei 
semestre anterior, si en él existia; ó el dia 
en que principió, expresando si lo fué por 
auto de oficio, por comparencia ó denuncia, 
por querella ó de otro modo. En seguida se 
dirá el estado en que se encontraba el dia 15 
del primer mes del semestre, ó de aquel en 
que hubiese principiado: á continuación el 
que tenia el dia último del mismo mes: y asi 
se procederá, anotando el estado de la causa 
en todos los dias 15 y último de cada uno de 
los meses, á que la lista se refiera. Además 
de decir el estado de la causa, esto es, si está 
en sumario ó en plenario , se expresará la 
página ó el número de los fólios que tenga 
en cada uno de dichos días, y la última dili- 
gencia practicada con su fecha, Y caso de. 
no haberse podido adelantar nada en la quin- 
cena, se dará una ligera explicación del mo- 
tivo de la paralización ó retraso, y de las 
providencias'.adoptadas para removerlo; todo 
en la forma que se expresa en la correspon- 
diente casilla del modelo núm. l.° 

10. Además de la lista expresada de cau- 
sas pendientes, los jueces formarán y remi- 
tirán á la Audiencia, también en los meses 
de enero y julio, otra lista separada de causas 
fenecidas en el semestre anterior, ya se 
hallen ejecutadas, ya pendientes.de ejecu- 
ción de la sentencia. 

En esta listé se comprenderán todas las 
causas formadas en el Juzgado, que hayan 
sido terminadas durante el semestre, bien 


por sentencia ejecutoria, bien por sobresei- 
miento ó de otro modo, aun cuando pueda 
después abrirse de nuevo su curso por haber 
sido el sobreseimiento sin perjuicio, ó por 
haber recaído absolución de la instancia, ó 
por haberse fallado contra reos ausentes, y 
también las que en fin del semestre anterior 
hubieren quedado pendientes de ejetucion-de 
la sentencia. Y no solo se comprenddrán'ias 
causas terminadas por sentencia ó determi- 
nación de la Audiencia en virtud de apela- 
ción ó de consulta, sino también las que lo 
hubieren sido ejecutoriamente en el mismo 
Juzgado, en los casos, en que esto proce- 
da, lo cual se entenderá sin perjuicio de 
dar cuenta á la superioridad de la termina- 
ción de tales causas, como se daría de su for- 
mación. * 

11. Para la formación, extensión y re- 
misión de estas listas-, se observará- lo dis- 
puésto en las reglas 2. a , 3. a y 4. a , dividién- 
dolas también en seis casidas, conforme al 
modelo núm. 2.° 

12. Dichas causas se colocarán en sulis'-.. 
ta especial por el órden cronológico de las 
sentencias ó providencias que terminaron su 
curso. 

En la primera casilla, se pondrá el DÚme- 1 
ro que corresponda á cada causa, según di- 
cho órden. ‘ 

En la segunda , el que tuvo en la lista del 
semestre anterior, cuando de ella proceda. . 

En la tercera se hará expresión .de la car- 
peta dé la causa: esto es, del hecho ó delito, 
designado con el nombre técnico que le cor- 
responda, y de la persona ó personas pro- 
cesadas en su caso. 

En la cuarta se expresará la fecha. en que 
principió la causa; la de la sentencia ejecu- 
toria ó providencia que Mgo término al pro- 
cedimiento; la de la oerlunbacion librada para 
la ejecución ó eumplimiei^o del fallo, y el. 
dia en que se recibió dicha certificación ó . 
ejecutoria en el Juzgado de primera-ins.- 
taucia. 

En la quinta se anotará la parte dispositiva 
de la ejecutoria, haciendo. una relaciop 'su-* 
cinta de la pena que se impuso y de la res- . 
pónsabilidad civil en su caso, ó cíe la’absolú- , 
cion ó sobreseimiento, ó lo que se hubiera 
decretado. 

Y en la sexta y última casilla se expreáa- , 
ran la fecha en que se notificó al reo perso-, 
nalmente la sentencia, y el dia y circuDS-? 
tancias principales de su ejecución; de suer-* 
te que aparezca si se ha cumplirlo ó no ió 
que para hacer efectivas las penas ,, dispone 
el R. D. de 14 de diciembre de 185.5; enten- 
diéndose . esto , tanto respecto de- la pena 
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pripcipal como de las accesorias en.su caso, 
excepto éi pago de costas, y también el de 
Jos gastos del juicio cuando el reo no deba 
sufrir Ja. prisión correccional por vía de sus- 
titución y apremio. Asi, por ejemplo, si se 
trata de la pena de muerte, se expresarán el 
día en ‘que se notificó al reo la sentencia, y 
el día y sitio de su ejecución; si fuere otra 
aflictiva ó correccional, se dirá, además de la 
notificacioo, el día en que el reo fué puesto á 
disposición de la autoridad civil competente, 
y. el cuque tuvo ingreso en el establecimiento 
penal, según el aviso que de ello habrá dado 
el jefe inmediato del mismo, fcon arreglo á lo 
prevenido en el art. 6.° del citado Real de- 
creto: sido exacciones pecuniarias, bien pro- 
cedamde multa ó responsabilidad civil, *y tam- ■ 
bien de gastos del juicio cuando haya dp su- 
frirse por estos la prisión subsidiaria, caso 
de insolvencia, se expresarán el día y forma 
en que quedaron ejecutadas; y en su caso, 
la fecha en que el juez hizo Ja declaración de 
insolvencia, la de su aprobación por el Tri- 
bunal superior y el día en que el reo quedó 
á disposición déla autoridad competente para 
.sufrir dicha prisión subsidiaria-. 

Por último, si la sentencia ó providencia 
que termine la causa, no requiere por su na- 
turaleza la práctica de diligencia alguna se 
empleará en la casilla de que se trata la si- 
guiente fórmula: Se ha cumplido , añadiendo 
en su caso la fecha de la notificación á la 
parte interesada; todo con arreglo al moéelo 
núm. 2.° 

13. Las causas fenecidas no dejarán de 
incluirse en la lista de su clase hasta que la : 
sentencia que las terminó aparezca comple- 
tamente ejecutada. Se entenderá así respec- 
to á las penas corporales, cuando el reo haya 
tenido ingreso en el establecimiento peDal. 
correspondiente, ó se haya ejecutado lo que 
proceda para hacer efectiva la pena; y en 
cuanto á las pecuniarias, cuando se haya 
exigido .del todo la multa ó la responsabili- 
dad civil, y también los gastos del juicio en el 
caso expresado en la regla anterior; ó haya 
sido declarado insolvente el responsable de 
ellas , y empezado á sufrir la prisión subsi- 
diaria en su qaso. 

Mientras queden diligencias que practicar, 
seguirán dichas causas incluyéndose en las 
listas semestrales del Juzgado , aun cuando 
se hayan remitido á la Audiencia en consul- 
ta del puto de insolvencia , ó por cualquier 
otro incidente. En este caso se hará en la 
sexta casilla relación de Ja providencia con- 
sultada ó apelada, y del dia en que se remi- 
tieron las ailigencias á la Audiencia ; de la 
resolución de esta y su fecha , y del dia en 
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qiie.se libró y se recibió la .certificación en 
el Juzgado. 

En todo caso, siempre que no haya podi- 
do cumplirse ia sentencia en todas sus .par- 
tes dentro del semestre en que se dictó, tan- 
to en aquella lista , como en la del semestre 
siguiente, se citará el estado en que se halle 
la ejecución de la sentencia en los dias 15 y 
último de cada mes, guardando en su rela- 
ción él método establecido por la regla 9.* 
para las causas pendientes. 

14. Redactadas las listas, así de causas 
pendientes como de fenecidas, en los térmi- 
nos referidos, y puestas en limpio por la Se- 
cretaría del Juzgado con claridad y buena le- 
tra, se remitirán al regente de la Audiencia 
respectiva , firmadas solamente por el juez, 
el cual será responsable de su exactitud y 
regularidad. Dicha remisión se verificará den- 
tro del término marcado en la regla 1. a 

15. Si al- terminar el semestre no hubie- 
se en el Juzgado causa alguna pendiente que 
deba incluirse en ia lista respectiva, lo ex- 
pondrá el juez así en comunicación , que di- 
rigirá, al regente de la Audiencia, y lo mis- 
mo, pero con separación, en el caso de no 
haber causa alguna fenecida ó pendiente de 
ejecución durante el semestre. 

16. Todas las disposiciones que preceden 
serán también observadas y cumplidas por 
los Juzgados especiales de Hacienda ó que 
conozcan en primera instancia de ios nego- 
cios de la Hacienda pública. 

Audiencias. 

17. Las listas de cada Juzgado , tanto de 
causas pendientes como de fenecida-*, serán 
examinadas y revisadas en la Audiencia por 
el magistrado á quien corresponda. Los re- 
gentes distribuirán, con la conveniente igual- 
dad este servicio entre todos los magistra- 
dos, asignando á cada uno los partidos ju- 
diciales cuyas listas deba examinar. 

18. Recibidas las listas de un Juzgado en 
la Audiencia, el secretario de gobierno dará 
cuenta a! regente, el cual acordará que se 
pasen sin dilación al magistrado á quien cor- 
responda revisarlas. 

19. El magistrado revisor examinará á la 
brevedad posible las listas que le hayan cor- 
respondido , y sí las hallase exactamente 
ordenadas y sin defecto alguno que deba cor- 
regirse, pondrá al final de ellas el Visto 
Bueno con su firma entera, y las devolverá 
á la Secretaría de gobierno. 

20. Si en algunas de las listas se halla- 
sen defectos relativos á su forma, los con- 
signará en el expediente ei magistrado revi- 
sor, acordando que por la Secretaría de go- 
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biemo se devuelva inmediatamente la lista copia certificada de la comunicación del juez 
al Juzgado de donde proceda, non expresión en el lugar que debiera -ocupar la lista, rue- 
de los defectos notados para que el juez los diante á que- la comunicación original de- 
subsane dentro de un breve término. Helor- berá quedar en el expediente á que corres- 
mada así la lista volverá á examinarla el ma- ponda. 

gistrado revisor, y hallándola conforme ¡ eje- ' 26. Se formarán también ón las Aüdien- 

cutará lo dispuesto en la regla' que precede, das una lista de causas pendientes en las 

21. Si por el exámen de Jas listas obser- mismas al terminar cada Semestre, y otra 
vase el magistrado' revisor defectos sustan- de las fenecidas. 

cíales en alguna causa, corno retrasos en el 27. Para formar ■ la lista de los causas 
procedimiento ú otros que exijan la adop- 'pendientes en la Audiencia, arreglará. cada 
clon de alguna medida, los pondrá en cono- escribano de Cámara la fie las correspon- 
cimiento de la Sala de justicia en que radi- dientes á sil oficio , en Já 1 misma forma que 
que la causa, dirigiendo á la misma la comu- se previene para los Juzgados por las Te- ■ . . 

nicaeion oportuna. La Sala, en su vista y de glas 5. a á 9. a inclusive, poniendo en primer 
los antecedentes necesarios, acordará lo que ; lugar las principiadas en la.misma Audién- 
proceda, y su presidente lo participará en , cía confía jueces inferiores de su territorio, ' 
seguida al magistrado revisor, y á continuación las que procedan de fos 

22. Cuando los defectos gue se noten Juzgados colocando estos por órden alfabéti- 
sean imputables al promotor fiscal , el ma- co, y juntas las que pertenezcan al territo- 
gistrado revisor los participará al fiscal de rio de cada uno.de los partidos por el órden 
S. M. en la misma Audiencia, y esté comu- de antigüedad de su formación. 

nicará á dicho magistrado lá medida que . 28. Estas listas se formarán en lóspri-' 

hubiere adoptado para corregirlos. meros veinte dias dé ios meses .dé enero y 

23. Por la Secretaría de Gobierno de la julio, y cada escribano de cámara presenta-. 

Audiencia se formará un expediente para el rá la suya, firmada por el mismo, á la Sala á 
examen de las listas de cada Juzgado, con que esté ascrito. Un magistrado d.e la propia 
los oficios misivos del juez respectivo y de- Sala, á quien esta lo encomiende, repartien- 
más actuaciones que correspondan. En él se do con a posible igualdad ese trabajo, exa- 
anotará' el dia en que se pasen las listas al minará a lista que se le hubiese encargado, 
magistrado revisor, y el en que las devuelva hará que se rectifique en lo que; fuere noce-' 
á la Secretaría. También se consignarán en sario; y cuando esté corriente., la autorizará 
dicho expediente los defectos, así de for- con B.°, devolviéndola á la Escribanía . 
ma como de fondo que este notase en las de cámara para que ía pase á la Secretaría 
listas, y las providencias que acordare para de gobierno. ’• 

corregirlos, uniéndose en su caso las con- 29. Reunidas las listas de los escribanos 
testaciones que se expresan en las dos re- f de Cámara en la Secretaría de gobierno, se 
glas que preceden. t formará por ellas la general de la Audiencia, 

24. Cuando los defectos notados y cor- en la que se colocarán: en primer lugar, las . 
regidos sean de los sustanciales á que se re- causas principiadas en la misma Audiencia, : . 
Aeren las reglas 21 y 22, á continuación de y á continuación las procedentes de los par- 

la lista respectiva se pondrá por el secreta- tidos judiciales por órden alfabético de estes, 
rio de gobierno, con el Visto Bueno del má- y las causas de cada Juzgado por órden ero- 
gistrado revisor, copia certificada de los de- nológico, seguu la fecha de su formación, 
fectos notados y de la providencia dictada pero siguiendo un solo órden de numera- 
por este en su virtud, de la comunicación cion para todas. Estajista general se orde- ■ . 
pasada á la Sala de justicia ó al fiscal de S. M., . nará y firmará por' el secretario de gobierno 
y de la 'contestación que aquella ó este le ‘en la Audiencia, y examinada por el. Re- 
hubiere dado. gente, puesto en ella su V.° B f 8 con firma 

25. Terminado él exámen de las listas, entera si la encuentra conforme, ó corregi- 
el regente dispondrá que se coordinen por dos los defectos que Dotare, la remitirá al 
órden alfabético de los nombres de los Juz- Tribunal Supremo de. Justicia con oficio mi- 
gados, y que se cosan ó encuadernen, for- sivo parala Secretaría del mismo., 
mando un solo, cuaderno para todas las lis- 30. La lista de causas fenecidas en la 
tas de causas pendientes, y otro separado Audiencia comprenderá únicamente jas' caú- 
para todas las de fenecidas , y las remitirán sas' principiadas y terminadas en la misma 
sin tardanza al Tribunal Supremo de Justi- Audiencia, ó de aue esta haya conocido en 
cía con oficio misivo para la Secretaria del primera instancia conforme' á la disposi— 
mismo. En el caso de fa regla i5 se pondrá ■ cion 2/ del art. 58 del reglamento provisio- 
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nal. Para.su formación se observará Jo pre-. 
venido en las reglas 10, 12 y 1 3, y lo que- se 
ordena en las que preceden respecto a can- 
sas pendientes. 

Sino se hubiere terminado ninguna cau- 
sa de esta clase diñante el semestre, ni la 
hubiese tampoco pendiente de ejecución de 
da sentencia, procedente de los semestres 
anteriores, lo participará así el Regente á la 
Secretaría de gobierno del Tribuna] Supre- 
mo de Justicia. 

31. Los regentes de las Audiencias, te- 
niendo en consideración que la inspección 
que por este medio ejerce el Tribunal Su- 
premo de Justicia, nó puede producir los 
saludables' efectos á que se dirige si no se 
verifica oportuna y prontamente, cuidarán 
de que no haya dilaciones eo este servicio, 
y que á la mayor brevedad posible se remi- 
tan á dicho tribunal las listas de causas pen- 
dientes y fenecidas, tanto de los Juzgados co- 
mo délas Audiencias, sin que en ningún caso 
pase respectivamente de los meses de marzo 
y octubre. 

32. Aunque es de esperar del celo de los 
magistrados , jueces y demás funcionarios 
que deben intervenir en la formación de las 
listas, que no darán lugar á dilaciones inne- 
cesarias, si las hubiere, los regentes adopta- 
rán las. medidas conducentes para remover- 
las, haciendo uso de sus facultades discipli- 
narias sí el' caso lo requiere. 

Cuando por cualquier motivo no pueda 
verificarse la remesa de las listas al Tribunal 
Supremo dentro de los dos meses de marzo 
y oplubre, e! regente pondrá en conocimien- 
to de dicho tribunal el motivo de la dilación 
y el funcionario que á ella hubiere dado 
lugar. 

Si k reincidencia de algún funcionario en 
las dilaciones, ó la repetición de iguales de- 
fectos en la formación de las listas fuesen de 
tal naturaleza, que revelen falla grave de celo 
por el servicio, el regente lo pondrá en co- 
nocimiento del Gobierno, por conducto del 
Tribunal Supremo de Justicia, para que cons 
te en el expediente del interesado y demás 
efectos que S. M. estime oportunos. 

Tribunal Supremo. 

33. A medida que las listas lleguen á la 
Secretaría de gobierno del Tribunal Supre- 


mo d'e Justicia, el presidente dispondrá que 
se pasen al fiscal, quien prévio el exámon 
necesario, someterá á la resolución de la Sa- 
la de gobierno' todo ío que considere proce- 
dente. . 

DISPOSICION GENERAL, 

34 . Quedan suprimidos los estados que 
se daban de asuntos civiles. También se su- 
primen los estados de causas principiadas, y 
todos los demás que estaban prevenidos por 
disposiciones anteriores y en las reglas-apro- 
badas en 5 de octubre de i 841, las cuules 
quedan sustituidas por las presentes. . 

DISPOSICION TRANSITORIA. 

35. En la primera lista que se forme de 
causas fenecidas, solo se comprenderán las 

ue al terminar el semestre se hallen pon- 
ientes de ejecución de la sentencia. 

Para’que en los semestres sucesivos pue- 
da formarse, esta lista sin dilaciones ni difi- 
cultades, los jueces de primera instancia cui- 
darán .de que los escribanos vayan reuniendo 
los datos necesarios, según se vayan ejecu- 
tando las sentencias, quedándose con los in- . 
dispensables á este fin, siempre que deban 
remitirse originales á la Audiencia las dili- 
gencias practicadas para dicha ejecución. — 
Madrid -26 de noviembre de 1863. — Mo- 
náres. * . 

En ejecución de lo mandado por la Real 
órden antes inserta se ha servido disponer el 
Excmo. Sr. Presidente del Tribunal Supre- 
mo de Justicia que se impriman estas reglas 
y los dos modelos i que las mismas se re- 
fieren, y se circulen á las Audiencias y Juz- 
gados de primera instancia y de Hacienda 
para sú cumplimiento en la parte que res- 
pectivamente les corresponde, debiendo los 
mismos sujetarse á dichas reglas y modelos 
en la formación de las listas de causas pen- 
dientes y fenecidas, correspondientes al se- 
mestre que termina en fin del mes actual. — 
Madrid 23 de diciembre de 1863.— El secre- 
tario de gobierno , José María Manresa y 
Navarro. {C£. t. 90, p. 880.) 

Los modelos aprobados y algún tanto 
rectificados por disposiciones posterio- 
res, son los siguientes: 


796 


JUSTICIA... 

MODELO NÚM l.° 


(Aprobado por R. 0. de 26 de noviembre de 1863.) 

Audiencia de Juzgad o de Semestre de 


Lisia de las causas pendientes en este Juzgado al terminar %cho semestre. 


NUMERO 
DE LAS 
CAUSA S 

de 


I 


esta 

lis- 

ia. 


de la 
ante 
rior, 

14 


Hecho ó dolito. 


Homicidio. 

Al salir el pro- 
cesado y el ofen- 
dido de la casa 
de N... promovie- 
ron disputa sobre 
el juego en que 
habian estado en- 
tretenidos , y lle- 
gando á las ma- 
nos, resultó grave- 
mente herido con 
arma blanca N... 
quien falleció al 
día siguiente. 


Dia en que 
sucedió, y en 
que empezó 
la causa, i 


Personas procesadas 


Sucedióel 
dia l.° ,de 
n o viembre 
de 1862, y 
pri n ci pió 
1?. causa el 
dia 2 del' 
mismo mes 
y año. 


José Perez y Ló- 
pez, ¿lias Pilu- 
cho, natural y ve- 
cino de esta villa, 
de edad de 26 
a ños, so Itero y ofi- 
cio carpintero. — 
Preso desde el dia 
4 de noviembre 
de 1862.— Trasla- 
dado al hospital 
general por enfer- 
mo, donde se ha- 
lla desde el dia 
10 junio de 1863. 


Falso testimo 
nio en causa civil 
En pleito segui-j 
do en este Juzga- i 
do por D. Juan Ros 
contra D Pedro 
Mora, sobre pago 
de cantidad, de- 
claró el procesado 
áfavordel deman- 
dante, yen la sen- 
tencia ejecutoria 
dictada por la Au- 
diencia del terri- 
torio se mandó 
procedercontra él 
por resultar moti- 
vos para creer fal- 
sa dieba declara- 
ción. 


Sucedió el 
dia6 de ma- 
yo, de 1860, | 
en que rin-¡ 
dió el pro- 
cesado la; 
declara- 
ción que se 
cree falsa, 
y principió 
la causa en 
18 d e abril 
de 1863. 


D. José Rico y 
López, natural 
de,..,vecinode..., 
casado sin hijos, 
de 40 años de 
edad , tratante en 
caballerías.— Pre- 
so preventiva- 
mentedesdeel di. 
18 de abril de 1863 
hasta que preste 
fianza de 300 du- 
ros en metálico ó 
600 en fincas. 


Curso y estado do la causa, 


En el dia último del semestre an* 
terior quedó en sumario (fólio 82), 
esperándose la devolución del exhor- 
to librado en 8 de diciembre al Juz- 
gado de... para evacuar una cita. — 
En 15 enero, en sumario (fólio 84), 
sin adelanto por depender de la devo- 
lución del exhorto antedicho, que se 
recordó el 10. — En 31 enero, en suma- 
rio (fólio 106); devuelto el exhorto, se 
han examinado varios testigos, el úl- 
timo en’ el dia de ayer — En 15 febre- 
ro. en sumario (fólio 120): comunica- 
da al promotor fiscal desde el dia 13. 
— En 28 febrero, en plenatio (fólio 
135), entregada en este dia al promo- 
tor para acusación. — En 15 de marzo, 
en plenario (fólio 148): entregada des- 
de el 12 al procurador del procesado 
para d&fensa etc. 


Principió en dicho dia 18 abril , en 
virtud de lo mandado por la Audien- 
ciadel territorio, ensentencia dictada 
en 30 de marzo anterior, en el pleito 
de que se ha hecho mención — En 30 
abril, en sumario (fólio 36): exami- 
nándose testigos, habiéndolosido uno 
de ellos en este dia. — En lomayo, en 
sumario (fólio 58): se mandó el dia 
12, á petición fiscal, que se traiga á la 
causa testimonio de cierlas actuacio- 
nes del pleito en que rindió el pro- 
cesado la declaración que se cree fal- 
sa, cuyo testimonio se está libran- 
do , etc. etc. 


[Aquí la fecha y firma del juez.) 
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NODE LO NÚ M. 2.° 

(Aprobado por R. O. de £6 de noviembre de 1863.) 

Audiencia de Juagado de „ Semestre de 


Lista de las causas fenecidas y de las pendientes de ejecución de la sentencia en dicho 
Juzgado y semestre. 


niím 

DE 

CAI) 

de 

esta 

list* 

ERO 
LAS 
S AS. 

de la 
an te- 
nor. 

Carpeta 
de la 
causa. 

Dias en que 
principió y ter- 
minó la cansa. 

Parte dispositi- 
va de la senten- 
cia. 

Ejecución de la sentencia. 

i 

23 

i 

Contra 
N. sobre 
1 esiones 
graves á 
F. 

Principió 
en 6 de oclu- 
bre de 1861. 
Se dictó por la 
Sala primera 
de la Audien 
cia sentencia 
ejecutoria en 
4 de diciem- 
bre de 1862. 
En 18 se libró 
la ce rtifica- 
cion, y en 22 
del propio di- 
ciembre se re-, 
cíbió en el 
Juzgado. 

i 

Condenan - 
doáN. á vein 
ti seis meses 
de prisión 
correccionaiy 
accesorias, al 
pego de 6C0 
reales por via 
de indemni- 
zación al o- 
fendido, gas- 
tos del juicio 
y costas. 

En el semestre anterior, en 27 dic., quedó N. 
á disposición del Gobernador de la provincia 
para el cumplimiento de la condena. 

En el actual, en 12 enero, se recibió el oficio 
del comandante del presidio de... avisando ha- 
ber ingresado el reo el día 10 en aquel estable- 
cimiento. 

En 31 enero, verificado el remate dé los efec- 
tos embargados por 3tJ0rs., se entregaron al ofen- 
dido, y con fecha del 30 se mandó acreditar la 
insolvencia del penado. 

En 15 febrero, por providencia del 12, de con- 
formidad con el promotor fiscal, se declaró la 
insolvencia de N., y que súfrala prisión cor- 
reccional por via de sustitución y apremio de 
los 300 rs,, resto de la indemnización, y délos 
1.500 rs , importe de los gastos del juicio, y en 
el 15 se remitieron las diligencias á la Audiencia 
en consulta de dicho auto. 

En 6 de abril se recibió la certificación con el 
auto de la Audiencia del dia 2, aprobando el de 
insolvencia consultado; el 9 se remitió el opor* 
tuno testimonio al Gobernador de esta provin- 
cia, en cuyo correccional se halla N., para que 
snfra dicha prisión, y el 15 se recibió el acuse 
de recibo y se dió cuenta al Tribunal superior 
de quedar cumplida la sentencia. 

2 


Contra 
F. sobre 
burto do- 
méstico 
de un bi- 
llete de 
500 rs. 

Principio 
en 10 hizo de 
1862. En 21 
dic. de id. se 
dictó senten- 
cia ejecutoria 
perla Sala etc 

Condenando 
áF. á cinco a- 
ños de presidio 
menor y ac- 
cesurias, gas- 
tos del juicio 
y costas. 

En 8 de enero de 1863 se notificó al reo per- 
sonalmente la sentencia: el 16 quedó á disposi- 
ción del Gobernador de la provincia con el tes- 
timonio de condena para el cumplimiento do la 
misma, y en el dia 4 de febrero iDgresó en el 
presidio de... 

3 

> 

Sobre 
incendio 
de la ca- 
sa de N., 
sita en la 
calle de.. 
n°..dees- 
ta ciudad 

Principió 
en 30 de julio 
de 1862. Ed 8 
de enero de 
1863 dictó la 
Sala prime- 
ra, etc., etc. 

Sobresei- 
mien to sin 
perjuicio. 

Se ha cumplido. 


( Aqui la fecha y firma del juez.) 


NOTA. Téngase presente lo dispuesto en la R. 0. de 7 de noviembre de 1865 
que modifica la anterior. 








JUSTICIA.. 


708 

Rs. Ords. de i 3 enero de 1864. 

Hay tres importantes Reales órdenes de 
esta fecha; una aclarando la de 28 de mayo de 
1862 sobre formalidades para proceder á las 
autopsias de cadáveres,, inserta en el to- 
rno I, p. 529, y otras dos insertas en Código 
penal (tomo IÍI,jn 212)’ sobre las formalida- 
des que han de preceder á la declaración de 
demencia de los penados, y definiendo lo que 
debe entenderse por . lugar habitado en la 
aplicación del Código. 

R. 0. de 15 enero de 1864. 

Sobre repartimiento de los negocios civil es en los 
Juzgados. 

(Grao. y Just.) He dado cuenta á S.M, 
de la falta de exactitud con que en algunos 
Juzgados se cumple la disposición 4. 8 de la 
R. O. de 18 de mayo último, por la que se 
previno que ios negocios sumarios -y urgen- 
tes exceptuados del repartimiento se sujeta- 
sen también al turnó para su sustanciacion 
y terminación después de practicadas las pri- 
meras diligencias; y en su vista, y con el 
lin de evitar los inconvenientes de la inob- 
servancia de dicha disposición, ha tenido á 
bien disponer S. M. que los repartidores 
usen de un sello, del diámetro común 
de un medio duro, con ia inscripción de 
Repartimiento de los negocios civiles, se- 
llando cod el mismo la carpeta y la prime- 
ra hoja útil á fin de que á primera vista co- 
nozcan los jueces si han sido repartidos, 
cuidando de no acordar providencia alguna 
en los que no contengan dicho requisito si 
su naturaleza ó estado lo exigiesen; y los es- 
críbanos de no dar cuenta de ellos,'’ bajo su 
responsabilidad, que se hará efectiva por me- 
dio de la inulta del duplo de los derechos 
devengados, y mayor en caso de reinciden- 
cia,- según las circunstancias. — De Real ór- 
den etc.— Madrid 15 de enero de 1864. — 
Monáres. ( CL t. 91,2?. 43.) 

R. O. de 16 febrero de 1864. 

Derechos de los vice-secretarios de !a$ Audiencia*. 

(Grac y Just.) Aprobándola resolución 
de la Sala de gobierno de la Audiencia de la 
Coruña, se declaró por punto general que 
los vice-secretarios de las Audiencias , solo 
tienen opcion á percibir los derechos de 
arancel cuando desempeñan la Secretaría 
por vacante, no en las ausencias ni en otro 
caso. (CL. í. 0 1, p ■ 196.) 

R. O. de 13 abril de 1864. 

Expedientes para la mejora Je clasificación do ios 
Juzgados: Circunstancias: Población etc. 

(Grac. y Just.) «La Reina coufcrmáu- , 


dose coa lo propuesto por la Sala de gobierno 
de ese Supremo Tribunal, se lia servido dis- 
poner que en la instrucción de los expedien- 
tes de mejora de clasificación do los Juzga- 
dos de primera instancia, ,se observen las re- 
glas siguientes: 

Primera. En los expedientes que se ins- 
truyan para elevar á categoría de ascenso ó 
de término cualquier' Juzgado de primera 
instancia que la tenga inferior, so hará cons- 
tar: 1 el número de habitantes que tiene 
todo el partido, con arreglo al último censo 
oficial de población: los pueblos de que se 
1 compone: la distancia de cada uno de ellos 
: á la cabeza del partido, y la extensión del 
territorio que este comprenda. 2.° el núme- 
ro de habitantes de la cabeza del partido, la 
importancia de esta en industria, comercio, 
y agricultura, vias de comunicación, y . si re- 
siden en ella Silla episcopal, establecimien- 
tos públicos, ó autoridades y funcionarios, 
dependientes de otros Ministerios. 3.° el 
número de causas, pleitos y expedientes de 
jurisdicción voluntaria, iricohados, y termina- 
dos en cada uno de los cinco años últimos. 
4.° el informe razonado del juez de primera 
instancia y promotor fiscal respectivos: el del 
arcipreste ó autoridad eclesiástica del parti- 
do: el de cualquiera otra autoridad civil ó 
militar que tenga su residencia en el mismo': 
el de los Ayuntamientos, asociados á igual 
número de mayores contribuyentes, de to- 
dos los pueblos del partido, y el del Gober- 
nador de la provincia, Consejo y Diputación 
provincial. 5.° y por último, cualquier otra 
circunstancia, en que pueda fundarse el au- 
mento de categoría. 

Segunda. Reunidos estos datos, de lo 
cual cuidará el regente de la Audiencia, se 
oirá por escrito al fiscal de S. M. en la mis- 
ma, y con informe razonado de la Sala de- 
gobierno, se remitirá él expediente original 
ai Ministerio de Gracia y Justicia. 

Tercera. Para lo resolución del expe- 
diente se apreciarán todos ios datos y cir- 
cunstancias que resulten del misino, á fin de 
formar juicio acerca de si es justo y conve- 
niente á la mejor administración de la justi- 
cia, el aumentó de categoría que se pretenda. 

Y cuarta. En ningún caso podrá decla- 
rarse de ascenso un Juzgado, cuya pobla- 
ción no exceda de 22.000 habitantes, ni de- 
termino el que no pase de 28.000, pero sin 
que se entienda que basta esta sola circuns- 
tancia, la cual habrá de apreciarse con las 
demás que resulten del expediente. Lo que 
de Real órden etc.— Madrid 13 de abrir de 
1854.— El subsecretario , Domingo Moreno 
— Sr. regeDtc de la Audiencia de Albacete. : 
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■Circ. de 23 abril de 1864. 

Prevenciones en causas por siniestros én ferro-car- 
riles <jue ístén en explotación (-1). 

(Supremo Tribunal de Justicia.) A fin 
de regularizar,' uniformar y facilitar lá ins- 
pección de este Supremo Tribunal, en las i 
causas que se forman por siniestros en fer- 
ro-carriles, S. A. en pleno de 12 del cor-' 
ríanle, de conformidad con lo propuesto por 
el Sr. Fiscal, se lia servido acordar, se cir- 
culen á los regentes de fas Audiencias, en 
cuyos territorios hay líneas férreas en explo- 
tación, las prevenciones siguientes: 1. a Que 
en lo sugesivo den cuenta solamente do, la 
prevención y terminación de las causas 
que se instruyan sobre siniestros aconteci- 
dos en ferro-carriles que estén en' explota- 
ción, y de los cuales se haya seguido alguna 
desgracia: 2. a Que tanto el parte de preven- 
ción como la certificación comprensiva del 
sobreseimiento ó fallo de la causa, se remi- 
tan á S. A. sin pérdida de tiempo. 3. a Que 
en la certificación del sobreseimiento ó sen- 
tencia si esta no lo expresa, se haga siem- 
pre mención, de sí la' causa fué oportuna- 
mente ofrecida al ofendido ó sus parientes, 
y de la respuesta que hubiesen dado. 4 a Que 
igualmente se exprese en la certificación, 
Cuando la sentencia no lo diga, sí la empre- 
sa fué citada, ó sí aunque no lo hubiese si-- 
do, ha intervenido como parte en la causa. 
5. a Que cuando la Sala confirme ó apruebe 
la sentencia ó sobreseimiento dei inferior 
aceptando en todo ó en parte y no reprodu- 
ciendo literalmente de sus fundamentos, se 
inserte siempre en la certificación la sen- 
tencia ó sobreseimiento consultado. 6. a Que 
cuando ni el sobreseimiento consultado, ni el 
auto aprobatorio de la Sala expresen las ra- 
zones de hecho y de derecho que constitu- 
yan su fundamento, se inserten en la certi- 
ficación los dictámenes fiscales; y si todavía 
hubiesen tenido en cuenta el inferior ó su- 
perior algún dato ó consideración no es- 

S uestos por el ministerio fiscal se dé idea sú- 
dente de ello en la certificación. — Lo que 
de órden de S. A. etc, Madrid 23 de abril de 
1864. — El Secretario de Gobierno, — José 
M. Manresa y Navarro. 

Ley de 30 abril de 1864. 

Nueva organización del Tribunal Supremo de Justicia. 

(Grac. y Just.) «Doña Isabel II, etc. 

(J) Esta y otras circulares que no se ha- 
llan en la Colección legislativa se las debemos 
á la atención y amistad de un digno magistra- 
do sin cuyo auxilio no podríamos comprender- 
las eD el Diccionario. 
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Artículo!. 0 Provisionalmente y hasta 
que se publiquen como leyes, los proyectos 
de orgauizacion del Tribunal Supremo de 
Justicia y reforma de la casación civil, la sa- 
la pr.imera del mismo se compondrá de dos 
secciones, que se dominarán primera y se- 
gunda, dotada cada una de un presidente y 
ocho ministros, tomándose este número de 
los que actualmente forman dicha sala y de 
los demás del Tribunal, y creándose dos pla- 
zas necesarias para completar su dotación. 
Las des secciones de la sala primera cono- 
cerán por repartimiento de los recursos de 
casación en e fondo y de los que boy com- 
peten á aque la en los negocios de comer- 
cio, de Hacienda pública y de. imprenta. El 
presidente del tribunal podrá asistir cuando 
lo crea conveniente á cualquiera sección ó 
sala. 

Art. 2. p La sala segunda y la de Indias 
formarán una sola, que so denominará se- 
gunda de Indias, compuesta de un presiden- 
te y seis ministros, y conocerá de los asun- 
tos que hoy corresponden alas dos, y de 
los demás no expresados en el art. i. 0 ,' ad- 
mitiendo Jas súplicas que procedan con ar- 
reglo á Jas leyes vigentes para ante !a sala 
primera, por riguroso turno entre sus dos 
secciones.» (CL. t. 91, p. 576.) 

Jl. 0. de 4 julio de 1864. 


Casas de socorro: Declaraciones á los heridos. 

(Grao, y Just.) Se traslada uua Real ór- 
den dirigida en 20 de mayo á este Minis- 
terio por el de la Gobernación, disponiendo 
que se destine á las casas de socorro y hos- 
pitales elvile: de esta Corte y de las Capitales 
de provincia de primera y segunda clase un 
individuo del Cuerpo de vigilancia que con 
delegación bastante reciba sin pérdida de 
momento declaración jurada á los heridos 
que ingresen en dichos establecimientos y á 
cuantas personas les acompañen, ante dos 
guardias civiles ó sugetos idóneos, á falta de 
escribano, sin perjuicicMie dar inmediata- 
mente cuenta al juez de guardia y de pasar- 
le las diligencias que instruya. (Se comunicó 
á los Regentes de las Audiencias. 


R. O. de 9 julio de 1864. 

Declarando que las faltas que cometan los jueces en el 
ejercicio de sus funciones, en fraude de la Hacienda 
se corrijen por sus superiores. 

(Hac.) «He dado cuenta á la Reina del 
expediente instruido en esa Dirección gene- 
ral á consecuencia de haberse opuesto el 
juez de primera inslanciade Cádiz, á que por 
el Gobierno de aquella provincia se impusie- 
se una muha ai de paz del distrito de San 
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Antonio en dicho capital por faltas cometidas 
en el ejercicio de su destino, y en su virtud, 
y teniendo presente lo que se dispuso por el 
Ministerio de Gracia y Justicia en R. O. de 
i 1 de enero de 18G1, mandada llevará efec- 
to por otra de 10 de setiembre siguiente, 
dictada por este de mi cargo, y á que si bien 
es cierto que la falta se cometió por dicho 
funcionario admitiendo un juicio sobre con- 
tratación de sanguijuelas sin reclamar el 
oportuno certificado de inscripción, también 
lo es que, considerad^ del órden judicial, es- 
tá fuera de la jurisdicción administrativa; 
S. M., conformándose con lo propuesto por 
Y. I. y Asesoría general de este Ministerio, 
se ha servido deciarar, que así en este caso 
como en cuantos ocurran, los funcionarios 
del órden judicial que cometieren en el ejer- 
cicio de sus funciones cualquiera lálta de 
defraudación de la contribución industrial, 
queden sujetos para la aplicación) de las pe- 
nas á sus superiores inmediatos, á quienes la 
administración activa pasará él oportuno ex- 
pediente; siendo al propio tiempo la voluntad 
de S. M. quede á consecuencia sin efecto la 
providencia dictada por el Gobernador de 
Cádiz contra dicho funcionario, sin perjuicio 
de que desde Juego se pasen las diligencias 
al Juzgado de primera instancia para que en 
su vista le aplique las penas en que ha in-^- 
currido según el art. 48 del R. D. de 20 de 
octubre de 1852. — De*Rea! órden etc. Madrid 
9 de julio de 1864. — Salaverría.— Sr. Director 
general de Contribuciones. ( CL . t. 92, pá- 
gina 99.) 

R. D. de 14 octubre de 1864. 

Aumentando á cuatro años la duración del cargo do 
juez de paz y sobre el nombramiento y estabilidad 
de los Secretarios. 

(Grac, y Jcst.) Exposición á S. M. — 
Señora:— Por Rs. l)s, de 22 de octubre de 
1855, 28 de noviembre de 1856 y 22 de oc- 
tubre de 1858 se yearon y organizaron los 
Juzgados de paz, que tan buenos resultados 
han producido hasta el día. 

La experiencia ha demostrado, sin embar- 
go, que en algo puede aun mejorarse la ins- 
titución , ya desembarazándola de algunos 
inconvenientes, ya aumentando las garan- 
tías de seguridad, y por tanto de acierto con 
los jueces y subordinados de la misma. 

Por los decretos vigentes los nombramien- 
ta2 de los jueces de paz y suplentes se ha- 
cen de dos en dos años, pero de modo que 
la apoca de su renovación coincide con Ja de 
los cargos de Ayuntamiento. 

Y habiéndose declarado unos y otros in*- 
compalibles, resultan de aquí por necesidad 


inconvenientes notables en e terreno admi- 
nistrativo y en el de la administración de 
justicia; pues designada á veces una misma 
persona para ambos cargos, ocurre la nece- ' 
sidad de proceder á nuevos nombramientos, 
con retraso y en daño del servicio, sin con- 
tar tos embarazos y dificultades que ne- 
cesariamente ocasiona la incompatibilidad 
misma. 

Sobre la necesidad y conveniencia de ob- 
viar estos inconvenientes han sido consul- 
tadas las Salas de gobierno de las Audien- 
cias, opinando todas por unanimidad sobre 
dicha necesidad. 

El remedio deberá extenderse á’otro pun- 
to, que ha merecido igualmente la atención 
del Gobierno. La breve duración del cargo 
de juez de paz,* dando lugar á frecuentes- 
renovaciones , sobre producir un trabajo 
prolqo en las regencias, promueve solicitu- 
des y aspiraciones locales, y sirve, sobre 
todo de obstáculo para que se contraiga y 
arraigue el hábito de juzgar, tan importante 
en la administración de justicia. Y por otra 
parte, si los cargos de Ayuntamiento duran 
cuatro años ¿porqué lo» de jueces de paz, 
que se comparan y. asimilan con aquellos, 
lian de durar la mitad del tiempo? 

El ministro que suscribe no cree que sea 
un sacrificio insoportable el exigir á los jue- 
ces de paz que sirvan sus cargos por cuatro 
años, en analogía con los cargos municipa- 
les, y que en todo caso los sobrellevarán con 
gusto por la notoria utilidad que resultará al 
mejor servicio. 

Bien se.deja entender que esta medida de- 
berá regir para lo sucesivo, pues á los ac- 
tuales jueces de paz nombrados por solo dos 
años no seria justo agravarles la condición 
legal con que entraron á servir sus cargos. 

Y para lograr el objeto de que la renova- 
ción de los jueces de paz no coincida con la 
de Ayuntamientos, los jueces y suplentes 
que se nombren en fin de este año para 
reemplazar en l.° de enero próximo á. los 
actuales servirán solo tres años en vez de 
los cuatro que se restablecerán para lo suce- 
sivo, resultando así que en adelante la re- 
novación de los jueces de paz se verificará 
en años pares, á la inversa que la de los 
Ayuntamientos, 

Raros, muy raros han sido los casos en 
que ha habido que proceder á la separación 
de un juez de paz; pero se lia realizado al- 
guna vez. Los decretos vigentes nada preciso 
determinan sobre el particular, prefiriendo 
sin duda que obrara de- lleno el principio ge- 
neral de que puede separar el que nombra 
si para ello existiese causa fundada. 
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Es, no obstante, mas ventajoso y couvé- 
n ¡ente establecer algunas formalidades que 
hayan de observarse, si alguna vez ocurriese 
tan sensible necesidad. 

•La libertad absoluta que tienen los jueces 
de paz para nombrar v destituir á los secre- 
tarios de los Juzgados reclama también al- 
guna modificación. Justo parece que los jue- 
ces de paz intervengan en los nombramien- 
tos de sus secretarios: sin embargo, el ha- 
cerlos depender exclusivamente de su vo- 
luntad puede dar lugar á abusos, y la mera 
posibilidad de que ocurran es razón para qué 
el Gobierno procure evitarlos. 

Los jueces de primera instancia, que lo 
son de alzada, y bajo tal concepto superiores 
gerárgícos de los de paz, merecen por este 
concepto, y por su carácter de autoridad im- 
parcial y de conocimientos locales, que se 
fe¿ confie la facultad de nombrar los secreta- 
rios de los Juzgados de paz á propuesta del 
respectivo juez-. Por los mismos jueces de 
primera instancia se acordará la separación 
en el caso que proceda, previo expediente y 
con audiencia del juez de paz y del intere- 
sado. 

En vista de lo expuesto el Ministro que 
suscribe tiene la honra de someter á la apro- 
bación de V. M. el siguiente: 

REAL DECRETO. 

Atendiendo á las razones que me ha ex- 
puesto mi Ministro de Gracia y Justicia sobre 
la necesidad de evitar que Jos nombramien- 
tos de los jueces de paz coincidan con Ja re- 
novación délos Ayuntamientos, prolongando 
á este fin la duración de sus cargos y dando 
mayor estabilidad a! de secretarios de dichos 
Juzgados. 

Vengo en decretar: 

Artículo i.“ El cargo de juez de paz y el 
de suplente durarán cuatro años. 

'Art. 2.° Con el íin, sin embargo, de evi- 
tar que los nombramientos .de los jueces 
de paz y de los suplentes coincidan con la 
renovación de los Ayuntamientos, los jueces 
y suplentes que deben empezar á ejercer 
sus cargos en i .“ de enero de 11185 servirán 
solo tres años, cesando, por tanto, en 31 de 
diciembre de 1307. 

Art. 3.° Los secretarios de los juzgados de 
paz serán nombrados por los jueces de pri- 
mera instancia á propuesta de los de paz; y 
no podrán ser separados sin previa formación 
de expediente, que instruirá el juez de pri- 
mera instancia, oyendo al de paz y al intere- 
sado. 

Art. 4.° En cada renovación de los jue- 
ces de paz tendrán estos el término do un 

Tomo VIH. 
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mes, que empezará á correr desde el día en 
que hubieren tomado posesión, para hacer 
la propuesta de secretario. Si dejaren tras- 
currir dicho plazo sin verificarlo, continuará 
el secretario que actualmente lo fuere y no 
podrá ya ser separado sino en la forma que 
se previene en el artículo anterior. 

Art, 5.° Los jueces de paz no podrán 
ser separados por Jos regentes sino en vir- 
tud de expediente en que el regente resolve- 
rá, oido el parecer de la Sala de Gobierno, 
dando cuenta siempre al Ministerio de Gra- 
. cía y Justicia. 

Art. 8. Quedan vigentes los decretos 
orgánicos de los juzgados de paz eh cuanto 
no se opongan al presente.— Dado en Palacio 
14 de octubre de 1864. ( Gac . 19 de id.) • 

R. O. de 17 octubre de 1864 

Se recuerda lo dispuesto en el art. 21 de 
R. D. de 7 de marzo de 1851 respecto á la 
conducta délos magistrados, jueces y fiscales 
en las elecciones para Diputados. (CL t. 92 
pag 559.) 

R. O. de 18 octubre de 1864, 

Servicios de los relatores para obiener la categoría á 
que tienen derecho. 

(Crac. Y Just.) «Por Real órden de 22 de 
i diciembre de 1853 se dispuso que los rela- 
tores del Tribunal Supremo de Justicia y de 
las Audiencias que lleven diez años de ser- 
vicio efectivo y en propiedad, tendrán la ca- 
tegoría y consideración de jueces de primera 
instancia de término, podiendo optar además 
ios dei Tribunal Supremo á la categoría de 
magistrados de Audiencia á los quince años 
de servicio en igual forma; siendo condición 
, precisa para obtener dichas categorías que 
los relatores que las soliciten no hayan dado 
jamás lugftr á reprensión alguna de parle de 
sus superiores inmediatos, y que hayan des- 
empeñado constantemente sus destinos con 
celo, inteligencia, honradez y notorio crédito, 
y á completa satisfacción de las Salas respec- 
tivas y de la de Gobierno. Y por otra de 6 de 
julio de 1863 se resolvió que se cuenten á los 
relatores, para la obtención de la categoría 
correspondiente, los años en que hayan des- 
empeñado interinamente las Relatorías y los 
de servicio en la carrera judicial o fiscal, 
como si fueran efectivos en propiedad de las 
mismas Relatorías. 

Pero habiéndose suscitado dudas, acerca 
de Ja genuina inteligencia y aplicación que 
convendría dar en lo sucesivo á la mencio- 
nad) Rea! órden de 6 de julio, se ha oido 
sobre el particular á la Sala de gobierno de! 
Tribunal Supremo de Justicia; y de contor- 
cí 
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midad con su dictamen, la Reina se ha ser- 
vido mandar que para obtener los relatores 
de los Tribunales Supremo y superiores la 
categoría á que pueden tener derecho, según 
lo prescrito eu la Real órden de 22 de di- 
ciembre de 1853, se les cuente: 

l.° Todo el tiempo que h;.yan desem- 
peñado Relatarías interinamente ó por susti- 
tucion, ya de Real órden, ya por nombra- 
miento de las. Salas de gobierno; pero sieudo 
solo de abono, en el caso de sustitución, el 
tiempo que acrediten haber desempeñado 
electivamente la Relataría por imposibilidad 
ó ausencia legítima del propietario. 

Y 2.°* Todo el tiempo que hubiesen ser- 
vido en propiedad en las carreras judicial ■ ó 
fiscal, sin nota desfavorable y á satisfacción 
del Tribunal superior. 

Al propio tiempo ha tenido á bienS. M. de- 
clarar que en ningún caso podrán optar .los 
relatores á la categoría correspondiente con 
acumulación de otros servicios, sino después 
de haber servido Relatarías en propiedad 
por la tercera parte del tiempo necesario para 
la obtención de la categoría.— De Real ór- 
den etc. Madrid 18 de octubre de 1864.' — 
Arrazola.— Sres. Regente y Fiscal de la Au- 
diencia de ( CL . í. 92, p. 568.) 

fí. D. de 21 oetubre de 1864. 

Categoría del teaiente fiscal del Tribunal Supremo. 

(Grac. y Just.) Artículo único. El te- 
niente fiscal del Tribunal Supremo de Jus- 
ticia, á los cuatro años de desempeñar el 
cargo tendrá la categoría de ministro del 
propio Tribunal,— Dado en Palacio á 21 de 
octubre de 1864. (CL. t. 92 ,p. 574.) 

R. O. de 21 diciembre de 1864. 

Reglas para lasivisitas délos regentes áios registros. 

(Grac. y Just.) «La Ley hipotecaria en 
sus artículos 269, 27 IJ y 27 1' dispone que los 
regentes de las Audiencias, por sí ó por de- 
legados, visiten periódicamente los registros 
de la propiedad de su respectivo territorio, y 
ep el art. _ 2 1 4 del reglamento para la ejecu- 
ción de dicha ley se fijan las reglas á tenor 
de las cuales se debe proceder en la visita; y- 
aun cuando no hay necesidad de recordar, a 
los regentes el cumplimiento de este deber 
que han desempeñado hasta la fecha con el 
celo é inteligencia que eran de esperar; te- 
niendo en cuenta Ja conveniencia de acumu- 
lar datos y noticias que puedan servir en su 
día para el mayor acierto en las reformas de 
que haya meqest.er la legislación hipotecaria; 
comprendiendo que por el tiempo que esta 
lleva en vigor ha «llegado el cuso de formar 
juicio exacto acerca de los puntos que hubie- 


ren ofrecido díGcultad en la práctica, y me- 
rezcan, por tanto, mas sérjo eximen y más 
urgente modificación; y deseando, por último*, 
que el importantísimo servicio encargado á 
los registradores de la propiedad se verifique 
con extficta sujeción á la ley y por funciona- , 
ríos dignos bajo todos conceptos de la con- j 
fianza en elfos depositada, la Reina contar- 
máydose con lo propuesto por esa Dirección, ■ r 
general, se ha servido resolver que la visita 
trimestral que corresponde al presente mes 
tenga carácter de extraordinaria, y procedan' 
á ella sin levantar mano los regentes de las 
Audiencias, ya por sí mismos si les fuere 
posible, ya por medio de un magistrado en 
quien deleguen sus funciones para este acto; 
ya finalmente por los jueces á quienes esti- ■), 
meu oportuno autorizar ai efecto, cuidando 
con especial interés de que ei que la visite' so i 

fije en los. estremos siguientes: l •• •”.' "j 

1. ü Examinar cou el mayor escrúpulo 4 

eu los registros hay notas ó asientos innager ; i +: J 
garios, y que por tanto hayan debido omifW^. , . : ; 
se según lo dispuesto en ía ley y en el reglar" 
mentó. ‘ • * .1 

2. ° Examinar asimismo si los asiento^ ¿ 
están arreglados á las instrucciones y: m<H 
délos que contiene el reglamento para ty- ' 
ejecución de ía ley, ó si algunos registradores , : 
les han dado mas estensiou qae la precisa >■ 
para que aparezcan las circunstancias exen- 
ciaies en dichos asientos. 

3. ° Enterarse de si se observa con rel¿+ ^ 
giosidad el arancel vigente en materia de ó; 
honorarios. 

Si en cualquiera de estos puntos hubierq* 
lo que no es de presumir, motivos de censura ' 
y corrección, los regentes procederán desde. ' 
luego sin prévia consulta ó formar el expe-" 
diente preveuido en el art. 308 de la-ley. En ■ 
iguales términos deberán obrar en el sensible 
caso de que. algún registrador incurra e¡K 
faltas de otra índole que le hicieran des- 1 -' - 
merecer del concepto público, ó de la estima^'; J. 
cion que es debida á tan respetable clase. ^ 

Los regentee elevarán á esa Direccionge-r 
neral antes del 31 de enero próximo el xeV in- 
sultado de la visita que se les encomienda ■ 
en la seguridad de que este servicio les sera 
considerado como un mérito en su carrera, 
y serán por él acreedores á nuevos testúno- 4 
nios del aprecio de S. M.— De Real ór- 
den etc, Madrid 21 de diciembre de 1864,-r-r ' .' 
Arrazola. (CL. t. 92, p. 783.) 

R. O. de 25 febrero de 1865. ■ .' ^ 

Sobre traslación de majistrados y jueces por iuooflV- 

patibilidad. ,] - ■ * 

, ' ■ ‘.,f 

(,Grac. y Just.) Por leyes recopiladas, f '■ VJ 
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Reatas disposiciones posteriores está man- 
dado que los jueces y magistrados no pue- 
dan serlo en el territorio de su nacimiento 
ni en o! de sus mujeres. Esta misma deter- 
minación se consigna en el proyecto de la 
ley de liases para la organización do Tribu- 
nales, presentado recíen le m en te á las Cor- 
tes para su aprobación; extensiva en este la 
incompatibilidad á los casos de haber resi- 
dido el juez ó magistrado largo tiempo en el 
pais antes de ser nombrados, a) de tener en 
el mismo grandes bienes de fortuna, ó ejer- 
cer, así ellos como sus mujeres, comercio, 
industria, cultivo ó granjeria. 

. Aun síd hallarse Van autorizadamente re- 
petidas estas incompatibilidades, son de tal 
manera importantes para el buen orden ju- 
dicial, quesillo se hallasen establecidas de- 
berían establecerse. Por la misma razón es 
justo y conveniente llevar á puntual y cum- 
plido efecto ío que está mandado. 

Para verificarlo con el menor perjuicio 
posible de los magistrados y jueces que por 
tal motivo se hallen eu el caso de ser trasla- 
dados del Juzgado ó Audiencia territorial en 
que actualmente prestan sus servicios , la 
Reina se ha dignado mandar que en el tér- 
mino de un mes manifiesten, si lo estiman 
conducente á sus intereses, el punto á que 
podría convenirles la traslación á fin de con- 
ciliar al realizarla el menor gravamen posi- 
ble de los interesados con el mejor servicio. 
Madrid 23 de febrero de 1865.» ( Gac . 26 id.) 


á los jueces de paz en cada renovación para 
hacer la propuesta de sus secretarios dentro 
del término de un mes, y entendiéndose por 
algunos Tribunales que esta facultad solo 
la pueden ejercer los jueces de paz nom- 
brados eu las renovaciones generales de 
estos cargos, pero no en ¡as particulares 
que ocurran durante el periodo legal; la 
Reina, considerando que las razones en que 
se funda ¡a facultad concedida á los jueces 
de paz en la propuesta de secretarios mi- 
litan igualmente eD las renovaciones parcia- 
ciales, se ha servido declarar, que la dispo- 
sición del art. 4.” del R. Ü. de 14 de octu- 
bre último es también extensiva al caso de 
las renovaciones parciales que ocurran por 
fallecimiento , renuncia ó separación de los 
jueces de paz nombrados. — De Real ór- 
deri etc. Madrid 16 de junio de 1865.» (CL. 
t. 03, p. 647.) 

Ley de presup. de 15 julio de 1865. 

«Art. 24. En lo sucesivo no se nombra- 
rán magistrados supernumerarios sino de en- 
tie los actualmente cesantes; y de cada tres 
vacantes de toga, dos se proveerán en magis- 
trados supernumerarios ó cesantes que ac- 
tualmente lo son , y la tercera se dará á ¡a 
elección conforme á la ley.» 

R. O. de 21 julio de 1865. 

En los informes pedidos de Iieil orden no so exijan 
derechos. 


R. O. de 18 abril de 1865. 

Sobre nombramiento de tmiienles fiscales, en ausen- 
cias de los fiscales del Tribunal Supremo y Audien- 
cias. 

{Gkac. y Just, ) «La Reina se ha servido 
declarar qpe los tenientes fiscales de las Au- 
diencias del Tribunal Supremo de Justicia, 
cuando en ausencias , enfermedades ó va- 
cantes reemplacen al fiscal de S. M. si la j 
vacante es de alguna duración ó lo requiere i 
el servicio, nombren teniente fiscal sustituto ¡ 
de entre los abogados fiscales riel propio Tri- ¡ 
buual, si no lo hubiese nombrado por el lis- i 
cal, haciendo uso de la facultad que el ar- j 
ticulo 13 del R. D. de 9 de abril de 1358 ; 
concede á los fiscales.— De Real orden etc. j 
—Madrid 18 de abril de 1365. — Arrazola. — i 
Sr. fiscal de » [Gac. del 19.) ! 

R. O. de 16 junio de 1865. . 

Aclarando ol art. 4.° del R. D. do 14 octubre de 1864 ■ 
sobre nombramiento de secretarios. ! 

(Grac. y Just.) «Habiéndose suscitado j 
dudas sobre la inteligencia del art. 4 u del 
K. D. de 14 de octubre último, que faculta 


(Grac. y Just.) «Habiendo ocurrido du- 
das en varias Audiencias sobre si los secre- 
tarios ríe gobierno estaban ó no autorizados 
para llevar derechos en los expedientes 
que se instruyen en las mismas, á virtud de 
informes pedidos de Real orden, y resultan- 
do la necesidad de adoptar una medida ge- 
neral que lije la práctica y quite todo motivo 
á interpretaciones, la Reina de conformidad 
con lo consultado por la Sala de gobierno 
del Tribunal Supremo de Justicia, se ha ser- 
vido resolver, que en los expedientes ins- 
truidos á virtud de Real órden , en Jos que 
se trata preferentemente de un interés ge- 
neral, por mas que se promuevan á solici- 
tud de particulares, no deben llevarse dere- 
chos de ninguna especie usándose en ellos 
el papel de oficio, excepto en aquellos casos 
en que con anterioridad está prevenida la 
instrucción de expediente y se necesita para 
empezarlo el impulso de una Real órden, co- 
mo sucede en ias dispensas de ley y obten- 
ción de oficios vacantes, en que además apa- 
rece en primera linea uc interés particular, 
—De Real orden etc. San Ildefonso?! de ci- 
lio de 1865.» {CL. í. 94, p. 179.) 
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R. O. de 21 julio de 1865. 

One los jueces de paz pasen al domicilio de los qne 
han de prestar el consenil mien.to ó consejo paterno, 
si están físicamente impedidos. 

(Grac. t Jüst.) Habiendo habido varias 
reclamaciones sobre las dificultades que 
opone a la celebraciou de matrimonios, la 
necesidad que la ley de 20 de junio de 1862 
impone á los contrayentes de hacer constar 
el consentimiento ó consejo de los padres ó 
personas que en su defecto han de otorgarlo, 
cuando estos se hallan enfermos ó imposibi- 
litados de presentarse ante el juez de paz, la 
Reina de conformidad con lo propuesto por 
la sección de Estado y Gracia y Justicia del 
Consejo de Estado, se" ha servido disponer., 
que los jueces de paz pasen al domicilio de' 
las personas que han de prestar el consenti- 
miento ó consejo paterno, siempre que por 
hallarse impedidas no puedan comparecer 
ante su autoridad. — Dé Real órden etc. — San 
Ildefonso 21 de julio de .1865. (CL, t. 94, 
pág. 180.) 

R. D. de 9 octubre de 1865. 

Derogando las disposiciones sobre categorías judicia- 
les; estableciendo otras nuevas honores de la toga, 

(Grac. y Just.) Exposición áS. M. — Se- 
ñora; El R. D. de 7 de marzo de 1851, que . 
estableció las categorías en el órden judicial 
y en el ministerio público , comprendiendo 
en algunas de ellas cargos diversos y distin- 
tamente dotados, no tuvo mas objeto que 
fijar reglas que sirviesen de guia en las pro- 
puestas que debieran elevarse ti, V. M. pa v á 
la provisión de las plazas de todas clases de 
la magistratura, judicatura y ministerio 
fiscal del fuero común corno textualmente 
se' expresa en el breve razonamiento que le 
precede. 

Mas no fué esta la inteligencia y aplicación 
que posteriormente se le dió, sino que, por 
el- contrario, entendióse que había querido 
hacer idénticos, cargos que eran realmente 
distintos. Desde entonces ya no fueron como 
autes ciertos funcionarios del órden judicial 
y fiscal' lo- que su título y denominación ex- 
presaban, ni mas ni menos, si no que eran 
además ó se tenia'h por otra cosa diversa, y 
por udr : inmotivaba ficción adquirían anti- 
güedad en 'puestos distintos de aquellos que 
realmente desempeñaban, y para los cuales 
tan solo ¡habían sido nombrados. 

De aquí nacieron muchas dudas y nume- 
rosísimas reclamaciones que obran en éste 
Ministerio, y que antes por fortuna no se ha- 
bían suscitado. ' 

La antigüedad y precedencia de los indivi- 


, dúos de un mismo Tribunal veíanse á cada 
paso perturbadas, descendiendo algi nos de 
aquellos del lugar que legítimamente ocupa- 
ban en vez de ir ascendiendo por 3a acción 
natural del tiempo y según se causaban va- 
cantes por la salida y ascenso de los mas . an- 
tiguos. . t 

Esto produjo controversias y competen- 
cias entre Jos miembros de una corporación 
con riesgo de la disciplina que en todas ellas 
debo mantenerse y de las consideraciones y 
mutuo respeto que deben guardarse los que 
forman las gerarquías queda componen; y si 
Jos inconvenientes no fueron aun mayores, 
.debióse á la gran prudencia, circunspección 
y desinterés de que siempre ha dado honro- 
sísimo ejemplo la magistratura española. 

La antigüedad dentro de un tlfbunai no es 
cosa indiferente. Cuantos han pertenecido á 
cuerpos. colegiados saben la importancia qne 
se le dá; pero en los Tribunales de justicia 
tienen una mas positiva, porque hay actos _ 
y funciones, onerosos unos y honorífico?' 
otros, que corresponden “á los mas 'anti- 
guos ó a los mas modernos de cada Sala 6 
del tribunal, y justo es quecada uno súfra la 
carga ó participe del honor que la ley le 
asigne. ' 

Ni hay motivo alguno para tales ficciones, 
que no se introducen en la legislación sino 
á costa de la verdad y de la sencillez de las 
cosas. Cada funcionario del órden judicial y 
del ministerio público debe ser lo que dice 
el Real título que se le expide, ni mas ni me* : 
nos. Para promoverle á los grados superio- 
res de la carrera no es preciso darle mayor 
ni menor consideración que la debida ah car- 
go que realmente desempeña. Basta fijar 
con claridad y precisión las condiciones que 
hayan de reunir ios que ingresee ti ascien- 
dan en la carrera. Sin la asimilación entre 
un regente de Audiencia de provincia y un 
presidente de Sala de la de Madrid, podrá y 
deberá ascender el primero Jo mismo que el 
segundo al' Supremo Tribunal de justíck, 
cuando por su antigüedad en la toga, por sus 
servicios y relevantes prendas merezca. tipa 
elevada honra. ■ r 

Tampoco los fiscales necesitan tener otra 
categoría ni mas consideración que las cor- 
respondientes ásu cargo para que sus impor- 
tantes servicios sean debidamente premia- 
dos. Es tradicional en España desde múcho 
. antes que tales asimilaciones se introdujeran 
en esta clase, que los fiscales qué se distin-r 
guieran en e! desempeño de sü elevado cara- 
go pasasen á plaza de regentes,- y auü’-á' los 
Supremos Consejos ¿e la Nación. El espíritu 
¡ de esta respetable tradición, ho innecesarias 
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é inmotivadas ficciones, es Jo que conviene 
conservar. 

Ya por el R. D. de 2 de noviembre de 
1853 se dignó Y. M. derogar el citado de 
1851 en lo relativo á «¡as plazas de esta Se- 
cretaria,» siguiendo el mismo espíritu que 
guia al Ministro que suscribe, Tiempo es ya 
de completar la obra derogándole en todo lo 
demás que contiene referente á las catego- 
rías judiciales, reslableciendo Jas cosas en su 
natural verdad y sencillez. 

En ello no se hará mas que anticipar den- 
tro de las facultades constitucionales del Go- 
bierno lo que ya está iniciado en la esfera de 
Ja legislación. En el proyecto de ley orgáni- 
ca de tribunales, formado por la ilustrada 
comisión de Códigos, y aprobado por ]a muy 
respetable y autorizada comisión del Senado, 
se consigna el mismo principio que sirve de 
bjse al proyecto de decreto que el infrascri- 
to tiene la honra Je someter á Ja aprobación 
de V. M., sin que dentro ni fuera de aquel 
alto cuerpo colegislador se alzase, contra él 
udh -ola voz. 

En la carrera judicial y en el ministerio 
público ningún funcionario puede tener ma- 
yor ni menor categoría que la que especial- 
mente corresponda al cargo que ejerce. Este 
es el primer principio de) decreto. 

Solo se admite una excepción á favor de 
los regentes de la Audiencia de Madrid, á los 
cuales se íes declara la antigüedad Je minis- 
tros del Supremo Tribunal de Justicia desde 
el día en que toman posesión de aquel cargo; 
y esto por especiales y poderosas razones do 
conveniencia pública. 

Aquellos elevados- funcionarios tienen el 
mismo sueldo, igual tratamiento y honores, 
y usan las mismas insignias que estos. Presi- 
den además la Audiencia, que, con razón, 
está declarada y reconocida desde su crea- 
ción como de ascenso para todas las demás 
de! Reino, y por ambas consideraciones, uní 
das á la honrosa y dilatada carrera que deben 
tener para ¡legar á tan alto puesto de la ma- 
gistratura, parecen naturalmente liaina ¡os á 
ocupar la primera vacante en el Supremo 
Tribunal de Justicia. 

Así, en electo, ha sucedido siempre con ra- 
rísimas excepciones; pero esto ha producido 
un grave mal, que es preciso precaver para 
en adelante; la excesiva movilidad de los 
regentes de la Audiencia de Madrid. Se 
ocupaba este puesto corno interinamente; 
mirábase como un breve tránsito para el pri- 
mer Tribuna!, y las interinidades y las tran- 
siciones rápidas son infecundas y á veces pe- 
ligrosas. 

SÍ se nombraban para este alto Cuerpo 


magistrados de inferior categoría á la del 
regente de Madrid, aparecía este como re- 
bajado; perdía en la corfsideracion pública, 
se menguaba su prestigio. Había, pues, 
que optar entre una perjudicial instabilidad 
en el desempeño ue -Um Importante cargo 
ó una injusta postergación y el desprestigio 
del cargo misino y del alio magistrado que 
le ejercía. 

Para evitar ambos inconvenientes, que en 
ninguna otra jerarquía efe la magistratura 
existe, el medio mas propio y natural es 
conceder al regente de la Audiencia de Ma- 
drid, que casi siempre lia sido antes presi- 
dente de Sala de la misma ó regente de 
otras, la antigüedad de ministro del Supre- 
mo Tribunal de Justicia. 

Así se concillan la mayor permanencia en 
el cargo y las legítimas aspiraciones para 
sus futuros ascensos del que le desempeña. 

El segundo principio que se consigna en 
el decreto es el que rige ya en todas las de- 
más carreras del Estado, á saber: que todo 
nombramiento para un destino de superior 
dotación al que se desempeñe, constituye un 
verdadero ascenso. 

No sucedía esto, sin embargo, en la judi- 
cial, y lo que parecerá increíble á los que no 
se hayan ocupado en estas materias, teníase 
por simple traslación el nombramiento para 
un cargo que proporcionaba el goce de ma- 
yor sueldo personal y una notable mejora 
en todos los derechos pasivos. No alcanza 
el que suscribe ni lia oido una sola razón que 
justifique esta diferencia entre la carrera ju- 
dicial y las demás. Esta era también otra 
ficción legal bija de la primera, que junta- 
mente con esta debe desaparecer. 

Resta solo examinar basta qué punto de- 
ben ser respetados los derechos adquiridos 
en virtud de! citado decreto de 1851 y dis- 
posiciones posteriores. En este nunto el Mi- 
nistro que suscribe, después ríe meditarlo 
muy detenidamente, entiende que no seria 
justo desconocerlos ó anularlos, ni es conve- 
niente extender y dilatar los efectos de aquel 
mas allá de lo que rigorosamente exijo la 
justicia. 

Los que habiendo pasado de una pinza en 
el orden judicial ó en el ministerio público á 
otra distinta de las que constituyen una mis- 
ma categoría, según el R. D. de 7 de marzo 
de 1851, están en la posesión efectiva ríe la 
antigüedad que por este y las disposiciones 
posteriores se les concedió, deben sin duda 
continuar en ella. 

Los que desde la fecha en que este pro- 
yecto de decreto obtenga Ja soberana apro- 
bación de Y. M., sean nombrados para un 
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cargo diverso del que desempeñen ó hayan i 
desempeñado, aunque ambos estén compren- 
didos en ¡a misma categoría , continuarán 
disfrutando los honores, usando las misma# 
insignias, en igual aptitud para sus futuros 
ascensos y con la misma antigüedad en el 
escalafón general del ramo que hasta aquí; 
pero entrarán como mas modernos en la cla- 
se y corporación á que 'nuevamente se les 
destine, sin alterar la antigüedad de que ya 
gocen los que antes perteneciesen á ella. 

Esto mismo ha venido practicándose aun 
rigiendo todas las disposiciones dictadas- has- 
ta esta fecha sobre la materia respecto á los 
regentes de la Audiencia de Madrid, los cua- 
les , aunque en la misma categoría que los 
ministros del Supremo Tribunal de Justicia, 
con el mismo sueldo y los mismos honores 
é ¡insignias cuando eran nombrados para 
aquel alto Cuerpo, tomaban Asiento después 
del mas moderno, y solo adquirían la anti- 
güedad desde el día de la posesión. No hay 
rázon p, ra que suceda otra cosa en las de-' 
más clases. 

Por último, está fuera de duda que las de- 1 
claraciones personales de antigüedad que 
anteriormente se hayan hecho deben respe- 
tarse, mas no podrán hacerse en lo sucesivo. 

Fundado en estas consideraciones el Mi- 
nistro que suscribe tiene la honra de some- ' 
ter á la Real aprobación de V; M. el si- 
guiente 

REAL DECRETO. 

Atendiendo á las razones que me ha ex- 
puesto el Ministro de Gracia y Justicia , de 
acuerdo con mi Consejo de Ministros, 

Vengo en decretar Ib siguiente: 

Articulo l.° Se derogan todas las dispo- 
siciones dictadas basta esta fecha, relativas á 
cátegbrías en el órden judicial y ministerio 
fiscal. 

Art. 2.° Desde la publicación de este de- 
creto 'los funcionarios del órden judicial y 
del ministerio público, no tendrán otra cate- 
goría que la correspondiente al cargo que 
real f efectivamente desempeñen, y su anti- 
güedad en el mismo, solo se contará: desde 
el ,¡ dia de ; su posesión, cualquiera que sea el 
que' antes hubieren ejercido (1). 

'Aid. 3.° Se exceptúa única y exclusiva- 
mente de io dispuesto en el artículo anterior 
al regenté de la Audiencia de Madrid, el 
cual gozará de la antigüedad de ministro del 
Süpremó Tribuna} de' Justicia desde el dia 
mismo en que tome posesión de aquel cargo. 

AH. 4.° Solo podrán concederse los ho- ; 
— » ■ — 1 — ¡ 1 u 

(i) V. el R. D. fie' i.° de marzo de 1867. 


ñores de la categoría inmediata, como justo 
premio de una larga y honrosa carrera, á 
los funcionarios del órden judicial ó del mi- 
nisterio público que obtengan su jubilación, ■ 
Art. 5.° En la carrera judicial y fiscal se 
1 considera ascenso todo nombramiento pasa 
cualquier cargo de una ú otra que esté do- 
¡ tado con sueldo superior al que sé disfrute, 

¡ como está dispuesto en las#demás carreras 
del Estado. Dado en San Ildefonso á 9 de oc- 
tubre de 1865. — Está rubricado , etc. — El 
Ministro de Gracia y Justieia , Fernando Cal- 
derón y dolíanles. (Gac. 15 octubre.) 

B. O. do 17 octubre de 1865. 

Procedimiento. Inteligencia y aplicación de la ley de 
17 abril de 1824. 

[Grao, y Just.) Aunque el ministerio 
público del reino tiene dadas repetidas prue. 
bas de sus altas dotes de saber, celo y con-' 
ciencia en la misión que como órgano activo* * 
de la ley y defensor de los intereses periné- . \ 
nenies de la sociedad desempeña cerca dé" 
los Tribunales, ante los deplorables sucesos 
que acaban de ocurrir en la leal y heróioa * 
Zaragoza no es inoportuno el recuerdo de 
ciertos principios de sana política y de dere- 
cho constituido en que debe inspirarse, al 
promover la persecución judicial de seme- 
jantes atentados y de otros análogos, si por 
desgracia tuvieran lugar en adelante. ■ -'i 

El Gobierno de S. M. no puede mostráis# 
indiferente á ninguna alteración de! órden • 
público, ni aun cuando se invoquen cbtno 
causa vejámenes que, viniendo de la ley, al* 
legislador solamente inctimbe remediar. 1 Es- 
tá dispuesto, por el contrario;, y firmemente ; 
decidido 5 sostener á todo trance el princiy . ■ 
pío de autoridad y el respeto debido á la# 1 
leyes, sin dejarse dominar por ningún géne-' ! 
ro de exigencias ni consentir la impunidad ' 
de crimínales trastornos. ' ' 

Para esto no liá menester otros medio# 
que los que le dá la ley misma, y á la léy-.^; 
ajustará su conducta y hará que ajústen- líb* '-4 
suya sus delegados. “ : ’■■■ *3 

Pero cuanto mas resuelto está el Gobiéritó* J| 
á mantenerse en los límites de una legalidad 
extricta, mas necesario es que el sentid©' y 
genuino de la ley no se pervierta, y que sus*- -t 
disposiciones sean plena y rigurosamente * 
ejecutadas. En este' punto ni debe ni podrir 
ser indulgente con nadie sin faltar & 809' 
inas sagrados deberes. ' h ■'■ú ! 

En la esfera especial de sus atribuciones* 
no pierda V. S. de vista que cuando se toP** ; 
ba el órden público en términos que las- an -4 • 1 
toridades inmediatamente encargadas dé'SU 
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conservación tienen, que repeler la fuerza 
con la fuerza, al uso de estos medios, indis- 
pensables á veces, aunque dolorosos siem- 
pre, para restablecer el imperio de la ley y 
evitar mayores males, debe seguirse la ac- 
ción imparcial y solemne pero diligente y 
severa de la justicia. 

La jurisdicción competente es la ordinaria, 
y no como quiera, sino con derogación de 
todo fuero, según terminante expresión del 
art. 13 de la ley de 17 de abril de 1821. Tal 
es la regla por ía cual debe resolverse ci ul- 
quiera duda que ocurra en la práctica. 

Las excepciones que establece la propia 
ley en favor de la jurisdicción militar deben 
concretarse á sus precisos términos, y aun 
dentro de estos restringirse hasta el punto 
posible en tanto que Ía interpretación no 
pugne con la letra y el espíritu del testo. 

Este, como lo indican las primeras pala- 
bras del art. 4.°, deriva dichas excepciones 
principalmente de la resistencia con armas 
á la tropa. Fuera de este caso y de los com- 
prendidos expresamente en el art. 5.°, lejos 
de mostrar la ley predilección por los Con- 
sejos de guerra y sus procedimientos, no solo 
deroga todo fuero en su art. 13 ya citado, 
sino que previene que los reos do los delitos 
á que se refieren sus disposiciones sean jnz- 
. gados por la jurisdicción ordinaria, aunque 
la aprehensión se haya verificado por la 
fuerza armada. Así, en e! espíritu de la ley 
yen la esfera de los buenos principios, la 
opinión mas segura respecto á alborotos, 
motines ó sediciones populares es que, á ex- 
cepción de los individuos aprehendidos ón 
fragaute resistencia ó después de haberla 
hecho á la tropa en la forma que marca el 
art. 3.° de la ley, todos los presuntos culpa- 
bles deben ser entregados á los Tribunales 
comunes y Juzgados por ellos. 

Cuando la exhortación y la advertencia 
de la autoridad no bastan á enfrenar á las 
muchedumbres sublevadas y resistentes, pre- 
ciso es reducirlas con la fuerza material. 

Pero terminadas esas situaciones de vio- 
lencia, el primer signo del restablecimiento 
del órden debe ser que cada rueda del po- 
der público aparezca en su lugar ejerciendo 
sus'funciones normales. Los jueces ordina- 
rios con sus formas de proceder y las san- 
ciones penales de la ley común, con tal que 
los primeros se penetren de la santidad de 
sus deberes y los cumplan con lealtad y ente- 
reza, y que las segundas sean aplicarlas con 
inteligencia y severidad, se bastan á sí propios 
para esclarecer el origen de los hechos, fijar 
su verdadero carácter, descubrirá los reos, 
obtener su convicción y hacerles sufrir en 


una justa y saludable medida la expiación de 
su delito. 

Tal debe ser el espíritu que dirija al mi- 
nisterio fiscal en estos casos para defender 
el libre ejercicio de la jurisdicción común, 
Y que el Gobierno do S. M. confia animará 
a V. S. y á sus subordinados si, lo que no es 
de esperar, sucesos análogos á los de Zara- 
goza exigiesen por desgracia en ese territo- 
rio el ejercicio de la acción pública.— De 
Heal órden etc. Madrid 17 de octubre de 
1865.— Calderón y Rollantes.— Sr. Fiscal de 
la Audiencia de (Gac. 21 octubre.) 

R. O. de 7 noviembre de 1865. 

Sobre reunión de antecedentes ¡tonales en cada juzgado. 

(Grac. y Jijst.) La sustandacion de Jas 
causas criminales con toda la rapidez que 
sea compatible con el respeto que merecen 
las legitimas garantías de la defensa, es con- 
dición precisa para la saludable ejemplaridad 
de tas penas, y para que la sociedad des- 
canse en la coufiamfli que inspira la justicia 
prouta y rectamente administrada. Desean- 
do S. M. la Reina ir removiendo los obstá- 
culos que á tan importante lin se opongan, 
por una serie de medidas oportunas mien- 
tras llega el momento deseado de una pro- 
funda y meditada reforma en los procedi- 
mientos criminales; y convencido su Real 
ánimo de que uno de aquellos obstáculos 
para la [ironía suriaDCiacion de los procesos 
consiste en las dilaciones que casi siempre 
experimenta la reunión de los antecedentes 
penales de los presuntos reos, ha tenido 
á bien disponer: 

\ .° Que se centralicen estos en la escri- 
banía rnas antigua de cada Juzgado, á la 
cual pasarán las demás nota de las causas 
que ante ellas se formen y de Ja sentencia 
que recaiga, con expresión de los nombres 
y apellidos, así de los que fueren absueltos 
como de los que resulten condenados. 

2.° Que cuando se reclamen los antece- 
dentes penales ele cualquier procesado se con- 
teste dentro de los tres dias siguientes aJ en 
que se reciba la petición, bajo la responsa- 
bilidad eu que respectivamente puedan in- 
currir el escribano, depositario de las notas 
y antecedentes penales, ó el juez, que será 
exigida á cada uno por el superior inmedia- 
to —De Real orden etc. Madrid 7 de no- 
viembre de 1865. ÍCL. t. 94, j>. 759.) 

R. O. de 7 noviembre de 1865 . 

Sobre listas de causas fenecidas en las Audiencias y 
Juzgadas etc 

(Ghac. y Just.) El Sr. Ministro de Gra- 
cia y Justicia dijo con fecha 26 de octubre 
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último al presidente del Tribunal Supremo 
de Justicia Jo que sigue; 

«Enterada Ja Reina de la comunicación de 
Y. E. fecha 27 de setiembre próximo pasado 
remitiendo á este Ministerio la consulta que 
eleva á S. M. la Sala de gobierno de ese Su- 
premo Tribunal , acerca de los medios que 
convendrá emplear para facilitar y hacer 
mas fructuosa la inspección de las listas de 
causas fenecidas en las Audiencias y en los 
Juzgados de sus respectivos territorios, ha 
tenido á bien mandar, de acuerdo con lo pro- 
puesto por la referida Sala, que en lo sucesi- 
vo se observen sojrreel particular las disposi- 
ciones siguientes: 

1. a Las listas de causas fenecidas á que 
se refiere la regla 10 de las aprobadas por 
Real órden de 26 de noviembre de 1 863 com- 
prenderán solamente: » 

Primero. Las sentencias en que se haya 
impuesto pena ó declarado alguna responsa- 
bilidad pecuniaria, que estén pendientes de 
ejecución al terminar el semestre. 


Segundo. Las sentencias absolutorias y 
los sobreseimientos pendientes asimismo -de 
ejecución al terminar el semestre, si de sus 
resultas hubiere que poner en libertad Á al- 
gún preso ó alzar embargo de bienes. > 

2. a A continuación de estas listas se fi- 
jará un estado del número de sentencias de 
toda especie y sobreseimientos que hayan 

I quedado plenamente ejecutados durante. el 
: semestre, y de los fallos absolutorios y so- 
breseimientos dictados, causas sin presos ni 
embargos de bienes que aun estén por cum- 
plir á aquella fecha en la forma que marca 
el modelo adjunto. 

3. a Para la formación y revisión de las 
batas de las sentencias pendientes de ejecu- 
ción que determina la disposición 1. a , con- 
tinuarán observándoselas reglas 11 y de- 
más aplicables de la R. O. de 26 de noviem- 
bre de 1863.» De Real órden etc. — Madrid 
7 de noviembre de 1865. — El subsecretario, 
Antonio Romero Ortiz.. ( Gaceta 10 np- 
viembre.) 


Modelo que se cita en la Real órden que antecede. 


SENTENCIAS Y SOBRESEIMIENTOS CUMPLIDOS DURANTE EL SEMESTRE 

ABSOLUCIONES Y SOBRESEI- 
MIENTOS EN CAUSAS SIN PRE- 
SOS NI EMBARGO DE BIENES 
PENDIENTES DE CUMPLIMIEN- 
TO AL FIN DEL SEMESTRE. 

SENTENCIAS. 

SOBRESEIMIENTOS. 

Dictadas 
antes del 
semestre. 

Dictadas 
dentro del 
semestre. 

Fecha de la 
mas . 
antigua. 



Fecha del 
mas 

antiguo. ■ 
fi 

Dictados 
antes del 
semestre. 

. 

Dictados 
dentro del 
semestre. 

Fecha del 
! mas ■ 
anligao. 


. 


: 

. 

1 

• j 

1 5 

- 

rjr 

: 

■ . v> 
...i 


R. O. de 27 noviembre de 1865. 

Recordando el cumplimiento de la de 2b de junio de 
1857, á fin de que los Alcaldes provean á los Juzga- 
dos de paz local donde ejercer sus funciones. 

(GobJ Habiendo llegado á conocimiento 
de este Ministerio que por algunos Alcaldes 
no se facilita á los jueces de paz respectivos 
un local donde estos puedan ejercer sus fun- 
ciones, la Reina ha tenido á bien mandar se 
recuerde á- V. S. y para que á la vez lo haga 
á los Alcaldes de esa provincia, el cumpli- 
miento de la R. O. de 25 de junio de 1857 
expedida por- este Ministerio, para Jo cual es 
adjunta una copia de la misma. De orden de 


S, M. lo comunico á V. S. para los efectos, 
correspondientes. Dios guarde á Y. $. mu- 
chos años. — Madrid 27 de noviembre de 
1865. ( Gao . 2 diciembre,) 

R. O. de 20 enero de 1866. 

Mandando que se autoricen por los promotores Io*;air 
tadoK de faltas. * 

(Audiencia territorial de Granada,) Per 
el Excrno. Sr. Subsecretario del Ministerio 
de Gracia y Justicia se ha comunicado ai ée-r 
ñor regente dé esta Audiencia., con fecñit 20 f 
de enero último, Ja Real órden que sigua: 
«En 20 de enero del año próximo pasado, 
se dispuso por Real órden que los estadas- 
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altas fuesen autorizados por los respectivos 
promotores fiscales y que obrasen aquellos 
en este Ministerio lo mas tarde al terminar 
el mes siguiente á aquel á que correspondie- 
ren. Mas habiéndose observado que algunos, 
aunque pocos, de los expresados funciona- 
rios han dejado de cumplir con aquella so- 
berana resolución, la Reina se ha servido 
disponer manifieste á Y. E. como de. Real 
orden comunicada por el Sr. Ministro de 
Gracia y Jusiicia lo ejecutó, la necesidad de 
que por todos los promotores se llene debi- 
damente este importante servicio.» 

Y en su vista etc. — Granada 6 de febrero 
de 1866. — El Yice- secretario, Miguel YiJIa- 
sante. (Bol., of. de Almería de 14 de fe- 
brero.) 

R. O. de 21-26 enero de 1866. 

* 

* 

Disponiendo que en ios asuntos del servicio se entien- 
dan con los fiscales las autoridades gubernativas, 
militares etc. 

(Gob.) Por el Ministerio de la Goberna- 
ción con fecha 26 de enero próximo pasado 
se me ha comunicado la Real órden que si— 
gue: 

Por el Ministerio de Gracia y Justicia se 
ha comunicado a este déla Gobernación con 
fecha 21 del actual la Real órden siguiente: 

«La Reina se ha servido disponer diga á 
Y. E. que todas las autoridades dependientes 
del Ministerio de su digno cargo se dirigan y 
entiendan directamente en los asuntos del 
servicio con los fiscales, como representan- 
tes del poder supremo del Estado sin perjui- 
cio de hacerlo también con el regente de la 
Audiencia, como jefe del órden judicial en su 
respectivo territorio.» — De órden de S. M. 
(Circulada también por el Ministerio de la 
Guerra en 24 de febrero,) (Bol. ofi. de Hues- 
ca y CL. í. 95, p. 86.) 

R. O. de 24 marzo de 1866. 

Sobrejcesantes que aspiren á ser colocados. 

(Gbac. y Jüst.) Con el fin de conocer el 
nómero y circunstancias de los funcionarios 
del órden judicial y ministerio fiscal que se 
hallen cesantes y en aptitud de volver 
al servicio, la Reina ha tenido á bien dis- 
poner que los jueces de primera instancia, 
tenientes, abogados y promotores fiscales en 
dicha situación que deseen ser colocados en 
«us respectivas carreras, lo soliciten por ex- 
posición dirigida á este Ministerio dentro del 
término de dos meses, á contar desde esta 
fecha; entendiéndose que renuncia el dere- 
cho que tenga á ser colocado el que dentro 
de dicho plazo no lo solicitare. — De Real ór- 


den etc. Madrid 24 de marzo de 1866. — Cal- 
derón (follantes. (Gao. 25 ídem.) 

R. O. de 22 junio de 1866. 

Que los regentes se encarguen déla sustanciaeion de 

los expedientes gubernativos sin perjuicio do 

desempeñar la semanería mayor y sin menoscabar 
las atribuciones do las Audiencias j Salas de Go- 
bierno. 

(Gbac. y Jüst.) «Dada cuenta á S. M. la 
Reina de la comunicación dirigida á este Mi- 
nisterio con fecha 30 de mayo íiltimo por el 
regente de la Audiencia de Yalladolid, mani- 
festando la conveniencia de encargar á los 
regentes de las Audiencias la suslnnciacion 
de los expedientes gubernativos judiciales é 
informativos que se instruyen por la Audien- 
cia plena ó por la Sala de gobierno, y apre- 
ciando las razones en que aquella se funda 
se lia servido mandar, que sin perjuicio de 
continuar como hasta aquí desempeñando 
los regentes de Lis Audiencias la semanería 
mayor no solo de la Audiencia plena, sino de 
la Sala de gobierno y de cada una de ¡as de 
justicia con arreglo á los arts. 80 y 86 de las 
ordenanzas, en aquellos asuntosurgentísirnos 
que no admiten dilación, cuiden asimismo de 
sustanciar hasta que lleguen á estado de 
poderse resolver los gubernativos judiciales 
é informativos que se instruyan en Audiencia 
plena ó en Sala de gobierno, no obstante la 
facultad de estas para acordar antes de dictar 
su fallo la práctica de cuantas otras diligen- 
cias no hubiesen acordado los regentes, y 
estimen oportunas, pues que por esta dis- 
posición no quedan menoscabadas en manera 
alguna Jas atribuciones que les corresponden, 
ni e! objeto es otro que facilitar el pronto des- 
pacho de los asuntos. — De Real orden etc. 
Madrid 22 de junio de 1866. — El Subsecre- 
tario. — Antonio Romero Ortiz. — Sr. Regente 
de la Audiencia de Albacete..-.. 

Ley de 29 junio de 1866. 

Declarando vigente una ley recopilada para que loa 
pleitos de los magistrados y allegados no se sigan 
en sus Salas. 

(Grac. y Jüst.) Doña Isabel II etc. 
«Artículo l.° Se declara vigente la se- 
gunda parte de la ley 35, tit. I, líb. V de 
la Nov. Recop., que dice: «Y asimismo man- 
damos que los pleitos propios de nuestros 
oidores, ni de sus hijos y yernos no se sigan 
ni pidatí en la Sala ó Salas de los tales oidores;» 
debiendo por consiguiente pasar su conoci- 
miento á otra Sala del mismo Tribunal. 

Art. 2.° Cuando las circunstancias del 
caso aconsejen la traslación á oirá Audiencia 
del magistrado que tenga pleito en aquella 
donde estuviere sirviendo, ó que lo tengan 
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as personas que señala el artículo anterior, 
podrá acordarla el Gobierno á plaza de magis- 
tratura ríe igual sueldo, previo expediente 
instructivo en que se oiga á la Sala de go- 
bierno del Tribunal Supremo y al interesado. 
—Por tanto: mandamos etc. Dado en Palacio 
á 29 de jnnio de 18(56.» (CL. t. 95, p. 715.) 

R. O. de 4 diciembre de 1866. 

Declarando incompatible el cargo de procurador con 
todo dustiao público retribuido. 

(Grao, y Just.) «Ea distintas ocasiones 
se ha suscitado la duda de si el cargo de 
procurador de los Tribunales y Juzgados es 
incompatible con el de secretario de Ayun- 
tamiento, administrador de correos y otros 
destinos públicos, habiéndose dictado reso- 
luciones particulares en alguno de los casos 
consultados. 

Y conviniendo establecer una regla gene- 
ral, teniendo presente lo informado sobre el 
particular por la Sección de Estado y Gracia 
y Justicia del Consejo de Estado, y de con- 
formidad con su dictámen , la Reina se lia 
servido resolver que el cargo de procurador 
de los Tribu. tales y Juzgados dependientes 
de este. Ministerio es incompatible con todo 
destino público retribuido de fondos gene- 
raos del Estado, provinciales ó municipa- 
les, teniéndose por derogada la R, O. de 26 
de junio de -í 860 (1) y demás que se opon- 
gan á la presente. Es asimismo la voluntad 
de S. M, que los procuradores que se hallen 
desempeñando actualmente algún destino 
público retribuido, en el término de un mes 
opten por uno ú otro cargo; entendiéndose 
que renuncian el de procurador si no lo ve- 
rifican,-— De Real órden etc. Madrid 4 de di- 
ciembre, de 1866. — Arrazola.— Señor regen- 
fe de la Audiencia de...» ( Gac . 7 diciembre.) 

R. D. de l.° marzo de 1867. 

• 

Mandando respetar los derechos adquiridos á Los que 
según el decreto de 7 de marzo do 1851 y demás 
resoluciones posteriores hahiaa obtenido categorías 
en el órden judicial. Categoría del regente de ja Au- 
diencia do Madrid. 

(Grac. y Just.) ^Atendiendo á las razo- 
nes que me ha expuesto el Ministro de Gra- 
cia y Justicia, 

Vengo en decrelar lo siguiente: 

Artículo l.° A los funcionarios que, se- 
gún las disposiciones del R. D. de7Me mar- 
zo de 1 851 ■ y demás resoluciones posterio- 
res, habían obtenida categorías en e! órden 


(i) No conocemos la R. O, de 26 junio de 
1860, pues no se baila en la Colección legis- 
lativa.. 


judicial ó ministerio fiscal antes de la publi- 
cación del R. D. de 9 de octubre de 1865, 
se les respetarán los derechos adquiridos en ( 
la forma que las mismas indicadas resolu- 
ciones los tenian declarados (1). 

Art. 2.° Los funcionarios que tuvieran 
adquiridas dichas categorías, si fueren nom- 
brados para servir cargos de otra inferior, 
habrán de serlo en comisión , á no ser que ' ... 
Jo fueren á su distancia ó en virtud de per- 
muta, en cuyo último caso nunca lo serán 
en perjuicio de la antigüedad ya adquirida 
por los demás individuos del Tribunal ó cor- 
poración á que fueren destinados. 

Art. 3.° Queda subsistente, lo dispuesto 
en el art. 3.° del R. D. de 9 de octubre* d& 
1865, según el cual el regente de la Aifr, 
diencia de Madrid gozará de la antigüedad 
de^Ministro del Tribunal Supremo de Justi- 
cia desde el dia en que tome posesión de, 
aquel cargo. En los demás casos seguirá ; - : 
contándose la antigüedad en el Tribunal Su- 
premo de Justicia por la fecha de la torna de 
posesión de plaza en el mismo Tribunal- 
Dado en palacio á t.° de marzo de 1867,.— 

Está rubricado de la Real mano — El Minis-?. ■' 
tro de Gracia y Justicia, Lorenzo Arrazola.» 
(Gac. 5 marzo.) 

fc. O. de 14 mayo de 1867.- >■ 

Dictando disposiciones sobro partos de cansas crimi- 
nales, por los promotores, jueces, regentes y fiscales, , \ 

(Grac. y Just.) «A fin de cod ciliar la 
mas eficaz administración de justicia, con el 1 
menor gravamen posible de los Tribunales j 
y Juzgados y del. ministerio fiscal, la Reina 
se ha servido dictar las disposiciones si- 
guientes: 

1. a De la perpetración de todo -delito 
grave ó de especial repugnancia eonlrálas , 
costumbres ó contra los altos objetos tyué' 
venera la nación, los jueces de primera ins- 
tancia y promotoras respectivos darán cuen- 
ta sin dilación y con todos los pormenores Vi 
posibles , los primeros al regenté de ja. Au- . i 
diencia, los segundos al fiscal de S. M. en 
misma, y unos y otros á este Ministerio,; SUR- , : . 
continuar dando cuenta sino en los casos, ?n ■’ j 
que así terminantemente se prevenga. . ¿ : yj 

2. a En la propia forma los regentes J :■ 
fiscales de S. M. darán conocimiento al Allí- . í 


(1) Tuvo por objeto este decreto evitar la* 
dudas á que díó lugar el art. 2.° del de, 9 de 
octubre ue 1865, cuya terminante disposición 
parece que no reservaba los derechos adquirí- !,, 
dos en virtud de otras anteriores que derogó, ■ . 
contra lo que se indicaba en el preámbulo y 
era su verdadero espíritu. ■ •! 
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nisterio fíe Gracia y Justicia de los partes 
que en dichos casos hayan recibido, con ex- 
presión de las prevenciones ó instrucciones 
que hayan dirigido á sus subordinados. 

3. a En los partes de todos constará ter- 
minantemente la lecha del suceso, si el juez 
de primera instancia se trasladó ó no desde 
luego, ó con qué mediación de tiempo, al 
lugar en que ocurrió: si se ha instaurado ó 
no procedimiento, fecha de su instauración 
en su caso, y estado en que se halla. 

4. a No obstante que los regentes, fisca- 
les de S. M., jueces de primera instancia y 
promotores, una vez dado el parle de orí- 
en, no hayan de continuar reiterando los 
e procedimientos sino en los casos y en la 

forma que especialmente se les prevenga, 
siempre lo darán por extraordinario unos y 
otros de cualquier incidente que agrave no- 
tablemente el caso ó embarazase el procedi- 
miento, como asimismo de cuanto estimen 
digno del conocimiento del Gobierno. 

5. a Se encarga la mas puntual observan- 
cia de la R. O. de 4 de julio de 1849 sobre 
administración de justicia 

6. a Quedan derogadas todas las disposi- 
ciones que no sean conformes á la misma y 
á la presente Real resolución. — De orden de 
S. M. etc. Madrid 14 de mayo de 1867, — 
Arrazola.» ( Gac . iGmayo). 

R. D. de 27 junio de 1867. 

Suprimiendo desde 1.° de julio varios .Juzgados que 
se expresan, y agregando los pueblos ¿otros - . Dis- 
posiciones sobre procuradores y escribanos de los 
mismos: Id. sobre rcgif|fadores. 

(Ghac. y Just.) «Exposición á S. M. — 
Señora. — La apremiante situación del Teso- 
ro ha obligado á los poderes públicos á pen- 
sar seriamente en la nivelación del presu- 
puesto de gastos con el de ingresos; empeño 
que resueltamente , y como una necesidad 
suprema, han abrazado las Cortes y el Go- 
bierno, si bién .no puede ser llevado al ape- 
tecido fin sino á través de graves, constan- 
tes y con frecuencia sensibles economías. 

Tales serán siempre, señora, las que ha- 
yan de realizarse en el órderi judicial; servi- 
cio por una parte de la mas alta considera- 
ción é importancia, y por otra con tal parsi- 
monia organizado , que apenas se concibe, 
sin gravísimos temores é inconvenientes, 
que pueda prestarse á reducción. 

Y sin embargo, cuando la necesidad es 
general y de tal modo apremiante; cuando 
or todos se siente y para todos se presenta 
ajo la forma abrumadora de un ineludible 
y universal sacrificio, no es el órden judicial 
el que ha de romper el concierto , noble y 


doloroso á un tiempo, de salvar la situación 
que á todos oprime por el resuello y patrió- 
tico esfuerzo ae todos. 

En este concepto, ya en el actual ejerci- 
cio del presupuesto corriente, se realizaron 
notables economías en la Secretaría y depen- 
dencias del Ministerio de Gracia y Justicia, 
y hoy se proponen en mayor escala en el 
nuevo presupuesto. 

Tienen estas que explicarse necesaria- 
mente por supresión ó reducción de aquellas 
atenciones que con menores inconvieules 
de I servicio público se presten á ello; y en 
este caso se encuentra, entre otras, la supre- 
sión de Juzgados de primera instancia que 
puedan ser suprimidos sin perjuicio de la 
buena administración de justicia. 

Para asegurarse de este resultado, hasta 
donde es posible , han sido consultadas las 
Audiencias, cuyo juicio es de tal competen- 
cia y sirve de base principal á la presente re- 
solución. 

Sin perjuicio también de la administración 
de justicia, puede ser reducida la categoría 
de algunos Juzgados , tomando por base el 
número de almas y el de negocios civiles y 
criminales. Tales reducciones de categoría y 
supresiones de Juzgados producirán para el 
Tesoro una economía de 154.270 escudos. 

Por decretos separados y sucesivos habrá 
de inducirse la inevitable y posible supre- 
sión ó modificación de otros senados , en 
cuyo caso se encuentran desde luego el de 
magistrados supernumerario.- y el de vice- 
secretarios de Audiencias , si bien consul- 
tando todos la suerte y el porvenir del per- 
sonal por necesidad perjudicado, y por otra 
parte tan digno de la mas eficaz y debida 
consideración. 

La ley actual de presupuestos autoriza a! 
Gobierno para este género de supresión ó 
reducción de servicios públicos , aun de los 
establecidos por leyes especiales, y la propia 
autorización se consigna en la ley de presu- 
puestos para el año enllante, ya aprobada 
por el Congreso de Diputados, y en discu- 
sión en el Senado con dictamen mvorable de 
la Comisión. 

En virtud de todo, y á prevención para 
que baya de regir, como e.- de necesidad le- 
gal en su caso, desde el t.°del próximo ju- 
lio tengo la honra de someter á Ja aproba- 
ción de Y. M , de acuerdo con el Ministro 
de la Gobernación en la parte que a 1 mismo 
corresponde, el siguiente... 

REAL DECRETO. 

Conformándome con lo propuesto por mi 
Ministro de Gracia y Justicia, do acuerdo con 
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el de Goberna 'ion en la parte que á este 
corresponde, y en virtud de la autorización 
legal y razones en que lo funda. 

Vengo en decretar: • ¡ 

Artículo i.° Desde el día 1/ de julio 
próximo quedan suprimidos los Juzgados^de 
primera instancia que contiene 1¿ relación i 

adjunta núm. 1 • j 

Art. 2.° Los pueblos de los Juzgados su- 
primidos se agregan por Ayuntamientos Ín- 
tegros á los partidos judiciales limítrofes, lia- , 
ciéndose de unos y otros la distribución que j 
se expresa en la relación núm. 2.° j 

Art. 3. a Los jueces de primera instancia, ! 
ios promotores fiscales y los alguaciles de los j 
juzgados suprimidos, cesarán en sus respec- j 
livos cargos el día último del presente mes. ! 

Art. 4.° Los jueces de primera instancia 
y los promotores fiscales de los partidos á ; 
■que se agregan los Ayuntamientos de los j 
suprimidos ejercerán desde el dia 1.°' de ju- j 
lio inmediato las funciones de sus respecti- | 
vos cargos en el territorio en que hoy las J 
ejercen, que no sea segregado de los mismos, 
y además en el que se les señala en la cita- 
da relación núm. 2.° 

Art. .5,° Los escribanos de actuaciones 
de los partidos judiciales suprimidos, que se 
agreguen íntegros á otro partido, podrán pa- 
sar á desempeñar su oficio eu los Juzgados 
á que aquellos se unen, si así lo solicitaren 
de los jueces de estos, los cuales darán cuen- 
ta de ello al regente de la Audiencia respec- 
tiva y al Ministerio de Gracia y Justicia. 

Ctiando el territorio del Juzgado suprimi- 
do se divide entre dos ó mas partidos ju- 
diciales, los escribanos de aquel podrán tam- 
bién pasar á desempeñar su oficio en estos 
con los negocios civiles y crimínales pen- 
dientes de los pueblos que correspondan á 
su primitivo Juzgado, acudiendo para ello 
ála Sala de gobierno de la Audiencia, la 
cual hará la designación del Juzgado á que 
ha de pasar cada escribano, si no hubiere 
conformidad entre ellos, poniéndolo igual- 
mente en conocimiento del Ministerio de 
Gracia y Justicia. 

Art. 6. a Los procuradores de los parti- 
dos suprimidos podrán pasar.á ios Juzgados 
á que los pueblos se agreguen en la misma 
forma que se establece en el artículo ánte- 
rfbr para los escribanos de actuaciones. 

Art. 7.° (Es sobre registradores, y se 
halla inserto en la pág. 264 del tomo Vil), 
Art. 8.° Desde el dia i de julio inmedia- 
to quedan rebajados á la categoría de ascen- 
so y de entrada los juzgados de término y de 
ascenso expresados en la relación núm, 3 * 
Los jueces y los próriiores que sirven ac- 


tualmente en estos juzgados conservarán la 
categoría personal que hoy tienen: pero solo 
percibirán el sueldo ooft-^spondiente á da 
nueva categoría asignada: 4' 'Juzgado que 
desempeñan, y lo propio tes-alguaciles. 

Art.* 9.° Se tendrá presente £ los jueces 
y promotores fiscales que bajan de catego- 
ría, y d ios que quedan cesantes «en virtud 
de esta reforma, para utilizar oot) preferencia 
sus servicios en la carrera y categoría res- 
pectiva, según sus méritos y circunstancias. 

Los alguaciles que cesan tendráít exclu- 
siva preferencia para su colocación 'cp las 
.vacantes que ocurran en Juzgados de' la 
misma categoría. ' 

- Art. 10. Cuando por consecuencia dé lo 
dispuesto enlosarle. 5.° y g.° resulte nú—: 
mero excesivo de escribanos y procuradores 
en algún Juzgado, no se proveerán las va- 
cantes que ocurran hasta que quede reduci-/ 
do el número al que exijan las atenciones- 
del servicio. 

Art. 1 i . El Ministro de Gracia y Juslí- ' 
cia dictará las disposiciones necesarias para’ 
que se lleve á efecto de la manera conve- 
niente la traslación délos pleitos, causas y 
expedientes, tanto en curso como archiva— ■ . 
dos, á los Juzgados á que correspondan, 
como igualmente para la de los presos con 
causa pendiente. * 

El Ministro de la Gobernación dictará igua- - 
les disposiciones para la traslación de los 
penados que se hallen cumpliendo condena 
en las cárceles de los partidos suprimidos, 

Art. i 2. Tambien^meda autorizado el 
Ministro de Gracia y jffticia para hacer, de 
acuerdo cou el de Gobernación, las variacio- 
nes ó rectificaciones en la división judicial 
que convengan ai mejor servicio. — Dado em- 
palado á 27 de junio de 4867. — Está rubri- 
cado etc. 

Según la relación núm. l.° quedan supri- 
midos los Juzgados de Alcalá de Guadaira, 
Aliaga, Allariz, Alberique, Astudillo, Barco 
de Avila, Bujalance, Castrourdiales, Cerverá 
del Rio Alliama, Córdoba (uno de ellos), Co- 
centaina, Chíclana, Chinchilla, Escalona, Es- 
tepona, Gergafy Granadilla, Grandas de Sa~ 
lime , Madridejos , Mancha Real, Marquina, 
Moguer, Monte-frio, Mota del Marqués, Ne- 
greira, Novelda, Puente Candelas, Puente-* 
denme, Redondela, Rivadeo, Sacedon, Sa» 
Vicente la Barquera, Sedaño, Tomajón, Ta- 
marit.e, Valoría la Buena, Viana del Bollo, 
Villalva (Lugo), Villarroal (Valencia)j Villar 
del' Arzobispo y uno de los de Zaragoza. 

La relación' núm. 2.° expresa ayunta- ■ 
mientos íntegros de los Juzgados suprimidos 
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6 alterados que se agregan á los partidos ju- 
diciales limítrofes, con arreglo á Jo dispuesto 
en el art. 2.’ del Real decreto anterior. 

La relación núm. 3.° indica los Juzgados 
de término cuya categoría se rebaja á la de 
ascenso, y ios de ascenso que se rebajan á 
entrada. Se rebajan á ascenso los de Reus, 
Arcos de la Frontera, Sanlúcar de Barrameda 
y Lucena (Córdoba). Se rebajan á entrada los 
de Agreda, Aguilar, Albarraciu, Alcántara, 
Alcañiz, Alfaro, Almagro, Almansa, Arcbi- 
dona, Bri buega, Cañete, Casas Ibañez, Ca- 
zorla, Coin, Don Benito, Fuente, de Cantos, 
Grazalerm, Haro, Huete, Jerez, de los Ca- 
balleros, Jijona, Lora del Rio, Medina del 
Campo, Medina Sidonia, Miranda de Ebro, 
Montilla, Montoro, Nnjera, Oeafia, Olivenza, 
Ooteniente, Pozo Blanco, Priego, San Cle- 
mente, Santa Fé, Segura de la Sierra, Taran- 
con, Valencia de Alcántara, Villanueva de 
la Serena y VjlJanueva de los Infantes. (Ga- 
cetas de 28 de junio y 5 de julio de 1867.) 

R. D. de Ti junio de 1867, 
Suprimiendo la filase do magistrados supernumerarios. 

(Grac. y Just.) «Conformándome con lo 
propuesto por mi Ministro do Gracia y Jus- 
ticia, y por los fundamentos expuestos en la 
exposición que precede á mi Real decreto de 
esta fecha sobre supresión de Juzgados, 

■ Vengo en decretar Jo siguiente: 

Artículo único. Desde e 1 día l. 0 de julio 
próximo inclusiva, queda suprimida la clase 
de magistrados supernumerarios. 

Los individuos que cesen, serán preferi- 
dos en cuatro década cinco vacantes de loga. 

Los magistrados cesantes que lo eran al 
promulgarse la ley de presupuestos de 15 de 
julio de 1865, tendrán la misma opcion que 
ahora se concede á los supernumerarios, 
colocados que sean estos. — Dado en Palacio 
á 27 de junio de 1867.» ( Gac . 28 junio.) 

R. D. de 27 junio de 1867. 

Suprimiendo desde 1.°de julio los vice-secretarios de 
las \udicncias. 

(Grac. y Just.) «Conformándome con lo 
propuesto por mi Ministro de Gracia y Justi- 
cia, y por los fundamentos expuestos en mi 
Real decreto de esta fecha sobre supresión 
de Juzgados, 

Vengo en decretar io siguiente: 

Artículo l.° Desde el dia 1 .° de próximo 
julio inclusive, queda suprimida la clase de 
vice-secretariof de Audiencia en todas Jas del 
reino, á excepción de ¡a de Madrid. 

Art. 2." Se tendrá présente á los indi- 
viduos que cesan eri virtud de esta reforma 
pera utilizar sus servicios en la carrera judi- 


cial ó fiscal, según sus méritos y circunstan- 
cias. 

Art. 3.° Queda autorizado el Ministro de 
Gracia y Justicia para dictar Jas disposiciones 
necesarias á fin de atender á la formación de 
la Estadística judicial en la parte encargada 
boy filos vice secretarios de las Audiencias. — 
í Dado en Palacio á 27 de jumo 1867. ( Gace - 
' ta 28 jumo.) 

R. O. de 6 julio de 1S67. 

Por esta Real órden se suprimió el Juzga- 
do de primera instancia de la Victoria de Má- 
laga, cuyo territorio se dividirá entre los 
otros dos de la misma ciudad, y restablecien- 
do el de la ciudad de Cor do lia suprimido por 
el R. D. de 27 de junio último, debiendo 
continuar en esta ciudad los dos que exis- 
tían. (Gac. i6 julio.) 

R. O. de 27 julio de 1867. 

Incompatibilidad del cargo de juez de paz y diputado 
provincia]. 

(Grac. y Just.) «Ln Reina, de acuerdo 
con lo informado por las secciones reunidas 
de Estado y Gracia y Justicia y de Goberna- 
ción y Fomento del Consejo dé Estado, se ha 
servido declarar incompatible el Cargo de 
juez de paz con el de diputado provincial. — 
De Real órden etc. S. Ildefonso 27 de julio 
de 1867. ( CL . t. 98, p. 236.) 

R. O. de 31 julio de 1867. 

Sobre nombramiento anual de suplentes de magistra- 
dos para evitar el retraso en la administración de 
justicia. 

(Grac. y Just.) «Exposición á S, M. — 
Señora. — El buen servicio de la administra- 
ción de justicia movió lince mucho tiempo al 
Gobierno de V. M. á dictar diferentes dispo- 
siciones con el íin detener en las Audiencias 
auxiliares cielos magistrados que en ciertos 
especiales casos concurrieran con los mismos 
á ver y fallar las causas en los tribunales de 
corta dotación de propietarios. 

El art. 76 del reglamento provisional para 
la administración de justicia consigna la pri- 
mera de esas disposiciones al ordenar que en 
los tribunales territoriales donde no sea fácil 
reunir número suficiente de magistrados pa- 
ra ver y fallar las causas Criminales en que 
pueda recaer pena corporal, se complete con 
el juez ó jueces letrados de primera instan- 
cia de la capital, si no tuvieren impedimento 
v á falta de ellos eligiendo la Sala uno ó mas 
leí nulos, según fueren necesario . 

El K. 1). de 4 de noviembre do 1838 pre- 
vino en su disposición 6. a que, á taita de 
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magistrados para ver y fallar ciertas causas, 
se llenará el número. gradualmente con los 
fiscales de V. M., jueces de primera instan- 
cia de la capital ó abogados que el Tribunal 
pleno juzgare idóneos y dignos de este 
honor. 

Mas tarde el R. D. de 5 enero de 1844, 
determinó en su art. 11, que las Juntas gu- 
bernativas de las Audiencias designaran al 
final de cada año ios cesantes de la clase de 
magistrados y jueces, y los letrados de mar- 
cada reputación y probidad que pudieran 
sustituir en ausencia ó enfermedad á los ma- 
gistrados y fiscales. Y por último, el R. D. de 
26 de mayo de 1854 organizó definitivamen- 
te el servicio de suplentes de 'magistrados. 

Este bien concertado sistema subsistió sin 
alteración alguna hasta la publicación del 
R. I). de 7 de julio de 1860, eu cuyo art. 11 
quedaron extinguidos los suplentes de ma- 
gistrados que en- cada año proponían las Sa- 
las de gobierno de las Audiencias, creándose 
la clase de magistrados supernumerarios. 

Suprimida esta por R. D. de 27 de junio 
úllimo á consecuencia de las economías que 
lia sido indispensable hacer en el presu- 
puesto del Ministerio de Gracia y Justicia, 
algunos regentes han hecho observar la con- 
veniencia de restablecer los suplentes de los 
magistrados, porque con el número de pro- 
pietarios ns hay en determinados Tribunales 
posibilidad de ver y fallar en las dos instan- 
cias de vista y revista algunas causas, y me- 
nos de atender á la decisión de las discor- 
dias. Las justas observaciones de los regen- 
tes y las reflexiones propias persuaden al Mi- 
nistro que suscribe de que la administración 
de justicia sufrirá irremediable perjuicio en 
algunas Audiencias, si no se acude á dotarlas 
de suplentes de magistrados que en los ca- 
sos previstos en las leyes concurran con es- 
tos al despacho de los asuntos que para su 
vista y fallo requieren número crecido de 
juzgadores, á completar el cual no basta la 
dotación de magistrados que tienen aquellos 
Tribunales. 

Para remediar los daños que en esas Au- 
diencias pudieran sobrevenir quizá con fre- 
cuencia, y para ocurrir en tiempo oportuno 
á prevenirlos, acaso parecerá suficiente el 
simple restablecimiento del R. D. de 26 de 
mayo de 1854; pero disposiciones legales 
posteriores hacen imposible que este sea re- 
producido. en toda su integridad, y por lo 
mismo menester es modificarle en varios de 
sus artículos. 

Fundado en estas consideraciones, el Mi- 
nistro qUe suscribe tiene la honra de some- 
ter á la aprobación de V. M. el siguiente, 


■ ■ - ; : . . , ■ 
DECRETO, . 

Art. 1. Las Salas 4é gobierno de las Au- 
diencias remitirán al Mitífstétío de Gracia y 
Justicia para que recaiga mi Real aprobación 
en el mes de octubre de-cada año, listas de 
las personas que hayan de suplir ’á los ma- 
gistrados en el año siguiente eñ todos ios ca- 
sos en que sea absolutamente necesario por 
no haber propietarios que puedan ver y fa- 
llar los negocios pendientes. 

Art. 2. ü Contendrán las listas de suplen- 
tes la tercera parte del' número de individuos 
del Tribunal que han de ser suplidos.- 

Art. 3.° Las listas de suplentes se for- 
marán; 

l. 4 De magistrados jubilados. 

2. ° De magistrados cesantes. 

3. ° De abogados que las Salas de gobier- 
no juzguen dignos de este honor. 

En las tres clases serán preferidos los que 
no ejerzan la profesión de abogado. 

Art. 4.° Los suplentes entrarán á ejer- 
cer su cargo por turno y según el órden su- 
cesivo en que estuvieren en las listas, á no 
ser que el mejor servicio exija otra cosa á 
juicio de ios regentes de los Tribunales. 

Art. 5.° Los regentes de las Audiencias 
podrán valerse de los suplentes para que 
anxilien á las Salas de justicia tan solo en el 
caso de que no hubiere magistrados en ap- 
titud legal ó física de asistir á la vista y al 
fallo de los negocios pendientes en el Tri- 
bunal. 

Art. 6.° El celo , la exactitud y la inteli- 
gencia que empleen los suplentes en el des* 
empeño de su cargo serán considerados. co- 
mo un mérito distinguido, y les servirán de 
especial recomendación en su carrera. 

Artículo transitorio. Para que puedan 
tener oportuna aplicación en lo que resta de 
año las disposiciones contenidas en este Real 
decreto, las Salas de gobierno de las Audien- 
cias remitirán al Ministerio de Gracia y Jus- 
ticia en el inmediato mes de setiembre las 
listas de que trata el art. 2/ ; y los suplen- 
tes propuestos, después de obtener mi apro- 
bación , desempeñarán sus cargos desde el 
dia 1 .° dé octubre siguiente hasta fin del año 
1868. — Dado en San Ildefonso á 31 de julió 
de 1867.» (Gac. 4 agosto.) V 

fí.. D. de 31 julio de 1867. 

Sobra colocación de ios magistrados cesantes. 

(Crac. y Just.) «Artíotlo único. Los 
magistrados supernumerarios de las Audien- 
cias que han cesado por virtud de mi Real 
decreto de 27 de junio último serán preferi- 
dos para sn colocación en uuion de ios de- 
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más cesantes que lo solicitaren, en dos va- 
cantes de cada tres que ocurran en la toga, 
y la tercera se dará á la elección , según ló 
dispuesto en la ley de presupuestos de 1865 
á 66.» iGac. 4 agosto.) 

R. O. de 2 agosto de 1867. 

Se encarga la brevedad, rapidez y celo en la sustancia- 
don de las causas criminales, en cumplimiento do 
las reglas del art. f>l del reglamento provisional y 
de los arta. 8, 10, y lo, del decreto dolí de se- 
tiembre do 1820. Causas de cómplices. Mudo de 
fundar las sentencias. 

(Grao, y Just.) «Deber ha sido siempre 
del Gobierno de S. M. cuidar de que en todo 
el Reino se administre pronta y cumplida- 
mente Ja justicia, conforme á lo dispuesto 
en el art. 45 de la Constitución de la mo- 
narquía. 

Con tal objeto y á tan provechoso fin se 
lian dictado en varias épocas notables dispo- 
siciones , encaminadas á excitar el celo de 
las Audiencias para que impulsaran e! pro- 
cedimiento en las cansas criminales por 
cuantos medios les sugiriesen su experien- 
cia y su celo, siempre dentro del círculo de- 
signado en las leyes; teniendo presente que 
la pronta terminación de los procesos pro- 
duce el saludable escarmiento de los delin- 
cuentes, evita la repetición de los delitos, da 
fuerza y vigor á Ja acción de la justicia, y no 
hace quizá ineficaz, por Jo tardía, la imposi- 
ción de ¡os castigos, ni ocasiona además que 
se acuse injustamente de defectuosa á la le- 
gislación y de negligentes á los Tribunales. 

La revisión de algunas causas célebres, 
hecha de orden de este Ministerio por la 
Sala de gobierno del Tribunal Supremo de 
Justicia, ha dado á conocer, por desgracia, 
que no siempre se instruyen los sumarios 
con la claridad, sencillez y prontitud quede- 
manda el interés permauente de la adminis- 
tración de justicia. 

La excesiva lentitud en la sustanciacion 
de ciertos procesos, que han tenido á la so- 
ciedad por anos enteros en constante alar- 
ma, la presentación en ellos de recursos no- 
toriamente ilegales interpuestos tan solo 
para dilatar los fallos, la introducción ríe 
retensiones irregulares ó contrarias al 
uen sentido moral ó jurídico , dirigidas por 
los procesados á las Salas de Justicia y á los 
Juzgados, reclaman con urgencia que se 
ponga un remedio eficaz á tan perjudiciales 
y frecuentes abusos. Para obtenerlo no es 
ciertamente necesario, por regla general, 
adoptar nuevas disposiciones legales, sien- 
do bastante que los jueces de primera ins- 
tancia observen con exactitud y puntualidad 
las vigentes, recordadas en diferentes épo- 


cas al ministerio fiscal por los distinguidos 
magistrados que han estado al frente del 
mismo, y cuyos escritos, encaminados á ha- 
cer mas expedita la acción de los Tribuna- 
les, son dignos de particular estudio. Esas 
disposiciones marcan coima sello especial de 
justicia y de pública conveniencia el espíritu 
que debe animar á los encargados de hacer 
que la imposición de! castigo legal dé resul- 
tados positivos proporcionados á su índole y 
a sus tendencias, y por lo mismo preciso es 
tenerlas siempre en la memoria y aplicarlas 
con el mayor rigor. 

Las regías 1. a , 2. a y 3. a del art. 51 del 
reglamento provisional para la administra- 
ción de justicia, y los ails. 8 y 10 del de- 
creto de 11 de setiembre de 1820, restable- 
cido en 30 de agosto de 1836, determinan 
que los sumarios se concluyan brevemente, 
y que las causas se eleven á plenario , tan 
pronto como ia averiguación de la verdad 
esté realizada por la comprobación del cuer- 
po del delito , y por la confesión dei proce- 
sado ó por el dicho conteste de testigos pre- 
senciales. 

Tan sabías prescripciones expresan con la 
mayor concisión cuál lia de ser el criterio 
que guie á los jueces al instruir los sumarios, 
y designan el punto en donde estos han de 
terminar, siendo ei primero la averiguación 
de la verdad, y el segundo el hecho ile te- 
nerla ya averiguada; de modo que ni los ac- 
tos del instructor de un sumario deben ir 
mas allá de lo absolutamente indispensable 
para conocer lo verdadero ni las indagacio- 
nes deben prolongarse después de conocido. 
Los jueces lian detener muy en cuenta es- 
tos prudentísimos mandatos, ya con el fin de 
no excederse por un Qeio exagerado y ya 
también para no faltar por un abandono pu- 
nible. 

El art, 15 del citado decreto de 11 de se- 
tiembre de 1820 establece que las causas de 
cómplices en que convenga hacer un pronto 
y saludable escarmiento, deberán los jueces 
proseguirlas y determinarlas rápidamente 
con respecto al reo ó reos principales que se 
hallen convencidos, sin perjuicio de conti- 
nuar las actuaciones en pieza separada para 
la averiguación y castigo de los demás cul- 
pados. 

Este articulo redactado con la previsión 
hija de la experiencia, contiene la medida 
mas propia para establecer órden y claridad 
en los procesos criminales, para liacer fácil 
la tramitación y para conseguir 'os ejempla- 
res efectos que produce la inmediata aplica- 
ción de la pena al delincuente convicto ó 
confeso. Nada puede decirse mas apropósilo 
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«ara realizar el objeto á que el mismo pre- 
cepto se encamina, y su ejecución dara se- 
guramente el resultado apetecido. 

La re-da 44 de h ley provisional para la 
aplicación del Código penal previene que los 
Tribunales y jueces funden las sentencias 
definitivas, exponiendo clara y concisamente 
el hecho, y citando el artículo ó artículos del 
Codigo penal de que se hace aplicación. 

Esta meditada prevención de la ley está 
escrita con el propósito deliberado de que 
en las sentencias no se haga un extracto del 
proceso, y de que tan solo se refiera en ellas 
y se consigne en sentido positivo el acto im- 
putable ó" imputado con sus circunstancias 
legalmente apreciables, seguq aparezca com- 
probado á juicio del sentenciador, con bre- 
ves referencias á lo sustancial de las prue- 
bas, y sin extender una larguísima relación 
de todos los datos recocidos en el curso de 
la causa; así como lo esta también con el ob- 
jeto de que los considerandos de las mismas 
sentencias no sean un trabajo de análisis y 
discusión , sino una mera expresión de las ' 
calificaciones de los hechos, conforme á los 
artículos del Código penal que hayan pre- 
visto el caso, y dado la norma y proporción 
del castigo aplicable según las circunstan- 
cias. El olvido de la regla 44 de la ley provi- 
sional para la aplicación del Código -penal 
produce los mas lamentables estravios, y 
causa gran dolor ver de qué modo se redac- 
tan fallos importantes por separarse del fácil 
camino señalado en la ley. Necesario es, 
por lo mismo, restablecer en toda su fuerza 
el precepto legal, y las Salas de justicia de 
Jas Audiencias tienen la obligación de cor- 
regir los abusos que noten en este punto en 
las sentencias de lo» jueces de primera ins- 
tancia, que deben ser un modelo de senci- 
llez, de claridad, de concisión y de método. 

Observando con la mayor exactitud los 
principios consignados en las disposiciones 
legales que se recuerdan en esta circular, sé 
obtendrá indudablemente mas rapidez en la 
sustanciacion de las causas; mas precisión y 
claridad en la redacioá de las sentencias; 
mayor regularidad en la administración de 
justicia; prestigio superior en los Tribunales; 
ejemplaridad en los castigos, y un resultado 
benéficamente efectivo de la aplicación de la 
ley penal. 

Por todas estas importantísimas conside- 
raciones, ^s la voluntad de S. M. que V. S. 
inculque á los jueces de primera instancia 
d : e ese territorio el deber en que están de 
inspirarse en él espirilu.de todas las disposi- 
ciones que se han citado, recordándoles su 
mas exacto y puntual cumplimiento, y que 


i las Salas de justicia corrijan con severidad 
i los abusos qup en este punto notaren; pro- 
! poniéndose el Gobierno^ S. M. guardar y 
¡ hacer que se' guarden ‘inviolablemente las 
| leyes que rígeu el procedimiento criminal 
■ en beneficio de la sociedad y délos interesa- 
I dos, sin perjuicio de presentar en su día al 
poder legislativo medidas suficientes para 
remediar algunos defectos 'que éj& aquel se 
advierten y que no es posible dentro modo 
prevenir.— De Realórden etc. Saa Ildefonso 
2 de agosto de 1867. Roncali.» (Gaceta 6 
agosto.y - * 

R. O. de 9 agosto de 1867.. ’ 

Es sobre responsabilidad de los mitos 
cuando los abogados no residen en las pobla- 
ciones donde están los Juzgados etc. y se ha- 
lla inserta en Abogado, así como el Real de- 
creto de 4 de junio de 1844 á que se refiere. 
Tomo l.° págs. 50 y 60. . 

R. O. de 14 agosto de 1867. 

Dictando reglas sobre, el modo de emitir el ministerio 
fiscal sus diclámeoes para cumpl ir mejor con su ele- 
vada misión; cumplimiento de lo dispuesto an el a&- 
tículo 6.° doi Real decreto de 26 de enero de 1844. 

. (Grac. y Jdst.) «El. Ministerio fiscal ha 
sido siempre en España, por su ciencia, por 
su celo y por su cordura, ejemplo digno de 
imitarse , logrando con su eficaz y poderosa 
intervención en la administración de justicia 
provechosos resultados para la causa públi- 
ca, y mereciendo por sus afanes y tareas el 
respeto y la estimación general. 

Adviértese, sin embargo, de algún tiempo 
á esta parte qué algunos promotores de los 
Juzgados de primera instancia, separándose 
de la . buena senda trazada por los ilustréis 
magistrados que se han hallado á la cabeza 
del Ministerio público, dan á las acusacio- 
nes fiscales una extensión inconveniente, 
haciendo de ellas una disertación larga y pe- 
sada , y revistiéndolas de formas en demasía 
didácticas é inadecuadas á su objeto. Una o»- ■ 
tentosa erudición y ías galas de la elocuencia 
han convertido muchas veces esos escritos 
en extensas memorias científicas, que traían 
consigo inevitablemente la necésidadde con- 
testaciones de Ja misma índole en nombre, 
de los procesados , estableciéndose con este 
motivo una polémica opuesta en - cierto modo 
á la gravedad -que debe haber siempre entóa 
discusiones forenses. ■■ } 

Este perjudicial' sistema , introducid» cu 
nuestros procedimientos criminales, nafáafr' 1 
ca un pronto correctivo para que no jse|g8f‘ 
neral ice con perjuicio del enjniciaiú'eúlB ^ 
de los en él interesados; y al efecto "éS da 
voluntad de S. M. que sus fiscales enlaSAu^ 
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diencias recuerden á los promotores las dis- 
posiciones del art. 6.° del Real decreto ex- 
pedido por este Ministeiio en 26 de enero 
de i 844, cuya observancia se hizo extensiva 
después á los procesos instruidos por la per- 
petración de delitos comunes. 

En el citado art. 6.° del Real decreto de 
1844 se encuentran perfectamente consig- 
nadas las reglas que deben seguir los pro- 
motores al redactar sus acusaciones en las 
causas criminales, y se marca la forma sen- 
cilla y clara que las mismas deben tener pa- 
ra que adquieran consideración é impor- 
tancia. 

El lenguaje del foro en los que ejercen el 
Ministerio liscal conviene que sea siempre 
grave y mesurado; los escritos no deben sor 
inuy estensos, y la redacción ha de estar li- 
mitada á lo absolutamente preciso. Para que 
las acusaciones sean completas y satisfagan á 
su fin principal, basta que en ellas se haga un 
relato sencillo y claro del hecho puuihle con 
sus circunstancias; que se aprecien en la es- 
fera de la ley las pruebas convincentes de la 
comisión de ese hecho; que se señale la par- 
ticipación que e! procesado ü los procesados 
hayan tenido en el mismo; que se consignen 
las circunstancias de agravación ó de atenua- 
ción, y que se citen los artículos del Código 
penal aplicables al delito y á los tenidos por 
delincuentes. 

La demostración ostensible de la existen- 
cia del acto justiciable y de la culpabilidad 
ó inocencia del tratado como reo; la reseña 
de los datos que pongan de maniíiesto la 
certeza. del hecho criminal, y la responsa- 
bilidad ó inculpabilidad del encausado; el 
exámen severo é im parcial de los méritos 
del proceso y de los descargos del que se 
presume culpable; la discusión templada de 
las cuestiones legales que se hayan ofrecido 
en el curso de la causa, ó que se presenten 
al tiempo de acusar; la aplicación exacta de 
las disposiciones de la ley penal al caso con- 
creto de que se conoce, estos son los únicos 
medios de que es lícito á los promotores va- 
lerse para llevar el convencimiento sufi- 
ciente al ánimo del juez que ha de de juzgar 
con acierto. Cualquiera otro recurso que se 
emplee desdice de la nobleza y de la recti- 
tud del Ministerio fiscal, que ha de resplan- 
decer por la excelencia de sus doctrinas , por . 
la mesura de su estilo, por la elevación de 
sus ideas y por la imparcialidad de su juicio. 
La pasión y el calor interesado son incom- 
patibles con la dignidad y la significación del 
ministerio público, cuyo celo do ha de tras- 
pasar jamás los limites de lo justo, ni ha de 
descender al deplorable terreno de las per- 

Tomo VIH. 


sonalidades, aun cuando tenga en ocasiones 
que desplegar gran energía y suma eficacia. 

Inspirado el Ministerio fiscal en estas 
máximas, fácil le será cumplir con su eleva- 
da misión, y la sociedad recogerá inmedia- 
tamente el fruto de sus tareas, haciendo mas 
breve y expedita la sustauciaciou de las cau- 
sas criminales. 

Por estas consideraciones la Reina se ha 
dignado disponer que se dirijo á Y... esta cir- 
cular, que habrá de comunicar á los promo- 
tores fiscales del territorio de esa Audiencia, 
vigilando V... constantemente para que ten- 
ga el mas exacto cumplimiento. — Y de órden 
de S. AI... — San Ildefonso 14 de agosto de 
1867. (Gao. 16 agosto.) 

R. O. de 19 setiembre 1867. 

Limitando la facultad concedida á los regentes y fis- 
cales para conceder licencias no siendo por motivo 
gravo. 

(Gkac. y Just.) «La Reina ha tenido á 
bien disponer que los regentes y fiscales de 
las Audiencias no hagan uso hasta nueva 
determinación do la facultad que según las 
disposiciones vigentes les compete para con- 
ceder licencias respectivamente á los magis- 
trados, jueces de primera instancia y funcio- 
narios del ministerio fiscal, ni dén' curso á 
las solicitudes de licencia ó de próroga sino 
por causa grave y bien comprobada de en- 
fermedad, tomando sobré sí asegurar á este 
Ministerio de mi cargo la certidumbre délos 
motivos y la necesidad de la concesión. — De 
Real órden etc. Madrid 19 de setiembre de 
1867. Roncali...» ( Gac . 24 setiembre.) 

R. O. de 28 octubre de 1867. 

Sobre nombramientos de procuradores da los Jurga- 
dos, tenientes y sustitutos. 

(Graü. y Just.) «He dado cuenta á la 
Reina del expediente instruido en este Mi- 
nisterio cou motivo de las exposiciones ele- 
vadas al mismo por varios procuradores, en 
solicitud unos de que se les conceda la facul- 
tad de nombrar tenientes, y otros la de sus- 
titutos que desempeñen sus respectivos ofi- 
cios; y considerando que es ya notable la fre- 
cuencia con que se pide semejante gracia, 
desconociendo la verdadera índole y natura- 
leza de aquellos cargos; y sin que en la ma- 
yoría de los caxos aparezca justificada la pre- 
tensión, S. M„ de conformidad con lo con- 
sultado por la Sección de Estado y Gracia y 
Justicia del Consejo de Estado, se ti a servido 
dictar las disposiciones siguientes: 

1. a No se concederá la gracia de nom- 
brar teniente que sirva ed oficio de procura- 
dor, pudiendo solamente hacer este nombra- 
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miento el propietario de dicho oficio que tu- 
viere expresamente concedida esta iacultad, 
de ia que podrá usar con las limitaciones que 
su título contenga. 

2. a Siempre que un oficio de procurador 
enajenado de la Curona recaiga en persona 
que no pueda por sí desempeñarle , el pro- 
pietario lo renunciará en otra que sea apta 
para ejercerlo, o presentará un sustituto que 
reúna las circunstancias necesarias al efec- 
to, á juicio de la Sala de gobierno de la Au- 
diencia respectiva. 

3. a Pasado un año desde la vacante de 
una procura sin que el propietario haya he- 
cho la renuncia ó la presentación de sustitu- 
to de que habla la -regla anterior, y sin que 
durante ese tiempo haya alegado y justificado 
causa legítima que se lo hubiese impedido, 
la Sala de gobierno de la Audiencia propondrá 
á este Ministerio, con arreglo á las disposi- 
ciones vigentes, persona en quien recaiga el 
nombramiento , caducando el derecho del 
propietario. 

4. a En los casos de ausencia legítima- 
mente autorizada, enfermedad ó incapacidad 
del que esté ejerciendo un cíieio de procu- 
rador, ya sea de los enajenados de la Corona 
ó de los pertenecientes al Estado , podrá 
aquel nombrar sustituto, cuyo aptitud y las 
causas que motiven la sustitución, examinará 
la Sala de gobierno de la Audiencia, conce- 
diendo ó negando fin su vista la aprobación, 
y determinando en caso afirmativo el tiempo 
que ha de durar aquella. 

5. " El término de la misma sustitución 
podrá prorogarse, si á juicio de la propia Sala 
de gobierno continuasen las causas que la 
motivaron. 

6. * Todo oficio de. procurador que ha- 
llándose provisto legalmente estuviese du- 
rante un año sin servirse ó desempeñarse por 
la persona Dombrada al efecto, cualquiera 
que de ello sea la causa, se tendrá como va- 
cante y se procederá á su nueva y definitiva 
provisión conforme á lo dispuesto en la re- 
gla 3. a 

7. a Los nombramientos de procuradores 
para los oficios que estuviesen vacantes en 
virtud de la^ reglas 3. a y 6. a , ó por cualquier 
otro motivo, serán puramente vitalicios é in- 
trasmisibles como hechos para oficios libres. 
—De Real órden, etc. Madrid 28 de octubre 
de i 867. — Roncali. (Gac. 29 ocíubre.) 

R. Ó. de 28 octubre de 1867. 

Los relatores puedan usar el birrete en estrados como 
los abogados. 

(Grác. t Just.) La Reina en vista de es- 
posiciones elevadas á este Ministerio por los 


relatores de algunas Audiencias , se ha ser- 
vido disponer que todos los funcionarios cor- 
respondientes á esta clase, puedan usar el 
birrete propio del trage de toga cuando se 
hallen en estrados, en la misma forma y de 
la misma manera que le usan tos abogados. 
—-De Real órden lo digo á V,S. para su co- 
nocimiento y el de los relatores de ese Tri- 
bunal y para les efectos opoi tunos. Dios etc. 
Madrid 28 de octubre de 1867.— .Roncalú— 
Sr. Regente de la Audiencia de Albacete.* 
Nos parece muy acertada la disposi- 
ción contenida en la anterior Real órden 
que ha venido á dejar otra sin efecto. 

R. O. de 2 noviembre de 1867. 

Exigiendo para ser secretario de Juzgado de paz te- 
ner la carrera del Notariado y otros requisitos. 

(Grac. y Just.) El interés público y la 
administración de justicia aconsejan que los 
secretarios de los Juzgados de paz estén 
ademados de condiciones mas especiales que 
las exigidas en el art. 10 del R. D. de 22 de 
octubre de 1855, y sean bastantes á darles 
el prestigio que merecen Jas delicadas fun- 
ciones que hoy desempeñan, y ias impor- 
tantes que han de desempeñar cuando ad- 
quiera carácter de ley el proyecto presenta- 
do á las Cortes en la última legislatura con 
el fin de conferir á*los jueces de paz las atri- 
buciones que en las causas criminales con- 
servan aun los Alcaldes y los tenientes de 
Alcalde. Esas condiciones deben estar en re- 
lación con el oficio que los secretarios ejer- 
cen y han de ejercer en el caso indicado; y 
al efecto la Reina se ha servido acordar las 
disposiciones siguientes:-' 

1 . a Para ser secretario de Juzgado de paz 
se requiere ser español , mayor de 25 años, 
del estado seglar; de buena conducta y ha- 
ber concluido la carrera del notariado. 

2. a En los pueblos en donde no hubiere 
persona con las condiciones expresadas se 
exigirá para ser secretario de Juzgado de 
paz estar incluido en-las listas electorales de 
Ayuntamiento, saber leer y escribir, y gozar 
de buen cohcepto público, 

3. a En los dos casos las disposiciones 

anteriores , el nombrado para secretario de 
Juzgado de paz sufrirá ante el juez de pri- 
mera instancia el correspondiente exámen 
de idoneidad para el cargo. 1 ' 

4. a El juez de paz, al proponer al ie 
primera instancia, con arreglo á lo preveni- 
do en el R. D. de 14 de octubre de 1864 y 
en la R. O. de 14 de junio de 1865 (AjM as 


(1) Dehe ser de 18 de junio. 
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personas que 'puedan desempeñar el cargo 
de secretario del Juzgado, le remitirá los do- 
cumentos que justifiquen la aptitud legal del 
propuesto, y el juez de primera instancia 
dará en el término Je ocho dias ai regente 
de la Audiencia cuenta del nombramiento 
que hiciere y de las condiciones del nom- 
brado. 

5 . a El cargo de secretario del Juzgado 
de paz será permanente, y para remover al 
que le desempeñe se formará el expediente 
en que se justifiquen las causas de la conve- 
niencia de laremociou, remitiendo los jue- 
ces de primera instancia un extracto de 
aquel al regente de la respectiva Audiencia. 

6. a El cargo de secretario de Juzgado 
de paz es incompatible con los de notario, 
escribano de actuaciones y de los Juzgados 
de primera instancia y procurador, con todo 
empleo, destino ó comisión que tengan suel- 
do consignado en el presupuesto general del 
Estado y en los provinciales y municipales, 
y con todo otro de elección popular. Solo 
será compatible por ahora con el de secreta- 
rio de Ayuntamiento. 

7. a En el próximo mes de enero se ha- 
rán los nombramientos de secretarios de los 
Juzgados de paz en personas que reúnan las 
condiciones prevenidas en las presentes dis- 
posiciones y de la manera que las mismas 
determinan. — De Real órden etc. Madrid 2 
de noviembre de 1867. — Roncali. ( Gac . 3 
noviembre.) 

R. D. de 29 noviembre de 1867. 

Señala el número de escribanos que ha de 
tener cada Juzgado de primera instancia y 
establece reglas para la provisión de escri- 
banías. Véase en Escribanos con las demás 
disposicioner sobre estos funcionarios. 

R. O. de 13 diciembre de 1867. 

Se diclan nuevas realas para la provisión de las pla- 
zas vacantes de la magistratura, judicalura y mi- 
nisterio fiscal. Se determinan las jerarquías judicial 
y fiscal fijándolos grados ó categorías de las mis- 
mas, y por asimilación la de otros cargos judiciales 
y la de los pertenecientes á la Secretaria del Mi- 
nisterio. 

(Grac. y Just.) «Exposición á S. M. — 
Señora:— La publicación de la ley orgánica 
de Tribunales, á pesar de la voluntad del 
Gobierno, por obstáculos no fáciles de ven- 
cer, se difiere por tiempo indeterminado; y 
e n tal situación los Ministros de V. M. se 
bao visto obligados en diferentes ocasiones 
á proponer el establecimiento de reglas que 
cerraran la puerta á la arbitrariedad y que 
sirvieran de guia en la provisión d« las pin— 
zas de la Magistratura, de la Judicatura y del 
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Ministerio fiscal, fijando además los grados 
ó categorías de estas tres clases que en 
primer término concurren á la administra- 
ción ele justicia. 

Con tan plausible objeto se publicaron 
los Rs. l)s. de 29 de diciembre de 1838, de 
18 de noviembre de 1840, de 7 de marzo de 
1851, de 9 de abril de 1858 y de 9 de octu- 
bre de 1865, que contienen las disposiciones 
mas radicales referentes al asunto; mas no 
guardando entre sí esas determinaciones re- 
lación y armonía, han producido en Jases- 
calas del órden judicial y del ministerio fis- 
cal una confusión y uña separación á las 
cuales es necesario poner término. 

Conforme el Ministro que suscribe con 
muchas de las ideas fundamentales entraña- 
das en las soberanas disposiciones que se 
han citado, considera sin embargo que de- 
ben modificarse algunas, y cree llegado el 
caso de hermanar y conciliar las restantes 
hasta donde es posible, para evitar las dudas 
á que dan ocasión y para establecer un sis- 
tema completo y determinado, 

A estos fines se dirige el siguiente pro- 
yecto de decreto, en el que se ha procura- 
do expresar con claridad cuántos y cuáles 
lian de ser los grados de la magistratura, de 
la judicatura y del ministerio fiscal, for- 
mando escalas generales de los mismos gra- 
dos, estableciendo entre todos la correspon- 
dencia y la analogía indispensables, mar- 
cando las condiciones que han de tenerse 
presentes para el ingreso y el ascenso en 
las carreras, y designando el lugar que por 
asimilación han de ocupar los luncionarios 
dependientes de este Ministerio que, sin 
ejercer funciones judiciales ni fiscales, de- 
ben estar equiparados á los que las ejercen. 

De este modo se obtendrá que cada em- 
pleado sepa con seguridad el puesto que le 
corresponde ocupar y las condiciones de que 
ha de estar adornado para ascender; y se lo- 
grará que funcionarios entendidos, ya per- 
tenecientes á la Secretaría del despacho, ya 
adscritos á los Tribunales, ya concurrentes 
en segundo término á la administración de 
justicia, puedan pasar desde los empleos ó 
puestos que ocupan á acjuellos á los cuales 
son asimilados. De aquí resultará notorio 
provecho para el servicio público; porque, 
especialmente respecto á la Secretaría del 
Ministerio, es indudable, y de muy antiguo 
está reconocida, la conveniencia de que al- 
terneu los oficiales con los individuos del 
órden judicial y del ministerio fiscal, á fin 
de que, conocedores todos de las prácticas 
de los negocí s respectivos, pasen del ejer- 
cicio de unas funciones al de otras con gran 
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utilidad "úPca y sin que se lastimen los 
intereses individuales. 

Por estas causas, y pudiendo concillarse 
hasta cierto puDlo los buenos principios 
consignados en los Reales decretos antes de 
ahora 0 publicados con las necesidades pre- 
sentes v las exigencias del mejor servicio, 
se hace indispensable dictar reglas termi- 
nantes que armonicen los diferentes siste- 
mas hasta aquí adoptados, partiendo aque- 
llas de estos dos principios: primero, que 
ningún funcionario del órdeo judici.il ó del 
ministerio fiscal tenga honores ni conside- 
raciones superiores á su empleo: segundo, 
que todos los empleos cuyo nombramiento 
se expida por este Ministerio, y para. el des- 
empeño de los que se requiera el título de 
abogado, tengan señalado un lugar en el 
órden judicial ó en el ministerio fiscal. 

Fundado en estas razones, el Ministro 
que suscribe tiene el honor de someter á la 
aprobación de Y. M. el siguiente 

REAL DECRETO (1). 

En vista de las razones -que me ha ex- 
puesto mi Ministro de Gracia y Justicia, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo 1." La gerarquía judicial de! 
fuero común se compondrá de los grados 
siguientes: 

1. ° El presidente del Tribunal Supremo 
de Justicia. 

2. ° Los presidentes de Sala del mismo. 

3. ° Los ministros del propio Tribunal y 
el regente de la Real Audiencia de Madrid. 

4. ° Los regentes de las Reales Audien- 
cias de fuera de Madrid y los presidentes de 
Sala de la de esta corté. 

5/ Los magistrados de la Audiencia de 
Madrid y los presidentes de Sala de las demás 
Audiencias. 

6. ü Los magistrados de las Audiencias de 
fuera déla corte y los jueces de primera ins- 
tancia de Madrid. 

7. u Los jueces de primera instancia de 
término. 

8. ° Los jueces de primera instancia de 
ascenso. 

9. ° Los jueces de primera instancia de 
entrada. 

Art. 2.° ' Por asimilación se considerarán 
comprendidos en los diversos grados de la 
gerarquía judicial los funcionarios siguientes: 

En él grado tercero. El decano del Tri- 
bunal especial de las Ordenes, militares. 

En el cuarto. Los ministros del. mismo 


<1) insertamos éste decreto según se publi- 
ca rectificado en la Gaceta de 17 de diciembre.- 


Tribunal y ej subsecretario del Ministerio de 
Gracia y Justicia. 

En el quinto. Losjefe&de Sección y los 
oficíales primeros del Ministerio de Gracia 
y Justicia y el Secretaria del Tribunal Su- 
premo. ¡ • 

En el sexto. Los oficiales segundos y ter- 
ceros del Ministerio de Gracia, y Justicia y el 
Secretario de la Audiencia de Madrid. 

En el sétimo. Los auxiliares primeros y 
segundos del Ministerio de Gracia y Justicia 
los secretarios de las Audiencias'de fuera de 
Madrid, el vice-secretario del Tribunal Su- 
premo, el secretario de la Sala cuarta de la 
Audiencia de esta corte, los relatores del 
Tribunal Supremo y de las Audiencias y los 
registradores de la propiedad de primera, y 
segunda clase. 

En ei octavo. . Los auxiliares terceros del 
Ministerio de Gracia y Justicia, el vice -secre- 
tario de la Audiencia de Madrid, el vice- 
secretario de la Sala cuarta de la misma y 
los registradores de la propiedad de tercera 
clase. 

En el noveno. Los auxiliares cuartos del 
Ministerio de Gracia y Justicia y los registra- 
dores de la propiedad de cuarta dase. 

Los funcionarios comprendidos en este ar- 
tículo tendrán todos los derechos declarados 
á sus respectivos grados, si reunieren la edad 
y las condiciones que se exigen para el in- 
greso y el ascenso en ellos, y usarán el traje 
é insignias á los mismos correspondientes. 

Art. 3. a El Ministerio fiscal se compon- 
drá de los grados siguientes: 

l.° Ei fiscal del Tribunal Supremo de 
Justicia. 

2 El teniente fiscal del mismo y el fiscal 
de la Real Audiencia de Madrid. 

3. ° Los fiscales de las Reales Audiencias 
de fuera de la corte. 

4. ° Los abogados fiscales del Tribunal 
Supremo y el teniente fiscal de la Audiencia 
de Madrid. 

5. ° Los abogados fiscales de la Audien- 
i cia de Madrid y los tenientes fiscales dé las 

demás. 

| 6.° Los abogados fiscales de las Audien- 

cias de fuera de la corte y. los promotores 
j fiscales de Madrid. 

7. ' Los promotores fiscales de término, 

8. ° Los pr° ril0 t° r és fiscales de ascenso. 

9. * Los promotores fiscales de entrada. 

Art. 4.°. Por asimilación se considérar^íi 

comprendidos én los diversos grados deb.Mb 
i nisterio fiscal los funcionarios siguientes 5 

En el segundo grado.. El fiscáh dw Trú- 
budaJ especial de las Ordenes militares. 

En el octavo. Los auxiliares .quintos y 
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sextos del Ministerio de Gracia y Justicia. 

En el noveno. Los aspirantes de plañía 
de aquel. 

Los funcionarios comprendidos en este 
artículo tendrán todos los derechos declara- 
dos á sus respectivos grados, si reunieren 
la edad y las condiciones que se exigen pa- 
ra el ingreso y el ascenso en ellos, y usarán 
el traje y las insignias á los mismos corres- 
pondientes 


i ntuición; los catedráticos de derecho de gran 
nota que por el mismo tiempo hubieren des- 
empeñado sus cátedras, y las personas que 
hubieren prestado señalados servicios y hecho 
notables trabajos en la formación de códigos 
ó en alguua otra comisión de importancia! 

Para jueces de primera instancia de termi- 
no podrán proponérseme los mismos indivi- 
duos que llevaren ocho años de ejercicio de 

lít A KltíUlOÍ'l A í)a P/lÍAilnn. .. * _ 1 


i q w. . , , , , . .. . , Abogacía ó de Cátedra; y para jueces de 

Art. 5. Los granos dei Orden judicial y i ascenso ios que hubieren ejercido aquella 
del Ministerio fiscal tendrán entro sí analogía i profesión en Audiencia ó Juzgado por seis 


y correspondencia de esta manera: 

El grado segundo del orden judicial y el 
primero del Ministerio fiscal. 

El grado cuarto del primero y el segundo 
del segundo, 

El grado quinto del primero y el tercero 
del segundo. 

El grado sexto del primero y el cuarto del 
segundo. 

Él grado sétimo del primero y el quinto y 
el sexto del segundo. 

El grado octavo del primero y el sétimo 
del segundo. 

El grado noveno del primero y el octavo 
del segundo. 

Art. 6.° Para ingresar en el orden ju- 
dicial ó en el Ministerio fiscal, es requisito 
indispensable haber cumplido 25 años. 

Art. 7.° Para presidente del Tribunal Su- 
premo de Justicia se me propondrán los que 
hayan sido Ministros de la corona y desem- 
pañado plaza de magistrado por espacio de 
cuatro años, y las personas de elevada ca- 
tegoría que habiendo servido, por mas de 
cuatro, plazas de ministros del Supremo, estén 
adornadas de las prendas y cualidades que 
exige tan elevado cargo. 

Para presidentes de Sala del mismo Tri- 
bunal se me propondrán los que hayan sido 
ministros de la Corona y desempeñado plaza 
de él por espacio de dos años, y los ministros 
de! mismo, regente de la Audiencia de la 
córte y decano del Tribunal de las órdenes, 
que lo hubieren sido al menos por tres arios. 

Para las plazas de los demás grados del 
orden judicial se me propondrán las personas 
que hubieren desempeñado en propiedad, 
por espacio de dos años, plazas del grado 
inferior inmediato y del análogo del Miuis- 
• .torio fiscal; ó por cuatro años, plazas de) 
grado siguiente ai inferior inmediato, ó por 
seis, plazas del grado que á este sigue 


También podrán proponérseme para ma- 
gistrados de Audiencia los abogados de re- 
putación que hubieren ejercido por diez años abogados 
la profesión en los Tribunales superiores, pa- 
gando una de Jas dos primeras cuotas de cún- 


anos y pagado una cuota de contribución, 
los que hubieren desempeñado Cátedra por 
igual tiempo, y las demás personas in- 
dicadas. 

Para las plazas del último grado del mis- 
mo órden judicial se me propondrán promo- 
tores fiscales que cuenten dos años de des- 
empeño de destino, ó abogados con cuatro 
años de ejercicio y buen concepto justificado 
con informe de la Sala de gobierno de Ja Au- 
diencia en cuyo territorio hubieren ejercido. 

Art. 8.° Para fiscal del Tribunal Supre- 
mo de justicia se me propondrán los que ha- 
yan sido Ministros de la Corona y desempe- 
ñado plaza de magistrados por espacio de dos 
años; los ministros de éi y el regente de la 
audiencia de Madrid; ei teniente fiscal dei Su- 
premo y el fiscal de ia Audiencia de Madrid 
que lo hubieren sido por cuatro años, y los 
fiscales de las Audiencias que lo hubieren 
sido por seis años. 

Para las plazas de los demás grados del 
ministerio fiscal se me propondrán las perso- 
nas que hubieren desempeñado en propie- 
dad, por espacio de dos años, plazas del gra- 
do inferior inmediato y de! análogo del or- 
den judicial, ó por cuatro, plazas del grano 
siguiente al inferior inmediato, ó pur seis, 
l plazas del grado que á este sigue, 

| También podrán proponérseme para fisco- 
1 les del Tribunal Supremo a ¡togados de repu- 
| tacion nacional que hubieren ejercido ia pro- 
fesión en Tribunales superiores por espacio 
| de doce años y pagado la primera cuota de 
¡ contribución; ios catedráticos de gran ñola 
: que hubieren desempeñado Cátedra por el 
1 mismo tiempo, y Jos individuos de comisé» - 
; nes importantes, que en eíias hubieron pri s- 
¡ lado señalados servicios y hechogiotalnes ir 
bajos. Para fiscales de Audiencia Jas mismas 
¡ personas, con tal que ios abogados y ios ca- 
tedráticos lleven diez años de ejercicio y ]j i— 

, gado los primeros una de Jas dos mayores 
| cuotas de contribución. Para tomentos y 
W:¡dos fiscales, abogados que hubieron 


ejercido la profesión por ocho anos en ios 
Tribunales superiores c en los Juzgados y pa- 
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gado una cuota de contribución; y para pro- 
motores fiscales de entrada, abogados que 
hnbieren ejercido la profesión por dos anos 
en cualquiera Tribunal ó Juzgado. 

Art. 9. 4 Los que hubieren sido oficiales 
del Ministerio de Gracia y Justicia, aun cuan- 
do en la actualidad no sirvan plazas de tales 
se considerarán comprendidos en los grados 
que se señalan á sus respectivas clases. 

Art. 10.° No se me propondrán para pla- 
zas del órden judicial fuera de la corte á los 
naturales del respectivo territorio, á no ser 
ue hayan nacido en él accidentalmente; 
los casados con mujeres naturales del pro- 
pio territorio, á no ser que se hallen en 
iguales circunstancias; á los abogados que 
hayan ejercido la profesión en la capital de 
Audiencia <5 del Juzgado, y á los promotores 
fiscales para el en que hubieren ejercido es- 
te cargo, á menos que hubieren pasado dos 
años desde que unos y otros dejaron de ejer- 
cer la profesión ó el cargo. 

Para un mismo tribunal no se me propon- 
dán parientes dentro del cuarto grado de 
consanguinidad y segundo de afinidad de 
otro magistrado que ya estuviere en po- 
sesión. 

No podrán servir en un mismo Juzgado 
un juez y un promotor que fueren parientes 
dentro de los mismos grados. 

No obstante estas prevenciones, ínterin se 
uniforma en España la legislación civil, en 
cada Audiencia en cuyo territorio rijan leyes 
especiales podrá haber uno ó dos magis- 
trados naturales del país. 

Art. 11. La toma de posesión en cada 
rado y su asimilado marcará la antigüedad 
e los funcionaios, y por consiguiente la pre- 
cedencia de puesto 

Art. 12. En el órden judicial y en el mi- 
nisterio fiscal no se concederán honores ni 
consideraciones superiores ai empleo que 
se sírva. 

Unicamente á los fnneionarios que obtu- 
vieren su jubilación podrán concedérseles los 
honores dei grado superior inmediato, siem- 
pre que por sus largos y buenos servicios 
se hubieren hecho acreedores á esta re- 
compensa. 

Art. 13. Los fiscales del Tribunal Supre- 
mo. y de las Real Audiencias ocuparán 
asiento y tendrán antigüedad entre los presi- 
dentes de Sala por el órden de prelacion de 
la toma de posesión, y cuando los primeros 
pasaren á desempeñar plazas entre los últi- 
mos ó estos entre aquellos, unos y otros con- 
servarán el lugar de antigüedad que les cor- 
responda por su grado, según su destino 
anterior. 


Art. 14. El teniente fiscal del Supremo 
y los de las Reales Audiencias tendrán asien- 
to en el lado derecho del Tribunal á conti- 
nuación dé los magistrados del mismo. 

Art. 15. Los abogados fiscales del Su- 
premo y de las Reales Audiencias tendrán 
asiento después de los tenientes fiscales. 

Art. 16. Los jueces de primera instancia 
tendrán en Jos actos públicos á que concur- 
ren en las Audiencias asiento en el lado iz- 
quierdo del Tribunal después del último ma- 
gistrado. 

Art. 17. Los promotores fiscales tendrán 
asiento á continuación de los abogados' fis- 
cales. . . r \ 

Art. 18. En el término de cuatro meses 
se formarán en el Ministerio de Gracia y Jus- 
ticia y se publicarán en la Gacela escalafo- 
nes por grados de los funcionarios del órden 
judicial y del ministerio fiscal , incluyendo 
en elios en el lugar correspondiente á los 
que lo obtuvieren por asimilación. 

Art. 19. Quedan derogados todos los 
Reales decretos y órdenes contrarios al pre- 
sente; pero subsistirán en su fuerza y vigor 
las disposiciones contenidas en el dé 9 de 
abril de 1858 que no hayan sido expresa- 
mente sustituidas ó anuladas por otras ins- 
sertas en este. — Dado en Palacio á 13 de di- 
ciembre de 1 867. — Está rubricado de la Real 
mano. — El Ministro de Gracia y Justicia, 
Joaquín de Roncali.» (óraos. 15 "y 17 di- 
ciembre ) 

R. O. de 16 diciembre de 1867. 

Dictando reglas para que los funcionarios de! órden 
judicial y del ministerio fiscal usen las insignias 
creadas por las disposiciones que se citan. 

. (Grac. y Just.) «Es no solo convenien- 
te, sino también de público interés, que los 
funcionarios de la magistratura, de la judica- 
tura y del ministerio fiscal sean por todos y 
por signos exteriores, conocidos, á fin de 
que por todos sean considerados y respe- 
tados. 

Para conseguir estos objetos se publicaron 
las Rs. Ords. de 28 de noviembre y de 3 de 
diciembre de 1835, el R. D. de 29 de agosto 
de 1843, y la R. O. de 14 de noviembre de 
1853, creando insignias que distinguieran 
á las personas investidas del alto ,encargo 
de pedir la aplicación de las leyes y de apli- 
carlas. . * 

El olvido y la inobservancia de los pre- 
ceptos consignados en tan respetables 
cumentos obligan hoy á recordar su cum- 
plimiento; y al efecto, la Reina se ha serymo 
determinar que se observen puntualmente 
las reglas siguientes: . ■ 
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4.* Dentro de bs. Tribunales y de los 
Juzgados , todos los funcionarios del órden 
judicial y del ministerio fiscal usaran, con la 
toga, la medalla de oro ó ele piala que cor- 
responda á su respectivo grado. 

2. a En los actos de ceremonia á que asis- 
tan con toga, además de la medalla, lleva- 
rán sobre aquella, y al lado izquierdo del 
pecho, la placa de oro ó de plata creada por 
la R. O de 14 de noviembre de 1853. 

_ 3. a En los actos de etiqueta á que no 
asistan con toga podrán usar con la meda- 
lla la misma placa en o) frac. 

4. a Los funcionarios que estuvieren en 
ejercicio deberán llevar siempre , cu públi- 
co, en el ojal del frac ó de la levita, la me- 
dalla pequeña creada por la citada R. O. de 
14 de noviembre de 1853, pendiente de una 
cinta de fundo Degro con filetes anchos de oro 
ó de plata á los extremes, y usarán el bastón 
con puño de oro, cordon y bellotas de oro y 
negro para los magistrados y fiscales; y con 
cordon y bellotas de plata y negro para los 
jueces y promotores. — De Real orden lo 

digo á V para su conocimiento y el de 

todos los funcionarios riel órden judicial y 
del ministerio fiscal, á fin de que lo dis- 
puesto se cumpla con la mayor exactitud. — 
Dios etc. Madrid 16 de diciembre de 1867.» 
( Gac . 17 diciembre.) 

R. O, de 5 noviembre de 1867. 

(Gob.) Se dispone por esta Real órden 
cuando ha de encargarse la guardia civil 
déla conducción á los Juzgados de objetos 
que sean cuerpo de! delito, y que los gas- 
tos en su caso son del presupuesto de Gra- 
cia y Justicia. Se halla inserta en Guardia 
civil, t. VI, p. 971. 

R. O. de 27 diciembre de 4867. 

Declarando que los abogados pueden ser secretarios de 
los Juzzados de paz, y sobre continuación de los 
actuales. 

{Grac. y Just.) «Virio el expediente 
instruido á instancia de D. Félix Sivilla y 
de varios aspirantes á la carrera del Nota- 
riado, pretendiendo el primero que se de- 
clare que los abogados pueden ejercer el 
cargo de secretarios de los Juzgados de paz, 
y continuar siéndolo los actuales que, re- 
unan las circunstancias exigidas en la Real 
órden de 2 de noviembre último si el juez 
de paz no hiciese nueva propuesta; y soli- 
citando los segundos que se declare que los 
que han concluido la carrera del Notariado 
t'enen por la ley preferencia sobre los abo- 
gados para obtener dichas Secretarías; S. M. 
la Reina se ha servido declarar: 


1. ° Que los abogados pueden ejercer el 
cargo de secretarios de loo Juzgados de paz. 

2. " Que los que hayan concluido la car- 
rera del Notariado no tienen preferencia so- 
bre los abogados para obtener dichas Se- 
cretarias. 

3. ° Que los actuales secretarios que re- 
unan los requisitos exigidos para serlo pue- 
den continuar desempeñando las Secreta- 
rias, si los jueces de paz no hicieran pro- 
puesta en el término del mes que les con- 
cede el R. D de 14 ríe octubre de 1801. I)e 
Real orden etc. Madrid 27 de diciembre de 
1867. — Ron cal i.» (Gac. 5 enero de 1868). 

Disposiciones de 1868 . 


En el Apéndice de 1 808 se bailan in- 
sertas las disposiciones que indicamos á 
continuación. 


R. O. de 23 enero de 1868, dictando dis- 
posiciones sobre nombramiento de secreta- 
rios de los Juzgados de paz cuyo cargo se 
declara permanente ó incompatible con el 
ejercicio de los de abogado, notario, escriba- 
no y procurador etc. Apéndice I, p. 15. 

R. O. de 16 marzo de 1868 recordando 
el cumplimiento de la de 22 de octubre de 
1862 que establece reglas para perseguir los 
delitos de incendio. Apéndice /, p. 97. 

Ley de 27 marzo de 11168 sobre vagancia. 
— V. Gódigo penal y el decreto de 19 octu- 
bre de 1868. 

R. O. de 30 marzo de 1868 disponiendo 
que deje de llevarse el registro de penados 
que proviene el art. 2.° de la R. I. de 22 de 
octubre de 1848, sustituyéndole con las cer- 
tificaciones de los escribanos extendidas y en- 
cuadernadas en la forma que se expresa. Se 
halla inserto en Apéndice /, p. 115. 

/?. O. de 31 marzo de 1868, regularizando 
ó modificando el sistema actual de vacacio- 
nes de los Tribunales: el Tribunal Supremo 
y los superiores vacan desde el 15 de julio al 
15 de setiembre y los días feriados; los Juz- 
gados de primera instancia solo los dias fe- 
riados etc. Se halla inserto en Apéndice /, 
pág. 114. 

Ley de 1 1 abril de 1868. Aprobó las bases 
para formar y poner en ejecución una ley 
completa y definitiva sobre organización ju- 
dicial y competencia de los Tribunales, su- 
primiendo los fueros de Guerra y Marina y 
extranjería en lo civil, los Juzgados especia- 
les de Hacienda y Tribunales de comercio, 
haciendo nueva división de partidos judicia- 
les y deslindando las atribuciones entre los 
jueces de paz y lo.s de primera instancia. Se 
halla inserta en Apéndice /, p. Í57. 
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Circular de 9 mayo de 1868. 

E» de I Tribanal Supremo de Jnitioia sobre declaración 
de iasolrencia de los reos en las famas crimínale». 
Dice asi: 

(Supremo Tribunal de Justicia.) «En eí 
expediente instruido en e..te Supremo Tri- 
buna! de Justicia para uniformar !a práctica 
observada en las Reales Audiencias en la 
surta nciacion y terminación de los expedien- 
tes declarativos de insolvencia délos reos en 
l,,s causas criminales, y especialmente para 
ver si se logra la sencillez, celeridad y eeo- 
nomía en los procedimiento*; la Sala cíe Go- 
bierno en vista de lo informado por las do 
igual clase de las Audiencias, y <ie confor- 
midad con Jo propuesto por el Ministerio 
fiscal, ha acordado se diga a V. S. para cono- 
cimiento de esa Audiencia lo siguiente: 

Que siendo mas conforme á la naturaleza 
y objeto del juicio criminal, y mas sencillo y 
útil en la práctica que se sustancien y de- 
terminen á un tiempo la causa y el expe- 
diente de insolvencia de los procesados que 
procede de la causa, conviene que se ejecute 
sí siempre que fuere posible, haciendo que 
ecrelaao que sea el embargo de bienes del 
tratado como reo con testimonio de esta 
providencia se forme pieza separada, en la 
cuál por los medios legales establecidos y con 
audiencia del Ministerio fiscal, se justifique 
si los reos son solventes ó insolventes, limi- 
tándose las diligencias en el primer caso á lo 
preciso para que el embargo sea efectivo y 
corriendo en tal estado unida la pieza sepa- 
rada á la causa bajo una cnerda, se remita 
todo en su dia al Tribunal superior para que 
el embargo produzca sus efectos: que cuando 
los reos sean insolventes se declare así er\la 
pieza separada, mandándose en el mismo 
auto que se consulte con el superior cuando 
sea remitida la causa en consulta ó apelación 
de la sentencia definitiva en ella pronunciada, 
y ejecutándose así siempre que no baya obs- 
táculo legal que lo impida, cuidando los 
jueces cuando no sea esto posible de que se 
remita dicha pieza separada de insolvencia 
tan pronto como hayan desaparecido los obs- 
táculos que lo impidieron: y que recibida la 
causa en la Audiencia con la pieza separada, 
siga una sustanciacion sobre lo uno y lo otro, 
exponiendo el fiscal en el fondo y sobre la 
insolvencia, y hacendó declaración la Sala 
sobre la insolvencia en la misma sentencia en 
que falle definitivamente la causa: librándose 
para que tenga efecto la oportuna órden á 
los regentes de las mismas Audiencias.»— Lo 
que comunico etc. — Dios etc. Madrid 9 de 


mayo de 1868. — El Secretario de Gobierno, 
Marcos Cubillo de Mesa. — Sr. Regente de la 
Audiencia de Albacete. 

R. O. de 6 junio de 1868, se dispone el 
destino uue debe darse á las costas no cobra- 
das por los funcionarios que las devengaron. 
Apéndice I, p. 312. 

R. O. de 10 junio de 1868, determinando 
el sitio desde donde deben prestar juramento 
los abogados y todos los funcionarios de la 
administración de justicia. Apéndice /, pá- 
gina 315. 

R. O. de 10 junio de 1868, sobre nombra- 
miento de secretarios de los Juzgados de paz. 
Apéndice /, p. 272. 

ñ , D. de i* junio de 1868, restableciendo * 
varios Juzgados de primera iustancia. Apén- 
dice I. p. í 73 . 

R. Ó. de 12 junto de 1868, se dictan reglas 
para el repartimiento de los negocios y modo 
de hacerle Apéndice /, p. 270. 

Otra R. O. de 12 junio de 1868, dispone 
que en la formación de Salas de vacaciones 
tengan entrada los magistrados suplentes. 
Dice así: 

(Grao, y Just. ) «Hs dado cuenta á la Rei- 
na de las consultas que han dirigido algunas 
Audiencias sobre la formación de las Salas 
de vacaciones. Suprimidos los magistrados 
supernumerarios por el R. D. de 27 de junio 
del año último, y restablecidos los magistra- 
dos suplentes por el de 31 de julio siguiente, 
se ha suscitado duda sobre si los referidos 
suplentes deberán formar <5 no parte de las 
mencionadas salas, según venia practicán- 
dose antes de la creación de los supernume- 
rarios. En su vista, teniendo presente que, 
conforme á la R. O. de 10 de mayo de 1851, 
los magistrados suplentes entraban á formar 
parte de las salas oe vacaciones; y conside- 
rando que habiendo cesado la causa de la 
suspensión de esta medida y restablecido» 
las cosas al estado que lenian cuando se dic- 
tó, debe estimarse comprendida en las que 
califica de vigentes el R, D. de 31 de marzo 
de este ano; ha tenido á bien mandar S. M. 
que en la formación de las salas de vacacio- 
nes tengan entrada los magistrados suplen- 
tes, . según y en los términos que determina 
la Citada R. O. de 10 de mayo de 1951. — De 
Real órden etc. Madrid 12 de junio de 1868. 
[CL. t. 99, p. 889). 

R. O, de 6 agosto de 1868, declarando que 
los magistrados suplentes no pueden des- 
empeñar la presidencia de la Sala. Apén- 
dice f,p. $13. 

Circular del Gobierno Provisional de 10 
octubre de 1868, encargando á los Juzgado* 
y Tribunales el celo en h persecución y cas* 


/ 
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tigo de los- delitos contra la propiedad y se - 1 
guridad Apéndice l,p. 371. 

Decreto de 15 octubre de 1868, encargando 
que se castiguen con todo el rigor de la ley 
¡os delitos de detención arbitraria, allana- 
miento de morada, y todo ataque contra la 
propiedad. Apéndice I,p. 387. 

Decreto de 16 oc'ubre creando en el Tri- 
bunal Supremo de justicia y en todas las 
Audiencias una Sala para conocer en las cues- 
tiones contencioso-administrativas, Apéndi- 
ce 7, p- 388. 

Decreto de 19 octubre de 1868. Se dero- . 
gan las disposiciones de la ley de 27 de mar- ' 
zo del nrsmo año, restableciendo el art. 258 ! 
del Código penal. Apénd. i, p. 399. 

Decreto de 2 noviembre de 1868, refun- 
diendo el Tribuna] ¡de las órdenes en el Su- ■ 
premo de justicia. Apénd. 7, p. 476. 

Decreto de 26 noviembre de 1868. Se re- 
forma la organización del Tribuna! Supremo 
de justicia, constando de tres Salas: asuntos 
de que conoce cada una, número de minis- 
tros para la sustan dación, v,sta y fallo etc. ' 
Apend. I,págs. 562 á 568. 

Decreto de 6 diciembre de 1868. Se su- 
primen los fueros especiales refundiéndolos 
en el ordinario. Apénd. 7, págs. 581 á 590 y 
véanse también los artículos Jurisdicción or- 
dinaria, eClksiásticjV, militar, de Marina, 

DE COMERCIO ETC. 

Decreto de 19 diciembre de 1863, sobre 
estadística judicial, encargando á los jueces 
de primera instancia la reunión de. los datos 
para su formación etc. Apénd. I, p. 621. 

Disposiciones de 1869. 

En lo que va del corriente año de 1869 
son. muy pocas las disposiciones hasta 
ahora publicadas sobre asuntos de justi- 
cia, pero entre ellas deben tenerse muy 
presentes los artículos de la nueva Cons- 
titución que queda inserta en el Apén- 
dice //, págs . 184 á 2(M. 

Considerando la justicia como princi- 
pio mas que como institución indicamos 
en las lineas de entrada á este artículo, 
página 588, lo que dijo de ella con tanta 
verdad el autor del Teatro monárquico 
de España (1). Las palabras de Porto- 

(J) í). Pedro Portoearrero y Guzman, Pa- 
triarca de las Indias, Arzobispo de Tiro etc. No 
confundirle con el Cardenal D. Luis Porto - 
carrero que tanta parte tomó en las intriga i 
Palaciegas del reinado de Carlos II 


carrero , envuelven la detracción mas 
mordaz de lo que ordinariamente sucede 
en las altas esferas del poder, y es difícil 
dar una idea mas perfecta de" lo que es 
la justicia como principio y basta como 
sentimiento, que de la manera que él lo 
hace, pues presenta como de relieve los 
grandes males é inconvenientes que lleva 
consigo el olvido de la moral de parte de 
los gobiernos. Comprendase que la jus- 
ticia es la virtud por excelencia, la base 
de todas las demás virtudes, como dice 
Olbach, y no se estrañará por nadie que 
sea ella el alma de las repúblicas, sin la 
cual, no hay nada estable, ni pueden 
estas vivir en paz. 

La justicia, considerada mas concre- 
tamente, ó como institución, es la pri- 
mera necesidad de los pueblos. Lo jus- 
ticia debe ser ilustrada, severa, recta 
pronta é inflexible ante la ley, porque 
ante ella no hay diferencias de ningún 
género, ni amigos ni enemigos, ni mag- 
nates ni poderosos, mi debe ver mas que 
e¡ derecho y la razón de los que invocan 
su nombre y se acogen á su protección 
augusta.* 

Personificada la justicia en los Tribu- 
nales, ha dicho un ilustrado y celoso 
ministro español, que «el magistrado y 
el juez deben ser impasibles como la ley 
misma; que el poder que ejercen solo le 
tienen por ella; que con ia ley lo pueden 
todo y sin ella no pueden nada; y que 
no son en fin, ni deben ser tampoco, mas 
que sus órganos, seres impasibles de 
cuyos labios salgan única y exactamente 
las disposiciones y basta las palabras 
mismas de la ley sin tergiversación al- 
guna.» 

Otro ministro queriendo presentar á 
las Cortes un proyecto de ley sobre rium- 
bramiento, responsabilidad é inatnovili- 
ciad de los jueces y magistrados, para 
el desenvolvimiento del principio cons- 
titucional, ponderaba también con muy 
elocuentes frases las excelencias de Ja 
institución de la justicia, y decía con 
verdad que «en el trastorno de los esta- 
dos, en las grandes conmociones de la 
sociedad, en las agitaciones y excisiones 
que vienen alguna vez sobre los pueblos. 
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como la última de las calamidades en 
que todas las instituciones se resienten 
ó sucumben, hay una que, como soste- 
nida por una fuerza sobrehumana, resiste 
con mas vigor el embate embravecido de 
las paciones; que sobrevive cuando todo 
perece, que sucumbe la última cuando 
sucumbe todo: la institución de la jus- 
ticia, que como principio es el áncora 
de los estados; comosentimiento, el con 
suelo de la sociedad, y como institución 
la garantía del desvalido contra el pode- 
roso, del débil contra el fuerte, de todos 
los derechos que la ley consagra, así al 
poderoso comoal débil. Hacia ella, añade, 
vuelven sus ojos en las grandes calami- 
dades, y extienden sus manos implorando 
protección y consuelo, primero los opri- 
midos y los débiles y después de ellos, 
como por una justicia providencial, los 
opresores y tos fuerte».,, i ¡Tan magnífica 
y sublime es en efecto la idea de la ins- 
titución de los Tribunales encargados de 
administrar justicia! 

Después de las breves palabras que 
dedicamos á recordar la elevada misión 
de la justicia, que ni un solo momento 
deben perder de vista los Srcs. magistra- 
dos y jueces, cumple á nuestro propósito 
formar el resúmen alfabético del gran 
número de disposiciones contenidas en 
este artículo, para facilitar así su diaria 
consulta. 

Antes, sin embargo, vamos á reprodu- 
cir aquí tres artículos que el autor escri- 
bió en 1850 y 1851 en su Revista délos 
Tribunales , porque pueden ser de utili- 
dad práctica. Es uno sobre la ley de 17 
de abril de 1821, combatiendo des Rea- 
les órdenes en que se daba una violenta 
interpretación á dicha ley, para atribuir 
á la jurisdicción de los Consejos de 
Guerra, el conocimiento de casi todas 
ó todas las causas formadas con arreglo 
á la misma. Es otro sobre si son ó no 
recusables los promotores fiscales, y otro 
sobre si se puede obligar á los testigos á 
que comparezcan á declarar fuera de su 
partido jurisdiccional, ambos á propó- 
sito de dos conflictos ocurridos y cu- 
yas decisiones se insertan. Son los si- 
guientes: 


La ley de 17 abril de 1821. 

Sobre ta Real órden expedida por el Ministerio de 
la Goliernaciüi) en 21 de jolio de 18o), mandando 
que ruando la persecuriui, y captura de los sal- 
teadores do caminos y ladrones od despoblado pro- 
re. le de las autoridades ctiies, so entienda que 
obran por deletactoQ de las militares 1 1). 

La Real orden que es objeto de este 
artículo, da lugar á las mas graves con- 
sideraciones, y aunque parezca extraño 
que hayamos dejado pasar tanto tiempo 
sin comentarla, debemos decir que de 
propósito lo hemos hecho en medio de 
la notable sorpresa que no pudo menos 
de causarnos su simple lectura. Hoy va- 
mos á romper el silencio, y lo sentimos, 
porque, en verdad , no nos es dado de- 
cir sobre este importante asunto cuanto 
quisiéramos y debiéramos. 

Empieza la Real orden citada recor- 
dando la disposición de otra de 2?» de 
mayo, que sabemos ha aado motivo á un 
conflicto entre el comandante general 
de Alava y el juez de primera instancia 
de San Sebastian, conflicto en que han 
mediado ya el capitán genaral del dis- 
trito y la Audiencia territorial, sin ha- 
berse llevado todavía á buen término. 
Por ella se previno que las órdenes é ins- 
trucciones para la persecución y captu- 
ra de los salteadores de caminos y ladro- 
nes en despoblado , se den siempre y di- 
rectamente por la autoridad militar. El 
cómo debe entenderse esta disposición;, 
y si ha venido á causar novedad en nués 
tras leyes de procedimiento, no es cosa 
que debe pasar desapercibida, y mucho 
mas cuando por la R. O. de 21 de julio 
de que nos ocupamos, se lia dado ma- 
yor latitud á lo de 25 de mayo, decla- 
rándose á propuesta del Tribunal Su- 
premo de Guerra y Marina, y de con- 
formidad con el parecer del Consejo de 
Ministros, que en cualquier caso en qvt 
la persecución y captura de los crimina- 
les de aue queda hecha mención , proce- 
da de las autoridudes civiles, se entien- 
da que estas obran por delegación di 
las militares. 

Nosotros hemos querido buscarla ra- 
zón de esta grave medida, adoptada pre- 

(!) Revista rte los Tribunales, 3.* Sórío, *2° 
1851, págs. 6 y 23, 
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cisamente en las circunstancias mas nor- 
males, y solo conseguimos aumentar 
nuestra sorpresa; porque en verdad, ó 
no compredemos bien la tendencia y es- 
píritu de la Real orden en cuestión, ó si 
la comprendemos, choca de frente con 
]a idea que teníamos de lo que es la 
autoridad civil y del carácter que cor- 
responde á la militar, porque siempre 
habíamos creído que la fuerza armada 
es- solo el apoyo de la justicia, c por me- 
jor decir, el apoyo del Gobierno pero 
nunca que fuese el Gobierno mismo... 

Excusando toda consideración en este 
terreno que parece resbaladizo, diremos 
unas cuantas palabras sobro la fuerza 
que debe darse á esta disposición por 
los Tribunales de justicia, en lo relativo 
á la competencia de la jurisdicción ordi- 
naria para conocer de las causas de es- 
tos reos. 

Nuestras leyes siempre severas con los 
bandidos , salteadores de caminos y fa- 
cinerosos, han desaforado á estos en todos 
aquellos casos en que son prendidos por 
partidas de tropa, destinadas á su perse- 
cución cuando hacen resistencia ; pero en 
ninguna se ve que se haya querido privar 
á ia autoridad cjvil de uno de sns princi- 
pales atributos. La 2. a tit. XVII , li- 
bro XII de la Nov. Recop.^e ncarga á 
las justicias que para ia persecución de 
malhechores pidan al capitán general 
respectivo ia tropa necesaria , y no dan- 
do lugar io urgente del caso, recurran á 
la inmediata para que la auxilie como lo 
ejecutará puntualmente. La pragmática 
de 1783 y Ced. de 1784 (ley 3. a , títu- 
lo XVII, lib. XII, Nov. Recop.) contie- 
ne también otras disposiciones análogas, 
siempre partiendo del supuesto de que la 
policía de despoblados para la persecu- 
ción de malhechores, corresponde á las 
autoridades civiles. La R. Insl. de 29 de 
junio de 1784 (ley 5. a , título y libro ci- 
tados), en medio de reconocer, como 
nosotros reconooemos, que es una de 
las principales obligaciones de los capi- 
tanes y comandantes generales conser- 
var el distrito de su mando libre de la- 
drones y facinerosos, encarga que la tro- 
pa destinada á su persecución preste 


pronto auxilio á la justicia Real ordina- 
ria siempre que se (o pida, y respeta en 
su número 9.° el fuero de los reos cuan- 
do no hagan resistencia (1). 

La ley de 17 de abril, que todos sa- 
ben se dio en circunstancias bien críti- 
cas, en que se conjuraba públicamente 
contra el sistema constitucional, hacién- 
dose por tanto mas necesario y justifica- 
ble el rigor que en ella se deja ver, no 
alteró en esta parte lo dispuesto en las 
recopiladas, antes al contrario en su ar- 
tículo 2 o , supone que la autoridad ci- 
vil es competente para dictar órdenes a 
ia Milicia nacional que dependía de olla, 
y requerir á !as autoridades militares 
para que cooperen á ia persecución y 
captura de ios criminales de que trata, 
respetando también el fuero de los reos 
en este último caso cuando no hacían 
resistencia. 

Siempre, pues, ha sido la autoridad 
civil la principalmente encargada de 
mantener, bajo su responsabilidad , el 
orden y sosiego público, siempre ha te- 
nido á su inmediato cuidado la protec- 
ción de las personas y de las propieda- 
des (2), siempre ha podido reclamar y 
ha reclamado de la autoridad militar la 
fuerza armada que ha necesitado para 
llenar cumplidamente los deberes de su 
delicado cargo, y siempre los reos de 
robo en despoblado , aunque formen 
cuadrilla, los bandidos, los salteadores 
y facinerosos, han estado sometidos á la 
jurisdicción ordinaria, aunque fueran 
capturados por ia tropa, cuando esta no 
estaba expresamente destinada á su per- 
secución y no hadan resistencia. 

Ahora bien: ¿se ha hecho novedad en 
esta parte por la R. 0. de 21 de julio 
último ó por la de 2o de mayo , como se 
ha llegado á entender por algunas auto- 
ridades militares , con perjuicio del fue- 
ro de los reos y de ia jurisdicción ordi- 
naria? 

(i) La ley 10, tít. X, libro 12 de la Novísi- 
ma Recopilación, dispone que cuando la tropa 
presto auxilio á la jurisdicción ordinaria ú 
otras, sin haber precedido delegación de jefe de 
aquella, el reo sea juzgado por su respectivo 
juez aunque haya hecho resistencia. 

12) Art. 4 o de la ley de 2 de abril de 1845, 
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Nosotros creemos que no: ñero re- j ordinaria el conocimiento que ja cor- 

^ . , i t Ja .. n rtinrf AC <iAn H akaíva 


servamos para otro artículo la conclu- 
sión de este importante asunto, en el 
que expondremos nuestro parecer, fun- 
dados únicamente en la ley y en la 


razón. 


§• 


En el curso de política constitucional 
de Mr. Benjamín Constant leimos hace 
algún tiempo, y los sucesos nos lo están 
recordando todos los dias, que cuando 
las jurisdicciones militares se extienden 
en un Estado mas de lo justo, es señal 
segura de que en di se sigue un sistema 
ilegal y daplorable. 

En España , por desgracia, hemos te- 
üido constantemente ocasión de obser- 
var hasta dónde es cierto lo que nos 
dice el eminente publicista francés; y 
eso no solo fijándonos en las Rs. Ords. de 
25 de mayo y 21 de julio , á que nues- 
tros Tribunales no deben dar otro valor 


que el que legalmente tengan , sino de- 


responde en ciertos casos , con deroga- 
ción de todo fuero , en las causas contra 
salteadores de caminos y ladrones en des- 
poblado. 

Los perjuicios que estas disposiciones 
pueden ocasionar en la administración 
de la justicia criminal , son inmensos ó 
incalculables, si el señor Ministro del 
ramo no se apresura á reclamar su pron- 
ta derogación de los respectivos minis- 
terios de Guerra y Gobernación. Funda- 
dos en ellas, sabemos ya de algunas au- 
toridades militares que han llegado á 
disputar á los jueces ordinarios el cono- 
cimiento de estas causas , y sabemos 
también, y no era posible otra cosa, que 
¡ estos ilustrados funcionarios, tsn céio- 
j sos é independientes como deben serlo, 

I no pudiendo consentir que se amengüe 
la jurisdicción Rea! ordinaria quedes 
¡ está encomendada, sostienen digniskna- 
: mente su competencia, en justa obser- ■ 
vancia de las leves, sobre las cuales no 


teniéndonos á estudiar la funesta bisto- ; pueden ni deben, en su alta misión, con- 
ria de nuestros estados de sitio con que j sen ** r y reconocer superioridad de nin- 
tantas veces se han hollado impunemen- 8 una clase. , 

te la leves, y estudiando también la fa- i P° r citada ley de 1/ de abril que 
rnosa ley-de 17 de abril de 1821, de cu- secundariamente vino á reasumirlas dis- 
yos autores, solo diremos, debíamos ha- * posiciones de la Novísima sobre proce- 
demos prometido, otra cosa, siquiera en : sa miento de bandidos y malhechores, se 
su carácter de provisional, no fuese como ! estableció una regia fija y terminante sa- 
no era su intención que viniera todavía j ^ re el fuero ó Tribunal por el quedan 
á regir después de treinta años y en cir— ¡ 


cuntancias tan normales corno las que 
atravesamos, 

Mas de -una vez, antes de ahora, apro- 
vechando cuantas ocasiones se nos han 
presentado para decir nuestra opinión 
sobre Tribunales, nos hemos lamentado 
va de ese fatal sistema de concesiones 
que se viene siguiendo de algún tiempo 
acá; pero, francamente, nunca creimos 


de ser juzgados los reos de esta elase, 
regla que no puede menos de observarse 
por todos indistintamente, mientras otra 
ley no venga á derogarla eD toda for- 
ma. f, a jurisdicción militar , en Consejo 
de Guerra ordinario, juzgará, según el 
art. l.° de aquella, á todos los dichos 
reos, sin distinción de clases ni gradua- 
ción, cuando sean aprehendidos por al- 
guna partida de tropa destinada e/rprf- 


ni podíamos figurarnos que la exagera- ¡ emente á su persecución por el Gobierno 
cien de ese sistema se llevase hasta el i. () l tor jefes militares comisionados 
extremo que se ve en las Reales ór- ¡ efecto por la competente autoridad 
denes citadas, donde sin consideración 
alguna á los buenos principios, y sin el 


menor respeto á las leyes y á los mas 
caros intereses del ciudadano honrado, 
se quiere, por medios desusados é indi- 
rectos arrebatar á. la jurisdicción Real 


La jurisdicción ordinaria será la que 
conozca en las mismas causas, cuando. la 
aprehensión se verifique por órdea, re- 
querimiento, ó en auxilio á las autori- 
dades civiles. De modo, que la regla á 
que debemos aieuernos para saber á 


i 
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quién corresponde el conocimiento de 
estos negocios, nace precisamente, y es- 
to es muy notable, de la orden para per- 
seguir y capturar d los reos , con la li- 
mitación , sin embargo, que contiene el 
art. 3.°, el cual somete al Consejo de 
Guerra ordinario á los que con arma 
blanca ó de fuego , ó con cualquier otro 
instrumento ofensivo hicieren resisten- 
cia á la tropa q.ue les aprehendiere, aun- 
que la aprehensión proceda de orden, 
requerimiento ó auxilio prestado á la 
autoridad civil. 

Y es de advertirse, para comprender 
mejor en este particular el espíritu con- 
ciliador de esta ley, tan duramente juz- 
gada por unos, y tan defendida por otros, 
que en su art. 13 somete á la jurisdic- 
ción ordinaria todos los casos no expre- 
sados en ella con derogación de todo 
fuero, procurando en el 4.°, con dispo- 
siciones dignas de todo elogio, precaver 
la resistencia y consiguiente desafuero 
de que habla el art. 3.° Pero su previ- 
sión fue mas allá todavía. En ei art. 5.° 
se expresan uno por uno los casos todos 
en que se entiende haber resistencia, y 
con ello se propuso el legislador apartar 
á los reos las ráenos veces posibles de 
los jueces ordinarios, en que se halla 
mas determinada la responsabilidad , y 
en los cuales debe suponerse mas pru- 
dencia y mas ilustración que en los Con- 
sejos de Guerra , muy buenos sí , para 
llevar el terror y el espanto al seno de 
las familias pacificas y aun de los mis- 
mos criminales si se quiere, pero no pa- 
ra inspirar confianza á los ciudadanos 
honrados y virtuosos, en cuyo favor no 
están demás ni son bastantes ninguna 
de las formalidades y garantías que se 
establecen por la ley para la validez de 
Jos juicios. 

Guando después de meditar detenida- 
mente sobre las disposiciones de esta 
ley, se viene al exámen de las Reales 
órdenes de 25 de mayo y 21 de julio, da- 
das, por cierto, en bien distintas circuns- 
tancias, lo primero que á la imaginación 
se ocurre, es si por ellas ha podido ó no 
haeerse uovedad en las" leyes que deter- 
minan la competencia de los Tribunales 


i y la forma de los procedimientos en cada 
; oaso, que es lo que concluimos pregun- 
| tándorios en el articulo anterior. 

Allí indicamos nuestra opinión nega- 
tiva en el particular, hija de las mas ín- 
j timas convicciones; y en verdad, sea cual- 
¡ quiera ía intención y el objeto Je dichas 
j Reales órdenes, que debemos obedecer 
y acatar siempre en cuanto emanan de 
un poder legitimo, preciso es convenir 
que su fuerza no puede ser superior ni 
alcanzar con mucho á la fuerza de las 
leyes. 

El art. i2 déla Constitución dice que 
la potestad de hacer las leyes reside en 
las Cortes con el Rey. 

El art. 9.°, que ningún español puede 
ser procesado ni sentenciado sino por el 
juez ó Tribunal competente en virtud de 
leyes anteriores al delito y en la forma 
que estas prescriban. 

El 4o, núm. l.°, que correspondo al 
Rey expedir los decretos, reglamentos é 
instrucciones que sean conducentes para 
¿a ejecución de las leyes. 

Y el 67, que las leyes determinarán los 
Tribunales y Juzgados que ha de haber, 
la organización de cada una, sus facul- 
tades, el modo de ejercerlas y las cali- 
dades que han de tener sus individuos. 

Hé aquí, pues, los dogmas ó princi- 
póos constitucionales que, enlazados en- 
tre sí con otros que no necesitamos ci- 
tar, forman comu un muro de bron- 
ce para defender los sagrados derechos 
del ciudadano contra los desmanes del 
poder. 

La ley de i7 de abril tiene expresa- 
mente determinados los casos eo que han 
de conocer los Tribunales militares y los 
de la jurisdicción ordinaria en los deli- 
tos de que se trata , y mientras otra ley 
no la derogue , aquellos están en el de- 
ber de invocar y reclamar su exacto 
cumplimiento, siendo responsables de 
lo contrario. Y no puede ser de otro 

modo. . 

Si la simple orden de un ministro 
ajera bastante para hacer enmudecer las 
leyes, y las leyes que determinan la or- 
ganización y competencia de los Fiibu- 
■ nales y las formalidades de los juicios, 
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de oada servirían entonces los citados 
artículos constitucionales , de nada esa 
decantada división de los poderes públi- 
cos; de nada esas trabas y restricciones 
que la ley fudamental establece para 
evitar el abuso en el ejercicio de los 
mismos; y de nada, por último, toda esa 
independencia con que se ha querido 
revestir á los que tienen á su cargo la 
administración de justicia. 

Necesario es por lo mismo convenir, 
como ya dejamos dicho, en que las Rea- 
les orden. sen cuestión ni han alterado 
ni han podido alterar legaimenie ha- 
blaudo, la regla de competencia esta- 
blecida por la ley de 17 de abril, que 
debe ser religiosamente respetada y cum- 
plida en cuantos casos sea aplicable. 

Y no importa que con tan débiles fun- 
damentos, se provoquen competencias 
por los jefes ó jurisdicciones militares. 
Los Tribunales ordinarios deben siem- 
pre defender la suya con toda la digni- 
dad y entereza que corresponde, sin per- 
mitir ni una sola vez siquiera, que se 
arranque á los ciudadanos de su fuero 
natural, contra lo que previenen los ar- 
tículos constitucionales. Si las leyes han 
de ser una verdad, preciso es que sus 

uardadores sean tan celosos como de- 

en serlo. Bien sabemos que hasta aho- 
ra es solo una promesa la inamovilidad 
judicial; pero también sabemos, y esto 
sea en honra de nuestro país, que la 
magistratura espaüola no ha necesitado 
basta ahora deesa garantía para ser in- 
dependiente. 

Contestada ya, aunque mas ligera- 
mente que quisiéramos, la pregunta con 
que concluirnos nuestro anterior artícu- 
lo, es llegado el momento de que diga- 
mos siquiera dos palabras sobre lo que, 
bajo otro punto de vísta, significa eso de 
que las autot idades civiles obren por de- 
legación de las militares en la persecu- 
ción y captura de salteadores de cami- 
nos y ladrones en despoblado. 

Francamente, podrán engañarnos mu- 
cho nuestras convicciones en la materia, 
pero bien nos atrevemos ó decir que en 
semejante disposición se desconoceu las- 
timosamente ios atributos de la autori- 


dad pública ; porque la autoridad pú- 
blica reside y debe residir sola y exclu- 
sivamente en el Gobierno ó en sus dele- 
gados^ en los Tribunales de justicia (ij, 
y de ninguna manera en la fuerza arma- 
da, que obediente siempre á las órdenes 

3 ue emanan de aquel, ni debe tener el 
erec6o de deliberar, ni obrar nunca 
sino como por delegación ó virtud de 
requirimiento.de las autoridades consti- 
tuidas en la forma que determinen las 
leyes. Precisamente es esto lo contrario 
que se desea y viene á mandarse por las 
órdenes que comentamos ; pero la ver- 
dad es una, y no creemos, que pueda 
concillarse semejante sistema con los 
mas triviales principios de derecho pú- 
blico, que si no se desconocen se aparen- 
la por lo menos desconocer (%). 


(1) La organización interior de nnestra so- 
ciedad política descansa sobre dos bases prin- 
cipales, la Administración y la justicio. Orden 
público, segundad interior, libe tad civil, pro- 
piedad, todo descansa bajo la egida de estas 
dos autoridades, y lo que no están en las atri- 
buciones de.launase coloca necesariamente 
en las de la otra. (Mr. Macarel.) 

(2) Asi decíamos en enero de 18 oí. Cinco 
años después de escrito el ar.lerior artículo se 
dictó al ñn la R. O. de 30 de agosto de 1855 
que dejó sin efecto las de 2o ¿e mayo y 21 do 
julio de 1850, pero entre tanto y después, sea 
dicho en honor del Tribunal Supremo de Jus- 
ticia, todas cuantas competencias se suscitaron 
con motivo de dichas Leales órdenes fueron 
resuellas como la justicia io exigía, contra so 
tenor y con extricta sujeción á la ley de 17 de 
abril de 1821, siendo su fundamento que di- 
chas Leales órdenes no habían derogado la ci- 
tada ley ni pueden derogarse las leyes con 
Reales órdenes, y que según los arls. 2.°, 
3.°, 8.° y 13 de la misma ley solo deben ser 
juzgados militarmente en consejo de guerra or- 
dinario los ladrones en cuadrilla de mas de tras 
aprehendidos por fuerza armada destinada ex- 
presamente ¿ su persecución por el Gobierno 
ó por jefes militares comisionados al efecto, y 
los que con armas ofensivas resistieren á la tro- 
pa aprehensora, quedando, cuando esta obra 
por órden , requirimienlo y en auxilio de las 
autoridades civiles, sujetos dichos reos á la ju- 
risiiiecion ordinaria c n derogación de todo 
fuero, aun cuando la aprehensión se hubiere 
hecho por fuerza armada. (Decisiones de 21 y. 
24 de octubre y 3 de nov ernhre de 1853, 9 de 
onrrn. 22 abril, 22 y 26 junio y 14 de agosto 
de l«5i, 3 de abril, 8 de julio 25 de noviembre 
y 19 de diciembre de Í857.) 
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Promotores fiscales. 

Caso práctico de recusación rio un promotor fiscal, y 

del sustituto nombrado. Dictamen fiscal y resolu- 
ciones (1). 

«Atendida la legislación y jurispru- 
dencia actual no procede la recusación 
de los promotores fiscales en las causas 
de que conocen en virtud de su oficio. 
Puede, sin embargo, ser indispensable 
en algún caso grave y singular que el 
ministerio público se ejerza por persona 
en quien no pueda recaer sospecha de 
parcialidad. En casos semejantes loca pro- 
veer á la necesidad á los señores fiscales 
de S. M., dando cuenta á la superiori- 
dad. Hé aquí en resúmen las reglas que 
han venido á establecerse con ocasión 
de la siguiente causa. 

En Juzgado de primera instancia de 
Brib iesca instruíase procedimiento crimi- 
nal en averiguación del autor ó autores 
de las lesiones inferidas la noche del 10 
de setiembre de 1850 á I). Hermenegil- 
do, D. Casto y Doña Juana Toraya, ve- 
cinos de Oña. Mostráronse estos partes, 
y comunicándoles los autos por trasla- 
do, le evacuaron solicitando la recusa- 
del promotor. Asi se estimó por el juez 
mandando se pusiera inmediatamente 
en conocimiento del fiscal de S. M,, para 
que según sus facultades se sirviese 
nombrar abogado que hiciera en la cau- 
sa las veces de promotor; y el fiscal á 
quien se participó el provehido, nombró 
<con tal carácter al licenciado D. Antonio 
Muñoz. 

Creyendo el promotor fiscal lastimado 
el decoro y dignidad de su cargo y ofen- 
dido su honor con la recusación, y con- 
siderándola además improcedente , no 
solo porque ni las leyes, ni los regla- 
mentos, ni las Ordenanzas de las Au- 
diencias la autorizan, sino también por- 
que las relaciones de amistad alegadas 
como causa por los Torayas eran insufi- 
cientes, pues reducíanse á las puramen- 
te sociales, pedia la revocación de la 
providencia. Hubo de denegársele y 
apeló. 

Eos procesados produciendo iguales 

(i) Revista de les Tribunales, 3. a Série, 
año 18oi, pag. 591. 
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motivos que los invocados por los Tora- 
yas, pretendieron ó su vez la recusación 
del promotor sustituto, ó sea la clon An- 
tonio Muñoz. No obstante, y sin que 
nosotros pensemos averiguar si había ó 
no exactitud en lo que exponían, es lo 
cierto que ni la recusación ni la reposi- 
ción que solicitaron después fue estima- 
da. De estas providencias interpusieron 
en tiempo el recurso de apelación que 
les fue otorgado en ambos efectos. 

La verdadera fisonomía de las cues- 
tiones debatidas en el Juzgado de Bri- 
biesca, queda, pues retratada con la re- 
lación que de ellas acabamos de hacer: 
su índole, su naturaleza y los resultados 
obtenidos en la primera instancia, tam- 
bién quedan expuestos, en cuanto inte- 
resan al objeto que nos proponernos. 
Pasemos ahora á la segunda instancia.— 
Sustanciábanse por separado las cuestio- 
nes de ambos incidentes; en esta forma 
fueron remitidos á la superioridad, y en 
la misma se pasaron al fiscal de S. M. 
Viendo S. S. que los dos versaban so- 
bre una misma cosa, que eu ios dos se 
agitaba la cuestión de si eran ó no recu- 
sables los promotores fiscales, y previen- 
do por otra parte que podía suceder el 
que se fallaren contradictoriamente, re- 
clamó la acumulación y que se sustan- 
ciaran á la par. Reclamó asimismo el 
que se certificara en autos de la comuni- 
cación oficial del fiscal del Tribunal Su- 
premo y de la Real orden expedida so- 
bre el particular de recusación del pro- 
motor fiscal de Bribiesca que exhibía 
originales; y por fin pidió se revocara la 
providencia estirnatoria de la recusación 
sin perjuicio del nombramiento hecho 
en el licenciado D. Antonio Muñoz para 
desempeñar el ministerio público en la 
causa referida, y que se confirmara la en 
que se desestimó la recusación del pro- 
motor interino. 

Como de la comunicación fiscal y de 
la Real orden que eleva á aquella á la 
categoría de soberana disposición, se 
desprenden lógica y naturalmente las 
proposiciones con que damos principio 
á este artículo; como, mejor dicho, ea 
esos documentos se sientan expresa y 
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terminantemente las proposiciones pre- 
citadas, y conto importa muchísimo á 
todos los" que de algún modo intervie- 
nen en los juicios saber su interesante 
contenido, hemos considerado oportuno 
trascribirlas literales, creyendo con ello 
hacer un servicio á los suscritores de la ¡ 
Jievista: Veáraoslas: 

(Fiscalía del tribunal supremo de justi- 
cia.) «Me parece muy cuerda y acertada la 
determinación de hahcr nombrado V. S. un 
fiscal interino haciendo uso de las faculta- 
des que le concede el R. D. de 2 de febrero 
de este año para el seguimiento de la causa 
promovida en el Juzgado de Brihiesca que 
ule refiere V. S. en su comunicación de . 8 
de mayo último. Convengo con Y. S. en la 
opirioíi de que en algún caso grave y singu- 
lar, como por ejemplo el de aquella causa, 
y por las circunstancias (pie V. S. me refie- 
re, puede ser indispensable que la acción 
del ministerio público se ejerza por persona 
en quien no pueda recaer ni sospecha de 
parcialidad en favor de los procesados, y que 
en caso semejantes provean ios fiscales 
de S. M. á la necesidad indicada, usando de 
las facultades que puedan fundarse en las 
disposiciones vigentes y dando cuenta d 
la superioridad. Y convengo igualmente 
con V. S. en que era importante evitar en 
ese procedimiento la ocasión de recursos 
con motivo de recusaciones que las leyes 
no autorizan expresamente, y que pudieran 
ser peligrosas para la buena administración 
de justicia, Eu las disposiciones que hoy ri- 
gen y en las que se han encaminado á orga- 
nizar el ministerio público, no se halla en 
mi concepto establecida ninguna que se re- 
fiera á las recusaciones de que se trata, y no 
uede consentirse por consecuencia que se 
aga uso de la recusación como de un medio 
legal autorizado por las leyes. Mientras que 
estas completauuo la organización de este 
ramo no lleguen á establecer los medios de 
evitar los daños que puedan seguirse para la 
administración de justicia, en los casos ra- 
ros en que procediera la separación de la 
persona encargada en el ejercicio del minis- 
terio público, no puede sacarse el remedio 
de otra parte que de las facultades que están 
concediólas en el órden gradual á los inme- 
diatos superiores en el mismo ministerio. 
Aun considerando la cuestión mas abstracta- 
mente según los principios generales de le- 
gislación y jurisprudencia , no puede con- 
sentirse la recusación respecto de los promo- 
tores fiscales, como la autorizan las leyes 


respecto de los jueces. La índole de uno y 
otro ministerio son muy diversas, y n# pue- 
de perderse de vista que respecto del minia- - 
terio público hay siempre la amovilidad, la 
responsabilidad mas efectiva , la subordina- 
ción á superiores inmediatos, la vigilancia 
ue estos deben ejercer : y que asi como son 
istintas las atribuciones y deberes entre los 
jueces y Gscales, lo son también sus condi- * 
ciones y carácter en la administración de 
justicia. De las observaciones precedentes se 
deduce que mientras las leyes no establezcan « 
disposiciones distintas de las que hoy rigen, 
solo puede procederse de un modo semejan- 
te al que ha producido V. S. en el caso á 
que se refiere, según lo aconsejen la pruden- - 
cía y todas consideraciones que nacen del 
bien del servicio público, sin consentir inno- 
vaciones peligrosas, y no autorizadas por Ja 
legislación ni por la jurisprudencia. — Dio» 
guarde á V. S. muchos años. Madrid 7 de 
junio de 1851. — José María Senes.» 

La Real órden también citada , y que 
se dictó con motivo de la consulta que se 
hizo á S. M. con vista del dictamen del 
señor fiscal del Tribunal Supremo, es la 
siguiente: 

«La Reina se ha enterado de la comunica- 
ción do V. S. del 29 del mes último relativo 
á la recusación de) promotor fiscal de Bri- 
biesca propuesta en la causa que se expresa, 
y al nombramiento que V. S. ha hecho en 
el licenciado D. Antonio Muñoz para desem- 
peñar en ella las funciones del ministerio pú- 
blico. Y conformándose S. M. con el pare- 
cer del fiscal del Supremo Tribuual de Justi- 
cia , lia tenido á bien aprobar ei expresado 
nombramiento, y resolver diga á V. S., com<V 
.la ejecuto, que sin perjuicio de lo que ulte- 
terior y definitivamente se determina en. la 
ley ó leyes constitutivas de cuanto concierne 
á la administración de justicia, se arregle V. S. 
á lo que sede ha prevenido sobre el particu- 
lar por el citado fiscal del Tribunal Supremo. 
—Dios etc. Madrid 23 de junio de 1851 .— ' 
González Romero.» 

Acumulados los dos incidentes, y es- 
timada también la certificación de los 
documentos preinsertos, siguióla sus- 
tanciacion por sus trámites, y se dictó 
por fin Real auto, confirmando con cos- 
tas el del inferior por e’ que se dijo no 
haber lugar á la recusación del promo- 
tor interino ó sustituto, y en lo demás 
mandando estar t á lo ordenado en la Real 
órden precedente.' 
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Vése, pues, á la Sala primera de esta 
Audiencia atemperar y someter su fallo 
á las reglas que se contienen en el ilus- 
trado dictamen del fiscal del Tribunal 
Supremo; y no podia esperarse otra cosa 
de tan dignos magistrados. 

Ellas , además de ser obligatorias 
por el origen de donde emanan , toda 
vez que no están en oposición con las 
leyes, lo son todavía por la filosofía y 
equidad en que abundan. Cumple por 
lo mismo á nuestro propósito decir que 
todas las ideas emitidas por el señor lis- 
cal del Tribunal Supremo, merecen 
nuestra sincera aprobación y elogio, por 
e! tacto delicado y concienzudo con que 
las ha tratado. Ocúrresenos sin embargo 
una pregunta. ¿Será extensivo á los lis- 
cales de S. M. cuanto hemos manifesta- 
do respecto de los promotores? A nos- 
otros nos pareee que esto no ofrece duda 
de ninguna ciase; puesto que la letra de 
la comunicación se halla concebida en 
términos absolutos, reliriéndose siempre 
en general á la acción del ministerio pú- 
Uico, palabras que comprenden desde 
los síndicos hasta el mismo fiscal del Tri- 
bunal Supremo, y puesto que concurre 
además la identidad de razón para con 
todos los que ejercen funciones de esta 
naturaleza. 

Testigos. 

¿Se puede obligar á los testigos á que comparezcan i 
declarar fuera de su paitido jurisdiccional?— Con- 
flicto entre dos Juzgados dictámenes y resolución (1). 

«Siendo muy importante por mas de 
un concepto la cuestión que se indica 
en el epígrafe, debatida entre el Juzgado 
de primera instancia de Burgos y el de 
Lerma, y resuelta al fin por la Excma. 
Audiencia territorial, vamos á ponerla 
en conocimiento de nuestros suscritores, 
deseando que so eviten conflictos de es- 
ta naturaleza, los cuales producen siem- 
pre dilaciones y perjuicios en la admi- 
nistración de justicia , y mucho mas 
cuando ocurren entre jueces de distinto 
territorio. 

El Juzgado de Lerma, en la instruc- 
ción sumaria de una causa criminal, 

(L Revista de los Tribunales, 3. a Serie año 
1851, pág. 628. 

Tomo VIII. 


creyó conveniente y proveyó (8 de oc- 
tubre) que dos presos están uno en la 
cárcel de partido, á su disposición, y 
otro en la de Valladolid á la del Capitán 
general, fuesen reconocidos en rueda de 
presos por varias personas , entre las 
cuales eran algunas ce la jurisdicción del 
partido de Burgos. Librado al efecto el 
oportuno exhorto para que las personas 
que habían de verificar el reconocimien- 
to se presentasen con este objeto ame el 
Excmo. Sr. Capitán general de Vnlla— 
dolid, en el término de diez dias, el Juz- 
gado de Burgos le dio cumplimiento 
mandando hacerle saber á los interesa- 
dos, los cuales ai notificársele contesta- 
ron que en Lerma comparecerían, y al- 
gunos que no lo verificarian en Valla- 
dolid sin que se les abonasen los perjui- 
cios y gastos. 

El Juzgado de Lerma al recibir el ex- 
horto despacho corno va referido, ofició 
de nuevo al de Burgos para que hiciese 
cumplir lo mandado haciendo que se 
presentasen en Valladolid los sugetos 
aludidos: pero oido por este último el 
dictámen del promotor, se contestó aten- 
tamente, de conformidad con el misino, 
que no podia compelerles á que contra 
su voluntad hiciesen tan largo viaje sin 
abonarles anticipadamente los gastos que 
eran consiguientes. Entonces el Juzgado 
exhortante insistiendo en su primer 
proveído, dictó otro (10 de noviembre) 
mandando llevar adelante el reconoci- 
miento acordado en el de 8 de octubre, 
y que se dirigiese nuevo exhorto al se- 
ñor juez de primera instancia de Burgos, 
para que disponga se presenten á verifi- 
carlo sin escusa ni pretesto alguno las 
personas designadas, haciéndole enten- 
der que es indispensable en la causa la 
práctica de la enunciada diligencia, y 
que sufre considerable retraso por su 
falta; que los procesados no tienen bie- 
nes, y que se carece de fondos para abo- 
nar los gastos del viaje, que de no com- 
pelerles á la presentación indicada por 
los medios que están en sus atribuciones 
se verá el Juzgado en la sensible aunque 

inevitable precisión de elevarlo al supe- 
rior conocimiento de S. E. la Audiencia 
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territorial, para que recaiga la responsa- 
bilidad sobre quien corresponda. 

Libróse en efecto el nuevo exhorto 
con inserción del anterior proveído, y 
recibido en el de Burgos se aceptó sin 
perjuicio y se maridé pasase con urgen- 
cia ai promotor tiscal que emitió el si- 
guiente dictamen. 

«El promotor liscal dei Juzgado se ha 
enterado del nuévo exhorto que á V. S. 
se dirige pur el Juzgado de Lerma, in- 
sistiendo en la presentación en el mismo, 
y en la Capitanía general de Valladolid, 
sin escusa de ninguna naturaleza, de las 
personas que en aquel se citan, vecinos 
de Arcos y las Quintanillas , pueblos 
comprendidos en este partido judicial; y 
en su vista dice: Que seria ,uq verdade- 
ro desamparo para los súbditos sobre 
quienes V. Ó. ejerce dignamente juris- 
dicción, si decorosamente no hiciese ver 
al Juzgado exhórtame, que no puede 
obligar V. S. á sus súbditos á empren- 
der un viaje de mas de ocho días, con 
grave perjuicio de sus intereses y íiasta 
de sus vidas, y sin medios de ninguna 
clase con que poderles suministrar el 
Juzgado por faita de fondos. Por precisa 
que sea cual lo es ia diligencia que dicho 
Juzgado exige, está antes la remisión de 
los reos por medio de la Guardia civil á 
la cárcel de esta capital, en donde sin 
tantos inconvenientes podrá practicarse 
el pretendido reconocimiento, toda vez 
que los presuntos reos vendrán con su 
socorro, y los conductores no harán mas 
que cumplir con un deber de su insti- 
tución, al paso que lo que se quiere por 
el Juzgado de Lerma, si á ello se acce- 
diera por V, S,, después de ser en nues- 
tro concepto injusto por las razones 
emitidas, sancionará uu principio terri- 
ble y funesto, cual seria eí dispensar en 
casos como el presente mas garantías al 
criminal que al humado y paeilioo ciu- 
dadano. LB este sentido entiendo este 
ministerio que debe el Juzgado contes- 
tar, con el decoro que le distingue, al 
juez exhortante. V. S. sin embargo apre- 
ciará este dictamen ó acordara como 
siempre lo horád justo. — Burgos y no- 
viembre 14 aüo del sello.» 


Habiéndose proveído y contestado por 
el Juzgado de Burgos, de conformidad 
con el anterior dictamen, el de Lerma 
volvió á insistir en llevar adelante su 
auto de 8 de octubre, pasando una nue- 
va y fue*te comunicación al primero, en 
la cual se contiene el dictamen del pro- 
motor á quien pasó el asunto, y su pro-; 
videncia. 

Hé aquí estos documentos: 

Dictamen. — «El promotor se ha enterado 
del eonléslu de las dos comunicaciones del 
Juzgado de Burgos, en las que se opone 4 
que los vecinos de Arcos pasen a ValladoM 
á reconocer en rueda de presos á Galo 
Cuesta, cuya diligencia está estimada. Esa 
providencia, el Tribunal en cuestión no es 
quien para contrariarla, siquiera sea un ai>- 
surdo, pues carece de facultades para eUo, 
y no está en sus atribuciones propasarse á 
criticarla; pues su deber era el haberla he- 
cho cumplir aun cuando en su juicio sea im- 
procedente. El interés de la justicia es ante 
todo; y cuando media esa consideración nun- 
ca se debe tomar en cuenta el interés indi- 
vidua], que es lo que se quiere hacer preva- 
lecer con perjuicio del retraso de ia causa, 
la que está pendiente de ese reconocimiento, 
que á todo trance es preciso hacer que ten- 
ga efecto, porque está indicado y mandado, 
y porque Galo Cuesta no puede comparecer 
y Jo impiden obstáculos insuperables. Por 
todo lo que, el que suscribe, propone ai Tri- 
bunal que se ponga en conocimiento de la 
Sala la resistencia qué hace el señor juez de 
Burgos, suplicándola que haga bajar órden á 
dicho inferior, para que ejecute lo dispuesto 
por este Juzgado en el particular indicado.» 

Auto. — «Contéstese al Juzgado de prime- 
ra instancia de Burgos cou inserción dei pre- 
cedente dictamen del promotor, manifestán- 
dole no de lugar á que sufra mas retraso esta 
causa por no haber Uecho comparecer ¿ los 
sujetos que en auto de 8 de octubre se mau- 
lló praclicareu el reconocimiento en rueda 
de presos, así eu este Tribunal como en el 
de la Capitanía general de Valladolid. Que á 
este punto lian ido dos vecinos de este pár- 
telo judicial á ejecutar Ja misma diligencia, 
sin iucilitarles recursos de ningún género, 
por uu permitir el estado de Ja cuusa Jairas- 
lacion del reo, según eu repetidas comunica- 
ciones tiene enunciado dicho Excmo. señor 
Capitán geuerai; y que encontrándose en 
igual caso el reo que se halla á disposición 
de este Juzgado, y siendo, muy corta la dis- 
■ lauda de aquí a Arcos y las Quiotanilia», 




donde residan los que lian de verificar ei re- 
conocimiento no hay un motivo razonable 
paraesc'usar su pretensión, máxime cuando 
el no realizarla redunda en detrimento ¡|u la 
pronta y recta administración de justicia, tan 
recomendada en las causas criminales; anun- 
ciándole^ por último, que de no acceder ¡i lo 
que reiteradas veces se Je lia suplicado y en- 
cargado, no podrá menos eJ que provee de 
elevar su infundada resistencia á conoci- 
miento de S. E. la Audiencia territorial.» 

Hasta aquí las contestaciones que me- 
diaron entre tos Juzgados contendientes. 

El.de Burgos ai recibir la última co- 
municación creyó deber poner en cono- 
cimiento de la Exorna. Junta gubernati- 
va de la Audiencia el conflicto en que 
se veia, y así lo hizo. La Junta ovó en el- 
asunto al fiscal de S. M., y conformán- 
dose con su dictamen* mandó ai juez 
' consultante que se atemperase á los 
medios que S. S. proponía en aquel, 
acompañándole copia del mismo, y re- 
solviendo de esta 'manera á su favor ¡a 
contienda que con tanto celo sostuvie- 
ron ambos Juzgados. 

Dictamen del fiscal de S. M.—ccEI íiseai 
de S. M. ha examinado estas diligencias, y 
observa en primer lugar que. la cuestión con- 
tenida en olías pertenece ai ramo contencio- 
so mas bien que al gubernativo; y tanto mas, 
cuanto que el juez de Lerma podrá haber 
dado cuenta á la Sala que recitiió el parte de 
la formación de causa, y ha dado las provi- 
dencias relativas á su continuación. Si el juez 
de Burgos no se hubiera dirigido expresa- 
mente ála Junta, gubernativa, el negocio pa- 
saría á la Sala indicada; pero ha consultado 
directamente á V. E, en un negocio delica- 
do y urgente, en que ni caben dilaciones ni 
seria oportuno el Silencio. Bajo do este aspec- 
to parece preciso contestarles con arreglo a 
los principios sentados en ios arts. 8 y 34 del 
reglamento provisional, y al art. 7.° del de- 
creto do las Cortes de 1 i de setiembre de 
fSvO. Según ellos parece que dictadas en 
juicio providencias tan importantes corno el 
reconocimiento de reos en rueda, deben lle- 
varse á cabo con el menor gravamen posible 
de Jos testigos, combinando hi brevedad y 
exactitud en el cumplimiento de lo mandado 
con la setrurifkd v economía de los que nan 
de ejecutarlo. Si los Juzgados de Lerma ó j 
Burgos tuvieran fondos disponibles para 
aplicarlos á gastos de justicia: si ai menos 
los pudiese V. E. proporcionar, debería abo- 
narse desde iuego á los vecinos de Arcos y 


•as vJuiniantifas ios -gastos- de -viaje y estancia' • 
en Valladotid v Lerma; pero esto no es pesi- . 
ble hoy. Para" acudir al Ministerio de Gracia 
y Justicia conforme ú la l{. o. de í) de marzo 
ultimo, seria preciso formar uu expediente 
en donde se acreditase ía necesidad y el im- 
porte de ios gastos, para lo cual era indis- ’ 
pensadle que ios interésanos lo anticipasen 
presentando en seguida la cuenta 'debida-» 
mente justificada, lal vez no podrán hacerlo 
por carecer de medios, y aun cuando alguno 
tenga posibilidad de anticipar metálico, ni' 
podria garantir los peligros de un viaje de 
seis á ocho dias y mus do veinte y do.-, leguas 
ni subsanar ios perjuicios que un labrador' 
puedo sufrir en tiempo do sementera, por t¡ui 
dilatada ausencia, ni los consiguientes al re- 
traso del abono por las muchas diligencias 
necesarias para que se verifique. El medio 
mas oportuno pura que Jo mandado por e! 
juez do Lerma se cumpla, seria que él remi- 
tiese á la cárcel de esta ciudad, con . las de- 
oídas precauciones y con exhorto bien ins- 
truido, el reo ó reos que deban ser recono- 
cidos, para que esta diligencia tuviese lugar 
ante ei juez de esta capital á donde concur- 
rirían sio violencia, molestia ni perjuicios los 
testigos de Areos y las Quintanillas. que po- 
drían regresar á sus casas eu el -mismo dia, 
y hecho el reconocimiento se volverían los 
reos con las diligencias y las demás precau- 
ciones. Este método no ofrece incoo venien- 
tes, porque haciéndose la conduciou por me- 
dio de las parejas de la Guardia civil que cu- 
bre la carretera de Madrid, no puede rece- 
larse ia fuga m la comunicación de i os pre- 
sos. En cuanto al reo que se halla en Valia— 
dolid, podrá íidoptarse el mismo método di- 
rigiéndose el juez de Lerma al Capitán ge- 
neral ds Castilla ia Vieja propon ico dolé Ja 
remisión, no á dispuso ion de la jurisdicción 
civil ordinario, sino á la del Capitán general 
de Burgos, para que ante él se verificare el 
reconocimiento y se le devolviese por ei 
mismo conduelo con las diligencias, de que 
se remitirá toliuidmo auténtico af Juzgado 
de Lerma. La facilidad de realizar estas con- 
ducciones con ia seguridad y secreto nece- 
sario, va con una escoda t|e| ejército, ya por 
medió do la guardia civil qu • cubre la car- 
r ‘tora de Gisldi-i, y ia conservación de ios 
presos ¡í. disposición del Tribuía! que cono- 
ce de sus causas, persuaden que es. os me- 
dios son asequibles, propios , sonrientes, y 
evitan Leda ciase de perjuicios mi me no o to- 
d.is ¡as indicaciones de preferencia. Así pue- 
de decirse el juez de esU capital para que 
dundo conocimiento id de I/Tioa y a quien 
corresponda, pueda tener emeto lo manda- 
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do y cese la paralización de la causa a que 
estas diligencias se refieren. La juDta, sin 
embargo, resolverá los mas justo. Burgos 
2 de diciembre de 1851. « 

De acuerdo en todo con el ilustra- 
do dictamen anterior del Señor Fiscal 
de esta Audiencia, con el que ya hemos 
dicho antes , se conformó también )3 
Excma. Junta de Gobierno de la misma, 
por eso creemos censurable el proceder 
del Juzgado de Lerma, por mas que en 
su excesivo celo tratase de exigir lo que 
en rigor no nos parece exigible, á no ser 
en casos muy graves y de todo punto in- 
evitables; y eso siempre con prévio abo- 
no de los gastos y perjuicios que son 
consiguientes. Lo contrario seria cier- 
tamente una arbitrariedad, seria come- 
ter un desafuero injustificable, seria ata- 
car en sus cimientos la libertad civil y la 
propiedad del ciudadano, bajo el pretes- 
to de utilidad pública, á cuya sombra se 
amparan tantas veces la iniquidad y la 
injusticia. Nada por lo mismo creemos 
necesario añadir á lo que con tanto 
acierto ha resuelto la Junta gubernativa 
de esta Audiencia conformándose con el 
dictáraen de su fiscal. Diremos, sí, por 
conclusión, que si el Juzgado de Burgos 
se hubiera prestado á las exigencias del 
de Lerma, queriendo obligar á sus ad- 
ministrados á emprender el largo viaje 
que se pretendia y de la manera que se 
hacia, la cuestión de resistencia de parte 
de aquellos, por medio de un escrito de- 
coroso hubiera sido también legítima, y 
á no dudarlo, idéntica también la reso- 
lución en justicia. 


Ministros de Gracia y Justicia. 

Ponemos fin á este artículo dando una 
sencilla lista cronológica de los Minis- 
tros de Gracia y Justicia que ha habido 
en España desde el reinado de Cárlos III 
con ta fecha de su nombramiento, pue - 
algunas veces no dejan de tener impor- 
tancia estas noticias. Aunque omitimos 
la fecha de la cesación es esta, por ór- 
den regular y salvas muy raras escep- 
ciones, la misma del nombramiento del 
sucesor. 


NOMBRES DE LOS 
MINISTROS. 


El Marqués de Campo Vi- 
llar . ... 

D. Manuel Roda.. .... — 

Sr. Conde de Floridablauca 

D. Antonio Porlier 

D Pedro Acuña.. ....... 

D. Eugenio Liaguno. .... 

D. Gaspar Melchor de Jo- 

vellanos. 

D. José Antonio Caballero. 
D Miguel Cayetano Soler. 

D. Sebastian Piñuela 

D. Benito Ramón Hermída 
D. Pedro Ceballos. ...... 

Sr. Marqués de las Hor- 

fflrtZSS» ■■■¡■■4. + + . 114*1 

1). Nicolás Maria Sierra. . 
D. José Antonio Larrum- 

bide 

D Ignacio de la Pezuela. . 
D. Antonio Cano Manuel., 
D. Manuel García Herreros 

D. Pedro Maca naz 

D, Tomás Moyano 

D. Pedro Ceballos (inte- 
nuoj. ■ + * « + * * ■ ■ ■ 

D. José García de León 

y Pizarro 

D. Juan Esteban Lozano 

de Torres 

Sr. Marqués de Mata-Flo- 
rida* * ,. T T ■■■■.+, >■ ■ 
D. Manuel García Herreros 
D. Manuel Encina (habili- 
tado) 

D. Vicente Cano Manuel.. 
1). Nicolás Maria Carel !i. . 
D. Damian de la Santa (ha- 
bilitado) 

D. Feiípe Navarro 

D. José Zorraquin 

D. José María Calatrava. . . 
Sr. D. José García de la 

T orre 

D. Narciso Heredia 

D. Francisco Tadco Calo- 
marde.. 

D. José Cafranga 

D. Francisco Fernandez 

del Pino . 

D. Juan Gualberto Gon- 
zález 

D. Nicolás María Garelly.. 

IX Juan de la Dehesa 

D. Manuel García Herreros 


Fecha de su 
nombramiento. 


H agosto 1759. 
*5 abril 1765. 
3 i agosto 1782. 
<0 julio 1790. 
10 julio 1792. 

22 enero 1794. 

9 doy. 1797. 
24 agosto 1798. 

2 julio 1805. 
19 abril 1808. 

13 oct. 1808. 
15 oct. 1808. 

febr. 1810. 
marzo 1810^ 

19 enero 1811. 
1 i agosto 1811. 

23 junio 1812. 

10 oct. 1M3. 
4 mayo 1814. 
8 nov. 1 844* 

27 enero 1816. 

30 oct. 1816. 

29 enero 1817. 

l.° nov. 1819. 
8 abril 1820. 

2 marzo 1821. 

4 marzo 1821. 

28 febr. 1822. 

23 julio 1822. 

5 agosto 1822* 
2 marzo 1823. 

12 mayo 1823. 

27 mayo 1823. 
2 dic. 1823. 

19 enero 1824. 
l.° oct. 1832. 

29 nov. 1832. 

29 marzo 1833. 

14 enero 1834. 

15 febr. 1835. 

13 junio 1835. 



NOMBRES r>E LOS 
MINISTROS. 


D. Alvaro Gómez Becerra. 
D. Manuel Barrio Ayuso. . 
D. José Lardero Corchado. 

[). Ramón Salvato. - 

D. Joan Antonio Castejon. 

D. Pablo Mala Vjgil 

0. Francisco de Paula Cas- 
tro y Orozco 

D. Domingo Maiía Rtiiz do 

la Vega ,..*..* 

D. Antonio González 

D. Lorenzo Arra'zola 

D. Antonio González 

D. Francisco Agustín Sil- 

vela 

D. Modesto Cortázar 

1). Alvaro Gómez Becerra. 

D. José Alonso 

D. Miguel Antonio de Zu— 

malaCíírregni 

D. Joaquín María López. . 
D. Claudio Antón de Lu- 

znringa.. . 

D. Luis Maynns. ........ 

D. Lorenzo Arrazola 

D. Pedro Egnña, . 

D. Joaquín Díaz Coneja.. . 
D. Juan Bravo Morillo. . . . 
D. Florencio Rodríguez 
Vaamonde. r . 

D. Florencio García Go- 

ycrü. . ¿ i . r * . i. .i ! ■ ¡i _ * r 

D. Lorenzo Arrazola.* . . . 

D José Man rosa 

D. Lorenzo Arrazola*. . . . 
i D. Ventura González Ro- 
mero. . 

D. Federico Valiey. ..... 

D. Pablo Gobnntes, * **** 
D. José de Castro y Orozco 
D Jacinto Félix Domenech 

(interino) 

B. Pedro Gómez de la 

Serna. 

D. José Alonso 

D. Joaquín Aguirre. ..... 

B. Manuel Fuente Andrés 

D. José Arias Cria 

B. Claudio Antón de Luzu- 
riaga. .......*.*.***. 

B. Cirilo Alvaro/. ... 

D. Manuel Seijas Lozano.. 
D. Joaquín José Casaos. . . 
D. José Fernandez de la 
Hoz 
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Fecha de su 
nombramiento. 


2 <8 

set. 

1835. 

11! 

mayo 

1836. 

14 

agosto 1836. 

18 agosto 1837. 


1 oct. 

1837. 

4 

oct. 

1837. 

16 

dic. 

1837. 

6 

set. 

1838. 

6 

dic. 

1 838. 

9 

(lie. 

1838. 

20 

julio 

1840. 

12 agosto 1840. 

29 agosto 1840. 

3 

oct. 

1840. 

21 

mayo 

1841. 

27 

junio 

1842. 

9 

mayo 

1843. 

24 

nov. 

1843. 

5 

dic. 

1843. 

13 

febr. 

1846. 

16 marzo 

1846. 

12 

abril 

1846. 

28 

enero 

1847. 

28 marzo 1847. 

3 

set. 

1847. 

4 

oct. 

1847. 

19 

oct. 

1849. 

20 

oct. 

1849. 

14 

enero 

1851. 

14 

dic. 

1852. 

14 

abril 

1853. 

19 

set. 

1853. 

18 

enero 1854. 

18 

julio 

1854. 

30 

julio 

1854, 

29 

nov. 

1854. 

6 

junio 

1855. 

15 

enero 

1856. 

14 julio 

1856. 

7 agosto 1856. 

12 

oct, 

1856. 

25 

oct. 

1857. 

14 

enero 

1858. 


D. Santiago Fernandez Ne- 
gro te ........ . ....... 

D. Nicomedes Pastor Díaz 
D. Pedro Nolasco Aurioles 
D. Rafael Monares Cebrian 

D. Fernando Alvarez 

D. Luis Mayans 

D. Lorenzo Arrazola 

D. Fernando Calderón Ro- 
llan les 

D. Lorenzo Arrazola 

D. Joaquín de Roncali. . . 
D. Carlos María Coronado 
D. Antonio Romero (Miz. 
D. Cristóbal Martin Her- 
rera 

D. Manuel Rui?. Zorrilla.. 


30 junio 1858. 
17 enero 1863. 
9 febr. 1863. 
3 marzo 1863. 

17 enero 1864. 
\ marzo 1864. 
16 set. 1864. 

21 junio 1865, 
10 julio 1866. 
27 junio 1867. 
15 junio 1868. 
8 oct. 1868. 

18 junio 1869. 
13 julio 1869. 


Sumario «leí artículo Justicia (1). 

Abogados. Además de las disposiciones in- 
sertasen su artículo especial tomo I, pági- 
nas 42 á 68, consúltense en Justicia, los 
arts. 189 á 201 y 2 7 de las Ordzas. de 
las Audiencias, el 57 á 59 del Reg. de los 
Juzgados de l.° de mayo de 1844, el 19 
del Reg. provisional, la R. O. de 22 de 
junio que dispensa á los abogados de fijar 
sus honorarios al pié de los escritos, la de 
5 de mayo de 1863, sobre que no perci- 
ban honorarios los nombrados de oficio, 
cuando se declaran las costas de oficio, y 
la de 9 de agosto de 1867, sobre que res- 
pondan de los autos ó procesos cuando no 
residan en la cabeza de partido. 

Abogados fiscales. Cualidades de los nom- 
brados etc.; R. O. de l.°mayo de 18 44; 
art. 7.° R. I). 7 marzo de 1851; R. O. de 
15 enero de 1853; R. D. 9 abril de 1858; 
R. D. 12 de junio de 1863, y art. 8.° del 
de 13 diciembre de 1867. (V. Agentes 
fiscales: Ministerio fiscal etc.) 

Abstención de oficio en los negocios, sin re- 


(1) En este sumario usamos las abreviatu- 
ras é. indicaciones siguientes: R, P. quese leerá 
Reglamento Provisional de 26 de setiembre de 
183o: R. del T. S. que dice Reglamento del Tri- 
bunal Supremo de Justicia de 17 de octubre de 
1835: Ordzas. que debe leerse, Ordenanzas de 
las Audiencias de 19 diciembre de 1835; R. D., 
que dice Real decreto; y R. O. que se leerá Real 


s referencias á otras palabras del mismo 
riu van indicadas con el mismo tipo 6 ca- 
r de letra, y entre parei tesis, v. gr.. en 
ados fiscales. (V. Ministerio fiscal), y las 
ie hacen á artículos especiales de la obra 


des. V. Faltas. 
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Clisaron art. 
Trib. Sup., y 


79. R. P. ; art. 11, R. 'le! 
circular de 9 de setiembre 


de 1*9)2. 

Ánpn*("*,ile nimios. No tienen intervención 
p.^,,1 ^ii (os judiciales: R. del T. S. ar- 
tículo 104. 

A yentcs fiscales. Así se llamaban por las Or- 
iíi*fi;>r»zas ihi las Audiencias Caris. 94 á 9-7) 
V r,,r ,-! R. de! T. S. Caris. 42 á 46) los 
que boy se ll enan abogados fiscales. (Véa- 
se Ministerio fiscal.) 

Alarife (ó revista semanal de causas) artícu- 
los 3t y 1 13 Ordenanzas. 

Alcaides tic las cárceles Debe haber uno en 
cada cárcel: libros que deben llevar, s\y 
esiredios deberes, arancel etc. etc..; Or- 
denanzas arts. 177 á i 88 y 227. — Sus 
obligaciones, responsabilidad etc,: Regla- 


mente de 1/' mayo de 1844, arts. 67 á 72. 
V. el artículo Alcaides oE cauceles to- 
mo I, [>. 338. 

Alcaldes y Tenientes de Alcaldes como jue- 
ces ordinarios, R. P arts. 31 á 35.— Sus 
relaciones con Iqs jueces de 1. a instancia 
etc.; Reg. de t,° mayo de 1844, arts. 103 
á 108. NéanSe los artículos Alcaldes, Fal- 
tas, íuicjós de faltas. 

Alguaciles: do.', los Juzgados’; Reg. l.° mayo 
de 13 tí, arfsíi 73 a. 78, y Rs. Onls. de 19 
febrero de) 1 868, i#,’ Octubre" dé 1849 y 14 
febrero de 1850, 

— De las Audiencias:' sn número y obliga- 
ciones; Urdzas. arts. 175, 176 y .-27 

—Reí T. S.; art. 97 ele su reglamento. 

—Ver los Articules Alguaciles y Arance- 


les JUDICIALES. 


Antecedentes penales. Que se reúnan en ca- 
da Juzgado en la escribanía mas antigua; 
U. O. de 7 noviembre de 1865. (V. Regis- 
tro de penados.) 

Antigüedad y precedencia: R 0. de 17 julio 
de I8")9, 9 itovioinbre.de 1813, 5 enero de 
1844, 10 setiembre de 1847, 31 enero y 
12 diciembre de 1851,23 noviembre de 


1859; art, 2.° R. D. de 9 octubre de 1865; 
art. 11 y 13 ai 17 K. 1). de 13 diciembre 


de 1867. 

Apertura de los Tribunales ; art. 12 Orde- 
uanzas de las Audiencias y 21 del R. del 
T S. id. R. O. de 17 setiembre y 12 di- 
ciembre do 1843; 19 diciembre de 1855 y 
5 diciembre de 1856.— Id. .R. D. de 31 
marzo de 1868, inserto en el Apéndice I. 

.... 

Aranceles judiciales : consúltese el articulo 
especial pn él t. I; v en este los nfls. 3.°, 
41 y .52 dél R. P. — Sobre los derechos de 

■ |<?s pregoneros la R. O. de 13 abril de 1863. 

Archivos de las Audiencias: R. D. de 10 di 


ciembre de 1843; véase el artículo Abchi- 
yos en el 1. 1. 

Asesores: Se requiere la edad de 25 años- 
R. O. de 6 abril de 1846. V. Asesores. 
Audiencias territoriales: Creación d e | as ac . 
tuales y designación del territorio de cada 
una; R. D. de 26 enero del&& )t y Orde- 
nanzas de 1 835. — Facultades Je las Au- 
diencias etc.; {cap. ÍV del RVjq, 56 
a 89. . ' ¡, : v 

— Su territorio, residencia" y facultada* nú- 
mero de magistrados y de Salas, trata- 
miento, precedencia etc.; Ordizafc, artí- 
culos 1.» á 6.° ' ' , . 

—Puntual asistencia diaria de los magistra- 
dos y subalternos, obligaciones é incom- 
patibilidad, arts. T.° á 11 de id. ,. j 
— Compostura y decoro con que deben es- 
tar en la Sala, atención á los negocios, á 
los abogados^etc.;: Ordzas*, art. 18.. 
—Horas de despacho; R. P., art. 63; Or- 
denanzas, arts. 7.° y 83, R. D. de 3 ene- 
ro de 1839. 

— Sobre el nombramiento y consideración 
del cargo de presidente de Sala del T. S. 
de J. y de las Audiencias; R. D. de 9 di- 
ciembre de 1843, 5 de enero de 1844. 

— No se extralimiten de sus funciones; Real 
orden de 20 octubre de 1851. 

— No asistan en cuerpo á acto alguno euya 
precedencia toque á otra autoridad ; Real 
Orden de 2 noviembre de 1853. 

— Sus deberes cuando Ja tranquilidad pú- 
blica se vea alterada; R. O. de 23 noviem- 
bre de 1855. (V. Magistrados, etc,) ■: 
Auditores de guerra: 'Su adscripción como 
magistrados; R. O. de 19 enero de 185¡3. 
V. Auditor de Guerra: JuRiSDifiCHijR 

militar. ■ ■ 1 

Auto ordinario y firmas: R. P.,.apt. 44. /: 
Autos para mejor proveer: (En lo crimi- 
nal); R, P.,. regla 12 del art. 51 . •<— En lo 
civil véase el art. 48 de la Ley de Epjui- 
ciamiento en Procedimientos civiles. 
Autorización. V. Autorización para proce- 
sar. Hoy no es necesario este requisito 
según e¡ art. 30 de la Constitución de 
1869, — Deben sin embargo llenarse algu- 
nos requisitos; R. O. dé 27 febrero de 
1840 y 25 octubre de 1844. , - ■ 

Bastanteo {Sello de): R. O. de 23 wuto 
de 1851. . .. • , 

Bulas , bréesete ; R. P., atribuciones 4.* J 
1 1 del art. 90, y art. 95. 
Cancilleres-registradores : Requisitos, pM® 
serlo y sus obligaciones y funciones {/(Or- 
denanzas, arts. 146 á 153 y 227; 
mentó del T. S., arts. 79 á 83. , { . 

Canciller de contenciones : suprimido^ * a 
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Corona de Aragón; R. D. de 31 octubre 
de 1835. 

Cortos ejecutorias : Lo que deben contener: 
R. D. de 5 de enero de 1844, art. 8.° 
(V. Provisiones.) 

Categorías: de la magistratura ; art 5. n del 
R. D. de 7 marzo de 1851; 14 enero de 
1853; R. D. de 9 octubre de 1805; l.° 
marzo de 1807; 13 diciembre id. 

—De los jueces: art. 6.°, R. D. de 7 marzo 
de 1851 ; l.° marzo de 1867; 13 diciem- 
bre id . 

—Del ministerio fiscal : arts. 7.° y 8.° del 
R. D. de 7 marzo de 1851; l.° al'lo, Real 
decreto de í) abril de 1858; R. D. de 9 
octubre de 1865; l.° marzo de 1867, y 13 
diciembre id., art. 3.° 

— De ministros del Tribunal de las órdenes; 
14 marzo de 1851; 9 octubre de 1865, 
Rs. Ords l.° marzo y 13 diciembre 1867. 

— Del secretario del T. S., 26 marzo y 20 
junio de 1858, y art. 2.° II . D. de 13 di- 
ciembre de 1867. 

— De los secretarios de la Audiencia de 
Madrid y de las restantes ; párrafos 6.° y 
7.°; art. 2.°, R. D. 13 diciembre de 1867. 

— Del subsecretario de G. y J. oficiales, au- 
xiliares, etc.: R. D. 13 diciembre de 1867. 

— De los relatores: R. O. de 22 diciembre 
de 1853, y párrafo 7.® art. 2.° del Real 
decreto de 13 diciembre de 1867. 

— De los jueces y promotores de los Juzga* 
dos suprimidos; R, D. de 27 junio de 1867. 

Citas, careos y otras diligencias: R. P. re- 
gla 3. a del art. 51; art. 8.° D. de 11 se- 
tiembre de 1820; ley de 17 de abril de 
1821, art. 11.— Y. Citación: Compare- 
cencia. * 

Comisiones militares : Son en épocas nor- 
males incompatibles con la Constitución; 
R. O. de 19 enero de 1837; art. H de la 
Constitución de 1869. 

Competencias de jurisdicción: R. P. artícu- 
lo 58, facultad 5. a ; id. 13 del art. 90; Ins- 
trucción de 19 abril de 1813; R. O. de 22 
julio de 1820; art. 14 ley de 17 abril de 
1821; R. O. de 22 julio de 1852; 17 enero 
y 13 noviembre de 1857. V. Competen- 
cias. , 

Constitución de 1812: se declaran en vigor 
como leyes las disposiciones del tít. V, ley 
de 7-16 setiembre de 1837. ( V. Constitu- 
ción política, t. IY, y la de 1869 en el 
Apéndice II. 

Costas : tasaciones de derechos; Ordenanzas, 
art 86, párrafo 2.° y R. 0. de 13 julio de 
1845, 5 mayo do 1863 y 6 junio de 1368. 

Declaraciones judiciales: (V. Procedimiento 
penal.) 
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—De aforados: R. O de 6 abril de 1834 

. y l.° febrero de 1846. 

— De eclesiásticos; R. O. de 21 febrero de 
1832; R. O. de 7 febrero de 1863, y 20 
abril id. 

Defensa: No debe coartarse ¡í los procesados: 
R. P. art. 12. 

Degradación: R. O. de 23 mayo de 1863. 

Demandas : Requisitos para su admisión: 
R. P. arts. 47, 45. V Procedimientos ci- 
viles. 

Desertores: Su desafuero: D. de 11 setiem- 
bre de 1820, art. 4.° y 5.° 

Despachos: (Y. Exhortes.) 

Dias feriados: (Y. Vacaciones.) 

Dictámenes fiscales: Lo que deben ser; Real 
orden de 14 agosto de 1867, (V, Ministe- 
rio fiscal.) 

Discordias: como se dirimen etc.; Ordenan- 
zas, arts. 40 á 44; R. del T. S. } art. 12, 
Y. Procedimientos civiles. 

Disposiciones oficiales: Se las de cumpli- 
miento sin mas que su inserción en la Ga- 
ceta-, R. O. de 5 setiembre de 1848.— No 
se dé parte de haberlas visto insertas en 
la Gaceta ; R. 0. de 8 octubre de 1851. 

Dudas de ley: Lo que deben hacer las Au- 
diencias cuando ocurran: R. P art, 86; 
atrib. 14 de! art. 90. 

Eclesiásticos (enjuiciamiento de): R, O. de 
10 agosto de 1815; R. D. de 17 octubre 
de 1835. Y. Jurisdicción eclesiástica. 

Ejecución de la pena capital: R, O, de 10 
enero de 1839 y 23 de mayo 1 8 46. Sobre 
sueldo cuando salen los ejecutores; ley de 
l.° agosto de 1842. regla 5. a , y ley de 
23 mayo de 1845. 

Elecciones: conducía de los funcionarios ju- 
diciales; R. O. de 8 junio de 1839; arl. 21 
R. D, de 7 marzo de 1 Q 51 ; R. O. de 12 
marzo id.; R. O. de 8 setiembre de 1863; 
17 octubre de 1864 y otras 

Enjuiciamiento: Deben observarse exacta- 
mente los trámites judiciales etc., R. D. de 
21 marzo de 1834; Reglamento provisional 
arts. 4.°, 48, 65. 

Escribanos de los Juzgados: Su número y 
obligaciones; Reg. de 1. a rnavo de 1844, 
arl 17 á 42 á 57, y R. 0. de 31 marzo 
r j c j s ÍO , — Pase á otros Juzgados los de los 
suprimidos: R. D. de 27 junio de 1867. 
V. Escribanos. 

Escribanos de Cámara (de las Au 'i encías): 
sobre su minero, requisitos para ser- 
io. nombramientos, obligaciones y dere- 
chos, cíe ; Grites. arls. 123 á l ío, y 227. 
_ S dire el artículo 133 do las Ordzs.; 
R O. de 14 abril de (863 — Cesación de 
sueldos; lev de 23 mayo de 11545.— Sobre 
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uso del birrete en Jas Salas; R. O. de 29 

abril de 1838. . 

¿ e l x s sobre su numero, nombramien- 
tos, obligaciones y funciones, etc.; R. del 
T. S. arts. 66 á 78. 

Estadística: R. O. de 30 setiembre 1845; y 
R. D. de 5 diciembre de 1855. — Se crea 
en el Ministerio de Gracia y Justicia una 
sección de estadística; R. D. de 8 julio de 
1859. — Se amplia á los negocios civiles, 
y reglamento para la formación de la es- 
tadística; R. D. de 1 ,° de febrero de 1861; 
R. D. de 3 julio de 1863; R. O. de 20 se- 
tiembre de 1863; R. O. de 20 enero de 
1866. id. decreto 19 diciembre de 1868. 

Estados de sitio: las Audiencias y las Capita- 
nías generales: atribuciones; R. O. de 14 
abril de 5849. V. Estados de sitio. 

Exhortas : despachos, etc., sobre asuntos 
criminales; su pronto despacho: decreto 
de 11 setiembre de 1820, art. 7. 

— Forma de las comunicaciones para en- 
tenderse los jueces con otras autorida- 
des, etc.; R. de l.° mayo de 1844, artícu- 
los 18 á 25. 

— á las Secretarías del despacho; R. O. de 
30 setiembre de 1848. 

Expolios de prelados: R. P. atribución 4. a 
del artículo 90 . Y. Expolios. 

Fianza de calumnia: R. P. regla 1. a del ar- 
tículo 73. 

Fiscales : circunstancias y requisitos esta- 
blecidos para ser nombrado fiscal; Real 
decreto ue 29 diciembre de 1838, arts. 9 
y 10 y 18; R. D. de 7 marzo de 1851, 
art. 3.*; R. D. de 28 noviembre de 1856; 
R. D. de 13 diciembre de 1867, art. 8.* 

Gaceta : (V. Disposiciones oficiales.) 

Guardia civil. Notas que deben pasarla los 
jueces y promotores; R. O- de 3 julio de 
1863. V. Guardia civil. 

Habilitados de los Juzgados, Audiencias y 
T. S.: R. O. de 26 junio de 1851. 

Hacienda : Los fiscales en los negocios de 
interés del Estado : causas de Hacienda, 
pleitos de señoríos, mostrencos, etc. ; Re- 

Í {lamento provisional arts. 101 y 104* Rea- 
es decretos de 26 enero y 6 noviembre de 
1844; 4 setiembre de 1849; Circ. de 12 
diciembre de 1860, y art. 17 del R. D. 
de 9 abril de 1858. V. Hacienda.* pública 
(contencioso de.) 

Honores de la toga: R. D. de 29 diciembre 
de 1838, arts. 14 y 15; R. D. de 19 se- 
tiembre de 1845; R. D. de 7 marzo de 
1851; R. D. do 23 diciembre de 1851; ar- 
tículo 4.° R. D. de 9 octubre de 1865; 
R. D. de 13 diciembre de 1867, art. 12. 
Jnamovilidad judicial: R. D. de 29 diciem- 


bre de 1838, arts. 18 y 17 ; y R. D. de 16 
octubre de 1840. 

Incendios : Sobre la eficaz persecución de 
estos delitos; Rs. Ords. de 22 octubre de 
1862, 8 abril de 1863 y 16 marzo de 1868 

Incompatibilidad de cargos judiciales con 
otros: R. P., art. l.°; R. del T.S., art. 24 
— Los pleitos de los magistrados v sus alle- 
gados no se sigan en sus Salas; Ley de 29 
junio de 1866. 

Incomunicación de presos : R. P M art 7.°- 
Ordzas., art. 187. — V. Código penal. 

Indultos: Conducto para hacer las solicitu- 
des, R. O. de 28 febrero de 1838, re- 
gla 8. a — V. Indultos. 

Información en derecho. R. P., art: 80. 

Informes: R. P., art. 53. — Responsabilidad 
si no se evacúan oportunamente... R. O. 
de 11 enero de 1836; Id. Rs. Ords. 17- 
24 abril de 1838. 

Insignias y distintivos de los funcionarios 
dei órden judicial y ministerio fiscal: Con- 
súltense las Rs. Ords. de 28 noviembre 
y 3 diciembre de 1835; R. D. de 29 agos- 
to de 1843; R. 0. de 14 noviembre de 
1853; Rs. Ords. de 16 diciembre de 1867, 
y 9 enero de 1854, 30 junio de 1868. 

Inspección judicial, R. P.;art. 58, facultad 
9.*, art. 59, atribución 1.* del art. 90, ar- 
tículo 92; R. D. de 5 enero de 1844, ar- 
tículo 2.°, pdr. 10; id. art. 3.® 

— Autorizando al fiscal del T. S. para pe- 
dir á las Audiencias causas fenecidas; R. D. 
de 14 noviembre de 1851. 

— Autorizando al presidente del T. S., yá 
los regentes , para pedir pleitos y causas 
fenecidas; R. O.^Je 30 enero de 1852, Real 
decreto de 9 abril de 1858; Id. de 2 mayo; 
Id. de 8 de julio de 1 859. 

Interdictos de amparo ó de despojo. Regla- 
mento Provisional arts. 44 y 49— -Decla- 
rándole improcedente contra las provi- 
dencias administrativas; R. O. de 8 mayo 
de 1839. 

Jerarquía judicial No pueden los funciona- 
rios usar título ó tratamiento que no dis- 
frute ni superior; R. O. de 23 febrero 
de 1848. Véase el R. D. de 13 diciembre 
de 1867 y las disposiciones citadas en Cate- 
gorías, 

Jueces de primera instancia. (Y. Juzgados.) 

Jueces y Juzgados de paz; R. P. arts. 21 
á 35. — Su creación, requisitos para ser- 
lo etc.; R. D. de 22 octubre de 1855; 
R. O. de 12 noviembre; id. de 28 noviem- 
bre de 1856, 26 diciembre, 19 febrero de 
1857, 13 y 19 marzo, 16 abril, 31 maro, 
y 25 junio; R. D. de 22 octubre de 1858; 
20 noviembre, id., 24 abril de 4861, 13 ju- 
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lio de 1861, 16 octubre de 1861, 18 marzo 
de 1863; R. D.de 14 octubre de 1864; Real 
órden 21 julio de 1865. 

—Sobre que se Ies provea de local donde 
ejercer sus funciones; R. O. 27 noviembre 
1865. 

—Se declara incompatible el carpo con el 
de diputado provincial; R. O. de 27 julio 
de 1867. 

Juicios de reversión é incorporación á la co- 
rona: atribución -4. a , art. 90, R. P. 

— De tanteo d8 oficios y jurisdicciones; atri- 
bución 4. a del art. 90, R. P. 

Juntas gubernativas de los Tribunales : Su 
creación organización y atribuciones; 
R. D. de 5 enero de 1 844, 9 enero id. 

— Supresión de las Jimias do gobierno 
en el Tribunal Supremo y Audiencias 
R. D. de 9 setiembre de 1854. — Se resta- 
blecen; R. D. 28 noviembre de 1856. 
—Los regentes sustancien los expedientes 
gubernativos ó informativos; R. O. de 22 
enero do 1866. 

—De Tribunal pleno; voto del fiscal. Real 
órden de 29 abril de 1848. 

Juramento de funcionarios...; Ordzas., ar- 
tículos 6 4 á 70; R. O. de 16 julio de 1 ÍÍ4 9 y 
R. O. de 10 junio de 1868. (V. Posesión.) 
Jurisdicción. Véanse los artículos especia- 
les, págs 568 á 587. 

Jurisdicción disciplinaria • R. P. art. 59; 
Ordzas., art. 227; Reg. de l.° mayo de 
1844, arts. 92 y 107 á 1 10. — En el minis- 
terio fiscal, arts. 17 y 20 R. D. de 9 abril 
de 1358; 9 julio de 1864. 

Juzgados y jueces de primera instancia. 
Circunstancias que deben reunir; R. D. de 
29 diciembre de 1838, arts, 4 ° á 6.° y 18; 
R. D. de 7 marzo de 1851 , art. 2.°; Real 
decreto de 28 noviembre de 1856; id. de 
13 diciembre de 1867, arts. 6.° y 7.° 
—Deben ser tratados con decoro y consi- 
deración por sus superiores; R. P. articu- 
le 20; id. art. 59; atribuciones, arts. 36 á 
55 y 59. 

—Puedan trasladar su domicilio á pueblo 
seguro, cuando no lo sea el de su residen- 
cia; R. O. de 31 agosto de 1838. 

—Sobre antigüedad y precedencia; Reales 
decretos de 5 enero de 1844 y de 9 no- 
viembre de 1843. 

—Reglamento de los Juzgados de primera 
instancia de la Península é islas adyacen- 
tes; 1 ,° mayo de 1844. 

—Su autoridad, art. l.°: su sustitución, 
art. 7.*: salidas á pueblos del Juzgado, ar- 
tículos 8.° y 9.°: licencias para ausentarse 
art. 10 y sigs. 

— Distritos para lo criminal en donde hay 


i mas de un Juzgado; Reg. de i.° mayo da 
1844, art. 15. 

k —Sus Audiencias, despacho ordinario, vis- 
i tas etc.; Reg. de l.° mayo de 1844, artícu- 
1 los 79 á 92. 

—Sobre sustitución; R. O. de 19 mayo de 

i844. ; 

—Locales para la Administración de justi- 
cia y cárceles; R. O. de 12 octubre de 
1844. 

—Sobre provisión de interinidades de los 
Juzgados; R. O. de 19 mayo de 1844, 1 ° 
junio de 1845. 

! — Sobre provisión de interinidades etc.; 
1 R. D. de 5 enero de 1844, art. 2 .° 

—Ley de 23 mayo de 1845; R. O. de 30 ju- 
nio de 1846; id. 26 noviembre de 1844. 

—Cómo deben nombrarse; sueldos etc.; 
R. O. de 9 enero de 1852, y 18 octubre 
¡ de id.; R. 1). de 26 agosto de 1854. 

— Los separados etc., no pueden funcionar 
desde su cesantía; R. O. de 26 abril de 
1844, 8 marzo de 1850. 

— En los pueblos donde haya mas de dos 
Juzgados formen cuerpo los jueces y pro- 
motores etc.; R. O. de 28 setiembre de 

1849. 

— Forma de los anuncios ó edictos para 
los periódicos oficiales; R. 0. de 7 noviem- 
bre de 1849. 

■ — Correspondencia de los jueces con los 
Gobernadores; R. O. de 26 febrero de 

1850. 

—Sobre distritos para lo criminal en los 
pueblos donde baya mas de un Juzgado; 
R. O. de '1 enero de 1851 . 

—Sobre guardia nocturna en donde haya 
inas de un Juzgado; R. O. de 29 diciembre 
de 1857. 

— Sueldo de los jueces y promotores; Real 
órden de 27 diciembre de 1851. 

' — Suprimiendo varios y rebajando la cate- 
goría de otros; R. D. de 27 junio de 1867; 
Ídem R. O. de 6 julio. 

Juzgados privativos; R. P. arts. 36 y 37.— 
V. Jurisdicción ordinaria. 

Libro reservado de acordadas; art. 20. Or- 
denanzas. (V. Registros.) 

Licencias á presidente, ministros, fiscales y 
subalternos del T. S.; arts. 23 y 29 de su 
Reglamento; R. 0. de 39 mayo de 1845. 

— A ministros y subalternos de las Audien- 
cias; Ordzas., art. 76; R. O. de 30 mayo 
de 1845. 

— A jueces de primera instancia, art, 8. y 
10 á 14 Reg. de l.° mayo de 1844; 19 
mayo de 1848 y 18 octubre de 1852. 

¡ a promotores y funcionarios del mmiste- 

rio fiscal; art. 29, Reg. de l.° mayo de 
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1844 18 diciembre de id., 19 mayo de 
1848,’ 14 julio de 1*49, 1.* octubre de 

— ^secretarios de gobierno de las Audien^ 
cins: arf. 3.° R. O. do 23 noviembre de 
1859. 

A los abogados de pobres; R. O. de 14 

julio de 1 *49. 

— A escribanos; art. 46, Reg. de í.° mayo 
de 1844, 14 marzo de 1851. 

— A procuradores de los Juzgados; Orde- 
nanzas, art. 218, Rcg. de l.° mayo de 
1844, art. 66; 13 julio de 1852; 17 julio 
de id. 

—En general, conducto para hacerlas, re- 
quisitos etc.; R. O. de 30 junio de 1835; 
26 enero de 1837; 28 febrero de 1838; 23 
abril de 1839; 28 mayo de 1840; 26 mayo 
de 1844: R. O. de 30 moyo de 184o; i 4 
julio de 1849; 8 abril de 1853; 18 abril de 
1854; 7 diciembre de 1855; 11 eDero de 
1862; 25 junio de 1863; 19 setiembre de 
1867. 

— Sobre haberes y sueldos délos que obtie- 
nen licencia; R. O. de 14 marzo de 1855. 
{V. Sueldos.) 

Listas y estados de causas ; R. P. art. 53, R5 
y 92; Ordzas, arfs. 45 á 49; R. 0. de 20 
diciembre Je 1838; R. O. de 20 enero de 
1841; 9 de octubre de 1853; 26 de no- 
viembre de 1863 y 7 de noviembre de 
1865. (V. Testimonios.) 

Magistrados. Circunstancias y requisitos para 
aspirar á este cargo; R. D. de 29 diciem- 
bre de 1838, arts. 8 á H y 18; R, O. de 
17 julio de 1839; R. D. de 7 marzo de 
1851, art. 2.°; R. D. ¿le 28 noviembre 
de 1856, y art. 7.° del de 13 diciembre 
de 1867. 

— Id. para magistrado del T. S.; R. D. de 
29 diciembre de 1838, art. 12 y 18; Real 
decreto de 7 marzo de 1851, art. 2.°; Real 
decreto de 13 diciembre de 1867, art. 13. 
— Sobre sus obligaciones etc. (V. Audien- 
cias.) 

Magistratura en general: (Personal y atri- 
buciones.) Sobre magistrados trasladados 
ó ascendidos; si deben votar etc.; R. P. ar- 
tículo 84. 

—Loa magistrados del T. S. están com- 
prendidos en, el Monte pió del Ministe- 
rio; R. del T. S. art, 25 — Juramento tjue 
deben prestar, id. art. 26; sus funcio- 
nes etc., arls. 33 ú 35. 

— Son responsables los magistrados jue- 
ces etc. etc,, por negligencia en el cum- 
plimiento de las órdenes superiores; ley 
de 31 enero de 1837 y decreto restablecido. 
— i Creación de una junta calificadora del 


personal, que con vísta de los eipedientes 
proponga catálogos razonados de los suje- 
tos que merezcan continuar sirviendo, ser 
repuestos, separados etc. etc.; R. D. de 2* 
setiembre de 1836 y R. D. de 5 enero 
de 1855. 

— Requisitos para el nombramiento y as- 
censor, de promotores fiscales,, jueces de 
primera instancia, ministros y fiscales de 
las Audiencias y T. S., presidentes y re- 
gentes de las Audiencias; R. D. de 29 di- 
ciembre de 1838; R. O. de 17 julio de 1839. 
— Requisitos para la suspensión y destitución 
de jueces etc,.; R. D. de 29 diciembre da 
1838, arts. 16 y 17. 

— Sobre solicitudes de colocaciou y ascen- 
sos, relación de méritos etc.; R. O. de 28 
enero de 1841 . 

— Sobre antigüedad y ascenso de los ma- 
gistrados y fiscales; Decreto de 9 noviem- 
bre de 1843; ^ enero de 1844. 

— Deben cesar inmediatamente en el ejer- 
cicio de sus funciones los eihonerados, 
declarados cesantes y jubilados, pero pue- 
den continuar en ellas los trasladados ó 
ascendidos etc.; R. O. de 27 abril de 1844; 
8 marzo le 1850. 

— Sueldo de los magistrados fiscales, jueces 
de i. 1 instancia propietarios y en comi- 
sión etc.; ley de 23 mayo 1845. 

— Como se regula la antigüedad; R. 0. de 
31 enero de 1851 . 

— Reglas para la provisión de plazas de to- 
das las clases de la magistratura: catego- 
rías, Icesaciones, suspensiones, traslaciones 
y jubilaciones; R. D. de 7 marzo de 1851; 
U- O de 14 marzo id. 

— Traslación de jueces y magistrados natu- 
rales de los paridlos en que ejercen; Real 
decreto de 10 junio de 1851, 24 febrero de 
1852, 19 agosto de 1863, 25 de febrero 
de 1865. 

— El ingreso en una categoría confiere de- 
recho á antigüedad; R. O. de 23 noviem- 
bre de 1859. 

—Sobre traslaciones por interés en loe ne- 
gocios; ley de 29 junio 1866; R. D. de 13 
diciembre de 1867, art. 10. 

— Sobre categorías: derechos adquiridos en 
virtud de las disposiciones que han regi- 
do; R. D. de l.° marzo de 1867. 

— Se dictan nuevas reglas para la provisión 
de Jas plazas vacantes de la magistratura, 
judicatura y ministerio fiscal; grado» de 
la jerarquía' judicial etc.; R. D. de 13 di- 
ciembre de 1867. 

Magistrados suplentes: Ordzas. art. 37; Real 
decreto de 5 enero de 18 44, art. 2.°, pár- 
rafo 11; 28 abril de 1846; 26 mayo de 
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1854;. 29 noviembre de 1856 ; 31 julio de 
1867 y G agosto de 1868. 

. —Supernumerarios; se organiza la institu- 
. cion de estos: R. D. de 7 julio de 1860. 
Su puesto etc.; R. O. de 20 setiembre dé 
1860; 16 enero de 1-861; 22 abril de Ídem, 
Su supresión; R. D, de 27 junio de 1867. 
Médicos forenses: R. D. de' 13 mayo de 
186*2. V. Médicos forenses. 

Ministerio fiscal.— Pueden ser apremiados 
los fiscales y promotores fiscales, Jo mis- 
mo que cualquiera otra pnrt.e; R, P. ar- 
. tículo 13, regla lo del 51, 70, 71, 7*2, 73, 
91, 98, 99 á 107. 

—Fiscales del T. S.; su tratamiento, con- 
sideraciones, etc.; R, del T. S.„ artícu- 
lo 36 á 48. 

— No pueden ejercer la abogacía; id. ar- 
tículo 46. 

— Consideración, traje, funciones de los 
fiscales, etc.; Ordzas., art. 87 á 97 y 228. 
rrr-Ncgocios en que deben ser parte ;’ ídem 
art. 89. 

r^Creacion de una. junta, calificadora del 
personal; R. D. de 22 setiembre de 1836. 
—Celo y energía que deben desplegar para 
que no queden impunes los delitos, prin- 
cipalmente los de atentados al órden pú- 
blico; R. O. de 20 de diciembre de 1838; 
R. O. de 1 1 enero de 1840. 

— Lugar délos fiscales en los Salas de jus- 
ticia y. tribunal pleno; R. D. de 5 enero 
- de 1844, art. 6.° . 

—Reformas en su organización; reglas para 
extender laa acusaciones; su conducta en 
los negocios civiles de interés del Estado; 
R. D. de 26 enero de 1844. 

—Se dispone que haya un solo fiscal en el 
T. S. y en cada Audiencia; R. D. de 26 
abril de 1844. ■ 

—Los fiscales y promotores declarados ce- 
santes, no pueden funcionar, etc.; Real 
órden de 27 abril de 1844; 8 marzo de 
1850. 

—Toman los agentes fiscales la denomina- 
ción de abogados fiscales, requisitos, de- 
beres, etc.; R. O. de l.° mayo de 1844, 
y 3 octubre id. 

— Sobre custodia y arreglo de libros , dic- 
támenes, Reales órdenes, circulares, etc.; 
R. O. de 16 mayo de 1844. 

—Cuando deben usar de la palabra en es- 
trados: R, O, de 13 octubre de 1844. 
—Los promotores fiscales en los negocios 
de caminos; R. O. de 6 setiembre de 
1844. 

—Cuándo deben les fiscales concurrir á 
estrados: R. O. de 6 noviembre de 1844. 
— Incompatible el ministerio fiscal con el 
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ejercicio de la abogacía; R. O. de 28 mar- 
zo de 1845. 

—Asistencia personal á estrados; R O. de 
7 octubre do 1843; 2 abril de 1851 . 
—Debe dársele vista de los sumarios ; Real 
órden de 19 julio de '852, 

—Sobre provisión de plazas de abogados 
fiscales; R. O. do 15 enero de 1853. 
—Los abogados fiscales se denominen te- 
nientes ; R. D. de 28 abril de 1854. 

— Sobre sustitución al fiscal, R. O. de 16 
abril de 1856. 

—Supresión de uno en Madrid, R. D. de 
30 octubre de 1857. 

—Se hacen reformas en la organización y 
atribuciones del ministerio fiscal, que- 
dando en el T. S. y Audiencia uu fiscal y 
un teniente y denominándose los demas 
abogados fiscales; R. í). 9 abril de 1838. 
— Son funcionarios amovibles; idem art. 15. 
— Atribuciones del ministerio fiscal; capí- 
tulo [I R. D. de 9 abril de 1858, arts. 17 
y siguientes. 

— Jurisdicción disciplinaria de los indivi- 
duos del ministerio fiscal; R. D. de 9 abril 
de 1858, art. 20. 

—Gire, del fiscal del T. S. haciendo pre- 
venciones á los fiscales para el buen des- 
empeño de su cargo; Gire, de 12 diciem- 
bre de 1860. 

. — Sobre corrección disciplinaria: R. O. de 
l.° mayo de 1862. 

. — Es parto en los recursos de fuerza: Rea- 
les órdenes de 23 agosto de 1861 y 13 mar- 
zo de 1863. 

— R. O. de 12 junio de 1863, derogando el 
art. 6.° del R. D. de 9 abril de 1858 so- 
bre propuesta de abogados fiscales. 

— Sobro sustitución de promotores: R. 0. 
de 20 junio de 1863. 

—Notas á la guardia civil: R, 0. de 26 ju- 
nio de 1863. 

Se les releva del cargo de la Estadística: 

R. O. de 3 julio de 1863. 

—Sobre categoría del teniente fiscal del 
T. S.: R. D. de 21 octubre de 1864. 
—Sobre sustitución de los tenientes fisca- 
les en sus ausencias, etc. : U. 0. de 18 
abril de 1865. 

—Categorías : R. D. de 9 octubre de 186o. 
Relaciones de los fiscales con las autori- 
dades gubernativas : R. O. de 21-26 enero 

de 1866: . . , 

Sobre categorías y derechos adquiridos 

en virtud de las disposiciones que han re- 
sido: R. D. de l. J marzo de 1867. , 

Sobre el modo de emitir los dictámenes 

para cumplir mejor con su elevada mi- 
f sion; R. O. de 14 agosto de 1867. 
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—Nuevas reglas para la provisión de plazas 
vacantes: se fijan los grados de la gerar- 
quía fi'Cal , etc. : R. D. de 13 diciembre 
oe I *67. 

En ios negocios de Hacienda (V. Hacien- 
da pública.) 

Cuestión ¿Son recusables los individuos 

del ministerio fiscal? Véase el artículo de 
la p. 831. (V. Promotores: Testigos, etc.) 

Notificaciones: Sobre formalidades con que 
deben hacerse etc.; ley de 4 junio de 1837 
y nota á la misma. 

Orcitn público. (Causas sobre atentados con- 
tra el) Consúltense la ley de 17 abril de 
1821, y las Rs. Ords. de 25 mayo y 21 ju- 
lio de 1850, 30 agosto de 1855, 26 agosto 
de 1830, 20 diciembre de 1838, 11 enero 
de 1840, 1.’ diciembre de 184?, 11 enero 
de 1840, 14 abril dp 1849 y 23 noviembre 
de 1843. — Ver el artículo de la pás. 826. 

Papel : Notas que deben poner los relatores 
y escribanos sobre e! sellado; R. O. de 

27 diciembre de 1851 . 

— Reciben gratis el de oficio ios Tribunales 
y Juzgados: Ley de l.° agosto de 1842. 

— Se prohíbe el uso del continuo en comu- 
nicaciones oficíales : R. O. de 18 noviem- 
bre de 1846. 

Parles, lisias y estados de causas : R. O. de 
20 diciembre de 1838. 

Partidos judiciales : Se establecí > Ja divi- 
sión judicial, encomendando á los jueces 
letrados la jurisdicción que antes corres- 
pondía á los Alcaldes; R. D. de 21 abril de 
en 1834..— Expedientes para la mejora de 
clasificación: R. O. de 13 abril de 1863. 

Pase foral: R. O. de 5 enero de 1841. 

Patronato Real: R. P. ; atribución 4' del 
art. 90. 

Pobres (Defensa de): R. P. , art. 2.'; Orde- 
nanzas, arls. 198 y 199. (V. Aranceles) y 
Procedimientos civiles. 

Publicidad del juicio criminal : R. P., 
arts. 10 y 14; R. O. de 2 diciembre de 
1845. 

Ponente s: R. O. de 5 setiembre de 1850; 
Rs. Ords. de 12 de marzo de 1852; 20 de 
julio de id. ; R. 0. de 19 febrero de 1856. 

Porteros y mozos de estrados en las Audien- 
cias y T. S. : Sobre su nombramiento y 
obligaciones ; Ordzs. , arts. <68 á 174 y 
2*27; R. del T. S., arts. 93 á 97. 

Posesfon de destinos judiciales y fiscales: 
término, antigüedad que da etc.; R. O. de 

28 febrero de 4838; 9 noviembre, 18 di- 
ciembre do 1843; 5 enero de 1844; Re- 
glamento' de l.° mnyo de 1844, arts. 2.° 
á 6.°; R. O. de 12 jnnio de 1846; id 31 de 
marzo jd.;}24 enero 1841; 14 julio de 1849. 


— Solo una vez se jure para los empleos de 
igual clase; R. O. de 16 julio de 1849. 

— Basta la exhibición del nombramiento para 
la posesión, sin perjuicio de sacar título; 
R.O. de 15 abril de 1854.— Término; Real 
decreto de 7 diciembre de 1855. (V. An- 
tigüedad: Juramento.) 

Precedencias en ac'os públicos: Del T. S.; R. 
del mismo art. 22. (V. Antigüedad y ca- 
tegoría.) 

Preces á Roma: R. P. atribución 12 del ar- 
tículo 90. 

Presidente del T. S. Circunstancias y requi- 
sitos que deben reunir los nombrados; 
R, D. de 29 diciembre de 1838, art. 13, 
id . de 7 marzo de 185!, art. 1 id. de 28 
noviembre de 1836, y art. 7.° del de 13 de 
diciembre de 1867. 

— Sus facultades, obligaciones etc.; art. 3.° 
del R. D. de 24 marzo de 1834; art. 98, 
R. P.; arts. 1 3.° y 27 á 32 del Regla- 
mento del T.S. (V. Categoría, magistratu- 
ra y Tribunal Supremo.) 

Presidentes de Sala del T S. y Audiencias: 
Cualidades de los nombrados; R. D. de 9 
diciembre de 1843, art. 1°; R. D. de 7 
marzo de 1851; R. D. de 28 noviembre de 
1856, v art. 7.° del de 13 de diciembre de 
1867. ‘ 

— Facultades Y obligaciones: R. P. art. 64; 
id. del T. S. art. 98; R. D. de 9 diciembre 
de 1 843; arts. 5.° y 7.° del de 5 enero de 
1844; R. D. de 4 marzo de 1*50; id. de 12 
diciembre de 1851. (V. Categorías: Au- 
diencias: Magistratura: Tribunal Supre- 
mo.) 

Prisión: Sobre los casos y formalidades en 
que puede decretarse; Reg, prov. artículos 
5 0 o , 7.°, 33; Decreto de H setiembre 

de 1820; Ordzas. art. 188. 

Procedimiento penal: R P. arts. l.° í 18; 
reglas 1. a á la 15 del art. 51; facultad 2. a 
del art. 56; arts. 59, 71, 72 y 73; Real 
decreto de $6 mayo de 1854, y ley pro- 
visional. (V. Código.) 

— No deben admitirse pruebas impertinen- 
tes; R. D. de II setiembre de 1820, ar- 
tículos 11 á 13. — Sobre términos probato- 
rios, id. arts. 12 y 17. 

— Reglas para la sustanciacion de las cau- 
sas criminales: sobre obligación de prestar 
auxilio á la justicia; de declarar en juicio; 
sobre pruebas; etc. Decreto de 11 setiem- 
bre de 1820, p. 645. 

—En causas de cómplices; Decreto de H 
setiembre 1820, art. 15. 

— En cansas de rebelión, sedición y robos 
en cuadrilla; ley de 17 abril de 1821, pá- 
gina 617, 25 de mayo, 21 julio de 1850, 
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30 agosto de 1855, 17 octubre de 1805. — ¡ 
Consúltese también eí artículo de la pá- i 
gina 828 comentando eslas Reales ordenes 
ó sobre inteligencia de dicha ley. 

— En causas de estupro; R. O. de 28 de 
agosto de 1829. 

—Sobre declaraciones de eclesiásticos; Real 
órden de 21 febrero de 1832. 

—En causas contra jueces; R. P. art. 46, 
facultad 2. a del 58, 73. 

— En causas contra Alcaldes: R. P. ar- 
tículo 46, facultad 2. a del 58, 73. 

— En causas contra ministros y subsecre- 
tarios, consejeros, embajadores, magis- 
trados etc., R. P. atribuciones 2. a y 3. a del 
art. 90, *dfts. 93, 94, 95 á 97. 

— Partes de causas de rebelión y sedición... 
R. O de 22 marzo de 18^6. 

— En causas contra magistrados y jueces 
infractores de ley y contra diputados... ley 
de 15-22 marzo de 1837. 

—Se adicionan y reforman la regla 14 ar- 
tículo 51 y los arts 72, 75 y 7S del Regla- 
mento Provisional; R. D. de 4 noviembre 
de 1838. 

— Prevenciones sobre causas criminales y 
principalmente en lus delitos de peculado, 
rebelión y atentados coDtra el orden pú- 
blico; R. O. de 2Ü diciembre d~ 1838; Rea! 
órdeii de 11 enero de 1840; l.° de di- 
ciembre de 1842. 

— -Eu causas contra Alcaldes como fun- 
cionarios administrativos; R. O. de 27 fe- 
brero de 1840 y su comentario; 2b de 
octubre de 1844. 

— luformaciou de abono de testigos muertos 
ó ausentes; R. O. de 8 marzo de 1840. 

— Sustauciacion de las súplicas; R. O. do 26 
agosto de 1841 . 

— Debe proveerse de testimonio á los presos 
encarcelados; R. O. de 30 agosto de 1842. 
— Causas contra funcionarios públicos; Real 
órden de 25 octubre de 1844. 

— En causas de vagancia; Ley de 9 mayo 
de 1845, R. O. de 20 mayo id. 

— Publicidad de los juicios: R. O. de 2 di- 
ciembre de 1845. 

—Sobre delitos de sustracción de docu- 
mentos de crédito contra el Estado; Real 
órden de 1,° mayo de 1846. 

— Disposiciones para abreviar las causas cri- 
minales y asegurar el castigo de los delin- 
cuentes; R O. de 4 julio de 1 849. 

— Requisitorias; notas á la guardia civil 
sobre reos prófugos; R. O. de 9 octubre 
de 1851. 

—-Sobre citación á individuos de la guardia 
civil y del ejército para declarar en causa 
criminal ; R. O de 18 setiembre de 1854. 


— Partes en causas de rebelión, asona- 
das etc.; R. O. 5 de enero de 1855. 
Término para los anuntamientos de cau- 
sas; R. O. de 18 lebrero de 1856, 

En causas por accidentes en ferro-carriles; 
R. O. de 4 setiembre de 1860; y 23 abril 
de 1864. 

—En casos de incendio; R. O. de 22 octu- 
bre de 1862. 


—En causas de montes (fuero); R. O. de 26 
junio de 1863; 4 julio de 1864; id. 7 no- 
viembre de 1865. 

— Parles de causas criminales; sobre delitos 
graves etc.; R. O. de 14 mayo de 1867. 

— Se encarga el cumplimiento de las dis- 
posiciones del reglamento y del decreto 
de 1 820 que se citan: sobre sustanciacion 
de causas y sobre el modo de fundar las 
sentencias; R. O. de 2 agosto de 1867. 
— Sobre declaración de insolvencia de los 
reos; su tramitación; R. O. de 9 mayo 
de 1868. (Y. Ministerio fiscal : Promotores: 
Declaraciones etc ) 

Consúltense además las Rs. Ords. de 8 abril 
20 junio y 16 setiembre de 1844, 13 enero 
y 4 julio de 1 86 í, 7 noviembre de 1865. 
Procuradores: sus funciones, deberes, y res- 
ponsabilidad; R. del T. S, art. 98 á 105. 

— Id. su número, nombramientos, ausen- 
cias, responsabilidad etc.; Ordzas., ar- 
tículos 202 á 225 y 227; reg. de l.° mayo 
de 1844, arts. 17 y 60 á 66; R. O. de 29 
marzo de 1846; 27 febrero de 1847; 15 
octubre de 1849, 3 febrero de 1851. 

— Creación en Madrid de un sello de acepta- 
ción de poderes; R. O. de 28 febrero 
de 1861. 

— Están vigentes los artículos de las orde- 
nanzas sobre habilitación y reembolso de 
fondos; R. O. de 25 junio de 1861. 

— Requisitos para aspirar á estos car- 
gos etc.; R, O. de 20 abril 1863; id. de 28 
octubre de 1867. 

-—Se declara incompatible el cargo cor to- 
do destino público; R. O. de 4 diciembre 
de 1866. 

— Responsabilidad de sus actos; R. O. de 9 
agosto de 1867. 

. Sobre nombramiento de procuradores, 

tenientes y sustitutos; R. O. de 28 octu- 


bre de 1867. . . 

—Pase á otros Juzgados los de los suprimi- 
dos; R- D. de 27 junio de 1867. 
ruuwlores fiscales . Circunstancias que de- 
ben reunir los nombrados; R. D. de 29 
diciembre de 1838, arts. 1 2.° 3.“ v 18; 
R l). de 7 marzo de 185t, art. 3. ; Real 
decreto de 28 noviembre de 1856 , y ar- 
tículos 6.° y 8.° de 13 diciembre de 1867. 
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—Sus obligaciones, presentación, Dose- 
sion etc.; arts. 13 regla 15 del 51 y 99 ai 
107 R. P.; id. 17 y 26 al 37 del Je los Juz- 
gados. — Sobre su suspensión etc., art. 2.° 
del H. D. de 5 enero de 1844. (V. Minis- 
terio íiscal.) 

—Id. sustituto Reg. de los Juzgados» ar- 
tículos 17 y 30; art. 2.° párr. 6.°, Real 
decreto de 5 enero de 1844; 2 febrero y 
1 octubre de 1851. 

— Cuestión; ¿Son recusables los promoto- 
res fiscales? véase el artículo de lap, 831. 
Provisiones, reales despachos y ejecutorias. 
La extensión y formas; Ordzas, art. 22, 
y R. D. de 5 enero de 1844, art. 10. 
Recomendaciones y esquelas suplicatorias; 
Repudiando Ja abusiva práctica de Jas re- 
comendaciones y esquelas suplicatorias; 
R. O. de ©octubre de 1853, 
Reconocimientos periciales (gastos.) — Real 
órden de 8 marzo de 1851. 
Reconocimientos judiciales. V, Autopsias. 
Médicos forenses. 

Recursos de fuerza* R. P., facultad 4. a del 
art. 58; art. 59, atribución 8. a á 10 del 90; 
intervención de los fiscales; R. O. de 13 
de marzo de 1863. 

— De protección; R. P. atribución 9. a ar- 
tículo 90 y su nota. 

Regentes de Audiencia. Requisitos y cir- 
cunstancias; R. ü. de 29 diciembre de 
1838, art. 13 y 18; R. D. de 7 marzo de 
1851, art. 1.*; R. I). de 28 noviembre de 
1856; R. D. de í 3 diciembre de 1867, ar- 
tículo 7.° 

—Son los presidentes de las Audiencias: su 
consideración, funciones, etc,; R. P., ar- 
tículos 57, 63 y 04; Ordzas.; arts. 71 á 82. 
— Sobre su asistencia á íás vistas de causas 
graves; ti. O. de 4 noviembre de 1839. 

— Deben dar cuenta del movimiento del 
personal; R. O. de 30 julio de 1855. 

— Son los encargados de la sustunciacion 
de Jos expedientes gubernativos; R. O. de 
22 junio de 1802. 

—Atribuciones de los regentes interinos; 
R. O. de 25 noviembre de 1857. 

Registro de venados. R. D. de 22 setiembre 
de 1848, 30 marzo de 1868. 

— R. O. de 30 diciembre de 1853; id de 10 
enero de 1854. —Supresión del Registro 
antiguo, R. O. de 30 marzo de 1868. 
Registro de informes ^ Libro de); R. D. de 
26 enero de 1844, arts. 10 y sigs. á 17, y 
R. O. de 13 enero de 1853. 

Registros de sentencias ; R. D. de 8 marzo 
de 1857. 

Registros de la propiedad. Su visita por los 
regentes; R, O. de 21 diciembre de 1864. 


Relatores. Su número, provisión de vacan- 
tes, deberes, prohibiciones, etc.; Orde- 
nanzas, arts. 98 á 114 y 227; Reg. del 
Tribunal Supremo, arts. 57 á 68.— Cesa- 
ción de sueldos; Ley de 23 mayo de 1845. 
—Categoría de los delTrib. Supremo y Au- 
diencias; R. O. de 22 diciembre de 1853. 
—Edad para serlo; R. O. 3 junio de 1863. 
— Años de servicio; R. O. 6 julio de 1863; 
R. O. de 18 octubre de 1864, — Se declara 
que puedan usar én estrados el birrete co- 
mo los abogados; R. O. de 28 octubre de 
1860, que ¿fnoditica lo dispuesto en la de 
29 de abril de 1858. 

Repartidor-tasador. Requisitos para este 
cargo y sus funciones; Regí, del Tribunal 
Supremo, art. 84 á 32; Ordzas. , arts. 154 
á 160 y 227. 

Repartimiento de negocios: R. del T. S. ar- 
tículo 15, Ordzas., art. 25 y 26. 

— Sobre el repartimiento de negocios en los 
Tribunales, turnos, resolución de dudas; 
ürdzs., art. 404 á 167; R. O. dé 12 marzo 
de 1836; Reg. de i.° mayo de 1844, ar- 
tículo 16; R. O. de 18 mayo de 1863; 
id. 26 setiembre id.; 16 enero de 1864; * 
R, O. de 12 junio de 1868. 

Responsabilidad judicial : decreto de 24 
marzo de 1813, p. 589; ley 31 enero de 
1837 y decreto restablecido por ella. (Véa- 
se Causas contra jueces.) 

Residencias (juicios de): R. P., atribución 
4. a del art. 90. 

Safas (ministros que Jas forman etc.). Re- 
glamento provisional, art. 74, 75, 76, 77 
á 84, 95; id. 91 á 98 del R. del T. S., Or- 
denanzas, arts. 13 y siguientes 23 y24.— 
Despacho de sustanciacion; Ordzas., ar- 
tículos 27 á 31 . — Mas sobre formación 

y despacho; R. O. de 12 marzo de 1836; 

4 noviembre de 1838, disposición 3.* 
y siguientes; Rs. Ords. de 4 y 5 noviem- 
bre de 1839; R. D. de 5 enero de 1844, 
art. 4.° 

Salteadores de caminos: ley de 17 abril de 
1821; R. O. de 25 mayo y 21 julio de 1850 
y 3ü agosto de 1855. 

Secretarios-archiveros de las Audiencias: 
sobre su nombramiento, funciones, libros 
que deben llevar, esmero en la conserva- 
ción de los expedientes; Ordzas., arts. 115 
á 122 y 227; R. D, de 5 enero de 1844, ar- 
tículo 2.°, párrafo 12; id. 9 enero. 

Secretarios de gobierno de las Audiencias: 
Su creación en reemplazo de los relatores 
secretarios-archiveros de las mismas; 

.' D. de 28 octubre de .1 853; Reglaíriénto 
de las Secretarías; R. 0. 28 diciembre de 
1853. 



JUSTICIA... 84.7 


— Categoría del secretario del T. S ■ r, ü. 
de 20 judío de 1858. 

—Se crea en el T. S. y se restablece en las 
Audiencias; H. D. de 20 marzo de 1858- 
R. O. de 27 id. 

—Sobre el desempeño de este cargo, sus 
funciones etc.; R. del T. S. art. al), a 05. 
— Derechos de arancel: R. O. de 21 enero 
de 1802; R. O. do 16 lebrero de 1864; id. 
21 julio de 1865. 

Secretarios de Juzgados: Reg. l. p mayo de 
1844, arts. 38 á 41 . 

Secretarios de los Juzgados de paz : Se exi- 
ge para este cargo tener la carrera del 
notariado y otros requisitos; R. O. de 2 
noviembre de 1867. — Los abogados pue- 
den ser secretarios; R. O. de 27 diciembre 
de 1.807. R. O. de 23 enero de 1868; 10 
jumo id. (V. Juzgados de paz.) 

Semanería de las Audiencias: Ordzas., ar- 
tículos 17,' 22, 30, 34, 38, 39, 80, 85 y 
109; R. del T. S., art. 16. 

—Serán semaneros perpetuos los presiden - 
tes de Sala; R. D. de 5 enero de 1844, ar- 
tículo 5.° 

Señalamientos (Libro de), Reg. del T. S. ar- 
tículo 17. 

Señalamientos y v islas. Orden en los. se- 
ñalamientos y vistas; R. O. de 29 setiem- 
bre de 1859. (Véase Vistas.) 

Sentencias. R. P art. 48, regla 6. a , 51 re- 
glas. 12 á 14. 

— Sobre término, número de magistrados, 
publicación etc; Ordzas, arts. 37 á 33. 
Sobreseimiento en causas criminales. 

— R. P. regla 4. a , arts. 51, 71. V. Código 

PENAL. 

Solicitudes: Se presenten con relación de 
méritos etc.;- R. O. de 28 enero de 1841, 
21 octubre de 1844. 

—No se dé curso á las de las mujeres é hi- 
jas... R, O. 19 abril de 1854. 

— Conducto para dirigirlas solicitudes; Real 
érden de 11 diciembre de 1853; R. O. de 
18 setiembre de 1855. 

Sueldo de ios funcionarios en comisión y 
sustitutos. 

T Ley de presupuestos de l .° agosto de 
1842; id. de 23 mayo de 1845; Circular de 
18 de octubre de 1854, id. 18 de junio de 
1835 . 

— De los sustitutos de ios abogados íiseales; 
R. I). de 28 abril de 1834, R. O. de 23 
noviembre de 1859, disp. 1. ‘ y 2. a 
— Da los sustitutos de secretarios de go- 
bierno; R. O. de 23 noviembre de 1859, 
disp. 3. a á 6. a 

— De los jueces suplentes; R. O. de 6 junio 
de 1861 


Suspensión y destitución de jueces; R. D. de 
29 diciembre de 1838, arts. 16 y 17. 

Tenientes fiscales. Hay uno en el T. S. y eu 

cada Audiencia; R. D. de 9 abril de 1858 

Cualidades de ios nombrados ele.; R. D. de 
12 junio de 1863 v art. 8. u del de 13 di- 
ciembre de 1867. (V. Ministerio fiscal.) 

Testigos. Sus declaraciones; Reg. prov., ar- 
ticulo 8.°— ¿Se puede obligar á Jos testi- 
gos á que comparezcan á declarar fuera 
de su partido jurisdiccional? Véase el ar- 
tículo doctrinal de la pág 833. (V. Decla- 
raciones y Procedimiento penal.) 

Testimonios de causas ele.: R. O. de 26 di- 
ciembre de 1844. 

Títulos de destinos judiciales; R. O. de 31 
octubre de 1840, 24 enero de 1841, 18 
diciembre de 1843. R. O. de 18 julio de 
1849 y R. O. de 23 diciembre de 1851. 

Traje de ceremonia. (V. Insignias y distinti- 
vos de,..) 

Trámites y términos: Se observen los trámi- 
tes y términos judiciales; obligaciones etc. 
de los ponentes, ¡relatores; R, O, de 5 se- 
tiembre de 1850. 

Tratamiento del T. S. y Salas; R. del Tri- 
bunal Supremo art, l.° — Del presidente 
idem art. 27. — De los ministros, id. ar- 
tículo 35. 

Tribunal Supremo de Justicia: Reg. de 13 
marzo de 1814; pág. 589. 

— Su creación etc.; R. D. de 24 marzo de 
1834. 

— Sus iacullades y atribuciones etc.; Re- 
glamento provisional, arts. 90 á 98; Regla- 
mento del T. Ó. de 17 de octubre de 1635, 
pag. 613ysigs. 

— Organización de sus Salas y disposiciones 
generales; arts. l.° al 26. 

— Sus reuniones dianas, horas de despa- 
cho, formación de Salas etc.; R. del Tri- 
bunal Supremo, arts. 4.° y sigs. 

— Discordias; R. del T. S. art. 12, 

— Firma de provisiones ó Reales despachos; 
R. del T. S. art. i 4. 

— Horas de despacho; R. O. de 3 enero 
de 1839. 

—Supresión de la Sala de ludias; R. D. de 
i 7 enero de 1854. — Restablecimiento; 
R. D. de 25 agosto de 1854. 

— Nueva organización; Ley de 30 abril 
do 1864; id. decretos de 16 octubre de 
1868 y 26 noviembre de 1868. 

Tribunal pleno de las Audiencias; R. P., ar- 
ticulo 63. 

Tribunales, Se dictan reglas sobre la inde- 
pendencia é integridad de los Tribuna- 
les ; R. D. de 21 marzo de 1834. 

—Gastos de obras en los edilicios : Ley de 
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23 de mayo Je 4845; R. O. de 19 abril 
de 1846; 20 de oetubre id.; y 6 mayo de 
1843. 

Tribunal correccional : Se establece eo Ma- 
drid, su jurisdicción , reglamento; R. D. 
de 23 junio de 1854. — Se incorporadla 
Audiencia; R. ü. de 2 de enero de 1857. 
Vaijancia: (V. Procedimiento penal.) 
Vacaciones de los Tribunales: R. D. de 5 ju- 
nio de 1844; R. D. de 25 setiembre de 
1841; id. de 10 enero de 1843; 9 de mayo 
de 1851 ; 10 del mismo mes; l.° mayo de 
1854; 4 de mayo id. 

— Formación de la Sala de vacaciones: R.O. 
de 10 julio de 1853 23 junio de 1858; 0 
julio de 1861; última reforma sobre vaca- 
ciones, R. O. 31 de marzo de 1868, 12 
jumo id. 

Vioe-secretarios de las Audiencias, su crea- 1 
cíod: R. Ü. de 3 julio de 1863. 

— Sus derechos: R. O. de 16 setiembre de 
1864. 

— Suprimiendo la clase de vice-secretarios 
de Audiencia: R. D. de 27 junio de 1867. 
Visitas de los subalternos del Tribunal: Re- 
glamento provisional, art. 87; R. del T. S., 
art. 20; R. I). de 5 enero de 1844, artícu- 
lo 2.°, párr. 9.° 

Visitas de protocolos-. R, O. de 13 de junio 
de 1851; R. O. de 27 diciembre de 1851. 
Visitas de cárceles: R. P. arts 15, 16, 17 y 
18; R. del T. S. art. 19; Ordzs , arts. 49 
á 63; R. O. de 17 matzo de 1852. 

— Sobre el lugar, etc., de los jueces de'pri- 
mera instancia en ellas: R. O. de 18 enero 
de 1838. 

— Sobre asistencia de diputados provincia- 
les: R. O. de 24 octubre de 1839; 26 se- 
tiembre y 3 octubre de 1845. 

— Asistencia de los promolores fiscales re- 
glamento de I .° mayo de 1844, art. 31. 
— En los Juzgados donde no reside la Au- 
diencia territorial: Reg. l.°mayode 1844, 
arts. 93 á 101. 

— Vistas de causas: R. P. art. 80; Orde- 
nanzas, arts. 32 á 39. 

— Concurran los fiscales, etc.; R.P. articu- 
lo 80; R. O. de 6 noviembre de 1844; 7 
octubre de 1845; 2 abril de 1851; R. O. 
de 29 setiembre de 1859. 

— Orden eu el uso de la palabra los fisca- 
les: R. O. de 13 octubre de 1844. 
Votaciones de pleitos y causas: R. P., ar- 
tículos 81 á 84. — Modo de votar, número 
de votos conformes que son necesarios 
para tomar resoluciones, etc. : Oidzas., 
artículo 19. 

— Votos por escrito, como se dau etc.: Or- 
denanzas, art. 38; R. D. de 4 noviembre 


de 1838, disposición 5. ‘—Emisión de vo- 
tos consultivos: R. O. de 14 junio de 
1851. 

Fofos particulares (Libro reservado): Re- 
glamento del T. S.,art. 17; y Ordzs., ar- 
tículos 20 y 21; R. O. 11 enero de 1854. 


Aunque en el anterior Sumario y en 
el fondo del articulo hemos hecho ya 
referencias á otros artículos, concluire- 
mos repitiendo, que en sus respectivos 
casos d3ben consultarse los de Abogado, 
Anotación preventiva. Aranceles judi- 
ciales, Asilo, Citación, Comparecencia, 
Código penal, Constitución, Declara- 
ción JUDICIAL EN NEGOCIO CIVIL, DECLA- 
RACION EN CAUSA CRIMINAL, DELITO FRUS- 
TRADO, Delitos anteriores al código. 
Delitos electorales etc. , Demandas 

CONTRA EL ESTADO, DEMANDAS CONTRA COR- 
PORACIONES ADMINISTRATIVAS, DERECHO, 

Derecho canónico, Derecho interna- 
cional, Exhortos, Fuero, Hipotecas, 
Indulto, Juicio, Jurisdicción ordinaria, 
Jurisdicción militar. Jurisdicción db 
hacienda, Jurisdicción eclesiástica etc. 
etc. etc. 

JUSTICIA MAYOR DE ARAfiON. «Esta 

insigne magistratura fué una de las ins- 
tituciones que caracterizaron mas y die- 
ron mas justa celebridad á la legislación 
y á la Constitución aragonesa. Puesto 
el Justicia para que fuese como muro y 
defensa contra toda fuerza y opresión 
así de los reyes como de los ricos-hom- 
bres, para que hablase con una misma 
v >z á lodos, y á quien todos obede- 
ciesen sin eximir á ninguno; pero no 
elegido por el pueblo como los antiguos 
tribunos, para evitar las ambiciones, los 
tumultos y las revueltas que suelen traer 
las elecciones populares en tiempos to- 
davía poco tranquilos, sino nombrado 
or el Rey; no de eqtre los ricos-hom- 
res, sino de la clase de caballeros, no 
amovible á voluntad, sino por justa 
causa y que mereciese pena, tan atado y 
constreñido.... con remedios jurídicos y 
necesarios á resistir á toda fuerza é in- 
justicia que no le halLron otro nombre 
mas conveniente que el de la justicia 
misma; este supremo magistrado, Ínter- 
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puesto entre el trono y el pueblo para JUZGADO- -V. Jurisdicción: Jurisdic- 
que fuese como el guardián de los de- cion ordinaria: Jurisdicción eclesiás- 
rechos de lodos y como el amparo y co- tica: Jurisdicción militar: Jurisdicción 
niun defensa contra las arbitrariedades de Marina: Jurisdicción de Comercio: 
y abusos del poder , prueba hasta qné Jurisdicción de extranjería: Jurisdic- 
punto quiso perfeccionar la máquina de cion consular: Jurisdicción de Hacien- 
su organización política aquel pueblo da pública: Jurisdicción del Senado: 
arrogante y desconfiado. Las leyes se- Jurisdicción de las órdenes: Jurisdic-^ 
ñalaban las atribuciones del Justicia y cion contencioso-administrativa , Justi- 
eómo había de juzgar y sentenciar, cía, etc. 

(Lafuente, Historia de España .) JUZGADOS DE CORREOS Y CAMINOS. — 

JUSTICIA MAYOR DE CASTILLA. Dig- Fue suprimido por R. D. de 17 de octu- 
nidad de las primeras de España. El bre de 1842 y se cometió el conoeimien- 
que se hallaba condecorado con ella era to de éstos negocios á los Juzgados de - 
un rico-hombre,. firmaba los privilegios primera instancia, 
y tenia poder para averiguar los delitos JUIGADOS DE PROVINCIA. Los que 
y castigar los delincuentes, para lo cual ejercían los Alcaldes de Córte, como 
nombraba alguaciles mayores y otros jueces ordinarios conociendo de los pl-ei- 
ministros. Esta potestad se incorporó á tos civiles, así de la Corte como de los 
la Corona como una de sus regalías, y lugares de su rastro ó de las cinco Je- 
soló quedó el título que auu se conser- guas en contorno, no siendo de los exi- 
va en la casa del duque de Béjar. (Es- midos. También ios habia en las Chan- 
criche.) cillerías de Va liado! id y Granada. Fue* 

JUSTIFICACION DE EXISTENCIA. Con- ron suprimidos por Rs. Ds, de 9 de fe- 
súltense en el articulo Jubilaciones las brero y 19 de noviembre de 1834. 
disposiciones que se citan en la pala- JUZGADOS DE IMPRENTA. Véanse las 
bra « Existencia y estado (certificacio- disposiciones insertas en Libertad de 
nes de.)» imprenta. 

X. 

KILO. Es una palabra de origen grie- Norte al Ecuador y equivale en Castilla 
go cuya reunión con la que expresa una á 1 vara, 7 pulgadas y 74 céntimos de 
unidad cualquiera de medida: compone línea; es decir, que el kilómetro equivale 
el valor de mil de estas unidades, según á 1196 varas, 1 pié, 5 pulgadas y 8 lí- 
el sistema métrico. Por eso kilómetro , neas. Kilogramo ó mil gramos, es la 
significa mil metros; hilólitro mil litros; unidad usual ponderal del sistema mé- 
kdogramo mil gramos. El metro, es igual trico, equivalente aproximativamente á 
á la diezmillonésima parte de un cua- dos libras, 2 onzas y 12 adarmes. Con- 
drante de meridiano desde el Polo del súltese el artículo Pesas y medidas. 


L. 


LABRADOR. LABRANZA. La labranza, 
propiamente hablando, es el arte y la 
práctica del cultivo de la tierra ó sea la 
agricultura. Labrador es el que por si 
mismo, por su familia y criados se dedi- 
ca a la labranza. Consúltense los articú- 
lelo VIII. 


los Acotamiento, Agricultura, Aguas, 
Arrendamiento, Baldíos, Escuelas de 
agricultura, Mesta, Granos y harinas, 


’astos., Vinos etc. 

Han guzado los labradores de algunos 
privilegios, respecto á no poder ser eje- 

24 
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eutados en los bueyes, muías y otras bes- 
tias de labor, de no poder tampoco re- 
nunciar en algunos casos su fuero de 
domicilio etc.; pero en esto ultimo debe- 
rá estarse á lo dispuesto en la ley de En- 
juiciamenlo civil, arts. l.° al 6. , y en ! 
cuanto á embargos, si es por razón de ¡ 
contribuciones, á lo prevenido en el ar- | 
tículo 72 del R D. de 23 de mayo de 

1845 (V, CONTRIBUCION TERRITORIAL,) y al 

art. 951 de la citada ley de Enjuicia- 
miento, si es en los juicios ejecutivos. 
Lo ordenado en las disposiciones cita- 
•vdas, no está de todo punto en contradic- 
ción con el art. 10 de la ley de acota- 
mientos de 8 junio de 1813, que prohi- 
be hacer ejecución en las mieses, que 
después de segadas existan en los ras- 
trojos ó en las eras hasta que estén lim- 
pios y entrojados ¡os granos, y deben los 
jueces y autoridades en justo respecto á 
esta ley conciliarias con aquellas, lo cual 
no creemos difícil. 

LAGOS, LAGUNAS Y CHARCAS. V. Aguas 
(tomo l, pág. 247, 257 y siguientes), 
donde se trata sobre la propiedad y.disfru- 
tede dichos depósitos de aguas muertas. 

LAGUNAS Y TERRENOS PANTANOSOS. 

' (Desecación de). Las lagunas y pantanos 
cuando están en las inmediaciones de 
los pueblos, suelen ser un foco de in- 
fección perjudicial en sumo grado á la 
salud pública; y por esto y por lo mucho 
que puede importar el cultivo y aprove- 
chamiento de ios terrenos que ocupan y 
la buena dirección de sus aguas, debe 
una buena administración estimular y 
proteger su desecación, y hasta empren- 
der las obras á costa de los fondos pú- 
blicos ó municipales, cuando la sanidad 
ú otro interés público lo reclamen y no 
pueda conseguirse porotros medios. Son 
de tenerse muy presentes las sébias má- 
ximas del Sr. Burgos en su tantas veces 
nombrada Instrucción de fomento (t. 0.°, 
pág. 820), y quisiéramos que no las ol- 
vidasen sobre este y Bobre tantos otros 
ramos de la Administración los señores 
alcaldes y ayuntamientos y mas princi- 
palmente los Gobernadores de provincia, 
que como tales, como presidentes de las 
Juntas provinciales de agricultura, in- 


dustria y comercio, como presidentes 
también de las diputaciones y como mas 
relacionados con la administración cen- 
tral, tienen en su mano elementos de que 
carecen hoy los municipios para dar im- 
pulso á toda clase de útiles proyectos. 

En lo que debe ponerse gran cuidado 
sobre lodo, cuando se trate de deseca- 
ción de lagunas, es en no perjudicar al 
aprovechamiento que vengan haciendode 
sus aguas los pueblos ó particulares, de- 
recho que vemos con gusto ha sido ya 
respetado en los casos de autorizaciones 
concedidas per el Gobierno de que te- 
nemos noticia Haremos mérito de al- 
guno. t (V. Higiene pública.) 

La ley de Aguas de 3 agosto de 1866, 
ha venido á completar las medidas ne- 
cesarias para regularizar este ramo de la 
Administración, y. ya han desaparecido 
Jas dificultades, para reaiizar las obras in- 
dispensables al saneamiento de dichos 
terrenos encharcados y á su provechoso 
cultivo. 

Hé aquí lu mas importante que acerca 
del asunto se ha -dispuesto por la supe- 
rioridad desde 1858. 

R. D. de 7 julio de 1858. 

Laguna de Añavieja. 

(Fom.) Por este decreto se declararon de 
utilidad pública para los efectos de expropia- 
ción forzosa, con arreglo á la ley de 17 julio 
de 1830, las obras necesarias para el desagüe 
de la laguna de Añavieja en la provincia de 
Soria, y aprovechamiento de sus terrenos, y 
se autorizó al Gobierno para ceder en públi- 
blica licitación las obras con arreglo al pro- 
yecto aprobado y á las condiciones econó- 
micas que se señalan. (CL. t. 77>p. 29.) 

R. I). de 30 enero de 1861. 

Laguna* de Pedrera. 

(Fom.) Por este decreto se declararon de 
utilidad pública la obras necesarias para de- 
secar las lagunas alta, grande y salada cerca 
de Pedrera, y se acordaron las disposiciones 
para llevarlo á cabo. (CL. t. 85, p. 121.) 

R. D. de 21 enero de 1863. 

Desecación de la laguna Alba. 

(Fom.) Yistojel expediente promovido por 
I). Toribio lscar Saez en solicitud de autori- 
zación para desecar la laguna denominada 
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Alba, que existe en el término del pueblo de 
Villeguillo, provincia de Segovia: 

Visto el instruido al tenar de lo prevenido 
en la ley de 17 de julio de 1836 sobre decla- 
ración de utilidad pública de las obras pro- 
yectadas: 

Vistos los informes favorables del ingenie- 
ro jefe, Consejo, Diputación y Gobernador 
de la provincia y de la Junta consultiva de 
Caminos, Canales y Puertos, y habiéndose 
cumplido por el interesado el requisito de 
consignar en la Caja general de depósitos la 
cantidad de 4.760 rs. que ba de servir de 
garantía á la ejecución de las obras: 

Visto lo dispuesto por R, D. de 29 de abril 
de 1860 (1). 

Y conformándome con lo que, de acuerdo 
con la Dirección general de obras públicas, 
me ha propuesto mi Ministerio de Fomento, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo l.° Se declaran de utilidad pú- 
blica las obras de desecación y saneamiento 
de los terrenos ocupados por la laguna lla- 
mada Alba, en la provincia de Segovia. 

Art. 2.° Se autoriza al director de cami- 
minos vecinales D. Toribio Iscar Saez para 
ejecutar dichas obras , con extricta sujeción 
a! proyecto presentado y bajo la inspección 
del ingeniero jefe de aquella provincia. 

Art. 3.° Se otorgan á este concesionario 
los terrenos pertenecientes al Estado y al 
común que resulten saneados, cuya exten- 
sión es de 37 hectáreas y 50 áreas , con la 
exención de tributos y demás beneficios con- 
cedidos por las disposiciones vigentes á esta 
clase de obras (2) . 

Art. 4.° El concesionario no podrá eje- 
cutar obras do fábrica para la realización del 
proyecto sin que preceda el exámen y apro- 
bación del ingeniero jefe de la provincia. 

Art. 5 0 Estará obligado á emprender 
las que constituyen el proyecto dentro de 
seis meses, contados desde ia fecha del pre- 
sente decreto, debiendo sanear los terrenos 
*y_ reducirlos á cultivo en el término de un 
año, contado desde el dia en que las hubiere 
comenzado. 

Art. 6.° Será igualmente obligación del 
concesionario mantener las obras de des- 
agüe en perfecta conservación para el ser- 
vicio á que han de destinarse , pudiendo el 
Estado adquirir todas las ejecutadas y reivin- 
dicar los terrenos cedidos sin indemnización 
de ninguna clase en cualquier tiempo en 
que, requerido aquel á efectuar las repara- 


(1) InseTto en el t. I, p. 247. 

(2) Por el art. 4 ° del R. D. de 23 de mayo 
de 1845 sobre el impuesto territorial» 
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ciones necesarias, no las verificase dentro 
del plazo que se le señale por el Gobierno. 

Art. 7. u Se entenderá caducada la con- 
cesión, y propietario el Estado del proyecto, 
la lianza y demás derechos del concesiona- 
rio, si este no cumpliere alguna de las con- 
diciones que se le imponen en el presente 
decreto. — Dado en Palacio á 21 do enero de 
1863.— Está rubricado de la Real mano.— El 
Ministro de Fomento. — Francisco Luxán. 
(Gac. 23 enero.) 

R. D. de 24 mayo de 1863. 

Autorización para desecar las lagunas de Albalat y 
Mirabet, 

(Fom.) Declarando con vista del R. D. de 
29 de abril de 1860 (tomo I,pág. 247) de 
utilidad pública las obras de desecación y 
saneamiento de los terrenos ocupados por las 
lagunas de Albalat y Mirabet, en la provin- 
cia de Castellón, y autorizando á D. Luciano 
B. Muñoz y consocios para ejecutarlas con 
arreglo al proyecto, con condiciones análo- 
gas á las contenidas en el Real decreto an- 
terior. (Gac. 29 mayo.) 

R. O. de 18 diciembre de 1865. 

(Fom.) Es la que trata de la manera da 
formar los expedientes de desecación y trá- 
mites en las operaciones, y está inserta en 
Aguas, tomo I, p. 250. 

R. O. de 26 marzo de 1866. 

Denegando la admisión de demanda contenciosa con- 
tra dos Reales órdenes que autorizaron para el «des 
agüe y saneamiento de terrenos pantanosos de apro- 
vechamiento común.» 

(Fom.) «En vista de la demanda presen- 
tada contra las Rs. Ords. de 14 de julio y 
20 de noviembre del año último, por la pri- 
mera de las cuales se autoriza á D. 1 2 Rosa 
Ámat y Rodríguez para el desagüe y sanea- 
miento de terrenos pantanosos del término 
de Albalat de la Rivera , en la provincia de 
Valencia, la Sección de lo Contencioso del 
Consejo de Estado lia informado lo si- 
gílente: 

((Exorno. Sr.: La Sección de lo Contencio- 
so de este Consejo ha examinado la deman- 
da de que se acompaña copia, presentada en 
el mismo dia 19 de enero último, por el li- 
cenciado D- José Cristóbal Sorni , en nom- 
bre del Ayuntamiento del Albalat de Pardi- 
nés, provincia de Valencia, contra las Rea- 
les órdenes expedidas por ese Ministerio en 
1 i de julio y 20 de noviembre del ano pró- 
ximo anterior, comunicadas respectivamen- 
te á laexpresada municipalidad en 24 y 30 de 
los propios meses de julio y noviembre, so- 
bre ia concesión otorgada á dona Rosa Amat 
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para el desagüe y saneamiento de unos ter- 
renos siíuados en el término del mencionado 
pueblo. 

Resulta de los antecedentes que adjuntos 

so devuelven; 

Que D- Carlos Manzano, vecino de Taber- 
nes-Rl*nques, en la citada provincia, recur- 
rió al Gobernador de Ja misma en 4 de julio 
de 1862 en solicitud de autorización para de- 
secar unos terrenos pantanosos que existían 
en la parlida de Chovades, término del pue- 
blo de Albalat de la Rivera, llamado también 
de Pardinés, que se denominaban Cercado 
de la Villa; y de que, saneados que fuesen, 
se declarase en su favor la propiedad da los 
mismos, así como ¡la de varios manaoliales 
que t^ambiep exilian en los referidos ter- 
renos: 

Que instruido en su virtud el oportuno 
expediente, y anunciado al público el pro- 
yecto, se opuso el Ayuntamiento y mayores 
contribuyentes de} Albalat, fundándose en 
que el terreno e< a de aprovechamiento co- 
mún de sus vecinos, y sus pastos necesarios 
para sus ganados en las temporadas lluvio- 
sas, haciendo mención al propio tiempo del 
amparo que en 1867 habían obtenido del 
Gobernador de la provincia, que dejó sin 
efecto una concesión hecha en los mismos 
terrenos por la Bailíadel Real patrimonio, en 
la creencia de que tenia en ellos dominio. 

También se opusieron en la parte relativa 
&1 aprovechamiento de aguas algunos de ios 
regantes, quienes manifestaron que, si bien 
do teman título que acreditase su derecho 
al riego, venían de inmemorial utilizando las 
aguas que nacían en los terrenos indicados. 

El ingeniero jefe de la proviucia, en vista 
del expediente, creyó que podía hacerse la 
concesión de Jos terrenos que se quería de- 
secar, pero do la de las aguas; y la sección 
de agricultura opinó por la concesión 
completa , dictamen que siguió también el 
Consejo provincial, aunque deseando que el 
peticionario pagase una cantidad al pueblo, 
y que se hicieran los aforos necesarios para 
reservar á b>s regantes el caudal de aguas 
que á la sazón aprovechaban. 

Practicadla estas operaciones, remitió el 
Gobernador el expediente á la superioridad, 
informando favorablemente á la concesión 
del prQyectp, (í condición de que el conce- 
sionario percibir cierta cantidad de 

agua qyp utilizaba^ los referidos regantes; y 
después dp aif él dictámen de la Sección 
cuarta dó la Jupia consultiva de caminos, 
canales y wtfifWl, dictó R. O. en 14 de 
julio da ISfó , por j# cual, de conformidad 
con lo propuesto por la Dirección general de 


obras públicas y da la citada Sección, se au- 
torizó á doña Rosa Amat y Rodríguez, por 
la que había gestionado D. Carlos Manzano, 
para que, saivo el derecho tle propiedad 
y sin perju cío de terpero, ejecute las obras 
de desagüe y saneamiento de los terre- 
nos, cediendo á la misma Amat la propie- 
dad de los correspondientes ai Estado ó del 
común que estuviesen ocupados por Jas 
aguas al tiempo de principiar las obras, y 
limitando el aprovechamiento al agua que i e- 
sultase sobrante, deducida la cantidad que 
se estaba utilizando por los expresados re- 
gautes del molino y da la Tancada. 

Comunicada al Ayuntamiento de Albalat la 
precedente R. O. en 24 del expresado mes 
de julio, recurrió nuevamente en solicitud 
de qué se dejara la misma siu efecto , reca- 
yendo en su virtud otra R. O. en 20 de no- 
viembre siguiente, por la cual, de conformi- 
dad con lo propuesto por el referido ceDtro 
directivo, fué desestimada Ja nueva inslaú- 
cia de ia municipalidad, la que recurre ac- 
tualmente á la vía contenciosa contra las dos 
reales resoluciones expuestas: 

Visto ei art. 26 del R. D. de 29 abril de 
1860 sobre aprovechamiento de aguas: 

Visto el art. 56 de la ley orgánica dei Con- 
sejo de Estado de i 7 agosto de 1860, en que 
se permite reclamar en la via conlenciuM)- 
admimstrativa ante el mismo Consejo al que 
se sintiese agraviado en sus derechos por al- 
guna resolución del Gobierno ó de las Direc- 
ciones generales que cause estado: 
Considerando que para el desarrollo y 
prosperidad de la agricultura, y por otras ra- 
zones de utilidad y conveniencia pública está 
la Administración en el caso de cooperar 
eíicazinenle á la realización de todo estudio 
que tenga por objeto ha desecación de las la- 
guna y el saneamiento de tierras pantano- 
sas, habiéndose dispuesto á este fin p*>r el 
citado art. 26 que, autorizado que sea el pro- 
yecto, se entienden cedidos al concesionario 
los terrenos del Estado ó del común que re-* 
sullen desecados ó saneados: 

Considerando que en la aplicación que de 
la expresada disposición hacen las Reales 
órdenes reclamauas por el Ayuntamiento de 
Albalat, no puede el municipio invocar le- 
sión de derecho sobre terrenos comunes, 
porque estos y los del Estado son precisa- 
mente los á que se refiere el citado Real de- 
creto; y de admitirse el presente recurso en 
la via contenciosa, la impugnación que se 
luciese , mas bien que contra las referidas 
Reales órdenes , veudria á recaer contra le 
disposición aplicada por las mismas, que es 
de todo punto incontrovertible. 
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Considerando que la? salvedades que lince 
la Real Arrien de concesión á favor de doña 
Rosa Amnt, permiten al expresado Ayunta- 
miento el ejercicio de las acciones civiles qne 
en concepto de propietario de los terrenos 
pudieran corresponderá, así como la facul- 
tad fie acudir al medio do la expropiación 
por causa do utilidad pública si procediese; 

L,t sección opina (pie no puede admitirse 
ja demanda de qne se trata.» 

Y habiéndose dignado la Reina resolver 
de acuerdo con el preinserto dictamen , lo 
comunico de Arden de S. M. ¡í Y. I para su 
conocimiento y efectos consiguientes. Dios 
guarde á V. I. muchos años. Madrid 26 de 
marzo de 1866. — Vega de Ar mijo.» (Gac. 14 
abril.) 

Ley de 3 agosto de 1866. 

Es la de Aguas, cuvns artículos 100 al 110 
tratan de las formalidades para llevar á cabo 
la desecación de lagunas y pantanos, y está 
inserta en Aguas , t. 1 ,° t pígs. 262 y 263. 

R. D. de 15 abril de 1868. 

Es el de concesión de la desecación de la 
laguna A utela, y encnuznvniento de parte del 
rio Limia, inserto en el Apéndice 1 .°, p. 158. 

Consúltense en Baldíos la ley de 1 1 de ju- 
lio y reglamento de í de agosto de 1867, 
sobre fomento de la población rural; en Con- 
trtrtjcton territorial , el nrt. I.° de la ley 
de 2 i mayo de 1845, y en Montes la lev de 
24 de mayo de 1863. Yer además Ena- 
jenación forzosa: Sanidad. 

LANGOSTA. Cierta especie de insec- 
tos que se mantienen de los vegetales, y 
que se propagan á veces en tanto núme- 
ro que devoran todas las plantas, espe- 
cialmente las mieses, destruyéndola co- 
secha de comarcas v provincias enteras. 
Para <u extinción se dieta ron las leves 
5. a ala 9. u del tít. XXXT. lib. Vil riela 
Nov. Reoop. que encargaban á las jus- 
ticias (ayuntamientos) varias medidas, 
y entre ellas que entrara el ganado de 
cerda en los términos en donde hubie- 
sen seminado y se cerrase y rompiese 
cualesquier tierras, dehesas, eriales y 
montes donde hubiese langosta aovada 
ó en canuto, ó nacida, no permitiendo 
que lo arado y roto por esta causa se 
sembrase, y mandando quedase única- 
mente para pasto. Pero en 3 de 3gosto 
de 18il se publicó una instrucción re- 
sumiendo las disposiones mas esenciales 


de dichas leyes, y vamos á darla íntegra 
con las demás que se han dictado hasta 
el corriente. 

R. O. de 3 agosto de 1841. 
Instrucción para precaver los estragos da la langosta. 

(Gnu.) En medio de las desgracias que 
en estos tiempos lian aquejado á la nación, 
se ha visto afortunadamente libre, de una de 
aquellas calamidades que mas ahíjenlos pue- 
blos, cual es la escasez de cosechas, pero 
desgraciadamente en el año presente ha apa- 
recido una plaga en los campos, que lia pro- 
ducido bastante daño, y que si no se corta 
amenaza grandes destrozos en el uño próxi- 
mo, y tal vez en algunos de los siguientes. 
Desde fines del invierno se habían observado 
manchones de tierra infestados de canuto de 
langosta, que solo esperaba el calor de la 
primavera para tomar vida y desarrollarse. 
Las provincias de Madrid y de Guadalajara 
fueron (as primeras que ofrecieron síntomas 
de esta infección; pronto se tuvieron noticias 
de sufrirla igual la de Jaén, y ya en la pri- 
mavera las de la Mancha y las de Castilla no 
dejaban duda de la existencia de! insecto 
destructor en mas ó menos abundancia. Las 
autoridades no han estado omisas, las dipu- 
taciones provinciales y los Ayuntamientos se 
han mostrado eficaces y celosos, v los pue- 
blos han coadyuvado generalmente á la ex- 
tinción; pero no han bastado sus esfuerzos á 
conseguirlo, aunque en algunas partes se 
haya disminuido de un modo inesperado el 
mal que les aquejaba. El Gobierno ha toma- 
do las disposiciones que ha creído convenien- 
tes para cortar aquel, y en medio de los 
apuro? del Erario ha facilitado algunas su- 
mas para ocurrir á los gastos déla estincion. 
A pesar de todo, se ha desarrollado en el es- 
tío en términos de haber arrasado las cose- 
chas en muchos pueblos. 

Imposible es ya remediar los males de esta 
plaga en el presente año, puesto que en la 
estación actual el insecto destructor ha con- 
cluido ó está próximo á concluir su corta vi- 
da; pero preciso es tomar precauciones para 
que no se propague y llegue á desenvolver- 
se en el año inmediato, adoptando oportu- 
namente y con eficacia las medidas que la 
experiencia enseña; y si por desgracia no 
fuesen aun suficientes para impedir su des- 
arrollo, emplear los medios convenientes á 
su exterminio. No son estos absolutamente 
desconocidos, y nuestras leyes los tienen 
bien determinados, asi como los recursos de 
que ha de echarse mano para sufragar los 
gastos que ocasionen las operaciones que 
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dchen ponerse en práctica al efecto; pero co- 
mo en muchos pueblos estaban en olvido 
armellas disposiciones, y como por otra par- 
te ha variado la forma administrativa des- 
de que aquellas leyes fueron establecidas, 
S. A. el Regente del Reino, siempre solícito 
en procurar el remedio de los males que pue- 
dan afligir á lá nación, lia tenido por conve- 
niente se recuerden en la siguiente instruc- 
ción las mas esenciales de aquellas disposi- 
ciones en la forma adaptada á la inteligencia 
de lodos y con las modificaciones que el ac- 
tual sistema administrativo requiere. 

Instrucción. 

i ° Considerando desde luego el insecto 
eu el estado que tiene en la estación presen- 
te, esto es, desde el mes de agosto en que 
empieza su desperccimiento, la hembra bus- 
ca uu terreno erial y endurecido para hacer 
su ovación, la que nunca verifica en las tier- 
ras barbechadas, aunque sí cerca de ellas si 
le es posible, y no de los rastrojos; y nunca 
tampoco en las orillas de arroyos ni de rios. 
En esta misma estación corre la langosta en 
randes enjambres como abrasada de un ar- 
or inexplicable, destruyendo y talando 
cuanto encuentra á su paso, hasta que ó se 
arrojan al agua donde la encuentran y se 
ahogan, ó cae desde luego muerta en los 
campos. Y como á veces estos enjambres 
son numerosísimos, resulta que pueden in- 
festar el agua y el aire: cuando la plaga ha 
sido grande y los campos han quedado sem- 
brados de insectos muertos, conviene por lo 
tanto enterrarlos inmediatamente, abriendo 
zanjas bien profundas, debiendo también 
cuidarse de tener tapados los pozos y pilas 
de aguas potables para evitar caiga allí . 

2.° Desde ahora deben los Ayuntamien- 
tos enviar peritos que observen ios vuelos, 
revuelos y posas de la langosta, lomando al 
mismo tiempo noticias de las gentes que fre- 
cuentan las dehesas y montes para saber si 
la han visto en aquellos sitios en que por lo 
común hace su ovación. 

Reconocidos estos escrupulosamente de- 
ben marcarse bieu, haciendo amojonamien- 
tos ó echando surcos, si el estado de la tierra 
lo permite, ó ponieudo balizas en, términos 
que quede perfectamente circunscrito y de- 
terminado el terreno en que ha podido ovar. 
Como de esta averiguación, que no es difícil, 
depende el que pueda procederse luego a 
estinguir el gérmen, lo que es mas fácil y 
seguro que el perseguirla y matarla viva, se 
encarga la mayor eficacia en esta diligencia, 
sin que se omita medio para conseguirlo, y 
de su ejecución puntual y exacta deben dar 


parte los Ayuntamientos á los jefes políticos 
en todo el mes de setiembre, expresando los 
terrenos acotados, su calidad, extensión y 
pertenencia, esto es, si es terreno de parti- 
culares, de propios ó de baldíos; cuyas noti- 
cias reunidas y ordenadas remitirán estas 
autoridades al Gobierno, sin perjuicio de con- 
i tinuar las medidas que después se darán. 

3 0 Marcados los parajes en que ha posado 
la langosta y en que probablemente ha de 
existir el canuto, y reconociendo adamas 
aquellos otros terrenos en los que, aun cuan- 
do no se hubiese tenido noticias de haber 
: hecho mansión el insecto, han sido en otras 
ocasiones depósito de aquel gérmen, y aco- 
rdó igualmente si se han descubierto man- 
chones de infección, cosa que los prácticos 
no desconocen, debe proceaerse en el otoño 
é invierno cuando ?e halle blanda la tierra á 
romper y arar los terrenos infestados por los 
1 medios que lá práctica enseña, esto es, con 
fas orejeras del arado bajas, dos rejas juntas 
y los surcos unidos, aunque también puede 
usarse según algunos prácticos de uha reja 
sin orejera, ó bien sirviéndose del rastrillo, é 
introduciendo ganado de cerda en los sitios 
ya movidos, porque es cosa sabida que el tal 
animal revuelve la tierra, come el canuto con 
afan, y lejos de dañarle le es provechoso. 
Hay otro medio que, aunque mas prolijo y 
costoso, puede ser á veces indispensable usar 
de él, y es el del azadón, azada, azadilla, 
barras, palas de hierro y madera, ó cualquier 
otro instrumento que levante la tierra en 
donde por su calidad no es posible que entre 
la reja. 

Todos estos medios están aconsejados en 
la ley 7. a , lib. 7.°, tit. 31 de la Novísima 
Recopilación. En este primer estado de la 
langosta es segura su destrucción si se em- 
plean con actividad, eficacia é inteligencia 
los métodos prescritos, y también los de 
prohibir que durante aquel tiempo se caze 
en aquellos sitios ni se haga Dada que pueda 
¡ ahuyentar las aves porque hay muchas que 
buscan este canuto con afan. Si se logra prac- 
ticar estas operaciones con asiduidad y es- 
mero en todos ios terrenos infestados, es di- 
! ficil que llegue á desarrollarse la langosta, ó 
por lo menos será en corta cantidad. 

4.* Considerándola ya en el estado de 
feto ó mosquito cuando aun no toma vuelo 
ni hace mas que bullir, no es aun difícil su 
extinción: l.° Introduciendo ganado de todas 
clases, como muías, caballos, bueyes, cabras 
y ovejas que la pisen, estrechándola con 
violencia á que de vueltas y revueltas basta 
que la destruya. 2.° £1 de los pisones seme- 
jantes á los que se usan para los empedrados, 
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aunque pueden ser mas anchos y de mucho 
menos peso para usarlos con facilidad. ‘L° El 
de arrastrar por cima de ¡los pelotones de 
mosquito grandes rollos de piedra ó de ma- 
dera, tirados por hombres ó por bestias. 4.° El 
poner fuego sobre estas moscas, aunque este 
debe usarse con precaución. 5.° El uso de 
suelas de enero, de cáñamo ó esparto, atadas 
á i a extremidad de un palo, ó bien manojos 
de adelfa, salados, retamones y demás arbus- 
tos, haciendo los trabajadores un ojeo hasta 
encerrar el insecto en un corto espacio don- 
de puedan golpearla, quemándola ó enter- 
rándola después para que no reviva. Algunas 
de estas disposiciones están provenidas en la 
expresada ley. 

5.° En el tercer estado de la langosta, 
que es de saltadora y voladora, ofrece ya mas 
dificultad su extinción: por eso debe ponerse 
todo conato en verificarlo en los dos estados 
anteriores, y en especial el primero. Sin em- 
bargo de emplearse como es sabido varios 
medios que la misma lev citada aconseja, no 
debe abandonarse aun en este caso el referido 
medio de pisarla los ganados, que si no es 
posible durante d calor del d : a, puede hacerse 
en ¡as madrugadas, noches claras y en dias 
frescos y lluviosos en que está entorpecida y 
apenas levanta el vuelo. El uso de los buitro- 
nes ó sacos de diferentes formas descritos 
ampliamente en la citada ley es bien conocido 
en los pueblos, y por lo mismo se excusa 
describir. Otro medio mas fácil y sencillo es 
el del ojeo y zanjas, para lo cual se forman 
unos grandes lenzones de tela basta de treinta 
ó mas varas de longitud y de dos y medio á 
tres de ancho, y abriéndose zanjas de quince 
ó mas varas de larno, una de ancho y como 
dos varas de profundidad, se coloca el lenzon 
en el parapeto que forma la tierra sacada, 
bien extendido y levantado, y sujeto en fierra 
de modo que no forme intersticios por donde 
escape la langosta, se echa el ojeo por la 
parte opuesta al lenzon por 20 ó mas hom- 
bres tomando la extensión de campo nece- 
saria estrechando al insecto contra el lenzon, 
lo que le hace caer en la zanja, sacudiendo 
el lenzon para que suelte la que quede en él, 
se en tierra y apisona. Como no ha de limi- 
tarse la operación á una sola de estas, mien- 
tras unas cuadrillas hacen el ojeo, otras es- 
tán abriendo nuevas zanjas. En los terrenos 
pedregosos, en que esto es difícil, se recogen 
y se extienden porción de tomillos secos, 
abulagas, retamas, etc., que arden con pron- 
titud, colocando el combustible sin hacinar, 
pero unido de modo que arda formando va- 
rios círculos concéntricos con claros de tres 
á cuatro piés; puesto el lenzon detras de la 


línea exterior, y hecho el ojeo hácia aquella 
parte, la langosta se arroja al tomillo que 
empieza á roer, y cuando está cubierto de 
ella, se dá fuego empezando por Ja línea ex- 
terior y después siguiendo quemando el res- 
to. Las lagunas, estanques, pozos y arroyos, 
en cuyas inmediaciones existe la langosta, 
pueden elegirse por centro de ojeos, por 
cuanto acosada se arroja al agua y perece. 

6. n Luego que los Ayuntamientos tengan 
reunidas las noticias indicadas en el párra- 
fo 2.° en lo que deberán ser sumamente es- 
crupulosos, valiéndose de personas de toda 
confianza, probidad é inteligencia, y hechas 
las acotaciones con la expresión que allí se 
determina, se pasarán al jefe político dichas 
noticias, y de acuerdo con la Diputación da- 
rá inmediatamente conocimiento por con- 
ducto de los Alcaldes constitucionales á ios 
dueños ó administradores de los terrenos in- 
festados, sean particulares ó corporaciones, 
los que se darán luego por avisados, cuidan- 
do los mismos Alcaldes do que así lo verifi- 
quen en el término de tercero día á lo mas. 
En todo el mes de setiembre comunicarán 
las órdenes convenientes los jefes políticos, 
siempre do acuerdo con las Diputaciones, 
para que se proceda en la ocasión oportuna 
á roturar las tierras infestadas por los méto- 
dos dichos, costeándolo sus dueños en los 
terrenos de dominio particular, y los pueblos 
en las tierras de propios, comunes y baldíos, 
al tenor de lo dispuesto en la ley 9. a , Ub. Vil, 
tit. XXXI,, según la cual v resoluciones pos- 
teriores podrán sembrarse los terrenos in- 
festados po>‘ una ó dos cosechas. 

Para proceder cod acierto y equidad 




en estas operaciones, cada Ayuntamiento 
formará una relación de todos ios pares de 
labranza pertenecientes á su vecindario, 
comprendiendo los cortijos y caseríos sin ex- 
cluir persona alguno. 

15. 0 Concurrirá un individuo del Ayunta- 
miento ó comisionado de toda su confianza 
á presenciar y dirigir las operaciones. 

9. ° En los terrenos movidos se man- 
tendrá ganado de cerda, y si no hubiese 
suficiente, se pedirá á los pueblos inme- 
diatos, donde se obligará á los dueños á 
facilitar este auxiiio, (lando cuenta de la 
denegación. 

10. Si la abundancia de canuto fuese tal 

une no pudiese extinguirse por los medios 
expresados, se fijarán carteles, mandando 
coocurran los jornaleros pobres, las mujeres 
y muchachos, señalándoles un premio razo- 
nable por cada celemín de canuto que pre- 
senten . . , 

11. No solo deben concurrir a estas ope- 
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raciones los pueblos infestados, sino los in- 
termedios y aun los do tres leguas en con- 
torno, al tenor de lo prevenido en la ley 8. a , 
libro v título citados. 

12 / Los gastos que se hagan deberán sa- 
tisfacerse de los fondos de propios, y si nn 
hubiese suficiente, délos arbitrios con cali- 
dad de reintegro, y si esto no bastase, pro- 
cederá el Ayuntamiento conforme á lo que 
se previene "en los arts. 33 y siguientes de la 
ley de 3 de febrero de 1823, y lo mismo las 
Diputaciones con arreglo á los arts. 95, 96 y 
97 de la misma ley. 

13. Estas corporaciones provinciales 
nombrarán comisionados de su seDO ó bien 
personas en que tengan mucba confianza, 
inteligentes y celosas, que examinarán cui- 
dadosamente cuanto se practique en esta 
materia, entendiéndose con los comisionados 
de los Ayuntamientos que deberán sujetarse 
y arreglarse á los que aquellos les prevengan. 

1 4. Las mismas Diputaciones tomarán las 
medidas convenientes para evitar abusos en 
el manejo ó inversión de los fondos que se 
destinen á este objeto. 

15. Por último, se recomienda muy es- 
pecialmente á las Diputaciones y Ayunta- 
mientos el prontuario de D. Isidro Benito, 
impreso en Sevilla el año de 1829, titulado 
Vida histórica de la langosta, y Manual de 
yutees y Ayuntamientos para su extinción’, 
por estar recopiladas en e&te tratado las leyes 
y disposiciones expedidas hasta aquella épo- 
ca, y por hallarse en él expiicacioqes impor- 
tantes detalladas y claras de los métodos de 
extinción. . Todo lo que comunico á V. S., etc. 
Madrid 3 de agosto de 1841. ( CL . t. 27, pó- 
gina 505). 

R. O. de 8 diciembre de 1841. 

Se aclara la anterior instrucción. 

(Gob.) «Habiendo acudido al Regente del 
Reino la Asociación general de ganaderos 
haciendo presente que las disposiciones adop- 
tadas en la órden de 3 de agosto último^ por 
las que se manda cerrar y acotar los ter- 
renos de las dehesas infestadas de ovación 
de langosta para roturarse después y sem- 
brarlos , puede resultar que por aprovechar- 
se los pueblos de las tierras bracea destina- 
das siempre á pastos se denuncien como in- 
festadas algunas que no lo sean , privando á 
los dueños de sus posesiones á pretesto de 
bien público, y pidiendo por último que se 
deje al arbitrio de los propietarios ios medi- 
de eitinguir la plaga, justificada que sea su 
existencia, sin que se les obligue precisa- 
mente á roturar -sus dehesas ; se ha servi- 
do S. A. disponer; 


L® Que los jefes polrtiticos adviertan á 
los pueblos que la facultad que se dá eu 
el art. 6.° de dicha órden para poder sem- 
brar las tierras roturadas no se entiende de 
modo alguno con las de dominio particular, 
en las cuales podrán hacer iras dueños lo 
que les acomode, sembrándose solo por los 
pueblos las de propios , comunes y baldíos, 
si asi lo hallasen conveniente los Ayunta- 
mientos y Diputaciones provinciales, 

2. ° Que se haga á estos responsables de 
cualquiera abultacioo ó fingimiento acerca de 
darse por infestados terrenos de cualquier 
pertenencia que sean, que no se hallen en 
este caso. 

3. ° Que oigan los jefes políticos las re- 
clamaciones que les hiciesen los dueños de 
terrenos que se hubiesen acotado, por eonsi- 
derar la existencia en ellos del canuto, .ha- 
ciendo las informaciones correspondientes, 
valiéndose de sujetos de toda su confianza é 
inteligencia de acuerdo con las Diputaciones, 
y si se hallase indebidamente, señalando el 
pedazo de tierra como infeccionado, no sién- 
dolo, se alce el amojonamiento, y se proceda 
contra quien haya lugar. 

4. ° Que siempre que los dueños de dehe- 
sas infestadas se comprometan bajo su res- 
ponsabilidad y en el breve término que á 
juicio del Jefe político se le señale á dejar 
enteramente limpio de canuto el terreno, 
puedan valerse para ello de los medios que 
estimen adecuados para conseguirlo, sea in- 
troduciendo ganado de cerda, ó sacando el 
canuto, recogiéndole y enterrándolo pro- 
fundamente ó de otro cualquier modo que 
produzca el efecto; pero en la inteligencia 
que si espirado el término y hecho recono- 
cer prolijamente el terreno se hallase que no 
habia quedado limpio de ovación de langos- 
ta, se procederá A roturarle hasta estar se- 
guro de su extinción. Lo que comunico 
á V. S. etc. Madrid 8 de diciembre de 1841. 
(CL. t. 27, p. 820.) 

R. O. de 87 mayo de 1844. 

(Gob.) Varios propietarios de dehesas en 
la provincia del cargo de V. S. han reprodu- 
cido sus anteriores reclamaciones contra los 
abusos cometidas por algunos Ayuntamien- 
tos relativamente á la extinción de la langos- 
ta en tierras de dominio particular, solicitan- 
do con este motivo que se derogue el art. 4.° 
de la R. O. de 18 de diciembre de 1841, de- 
jándose á los dueños en libertad de extinguir 
el insecto deLmodo que tengan por conve- 
niente, prohibiéndose la entrada de los ga- 
nados de cerda, y no roturándose en ningún 
caso los terrenos de que se trata. En vista 
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de todo, convencida S. M. de que las recla- 
maciones de los interesados no traen su ori- 
gen de lo dispuesto en las leyes, instrucciones 
y Reales órdenes vigentes, sino mas bien de 
su inobservancia ó mala aplicación , se lia 
servido mandar que no se baga novedad al- 
guna en lo establecido acerca de este punto, 
puesto que el artículo, cuya derogación se 
solicita, concede á los propietarios lo mismo 
que desean, y no permite la roturación sino 
come último recurso para lograr un resulta- 
do indispensable, pero no asequible de otro 
modo. 

En su consecuencia S. M. lia tenido á bien 
resolver que para evitar todos los perjuicios 
que pudieran seguirse á los dueños de los 
terrenos infestados de los abusos de autori- 
dad de los Ayuntamientos, haga V. S. en- 
tender nuevamente á estas corporaciones 
que la disposición 4. a de la citada Real or- 
den concede á los referidos propietarios la 
libertad de proceder á la extinción de la lan- 
gosta por los medios que estimen mas ade- 
cuados; que cuando lo verifiquen así, dentro 
del término prudente que se les hubiere se- 
ñalado, las autoridades de los pueblos no 
pueden mandar ni permitir que los ganados 
ajenos se introduzcan en las dehesas infesta- 
das; que tampoco puede determinarse su ro- 
turación sino en el caso en que se hubieren 
empleado los demás medios sin ningún fru- 
to, y fuese urgente la extinción de la langos- 
ta; que de todos modos para usar de un me- 
dio que tanto perjudica á las tierras destina- 
das á deheso, debe preceder la justificación 
plena de su necesidad á juicio de V. S., que 
siempre se reservará esta resolución em- 
pleando este medio extremo en los parajes 
infestados, y no en otros. 

Por último, es la voluntad de S. M. que 
V. S. procure que siempre se proceda con la 
suficiente anticipación, consultando los casos ■ 
graves y dudosos, decidiendo por sí en los 
urgentes sin perjuicio de participar oportu- 
namente sus disposiciones y cuidando siem- 
pre de conciliar el interés común con el par- 
ticular, y de proteger á los dueños de las 
dehesas contra cualquier abuso de autoridad 
que pudiera cometerse contra el derecho de 
propiedad', cuando el bien común no lo haga 
preciso y urgente.— De Real orden etc. Ma- 
drid 27 de mayo de 1844.» {CL. del Caste- 
llano t. 12, jo. 300. ) 

R. O. de 42 julio de 1846. 

(Gob.) Habiendo aparecido la langosta en 
los términos de Getafe, se aprobó la medida 
del Gobernador de Madrid de reclamar el de 
Ciudad-Real hombres prácticos de la Mancha 
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para dirigir con acierto las operaciones de su 
extinción; y que respecto del descuido de 
1). Juan Murcia en no dar parle oportuna- 
mente de la existencia del insecto en la dehe- 
sa de su propiedad, si resultase suficiente- 
mente comprobado el hecho que se Je im- 
puta, se le imponga por el Gobernador la 
responsabilidad prescrita por las leyes en ca- 
sos scmejaut.es. (CL. t. 38, p. 64.) 

R O. de 2o setiembre de 1846. 

ALono de gastos de los pontos. 

(Gob.) Se resolvió que los gastos causa- 
dos por los peritos en el reconocimiento 
de los terrenos infectos se abonasen en la 
partida de imprevistos de los presupuestos 
provinciales ó municipales, y los relativos á 
su demiíeccion en los términos que previe- 
nen las leyes y demás reales disposiciones. 
(CL. t. 38, p. 387.) 

R. O. de 3 junio de 1851, 

Reglas para laextinciou da la langosta. 

(Gob.) «Siendo necesario combatir la 
langosta en cuanto aparezca en alguna pro- 
vincia, con el fin de evitar que so reproduz- 
ca y pueda propagarse á otras; S. M. la Rei- 
na á propuesta de una Junta de comisarios 
regios de agricultura, se ha dignado dispo- 
ner lo siguiente: 

i El Gobernador de la provincia en que 
aparezca la langosta, dará inmediatamente 
cuenta á este Ministerio, elevándolo al mis- 
mo tiempo al conocimiento del de la Gober- 
nación del Reino. 

2. ° Se declara provincial el gasto de ex- 
tinción de la langosta en estado de canuto y 
en el de mosquito; cuando se halle propia- 
mente en el de langosta, el gasto será mu- 
nicipal. 

3. ° Para auxiliar al Gobernador en los 
trabajos necesarios para esterminar la lan- 
gosta, se instalará, como cuerpo consultivo 
del mismo, y bajo su presidencia, una co- 
misión especial de la Junta provincial de 
agricultura, compuesta del comisario regio 
de agricultura, si le hubiese, el cual será vi- 
ce-presidente, dos vocales de la misma Jun- 
ta designados por el Gobernador ó tras si no 
hubiere comisario, en cuyo caso uno de estos 
ejercerá la vice-pfesidencia. 

4. ° Maniéndose de aplicar á la extinción 
de la langosta en los dos primeros casos ex- 
presados en el art. l.°, los fondos volados en 
el presupuesto provincial para calamidades 
públicas é imprevistos, y en caso necesario 
formarse el presupuesto adicional que corres- 
ponda, hará asimismo parte de dicha comi- 
sión un diputado provincial designado por la 
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propia diputación, 6 los vocales de ella que 
puedan reunirse. 

5 • Al Gobernador, como agente supe- 
rior de la administración, presídeme de la 
comisión , corresponde exclusivamente la 
acción en las operaciones de la misma, ad- 
ministrar los fondos y librar sobre ellos, cu- 
yas atribuciones podrá únicamente delegar 
en el vice-presidente. 

0 . * Así para ello como para las delibera- 
ciones, se atendrán respectivamente el Go- 
bernador y la comisión á las instrucciones 
que se acompañan, formadas por los cornisa- 
sanos régins de agricultura y aprobadas por 
S. M. en este día. — De Real órden etc. Ma- 
drid 3 junio de 1851.» ( CL . t. 53, p. 234.) 

Instrucciones que h^n de observarse para 
la extinción de la langosta. 

Artículo t.° Apareciendo la langosta en 
cualquier distrito, la autoridad local lo pon- 
drá inmediatamente en conocimiento del Go- 
bernador de la provincia, especificando sus 
circunstancias, á fin de que, según su natu- 
raleza, pueda dictar las resoluciones corres- 
pondientes. Sin perjuicio de ellas, y espe- 
cialmente cuando la langosta se halle en es- 
tado propiamente de tal, en cuyo caso los 
gastos de su extinción se hallan declarados 
municipales, adoptará desde luego el Alcal- 
de las disposiciones que estime conducentes 
para lograrlo. 

Art. 2.° Si por hallarse la langosta en 
estado de canuto d de mosquito, los gastos pa- 
ra su «‘stirpacion hubiesen de ser á cargo del 
presupuesto provincial, en caso de hallarse 
reunida , acordará inmediatamente los me- 
dios de sufragarlos; si no lo estuviere lo hará 
por sí solo el Gobernador. 

Art. 3.° Instalada la comisión de extin- 
ción de langos a, fijará el premio que deba 
darse por la fanega colmada de canuto, ha- 
bida consideración ;í la cantidad que diaria- 
mente pueda recoger un hombre mediana- 
mente laborioso, y haciendo de manera qne 
los que se dediquen á este género de traba- 
jo, obtengan dos jornales y medio de los que 
acostumbren pagar en las demás faenas agrí- 
colas de la localidad. 

Art. 4.° El Goberbernador déla provin- 
cia en el Boletín oficial , y entre tanto, el 
Alcalde del término infestado , por medio de 
edictos que se fijarán en las puertas de la 
casa del Ayuntamiento, y de los demás pue- 
blos del distrito municipal , publicarán una 
relación del terreno ó terrenos invadidos, 
expresando sus linderos. Si fueren de pro- 
piedad particular, los propietarios podrán 
verificar en ellos para la persecución del in- 


secto, cuantos trabajos juzguen convenien- 
tes. Pero sin perjuicio de los que ellos enta- 
blaren , la persecución del canuto podrán 
hacerla libremente las personas que gusten 
seaD ó no del pueblo o de la provincia, y bajo 
el sistema que crean mas oportuno, excep- 
tuando el de la roturación con arado, que 
solo podrán emplear los propietarios’ de la 
finca infestada. 

Art. 5.° La comisión de extinción de 
langosta nombrará en cada cabeza de parti- 
do judicial, un depositario de entre los seis 
mavores contribuyentes, al cual se librarán 
fondos de los que se datará en la forma que 
le prevenga la comisión provincial ante- 
dicha. 

Art. 6 .° La entrega del canuto se hará 
precisamente todos los domingos en la plaza 
de la cabeza del partido , por medición qne 
ejecutarán los medidores del pueblo, autori- 
zando e] acta el juez de primera instancia 
como delegado de la Junta provincia! de lan- 
gosta, e! regidor síndico, y el mavor contri- 
buyente de que se trata en el citado artículo. 
Donde no hubiese tales medidores, harán sus 
veces los designados al efecto por los que 
han de autorizar el acto. 

Art. 7.° Ejercerá las funciones de se- 
cretario de esta comisión , un escribano: el 
mismo extenderá los libramientos, que han 
de llevar el V." B . 0 del juez delegado de la 
Junta provincial de langosta, expresando en 
ellos el nombre y vecindad de los que veri- 
fiquen las entregas, el número de fanegas que 
hayan presentado, y el premio que les cor- 
responde recibir. Én virtud de estos libra- 
mientos, el depositario abonará en el acto su 
importe, conservando aquellos para forma- 
lizar su cuenta semanal que unirá el escri- 
bano al acta de la sesión, y firmarán todos 
los individuos de la comisión elevando 
copia de todo al Gobernador de la provincia 
por el correo inmediato. Los derechos y pa- 
pel invertidos en estas actuaciones , así co- 
mo también el importe del combustible y 
brazos necesarios para la medición y que- 
ma del canuto, se fijarán asimismo en cada 
acta, y serán abonados por el depositario, á 
quien se dará el oportuno libramiento para 
la formación de su cuenta. 

Art. 8 .° La comisión , acto continuo, 
presenciará la quema del canuto que se hu- 
biere medido, procurando que estos actos 
tengan la mayor publicidad, y que la desa- 
parición de los restos se haga de tal manera 
que en ningún caso pueda volver á presen- 
tarse á la medición el canuto que haya sido 
entregado á las llamas. 

Art. 9.° Lograda la extinción del canu- 
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tr>, ó llegado el mes de abril, en que con- 
cluye la época á propósito para procurarla 
el depositario presentará á la comisión su 
cuenta general documentada de gastos é in- 
gresos, la que unida á las actas originales, se 
elevará por el juez do primera instancia an- 
tes del L° de mayo al Gobernador de la pro- 
vincia, para que este las presente á la apro- 
bación de la Junta provincial. 

Art. 10. Las disposiciones que bayau de 
adoptarse para la persecución del insecto en 
estado de mosquito ó de langosta, v las for- 
malidades para hacer constar los gastos que 
ocasione, serán dictadas en cada caso especial 
por el Gobernador, oyendo al Ayuntamiento 
del pueblo interesado y á la Comisión provin- 
cial para la extinción de la langosta, y dando 
conocimiento al Gobierno, á quien finalmente 
so elevará siempre cuenta justificada de to- 
dos los gastos ocasionados, procediendo en 
ellos con la mas severa economía. 

Art. 1 1 . Cuidará también el Gobernador 
de que se observen esmeradamente Jos fe- 
nómenos, y se siga el curso de la plaga, dan- 
do conocimiento de todo á la Dirección ge- 
neral de agricultura. Y si aquella no fuere 
de langosta, y sá de cualquier insecto, ade- 
más de aquella descripción, liará que se ana- 
licen sus efectos y los animales que ¡a cau- 
sen, especialmente si fuesen desconocidos, 
nuevos ó menos frecuentes en la provincia, 
remitiendo el análisis y medios proyectados 
de estirpacion con algunos ejemplares del 
insecto á fin de que el Gobierno pueda con- 
sultar á personas ó corporaciones entendidas 
acerca de los mejores medios de conseguir 
su extinción. — Madrid 3 de julio de 1851.» 
{CL. t. 53, p. 251.) 

LANIAS Y MEDIA ANATA. Ciertos im- 
puestos que se exigían por toda sucesión 
de los grandes de España y títulos de 
Castilla. Fueron suprimidas por R. D. 
de 28 diciembre de 1846, en virtud de 
la autorización concedida al Ge bierno por 
el art. 15 ue la ley de 23 de mayo de 
1845, estableciéndose en su lugar otro 
impuesto especial sobre grandezas y tí- 
tulos. — V. Anata de títulos y grandezas, 
Contribución sobre grandezas y títulos. 

LANZAMIENTO. El acto de desalojar 
judicialmente á uno de la localidad que 
ocupa. — Y. Desahucio. 

LASTO (Carta de..,).-— V. Carta de 
pígo. Fianza. 

LAUDEMIO. El derecho que se paga 
al señor del dominio directo cuando el 
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enfitéuta enajena las fincas dadas á cen- 
so enfitéutico, el cual se pago por el 
comprador en reconocimiento de aquel 
derecho. Su importe es la quincuagési- 
ma parte del precio por el que se vendo 
el dominio útil, ó sea un 2 por 100. — 
V. Censo. Respecto del pago del laude- 
mio en los enfitéusis desamortizados, 
consúltense en el artículo Desamortiza- 
ción, tomo 5.° el art. 10 de la ley de l.° 
de mayo de 1855 , pág. 81 ; el 170 y 
adicional de la Inst. de «31 del mismo 
mes, págs. 98 y 106, y el 7.° y 12 de 
la ley de 27 de febrero de 185(5, pá- 
gina 139. 

Los derechos de laudemioy fadiga que 
por razón de señorío, ó en virtud de 
privilegios exclusivos, se pagaban en al- 
gunos pueblos por los poseedores de mo- 
linos, hornos, etc., fueron abolidos por 
' las leyes de señoríos, lo mismo que los 
referidos privilegios, como puede verse 
en Hornos, Privilegios exclusivos, Se- 
ñoríos. 

En algunos territorios forales el dere- 
cho de luismo consiste en la décima 
parte del precio de la cosa, y se lamen- 
taba Salas de lo perjudicial que era este 
gravamen para los enfiteutas. El artícu- 
lo 7.° de la ley de señoríos de 3 de mayo 
de 1823 dijo de una manera terminante 
que en los enfiteusis de señorío que ha- 
yan de subsistir (como de dominio alo- 
dial) el laudemio ó luismo no exceda 
de la cincuentena parte ó 2. por 100, y 
que los poseedores del dominio útil no 
tendrán obligación de satisfacer mayor 
laudemio en adelante, cualesquiera que 
sean los usos ó establecimientos en con- 
trario ; pero según el art. 8.°, lo dicho 
no debe entenderse con respecto a los 
contratos existentes, con tal que el do- 
minio, en virtud del cual se cobra, sea 
puramente alodial; y en este sentido lia 
declarado el Tribunal Supremo por sen- 
tencia de 7 de marzo de 1806, no haber 
lugar á un recurso de casación inter- 
puesto contra sentencia de la Audiencia 
de Barcelona, que en parte se fundaba 
en haber lijado en 10 por 100 la cuota 
del laudemio, y el recurrente creía in- 
fringido el art. 7.° de la ley citada, Otra 
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sentencia <U1 Tr'bunal Suoremo, de 20 
de diciembre de 1bü2, estableció la. mis- 
ma doctrina en otro caso análogo» con 
!a diferencia de fj ue allí la Audiencia fie ¡ 
Barcelona fijó en 2 por 100 el laude- 
mió, v el Tribunal Supremo estimó su 
fallo arreglado á los ariienlos citados de 
¡a lev fie señoríos. — V. Skñoríos. 

LAUDO ARBITRAL-— V. Juicio arri- 
TnAi,: Jnieio de amigable* componedo- 
res. liase dado el nombre de laudo’arbi- 
tral á la sentencia de los arbitrailores, y 
aun á la ríe los arbitros. La palabra lau- 
do es anticuada y significa convenio. 

LAZARETO. Ellugaren que son pues- 
tas á observación las personas proceden- 
tes de pueblos infestados que pretendep 
entrar en los que están libres de la epi- 
demia. 

Habiendo prohibido por regla general 
la ley de sanidad de 28 de noviembre 
de 1855 el -sistema cuarentenario inte- 
rior, y ordenado los aeordonamientos 
fronterizos solo cuando las epidemias los 
bagan necesarios, la Administración solo 
sostiene permanentemente los lazaretos 
en los puntos convenientes del litoral. 
Estos establecimientos sanitarios , que 
tienen el personal, edificios y los uten- ' 
silios indispensables á este servicio , se 
dividen en sucios y de observación. Los 
primeros se destinan d la cuarentena de 
los pasajeros que vienen en buques pro- 
cedentes de puntos contagiados, ó eo que 
ha desarrollado alguna enfermedad 
epidémica, y se hallan situados en Ma- 
ltón (isla de MenorcaJ, San Simón (ria 
de VigoJ, y Tambo (ria de Pontevedra.) 

Los de observación limitados á la ad- 
misión de pasageros procedentes de 
puntos sospechosos, son en mucho ml- 
yor número, y se encuentran en los prin- 
cipales puertos. 

En el artículo Sanidad insertaremos 
la legislación que corresponde al presen- 
te, y allí se manifestarán por lo tanto las 
formalidades para la admisión en los la- 
zaretos de los pasajeros de buques, su. 
estancia y salidas de ellos. — V. además 
Cordón Sanitario, 

LECHO MATR1M0HIAL. Cuando muere 
una persona casada el lecho ó cama ma- 


trimonial corresponde al cónyuge que 
sobrevive, quien si se vuelve á casar es- 
tá obligado á lestioirle'é los herederos 
del otro, íntegramente, cuando su im- 
porte se dedujo del capital del difunto, y 
solo la mitad de su valor cuando se de- 
dujo de los bienes gananciales. Por IpcIio 
matrimonial se entiende el quede ordi- 
nario usaban los con-nrles {Ley ü 8 ti- 
fa/o V! lib III del Fuero Real)' ’ 
LECTOR DE LETRA ANTIGUA. El que 
se hall-a autorizado con titulo competen- 
te para leer y descifrar los escritos an- 
tiguos. He aquí sobre este asunto la 

R. O de 21 julio de 1838. 

Requisito* para obtener el tDnlo di lector... 

(Gon.) «La importancia de las funciones 
que ejercen ios lectores de letra antigua, cu- 
ya intervención en litigios de gran cuantía 
puede influir considerablemente en la suerte 
de las familias, hace indispensable que se 
fijen reglas para que la concesión de ios títu- 
lo.-» recaiga en personas adornadas con todas 
hs calidades de probidad é instrucción que 
para el caso se requieren, En su consecuen- 
cia S. M la Reina gobernadora, después de 
haber oido sobre el particular Jos informes 
que ha tenido por conveniente, se ha servi- 
do disponer lo siguiente: 

i.° Toda persona que quiera solicitar tí- 
tulo de lector de letra antigua, presentará 
su exposición al Jef» po ítico de la respectiva 
provincia, acompañándola con los documen- 
tos que juzgare oportunos, entre los cuales 
deberá existir su fé de bautismo que acre- 
dite ser mayor de 25 años, y un certificado 
de buena vida y costumbres dado por la au- 
toridad local del pueblo donde resida. 

2. 9 El Jefe político nombrará una comi- 
sión compuesta de competente número de 
revisores con titulo y de personas de conoci- 
da instrucción que sujeten al interesado á 
un oxámen riguroso sóbr** las materias si- 
guientes: idioma latino, y con especialidad el 
que se usaba en ¡os escritos y documentos 
de la edad media; romance antiguo castella- 
no, lemosin en las provincias de la antigua 
Corona de Aragón; paleografía, historia y 
cronología de España; y por último un exá- 
men práctico sobre documentos de todas 
épocas existentes en los archivos, no olvi- 
dando hacer las Correspondientes preguntas 
sobre las diversas materias que se han usado 
para escribir, y las alteraciones que suelen 
esperimentnr con el trascurso de los años. 

3.° Hechos los exámenes, pasará el jefe 
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político e! expediente á este Ministerio de 
mi cargo, con ei acta de aquellos y la censu- 
ra que hubiere recaído para Ja correspon- 
diente resolución de S. AI.— De Rea) or- 
den etc.» [CL. t. 24, p. 324 ) — V. Escuela 
diplomática : Archiveros: Bibliotecarios: 
Revisores de letras y manuscritos. 

LEGADO. Donación ó manda que se 
deja en testamento ó codicilo. Puede 
dejar mandas ó legados todo el que pue- 
da hacer testamento, y pueden ser le- 
gatarios los que pueden ser herederos, 
bastándoles Incapacidad, al tiempo de 
la muerte del testador. * 

En los legados pueden ponerse toda 
clase de condiciones, cláusulas ó modifi- 
caciones, siendo licitas y honestas, v no 
perjudicando á las legitimas de los des- 
cendientes, ó de los ascendientes en su 
caso.— tV. Legítima.) 

Los legados ó mandas se dividen, por 
razón de la cosa legada , en legados de 
cosa propia ó ajena , de género , de es- 
pecie y de cantidad , de alimentos, de 
usufructo, etc. Indicaremos las princi- 
pales clases: 

Legado de cota ajena. Vale el lega- 
do ó manda de cosa ajena, si el testa- 
dor al legarla sabia que no era suya; y 
el heredero deberá comprarla para cum- 
plir el legado, ó dar su estimación si el 
dueño no la vendiese ó quisiere por ello 
mas de lo justo. Aun creyendo el testa- 
dor que era suya, sin serlo, valdrá la 
manda si el legatario es persona alle- 
gada al comprador. ( Ley 50, iít. IX, 
Parí. Vi.) , 

Legado de genero. Es el que se ha- 
ce de alguna cosa indeterminada de 
cierto género , designándola por un 
nombre común, sin determinarla, corno í 
cuando se manda en general una casa, ¡ 
un caballo, etc. Este legado es válido, [ 
y el heredero deberá cumplirle, dando 
una coso que no sea ni muy superior ni 
muv inferior, habida consideración al 
caudal hereditario y á las cireunston- 
cías personales del legatario. Según la , 
ley tu. IX, Parí. VI, el testador no I 
estará, obligado á cumplir el legado de : 
cosa genérica, cuando no la haya en la ¡ 
herencia, suponiendo, eu este caso, que 
lo fizo por escarnio mas que por cura 


cosa. Escriche duda de que esta ley 
pueda aplicarse en su referido precepto, 
y nosotros creemos lo mismo, y estamos 
de acuerdo con lo que se dispone en el 
art. (U) 1 del Proyecto de Código civil 
español , que debo valer el legado gené- 
rico do cosa que no haya en ía herencia 
(ludiendo comprarse ó entregarse su 
valor. 

Legado de especie. Llámase así el le- 
gado de cosa determinada que no puede 
confundirse con otra, como si se lega 
la casa de tal calle, número tantos, ó el 
caballo blanco, ó la escribanía de plata 
de uso del testador, ó cualquiera otra 
cosa que se determina específica é indi- 
vidualmente. El legatario adquiere la 
propiedad de este legado desde que 
muere el testador y hace suyos los fru- 
tos pendientes y futuros. (Ley 3í, títu- 
lo Xf , Part. Vi.) — V. Anotación pue- 
verrnvA, § íi° 

Legado de alimentos. En la palabra 
Alimentos liemos indicado lo que son 
estos, citando la ley 2. a , tí t. XIX, Par- 
tida lif, y con arreglo á la misma y á 
la 2i, tí t. IX, Part. VI, el legado de 
alimentos debe comprender los que el 
legatario necesita para vivir, según su 
condición y la importancia de la heren- 
cia, salvo que se señale cuota. 

Otras clases de legados. Además de 
las indicadas se señalan otras muchas. 
Se dice legado de hecho , cuando el tes- 
tador impone al heredero la obligación 
de hacer tal ó cual cosa; de liberación 
cuando se lega al deudor lo que debe; 
de crédito , cuando se lega á uno lo que 
debe un tercero; de cantidad , que con- 
siste en dejar número determinado de 
cosas de cierto género ó especie, como 
cien fanegas de trigo, dos onzas de oro, 
i. 000 i s. ; puro, cuando la cláusula en 
que se establece no contiene día, tiem- 
po, condición ni otra cualidad ó circuns- 
tancia que suspenda ó dificulte su cum- 
plimiento; condicional cuando por e! 
contrario se impone condición; modal ú 
oneroso, cuando lleva inherente una 
carga, gravamen ú obligación que lo 
modifica etc., ele. En todos los casos, 
repetimos, debe cumplirse la voluntad 
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dd testador, eo cuanto las cláusulas del 
testamento sean lícitas y honestas y no 
afecten á las legítimas. En los legados 
puros ó á dia cierto el dominio de la 
cosa legada pasa al legatario desde la 
muerte del testador. (Ley 34, tit. IX, 
partida VI). Es consiguiente por lo tonto 
que se deben y son exigibles desde aquel 
momento. (T. S. sentencias de 26 de se- 
tiembre de 1862, ti diciembre de 1865). 

Es necesario sin embargo no confun- 
dir los legados condicionales con los mo- 
dales ú onerosos, ó que contienen algún 
gravamen ú obligación condicional. Si 
pues Pedro lega una cosa á Juan con la 
obligación ó gravamen de que en el caso 
de morir el legatario sin sucesión pase á 
los hermanos del misino, Juan adquiere 
de derecho el pleno dominio del legado, 
si sus referidos hermanos fallecieren an- 
tes que él; y consiguientemente los hijos 
de estos, sobrinos de Juan, ni como hi- 
jos de los sustitutos ni como herederos 
de Pedro podrán disputar la cosa á los 
que por testamento ó abintestato suce- 
dan á Juan. ( T . S. sentencia de 24 de 
marzo de 1857), — V. Condiciones: Le- 
gítima: Sucesión testamentaria. 

Extinción de los legados. Los lega- 
dos caducan ó se extinguen por revoca- 
ción expresa ó tácita del testador, por 
la muerte del legatario acaecida antes 
que la del testador, por la falta de cum- 
plimiento de las condiciones, por pe- 
recer la misma cosa legada, ó por ha- 
berse cambiado esencialmente la forma 
que constituía la sustancia de la cosa. 
Aunque el heredero no quiera admitir la 
herencia, las mandas y legados subsis- 
ten según establece la 1. a tit. XVIII li- 
bro X, Nov. Reeop., y lo mismo sucede 
cuando es nula la institución heredita- 
ria. (T. 8. Sent. de 29 noviembre de 
1864) (1). Extensamente se ocupan 
nuestras leyes de Partida de toda la' ma- 


(1) Los legadosy mandas que caducan acre- 
cen á la masa hereditaria, de manera que cuaD' 
do hay institución de herederos pertenecerán 
al instituido, y no habiéndola á ios que lo sean 
abintestato. (T. S-, sentencia <íe 27 de setiem- 
bre de 1845, 7 de abril de 1804, y 22 de setiem- 
bre y i de diciembre de 1865.) 


tena de legados en eltít. IX, de la VI, y 
también las de la Nov. Reeop. en el tí- 
tulo XX del lib. X. r 

Derecho de acrecer. Tiene lugar este 
derecho, entre los legatarios como en- 
tre los herederos, cuando dos ó mas 
han sido llamados conjuntamente á una 
herencia ó á cierta parte de ella , ó á 
cierto legado y uno de ellos muere antes 
que el testador etc. etc., conforme he- 
mos indicado en Acrecer (1). 

Mandas á los confesores ó á sus igle- 
sias . Lo*que debe tenerse muy presen- 
te es que no valen las mandas hechas 
en la enfermedad de que uno muera á 
su confesor, clérigo ó religioso ni á deu- 
do de ellos, ni á su iglesia, ni la insti- 
tución de heredero á favor de los mis- 
mos. Así se dispuso por la ley 15, ti- 
tulo XX, lib. X de la Nov. Reeop., y se 
reencargó por Real cédula de 30 de ma- 
yo de 1830, añadiendo que cuando los 
testadores dejen por herederas á sus al- 
mas, las de sus parientes de otros cua- 
lesquiera,!) por vía de mandas ó lega- 
dos señalen alguno; sufragios, ó de cual- 
quier modo manden hacerlos, no po- 
drán encargarse estos á los confesores 
en la última enfermedad, ni á sus pa- 
ítenles etc., como mas extensamente 
veremos en Sucesión testamentaria.. 

LEGADOS A MANOS MUERTAS. Según 
la disposición terminante del arl. 15 de 
la ley de 11 de octubre de 1820, las igle- 
sias, hospitales, hospicios, casas de mi- 
sericordia y cualesquiera otros estableci- 
mientos permanentes, sean eclesiásticos 
ó laicales, conocidos con el nombre de 
manos muertas, no podian adquirir bie- 
nes raices ó inmuebles ni por testamen- 
to, ni por donación, compra, permuta, 
ni por otro titulo alguno lucrativo ú one- 
roso; pero esta disposición tan absoluta 
ha sido modificada, respecto á estableci- 
mientos laicales por la ley de 3 de mayo 
de 1837 y por el art. 26 de la de desamor- 

(i) Cuando se lega á Pedro una cosa con 
la cláusula de que si muere sin sucesión pase 
á Diego, si muere Diego antes que Pedro, ad- 
quiere esto el pleno y absoluto dominio de la 
cosa legada, y es nula la sentencia que det#r» 
mina lo contrario» ( T . S., sentencia de 24 ¿4 
marzo de 1857.) • 
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cordato de 1850, y por el 3.° del Con- 
venio con la Santa Sede de 4 de abril 
de 1860, disposiciones que autorizan de 
nuevo en cierto modo ó limitativamente 
las adquisiciones de las inanos muer- 
tas (1). Hé aquí pues, como ha venido á 
entender estas leyes ia jurisprudencia 
del Tribunal Supremo de Justicia. 

Sentencia de 7 octubre de 1852. 

I. Establecióse en este fallo la doc- 
trina de que ni los establecimientos de 
beneficencia ni las demás manos muer- 
tas tenían entonces capacidad para ad- 
quirir bienes raíces ó inmuebles no obs- 
tante las leyes de 8 enero de 1855 sobre 
organización y atribuciones de los Ayun- 
tamientos y de 20 de junio de 1849 so- 
bre benetieencia. 

Sentencia de 23 febrero de 1857. 

II. Losarts. 15 y 10 de la ley de 11 de 
octubre de 1820 solo prohíben á las cor- 
poraciones y establecimientos llamados 
manos muertas ia adquisición de bienes 
inmuebles y adquisición ó imposición de 
cualquiera especie de gravamen sobre 
ios mismos; pero esta prohibición no 
puede extenderse á los legados o man- 
das del producto ó valor de los mismos. 


enere 1828)» 
, . - — -830) y calan- 

do por electo de su disposición testamenta- 
ria adquirió la propiedad de sus bienes: 

3. u »Que, aun aceptada la hipótesis de 
que la tercera época ó temporal, de que ha- 
bla la ley de Partida citada, sea la en que so 
entra en la pos ¿¡don material de la herencia, 
también en ese tiempo , que loé en julio de 
1858, tema el hospital la capacidad necesa- 
ria, porque la ley de l.° de mayo no 1855 
autoriza expresamente ¡t los establecimien- 
tos de beneficencia para recibir ó adquirir 
bienes raíces, aunque á condición de con- 
vertirlos en efectos públicos (1): 

4. ° »Que la sentencia de la Sala primera 
de la Audiencia de Valencia no lia infringi- 
do Ja lev de Partida citada, ni tampoco la de 
27 de setiembre, ó mas bien de 1 1 de octu- 
bre de 1820, porque esta ha sido modificada 
esencialmente en sus arts. 14, 15 y 1(¡ por 
la ya mencionada de l.° de inayo de 1855 y 
por otras disposiciones: 

Y 5.“ «Que las sentencias de este Supre- 
mo Tribunal (de 7 octubre de 1852 y 2l¡ de 
julio de 1854) cuya doctrina se supone tam- 
bién infringida, fueron dictadas cuando no se 
había dado la ley de 1 . u de mayo, según lo 
demuestran sus fechas, y que además, en el 
caso de la primera de ella los establecimien- 
tos de beneficencia favorecidos por el testa- 
dor carecieron de capacidad, no solo en Ja 
tercera época designada por la ley de Parti- 
da, sino también en la 


primera y segunda.» 


Sentencia de 28 febrero de 1862. 


Sentenc a de 28 diciembre de 1861. 

III. Desestimando un recurso de ca- 
sación contra sentencia de la Audiencia 
de Valencia que declaró al hospital ge- 
neneral de aquella ciudad capaz de ad- 
quirir una herencia, estableció en sus 
considerandos la siguiente doctrina. 

l.° «Que las tres épocas en que los he- 
rederos extraños lian de tener capacidad 
para adquirir las herencias, según lo dis- 
puesto eu la ley 22, tít. 111 de la Partida 6 A, 
son la del otorgamiento de los testamentos, 
la de la muerte de los testadores y la en que 
los instituidos se otorgan por herederos: 

2. 1 * »Que ei hospital de Valencia tenia 
capacidad para recibir la herencia de Doña 


(.1) La ley de l.° de mayo de 1853 se halla 
inserta en Desamortización; las de lí de octu- 
bre de 1820 y 3-5 de mayo de 1837 en Mayo- . 
Mazaos, y el Concordato de i85i y Convenio do ^ 
1800 en Concordatos. 


Casó y anuló una sentencia de la Au- 
diencia de esta Córte que declaraba nu- 
las unas imposiciones censales á favor 
de escuelas, como contraria á la ley de 5 
de mayo de 1837, y hasta á la de l.° de 
mayo de 1855. 

Sentencia de 13 abril de 1863. 

La Sala tercera de la Audiencia de 


(t) La ley 22, tít. II I , Partida 6. a que habla 
de los tres tiempos en que el heredero debe te- 
ner capacidad para heredar, es inaplicable 
cuando se trata de Legatarios, los cuales se go- 
biernan por otra ley que únicamente exige la 
capacidad al tiempo de la muerte del testador. 
Así es que si se lega á una parroquia una casa 
como verdaderamente rectoral , aunque el lega- 
do fuera ineficaz por las leyes del reino al 
tiempo do hacer el testamento, es sin embargo 
valido si el testador murió después de cele- 
brado el Concordato de 1851. ( T. S. se.nl. 11 de 
diciembre de 1805. i 



LEGADOS A MANOS MUERTAS. 


864 

Barcelona, por sentencia de 16 de febre- 
ro de 1861. desestimó una demanda so- 
bre nulidad de legados de bienes inmue- 
bles hecho por D. José Fernandez en su 
testamento de 27 dejulio de 1839, ó favor 
de un hospital y dos casas de beneficencia 
dedicha ciudad. Se interpuso contra di- 
cha sentencia recurso de casación citando 
como infringidas la ley de 11 de octubrede 
1820 restablecida en 30 de agosto de 
1836, la doctrina admitida por la juris- 
prudencia de los tribunales de que «las 
corporaciones eclesiásticas ó laicales co- 
nocidas con el nombre de manos muer- 
tas, no pueden ser instituidas herederas 
ni legatarias; que si lo fueron con ante- 
rioridad á dicha ley, no pueden hoy 
aceptar sus herencias y legados;» «que 
las disposiciones testamentarias hechas á 
su favor son nulas,» y que «si fueron 
instituidas herederas corresponde la he- 
rencia á los herederos legítimos del tes- 
tador: así como la ley 8. a tít. 22 Partida 
3. a , y la doctrina consignada en senten- 
cia de 26 de junio de 1858. Pero el Tri 
bunal Supremo desestimando el recurso 
ha venido á confirmar la importante ju- 
risprudencia que tiene consignada en 
ios anteriores fallos: 

«(Considerando que, si bien la ley de 11 de 
octubrede 1820, restablecida en 1836, prohi- 
bió á los establecimientos conocidos con el 
nombre de manos muertas la adquisición de 
bienes raíces é inmuebles, esta ley In sido 
modificada esencialmente en sus arts. 14, 
15 y 16 por la ley de l. u mayo de 1855, que 
autoriza expresamente é los establecimientos 
de beneficencia para recibir ó adquirir bie- 
nes raíces, aunque á condición de invertir el 
producto íntegro de la veuta de los mismos 
en efectos públicos: 

Considerando que en virtud de la? pres- 
cripciones de esta ley el hospital de Santa 
Cruz de Barcelona y las dos casas de benefi- 
cencia llamadas de Misericordia y de Infan- 
tes huérfanos, tienen capacidad para recibir 
y adquirir el producto de la veuta de los bie- 
nes que les legó 1). José Jaurnandreu en el 
testamento que otorgó en 27 de. julio de 
i 83 ' cou la condición antes indicada: 

Y considerando que la sentencia de este 
Supremo Tribunal, cuya doctrina se supone 
infringida, se dictó «q un pleito en que se 
trataba de establecer una memoria perpétua 


de naisas sobre bienes raices, y por lo mismo 
no puede tener aplicación en el presente.» 

Sentencia de 30 octubre de 1863. 

Demanda entablada por D. Isidro de 
la Osa, como marido de Doña María de 
los Dolores Ortega, ame el juez' del dis- 
trito Je San Vicente de Sevilla, contra el 
Cabildo de aquella catedral, con la pre- 
tensión de que se declarase nula la impo- 
sición mandada hacer por D. Pedro Ma- 
nuel Prieto, y que como pariente sucesor 
abintestalo se le entregasen los censos en 
que consistia el precio de la casa vendi- 
da y sobre la que aquella pesaba en aten- 
ción á estar prohibida por las leyes toda 
vinculación que impidiera la libre circu- 
lación de la propiedad. Seguido el pleito 
por sus trámites, se pronunció sentencia 
por la Sala segunda dé Ja Audiencia en 
14 de noviembre de 1861, confirmatoria 
de la del juez, declarando nula dicha im- 
posición, y que ios bienes señalados para 
ella correspondían en propiedad á sus 
herederos. El cabildo interpuso recurso 
de casación citando como infringidas la 
ley 21, tít, 29, Part. 3.% los arts. 41 y 
45 del Concordato de 1851, la doctrina 
legal referente á la interpretación de las 
últimas voluntades , conforme con )a 
práctica de los tribunales, como se dedu- 
cía de la sentencia del Tribunal Supremo 
de 23 de febrero de 1857, según la que 
si bien las manos muertas no pueden ad- 
quirir bienes inmuebles, no les está pro- 
hibido tornar lo que se Jas deja para in- 
vertir su producto; la ley 1. a , tít. 18, li- 
bro iOde ta Nov. Reeop. y la doctrina 
consignada en sentencia de 27 de setiem- 
bre de 1845 del mismo Tribunal Supre- 
mo, según laque los legados que cadu- 
can por cualquiera causa, quedan en la 
masa hereditaria y no en favor d,e los he- 
rederos abintestalo. 

El Tribunal Supremo estimóel recurso 
y casó y anuló la sentencia de la Au- 
diencia. 

«Considerando que las disposiciones con- 
signadas en loj arts. 15 y 16 de la ley de 11 
de octubre de 1820 , solo pruhiben alas igle- 
sias, corporaciones y establecimientos cono- 
cidos cou el nombre manos muertas la ad- 
quisición detienes inmuebles y ia imposi- 
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cion ó adquisición de cualquiera tributo ó 
especie de gravámen sobre los mismos bie- 
nes: 

Considerando que en la memoria testa- 
mentaría de D. Pedro Manuel Prieto hay un 
legado de cantidad, ó sea del producto en 
venta de la casa del testador para que la 
iglesia catedral de Sevilla destine sus réditos 
á los íines de la dotación 6 dotaciones á que 
pertenecía, lo cual no está prohibido en la 
citada ley ni en otra disposición alguna, 
puesto que en la forma en que se dispuso en 
la expresada memoria, ni se amortizan ni se 
impone gravámen alguno sobre bienes in- 
muebles: 

Considerando que cualquiera que hubiese 
sido el medio adoptado para satisfacer el 
precio de la casa vendida, do puede afectar 
la validez y elicacia de la disposición testa- 
mentaria de que se trata en este litigio, ni 
servir de fundamento á la reclamación de- 
ducida por Jos herederos abintestato: 

Y considerando, por tanto, que la senten- 
cia que declara nula la disposición testamen- 
taria de D Pedro Manuel Prieto, infringe la 
doctrina admitida por la jurisprudencia de 
los tribunales referentes á la interpretación y 
cumplimiento de las últimas voluntades.» 
(Gac. 7 noviembre.) 

Sentencia de 30 abril de 1866. 

VL Doña María Vaamonde había 
instituido heredero en testamento á su 
esposo, legando dos casas de su propie- 
dad la una á cierta persona y la otra á 
la congregación de Ntra. Sra. de los Do- 
lores, pero para después de los dias 
de! marido que había de disfrutar de 
esas casas mientras viviese. Este casó 
en segundas nupcias, y á su muerte de- 
jó heredera universal á su esposa doña 
Adelaida Osendo, la cual fundada en los 
arts. 15 y Ib de la ley de 11 de octubre 
de 1820, siguió un litigio con la congre- 
gación para que declarándose nulo el 
legado de la propiedad de la casa, acre- 
ciera esta finca a la masa hereditaria. 
Conformes los fallos de primera y se- 
gunda instancia fueron contrarios á do- 
ña Adelaida, la cual, creyendo infringi- 
da la ley expresada, la 22, tit. 111, y 1. a , 
título IX, Parí. VI y la doctrina de que 
las leyes no tienen efecto retroactivo, in- 
terpuso recurso de casación, á que de- 
claró no haber lugar el Tribunal Supre- 
mo por sentencia de 50 de abril: 

Tomo Vlll. 


«Considerando que circunscrita la rhani- 
festadon de la última voluntad de doña Ma- 
cla. Vaamonde, respecto al legado objeto de 
este pleito, á ordenar que al fallecimiento 
de su esposo 1). Laureano Lago pasara la 
casa de la calle de San Agustín á la con- 
gregación de Nuestra Señora de los Dolores 
con la carga de dos misas en cada semana , 
es evidente que la testadora ningún derecho 
trasmitió á la citada congregación que esta 
pudiera utilizar antes dé la época señalada, 
Y por consiguiente que hasta el fallecimiento 
de Lago, usufructuario de la casa, no cabe 
decir que la adquiriese la congregación: 
Considerando que ocurrido el fallecimien- 
to del expresado Lago el 8 de agosto de 1803 
cuando regía, la ley de l.° de mayo de 1855, 
que modificó esencialmente la do 11 de oc- 
tubre de 1 820, son aplicables al caso presen- 
te las prescripciones de aquella, las cuales 
lejos de declarar incapacidad para adquirir 
bienes en las corporaciones llamadas manos 
muertas, eu cuyo número se encuentra la 
de que se trata, según el art.. l,°de la mis- 
ma ley, establece en su art. 26 que en Jo su- 
cesivo puedan aceptar con arreglo á las le- 
yes legados y donaciones sin otra restricción 
que la de vender los bienes así legados ó do- 
nados tan luego corno sean declarados pro- 
pios de la corporación: 

Y considerando que por lo expuesto no 
han podido ser infringidos, ni los arts. 15 y 
16 de la ley de 11 de octubre de 1820 y jil- 
rispntde.ncia establecida por este Supremo 
Tribuna] que se citan en el recurso, ni las 
leyes de Partida que asimismo se invocan 

Consúltense los artículos Desamorh 
zacion: Mayorazgos: Sucesión testamen- 
taria: Concordato: Religiosos etc. 

LEGALIZACION. Se entiende por lega- 
lización, dice el art. 96 del reglamento del 
Notariado de 30 de diciembre de 1862, 
el testimonio extendido á continuación 
de un' instrumento, fechado, signado, 
firmado y rubricado por dos notarios 
dando fé de que el notario autorizante 
usa signo, firma y rúbrica iguales S las 
contenidas, que son al parecer de su pro- 
pio puño y que se hallaba en ejercicio á 
la fecha del instrumento sin que les conste 
nada en contrario. El art, 30 de la ley 
de 28 de mayo de 1862, exige la lega- 
lización para que hagan fé las escrituras 
autorizadas por el notario en el territorio 
de la provincia en que resida; v los ar- 
tículos 07 al 100 del citado reglamento 

¿5 
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esjabiecen que no se exijan otros <ie,re- 
cb¿ 6 por la$ legalizaciones que los 12 rea- 
les del sello del colegio que deben llevar; 
que cuando en un distrito no baya dos 
notarios que legalicen, legalizará el juez 
de primera instancia con su V.° B. c y el 
sello del Juzgado, debiendo además llevar 
el del colegio, y que ningún notario pue- 
da negarse á legalizar. 

Por circular de la Dirección general 
del registro de la propiedad de 10 de 
febrero de 1803 se declaró que el ar- 
tículo 96 del reglamento no limita la le- 
galización á los instrumentos en que in- 
tervenga notario, y que según el mismo 
en armonía con el 101 (V. Acta notarial) 
los notarios pueden continuar legalizando 
toda clase de documentos auténticos y 
privados como hasta aquí se practicaba. 
De toda legalización debe levantarse acta 
notarial. 

Solo son competentes para las legaliza- 
ciones los notarios colegiados, no los de 
la curia eclesiástica ni aun tratándose de 
partidas sacramentales. ( Idem circular 
de 23 de setiembre de 1863J 

Para las legalizaciones de oficio y de 
documentos de los que gozan del bene- 
ficio de pobreza, se emplean sellos espe- 
ciales. (R. 0. de 9 noviembre de 1^64). 
V. Notariado. 

LEGISLAC OH. El conjunto de leyes y 
reglamentos por que se rige una nación, 
un pais, ó un ramo d3 la Aoministra- 
cion pública, corno legislación española 
legislación de Cataluña, legislación mi- 
litar, legislación de móntesete Se dife- 
rencia de Código en que este se concre- 
ta por !o regular á una sola disposición 
general que abarca todos los particula- 
res un ramo ó materia cualquiera, 
como Códigp de Comercio. 

LEGISLADOR. En sentido exlricto es 
el que hace las leyes; y en el late se en- 
tiende también por legislador el que las 
aclara por medio de reglamentos, órde- 
nes, instrucciones etc. } V. Lev.) 

LEGISLATURA. El tiempo que duran 
las sesiones en los cuerpos legislativos 
des,de ¡ju reunión. basta que se cierran ó 
se disuelven las asambleas. 

LEGÍTIMA. La porción de herencia 


que corresponde á los herederos forzosos 
de la cual no puede disponer el testador. 
No debe legitima el que no tiene hijos ó 
nietos, ni parir s ó abuelos, y puede por 
lo tanto dejar sus bienes á quien le pa- 
rezca, salvas las limitaciones que vere- 
mos respecto del que tiene hermanos. 

Legitima de los descendientes legi- 
timas. El que tiene hijos, nietos, ú 
otros descendientes legítimos, no puede 
disponer en su muerte, sino es de. la 
quinta parle de sus bienes; pero si me- 
jorar alguno de ellos en la tercia parte, 
sin contar la dicha quinta que puede dar 
por su alma ó á quien quisiere. ( Ley í), 
titulo 5.°, hb, 3.°, Fuero Leal y 26 y 28 
de Toro ) (i ). Por donaciones entre vivos 
tampoco puede perjudicarse la legítima 
de los descendientes como hemos dicho 
en Donaciones. (Ley 7 ,tú. 12, hb. 3.° 
Fuero Real y 26 y 28 de Toro). — Véase 
Sucesión testada. Sucesión intestada. 

Legitima de los ascendientes. La le- 
gítima de los padresy demás ascendientes 
legítimos paternos y maternos eo línea 
roete, consiste en las das terceras partes 
de los bienes de los hijos que mueren 
sin descendientes, pudieodo disponer de 
la otra tercera á favor de estrados, asi 
en vida ó en última voluntad (2). Esto 
se entiende sin perjuicio del derecho de 
troncalidad donde subsista, conforme 
hemos dicho en Bienes troncales, (Ley 
6. a de Toro ó 1 . a til. 20 lib. 10 Novísima 
Recopilación). — V. Sucesión testada k 

INTESTADA. 

LEGÍTIMA FORAL. Este es uno de los 


(1) No puede gravar el padre la legítima de 
los hijos ó de alguno de •Oíos, ordenando que 
lleven ¿ colación los gasto., hechos en estu- 
dios ó en cuín pía de libros etc., según las 
leyes 3.*, til. 4.", Partida o.* y a.*, lit la Par- 
tida 6 a Sí, son colacionables las cantidades do- 
nadas pata pagar ia multa y cusías de una 
causa criminal, y p.ru la redención del ser- 
vicio militar, por ser donación causal. — Víase 
Don ACUNES DE pauhes á hijos Pahtíuiones DE 

HKUKNCIAS. 

Ya veremos en Sucesión intestada qne 
los iiijos naturales y espúreos no siendo de 
dañado y puruhle ayuntamiento suceden á la 
madte no teniéndolos legítimos, ó legitimados, 
aunque esta deje ascendientes legítimos. Al 
padre suceden lo» naturales en la sosia parte, 
no teniendo lujos legítimos ó legitimados. 
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puntos en que principalmente disienten i 
el derecho de Castilla y los fueros pro- 
vinciales de Aragón, Cataluña, Navarra 
y Vizcaya. 

En Aragón el testador tiene facultad 
de instituir heredero á quien mejor le 
parezco, aun en el caso de tener hijos, 
siempre que deje á estos su legítima fo- 
ral que consiste en cinco sueldos por 
bienes raines y otros tantos por muebles. 
(Fuero único de testamentas civium, y 
Tribunal Supremo sentencia de 17 junio 
de 1864). Goyena dice que los Tribuna- 
les conceden suplemento de legítima al 
hijo, cuando lo que se le deja no guar- 
da proporción con los bienes del padre; 
pero según vemos en la sentencia de 17 
de junio de 1861, el Tribunal Supremo 
no ha admitido esto como doctrina de 
jurisprudencia por no constar auténtica- 
mente. 

En Cataluña , el padre tiene el dere- 
cho de nombrar heredero universal al 
hijo que tenga por conveniente después 
ie asignar lo que corresponda á los de- 
más por legítima é institución. Es tam- 
bién allí costumbre admitida y sancio- 
nada por la jurisprudencia, conferir el 
marido á su mujer la facultad de elegir 
heredero universal entre sus hijos co- 
munes al que mejor ie pareciere. (Tri- 
bunal Supremo sentencia de 12 diciem- 
bre de 1862 ) La legitima de los descen- 
dientes y ascendientes en su caso es la 
4. a parte de ios bienes paternos, pu- 
diendo los testadores disponer de las 
otras tres cuartas partes corno mejor les 
parezca. (Art. 94 de las Cortes de Mon- 
zón. Comí. 2. a , tít. V, lib. VI , volumen 
l.° del Código municipal , y T. S. sen- 
tencio 9 de noviembre de 1863.) 

En Vizcaya y pueblos de Alava com- 
prendidos en la tierra de Ayala , ¡Jodio 
y Aramayona, pueden los padres deshe- 
redar libremente á los hijos, eligiendo 
para la sucesión entre sus descendientes 
a! que mejor les parezca, y separando á 
los demás con el mueble y raiz mas des- 
preciable, pero sin poder salir de los des- 
cendientes caso de haberlos. Segon la ley 
6. a , tit. XXI de su fuero, el testador qu e 
tenga descendientes, ó ascendientes, uo ■ 


puede mandar á personas extrañas mas 
que la quinta parle de sus bienes raíces ó 
troncales, pues lo restante constituye las 
legítimas. Y según la ley 18, lít. XX, de 
dicho Fuero están prohibidas las dona- 
ciones y mandas de bienes raines á favor 
de extraños existiendo descendientes, as- 
cendientes ó parientes dentro del cuarto 
grado; de modo que aun estos últimos 
tienen su porción legítima on dicha cla- 
se de bienes, con el Un de que no sal- 
gan de la familia . 

En Navarra , según la ley 16, título 
XIII, lib. ill de la Nov. llecop. de Na- 
varra, los padres tienen libertad absolu- 
ta de disponer como quisieren de sus 
bienes, aun á favor de extraños, con la 
única obligación de dejar á sus hijos la 
legítima foral de cinco sueldos y una 
robada de tierra en los montes comunes. 
No quedando á los hijos su legítima To- 
ral, tiene lugar lo dispuesto en el capí- 
tulo VIH, tit. IV, lib. 11 del Fuero ge- 
neral, según el cual no puede el padre 
desheredar á sus hijos sino por las cua- 
tro causas que señala. ( T . S. sentencias 
de 28 junio de 1864, y 4 .nayo de 1863.) 
— V. Sucesión testada, Sucesión intes- 
tada . 

LEGITIMACION DE HIJO- Los hijos na- 
turales se legitiman por subsiguiente ma- 
trimonio dJ padre y la madre; y sus de- 
rechos son en este caso iguales á los de 
los legítimos, sin haber diferencia entre 
unos y otros. — V. Hijo legítimo. Tam- 
bién reconoce nuestro derecho la legiti- 
mación por Real gracia ó sea por auto- 
rización real, según dejamos dicho en 
Dispensa de ley, la cual por orden regu- 
lar solo podrá concederse cuando los pa- 
dres del hijo de cuya legitimación se 
trate tengan algún inconveniente para 
contraer matrimonio, y en todo caso, no 
puede ser en perjuicio de los hijos legí- 
timos si los hubiere del padre ó de la 
madre. 

Hemos indicado en el artículo Hijo 
legítimo que los legitimados por subsi- 
guiente matrimonio están en el mismo 
caso que los legítimos, y citábamos en 
la nota las Reales cédulas de <> de julio 
de 1803 v 11 de enero de 1837 asi como 
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06 junio de 18oa, cuya inserción reser 
vaharnos para este lugar. Helas aquí: 
fí. C. de 6 julio de 1803. 

Loo hijos ¡ncestaooos se consideran h intimados por el 
suhaiRiiienic roalrimumo de sus padres. 

Per esta Real cédula declaró el Rey don 
Carlos IV que Doña María Antonia González 
Yebra natural de Pon (errada en ia provincia 
de León habida por D. José González Yalcar- 
cei estando viudo en Doña Teresa González 
Yebra, soitera, parientes afines y consanguí- 
neos en gradu prohibido, debía considerarse 
legitimada por el subsiguiente matrimonio 
que contrajeron sus padres con dispensación 
apostólica y que por consiguiente no necesí- 
taba «le la Real cédula de legitimación, por 
privilegio ó rtscripto que solicitaba. 

¡I. C. de II enero de 1837. 

Otra nueva resolución sobre que los hijos ineMtjcsos 
se legitima:! por el subsiguiente matrimonio de sus 
padres. No puede obtenerse dispensa de las cláusu- 
las de Ia3 fundaciones que excluyen á los hijos le- 
gitimados. 

Se hizo por esta Real cédula igual decla- 
ración a favor de Doña Ramona de ia Vega 
y Caar.iafio natural de Santa Guiaba de Ara- 
ño en la provincia de Santiago (la Coruña) 
habida por D. Juan de la Vega y Culo estan- 
do viudo, en Doña María Luisa Caamaño, 
soltera, hermana de su difunta mujer; por 
haber contraido después el D. Juan y la Do- 
ña María legitimo matrimonio previa la cor- 
respondiente dispensa. Concluye esta reso- 
lución, después de una minuciosa relación 
del expediente en estos términos: «... He te- 
nido a bien declarar que ia expresada Doña 
Ramona de la Vega y Caamaño, vuestra es- 
posa, no necesitar ni Real rescripto de legiti- 
mación por estar ya legitimada por e( subsi- 
guiente matrimonio de sus padres, .ni por 
consiguiente debe satisfacer los 2.200 rs. vn. 
designados por el servicio de esta gracia pa- 
ra la Hacienda pública, en el araDcel vigen- 
te, por no ser concesión de ella sino decla- 
ración de no ser necesaria; pero ai mismo 
tiempo he tenido :i bien resolver que la dis- 

f tensa que habéis solicitado de la cláusula de 
as fundaciones que excluyan expresamente 
á los hijos legitimados por subsiguiente ma- 
trimonio, no puede tener arbitrio por nin- 
gún servicio por que seria contraria á la 
mente y determinada voluntad de los funda- 
dores, que debe observarse...» 

Aplicando el Tribunal Supremo la doc- 
trina de las dos Reales cédulas anteriores 
en un recurso de casación interpuesto 


contra sentencia de la Sala 2. a de la Au- 
diencia de Granada deelaró no haber lu- 
gar á él estableciendo: 

«Que si bien es indudable que antes de la 
publicación de las dos Reales cédulas de 6 
de julio de 1803 y i i de enero de 1837, ex- 
pedidas á petición de D. José Alvarez Lonje- 
do y D. Juan de Ja Vega y Calo, fue varia la 
jurisprudencia de los Tribunales respecto á 
la aptitud legal de los hijos incestuosos para 
ser legitimados por subsiguiente matrimonio 
celebrado con dispensación apostólica, fun- 
dados en las disposiciones legales que se ci- 
tan como infringidas en el recurso (I): tam- 
bién lo es que ya hoy se ha uniformado dicha 
jurisprudencia, y no puede ponerse en duda 
que los hijos incestuosos pasan ¿ la condi- 
ción de legítimos por el subsiguiente matri- 
monio contraido prévios los requisitos pre- 
venidos por la Iglesia, y que por lo tanto la 
sentencia de la Sala 2. a de la Real Audiencia 
de Granada que asi lo declara, no infringe 
las referidas disposiciones legales.» (Senten- 
cia de 20 de jumo de 1865.) 

LEGUA. Medida lineal de tierra que 
varia según las provincias. Generalmen- 
te se entendía la distancia que se tarda- 
ba en recorrer una hora por un hombre 
á un paso regular. En los caminos rea- 
les y carreteras la legua es de 20.000 
pies. Hoy las distancias de los caminos 
de hierro y carreteras están marcadas 
por kilómetros. Una legua de 20.000 
pies, tiene cinco kilómetros y 127 me- 
tros; esto es, poco mas de cinco y me- 
dio kilómetros. 

LESA MAJESTAD. Delito penado en 
el lít. 111, libro 2.° del Código penal. 
Graves, muy graves son los delitos que 
bajo la denominación genérica do lesa 
majestad se castigan en el lugar citado 
de nuestro Código , y grave debe ser 
igualmente la pena que se les aplique; 
de modo que sea eficaz para evitarlos y 
con ellos evitar también las lunestas con- 
secuencias, los males incalculables que 
pueden traer al Estado: pero en medio 


(1) Las leyes i.* y 2. a tít. Xlíl; 2 • tít. XIV 
y 2.» tít. XV de la Partida 4 * y ia I • lít. V, 
libro X de la Nov. Recop. según las cuales po- 
dían rct legitimados pur subsiguiente matri- 
monio los hijos naturales habidos y procreados 
con las condiciones que exige ía última de di- 
chas leyes que es la de Toro. 
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de todo no podernos menos de insistir 
en que es inconveniente la penalidad 
del art. 16-3 comprendido en dicho títu- 
lo, por las razones que exponemos en 
Seguridad interior del estado. 

LESION Encaño ó perjuicio en las 
compras y ventas, arrendamiento y de- 
más contratos onerosos por la diferen- 
cia ó falta de equilibrio entre el precio 
ó estimación de la cosa y su valor. El 
que sufre lesión enorme, ó sea en algo 
mas de la mitad del justo precio que 
pudiera valer á la sazón del contrato tie- 
ne derecho á pedir la rescisión del mis- 
mo, ó á que se le reintegre por el otro 
contrayente, ya supliendo lo que falte 
del justo valor de la cosa, ya devolvien- 
do el exceso recibido. (Lev 56, til. 5.°, 
Partida 5. a ) (1). Esta acción dura solo 
cuatro años desde la celebración del con- 
trato (ley 2. a , tít. 1,°, lib. 10, Novísima 
Recopilación) y no tiene lugar respecto 
de los frutos de la cosa por suponerse 
buena fé en la posesión. 

Siendo esta materia un perenne ma- 
nantial de pleitos de difícil resolución, 
la Comisión de códigos ha rechazado esta 
acción en su proyecto del Código civil, 
concediéndola solamente por vía de res- 
titución á las personas sujetos á tutela y 
curaduría, por fraude cometido, por la 
no manifestación de los vicios ó defectos 
ocultos de la cosa, y en las particiones 
de herencia. Nos parece buena esta in- 
novación que está conforme con lo dis- 
puesto en el primer Código español, que 
prevenía que no debia deshacerse la ven- 
ta aunque alegase el vendedor que la hi- 
zo en poco precio; (ley 8.", tít. 4.°, li- 
bro o. c Fuero Juzgo) y también con el 
vigente fuero de Aragón según el que 
( res tantum valel quantum vendí potest) 
la cosa no vale mas que aquello en que 
puede venderse. 

Debe igualmente tenerse muy presen- 
te lo últimamente dispuesto en los artí- 
culos 36, 37 y 38 de la ley hipotecaria 

(i) Esta misma ley establece que si el com- 
prador ó el vendedor siendo mayores de t4 
años juraren cuando ficicren la compra ó la 
vendida, que maguer la cosa valiese mas ó me- 
nos no se desate ia compra, debe ser guardada 
la jura. 


respecto al uso de acciones rescisorias. 
— V. Acciones rescisorias. Comerá ven- 
ta. Restitución in integrum. 

LETRA DE CAMBIO. LIBRANZA: VALE Ó 
PAGARE A LA ORDEN: CARTA ORDEN DE 
CRÉDITO. Letra de cambio es un docu- 
mento extendido con las formalidades 
legales en que una persona manda á otra 
domiciliada en pueblo diferente que en- 
tregue á otro ó á su orden cierta canti- 
dad de metálico, valor que ha recibido 
ó tiene en cuenta.— Libranza es una 
ójden de pago que un comerciante ex- 
pide contra otro . — Vale ó pagaré á la 
orden es un documento privado en el 
que uno se confiesa deudor á otro por 
determinada cantidad que ha de pagar 
á !a orden del acreedor. — Carta orden 
de crédito es aquella en que se ordena á 
un corresponsal que franquee ni porta- 
dor ó a determinada persona alguna 
cantidad. 

En la ietra de cambio el que autoriza 
la letra se llama librador-, el que la ha 
de satisfacer pagador, y el que la recibe 
para hacerla efectiva tenedor , Este pue- 
de endosarla á cualquiera para que la 
cobre, en cuyo caso se llama endosante , 
y se constituye responsable de su pago 
respecto á la persona á cuyo favor la en- 
dosa. El pagador está obligado á mani- 
festar en el dCto de la presentación de la 
letra si la acepta ó no, poniendo en el 
mismo documento la palabra acepto y la 
firma; y si no io verificase, el tenedor ó 
portador de la ietra la entregará á un 
notario para que practique la diligencia 
de protesto. Cuando no obstante haber- 
se aceptado la letra á su presentación 
llegando el dia del vencimiento no se 
paga, debe el tenedor de ella entregarla 
sin dilación á un notario para el protes- 
to, pues ríe lo contrario se perjudica la 
letra, es decir, que caduca el derecho 
de aquel contra los endosantes y cesa Ja 
responsabilidad de estos á las resultas de 
su cobranza, según expresamente lo or- 
dena el art. 490, siendo muy eventual 
el derecho contra el I i tirador puesto que 
depende únicamente de no tener aquel 
á la sazón fondos en poder de quien de- 
bia pagarla. ( Arts . 453 y 454.) 
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La aceptación de la letra constituye al 
aceptante en la obligación de pagarla. 
( Art . 462.) 

Las disposiciones del Código de co- 
mercio sobre las letras de cambio, li- 
branzas, vales ó pagarés á la orden y 
cartas órdenes de crédito, están conteni- 
das en los títulos IX al XII del libro se- 
gundo, y ocupan los arts. 426 al 582. 
Helos aquí textualmente (i). 

Sumario. 

Forma de las letras de cambio, (arts. 426 
á 436.) 

Términos y su vencimiento, (439 á 447.) 

Obligaciones del librador, (<48 á 454.) 

Aceptación de las letras y efectos, (455 á 
465.) 

Endosos y sus efectos, (466 á 474.) 

Aval y sus efectos, (475 á 493.) 

Pago de las letras, (494 á 510.) 

Protestos, (511 a 323.) 

Intervención en la aceptación y pago, (526 
á 533.) 

Acciones que nacen de la letra de cambio, 
(53 4 á 548.) 

Recambio y resaca, (549 á 557.) 

Libranzas y vales ó pagarés á la órdeD, 
(558 á 571.) 

Cartas órdenes de crédito, (572 á 579.) 

Disposiciones generales, (580 á 582.) 

TÍTULO IX. 

DHL CONTRATO Y LETRAS DE CAMBIO. 

SECC. I, — Forma de /as letras de cambio. 

Art. 426. Para que las letras de cambio 
surtan en juicio los efectos que el derecho 
mercantil les atribuye, han de contener to- 
das las circunstancias siguientes: 

l . k La designación del lugar, dia, mes y 
año en que se libra la letra de cambio. 

2. * La época en que debe ser pagada. 

3. a El nombre y apellido de la persona 
á cuya órden se manda hacer el pago. 

4. a La cantidad que el librador manda 
pagar, detallándola en moneda real y efecti- 
va, ó en las monedas nominales que el co- 
mercio tiene adoptadas para el cambio. 

5. a El valor aa la letra, ó sea Ja forma eD 
que el librador se da por satisfecho de él, 


(1) Los demás artículos del Código de Co- 
mercio se insertan testualmente en el artíeulo 
Msac*DBR, debiendo consultarse además los 
de Bancos, Bolsa db combrcio , Socibdadbs 

MERCANTILES, etO.. ■ 


distinguiendo si lo recibió en numerario ó 
en mercaderías, ó si es valor entendido, ó en 
cuenta con el tomador de la letra. 

6 a El nombre y apellido de ia persona 
de quien se recibe el valor de la letra, ó á 
cuya cueuta se carga. 

7. a El nombre y domicilio de la persona 
á cuyo cargo sa libra. 

8. a La firma del librador hecha de su 
propio puño, ó de la persona que firme en 
su nombre con poder suficiente al efecto. 

Art. 427. Puede intervenir un nota- 
rio público en la redacción de la letra de 
cambio, y dar fé de la autenticidad de la fir- 
ma del librador. 

Arl. 42S. Las cláusulas de valor en cuen- 
ta y valor entendido hacen responsable al 
tomador de la letra del importe de ella en fa- 
vor del librador para exigirlo ó compensarlo 
en la forma y tiempd que ambos hayan con- 
venido al hacer el contrato de cambio. 

Art. 429. Se prohíbe girar letras de cam- 
bio pagaderas en el mismo pueblo de su fe- 
cha. Las que se giren en esta forma se en- 
tenderán simples pagarés de parte del libra- 
dor en favor del tomador. Las aceptaciones 
que en ellas se pongan equivaldrán á un 
afianzamiento ordinario para garantir la res- 
ponsabilidad del librador, sin otro efecto. 

Art. 430. El librador puede girar la letra 
de cambio á su propia órden, expresando 
retener en sí mismo el valor de ella. 

Art. 431. Igualmente es permitido librar 
á cargo de una persona para que haga el pa- 
go al domicilio de un tercero. 

Art. 432. También puede librarse en 
nombre propio por órden y cuenta de un 
tercero, y espresarse así en la letra; pero la 
responsabilidad del librador siempre es la 
misma, y e! tenedor no adquiere derecho 
alguno contra el tercero por cuya cuenta se 
hizo el giro. 

Art. 433. Ni el librador ti el tomadorde 
la letra de cambio tienen derecho á exigirse 
des| ues de entregada esta que se haga va- 
riación en la cantidad librada, el lugar del 
pago, la designación del pagador ni otra cir- 
cunstancia alguna; y solo podrá tener lugar 
oualquiera de estas alteraciones de consenti- 
miento de ambos. 

Art. 434. No siendo comerciantes los li- 
bradores ó aceptantes de las letras de cam- 
bio, se considerarán estas en cuanto á los 
que no tengan aquella cualidad, simples pa- 
garés, sobre cuyos efectos serán juzgados por 
las leyes comanes en ios Tribunales de su 
fuero respectivo, sin perjuicio del derecho 
de los tenedores á exigir el importe de estas 
letras, conforme á las reglas de la jurispru- 
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dencia mercantil, de cualquiera comerciante 
que haya inlervenidn en ellas. 

Pero .si ¡lidias per. oíais no comorcinnt.es 
hubieren librado ó ¡icrplido las letras por 
consecuencia de una operación mercantil, 
probando el tenedor esta cireunsianein. que- 
darán su jolas en cuarto á la responsabilidad i 
Contraída en ellas ¡i ias leyes y jurisdicción 
del comercio. 

l£l endoso, sea ó no comerciante el que lo 
ponga, produce paran tía del valor de la letra 
endosada, salva la reserva de su fuero res- 
pectivo á los endosantes que no sean co- 
merciantes. 

Art. 435. Todos los que pongan sus fir- 
mas á nombre de otro en las letras de enm- ¡ 
bio como libradores, aceptantes ó endosan- 
tes, deben I, aliarse autorizados para ello con 
poder especial de las personas en cuya re- 
presentación obre, i, y expresarlo así ’ en la 
antefirma. 

Los tomadores y tenedores de las letras 
tienen derecho á exigir del firmante la exhi- 
bición del poder. 

Art.. 43b. Los libradores no pueden rebo- 
sar á los tomadores de las letras la expedición 
de segundas, terceras y cuantas pidan de un 
mismo tenor que las primeras, siempre que 
hagan esta demanda antes del vencimiento 
de las letras. Desde la segunda inclusive en 
adelante todas llevarán la expresión de que 
no se considerarán válidas, sino en defecto 
de haberse hecho el pago en virtud de la 
primera, ó de otra de las expedidas ante- 
riormente. 

Art. 437. En defecto de ejemplares du- 
plicados de las letras expedidas por el mismo 
librador, puede cualquiera tenedor de una 
letra dar á su tomador una copia de la pri- 
mera en que no podrán dejar de incluirse li- 
teralmente Indos los endosos que contenga, , 
y se expresará que se expide á falta de se- 
gunda letra. 

Art. 438. Si en la forma de la letra de 
cambio faltare alguna, formalidad legal, se 
considerará como pagaré á cargo del libra- 
dor, y en favor de! tomador. 

SECC. II . — De los términos de las letras , y su 
vencimiento . 

Art. 43!L Las letras de cambio pueden 
girarse: 

A la vista <5 presentación. 

A uno ó muchos oías, uno ó muchos me- 
ses vista. 

A uno ó muchos dias, ano ó muchos me- 
ses fecha. 

A uno 6 muchos usos. 

A dia fijo y determinado. 
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A una feria. 

Art. 440. La letra á la vista debe pagarse 
á Sii presentación. 

Art. 4 41. El lérmino de la letra girada á 
varios dias vista, corre desde el siguiente á 
su acoplarme ó prolexto sacado por falta de 
haberle aceptado. 

Art. 442. El término de las letras gira- 
das a dias ó meses fecha, ó á uno ó muchos 
usos, se cuenta desde el dia inmediato si- 
guiente al de su giro. 

Art., 443. El uso le las leí ras giradas de 
plaza á plaza en lo interior del reino es de 
dos meses. 

El de las ’etras giradas en el extranjero 
sobre cualquiera plaza de España será, á 
saber: 

En las de Francia treinta dias. 

En las de Inglaterra, Holanda y Alemania 
dos meses. 

En las de II al ia y cualquiera puerto ex- 
tranjero del Mediterráneo y Adriático tres 
meses. 

Con respecto á las plazas que no se han 
comprendido en este señalamiento sa gra- 
duará el uso según ia forma en que se cuen- 
te la plaza donde se giró la letra. 

Art. 444 Los meses para el cómputo de 
Ies términos de las letras giradas á meses ó á 
usos se contarán de fecha á fecha. 

Art. 445. Las letras libradas á dia lijo y 
determinado se deben pagaren el que esté 
marcado gara su vencimiento. 

Art. 44(3. Las letras pagaderas _en una 
feria se tienen por vencidas el último dia 
de ella. 

Art. 447. Todas las letras á término de- 
ben satisfacerse en el dia de su vencimiento 
antes de uonerse el sol, cesando todas las 
costumbres lócale.-, sobre términos de gracia 
ó cortesía que se entienden comprendidas en 
la derogación hecha por regla general en el 
artículo ‘259. 

SECC. 111. — De las obligaciones del librador. 

Art. 448. El librador está obligado á ha- 
cer previsión de fondos en poder de la per- 
sona á cuyo cargo hubiere girado Ja letra. 

Art. 449. Si la letra estuviere girada por 
cuenta de un tercero, será de cargo de este 
hacer la provisión de fondos, salva siempre 
la responsabilidad directa del librador hacia 
e! tenedor de la letra, 

Art 450. Se considerara hecha la pro- 
vision de fondos cuando al vencimiento de la 
letra, aquel contra quien se libró sea deudor 
; del librador ó del tercero, por cuya cuenta 
se hizo el giro, de una cantidad igual al im- 
porte de la misma letra. 
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Art. 451. Los pastos que se cansen por 
no haberse aceptado ó pagado la letra serán 
de cargo del librador, ó del tercero de cuya 
cuenta se libró aquella, á menos que no 
pruebe que había hecho oportunamente la 
provisión de fondos , ó que estaba expresa- 
mente autorizado por la persona que habia 
de aceptar ó pagar para librar la cantidad de 
que dispuso. En cualquiera de ambos casos 
podrá exigir el librador . del que dejó de 
aceptar ó pagar, la indemnización de los gas- 
tos que por esta causa hubiere reembolsado 
al tenedor de la letra. 

Art. 452. El librador es responsable de 
las resultas de su letra á todas las personas 
que la fueron sucesivamente adquiriendo, y 
cediendo hasta el último tenedor. Los efectos 
de esta responsabilidad en los respectivos 
casos de falta de aceptación ó de pago, se es- 
tablecen en los arts. 465 y 534. 

Art. 453. Cesa Ja responsabilidad del li- 
brador cuando el tenedor de la letra no la 
hubiere presentado, ó hubiere omitido pro- 
testarla, en tiempo y forma, con tal que prue- 
be que al vencimiento de la letra tenia hecha 
rovision de fondos para su pago en poder 
e la persona á cuyo cargo estaba girada. 

Art. 454. En defecto de probarse la pro- 
visión de fondos, como previene el articulo 
anterior, estará obligado el librador al reem- 
bolso de la letra no pagada, mientras esta no 
esté prescrita, aunque el protesto se saque 
fuera del tiempo marcado por la ley. 

SECC. IV . — De la aceptación y sus efectos. 

Art. 455. La persona á cuyo cargo está 
girada una letra de cambio á plazo, cualquie- 
ra que sea la forma en que este se halle ex- 
presado en ella, está ebligada á aceptarla, ó 
á rnanilestar al tenedor los motivos que tenga 
para negar su aceptación. 

Art. 456, La aceptación de las letras de 
cambio debe firmarse por el aceptante, y 
concebirse necesariamente con la fórmula de 
acepto 6 aceptamos. Puesta en otros térmi- 
nos es ineficaz en juicio. 

Art. 457. .Si la letra estuviere girada á 
uno ó muchos dias ó meses vista , pondrá 
el aceptante la fecha de la aceptación; y si 
rehusare hacerlo, correrá el plazo desde el 
dia en que el tenedor pudo presentar la le- 
tra sin atraso de correo. Si bajo este concep- 
to se conputare vencida la letra, es cobrable 
el dia después de la presentación. 

Art. 458, La aceptación do una letra de 
cambio pagadera en distinto lugar de la resi- 
dn cía del aceptante, contendrá la indicación 
del domicilio en que se haya de efectuar e¿ 
pago. 
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Art. 459. No pueden aceptarse las le- 
tras condicional mente; pero bien puede li- 
mitarse la aceptación á menor cantidad de 
la que contenga la letra, en cuyo caso es esta 
protestable por la cantidad que deje de com- 
prenderse en la aceptación. 

Art. 460. La aceptación ha de ponerse 
ó denegarse en el mismo dia en que el tene- 
dor de la letra la presente para este efecto. 

Art. 461. La persona á quien se exija la 
aceptación, no puede retener la letra en su 
poder bajo pretexto alguno; y si pasando á 
sus manos de consentimiento del tenedor de- 
jare pasar el dia de la presentación sin de- 
volverla, queda responsable á su pago, aun 
cuando no lo acepte. 

Art. 462. La aceptación de la letra cons- 
tituye al aceptante en la obligación de pa- 
garla á su vencimiento, sin que pueda rele- 
varle de hacer el pago de la excepción de no 
haberle hecho provisión de fondos el h- 
librador. 

Art. 463. No se admite restitución ni 
k otro recurso contra la aceptación puesta en 
debida forma, y reconocida por legítima. 

Solo cuando se probare que la letra es fal- 
sa, quedará ineficaz la aceptación. 

Art. 464. En el caso de denegarse la 
aceptación de la letra de cambio, se protes- 
tará por falta de aceptación. 

Art. 465. En virtud del protesto por fal- 
ta de aceptación tiene derecho el tenedor 
á exigir del librador ó de cualquiera de 
los endosantes que afiancen á su satisfac- 
ción el valor de la letra, ó que en defecto 
de dar esta fianza depositen su importe, ó 
se lo reembolsen con les gastos del protesto 
y recambio , bajo descuento deí rédito legal 
por el término que quede por trascurrir á la 
letra. 

SECC. V. — Del endoso y sus efectos. 

Art. 466. La propiedad de las letras de 
cambio se transfiere por el endoso de los que 
sucesivamente la vayan adquiriendo. 

Art. 467. El endoso debe contener: 

f.° El nomb e y apellido de la persona á 
quien se trasmite la letra. 

2. ° Si el valor se recibe de contado en 
efectivo, ó en géneros, 6 bien si es en 
cuenta. 

3. ° El nombre y apellido de la persona 
de quien se recibe, o en cueDta de quien se 
carga, si no fuere la misma á quien se tras- 
pasa la letra. 

4. ° La fecha en que se hace. 

5. ° La firma del endosante ó de la per- 
sona legítimamente autorizada que firme por 
él. Cuando no firme el mismo endosante, se 
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expresará siempre en la antefirma su nombre. 

A rt. 468. Faltando cu el endoso la ex- 
presión del valor ó la fecha , no trasfiere la 
propiedad de la letra, y se entiende una sim- 
ple comisión de cobranza. 

Art.. 469. Será nulo el endoso cuando no 
se designe la persona cierta á quien se ceda 
la letra, ó falte en él la suscricion del endo- 
sante, ó de quien lo represente legítima- 
mente, 

Art. 470. La anteposición de la fecha en 
' los endosos constituye á su autor responsa- 
ble de los daños que de ella se sigan á ter- 
cero, sin perjuicio de la pena en que incur- 
ra por el delito de falsedad , si hubiese obra- 
do maliciosamente. 

Art. 471. Se prohíbe firmar los endosos 
en blanco, y el que lo hiciere no tendrá ac- 
ción alguna para reclamar el valor de la le- 
tra que hubiere cedido en esta forma. 

Art. 472. Las letras que se tomen por 
cuenta y riesgo de otra persona sin garantía 
del que desempeñe este encargo, se girarán 
y endosarán en favor del comitente', valor 
recibido del comisionado. 

Art. 473. El endoso produce en todos y 
en cada uno de los endosantes la responsa- 
bilidad al afianzamiento del valor de la letra 
en defecto de ser aceptada, y á su reembolso 
con los gastos de protesto y recambio, si no 
fuere pagada á su vencimiento, con tal que 
las diligencias de presentación y protesto se 
hayan evacuado en el tiempo y forma que 
las leyes previenen. 

Art. 474. Los endosos de las letras per- 
judicadas no tienen mas valor ni producen 
otro efecto que el de una cesión ordinaria, 
salvas las convenciones que en punto á sus 
respectivos intereses establezcan por escrito 
elcedente y cesionario, sin perjuicio del de- 
recho de tercero. 

SECC. VI . — Del aval y sus efectos. 

Art. 475. El pago de una letra puede 
afianzarse por una obligación particular in- 
dependiente de la que contraen el aceptante 
y endosante, que se reconoce con el título 
de aval. 

Art. 476. El aval ha de constar por es- 
crito, poniéndolo en la misma letra, ó en un 
documento separado. 

Art. 477. Podrá ser limitado el aval , y 
reducirse 1a. garantía del qne lo presta á 
tiempo, caso, cantidad ó persona determina- 
da. Lado en estos términos no producirá mas 
Responsabilidad que la que el contrayente se 
impuso. 

Art. 478. Si el aval estuviere concebido 
en términos generales y sin restricción, res- 


ponde H que lo presta del pago de ¡a letra 
eu los mismos casos y formas, que la perso- 
na por quien salió garante. 

SECC. Vil — De la ]>resc.nlacion de las letras y 
efectos de la amisión. 

Art. 479. E! portador de una letra de 
cambio tiene uu término prefijado para pre- 
sentarla ¡i la aceptación y al pago. Este pla- 
zo varia según la forma en que está girada 
la letra. 

Art. 480. Las letras giradas en la Penín- 
sula é islas Baleares á un plazo contado des- 
de la vista sobre cualquiera pueblo de ella ó 
do dichas islas, debe ser presentada á la 
aceptación dentro de los cuarenta dias de su 
fecha. 

Las letras libradas á la vista serán presen- 
tadas al pago dentro del mismo término. 

Art. 481. En las letras de la misma pro- 
cedencia y sobre los mismos puntos á que se 
refiere el artículo anterior, que estén libra- 
das á un plazo de la fecha, no hay obligación 
de presentarlas á la aceptación , si el plazo 
que designan no excediere de treinta días; 
pero si pasare de este término se exigirá la 
aceptación dentro de los mismos treinta dias. 

Art. 482. Los términos prefijados en los 
dos artículos precedentes se entienden do- 
bles para las letras que se giran entre la Pe- 
nínsula é Islas Canarias. 

Art. 4S3. Las letras giradas entre la Pe- 
nínsula y las Antillas españolas, ú ol.ro de 
los puntos de Ultramar , que están mas acá 
de los Cabos de Hornos y Buena-Esf eranza, 
se presentarán al pago , ó á la aceptación 
dentro de seis meses cuando mas , contados 
desde su fecha, cualquiera que sea la forma 
del plazo designado en su giro. 

Este término será de un año con respecto 
á las plazas de Ultramar que estén mas allá 
de aquellos Cabos. 

Art. 484. Los tenedores de letras que las 
dirijan á Ultramar, deben siempre remitir 
con buques distintos segundos ejemplares 
cuando menos; y si probasen que los buques 
un que se remitían ó conducían las primeras y 
secundas letras padecieron accidente de níar 
que estorbó su viaje, no entrará en el cóm- 
puto del plazo legal el tiempo trascurrido 
hasta la fecha en que se supo aquel acciden- 
te en la plaza donde residiere el remitente 

de las letras. , 

El mismo efecto producirá la perdida pre- 
sunta de los buques, cuando no se, baya re- 
cibido noticia de ellos, en los términos que 

prescribe el art. 720. 

Art. 485. Las letras giradas en países 
extranjeros sobre plazas del territorio de Es- 
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palia deben presentar á sil pago ó acep- 
tación para que surtan efecto en juicio ante 
Jos Tribunales e-p. moles en los plazos con- 
te o irlos en ellas, si estuvieren libradas á la 
fecha; v si lo estuviere n ;í la vista, «ten tro 
de 1 is cuarenta días siguientes á su int.ro- 
duccion en d Reino. 

Art. 4^0. Lis que se giren en territorio 
español sobre países extranjeros, se presen- 
tarán v protestarán con arreglo á las leyes 
vigentes en la plaza donde sean paga jeras. 

Art, í^T. El pago de las letras de cam- 
bio se debe exigir por el oorlador de ellas el 
día de su vencimiento, y si fuere (criado en 
el precedente. La filia de aceptación ó pago 
de una letra de cambio debe acreditarse á 
solicitud de.l portador por medio del protes- 
to sacado dentro de los términos y en la for- 
ma que se prescribe en la sección de los 
protestos. 

Art. 488. Si el portador de la letra dejare 
trascurrir los términos prefijados para exigir 
la aceptación, y sacar e! protesto en fal*a de 
ella, pierde el derecho de exigir del librador 
y endosantes el afianzamiento, depósito ó 
reembolso que le competirían en virtud del 
protesto por falta de aceptación , hecho en 
tiempa hábil, 

Art. 489. Las letras que no se presenten 
para cobrarlas el dia de su vencimiento , y 
en defecto de pago se protesten en el si- 
guiente, se tienen por perjudicadas. 

Art, 490- Quedando la letra perjudicada 
caduca el derecho del portador contra los 
endosantes, y cesa la responsabilidad de es- 
tos á las resultas de su cobranza. 

En cuanto ai derecho que pueda conser- 
var el portador de una letra perjudicada con- 
tra el librador, se observará lo dispuesto en 
los arls. 453 y 434. 

Art. 491. En las letras que tengan indi- 
caciones hechas por el librador ó endosan- 
tes para acudir á exigir su aceptación ó pago 
en defecto de aceptarse 6 pagarse por la per- 
sona á cuyo cargo estén giradas, debe el por- 
tador después de sacado el protesto solicitar 
la aceptación ó jingo de los sujetos conteni- 
dos en las indicaciones, acudiendo en pri- 
mer lugar á la del librador, y después á las 
de los endosantes, siguiendo en estas el mis- 
mo órden de los endosos. La omisión de esta 
diligencia hace responsable al portador de 
todos los gastos dei protesto y recambio , y 
le inhabilita, hasta que conste haberla eva- 
cuado, para usar de su repetición contra el 
que puso la indicación. 

Art. 492. En las letras que se remiten 
de una plaza á otra fuera de tiempo para 
pederías presentar y protestar oportunamen- 


te, recae el perjuicio de ellas sobre !ns remi- 
tentes, reputándose los endosos por meras 
comisiones para hacer h cobranza. 

Art. 493. Para que el que toma por su 
cuenta una letra que ya no. leja tiempo para 
presentarla al paguen el din de ni venci- 
miento, ó ;í la act-plncion dentro de! término 
prefijado por la lev. conserve íntegro su de- 
recho contra el cedente, ha de exigir ríe este 
una obligación especial de responder del 
pago de la letra , ano cuando se presente v 
proteste fuera de tiempo. 

SECCION VIH .-Del pago. 

Art. 494. Las leb as deben pagarse en la 
moneda efectiva que designen, v si estuvieren 
concebidas en monedas de cambio* ideales, 
se reducNn á monedas efectivas del pais 
donde se haga el pago, haciendo el cómputo 
á uso y costumbre de la plaza. 

Art. 495. El que paga una letra antes 
de haber vencido, no queda exonerado de 
la responsabilidad de su importe, si resultare 
uo hober pagado á persona legítima. 

Art. 496. Se presume válido el pago he- 
cho al portador de la letra vencidá, como no 
liaga precedido embargo de su valor en vir- 
tud de decreto de autoridad competente. 

Art. 497. El embargo del valor de ura 
letra solo puede proveerse en los casos de 
pérdida ó robo de la letra, ó de haber que- 
brado el tenedor. 

Art. 498. Siempre que por persona co- 
nocida se solicite del pagador de una letra la 
retención de su importe por alguna de las 
causas que se refieren en el artículo prece- 
dente , debe detener su entrega por lo res- 
tante del dia de su presentación; y si dentro 
de él no le fuese notificado e* embargo for- 
mal , procederá á su pago. 

Art. 499. El tenedor de la letra que so- 
licíla su pago, está obligado , si el pagador lo 
exigiere, á acreditarle la identidad de su per- 
sona por medio de documentos ó de sugetos 
que lo conozcan ó salgan garantes de esta. 

Art, 500. Son válidos los pagos antici- 
pados que se hagan de letras no vencidas 
bajo descuento ó sin él, á menos que no so- 
brevenga quiebra en el giro del pagador en 
los quince dias inmediatos al pago hecho por 
anticipación. 

Si esto sucediere, restituirá el portador de 
la htra á la masa común la cantidad que 
percibió del quebrado, y se le devolverá la 
letra para que use de su derecho. 

Art. 501. El portador de una letra no 
está obligado en caso alguno á percibir su 
importe antes del vencimiento, 
i Art. 502. Conviniendo en ello el porta- 
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dor de la letra, y no de otra manera, se pue- 
de satisfacer una parte de su valor, y dejarse 
la otra en descubierto. Cuando así suceda 
será protestable la letra por la cantidad que 
haya dejado do pagarse, y el portador la re- 
tendrá m su poder, anotando en ella la can- 
tidad cobrada, y dando recibo separado de 
esta. 

Art. 503. El que paga una letra aceptada 
sobre alguno de sus ejemplares, que no sea 
el de su aceptación, queda siempre respon- 
sable del valor de la letra hacia el tercero 
que fuere portador legítimo de la aceptación. 

Art. 504. El aceptante de una letra á 
quien se exija el pago sabré otro ejemplar 
que el de su aceptación , no está obligarlo á 
verificarlo, sin que el portador afiance á su 
satisfacción el valor de la letra; pero si 
rehusare el pago, no obstante que se le dé 
la fianza, tiene lugar el protesto de aquella 
por falta de pago. Esta fianza queda cance- 
lada de derecho, lueg í que haya prescrito la 
aceptación que dió ocasión a su otorga- 
miento, sin haberse presentado reclamación 
alguna. 

Art. 505. Las letras no aceptadas se 
pueden pagar después de su vencimiento y 
no antes, sobre las secundas, terceras ó de- 
más que se hayan expedido en la forma que 
prescribe el art. 436. 

Art. 506. Sobre las copias de las letras 
que expidan los endosantes al tenor de lo 
dispuesto en el art, 437, no puede hacerse 
válidamente el pago sin que el portador 
acompañe alguno dé los ejemplares expedi- 
dos por el librador. 

Art. 507. El que haya perdido una le- 
tra, estuviese ó no aceptada, de que no tenga 
otro ejemplar para solicitar el pago, no pue- 
de hacer con el pagador otra gestión que la 
de requerirle á que deposite el importe de la 
letra en la caja común de depósitos, si la 
hubiere, ó en persona convenida por ambos, 
ó designada por el Tribunal en caso de dis- 
cordia; y si el pagador no consintiere en ha- 
cer el depósito, se hará constar esta resis-, 
tencia por medio de una protestación, hecha 
con las mismas solemnidades que se haría el 
protesto por falta de pago, y mediante esta 
diligencia conservará el reciamente íntegra- 
mente sus derechos contra los que sean res- 
ponsables á las resultas de la letra. 

Art. 508. Si la letra perdida estuviese 
girada fuera del Reino ó en Ultramar, y el 
portador acreditare su propiedad por sus lí- 
beos y la correspondencia de la persona de 
quien hubo la letra, ó por certificación del 
corredor que intervino en su negociación, 
tendrá derecho á que se le entregue su valor 
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, desde luego que haga esta prueba, dando 
fianza idónea, cuyos efectos subsistirán basta 
: que presente el ejemplar de la letra, dado 
i por el mismo librador, 
j Ár!. 509. La reclamación del ejemplar 
. que se sustituva á la letra perdida, debe ha- 
cerse por o I último tenedor á su cedente , y 
: así sucesivamente de endosante en endosante 
hasta el librad, r. 

! Ninguno podrá rehusar la prestación de su 
nombre é interposición de sus oficios para 
. que se expida el nuevo ejemplar, salisfacien- 
i do el dueño de la letra perdida los gastos que 
1 se causen hasta obtenerlo. 

Art. 510. Los pagos hechos á cuenta 
| del importe de una letra por la persona á 
cuyo cargo estuviere girada, disminuyen en 
otro tanto la responsabilidad del librador y 
endosantes. 

SEG. IX. — De los protestos, 

Art. 5H. Las letras de cambio se pro- 
testan por falta de aceptación, ó por falta de 
pago. 

Art. 512. Los protestos por falta de acep- 
tación deben formalizarse en el dia siguiente 
á la presentación de la letra. 

Cuando el dia en que corresponda sacar el 
protesto fuere feriado, se verificará este en 
el siguiente. 

Art. 5t3. Todo protesto, sea por falta de 
aceptación ó por falta de pago, se ha de ha- 
cer ante escribano público ó Real, y dos tes- 
tigos vecinos del pueblo, que no lian de ser 
comensales ni dependientes del escribano 
que lo actué. 

Art:. 514. Las diligencias del protesto 
deben entenderse personalmente con el su- 
geto á cuyo cargo esté girada la letra en el 
domicilio donde corresponda evacuarlas, po- 
diendo ser habido en él. En el caso de no 
encontrársele, se entenderán con los depen- 
dientes de su tráfico, ,;i los tuviese, ó en su 
defecto con su mujer, hijos ó criados, de- 
jándose en el acto copia del mismo protesto 
á la persona con quien se haya entendido la 
diligencia, bajo pena de nulidad. 

Art 515. El domicilio legal para evacuar 
las diligencias del protesto será: 

1. ° El que esté designado en la letra. 

2. ° En defecto de designación, el que 
tenga de presente el pagador. 

3. ° A falta de ambos, el último que se le 
hubiere conocido. 

No constando el domicilio del pagador en 
ninguna de las tres formas sobredichas, se 
indagará el que tenga de la autoridad muni- 
cipaL local; v con la persona que la ejerza, 
se entenderán las diligencias del protesto y 
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la entrega de su copia en defecto de descu- 
brirse el paradero del pagador. 

Art. 516- Después de evacuado el pro- 
testo con el pagador directo de la letra, se 
acudirá á los que vengan indicados en ella 
subsidiariamente, si hubiere indicaciones. 

Art. 517 El acta de protesto debe con- 
tener Ja copia literal de la letra con la acep- 
tación, si la tuviese, y todos los endosos é in- 
dicaciones hechas en ella. A continuación se 
liará el requerimiento á la persona que deba 
aceptar ó pagar la letra, ó no estando pre- 
sente á ¡a que se le hace en nombre de esta, 
y se esteoderá literalmente su contesta- 
ción. 

Se concluirá con Ja conminación de gastos 
y perjuicios á cargo de la misma persona 
por la falta de aceptación 6 de pago. 

El protesto se íirrnará necesariamente por 
la persona á quien se haga; y no sabiendo, ó 
no pudiendo hacerlo, firmarán indispensa- 
blemente el ocla los dos tes'igos presentes á 
la diligencia. 

En la fecha del protesto se hará mención 
de ia liora en que se evacúa. 

Art. 518. Todo protesto que no esté 
conforme á las disposiciones que va a pres- 
critas en los artículos precedentes, será 
ineficaz. 

Art. 519. Conteniendo indicaciones la 
letra protestada, se harán constar en el 
protesto las contestaciones que dieren las 
personas indicadas á los requerimientos que 
se les hagan, y ia aceplaciun ó el pago en el 
caso de haberse prestado á ello. 

Art. 520. Todas las diligencias del pro- 
testo de una lelrase estenderán progresiva- 
mente y por el orden con que se evacúen 
en una sola acta, de que el escribano dará 
copia testimoniada al portador de la letra 
protestada, devolviéndole esta original, 

Art. 521. Los protestos se han de eva- 
cuar necesariamente antes de las tres de la 
tarde, y los escribanos retendrán en su po- 
der las letras, sin entregar estas ni el testi- 
monio del protesto al portador hasta puesto 
el sol del día en que se hubiere hecho; y si 
el pagador se presentare entretanto á satis- 
facer el importe de la letra y los gastos del 
protesto, admitirá el pago, haciéndole en- 
tregada la letra y cancelando el protesto. 

Art. 522. Ningún acto ni documento 
puede suplir la omisión y falta de protesto 
para ia conservación de las acciones que 
competen al portador contra las personas 
responsables a las resultas de la letra, fuera 
del caso de la protestación con que se suple 
el protesto de pago cuando se ha perdido la 
letra. 


] Art, 523. Ni por el fallecimiento, ni por 
i el estado de quiebra de la persona á cuyo 
| cargo esté girada la letra, queda dispensado 
,1 ei portador de protestarla por falta de acep- 
tación é de pago. 

Art. 524. El protesto por falta de acep- 
tación no exime al portador de la letra de 
protestarla de nuevo, si no se pagare. 

Art. 525. Puede protestarse la letra por 
fulla de pago antes de su vencimiento, si el 
pagador se constituye en quiebra; y desde 
que asi suceda tiene el portador su derecho 
espedito contra los que sean responsables á 
las resultas de la letra. 

SECC. X .- — Be /o in'ervencion en la aceptación 
y pago. 

Art. 526, Protestada una letra de cambio 
por fulla de aceptación ó de pago, se admiti- 
rá la intervención de u n tercero que se ofrez- 
ca á aceptarla ó pagarla por cuenta del gi- 
rante ó de cualquiera délos endosantes, aun 
cuando no baya recibido prévio mandato para 
hacerlo. 

Art. 527. La intervención en la acepta- 
ción ó en el pago se hará constar á conti- 
nuación deJ protesto bajo la firma del inter- 
veniente y uel escribano, espresándose el 
nombre de la persona por cuya cuenta in- 
tervenga. 

Art. 528. Ei que acep’a una letra por 
intervención queda responsable á su pago, 
como si hubiera girado la letra á su cargo; 
y debe dar aviso do su aceptación por el cor- 
reo mas próximo a aquel por quien lia in- 
tervenido. 

Art. 529. La intervención en la acepta- 
ción no dista al portador de la letra para exi- 
gir del librador ó de los endosantes el afian- 
zamiento de las resultas que esta tenga. 

Art. 530, Si el que rehusó aceptar la 
letra, daudo lugar á que se protestara por 
falla ble jaceptacioo’, se prestare ¿ pagarla 
á su vencimiento, le será admitido el pago 
con preferencia al que intervino en la acep- 
tación yá cualquiera otro que quisiere inter- 
venir para pagarla; pero estará obligado á 
satisfacer también los gastos ocasionados 
por no haber aceptado la letra á su tiempo. 

Art. 53L El que paga una letra por in- 
tervención se subroga en los derechos del 
portador, mediante que cumpla con las obli- 
gaciones prescritas á este, y con las limita- 
ciones siguientes: 

Pagando por cuenta del librador, solo este 
!e responde de la cantidad desembolsada, y 
quedan libres todos los endosantes. 

Y si pagare por cuenta de un endosante, 
tiene la misma repetición contra el librador. 
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y ademas contra el endosante por quien in- 
tervino, y los demás que le, precedan en el 
órden de los endosos; pero no contra los en- 
dosantes posteriores que quedan exonerados 
de su responsabilidad. 

Art. 532. El que intervenga en el pago 
de una letra perjudicada jo tiene mas acción 
que la que competiría al portador contra el 
librador que no hubiere hecho á su tiempo 
ja provisión de fondos. 

Art. 533, Si concurrieren varias perso- ; 
ñas para intervenir en el pago de una letra, 
será preferido el que intervenga por el libra- 
dor; y si todos pretendieron intervenir por 
endosantes se admitirá al que lo haga por el 
de fecha mas antigua. 

SECCION XI. — De las acciones que competen 
al portador de una letra de cambio. 

Art. 534. En defecto de pago de una le- 
tra de cambio presentada y protestada en 
tiempo y forma, tiene derecho el portador 
á exigir su reembolso con los gastos’ de pro- 
testo y recambio del librador, endosantes y 
aceptantes, como responsables que son to- 
dos á las resultas de Ja letra. 

Art. 533. El portador puede dirigir su 
acción contra aquel de los dichos librador, 
endosantes ó aceptantes que mejor le con- 
venga; pero intentada contra uno de ellos, 
no puede ejercerla contra los demás, sino en 
caso de insolvabilidad del demandado. 

Art 530. Cuando el portador de la letra 
protestada dirigiere su acción contra el acep- 
tante antes que contra el librador y endo- 
santes, liará notificar á todos estos el pro- 
testo por medio de un escribano público ó 
Real, dentro de los mismos plazos que en los 
artículos 480, 484 , 482 y 483 se señalan 
para exigir la aceptación. 

Los endosantes á quienes se omita hacer 
esta notificación, quedan exonerados de res- 
ponsabilidad sobre el pago de la letra, aun 
cuando el aceptante resulte insolvente; v lo 
mismo se entiende con respecto al librador 
que probare hecho oportunamente Ja provi- 
sión de fondos. 

Art. 537. Si hecha escusion en los bie- 
nes dei deudor ejecutado para el pago ó 
reembolso de una letra, solo hubiere podido 
percibir el portador una parte de su crédito, 
podrá dirigirse sucesivamente contra los de- 
más, por lo que todavía alcance, hasta que- 
dar enteramente reembolsado. 

Art. 538. Constituyéndose en quiebra el 
deudor contra quien se procede por el reem- 
bolso de una letra, puede el portador dirigir 
sucesivamente su acción contra los demás 
responsables á la letra; y si Lodos resultaren i 
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quebrados, tiene derecho á percibir de cada 
masa el dividendo que corresponda á su cré- 
dito hasta quedar este cubierto en su totalidad. 

Art. 539. Hecho por un endosante el 
reembolso de una letra protestada por falta 
de pago, se subroga este en todos los dere- 
chos del portador contra el librador, los en- 
dosantes que, le precedan, y el aceptante. 

Art. ó 40. El endosante que reembolse 
una letra por defecto de aceptación, solo 
puede exigir del librador ó los endosantes 
que le precedan en orden, el afianzamiento 
del valor de la letra, ó ol depósito en defecto 
de la fianza. 

Art. 54 i. No tendrá efecto la caducidad 
de la letra perjudicada por defecto de pre- 
sentación, protesto y su notificación en los 
plazos que van oeterminados para, con el li- 
brador ó endosante, que después de trascur- 
ridos estos mismos plazos, se halle cubierto 
del valor de la letra en sus cuentas con el 
deudor, ó con valores ó efectos de su perte- 
nencia. 

Art. 542. Tanto el librador como cual- 
quiera endosante de una letra protestada 
puede exigir, luego que llegue á su noticia 
el protesto, que el portador perciba su im- 
porte con los gastos legítimos, y le entregue 
la letra con el protesto y la cuenta de re- 
cambio. 

En la concurrencia del librador y de los 
endosantes será preferido el librador, y des- 
pees los endosantes por el orden de fechas 
de sus endosos. 

Art. 543. Las letras de cambio producen 
acción ejecutiva para exigir en sus casos 
respectivos del librador, aceptantes y endo- 
santes el pago, reembolso, depósito y afian- 
zamiento de su importe. 

Art. 544. La ej cucion se despachará 
con vista de la letra y protesto, y sin mas re- 
quisito que el reconocimiento judicial que ha- 
gan de su firma e.1 librador ó el endosante 
demandado sobre e.1 pago (i). 

Con respecto al aceptante que no hubiere 
opuesto tacha de falsedad á su aceptación al 
tiempo de protestar la letra por falta do T !í5 p°> 
no será necesario el reconocimiento judicial, 
Y se decretará la ejecución desde luego en 
vista de la letra aceptada , y el protesto por 
donde conste que no fué pagada. 

Art. 545- Centra la acción ejecutiva de 
las let ras de cambio no 'se admitirá mas ex- 
cepción que las de falsedad, pago, compen- 
sación de crédito líquido y ejecutivo, pres- 


(!) Véase la nota contenida en el número 

Vllf de ios casos de jurisprudencia insertos al 

final de este articulo. 
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cricion ó caducidad de Ja letra , y espera ó 
quita concedida por el demandante, que se 
pruebe por escritura pública, ó por docu- 
mento privado reconocido en juicio. Cual- 
quiera otra excepción que competa al deu- 
dor, se reservará para el juicio ordinario, y 
no obstará al progreso del juicio ejecutivo, 
el cual continuará por sus trámites hasta 
quedar satisfecho de su crédito el portador 
de ia letra. 

Arl 5 46. Sin el consentimiento del acree- 
dor no pueden Jos jueces conceder plazo al- 
guno para el cumplimiento de las obligacio- 
nes contraídas en las letras de cambio. 

Art. 547. La cantidad de que un acree- 
dor haga remisión ó quita al deudor contra 
quien repite el pago ó reembolso de una le- 
tra de cambio, se entiende también remitida 
á los demás qne sean responsables á las re- 
sultas de su cobranza. 

Art. 548. Las letras de Cambio protesta- 
das por falta de pago, devengan rédito de su 
importe en lavor de los portadores que estén 
en desembolso de él desde el dia en que se 
hizo ei protesto. 

SECC. XII. — Del recambio y resaca. 

Art. 549. El portador de una letra de 
cambio protestada puede girar, para reem- 
bolsarse de su importe y gastos de protesto 
y recambio, una nueva letra ó resaca á cargo 
del librador ó de uno de los endosantes. 

Art. 550. El librador de la resaca debe 
acompañar á esta la letra original protesta- 
da, i n testimonio del protesto, y la cuenta 
de la resaca. 

Art. 551. No pueden comprenderse en 
la cuenta de resaca mas partidas que las si- 
guientes: 

El capital de la letra protestada. 

Los gastos del protesto. 

El derecho del-Gello parala resaca. 

La comisicn de giro a uso do la plaza. 

El corretaje de su negociación. 

Los portes de cartas. 

El daño que se sufra en el recambio. 

Art. 552. En la cueDta de resaca se ha 
de hacer mención del nombre de la persona 
sobre quien se gira la resaca, del importe 
de esta, y del cambio á que se haya hecho 
su negociación. 

Art 553. El recambio ha de ser confor- 
me al curso corriente que tenga en la plaza 
donde se nace el giro sobre el lugar en aue 
se ha de pagar la resaca , y esta conformidad 
lia de hacerse constar en la cuenta de la 
misma resaca por certificación de un corredor 
de número, ó de dos comerciantes, donde no 
haya corredor. 
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Art. 554. No pueden hacerse muchas 
cuentas de resaca sobre una misma letra, 
sino que la primera se irá satisfaciendo por 
los endosantes sucesivamente de uno en otro, 
hasta extinguirse con el reembolso del li- 
brador. 

Art. 555. Tampoco pueden acumularse 
muchos recambios, sino que cada endosante, 
así como el librador, soportarán solo uno, 
el cual se arreglará con respecto al librador 
por el cambio que corra en la plaza donde 
sea pagadera la letra sobre la de su giro; y 
con respecto á los endosantes por el que rija 
en la plaza donde se hubiere puesto el en- 
doso sobre la que se haga el reembolso. 

Art. 556. El portador de una resaca no 
puede exigir el interés legal de su importe, 
sino desde el día que emplaza á juicio la per- 
sona de quien tiene derecho á recobrarla. 

Art. 557. Todas las acciones que proce- 
den de las letras de cambio quedan extingui- 
das á los cuatro anos de su vencimiento, si 
antes no se han intentado en justicia, háyan- 
se ó no protestado las letras. 

TITULO DECIMO. 

DE LAS LIBRANZAS Y DE LOS VALES Ó PAGA- 
RÉS A LA ORDEN. 

Art. 558. Las libranzas á la órden de 
comerciante í comerciante, y los vales ó pa- 
garés también á la órden que procedaa de 
operaciones de comercio, producirán las 
mismas obligaciones y efectos que. las letras 
de cambio, menos en cuanto á ia aceptación, 
y guardándose la restricción que previene el 
art. 567. 

Art. 559. Las libranzas se entienden 
siempre pagaderas á su presentación; aun- 
que no lo expresen, á menos que no terga 
plazo prefijado, en cuyo caso lo serán al 
vencimiento del que en ellas esté marcado. 

Art. 560. El tenedor no tiene derecho á 
exigir la aceptación de las libranzas á plazo, 
ni puede ejercer repetición alguna contra el 
librador y endosantes, hasta que se protesten 
por falla de pago. 

Art. 56 i. Los vales ó pagarés á la órden 
son pagaderos diez dias después de su fecha, 
si no tuviesen época determinada para el 
pago. 

Si la tuviesen, son pagaderos el dia de su 
vencimiento sin término alguno de cortesía 

gracia ni uso. 

El plazo marcado en ellos corre desde ei 
dia después de su fecha, y se gradúa su eur- 
so como en las letras de cambio. 

Art. 562. Las mismas formalidades im- 
puestas al tenedor de la letra de cambio para 
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usar de la acción de reembolso contra el pa- 
gador y endosantes, se entienden prescritas 
a los tenedores de las libranzas, y vales ó pa- 
garés á Ja orden. 

Art. 563. Las libranzas, y vales ó paga- 
rés á la orden deben contener: 

La fecha. 

La cantidad. 

La época de su pago. 

La persona á cuya orden se ha de hacer el 
pago. 

El lugar donde este ha de hacerse. 

El origen y especie del valor que repre- 
sentan. 

La firma del librancista en las libranzas, y 
en los vales la del que contrae la obligación 
a pagarlo. 

Los vales que se hayan de pagar en dis- 
tinto lugar de la residencia del pagador, in- 
dicarán un domicilio para el pago. 

Las libranzas contendrán además la ex- 
presión de ser libranzas, y el nombre y domi- 
cilio de la persona sobre quien están li- 
bradas. 

Art. 564. Los endosos de las libranzas y 
pagarés deben estenderse con la misma ex- 
presión que los de las letras de cambio. 

Art. 565. El tenedor de un vale no pue- 
de rehusarse á percibir las cantidades que 
le ofrezca el deudor á cuenta al vencimiento 
del vale; y tanto estas como lasque baya po- 
dido percibir antes se anotarán á su dorso, y 
descargarán en otro ¡auto la obligación soli- 
daria de los endosantes, sin que por eso se 
pueda omitir el protesto para usar de su de- 
recho contra e.-los por ei residuo. 

Art. 566. La acción ejecutiva de los vales 
y libranzas no puede ejercerse sino después 
de haber reconocido judicialmente su lirma 
la persona contra quien se dirige ei procedi- 
miento. 

Art, 567. Los tenedores de las libranzas 
que fueren protestadas por falta de pago, de- 
ben ejercer su repetición contra el dador v 
endosantes -en el lérmi io de dos meses con— 
tadus desde la fecha del protesto, si la li - 
branza fuese pagadera en Leí ritorio español; 
y si lo fuese en el extranjero, se contará este 
plazo desde que sin pérdida de correo pudo 
llegar el protesto al uomicilio del librador ó 
endosante contra quien se repite. 

Pasado dicho plazo, cesa toda responsabi- 
lidad en los endosantes, y también en el li- 
brador que pruebe qiv al vencimiento de ia 
libranza tenia hecha la provisión de fondos 
en poder de la persona que debía p garla. 

Art. 568. La disposición del artículo an- 
terior es aplicable á los endosantes de los va- 
les o pagarés á ¡a orden, cuya respuiisubili- 
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dad caducará también trascurridos que sean 
tíos meses desde la fecha del protesto, que- 
dando solo al tenedor la acción contra el 
deudor directo de! vale. 

Ail. 569. Ninguna acción es admisible 
en juicio para ei pago ó reembo'so de las li- 
branzas y pagarés de comercio, después de 
nabiT pasado cuatro años desde su venci- 
miento. 

Art. 570. Las libranzas ó pagarés que no 
estén expedidos á la órden no se consideran 
contratos de comercio, sino simples prome- 
sas de pago sujetas á las leyes comunes sobre 
prestamos. 

Art. 57 1. Los pagarés en favor del por- 
tador, sin expresión de persona determinada 
no producen obligación civil ni acción en 
juicio. 

TITULO UNDECIMO. 

DE LAS CARTAS-ÓRDENES UE CRÉDITO. 

Art. 572. Para que se reputen contratos 
mercantiles las cartas órdenes de crédito, 
han de ser dadas de comerciante á comer- 
ciante para atender á una operación de co- 
mercio. 

Art. 573. Las cartas de crédito no pue- 
den darse á la orden sino contraídas á sujeto 
determinado. Al hacer uso de ella, el porta- 
dor está obligado á probar la idealidad de su 
persona, si el pagador no lo conociere per- 
sonalmente., 

Art. 574. Toda carta-órden de crédito ha 
de contraerse á cantidad fija, corno máxímun 
de la qre deberá entregarse al portador; y 
las que no contengan este requisito, se con- 
siderarán simples cartas de recomendación. 

Art. 575. El dador de una carta de cré- 
dito queda obligado Inicia la persona á cuyo 
cargo la dio por la cantidad que hubiere pa- 
gado en virtud de ella, no excediendo de la 
que se fijó en la misma caria. 

Art. 576. No puede protestarse una 
carta-órden de crédito, ni por ella adquiere 
acción alguna ei portador contra el que la 
dió, aun cuando no sea pagada. 

pero si se probare que, el dador había re- 
vocado la carta de crédito intempestivamente 
y con dolo para estorbar las operaciones del 
tomador, será responsable y este de los per- 
juicio- que de ello se le siguieren. 

Art. 577. Ocurriendo causa Lindada que 
atenúe el crédito del portador de una carta- 
órden de crédito, puede anularla id dador, y 
dar : onlraórden a! que hubiere «le pagarla, 
sin incurnr en r •spunsabibdad alguna. 

Art. 578, El purlüunr de una carta de 
crédito debe reembolsar sin demora al dador 


LETRA DE CAMBIO... 


880 

a cantidad que hubiere percibido en virtud 
de ella si antes no Ja dejó en su poder; y en 
defecto’ de hacerlo, podrá exigirla el mismo 
dador ejecutivamente con el interés legal de 
la denda desde el día de la demanda , y el 
cambio corriente de la plaza en que se hizo 
el pago sobre el lugar donde se haga el 
reembolso. 

Arl. 579. Cuando el portador de una 
caria de crédito no hubiere hecho uso de 
ella en el término convenido con el dador, ó 
en defecto de haberlo señalado, en el que el 
Tribunal de comercio, atendidas las circuns- 
tancias, considerase suficiente, debe devol- 
verla al dador, requerido que sea ai efecto, 
ó afianzar su importe, hasta que conste su 
revocación al que debía pagarla. 

TITULO XII. 

DISPOSICIONES GENERALES SOBRE LA PRES- 
CRIPCION DE LOS CONTRATOS MERCANTILES. 

Art. 580. Todos los términos prefijados 
por disposición especial de este Código para 
el ejercicio de las acciones y repeticiones que 

Í troceden délos contratos mercantiles, son 
atales, sin que en ellos tenga lugar el bene- 
ficio de la restitución bajo causa alguna, tí- 
tulo ni privdegio. 

Art. 58 i. Las acciones que por las leyes 
de comercio no tengan un plazo determinado 
para deducirlas en juicio , prescriben en el 
tiempo que corresponda atendida su natura- 
leza, según las disposiciones del derecho 
común. 

Art. 582. La prescripción se interrumpe 
por la demanda ú otro cualquier género de 
interpelación judicial hecha al deudor, ó por 
la renovación del documento en que se funde 
la acción del acieedor. En el primeio de es- 
tos dos casos comenzará á contarse nueva- 
mente el término de la prescripción desde 
que se hizo la última gestión enjuicio á ins- 
tancia de cualquiera de las partes litigantes, 
y en el segundo desde la fecha del nuevo do- 
cumento; y si en él se hubiere prorogado el 
plazo del cumplimiento de la obligación des- 
de que este hubiese vencido.» 

Jurisprudencia. 

El giro de letras de cambio no siem- 
pre constituye un contrato mercantil, 
sujeto á las leyes mercantiles. Deben 
contener las circunstancias que determi- 
na el art. 426, ser pagaderas en otro pue- 
blo que no sea el de la fecha, y estar li- 
bradas por comerciantes ó á cargo de 
comerciantes según el art, 434, aunque 


si proceden de una operación mercantil 
no obstante que do sean comerciantes 
quedarán sujetos los que las libren ó 
acepten á las leyes mercantiles. En 
cuanto al endoso, sea ó no comerciante 
el que !o ponga, produce garantía del 
valor de la letra endosada conforme á 
dicho artículo. Son claras y terminantes 
las disposiciones de los títulos del Códi- 
go de comercio que quedan insertos, 
pero conviene además consultar los ca- 
sos prácticos que nos suministra la ju- 
risprudencia , que son los siguientes: 

Sentencia de 5 agosto de 1857. 

I. Efectos del aval. — En la sección VI 
del tít. IX del Código de comercio que trata 
del aval y sus efectos, no se exige la cuali- 
lidad de comerciantes en los contrayentes 
principales para calificar de mercantil esta 
obligación subsidiaria. (Sentencia decidiendo 
una competencia á favor deí Tribunal de co- 
mercio de Barcelona.) 

Consúltese también el caso XVI. 

Sentencia de 16 octobre de 1861. 

II. Se necesita poder para firmar por 
otro letras , aceptaciones y endosos. — Lo 
prevenido en los arts. 558 y 435 del Código 
acerca de que todos los que pongan sus fir- 
mas á nombre de otro en las letras de cam- 
bio ó pagarés á la orden como libradores, 
aceptantes ó endosantes, deben hallarse auto- 
rizados para ello con poder especial y expre- 
sarlo asi en la antefirma, uo es aplicable al 
caso en que haya un íactor constituido con 
cláusulas generales, pues que este se halla 
facultado para todos los actos que exija la 
dirección del establecimiento, sin otras res- 
tricciones que las que se expresen en el po- 
der. (Sentencia de 16 octubre declarando no 
haber lugar al recurso de injusticia notoria 
interpuesto por la viuda de D. Santiago Go- 
saivez.) 

Sentencia de 3 febrero de 1862. 

III. Efectos de la aceptación. — El que 
acepta una letra de cambio está obligado á 
su pago sin que pueda escusarse de ello á 
pretesto de no tener fondos del librador. 
(T. S. sentencia declarando no haber lugar 
¡il recurso de casación interpuesto por ion 
José Garrido contra sentencia de Ja Audien- 
cia de Valladolid eu pleito con D. José Grí- 
jalvo.) 

Sentencia de 28 abril de 1864. 

IV. Carácter mercantil de las letras de 
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cambio. — La negociación de letras de cam- 
bio giradas entre comerciantes, tienen el 
carácter de acto comercial y está sujeta por 
tanto á las leyes mercantiles. (Sentencia de 
28 de abril declarando haber lugar a! recurso 
de casación imerpueslo por I). Ramón Tolo- 
sa contra sentencia de la Sala tercera de la 
Audiencia de Madrid on pleito con D. Anto- 
nio Vidal. Id. otra sentencia de 6 de dicein- 
bre de 1801) . 

Sentencia de 30 diciembre de 1864. 

Y. La letra de cambio se diferencia en 
todo caso del mandato : su extensión en 
idioma extranjero: responsabilidad de los 
endosantes. — til mero encargo de, iacüiiar 
una letra de cambio no constituye el contra- 
to de mandato propiamente tal, cuando no 
median las circunstancias que son esencia- 
les al mismo, y cuantió existe la letra do 
cambio girada y endosada que es el ver- 
dadero contrato. — El hallarse extendida en 
idioma extranjero y en papel común una le- 
tra de cambio no altera la esencia del con- 
trato ni aléela á su exi delicia, privándola 
esta circunstancia de fuerza ejecutiva, pero 
no de ia probatoria legal en juicio ordinario. 
— El endosante de una letra de cambio es 
responsable de la falta de pago de su importe 
al vencimiento de la misma y no puede elu- 
dir ni declinar dicha responsabilidad quedán- 
dole solo su derecho expedito contra ei libra- 
dor. (Sentencia de 30 de diciembre de 1864 
declarando haber lugar á un recurso de ca- 
sación interpuesto por Lh Bernardo de Ja 
Torre Rujas contra sentencia de la Sala 3. a 
de la Audiencia de Madrid, en pleito con la 
casa de comercio de Miqueletorena). 

Sentencia de 22 de muyo de 1865. 

VI. Todo endoso es una nueva garantía 
de la letra: Acciones que en su caso asisten 
al tenedor dt ella. — Con arreglo a las dispo- 
siciones contenidas en los arts. 43 1, 473 y 
534 del Código de Comercio, el endoso de 
una letra sea ó no comerciante, el que lo 
ponga, produce garantía del valor de la letra 
endosada y lodos y cada uno de los endosan- 
tes son responsables al abalizamiento del va- 
ledor de la letra, en defecto de aceptación, y á 
¡..su reembolso con los gastos de protesto y 
. recambio si no fuere pagada á su vencimieu- 
' i to. Para hacer efectivo el reembolso dd im- 
. porte de la letra, de los gastos de protesto y 
¡¿ del recambio, el portador de ella, al tenor 
g iel art. 543, ha de girar una nueva á cargo 
' leí librador ó de uno de los endosantes, 
y Sentencia decidiendo una competencia en- 
re uno de los jueces de Madrid y el ¿iel Pilar 
" le Zaragoza). 

Tomo VIH. 


! Sentencia de 3 Febrero de 1866. 

MI. Carácter de las letras entre perso- 
\ ñas no comerciantes. Responsabilidad del 
, ItbraJor etc . — Aunque las letras de cambio 
¡ libradas y aceptadas por personas que no son 
í comerciantes y no proceden de una opera- 
ción mercantil, no sor. mas que pagarés ó 
promesas de pago, a orno cumplimiento solo 
so ¡mede obligar por las vías del derecho 
común, como por la forma del documento 
representan un crédito eodosable, el libra- 
dor viene obligado al reintegro del importe y 
a los gastos de protesto, resaca etc. á favor 
de un tercer poseedor cuando se protestan 
por no hacerlas electivas ia persona á cuyo 
cargóse libraron. Esta obligación del libra- 
dor no comerciante de reintegrar el importe 
de la letra, con los gastos de protesto, cuen- 
ta de resaca ó interés anual del 6 por 100 se 
liinda no eri los arts. de! Código de comercio, 
sino en la ley 1 .% lit. I, ¡ib. X de la Novísi- 
ma Recopilación y en la doctrina consignada 
en sentencia del T. S. de 20 de octubre de 
1857 que viene á ser esta misma aunque no 
aparece tan explícitamente consignada. (Sen- 
tencia de 3 de febrero de 1366 declarando no 
haber lugar al recurso de casación inter- 
puesto por D. Fernando Fernandez de Cór- 
doba contra sentencia de la Audiencia de 
Madrid). 

Consúltese además sobre este intere- 
sante punto el caso XIX, ó sentencia de 
21 de diciembre de 1867, cuya doctrina 
confirma la establecida en el fallo an- 
terior. 

Sentencia de 15 octubre de 1866. 


VIH, Necesidad del reconocimiento de 
la firma para la accwn ejecutiva . — «Según 
lo prevenido en los arts. 543 y 544 del Código 
de Comercio, rom. 5.° de! 306, y eu el 313 
de la ley de Enjuiciamiento mercantil, es 
requisito indispensable, para que las letras 
de cambio produzcan acción ejecutiva contra 
el librador ó cualquiera de los endosantes, 
que el demandado sobre ei pago reconoz- 
ca judicialmente su firma. (Sentencia de 15 
octubre ¿le 1866, declarando no haber lugar 
al recurso de injusticia notoria interpuesto 
por la razón social Somoza en pleito con la 
casa Bohigas.) 

Hoy debe tenerse presente no ya la 
lev de18 de julio de ISO') de que lucimos 
mérito en la nota de la pág. otS, sino 
los arts 941 v 913 de la ley «le Enjuicia- 
miento civil según la redacción que se 
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les ha dado por el decreto de tí de di- 
ciembre de 1 868 (art. 23) inserto en el 
Apéndice I, y que es extensiva á los ne- 
gocios mercantiles. Es decir que ya no 
es necesario el reconocimiento judicial 
de la firma en las letras de cambio res- 
pecto del aceptante que no hubiere pues- 
to tacha de falsedad á >u aceptación al 
tiempo de protestar la letra por falta de 
pago; ni tampoco, cuando es citado el 
deudor por segunda vez para reconocer 
la (irma con apercibimiento de haberle 
por confeso en su legitimidad, y no com- 
parece etc. (V. pROCKDIMlKNTOS CIVILES.) 

Sentencia de 6 noviembre de 1666. 

IX. Lo queprueba en las letras la cláusu- 
lade((valor recibido.» — «Las letras de cam- 
bio reconocidas que contienen la cláusula de 
valor recibido Je la persona á quien se faci- 
litan, acreditau sulicieutemente la eutrega 
dei importe de aquellas por el único medio 
legal de que se usa en esta clase de docu- 
mentos.» (Sentencia declarando no haber 
lugar al recurso de casación interpuesto por 
don Antonio de Vilches, contra sentencia de 
la Sala 2.* de la Audiencia de Granada en 
pleito con Ildefonso Lluero.) 

Sentencia de 3 febrero de 1867. 

X. Obligaciones del librador etc.; dere- 
chos ó arciones del en losante en caso de 
protesto. — El librador de una letra de cambio 
se llalla constituido en la obligación de satis- 
facer al tenedor su importe y los gastos cau- 
sados por falla de pago, eD su caso, sin que 
para uada puedan tomarse en cuenta los 
pactos privados que existan entre el mismo 
librador y el primer tomador. El endosante 
de una letra de cambio que lia satisfecho su 
importe cni los aumentos consiguientes, por 
haber sido protestada , tiene por la ley el 
derecho de reclamar ef correspondiente re- 
embolso de los endosantes precedentes ó del 
librador, sin sujeción á ningún pacto reser- 
vado (lecho por los que le han precedido en 
el giro. (Sentencia de 3 febrero de 1867, 
declarando no haber lugar al recurso de 
casación interpuesta por D. Fernando Fer- 
nandez de Córdoba contra sentencia de la 
Sala 1. a de la Audiencia de Madrid en pleito 
con D. Casimiro López.) 

Sentencia de 28 octubre de 1867. 

XI. Mas sobre la cláusula de « valor re- 
cibido » — La excepción concedida por la 
ley 9.*, tft. I, part. V, a! que firma una 


obligación de deber para que no sea Conde- 
Dado al pago durante el plazo de dos años, á 
no ser que el acreedor pruebe Id entrega de 
la suma confesada , no puede tener eficacia 
y carece de aplicación á las letras y pagarés 
en que se consigna la cláusula de valor re- 
cibido por ser opuesta a! espíritu de la le- 
gislación mercantil y á la buena fé, princi- 
pal base de toda negociación de esta clase. 
(T. S. sentencia de 23 de octubre de IKn7, 
declarando no haber lugar al recurso de in- 
justicia notoria interpuesto por D. Clemen- 
te Huurcade.) 

Sobre pagaré». 

Lo mismo que las letras de cambio, 
los pagarés pueden ser mercantiles ó co- 
munes. Son mercantiles cuando reúnen 
todas las circunstancias prevenidas en 
el art. 563 del Código, entre los que no 
se exige ni por dicho artículo, ni por 
el 558, que sean comerciantes los que 
intervienen en ellos; pero sí que los 
pagarés procedan de operaciones mer- 
cantiles. Cuando en ellos falta alguno de 
los requisitos de dicho articulo, sen 
simples ó comunes, rigiéndose por las 
leyes comunes. En este caso se encuen- 
tran los que no eslén expedidos á la or- 
den furl. 570); y también los que sin 
indicar nombre lo están á favor del por- 
tador, los cuales no producen obliga- 
ción civil ni acción en juicio (art. 571} 
Hé aquí para complemento de este ar- 
tículo los casos de jurisprudencia. 

Sentenoia de 5 agosto de 1857. 

XII. Requisitos para que se tenga por 
mercantil un pagare. Los vales ó pagarés 
á la órden que procedan de operaciones de 
comercio producen las mismas obligaciones 
y efectos que las letras de cambio ? según el 
art. 558 del Código , quedando sujetos á las 
leyes mercantiles según el 2.° los que hagan 
dichas operación s, auu cuando no tengan 
la cua'idadjde comerciantes. (T. S. sentencia 
decidiendo una competencia á favor del Tri- 
bunal de comercio de Barcelona.) 

Sentencia de 29 enero de 1859 

XIII. Mas sobre lo mismo. Para que se 
tenga por mercantil un préstamo, según el 
art. 387 del Código, es necesario que se con- 
traiga en el concepto y con la expresión de 

ue las cusas prestadas se destinan á actos 
e comercio y oo para necesidades ajenas 
de este, pues faltando esta condición secón- 
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sideran como préstamos comunes. No es por 
tanto mercantil un pagaré según el art. 558 ' 
cuando no contiene indicación alguna por la 
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cual se previene en el 582. (Sentencia de- 
clarando no haber lugar al recurso de injus- 

que se comprenda que procede de operación j síSVa^ P ° r vlU(ia de üon 

de comercio, o ¿ que sokex presa que es á la or- 


den y por cualidad recibida en efectivo y paga- 
dera á tal fecha. (Sentencia, de 29 de’ enero 
de 1859 declarando no haber lugar al recur- 
so de casación interpuesto por D. José Ma- 
ría Boom.) 

Sentencia de 28 junio de 1859. 

XÍV. Requisitos para que producán los 
efectos de las letras de cambio : Afianza- 
mientos . — Los pagarés y sus afianzamientos 
deben acomodarse á la índole de las obliga- 
ciones que al entenderlos se trató de asegu- 
rar y garantir, y quedan sujetos á las regias 
que determina la naturaleza de Jas mismas 
obligaciones. Para que los vales ó pagarés á 
la órden produzcan las obligaciones y efectos 
que las letras de cambio, es preciso, según 
el art. 558 del Código, que procedan de ope- 
raciones mercantiles, y para que los afian- 
zamientos puedan reputarse de esta clase, 
exige el 412 no silo que ¡os principales con- 
trayentes sean comerciantes, si no que la 
lianza tenga por objeto asegurar el cumpli- 
miento de un contrato mercantil. (Sentencia 
declarando no haber lugar al recurso de ca- 
pación interpuesto por D. José Suarez Centi). 

Sentencia de 28 marzo de 1860 

XV. No son en todo iguales los efectos y 
obligaciones que producen los pagarés á la 
órden , d los de las letras , etc . — Aunque ios 
pagarés á la orden producen Jas mismas obli- 
gaciones que las letras de cambio, no son en 
todo caso iguales á estas, como lo demuestran 
las diversas disposiciones especiales relativas 
á los unos y las otras contenidas en el mismo 
Código y muy particularmente ia del artícu- 
lo 429, que solo iguala dichos documentos 
en el caso de que las letras se giren á pagar 
en el mismo pueblo de ia fecha, disposición 
del todo inútil , si ia igualdad absoluta do 
aquellos fuese la regla general. (Sentencia 
declarando no haber lugar al recurso de in- 
justicia notoria interpuesto por la razón so- 
cial Orthembach). 

Sentencia de 16 octubre de 1861. 

XVI. Acción contra endosantes de paga- ^ 
res. — La acción para repetir contra los en- 
dosantes de los pagarés á la orden, protes- 
tados por falta de pago, no prescribe cuando 
los tenedores de dichos pagarés ejercieron 
su repetición dentro del término señalado en . 
el art. 567 de! Código y gestionaron después . 


feentenciu de 14 noviembre de 1862. 

XV II. Mas requisitos de los pagarés mer- 
cantiles: El aval en ellos . — Los pagarés á ia 
órden que no retinen todos los requisitos 
prescritos en el art. 563 del Código, no son 
mercantiles y corresponden á Ja clase de 
simples ó comunes.— Si bien el aval consti- 
tuye una obligación independiente de ia que 
lleva consigo el documento garantido con éi, 
el art. 475 del Código lo circunscribe á las 
letras de cambio, de cuyo carácter no parti- 
cipan los pagarés á ia órden. (Sentencia de- 
clarando no haber lugar al recurso de casa- 
ción interpuesto por doña Celestina Bru- 
guera). 

Sentencia de 22 setiembre de 1866. 

X VIH. Naturaleza de Los créditos pro- 
cedentes de pagarés . —Los créditos proce- 
dentes desimples pagarés, aunque havan si- 
do reconocidos y recaído sentencia de rema- 
te en juicio ejecutivo sobre su pago, no 
varían de naturaleza, y en caso de quiebra 
ó concurso no deben comprenderse entre 
los escriturarios conformo al art. 1123 del 
Código, sino entre los comunes. (Sentencia 
declarando un haber lugar al recurso de in- 
justicia notoria interpuesto por doña Rosa 
González). 

Sentencia de 24 diciembre de 1867. 

X!X. Carácter de los pagarés simples — 
Cuando un pagaré no reúna todos ios requi- 
sitos que exige el art. 563 del Código para 
ser considerado mercantil, son inaplicables 
las disposiciones del mismo Código; pero no 
por eso dejan de contener una obligación 
elicaz con arreglo al derecho común, y se- 
gún la ley del Ordenamiento, ó 1. a tít. I, li- 
bro X, de la Nov. ReCop. Las obligaciones 
cuya certeza ó legitimidad no se ponen en 
duda, son exigibks cualquiera que sea la 
forma en que estén contraídas. El endoso 
de un pagaré simple, hecho por el tenedor, 
es ia cesión de. sus acciones que trasJierc al 
cesionario el derecho para exigir su importe 
en el lugar que le corresponda en concur- 
rencia con otros acreedores , sin que sea 
prensa la ínter /eueion del deudor porque 
lio .se trata de novación del contrato ni de la 
siiáí.itucciou de un deudor por otro. í S en- 
tencia de 24 de diciembre de 1867 declaran- 
do haber lugar al recurso de injusticia noto- 
ria interpuesto pur la áücieduu Crédito cas 
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tellano coDtra sentencia de la Sala secunda 
de la Audiencia de Valíadolid.) 

La doctrina de la anterior resolución 
está de todo punto conforme con la es- 
tablecida en la sentencia de 3 de f. bre- 
ro de 186b (núm. 7.°) y, c.mio todos los 
demás puntos contenidos en esta sección, 
contribuye no poco á fijar la inteligen- 
cia de ¡as deposiciones del Código de 
comercio sobre las letras de cambio y 
pagarés. 

LETRA PERJUDICADA. Llámase así la 
que no se presenta para su cobro el dia 
de su vencimiento y en defecto de pago 
no se protesta en el siguiente. Los tene- 
dores de letras deben tener muy presen- 
tes los arts. 489 á 493, 453, 454 y 474 
ue quedan insertos en Letra de cambio. 
'ambien se perjudican las letras que no 
se presentan oportunamente á la acepta- 
ción dentro de los plazos señalados en 
los arls. 479 y siguientes de Ja misma 
eecciop. 

LEVA. Recluta ó enganche de gente 
para el servicio de un Estado. Recogida 
de ociosos y vagos que se hacia para des- 
tinarlos á las armas en el servicio de 
mar ó de tierra. 

LEY. Define la Academia española, la 
ley, diciendo que es tía regla y norma 
dada por la suprema autoridad (i) en 
que se manda ó prohíbe alguna cosa para 
utilidad pública.» La ley ordena el de- 
recho, y en este sentido las palabras dere- 
cho y ley tienen una misma significa- 
ción, y se dice ley civil, ley penal , ley 
administrativa etc., según que tenga 
por objeto fijar las relaciones de los ciu- 
dadanos arreglando la forma y efectos 
de sus actos y convenciones civiles, ó 
que defina ios delitos y fallas y establez- 
ca las penas, ó que determine los debe- 
res y atribuciones de la autoridad admi- 
nistrativa ó arregle los servicios públi- 
cos etc. 

Si la ley tiene por objeto constituir la 
forma de Gobierno, y organizar los po- 


(1) La potestad lefeislatiua reside en las Cdr 
tes con et Hey. (Arls. ti, 33 a 35 y 44 de la 
Cotitltlueion de 1845); pero por el art. 34 de la 
vigente de <869, solo reside en las Cidrias dicha 
facultad. 


deres públicos , se llama fundamental ó 
Constitución. Hemos conocido varias en 
lo que va del siglo, como puede verse en 
Constitución política. Pero la que hoy ri- 
ge en España es de l.° de junio del pre- 
sente año 18C9 publicada en 5 del mismo. 

Nuestro objeto en este articulo es so- 
lamente indicar brevemente, porque otra 
cosa no es posible, el orden de prelacion 
en la aplicación de las leyes y de las di- 
versas compilaciones legales. Estas son 
m urdías, y con arreglo á ¡o que estable- 
ce la ley 1. a , tit. 28 del Ordenamiento 
de Alcalá, explicada y ampliada per la 
1. a de Toro ó 3. a tít. II, lib. III, Noví- 
sima Recopilación, el orden con que de- 
ben ser aplicadas es como sigue: 

1. ° Las leyes no recopiladas ó pos- 
teriores á la Novísima Recopilación, pre- 
firiendo entre ellas las de fecha mas mo- 
derna á las que la tengan mas anti- 
gua (1). 

2. ° La Novísima Recopilación san- 
cionado por Real cédula de 15 de julio 
do 1803 , con el Suplemento que apare- 
ce al final de la misma agregado en vir- 
tud de la Real cédula de 15 de enero 
1808, con varias leyes por el mismo or- 
den de títulos y libros. — V. Novísima 
Recopilación . 

5.° El Fuero Juzgo, Fuero Real y 
F ueros municipales en cuaDto seau usa- 
dos y guardados. (Véanse sus respectivos 
artículos.) 

4.° Las Partidas, teniendo presente 
que cuando entre el texto de las leyes de 
este Código, de las ediciones de Grego- 
rio López y de la Academia de la Histo- 
toria haya divergencia esencial debe pre- 
valecer el primero. (T. S. sentencia de 
27 marzo de 1860.J 

Entiéndese lo dicho respecto del ter- 
ritorio en que rigen las leyes de Casti- 
lla, pues aunque |segun la Constitución 
unos mismos Códigos regirán en toda la 
Monarquía , esta es una promesa que to- 
davía no lia tenido cumplimiento sino 


(1) Las leyes y las disposiciones generales 
del Gobierno son obligatorios para cada capital 
de provincia desde que se publican oiicialmen- 
te en ella, y desde cuatro días después para los 
demás pueblos. (Ley de 28 noviembre de 1837.) 
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únicamente en cuanto á las leyes novísi- 
mas ó no recopiladas, que todas se hacen 
y aplican en todo el territorio, como ve- 
mos sucede con la hipotecaria, las de ar- 
rendamientos, la de Enjuiciamiento ci- 
vil, la de desamortización, etc. etc. 

V. Füeuos. Partidas. 

Nuestro derecho está pues contenido 
en los Códigos que dejarnos citados y al- 
gunos otros antiguos; y par a ser un me- 
diano abogado, es necesario estudiar, ó 
poseer, la Novísima Recopilación, Tas 
Partidas , el Fuero Juzgo, Fuero Rea! y 
los Fueros provinciales ó municipales 
el Código penal de 1848, reformado en 
1850, la Ley de Enjuiciamiento de 5 de 
octubre de 1855., el Código de Comercio 
de 182!), la Ley de Enjuiciamiento mer- 
cantil de 1830 en cuanto ha quedado 
vigente por el decreto de 6 de d icio ro- 
bre de 1808, y las no pocas leyes no- 
vísimas que se registran además en los 
ciento un tomos de la Coleeion legisla- 
tiva; con mas las de ! as últimas Gacetas 
y los muchos volúmenes que va forman- 
do la jurisprudencia del Tribunal Su- 
premo de Justicia y el Derecho canóni- 
co, y el Derecho militar, y el colo- 
nial etc. 

Sobre todo ¿ por qué hemos de care- 
cer todavía en España de un Código civil 
no obstante haberse publicado en 1851 
el proyecto formado por la Comisión que 
se nombró al ebrio en 1841»? ¿No han 
bastado después de su formación diez v 
seis años para estudiarle y reformarle? 
¿No han vuelto á pensar los Sres. Minis- 
tros de Gracia y Justicia que desde en- 
tonces se han sucedido, en la necesidad 
ó en la conveniencia de la unidad y de 
la reforma? Tan grandes son las dificul- 
tades que ofrece el planteamiento del 
nuevo Código que no hay en España en- 
tre los políticos y jurisconsultos mas 
profundos quien pueda proponer los 
medios de vencerlas , ya por medio de 
modificaciones que en el proyecto de- 
ban introducirse respecto á la testa men- 
tifnccion , que es por lo visto el gran es- 
collo, ya sino por medio de las disposi- 
ciones transitorias que lian de ser de to- 
dos modos precisas para plantear una 


reforma de tanta importancia. Pero no 
es así, decíamos ya en 1860 (1); aunque 
alguno pudiera atribuir esta creencia al 
Gobierno cuando á la vez que* confiesa 
la urgente necesidad del Código civil en 
los Rs. Ds. de n de febrero de 1855, 
L° de octubre de 1836, R. 0. de 23 de 
agosto de 1S58 y en otras disposiciones 
anteriores desde el 1!) de agosto de 1843, 
se mantiene en la mayor inacción y deja 
pasar tantos y tantos años desde que vió 
¡a luz el proyecto sin empeñarse en que 
se vean resultados. 

LEY: LEGISLADOR: PODER LEGISLATIVO: 

Sanción, promulgación , ejecución 
y aplicación de las leyes. — Ninguna 
sociedad, dice con sumo acierto el autor 
del Teatro de la legislación de España, 
puede subsistir sin leyes fijas y ciertas 
con que gobernarse. Las leyes son e! 
a! roa y el vínculo que une y mantiene la 
sociedad. La felicidad, la subsistencia, el 
engrandecimiento y la prosperidad de 
esta, depende de la bondad y perfección 
desús leyes y de su exacta observancia. 
Ellas forman el carácter de una nación; 
la elevan ó la abaten ; la hacen fuerte y 
respetable con las demás; mantienen la 
paz, la unión y la amistad en su gobier- 
no y conducta interior. Un legislador 
que da leyes á un pueblo, debe ser mi- 
rado como el padre de aquella sociedad; 
le da el impulso y la fuerza; todo de- 
pende de el; su pueblo no será mientras 
observe sus leyes inas que lo que él qui- 
so que fuese; todos los sucesos posterio- 
res, toda la conducta, digámoslo así, del 
pueblo, depende «le este primer punto, 
en el que se halla la menor ó mayor du- 
ración, la fuerza el poder y el engran- 
decimiento. 

Las leyes de Licurgo hicieron fuertes, 
guerreros y duros á los lacedemonios: 
las de Solon dirigieron á los atenienses 
a las ciencias y á las artes, al comercio, 
á las riquezas: Roma debe á sus prime- 
ros legisladores sus grandes conquistas. 

El cargo de un legislador es e. mas 
grande y delicado: necesita tener muy 
profundos conocimientos: debe haber 

({) Tomo 3.® de este Diccionario, articulo 
OÓDltíO civil, pág- 41- 
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hecho un largo estudio del corazón hu- 
mano: sus leyes han de ser justas, y esta 
sola palabra contiene muchas ideas , mu- 
chas reflexiones, muchas combinaciones: 
deben ser acomodadas á las nociones , á 
las circunstancias, y abrazar si es posi- 
ble los tiempos venideros.» 

Hé aquí una idea clara y perfecta de 
lo que es la ley y de sus caracteres. No 
es, pues, ley, no ha sido nunca , no ha í 
podido ser considerada tal, á los ojos de I 
una sana filóse. fía, el capricho ó lo vo- 
luntad de un déspota, cuando sus man- 
datos no se fundan en la justicia; cuan- 
do no tienen además por objeto el buen 
orden y la prosperidad de un Estado; 
ni puede tampoco llamarse legisladores 
á los tiranos. La ley, pues, dijo ya nues- 
tro famoso Fuero Juzgo , debe ser fun- 
dada en razón; se dirige á demostrar los 
cosas de Dios y el modo de vivir bien: 
es fuente de disciplina, manifiesta el de- 
recho, hace ordenar las buenas costum- 
bres, gobernar la ciudad y amar la jus- 
ticia; debe, por lo tanto, ser manifiesta, 
conveniente al lugar y tiempo, justa, 
igual, honesta , digna , necesaria y pro- 
vechosa ; debe mirar también si de su 
contenido nace algún futuro daño, si 
contiene mas provecho que perjuicio; 
si es bueno lo que manda; y si puede 
observarse sin peligro (Leyes del tit. íl r 
libro i.) 

Poder legislativo. 

Estudiando con algún criterio la an- 
tigua Constitución de ¡a Monarquía es- 
pañola, no puede decirse que el poder 
lagislativo haya residido de una manera 
absoluto en nuestros Reyes, y antes bien 
se ve que le tenían prudentemente limi- 
tado, como con tanta erudición y datos 
exponen en el preámbulo de la Cons- 
titución de 1812, los sabios legisla-, 
dores de Cádiz (1). V. Constitución, ¡ 
tomo UI, p. 408.)' 


(!) Es muy del caso «obre este asunto ana 
nota firmada por el marqués Caballero , que se 
halló, años hace, entre los papeles del Ministe- 
rio de Gracia y Justicia. Dice asi: «Como tra- 
bándose de reimprimir ia Novísima Recopila- 
»cion,noha podido menosde notarse que en ella 


Es, sin embargo , una verdad histó- 
rica que hasta el Gobierno constitucio- 
nal se ha venido con muy cortos inter- 
valos dando carácter y fuerza de ley á 
las órdenes y decretos del Rey con solo 
su firma; si bien es igualmente cierto 
j que guardando una sombra de respeto á 
nuestras leyes fundamentales, cuando se 
quería que tuvieran este carácter sus 
decretos, se acostumbraba á revestirlos 
de cierta solemnidad, publicándolo co- 
mo hoy se hace todavía respecto á las 
provincias de Ultramar, por medio de 
reales cédulas y pragmáticas que lleva- 
ban en sí el sello de la aprobación, ó la 
aprobación implícita por lo menos de los 
altos Cuerpos consultivos del Estado (1). 

El tiempo solio dejar en desuso las 
malas leyes de nuestros monarcas, ó por 
el contrario las daba si eran buenas mas 
autoridad, y aun la alcanzaron muchas 
todavía mayor, y con justicia, siendo 
comprendidas en las compilaciones que 
conocemos (2). 

• hay algunos restos del dominio feudal y de los 

• tiempos en que la debilidad de ia Monarquía 

• constituyó á ios Reyes en ia piecision de con- 
» descender con sus vasallos en puntos que de- 

• primian su soberana autoridad , ha querido 

• S. M. que reservadamente se separen de esta 
*obra las leyes 2. a , tit., V lib. 11J. D. Juan II 
en Val lado 1 i d año 1442 petición 2 de las do- 
naciones y mercedrs que ha de hacer el Rey 
con su Consejo . y de las que puede hacer 
sin él. ¿a 1. a , tit. VIII, lib. III, D. Juan II 

• en Madrid, año de 1419, pet. ib, sobre que en 

• los hechos árduos se junten las Córtes y pro- 

• ceda con el Consejo de los tres Estados de es- 
tíos reinos; y ia 1. a , tit. XV, lib. VI, D. Alon- 
»so en Madrid, año de 1329, pet. 67. D. Enri- 

• que fll en Madrid año de 1393 D. Juan 11 

• en Valladolid, por pragmática de !3 de junio 

• do 1420, y D. Cárlos l en las Córtes de Ma- 

• drid en 1523, pet. 42, «sobre que no se repar- 
tían pechos ni tributos nuevos en estos reí- 
anos sin llamar 4 Corles á ios procuradores da 
» los pueblos y preceder su otorgamiento; las 

• cuales quedan adjuntas á este expediente, ru- 
bricadas de mi mano, y que lo mismo so haga 
*eon cuantas se advierta ser de igual clase, en 

• el curso de la impresión, quedando esle expe- 
ndiente archi\ado, cerrado y sellado, sin que 
» pueda abrirse sin órden expresa >1 e S. M — 

• Aranjuer 2 de junio de 1805). — Caballero.» 
(Diario de Sesiones de Corles). 

(1) Véase el articulo Cédula Real en el to- 
mo III, pág. 89. 

(2) Por el contrario á otras se las quiso de- 
rogar de una manera insidiosa, dejando de 
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En el día ron arreglo á la Constitu- 
ción, el poder legislativo reside en las 
Cortes (1), en la forma que dispone la 
misma, principalmente en sus arts. 84, 
49 a í>2 y oi, según los cuales tienen la 
iniciativa de las leyes el Rey y cada uno 
de los Cuerpos colegisladores, y se toman 
las resoluciones á pluralidad absoluta de 
votos, requiriéndose para votar aquellas, 
]a presencia de la mitad mas uno del nú- 
mero total de individuosde cada Cuerpo, 
que tengan aprobadas sus actas. 

Poder Ejecutivo. 

La potestad de hacer ejecutar las leyes 
reside en el Rey; y su autoridad se ex- 
tiende á todo cuanto conduce á la con- 
servación del orden público en lo interior, 
y á ¡a seguridad del Estado en lo exterior, 
conforme ¿i la Constitución y á las leyes. 
Corresponde por tanto al Rey expedir 
los decretos, reglamentos é instrucciones, 
que sean conducentes nara la ejecución 
de las leyes ('2); pero como que su per- 
sona es sagrada é inviolable y son res- 
ponsables los Ministros, por eso todo 
cuanto mandare ó dispusiere en el ejer- 
cicio de su autoridad, deberá ser firmado 
por el Ministro á quien corresponda, y 
ningún funcionario público deberá dar 
cumplimiento á loque carezca de este re- 
quisito. (Arts. 69, 75 y 87 de la Consti- 
tución.) V Responsabilidad ministerial. 


comprenderlas en la Novísima Recopilación 
como puede verse en la nota de la página 
anterior. 

(1) En el art. -12 déla Constitución de 184o, 
sedaba participación al Rey en la confección 
de las leyes. 

(2) Los Reales decretos se dán para los ne- 
gocios graves y para el nombramiento de. car- 
gos importantes del Estado; están refrendados 
como dictados por el Rey que los firma, ó al 
menos señala de su mano, y son refrendados 
por e! Ministro á quien corresponde ele Las 
Reales órdenes tienen menor solemnidad en la 
forma; en ellas sol- habla y pone su Urina el 
Ministro que las expide expresando que lu hace 
de drden del Rey de quien proviene la resolu- 
ción. Los reglamentos é instrucciones son ó 
Reales d-eretos ó Reales orden, s Hay también 
órdenes de observancia general que provienen 
de las Direccio es generales, y estas lo mismo 
que los Reales decretos y reglamentos deben 
estar en consonancia coa la ley, nunca en opo- 
sición, como que se dictan para su ejecución. 


Ejercen la acción ejecutiva del Rey 
en las provincias los Gobernadores civi- 
les, y en les pueblos los Alcaldes bajo la 
autoridad de los Gobernadores, y unos 
y otros como delegados del Rey, Véase 
Delegados del Gobierno. 

Es fácil concebir lo peligroso que es 
el abuso en e! ejercicio del Poder Ejecu- 
tivo de las leyes; pero sobre ser absolu- 
tamente indispensable este poder, tiene' 
su limitación y correctivo en otros ar- 
tículos constitucionales. En el artículo 
Administración pública (tomo 1.°, pá- 
gina 160 y siguientes), hemos definido 
también el poder administrativo, que no 
es exactamente igual al Poder Ejecutivo, 
si bien se confunden, si bien apenas 
podemos dar razón del por qué no son 
uno mismo. Remitimos sin embargo á 
nuestros lectores ai artículo Actos admi- 
nistrativos, Contencioso- administrativo, 
Consejo de Estado, etc. 

El Rey sanciona y promulga las leyes, 
dice el art. 34 de la Constitución; es 
decir, que no solo tiene el Rey la inicia- 
tiva de las leyes, como la tiene el Senado 
y la tiene el Congreso de los Diputados, 
no solo concurre en cierto modo á su 
discusión por medio de sus Ministros 
que nombra y separa libremente (I) 
(art. 68), pues en presencia del Rey no 
pueden deliberar las Cortes (art. 47), 
sino que aprobadas que sean por ambos 
Cuerpos colegisladores requieren todavía 
la sanción del Rey, y la promulgación, 
por medio de la Gaceta y de los Boletines 
oficiales , según puede verse en Disposi- 
ciones del Gobierno, tomo V, pág, 440. 

Aplicación de las leyes. 

Si la formación de las leyes corres- 
ponde á las Cortes con el Rey, y al Rey 
solo, ó sea con sus Ministros, la Moles- 
tad de hacer que se ejecuten expidiendo 


íf' Como los Ministros que nombra y separa 
¡brómente el Rey art. B8», no pueden as.Mir 
las sesiones de bis Cortes si no pertenecen a 
u,o de los Cuerpos colegisladores tari. 88 , oe 
nuí procede de que el primer párrafo del ar- 
ículo di no fié participación al Rey en la for- 
ación de las leves, como se la concedía el 
rtículo 12 de la Constitución de 1845. 
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os decretos y reglamentos que á ello 
conduzcan, hay otro poder constitucional 
á quien toca exclusivamente su aplica- 
ción en los juicios civiles y criminales, 
v es te Poder es el de los Tribunales, que 
én nombre del Rey administran la jus- 
— V. Justicia, Constitución. 

Véanse los artículos que dejamos alu- 
didos y también, Abrogación, Dispensa 
de ley, Contratos notariados en el ex- 
tranjero, Extranjeros, etc. 

LEYES ADMINISTRATIVAS Se deno- 
minan así las que descienden á determi- 
narlos deberes y atribuciones de las au- 
toridades administrativas, á arreglar los 
servicios públicos y á procurar al bueji 
órden interior político y económico de 
los pueblos, para lograr el bienestar ge- 
neral y la satisfacción de las necesidades 
generales de una nación, ó de los pue- 
blos, ó de las familias, ó de los ciudada- 
nos como miembros de la sociedad ó 
del Estado, según digimos en Adminis- 
tración pública (tomo l.°), definiendo 
el derecho administrativo, la adminis- 
tración y el poder administrativo. Véase 
Alcaldes y Ayuntamientos, Gobierno y 
Administración délas provincias etc. 

LEY AGRARIA. La que entre los ro- 
manos ordenaba el repartimiento de las 
tierras conquistadas á los enemigos, y la 
que arreglaba el máximum de las yuga- 
das de tierra que podía poseer cada ciu- 
dadano. Se da también este nombre á la 
que ordena y determina todo lo que tie- 
ne relación con la agricultura, sobre cu- 
yo particular se formó un expediente en 
España á fines del siglo pasado que á 
indicación del docto Campomanes pasó á 
la sociedad Económica Matritense, y 
que produjo el famoso y tan justamente 
celebrado Informe sobre la ley Agraria 
de D. Gaspar Melchor de Jovellanos, 
cque inmortalizó á su autor, que esten- 
dió su reputación por Europa, y cuyas 
doctrinas económicas fueron una semilla 
fecunda que aun no ha acabado de pro- 
ducir todos sus frutos.» (1) 

LEYES CIVILES. Son las que fijan las 
relaciones recíprocas de los ciudadanos, 


(i) Lafuente, Historia de España. 


ó arreglan sus derechos determinando la 
forma y efectos desús actos y conven- 
ciones civiles. — V. Contratos , Dona- 
ciones , Testamentos, Derecho civil. 
Derecho internacional etc. 

LEYES ECLESIÁSTICAS. Sobre su pro- 
mulgación y fuerza en España, véase 
Exequátur, Bulas. V. también Desecho 
canónico. 

LEYES DE ENJUICIAMIENTO. Son las 

que establecen la tramitación de las ac- 
tuaciones judiciales. La de Enjuicia- 
miento civil se insertará íntegramente en 
Procedimientos civiles. Las disposicio- 
nes de la ley de Enjuiciamiento civil, 
deben considerarse como meramente for- 
mularias del juicio, y en este concepto 
debe estarse á ellas sin escepcion alguna 
en todas las provincias de España, no 
pudiendo alegarse que obsta el fuero al 
cumplimiento de alguna. (Sentencia del 
Trib . Sup, de 20 de octubre de 1858.! 

LEYES DEL ESTILO Dase este nom- 
bre á una colección de 252 leyes que se 
publicaron á fines del siglo Xfh ó á 
principios del XIV, para declarar las del 
Fuero Real, según se cree comunmente. 
No consta qneeste código lo dictase rey 
alguno, que fuese promulgado en Cor- 
tes, ni que se comunicase á los puehjos 
para su observancia. En el artículo Fue- 
ro real, hemos hablado ineidentalmente 
de estas leyes, que algunos creen ser so- 
lamente decisiones de los Tribunales de 
la Córte desde el tiempo del rey D. Alon- 
so el Sabio, basta el reinado de D. Fer- 
nando IV el emplazado, de que se hizo 
colección para manifestar la costumbre 
establecida. Algunas de estas leyes ó de- 
cisiones se han comprendido en la No- 
vísima Recopilación. 

LEYES DE LOS ADELANTADOS MAYORES. 

Era una colección de cinco leyes forma- 
das en el reinado de I.) . Alonso el Sabio 
y cuyo objeto filé establecer los deberes 
y obligaciones de los adelantados mayo- 
res en el ejercicio de su importante mi- 
nisterio, recorrer su territorio dejando 
en él buenos merinos, y procurar que la 
justicia se administrase bien, cuidando 
de evitar asonadas, robos y malfelrias 
en la tierra etc. — V. Adelantado. 
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LEYES FUNDAMENTALES- Las leyes de 

un Estado no todas son de una misma 
naturaleza. Las que tienen por objeto 
constituirla forma de gobierno y orga- 
nizar los poderes públicos se llaman 
fundamentales. — V. Cortes, Constitu- 
ción Pon tic a. 

LEY MARCIAL. Se dió esto nombre en 
Francia, á una ley publicada en 1789, 
estableciendo los formalidades para pro- 
ceder contra los reos de conspiración, 
rebelión ó sedición que obligaban á des- 
plegar la fuerza militar. De abí vino el 
darse este nombre en España á la ley de 
17-25 de abril de 1821 que tiene entre 
nosotros igual objeto. Se baila inserta en 
el artículo Justicia. 

LEYES MERCANTILES. — V. Meucader 
en cuyo artículo insertamos el Código de 
comercio, menos los títulos 9.°, 10, 11 
y 12 que integramente se hallan en Letra 
de camiuo. Teniendo en cuenta que la 
ley de Enjuiciamiento mercantil ha sido 
derogada por el decreto (boy ley) de 6 
de diciembre de 1S6S, salvo en lo rela- 
tivo á los juicios de quiebra y procedi- 
miento de apremio, en la forma que di- 
cho decreta establece (véase en el Apén- 
dice I, pág. FíM ) insertaremos estas dis- 
posiciones tal como quedan boy en el 
articulo Procedimientos civiles ó donde 
corresponden. 

LEYES PENALES. Son lasque definen 
los delitos y las faltas y establecen las 
penas qne lian de imponerse á los que 
según las mismas sean culpables.— Véa- 
se Código penal. 

LEY SALICA. Se Pama en Francia á 
un antiguo Código formado por los fran- 
cos cuando salieron de los bosques de la 
Germania, en la que se determinaba lo 
sucesión á la corona de varón en varón 
con exclusión de todas las hembras. Es- 
te orden de suceder introducido en Es- 
paña por la casa de Borbon, (ley o. u , ti- 
tulo 1, lib. 111, Nov. tteenp.) fuó abolido 
por la Pragmática de 31 de marzo de 
1830, en que, promulgando la ley de 
Cortes de 1780, se mandó observar lo 
costumbre inmemorial en la Corona de 
España, con preferencia de mayor á me- 
nor y de varón á hembra dentro de las 


respectivas lineas por su orden, con ar- 
reglo á la ley -2 a , tu. XV, Partida 2. a — 
'V ■ Constitución política: Sucesión á la 
Corona. 

LEYES SUNTUARIAS, Dióse este nombre 
en Roma á la ley que hizo Cornclio Sylla 
dictador el ano 473 de su fundación para 
reglar el gasto de los festines y de los 
funerales, condenando á pena pecuniaria 
á los que se excedían do lo permitido 
por la ley. Es decir que la ley suntuaria 
es la qne pone tasa en ios gastos de los 
particulares, con objeto de destruir el 
lujo. Las leyes suntuarias, dice un escri- 
tor, si pudieron ser convenientes en otros 
tiempos, en los actuales serian bosta 
ruinosas, pues no servirían sino para 
hacer irrevocable la distribución sobrado 
desigual de los bienes, para quitar á la 
indigencia los recursos de la industrio, 
para perpetuar la pobreza donde se en- 
cuentra^ para amortizar las riquezas en 
las manos que las poseen. 

No hay pues razón que justifique las 
leyes suntuarias. El lujo, en cuanto 
pueda ser inconveniente, bien conside- 
rado, no se comba te con medidas directas. 
La mejor de tocios las leyes suntuarias, 
lia dicho un filósofo, es en las monarquías 
un príncipe frugal , económico y ene- 
migo del fausto y la vanidad; es en todo 
caso un gobierno que sepa distinguir el 
favor de la justicia, y que se ocupe sin 
cesar en el bien de los pucfloscn el lo- 
mento de su riqueza, en remover los 
obstáculos que impidan su creciente des- 
arrollo. 

En la Novísima Recopilación hay tí- 
tulos enteros llenos de leyes represivas 
del lujo en los trajes y vestidos, en los 
muebles y alhajas, en el uso de los coches, 
literas y sillas de manos y en el de muías 
y caballos, y son basta ridiculas así en 
cuanto prescribían el modo y forma do 
vestir como en cuanto á las prohibiciones 
que contienen. 

Las leyes del tít. XIII lib. VI arregla- 
ban el orden que ha Lia de observarse en 
los trajes y vestidos de toda clase de 
personas de" ambos sexos. Disponían que 
ningún hombre ni mujer, de cualquier 
grado y calidad pudiera llevar en ningún 
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género de vestido, brocado, tela de oro, 
ni de plata, ni seda que tuviera fondo ni 
mezcla de oro, ni plata ni bordado, ni 
juntas, ni pasamanos, ni galón, ni cor- 
don, ni pespunte, ni botones, ni cintas 
de o!"o, plata ni otro género de guarni- 
ción de ella, acero, vidrio, talcos, perlas, 
aljófar, ni otras piedras finas, ni falsas, 
aunque fuera con el motivo de bodas; 
prohibían también los encajes de todas 
clases, las cintas de realce, los aderezos 
de piedras finas ó falsas etc.; determina- 
ban la forma de cómo habían de andar 
vestidos los oficiales y menestrales de 
manos, barberos, sastres, zapateros, car- 
pinteros, ebanistas, herreros, tejedores 
y de cualesquier oficios semejantes, pres- 
cribiéndoles el uso de la jerguilla, raja 
ó bayeta etc.; prohibían á las mujeres no 
siendo á las de mala vida el uso de guar- 
da infantes, jubones escotados etc.; pres- 
cribían que ninguna basquina tuviese 
mas de ocho varas de tela, ni cuatro de 
ruedo lo que se hacia extensivo á las 
enaguas y polleras, y hasta imponian 
pena por ello á los sastres y jubeteros 
que contraviniesen á esto, con otras pro 
hibiciones semejantes en cuanto á libreas, 
capas, sombreros, gorras etc. etc. En 
cuanto á muebles y alhajas la prohibición 
se extendía á los bufetes, escritorios, 
arquillas, braceros, chapines, mesas con 
guarnecido de plata, y á las colgaduras 
y doseles de casas, y camas y á las cor- 
tinas y almohadas de exirado con ciertos 
bordados y á las sillas de asiento de bro- 
cado etc. etc. 

Las de! tít. XIV no eran menos res- 
trictivas en cuanto á sillas de manos, co- 
ches y literas, limitando su uso, prohi- 
biendo ciertos adornos exigiendo mas ó 
menos caballos ó muías etc. etc. 

Las del XV sobre prohibir andar en 
muías de paso, no siendo á los médicos 
y cirujanos, permitiendo so'o hacerlo en 
caballos y rocines, imponían crecidas 
sumas pecuniarias á los que usaban en 
ellos gualdrapas de paño, seda, cuero etc. 
y las hacían ostensivas á los aparejos re- 
dondos 

Y las del til. XVI, por último, exten- 
dían el mismo rigor á los lacayos y mozos 


de espuelas, escuderos, pages etc., limi- 
tando su número, para que no se arrui- 
nas en las familias con gastos supérfluos. 

Si un poco se medita sobre las prohi- 
biciones de tan funestas leyes ó sobre el 
espíritu que en ellas y en toda nuestra 
legislación predominaba, hallaremos na- 
tural y lógico el abatimiento de nuestra 
agricultura y la ruina de nuestra indus- 
tria. Si su objeto era desterrar el lujo y 
el lujo se ostentaba con perjuicio de la 
industria de nuestro suelo, otro era el re- 
medio que tan grave mal exigia , sin ha- 
ber desangrado al país cegando las fuen- 
tes de la producción nacional. — V. Lujo. 

LEYES DE TORO. Dase este nombre á 
las ochenta y tres leyes que se compusie- 
ron y ordenaron bajo el reinado de los 
reyes católicos D. Fernando y Doña Isa- 
bel en las Cortes de Toledo del año 1502 
con objeto de poner término á la varia y 
contradictoria inteligencia que se daba 
en muchos casos á ¡as leyes del Fuero, 
Partidas y Ordenamientos, y para suplir 
en otros la falta de testo legal á que 
atenerse en la decisión délos litigios. La 
ausencia del rey Fernando y luego la 
muerte de Doña Isabel, ioipidíeroo la 
inmediata publicación deestas leyes, has- 
ta el año 1505 que reunidas las Cortes 
de Toro para jurar por reina á Doña 
Juana, se decretó su publicación para 
que en los pleitos y causas que en ade- 
lante ocurriesen se guardasen y cum- 
pliesen como leyes generales de estos 
reinos, como mas por menor se refiere 
en la pragmática que va al frente de di- 
chas leyes. 

El pensamiento de los reyes católicos 
no fué formar un Código completo, or- 
denado y metódico que uniformase la 
legislación, sino únicamente llenar cier- 
tos vacias que dejaban las leyes vigentes 
y dirimir las disputas que se ocasiona- 
ban á cada pasu en los Tribunales sobre 
la inteligencia de algunas Fueron gran- 
des, sin embargo, las novedades que in- 
trodujeron en nuestro derecho civil con 
la institución de las mejoras, de los ma- 
yorazgos, <le los retractos etc., y dice con 

razón un esertor que vinieron á causar 
mas males que bienes al Estado y á com- 



LEYES DE TORO. 


plicar mas y mas esa misma jurispruden- 
cia que se habían propuesto aclarar. No 
hay quien dudesin embargo, déla gran- 
dísima importancia que aun hoy din tie- 
nen todavía estas leyes, incorporadas á 
]a Novísima Recopilación y vamos á ha- 
cer una breve reseña de su contenido 
copiando al Sr. Llamas Molina, uno de 
sus mas ilustrados comentadores (1) con 
indicación del lugar que hoy ocupan en 
dichas Novísima, para poder más fácil- 
mente consultarlas. 

Resúmen de las 83 leyes de Toro. 

1. a Designa esta ley los cuerpos legales 
que han de servir para la decisión de las 
causas, y el órden con que se ha de usar y 
recurrir á ellos, y la graduación que guardan 
entre si. (Es la 3. a ,, tít. II, lib. III, Novísima 
Recopilación). 

2. a Señala, con referencia á las leyes an- 
teriores, el número de anos que se fia de em- 
plear en el estudio de la jurisprudencia, para 
obtener los empleos de judicatura, y los años 
que por lo menos ha de tener el que obtenga 
Jos empleos de administración de justicia. 
(5. a , tít. II, lib. III). 

(1) Son varios los comentadores de las 
leyes de Toro y los Sres. La Serna y Montal- 
ban en sus Elementos del Derecho civil de 
España citan á Diego del Castillo, Commen- 
taria in leges Taurinas , año 1527; ;í Miguel 
de Cabientes, Nova lectura scu declarado 
legum Taurinarum , año 1536; á Juan López 
de Palacios Rubios, G lossemata legum Tau- 
ri, año 1542; á Fernando Gómez Arias, Sub- 
tilissimam et valde udlem glossam ad fa- 
mosissimas , subtiles et necesarias , ac quo- 
tidianas leges T'auri, año 1545; á Antonio 
Gómez, de quien luego hablaremos, á Mar- 
cos Salón de Paz, Ad leges Taurinas insig- 
nes commentar i i : a Luis Yelazquez de Aven- 
daño, Glossa Taurinarum legum ; año 1588; 
á Juan Guillen de Cervantes, Prima Pars 
commentariorwn in leges Tauri ; año 1594; 
¿ Tello Fernandez, Prima pars commenta- 
riorum in primas iriginta et oc-to leges 
Tauri , año 1566, y n Posadilla y Llamas y 
Molina. Hé aquí algunas mas noticias sobre 
las obras de los dos últimos, la de Antonio 
Gómez y las de D. Joaquín Francisco Pa- 
checo. 

Aston' o Gómez dio á luz en 1555 sus Go- 
men! arios á las levs de Toro, titulándolos 
Antonia Gtmezi ad leges Tauri cormnenta- 
rium absoludssimum . Ilustres jnrisconsul- 
hacen de esta obra grandes elogios, y loé 


° ■ Determina y señala los requisitos v 
solemnidades que han dt intervenir en los 
testamentos escritos y mmcuputivos, y tam- 
bién en los eodicilos, sin olvidarse de espe- 
cibcar las circunstancias peculiares del tes- 
tamento v codicilo otorgados por el ciego 
(2. a , tít. XVIII, lib X.) fe 

4. y 5. a Tratan de dos clases de perso- 
nas, a quienes se concedo la facultad de otor- 
gar testamento. ¡3. a y 4. a , til. XVIII, lib. X). 

6. a á la 8. a Disponen acerca de la suce- 
sión de los hijos ascendientes y colaterales 
legítimos, tanto en ex testamento , como ab 
intest ato. (1. a y 2. a , tít. XX, lib. X.) 

9. a lias' a la 13 inclusive. Descienden á 
tratar de la sucesión de los hijos ilegítimos y 
legitimados, declarando cuáles sean hijos na- 
turales, y cuáles naturalmente nacidos y 
abortivos. (5. a v 6. a , tít. XX, 1. a y 2 a , tít V 

y 8. a , m. vin; iib. x), 

14. Declara la facultad que tienen los 
padres de disponer libremente de los bienes 
que hayan adquirido en los sucesivos matri- 
monios. aunoue hayan tenido hijos de dios. 
(6. a , tít. IV, lib, X). 

15. Establece por regla, que en los ca- 
sos en que la mujer, casando segunda vez, 

por largo tiempo una de las más usadas por 
los abogados y profesores de derecho. Diego 
Gómez Cornejo, su nieto, publicó también 
linas adiciones á aquel comentario. 

D. Juan Aj.varez Posadiixa, fiscal del 
crimen en Valencia, publicó á fines del siglo 
úitimo sus Comentarios á las leyes de Toro, 
sequn su espíritu y el de la legislación de 
España. 

D. Sancho Llamas y Molina , publicó en 
este siglo su Comentario critico, jurídico li- 
teral á las 83 leyes de Toro. Este autor dicen 
los ilustrados autores de los Elementos del De- 
recho civil de España, da señaladas mues- 
tras de sus conocimientos nada comunes en d 
derecho español y romano, la enriquece con 
gran copia de doctrinas, se hace cargo de 
todas las cuestiones de alguna importancia, 
las resuelve por lo general con juiciosa crí- 
tica. y en una palabra, sus comentarios 
pueden reputarse como un compendio sufi- 
ciente de todo cuanto se ha escrito sohr nías 
leyes de Toro. Se lia hecho una tercera edi- 
dion muy mejorada, por D José Vicente y 
Caravant.es, en 1853- 

D. Joaquín Francisco Pacheco ha potinca- 
do en 1862 el primer tomo de su Comentario 
histórico, critico y jurídico á las leyes de ro- 
ca. Lástima es que la muerte de tan ilustre y 

reputado jurisconsulto nos haya privaco de 

ver terminado tan excelente trabajo. 
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fcS tá obligada á reservar á los hijos del pri- 
mor matrimonio los bienes que hubiese ad- 
quirido de su primer mundo, lo esté también 
el marido á reservar á los hijos riel primer 
matrimonio los que hubiese adquirido de su 
mujer prime-a. (17, tít. IV, líb X,'. 

Ifi. Declara que lo que d marido deje á 
su mujer por testamenta no se le cuente en 
j;i parle que le corresponde por razón de ga- 
nan» íal. (8. a , tít. IV, lih. X). 

17 hasta la 29 inclusive. Se trata en ellas 
de fas mejoras de tercio y quinto, señalando 
¡as personas que pueden hacerlas, á quiénes 
v ei modo de ejecutarlas. (1. a á H, tít. VI, 
8. a , tít. XX y 5. a , tít III, lih. X). 

30. Establece la parte de bienes de que 
se han de costear los gastos de entierro y 
demás mandas graciosas. (9. a , tít. XX, lih. X). 

31 hasta la 39. Ss trata de los poderes 
para testar, del modo que se han de dar, y 
de la solemnidad que en ellos ha de inter- 
venir. (I , a á 8. a , tít XIX y 13, tít, XX, lib, X). 

40 á 46. Tratan de los mayorazgos, ma- 
teria de que hasta entonces no se había tra- 
tado en nuestra jurisprudencia, y se establece 
el órden de suceder por representación, tanto 
en la linea recia, como en la colateral, se se- 
ñalan los modos ó medios para probar la 
fundación de los mayorazgos; que debe pre- 
ceder la licencia del Rey ó su fundación; que 
dicha licencia conserva su valor y virtud, 
aunque haya muerto el Rey que la concedió, 
sin haber usado de ella: que fundado el ma- 
yorazgo lo puede revocar, excepto en los ca- 
sos que señala; que por la muerte del po- 
seedor, sin que sea necesario la aprehensión 
de lo bienes, se Irnsfiere la posesión civil y 
natural en el siguiente en grado, qim deba 
suceder, según la fundación; y por último, 
que las mejoras hechas en bienes del mayo- 
razgo pasen al sucesor, sin que tenga qtie 
abonar nada á la mujer, hijos ó herederos del 
que las hizo. (Leyes 1. a á 6. a , tít. XV1I1, li- 
bro X). 

Hasta aquí se han dirigido las leyes ó dis- 
poner de las sucesiones que provienen ex 
tef tomento ó ob inféstalo, aunque pur inci- 
dencia han dicho alguna cosa de los contra- 
tos con respecto á las mojaras de tercio y 
quinto, v fundación de mayorazgos. 

47 A 49. Tratan de los efectos civiles de! 
matrimonio, declarando que el hijo casado 
y velado sale de la patria potestad, y ad- 
quiere el usufructo de los bienes adventi- 
cios, y señalan la pena en que incurran los 
que contraen el matrimonio míe la iglesia 
tiene por clandestino. (3. a , tít. Y y 5. 8 , tít. II, 
lib. X). 

ñO hasta la 53. Ordenan la cantidad que 


el ruando puede dar en arras á su mujer, la 
adquisición que esta hace de ellas y de otras 
donaciones que el marido hace á la mujer; 
y se declara que cuando los padres casan 
algún hijo común, y le prometen dote ó do- 
nación prop'er nupltas, quién la debe sa- 
tisfacer v de qué bienes se ha de pagar f 1 a 
¿4. a , tít. III, lih. X). 

54 hasta la 59. Disponen acerca de las 
obligaciones que puede contraer la mujer 
casada, y se ordena cuándo puede 6 no re- 
nunciar la herencia que le verga por tes- 
tamento ó abintestato, y la solemnidad que 
lia de intervenir para celebrar algún contra- 
to, ó apartarse de él, ó presentarse en »uicio 
en algún tribunal, y cómo puede suplir el 
juez la licencia del marido para contratar la 
mujer. (10, tít. XX y 1 1 á 15, tít. 1, lib. X). 

60. Declara los efectos de la renuncia 
que puede hacer la mujer de sus gananciales 
duraute el matrimonio. (9. a tít. IV, lib X). 

61. Declara igualmente los efectos de la 
obligación que fume la mujer como fiadora 
de su marido, ú obligándose de mancomún 
con él. (3. a , tít. XI, lib. X). 

62. Señala los casos en que la mujer pue- 
de ser presa por deudas. (4. a , tít. XI, lib. X). 

63. Determina y fija el liempo por qué 
puede prescribirse la acción personal y 
mixta. (5. a , tít.. VIH, lib, XI). 

64. Renueva la ordenanza hecha en la 
villa de Madrid año de 1502 en que se de- 
clara que en las ejecuciones, cuando se ale- 
gare paga ó excepciou del deudor, y se con- 
ceden diez dias para probarlo, corran estos 
desde eldiade Ja oposición. (2. a , tít. XXVIII, 
lib. XI). 

65. Ordena que la interrupción en la po- 
sesión interrumpí' la prescripción en la pro- 
piedad, v al contrario, ffi.*, tú. VIII. lih. XD. 

66. Manda que ninguno esté obligado á 
llar fianza por demanda que se le ponga, sin 
que preceda información de test ¡pos de la 
(leuda ó escritura pública. (5.*, tít. XI, li- 
bro X). 

67 Prohibió bajo cierta pena hacer ju- 
ramento en San Vicente de Avila, en el cer- 
rojo de Santa Agueda, ni sobro altar ni cuer- 
po santo, tu er, otra iglesia juradora, aunque 
! el juez lo mande ó la parte lo pida. 

68. Ordenó que cuando alguno pusiere 
i en su heredad algún censo, con condición 
que si no lo pagare. A ciertos plazos caiga la 
heredad en comiso, que se guarde el con- 
trato, aunque la pena sea grave, 

69 Dispone que ninguno pueda hacer 
donación de todos sus bienes, aunque 3a ha- 
ga solamerle de los presentes. (2. a , Ut. Vil, 
lib. X). 


LEYES DE TORO. 

■ 70. Declara la disposición de la ley del 
Fuero, que ordena que el pariente mas cer- 
caro pueda sacar por el tanto la cosa que se 
vende, y se esliendo esta disposición a las 
ventas que se hayan en aimuneda pública 
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por mandado de juez, observando las demás 
solemnidades prevenidas en la ley del Fuero 
y Ordenamiento de Nieva, declarándose que 
Jos nueve dias que dispone la ley del Fuero 
¡>e han de empezar a contar desde el día dei 
remate. (4. a lít. Xlll, lib. X). 

71. Ordena, que cuando muchas cosas 
de patrimonio ó abolengo sean vendidas por 
un solo precio, no pueda el paricute sacar 
unas y dejar oirás, sino que las lia de sacar 
todas ó ninguna; pero si las cosas hieren 
vendidas por distintos precios, podrá sacar 
la que quiera , y dejar las otras, cumpliendo 
con las solemnidades contenidas eu las le- 
yes riel Fuero y Ordenamiento. (o. a , tíi. Xlll, 
Jib. X). 

72. Ordena , que si la cosa de patrimo- 
nio ó abolengo se vendiere .d íiado, pueda el 
pariente mas propincuo sacar ¡a Cosa liada, 
por el tanto, con tal que dentro de los nueve 
dias dé lianza á satisfacción del juez de que 
satisfará, al tiempo que el comprador esta- 
ba obligado, la cantidad por que fue ven- 
dida. (Ij. a , Üt. Xlll, lib. Xj. 

73. Dispone, que cuando el pariente mas 
propincuo no quisiere 6 no pudiere sacar la 
cosa por el lauto , el pariente mas propincuo 
en grado la pueda sacar, y así puedan ha- 
cerlo los parientes sucesivamente, de grado 
en grado , con tal que lo sean dentro del 
cuarto grado , con tal que sea dentro de los 
nueve dias, y se observen las dhgencias, 
contenidas en la ley del Fuero y Ordena- 
miento. (7. a , lit. Xlll, lib. X). 

74. Declara, que cuando concurre á sa- 
car la cosa vendida el pariente mas propin- 
cuo con el señor del directo dorniní >, con el 
superliciario ó con ei que tiene parte en ella 
por ser común , sea preferido el señor del 
directo dominio, ei superíiciario, y el que 
tiene parte en ella , al pariente mas inme- 
diato. (8. a , tít. Xlll, lib. Xj. 

75. Establece que cuando alguno ven- 
diere una cosa en que tiene parte con otro, 
en caso que según la ley de Partida la pue- 
da sacar el comunero por el tanto, esté este 
obligado á consignar el precio en el tiempo 
y término prevenido en la ley del Fuero y Or- 
denamiento, y observar las demás solemni- 
dades prevenidas en dichas leyes para cuan- 
do la sacare el pariente mas inmediato. (9. a , 
hh Xlll, lib. X). 

TU. Se manda, que la justicia á ninguno 
dé por enemigo en rebeldía sin legítima pro- 


banza, y esto después de tres meses de he- 
cha Ja condenación, con tal que lo haya pe- 
dido asi el acusador, y si de oirá suerle lo 
hiciere que no valga. (4. a , tít. XXXY11. li- 
bro MI). 

>i. Ordena, que por el delito que come- 
here el marido ó la mujer, aunque sea luiré* 
gia u otro cualquiera, no pierda el uno por 
el delito de! otro sus bienes, m la untad de 
las ganancias adquiridas durante el matri- 
monio, y se manda sea habido por ganancias 
todo lo inullípdonrio durante <jl nía ti imnnio, 
hasta que los bienes pertenecientes ai de- 
lincuente sean declarados por sentencia, aun* 
que el delito sea de tai calidad que se le im- 
ponga la pena ipso jure. (10, tít. IV, lib. X). 

78. Declara, que la mujer casada , por 
razón de delito, pueda perder en parte 6 en 
Lodo sus bienes dótales ó de ganancia, ó de 
otra cualquiera calidadque sean. (11, lít. IV, 
iib. Xj. 

79. Ordena y manda, que las leyes que 
ordenan que los hijos dalgo y otras per-, 
sonas no puedan ser presas por deuda , no 
tengan lugar en el caso que la tal deuda 
proceda del delito, vel (¡uasi, antes por el 
contrario, por dichas deudas deben :.er pre- 
sos como sino fuesen hijos dalgo ó exentos. 
(10, lít. II, lib. X). 

80. Ordena, que el marido no pueda 
acusar á uno de los adúlteros siendo vivos, 
sino que ha de acusará entrambos, ó á nin- 
guno. (3. a . lít XXVIII, lib. Xlí). 

81. Declara, que si alguna mu jer casada, 
desposada por palabras de presente en la faz 
de la iglesia, cometiere adulterio, aunque se 
diga y pruebe que fué nulo el matrimonio, 
ya por ser parientes por sanguinidad ó u (i ni- 
elad dentro del cuarto grado, ó por estar uno 
de el los obligado ó otro matrimonio, por haber 
bocho voto de castidad, ó de entrar en reli- 
gión, ó por otra causa alguna, como portaos 
no quedó de hacer lo que no debían , no tie- 
nen escusa para que el marido no pueda 
acus; r de adulterio asi á la mujer como al 
adúltero, como si el matrimonio hubiera sido 
válido, en cuyo caso manda la ley que en 
tales adúlteros" y en sus ¡nenes se ejecute lo 
contenido en la" ley del Fuero de las leyes, 
nue trata de los que comeLen delito de adul- 
terio. (4. a Ut. XXVIII, lib. XII). 

82. Ordena, que ei marido^ que matare 
ñor su propia autoridad al adúllcro v a la 
adúltera, aunque sea justamente necliu la 
muerte, no gane la. dote ni Jos hieres del que 
matare, salvo si los matare ó condenare por 
autoridad de nuestra justicia: en cuyo caso 
mandamos se guarde la lev <M Fuero que en 
este caso dispone. (5. Ut. XXX til, hb. XII). 
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83. Dispone, que si se probara que algún 
testigo depuso falsamente contra alguna per - 
sonaren causa criminal; si aquel contra 
q • j í e ií falsamente se dijo, merecía pena.de 
muerte, ú otra corporal, al tal testigo se le 
imponga la misma en su persona y bienes, 
corno se debiera imponerá aquel ó á aquellos 
contra quienes declaró el testigo si su dicho 
hubiera sido verdadero, aunque en los reos 
acusados no se ejecute la pena de muerte, 
pues por él no quedó el que se ejecutase; lo 
cual quiere la ley se guarde y ejecute en to- 
dos los delitos decualquiera calidad que sean, 
bien sean en las causas civiles 6 criminales, 
y que contra los testigos que depusieren fal- 
samente, se guarden las leyes que sobre ello 
disponen. ¡4. a , tít. VI, lib/XH). 

Tal es en restimen, lo que disponen 
las famosas leyes de Toro, muchas de las 
que conservan en el dia su autoridad é 
importancia. V. Contratos con mujeres 
casadas, Mayorazgos, Mejoras, Retrac- 
tos, Testamentos etc., etc. 

LIBERACION DE HIPOTECAS. Derecho 
que corresponde ó da la ley al propieta- 
rio que tiene gravados sus bienes con 
hipotecas ocultas, para libertarlos de di- 
chas cargas ó limitarlas á los que basten 
para asegurar los derechos garantidos. 
Véase en Hipotecas el tít. 15 de la ley 
hipotecaria (tomo Vil, pág. 160) cuyas 
disposiciones son del mayor interés y re- 
claman un estudio detenido. 

LIBERTAD DE IMPRENTA. La libertad 
de imprenta sin examen, censura, ni 
restricciones que precedan á la publica- 
ción de los escritos, ha dicho un orador 
ilustre, que es altamente necesaria á to- 
da organización social bien constituida: 
importante conquista de la civilización 
moderna, es uno de los derechos indi- 
viduales del hombre en sociedad, tan 
indisputable como lo es el de pensar 
el de hablar, el de moverse, y sin que 
sean obstáculo los abusos que pueden 
hacerse de este derecho, los cuales de- 
ben encontrar un pronto correctivo, ante 
la ley que ha de ser severa é inflexible 
para no dejarlos nunca impunes, y ante 
la misma Opinión publica que mirará 
con desden y hasta con desprecio á los 
autores de los escritos atentatorios á la 
moral, á ios derechos siempre respeta- 


bles de sus conciudadanos, y al bien del 
Estado. 

Mr. Macarel escritor ilustre, discur- 
riendo con mucho acierto sobre la liber- 
tad de imprenta, ha venido á deducir y 
asenlarque es un derecho ilegislable como 
lo es la facultad de sentir y la facultad 
de pensar. ¿Pueden ponerse limitaciones 
en estas facultades innatas del hombre? 
Pues de! mismo modo no pueden ponerse 
tampoco á la libertad de imprimir y pu- 
bl icar libremente sus ideas sin prévia cen- 
sura, Mr. Macarel se hace cargo de las 
ventajas y de los inconvenientes del sis- 
tema de libertad y del de represión, y 
queremos sobre tan importante materia 
reproducir aquí sus razonamientos. 

Dice así: 

«Considerando nuestro pensamiento 
en sí mismo tal como está en nuestra 
conciencia, después de cierta serie de 
observaciones y reflexiones, no se puede 
decir con exactitud que es libre. En ua 
determinado estado de Dueslra alma, no 
se puede pensar de otro modo que pen- 
samos, pues en este punto siempre obe- 
decemos á una convicción intima de que 
no somos dueños. 

Esta es una verdad bien conocida, y 
así la razón misma de que las opiniones 
no son libres en el sentido metafisico que 
acabamos deesplicar, es precisamente la 
que concurre para que lo sean en el otro 
. sentido; es decir, que no debemos tener 
exteriormente freno alguno que nos con- 
tenga; que el obligarnos, bien á profesar 
las opiniones que no tenemos, bien á 
ocultar ó disimular las que hemos for- 
mado, seria por parte de un particular 
una agresión tan estraña, que apenas la 
han visto las leyes de ningún país, y en 
este punto los gobiernos do tienen mas 
derechos que los particulares.. 

El mayor peligro para un Gobierno en 
todo pueblo cuito y civilizado, es ignorar 
lo que ese mismo pueblo piensa, vivir 
apartado de t'l interponiendo una tene- 
brosa barrera de cortesanos, oo permi- 
tirle que esplique sus quejas y declararse 
contra todas las tendencias de la Opinión 
que no agradan al Gobierno. Este es, 
por lo mismo, quien oponiéndose de tal 
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modo á la marcha y progresos de la opi- 1 
nion, ó empeñándose en desconocerla ! 
llega á crear un peligro que el sistema ' 
represivo le impide conocer, cuando 
por el contrario de todas las opiniones 
particulares bien examinadas y co.úrover- ¡ 
¿idas, se formaría únicamente la mas ¡ 
tranquila y la mejor bajo todos aspectos, | 
es decir, la opinión pública , y es fácil 
conocer que por este nombre st lo debe 
entenderse la razón común de los hom- 
bres instruidos y la conciencia común de 
los hombres de bien. Y decimos la razón 
común de los hombres instruidos, porque 
la opinión á quien pertenece en el Esta- 
do un poder moral y efectivo, es la que 
se funda en una convicción bien medi- 
tada ;y añadimos la conciencia común 
de los hombres de bien, porque en los 
puntos relativos á los generales intere- 
ses de ia sociedad, nunca la verdad se 
separa de la justicia, y aquí no se trata de 
proposiciones abstractas, sino de reglas 
que en sn aplicación deben abrazar los 
derechos de todos y de cada uno. 

Según esto , la opinión pública es 
aquella que admite mucho mas que las 
opiniones particulares, los resultados de 
observaciones exactas, esperimentos se- 
guros y raciocinios convenientes que ca- 
racterizan las clases elevadas de la so- 
ciedad. 

La primera obligación del poder y su 
verdadero interés, será siempre conocer 
bien esta opinión, y no oponer obstácu- 
lo alguno arbitrario á la manifestación 
de las opiniones individuales de que se 
compone. 

Los medios con que se explican las 
opiniones individuales y empieza á for- 
marse la opinión públ ca son: 

'i-as conversaciones, la corresponden- 
cia epistolar y las obras y opúsculos 
manuscritos: los libros, las publicaciones 
periódicas y las no periódicas (t). 

Veamos cual es en todos estos puntos 
la libertad de los ciudadanos. 

l.° Lo mas general es que los hom- 
bres se comuniquen hablando sus pen- 
samientos, y asi las conversaciones pri- 

(D Deben comprenderse las litografías, fo- 
tografías y grabados. 


IMPRENTA. 




vadas son uno de los mayores resortes 
de la vida social; y las que son comun- 
mente secretas por ser muchas en núme- 
ro y por la diversidad de los lugares en 
que se tienen, se libran comunmente de 
la vigilancia y sujeción, á no serqne un 
tenebroso tirano llene la sociedad de tes- 
tigos mercenarios y delatores , síntoma 
de que gobernantes y gobernados están 
e u te ra i o e me d e p ra va d os . 

Pero el hombre ha encontrado el arte 
de hablar á los ausentes, salvar las dis- 
tancias, dirigirse á todos los lugares y á 
todos los siglos trasmitiendo la expresión 
bel de sus pensamientos; es decir, que 
inventó la escritura. 

Detengámonos un momento en el uso 
mas sencillo de este arte, en las cartas 
misivas. Bien pudiéramos entregarlas á 
cualquier mensajero, á lodo hombre que 
mereciese nuestra coníianza; pero si el 
Gobierno se encarga de su conducción 
nos entregamos en sus manos sin supo- 
ner que quiera degradarse basta poner- 
se al nivel de un infiel mensajero. Por 
esto si él abre nuestns cartas secretas y 
viola de este modo la correspondencia 
de que le hemos hecho depositario, co- 
mete la mas vergonzosa de todas las in- 
fidelidades. Atentado semejante nunca 
puede incluirse en el número de sus pre- 
rog.úivas y al cometerle viola la libertad 
de nuestros secretos. 

Pero el arte de escribir se extiende 
mas allá de los intereses privados y de 
las correspondencias epistolares. Por su 
medio se crean ó desenvuelven las cien- 
cias, se ilustran todas las arles, se afir- 
man las bases y perfeccionan todos los ra- 
mos de la sociedad. Influye por tanto so- 
bre la opinión pública, ya adelantándose 
á ella, ya preparándola, propagándola ó 
proclamándola; pero su fuerza que es 
grande no se la debe sino á la verdad 
que difunde. Cuando se extravia se- 
ducirá a un corto número de hombres; 
pero no ejercerá sino un poder pasajero; 
pues solo á beneficio de la verdad puede 
¡ causar impresiones vivas y duraderas cu 
la parte ilustrada de la nación. 

Así el poder no tiene ningún interés 
verdadero en declararse contra este arte, 
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ni en amenazarle, atormentarle, ponerle 
trabas ó intentar corromperle: cuantos 
esfuerzos hiciese la autoridad en este 
punto no (lorian mas resultado (fue de- 
¿ilimrse ella misma, y degradar e-te ar- 
te sublime. 

Hace tres siglos y medio (1), que un 
nuevo arte, esto es el de la imprenta vi- 
no á asociarse á la escritura para dise- 
minar basta lo infinito sus producciones, 
y ha llenado de libros la Europa y el 
mundo, y ha difundido las luces en 
todas las clases desde las que se guare- 
cen en la humilde cabaña hasta las que 
habitan en suntuosos palacios. 

Aquí no considerárnosla imprenta si- 
no como un medio mas perfecto de ma- 
nifestar y comunicar las ideas, y bajo es- 
te principio no hay motivo para restrin- 
gir la libertad del hombre en el ejerci- 
cio de esta facultad, sino únicamente 
para castigar ó reprimir los abusos que 
cometa. Esto se aplica á toda clase de es- 
critos, ya tengan el nombre de libros ya 
se llamen gacetas ó periódicos, pues el 
periódico no es mas que una circuns- 
tancia mercantil, que en nada altera la 
naturaleza de la cosa vendida ó com- 
prada . 

Es verdad que la circulación mas rá- 
pida de estos papeles, y la multitud Je 
ejemplares que se expenden pueden dar 
mayor importancia al mal que produz- 
can, pero estas circunstancias solamente 
deben influir para agravar las penas con- 
tra los abusos y para que se tomen cier- 
tas precauciones á lin de que el culpable 
no se libre del castigo . 

Hace trescientos años que se están po- 
niendo en Europa diversas trabas á la 
prensa, y ¿qué resultado han obtenido? 
Se ha arruinado a impresores y libreros; 
se lia mortificado, proscrito y aun sa- 
crificado á algunos escritores; se ha he- 
cho que el talento y el genio sufran cas- 
tigo en vez de premio por los beneficios 
que intentaban derramar sobre la espe- 
cie humana ; se lian quemado libros, 
autores y lectores, y por eso ¿ha dejado 
de ver con menos claridad el pueblo? 


fij Hoy cuatro siglos. 


¿Se ha triunfado de los progresos de la 
razón? Se ha desarmado la verdad? No 
hay apariencia de haberlo conseguido, 
pues aun se sigue trabajando para lo- 
grarlo. 

¿Quién ignora que en el espacio de 
estos ires siglos y con especialidad en el 
último, no ha cesado de eslenderse y 
rectificarse la opinión pública, ilustrán- 
dose y tomando nuevos vuelos? Al per- 
seguir obras de mérito y algunas malas, 
unas y otras igualmente han adquirido^ 
recomendación con las censuras: si es- 
tas no las büLiesen servido como de títu- 
los para adquirir celebridad literaria, tal 
vez se hallarían olvidadas. 

Así, pues-, todas estas condenas, todas 
estas prohibiciones, no solo fueron im- 
potentes respecto á la verdad que inten- 
¡ taban perseguir, sino también inútiles á 
I la autoridad que las fulminaba. 

El arte mas benéfico, la industria mas 
preciosa de todas debe ser respetada por 
leyes positivas; sin embargo estas leyes, 
repitámoslo, nunca serán demasiado se- 
veras respecto á las difamaciones. 

Si se lograra que no quedase impune 
ningún delito de esta clase, se baria un 
inapreciable servicio á los individuos, a! 
Estado y á las letras; á los primeros 
porque su honor y reposo no se verían 
expuestos á los alentados de cualquier 
libelo; al Estado, porque no brotarían 
de su seno las sátiras personales que 
at'zan ó renuevan las discordias, fomen- 
tan las revoluciones, mantienen ó re- 
nuevan la inquietud, y en fio á las le- 
tras, porque es oprobio suyo esta licen- 
cia, y jamás se las puede honrar me- 
jor que preservándolas de tan funesto y 
vergonzo extravío. 

Ninguna indulgencia merece en mi 
Opinión el autor de un escrito donde se 
calumnia ó injuria. ¿Quién le obligaba 
á hablar de las personas? ¿Qué derecho 
tenia sobre la reputación moral de un 
' hombre que aun vive? ¿Por qué ha de 
haber mas permiso para imprimir pala- 
bras insultantes que para pioferirlas de 
viva voz en público? 

i Lejos de creer que sean menos dignos 
I de consideración los magistrados y los 
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depositarios y agentes del poder, pienso 
que las injurias y calumnias dirigidas 
contra los hombres públicos, tienen mas 
d menos un carácter sedicioso que agra- 
va el delito. La sedición es un acto esen- 
cialmente atentatorio al imperio de las 
leyes, á la estabilidad del Gobierno y al 
ejercicio de los poderes. Si la autoridad 
es usurpada ó tiránica, la sedición, dé- 
sela el nombre que se quiera, es una 
guerra, y los que la emprenden se expo- 
nen á todas sus vicisitudes; pero si la 
autoridad es legítima, los que la atacan 
cometen contra ^sociedad entera el mas 
enorme atentado. En cualquier caso la 
revolución tramada o consumada se re- 
puta crimina!, cuando no queda triun- 
fante, y se castigan todos los actos que 
han concurrido á ella, sin esceptuar los 
escritos ó impresos. 

Así, pues, toda opinión prudente y 
pura que no ataca ni las costumbres, ni 
los magistrados, ni sus intenciones, y 
solo se ciñe á establecer principios, de- 
be presentarse libre, pues de otro modo 
será un acto de tiranía. 

En una palabra, fórmese juicio, si es 
preciso, á los escritos publicados, pero 
no se ponga traba alguna á los que toda- 
vía no lo han sido; reprímanse los abusos, 
pero haya libertad entera de manifestar 
sus opiniones ya de viva voz, ya por es- 
crito, ya por medio de la prensa.» 

Hasta aquí Macarel á quien hemos 
copiado, porque en nuestro concepto 
son muy acertadas sus observaciones y 
prueba cumplidamente las grandes ven- 
fajas de la libertad de imprenta, v lo 
inútiles que son cuantas trabas y restric- 
ciones se crean, ya con un apasionado 
fin político, ya con la sana intención de 
evitar los abusos. Vamos ahora á ex- 
poner las disposiciones que han regido 
^ntre nosotros sobre esta importante ma- 
teria, desde las dictadas á raiz de este 
gran descubrimiento ó desde que se in- 
trodujo en España basta nuestros dias. 

Leyes de la Novísima Recopilación dictadas 
desde el año 1502 hasta 1808. 

Habiendo coincidido la invención de 
la imprenta con la aparición de las sectas 

Tomo VLlL 


I protestantes, y aun con la creación del 
Tribunal !e la Inquisición y con el des- 
pojo por parte del Poder Real de las 
atribuciones y derechos que correspon- 
dían á nuestras antiguas Górtes, tanto 
el clero cuanto los monarcas que temían, 
que con la fácil propagación de las ideas 
por medio de la imprenta, invadiesen 
las doctrinas protestantes y las teorías 
naturales del progreso, con respecto á la 
gobernación del país, se concertaron de 
consuno para contener el torrente que 
por el anchuroso cauce de la prensa 
había de echar por tierra su intransigente 
dominación. Así es, que no omitieron 
medio para encerrar, dentro de los lími- 
tes (¡ue á sus fines convenía, la emisión 
de las ideas que habían de difundirse 
con el nuevo invento. A este fin se dicta- 
ron las leyes que contienen los títulos 
XVI al XVI II, lib. VIII de la Novísima 
Recopilación, y en las cuales como vere- 
mos, se establecieron severísirnas penas 
inclusa la de muerte en no pocos casos, 
á los autores, impresores, libreros, ó 
personas que imprimieren, vendieren, 
publicaren ó introdujeren del extranjero 
toda clase de impresos sin la correspon- 
diente licencia. Hé aquí el extracto de 
su contenido. 


Leye» del título XVI. 

Tratan estas « de los libros y sus im- 
presiones, licencias y otros requisitos 
■para su introducción y curso.» 

Ley 1 .* {8 julio 1502.)— Exigió la Real li- 
cencia ó de las autoridades superiores, previa 
la censura ríe persona competente para poder 
imprimir las obras nacionales, introducir 
las extranjeras y vender unas y otras bajo la 
puna de perder Jas obras para ser quemadas, 
el importe de las vendidas y e) valor de ¡as 

quemarlas. , .. iri 

Ley 2. a (1554) — Se mandó que la ucen- 
cia se diese por el presidente y los del Con- 

Lev 3. a (7 setiembre 155-8.)— Previno que 
los Va e trajeran ó introdujeran filaros impre- 
sos en el extranjero, y los procedentes de los 
Reinos de Aragón , Valencia, Cataluña y 
Navarra impresos sin Real licenc.a sulne- 
ran la pena de muerte y perdición de sus 
bienes ; que presentase,, te que tunen* 
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libros de romance impresos fuera del Reino 
bajo la pena de en otro caso, de perder sus 
bienes y ser desterrarlos del Reino; que 
nadie pudiera imprimirlos en España sin la 
licencia del Consejo bajo la pena de muerte, 
pérdida lie bienes y quema de los impresos; 
que en principio de cada libro se estampase 
la licencia, la lasa y privilegio si le hubiere, 
el nombre dei autor y dei impresor y lugar 
de la impresión; que las reimpresiones ne- 
cesitaban iguales formalidades que las im- 
presiones primeras, bajo las penas de pérdi- 
da de bienes y destierro perpétuo del Reino; 
que solo se exigiese la licencia de los prelados 
y ordinarios para las reimpresiones de libros 
de reso, de enseñanza de niños y de latini- 
dad después de ser examinados detenida- 
mente, castigando la falta con las penas ma- 
nifestadas anteriormente; que las licencias 
para obras que tocaban á la Inquisición se 
concedieran por el Inquisidor general y el 
Consejo y para las Bulas por el Comisario de 
Cruzada, quedando libres de todas estas 
formalidades los memoriales c informa- 
ciones de pleitos; que nadie tuviera, confi- 
riera, comunicara ni publicara manuscritos 
sobre la Sagrada Escritura ó cosas üe religión 
sin la Real licencia para poderlos imprimir, 
so pena de muerte y conliscacion de bienes; 
y por último que los prelados eclesiásticos y 
Universidades acompañados de las Justicias 
y corregidores como asimismo Jos prelados 
ae los conventos girasen visitas cada uno 
dentro de su jurisdicción y las repitieran una 
vez cada año á las tiendas de libros, á las 
librerías particulares, á las bibliotecas y á las 
librerías de los conventos y libros de uso de 
frailes y monjas, remitiendo relación de las 
obras que conceptuasen peligrosas que de- 
positarían en persona de couliaDza. 

Ley 4. a (27 de marzo de 1509). — Se pro* 
liibió Ja impresión é introducción del extran- 
jero y de los Reinos de Aragón, Valencia, 
Cataluña y Navarra de los libros de rezo sin 
la Real licencia, bajo las penas establecidas 
en la ley anterior y á los cucargados de lle- 
varlo á ejecución con la de privación de sus 
olidos y 50,00(1 mis. de multa. 

Ley 5. a (1598). — Prohibió vender libros 
sin haber sido tasados bajo la multa ue 10.000 
maravedís y pérdida de aquellos. 

Ley 0. a (1591,. — Castigaba con las pe- 
nas establecidas al que vendiere en mas de 
4 tnrs. cada cartilla para enseñar á leer, 

Ley 7. a (iülO). — Prohibía imprimir fue- 
ra del Reino los libros compuestos por na- 
turales de él sin especial Real licencia, en 
cualquier idioma que fuese, bajo ia pena de 
perder el derecho de ciudadanía y la mitad : 


de sus bienes, extensiva á los que Jos intro- 
ducían ó vendían. 

Ley 8. a (1026). — Para dar licencia para 
imprimir libros compuestos por religiosos 
exigía la aprobación prévia del superior ó 
del ordinario. 

Ley 9. a (1627).— Después de encargar 
la observancia de las leyes precedentes or- 
deuaba, no se permitiese Ja impresión de li- 
bros innecesarios ó que no importe su lee- 
. tura; que las informaciones y memoriales 
para pleitos necesitaban para imprimirse ser 
iirmados respectivamente por los abogados 
y relatores; que no se imprimiera ninguna 
hoja suelta ó folleto, tratase de lo que trata- 
se, sin ser examinados en la Corte por uno 
de los del Consejo y fuera de ella por las Au- 
diencias si las hubiere, y donde no por las 
justicias; y que todo cuanto se imprimiere, 
llevase la fecha y data verdadera y los nom- 
bres del autor y del impresor : todo bajo las 
penas para el autor, impresor, librero y en- 
cuadernador, de dos años destierro y 30.000 
maravedís de multa la primera vez, doble 
por la segunda y conliscacion de bienes y 
destierro perpétuo la tercera; siendo meno- 
res las impuestas á los cómplices, pero suje- 
tándolos además á todos en casos de injurias 
y ofensas á las penas especiales para estos 
delitos. 

Ley 10. (8 mayo 1682). —Prohibió la 
impresión de libros memoriales y papeles 
que tocasen á la Gobernación del Estado y 
conservación de sus dominios sin el exámen, 
censura y licencia correspondientes. 

Ley 11. (30 junio 1705). Ordenó, que 
los impresores no imprimiesen papeles de 
ninguua clase especialmente los extranjeros 
sin licencia del Consejo , ni diesen útiles á 
sus oficiales para hacerlo, bajo la pena de 
diez años de presidio y 500 ducados de multa 
y demás que procediera. 

Ley 12. (20 setiembre 1712).— Se man- 
dó que solo por conducto del escribano de 
gobierno se concedieran las licencias para 
privilegios de impresiones. 

Ley i 3. (27 noviembre 1716). — Se man- 

dó que la legislación de imprenta de Caslilla 
rigiese en los Reinos de Aragón, Yaleucia y 
Ca al uña. 

Ley f 4. (4 octubre 1728 . — Recordó el 

cumplimiento de las anteriores previniendo 
Ja remisiiiu al secretario del Despacho de 
Estado de ñolas mensuales y detalladas de 
las licencias concedidas. 

Leyes 15 y 16. (24 abril 1S00). — Prohi- 
bieron respectivamente las impresiones so- 
bre asuntos comerciales é industriales, y so- 
bre los de Ultramar sin las licencias ae la 
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junta de comercio ó deJ Consejo de Indias. 

Leyes 17. (28 setiembre 1744) y 18(21 
octubre 17115). — Dispi sieron que do se con- 
cediese licencia para impresiones referentes 
á asuntos de listado, tratados de paz y otras 
tales á no sur en la Imprenta Real o que tu- 
piere Real permiso, bajo ia pena de 5ui) du- 
cados la primera vez , i (JO la segunda y pri- 
vación de olicio la tercera. 

Ley 19. (12 marzo 1759).— Mandó que 
no se imprimiesen y repartiesen papeles con 
el título de maniüestos, defensas legales y 
otros semejantes, sin la competente licencia, 
bajo las penas de 200 ducados y privación 
de oficio al impresor y de solo la mulla al 
autor y cómplices. 

Leyes 20 (13 noviembre 1757 y 29 agosto 
1778]. — Previenen para la impresión de asun- 
tos médicos y mapas de fronteras la censura 
previa del proto-medicato y de la Academia 
de la Historia respectivamente. 

Ley 22. (27 julio 1752), — Recordando el 
cumplimiento de las anteriores, previno, que 
tadas las impresiones se hiciesen en papel 
fino y no en el llamado de imprenta, baju Ja 
pena de perder los impresos y 50 ducados de 
multa á la primera vez y de otras inas gra- 
ves en las reincidencias, y que los tratantes 
en libros y libreros no pudiesen comprar por 
junto librería alguna de persona fallecida, 
hasta pasados cincuenta días de la defunción, 
bajo la multa de 50 ducados. 

Ley 23. (44 noviembre 4702,). — Levantó 
la tasa de ios libros á excepción de los de 
primera educación. 

Ley 2 - 1 . (22 marzo 1763). — Designó cuá- 
les eran los libros sujetos á tasa; prohibió el 
privilegio exclusivu para imprimir áotro que 
no fuera el autor del libro, sin que pudiera 
concederse á favor de comunidad secular ó 
regular, caducando si la tuvieren, suprimió 
el cargo de corrector general, los sueldos de 
los censores y la inserción en los libros de 
las aprobaciones ó censuras de ellos. 

Ley 25. (20 octubre 176 i). —Declaró que 

el privilegio concedido á los autores era ex- 
tensivo á sus herederos. 

Ley 20. (junio 1778).— Sin embargo de 
lo dispuesto en las tres leyes anteriores se 
concedió á la Biblioteca Real y alas univer- 
sidades, academias y suciedades dependien- 
tes de la Corona el privilegio de imprimir sus 
obras, el Je las reimpresiones de las de auto- 
res dómalos y extraños, siempre que le cote- 
Jnseu con manuscritos, se adicionaran ó 
adornarán con ñolas ó nuevas observaciones, 
Y el de la impresión de obras manuscritas de 
ail tor ya difunto, ó colección de ellas; como 
'8Ual mente que espirado el privilegio conce- 


dido á un autor, sin que este ó sus herede- 
ros pidieran prórogas cualquiera que io so- 
licitara pudiera imprimir la obra, y íambieii 
cuando concedida la reimpresión de un libro 
a determinado sujeto, otro lo diera á luz en 
otro tamaño ó carácter de letra. 

Ley 2 7 (8 junio 1769). — Cesaron los sub- 
celegudos particulares de imprenta y se en- 
cargaron sus funciones á los presidentes de 
las Chancillarías, regentes de las Audiencias 
y corregidores de Jos reinos, encargándoles 
no permitieran Ja impresión ó introducción 
de impresos extranjeros, bulas, breves, ni 
otros rescriptos de la curia romana, ni letras 
de ios superiores de las órdenes regulares 
sin el competente pase y licencia. 

Leyes 28 (abril 1773)’?/ 29 (febrero 1778). 
— -Ordenó la 28 que los prelados eclesiásticos 
podiau solo conceder licencias para tas reim- 
presiones á que se reíiere la ley 3. a limitán- 
dose con respecto á las demás á censurarlas; 
y Ja 29 que solo aprobasen en la parte que les 
tocaba, remitiendo las diligencias á la resolu- 
ción definitiva (lid Consejo, los libros sagra- 
dos de que trtilaMa Ses. 4 ds edil, el usu 
sacr. libe, del Trídenlino. 

Leyes 30 á 32 (1783, 1784 y 1302) — Por 
la 30 se asimiló la legislación de imprenta de 
Navarra á la de los demás reinos; por la lev 
31 y 32 se encargó el cumplimiento de la 1. a 
bajo las penas establecidas en ella, haciendo 
prevenciones ai efecto, entre ollas Ja de de- 
tener los libros en las Aduanas mientras se 
resolvía sobre el asunto. 

Ley 33. (inayo 1785).— Prohibió las li- 
cencias para impresiones de olicios de la 
Iglesia literales y no parafrásticas. 

Ley 3 L (29 noviembre 178o, .—Mandó se 
castigase á los autores por las ofensas infe- 
ridas en sus obras, si de ello se quejare al- 
guno, v á los que promovían Jas quejas si 
los hechos do resultaban ciertas. 

Ley 35. (6 mayo 1804).— Concedió el 

privilegio de imprimir sus obras a la lacultad 
de Cirugía, encargando que si algún profesor 
de ella por luda de medios no pudiera dar a 
la imprenta alguna obra suya, ie adelantase 
la facultad los fondos ai efecto, descontándo- 
selos monsualmunle por terceras parles de 
su ¡islsíiiacmn basta el completo reintegro. 

Leyes 36 á 1U— Mandó la 36 (julio 1710J. 
,-me de lo la impresión nueva se colocase un 
eiemiiiar encuadernado en la Real Bibliote- 
ca entendiéndose que había ilepriinopiareste 
pn vñegio desde 1711 en qn- s«. estableció 
dicha Biblioteca. Esta orden se reitero por la 
lev 88 • 19 diciemlire 17ói) pre.-c: ibiendo^e 
en ella además que la encuadernación huma 
de ser en pasta v se prohibieron lu circula- 
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cíod de Ja obra sino se cumplía este precepto 
en todas sus partes. Igual concesión se hizo 
á la Biblioteca del Escorial y Gobernador 
del Consejo por la ley 37 (diciembre 1717); 
á la de los {leales Estudios de S. isidro por 
Ja 39 (!-’ enero 178ti}, y á la de la cátedra 
de Clínica por la 40 (28 octubre 1795). 

ley 41 (H abril li¡05). — Aprobando el 
reglamento de igual fecha, creó un juez pri- 
vativo de imprenta bajo la dependencia de la 
Secretaría del despacho de Gracia y Justicia, 
confiriéndole todas las atribuciones que te- 
nían las autoridades encargadas anterior- 
mente de estos asuntos, y las demás que se 
le señalaban por el Reglamento. Tenia á sus 
órdenes un secretario, un escribano, un ofi- 
cial, un portero, los censores necesarios 
aunque en corto número, y los subdelegados 
precisos para ejercer la vigilancia del ramo 
fuera de la corte. Los censores no pedia n 
formar asociación ; debian examinar los im- 
presos y dar dictamen sobre ello con el ma- 
yor sigilo; eran r espons..bles de las censuras 
que dieren , y que debian ser razonadas y 
prohibitivas no solo de los impresos nacio- 
nales y extranjeros contrarios á la religión, 
buenas costumbres, leyes del Remo y rega- 
lías de la Corona, sino también de los q ¡e no 
fueran útiles al público, ó podian perjudicar 
por sus errores en materias cienlííicas ó vi- 
cios de su estilo y lenguaje; y estaban obli- 
gados á delatar al Tribunal correspondiente 
las traducciones de obras prohibidas por la 
Inquisición ó por ei Gobierno, y los origina- 
les que debian serlo, reteniendo unas y otras 
y consultando lo conveniente acerca de sus 
autores. Censurólas favorablemente la* 
obras, podía el juez si to estimase acertado, 
conceder las licencias para imprimirlas, pero 
no podia darlas sobre publicación de penó 
dices nuevos, cuya facultad se reservaba el 
Rey. Las asignaciones de los empleados se 
satisfacían con el valor de 200 ducados que 
debía abonar al año cada redacción de pe- 
riódicos, del 10 por 100 de! importe de los 
libros introducidos del extranjero, de un 
tanto por ciento sobre las librerías é impren- 
tas, y con las cuotas de sesenta reales que 
los autores ó editores debían satisfacer por 
cada volumen presentado á la censura. Antes 
de remitir á los censores las obras, estaba 
obligado el juez á pasarlas al examen del vi- 
cario eclesiástico. Los impresores y autores 
eran multados con 50 ducados, si después de 
aprobadas las obras resultaban añadidas, si 
no habían sido entregados los ejemplares 
concedidos á las Bibliotecas, otro á la Vicaria, 
otro al juez de imprenta y otro al censor. 
Los grabadores estaban tatnbien obligados 


antes de publicar las estampas ó mapas á 
presentar á la aprobación los respectivos di- 
b-ijos. Por último, el secretario debía llevar 
un registro en que se anotase la tramitación 
de las obras presentadas y otro para los libros 
extranjeros aprobados ó retenidos, rubricar 
cada una de las páginas de los originales, la- 
char .os espacios en blanco, salvar las erra- 
tas y tomar todas las precauciones indispen- 
sables para evitar el fraude en la impresión, 
publicación y ventas de los impresos, tanto 
nacionales como extranjeros. 

Leyes del tit. XVII, 

Tratan estas de la impresión del rezo 
eclesiásltco por la compañía de impreso- 
res y de los escritos periódicos. 

Ley 1. a {27 noviembre 1787).- Encargó 
esta ley á la compañía de impresores y li- 
breros la impresión de los libros del rezo 
eclesiástico, prohibiéndole hacer la primera 
impresión de cualqiiieia otra obra por pe- 
queña ó grande que fuera, y ias reimpresio- 
nes de libros comunes de fácil despacho. 

Ley 2. a (18 noviembre I7uü ; .— Dispuso 
que solo el Real Obsérvalo) ¡o astronómico 
.te S Fernando (ó sus derechos habientes), 
(jodian imprimir y vender el calendario en 
lodos los reinos y señoríos de España, á no 
ser en la Guia de Forasteros, bajo la pena de 
la pérdida de la impresión á la primera vez, 
la misma y 500 ducados de mu la á la segun- 
da, y además de estas la privación de olido 
á la tercer.'. 

Ley .1. (2 ocl. ibre 1788). — Dició las dis- 

posiciones siguientes para l.i impresión de 
periódicos y escritos, que los aulores ó tra- 
ductores presentasen los periódicos íirina- 
dos por sí mismos al juez de imprenta; que 
se pasasen en seguida al censor, cuidando 
onos y otros que en los escritos no se pusie- 
ran espresiones lorp s ó lúbricas, ni sátiras 
de ninguna especie, ni otra cosa que desa- 
credita e á las personas y clases, y mucho 
mepos denigrativas dei honor, ó alusivas al 
Gobierno y sus magistrados, unjo las penas 
e.siablecidds por las leyes; que en las traduc- 
ciones ó copias se citara la procedencia; que 
se entregara después de impreso cou un 
ejemplar el original al juez de imprenta, y 
que no permitieran los censores se tratase 
en los periódicos de asuntos resuellos ó pen- 
dientes realmente s : n licencia del Rey, ó sus 
ministros y tribunales según los casos. 

Ley 4. a (19 mayo 1785). — Previno que 
i solo las licencias para imprimir papeles pe- 
i rindióos, cuando no excedan de cuatro ó seis 
: pliegos, correspondían al juez de imprentas, 
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debiendo consultar en cuanto á las demás al 
Consejo. 

Ley S. a (*24 febrero 179 1 ).— Prohibió la 
publicación de todo periódico, á escepcion 
¿el Diario de Madrid. 

Leyes del titulo XVIII, 

Tratan estas leyes de los libros y papeles 
prohibidos 

Ley 1 a (7 setiembre 1558) fí).— Castiga- 
ba con la pena de muerte, pérdida de todos 
los bienes y la quemado los libros al librero, 
mercader ó á otra cualquier persona de cual- 
quier clase. y rendición que sea. que trajera, 
introdujera, tuviera ó vendiera libro ú obra 
impresa ó sin imprimir ríe las (pie estaban 
prohibidas por la Inquisición en cualquier 
lengua que estuviere. 

Ley ‘2. a (i noviemhro 1647 Ordenó 
que con respecto n los libros que traten cíe 
las preeminencias Reales, correspondía so 
censura y prohibición en su caso á la Inqui- 
sición de España y nn á la Congregación de 
Cardenales del Espurio, que no debió man- 
dar rtcoger las que trataban de estas ma- 
terias. 

ley 7. a (14 junio 1768). — Previno al 
Tribunal de la Inqu sicion, que al censurar 
las obras ovase á autores católicos conocidos 
por sus letras y fama, y siendo los de aque- 
llas extranjeros ó fallecidos nombrase defen- 
sor, que sea persona pública y do conocida 
ciencia, arrcidár dose ;i la Con-tilncinn soli- 
cita y prórida do Tíenodicto XIV, y rí lo que 
dicta la razón-, que no embarazase el curso 
de los impresos á lítelo de ínterin se califi- 
can. y determino, en !<.s que lia de espurgar 
los parajes ó folios, para que quede corrien- 
te lo demás v pueda corregirse por el autor 
lo censurado; que se limite en las prohibicio- 
nes á los errores v s"persticinnes contra el 
dogma, bm*n uso de |„ religión y la moral 
cristiana; ijtie antes de publicarse los edictos 
se presentase rd Rov la minuta nara resolver 
io que convenga, y que no se pusiera en eje- 
cución ningún Brebe ó despacho de Roma 
sobre prohibición de libros sin el pase del 
Consejo. 

Ley 4. a (7 gibo 1767.)— Prohibió la im- 
presión de pronósticos, pisratnres, romances 
de ciegos v coplas de ajim! ¡ciarlos. 

Ley 5. a ' (3 oc'ubre'l7G9 .)— Prohibió las 
estampas satíricas alusivas á la expulsión de 
los jesuítas. 

Leyes 6. a á la lo. — Prohibieron la intro- 


(1) Un secunda parte' de esta lev es la 
cera del til. XVI que hemos estractado ya. 


flucción y publicaciou de varias obras que se 
citan, y por punto general lodos los [ apeles 
sediciosos v contrarios á ¡a fidelidad y tran- 
quilidad pública, bajo las penas establecidas 
por las leyes. Entre ellas, la 13 (15 julio 
1792), prescribía reglas para la admisión de 
impresos extranjeros en las aduanas, su re- 
misión a los punios donde se consignaban y 
las formalidades para su revisión, á fin deque 
no circulasen los prohibidos: cuyas disposi- 
ciones se variaron perla 14(15 octubre id.), 
que ordenaba, que así que se recibiesen en 
las aduanas los libros fuesen revisados por 
un revisor Real y otro comisario de la Inqui- 
sición, abriendo los fardos á presencia de los 
interesados, para que reconocidos los libros 
pudú ron circular los permitidos, y los nue- 
vos que tratasen de cosas indiferentes; fue- 
ran separados los prohibidos, y detenidos jos 
de otra clase que no estaban contenidos en 
los espurgatorios, para ser censurarlos debi- 
damente. 

Ley 16. (20 enero 1798.)— Se ordenaba 
á todas las justicias de estos Remos que re- 
cogiesen de los libreros todos los libros pro- 
hibirlos , no permitiendo en sus tiendas con- 
ver 1 aciones ni disputas que tendieran á sub- 
vertir Ja Constitución pnlíüca riel país; que 
no se vendieran libros de dicha clase impre- 
sos y manuscritos; que encargasen á les 
impresores que no imprimieran nada sin los 
requisitos prevalidos , y á los que fueren 
cabezas de las Universidades. Colegios, Es- 
tudios. Academias y de toda asociación lite- 
raria , que no disimulasen á sus alumnos 
e! uso de libros prohibidos, ni imprimir ni 
defender conclusiones, discursos y dise-la- 
ciones contrarias ú aquodos principios, bajo 
las penas que respectivamente corrospondie- 
ren por las leyes. 

Primera época constitucional. 

A consecuencia de la invasión fran- 
cesa y del cautiverio de Fernando V[{, 
ocurridos en 1808, la nación sin Rey, y 
deseosa de sacudir el yugo extranjero, se 
hir.o dueña de sí misma , y constituyén- 
dose en Cortes (24 de setiembre de 1810) 
declararon que residía en ellas )a sobe- 
ranía nacional. 

Uno de los primeros cuidados de aque- 
llos sabios legisladores, fue sancionar la 
libertad política de la imprenta, «aten- 
diendo, decían, á que la facultad indi- 
vidua! de los ciudadanos de publicar sus 
pensamientos é ideas políticas, es no 
solo un freno de la arbitrariedad de los 



libertad de imprenta. 


qtiR gobiernan, sino también un medio 
do ilu-lrar á i a nación en g'-neru! 1, y el 
único camino para Horrar íil c< nocirnicn- 
to d- 1 la verdadera opinión pública.» Dis- 
cutieron, pues, las bases de esta liber- 
tad, á la que supieron poner prudentes 
restricciones. Hé aquí los decretes que 
dictaron: 

Decreto de 10 noviembre de 1810. 

Ordenan las Corles la libertad política de la imprenta. 

«Artículo i Todos los Cuerpos y perso- 
nas particulares, de cualquiera condición y 
estado que sean, tienen libertad de escribir, 
imprimir y publicar sus ideas políticas sin 
necesidad de licencia, revisión ó aprobación 
alguna anteriores á Ja publicación , bajo las 
restricciones y responsabilidades que se ex- 
presarán en el presente decreto.» 

En los demás artículos venía este decreto 
á establecer prudentes restricciones: abolió 
todos los Juzgados de imprentas : ltizo res- 
ponsables á los autores é impresores de los 
abusos de la libertad: sujetaba solo los es- 
critos, sobre materia de religión, á la cen- 
sura de los ordinarias eclesiásticos, que no 
podían negarla sin audiencia del interesado: 
dejaba en libertad á los autores de poner ó 
no sus nombres en los escr itos, aunque de- 
bía constar el del impresor, lugar y año de 
la impresión, y al impresor quién era el au- 
tor ó editor, lomando sino sobre sí toda la 
responsabilidad. Procuraba, en fin, este im- 
portantísimo decreto, garantir la libertad de 
imprenta; pero exigió á la vez condiciones 
para que fuese conocido el autor ó editor, y 
nacer de este modo segura la responsabilidad 
legal y moral, conlra el que abusase de ella. 
(Decreto de las Cortes, t. /, p. 14.) 

Decreto de i 0 junio de 1813. 

Sujetaba á los prelados á la l»*y de imprenta: Sobre 
pastorales, edictos etc. 

Teniendo en consideración las Córtes va- 
rios recursos y consultas , establecieron por 
este decreto adiciones y modificaciones al 
do 10 de noviembre de i S 1 0. 

Declaró sujetos á los prelados eclesiásticos 
seculares y regulares, á las disposiciones del 
mismo decreto , cuando publicaban obras 
como escritores particulares . y decía , res- 
pecto de Jas pastorales, edictos, etc., lo si- 
guiente: 

«Si alguna vez ocurriese que las pastora- 
les, instrucciones ó edictos que los muy re- 
verendos Arzobispos , RR. Obispos y demás 
prelados y jueces eclesiásticos impriman y 


dirijan á sus diocesanos en el ejercicio de su 
sagrado ministerio, contengan cosas contra- 
rias á la Constitución ó á las leves, el Rcv, y 
on su caso la Regencia , oyendo al Consejo 
de Estado en el modo y forma que previene 
la Constitución respecto de los d^cre'os con- 
ciliares y Bulas pontificias, suspenderá su 
curso y mandará recoger los impresos. Si 
además hallare méritos para formación de 
cansa que. induzca desafuero contra el autor 
ó autores, pasará a este fin el impreso al 
Tribunal Supremo de Justicia, siempre que 
este, sea de Arzobispo ú Obispo, y á la Au- 
diencia territorial si tóese de alguno de los 
demás prelados ó jueces eclesiásticos.» (De- 
cretos de las Córtes, t. íf, p. 87.) 

Los anteriores decretos de las Cortes 
quedaron sin efecto en virtud de la cé- 
lebre circular ó manifiesto de! Rey de 4 
de mayo de 1814. 

Época de 1814 á 1820. 

Arrojado el ejército francés de Espa- 
ña en 1814, el Rey Fernando, que debía 
su corona á las Cortes de Cádiz, tan 
pronto como pisó el suelo español, dio, 
en 4 de mayo desde Valencia, un mani- 
fiesto declarando nulus y der ningún va- 
lar ni efecto la Constitución de 1812 y 
los decretos expedidos por ellas como 
depresivos, decia, de los derechos y pre- 
rogativas de su soberanía . Volvió , por 
consiguiente, á estar en vigor la antigua 
legislación recopilada. 

Segunda epóca constitucional. 

Las disposiciones dictadas en este po- 
riódo son las siguientes. 

Decreto délas Córtes de 22 octubre de 1820. 

Nuevo Reglamento acerca de la libertad de imprenta. 

Este decreto que solo prevenia como el de 
18101a censura prévia para los escritos sobre 
religión estableció las innovaciones siguien- 
tes: Obligación de firmare! editor ó sutorios 
originales que se mandaran al impresor; la 
creación del Tribunal de jueces de hecho en 
las capitales de provincia para fallar las cau- 
sas de imprenta. el cnalse componía de un tri- 
ple número de individuos del qne constaban 
los Ayuntamientos nombrados por estos, 
habiendo de recaer el nombramiento en suje- 
tos de 25 años de edad y de residencia en las 
capitales respectivas, de cuyo número deposi- 
tad jen una urna, se sacaban á la suerte nueve 
para calificar el impreso, yjotros doce despuee 



de volver á insacular losnucve anteriores para 
]a aplicación de la pena sí resultaba culpabi- 
lidad; la dimisión de los delitos en subversi- 
i IOS, sediciosos, incitadores á la desobedien- 
cia y obscenos ó contrarios d ¡as buenas cos- 
tumbres y libelos infamatorios , castigando 
los primeros y segundos condes á seis años 
de prisión, los incitadores con un año de pri- 
sión y si era por medio de invectivas y sátiras 
con multa de cincuenta duendos, los obsce- 
nos etc. con la multa del valor de mil quinien- 
tos ejemplares ó cuatro meses de prisión, y los 
libelos con la pena de uno á tres meses de pri- 
sión y la mulla de 500 á 1500 rs ; encomendar 
al juez de primera instancia la formación del 
sumario y ejecución de las condenas; la im- 
posición al impresor de la responsabilidad 
á falta del autor ó editor y de la multa de 50 
á 500 ducados cuando dejase este de estam- 
par su nombre y apellido y el lugar y afio de 
la impresión, y prohibición de vender ejem- 
plares de los mandados recoger bajo la mul- 
ta del valor de mil de ellos. (Decretos de Cor- 
les, t. 6.°, p. 234.) 

Ley adicional de i 2 de febrero de 1822, 

Reforma do la ley de 1820. 

Se amplió el número de los delitos consi- 
derados como subversivos incluyendo los de 
injuria al rey, el- de los sediciosos v el de los 
incitadores ; declaró que la prisión se había 
de verificar en un castillo que estuviera in- 
mediato, que se castigasen las reimpresiones 
como si fueran primeras impresiones, que 
los fiscales de los Juzgarlos de las capitales 
de provincia tenían obligación de denunciar 
los impresos perniciosos, y que la tercera parte 
de los jueces rfo hecho los nombrara la Dipu- 
tación provincial. En este estado se encon- 
traba la imprenta al suceder la reacción de 
1823 que nos .trajo otra vez el absolutismo 
con sus leves opresoras y tiránicas. 

Epoca de 1823 á 1834. 

La Santa Alianza temerosa de que la 
revolución española iniciada en 1820 
extendiera sus conquistas por la Euro- 
pa, acordóla intervención francesa para 
derrocar el Gobierno Constitucional y 
fue llevada á cabo en 1823 con ia fuerza 
de cien mil soldados franceses echando 
por tierra otra vez con estos y las hues- 
tes absolutistas del pais el edificio de 
nuestra regeneración política y volvien- 
do por lo tanto á iegir las leyes anterio- 
res á 1808, entre ellas las depresivas de 
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la imprenta en virtud del R. D. de 1.® 
de octubre de 1823. Todavía sin embar- 
go se dictaron algunas otras disposicio- 
nes. a saber: 

R- fí. de 11 abril de 1824. 

Prohibió la introducción de libros extran- 
jeros sin la competente licencia, bajo las pe- 
nas de la pérdida de ellos y 500 rs. de multa 
á los introductores, grabadas con otras ¡cor- 
porales en las reincidencias; previniendo 
también, que se girasen visitas tanto á las li- 
brerías públicas como á las particulares con 
el objeto de saber si exislian en ellas libros 
prohibidos. 

R. O. de 16 octubre de 1824. 

Mandó recoser todos los libros folletos, ca- 
ricaturas insidiosas y sátiras, impresos en 
España ó en el extranjero desde l.' de enero 
de 1820. en e! término de un mes á contar 
desde el 14 de noviembre de 1824 en que se 
publicó el bando de la Superintendencia de 
policía, haciendo igual entrega de los impre- 
sos y papeles prohibidos por la Inquisición 
cualquiera que fuera la época de su impre- 
sión ó introducción, bajo las penas estableci- 
das, en las que incurrían los que ocultasen 
los libros ó papeles expresados, declarando 
libres de responsabilidad ú todo el que pre- 
sentase dichos documentos dentro del pla- 
zo señalado. 

Epoca del Estatuto Real. 

Abolida la ley sálica y declarada en 
su consecuencia heredera del trono do- 
ña Isabel á la muerte de su padre Fer- 
nando VII, ocurrida en 1833, Doña Ma- 
ría Cristina £u viuda, como Gobernadora 
durante la menor edad de su bija Doña 
Isabel, publicó el Estatuto Real, y aun an- 
tes que este, el ¡R. D. de 4 de enero de 
1834 concediendo alguna mas libertad 
de imprenta si bien con previa censura 
para los escritos políticos ó religiosos. 

Aun cuando desde 1814, sin embargo 
del restablecimiento del Tribuna! de la 
Inquisición, se aplicaban con menosseve- 
ridad las leyes vigentes sobre la materia 
de ia Nov. Recop. y se dieron a gunas 
mas benignas, la ilustración del siglo 
rechazaba esta monstruosa legislación, 
que ya desde 1834 no ha podido levan- 
tar la cabeza ni seria fácil que la levanta 
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ra aun cuando se entronizaren dictadu- 
ras y se estableciesen gobiernos opreso- 
res en atención á quesu dominación pa- 
sajera no podrá apagar la vivísima luz de 
ja ilustración encarnada ya en nuestra 
sociedad. 

Así es que antes de publicado el Esta- 
tuto Real, se pense ya en la reforma de 
la legislación de imprenta, aunque no en 
restablecer la de las épocas constitucio- 
nales de ISiO y 1820, á propósito de lo 
cual decía el Ministro de Fomento don 
Javier de Burgos, «que no podia existir 
la absoluta ó ilimitada libertad de im- 
renta, publicación y circulación de li- 
ros y papeles, sin ofensa de la pureza de 
nuestra religión católica y sin detrimen- 
to del bien general, ni todas las trabas y 
restricciones que han sufrido basta aquí 
sin menoscabo de la ilustración tan ne- 
cesaria para la prosperidad de estos rei- 
nos,». y quiso en consecuencia evitar 
ambos estremos por el 

R. D. de 4 enero de 1834. 

Beforma de lo di*pne»to sobre impresión y circulación 
de libios etc. en las leyes recopiladas. 

(Fom.) Se modiücó por este decreto lo 
dispuesto en las leyes recopiladas sobre im- 
presión, publicación y circulación de libros, 
declarando libres de censura y de licencia 
los libros y papeles que traten puramente de 
oficios mecánicos y artes, de literatura, ma- 
temáticas, astronomía, navegación, agricul- 
tura, comercio, geografía, materia militar, 
botánica, medicina, cirugía, anatomía, far- 
macia, física, química, mineralogía, zoología 
y demás ciencias naturales y exactas y de 
materias económicas y administrativas, así 
como las memorias, discursos, alocuciones 
de las academias y cuerpos científicos, ios 
bandos, edictos ó carteles de los tribunales 
y autoridades, y las pastorales ó exhortacio- 
nes de los RR. Obispos, aur que remitiendo 
estos al Consejo Real ios diez ejemplares pre- 
venidla en R. O de 36 agosto de 1824. En 
ciertos casos además de la efensura se exigía 
el Reál permiso. Se establecieron disposicio- 
nes sobre censores, el modo de ejercer la 
censura, sobre las obligaciones y responsa- 
bilidad de loa autores, editores, impresores y 
grabadores,. sobre la propiedad y privilegios 
de los autores y traductores; sobre la intro- 
ducción de libros y su revisión, y sobre ei 
Gobierno y administración del ramo de im- 
prentes; dfe manera qae sustituyó con un 


Duevo sistema todo el de las leyes recopila- 
das. (6’L. í. 19/»- 4.) 

R. O. de 1 .° junio de 1834. 

Contiene el reglamento para la censnsade los periódi- 
cos snjelos á ella, conforme al B. D. Pe i de enero. 

(Intebior.) «Deseando S. M. la Reina Go- 
bernadora evitar los perniciosos efectos que 
puede producir la licencia .de los periódicos, 
cuya publicación se ha dignado ó dignare 
permitir con el objeto de promover los bene- 
ficios de la ilustración y allanar ei camino á 
las mejoras que se propone establecer en los 
diversos ramos de la administración pública; 
y convencida de que el verdadero interés de 
los hombres instruidos que se dedican á la 
Doble-profesiou (je escritores públicos con- 
siste en no verse confundidos con aquellos 
que por ignorancia ó malicia la profanan y 
se esfuerzan con culpable obstinación para 
hacerla odiosa, ha tenido á bien aprobar el 
siSuieDte: 

Reglamento que ha de observarse para 

LA CENSURA DE LOS PERIÓDICOS ESTABLECIDA 

POR R. D. DE 4 DE ENERO DE 1834. 

Artículo l.° No podrá publicarse perió- 
dico alguno, como no sea técnico ó que tra- 
te únicamente de artes, ciencias naturales ó 
literatura, sin expresa Real licencia expedida 
por el ministerio de lo interior, según está 
prevenido por el art. 22 del citado Real de- 
creto. 

Art. 2.* Las solicitudes para obtenerla se 
dirigirán á dicho ministerio por conducto de 
los Gobernadores civiles, los cuales manifes- 
tarán su parecer sobre la utilidad de la con- 
cesión y sobre las circunstancias de los que 
la pretendan como editores responsables de 
cada periódico. 

Art. 3.° Estas circunstancias deberán 
ser las mismas que exige el art. 10 del Real 
decreto de 20 de mayo último para ser elec- 
tores de procuradores á Córtes. 

Art. 4.° En el caso en que S. M. se dig- 
ne conceder su Real permiso para la publi- 
cación de un periódico, ei agraciado deposi- 
tará en calidad de fianza eu poder del Go- 
bernador civil respectivo la suma de 20.000 
reales en Madrid, y la de 10.000 en las pro- 
vincias en metálico, ó la de 40.000 ó 20.000 
reales relativamente en créditos de la Deuda 
consolidada, cuyo depósito servirá para ha- 
cer efectivo el pago de las mullas en que 
puedan incurrir. 

Ait. 5.* Los periódicos continuarán su- 
jetos en todos sus artículos á próvia censura, 
excepto los designados en el art. l.° 

Art. 6.° La censura la ejercerán en Ma- 
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drid cuatro censores régtos, y uno en enría 
una de las ciudades de Barcelona, Cádiz, Co- 
rana, Santiago, Pamplona, Granada, Málaga, 
Sevilla, Palma de Mallorca y Valencia , sin 
perjuicio de establecerlos también en cuales- 
quiera otras en que se consideren necesa- 
rios, lia bien do los fondos precisos para sus 
dotaciones. En Madrid se nombrarán además 
cuatro superno mcrarioos, y dos en las ciu- 
dades expresadas. 

Art. 7'. u Los Gobernadores civiles pro- 
pondrán en terna á S. M. por conducto del 
Ministerio de lo interior los sujetos que con- 
templen dignos ile este encargo por su co- 
nocida ilustración , por su imparcialidad, v 
cuyas opiones políticas e dén en armonía con 
los principios conservadores sancionados en 
Estatuto Real. 

Art. 8.° Los censores regios de Madrid 
gozarán el sueldo de 20.000 rs. anuales; los 
de las otras capitales designadas el de 12.000 
reales, y los de las restantes el que se les ; 
asigne con conocimiento de las ocupaciones 
que les ocasione el desempeño de sus des- 
tinos. 

Art. 9.° Las ob’igaciones de los censo- 
res son: 

Primera. Censurar los periódicos dentro 
del rlia en que se los presenten los editores, 
y con la brevedad posible los demás escritos 
que les remitan los Gobernadores civiles. 

Segunda. Dar parte al Gobernador civil 
respectivo en el din mismo de la publicación 
de los periódicos sujetos á su ícvísion en 
que se liavan insertado artículos no aproba- 
dos, ó alterados. 

Tercera. Formar y remitir cada cuatro 
meses a! Gobernador civil una sucinta me- 
moria sobre el estado de la prensa, con espe- 
cialidad el de la periódica , manifestando las 
medidas que la experiencia les baga conocer 
como oportunas para promover la verdadera 
ilustración y evitar los abusos de Ja im- 
prenta. * 

Cuarta. Y por último, desempeñar las 
demás obligaciones que se les imponen en el 
citado decreto de 4 de enero de este año 

Art.. 10. Los censo es supernumerarios 
censuraran las obras que ni efecto Ies remi- 
tan los Gobernadores civiles y suplirán á los 
censores propietarios en sus ausencias y en- 
fermedades : no gozarán sueldo alguno por 
este encargo; pero optaran con preferencia 
a los pinzas de número , si por su conducta 
no hubieren desmerecido esta confianza. 

Art. 1 j , Los censores remos no solo per- 
mitirán publicar en los periódicos los cscri- 
ps sobre las materias de que hablan los nr- 
uculos 1.°, 2.°, 3.° y 4." del mismo Real de- 


creto, sino también los relativos á Jas de mo- 
ni!, ndm nislracion y política. 

Ari. 12. No permitirán los censores que 
se inserten en los periódicos: 

Primero. Artículos en que se viertan 
máximas ó doctrinas que conspiren á des- 
truir ó alterar Ja religión , el respeto á los 
derechos y prerogativas del Trono, el Esta- 
tuto Real y demás leyes fundamentales déla 
monarquía. 

Segundo. Los dirigidos á excitar á la re- 
belión ó ó perturbar la tranquilidad pública. 

Tercero. , Los que inciten directa ó indi- 
rectamente iá infringir a'guna iey, ó á des- 
obedecer á f alguna autoridad legítima por 
medio de 'sátiras ó invectivas, aún cuando 
la autoridad contra la cual se dirijan y el 
pueblo de su residencia se disfracen con alu- 
siones ó alegorías, siempre que los censores 
opinen que se designan de este modo deter- 
minadas personas ó autoridades y Corpora- 
ciones constituidas. 

Cuarto. Los escritos licenciosos y con- 
trarios á las buenas costumbres. 

Quinto. Los injuriosos y libelos infama- 
torios que tachen ó vulneren la reputación y 
conducta privada de los individuos, bhn 
sean particulares ó empleados públicos, aun 
cuando no se les designe, con sus nombres 
sino por anagramas, aleg'rí s ó en otra 
cualquiera forma, siempre que los censores 
se convenzan de que se alude á personas 
determinadas 

Y sexto. Los que injurien á los Sobera- 
nos y Gobiernos extranjeros, ó exciten á sus 
súbditos á la rebelión. 

Art. 13. Los artículos comunicados n las 
redacciones de los periódicos por las autori- 
dades cuva conducta baya sido censurada 
por los mismos periódicos, se insertarán ín- 
tegros en el siguiente din de su comunica- 
ción á mas tardar, sin que los editores pue- 
dan suprimir ni alterar una sola palabra de 
su contenido. 

Art. 14. Los artículos que versen sobre 
materias políticas ó administrativas se pre- 
sentarán á la ce d sun sin enmiendas ni aña- 
diduras. El censor liará en ellos las modifi- 
caciones que estime oportunas; las salvara al 
final, y rubricadas todas las hojas Jas, devol- 
verá ai editor. , 

Art. 15. Estas servirán precisamente 
para la impresión , y los editores Imidrán 
obligación de conservarlas en su poder y 
presentarlas siempre que seles maride para 

su comprobación. , 

,\rt. 16. Los prospectos se sujetaran a 
censura, y los periódicos no podrán publi- 
carse con ninguna parte de sus columnas en 
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blanco. Los editores de los periódicos en que , 
por este medio , el de líneas de puntos, ó 
cualquiera otro semejante se indique la su- 
presión de artículos presentados á la censu- 
ra, pagarán por primera vez una multa de 
2.000 rs.; de 4.000 rs. por Ja segunda , y á 
la tercera vez seráo suprimidos los perió- 
dicas. 

Art. 17. Cuando sean repetida? las des- 
aprobaciones hechas por un mismo censor, 
con tal que no bajen del número de seis, po- 
drá el editor solicitar del Gobernador civil 
que le señale otro censor de Jos propietarios, 
ó de los supernumerarios. 

Art. 18. Cada editor remitirá á su res- 
pectivo censor un ejemplar del periódico eD 
el día mismo de su publicación, y otro al Go- 
bernador civil ó á la autoridad superior gu- 
bernativa del pueblo. 

Art. 19. El impresorque imprima un ar- 
tículo, que no esté enteramente conforme 
cou el manuscrito aprobado por la censura 
con arreglo al art. 14, pagará una multa 
desde 500 á 3.C00 rs. á juicio del Goberna- 
dor civil, que graduará, asociado de dos cen- 
sores propietarios ó supernumerarios, la gra- 
vedad de la alteración. En caso de reinci- 
dencia la multa rerá doble, y á la tercera 
sufrirá un año de destierro á veinte leguas á 
lo menos del pueblo eD que resida. 

El censor incurrirá en la multa de 1.000 
reales si no hubiese dado parte al Goberna- 
dor civil ó á la autoridad gubernativa del nú- 
mero fraudulento en el dia mismo en que se 
publicó. 

Art. 20. El impresor que imprima un 
artículo no aprobado por el censor, pagará 
una multa de 2.000 rs. por la primera vez, 
la de 4.000 rs^ por la segunda , y sufrirá ia 
pena de dos años de destierro á la tercera, 
á veinte leguas á lo menos del pueblo donde 
haya cometido el delito. El censor incurrirá 
en la multa de 2 000 rs. si no hubiese dado 
parte al Gobernador civil, ó á la autoridad 
gubernativa del número fraudulento en el 
aia mismo en que se publicó. 

Art. 21. Las inultas establecidas en los 
artículos anteriores se entenderán sin per- 
juicio del derecho de los particulares en los 
casos de injurias para reclamar la repara- 
ción y castigo de estas con arreglo d las leyes 
ante ei Tribunal competente. 

Art. 22. Los artículos publicados en otros 
periódicos, sean nacionales ó extranjeros, 
estarán sujetos á nueva censura antes de 
reimprimirlos en pueblos distintos de aque- 
llos en que se concedió ei permiso para su 
publicación, 

Art. 23. Loa artículos remitidos á las 


redacciones, sean 6 no anóminos , se consi- 
derarán para ia responsabilidad establecida 
en este reglamento como producciones del 
editor del periódico en que se publiquen. 

Art. 24. Cuando los Gobernadores civi- 
les consideren un periódico ó un artículo ca- 
paz de excitar á la sedición ó conmoción po- 
pular, podrán suspender la circulación de 
aquel número bajo su propia responsabili- 
dad; pero deberán remitir dos ejemplares 
de él por el primer correo al Ministerio de lo 
Interior, exponiendo ios motivos de su pro- 
videncia para la resolución que S. M, se dig- 
ne adoptar. 

El Gobernador civil déla capital del Reino 
lo ejecutará en el mismo acto de tomar 
aquella determinación. 

Art. 25. El impresor ó librero que ven- 
diese ejemplares de un número prohibido 
pag rá por cada ejemplar el importe de qui- 
nientos al precio de venta. 

Art. 26. Los sueldos de los censores, 
asi de Madrid como de las provincias, se sa- 
tisfarán por mitad, hasta la -aprobación del 
presupuesto para gastos de imprenta, délos 
productos del diario de la administración y 
los de la imprenta real. 

Art. 27. El producto de las multas esta- 
blecidas en este reglamento se aplicará por 
los Gobernadores civiles de cada provincia al 
socorro de los establecimientos de benefi- 
cencia mas necesitados de ella , llevando la 
debida cuenta y razón , y dando aviso men- 
su al mente de su ingreso é inversión al Mi- 
nisterio de lo Interior. 

Art. 28. Los periódicos que se publican 
en la actualidad con la correspondiente Real 
licencia, continuarán publicándose con su- 
jeción á lo prevenido en este reglamento. 
Los Gobernadores civiles concederán á los 
actuales editores el término de un mes para 
la presentación de la fianza prevenida en el 
art. 4.°, pasado el cual, sin haberla presen- 
tado, cesará la publicación del periódico. — 
De Real órden etc. Aranjuez l.° de junio de 
1834. — José María Moscoso de Altamira. — 
Señor » ( CL . t. 19, p. 296.) 

El reglamento anterior se ttíctó ri- 
giendo el Estatuto Real , y tuvo por ob- 
jeto establecer reglas para la censura de 
ios periódicos que según el R. D. de 4 
enero estaban sujetos á ella, y la» pena» 
á que se sujetaban los culpables de abu- 
sos. Estúdiese pues el sistema d e precie 
: censura de este reglamento, y comparán- 
dole con el de libertad de imprenta de 
' las leyes de 18 de julio de 1857» 7 de 



marzo de 1867, 


libertad de imprenta. 


a 

os 


.V otros decretos que 
ban regido durante la dominación de 
partidos llamados conservadores, diñase 
si era ó no doblemente aceptable aquel 
En la moderación de los depósitos en la 
dé las penas y en los requisitos para ser 
editor responsable, nosotros, sin género 
alguno de reserva, optaríamos porta pre- 
via censura del citado reglamento antes 
que por la libertad de imprenta ’de las 
leyes y decretos citados. Era indudable- 
mente mas digno para la imprenta aquel 
sistema, que libraba á los escritores y á 
las empresas de los disgustos y de las ve- 
jaciones que eran consiguientes con el 
de las leyes que ban regido de 1857 y 
1867; pero... era necesaria Real licencia 
para publicar un periódico, y el Gobier- 
no se reservaba además la facultad de 
suspenderlos y suprimirlos!... 

Epoca constitucional de 1836. 

A consecuencia de los sucesos de la 
Granja en 1836, fué otra vez restableci- 
da la Constitución de 1812, y en su vir- 
tud por R. D. de 17 agosto de 1856, se 
mandó que tuvieran cumplido efecto la 
ley de 22 de octubre, de 1820, la adicio- 
nal de 12 febrero de 1822, y el regla- 
mento para las Juntas protectoras. 

Epoca constitucional de 1837. 

t Sancionada también en la Constitu- 
ción de 1837 (art. 2.°) la libertad de im- 
prenta sin prévia censura, vinieron á es- 
tablecerse las reglas convenientes para su 
ejercicio por las siguientes disposiciones. 

Ley de 15-22 marzo de 1837. 

«Las Córtes después de haber observado 
todas las formalidades prescriptas por ¡a 
Constitución, han decretado lo siguiente: 

Art. l.° No se podrá publicar ningún pe- 
riódico sin uno ú mas editores responsables. 
Este editor ó editores deberán tener cons- 
tantemente en depósito las cantidades si- 
guientes: 40.000 rs. efectivos por cada pe- 
riódico que se publique en Madrid: 30.000 
en Barcelona. Cádiz, Sevilla y Valencia: 
20.000 en Granada y Zaragoza, y 10.000 por 
cada uno de los que se, publique en los do— 
roas pueblos restantes; siempre que el pe- 
riódico salga á luz de una á siete veces en la 


“ouico salga a luz de una a siete, yeGb & cu harfir | 0 Las penas pecuniaria* 

»«mana, ó sea de los que salen sin periodo ! que deje de hacerlo. Las pen y 
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fijo. Si lo tuviese determinado, y no se pu- 
blicase una vez al menos cadas-imana, debe- 
rá ser únicamente de la mitad de dichas su- 
mas, y en todo caso se admitirá el cuadru- 
plo en electos de la deuda consolidada del 4 
por 100, ó de la deuda del 5 por 100 en can- 
tidad proporcionada á la diferencia del rédi- 
to entre una y otra. La consignación deberá 
hacerse en el banco español de San Fernando 
ó en poder de sus comisionados en las pro- 
vincias, y donde no los hubiere en la Junta 
de comercio; pero se devolverá el depósito 
tan luego como cese el periódico. 

Art. 2.° Se entenderá por periódico para 
el objeto de la ley todo impreso que se publi- 
que en épocas ó plazos determinados ó in- 
ciertos, siempre que sea bajo un titulo adop- 
tado previamente, y que no exceda de seis 
pliegos de impresión de papel de la marca 
del sollado. 

Art. 3.° Para ser editor de un periódico 
se necesita probar previamente ante el jefe 
político: 1.° Que es ciudadano en ejercicio 
de sus derechos, y cabeza de familia con ca- 
sa abierta en el pueblo que se publica el pe- 
riódico. 2.“ Que lia realizado el depósito pre- 
venido en oí artículo primero. El jefe polí- 
tico decidirá sobro estos requisitos en el tér- 
mino de cuarenta y ocho horas; y si no lo 
hace, ú estima que los documentos presen- 
tados no los prueban, el alcalde convocará, 
á instancia del editor, al jurado de acusación 
que decidirá definitivamente de la aptitud ó 
falta de ella del editor, del mismo modo que 
calificaría ha ó no lugar á la formación de 
causa en la denuncia de un impreso. 

Art, 4.° Los editores ele los periódicos 
que actualmente salen á luz cumplirán en el 
término ríe quince dias, contados desde la 
publicación de esta ley en la capital de cada 
provincia, con lo prevenido en los arlicu os 
anteriores, y entre tanto el impresor sera 
tenido como editor para el intento. 

Art.. 5.‘ En los periódicos son responsa- 
bles por los abusos que contengan, j. La 
persona que baya firmado el origina! del im- 
preso á que la denuncia se contraiga, con 
tal que se halle en el ejercicio de los dere- 
chos de ciudadano, y que reconozca su iro- 
nía. 23 El editor del periódico, cuando el 
artículo denunciado no tenga firma o no la 
reconozca su autor, ó no esté en el 
de los referidos derechos, o se fugue mocui 
te en cualquier tiempo en que el juez le man- 

^Al pié de cada número del periódico debe- 
rá imprimirse el nombre del editor respon- 
sable, bajo la multa de 500 rs. al impresor 
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de los abusos cometidos en los periódicos, y 
Jas costas <ieJ proceso se exigirán siempre 
det depósito, sin perjuicio de Ja acción del 
editor contra los autores para que estos le 
reintegren, cuya acción debe ejercitarse en 
los juzgados ordinarios, así como las que 
competan á los impresores contra los pro- 
pios autores. 

Arl. 0.° De los folletos ú hojas sueltas 
que se publiquen sera responsable el dueño 
de imprenta de que salió el impreso cuando 
no sea conocido el autor ó se fugue, sen in- 
solvente, ó tensa incapacidad civil que impi- 
da aplicarle las en que haya incurrido. Si el 
folleto ó papel saliere sin e¡ nombre de laim 
preuta é impresor, se procederá contra los 
expendedores, los que se los hayan dado pa- 
ra- venderlo.;, y qm sucesivamente, para im- 
ponerles la pena á que se hayan hecho 
acreedores. 

Art. 7,° Se entenderá por fuga de un 
responsable para preceder contra la persona 
en quien subsidiariamente recae la 'pena, 
cuando no comparezca aquel despt.es de ci- 
társele por tres veces en su casa por medio 
de cédula entregada en la forma legal. Sin 
embargo, se facilitarán al editor ó impresor 
cuantos medios judiciales exija para presen- 
tarle á disposición del juez, y haciéndolo an- 
tes del jo ció público, cesará la responsabili- 
dad del tratado hasta entonces como reo. 

Arl. s.° Se declararán no comprendidos 
en el depóJto señalado á los periódicos po- 
líticos, los boletines oficiales y diarios de avi- 
sos que no traten de otros asuntos que ios 
que anuncian sus títulos, y los periódicos 
que no traten de materias religiosas ó polí- 
ticas. Pero si se tratare de ellas el todo ó 
parte de sus artículos, el jefe político suspen- 
derá el periódico por solo este hecho, has- 
ta que cumpla el editor con las condiciones 
prese ripias en el artículo tercero, ó le exima 
de llenarlas el jurado. Basta sin embargo que 
é^té declare que el articulo versa sobre ma- 
terias religiosas ó políticas en que no podía 
ocuparse el periódico para que el editor su- 
fra la mulla de 1.000 rs. Si además se incur- 
riese en algún otro abuso responderá de él 
el autor, el editor y el impresor subsidiaria- 
mente — Palacio de las Córles 13 marzo de 
4837 — Por tanto mandamos, etc.— Vo la 
Reina Gobernadora. — lista rubricado de la 
Real mano, — En Palacio á 22 de marzo de 
1837.— A 0. José Landcro. (CL. t. 22, pá- 
gina 1 17). 

Ley de 17 orfu&re de 1837. 

Estableció esta ley que fueran los únicos 
responsables de los delitos comeados por me- 


dio de los periódicos Í 03 editores, quienes 
ademas de los requisitos de ln ley vigente 
debían de reunir el de pagar 400 rs. de con- 
tribuciones directas en Madrid , 300 eu las 
capi'ales de primera clase y 100 en los demás 
pueblos, y en el art. 13 que la expendicion 
de los ejemplares comenzase con la entrega 
de uno al jefe polílico ó al alcalde en los pue- 
blos fuera de las capitales, y otro al promotor 
fiscal. Estab'eció que el jurado se compusie- 
ra de todos los contribuyentes que pagasen 
500 rs. de contribución en Madrid, 400 en 
las capitales de primera clase, y 200 en las 
demás poblaciones (art. 4.°). Depositados 
en una urna los nombres de lodos, sh saca- 
ban á la suerte setenta y dor de aquellos, de 
los cuales podiendo recusarse treinta por 
cada parle, los doce números mas bajos de 
los restantes formaban el trbonal (art. 7 °) 
Se facultó á los Gobernadores ó Alcaldes en 
su caso para suspender en casos que creye- 
ran necesarios ln circulación ■ e un impreso, 
siempre que le denunciasen dentro de las 
doce horas siguientes (art 14). Concedió de- 
recho á la persona ofendida /art. 9.°) d« ha- 
cer insertar gratis en el periódico, en que se 
le iníi: ió la ofensa, la contestación al artículo 
en el doble de su extensión. Cesaron los pro- 
motores fiscales de imprenta cuyas obligacio- 
nes se encomendaron á los de los Juzgados 
ordinarios ( art. 12), y ordena la prescrip- 
ción de los escritos ofensivos á los sesenta 
dias (art. i 5). 

ñ. P . de 10 abril de 1844(1). 

Re formaba la legislación d<* rn pronta. 

Este decreto vino á ser el primer paso 
dado en el sistema represivo de la im- 
prenta rigiendo el sistema constitucio- 
nal, pero se conservaba el jurado. He 
aquí en extracto sus disposiciones. 

Impuso á los impresores la oblación de 
dar á conocer á los Gobernadores para ano- 
tar sus nombres y señas, bajo la multa de 
500 á 2.000 rs.; á poner rótulo á la Imprenta 
con su nombre (arl. 3.°), bajo la de 200 
á 500 rs.’si estuviese matriculada, siendo 
embargada como clandestina y perdida para 
el dueño la imprenta en caso contrarío; y á 
estampar su nombre y ape IM<» y el lugar y 
año de la impresión en los impresos bajo la 
multa de 600 rs. la primera vez, 1.000 la 
segunda, y considerando corno clandestina la 
imprenta A ¡a tercera; Por la no entrega de 
los ejemplares at Jefe político ó Alcalde y al 


(I) Refrendaba este decreto como Ministro 
de la Gobernación el Marqués de Peñafloirida. 
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Promotor fiscal multaba ai responsable con 
5ü0 a 2 . 0 UH rs. (art. 5. u ), y á ios libreros por 
faltar en los impresos los requisitos de los 
arls. 2.° y 3. u con 1.0U0 ¡i 3.0DÜrs. (artícu- 
los tl. u y 8. ,J ) Los expendedores ambulantes 
<le periódicos q;ie los vendiesen sin licencia 
del Alcalde, ó por la noche, ó pregonándo- 
los de oLra manera que por solo el título, se- 
rán penados con 00 rs. de multa o en mes 
de arresto , y si no tenían los requis tos ex- 
presados con 100 rs. la primera vez, 200 la 
segunda y 300 la tercera, <5 manee dias de 
cárcel (art. 7.° y 9.°). Además de ios requi- 
sitos que debe tener un periódico para con- 
siderarse como tal, según , a legislación vi- 
gente, no era nn obstáculo el que cambiase á 
menudo su título (art. 18), Exigía que el 
editor responsable liabia de estar avencnlado 
un año antes, con casa abierta en la locali- 
dad de la publicación, pagar 1.ÜÜ0 rs. de 
contribución en Madrid, 800 en las capitales 
de primera clase > 300 en las demás, y tener 
en depósito 120.000 rs electivos, 80.000 id. 
y 45.0UÜ id. respectivamente, saliendo una 
voz id menos cada semana; la mitad si se pu- 
blicaba cada quince días, y la cuarta parle 
si fuere cada ines ó menos (art. 22). Si no 
liabia editor responsable, era muiladu el im- 
presor en la cantidad de 500 rs. (art, 20), así 
como si no llevaba el periódico la firma de 
aquel (art. 27). Las inultas se exijian del de- 
pósito, que d ;bia completarse á los tres ibas, 
siendo las imprentas la lianza especial de las 
pe.,as que se impusieran, si eran responsa- 
bles los impresores (¡iris. 28 y 29 ), 

También di\ olió este iieal decreto (art, 3í) 
los delitos que se cometiesen en la publica- 
ción de periódicos, en subversivos, sedicio- 
sos , obscenos é inmorales; condenando los 
primeros con la multa de 30 á 80.000 reales 
(art. 39), á los segundos con la de20á 50.000 
(art. 40), y los terceros y cuartos con la de 
10 á 3ü.l)0ü(urt. 41 ¡, y llevando unos y otros 
envuelta la pena de h inutilización de los 
impresos, y las que por otros delitos corres- 
pondieren, así como los subversivos la de 
privación de empleos, honores y condecora- 
ciones. 

La conservación y ocultación de ejem- 
plares condenados llevaba en sí la tercera 
parte de multa del delito principal, y ha- 
biendo sido mandados recojer, la de 500 
á 2 000 rs. (art. 44); de la misma manera 
que la reimpresión se penaba con la multa 
de la edición primera, y si liabia sido conde- 
narla esta con la mitad de la impuesta (ar- 
tículo 45), y por último las traducciones se 
consideraban como ediciones en España. 

•Las denuncias estaban encomendadas a 
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los promotores fiscales de los Juzgados de 
primera instancia, podiendo hacerlas tudas 
las personas no incapacitadas legalícente 
(arls. 49 y ul). Podían los jefes políticos en 
casos graves para la tranquilidad y moral 
publica mandar recoger los impresos, pero 
con obligación de denunciarlos en el tér- 
mino de veinticuatro lloras. La acción pú- 
blica cantéalos delitos de imprenta prescri- 
bía a los seis meses de la publicación , y á 
los tres años la cicil de los particulares. 

Los jueces de hecho se sacaban de bisela- 
ses siguientes (art, 53): los que pagaban 
2.000 rs. de contribuciones directas en Ma- 
drid, 1 ,2<¡0 en capitales de provincia de pri- 
mera clase y 000 en los demás; los doctores 
y licenciados en las facultades; los abogados 
y los individuos de las Academias racionales 
si pagaban 500 rs. de contribución; los cate- 
dráticos en propiedad de los establecimientos 
públicos, y los empleados cesantes, jubilados 
y retirados con babor de 12. 0<J0 rs en Ma- 
drid, 10.000 en provincias de primera clase 
y 8.000 en los demás pueblos; pero unos y 
otros (art. 5 i) habían de ser mayores de 
treinta años y vecinos del pueblo, con un año 
de casa abierta, saber leer y escribir, no es- 
tar incapacitados, no ejercer jurisdicción dí 
ser militares en activo servicio. Puestos en 
una urna los nombres de todos se sacaban 
por suerte 400 en Madrid, 200 en las capita- 
les de primera clase, y 120 en las restantes 
(art. 61 J; y estos números constituían los res- 
pectivos jurados que se completaban cada 
tres meses para cubrir las bajas (art. 03). 
Los juicios por consiguiente sote tenia ti lugar 
en las capitales de provincia, debiendo acu- 
dir allí los denunciadores de los partidos. 

Para la sustanciacion del proceso la de- 
nuncia del impreso se hacia ilute el juez de 
primera instancia, quien después de admitida 
v observadas las formalidades debidas, hacia 
sacar á la suerte 60 nombres de jueces de 
hecho de los 400, 200 ó 120 que respectiva- 
mente fueron depositados para formar los 
jurados, y recusados 20 por cada parte, 
los 12 de los que quedaban y tenían ei nu- 
mero mas bajo eran los que componían el 
Tribunal (art. 64 y siguientes). 

Constituido este bajo la presidencia de) juez 
de primera instancia, quien tomaba á los 
jueces de bocho el juramento; hecha por el 
escribano la relación de las actuaciones, y 
evacuadas las demás diligencias previas, in- 
clusas la acusación por el fiscal y la iJelensa 
del denunciado; el juez reasumía la discusión 
l¡,nndo por escrito los diferentes puntos que 
abarcaba, y daba las instrucciones con- 
venientes. Se leiun de nuevo los artículos de 
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la ley concluyendo después de contestar á 
las observaciones que se le luciereu con 
declarar que el jurado estaba instruido. Des- 
pués de lo cual se retiraban los jueces de 
hecho bajo la presidencia del que tenia el 
número roas bajo, y calificaban de culpable 
ó no culpable al denunciado, el que salía 
absuelto en caso de empate, pudiendo acudir 
en apelación á la Audiencia del territorio en 
el término de cinco dias, pero solo por infrac- 
ción terminante de Ja ley (tít. 10). 

Las litografías y gravados quedaban sujetos 
á las prescripciones impuestas á los impresos 
y no se podían vender Jos' que pudierau pro- 
ducir los mismos daños que los impresos 
punibles; bajo la multa de 1.000 á 6.000 y lo 
demás a que hubiere lugar (art. 95.) Del 
mismo modo se prohibía fijar carteles sin 
licencia de la autoridad bajo la responsabilidad 
del que lo hiciere (art. 96j. 

Los impresos, litograbados, gravados ó 
Cualquiera otro medio que conlenian aun- 
que figuradamente injurias ó calumnias, 
quedaban sujetos al Tribunal ordinario á 
reclamación de las partes ofendidas, con ar- 
reglo al derecho común (art. 97 y siguientes.) 

Los escritos ú obras que trataban de re- 
ligión, escritura sagrada y moral cristiana 
no podían imprimirse sin licencia del dioce- 
sano {art. 105); y los que se publicaban sin 
dicho requisito eran embargados y perse- 
guidos sus autores ó responsables (art. 106.) 
Por último los autores, editores, impresores 
y expendedores de los escritos cuya publica- 
ción constituía un delito común eran juzga- 
dos por los Tribunales ordinarios; y no podían 
representarse las obras dramáticas sin per- 
miso de la autoridad civil (arts. 107 y 109.) 

ü. D. de Q julio de 1845 (1). 

Sapmton del jurado y restringiendo mal la libertad 
de imprenta. 

En el preámbulo de este decreto decia el 
Gobierno que no era posible contener los 
abusos de la imprenta mientras estuviese 
sometida á la jurisdicción del jurado, que. 
consideraba peligrosa y perjudicial en vez 
de ser saludable y benéfica, y en consecuen- 
cia introdujo algunas mutlilicaeiones en el 
de 10 de abril de 1844, aumentando el nú- 
mero de delitos subversivos y sediciosos (ar- 
tículos l. ü y 2.°); prohibió la publicación, 
venta ó exposición al público de los dibujos, 


(1) Suscribieron el preámbulo de este de- 
creto los Ministros D. llamón María Narvaez,, 
D. Francisco Martínez de la Hosa, D. Luis Ma- 
yans, D. Francisco Armero, D. Alejandro Mon 
y D. Pedro José Pídal. 


gravados, litografías, estampas y medallas 
sin la autorización del jefe político, bajo la 
multa de 1.000 á 3.000 rs. (art. 3); y cons- 
tituyó el tribunal de imprenta con uumagis- 
tradó de la Audiencia presidente y cinco 
jueces de primera instancia, suprimiendo por 
consiguiente el jurado. ( CL . t. 35 p. i6.) 

Epoca constitucional de 1845. 

La Constitución de 1845, salvo el parénte- 
sis del bienio de 1854 á 1856, ha sido la ley 
fundamental del Estado hasta la revolución 
de setiembre de 1868. Durante este periodo 
han regido á la imprenta el R. D. de 10 de 
abril de 1844 de que ya hemos hecho méri- 
to, el de 10 de enero de 1852 que modificó 
algunos de los artículos de aquel , el de 2 de 
abril del mismo año que planteó un nuevo 
sistema reformando y coordinando las dispo- 
siciones que venían rigiendo, las disposicio- 
nes, digámoslo así, transitorias de 1854 á 
1856, la ley de 13 de julio de 1857, la de 22 
de junio de 1C6¿, ó sea de 29 del mismo mes, 
modificada luego en algunes de sus artículos 
por Jas de 14 de julio de 1865 y 16 de mayo 
de 1866, y últimamente ei R. ü. de 7 de 
marzo de 1867, declarado ley por la de 17 
de mayo del mismo año, que era el que re- 
gia al verificarse los sucesos políticos de se- 
tiembre de 1868. Hó aquí un repúnten de es- 
tas disposiciones. 

R. D. de 10 enero de 1852. 

Mas restricciones para ¡a imprenta. 

Fundado el Gobierno en que era urgente 
remediar los males que cada día se iban ha- 
ciendo mas graves en la prensa periódica se 
propuso ponerlos coto modificando en sen- 
tido muy restrictivo algunos artículos del 
R. D. de 10 de abr.l de 1844, y entre las mo- 
dificaciones que se hicieron lué que el Go- 
bierno pudiera detener sin denunciarlos pe- 
riódicos ó impresos que deprimiesen la dig- 
nidad de la persona del Rey ó da su Real fa- 
milia, ó atacasen la religión ó el sagrado 
carácter de sus ministros, ú ofendieron á la 
moral y á las bueuas costumbres, y aun los 
que sin designar personas ó sin cometer in- 
juria ó calumnia contuvieren hechos relati- 
vos á la villa particular de alguno y de todo 
unto'extrauo álus intereses ó negocios pú- 
licos. El Gobierno, según el art. 5.*, podía 
además acordar la suspensión temporal ó io- 
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definida de un periódico, cuando recayesen 
sobre él tres sentencias condenatorias. ( Co- 
lección legislativa , t. 55, p. 37.) 

R. D. de 2 abril de 1852 (1). 

Se refunden ¡as disposiciones vigentes sobre imprenta 

introduciendo algunas reformas, la censura délas 

novelas, el conocimiento del T. S. y tribunal de jue- 
ces etc. 

Lamentándose el Gobierno en el preám- 
bulo de este decreto, de que la imprenta se 
convertid en una mera máquina publica, 
ueria que era preciso salvarla de si propia 
restituyéndole su índole benéfica y civiliza- 
dora , sacándola de las falsas vias en que se 
había descarnado y obligándola á no ocu- 
parse sino en los objetos útiles á que e;tá 
destinada, recobrando así su prestigio é im- 
portancia, dejando de inspirar series temores 
é infundiendo de nuevo la confianza que ila- 
bia perdido. 

Propúsose por lo tanto reducir en un solo 
cuerpo las disposiciones dispersas, y hacién- 
dose cargo del carácter restrictivo de todas 
las qué fian regido, deciaque sucesivamente 
se había venido desde la libertad casi abso- 
luta de 1 81 Ü basta el sistema represivo de 
entonces, estableciéndose además conve- 
niente clasificación de les delitos de imprenta 
y de los comunes. 

Derogaba este deerero, art. 127, todas las 
disposiciones anteriores al mismo, relativas 
al ejercicio del derecho de imprenta; es- 
tablecía la previa censuia de las novelas; 
dispoma que ios periódicos pudieran publi- 
carse sin aguardar á que pasasen las dos 
horas desde la entrega del ejemplar, no auto- 
rizando tampoco la detención de los im- 
presos sin previa denuncia; sometía al jura- 
do el conocimiento de los delitos de imprenta 
propiamente dichos; al Tribunal Supremo de 
Justicia, el de los delitos contra el Rey, con- 
tra las personas de la Real familia,, contra la 
seguridad del Estado, contra la religión y 
contra los soberanos extranjeros; y á los Juz- 
gados de primera instancia, lo» delitos contra 
la moral pública, contra la autoridad y con- 
tra ios particulares; establecía mucho rigor 
en las penas; iacuilaba á ios Gobernadores y 
al Gobierno puiu ucordar la suspensión de 


(1) Suscribían el preámbulo de esLe decreto 
los Ministros D Juan Bravo Murillo, presiden- 
te; el Marqués de Mir.ilores, de^ Estado; Don 
Ventura González Romero, de Gracia y Justi- 
cia; L). Joaquín Espoleta, de Ja Guerra; Don 
Francisco Armero, de Marina; D. Manuel mi- 
tran de Lis, de Gobernación; y D Mariano Mi- 
guel de Reinoso, de Fomento. 


911 

los periódicos en ciertos casos. Queríase, 
que luese este decreto un ensayo que sir- 
vióla de luz para resolver el problema de la 
ley de imprenta, y salva la facultad de cir- 
cular Jos impresos, desde el momento de 
entregar el ejemplar en el Gobierne de la pro- 
vincia y en el domicilio del fiscal. En lo de- 
más no era menos preventivo y reslrictivo 
que los que veniau rigiendo basta entonces. 
(GL. f. 55, p. 578.) 

R. D. de 23 abril de 1852. 

So crea el censor Jo novela». 

Se creó en consonancia con el Real de- 
creto anterior un censor especial para el 
examen de las novelas, dotado con el sueldo 
anual de 24.000 rs. y 6.000 para gastos de 
oficina (art. l.°); con la obligación de cen- 
surar todas las novelas que hubieran de pu- 
blicarse tanto en Madrid como en las pro- 
vincias en cualquiera forma que fuese, y de 
detener y recoger Jas que se publicasen' sín 
la correspondiente licencia, sin cuyo re- 
quisito se consideraba como clandestinos 
estos impresos (art. 2.“, 4.° y 6.’). Se prohibía 
señalar de modo alguno la parte cercenada, 
incurriendo de otra numera en la responsa- 
bilidad que cupiera como si se publicase la 
parte suprimida por la censura. Por último 
al' censor de novelas se le encomendaba en 
ia propia forma la censura de todos Jos ar- 
tículos y escritos relativos á Ultramar (ar- 
tículo 8.“) 

La reforma de la legislación de im- 
prenta hedía en abril de 1852 tampoco 
tuvo estabilidad, y el nuevo ensayo que 
se intentó y cuantos después se ban he- 
cho, han podido convencer á los partidos 
llamados conservadores, de que las leyes 
restrictivas de laimprenta,cualquieraque 
sea el sistema que en ellas prevalezca, no 
son de modo alguno conciliables con el 
principio de libertad consignado en to- 
das nuestras Constituciones. Es lógica la 
piévia censura cuyo objeto es que solo 
se escriba lo que los gobiernos quieren, 
ó que no se escriba lo que no les convie- 
ne, y allí están para eso nuestras leyes 
do la Novísima Recopilación si se quiere 
un rigor draconiano, ó el 14. i) de 4 de 
o ñero y reglamento de i. u de junio de 
1834 si se quiere ese mismo sistema aco- 
modado á las circunstancias de estos 
tiempos; pero ni es lógico, ni es justo, 
ni es eficaz ese sistema esquisitamente 
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preventivo y á la vez hasta con dureza 
represivo á que en España han obe- 
decido mas ó menos los decretos dic- 
tados desde el 10 de abril de !8í't hasta 
el de 7 de marzo de !8ü7. Otra nueva 
pru -ha nos da de esta verdad el si- 
guiente 

R. D. de 2 enero de 1853. 

Nacra rearma do ta legislación de imprenta: eiposi- 

cion d<« titlema de los decretos que han resido des- 
de 18 U. 

(Gob.) En el preámbulo de este decreto 
dicen los Ministros que le suscriben, que 
«desde 1814 está regida la imprenta por 
Reales decretos» que «casi todos los Minis- 
tros que desde aqu< lia época so han sucedi- 
do en el Gobierno de la nación, han juzgado 
necesario adoptar medidas mas ó menos se- 
veras para reprimir los abusos de la libertad 
de escribir, y salvarla de sus propios exce- 
sos,» que «esta situación déla prensa no de- 
be ser definitiva,» y que entre lauto que se 
somete á las Córles un proyecto de ley «que 
regularice y determine el ejercicio dé la li- 
bertad de impienta, y fije el estado legal de 
esta garantía importantísima de lodos los de- 
rechos civiles y políticos,» necesitaba pe- 
rentoriamente el Gobierno hacer en el de- 
creto de 2 de abril de 4 85*2 algunas refor- 
mas reclamadas por la opinión pública y jus- 
tificadas por Ja esperiencia. 

Sigue el preámbulo haciéndose cargo de 
la legislación de imprenta que ha venido ri- 
giendo, y dice sobre el jurado y sobre el de- 
creto de 10 de abrii de 1844, v sobre el de 6 
de julio de 1845, y sobre el 2 de abril de 
1852, fo siguiente: 

«Los Consejeros de la Corona que propu- 
sieron á V. M. el R. D. de 10 de abril de 
1844 hubieron de creer tal vez que si el 
jurado no se había aplicado en España con 
éxito tan feliz como en otias naciones, sus 
inconvenientes no provenían de las circuns- 
tancias especiales de nuestro pais, sino de 
haberse organizado sobre basesexccsivamen- 
le democráticas. Con el decreto referido se 
dió una forma mucho mas restrictiva y con- 
veniente á esta institución, y sin embargo, 
en 1845 desapareció de la ley fundamental, 
porque fas CÓrtes y V. M. la consideraron en 
desacuerdo con nuestras costumbres y con 
el modo de enjuiciar de nuestros trilmna- 
les , y desapareció también de la ley «le 
imprenta, reemplazándola con tribunales co- 
legiados no permanentes de jueces de prime- 
ra instancia. Recientemente, y tal vez con 


la mira de completar con una nueva prueba 
las experiencias auteriores, se ensayó de 
nuevo el restablecimiento del jurado “en el 
Real decreto vigente de 2 de abril del año 
anterior, y este ensayo ha sido un testimo- 
nio inas de las dificultades que hay que ven- 
cer en España para naturalizar una institu- 
ción desconocida. 

Los Consejeros responsables no descen- 
derán, Señora, ámas pormenores sobre este 
punto, pero no pueden menos de llamar su 
soberana atención hacia el resultado de los 
dderentes sistemas ensayados hasta- ahora 
ara juzgar los delitos de imprenta. El esia- 
lecido por el R. D. de 6 julio de 1x45, ofre- 
cía á la libertad, a! órdeu y á ta justicia re- 
conocidas garantías de saber, de indepen- 
dencia y de imparcialidad en los fallos. Cual- 
quiera que sea la opinión de la mayoría de 
los publicistas acerca del jurado, es lo cierto 
que en España, en el estado actual de nues- 
tras costumbres, inspira mas confianza en el 
acierto de sus providencias un Tribunal de 
juece» inamovibles é independientes que tie- 
nen por oficio administrar justicia, y fundan 
en administrarla bien su crédito, su reputa- 
ción y su porvenir, que jueces eventuales á 
quienes repugna abandonar sus ordinarias 
ocupaciones para contraer compromisos que 
juzgan graves y molestos. Por estas consi- 
deraciones el Consejo de Ministios propone 
á V. M. que, sin perjuicio de lo que resuel- 
van las Córtes en su dia, se vuelva poi ahoi'a 
y desde luego, en cuanto al modo de juzgar 
¡os delitos de la prensa, á le legislación esta- 
blecida por el ft. D do 6 de julic de 1845. 
Pero como en el vigente do 2 de abril del 
año último haya también otros puntos ver- 
daderamente dignos de revisión y mejora, 
cree d Consejo de Ministros que seria c< n- 
veniente reformar al menos los mas impor- 
tantes. Es el principal de ellos el que deter- 
mina las condiciones necesarias para ser edi- 
tor de periódico, algunas de las cuales im- 
ponen á las empresas graves sacrificios sin 
ser garantía eficaz contra los extravíos de la 
prensa. Para reprimirlos están resueltos los 
Ministros que suscriben á aconsejar á vues- 
tra Majestad las providencias que sean indis- 
pensables, pero al mismo tiempo no quieren 
sujetar con trabas Innecesarias la libre emi- 
sión del pensamiento ni la discusiou tranqui- 
la é ilustrada de los negocios públicos.» 

Tales son las razones que impulsaron al 
Gobierno á dictar el decreta de 10 de enero 
de 11153, por el que derogándose varios ar- 
ticulas del de 2 (le abril de 1 S52, se facul- 
taba al Gobierno para recoger los periódicos 
cuando á su juicio pudieran comprometer la 
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seguridad pública ú ofender gravemente la 
moral, con la Obligación de denunciar el 
escrito en algunos casos, y sin esta obliga- 
ción en otros; se exigía menos cuota de con- 
tribución para poder ser editor; se organi- 
zaba en cada Audiencia un tribunal de jue- 
ces de primera instancia , para conocer de 
todos ios delitos de imprenta con excepción 
de los cometidos contra particulares, dejando 
de conocer el Tribunal Supremo en los gra- 
ves contra el Rey, contra la Keal familia y 
la religión, etc., que le atribula el citado de 
1852, y se establecía en lin el modo de pro- 
ceder, siendo ejecutorio el fallo de dicho Tri- 
bunal sin otro recurso que el de casac.on 
por vicios en la sustanciacion del proceso ó 
en la imposición de la pena (1). \CL . t. 511, 
pág. 3.) 

R. O. de 4 enero de 1853. 

(Gob.) Se participaba á los Gobernado- 
res de provincia el pensamiento del Gobier- 
no al modüicar las disposiciones vigentes 
en materias de imprenta, y se les decía que 
á ellos les correspondía hacer uso de las lu- 
cultades que se reservaba el Gobierno para 
vigilar el ejercicio y contener en su caso los 
abusos déla imprenta periódica; ad virtiéndo- 
les que habia dos puntos principalísimos acer- 
ca de los cuales era ilícita toda discusión «la 
monarquía, y como símbolo suyo la incues- 
tionaoie legitimidad del trono... y el principio 
representativo íundamenlalmeLie conside- 
rado, es decir, el derecho de la Nación á in- 
tervenir de la manera que las leyes determi- 
nen en ios negocios del Gobierno.» ( CL . to- 
mo 58, p. 1 1.) 

R. D. de 19 febrero de 1853. 

Sobre publicación de discursos y extractos de las 
sesiones de Cortes. 

(Gob.) «Se prohib ó la publicación de las 
sesiones de las Cortes ó extractos de elias, 
relaciones, discursos ó compendios de las 
mismas que no concuerden en todas sus par- 
tes con el Diario oficial de las sesiones de 
las Cortes ó con los extractos autorizados que 
se bagau del mismo Diario, pur los taquí- 
grafos y empleados de ios cuerpos colegisla- 
dores, que se mandaban facilitar gratuita- 
mente á ios periódicos.» [CL. t, 58, p. 11)2.) 


(i) El preámbulo de este decreto le suscri- 
bían los señores Conde de Alcoy, Presidente 
del Consejo de Ministros y Ministro de Estado, 
Yahey, de Gracia y Justicia ;_Lara , de Guerra; 
Añstizabal , de Hacienda; Conde de Mirasol, 
de Marina é interino de Fomento, y Llórente, 
de Gobernación. 

Tomo VIII. 


R. D. de 18 julio de 1854. 

ReitablecEudo el R. D. de 1845. 

(Gob.) Dispúsose por este decreto que 
entre tanto que las Cortes aprobaban y se 
sancionaba una ley definitiva para el régimen 
de la imprenta, se restablecía en toda su 
tuerza y vigor el R. D. de 6 de julio de 1843, 
quedando derogadas todas las disposiciones 
dictadas con posterioridad para el régimen 
de la imprenta. ( CL.t . 6 i,p. 186.) 

El decreto anterior le suscribió el se- 
ñor Ríos Rosas , que, como Ministro de 
la Gobernación, formaba parte del Minis- 
terio nombrado el día anterior por dimi- 
sión dei presidido por el señor Conde 
de San Luis, con motivo de los .sucesos 
políticos que entonces tuvieron lugar. 
No era por tanto en aquellos momentos 
acertado ni oportuno el restablecimiento 
del decreto de 1845, y si en todo andu- 
vo tan poco atinado aquel nuevo Minis- 
terio , no es extraño que sucumbiese á 
las pocas horas para dar entrada á otros 
hombres dotados de espíritu mas liberal, 
como entonces lo exigian las circuns- 
tancias. Hé aquí como á ios pocos dias 
vino á hacerse lo que sin d^da temía 
tanto el Ministerio el 18 de julio. 


R. D. de l.° agosto de 1854. 

Restablece la ley de 1857. 


(Gob.) «Se restablece interinamente en 
toda su fuerza y vigor la ley de imprenta, 
votada en Cortes, de 17 de octubre de 1837.» 

Poco después en ¿3 de agosto se de' 
claró que estaba implícitamente restable- 
cida la aclaración que contiene la ley de 
9 de julio de 1842, según la cual debía 
entenderse por periódico para los efectos 
legales, «todo impreso que se publique 
en épocas y plazos determinados ó inde- 
terminados con nombre ó sin él, y no 
exceda de seis pliegos de ia marca de 
papel sellado, i 

ley de 21 diciembre de 1855. 

Deslindó los delitos do que dobla conocer el jurado y 
la jurUdiucion ordinaria. 


3 .) «Dona Isabel II, etc. 
culo 1. a Son de la competencia del 
i todos los delitos públicos que se co- 
abusaudo de Ja libertad de imprenta. 
2 0 Son de ia competencia de la ju- 
28 
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risdíccion ordinaria, á instancia de parte 
los delitos que se cometen abusando de la 
liberad de imprenta contra el honor de los 
particulares y también contra los funciona- 
rios públicos en lo relativo á su vida priva- 
da.;) (CL. t. 66, p. 531.) 

Esto es lo único que las Cortes Cons- 
tituyentes de 1854 á 1856 legislaron so- 
bre la iniDr^nta. Vinieron nuevos suce- 
sos políticos ; las Cortes Constituyentes 
fueron disueltas, y á poco se dictó la 
siguiente 

R. D. de 2 noviembre de 1856. 

Nuevo restablecimiento de los decreto & de 1844 y 1845 


conocimiento de su nombre al Gobernador asi 
como de los redactores, y de las variaciones 
que ocurrieran en el personal de la redac- 
ción (art. 18). Obligaba además á que todo 
impreso llevará la firma del autor (art. 19), 
á que el editor estampase su firma en el 
ejemplar que entregaba al fiscal (art. 20). 
Estableció de nuevo que no se repartiera el 
periódico hasta después de dos horas de la 
anterior formalidad (art. 21), y hacia gra- 
tuita la contestación de la parte ofendida por 
el cuadruplo de espacio que ocupaba el es- 
crito agresivo (art 22). 

Dividió los delitos en veintitrés clases 
(arts. 24 á 31 ), y se castigaban (arts. 33 á 36) 
en la forma siguiente: 


(Gob.) Se restableció otra vez en toda 
su fuerza y vigor el R. D. de 6 de julio de 
1ÍI45, como igualmente el de 10 de abril de 
1844 á qe aquel se refiere y en la parte que 
do lo modifica, dictando á la vez otras dis- 

Í iosiciones sobre el ejercicio del ministerio 
iscal en materia de imprenta y sobre deli- 
tos de injuria y calumnia. (CL. t. 70, pági- 
na 103.) 

Como ya lo hemos hecho observar, los 
partidos llamados conservadores mas ó 
menos, andan en busca de una fórmula 
para que la imprenta llamándose libre 
solo escriba lo que sea del agrado del Go- 
bierno. Ni la legislación del 44, ni la del 
45, ni la del 52, ni la del 55 ni ninguna 
ha podido satisfacerles; y aunque provi- 
sionalmente restablecido por el anterior 
decreto el de 6 de julio de 1845, bien 
pronto vino una nueva reforma y tras de 
ella veremos vinieron otras siendo todas 
ineficaces, como no sea para aumentar el 
mal que se trata de impedir. 

Ley de 13/u/to de 1857. 

8* reforma eu leotido todavía mas restrictivo la le- 
gislación de impronta. 

(Gob.) En esta ley se rocopilaron modi- 
ficadas en el sentido mas restrictivo las me- 
didas mas vejatorias para la imprenta conte- 
nidas en los decretos anteriores. Se reserva- 
ba el Gobierno la recogida, dejando a! editor 
ó responsable dt;l escrito la opción entre la 
inutilización de los ejemplares ó la denuncia, 
exigía un crecido depósito de 300,000 rs. en 
Madrid y 200,000 en provincias; prevenia 
que todo periódico tuviera un director dando 


(1) Suscribe esto ley como Ministro de la. 
Gobernación D. Cándido Nocedal. 


Núm. 

do 

ellos. 


Delitos y so clasificación. 


Penas. 


2 


2 

5 


6 


1 

3 


Contra la religión y sus miq J? ¿ g0 .. 


'reales de 
multa. 


mstros 

Contra el Rey y su Real 

familia 

Contra la hrma de Gobier- 
no , los Cuerpos Colt g : s* 
lailores, la tranquilidad 
pública, Ja obediencia á 
las leyes y autoridades y 
la fidelidad y disciplina del ¿ m ¡l 

ejército .............. reales de 

Por hacer apología de ac- mu( , a en _ 
dones criminales por ex- tenrfié ’ dose 
citar a cometerlas 

bar 
con 

ligan, por propagar doc- 
trinas contra la organiza 
cion de la familia y de fi. 

por coartar lal 


, ¡ * r tenoientiose 

citar a cometerlas, por , osrftla . 

hacer ilusorias las penad fl vosa , ,; ér . 

conque I. s leyes las cas A jt (i ,¡ J tiaQ 

ti rrun nn.nMi.i.m _ 


se "juzgados 
por el tribu- 
nal militar. 


libertad de los jueces 
funcionarios públicos en 
sus respectivas atribucio- 
nes, y por ridiculizar, ata 
car ú ofender á las clases 
de la sociedad ó á corpo- 
raciones 


Contra la decencia y bue- 
nas costumbres 


|6 á 25 mil 
reales de 
Imulta. 


Por injuria y calumnia ái 
las personas ó cuerpos que 
ejercen funciones públi-/ 
Cas, por sup ner malas in- 
tenciones en los actos ofi-/ 
cíales, y poí publicar sin 
autorización confidencias 
reservadas verbales, ó es-. 


4 á 20 mil 
reales de 
multa. 
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critas de alguna personal 
ó corporación que ejerza , , 

funciones públicas 4 á 25 m| l 

2 Por calumniar á los jefes/ re ^ es 
de otras naciones ó sus rau ^ a ‘ 

representantes ) 

2 Como injuriosos, por dari 

á luz sin asentimiento del Las que im- 
interesado hechos relati-Jpo n ga el 
vos á su vida privada aun- Juzgado or- 
que disfrazados con mctá-^dinario con 
toras y alegorías, escri-iar reglo al 
tos y conversaciones quelCódigo pe- 
hayan mediado entre par- nal. 

ticulares.. „ „/ 

Las otras innovaciones importantes que 
introdujo esta ley, y merecen ser conocidas, 
son las siguientes: 

El Tribunal de imprenta estaba compues- 
to de un magistrado de la Audiencia y de 
cinco jueces de primera instancia, si los hu- 
biere en la capital donde se reunía el Tribu- 
nal, que había de ser siempre, donde hubie- 
se Audiencia, para todos los delitos cometi- 
dos en su territorio. A no haberlos se com- 
pletaba su número con los de los Juzgados 
mas próximos. Eran recusables los jueces en 
la misma forma que los magistrados de las 
Audiencias (arts. 38 al 43). 

La acción contra los delitos de imprenta 
prescribía al mes, si el impreso no pasaba 
de veinte pliegos del tamaño de papel sella- 
do; si pasaba de dichos veinte pliegos á los 
tres meses ( art. 54) , y las reimpresiones 
sufrían las mismas consecuencias que Jas 
impresioues primordiales ('art. 55.) 

Entabladas las denuncias ante el juez de 
primera instancia (art. 56) , y concluido el 
sumario se remitia el expediente al regente 
de la Audiencia respectiva (art. 59) para la 
constitución del Tribunal , que calificaba el 
delito, del que quedaba absuelto el respon- 
sable si no le declaraban culpable las dos 
terceras partes de votos , así como si estos 
salían empalados (art. 65.) Para, la imposi- 
ción de la pena bastaba la mayoría de votos; 
pero si no la había, prevalecía el voto mas 
favorable al denunciado (art. 66.) 

No se podían imprimir los discursos que 
se pronunciasen en las vistas de causas so- 
bre abusos de imprenta, bajo la multa de 
i. 000 á 4.000 rs., sin perjuicio de las demás 
acciones á que hubiere lugar (art. 94.) 

Prohibió hacer y promover suscriciones 
para pagar multas impuestas por el Tribuna! 
de imprenta, multando al que lo hiciere el 
Gobernador con la cantidad de 1.000 rs. 
(art. 101. ) Ordenaba que el insolvente su- 
friera la prisión correspondiente con arreglo 


al Código penal (art. 102); y prohibió la re- 
presentación de las obras dramáticas y la 
circulación de novelas sin permiso de la au- 
toridad (art. 103.) 

Debemos hacer notar que en esta célebre 
ley. á la par que aumentó el valor de las 
multas y de los depósitos, suprimió por com- 
pleto para los simples delitos de imprenta la 
pena de prisión. Esto no obsta para calificar 
[a ley de 1857 como la mas restrictiva del 
inffortante derecho otorgado por la Consti- 
titucion á todos los ciudadanos, de poder im- 
primir y publicar libremente sus ideas sin 
prévia censura con sujeción á las leyes. Sin 
embargo, no se consideró todavía bastante 
en 1867, cuando en vez de su restableci- 
miento se dictó otra nueva, según veremos. 

R. O. de 10 setiembre de i 858. 

Determinaba que la forma en que los auto- 
res y editores habían de presentar á la cen- 
sura prévia las novelar originales ó traducidas 
fuese por manuscritos de 72 páginas. 

R. O. de 4 julio de 1863. 

Mandó observar la mas esquisita vigilancia 
para que ningún romance se publicase sin 
la prévia censura de los fiscales de imprenta, 
donde existieran ó de la autoridad local en 
otro caso, encargando que la censura fuese 
severa, y recayera además sobre los que no 
la hubieran sufrido, retirando de la venta los 
que lo merecieran. 

Debemos llamar la atención de nues- 
tros lectores, que aun cuando sufrió un 
cambio favorable la Administración del 
Estado en 1858 con el nuevo Ministerio 
nombrado á mediados del mismo, Mi- 
nisterio que duró hasta el año de 1863, 
y su política hasta 1865, el sistema legal 
de imprenta no sufrió cambio alguno, á 
no ser en su aplicación, (jue fué todo lo 
benigna que podia ser. Asi que la opinión 
de los gobernantes estaba inclinada á 
modificar en sentido mas liberal la legis- 
lación de imprenta, loque tuvo efecto 
después por medio de la 

Ley de 29 junio de 1864 (1). 

Se reformado nuevo la legislación de imprenta: ju- 
risdicción de los Consejos de Guerra. .. 

Exceptuó de la suspensión por las autori- 
dades á ios periódicos políticos (art. 23). Re- 
bajó á 5.000 duros en Madrid y á 3.000 en 

(i) Suscribe esta ley como Ministro de la 
Gobernación D. Antonio Cánovas del Caatu.o 
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las demás capitales de provincia el deposito 
de los editores de periódicos, sujetando la ; 
mitad de su importe á las responsabilidades 
que por cualquiera otro concepto que el de 
imprenta se decretará por las autoridades 
competentes, y declarando, que hasta que 
recayera sentencia íirme condenatoria el 
editor responsable podía continuar siéndolo 
(art. 14). No reputó delitos especiales de 
imprenta los cometidos contra la religión, el 
Rey y ia Real familia, la honra privadle 
los soberanos extranjeros ó de sus represen- 
tantes; los de injuria y calumnia relativos á 
la vida privada de los particulares ó funcio- 
narios públicos los que no pudian perseguir- 
se si no á instancia de parle , á no ser que 
fuesen relativos ai ejercicio de su autoridad 
ó de sus funciones con respecto á los últimos; 
los que se cometieran en impresos que no 
fueran periódicos, y los que constituyesen 
complicidad (art. 24). Todos estos delitos 
se castigaban por los Tribunales ordinarios 
con arreglo al Código penal, si estaban en 
él comprendidos: los respectivos á 1a re- 
ligión y sus ministros que no lo eslubieseu 
eran penados con arresto mayor ó prisión 
correccional y la multa de 10Ü á 500 duros, 
del propio modo que los que atacaban al 
Rey con la pena de prisión correccional á 
prisión menor según i a gravedad del caso; 
y con las inmediatas inferiores ¡ i ia ofensa 
se infsria á ios individuos de la familia Real 
(art. 25 al 28). Se creó uu juez especial de 
imprenta en Madrid, y se declararon jueces 
de imprenta en las provincias á los de pri- 
mera instancia (arts. 38 y 39), estableciendo 
además un cuerpo de jurados compuesto á 
lo mas de 10UÜ individuos en Madrid, de 
500 en las capitales de provincia de primera 
claso y de 2ÜU en Jas demás (art. 39 ¡. Para 
reunir dicho numeróse tomábanlos mayores 
contribuyentes y los que pagasen una cuota 
igual á la última por territorial y subsidio, 
los abogados mas antiguos que pagasen mayo- 
res cuotas y los diez individuos mus antiguos 
de las Academias (solo eu Madrid), todo ello 
en ia relación que se establecía (art. 40). En 
cada acto se sacaban á la suerte sesenta 
nombres y pudíeudu recusar veinte cada 
parte, los doce que tuvieran el número mas 
Bajo componían el Tribunal, cuyo fallo para 
causar sentencia debía tener la mayoría ab* 
solula de votos (arts. 41 y 65). El enjuicia- 
miento fuó arreglado á la nueva forma del 
Tribunal y se levantó lu prohibición de pu- 
blicar los discursos pronunciados eu las vis- 
tas causas de imprenta, siempre que con li- 
cencia del juez especial ú ordinario en su 
caso, se acompañase la acusación íiscai (ar- 


tículo 68 y 94). Los secuestros no podían te- 
ner lugar sin que ei periódico hubiere tenido 
publicidad por meilio de la expendicioa , y 
si constase que ai tiempo de practicarla no 
se liabiau repartido mas de tres ejemplares, 
pod'a sobreseer el juez de imprenta en la 
causa (art. 57). 

No habia fuero privilegiado, aunque los 
militares que delinquían por medio de la im- 
prenta quedaban sujetos á la ordenanza del 
ejército; se disponía además , art. 52 , que 
fuesen juzgados por ios Tnbuuales que esta- 
blece la misma Ordenanza los escritos que 
tendieran á relajar la fidelidad ó disciplina 
de la fuerza armada de algún modo que no 
estuviese previsto en las leyes militares. 
[CL. £. 91, p. 892). 


Ley de i 4 julio de 1865. 

Cesa <a jurisdicción de los Consejos de Guerra en ioi 
negocios de imprenta. 

Esta ley decía así textualmente «Queda 
derogada la parte segunda del art. 52 de la 
ley de 29 de junio de 1864» con lo que deja- 
ron de intervenir los Consejos de Guerra en 
las denuncias de imprenta. 

R . D. de 21 julio de 1865. 

Reglamento para la formación del jurado. 

Para dar completo desarrollo al pensa- 
miento que presidió á la formación de ia ley 
de 29 de jumo de 1864, se aprobo un regla- 
mento para la formación y reeducación de 
las listas de jurados, y formalidades que de- 
bían observarse en el sorteo de los jueces de 
hecho y en la constitución definitiva del Tri- 
bunal. (C L. t. 94, p, 182). 

Ley de 10 mayo de 1866. 


Reforma de algunos artículos de la ley. 


Las modilieaciones que introdujo esta ley 
en la de 1864 que regia fueron estas: Orde- 
nó que ios editores responsables de los perió- 
dicos dejaban de serlo desde que se dictaba 
auto de prisión, por alguno de los delitos 
Contra la religión, el Rey ó la Real familia 
(art. l.°); coudeuó con la pena de prisión 
correccional en su grado medio á prisión 
menor eu igual grado y eou la multa de 20 
a 200 duros al que lujuriase gravemente á 
cualquiera de los cuerpos colegisludores y sus 
entidades colectivas, y cou las penas que 
señala el urt. 376 del Código peual, al que 


injuriase a uu senador ó diputado por sus 
opiniones manifestados eu el Senado ó en el 
Congreso ó ¿ los ministros de ia Corona ú otra 
autoridad con motivo del ejercicio de sus fun- 
ciones, siendo perseguidas de oficio «si co* 
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mo á petición de parte por los Tribunales or- 
dinarios con arreglo ni art. 381 de dicho có- 
dice párr. 1 .° las infracciones comprendi- 
das en el mismo (art. 2/ y 3.°); mandó per- 
seguir como delitos comunes los cometidos 
contra la fidelidad y disciplina del ejército 
casi ¡cándelos con arrecio al art. 33, si los ca- 
sos no estaban previstos en las leyes milita- 
res (art. 4.°); exigió que el editor de perió- 
dicos fuese seglar, estampase su firma al pie 
de cada número y fuera el único responsable 
de cuanto en el se publicase ante cualquier 
Tribunal que fuese, sin embargo de que lo 
fuera también el autor cuando firmare el im- 
preso ('art. 5.°) y quitó la obligación que te- 
nia cada autor de firmar sus artículos (1). 
(CL. t. 95, p. 370). 

fí. I). de 7 marzo de 1867. 

Mandando 00^ rija pomo (oy et adjunto proyecto has- 
ta obtener la aprobación do las Cortes. 

(Gob.) Exposición á S. M. — Señora: Pre- 
viendo que llegaría el momento de levantar 
el estado de sitio en que se encuentra la mo- 
narquía, e,l Gobierno de V. M. ha dedicado 
su atención á la ley actual de imprenta; y es- 
tudiando los efectos que ha producido, se ha 
penetrado de lo ineficaz que es para evitare! 
desarrollo de, las agitaciones revolucionarias. 
Resuelto ó combatirlas vigorosamente, sean 
cuales fueren las formas de que se revistan, 
se ha decido á arrostraren este punto, como 
en otros, cuantas responsabilidades considere 
necesarias para la consecución de tan noble 
obje'o. Fundado en esta resolución el minis- 
tro que suscribe, de acuerdo con e) parecer 
del Consejo á que pertenece, considera in- 
dispensable sustituir la lev de imprenta hoy 
vigente con otra en que se acuda á la nece- 
sidad de órden y de represión á que ha dado 
por desdicha origen la rebelde actitud de 
ciertos partidos; y á fin de realizar este pró- 
pósito, tiene el honor de someter á la apro- 
bación de V. M. el siguiente proyecto de de- 
creto.— Madrid 7 de marzo de 1867.— Se- 
ñora: A. L. R. P. de V. M.— Luis González 
Bravo. 

REAL DECRETO. 

De conformidad con lo que me ha pro- 
puesto el Ministro de la Gobernación, de 
acuerdo con el Consejo de Ministros, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Regirá como ley del Reino el adjunto pro- 
yecto de ley sobre libertad de imprenta bas- 
ta obtener la aprobación de Jas Cortes , a -as 

(1) Suscribo esta ley como Ministro de la 
Gobernación D, José Posada Herrera. 


que será presentado en Ja próxima legisla- 
tura.— Dado en Palacio á 7 de marzo de 
1867.— Está rubricado de la roa! mano,— El 
Ministro de la Gobernación , Luis González 
Bravo. 

Proyecto ile ley sobre libertad de imprenta. 


TITULO PRIMERO. 

DE LOS IMPRESOS. 

Artículo 1 Es impreso , para los efec- 
tos de esta ley, todo pensamiento manifes- 
tado con palabras fijadas sobre cualquier 
materia por medio de la imprenta, pnr los 
de la litografía y fotografía, ó por cualquier 
otro procedimiento. 

Art. 2.° Los impresos se dividen en li- 
bros , folletos, periódicos, hojas sueltas y 
carteles. 

Se entiende por libro todo impreso que, 
sin ser periódico, reúna en un solo volumen 
200 ó mas páginas. 

Por folleto todo impreso que , sin ser pe- 
riódico , reúna en un solo volumen mas de 
2o paginas y menos de 200. 

Por periódico toda serie de impresos que 
salgan á luz una ó mas veces diarias , ó por 
intervalos de tiempo que no excedan de se- 
senta dias, con título constante ó variado, ó 
uno diverso en cada número ó entrega. 

Es hoja suelta todo impreso que sin ser 
periódico, tenga una ó inas páginas, sin ex- 
ceder de 25. 

Es cartel iodo imoreso ó manuscrito des- 
tinado á fijarse en un paraje público. 

Art. 3.° Son clandestinos: 

1. ° Los impresos que procedan do una 
imprenta, que no reúna las circunstancias 
prescritas en el art. 6.° del R. D. de 2 de 
abril de 1852, ó las que en adelante se pres- 
criban para estos establecimientos. 

Las litografías y cualesquiera otros esta- 
blecimientos de estampación, serán consi- 
derados como imprenta para los efectos de 
esta ley. 

2. a Los que no expresen el título legal 
del establecimiento en que hayan sido im- 
presos, el nombre y apellido de! impresor, y 
el pueblo y año de la impresión. 

3. ° Los que se publiquen sin las forma- 
lidades que esta ley previene. 

4. ° Los carteles que se fijen sin haber 
dado conocimiento de ellos á Ja autoridad. 

5. 9 Los escritos sujetos á Ja autorización 
prévía de la autoridad eclesiástica que se 
den á luz sin este requisito. 
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titulo II. 

DI LA PUBLICACION DE LOS IMPRESOS. 


Art. 4. c No podrá publicarse imnreso al- 
guno sin dar conocimiento prévio al Gobe- 
beroador de la provincia y al juez que deba 
conocer en los delitos de imprenta. El aviso 
se dará por escrito; lo firmará el editor, con 
«presión del lugar de su naturaleza , de su 
vecindad, residencia y de las demás circuns- 
tancias que se necesitaren para determinar 
su identidad ; y se designará el título que 
baya de llevar el impreso , el nombre del 
impresor y las senas ae su establecimiento. 
Si la publicación hubiere de ser periódica, 
se expresará además el nombre del director 
de la misma y la casa donde se establezca 
la redacción ; y si fuere política habrá de 
consignarse préviamente un depó íto de 
4,000 escudos en metálico, ó su equivalente 
según la cotización dei dia en títulos de la 
Deuda consolidada (i). 

De toda alteración que posteriormente se 
haga en cualquiera de estas circunstancias, 
se dará también conocimiento oportunamen- 
te á las dos autoridades mencionadas. 

Art. 5.° Dos ¡horas antes de ponerse en 
circulación cual quier impreso, se entregarán 
dos ejemplares en el Gobierno de la provin- 
cia si se publicare en la capital de ella, ó en 
la Alcaldía del pueblo si no fuese capital: 
otros dos en el domicilio del juez de prime- 
ra instancia de imprenta, ó en el del juzgado 
ordinario respectivamente, y otros dos al 
fiscal de imprenta ó al del juzgado. El Go- 
bernador ó la persona en quien al efecto de- 
legase este sus facultades, ó el Alcalde si la 
publicación se hiciese en pueblo que no sea 
capital, estampará el sello del GoDierno en 
un recibo que se entregará al que presenta- 
re el impreso, expresando la hora en que se 
hiciese la entrega. En los ejemplares que 
hayan de quedar en poder, tanto del Gober- 
bernador como del juez ó del Alcalde y del 
fiscal, expresará también la hora del recibo 
de los mismos. 

En cada edición de un mismo impreso de- 
berán cumplirse estas formalidades. 

Art. 6.® Si en algún impreso se dejasen 
blancos para ser cubiertos en pueblos dis- 
tintos de aqnel en que se publicase su pri- 
mera edición, lo que es se imprimiere en di- 
chos blancos se considerará como un impre- 
so nuevo, y sujeto por consiguiente a las 


(i) Se tiene presente en este articulo la 
rectificación hecna en la Gócela del 9 de 
Mano. 


prescripciones establecidas para la publica- 
ción de todo impreso. 

Art. 7.* El Gobernador 6 el alcalde, si 
la publicación se hiciese en pueblo que no 
sea capital de provincia, podrán resolver de 
oficio ó á instancia del promotor fiscal que 
se prohíba la venta y distribución de todo 
impreso, sea ó no periódico, en que se co- 
meta alguno de los delitos que marca esta 
ley, ó en que á su juicio se contengan ideas, 
doctrinas, relaciones de hechos ó noticias 
ofensivas á la religioo católica, apostólica, 
romana, al Rey, á la Constitución del Esta- 
do, á los miembros de la familia Real, al 
Senado, al Congreso de los Diputados, á los 
suberanos extranjeros si en los respectivos 
países se observase sobre este punto reci- 
procidad, á las autoridades, ó que tiendan 
á relajar la disciplina del ejército, ó á alte- 
rar el órden público, ó sean contrarios á la 
moral ó á la decencia. 

También podrá acordarse la prohibición 
de la publicidad de los impresos en que se 
cometa injuria ó calumnia manifiestas con- 
tra particulares ó corporaciones, siempre 
que el interesado lo reclame con motivo jus- 
to en concepto de la autoridad. 

Para el mejor desempeño de este servicio 
se pondrán á las órdenes de las autoridades 
civiles los funcionarios que el Gobierno es- 
time conveniente. 

Art. 8.° Cuando un impreso sea suspen : 
dido ó detenido, podrá el autor ó editor del 
mismo reclamar ante el Ministro de la Go- 
bernación contra la recogida ó detención de 
aquel. 

Art. 9.° Acordada la deten ciou ó reco- 
gida del impreso, se comunicará á su autor ó 
editor, quien en el término - preciso de cua- 
renta y ocho horas podrá pedir la denuncia 
y si no lo hiciese, se entenderá que se ha 
conformado con la recogida. 

Si se pidiere la denuncia y el impreso 
fuese periódico, el depósito responderá de 
la multa que se impusiere v de las resul- 
tas del proceso hasta donde alcance , sin 
perjuicio de lo que dispone el art. 12 de 
esta ley. 

Si no fuere diario, se constituirá una fian- 
za de 800 á 1.600 escudos para responder de 
dichas resultas. 

Art. 10. Cuando la autoridad civil acuer- 
de la detención ó recogida, y el autor ó edi- 
tor opten por la denuncia, se pasará inme- 
diatamente al juez de imprenta el conoci- 
miento del negocio para que instruya el cor- 
respondiente proceso en la forma que esta- 
blecen las leyes vigentes para los deinái de- 
litos comunes. 
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Art. 11. A pesar de la facultad de optar 
por la denuncia que concede al autor ó edi- 
tor del impreso el art. 9.°, podrá disponer 
si así lo estima la autoridad civil \ con 
acuerdo del Consejo de Ministros, que las 
vistas se efectúen á puerta cerrada, prohi- 
biéndose la publicación de la defensa si hu- 
biere motivo fundado para creer que por 
medio de la publicidad se intenta producir 
alarma ó escándalo ó excitar fas pasiones. 

TITULO III. 

DE LAS PERSONAS RESPONSABLES DE L0 S 
IMPRESOS, 

Art. 12. Para los efectos de esta ley, son 
responsables como autores del impreso el i 
autor del mismo si fuese habido, ó en su de- j 
fecto el editor ó el director, y como cómplice 
el impresor, según los arts. 12 y 13 respec- 
tivamente del Código penal. 

La imprenta, sus enseres v efectos, y los 
de la redacción en los periódicos, quedarán 
además del depósito, especialmente afectos 
con preferencia á todo otro acreedor, sen 
cualquiera su título, á ¡as responsabilidades 
judiciales ó gubernativas que envinen de 
abusos en los impresos, observándose en to- 
do lo demás que no se oponga á esla ley, y 
sen aplicable á los delitos y faltas que son ob- 
jeto río In misma, lo que respecto ;í las res- 
ponsabilidades civiles y peennarias se esta- 
blece así en el libro l.°, fít. 2.", cap. 2.°, co- 
mo en la sección segunda del fít. 3,°, artí- 
culos 46 y siguientes, y en el tít. 4.° del Có- 
digo penal. 

Si el dueño del establecimiento en que se 
hiciere la impresión se incapacitare por cual- 
quier causa , se suspenderá la publicación 
hasta que se cumpla con lo prescrito en el 
art. 3.° 

Art. 13. Se tendrá por autor de un im- 
preso á la persona á quien legalmente se 
probare hajaer producido pI original que ha- 
ya servido para la impresión. Las traduccio- 
nes serán consideradas como producciones 
originales. 

Será director el que resultare iegalmente 
haber dispuesto la publicación de los impre- 
sos periódicos. 

Será edilor el que resultare legalmenfe 
haber costeado y dispuesto la publicación de 
impresos no periódicos. 

Será impresor el dueño del establecimien- 
to en que resulte que se ha hecho la impre- 
sión, reúna ó no las condiciones expresadas 
en el art. 3.° 

Art 44. En los impresos clandestinas se 
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considerarán como autores de los delitos que 
en ellos se cometieren los que resultaren 
ser autor, edilor é impresor, y todos los que 
de, cualquier modo hubiesen cortribuido á 
sabiendas á la publicación y circulación del 
impreso. 

TITULO IV. 

DE LOS DELITOS. 

Art.. 15. Se considerará consumado el 
delito por medio de lá imprenta cuando el 
impreso baya tenido publicidad. 

Se entiende que Ija tenido publicidad el 
impreso cuando se lia comunicado á mas de 
diez personas fuera de. ios operarios del es- 
tablecimíonío tipográfico en el que se baya 
verifíca lo la impresión, no comprendiéndo- 
se entre ellas las autoridades á quines de- 
ben entregarse los impresos antes de publi- 
carlos. 

En los casos de duda acerca del número 
de las personas que tuvieren conocimiento 
del impreso publicado, se graduarán á razón 
:1o tres individuos por cada ejemplar que re- 
sulte haberse distribuido. 

Art. 16 La fijación de un impreso en 
paraje público , la remisión por el correo de 
cuatro ó mas ejemplares, la entrega de los 
mismos en alguna librería ú otro estableci- 
miento son circunstancias que constituveD 
igualmente publicidad. 

Art, 17. Sr pmdon cometer delitos por 
medio de la imprenta. 

•I.° Contra la religión. 

2. n Contra la persona ó dignidad del Rey. 

3. ° Contra la spgnrid.nl del Estado. 

4. ° Contra el orden público. 

5. ° Contra la suciedad 

6/ Contra la moral pública. 

7. ° Contra la ailoridad. 

8. ° Contra los soberanos extranjeros. 

9. ° Contra los particulares. 

Art. 18. Se comete delito contra la re- 
ligión: 

1. " Atacando ó ridiculizando la religión 
católica apostólica romana y su culto. 

2. ° Ofendiendo el sagrado carácter de 
sus ministros. 

3. ° Excitando á la abolición ó cambio de 
la misma religión ó á que se permita el culto 
de cualquiera otra. 

Art. 19. Se comete delito contra la per- 
sona ó la dignidad del Rey: 

|.° En los escrito que atacaren , ofen- 
dieren ó deprimieren la sagrada persona del 
Rev, su dignidad, sus derechos ó sus prero- 
"al'ivns. sea cual fuere la forma en que esto 
se haga, ya directa, ya indirectamente por 
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medio do alusiones ó en sentido figurado. 

2.“ En los que atacaren ofendieren ó de- 
primieren en algún modo ó de cualquier for 
ma, directa ó indireclamente ó por medio 
de ¡ilusiones, las personas, )a dignidad , los 
derechos de todos ó de alguno Je los indivi- 
duos de la Real familia. 

Art. 20. Delinquirán contra la seguridad 
del Estado: 

1. ° Los escritos que atacaren la Consti- 
tución de la monarquía, los que provocaren 
directamente á destruir ó establecer otra 
clase de Gobierno, aunque sea temporal, que 
el prescrito en aquella; los que tendicren á 
impedir que se reúnan las Córtes , á hacer 
que se disuelvan ilegalmente, ó la reunión 
de asambleas de cualquier duración, carác- 
ter y título , que se propongan ejercer las 
facultades de las Córtes ó las prerogativas de 
la Corona. 

2. a Los que atacaren la legitimidad de 
los Cuerpos Colegisladores , se dirigieren á 
coartar su libertad ó la de sus individuos, ó 
á deprimir su dignidad y prestigio. 

3. ° Los que se propusieren por objeto 
relajar la disciplina ó la fidelidad del Ejército 
y de la Armada. 

Art, 21. Delinquirán contra el órden pú- 
blico: 

1 . ° Los que publicaren máximas ó doc- 
trinas dirigidas á turbar la tranquilidad del 
Estado. 

2. * Los que publicaren , aunque sea en 
forma dubitativa, noticias falsas de las que 
pueda resultar algún peligro para el órden 
público , ó daño á los intereses ó al crédito 
del Estado. 

3. ° Los que incitaren á la desobedien- 
cia de las leyes y de las autoridades consti- 
tuidas. 

4. ° Los que tuvieren por objeto promo- 
ver 6 avivar rivalidades entre cuerpos ó cla- 
ses del Estado: 

Art. S2. Delinquirán contra la sociedad: 

4 .° Los escritos en que se hiciere la apo- 
logía de acciones calificadas por la ley como 
criminales. 

2.* Los dirigidos á propagar doctrinas 
contrarias al derecho de propiedad, ó á pro- 
curar el despojo de unas clases por otras. 

Art. 23. Delinquirán contra la moral pú- 
blica. 

4.® Los que publicaren impresos en que 
se trate de asuntos religiosos sin la corres- 
pondiente autorización, cuando esta sea ne- 
cesaria según las leyes del reino. 

2.* Los que publicaren escritos contra- 
rios ¿ la moral, a las buenas costumbres y á 
la decencia. 


3 * Los que publicaren impresos clan- 
destinos. 

Art. 24. Delinquirán contra la auto- 
; ridad. 

{ .° Los escritos en que se publiquen he- 
chos injuriosos ó calumniosos contra los fun- 
cionarios públicos individual ó colectivamen- 
te considerados. 

2. ° Los que supongan malas intenciones 
ó falta voluntaria de rectitud ó imparcialidad 
en los actos oficiales. 

3. ° Los que ridiculicen los actos oficia- 
les ó las personas de los funcionarios públi- 
cos por medio de burlas ó sátiras ofensivas, 
caricaturas, semblanzas ó de cualquier otro 
modo que revele por el parecido ó por otros 
signos la personalidad del individuo. 

4. ° Los en que se dén á luz sin autoriza* 

¡ cion prévia conversaciones reservadas ó par- 
! ticulares, ó correspondencia privada y con- 
fidencial habida con algún funcionario pú- 
blico. * 

5. ° Aquellos en que se publiquen dispo- 
siciones, acuerdos ó documentos oficiales sin 
la debida autorización antes que hayan teni- 
do publicidad legal. 

Art. 25. Delinquirán contra los Sobera- 
nos extranjeros: 

1. ° Los que injuriaren á las personas de 
los monarcas ó jefes superiores 'ue otros es- 
tados, sus embajadores ó agentes diplomá- 
ticos. 

2. ° Los que en tiempo de paz excita- 
ren á la rebelión á los súbditos de otros es- 
tados. 

Art. 26. Delinquirán contra los particu- 
lares. 

1. ° Cuando se los calumniare ó injuria- 
re, ya manifiestamente, ya por medio de 
alegorías, caricaturas, emblemas ó alu- 
siones. 

2. ° Cuando se publicaren sucesos, asun- 
tos, cartas ó documentos privados de las fa- 
milias ó de las personas, ó se aludiese á ellos 
no teniendo prévia autorización escrita délos 
interesados. 

Art. 27. No se cometerá delito: 

4.° En los escritos en que se publicare ó 
censurare la conducta oficial ó los actos de 
ios funcionarios públicos en el ejercicio de 
sus cargos, si los escritos estuvieren redac- 
tados con decoro y siempre que las imputa- 
ciones que se hicieren no fueren calum- 
niosas. 

2.° En los escritos en que se revelare 
alguna conspiración contra la seguridad del 
Estado ó Cualquier atentado contra el órden 
público. 

En este último easo los responsables del 
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escrito estarán obligados á probar la certeza 
de sus asertos. 

TITULO V. 

DE LAS PENAS. 

Art, 28. Los delitos cometidos por medio 
de la imprenta contra la religión, contra la 
persona ó dignidad del Rey y contra la segu- 
ridad del Estado, que se comprenden en los 
arts. 18, 19 y 20 de esta ley, se castigarán 
con la pena de prisión menor (de cuatro á 
seis años) y milita de i .200 á 3.600 escudos. 

Los cometidos contra el Orden público y 
contra la sociedad, comprendidos en los ar- 
tículos 21 y 22, se castigarán con la pena de 
prisión correccional (de 7 á 30 meses), v 
una multa de 1,000 á 3.000 escudos. 

Los delitos contra lo moral pública com- 
prendidos en el art. 23, y los cometidos con- 
tra la autoridad comprendidos en el 24 se 
castigarán con Ja pena de arresto mayor 
(de uno á 6 meses), á prisión correccional 
(de 7 á 36 meses) y una multa de 50(1 á 1.000 
escudos. 

Cuando por el escrito clandestino se co- 
metiere delito ni que la ley imponga pena 
mas grave que estas, la circunstancia de Ja 
clandestinidad se considerará como agravan- 
te para la imposición del máximo de la pena 
señalada al delito. 

Los delitos contra soberanos extranjeros, 
comprendidos en el art. 25, se castigarán 
con la pena de arresto mavor (de uno á seis 
meses), y una multa de 400 á 800 escudos. 

La aplicación de este párrafo y la del ar- 
tículo 25, solo se hará en los casos en que la 
nación extranjerá contra cuyo soberano se 
haya delinquido corresponda con la mas ri- 
gurosa reciprocidad relativamente á nuestro 
soberano. 

Los delitos contra particulares , com- 
prendidos en el párrafo primero del art. 26 
se castigarán con la pena de arresto mayor 
(de uno á seis meses), á prisión correccional 
(de siete á treinta y seis meses) y multa de 
200 á 1.500 escudos. 

Los comprendidos en el párrafo segundo 
del art. 26 se castigarán con la pena de ar- 
resto mayor (de uno á seis meses) y con una 
multa de 100 á 1.000 escudos. 

Los ofendidos por estos delitos podrán 
además ejercitar la acción de indemnización 
de daños y perjuicios, con arreglo á las pres- 
cripciones del Código penal. 

No podrá concederse indulto por los men- 
cionados delitos sin que otorguen antes su 
perdón por escrito las personas ofendidas. 

Art. 29. Los cómplices ó encubridores 


de los delitos ó faltas que se cometan por 
modín de la impronta sufrirán la penalidad 
que les corresponda, partiendo de los tipos 
que fija esta ley para los autores, y obser- 
vando las reglas de aplicación que establece 
el Código penal. 

Art. 30. Todo periódico que hubiere sido 
tres veces denunciado y condenado por ha- 
ber cometido cualquiera de los delitos com- 
prendidos en esta ley quedará definitivamen- 
te suprimido. 

Cuando baya sido prohibida la circulación 
de un impreso ó periódico por tres veces, 
con consentimiento del responsable del mis- 
mo, por no haber optado por Ja denuncia, 
quedará suspensa la publicación por dos 
meses. 

Si trascurrido este plazo el impreso vuelve 
á salir á luz y sufre otra prohibición con- 
sentida ó una denuncia á la que siguiere 
condena, quedará suspenso por tres meses; 
y si después de este tiempo volviere á publi- 
carse v sufriere otra prohibición, también 
consentida, ó fuere denunciarlo y condena- 
do, quedará definitivamente suprimido. 

Art. 31. La prescripción de las penas 
tendrá lugar en las aflictivas á los quince 
años; en las correccionales á los diez, yen 
las leves á los cinco, principiando el término 
de la prescripción desde que se notificare la 
sentencia que cause la ejecutoria en que la 
misma pena se imponga. 

Para que tenga lugar la prescripción es 
preciso que el sentenciado nn haya durante 
el término de ella cometido delito, ni ausen- 
tádose de la Península é Islas adyacentes. 

Las penas meramente pecuniarias prescri- 
birán á los dos años. 

Art. 32. La reimpresión de nn escrito 
abusivo sujeta al responsable de ella á la pe- 
nalidad correspondiente inferior en un grado 
que á aquel se imponga. 

Art. 33. Cuando el responsable de una 
multa fuere insolvente, sufrirá la prisión que 
corresponda con arreglo al Código penal. 

TITULO VI. 

DE LOS TRIBUNALES DE IMPRENTA. 

Art.. 34. Los jueces de primera instancia 
del fuero común son los encargados de ins- 
truir las causas que procedan por los delitos 
de imprenta. 

Art. 35. En Madrid habrá un juez espe- 
cial de imprenta, con categoría y sueldo 
iguales á los que disfrutan los demás jueces 
de primera instancia de dicha población. 

En los demás pueblos ejercerá este cargo 
el juez ordinario, y donde hubiere dos ó 
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roas el que designare el Gobierno; y sino se 
hiciere designación , el decano de los 
mismos. 

Art. 36. El Ministerio fiscal se ejercerá 
eu Madrid por nn fiscal de imprenta con la 
categoría, sueldo que disfrutan los promoto- 
res fiscales de Madrid y una gratificación de 
6.000 rs. anuales para gastos de escritorio. 

Los promotores fiscales de los Juzgados 
correspondientes desempeñarán el mencio- 
nado cargo en los demás pueblos. 

El juez y <*l fiscal especial de este ramo son 
de libre elección, y los nombrará el Gobierno 
por conducto del Ministerio de la Goberna- 
ción; pero deberá recaer el nombramiento en 
abogados que cuenten por lo menos cuatro 
6 tres años respectivamente de ejercicio. 

TITUBO VIL 

DEL PROCEDIMIENTO EN LOS DELITOS DE 
IMPRENTA. 

Art. 37. La instrucción de estos proce- 
sos principiará, bien de oficio por la inicia- 
tiva del respectivo juez de imprenta , bien 
por excitación de la autoridad civil ó por de- 
nuncia del fiscal del ramo. 

Art. 38. En la instrucción de estas cau- 
sas se observará e! mismo procedimiento es- 
tablecido para las ordinarias , procurando 
que la sustanciaron sen tnn pronta y rápida 
como lo permitan la fijación de los hechos 
y de las ideas y el esclarecimiento de la 
verdad. 

Art. 39, La prisión de loe procesados du- 
rante la suslancincion de estas causas se ajus- 
tará en un todo á lo prescrito en las reglas 
25 á 37 de la ley provisional para la aplica- 
ción del Código, entendiéndose derogado 
para esta clase de delitos el R. D, de 30 de 
setiembre de 1853. 

Art. 40. No reconoce la ley fuero alguno 
especial ni privilegiado en materia de delito 
de imprenta; pero los militares que delincan 
por medio de esta quedan sujetos á la Orde- 
nanza del ejército. Asimismo serán juzgados 
por los Tribunales que establece la Orde- 
nanza, pero con sujeción á la penalidad mar- 
cada en esta ley , los escritos que tiendan á 
relajar la fidelidad ó disciplina de la fuerza 
armada de algún modo que no esté prescri- 
to en las leyes militares. 

Art. 41 . De los fallos del juez se puede 
apelar ante la Audiencia del terr torio.yusar 
de todos los recursos aue la legislación co- 
mún autoriza en los demás juicios crimi- 

&les. 


TITULO VIII. 

DE LA PRESCRIPCION DE LA ACCION PENAL 
CONTRA LOS DELITOS DEFINIDOS EN ESTA LEY. 

Art. 42. En los delitos que son objeto de 
esta ley, la acción penal prescribe por se- 
senta dias. cuando dichos delitos hubieren 
sido cometidos en un periódico: por noventa 
cuando se hubieren cometido en un fn| eto, 
y por ciento veinte cuando se hubieren co- 
metido en un libro. 

Por los delitos de injuria y calumnia la ac- 
ción penal prescribirá, en el tórmmo de tres 
meses, cuando los injuriados ó calumniados 
residiesen en la Península é islas adyacentes. 

Los términos expresados principiarán á 
correr desde el diu de ¡a publicación del im- 
preso. 

Art. 43. Si el interesado residiere en las 
Antillas ó Filipinas, la prescripción será por 
seis meses y un año respectivamente. 

TITULO IX. 

DE LAS FALTAS EN MATERIA DE IMPRENTA, 
SU CORRECCION Y AUTORIDADES QUE HAN DE 
IMPONERLA. 

Art. 44. Se cometerá falta : 

L° Publicando en un impreso perióiico 
hechos inexactos, falsos ó desfigurados; pero 
que no constituyan delito por su gravedad ó 
circunstancias respecto á personas, tribuna- 
les , corporaciones ó asociaciones autoriza- 
das por la ley. En este caso estará obligado 
el periódico á insertar en uno de sus nú- 
meros, y dentro de tres dias las rectificacio- 
nes que en término conveniente se le diri- 
gieren. 

Estas rectificaciones deberán insertarse en 
la misma plana é igual carácter de letra que 
eí párrafo ó párrafos á que se refiriesen , y 
serán gratuitas si no excedieren de) triplo 
de impresión. 

En el caso de muerte ó ausencia de la 
persona agraviada , tendrán igual derecho 
sus hijos, padres, cónyuges, hermanos y he- 
rederos. 

2. ° No citaudo en el impreso la calle y 
número de la casa en que está establecido la 
imprenta. 

3. * Distribuyéndolo antes de entregar á 
las autoridades los ejemplares que esta ley 
previene. 

4. ' Tratando de asuntos religiosos sin la 
autorización competente. 

5. ° Publicando un periódico sin haber 
cumplido las formalidades que esta ley exige- 

6. ° No publicando un periódico, en «I 
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término debido, las rectificaciones de que 
trata el párrafo 1 ,° de este artículo. 

7.° Cuando se tratare de hacer ilusoria 
por cualquier medio la responsabilidad ele 
las personas que verdaderamente incurrie- 
ren en ella, según esta ley, por los delitos co- 
metidos por medio de la imprenta. 

Art. 45. La responsabilidad de las faltas 
se exigirá de las mismas personas que Ja de 
los delitos. 

Art. 46. La corrección de las faltas será 
impuesta á los responsables de ellas por el 
Gobernador, ó por el Alcalde si la falta se 
cometiere en un pueblo que no sea capital de 
provincia. La corrección de las faltas com- 
prendidas en los párrafos 2.°, 3.°, 4.°, 5.°, 
6.° y 7. ü del art. 44, consistirá en una multa 
de 20 á 400 escudos. 

Cuando la multa fuere impuesta por un 
Alcalde y pasare de 50 escudos, el interesa- 
do podrá reclamar al Gobernador, cuyo fallo 
será inapelable. 

Cuando la impusiere el Gobernador y pa- 
sare de 300, el interesado podrá reclamar al 
Ministro de la Gobernación, y de su resolu- 
ción no habrá ulterior recurso. 

En ambos casos la reclamación habrá de 
hacerse dentro de los cuatro dias siguientes 
á la imposición de la multa. 

Art. 47. La acción de la autoridad y la 
de los particulares contra las faltas, espirará 
á los quince dias de haberlas cometido, 
y Art. 48. El castigo de estas faltas no im- 
pedirá la persecución de los delitos que con- 
tuviesen los impresos. 

TITULO X. 

DE LAS LITOGRAFÍAS, GRABADOS T CARTELES. 

Art. 49. No podrán anunciarse, exhi- 
birse, venderse ó publicarse dibujos, estam- 
paciones biográficas, fotográficas, grabados, 
estampas, medallas, viñetas, emblemas ni 
otra alguna producción de la misma índole, 
ya aparezcan solas, ó ya en el cuerpo de 
algún impreso, sin pasar dos ejemplares al 
juez de primera instancia de imprenta; otros 
dos al Gobernador civil y otros dos al fiscal, 
si el lugar en que se hubiere de publicar 
fuere capital de provincia; y si no fuere ca- 
pital á la autoridad ¡ocal del pueblo en que se 
hubiere de hacer la publicación. 

Se exceptúan de ésfa disposición los re- 
tratos, vistas de ciudades, paisajes y monu- 
mentos. Si alguna de estas clases de pro- 
ducciones contuviere detalles opuestos á la 
decencia, se castigará este delito como con- 
trario á la moral pública, con arreglo al ar- 
ticulo 28 de esta ley. 


Art. 50. Ningún cartel manuscrito, im- 
preso, litografiado ó reproducido bajo cual- 
quier oirá forma podrá fijarse en los para- 
jes públicos sin previo permiso del Gober- 
nador de la provincia ó de la autoridad lo- 
cal donde el Gobernador no resida, para lo 
cual se entregarán á estas con dos horas de 
antelación dos ejemplares, y otros dos al 
juez de primera instancia de imprenta ó al 
que hiciera sus veces. 

Los escritos, grabados y los litografiados 
o autograíiados quedarán sujetos á las dispo- 
siciones establecidas en esta ley para los 
impresos, 

DISPOSICIONES GENEUALE3. 

Art. 51 . Las disposiciones de esta ley no 
serán aplicables á los escritos oficiales de 
las autoridades. Estos quedarán sujetos á las 
que tratan de la responsabilidad de los em- 
pleados. 

Tampoco se aplicarán á la Gacela de Ma- 
drid, ni á hs documentos que el Gobierno ó 
las autoridades publicaren. 

Art. 52. Queda subsistente el prévio exá- 
men de las obras dramáticas, novelas, hojas 
sueltas, romances, canciones, trovas, motes 
ú otras publicaciones análogas, impresas ó 
manuscritas. 

Cuando alguno de los citados escritos se 
refiriese á dogma ó moral cristiana, el juez 
exigirá para permitir la publicación la auto- 
rización eclesiástica. 

Art. 53. El Ministro de la Gobernación 
dictará los reglamentos que juzgare conve- 
nientes, relativos á la policía de los ramos 
de imprenta, libreria, anuncios, venta y dis- 
tribución de impresos; y el de Gracia y Jus- 
ticia, por lo que depende de su Ministerio, 
dará las órdenes que estimare necesarias 
para e! mejor cumplimiento de esta ley. 

Art. 54. Quedan derogadas todas las le- 
yes, reglamentos y disposiciones que se opon- 
gan á lo prescrito en la presente ley, — Ma- 
drid 7 de marzo de 1867. — Luis González 
Brujió.» ( Gac . 8 marzo). 

Tal es el estado en que !a revolución 
de setiembre de 18<i8 encontró á la im- 
prenta, no obstante que según la Cons- 
titución de 18ío, como segur, la de 1837 
y la de 1812, todos los españoles podian 
imprimiry publicar libremente sus ideas 
sin previa censura. Ei sistema preventi- 
vo y duramente represivo á la vez que 
desde 1844 venia rigiendo, queriendo 
hacerle conciliable con el principio de 
libertad, ya hemos indicado los grandí- 
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simes inconveniente* míe ofrece, y á 
parte de esto ni ha dado ni puede dar, 
como sistema permanece, los resulta- 
dos que se prometen sus partidarios. 
Acaso sucede con este sistema todo lo 
contrario de lo que es ó parece lógico, 
pues poniéndose el país del lado de la 
imprenta oprimida, traduce ha;ta los 
mismos elogios en contra del Gobierno 
por quien los supone inspirados, y da 
mucha mayor importancia de la debida 
á les escritos que envuelven una censu- 
ra razonable y mesurada de los actos po- 
líticos, interpretando mal lo que se dice 
en el sentido mas recto y basta lo que 
muchas veces no se dicejy convirtiendo 
en acusaciones las frases v las palabras 
mas inocentes los periódicos de opo- 
sición. Huyan pues los Gobiernos de to- 
da inconveniente exageración, y si sus 
intenciones son rectas nada perderán con 
que la imprenta sea libre. 

Sistema democrático- 

La Constitución de 18fi9 establécela 
mas absoluta é ilimitada libertad de emi- 
tir libremente sus ideas y opiniones, sin 
censuras, ni depósito ni editor respon- 
sable, y esta libertad no puede suspen- 
derse sino temporalmente y por medio 
de una ley. Los delitos que se cometan 
con ocasión del ejercicio de este derecho 
son penados por los Tribunales con arre- 
glo á las leyes comunes. fArts. 17, 22, 
23 y 31.) 

Aunque anterior á la Constitución es- 
tá conforme con ella el decreto del Go- 
bierno Provisional, que boy rige decla- 
rado ley por la de 20 de junio último (i) 
según el cual «todos los ciudadanos tie- 
nen derecho á emitir libremente sus 
pensamientos por medio de la imprenta 
sin sujeción á censura ni á ningún otro 
requisito prévio,» quedando sujetos los 
delitos comunes que por su medio se 
cometan á las disposiciones del Código 
penal cuyo srt. 7.° se deroga en esta par- 
te. Así lo establecen terminantemente 


(I) Este decreto de 43 de octubre de 1868 
está inserto en la pág. 437 del Apéndice I á es- 
ta obra. La Constiucion *e halla en el Apéndi- 
ce II, pág. ISA. 


los arts. I.° y 2 0 de dicho decreto de- 
clarando el 3.° que «son responsables de 
dichos delitos en los periódicos el autor 
del escrito v á falta de este el director y 
si no le hubiere el impresor, y en los li- 
bros, folletos y hojas sueltas el autor y 
no siendo conocido este el editor y el im- 
presor por su orden. 

Partidarios de la libertad de impren- 
ta bien entendida y parecí éodonos tan 
inconveniente como ineficaz el sistema 
preventivo, merece nuestra sincera apro- 
bación el que boy rige en todo cuanto 
por él se establece. Pero debemos ser 
francos; á pesar del cariño que tenemos 
y siempre hemos tenido á la institución 
de la imprenta, quisiéramos ver alguna 
medida mas en la ley, no para prevenir 
los abusos ó delitos, no; sino para que 
si tienen lugar no queden impunes, pa- 
ra que el impresor en todo caso, y hasta 
el autor sean ó puedan ser conocidos y 
juzgados si tuvieren que responderante 
la ley. No por eso será menos libre el 
derecho de imprimir y públicar sus ideas 
y la institución ganaría mucho en consi- 
deración y prestigio. 

LIBERTAD DE ASOCIACION. Es uno de 
los derechos individuales consignado en 
el art. 17, párr. 4.° de la Constitución 
de 1869, por el que todo español tieDe 
el derecho de asociarse para todos los fi- 
nes de la vida humana que no sean con- 
trarios á la moral pública. Este derecho 
puede ser suspendido en los casos que 
expresan los arts. 19 y 31 de la misma, 
— V. Apéndice II, pág. 190. 

LIBERTAD DE COMERCIO. Es la facul- 
tad de ejercer cada uno el comercio sin 
mas trabas que el pago de la contribu- 
ción que para las atenciones del Estado 
le correspondan satisfacer en cambio de 
los beneficios que de aquel recibe. En 
cuanto al comercio interior , este dere-* 
cho está , aunque implícitamente con- 
signado en e! art. 29 de la Constitución 
de 1869 y explícitamente en el decreto 
de las Córtes de 8 de junio* de 1813, 
inserto en el tomo I, pág. 110 . 

Por lo que toca al co:nercio exterior, 
debemos de decir que algunos produc- 
tos de nuestro suelo no podían ser ex- 
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portados, y otros al exportarlos tenían 

que satisfacer derechos mas 6 menos 
crecidos, asi como no podían importarse 
de ninguna manera ó sin satisfacer su- 
bidos derechos muchísimos artículos ex- 
tranjeros. Estas prohibiciones y trabas 
introducidas desde el siglo XV, y hoy 
sustituidas con derechos mas módicos, 
lian producido varias cuestiones cutre 
los economistas, dando origen á dos es- 
cuelas; la libre-cambista y la proteccio- 
nista. Sostienen los partidarios de la pri- 
mera que en razón a que la mayoría de los 
ciudadanos salen favorecidos con la ba- 
ratura de los artículos, las importacio- 
nes y exportaciones deben ser libres; y 
los proteccionistas que deben sostenerse 
las restricciones con el fin de que se des- 
arrolle la industria nacional y nuestra 
abatida agricultura. 

Hasta la publicación de la pragmática 
de 2 de setiembre de 1494, se puede de- 
cir que no había prohibiciones de im- 
portación, pues todos los géneros extran- 
jeros podían ser introducidos en España 
piévio el pago en las aduanas de dere- 
chos módicos. Antes estaba prohibida la 
exportación de solo el pan, ia cebada, 
la plata, el oro, la seda, los moros de 
ambos sexos, y los conejos , lo que úni- 
camente se explica por las preocupacio- 
nes y necesidades de ia épueu; peio esto 
se modiiieb posteriormente en términos 
que únicamente no podía extraerse el 
dinero, lo que igualmente se mudilico 
después, permitiendo la suiida, siempre 
que se cambiase por mercancías extran- 
jeras que devengasen un i!) por ibü de 
derechos de entrada. 

A partir de ia fecha de dicha orde- 
nanza se prohibió la entrada de ciertos 
tejidos excepto lus destinados al culto. 
Así se entronizó el sistema prohibitivo 
que fue ensanchándose de año en auo 
coa nuevas prohibiciones y aumentu de 
derechos para los geuefos perniiuuus. 

Dos móviles dieron urigeii á la doc- 
trina proteccionista: ei de lavurecer cier- 
tas industrias privilegiadas para evitar la 
competencia y el de acrecer los ingresos 
del tisco. Gon respecto á lo primero sos- 
tienen ios libre-catnbistas , que es una 


injusticia protejer á unos cuantos pro- 
ductores y no á todos, y postergar por 
lavurecer a estos los consumidores, que 
cou la libertad de comercio comprarían 
á precios mas baratos los artículos que 
necesitasen; y en lo relativo a lo segundo 
creen los libre-cambistas que los dere- 
chos de aduanas deben ser módicos, en 
cuyo caso lus aceptan como un recurso 
en favor del Tesoro, en la inteligencia 
de que de esta manera no se impide la 
circulación de los géneros y no hay ali- 
ciente para el contrabando. 

Sostienen los proteccionistas que la 
iibre introducción de los artículos ex- 
tranjeros nos ponen en entera depen- 
dencia y sumisión de ia nación produc- 
tora. Aun cuando una nación fuera ca- 
paz de producir todo cuanto se cria en 
el mundo, no tienen razón en esto los 
proteccionistas , dicen sus contrarios, 
porque seguu ia moral universal y el 
Evangelio eu materia de cumercio no 
hay patria sino prójimo, y por consi- 
guiente, seguu Eeiielou y también los 
escritures de ia Filosofía pagana, el gene- 
ro humano es antes que ia patria, y los 
intereses ue ia humanidad antes que los 
de un punto geogralico. Tero no sucede 
que todu país produzca toda la variedad 
ue cosas de que nos aprovechamos , sino 
que cada uuo obtiene lus productos aco- 
modados a su suelo ó a la industria de 
sus habitantes, y para que ios indivi- 
duos de una ilación se aprovechen de 
las cosas que no se dan en su territorio 
o no se elaboran en sus lubricas hay 
que pedirlas a los países productores, lo 
que se obtiene caiiioiando aquellos con 
io 3 frutos o géneros de! país, como su- 
cedo con Inglaterra, Francia v olios 
países qae nos surten de quincalla, teji- 
dos y u tros arucuius que nosotros íes 
cumulamos generalmente por vinos, na- 
ranjas, cereales, minórales y otrus. Esto 
sin cu ulaf que no üaoria eu olio ea»o 
estimulo en nuestra íuüUstria m pudiia- 
uios disfrutar ue tonas ¡as producciones 
que la ulano de Dius ha diseminado por 
tod^s ios países. 

Otro argumento de los proteccionistas 
es que, si favorecemos al comercio ex- 
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tranjero, ia nación se expone á que sal- 
demos con dinero el exceso que puede 
haber en el valor las importacior.es com- 
parado con el de las exportaciones. A 
esto contestan los libre-cambistas con 
Ailam Smitli que el dinero es una mer- 
cancía corno cualquiera otra , que cuan- 
do puede satisfacerse de esta manera el 
exceso de las importaciones es porque 
se lia producido antes por una industria 
ó arte; que el fdinero salido del país por 
estos medios no deja un vacío sensible 
en la circulación, ó si le deja se llena 
con prontitud en términos de no causar 
alteración notable en la rotación de los 
cambios y de los negocios (1 )» A este 
propósito dice Hume en sus Ensayos 
políticos: «Las naciones mas comercian- 
tes, están todavía muv celosas con res- 
pecto á ia balanza del comercio, temien- 
do, que el ero y la plata los abandonen; 
pero el temor es infundado. Mientras 
haya en un país brazos é industria, el 
manantial de su numerario no me parece 
mas agot.i ble que el de sus fuentes y rios. 
No cuidemos, pues, sino de conservar 
la población y ia industria, y estemos 
seguros de que el numerario no faltará 
jamás.» ¿Porqué discurre de esta mane- 
ra Hume? Por que en una nación agrí- 
cola é industriosa donde escasease el nu- 
merario se abaratarían el valor de los 
jornales y de las primeras materias, y 
por consiguiente el producto de la in- 
dustria se expendería á precios mas re- 
ducidos que en las naciones donde abun- 
dase el metálico. Concluye, pues, dicien- 
do que: «Ningún país puede poner en 
circulación una cantidad mayor sin que 
el exceso desaparezca muy pronto, pues 
el numerario, así como los líquidos tien- 
de siempre á nivelarse.» 

La tercera objeción de los proteccionis- 
tas es que la libertad de comercio pugna 
directamente con la industria nacional. 
Este es hoy el gran caballo de batalla, la 
única objeción, puede decirse, que lia 
quedado en pié después de las discu- 
siones habidas entro los sectarios de 
ambas escuelas. Ya hemos contestado 


(t) Mellado en su Enciclopedia Moderna 
t . IX, p. 81». 


antes, manifestando la injusticia que hay 
en favorecer á unos pocos productores y 
no á todos, y aun favoreciendo á todos, 
puesto que la gran mayoría del país sal- 
drta perjudicada , siendo además un 
atentado contra las leyes naturales el 
sistema profrbitivo. Ahora debemos aña- 
dir, que la prosperidad que obtienen las 
industrias protegidas, no es mas que apa- 
rente y ficticia, porque cuando necesitan 
protección es señal indudable que sin ella 
no podían existir; de lo que se deduce, 
que tales industrias, no convienen ni 
se adaptan á las condiciones del país, 
y en una palabra, que con ellas se 
fuerza á la naturaleza, se violenta el giro 
de las cosas, paraliza otras labores á que 
el país se presta, crea falsas necesidades, 
inteieses contrarios á los intereses gene- 
rales, y aspiraciones incompatibles con 
los intereses de las masas que se ven ex- 
puestas á los rigores del hambre, que 
hace tan terrible la protección. 

En comprobación de esto es suficiente 
recordar que todas las naciones tanto 
antiguas como modernas, donde ha exis- 
tido ia libertad de comercio mas ó menos 
lata han prosperado extraordinariamente 
aun cuando sus producciones naturales 
sean escasas, en contraposición de las en 
que el comercio está coartado con res- 
tricciones y prohibiciones, puesto que no 
salen del estado de adyeceion y abati- 
miento por mas que su suelo sea fértil y 
bien cultivado. Como modelos perma- 
nentes de los buenos efectos, de la liber- 
tad comercial, tenemos á Holanda, Suiza 
y á Inglaterra después del arancel de 
1803, y como modelos de atraso y abati- 
miento, ¡a Francia déspues de haber 
adoptado el sistema de Colbert, y la Es- 
paña desde el descubrimiento de las 
Américas hasta nuestros dias. 

Además debemos hacer notar, qua 
siendo el comercio uno de los elementos 
mas principales de civilización, coartado 
este en sus transacciones físicas, la pro- 
paganda de las ideas se coarta también, 
asi como las relaciones entre los habitan- 
tes de los diferentes países. En corrobo- 
ración de este, dice Pedro Verri en su 
tratado de Economía, «que si las nació- 
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nes suprimieran las aduanas, dejando 
entrar libre y francamente los géneros 
extranjeros, las consecuencias serían 
iguales á lasque resultarían á un estado 
si se ¡e quitaran los tributos que gravan 
la circulación interior. Se acercarían las 
naciones unas á otras: se multiplicarían 
los contratos: se renovarían la industria 
y la anual reproducción: los hombres 
gozarían mas ventajas; y las relaciones 
de los estados entre si no padecerían al- 
teración.» 

A pesar de las ventajas del libre comer- 
cio apoyadas en la razón y experiencia, 
dice el Sr. Canga Argüe lies en su Dic- 
cionario de Hacienda tomo II, pág. 58, 
«no deberá establecer ce de un goípe en 
un país en donde domine el génio Pelas 
prohibiciones. Say gradúa de temeraria 
semejante empresa. «Un enfermo, dice, 
no recobra su perdida salud en un dia, 
y asi como debe ser tratado con mucho 
miramiento durante su enfermedad, tam- 
bién debe serlo una nación durante esta 
enfermedad política.» Tal vez se necesita 
toda la habilidad de un gran político para 
cicatrizar las llagas que causa la extirpa- 
ción de ese cáncer maligno que se llama 
sistema reglamentario y exclusivo; y 
cuando atentamente se ccnsicíeran los 
males que acarrea, desde que se establece 
y los que podría ocasionar el abolirle, 
naturalmente ocurre esta reflexión: si 
tan difícil es restituir la libertad á la in- 
dustria {cuánta circunspección no será 
necesaria cuando se trate de quitár- 
sela!» 

Las doctrinas emitidas por este escri- 
tor patrio tienen una aplicación práctica 
boy desde I 0 de agosto de 1869, puesto 
que no habiendo ya géneros prohibidos, 
rebajados los derechos protectores y ha- 
biendo de igualarse estos dentro de un 
número determinado de años con los 
meramente de arancel., á excepción de 
corto número de artículos que también 
con el tiempo serán igualados de la mis- 
ma manera, según los aranceles publi- 
cados últimamente en virtud de la ley 
del presupuesto de ingresos del presente 
año económico de 1869-1870, desapare- 
cerá enteramente el monopolio que se 


ejercía por los agricultores y fabricantes 
nacionales en determinados artículos 
agrícolas y fabriles. 

Nosotros por lo que hemos indicado 
en Granos y harinas, hubiéramos desea- 
do mas parsimonia en adoptar las medi- 
das de que hemos hecho mérito, es de- 
cir, queríamos que la protección á favor 
de la industria y agricultura nacional, 
se fuera sosteniendo por mas tiempo has- 
ta que, perfeccionados los medios para 
desarrollar una y otra , desapareciese el 
inconveniente que hoy existe de la rui- 
na de ambas, por no poder competir en 
muchas materias con los productos ex- 
tranjeros agrícolas y fabriles. 

Discusiones luminosas entre los dos 
opuestos bandos se lian sostenido últi- 
mamente en las reuniones verificadas en 
el edificio de la Bolsa y en el Congreso 
durante las sesiones en que se ha trata- 
do del presupuesto de ingresos, cuya ley 
ha dado el resultado de urna transacción 
entre los contendientes, que ha produ- 
cido la nueva tarifa délos derechos aran- 
celarios de que acabamos de hablar. Pe- 
ro no podemos menos de confesar que 
los libre-cambistas han salido los mejor 
librados; puesto que con el tiempo van 
á desaparecer los derechos protectores 
que sus antagonistas hubieran querido 
no fuesen abolidos, y que en cuanto á 
las prohibiciones los proteccionistas han 
convenido en desecharlos, único pun- 
to en que están conformes ambas es- 
cuelas. 

«Concluiremos con el autor de la Enci- 
clopedia citada: La baratura de todos los 
productos naturales é industriales, los 
ingresos cuantiosos en el Erario pública; 
la actividad délos negocios y déla circu- 
lación, la consolidación del crédito pú- 
blico, la paz pública que no alterará esa 
eterna guerra civil entre el resguardo y 
losdefraudores: la economía en los presu- 
puestos de que absorben tan considerable 
parte las aduanas, las direcciones, los 
cruceros y los guardas; el bienestar de 
losconsumidores: tales son los efectos de 
la libertad. La opresión del comercio 
produce los efectos contrarios ¿quien 
1 puede vacilar en la elección?» 
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V. Balanza de comercio , Granos i 
harinas, Renta de aduanas, etc. 
LIBERTAD DE ENSEÑANIA. Por el Decre- 
to del Gobierno Provisional de 14 octu- 
bre de 1868 (Apéndice I, p. 385} con- 
vertido ya en ley, la instrucción prima- 
rio es libre en España, asi como por el 
art. 24 de ia Constitución de 1 809 que 
hoy nos rige y se halla inserta en el 
Apéndice II, p. 190, todo español pue- 
de fundar y mantener establecimientos 
de instrucción ó educación sin prévia 
licencia. 

LIBERTAD DE CULTOS. Aunque la 

nación se obliga á mantener el culto y 
los ministros de Ja religión católica, el 
mismo art. 21 de la Constitución de 
1809 que así lo establece, garantiza asi á 
los españoles como á los extranjeros el 
libre ejercicio de cualquiera otro culto. 
(Consúltese la Constitución citada en el 
Apéndice 11, pág. 188, y todas las demás 
que han regido en España, en el articu- 
lo Constitución política. Véase también 
Religión. 

LIBERTAD DE INDUSTRIA. Garantido 
este derecho por el Decreto de las Cortes 
de 8 junio de 1813 restablecido por 
R. 1). de ií setiembre de 1 830 insertos 
en Acotamiento, t. 1 p. 110, lo ha sido 
también implícitamente poi el art. 29 
de la Constitución de 18(59 y de una ma- 
nera terminante á los extranjeros por el 
art. 25 de la misma. Las demás disposi- 
ciones referentes al asunto se encuentran 
en Fábricas é Industrias, t. l.°, p. 707 
y siguientes. Véase además Artes y ofi- 
cios, t. l. u p. 521. 

Sobre libertad de tráfico en los objetos 
de comer beber y arder , consúltese el 
articulo Abastos, en que se halla inserto 
el R ü. de 21) de enero de 1834, y las 
demás disposiciones del caso, tratándose 
además Uoclrinalmeuie este importante 
asunto. 

LIBERTAD DE OPINION. Este es otro 
de los derechos individuales, y está con- 
signado en el art. 1/, párrafo l.° de la 
Constitución de 1859 que huy itus rige, 
consistiendo en la libre euusiun del pen- 
samiento, ya de palabra, ya por escrito 
valiéndose de la imprenta ó de otro pro- 


cedimiento semejante.— V. Libertad dr 
imprenta. 

LIBERTAD DE REUNION. El derecho 
de reunirse pacificamente ha sido ga- 
rantido á los españoles por el párrafo 
3.° del art, 1 7 de la Constitución de 1869, 
hoy vigente, con las limitaciones si- 
guientes: que están sujetas á las dispo- 
siciones generales de policía; que las ma- 
nifectaciones políticas al aire libre solo 
se celebren de dia (art. 18); que se po- 
drán suspender temporalmente cuando 
le exija la seguridad del Estado en cir- 
cunstancias extraordinarias (art. 31), y 
que no pueden celebrarse, cuando estén 
abiertas las Cortes, en los alrededores del 
Palacio de ninguno de los Cuerpos Cole- 
gislauores. El decreto del Gobierno pro- 
visional de l.° de noviembre de 1868, 
sancionando et derécho de reunión paci- 
fica, se halla inserto en esta obra, Apén- 
dice 11, p. 47o y una circular de 3 de 
diciembre del mismo año en la pág. 598. 
— V. Reuniones públicas. 

LIBRA. Medida ponderal de 16 onzas 
de Castilla que equivale á 460 gramos 
según el nuevo sistema de pesos y me- 
didas. — V. Pesas y medidas. 

LIBRAMIENTO. La orden de pago que 
expiden las autoridades judiciales y ad- 
ministrativas contra depositarios ó teso- 
reros que dependen de las mismas. Tam- 
bién se llaman libranzas, pero general- 
mente se da este nombre á las que una 
dependencia expide contra otra de distin- 
to punto. 

LIBRANIA,— V. Letra de cambio. 

LIBRE PLÁTICA. En el lenguaje sani- 
tario ñamase asi á la admisión de un bu- 
que en un puerto sin sujeción á cuaren- 
tena. Tiene esto lugar en los casos á que 
se refiere la ley hoy vigente de 28 de no- 
viembre do lbiio en sus arts. 30 á 32. — 
V. Sanidad. 

LIBREROS Y LIBROS. Todas las leyes 
de un ti'.uio entero de la Novísima Re- 
copilación (16, Iib. 7. u ) y muchas de 
olios, están dedicadas á los libreros y 
sus impresiones, licencias y otros requi- 
sitos para su introducion y curso etc.— 

V. Libertad de imprenta, en cuyo artí- 
culo se insertan. 
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LIBROS DE LOS AYUNTAMIENTOS. Una 

ley recopilada (Y. Alcaldes t. l.° pági- 
na 344), mandó que en todas tas villas 
hubiese un libro en que escribir las car- 
tas y ordenanzas reales respectivas al 


ni abreviaturas, ni haeer enmiendas sin 

salvarlas formalmente, 

Las circunstancias que deberán expre- 
sar las partidas así de bautismo, como 
de casamientos y defunciones, se contie- 


pueblo, y los albalaes y cédulas que en i nen en la R. O. de l.° de diciembre de 


Jos cabildos fueren presentadas; y otro 
para anotar los privilegios y sentencias 
dadas á su favor sobre términos y cosas 
tocantes al bien común. Hoy no condu- 
ce á nada llevar dichos libros; pero en 
donde los haya deberán procurar con- 
servarlos cuidadosamente los Ayunta- 
mientos, y hacer que en los de actas se 
haga relación de los privilegios y sen- 


1837 y en los formularios l.° 2.°, y 3.° 
que á la misma son adjuntos, todo lo cual 
está inserto en el articulo Bautismos, to- 
mo 2.°, p. 650 y 651. 

LIBROS SAGRADOS.— V. Biblia. 

LIBROS 0E TEXTO. Todas las asigna- 
turas de la primera y segunda enseñan- 
za, ¡as de las carreras profesionales y su- 
periores y las de las facultades hasta el 


tencias y de todos cuantos documentos ! grado de licenciado, han venido estu- 
puedan interesar á la municipalidad, diándose por libros de texto señalados 


precediendo por supuesto el debido 
acuerdo. — V. Actas, Archivos munici- 
pales, Secretarías, etc. 

L1RR0S DE COMERCIO. Los comer- 
ciantes están obligados á llevar cuenta y 
razón de sus operaciones en cuatro li- 
bros á lo menos que son el libro diario , 
el libro mayor ó de cuentas corrientes, 
el libro de inventario y el copiador , sin 
perjuicio de otros auxiliares. Lo que de- 
be ser objeto de cada libro, y la formali- 
dad con que deben llevarse, véase en los 
arts. 32 y siguientes del Código de Co- 
mercio. Naturalmente , están obligados 
á llevar sus libros los agentes de Bolsa, 
los corredores, las compañías mercanti- 
les etc., con arreglo á las disposiciones 
que rigen en la materia. — Y. Mercader, 
en cuyo artículo se inserta el Código de 
Comercio. 

LIBROS PARROQUIALES. Lo» que por 

disposición del Concilio de Trenlo de- 
ben llevar los párrocos para hacer cons- 
tar los nacimientos, matrimonios y de- 
funciones. Deben llevarlos en el papel 
que se previene por las leyes (V. Papel 
sellado) y conservarlos cuidadosamente 
en sus propias casas ó en las iglesias (1). 
En ellos no deberán usar de guarismos 


Ü) ...Quem diligenter apv-d se custodíate 
dice el .G-oncii io; pero una H O d- 21 de mar- 
zo de i 7 49, (V. Bautizos,- t «/*. P 64S), encar- 
gó á 1 os prelados cuidasen de que los libros par- ¡ 
Tuquíales se pongan en las mismas iglesias. 

Tomo Vlll. 


en listas que el Gobierno publicaba cada 
tres años, observándose lo dispuesto en 
los arts. 86 á 93 de la ley de 9 de se- 
tiembre de 1857, 10, 11, 12 y 13 del 
reglamento administrativo, 80 de! de las 
Universidades y 6, 7 y 8 del del Real 
Consejo de 14 de octubre de 1866. 
(V. Instrucción pública). Pero procla- 
mada la libertad de enseñanza, por los 
decretos de! Gobierno provisional de 14 
y 21 de octubre, los maestros y profeso- 
res están autorizados para emplear los 
métodos que crean mejores y para seña- 
lar los libros de texto que se hallen mas 
en armonía con sus doctrinas, y en este 
sentido han perdido su importancia las 
disposiciones que se han dictado sobre 
el particular. Sin embargo las listas de 
obras tienen siempre su interés, y aun- 
que ya sin carácter obligatorio, vamos á 
dar las aprobadas por. las Rs. Ords. de 
14 y 22 de setiembre de 1867. A sab^r: 

SEGUNDA ENSEÑANZA. 

La lista de obras para la segunda en 
señaliza aprobada por R. 0. de 14 de se- 
tiembre de 1867 es como sigue: 

Estudios generales. 

Catecismo de la Doctrina cristiana expli- 
cado por D. Santiago José García Mazo. 

Lecciones elementales de los fundamentos 
de la Religión, por el lixeino. Sr. D. José 
Eseolano, obispo de Jaén. 

Catecismo católico explicado por el pres- 
bítero D. Alejandro Sánchez, 
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Gramática castellana. 

Compendio de la Gramática de la Real 
Academia Española, publicado por la misma. 

Gramática latina. 

Gramática hispano-latina, por D. Rai- 
mundo de Miguel. 

Gramática elemental de la lengua latina, 
por D. Pascual Polo. 

Arte de Gramática latina, por I). Miguel 
Avellana. 

Retórica y poética. 

Curso elemental de Retórica y Poética, 
por D. Alfredo Adolfo Camus. 

Instituciones de Retórica y Poética, por 
D. Diego Manuel de los Ríos. 

Lecciones elementales de Retórica y Poé- 
tica, por D. Angel María Terradiilos. 

Ejercicios de análisis , traducción y com- 
posición latinas. 

Colección de autores y trozo* selectos, 
mandada formar y publicar por el Go- 
bierno. 

Idem ue los PP. Escolapios. 

Geografía. 

Lecciones de Geogralia, por D. Francisco 
Verdejo Paez. 

Elementos de Geografía universal , por 
D. Patricio Palacio. 

Curso elemental de Geografía, por Don 
Bernardo Monreal y Ascaso, última edición. 

Historia general. 

Curso elemental de Historia, por D. Joa- 
quín Federico de Rivera. 

Compendio de Historia universal, por Don 
Juan Cortada. 

Manual de Historia universal, por D. Ale- 
jandro Gómez Rauera. 

/fisiona de España. 

La de D. Alejandro Gómez Ranera. 

Compendio de la Historia de España, por 
D. Manuel Ibo Alfaro. 

Historia de España, compendiado por Don 
Hermenegildo Hato y Hevia. 

Psicofojjta, lógica y ética. 

Curso de Psicología y Lógica, por D. Pe- 
dro Felipe Monlau y D. José María Rey. 

Psicología y Lógica, por D. Juan Manuel 
Orti y Lara. 

Lecciones de Lógica y de Filosofía moral, 
por D. Salvador Mestres. 

Etica, por D. Juan Manuel Orti y Lara. 


Elementos de Etica, por D. José María 

Rey. 

Lecciones de Lógica y de Filosofía moral, 
por D. Salvador Mestres. 

Lenguas vivas. 

Los libros que designen los profesores. 

Aritmética, álgebra hasta las ecuaciones de 

segundo grado, y principios de geometría. 

Elementos de Matemáticas, por D. Juan 
Cortázar. 

Elementos de Matemáticas, por D. Acis- 
clo Fernandez Vallin y Bustillo. 

Elementos de Matemáticas , por D. Joa- 
. quin Fernandez Cardin. 

Logaritmos. 

Tablas de Logaritmos, por D. Vicente- 
Vázquez Queipo. 

Física y nociones de Química. 

Curso elemental de Física y Química, por 
; Don Venancio González Valledor y D. Juan 
! Chavarri . 

Manual de Física y elementos de Química, 

¡ por D. Manuel Rico y D, Mariano Santis- 
i tébau. 

Manual de Física y nociones de Química, 
por D. Manuel Fernandez Figares. 

Nociones de Historia Natural. 

Manual de Historia natural, por ü. Ma- 
nuel María José de Caldo. 

Programa de un curso de Historia natu- 
ral, por D. Sandalio Pereda y Martínez. 

Elementos de Historia natural, por D. Mi- 
guel Ramos. 

Perfección del latín, 

Curso práctico de Latinidad, por ñ. Rai- 
mundo de Miguel. 

Compendio de Latinidad, por D. Pascual 
Polo. 

Principios geniales de literatura . 

Elementos de Literatura, por D. Pedro 
Felipe Monlau. 

Elementos de Literatura, por D. José Col! 
y Veiií. 

Para los ejercicios. 

La colección de Autores del Gobierno. 

Idem de ios PP. Escolapios. 

Trozos selectos, por D. Angel María Ter- 
radillos. 
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ESTUDIOS DE APLICACION Á LA AGRICULTURA 

INDUSTRIA y COMERCIO. i 

Dibujo lineal. 

Curso de dibujo lineal, por D. Isaac Yi- 
Uanueva. 

Elementos de dibujo lineal , de Geome- ¡ 
tría y Agricultura , traducidos del francés ! 
por D. Juan Bautista Peyronnet. 

Tratado teórico y práctico de dibujo con 
aplicación á las artes y la industria, por 
D. Mariano Borre! y Folch. 

Dibujo de adorno y topográfico. 

Dibujo de adorno, por A. Bilordeaux. 

Dibujo topográfico, por D. José Pilar Mo- 
rales. 

Dibujo topográfico, por D. Luis Mas y 
Cañadas. 

Topografía. 

Tratado de Trigonometría y Topografía 
por D. Juan Cortázar. 

Tratado de Trigonometría y Topografía, 
por D. Acisclo Fernandez Vallin y Bustillo. 

Curso elemental de Topografía, por Don 
Isidro Giol y Soldevdla y D. José Goyanes 
y Soidevilla. 

Nociones de Agricultura. 

Elementos de Agricultura teórico -prác- 
tica, por D. José Echagaray. 

Elementos de Agricultura teórico* prác- 
tica, por D. Antonio Blanco y Fernandez. 

Biblioteca del Ganadero y Agricultor, por 
D. Nicolás Casas de Mendoza. 

Nociones de Agrimensura. 

Guia práctica de Agrimensores y Labra- 
dores, por D. Francisco Verdejo Paez. 

Tasación de tierras, por D. Francisco 
Ruiz Rochera. 

Nuevo Agrimensor universal, por D. Jo- 
sé Francisco Soler. 

Química aplicadi á las artes. 

Las lecciones del profesor. 

Mecánica industria/. 

Curso de Mecánica aplicada á las artes, 
por D. Manuel María de Azofra. 

Manual de Mecánica aplicada á las artes, 
por D. Mariano Maimó. 

Aritmética mercantil. 

Guia manual del Comercio y de la Ban- 
ca, por D. Francisco Castaño. 


m 

El verdadero cambista, por D. Antonio 
Guillen. 

Aritmética mercantil, tomo primero , por 
D. Juan de Dios Navarro. 

Teneduría de libros. 

Manual de Teneduría de libros por par- 
tida doble, novena edición, por D. Felipe 
Salvador y Aznar. 

Teneduría de libros, por D. Francisco 
Castaño. 

Contabilidad racional, por D. Francisco 
Cazcarra. 

Prácticas de contabilidad. 

Las mismas obras de las dos asignaturas 
anteriores. 

Nociones de Geof rafia comercial. 

Geografía fabril y mercantil, por D. Már- 
cos García Malavear. 

Geografía industrial y comercial, por Don 
Fabio de la Rada y Delgado. 

Geografía comercial y estadística , por 

D. Gabino Epalza. 

Estadística comercial. 

Geografía comercial y estadística, por Don 
Gabino de Epaiza. 

Curso de Estadística elemental, por Don 
Fabio üe la Rada y Delgado. 

Curso de Geografía y Estadística indus- 
trial y mercantil, por ü. Mariano Carreras y 
González. 

Economía política. 

Curso de economía política, por D. Eu- 
sebio María del Valle. 

Curso de Economía política de Mr. Gar- 
nier, traducido por D. Eugenio de Oehoa. 

Tratado didáctico de Economía política 
por D. Mariano Carreras y González, 

Derecho Mercantil. 

Elementos de Derecho mercantil de Es* 
paña, por D. Mariano Carreras y González, 

Idem por D. Eustaquio Laso. 

Curso de Derecho mercantil, por D. Pablo 
González Huebra. 

Taquigrafía. 

La obra de Martí, pablicada por D. Sebas- 
tian Eugenio de Vela. . 

Manual completo de Taquigrafía, por Don 

E. R. Somoiinos. . 

Curso teórico-práctico de Taquigrafía, es- 
pañola por D. José Rivas Perez.» 
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La iista anterior fue aprobada como 
decirnos, por R. 0. de H de setiembre 
de 1807. Por la de 'íl del mismo mes 
se aprobaron las de libros para las Fa- 
cultades y Escuelas Especiales mandan- 
do tjue rigieran para el curso de aquel 
año. Son las siguientes: 

FACULTAD DE FILOSOFIA Y LETRAS. 

Principios generales de Literatura con 
aplicación á la española. 

Elementos filosóficos de Literatura, por 
D. Isaac Nufiez de Arenas. 

Sumario de las lecciones de un curso de li- 
teratura general y principalmente española, 
por I). José Vicente Fillot. 

Elementos de Literatura, por D. José Col I 
y Velií- 

Geografa Histórica. 

Nuevo tratado de Geografía universal, por 
D. A Sanche/. Ruslamante. 

El de D. José María Anchoriz, para el co- 
nocimiento de la Geografía é Historia an- 
tigua. 

Lengua griega. 

La Gramática que designe el profesor: 
Para la Traducción. 

Lectiones grac.e, a I). Lázaro Bardon. 

Curso de análisis y traducción griega, por 
don Canuto Alonso Ortega. 

Manual práctico d 1 lengua griega, por don 
Raimundo González Andrés. 

Literatura latina. 

Manual histórico crítico de la Literatura 
latina, por I). Angel María Terradillos. 

Lecciones de Literatura latina, por don 
Jacinto Díaz, 

Historia de la Literatura latina, por don 
Martin Villar y Garda. 

Para el conocimiento de los autores. 

La colección dd Gobierno. 

Preceptistas latinos, por D. Alfredo Adolfo 
Cainus, 

Trozos selectos, por U. Angel María Ter- 
radiilos. 

Historia universal. 

Las lecciones de los profesores. 

Literatura griega. 

Literatura griega, por D. Bráulio Foz. 

Breve exposición de la literatura griega, 
por D. Raimundo González Andrés. 


Para el conocimiento de los autores. 

Chrestomathia griega, por D. Antonio 
Bergnes de las Casas. 

Coiecciou de trozos escogid s, publicada 
en Valencia sin nombre de autor en 1847. 

Selecta ex optimis g r aecis auctoribus ad 
usum scbolarum socielatis Jesu, impresa en 
Madrid por H. Ensebio Aguado. 

Estudios superiores de Psicología y Lógica. 

Elementos de Filosofía especulativa, por 
Prisco, t rnc 1 1 cidus do la segunda edicmu por 
don Gahiim Tejado, 

Curso completo de Filosofía elemental, 
por ü. Agustín Gutiérrez. 

Estudios superiores de Metafísica y Ética. 

Elementos de Filosofía especulativa , por 
Prisco, traducidos de la segunda edición por 
don Gu bino Tejado. 

Curso completo <le Filosofía elemental, por 
don Agustín Gutierre?. 

Lo Absoluto, por D. Ramón Campoamor. 

Historia de España. 

El texto que designe el profesor. 

Lengua hebrea. 

La Gramática que señale el profesor. Para 
los ejercicios, Biblia hebraica de Leipsick, 
cuarta edición. 

Lengua árabe. 

La Gramática que designe el profesor. Para 
los ejercicios, t rozos do traducción á elección 
del mismo profesor. 

Literatura española. 

Tiknor, traducido y anotado por D. Pas- 
cual Gayangos y l>. Enrique Yedia. 

Manual de Literatura, por D. Antonio Gil 
y Zarate. 

Arle de hablar en prosa y verso, por don 
José Gómez Hermosilla. 


FACULTAD DE CIENCIAS. 

Complemento del álgebra , geometría y tri- 
gonometría rectilínea y esférica. 

Tratado de Algebra, Geometría y Trigo- 
no:; elrin, por D. Juan Corlazar. 

Mein id., por Mr. Bourdon, traducido del 
francés. 

Idem id., por Mr. Cirodde, traducido del 
francés. 
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Para ejercicios. 

Ejercicios, problemas y disensiones sobre 
diversas parles de tas Matemáticas elemen- 
tales, por D. Mam, el María Barbery. 

Química general. 

Tratado de Química general, por D. An- 
tonio Casares. 

Lecciones elementales de Química gene- 
ral, por D. Ramón Torres Muñoz de Luna. 

Curso de Q nunca general, arreglado á las 
explicaciones de D. Vicente Santiago de Mar- 
sanan, por D. José Perez Morales y don 
Benito Ttunayo. 

Mineralogía. 

Manual de Mineralogía, por D. Felide Na- 
ranjo y Garza. 

Tratado elemental de Mineralogía, por 
Mr. Bernia nt. 

Nuevos elementos de Mineralogía de Brard, 
por Guillebot. 

Botánica. 

Curso de Botánica, por D. Miguel Col- 
meiro. 

Manual de Botánica descriptiva, por don 
Vicente Cutanda y D. Mariano del Amo (para 
los ejercicios prácticos de clasificación.) 

Elementos ríe Botánica y Fisiología vege- í 
tai, por Mr. Aquíles Ricbart. 


Cálculos. 

Tratado de Cálculo diferencial é integral, 
por Navier, traducido por D. Eugenio de lá 
Cámara. 

Idem id. de Roucharlat, traducido por 
R. Jerónimo del Campo. 

Idem id. , por I). Fernando Garcia San 
Pedro. 

Geometría descriptiva. 

Tratado de *“ Geometría descriptiva, ñor 
Mr. Derov. 1 ’ r 

Idem id., por M Adlu-mar. 

Idem, id., per Mr. Valide. 

Química inorgánica. 

Tratado de Química de Air, Regnaul, tra- 
ducido por I). Gregorio Venid. 

Idi mi id., por MM. Pelouce y Freiriv. 

Idem id., por Air. Cahours , traducido por 
D. Ramón Ruiz. 

Quimica orgánica. 

Tratado de Química orgánica, por J. Lie— 
big , traducido por D, Rafael Saez Palacios 
y D. Carlos Fei rari. 

ídem id., por Air. Gerbard. 

Idem id., por MAL Pe- lotice y Frerny. 

Mecánica. 

El texto que designe el profesor. 

Geodesia. 


Geometría analítica. 

Tratado de Geometría analítica , por don 
Juan Cortázar, 

Idem id., por Mr. Lefebnre de Tourev. 

Idem id,, por D. Agustín Gómez de Santa 
María. 

Ampliación de la física. 

Manual de Física, por D. Eduardo Rodrí- 
guez . 

Tratarlo de Física, por D. Fernando San- 
tos de Castro. 

Idem id, , por Air. Gnnot, traducido por 
D. José Perez Morales. 

Cosmografía. 

El texto que designe el profesor. 

Zoología. 

Tratado de Zoología, por D. Laureano 
PfirBz A rcíis 

Elementos de Zoología, por MM. Alilne 
Edwards y Aquíles Coinle , traducido por 
D. Pedro Bariuaga. 


E! texto que designe el profesor. 

Prácticas de química. 

Tratado elemental de Química analítica, 
por D. Uno Pem cías y Fornesa. 

Tratado práctico de Análisis química de 
aguas, ¡ior D. Antonio Casares. 

Ampliación de la Mineralogía. 

Elementos de Mineralogía , por D. Felipe 
Naranjo v llarza. 

Tratado de Mineralogía , por Air. Du- 
fresnoy. 

Organografia y Fisiología vegetal. 

Curso de Botánica, tomo primero, por don 
Mi míe! Colmeiro. 

Introducción al estudio de la Botánica, por 
Alpli. de Candoile. 

Elementos de Fisiología vegetal compara- 
da, por Mr. CharpenUers. 

Zoografa de vertebrados. 

Sistema de Jos vertebrados, por Carlos 
Luciano Bonaparle, príncipe de Canino. 
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Familias naturales del reino animal, por 
Mr. Latreílle. 

Reino animal (parte relativa a los verte- 
brados), por Mr. Cuvier. 

Zoografa de invertebrados. 

Familias naturales del reino animal, por 
Mr. Latreille. 

Reino animal (parte relativa á los inverte* 
brados),por M. Cuvier. 

Historia natural (le los invertebrados, por 
Mr. Lamarck. 

Fitografía. 

Curso de Botánica, tomos segundo y ter- 
cero, por D. Miguel Coímeiro. 

Manual de Botánica descriptiva, por don 
Vicente Cutanda y D, Mariano del Amo. 

Flora compendiada de Madrid y su pro- 
vincia, por don Vicente Cutanda. 

Geografía botánica. 

Curso de Botánica, tomos segundo y ter- 
cero por*D. Miguel Coímeiro. 

Geografía Botánica i azonada, por Mr. de 
Candolle. 

ídem, id,, por Alph de Candolle. 

Anatomía comparada. 

El texto que designe el profesor. 

Logaritmos . 

Tabla de Logaritmos, por D. Vicente Váz- 
quez Queipo. 

Idem, id., por D. Ezequiel Calvet y don 
José Bonet. 

Idem, id., por Mr. Vega. 


FACULTAD DE FARMACIA. 

Botánica farmacéutica. 

Flora médico-farmacéutica abreviada , por 
D. Pedro Basagaña. 

Jiiateria farmacéutica mineral y animal. 

Programa y resúmen de las lecciones de 
Materia farmacéutica mineral y animal, por 
don Mariano del Amo. 

Tratado de materia farmacéutica, por don 
Manuel Jiménez. 

Historia natural de las drogas simples, por 
Guibour, traducida por D. Ramón Ruiz. 

Materia farmacéutica correspondiente á 
partes y productos vegetales. 

Tratado de materia farmacéutica, por don 
Manuel Jiménez. 


Historia natural de las drogas simples, por 
Guibourt, traducida por D. Ramón Ruiz. 

Farmacia quimico-tnorgánica. 

Tratado de Farmacia operatoria, por don 
Raimundo Fors. 

Tratado de Farmacia experimental , por 
D. Manuel Jiménez. 

Curso completo de Farmacia, por Mr. Le 
Canu, traducido. 

Farmacia quimico-organica. 

Curso completo de Farmacia, por Mr. Le 
Canu; traducido. 

Tratado de Farmacia teórico-práctica, por 
Mr. Soubeiran, traducido. 

Tratado de química orgánica, por Lr. Lie- 
big, traducido. 

Práctica de operaciones farmacéuticas. 

Las obras señaladas para la Farmacia quí- 
mico-inorgánica y para la Farmacia quími- 
co-orgánica. 

La Farmacopea hispana. 

Ejercicios prácticos de determinación y cla- 
sificación de objetos de materia farma- 
céutica y plantas medicinales . 

Flora Médico-farmacéutica abreviada, por 
D. Pedro Basagaña. 

Programa y resúmen de las lecciones de 
Materia farmacéutica mineral y animal, por 
D. Mariano del Amo. 

Tratado de materia farmacéutica, por don 
Manuel Jiménez. 


FACULTAD DE MEDICINA. 

Anatomía descriptiva. 

Tratado de Anatomía general y descripti- 
va topográfica, por D. Lorenzo Boscasa. 

Tratado de Anatomía descriptiva, por 
Sappeis en castellano. 

Nuevo tratado de Anatomía descriptiva, 
por Jamain en castellano. 

Elementos de Anatomía general. 

Manual de Anatomía general, por Van 
Kempeu, en castellano. 

Tratado completo de Anatomía general, 
por Heule en castellano. 

Elementos de fisiología. 

Tratado elemental de Fisiología humana, 
por Beclard, en castellano. 

Ensayo de antropología, por D. J. Varela 
Montes. 
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Compendio de Fisiología, por Muller, en 
castellano. 

Elementos de patología general. 

Tratado elemental de Patología general y 
Anatomía patológica, por D. F. de P. Folch 
yAmich. 

Tratado completo de Patología general, 
por Chomel, en castellano, 

Patología general médico-quirúrgica, por 
Gerdi, en castellano. 

Anatomía patológica. 

Manual de Anatomía patológica , por don 
Manuel José de Porto. 

Tratado elementa! de Anatomía general y 
Anatomía patológica, por D. F. de P. Folch 
y Amich. 

Elementos de higiene privada. 

Elementos de Higiene privada, por don 
P. F. Monlau. 

Tratado completo de Higiene pública, por 
Levv, en castellano. 

Manual de Higiene , por Foy, en caste- 
llano. 

Higiene pública. 

Elementos de Higiene pública, por don 
P. F. Monlau. 

Tratado completo de Higiene pública, por 
Levy, en castellano. 

Elementos de terapéutica. 

Tratado de Terapéutica y Materia médica, 
por Trousseau y Pidoux, en castellano. 

Tratado de Terapéutica general , por don 
A. Coca y Cirera. 

Tratado elemental de Terapéutica médica, 
por Martinet, en castellano. 

Elementos de farmacología. 

Manual de Materia médica , por Milne 
Edwards y Vavasseur, en castellano. 

Curso de Materia médica y Farmacología, 
por Foy, en castellano. 

Elementos de Terapéutica y Materia mé- 
dica, por D. R. Capdevila. 

Arte de recptar . 

Arte de recetar ó Formulario práctico, por 
D. J. B. Fosi. 

Arte de recetar, por Trousseau y Reved, 
castellano 

Nuevo tratado del arte de recetar , por don 

A. Rosell. 

Patología quirúrgica. 

Tratado de Patología quirúrgica , por Ne- 
laton , en castellano. 


Tratado de Patología externa y Medicina 
operatoria , por Nidal de Cassis , en caste- 
llano. 

Tratado de Cirugía, por Chelieus, en cas- 
tellano. 

Operaciones. 

Resúmen de Cirugía, por D. D. Argu- 
mosa. 

Manual de Medicina operatoria , por Mal- 
gaine, en castellano. 

Tratado de operaciones quirúrgicas , por 
D. Cárlos Quijano López Malo. 

Apósitos y vendajes. 

Elementos del arte de los apósitos , por 
Nieto y Mendez Alvaro. 

Tratado completo de vendajes, apósitos y 
curas, por Gerdi, en castellano. 

Manual inográfico de vendajes, apósitos y 
aparatos, por Goffres, en castellano. 

Clínica quirúrgica. 

Estudios Clínicos de Cirugía, por don 
A. Mendoza. 

Lecciones orales de Clínica quirúrgica, de 
Dupuytren, en castellano. 

Manual de clínica quirúrgica, por Taver- 
nier, en castellano. 

Patología médica. 

Tratado elemental de Patología médica, 
por í). J. Drumen. 

Tratado teórico y clínico de Patología in- 
terna, pnr Gintrac, en castellano, 

Tratado elemental y práctico de Patología 
interna, por Grissolle, en castellano. 

Clínica médica. 

Clínica médica, por Trousseau, en caste- 
llano. 

Tratado completo de Medicina práctica, 
por Hufeland , en castellano. 

Tratado elemental de clínica y Patología 
médica, por Martinet, en castellano. 

introducción al estudio de la clínica. 

Prolegómenos de clínica médica , por Ig- 
nacio At.meller. 

Preliminares clínicos, por F. Janet. 

Obstetricia. 

Tratado elemental y práctico del arte de 
los partos, por Scanzoni, en castellano. 

Tratado práctico de los partos, por Mo- 
reau, en castellano. 

Tratado práctico del arte de partear, por 
Chailly, en castellano. 
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Clínica de obstetricia. 

Clínica tocológica . por D. F. Alonso 

^Lecciones clínicas He las enfermedades He 
la mujer, por Gaming S. Bebford, traduci- 
das por el Dr. D. Rogelio Casas de Batista. 

Enfermedades de mujeres y niños. 

Tratado elemental de las enfermedades 
de mujeres y niños, por Fabre y D‘Huc. 

Enfermedades especiales de las mujeres. 

Tratado completo de las enfermedades de 
las mujeres, por D. J. Arce y Luqoe. 

Tratrado elemental de las enfermedades 
de las mujeres, por Oms y Oriols. 

Tratado práctico de las enfermedades de 
ios órganos sexuales de la mujer por Scan- 
zoni, en castellano. 

Enfermedades especiales de los niños. 

Tratado teórico-práctico de las enferme- 
dades de los niños, por Bonchut, en caste- 
llano. 

Tratado práctico de las enfermedades de 
los niños por Barrier, en castellano. 

Tratado completo délas enfermedades de 
los niños, por Schuizer y Wolff, en caste- 
llano. 

Elementos de medicina legal. 

Tratado de medicina legal, por D. R. Ter- 
rer y Garcés. 

Elementos de Medicina y Cirujía legal, ar- 
reglados á la legislación española, por Peiró 
y Rodrigo. 

Elementos de Toxicologia. 

El texto que señale el profesor. 

Ampliación de la Patología general y de 

la anatomía patológica, con ejercicios 

prácticos y aplicación del microscopio. 

El texto que señale el profesor. 

Ftsologia experimental. 

El texto que señale el profesor. 

Anatomía Quirúrgica. 

Manual de Anatomía quirúrgica, por Mil- 
ne Edwards, en castellano. 

Tratado elemental de Anatomía quirúrgi- 
ca, por D. J. Creux y Manso. 

Tratado de Anatomía quirúrgica, por Mal* 
gaigne, en castellano. 

Ampliación de la terapéutica. 

El texto que señale el profesor. 


Ampliación de la farmacología. 

El texto que señale el profesor. 
Hidrología médica. 

Apuntes hidrológicos, por D. Antonio Ber- 
zosa. 

Embriología. 

El texto que señale el profesor. 


FACULTAD DE DERECHO. 

Prolegómenos del derecho. 

Prolegómenos del derecho, por D. Pedro 
Gómez de la Serna. 

Nociones fundamentales del Derecho, por 
D. Cirilo Alvarez Martínez. 

Prolegómenos del Derecho, por D. Carme- 
lo Miguel. 

El catedrático explicará con mayor deten- 
ción los principios fundamentales del Dere- 
cho, para lo cual se recomienda el derecho 
natural fundado en los hechos, por el P. Ta- 
parelli. 

Historia del Derecho romano. 

Historia de las Legislaciones romanas des- 
de su origen hasta las legislaciones moder- 
nas, por Mr. Ortolan traducida por D. Ricar- 
do R. de la Cámara. 

Introducción histórica al estudio de De- 
recho romano, por D. Pedro Gómez de la 
Serna. 

Lecciones de historia de la Legislación 
romana, por D. José María Antequera. 

Instituciones de Derecho romano. 

Curso histórico exegético de Derecho ro- 
mano comparado con el español, por don 
Pedro Gómez de la Serna. 

Instituciones romano-hispana? ad ussum 
tironum hispanorum ordinatae, opera Joan- 
nis Sala praepositi Valentini. 

ínstitulioDum imperialñmi, libri IV, Ar- 
nolfli Vinnii J. C, nolis ilustrad: accedunt in 
eosdem libros, J. Golllieb Heinecii; J. C. Re- 
cita ¡ion es ct svmtagmatis antiquitaturn ro- 
mnnornm compendium suis locis particula- 
tim appositum. 

El Catedrático que adopte este último texto 
deberá hacer notar á sus discípulos las va- 
riantes del Derecho romano con el español 
en los puntes principales. 

Economía política. 

Curso de Economía política, por D. Ense- 
bio María del Valle. 
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La enseñanza del Derecho político será 
precedida de lina introducción histórica du- 


Economía política ecléctica, por D. Manuel 
Colmeiro. 

Principios de economía polí'ica de Mon- 
sieur Garnier, por D, Eugenio de Ochoa, se- 
gunda edición. 

Estadística. 

Elementos de Estadística de Morcan de 
Jonnes, traducido por í). Ignacio Andrés y 
D. Casimiro Pío Garhnyo. 

Tratado de Estadística, por M. P. A, Du- 
jan, traducido por Caroche y Sierra. 

Curso de Estadística elemental, por don 
Fabic» de la Rada y Delgado. 

Reseña histórica de los Códigos españoles. 

La reseña histórica de la Legislación es- 
pañola que precede a' los elementos de De- 
recho civil y penal de España, por los Doc- 
tores D. Pedro Gómez de la Serna y D. Juan 
Manuel Monlalban; sexta edición, 1861. 

Lecciones elementales de historia del De- 
recho español, por el Doctor D. Salvador del 
Viso. 

Historia de la legislación española, por 
D. José Antequera. 

Derecho civil español , común y foral. 

Elementos del Derecho civil y penal de Es- 
paña, por los Doctores D, Pedro Gómez de 
la Serna y D. Juan Manuel Montalban, sexta 
edición. 

Lecciones elementales del Derecho civil 
de España, por el Doctor D. Salvador del 
Viso. 

S;da novísimo, ó nueva ilustración de] De- 
recho Real de España, por D. Joaquín Ro- 
mero Gu izo. 

El catedrático que elija cualquiera de las 
dos últimas obras deberá hacer notar á sus 
discípulos las reformas posteriores a su pu- 
blicación y las diferencias principales entre 
la legislación común y las fonales. 

Prolegómenos, noticia délas codificaciones 
é instrucciones de derecho canónico. 

Inst.it, utionum cnnonicarum libri III, auc- 
tore Julio Laurentio Selvagio. 

Jnst.it.utiones de Derecho canónico, por el 
Doctor D. Pedro Benito Gohnnvn. 

Joannis Devoti Anansensis Episcopi insti- 
tutionum canoDicarum, libri IV, novissima 
editio. 

Derecho político. 

Elementos del Derecho político y adminis- 
trativo de España, por D. Manuel Col- 
meiro. 

Principios de Derecho político, por don 
Agustín María de la Cuadra. 


rante el primer mes, en la que por lo que se 
refiere á los reinos d t; León y Castilla servi- 
rá de texto la obra que sobre su const.ii.u- 
bion escribió el misino D. Manuel Col- 
ineiro. 

Derecho administrativo. 

Derecho administrativo español, por don 
Manuel Colmoíro. 

Elemento del Derecho administrativo espa- 
ñol, por D. Manuel Oriiz de Zimina. 

Instituciones del Derecho administrativo 
español, por D. Pedi o Gómez de la Serna. 

Derecho mercantil. 

Curso del Derecho mercantil, por el Doc- 
tor D. Pablo González Huebra. 

Instituciones del Derecho mercantil de 
España, por D. Ramón Martí de Eixalá, 

¡ cuarta edición, adicionada por D. Manuel 
I Duran y Bas. 

Elementos del Derecho mercantil , por 
D. Eustaquio Laso. 

Derecho penal. 

Código penal espNcado, por D. José de 
Castro y Orozco y D. Manuel Ortiz de Zu- 
ló i ga. 

Elementos del Derecho pena! de España, 
por los doctores D. Pedro Gómez de la Ser- 
na y D. Juan Manuel Montalban. 

Instituciones dd Derecho penal español, 
i por el Dr. D. Juan Domingo Aramburu y 
Arregui. 

Ampliación del derecho civil y códigos es - 
pañoles. 

Digestión Rnmnnn-hispnmim a D. Joan- 
nis de Sala. Códigos ó estudios fundamenta- 
les sobre Derecho civil español, por D. Be- 
nito Gutiérrez y Fernandez. 

Estudios de ampliación de la historia de 
los Códigos españoles y de sus ínslitmuqnes 
sociales, civiles y políticas, por D. Domingo 
Ramón Domingo. 

Teoría de los procedimientos judiciales. 

Práctica general forense, de D. Manuel 
Ortiz de Zúñiga; cuarta edición.. 

Tratado académico forense de procedi- 
mientos, por los doctores D. Pedro Gómez 
de la Serna y D. Juan Manuel Montalban. 

Instituciones prácticas ó curso elemental 
de práctica forense, por D. Juan María Ro- 
dríguez. 
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Ampliación del derecho mercantil. 

Las obras designadas para ios elementos 
de esta asignatura. 

Ampliación del derecho penal. 

El Código pena! concordado y comentado, 
por D, Joaquín Francisco Pacheco. 

Oratoria forense. 

EJ texto que designe el profesor. 

Disciplina eclesiástica. 

Eclesiastic® disciplinas lectiones á D. Vin- 
centio de la Fuente. 

Disciplina eclesiástica genera! de Oriente 
Occidente, la particular de España y última 
el Concilio de Trento, por D. Juan Julián 
Caparró. 

Historia de la Iglesia, concilios generales y 
particulares de España. 

Historia eclesiástica, por el Dr. D. Juan 
Bautista Palma. 

Historia eclesiástica del Barón Henrion, 
traducida por el R. P. Buldú. 

Derecho de las decretales ó ampliación del 
derecho canónico. 

El texto que designe el profesor; recomen- 
dándose las obras de Berardi y Benedic- 
to XIV. De synodo dicaecesana. 

Juicios y procedimientos eclesiásticos. 

El texto que designe el profesor. 

Hacienda pública. 

Curso de instituciones de Hacienda pública 
de España, por D. Eustaquio Toledano. 

Derecho político comparado . 

Constituciones vigentes de los principales 
Estados de Europa, por D, Hilario Abad y 
Aparicio y D. Rafael Coronel y Ortiz.. 

Historia de las relaciones políticas , diplo- 
máticas y comerciales de España con las 
demás naciones 

El texto que designe el profesor. 

Derecho mercantil comparado. — Legislación 
de aduanas. 

El texto que señale el profesor. 


FACULTAD DE TEOLOGIA. 
Fundamentos de la religión. 

El tratado de religión del P. Perrone. 


| Traetatus de vera religione, auctore Ludo- 

j vico Baiily. 

j Instituciones Teologic®,á Fr. Francisco 
Puig et Francisco Xarrie. 

Lugares teológicos. 

De Loéis Theologicís , auctore Melchiore 
i Cano. Los tratados de Lugares teológicos de 
¡ las obras de Charmes y Perrone. 

Instituciones de Teología dogmática. 

Praelectiones Theologic®, auctore P. Per- 
rone S. J. 

Theología universalis, auctore P. Thomas 
ex Charmes; edicior. de Madrid. 

Instituciones Theologic®, auctore J. B, 
Bouvier, Episcopo cenomanense. 

Teología moral. 

Compendium salmaticense , sive universas 
Theologi® morales quoestiones, auctore P. 
Antonio y S. Josepho; sétima edición. 

Universas Theologi® moralis accurata com- 
plexio, auctore P. Fulgencio Cuniriati. 

Compendio de Teología moral de S. Alfon- 
so María Ligorio, por Pedro Scavini. 

Oratoria sagrada. 

Estudios sobre la Elocuencia sagrada, por 
D. Manuel Muñoz y Garnica. 

Lecciones de Oratoria sagrada, por el doc- 
tor D. Manuel Martínez Sanz, 

Manual de Oratoria sagrada , por D. Joa- 
quien Rubio y Ors. 

Sagrada escritura. 

Para la parte hermenéutica , ó sean las 
reglas generales de la interpretación. 

Hermenéutica sacra, seu iutroductio in 
omnes et singulos libros Veteris ac Novi f®- 
derisáJ. IL Janssens. 

Introducción á la Sagrada Escritura, por 
el P. Bernardo Lamy, 

Introducción histórica y crítica á la Sa- 
grada Escritura, por B. Glaire, traducida 
del francés al castellano. 

Para la parte exegética , ó sea la misma 
interpretación. 

Dilucidationes selectarum, Sacr® Scriptu- 
r® qu®stionum auctore F. Martino Woters. 

Jacobi Tirini in universam S. Scripturam 
comentarius. 

P. J. Stephani Menuchii Comentarius to- 
tius S. Scriptur®. 

El catedrático señalará los capítulos del 
Sagrado Texto que se han de interpretar 
con el auxilio de los expresados comenta- 
dores. 
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Derecho canóntco universal y particular de 
España. 

Los autores señalados para esta asignatu- 
ra en la Facultad de Derecho. 

Historia y disciplina general de la iglesia 
y particular de la de España. 

Las obras señaladas para esta asignatura 
en la Facultad de Derecho. 

Lengua hebrea. 

Los autores designados para esta asigna- 
tura en la Facultad de Filosofía y Letras. 

Lengua griega. 

Las obras designadas para esta enseñanza 
en la Facultad de Filosofía y Letras. 


ESCUELA DE INGENIEROS INDUS- 
TRIALES. 

Física industrial. 

Física aplicada, por Mr. Pedet. 

Tratado de la electricidad, por D. Manuel 
Fernandez de Castro. 

Estereotomia. 

Tratado de la Estereotomia, por Mr. Leroy. 
Idem id,, por Adhemar, 

Manual del Ingeniero, por ¡D. Nicolás 
Valdés. 

Mecánica industrial 

Mecánica industrial, por Mr. Poucelet. 
Aplicación de la mecánica á las máquinas, 
por A. Taffe. 

Manual del Ingeniero, por D. Nicolás 
Valdés. 

Construcciones industriales. 

Tratado de Construcciones industriales, 
por Mr. Dernannet. 

Manual del Ingeniero , por D. Nicolás 

Valdés. 

Máquinas de vapor. 

El texto que designe el profesor. 

Construcción de máquinas. 

El texto que designe el profesor. 

Análisis química. 

Análisis química, por D. Lino Peñuelas y 
Fornesa. 

Idem id,, por H Rose. 

Idem id. de aguas, por D. Antonio Ca- 
sares, 


Química inorgánica aplicada. 

Quimica inorgánica, por D. Ramón de 
Manjarrés. 

Química aplicada por Mr. Payen. 

Idem id. á las artes, por Mr. Dumas. 

Tintorería y artes cerámicas. 

Artes cerámicas, por Mr. Broguíarte. 

Idem id., por MM. Salvetal y Saint Julien. 
Química aplicada á la tintorería, por Mon- 
sieur Persoz. 

Economía política y legislación industrial. 
El texto que se designe el profesor. 
Dibujo lineal. 

Tratado teórico-práctico de dibujo, por 
D. Mariano Borrel y Foich. 

Idem id., por D. ísaac Villanueva. 

Idem id. de geometría y Agrimensura, por 
D, Juan Bautista Peironet. 

Logaritmos. 

Las tablas de D. Vicente Vázquez Queipo 

ESCUELA DE ARQUITECTURA. 
Geometría descriptiva. 

Tratado de Geometría descriptiva, por 
Mr. Olivier. 

Idem id., por Mr. Adhemar. 

Idem id., por Mr. Vallée. 

Geometría analítica. 

Tratado de Geometría analítica, por Mon- 
sieur Lefébure de Fourey. 

Idem id., por D. Juan Cortázar. 

Idem id., Zorraquin. 

Cálculos diferencial i integral. 

Tratado de cálculo diferencial é integral, 
por Mr. Navier, traducido por D. Eugenio 
de la Cámara. 

ídem id., por Mr. Boucharlat , traducido 
por D. Jerónimo del Campo. 

Idem id., por D. Fernando García San 

Pedro. 

Topografía. 

Tratado de Topografía, por D, isidro Giol 
y Soldevilla y D. José Goyanes y Soldevilla. 
Idem id., por D. Rafael Clavijo 

Idem id., por D. Mariano Carrillo de Al- 
bornóz. 

Mecánica. 

Tratado de mecánica, por D, Fernando 
García San Pedro. 
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Idem id,, por Mr. Poisson , traducido del 
francés por D. Jerénuno riel Campo, 

Idem id., P ,r B-tucharlat. 

Mecánica aplicada. 

Tratado de mecánica aplicada, por D. Ce- 
lestino dd Piélago. 

Idem id., por Mr. Tourvier. 

Esttorotomia. 

Tratado de Estereolomía , por Mr. Ad- 
hemar. 

Idem id , por Mr. Lervy. 

Manual del Iügeuiero, por D, Nicolás 
Valdés. 

Construcción. 

Manual del Ingeniero , por D. Nicolás 
Valdés. 

Idem id., por Mr. Demannet. 

Elementos de construcc on aplicada á la 
Arquitectura civil, por Mr. Brognis 

Elementos de teoría del arte y composición. 

Elementos de teoría del arte y composi- 
ción, por Mr. Reinand. 

Mineralogía y química. 

Tratado do Mineralogía y Química, por 
D. -luán Cliavarrí. 

Manual de Mineralogía, por D. Felipe Na- 
ranjo y Garza. 

Elementos de Optica, Acústica é Higiene 

Tratado de Optica, Acústica é Higiene 
aplicadas á la Arquitectura, por Mr. L‘Acliet. 

Legislación. 

Arquitectura legal , por D. Mariano Calvo 
y Pereira. 

Composición. 

Composición, por Mr. Violet, 

ESCUELA DIPLOMÁTICA. 

A falta de 1 bns de texto sirven las leccio- 
nes tic los Catedráticos. 


por los Doctores D, Pedro Gómez de la Ser- 
na y D. Juan Manuel Monlalban 

Sala novísimo, ó nueva ilustración del De- 
recho Real de España, por D. Joaquín Ro- 
mero Guízo. 

( Para el Derecho mercantil y penal.) 

Los mismos autores señalados para la Fa- 
cultad de Derecho. 

El catedrático señalará á los alumnos las 
materias que tengan en estas asignaturas re- 
lación con la carrera del Notariado. 

Instrumentos públicos. 

Biblioteca de escribanos, por D. Manuel 
Ortiz de Zúñiga. 

Tratado elemental sobre el otorgamiento 
de instrumentos públicos, por D. Juan Ig- 
nacio Moreno. 

Elementos teórico-prncticos de instru- 
mentos públicos y sus formularios, por don 
Antonio de las Casas y Moral. 

Actuaciones judiciales. 

Biblioteca de Escribanos, por D. Manuel 
Ortiz de Zúñiga: quinta edición. 

Tratado a endémico -forense de los proce- 
dimientos judiciales, por los Doctores don 
Pedro Gómez de la Serna y D. Juan Manuel 
Montalban. 

Instituciones prácticas, ó curso elemental 
de práctica forense, por D. Juan María Ro- 
dríguez. 

ESCUELA DE VETERINARIA. 

Anatomía. 

Anntomia descriptiva de los animales do- 
mésticos, por D. JoséQuiroga y González. 

Elementos de Veterinaria (tomo prime- 
ro), por D. Nicolás Casas y D, Guillermo 
San Pedro. 

Anatomía general íohra de consulta), por 
D. Francisco Ortego y Navar. 

Exterior de los animales. 

Exterior de los animales, por D. Nicolás 
Casas. 


ESCUETA DEL NOTARIADO. 

Nociones del Derecho civil , mercantil y 
penal de España. 

(para derecho civil.) 

Biblioteca de Escribanos, 6 Tratado Teóri- 
co-práctico pa; a la enseñanza de los asu- 
rantes al Notariado , por D. Manuel Ortiz de 
Zúñiga, quinta edición. 

Elementos del Derecho civil de España, 


Fisiología 

Casas. 


Fisiología. 

veterinaria , por D. Nicolás 


Elementos de Veterinaria, por D. Nicolás 
Casas y D. Guillermo San Pedro. 

Higiene. 


Higiene veterinaria por D. Nicolás Casas. 
Idem, id., por D. José María Giles. 

Idem id. militar, por D. Guillermo San 
Pedro. 
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Materia médica. 

Farmacología veterinaria, por D Ramón 
Lloren te. 

Terapéutica y materia médica, por don 
José María Estarrona. 

Formulario universal de Veterinaria, por 
D. Nicolás Casas. ' 

Terapéutica. 

Generalidades de Patología y Terapéutica, 
por L). Ramón Llórente 

Terapéutica y materia médica, por don 
José María Estarrona. 

Terapéutica, l'alaiogía en casos do vene- 
no y Tuxicologíu, por D. Juan Automo Sainz 
y Rozas. 

Patología general. 

Generalidades de Patología y Terapéutica, 
por D. Rvimou Llórenle. ! 

Patología y Terapéutica generales , por í 
Mr. Ruinan (inducido al español.) i 

Patología veterinaria, por D. Carlos Ri- j 
sueño. j 

Cirugía. 

Cirugía veterinaria, por Mr. Brcgnier (tra- 
ducido). 

Terapéutica mecánica, por D. Antonio 
Santos. 

Arte de herrar. 

Arte de herrar, por D. Nicolás Casas. 

Tratado completo de herrar y forjar, por 
Mr. A. Rey (traducido por Tellez y Gallego). 

Terapéutica mecánica , por D. Antonio 
Santos. 

Medicina legal. 

Medicina legal veterinaria, por D. Juan 
Antonio Sainz y Rozas. 

Exterior de los animales domésticos, por 
D. Nicolás Casas. 


nuel Rho Sínobas \ D. Mariano Santisléban. 

Historia natural. 

Historia natural, por D. Benito García de 
los Santos. 

Idem veterinaria , por D. Fernando San 
Pedro. 

Manual de Mineralogía y Botánica, por 
D. Miguel Boseh. 

Agricultura. 

Agricultura aplicada á la veterinaria, por 
D. José Fcliegaray, 

Biblioteca (H ganadero y agricultor (te- 
mo por 1). [Nicolás Casas. 

Zootecnia. 

Tratado de Zootecnia, por D. José Eche- 
garay._ 

Biblioteca del Ganadero y agricultor (to- 
mos l.°, 2. J , 3.° y 4. u j, por ü. Nicolás Casas. 


ESCUELA DE COMERCIO. 

Reseña histórica de comercio. — Nociones 
de derecho internacional mercantil . — 
Conocimiento de efectos de comercio pú- 
blicos y privados ae las principales na- 
ciones. 

Las lecciones del profesor. 

Conocimiento teórico-pi áctico de los ar- 
tículos que son mas generalmente objeto 
de comercio. 

Tratado de los productos naturales y ar- 
tículos fabricados del reino mineral , por 
D. Constantino Sacz de Monloya. 

Idem de los productos vegetales y anima- 
les, por D. Luis María Llor y Suarez. 


ESCUELAS DE NÁDTICA. 


Derecho veterinario mercantil. 

Exterior de los animales domésticos, por 
D. Nicolás Casas. 


Historia de la Veterinaria. 


Historia y Bibliografía veterinaria, por 
don Ramón Llórente. 


Física y química. 

Elementos de Física y Química , por don 
Miguel Ramos i 

Elementos de Física y Química, por don , 
Venancio González Valledor y D. Juan Cha - j 


varri. 

Manual de Física y Química, por D. 


Ma- 


Matemáticas. 

Elementos de Matemáticas, porD. Acisclo 
Fernando Val lin y Bustillo. 

Idem id., por D. Joaquín Fernandez Cardin. 
Compendio de Matemáticas, por D. José 
Mariano Vallejo. 

Geografía , Física y Política. 

Lecciones de Geografía, por D. Francisco 
Verdejo v Paez. 

Geografía general y de E pana, por D. A. 
Sánchez de Bustamante. 

Curso elemental do Geografía, por P. Ber- 
nardo Monreal y Ascaso (última edición.) 
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Fistca esperimental. 

Elementos de Física y Química, por don 
Miguel Ramos. 

Programa de id. id., por I). Venancio 
González Yalledor y D. Juan Chavarri. 

Manual de id. id., por D. Manuel Rico Si- 
nobas y D. Mariano Santisteban. 

Cosmografía. 

Tratado elemental de la cosmografía, de 
D. Gabriel Ciscar , por D. Cesáreo Fer- 
nandez. 

Idem id., por Pichot. 

Pilotaje y maniobras. 

Pilotaje , por D. Gabriel Ciscar : adiciones 
á dicho obra por D. Francisco Fernandez 
Fontecha. 

Programa de pilotaje y maniobras, por don 
Francisco Fernandez Fontecha. 

Dibujo lineal geográfico é hidrográfico. 
(para el lineal. ) 

Dibujo lineal, por D. Andrés Giro. 

(para el geográfico é hidrográfico.) 

Tratado teórico-práctico de dibujo , por 
D. Mariano Borrel. 

Dibujo topográfico é hidrográfico, por don 
José Pilar Morales. 

Idem id. , por D. José M. Riudavet. 

Logaritmos. 

Tablas de Logaritmos, por D. Vicente Váz- 
quez Queipo. 


ESCUELAS DE CONSTRUCCION NAVAL. 

Matemáticas elementales , física , química , 
geografía y dibujo lineal. 

Las mismas obras señaladas para las es- 
cuelas de Náutica. 

A 

Mecánica aplicada y resistencia de mate- 
riales. 

Lecciones del profesor. 

Geometría descriptiva. 

Tratado de Geometría descriptiva y desús 
principales aplicaciones, porD. Baltasar Car- 
dona y Escarrabill. 

Teoría de construcción naval. 

Curso de Arquitectura naval, por don Juan 
Monjó y Pon*. 


Construcción de buques. 

Curso de Arquitectura naval, por don Juan 
Monjó y Pons. 

ESCUELA DE MAESTROS DE OBRAS, 

APAREJADORES Y AGRIMENSORES. 

Matemáticas. 

Elementos de Matemáticas, por D. Felipe 
Picatoste y Rodríguez. 

Tratado de Aritmética, Algebra, Geometría 
y Trigonometría, por D. Juan Cortázar. 

Compendio de Matemáticas, por D. José 
Mariano Vallejo. 

Topografía . 

Tratado de Topografía, por D. Isidro Giol 
y Soldevilla y D. José Goyanés y Soldevüla. 

Idem id., por D. Juan Cortázar. 

Curso elemental de Topografía y Agri- 
mensura, por D. Demetrio de los Ríos. 

Agrimensura. 

Tratado de Topografía, por D. Isidro Giol 
y Soldevilla y D. José Goyanes y Soldevilla. 

Curso elemental de Topografía y Agri- 
mensura, por D. Demetrio de los Ríos. 

Guia práctica de agrimensores y labra- 
dores, por D. Francisco Verdejo Paez. 

Geometría descriptiva. 

Tratado de Geometría descriptiva y de sus 
principales aplicaciones, por D, Baltasar Car- 
dona y Es«arrabül. 

Mecánica. 

Manual de Mecánica aplicada, por don 
Mariano Maimó. 

Composición. 

Composición de edificios rurales, las lec- 
ciones del profesor. 

Legislación. 

Arquitectura legal, por D. Mariano Calvo 
y Pereiro. 

Dibujo lineal. 

Tratado teórico-práctico de dibujo con 
aplicación á las artes y á ia industria, por 
don Mariano Borrel y Folch. 

Elementos de Dibujo, Geometría y Agri- 
mensura, traducidos del francés por D. Juan 
Bautista Peironet. 

Curso de Dibujo industrial, porD, Isaac 
Villanueva. 


LIBROS DE TEXTO -LICENCIAS.. 


Dibujo topográfico. 

Estudio completo del dibujo topográfico, 
por D. José Pilar Morales. 


ESCUELAS DE MAESTROS DE PRIMERA 

ENSEÑANZA. 

Matemáticas. 

Tratado de Aritmética, Algebra, Geome- 
tría y Trigonometría, por D. Juan Cortázar. 

Elementos de Matemáticas, por D. Acisclo 
Fernandez Yallin y Bustillo. 

Idem id., por D Felipe Picatoste y Ro- 
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UCENCIA MARITAL- — V. Contratos con 

mujeres casadas, Marido etc. 

LICENCIADOS FACULTATIVOS. Los que 

han recibido el grado académico que 
autoriza para ejercer una facultad de las 
que determina el art. 31 de la ley de ins- 
trucción pública. Hay licenciados en Ju- 
risprudencia, en Administración, en De- 
recho civil y canónico, en Medicina, en 
Farmacia, en Teología etc.— V. Instruc- 
ción pública, Abogados, Facultativos 

TITULARES, MÉDICOS. 

„ LICENCIADOS DEL EJÉRCITO. Con el 

fin de evitar los abusos que algunos sol- 
dados cometian traspasando sus licencias 
absolutas ó pasaportes que se les expiden 
para ir á esperarlas á sus pueblos, á va- 
gabundos ó pordioseros que con tales 
documentos encuentren su mal vivir los 
unos, y á otros les sirven para mendigar 
excitando la compasión pública, y aun 
algunos dándose por licenciados del ejér- 
cito para venderse por sustitutos á tas 
empresas y particulares, por R. 0. de 7 
de marzo de 1842 se mandó que al co- 
piar ia filiación de los individuos de tro- 
pa de los cuerpos del ejército, en sus li- 
cencias absolutas, se cuide de rectificar- 
las detenida y escrupulosamente estam- 
pando aquellas variaciones que hayan 
sufrido en sus señas individuales por 
el aumento de la edad ú otras causas, y 
que en los pasaportes que se expidan á 
los que pasen á sus pueblos en expecta- 
ción de licencia se poDga siempre la me- 
dia filiación del individuo con la misma 
detenida escrupulosidad. ( CL . t. 28, pá- 
gina 95.) 

LICENCIAS DE PROTECCION Y SEGURIDAD 
PÚBLICA- Diferentes disposiciones se 
han dictado sobre esta materia y aparte 
de las que dejamos insertas en Armas, 
Casas de huéspedes y Cédulas de vecin- 
dad , entre ellas la R. 0. de 25 noviem- 
bre de 1840 á que dio fuerza de ley el 
art. 9.° de la de 1 ,° de julio de 1849. En 
el artículo Vigilancia daremos un ex- 
tracto de ella é insertaremos las demás 
disposiciones que sobre el particular se 
hau dictado después. 

LICENCIAS TEMPORALES. Son las que 
se conceden á toda clase de empleados 
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ya sean civiles o militares con motivo de 
recobrar la salud . o para otros apuntos 
particulares. — V. Empleados públicos: 
Ingenieros: Justicia: Militares, etc. 

UCITACIOC— V Subasta. 

LID. — V Duelo. 

LIMONADAS GASEOSAS. Según lo dis- 
puesto en la K. U. de 14 de octubre de 
18IÍÜ es libre la elaboración y venta de 
estos refrescos con arreglo á las Ideales 
órdenes de 20 de abril y lo de junio de 
1842, no derogadas por las ordenanzas ■ 
de farmacia , cuyas disposiciones orde- 
nan lo siguiente: 

R. O. de 20 abril de 1842. 

(G^n,) «He lado cuenta á S. A. el Re- 
gente. del Reino del expediente instruirlo en 
este Mi, .¡si crio ií instancia de D. Nicolás Ra- 
ba», vecino de Zaragoza, sobro i|Ue se le con- 
ceda la elaboración y venta de aguas minc- 
ra'es, ai liliciales y limonadas gaseosas que 
fabrica en Barcelona y Cádiz la casa J. N T au- 
lli y compañía según detalla ei impreso y ofi- 
cio de la academia de medicina y cirugía de 
la primera capital que acompaña, y sin em- 
bargo que S. A. reconoce ios progresos que 
han hecho y hacen cada dia las ciencias 
auxiliares á la medicina, no estando en su 
voluntad el tjlerar el quebrantamiento de 
las leyes por medio de la expendicion de 
medicamentos que pueden causar males ir- 
reparables á la salud pública , cuando sabe 
que las naciones mas adelantadas esfuerzan 
sus disposiciones gubernativas para restrin- 
gir las novedades que se introdujeron en 
ellas á la sombra de las vicisitudes que lian 
pasado, deseando hacer compatible con 
aquella primera atención el interés indivi- 
dual, ha tenido á bien resolver S. A. de con- 
formidad con ios dictámenes de esa Junta 
suprema y de la Academia de ciencias natu- 
rales, que en esta materia se observen por 
punto general y bajo las penis legales á los 
trausgresores las reglas siguientes: 

1. a Que las aguas minerales artificiales 
de que se trata, deben ser elaboradas cu bo- 
ticas ó establecimientos dirigidos por farma- 
céuticos. 

2. a Que el director ó jefe de estos esta- 
blecimientos antes de o, laborar las aguas re- 
ferida», lia de d ir cuenta á la autoridad del 
establecimiento de la f, dirica presentándolas 
recetas adoptadas para la elaboración de cada 
una de las aguas. 

3. a Que las vasijas que salgan de la fá- 
brica con el agua allí elaborada hau de llevar 


precisamente una etiqueta ó nota en que 
conste la misma receta y el sello de la fábri- 
ca sobre el tapón de la vasija. 

•1. a Que no puede hacerse anuncio nin- 
guno de estas aguas sin expresarse en é! los 
componentes de ella. 

5. a Que estas aguas minerales artificiales 
lian de estar en todo tiempo sujetas á la ins- 
pección de la autoridad, para que cuando lo 
tenga por conveniente pueda mandar que se 
examine, si el agua manufacturada es ente- 
ramente conlorme á Ja receta. 

C.‘ Que se lian rie vender estas aguas 
precisamente en boticas. 

7 a Que no se lian de dar sin receta de 
profesor conocido. 

8. a Que puede permitirse libremente la 
elaboración y venta de las naranjadas y li- 
monadas gaseosas , así como cualquier otro 
refresco de los cuales se formará por esa 
Junta suprema una lista de ellas, de cuyo 
número y composición no podrán excederás; 
y por úldmo que los jefes pnlíticos de Barce- 
lona y Cádiz ínterin se publica d'cha lista, 
no consientan que en los establecimientos 
que lian sido abiertos en aquellas capitales 
sin conocimiento y autorización del Gobierno 
supremo, se despache mas que las naranja- 
das y limonados gaseosas sobre lo que ten- 
drán la mayor vigilancia. Lo participo á V. E. 
de orden de S. A. para su inteligencia y pun- 
tual cumplimiento, previniéndole que á la 
posible brevedad remita esa suprema Junta 
la lista arriba indicada, para dirigirla después 
examinada á los citados jefes polí ticos á quie- 
nes se traslada esta resolución. — Lo que de 
orden de) Regente, etc .Madrid 20 de abril de 
184i.» (Col. del Castellano t. 10, p. 152). 

R. O. de i-i junio de 1842. 

(Gob.) «El Sr. Ministro de la Goberna- 
ción de la Península dice con esta fecha al 
presidente de la Junta suprema de sanidad 
lo siguiente: 

Exorno. Sr.: He dado cuenta á S. A. el 
Regente del Reino de las dos instancias que 
con fecha 10 y 28 de mayo próximo presentó 
en este Ministerio el licenciado en farmacia 
I). José Simón, solicitando se revoque la re- 
solución acordada en 17 de abril anterior, á 
consecuencia de los dictámenes de esa Junta 
suprema y Academia de cienci as naturales 
con motivo de haberle impuesto la multa 
de ti.OOC mrs., prescrita en la ley 8. a , títu- 
lo ■ 3, líh VIH de la N'ov. Reeop., á los trans- 
gresoros de ella cuando fallan á las reglas 
establecidas, por creer dicho profesor que 
su título te autoriza para ejercer libremente 
su facultad; y resultando que ninguna razón 
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ha expuesto de nuevo suíiciente á que pueda 
alterarse lo mandado, porqueja Jev previene 
las condiciones coa que ha de ejecutarse esta 
profesión eu defensa de la vida é intereses 
sociales de Jos ciudadanos, que debe prote- 
jer cou preferencia al particular interés, de- 
seando S. A. remover y quitar desde luego 
cualquier abuso que en la práctica se haya 
introducido á Ja sombra, ya de equivocada 
inteligencia ó de otras causas ; y conforme 
con lo que esa suprema Junta propone en su 
informe de 2 del. mes actual , ha venido en 
mandar S. A. por punto general: 

1. a Que se renueve la prohibición de la 
venta al público de medicamentos á todo 
profesor de farmacia como no sea en boLica 
constituida conforme á las leyes, y las for- 
malidades y responsabilidad que ellas or- 
denan. 

2. ° Que tanto los Jefes políticos como 
los Alcaldes y demás autoridades guber- 
nativas p, esten su elicaz apoyo á los depen- 
dientes de esa Junta suprema, que en cum- 
plimiento de sus deberes traten de corregir 
con arreglo á las leyes los abusos que se co- 
metan por cualquiera persona en la elabora- 
ción y venta de ios medicamentos, bien sean 
simples, compuestos, secretos ó conocidos. 

Y 3.° En cuanto ai profesor D. José Si- 
món que se esté á lo mandado en la indicada 
fecha de 17 de abril. — De órden de S. A. etc. 
Madrid 14 de junio de 1842. ( CL . t. 28, pá- 
gina 275.) 

R. O. de 14 octubre de 1860. 

(Gob.) El Sr. Ministro de la Gobernación 
dice con fecha del 14 del actual al Goberna- 
dor de la provincia de Gerona lo siguiente: 

«El Consejo de sanidad, con fecha 22 det 
mes último, lia informado lo que sigue acer- 
ca del expediente instruido en virtud de ha- 
ber reclamado el subdelegado farmacéutico 
de esa capital que la fabricación de limona- 
das gaseosas se haga precisamente bajo la 
dirección de un profesor de farmacia. — Ex- 
celentísimo Señor: — En sesión de ayer apro- 
bó esta Consejo el dictamen de su sección 
primera, que á continuación se inserta.— 
Enterada la sección del expediente instruido 
á instancia del subdele 0 ado farmacéutico de 
Gerona, en solicitud de que se prohíba la 
libre elaboración y venta de i i monadas ga- 
seosas, como comprendidas entre las aguas 
minerales artificiales á que hace referencia 
el art. 2.° de las ordenanzas de farmacia; — 
Vistas estas ordenanzas; — Vistas las Reales 
órdenes de 20 de abril y 15 de junio de 
1842, referentes á la libre fabricación de 
bebidas refrescantes; — Visto el informe del 

Tomo Vili. 


Consejo provincial do Gerona y el dictámen 
facultativo del subdelegado médico, del doc- 
tor eu farmacia, catedrático de química del 
instituto, y de otro farmacéutico de la propia 
ciudad, nombrados en comisión por el Gober- 
nador civil; — Considerando que las limona- 
das gaseosas no se comprenden ni en la cla- 
se de medicamentos, ni entre las aguas mi- 
nerales á que se contrae el art. 2.° de dichas 
ordenanzas, porque, como expresa la comi- 
sión eu su dictamen, no contiene ninguna 
sal, cuya administración sea privativa de la 
terapéutica; — Considerando que las limona- 
das gaseosas elabo» adas en Gerona por Don 
José Camany, objeto de Ja presente consul- 
ta, están compuestas de agua, ácido carbó- 
nico, azúcar y espíritu ó alcoholato de li- 
món, constituyendo una bebida de puro re- 
creo y de virtudes inocentes eu el estado 
normal del hombre, sin que pueda oponerse 
á esta razón la circunstancia de que también 
se utilizan en casos de enfermedad, como se 
utilizan aun las aguas naturales y los alimen- 
tos; — Y considerando que por el art. 78 de 
las ordenanzas no se derogan las ya mencio- 
nadas Rs. Ürds. de 20 de abril y lo de junio 
de 1842, b que fácilmente se infiere, pues 
las bebidas refrescantes de puro recreo que- 
darían entonces en peor condición que los 
jarabes y las plantas medicinales, cuya ex- 
pendicion declaran libre los apartados segun- 
do y quinto del art 2.° de las ordenanzas 
referidas. — La sección es de dictámen se in- 
forme al Gobierno, que si bien es de aplaudir 
el celo del subdelegado farmacéutico de Ge- 
rona que lia promovido esta consulta, proce- 
de declarar en toda su fuerza y vigor las 
Rs. Ords. de 20 de abril y 15 de junio de 
1842, permitiéndose en su consecuencia la 
libre elaboración y venta de los refrescos 
que en las mismas se mencionan. 

Y habiéndose conformado la Reina con el 
preinserto informe, de su Real órden lo co- 
munico á V. S. etc. — V. Farmacia. 

LIMOSNA. El rico debe limosna al 
pobre. Jesucristo se la impuso como 
precepto, y es, en efecto, una de las obras 
mas aceptables á los ojos de Dios, que 
derrama un inmenso bien en la sociedad. 
Hacer que la limosna llegue al verdadero 
necesitado no siempre está al alcance de 
los particulares, y es por eso uno de los 
objetos de la beneficencia pública, que 
no debe obstar nunca á la caridad pri- 
vada. Los ricos, dice un filósofo, pueden 
ser comparados á los rios, manantiales y 
arroyos. Si el rico es buen ciudadano, 
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hace lo que el rio que distribuye sus 
aguas á las tierras áridas, haciéndolas 
producir plantas y frutos. Si el rico es 
avaro, se asemejará á los rios cuyas aguas 
se sumen y pierden en la tierra. Si es 
pródigo, hace lo que las aguas que salien- 
do de madre se derraman por los campos 
sin fertilizarlos; y, aun añade, que si las 
riquezas han sido mal adquiridas y son 
locamente prodigadas, el rico es enton- 
ces como el torrente y las avenidas que 
destruyen los terrenos por donde pasan, 
y al cabo dejan seca la madre que for- 
maron con tanta violencia y estruendo. 

Al hablar de la limosna que personifica 
la idea del pobre y del rico, hemos re- 
cordado tan precioso simíl, que, bien 
comprendido, envuelve todo un tratado 
de economía social. 

Pero no debe olvidarse tampoco que 
de la caridad se abusa; y por eso una 
buena Administración no puede menos 
de proveer lo conveniente para impedir 
que á su sombra se aliente la ociosidad 
y tome incremento el vicio, huyendo ei 
hombre robusto del trabajo en el que 
puede encontrar su subsistencia y aurnen- 
tarsus bienes de fortuna, colocándose en 
posición desahogada para poder socorrer 
al verdadero necesitado. — V. Beneficen- 
cia, Cuestación, Mendicidad, etc. 

LIMPIEZA DE SANGRE La calidad de 
no tener mezcla ni raza de moros, ju- 
díos, herejes ni penitenciados. Todo el 
que antiguamente pretendía incorporar- 
se en algún colegio, universidad, institu- 
to para seguir una carrera, ó aprender 
algún oficio, debia acompañar una in- 
formación que acreditase la limpieza de 
sangre; esto es, no descender de las per- 
donas indicadas; pero este rigorismo se 
modificó por las disposiciones siguientes; 

Decreto de las Cortes de 17 agosto de 1811. 

« Las Córtes decretan: 1 .° Que en 

¿odos Jos colegios y academias de mar y 
tierra sean admitidos los españoles de fami- 
lias honradas sujetándose en lo demás á sus 
estatutos y á su forma. 2.° Que igualmente 
sean admitidos en todos los cuerpos del ejér- 
cito en clase de cadetes, préyios igualmente 
los demás requisitos necesarios, á excepción 
de las pruebas de nobleza, y en la marina , 


real derogándose en esta parte las ordenan- 
zas ya generales ya particulares. — Dado en 
Cádiz á 17 de agosto de 18H. 

R. O. de 19 enero de 1824. 

Prevenía que las justicias y jueces ante 
quienes se recibían las justificaciones de 
limpieza de sangre y de conducta política 
para aprobarse de abogados , escribanos, y 
maestros de primeras letras y otros oficios 
cuidasen do solo de hacerlas con citación de 
los procuradores síndicos sino de comuni- 
carlas después para que con vista declara- 
ciones de los testigos dijeran lo que tuviesen 
por conveniente. (CL. t. 8.* p 73.) 

R. O. de 31 enero de 1835. 

(Interior.) Por esta Real órden se man- 
dó que no se exigiese en Jo sucesivo la prue- 
ba de limpieza de sangre, en ninguno de los 
casos en que se habia exigido, en todos los 
establecimientos y profesiones dependientes 
del Ministerio del Interior, bastando en su Ju- 
gar la partida de bautismo que acredite ser 
hijo de legítimo matrimonio y la justificación 
de buena moral y conducta. {CL. t. 20, pá- 
gina 67.) 

R. D. de 21 setiembre de 1836. 

(Marina.) ' Por este Real decreto se res- 
tableció el de las Córtes de 19 de agosto de 
1811 en la parte que concierne á la Armada 
nacional sobre abolición de las pruebas de 
nobleza. ( CL . t. 21, p. 410.) 

1 H. O. de 28 setiembre de 1836. 

(Guerra.) Por esta Real órden se decla- 
ró lo misino que en la anterior por lo relativo 
á los diferentes establecimientos de las ar- 
mas y cuerpos del Ejército. (CL. t. 21, pá- 
gina 431.) 

I^y de 16 de mayo de 186 b suprimiendo las informa- 
ciones de limpieza de sangre. 

(Grac. y Just.) «Artículo único. Que- 
dan suprimidas las informaciones de limpie- 
za de sangre que todavía se exigen á deter- 
minadas clases y personas, ya para contraer 
matrimonio, como para ingresar en algunas 
de las carreras del Estado. 

Por tanto: Mandamos etc. Palacio á 16 de 
mayo de 1865. (Goc. 18 mayo.) 

Por el art. $7 de la Constitución vi- 
gente se declara «que todos los españo- 
les son admisibles á los empleos y cargos 
públicos según su mérito y capacidad»: 
igual declaración hacia en el 5.° la de 
1845. Quedan pues con ello completa- 
mente abolidas las pruebas de limpieza 
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de sangre para todos los casos en que se 
exigia. 

LINAGE. La descendencia ó línea de 
cualquier familia. Las leyes del tít. XX, 
Partida 2. a hablan de cuanto debe el pue- 
blo trabajar de hacer linage e qué debe 
hacer para ello, é qué debe conservarle 
sin mancilla etc. 

LÍNEA. La série ü orden de personas 
que descienden de una raiz ó tronco. 
Véase Parentesco. 

LIQUIDA. (Cantidad.) Se dice la que 
no depende de liquidación sino que está 
ya clara, es cierta y exigible. 

LIQUIDACION. La acepción mercantil 
de esta palabra es cerrar una cuenta y 
abonarse mutuamente los saldos que re- 
sultan. Liquida uno sus cuentas con una 
casa cuando retira los fondos que en ella 
le quedaran. Se dice que un comerciante 
liquida cuando se aparta délos negocios, 
satisface sus obligaciones y cierra sus 
cuentas. Liquidación es pues en comer- 
cio cancelar las cuentas corrientes, y 
también concluir , terminar y cerrar los 
negocios. Consúltense los artículos 336 
á 353 y 358 del Código de comercio, in- 
serto en Mercaderes. 

LMOS Y CÁRAMOS. Sobre la impor- 
tancia de su cultivo etc., véase el párra- 
fo 14 de la Instrucción para los subde- 
legados de Fomento en el tomo VI, pá- 
gina 825. 

LITIGIOS CONTRA EL ESTADO —Véase 
Demandas contra el Estado , Acreedo- 
res, Hacienda pública. 

LITIS-CONTESTACION. Contestación á 
la demanda. La litis-contestación es el 
principio. del pleito. — V. Juicio ordina- 
rio y Procedimientos civiles. 

LITIS-EXPENSAS. Denomínanse así 
las costas ó gastos causados en el segui- 
miento de un pleito. — V. Procedimien- 
tos civiles. 

LITIS-PENDENCIA. El estado del plei- 
to pendiente y sin determinar. Traíala 
ley de Enjuiciamiento civil de la litis- 
pendencia, como causa de acumulación 
(art. 156) y como excepción dilatoria, 
(art. 257). La litis-pendencia produce el 
efecto de invalidar la venta de la cosa 
litigiosa como hemos indicado en Bienes 


litigiosos. No hay litis-pendencia , ni 
procede la acumulación cuando no cons- 
ta aun la competencia del Juzgado para 
conocer de la primitiva demanda. ( TVt - 
bunal Supremo sentencia de 31 de mayo 
de 1854). 

LOBOS Y OTROS ANIMALES DARlNOS. 

Trátase de la persecución y caza de ani- 
males dañinos en el tít. IV del Real de- 
creto de 3 de mayo de 1834, y remitimos 
sobre este asunto á nuestros lectores al 
articulo Caza, t. III, pág. 82 y Monterías 
tomo IX. 

LOCACION Y CONDUCCION. Llámase así 
al contrato de arrendamiento; locación 
de parte del que da el uso de la cosa, y 
conducción de parte del que paga el pre- 
cio ó alquiler. — V. Arrendamiento. 

LOCO. El que ha perdido el juicio. — 
V. Demente y los artículos que alli se 
citan. 

LOGRERO. El que dá dinero á interés. 
Véase Interés del dinero. Usura. 

LONJA Ó BOLSA DE COMERCIO- Ellugar 
destinado para la contratación de efectos 
de comercio. — V. Bolsa. 

LOTERIA Y RIFAS. La lotería primitiva 
se estableció en España, con pretesto de 
piedad, por R. 0. de 30 de setiembre 
de 1763. Con sus productos se pagaba á 
los jugadores las suertes que les cabía, 
y se satisfacían sueldos y gastos, apli- 
cando también cierta parte á huérfanas 
de militares y patriotas. 

La llamada moderna se introdujo des- 
pués en virtud de orden de las Cortes 
de 13 noviembre de 1811, también con 
pretesto de piedad , para socorrer las 
necesidades de los enfermos del hospital 
general, y hoy constituye una impor- 
tante renta del Estado, atendido el im- 
pulso siempre creciente que va recibien- 
do, el aumento de sorteos y lotes, y el 
estímulo que se ofrece con los grandes 
premios, ó grandes ganancias. 

De las loterías dice Say, que fomentan 
un vicio funesto á la tranquilidad de las 
familias y á la prosperidad del Estado; 
que hacen perder el dinero que se juega, 
y que tienen una funesta influencia sobre 

las costumbres, porque habitúan al hom- 
bre á esperar de la fortuna lo que debie- 
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ran prometerse solo de su aplicación, y 
á cifrar sus ganancias en las pérdidas 
ajenas y no en los verdaderos manan- 
tiales de la riqueza. Mal grande en ver- 
dad, poique la lotería es un juego con 
muchos, sino todos sus inconvenientes; 
porque en efecto desanima rnas ó menos 
la fuerza industriosa del hombre; porque 
se da un mal ejemplo por parte del Go- 
bierno constituyéndose en jugador; pero 
justificándola un gran hacendista español 
dijo de ella, y con razón hasta cierto 
punto en aquellas circunstancias {!), 
«que si es un mal, es un mal de im- 
posible ó difícil remedio, porque ya está 
arraigado en las costumbres del pueblo, 
y que entre tantas miserias á que en 
todos los países está sujeta la especie 
humana pur su infeliz naturaleza, me- 
diante un corto sacrificio compra una 
halagüeña esperanza, cordial socorro de 
sus necesidades. «Anadiaque suprimido 
en Prusía y en Francia este juego, con- 
tra el cual tanto lian clamado los lilósofos 
y moralistas, desde el fundo de sus gabi- 
netes donde no se ve el mundo tal curtió 
es, han acudido los prusianos y !o„ fran- 
ceses á tributar a les extranjeros lo que 
las teorías no les permiten tributar en 
su patria, y que de todos modos en cir- 
cunstancias de tan inmensos gastos, no 
podía presctndirse de esta renta. 

Pero las circunstancias hoy son otras, 
y sean las que fueren, ¡cómo justificar- 
se nunca á los ojos de ia moralidad pú- 
blica que al paso que se condenan tan 
severamente y con tanta justicia los juegos 
de suerte y azar, los gobiernos, lejos de 
pensar en la abolición do las loterías, se 
esfuercen cada vez mas en su fomento...! 

Por fortuna se dictó orden de suspen- 
sión de la llamada Primitiva en 9 febrero 
de 18G2, atendiendo al incremento que 
recientemente habia tomado este juego, 
y considerando que al límite que habían 
llegado las cosas no era posible consentir 
que en combinaciones de poca proba- 
bilidad para los jugadores comprome- 
tieran estos la fortuna de sus familias y 


ti) £1 Sr. Mendizabal en su Memoria á las 
QÓrtes en 1837. 


se expusieran los intereses del Tesoro 
hasta el grado que suponen puestas tan 
importantes como las hechas en las úl- 
timas extracciones. Tras de la suspensión 
vino la ley de presupuestos de 4 de mayo 
que en su art. 7. u dice: «se suprime 
definitivamente la lotería Primitiva»; 
pero poniéndose en lastimosa contradic- 
ción el Gobierno con los motivos de la 
supresión de la Primitiva lia tratado de 
dar mayor impulso y vida á la llamada 
moderna. 

Guando, á consecuencia del cambio 
político producido por la revolución de 
setiembre, era de esperar la abolición 
también ue la Lotería moderna, lian im- 
pedido por desgracia adoptar hoy esta 
medida de moralidad, la supresión de 
los consumos cuyos productos no han 
podido todavía ser sustituidos con los 
del impuesto personal , y por la dis- 
minución que lian sufrido los valores de 
las rentas eventuales. La continuación 
del juego nacional de la Lotería, da mo- 
tivo á no poder desplegar la mas activa 
persecueiun délas casas de juego?, y esto 
produce por consiguiente la ruina de 
muchas familias a la par que la desmo- 
ralización. Desearnos atdienlenienle, por 
lo tanto, que se nivelen les presupuestos 
y que pueda desaparecer la Lotería. 

Las disposiciones que rigen este ramo, 
que depende hoy en virtud de las últi- 
mas reformas de la Dirección dei Tesoro, 
son la . siguientes: 

R. O. de Í1 diciembre de 1835. 

Premio á favor do huérfanas da militares etc. 

Dispuso que para entrar en suerte con 
opciou al premio de 2.5Ú0 rs. de cada ex- 
tracción do la lotería, no se admitiesen en 
lo sucesivo sino Jas «instancias de las huérfa- 
nas de militares y paisanos muertos ó que 
mueran á manos de los enemigos del trono 
legítimo y de la libertad nacional desde l.° 
de octubre de 1833 hasta la conclusión do la 
actual guerra en la inteligencia de que para 
entrar en suerte han de presentar las inte- 
resadas: 

L° La fé de bautismo por la cual cons- 
te no haber cumplido 25 años. 2.° La de ca- 
samiento de ios padres. 3.° La de soltería. 
4.° su certificado legalizado en d bidafortna 
ó bien uu testimonio ó información de testi- 
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gos fehacientes que acrediten la muerte dada 
al padre por lo&jacciosos.» 

R. O. de 24 agosto de 1 848. 

Fianzas de los Administradores. 

Está inserta en Fianzas de empleados; 
tomo 6,°, p. 789. 

Instrucción de Í9 junio de 1852. 

(Hao.) Es la vigente hoy y trata del ré- 
gimen interior de las oficinas, formalidades 
en los sorteos y distribución de premios á los 
jugadores y administradores Es muy exten- 
so y solo atañe á los empleados de la renta. 
(No se publicó en la Colección legislativa ,) 

R. D. de 20 enero de 1854. 

Formalidades para la concesión de rifas y de- 
rechos que han de satisfacer á la Hacienda, 
si se autorizan. (V. Rifas ) 

Por decreto sentencia de 12 de octu- 
bre de 1 859, se estableció que la R. O- de 
19 de di ciembre de '835 solo exigia co- 
mo requisito el estado de soltería en las 
huérfanas de militares, milicianos nacio- 
nales y patriotas muertos en la guerra 
civil al tiempo de la inscripción en las 
lisias para optar al premio de lotería, y 
no al tiempo del pago, según lo vino en- 
tendiendo la dirección, lista jurispru- 
dencia vino pues á alterarla la siguiente: 

R. O. de 23 agosto de 1858. 

Declaró sin opcion á percibir el premio á 
las que no estuviesen solteras al tiempo de 
celebrarse el sorteo de la lotería en que le 
obtengan. Publicada enlaGac. de 5 no- 
viembre de 1859.) 

R. O. de 20 enero de 1860. 

Se declaró que la R. O. de 23 de agosto 
de 1658, noera aplicable á las huérfanas que 
se hubiesen casado después de su fecha y con 
anterioridad a su publicación en la Gaceta. 
(No está en la C. L). il) 

Circ. de 4 julio de 1863. 

(Din. Gen. de Loterías.^ Por esta cir- 
cular se encarga el cumplimiento del art. 3.° 
de la Inst. de 19 de junio de 1852, que pro- 


(1) Se citan esta Real Orden y la anterior 
en \i ii Real decreto sentencia cL- 11 de noviem- 
bre. de 1865 á que sirvieron de fundamento, 
declarando que tenia derecho á percibir el pre- 
miu una huérfana que le ohtuvo habiéndose 
casado antes de la publicación de Ja üe 1858 
en la Gaceta de 5 de noviembre de 1859. 


Libe las reventas de billetes. ( CL . t. 90, «d* 
gi na 993.) 

Otra de l.° agosto de 1863. 

Disposiciones para el retorno ó devolución de billete* 
sobrantes por los administradores. 

(Dta. Gen. de Loterías.) «Con ecta fe- 
cha dice esta Dirección general á los admi- 
nistradores de Loterías lo siguieute: 

La devolución ó estorno de los billetes so- 
brantes es un servicio de suma importancia 
por Ja inmensa trascendencia que pudiera 
tener la menor omisión en cumplirle. 

Para obtener la segnridad de que se verifi- 
caba oportunamente, proporcionando á la vez 
á ¡os administradores una garantía que justi- 
ficase su inculpabilidad en los casos de retra- 
so ó estravío de los pliegos de aviso, y para 
evitar ios inconvenientes que ofrecía el an- 
ticipar el estorno, como se ejecutaba en al- 
gunos puntos desde el establecimiento de 
las líneas telegráficas, se dictó por esta Di- 
rección general la orden circular de 18 de 
julio de 1855, fijando el dia > hora en que 
debían tener lugar, y determinando que los 
citados pliegos viniesen certificados y res- 
paldados en la foi'ma expresada en la misma. 

La Dirección Isa observado con disgusto 
que no todos los administradores cumplen 
estrictamente lo prevenido en dicha circu- 
lar, y como por otra parte, la hora señalarla 
en eila pueda considerarse prematura y per- 
judicial á la venta de billetes en las pobla- 
ciones donde el correo sale para esta Corte 
con bastante posterioridad , lie acordado re- 
producir y modificar en este concepto las 
disposiciones rio aquella órden , recordando 
al mismo tiempo las que contiene el artícu- 
lo 352 de la instrucción general do la renta, 
aprobada por S. M. en 19 de junio de 1852, 
para que los administradores se atengan en 
lo sucesivo á las siguientes: 

1. a Con arreglo á lo prescrito en el men- 
cionado articulo, los administradores inuti- 
lizarán, en la víspera de cada sorteo , ó con 
la anticipación necesaria, según se determi- 
na en las disposiciones 7.“ y 8. a de esta cir- 
cular, los billetes que no hayan podido ven- 
der, taladrándolos al efecto por los escudos 
de armas que están á la izquierda de sus 
fracciones, y los entregarán con triple fac- 
tura a! delegado de la lienta. De estas factu- 
ras recogerán una, con el recibí del delega- 
do para su resguardo, y darán inmediata- 
mente parte á la Dirección y al administrador 
general de la provincia, expresando al mar- 
gen del oficio el número y numeración de 
los billetes anulados y las fracciones de cada 
uno. 
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2. a En el caso de no haber billetes so- 
brantes darán también parte al delegado, á 
la Dirección y al administrador general. 

3. a Las facturas de estorno expresaran 
el día y hora de su entrega al delegado. 

4. a El pliego que contenga el parte 6 
aviso del estorno, ó de no haberlo , que los 
administradores han de dar á la Dirección, 
deberá venir certificado y respaldado con 
su firma y con expresión del dia y hora en 
que se certifique. 

5. ° A este fin será entregado el citado 
pliego en la Administración de Correos del 
punto en que resida el administrador ó en la 
mas próxima, si no la hubiere, con la opor- 
tunidad necesaria para que pueda salir con 
el correo de la víspera del sorteo á que per- 
tenezca. 

6. ' Por ningún motivo, ni bajo pretexto 
alguno dejarán los administradores de dar 
el parte de haber ó no estorno, ni certificar 
el pliego. 

El recibo del certificado es la garantía para 
acreditar el cumplimiento de este servicio. 

7. ° En las poblaciones donde haya Ad- 
ministración de Correos, el estorno ó entre- 
ga de billetes anulados se hará al delegado 
en el dia anterior al del sorteo á que cor- 
respondan, y tres horas antes de la señalada 
para la salida de la correspondencia. 

8. a En los pueblos que carezxan de Ad- 
ministración de Correos, se anticipará el es- 
torno en términos de que el pliego de aviso, 
de haberlo ó no, quede certificado en la mas 
próxima en la víspera del sorteo precisa- 
mente. 

9. * Los administradores serán responsa- 
bles personalmente, y con su fianza, no solo 
de la falta de cumplimiento de las disposicio- 
nes que preceden, sino de las consecuencias 
de su inobservancia en el caso de que esta 
diese margen á suponer que se habían de- 
fraudado los intereses de la Hacienda. 

Finalmente, la Dirección confia en el celo 
de los administradores, y en que su buen 
criterio les liará comprender que por deber 
y por conveniencia propia están interesados 
en observar puntualmente las prescripcio- 
nes de esta circular; sin consentir omisiones 
que pudieran ser trascendentales; y en este 
concepto espera no verse en el casó de cor- 
regir faltas que no podría tolerar.» (CL. to- 
mo 90, p. 995.) 

Ciro. de 0 agosto de 1863. 

Reglas para la contabilidad do loe administradores 
de loterías libros que deben llevar. 

(Dir. Gen. de Loterías.) «Laconvenien 


cia de que todos los funcionarios que mane- 
jan caudales públicos, lleven J^on exactitud 
y claridad, no solo sus cuentas^ sino los li- 
bros y asientos que justifiquen la pureza, 
precisión y esmero con qne ejercen sus des- 
tinos, es tan notoria que no necesita demos- 
tración. 

Por las circunstancias especiales de los 
administradores de. loterías están facultados, 
en el art. 298 de la instrucción general de 
la renta, para llevar su cuenta por el méto- 
do que íes sea mas familiar; pero con arre- 
glo á lo prescrito en los arts. 350 y 371 de 
la misma, deben tener un libro para anotar 
los billetes que reciban y otro copiador de 
correspondencia: desgraciadamente no to- 
dos cumplen con esta obligación, y son mu- 
chos los que por indolencia ó falta de méto- 
do se limitan á llevar borradores ó apuntes 
informales que, si bien pueden ser suficien- 
tes para su gobierno, distan mucho de serlo 
tratándose de una dependencia del Estado 
en que debe reinar el buen órden, la clari- 
dad y perfección en todas sus operaciones. 

A este fin, y teniendo en cuenta las con- 
diciones de los administradores, he acorda- 
do que los de primera clase abran desde lue- 
go los libros siguientes : 

1. ° Uno de cuentas, en qne aparezcan 
i copiadas con limpieza las que rinden men- 
sualmente, y son aprobadas por la Dirección 
para evitar el estravío de los borradores que 
ordinariamente guardan. 

2. ° Otro de billetes , en que , según lo 
dispuesto en el art. 350 de la instrucción, 
consten los recibidos, el número del sello 
de cada uno y la contraseña, y además su 
precio y los que resulten vendidos y sobran- 
tes, para que en este libro aparezca la his- 
toria de los billetes hasta el acto dei sorteo á 
que pertenezcan. 

3. J Otro diario de venta de billetes , en 
que consten los recibidos para cada sorteo y 
su precio, los vendidos diariamente y su va- 
lor, y los estornadosy su importe. 

4. ° Otro de ganancias, en que consten 
los billetes que las obtuvieron, la correspon- 
diente á cada uno, las satisfechas y las pen- 
dientes de pago. 

5. ° Otro de letras giradas á su cargo, en 
que conste el número, fecha y valor de ellas, 
sugetn ó depeudencia á cuyo favor se expi- 
dan, la fecha del pago y la ! 'cuenta en que se 
datan . 

6. ° Otro de letras giradas á su órden, 
en que se anote el número, fecha y valor de 
ellos y cuenta en que se naga el cargo. 

7. ° Otro, copiador de la correspondencia 
que remitan, ya sea á la Dirección, á los de- 
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legaflos y los administradores generales , y 
la que reciban de los mismos. 

Los administradores generales llevarán* 
además otro libro para la redacción de la 
cuenta de su respectiva provincia. 

Estos libros formalizarán con la fecha de ' 
l.° de julio último, en que empezó el cor- 
riente año económico , y con sujeción A lo 
dispuestoen R. D. de 8 de agosto de 1851, 
contendrán la primera y última hoja de pa- 
pel del sello de oficio; estarán foliados, y di- 
cha primera hoja servirá de portada, expre- 
sándose en ella el uso á que cada uno se des- 
tina, bajo la firma del administrador y con 
el V.° B. a dei delegado , el cual deberá ru- 
bricar todas las fojas. 

Los administradores de segunda y tercera 
clase están dispensados de llevar dichos li- 
bros, porque su costo les seria gravoso, aten- 
dida su comisión; pero en su defecto abriráD 
cuadernos atemperados á la misma forma. 

Con los citados libros y cuadernos se con- 
seguirá el objeto que la Dirección se lia pro- 
puesto de metodizar el servicio de las Admi- 
nistraciones, y facilitar á los administrado- 
res el medio de responder cumplidamente de 
sn desempeño en las visitas periódicas y en 
Jas extraordinarias á que hubiere lugar; y 
por lo tanto espera no verse en la necesidad 
de corregir falta alguna en el cumplimiento 
de este servicio.» [CL. t. 90. p. 998 . ) 

Cira, de 21 agosto de 1863. 

Vititas á las administraciones de loterías, por los Go- 
bernadores y Alcaldes como delegados. 

(Dir, Gen. Loterías.) «Elart. 260 de 
la instrucción general de esta renta, apro- 
bada por S. M. en 19 de junio de 1852 , co- 
mete el cargo de delegados de la misma á 
los señores Gobernadores de provincia en 
las capitales respectivas, y á los Alcaldes en 
los demás puntos; y en los arts. 263 al 274 
están determinadas las funciones^ que en 
concepto de tales han de desempeñar. To- 
das ellas tienen per objeto ejercer una ac- 
ción inmediata sobre las administraciones, 
para que el servicio se cumpla con precisión 
y exactitud, evitando así que se menoscaben 
ios intereses de la Hacienda. Llevada la Di- ! 
reccion de este deseo, en circ. de 17 de ene- 
ro de 1857, reproducida en 30 de agosto de 
1861, les confió el encargo de girar una visita 
meusual á las Administraciones de su loca- 
lidad, en los dias 8 al 15, indicando la forma 
en que habían de practicarla , y disponiendo 
que remitiesen las competentes actas. 

La Dirección está satisfecha del resultado 
en general de aquella disposición, porque son 
pocos los delegados que dejan de cumplirla 
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puntualmente. Hay sin embargo algunos 
que, ya sea por ocupacioD, ya por olvido in- 
voluntario, ó ya por no comprender toda 
la importancia de las visitas, no son tan 
exactos y descuidan el verificarlas con la 
oportunidad prevenida; y como de ellas pen- 
de el conocimianto del estado de las Admi- 
nistraciones y la seguridad de que funcionan 
con la regularidad debida, en términos de 
que ningún recelo pueda abrigarse de que 
los caudales sean distraídos de su legítima 
aplicación, ha creído oportuno recordar lo 
prescrito en la citada circular, cuya obser- 
vancia es hoy mas fácil que en la fecha en 
que se dictó, porque suprimida la Lotería 
primitiva, la contabilidad de la moderna es 
menos complicada, y mas sencilla la compro- 
bación de los cargos y datas. 

La última cuenta aprobada, y la copia de 
la rendida en el mes inmediato, en que cons- 
te las existencias que deben obrar en poder 
del administrador, las facturas de billetes re- 
cibidos posteriormente; las letras que se ha- 
yan girado á su orden para pago de ganan- 
cias, y algún pequeño ingreso por productos 
de rifas, si alguna se hubiese verificado, son 
los únicos documentos que hay que examinar 
para formar el cargo, y que deben estar sen- 
tados en libros ó cuadernos, según lo dispues- 
to en órden de 6 del actual que al efecto se ha 
comunicado á todos los administradores. La 
data la constituyen los billetes existentes, las 
facturas de los' devueltos por sobrantes, los 
premiados, satisfechos . las letras pagadas, 
la comisión del administrador y el metálico 
que debe resultar. Una documentación tan 
sencilla se presta fácilmente á practicar la 
visita; y por lo mismo la Dirección espera 
que los delegados, por sí ó por medio de 
persona de su confianza, á quien bajo su res- 
ponsabilidad encarguen este cometido, no 
dejarán de verificarlas mensualmente, adop- 
tando las providencias á que hubiere lugar, 
dentro»del círculo de sus atribuciones, y las 
que su celo les sugiera en obsequio de la 
renta para ponerse á cubierto de aquella res- 
ponsabilidad, si en el caso de un alcance ó 
quiebra le cupiese alguna por omisión ó fal- 
ta de exactitud en los datos que contengan 
las actas que deben remitir. Sobre este im- 
portante estrenuo, la Dirección escusa hacer 
mavores advertencias, porque al criterio de 
los delegados no debe ocultarse que las vi- 
sitas se han de girar con toda escrupulosidad. 

No duda este centro directivo de la buena 
fé, ni de las circunstancias que recomiendan 
á los Administradores de la Renta; pero co- 
mo en el número de estos puede haber al- 
guno que desconozca ú olvide lo que se debe 
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á sí mismo v al Estado, descansa en el celo 
de los delegados, y confia en que ejerciendo 
sin disimulo ni contemplación alguna *d ser- 
vicio de visitas, se descubrirán y corregirán 
las faltas que puedan cometerse, no solo en 
el manejo de caudales, sino en ej buen des- 
empeño de las Administraciones, en la pun- 
tualidad con que estén abiertas para el des- 
pacho de billetes, y en el agrado y urbani- 
dad que se muestre en el trato con el pú- 
blico . 

Lo que digo á V. . para su conocimiento, 
esperando se sirva avisarme el recibo de 
esta circular. 

Dios guarde á V... muchos años. Madrid 
21 de agosto de i S 6 3 . — José Cabello y Coitia. 
— Sr. Gobernador Delegado de lotería de. . 
(CL. t. 90. p. 4002.) 

Circular de 10 octubre de 1863. 
¿alomando la expeorlicion ambulante de billetes 

Dirección general de loterías . — «El ¡lus- 
trísimo señor Director general de lote» ias con 
fecha 10 del actual me dice lo siguiente: 

La circular de 4 de julio último, prohi- 1 
hiendo la reventa de billetes, lia sido inter- 
pretada en nn sentido excesivamente lato y 
restrictivo. Al dictarla esta Dirección, solo tu- 
ve por objeto evitar el puiúble trafico que se 
ejercía, revendiendo los billetes á mayor 
precio, en perjuicio de los jugadores y en me- 
noscabo del decoro de la Renta; pero nunca 
filé su ánimo condenar la expendicion ambu- 
lante sin retribución, que ofrece al público la 
manera de satisfacer cómodamente sus de- 
seos sin necesidad de acudir á las adminis- 
traciones; recurso aceptable en ui.a renta 
cuyos ingresos son de índole especial, y gue 
desde su es'ablecimiento ha venido fomen- 
tándose por ese sistema, creando en cot;se- 
cuencía una costumbre que conviene res- 
petar. 

Con este fin han acudido á esta Dirección 
los administradores de las principales capi- 
tales déla Península, solicitando el restable- 
cimiento de la expendicion ambulante, y ma- 
nifestando que esta se ejercía por personas 
desvalidas que ganaban su sustento con la 
gratificación que el administrador los daba 
y con la caridad del público á quien servían, 
pues son muchos los que por preocupación 
ó capricho preGeren lomar los billetes á los 
expendedores y dejan de concurrir á la ad- 
ministración. 

En su vista, y considerando que la expen- 
dicion ambulante en esta forma , en nana se 
opone ála prohibición de la reventa á mayor 
precio, que es la que condena el art. 3.° de 
ía ibstruccion general de !a Renta; pero que 


es indispensable regularizarla para que á su 
sombra no se cometan abusos intolerables, 
he acordado dirigirme á V. S. manifestándo- 
le que, quedando en toda su fuerza v vigor 
lo prescrito en dicha circular, no hay incon- 
veniente eD que autorice el expresado medio 
de expendicion , bajo las condiciones si- 
guientes: 

1. a Que los administradores de loterías 
puedan valerse de. los expendedores que 
crean necesarios para el despacho de bille- 
tes en su respectiva localidad y en los pue- 
blos comarcanos en que no baya otra admi- 
nistración y estén dentro del límite de su 
partido judicial. 

2. a Que el cargo de expendedor ambu- 
lante recaiga precisamente en personas des- 
validas y de buena conducta, justificada con 
certificación de los inspectores de distrito ó 
de los curas párroco», confiriéndolo V, S. 
bajo la responsabilidad de,l administrador y 
á propuesta de este, elevada por conducto 
del general de la provincia. 

3. a Que el título de espendedor ambu- 
lante exprese el nombre de! sujeto á cuvo 
favor se expida, la administración á que per- 
tenezca, y la prohibición absoluta de exigir 
sobre precio ni retribución alguna al com- 
prador de billetes, bajo pena de ser conside- 
rado como revendedor para ios efectos pre- 
venidos en la circular de 4 de julio, v de 
quedar inhabilitado perpetuamente para ejer- 
cer dicho cargo. 

4. a Que ios expendedores lleven siempre 
consigo el litólo que les acredite de tales, 
para exhibirlo á quien se lo reclame; v que 
por ningún concepto exijan retribución al- 
guna, limitándose á recibir la que volunta- 
riamente y por caridad quiera dársele». 

5. a Que los que carezcan de título, sean 
considerados como revendedores, se les co- 
misen los billetes y se les someta á Ja acción 
judicial, conforme lo dispuesto en la citada 
circular . 

6. a Que la expendicion ambulante cese 
desde el momento en que los administrado- 
res terminen la de los billetes que se hayan 
reservado, en ci.vo caso retirarán los que 
obren en manos de sus «spendedores para 
venderlos en la administración; en la inte- 
ligencia de que, si en esta no lor hubiese y 
se encontrasen en noder de aquellos, se tes 
exigirá la competente responsabilidad. 

Con estas condiciones que conciban la 
prohibición de la reventa con el consenti- 
miento de la expendicion ambulante, y pre- 
vienen los abusos á que esta haya podido 
i dar lugar, desaparece el temor de que pue- 
i dan cometerse impunemente en Jo sucesivo: 
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y la Dirección , confiada en el reconocido 
celo de V. S., espera que el cargo de expen- 
dedores ambulantes recaerá en personas do 
honradez y probidad, y que no obstante esto 
se ejercerá sobre ellos, por tos agentes de su 
autoridad, la misma vigilancia que sobre los 
revendedores para la aprehensión de estos y 
corrección de las faltas que aquellos come- 
tieren. Lo que he dispuesto etc. » [ CL . to- 
mo 90, p. 1029.) 

Ciro, de 4 enero de 1864. 

Manera de reclamar y satisfacer el premio do 2 500 

reales, concedido en cada sorteo á las huérfanas. 

(Dir. Gral.I «Con elobjeio de facilitar el 
percibo del premio de :\5Ó0 rs. concedido 
en cada uno de los sorteos de la lotería á las 
huérfanas de militares y patriotas muertos 
en el campo del honor, esta Dirección gene- 
ral tiene acordado que el pago de dicha can- 
tidad se verifique en la Administración mas 
próxima al punto en que residan las intere- 
sadas, siempre que lo soliciten. 

Pocas son, sin embargo, las que se apro- 
vechan de este beneficio, pues la mayor par- 
te de ellas pretenden el abono por medio de 
apoderados en esta Córte, perjudicando sus 
intereses en e! mero hecho de tener que su- 
fragar el coste dei poder y el del giro para 
recibir el importe del premio; lo cual proce- 
de, sin duda, de que ignoran las diligencias 
que han de practicar para acreditar su dere- 
cho y la manera de entablarlas y dirigirlas. 

En este concepto, y á fin de evitar que las 
agraciadas hagan gastos inútiles, con menos- 
cabo de la recompensa concedida á los ser- 
vicios de sus beneméritos padres, he acor- 
dado dirigirme á V. S. manifestándole: 

1. ° Que con arreglo á lo dispuesto en las 
Reales ordenes de 24 de agosto de 1858 y 20 
de enero de 1860, tienen "derecho á recibir 
el expresado nremio las huérfanas que per- 
manezcan solteras el día en que lo obtengan; 
las que hayan contraído matrimonio con an- 
telación á la citada R. O. de 23 de agosto de 
1858; y eD los casos de fallecimiento, las 
madres y abuelos délas solteras, y los hijos, 
madres y abuelos de las casadas, por suórden 
de preiacion. 

2. ° Que para acreditar el derecho y pe- 
dir el abono de! premio en la Administración 
de Loterías donde deseen recibirlo, deben 
remitir á esta Dirección general, por con- 
ducto de Y. S., una solicitud, acompañando 
á ella, si son solteras, la partida de bautismo 
y la fé de existencia y de soltería; si son casa- 
das, la fé de existencia y las partidas de bau- 
tismo y casamiento; y si el derecho es ad- 


: quirido por defunción, los documentos que 

lo acrediten. 

3.* Que todos estos documentos han de 
ser estendidos en el papel sellado correspon- 
diente, y además legalizados en debida for- 
ma si fuesen expedidos fuera de la Audien- 
cia territorial de Madrid. 

Y 4.° Que después de declarado el dere- 
cho ai abono del premio, se dará por este 
Centro directivo la órden competente á la 
Administración que lo baya de satisfacer, y 
se pondrá en conocimiento de V. S. para que 
se sirva trasmitirlo á la parte interesada. 

Con liada esta Dirección en el reconocido 
celo de V. S. espera que contribuirá al obje- 
to propuesto, mandando publicar esta comu- 
nicación en el Boletín oficial de esa provin- 
cia; y que se servirá dar curso inmediato á 
las solicitudes que se le dirijan, aclarando ó 
consultando en sucoso las dudas que puedan 
ofrecerse á los interesados. 

Al propio tiempo y con el mismo fin debo, 
per último, hacer presente á V. S. la conve- 
niencia de que se publiquen en el precitado 
Boletín los partes que esta oficina general le 
dirige, dándole noticia de la huérfana que 
resulta agraciada encada sorteo. 

Del recibo de esta comunicación espero se 
sirva Y. S. darme aviso. — Dios guarde etc. 
— Madrid 4 de enero de 1864. José María 
: Brernon. — Sr. Gobernador de la provin- 
' cía de... [CL. t, 91, p, 7.} 

R. D. de 28 noviembre de 1865. 

Suprimiendo la Dirección de esta renta que se refunde 
en la do estancadas. 

(Hac.j «En atención á las razones que me 
ha expuesto el Ministro de Hacienda, de 
acuerdo con el parecer de mi Consejo de Mi- 
nistros, 

Yengo en decretar lo siguiente: 

' Artículo l.° Se suprime la Dirección ge- 
¡ neral de loterías. 

| Art. 2.° La Administración y contabili- 
dad déla renta de loterías correrán á cargo 
¡ de la Dirección general de estancadas, que 
• se denominará Dirección general de rentas 
estancadas y loterías. La fábrica nacional del 
sello se encargará de los servicio que pres- 
, ta el departamento de operaciones mecáni- 
j cas. El archivo de la Dirección de loterías se 
refundirá en el general del Ministerio de Iía- 
í cien da. 

i Art. 3.° Quedará subsistente la pagadu- 
' jía especial de loterías, limitando sus opera- 
ciones al pago y formal iza cion de los pre- 
mios á jugadores y de las comí- iones que 
j devenguen los administradores. Los demás 
I gastos de la renta se satisfarán directamente 
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por el Tesoro desde l.° de enero próximo, 
¡ocluyéndose en las cuentas de gastos pú- 
blicos que rindan la Fábrica Nacional del Se- 
llo, la Contaduría central y las de Hacienda 
pública. La Dirección general del Tesoro, 
de acuerdo con la de Estancadas y Loterías, 
realizará todas las operaciones de giio y 
movimiento de fondos que ocasione dicha 
renta. 

Art. 4.° El jefe encargado de la contabi- 
lidad en la Dirección de estancadas y lote- 
rías rendirá al Tribunal de Cuentas del Rei- 
no las que ahora forma el tenedor de libros 
de la de loterías, modificándose su redacción 
desde 1.‘ de enero próximo en consonancia 
con ¡as disposicioes del presente decreto. 

Art. 5.° Lafábrica nacional del sello ten- 
drá á su cargo la impresión de billetes, pros- 
pectos, listas, facturas libros y demás docu- 
mentos para el servicio de loterías; la nume- 
ración, folio, sello, corrección y revisión de 
billetes; la construcción, conservación y ar- 
reglo de bolas y de bs útiles necesarios para 
la celebración de los sorteos, y la confección 
y comprobación de las listas de números 
premiados. 

(Siguen otros artículos sobre planta del 
personal déla Dirección etc.)(CL. í. 94, pa- 
gina 861.) 

Ley de presupuestos de 3 agosto de 1866. 

Art. 14. Se fija en el 70 por 100 del pro- 
ducto total de la renta de loterías la parte 
destinada á la ganancia de los jugadores. 

Disposición 1. a Se considerarán amplía 
dos los créditos señalados para «premios de 
expendicion de papel sellado y demás efectos 
estancados,» «comisiones é indemnizaciones 
á los administradores de loterías y ganancias 
de jugadores,» hasta una suma igual al im- 
porte de las obligaciones que se reconozcan 
y liquiden durante el ejercicio, si los ingre- 
sos que se realicen por las respectivas ren- 
tas excediesen de lo calculado en el estado 
letra B. 

R, 0. de 5 febrero de 1867. 

Disponiendo lo que debe hacerse con los premios qae 
corresponden a las huérfanas cuando hayan falleci- 
do 6 contraído matrimonio antes del sorteo en que 
sean agraciadas, etc. 

(Hac.) He dado cuenta á la Reina del ex- 
pediente instruido por esa Dirección general 
con motivo de la reclamación del premio do 
250 escudos que en el sorteo celebrado el día 
18 de mayo de 1865 obtuvo doña Ana María 
Guasch, huérfana de D. Isaac, Miliciano na- 
cional de Reus, muerto en campaña. Ente- 
rada S, M., y en vista de lo expuesto por esa 


oficina, la Asesoría eeneral de este Ministe- 
rio y las Secciones de Hacienda y Gracia y 
Justicia del Consejo de Estado, se ha servi- 
do declarar, de conformidad con lo pro- 
puesto por dichas Secciones y esa Direc- 
ción. 

1. ° Que ni doña María Pujol, madre de 
doña Ana Guasch, ni los hijos de aquella 
tienen derecho á percibir los 250 escudos 
con que la suerte la favoreció en el sorteo 
de 18 de mayo de 1865, porque estando la 
doña Ana difunta á esta fecha, no pudo ad- 
quirir, ni por lo tanto trasmitir, según los 
principios de derecho común; y que la Real 
órdende 23 de agosto de 1858 debe enten- 
derse en este caso y en los sucesivos aplica- 
ble solo cuando el fallecimiento de la huér- 
fana soltera ocurra después de haber sido 
agraciada y antes da haberse cobrado el 
premio. 

2. ° Que por esa Dirección se disponga 
en la forma conveniente que el citado pre- 
mio vuelva á sortearse á fin de que la Ha- 
cienda no se utilice de su importe en per- 
juicio de las huérfanas. 

i 3.° Que en lo sucesivo se exija antes de 
entregar el premio á la agraciada la fé de 
estado de soltería, único caso en que se la 
entregará, ó á su madre ó abuela, si hubiese 
muerto después de obtenido. 

4. ° Que en virtud de lo mandado en 
R. O. de 20 de enero de 1860, tienen dere- 
cho á cobrar el premio las huérfanas, aun- 
que resulten casadas, siempre que lo sean 
antes del 23 de agosto de 1858. 

5. * Que los hijos de estas no tienen de- 
recho al premio á que pueden optar sus ma- 
dres, sin que esto obste á que en el caso de 
fallecimiento entre el sorteo y el cobro 
puedan recogerle como herederos de un 
crédito que ya no pertenece al Estado, sino 
á su difunta madre. 

6. * Que una vez averiguado que la huér- 
fana agraciada ha perdido el derecho al 

j percibo del premio, se sortee este entre las 
demás de su clase pnr medio de un sorteo 
extraordinario en el primero que se ce- 
lebre. 

7 * y último Que con el fin de evitar 
dudas en lo sucesivo, se dé la mayor publi- 
cidad á estas disposiciones, insertándolas 
en la Gaceta y Boletines oficiales. — De Real 
órden etc Madrid 5 de febrero de 1867. — 
Barzanallana.» (Gae. 24 febrero.) 

Decreto de 12 noviembre de 1868. 

Por este decreto se aumentó el tipo desti- 
nado á los premios de jugadores, fijándole en 
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un 75 por 100 del valor de los billetes. Está 
inserto en el Apéndice l.°, p. 516 

LOTERIA DE CARTONES- Por Real or- 
den de 6 de abril de 1800, se dispuso que 
ninguna autoridad pudiera dar permiso 
para jugar en cafés ni en otras casas pú- 
blicas la lotería de cartones. Esta dis- 
posición se reprodujo por otra Real or- 
den de 7 de enero de 1819. Nos remi- 
timos al articulo Juegos prohibidos y á 
Rifas. 

LÚCIDOS INTERVALOS. El espacio de 
tiempo en que los que han perdido el 
juicio hablan en razón.— V. Demente y 
los artículos que allí se citan. 

LUGAR. Ciudad, villa ó aldea: rigu- 
rosamente se entiende por lugar la po- 
blación pequeña menor que villa y mayor 
que aldea. (Diccionario de la Academia), 
— V. Ciudad, Distrito municipal, Villa. 

LUJO. Apenas hay nn tratado de le- 
gis’acion y de economía política en que 
no se trate del lujo, y bien puede decir- 
se que cada escritor lo hace dando á esta 
palabra un sentido ó una significación 
distinta. Montesquieu viene á decir que 
es lujo el uso ó el consumo de lo que 
no se necesita. Say dice que es el uso 
de las cosas mas caras. Tracy llama así 
á lo que se gasta improductivamente, y 
Sluart al gasto de lo supérfluo, etc. 

Sin poderse poner de acuerdo en lo 
que es lujo, no es extraño que escrito- 
res como Rousseau se declarasen contra 
las industrias fabril y comerciante , y 
contra el lujo, que es producto suyo ; y 
que Voltaire le haya considerado utilí 
simo en el Estado, por el impulso que 
con ocasión de él reciben las artes y el 
comercio, y porque creyó que empleando 
los ricos sus capitales ganan su subsis- 
tencia las clases menesterosas y pobres. 
Acaso no baya, por lo mismo, diferen- 
cia esencial en las opiniones de los eco- 
nomistas , cuando unos combaten y 
otros , aunque pocos, defienden el lujo, 
siendo tan difícil determinar los límites 
de lo que es necesario, ó de lo que es 
caro , ó de lo es supérfluo, etc., etc. 

En el deseo de dar en esta obra una 
idea acertada del lujo, vamos á seguir á 
uu ilustre escritor en lo que expone so- 


bre este punto. Dice así el señor barón 
fie Holbach en su Moral Universal: 

«Es, pues, igualmente interesante á la po- 
lítica y á la sana moral contener y deprimir 
el lujo, y curar á los hombres de la fatal va- 
nidad que le produce. Para esto es necesa- 
rio formarse ideas exactas de este mal con- 
tagioso, tan funesto á las sociedades como á 
a los individuos. Parece debe entenderse por 
lujo todo gasto ó dispendio que solamente 
tiene por objeto la vanidad, el deseo de igua- 
lar ó de exceder á los otros, j el designio de 
hacer de sus riquezas una inútil ostenta- 
ción; además deben llamarse gastos de lujo 
todos aquellos que exceden nuestras facul- 
tades, ó que debieran ser empleados en usos 
mas necesarios y conformes á los principios 
de la moral. El soberano de una nación opu- 
lenta no puede ser acusado de lujo cuando, 
sin oprimir á sus súbditos, erige ó edifica un 
palacio , cuya magnificencia anuncie á los 
ciudadanos que aquella es la residencia de 
un jefe supremo , ocupado en su felicidad y 
digno de sus respetos. Este mismo soberano 
puede también adornar su habitación y mo- 
rada con la pompa y magnificencia que el 
buen gusto le dicte, con tal que estos ador- 
nos no sean comprados á costa de la felicidad 
pública. Pero uu monarca que , para saciar 
su orgullo, arruina su pueblo con impues- 
tos , le abisma en la miseria , y le insulta 
después ofreciendo á su vista soberbios edi- 
ficios, es un tirano, reo de un lujo criminal, 
y cuyos enormes y costosos dispendios solo 
merecen el ódio y execración de las almas 
justas. 

Que un príncipe, animado del reconoci- 
miento, construya un asilo espacioso y có- 
modo para los militares inválidos que le han 
servido, no podrá por , esto acusársele de lujo 
ó de vanidad; pero si consultando únicamen- 
te su ¡Dclinacion al fausto, en vez de un re- 
tiro de la indigencia, erige un soberbio pa- 
lacio, gravoso para su pueblo, este monarca 
ya no es benéfico, sino que trata de satisfa- 
cer su orgullo, manifestando un lujo muy in- 
útil, y habría empleado mucho mejor su di- 
nero, si omitiese estos vanos ornatos, á fia 
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de sustentar con su importe mayor número 
de infelices. 

Uu grande 6 un particular opulento pue- 
den, sin lujo, construir para sí una habi- 
tación agradable, y adornarla con gusto y 
comodidad ; mas son unos insensatos si se 
proponen igualarla magnificencia de un rey; 
son criminales , si la erigen á costa de sus 
conciudadanos; y son , en fin , culpables de 
la locura mas repren sible, si contentan su 
van'datl arruinando á su decendencia. 

Todo hombre de conveniencias puede ves- 
tirse de un modo que le distinga del pobre; 
y puede asimismo sin lujo gastar coche y 
tener un cierto número de criados; pero si 
cada dia hace ricos vestidos, costosos trenes 
y preciosas alhajas, si llena su casa de in- 
útiles y ociosos criados , daña y perjudica á 
todos aquellos á quienes debiera aliviar; él 
hace, sí, ricos á los plateros, sastres y guar- 
nicioneros; mas priva á los campos de la- 
bradores que los cultiven, multiplica los hol- 
gazanes y viciosos, y causa un verdadero 
mal á la sociedad; y si de este modo trastor- 
na y pierde su casa y sus negocios , se per- 
judica á sí mismo y roba ¡i sus acreedores. 
En fin, daña á los demás hombres menos pu.' 
dientes que él, porque su ejemplo anima y 
fomenta la vanidad, siendo las comodidades 
y la pompa del rico uu lujo destructor para 
estos. 

Los ricos y los grandes pueden muy bien 
disfrutarlos placeres de la mesa, reunir en 
ella á sus amigos , darles una buena comida, 
y escoger para ella los mejores y mas delica- 
dos manjares. ¿Mas no es una vanidad es- 
tra vagan te no contentarse con los frutos y 
géneros que produce el país? ¿No es una ver- 
dadera locura el querer competir con los 
banquetes de los soberanos arruinándose en- 
teramente? ¿No es una dureza y crueldad ej 
sacrificar á su vanidad quimérica lo que bas- 
taría para alimentar á muchas familias vir- 
tuosas, que ni aun pan tienen para su ali- 
mento ? 

Lo que eu el rico es necesario, es un hijo 

para el pobre. El hombre opulento contrae 


mil necesidades que el pobre debiera siempre 
ignorarlas. El uso del tabaco es un lujo rui- 
noso para el trabajador ó jornalero, que ape- 
nas gana para vivir. El rico puede frecuentar 
los espectáculos sin arruinarse, mas el arte- 
sano se pierde si se aficiona á ellos. 

El lujo, por último, saca á todos los hom- 
bres de su esfera, y fomenta en ellos mil ne- 
cesidades imaginarias, á las que locamente 
sacrifican con frecuencia las necesidades 
mas verdaderas y los mas sagrados deberes. 
En un pais lo agradable prevalece siempre 
sobre lo útil; la vanidad de lucir y de apa- 
rentar hace que nadie esté tranquilo y satis- 
fecho; cada uno se excede en gastos; y to- 
dos, desde el soberano hasta sus mas ínfimos 
súbditos, viven descontentos con su suerte. 
No hay uno que no esté atormentado de una 
vanidad envidiosa, que le hace avergonzarse 
de ser sobrepujado por los otros; cada uno 
se tiene por despreciable desde que no pue- 
de excederlos 6 igualarlos. Esta vanidad de- 
genera en una maníala], que el suicidio no 
es raro en las ciudades dominadas por ej 
lujo; el sonrojo de verse el hombre abatido 
y humillado á vista de los otros hombres, le 
reduce á la desesperación.» 

Perfectamente definido el lujo por el 
harón de Holbach, y supuesta la signifi- 
cación que según él tiene esta palabra, 
no creemos que asista razón á sus pane- 
giristas en cuanto dicen que el lujo es 
útil porque favorece la circulación del 
dinero; y que foméntalas arles dándolas 
un grande impulso; y que estimula la pro- 
ducción por el deseo de aumentar los 
medios de satisfacer otros gustos, pues 
que, sin necesidad del lujo, el dinero 
puede circular y circula en el cambio 
de las cosas productiva?, en el cambio 
de tantas como son necesarias á la vida 
material, moral é intelectual del hombre; 
porque sin necesidad del lujo puede 
promoverse el fomento de todas las ar- 
tes sin perjuicio de ninguna, y porque, 
en último término no es el lujo bien en- 
tendido el mejor estimulo del trabajo y 
de la industria del hombre, ni .mucho 
menos, cuando el deseo de ser feliz y de 
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uestras familias, deseo que 
con nosotros, basta para 
que nunca llegue el hombre á estar sa- 
tisfecho con lo que tiene y para que no 
se canse de aspirar á mas. 

Después de estas ligeras consideracio- 
nes debemos concluir este articulo con 
una sencilla pregunta, ¿Las leyes deben 
combatir el lujo con medidas directas? 
Creemos que de ninguna manera, y asi 
lo hemos indicado al tratar de las leyes 
suntuarias (véase esta palabra) á las que 
con tanta razón califica un escritor de 
«arma peligrosa que yerra el golpe y las- 
tima la mano de quien la maneja»; por- 
que sobre versar de cosas de continuo 
variables é indeterminadas, hay ademas 
que tener en cuenta la suma facilidad 
que hay de eludirlas buscando ó inven- 
tando otros gastos con que distinguirse 
y brillar á los ojos del vulgo, por lo pe- 
ligrosas que son ala .-ando sin motivóla 
libertad de los ciudadanos, y por sus 
perniciosas consecuencias, pues acar- 
rean de ordinario la ruina de la indus- 
tria y del comercio de un pueblo, per- 
turbando las relaciones de su economía 
-con los demás. 

LUTO. El vestido negro que se trae 
por la muerte de alguno. Tenemos algu- 
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ñas leyes recopiladas que hablan de los 
lulos que pueden gastarse y de los que 
no y por quién, y entre ellas la 2. a y 3. a , 
til. XIII, lib- VI, que prohibieron traer 
luto sino es por personas reales, padres, 
abuelos y demás ascendientes ó pur sue- 
gros ó hermanos, marido y mujer ú otros 
cunlesquier parientes; y eso no sobre la 
cabeza, ni en las antepuertas, camas, 
estrados ni almohadas, ni por mas de 
sei. meses no siendo por personas rea- 
tes ó por marido y mujer, tic. Hoy es- 
las leyes que tuvieron por objeto refre- 
nar ó destruir el lujo, como le tuvieron 
también las demás sobre trajes y vesti- 
dos y uso de muebles y alhajas (Véase 
Lkyks santuamas) han caído justamente 
en completo desuso. 

Del luto de la viuda por su difunto 
marido solo diremos que debe sacarse 
del caudal privativo del difunto como 
deuda contra el mismo y no del cuerpo 
de bienes de la herencia, porque enton- 
ces pagaría la mitad la viuda; ni tampo- 
co del quinto de los bienes, pues este 
solo puede gravarse según la ley 30 de 
Toro con los gastos de funeral, misas y 
legados, á no ser que otra cosa disponga 
el testador, ó futre costumbre en el 
pueblo. 
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